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MADRID 
IMPRENTA  DE  LA  REVÍSTA  DE  LEGISLACIÓN 

á  oRigt  da  J.  H.  SRidt 


EL  PRINCIPIO  DE  REPRESENTACIÓN 


En  el  dÍBCuiso  inaugural  de  las  tareas  cientiñcas  y  litera* 
rias  del  Ateneo  de  Madrid  (1)»  se  anunciaba  para  el  presente, 
curso  una  serie  de  conferencias  encaminadas  á  cexponer  la 
transformación  que  han  sufrido  en  los  últimos  años  aquellas 
ideas  políticas  que  dirigieron  la  vida  constitucional  de  Slspaña 
en  el  presente  siglo». 

Nos  parece  muy  útil  «este  examen  de  conciencia  de  nues- 
tro estado  moral»,  en  lo  que  se  refiere  á  doctrinas  políticas;, si 
los  resultados  que  arroje  pueden  mortificar  la  vanidad,  denun* 
ciando  nuestra  holganza  y  lo  poco  que  cultivamos  y  mejora* 
mos  la  herencia  paterna»  también  puede  ser  aliciente  para  que 
trabajemos  en  lo  porvenir,  y  esclarezcamos  los  principios  de  la 
política,  que  permanecen  oscuros  y  borrosos,  aunque  otra  cosa 
opinen  los  optimistas  (2).  A  procurar — según  lo  permiten 
nuestras  escasas  fuerza?  y  los  fines  de  esta  RByisTA->que,el 
indicado  examen  sea  cabal  y  concienzudo,  va  enderezado  el 
presente  artículo.  Y  como  entre  todos  los  problemas  políticos 
descuella  por  su  importancia  y  por  el  olvido  en  que  se  le  tie* 


fl)     Disonrso  leído  en  el  Ateneo  Científico  Literario  de  Madrid  por  el 
xetiao.  Sr.  D.  Seg^mnndo  Moret.  Madrid,  18^. 

(2)  ISntre  otros,  Azcárate,  que  en  sn  libro  £1  Régimen  parlamentario  en  la 
tráttíea,  nos  dice:  «Bt  problema  político,  aunque  por  constar  de  términos 
muy  conocidos  y  discutidos,  salvo  ciertos  perfiles  y  rectificaciones,  cabría 
resolyerlo  sin  graves  dificultades...»  Prólogo,  pág.  8/ 
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oe  (1),  el  de  representación  e^¡  el  Estado,  vamoB  i  exponer  el  con- 
cepto que  ha  formado  del  mismo  la  ciencia  politica  español» 
en  los  presentes  tiempos,'  con  tal  estudio  nos  propoiciouaie- 
moa  un  dato  para  comparar  la  eabidarla  política  de  principio 
y  fío  de  siglo.  La  materia  ea  muy  amplia,  y  nos  limitaremoa 
«n  este  articulo  á  indicar  los  principios  de  una  sola  secuela,  1a 
liberal,  armónica  ú  orgánica,  y  deiRro  de  ella,  á  los  autores  d« 
mayor  peso  y  fama. 


Ante  todo,  como  represenUtctón  y  r^tresmlaHvo  aon  palabras 
«qulvocas  y  ambiguas,  por  admitir  dirersag  y  aun  opuestas 
acepciones  y  sentidos,  debemos  comenzar  aclarando  la  materia 
y  fijando  bien  los  tórminos,  pues  obrando  de  otra  suerte,  ni 
entenderíamos  &  los  demás,  ni  sería  posible  entender  lo  que 
expongamos. 

No  hay  para  qué  indicar  aquellas  acepciones  metafótícaa, 
impropias  y  totalmente  inaplicables  en  materia  política  (2),  y 
bíAo  nos  fijaremos  en  tres  que  estimamos  de  mayor  importan- 
cia, y  que  hvcuentemente  se  emplean  en  la  ciencia, 

Gn  primer  lugar,  se  llama  representativo,  todo  Poder  que  se 
fiosee  por  atribución  directa  ó  indirecta  de  loe  d^emás,  no  como 
cualidad  personal  y  propia,  y  que  se  ejerce  buscando  el  bien' 
4e  los  que  lo  atribuyeron  y  no  el  de  quien  loposee;  á  esta  acep- 
ción aluden  las  frases  «todos  estamos  representados  en  la  Au- 
toridad'i  «el  Poder  obra  en  representación  de  los  subditos»  y 
otras  análogas.  Aplicada  esta  idea  á  la  soberanía  política,  po- 
demos afirmar  que  la  representación  implica  dos  ccndiciones. 


(t)  Fnede  deoirae  ton  hoy  igpikls»  lo  una  k  lo  otro:  l(r  mnoho  qns  ■•  aom- 
bni  1*  paJabn  tatí  an  relaciAn  can  lo  poco  qa«  le  SBtadift  j  anftlisa  1*  idwi. 
V*»M  Orlando.  Ji^mdamento  jaiidiBa  de  la  rtpranlaciii  fotUíeo.  itsnx  ilt  Drvit 
fublie  tt  iU  Ui  Scifívx  polüijue,  tamo  S.*,  nún.  1  * 

(8}     T«M«  DicdonañB  dt  la  Attdtmiit  gtpa%o!o,  13.'  adiolÓD,  1«M. 


1 


^warnéídongem  y  «km  dé  ejeseido:  de  (Mgeo,  en  cuanto  el  Bb- 

3Éide,'O0iBO  persona  social,  <riNra  pm*  medio  de  órganos  que  lo 

^peptessiitan;  de  ejercicio,  en  cuanto  el  Poder  politice  obra  iMt-a 
^  táenAe  la  sociedad  á  quien  representa.  No  hay  para  qué 

•dedir,  que  la  repreeeyítación: entendida  de  esta  manera  no  ofre- 
ce cuestiones,  pues  se  da  y  existe  en  toda  concreción  legitima 
déia  ecberania;  todos  los  Gobiernos,  menos  los  patrimoniales 
j  despóticos,  aceptan  dicho  principio.  A  no  existir  más  aoep- 
«ián  qoe  la  indicada,  nos  veríamos  imposibilitados  para  dis- 
tinguir  les  Oobíemos  representativos  de  los  que  no  lo  son,  y 

•dentro  de  los  primeros,  los  Gobiernos  más  ó  menos  represen - 
-lattvofr. 

En  otra  acepción  se  toma  la  palabra  cuando  se  designan 

*  como  representativos  aquellos  Gobierpos  que  permiten  al  du- 
dadano  exponer,  mostrar,  suplicar,  representar  sos  agravios  ó 
necesidades,  para  que  en  cuanto  pueda^  las  remedie  el  Sobera- 
no. Ya  no  es  característica  de  la  representación  uuü:  condición 

^de  posesión  ó  ejercicio  de  la  soberanía;  antes  bien^  se  fija  en 

'im  derecho  4  jhcultad  del  ciudadano  que  reconoce  con  ampli- 
tud y  orgánica  con  detenimiento:  á  esta  idea  responden' las  ira- 

^  ees:  cque  los  pueblos  pueden  y  deben  representar  ante  el  Po- 
der», «que  el  subdito  en  sus  representadones  pide  tal  ó  cual 
4)osa»,  etc.;  y  tipo  de  esta  forma  de  gobierno  son  nuestras  an 
tiguás  Cortes,  en  la  opinión  de  aquellos  para  quienes  sólo  Ade- 
ren Cuerpos  peticionarioB  y  consultivos.  Tampoco  debemos  de- 
tenernos en  esta  segunda  acepción  de  la  palabra.  £1  procurar 

•que  las  autoridades  conoscan  las  necesidades  sedales,  es  deber 

de  la  autoridad  y  dereqho  del  subdito,  cneoesidad  perenne  y 

universal  que,  á  través  déla  historia,  ha  encontrado  diversos 

ifiodosde  ser  satisfecha»  (1);  siempre  ha  existido,  y  ha  debido 

ixietir  con  independencia  de  las  formas  de  gobierno»  y  aunq^ 

)a  condición  de  gmn  importancia,  «no  puede  servir  para  dis- 

jiguir  los  G<^ierno6  represeiitativos.de  los.queno  lo  son,  tal 

(1>     BaháAléf  Stn»céHr<f  é  vita  del  parpo  éocwhi^li,  lí^^ 


8  RI^VieTA  DS  LBGIBLACié» 

cotno  se  entienden  los  primeros  en  la  ciencia  contemporánea^ 
Con  razón  dice  el  autor  citado,  que  tales  formas  de  expresión^ 
«no  están  de  acuerdo  con  la  representación,  en  el  sentido  mo* 
derno  de  la.  palabra». 

Queda  la  tercera  y  última  acepción,  que  entiende  por  Ck>* 
tierno  representativo  aquella  forma  de  oi^anización  que  per- 
mite á  los  subditos,  pueblo  y  sociedad  toda,  el  interrenir  en  el 
ejercicio  de  las  funciones  soberanas.  Aquí,  la  representación 
no  indica  condición  de  origen  ó  de  fin,  sino  de  posesión  y 
ejercicio^  supone  interrendón  mayor  ó  menor  eñ  la  soberanía» 
y  desde  luego  puede  observarse  que  es  la  acepción  moderna 
de  la  palabra,  la  acepción  por  antonomasia,  la  que  nos  puede 
servir  para  distinguir  lob  Gobiernos  en  representativos  y  no  re- 
presentativos^ la  que  debemos  estudiar  y  analizar  con  deteni- 
miento por  la  multitud  de  dificultades  que  presenta. 

En  efecto,  la  mera  indicación  de  esta  idea  basta  para  com- 
prender que  es  engañosa  por  su  aparente  sencillez.  Afirmar 
que  representación  equivale  á  participación  en  la  soberaníai  es 
decir  la  verdad  á  medias,  pues  queda  por  averiguar  el  por  qui 
de  esta' participación,  y  el  cuánto  de  la  misma;  por  ello,  el.pro- 
blema  ó  cuestión  que  se  indica  con  aquella  palabra  ,se  des? 
compone  irremisiblemente  en  estos  tres:  1.^,  razón  j  causa  de 
la  participación^  que  puede  ser,  principio  absoluto  (soberanía 
nacional  inmanente),  en  cuyo  caso  toda  forma  de  soberanía  há 
de  ser  representativa  para  ser  legitima,  ó  principio  relativo  (ex- 
tención  territorial,  número  de  población,  moderacióai  de  auto^ 
ridad,  conveniencia  del  influjo  popular,  etc.),  y  por  tantO)  96]o 
debe  exigirse  en  aquellos  países  que  presenten  estas  circuns- 
tancias; 2.^,  participación  en  las  funciones  del  Poder:  puede  abarl- 
oarlos todos.,  y  en  todos  exigirla  (legislativo,  ejecutivo,  judicial 
y  armónico),  ó  puede  limitarse  á  alguno  de  ellos  (legislativo)» 
con  exclusión  ó  preferencia  de  los  demás,  y  esto  p(»r  razón  eir* 
eunstancial  ó  por  aptitud  ó  repugnaücia  intrínseca  de  ^adá^ 
Poder;  y  8,®,iK>r  la  eficacia  ¿intensidad  de  la  participación:  tam- 
bién puede  variar  mucho,  existiendo  una  serie  de  facultades . 


EL  FBUrClPIO  DE  BKPBESXaiTACIÓN  ^ 

qu6  por  0a  deBÍgual  intensidad  podemos  graduar  del  modo  bí* 
guíente:  designación  de  quien  la  ejerza  (eufragio),  deeignación 
dando  instruccioneB  (mandato  imperativo),  ejercitar  directa* 
mente  la  función  (jurado,  reUrendum,  etc.) 

Esclarecida  asi  la  materia,  veamos  cómo  conciben  y  cómo 
aplican  el  principio  de  representación  los  autores  que  pertene- 
cen á  la  escuela  indicada. 


II 


En  cuanto  á  la  razón  ó  fundamento  de  la  representación  en 
el  Estado,  están  conformes  los  autores  en  sostener  que  es  prin- 
cipio esencial,  independiente  de  las  circunstancias,  y  que  debe 
exigirse  en  todo  Grobierna  legitimo  y  justo. 

Giner  de  los  Bío&  (1)  dice:  «si  la  soberanía  reside  en  el  Es* 
tado,  no  puede  transferirse  en  caso  alguno  á  este  ó  aquel  de  sus 
miembros,  ora  sea  un  individuo,  ora  una  ó  más  corporadones 
consagradas  á  tal  ó  cual  relación  de  la  vida,  ó  especialmente 
instituidas  para  la  del  derecho.  Antes  por  el  contrario,  jamás 
se  despoja  el  todo  social  de  su  poder,  inherente  en  él  siempre^ 
j  no  de  una  manera  virtual,  como  se  ha  supuesto  en  ocasiones, 
sino  in  adUf  en  perenne  ejercicio,  etc.»  Mas  adelante  afirma  la 
inmanencia  eficaz  de  la  soberanía;  niega,  no  ya  el  poder  exclu- 
sivo'del  monarca,  sino  su  paralelismo  con  el  pueblo,  y  concluye 
que  la  representación  del  Estado  en  sus  órganos  especiales  (ma- 
gistraturas) tiene  una  base  esencial  y  permanente.  Azcárate 
defiende  la  misma  doctrina  en  sus  obras,  pudiendo  citar,  entre 
otros  pasajes,  aquellos  en  que  sostiene  (2)  que  el  sistema  par- 
lamentario. <  es  el  único  régimen  justo  y  conveniente  para  el 
Estado»»  y  que  la  representación  «no  ha  nacido  de  laimposi- 
iUdad  de  que  un  pueblo  numeroso  y  desparramado  por  una 
Ltensa  superficie  se  constituya  todo  él  en  Asamblea»;  antes 

(1)     £$tudiot  jurídicos  y  poHttco».  «La  soberanía  potitiea*,  dl7  y  sig^. 
Cft)     El  Ji4gimtn  purlamenkirto  en  la  práctica,  pág.-2B0  y  siga. 
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1>ien,  06  funda  en  la  nataralesa  del  Estado,  que  como  persona 
social,  debe  obrar  por  representantes, y  en  que  el  d^^cho,  ooino 
los  restantes  fines  de  la  vida,  es  á  la  Tez  objeto  de  actíyidad  ge- 
neral para  todos  y  asunto  de  especial  prolesión  para  algimea. 
Posada  (1)  vierte  las  misnum  ideas  cnuido  flaeribe  «que  la  so- 
beranía, como  atributo  del  Estado,  implioa  la  idea  de  qné  se 
considere  conK>  copartícipes  de  ella  á  todoa  ka  elementos  twm 
y  racionales  que  lo  constituyen»,  «y  que  el  Sstado«  en  «uaate 
complejo  organismo  colectiyo,  ol»ra  por  sus  mlembroa,  que 
tienen  por  esto  el  carácter  de  representantes»;  y  en  las  mismas 
IFuentes  bebiá»6antamaria  (2),  al  exponer  cque  la  idea  de  repre- 
sentación surge  desde  el  momento  en  que  se  considera  la  nece- 
sidad que  tienen  las  personas  sociales  de  ejercer  fundones  más 
ó  menos  relacionadas  con  la  vida  material»,  cque  la  represen- 
tación en  si  misma  es  necesaria»,  que  es  condición  precisa 
para  la  legitimidad  de  la  soberanía,  cque  las  personas  que  la 
ejerzan  reconozcan  que  todos  los  Poderes  radican  en  la  Nación, 
cuya  soberanía  no  puede  ser  patrimonio  de  nadie»  y  que  es 
ilegítima  la  Monarquía  pura  ó  absoluta,  cporque  no  reconoce 
este  principio». 

Aunque  nuestro  propósito  sea  exponer  y  no  criticar,  vamos 
á  sentar  algunas  observaciones  sobre  la  doctrina  expuesta.  Re- 
saltan en  ella  como  ideas  capitales,  que  la  intervención  popu- 
lar por  representación  es  condición  precisa  de  todo  Gobierno; 
que  los  no  representativos  son  del  todo  ilegítimos;  que  estare- 
presentación  debe  darse  en  todo's,  con  independencia  absoluta 
de  toda  circunstancia,  y  que  la  concreción  de  la  soberanía,  en 
lo  más  fundamental  de  la  misma,  no  es  cuestión  relativa,  sino 
absoluta.  Y  muy  pronto  se  manifiesta  la  gravedad  de  estaa 
doctrinas,  en  cuanto  se  declaran  ilegítimos  tantos  Gobiernos 
pasados  y  presentes,  y  la  precipitación  cpn  que  se  establece 
dicha  ilegitimidad  sin  asentarla  en  sólidos  cimientos.  Que  el 

<1)     IVatocfo  cíe  dwredto  poHUeOt  t.  1.*,  pig.  897  y  siga. 
<9)     Cfurto  de  Dertcho  poliHco* 
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listado,  Bn  ciunto  persona  social,  obra  por  órguHM,  pmelm  la 
necesidad  de  la  autoridad,  no  de  una  determinada  autoridad; 
que  la  soberanía  no  puede  transferirse,  porque  rompe  la  unidad 
del  Estado  (Giner),  ó  porque  siendo  actividad  del  Estado,  no 
puede  quedar  este  ser  inactivo  óonuerto  (Santamaría),  es  afir- 
mación insostenible,  porque  si  la  autoridad  se  transfiere  á  una 
persona  ó  corporación,  ésta  es  parte  del  Estado  (1),  y  peligro- 
sa, porque  impide  reconocer  la  legitimidad  de  ciertas  autorida* 
des  (Grobemadores,  Jueces,  y  en  especial,  todas  las  militares),  en 
las  que  el  subdito  no  interviene  para  nada;  que  la  representa- 
ción  no  depende  de  circunstancias  particulares,  es  cerrar  los 
ojos  á  la  luz  y  á  las  enseñanzas  de  la  historia»  pues  ella  nos 
dice  que  no  rigió  sieippre  el  mismo  principio,  ni  los  pueblos 
lo  aceptaron  por  igual,  que  las  circunstancias  retrasan  ó  facili- 
tan su  planteamiento;  y  en  cuanto  á  su  necesidad  y  perpoanen- 
cia,  ¿quién  examinando  lo  presente,  inestable,  inseguro,  con- 
tradictorio y  contradicho,  dejará  de  calificarlo  como  régimen 
provisional  y  transitorio?  ¿quién  no  presiente  futuras  mu- 
alanzas? 


III 


Establecida  con  el  carácter  de  necesaria  la  coparticipación 
en  la  soberanía,  veamos  cómo  la  extiende  la  escuela  á  todas  las 
funciones  en  que  aquélla  se  diversifica  y  manifiesta;  también 
en  este  punto  encontramos  perfecta  concordancia  de  opi- 
niones. 

Si  la  soberanía  es  inmanente  é  intransferible,  resulta  lógi- 
co y  necesario  que  se  manifieste  actuando  en  todos  los  Pode- 


1)  Posad»  prevé  esta  objeeión  7  la  contesta  dioiendo:  •qwt  la  actividad 
representaate  no  es  suya,  sino  del  Estado,  como  sucede  en  nuestro  ener- 
.  en  el  cuál,  la  actividad  de  un  órgano  no  es  suya,  sino  de  todo  el  cuerpo» ; 
que  no  prevé,  ni  resuelve,  es  la  contradicción  entre  esta  idea  y«  la  de  so- 
ásala popular,  plena,  total,  in  actu,  etc.,  etc.  Ta  lo  veremos  más  adelanté. 
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res:  según  Giner  (1),  en  todos  participa  el  pueblo  más  ó  menos 
directamente;  para  Azcárate  (2),  «si  el  Poder  se  diversifíca 
constituyendo  una  variedad  de  poderes  y  funciones,  es  eviden- 
te que  la  sociedad  tiene  derecho  á  intervenir  directa  é  indirec- 
tamente, no  en  éste  ó  en  aquél,  sino  en  todos  ellos,  puesta 
que  debe  influir  en  cuanto  al  derecho  hace  relación»:  la  mis- 
ma  doctrina  establece  Posada  (3);  y  en  cuanto  á  Santamaría^ 
léase  lo  que  escribe  (4):  «aunque  de  ordinario  se  habla  de  re- 
presentación  refiriéndose  al  Poder  legislativo,  no  hay  cargo  ni 
magistratura  del  Estado  que  deje  de  fundarse  en  la  designa- 
ción expresa  ó  tácita,  directa  ó  indirecta,  pues  de  otra  suerte 
seria  completamente  ilusorio  el  principio  de  la6oberania^» 
Plena  eonfirmación  de  estos  principios  encontratüos  en  las 
obras  de  los  escritores  citados  al  tratar  de  organizar  cada  Po- 
der; pues  en  el  legislativo  participa  el  pueblo  por  medio  de  la 
costumbre  y  ei  sufragio;  eñ  el  ejecutivo  por  la  designación  di- . 
recta  é  indirecta  de  los  funcionarios,  y  por  el  ejercicio  de  la 
función  en  juntas  especiales;  en  el  judicial,  ya  con  designa- 
ción de  Jueces  y  Tribunales,  ya  con  ejercicio  directo  con  el 
Jurado;  y,  por  último,  en  el  moderador,  con  la  designación  en 
algunos  casos,  y  con  la  opinión  pública  en  los  demás,  fuerza 
impulsora  y  directora  de  todos  los  Poderes. 

« 

Nada  tenemos  que  observar  en  este  punto;  en  cuanto  á  lo 
fundamental,  ténganse  por  repetidas  las  observaciones  anterio* 
res;  en  lo  referente  á  la  diversa  intensidad  del  principio  de  re- 
presentación en  cada  uno  de  los  Poderes  del  Estado,  diversi- 
dad que  se  traduce  en  desigualdad  de  facultades  en  el  ejerci- 
cio de  los  mismos,  es  punto  de  vista  que  analizaremos  y  criti- 
caremos en  el  párrafo  siguiente. 


(1;     iVíwCTJno*  de  dereehe  nafurdt?. 

fü^     ¡Si  Self  €hié€mfrt6nt  y  la  Monarquía  doctrinaria, 

(8)     Ob.  oit. 
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IV 


Todo  el  Estado  participa  de  la  soborania  en  si  y  en  sus  po- 
deres; pero  ¿cómo  y  en  qué  forma?  ¿designará  la  persona  que 
la  ejerza?  ¿podrá  darle  instrucciones?  ¿le  será  licito  en  algún 
^laso  ejercitarla  sin  intermediario,  directamente? 

Giner  de  los  Ríos  (1)  comienza  afirmando  cque  la  actividad 
del  Estado  se  desenvuelve  en  dos  formas,  la  espontánea  y  la 
reflexiva.  Mediante  la  primera,  expresa  directamente  por  sus 
hechos  el  peculiar  sentido  en  que  concibe  y  realiza  el  derecho 
sin  darse  de  ello  cuenta,  ni  acertar  j  por  tanto,  á  distinguir  de 
lo  que  es  esencial  á  su  espíritu  jurídico,  los  elementos  acci- 
dentales incorporados  á  él,  merced  á  circunstancias  desfavora- 
bles que  lo  vician  >  oscurecen  y  perturban  en  su  sano  desí»rro- 
lloi;  con  ella  la  vida  del  Estado  queda  expuesta  <á  absorber 
con  la  misma  docilidad  el  veneno  que  la  corrompe  y  el  ali- 
mento que  la  nutre  y  fortifica,  y  á  seguir  la  dirección  con  que 
la  fuerza  á  torcer  su  corriente  el  primer  obstáculo  que  halla  en 
su  camino».  Por  la  forma  reflexiva,  «el  Estado  vuelve  sobre  sí, 
recoge  con  solícito  interés  las  vagas  aspiraciones  que  se  agitan 
en  su  seno,  aclara  en  aquellos  movimientos  instintivos  lo  sano 
y  esencial,  los  condensa  y  los  rectifica  según  principios  madu- 
ramente discutidos». 

Planteada  así  la  cuestión,  faltaba  señalar,  en  materia  de 
soberanía,  cuándo  ejercita  el  Estado  la  a,cción  espontánea  y 
cuándo  la  reflexiva.  Respecto  ala  primera,  y  para  «precaverla 
abdicación  de  la  soberanía  en  las  autoridades  oficiales»,  nos 
uestra  el  ejemplo  de  Inglaterra,  donde  (2)  «no  se  considera 
la  Nación,  en  la  prática  real  de  las  cosas,  como  la  base  inerte 
3  donde  reciban  su  investidura  los  Poderes  oficiales,  en  cu- 

<1)     Ob.  cit.y  La  •oberania  poliHcat  p&g.  220.  ,  . 

<2)     Obra  citada,  p&g:.  tu  y  sigrüentes. 
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JOB  Óiganos  fie  encama  inmediatamente  la  sobeíantiv*  que  sólo- 
fie  ejerce  por  fin  medio,  sino  como  la  suprema  potestad  que  rige  y 
determina  á  todas  las  restantee;  no  tiene  autoridad  meramente 
inpatmUia,  sino  actual  j  efectiva;  ni  aun  siquiera  intermitente, 
silfo  constante;  no  es  el  anima  tn/ú,  á  quien  toca  sólo  callar  y 
obedecer  á  bus  elegidos,  sino  el  motor  enérgico  y  activo  que 
vela  y  gobierna  sobre  los  poderes  particulares,  meros  agentes  y 
ministros  suyost:  para  ejercitar  la  segunda  ó,  sea  la  reflexiva» 
cpide  el  organismo  del  Estado  la  formación  de  autoridades  es- 
pedales  para  cada  función  particular».  cEstado  dentro  del  Es- 
tado», cuya  misión  consiste  cen  condensar  las  aspiraciones  de 
la  sociedad  á  que  sirve,  en  recibir  su  impulso,  en  dirigirlo  sin 
violencia,  moderarlo  sin  dislocación,  corregirlo  y  educarlo  sua* 
vemente,  abriendo  nuevos  horizontes  á  su  actividad  vital,  y 
acrecentando  de  día  en  día  el  imperio  de  la  reflexión  sobre  el 
del  instinto  y  el  de  la  libertad  sobre  el  hábito».  De  aqui  surge 
la  distinción  entre  Estado  oficial  y  no  oficial,  cmera  distinción, 
no  disolución  de  la  unidad  del  Estado»;  Estados  cque  no 
difieren  entre  si  (1)  por  el  número  ó  naturaleza  de  sus  funcio- 
nes, sino  puramente  en  la  forma  artística  de  su  actividad»; 
|)ues  ni  la  autoridad  puede  obrar  directamente  y  sin  órganos^ 
ni  se  puede  negar  la  autoridad  sustantiva  de  las  magistraturas 
populares,  según  afirmó  ya  Donoso». 

Tal  es  la  doctrina  que  sustancial  y  aun  literalmente  repro- 
ducen Azcárate,  Posada  y  Santamaría,  en  las  obras  citadas,  y 
que  andan  en  manos  de  todos. 

Quedan  aún  por  saber  cómo  estos  principios  se  aplican  en 
la  práctica  á  cada  uno  de  los  Poderes  del  Estado;  y  esto  se  ve- 
rifica, según  la  escuela,  perlas  diversas  modalidades  y  formas 
de  que  es  susceptible  la  representación;  Giner  las  indica,  y  los 
autores  citados,  y  en  especial  Santamaría,  Posada  y  Costa  (^^ 


ií)     /HiwHpÚM  del  Derecho  natural,  pkg.  196. 

fS)     Teoría  del  keeko  ¿wridioo  individual  eocial,  fi  14. 
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lá»  defiairolIaQ  y  distinguen.  Hay  representación  necesaria  y 
Voluntaria^  directa  é  indirecta,  expresa  y  tácita,  espontánea  y 
reflexiva;  surge  unas  veces  por  necesidad  de  las  cosas»  depen* 
de  en  otras  de  la  voluntad;  aquí  se  manifiesta  con  palabras  y 
allá  con  hechos;  en  un  caso  se  designa  la  persona,  en  otros  á 
través  de  varias,  por  lo  cual  se  dan  grados:  todo  es  permitido  y 
licito,  menos  el  directo  ejercicio  del  poder,  principio  incompa- 
tible oon  la  sustantividad  de  las  funciones  soberanas;  la  dele- 
gación suprime  y  anula  toda  representación.  El  mismo  prin- 
cipio anima  y  vivifica  todos  los  Poderes,  la  representación ; 
pero  se  verifica  en  forma  espontánea  (costumbre)  é  indirecta 
expresa  (sufragio),  en  el  legislativo;  indirecta  (designación, 
elección)  y  directa  plena  (juntas  municipales)  en  el  ejecutivo; 
con  las  mismas  formas  y  modos  en  el  judicial;  é  indirecta- 
mente, y  aun  de  un  modo  tácito  y  por  hechos,  en  el  moderador. 
Hasta  aquí  la  doctrina  que,  examinada  sin  pasión  y  con  el 
debido  detenimiento^  presenta  á  nuestro  juicio  insolubles  con- 
tradicciones. 

En  los  comienzos,  reconoce  la  existencia  de  dos  fuerzas  con- 
trarias, y  que  en  dirección  opuesta  pueden  obrar  sobre  un 
mismo  objeto:  son  la  soberanía  del  Estado  no  oficial  y  la  del 
oficial;  aquélla  perenne  y  activa,  ésta  sustativa  é  indepen- 
diente; allí  no  se  permite  que  las  magistraturas  sean  sobera- 
nas, y  aquí  que  se  prive  de  su  libertad  á  las  magistraturas» 
Ahora  bien:  no  siendo  posible  repartir  las  facultades  c porque 
no  difieren  en  el  número  de  las  mismas»,  en  caso  de  conflicto, 
¿quién  vence  á  quién?  O  de  otro  modo  y  empleando  las  frases 
de  la  escuela:  si  el  Estado,  con  su  acción  espontánea,  elige  t el 
veneno  que  mata  y  no  el  alimento  que  fortifica»,  ¿podrá  la  au- 
toridad, con  su  acción  reflexiva^  moderar  y  aun  contrariar  este 
ovimiento,  yascon  dislocaciones,  ya  sin  ellas?  No  se  resuelve 
lia  Cuestión  alegando  el  inmenso  poder  moral  de  la  opinión, 
la  necesidad  de  que  el  todo  social  coopere  y  no  resista  los  im- 
olflos  del  gobernante,  pues  son  condiciones  de  todo  Gobierno» 
o  de  uno  solo;  y  todavía  se  adelanta:  menos  djciendp,  con  Fo- 
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sada,  que  dn  cuanto  el  gobernante  ee  divorcia  del  pate,  pierde 
la  representación  que  tiene  y  ee  presentan  los  trastornos  poli- 
ticos  y  la  revolución,  pues  ésta  constituye  ese  remedio  tan  ex- 
pedito como  doloroso,  y  es  aplicable  á -todos  los  OobiemoB  pa- 
sados, presentes  y  futuros/ 

Nótase,  en  segundo  término,  cómo  esta  doctrina,  ai  aplicar 
el  principio  de  representación  á  las  funciones  soberanas,  no 
establece  diversas  formas  de  representación,  sino  representa- 
ciones opuestas  y  diferentes;  la  identidad  de  la  palabra  oculta 
la  profunda  diversidad  de  las  ideas.  Se  llama  representación 
que  el  pueblo  legisle  por  la  costumbre,  designe  el  individuo  qua 
gobierne  y  consienta  y  obedezca  á  gran  número  de  autoridades 
respecto  de  las  cuales  sólo  puede  intervenir  prestando  obedien- 
cia; y  merece  por  igual  el  nombre  de  representativo  el  poder 
que  el  pueblo  ejercita,  aquel  otro  que  no  ejerce,  pero  designa 
quién  lo  haga,  y  por  fin,  un  tercero,  en  el  que  ni  ejerce  ni  de- 
signa. Transición  tan  radical,  inspirada  en  una  misma  idea  y 
cobijada  con  la  misma  palabra,  queda  al  aire  y  sin  justificante 
alguno,  y  lo  que  es  más  grave,  está  en  pugna  con  el  principio 
de  que  el  Gobierno  representativo  es  el  único  legítimo  y  justo; 
pues  si  se  presenta  ante  la  escuela  la  monarquía  pura  y  abso- 
luta, alegando  que  es  representativa  porque  los  pueblos  la  eli- 
gieron ó  porque  con  sus  hechos  y  su  silencio  la  aceptaron,  ¿en 
qué  razón  iban  á  fundarse  para  rechazarla? 

Últimamente ,  adopta  la  teoría  que  exponemos  una  actitud 
hostil  hacia  todo  lo  que  sea  régimen  directo,  que  ni  se  com- 
prende ni  se  explica  á  no  ser  por  el  ciego  instinto  de  conserva- 
ción. Anatematizar  las  antiguas  teorías  porque  transferían  el 
poder;  colocar  en  las  nubes  las  modernas  porque  lo  radican  en 
todo  el  Estado;  y  á  renglón  seguido  decir  ár  esta  tendencia  €de 
aquí  no  pasarás»,  desechando  por  absurdas,  ivacionales  é  ile- 
gítimas, instituciones  como  el  mandato  imperativo  y  el  r</5?- 
rendumy  «desenvolvimiento,  este  último ,  de  la  soberanía  na- 
cioiíali,  «nueva  evolución  de  la  democracia  moderna»,  «conse- 
cuencia lógica  del  espíritu  democrático  y  evolución  del  sistema 
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representativo,  por  haber  nacido  en  su  misma  raíz»,  (1),  es  po- 
sición insostenible.  Entre  la  soberanía  transferida  y  la  sobera- 
nía delegada,  aparece  la  representación  como  un  simple  tér- 
mino medio;  y  cuando  á  los  poderosos  argumentos  de  los  cam- 
pos opuestos  presenta  la  escuela  razones  tan  contradictorias, 
como  soberanía  inmanente  y  valor  sustantivo  de  las  magistra- 
turas, soberanía  in  actu  y  representación  necesaria  de  ciertas 
funciones,  hacer  artístico  y  hacer  reflexivo,  acuden  á  la  mente 
todas  aquellas  críticas  de  que  tan  poco  avara  se  mostró  la  teo- 
ría orgánica  al  combatir  con'la  doctrinaria. 


Queda  sumariamente  expuesto  el  concepto  del  principio  de 
representación,  según  la  escuela  liberal-armónica  española,  y 
con  ello,  expedito  el  camino  para  realizar  en  este  punto  el  exa- 
men de  conciencia  indicado.  Tales  ideas  constituyen  el  Haber; 
pónganse  como  Debe  las  ideas  políticas  de  principios  de  siglo,, 
bastando  para  ello  el  discurso  preliminar  de  la  Constitución 
de  1812,  y  el  Saldo,  en  contra  ó  á  su  favor,  no  será  muy  diñcil 
deducirlo  al  lector  entendido  y  discreto. 

Jbsús  Sánchez  Diezma. 


(1)    Horet»  diionna  eit^do. 
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45.  Tenemos  ya  determinado  el  contenido  del  jus  in  se  ip- 
mm^  y  eliminadas  las  principales  objeciones  que  se  hacen  antes 
de  admitirle  (1), 

Debemos  ahora  estudiar  la  naturaleza  de  este  derecho,  para 
saber  si  se  le  debe  agregar  á  los  derechos  llamados  innatos  ó  á 
los  adquiridos. 

46.  Esta  cuestión  tiene  para  nosotros  importancia  capital, 
porque  se  resuelve  con  ella  si  el  jtis  in  se  ipsum  puede  ser  al- 
guna vez  suprimido  ó  limitado,  y  si  el  individuo  puede  renun- 
ciarle. 

Según  la  tradicional  distinción  de  los  filósofos,  es  innato  j 
esencial  aquel  derecho  que,  emanando  inmediatamente  de  la 
naturaleza  física  y  biológica,  es  necesario,  inmutable,  inalie- 


(*)     Véase  la  pág.  514  del  tomo  88  de  la  Revista. 

(1)  De  la  objeción  que  se  refiere  al  derecbo  al  suicidio»  como  consacnen> 
«la  del  derecbo  sobre  la  persona  propia,  me  ocuparé  en  la  parte  especial, 
donde  será  más  oportuna. 
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nable^  irrenunciable;  mientras  que  mudable,  potestaÜTo  jab> 
dicable  es  el  derecho  adquirido  (1). 

Afirma,  además,  esta  teoría  que  todos  los  derechos  innatos 
se  resumen  en  el  derecho  á  la  yida,  que  comprende  el  dereeho 
á  la  integridad  personal,  á  la  legitima  defensa,  á  la  vida  mo- 
tbI,  á  la  übeortad,  á  la  igualdad  en  la  ley,  á  la  sociabilidad,  á  la 
asistencia  y  al  trabajo  (2). 

£1  derecho  sobre  la  persona  propia,  que  comprende  preci- 
samente el  derecho  á  la  vida  física  y  moral,  ¿será  entonces  un 
"derecho  innato? 

47.  Entiendo  que  la  distinción  de  los  derechos  en  innato* 
y  adquiridos,  por  antigua  y  universaltnente  aceptada  que  sea, 
no  es  fundada. 

Esta  afirmación,  tan  decidida  y  categórica,  al  oponerse  á 
las  ideas  seguidas  por  la  mayoría  de  loe  jurisconsultos,  encon- 
trará muchas  objeciones.  Pero  las  razones  que  me  deciden  á 
sostenerla,  me  parecen  fuertes;  además,  es  menester  no  olvidar 
que  muchos  de  aquéllos  han  aceptado  la  antigua  distinción» 
más  que  por  convicción,  inconscientemente  y  por  la  costum- 
bre de  tener  por  cierto  lo  que  así  reputa  la  mayoría. 

No  es  posible  negar,  sin  embargo,  que  esta  distinción  tra- 
dicional ha  tenido  el  gran  mérito  de  oponerse  á  la  teoría  del 
antiguo  derecho,  según  la  cual,  la  personalidad  humana  era 
una  creación  de  la  ley  positiva  y  los  derechos  emanaciones, 
concesiones  del  legislador;  pero  como  teoría  científica  es  im- 
perfecta. 

48.  A  los  que  admiten  una  distinción  precisa  y  exacta  en- 

(1)  Puede  verse  tuia  briUaiite  expusioión  de  esta  teoría  en  la  obra  de  Ca- 
•rtkgíuan.  Corso  moderno  di  filosofia  del  diriUo  (Padaa),  p&gs.  154  y  sigmeottes. 
Véanse,  adexn&s:  MiragUa,  Sommari  difilogofia  del  diritto  (N&poles,  1880),  p4- 
as  36  y  signientes;  Ahrens,  Corso  di  diritto  naturale  (trad.  Trinchera,  Ná- 
es,  1841),  p&gs.  ©2  y  94;  Lioy,  Della  Jilosofia  del  diritto,  vol.  11,  3.*  ed.  (Plo- 
-loia,  1888)j  p&gs.  4^;  TapareUi,  Saggio  teoretioo  di  diritto  naturale  (Boma, 
6,  yol.  I,  núm.  849,  pág.  325). 
fS)     Iliraglia,  obra  citada,  p&gs.  41  48. 
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tre  los  derechos  innatos  de  número  limitado  y  los  adquiridos,^ 
cuyo  número  es  cada  día  mayor,  se  les  debe  hacer  observar: 

1.^    Que  todas  las  personas  de  remotos  tiempos  carecían  de-- 
algunos  de  los  derechos  innatas  que  se  enuncian. 

2.^  Que  no  se  puede  afirmar  que  el  número  dé  los  derechos- 
innatos  es  inyariable  y  que  los  adquiridos  no  puedan  conver- 
tirse en  innatos  en  lo  porvenir  (1). 

A  todos  los  partidarios  de  esta  bifurcación  que  criticamos^ 
86  puede  preguntar  también  cuál  es  el  criterio  seguro  para  dis- 
tinguir los  derechos  innatos  y  los  derechos  adquiridos. 

Se  nos  dice  que  los  primeros  se  fundan  inmediatamente  en 
la  naturaleza  abstracta  y  común  de  los  hombres,  y  los  segun- 
dos en  la  concreta  é  individual  de  cada  uno,  en  la  voluntad 
humana;  que  los  primer<5s,  en  fin,  son  las  fuerzas  elementales 
que  los  segundos  desarrollan. 

Se  admite,  pues,  que  los  derechos  adquiridos  no  son  otra* 
cosa  que  el  producto  de  la  actividad  humana,  la  exteriorización 
de  los  derechos  naturales.  Pero  ¿cómo  determinar,  si  así  es,  el 
punto  en  que  acaba  la  naturaleza  y  empieza  la  actividad  hu- 
mana? 

49.  Se  contestará  acaso  que. los  derechos  adquiridos  no  pue- 
den reputarse  como  una  categoría  derivada  de  la  de  los  inna- 
tos, conforme  quería  la  escuela  del  derecho  natural,  y  aun  aña- 
dir que  los  derechos  adquiridos,  no  sólo  tienen  un  origen  pro- 
pio, sino  más  elevado  aun  que  los  innatos,  porque  la  voluntad 
y  el  entendimiento  son  seguramente  superiores  á  los  sentido»^ 
y  á  la  naturaleza  en  que  descansan  aquellos  otros  que  no  supo- 
nen el  ejercicio  de  tan  altas  facultades,  como  los  adquiridos 
intervienen,  en  los  cuales  el  hombre  obra  como  ser  voluntaria 
y  racional  (2). 

Esta  argumentación  no  resuelve  el  problema.  ¿Cómo  se  Ue* 

(1)     Bsta  misma  obsdrvaoión  h»  hecho  Batto,  Soeiologia  «  JUotqfia   dtl    éi^ 
Hito  (Turin,  ISM),  pkg.  187. 
(8)     Oavagnarl,  obra  citada,  págs.  164165. 
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vga  J  encuentra  el  pretendido  origen  distinto  de  los  derechos 
adquiridos?  Si  el  criterio  para  determinarle  es  el  de  acto  vo- 
Juntario  del  hombre  contrapuesto  á  su  naturaleza  física,  ¿dónde 
-acaba  la  naturaleza  y  comienza  la  actividad  humana?  Como  se 
ve,  nos  hallanoLOs  en  el  mismo  punto. 

60.    Oontra  la  antigua  teoría  de  que  nos  ocupamos  se  han 
alzado  ja  voces  muy  autorizadas. 

CSarle  (1),  combatiendo  valientemente  la  distinción,  dice 
^ue  los  derechos  innatos,  como  los  adquiridos,  se  deben  referir 
todos  á  la  humana  actividad  jwridica^  en  la  cual  hace  consistir 
la  potestad  del  hombre  que  se  llama  derecho.  La  diferencia 
^ueda  reducida,  según  él,  á  que  los  derechos  innatos  son  la 
-acHvidad  jurídica  in  poteniia,  y  los  adquiridos,  la  misma  activi- 
-dad  in  actu.  Así,  pues,  no  es  posible  dividirlos  ni  distinguirlos, 
porque  la  adividad  potencial  del  hombre  tiende  á  convertirse  en 
-acto,  y  á  su  vez  toda  acción  humana  en  tanto  puede  originar 
un  derecho  particular  y  adquirido  en  cuanto  parte  de  la  acti- 
vidad jurídica  humana  obrando  en  conformidad  con  la  ley. 

51.  Después  de  Garle,  atacó  Ferri  la  distinción  (2).  Observa 
Ferri,  que  si  se  atiende  al  momento  causal  y  de  origen,  es 
cierto  que  hay  derechos  cuyas  manifestaciones  empiezan  con  ía 
vida  misma  del  hombre,  mientras  las  de  otros  dependen  de 
ün  hecho  posterior,  individual  ó  social;  pero  esto  no  impide 
que  también  por  su  parte  los  llamados  derechos  adquiridoe 
tengan  su  raíz  y  génesis  en  la  naturaleza  misma  del  hombre, 
siendo,  por  consiguiente,  innatos  también  en  este  aspecto.  Por 
^tra  parte,  añade,  los  derechos  llamados  innatos  no  tienen 
Tida  más  que  cuando  la  sociedad  los  reconoce.  Se  puede  decir 
que  el  derecho  de  libertad  personal  era  innato  en  los  hombres, 
aun  cuando  una  sociedad  determinada  hubiese  establecido  la 
^esclavitud  de  hepho  y  de  derecho;  sin  embargo,'  este  derecho. 


(1)      fíro9peUo  cPun  inMgnametUo  deüa  JUotofia  del  diritto,   part«  ^enerAl,  nft- 
liaros  906  7  807  (Tqtüi,  1674). 
00     V  OmieUUi^'Suieidio,  pág«.  16-17. 
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innato  como  otroB  más,  no  fué  derecho  hasta  que,  hafoi«nda^ 
llegado  el  individuo'  á  una  det^minada  lase  de  bu  evolución^ 
tuvo  fuerzas  suficientes  para  hacerle  valer,  y  la  sociedad  se  vi6 
«bligada  á  reconocerle  y  sancionarle.  Resulta,  en  fin,  que  to- 
dos los  derechos  son  innatos  en  cierto  sentido  y  adquiridos  en 
otro;  la  distinción,  pues,  es  meramente  relativa  y  provisional,. 
7  aplicable  tan  sólo  á  ciertas  modalidades  jurídicas. 

52.  Pues,  ¿cuál  es  entonces  el  fundamento  común  de  los^ 
derechos  innatos  y  adquiridos? 

Según  Carie,  la  actividad  jurídica  humana. 

Pero  yo  entiendo  que,  tanto  los  derechos  innatos  oomo  los 
adquiridos,  deben  referirse  al  gran  principio  de  la  personali- 
dad jurídica,  que,  sin  constituir  un  derecho  especial,  es  A  ori- 
gen inmediato  de  todos  los  derechos  y  deberes. 

La  personalidad,  concebida  como  capacidad  jurídica  de 
querer,  reconocida  por  la  ley,  es  el  fundanaento  de  todos  los 
derechos  que  surgen  de  las  relaciones  humanas. 

Ocioso  es  hablar  de  derechos  derivados  de  la  naturaleza  hu- 
mana ó  fundados  en  ella  en  contraposición  de  derechos  que 
nacen  de  un  acto  del  hombre. 

Ni  la  naturaleza  humana  ni  el  mero  hecho  de  un  hombre 

# 

Km  elementos  capaces  por  si  solos  de  engendrar  derechos.  No 
puede  ea^istir  uno  de  éstos  sin  Una  entidad  dotada  de  la  fácul«- 
tad  de  querer,  y  sin  qué  la  ley  reconozca  esta  capacidad. 

£s,  pues,  imposible  un  derecho  que  no  se  funde  en  la  ley 
ique  le  reconoce. 

53.  Por  lo  demás,  la  teoría  de  los  derechos  innatos  es  Dtna 
oonsecuencia  de  la  antigua  y  desacreditada  doctrina  que  coi&si- 
deraba  al  derecho  oomo  algo  absoluto  é  inmutable. 

Admitieron  los  filósofos  la  posibilidad  de  un  conjunto  de 
leyes  absoluta's,  es  decir,  verdaderas  en  cualquier  tiempo  y  lu^ 
gar,  y,  abstrayéndpse  de  la  realidad  del  mundo  real,  hicieron- 
eon  ellas  el  Derecho  Natural  (1). 

—  ■  "  '     '  ■  '      '  ,  I    ■    I    ,  I  ; ^ ■  I  I         I 

(1>     Véase  Vaocaro:  /  prtmppotti  di  dir.  penaU  ^tneo  (ÁrekMo  ÚHuriáip^f.^ 
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BBtft  teoría  cede  ante  la  fuerza  contraria  de  las  nueTas  ideas, 
en  que  el  derecho  se  aplica  como  un  producto  natural,  relatÍTO 
y  mudable  en  el  tiempo  y  en  el  espacio,  de  igual  modo  que 
todos  los  fenómenos  intelectuales  y  morales  de  la  vida  social. 
Miraglia  mismo,  que  cree  en  la  existencia  de  los  derechos  in- 
natos, se  ve  obligado  por  la  historia  á  reparar  que  no  siempre 
estos  derechos  se  tuvieron  por  atributos  de  la  persona;  antes 
f  bien,  durante  muchos  siglos  todos  han  sido  derechos  adquiri- 

dos; sabido  es  que  hubo  un  tiempo  en  que  no  todos  los  hom- 
bres nacían  personas,  y  en  que  los  que  lo  eran,  la  perdían  y  re- 
cobraban como  cualquier  otro  objeto  jurídico  (1). 

¿No  es  la  más  grave  sentencia  en  contra  de  la  teoría  de  los 
derechos  innatos  y  adquiridos,  esta  confesión,  según  la  cual, 
la  base  de  todos  los  derechos,  cualquiera  que  sea  su  naturale- 
ca,  no  puede  ser  otra  que  la  personalidad  jurídica  en  que  se 
presupone  el  reconocimiento  del  derecho  hecho  por  la  ley? 

64.  Sentado  que  no  existen  diferencias  sustanciales  entre 
los  derechos  innatos  y  los  adquiridos,  ¿cómo  diriamos  que  el 
que  se  tiene  sobre  la  persona  propia  es  innato?  Pero  ¿podrá 
llamársele  ilegislable  é  inalienable? 

También  esta  segunda  distinción,  por  la  cual  los  derechos 
innatos  se  llaman  inalienables  y  enajenables  los  adquiridos, 
carece  de  base  y  razón  jurídica. 

Alganos  buscan  en  la  moral  el  criterio  para  esta  división, 
y  dioen  que  son  inali^iableB  loa  derechos  que  constituyen  de- 
beres, y  enajenables  aquellos  que  no  tienen  este  carácter  para 
la  persona  á  quien  se  refieren.  Veamos  si  esta  distinción  y  ra- 
zones son  más  ciertas^ 

55.  Garle  (2)  ha  observadq  respectóla  este  punto  que  seria 
más  exacto  distinguir  el  derecho  en  sí  mismo,  como  la  propia 

*^''^— ^■^— — ^— — — ^— ■^— — — ■^— ^-^^— -  II I  I  ■  ■  II  — — — --^— i— jpiíp— ^» 

f«l.  46,  págt.  97-9G0,  y  Staal,  á  quien  aqutt  oit*  en  la  noU  primera  de  laV^- 
fiaaSS. 

ti)    lUrsf Ua,  obra  dtad*. 

t%)     Oinra  «tada;  ntm,  81S,  p&gt.  175-176. 
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actividad  jurídica  humana,  de  cada  ana  de  las  manifestaciones 
con  qué  esta  actividad  puede  presentarse.  El  derecho,  en  si,  es- 
cribe, es  la  misma  personalidad  humana  considerada  bajo  el 
aspecto  jurídico,  y,  como  ésta,  inalienable  é  imprescriptible; 
patrimonio  al  cual  nadie  ni  nunca  puede  renunciar.  Los  té^ 
minos  de  cesión,  transmisión,  sucesión,  etc.,  de  los  derechos 
de  una  persona  no- pueden  aplicarse  al  derecho  considerado  en 
sí  mismo  como  actividad  jurídica  humana,  sino  tan  sólo  á  sus 
manifestaciones  particulares  y  concretas.  Lo  enajenable  no  es 
el  derecho  de  por  sí,  sino  las  manifestaciones  particulares  de 
la  actividad  y  las  especiales  relaciones  jurídicas  que  de  la  mis- 
ma se  derivan. 

56.  Es  indiscutible  que  en  el  derecho  positiyo  hay  dere- 
chos enajenables.  Antiguamente  la  libertad  era  de  éstos;  desde 
Rousseau,  sin  embargo,  se  la  tiene  por  inalienable;  hoy  nadie 
lo  duda,  y  se  tiende  á  rodearla  de  garantías  cada  vez  más  eñ- 
caces.  Pero,  ¿por  qué  así?  ¿Acaso  porque  la  libertad  es  un  de- 
ber? No;  la  razón  no  depende  de  la  moral,  sino  del  derecho. 

Siguiendo,  aunque  parcialmente,  en  el  punto  de  vista  de 
Garle,  añadiré  que^  mientras  es  intangible  é  inalienable  la  per- 
sonalidad jurídica,  porque  su  enajenación  supondría  la  renun- 
cia á  todo  derecho  especial,  son  tangibles  y  enajenables  cada 
una  de  las  manifestaciones  de  aquélla,  los  derechos  especiales, 
en  una  palabra,  dentro  de  los  límites  establecidos  en  conside- 
ración á  los  derechos  de  otro  y  á  los  derechos  de  la  sociedad. 
Asi,  pues,  de  un  lado  el  individuo  no  puede  enajenar  un  dere- 
cho cuando  la  enajenación  pueda  ofender  derechos  ajenos,  pri- 
vados ó  sociales,  y  de  otro  la  sociedad  debe  respetar  todos  los 
derechos  mientras  no  contradigan  los  suyos  (1). 

(1)  Al  considerar  Ferri,  obra  citada,  pág.  17,  la  inviolabilidad  desda-  el 
punto  de  vista  de  la  sociedad,  expresa,  aunque  en  otra  forma,  este  concepto, 
cuando  dice  que  el  derecho  es  inviolable  é  inalienable  basta  donde  lo  exige 
la  existencia  de  la  sociedad,  y  que  deja  de  ser  ambas  aquellas  cosas  desde  el 
momento  en  que  produce  cualquier  colisión  con  aquella  neoeeidad,  que  ee  la 
•uprema  ¡ex. 
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*  El  derecho  de  propiedad  es  de  los  intangibles;  pero  su  in- 
Tiolabilidad  cesa  ante  un  derecho  social  superior,  el  de  ezpro* 
piar  por  causa  de  utilidad  pública,  y.  gr. 

Libre  es  el  hombre  de  limitar  su  libertad  propia,  entienda* 
se  por  tiempo  determinado;  pero  por  razones  de  orden  público, 
las  leyes  declaran  ineficaces  el  arrendamiento  perpetuo  de 
trabajos,  obras  y  servicios. 

57.  Estas  coiffiideracioneB  se  dirigen  á  determinar  la  natu> 
raleza  y  límites  de  la  poiestas  in  se  ipeum,  la  eficacia  del  con* 
sentimiento  cuando  recae  sobre  la  disposición  de  la  pavona 
propia  y  los  efectos  de  este  ccmaentimiento  sobre  un  tercero. 

Ya  hemos  dicho  que  en  Amescúa  (2)  se  encuentra  un  bos- 
quejo deljií«  tfi  se  ipsum,  pero  ninguna  de  estas  cuestiones  tiene 
en  él  él  amplio  desarrollo  que  exigen. 

58.  Después  de  todo  lo  que  llevamos  escrito,  puede  formu- 
larse este  principio  general:  el  hombre  puede  disponer  libremente 
de  su  persona  propia  con  exclusión  de  toda  intervencuhí,  dentro  de 
¡os  limiíes  impuestos  por  otros  derechos  sociales  y  privados . 

Algunos  creen  que  estos  limites,  más  que  ^i  los  derechos  de 
la  sociedad t  se  encuentran  en  los  intereses  sociales. 

Creo  que  la  primera  fórmula  es  más  exacta.  Los  intereses 
sodaleSy  aunque  s^ai«mente  supongan  un  concepto  sustan- 
cialmente  exacto,  parécenos  que  no  pueden  servir  de  funda- 
mento á  la  teoria  jurídica  de  los  limites. 

Nada  hay  de  antijurídico  en  el  hecho  de  que  un  derecho 
social  suprima  ó  limite  u&  derecho  individual,  porque  es  pro- 
pio de  los  derechos  excluirse  y  limitarse  entre  si;  pero  la  idea 
de  que  un  interés  excluya  ó  limite  un  derecho,  es  jurídicamen- 
te inexacta^  porque  un  int^és  no  tiene  la  categoría  de  un  de- 
recho; s<^  cuando  la  haya  alcanzado  podrá  producir  estos 
efectos,  pero  no  mientras  se  llame  simple  interés . 

9.    El  concepto  de  un  derecho  perteneciente  á  la  socie* 


1)     Nún.  4. 
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dad»  frente  al  de  los  ixMÜyiduoe,  ha  tenido  también  bub  obje- 
cionee. 

Ante  todo  debe  sentarse  que  onando  se  habla  de  un  derecho 
social,  se  alude  al  derecho  perteneciente  á  la  sociedad  regular- 
mente constituida,  al  Estado.  Teniendo  éste  que  satisfacer  cier- 
tas exig^ticias  en  interés  de  la  colectividad,  debe  posew  medioa 
apropósito  para  cumplirlas.  Ahora  bien:  si  dejase  integrar 
la  libertad  jurídica  de  los  asociados,  mal  podria  atender  7 
realizar  sus  precios  fines,  motivo  por  el  cual  nace  en  él  un 
verdadero  derecho  para  imponer  justas  restricciones  á  los  dere» 
ehoB  de  los  individuos.  Asi  es  como  puede  decirse  que  los  in* 
tereses  sociales  son  decisivos,  en,  cuanto  determinan  la  supe- 
ríoridad  del  derecho  social.  Sm  eeta  regla  seria  imposible  la 
convivencia  social.  Menester  es,  pues,  reconocer  los  derechos  da 
la  sociedad,  del  Estado,  como  se  reconocen  ]os  del  individuó. 

60.    Podemos  jra  establecer  los  limites  de  iMpUeitM  ta  $e 
ifsum  en  relación  con  la  sociedad. 

El  hombre  es  du^o  de  su  vida,  por  ejemplo. 

El  Estado  carece  de  derechos  sobre  ^la,  y  en  efecto,  oomo 
se  verá  en  el  lugar  op<»rtuno,  el  hombre  tiene  un  derecho  de 
morir  tan  real  y  verdadero  como  el  de  la  vida.  Pero  también 
el  Estado  tiene  el  derecho  de  conservarse  á  si  miuno  y  de  usar^ 
por  consiguiente,  medios  convenientes  para  este  objeto.  Por 
consecuencia  de  él,  el  Estado  tiene  el  derecho  de  imponer  á 
los  ciudadanos  el  servició  militar  y  mandarles  á  la  guerra;  he^ 
aqui  e\  deredio  de  autoconservacién  del  Estado,  antoria&ndoie 
para  sacrificar  la  libertad  y  vida  de  los  hombres. 

Veainos  otros  ejemplos. 

Todos  son  libres  de  ccMitraer  matrimonio,  una  de  laa  for» 
mas  de  disposición  de  la  p^»ona  pn^ia;  pero  los  derechos  de 
la  sociedad  que  corresponden  á  inítereses  de  tan  varios  gteeves,; 
ponen  libnitee  á  ésta  facultad,  el  de  la  edad,  v.  gr. 

.  La  libertad  de  la  unión  camal  existe;  pero  las  leyes  casti- 
gan el  incesto,  como  también  cualquier  acto  carnal  cometido 
en  público,  ofendiendo  al  pudor  y  á  las  buenas  costumbres. 


-  DXfiEGBOS  SOBBX  LA  PSIUBONA  PROPIA  2T 

JU  xeBpeto  á  aquél  y  á  éstas  bod^  en  efecto,  derechos  de  la  socie- 
dad, cuya  tutela  .corre  á  cargo  del  Estado. 

TamUén  hay  libertad  para  arrendar  los  trabajos  y  servicios 
pi^piee;  pero  la  ley  lilnita  ó  condiciona,  ó  limita  y  condiciona 
á  1*  Tee,  el  trabajo  de  los  niños  y  las  mujeres,  y  niega  eficacia 
•al  acrendamiento  perpetuo  de  trabajos.  También  aqoi  intervie- 
ne usüL  derecho  de  la  sociedad:  el  de  que  no  se  malogren  con 
koges,  rudos  y  peligrosos  trabajos  aquellas  jóvenes  y  débiles 
eodsteneias,  y  el  de  que  no  perezca,  con  la  perpetuidad  de  la 
obligación,  la  libertad  humana,  suprema  conquista  de  la  ci- 
vilisadón. 

La  mayor  paite  de  las  legislaciones  no  contienen  disposi- 
eioneB  penales  contra  el  suicidio;  hay  también,  por  consigui^i" 
te,  eosapleta  libertad  para  quitarse  la  vida.  No  obstante,  en 
iBuehas  legislaciones  se  castiga  el  duelo,  que,  eñ  sustancia,  no 
ea  máa  que  una  fdrma  del  suicidio.  Se  puede  discutir  sobre  la 
psnalidad  del  duelo;  pero,  de  aceptarla,  no  puede  tener  otra 
rasón  que  el  derecho  social  de  impedir  el  uso  de  la  vU  privóla^ 
derecho  superior  al  individual  de  disponer  de  la  vida  propia. 

€1.  En  los  teatros,  en  las  plazas,  en  los  circos,  se  ofrecen 
todos  ios  días  espectáculos  peligrosos,  en  los  cuales  la  vida  de 
un  honaibre  depende  de  la  resistencia  de  una  cuerda,  de  la  ha*- 
bilidad  de  un  tirador  ó  de  las  dotes  fascinadoras  de  un  do^ 


Estos  juegos  están  permitidos.  Pero  sucede  que  un  especta- 
4ím  quiere  demostrar  públicamente  su  valor  ó  bien  satislacer 
un  cf^idio,  é  intenta  lo  que  el  domador  y  el  jugador  ha^en. 
Inmediatamente  sucede,  en  la  mayoría  de  casos,  que  la  policía 
piohibe  el  experimento.  Todos  recordarán,  sin  duda,  lo  que 
oeurrió  en  Italia  con  los  periodistas,  artistas,  etc.,  que  quisie* 
ron  entrar  en  una  jaula  de  fieras. 

Parece,  por  consiguiente,  que  á  quienes  hacen  profesión  de^ 
tos  juegos  peligrosos  se  los  permite  disponer  de  su  vida;  pera 
>  á  loa  que  no  los  tienen  por  oficio. 

¿Cuál  es  la  razón  de  esta  diferencia? 
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Bn  un  articulo  breve,  pero  nutrido  de  ideas,  explica  Leseó- 
na  (1)  la  diferencia,  diciendo  que  se  hace  depender  el.dereclM» 
~de  disposición  de  la  persona  propia,  del  contrato  de  arreada- 
miento  de  trabajos.  Bl  que  por  un  contrato  se  ha  comprome- 
tido á  arriesgar  su  vida,  puede  arriesgarla;  á  quien  no  hisso  tal 
contrato  le  está  prohibido  semejante  empeño.  No  es  posible 
^ecir,  añade,  que  la  conciencia  pública  tenga  por  seres  inferio- 
res  á  los  artistas  que  desafian  la' muerte;  la  razón  es  siempre 
^1  reconocimiento  del  derecho  que  quien  tal  cosa  ha  contra- 
tado tiene  para  jugarse  la  vida. 

En  efecto;  cuando  media  un  contrato  regular  y  formal,  se 
«uppne  que  el  contratante  que  ha  de  exponer  su  vida  ha  refle- 
xionado detenidamente  sobre  loe  graves  peligros  que  lleva  ane- 
jos su  oficio;  jurídicamente,  esta  es  la  razón  que  lo  autoriza. 

La  prohibición  que  se  impone  á  los  que  no  hacen  de  loe 
ejercicios  en  cuestión  una  profesión  habitual,  se  justifica  ccm 
las  razones  contrarias,  es  decir,  por  la  falta  de  contrato,  y  por 
el  hecho  de  que  cuando  los  verifica  un  inexperto  producen  en 
los  espectadores  más  alarma  y  miedo  que  distracción. 

De  esta  manera,  puede  hablarse  de  un  derecho  en  la  socie- 
<lad  para  impedir  que  el  hombre  exponga  públicamente  su 
vida^  mientras  que  en  lugar  privado,  por  regla  general,  no 
puede  vedar  los  ejercicios  peligrosos. 

62.  Otras  veces,  al  derecho  social  se  añade  un  derecho  pri- 
vado, superior  aljus  in  se  ipsum. 

La  mujer  casada,  por  ejemplo,  pierde  el  derecho  de  unirse 
carnalmente  con  todo  otro,  que  no  sea  su  marido,  bajo  pena  de 

(1)  En  ¿'  Omicidio'Suieidw,  págs.  204-215,  cita  Ferri  Mte  artículo.  Agrvg» 
Lessona,  qne  la  lieitud  de  esbos  ejercicios  se  funda  en  el  predominio  d»  loe 
Intereses  sociales:  «el  pueblo  se  divierte  viendo  á  los  domadores;  la  ley  Wk 
puede  prohibir  estos  espectáculos,  si  el  que  dispone  de  su  vida  puede  hao^Xo 
espontáneamente.  Esta  gente,  que  desafía  &  la  muerte,  merece  la  admiración 
por  un  buen  sentimiento:  el  valor».  Lessona  es  uno  de  los  pocos  jurisconsul- 
tos que  han  llegado  á  penetrarse  de  la  importancia  oientifica  del  ju»  in  m 
ipntm. 
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BeparációQ  de  oüerpos  ó  divorcio — según  las  legislaciones^ — sin 
ecmtar  con  las  impuestas  por  el  delito  de  adulterio.  Concurre 
•n  éste  caso,  con  el  derecho  tutelar  de  la  socidBad  sobre  la  fa- 
milia, el  derecho  del  marido  á  la  fidelidad  conyugal. 

£ki  teoría  hay  también  quien  defiende  la  impunidad  del 
aborto  procurado,  pero  nadie  la  sostiene  cuando  la  mujer  le  co- 
mete en  fraude  de  los  derechos  del  marido.  Este  es  otro  caso  dé 
un  derecho  privado  que  limita  lapotesias  in  se  ipsum,  puesto  que' 
en  el  aborto  procurado  es  un  acto  de  disposición  que  la  mujer 
hace  de  su  cuerpo. 

63.  Lo  que  llevamos  dicho  puede  aplicarse  para  establecer 
el  criterio  que  se  debe  seguir  con  objeto  de  fijar  la  résponsabili> 
dad  de  quien  ofende  á  una  persona  con  consentimiento  de  ella. 

La  doctrina  común  aplica  la  máxima  volenti  non  fit  injuriay. 
tomada  de  la  ley  1.^,  §b,D.  De  injur.,  cuando  se  trata  de  de^ 
jechoB  privados  enajenables;  pero  no  cuando  se  trata  de  dere- 
chos inalienables  (1). 

64.  Nosotros,  que  hemos  rechazado  esta  distinción,  según 
como  la  expone  la  jurisprudencia  tradicional,  creemos  que  el 
límite  de  aplicación  de  la  máxima  le  determinan  conjunta- 
mente derechos  sociales  y  privados  (2). 

Cuando  no  media  un  deretího  superior,  social  ó  privado,  el 
consentimiento  de  la  víctima  exime  de  responsabilidad,  porque 
falta  la  lesión  culposa  del  derecho;  pero  aparece  ésta,  y  se  so- 
brepone al  consentimiento  del  ofendido,  cuando  el  consenti- 
miento recae  sobre  algo  contrario  á  «n  derecho  social  ó  privada 
superiores. 

Ya  he  hablado  del  caso  del  alistado  para  el  servicio  militar 
que  se  hace  mutilar  para  sustraerse  de  la  carga.  Los  pensadores^ 
de  ideas  antiguas  dicen  que  el  consentimiento  del  mozo  no  ex- 


I)     Bemer,  TixtUato  de  dir,  penal,  trad.  de  E.  Bartola;  Milán,  1887,  §  82,  p&- 
ás  llS-llá;  Giorgi,  Teoria  deUe  obliga».;  yol.  6,  n.  168. 

CD     Ghironi,  Coipa  €Xtrac<mtraUwÜ€,  yol.  2,  n.  646,  pág.  411,  leñala  como  li- 
to él  wden  público. 
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cluye  la  responsabilidad  del  ejecator,  porque  la  integridad  per- 
sonal es  un  derecho  inalienable  sobre  el  caal  no  puede  reeaer 
consentimiento.  Pero  yo  oreo  que  Ja  responsabilidad  juiiidioa 
del  ejecator  viene  de  otra  parte.  ESs  responsable:  1.^,  porqve 
viola  el  dereobo  de  autoconservación  de  la  sociedad  para  serrír 
de  medio  al  cual  exige  á  todos  los  asooiados  útiles  la  preetacióii 
del  servicio  militar;  2.^,  porque  viola  además  los  derechos  ám 
los  restantes  alistados,  á  quienes  perjudica  notablemente  oaal- 
quiera  exclusión  (1). 

Se  ha  dicho  que  la  máxima  volenü  nonfit  injuria  no  se  pnad^ 
aplicar  al  derecho  penal.  Yo  creo  que  es  tan  aplicable  allí  com^ 
en  derecho  civil,  con  tal  de  que  no  se  olviden  las  mismas  limi- 
taciones, es  decir,  que  la  responsabilidad  no  desaparece  cuando 
el  consentimiento  recae  sobre  objetos  contrarios  al  derecho  8o> 
oial,  ó  cuando  sea  lesión  dolosa  de  un  derecho  privado  (2). 


IV 


SuMABio.— 'ISl  derecho  sobre  la  pereona  propia  ei  autónomo*'— 9o  iiiied«  d* 
eirse  a  priori  que  sea  derecho  público  ó  privado. — Tatela  jnridica  da  laa 
derechos  sobre  la  persona  propia. — División  sistemática  de  los  dereeh«« 
«obre  la  persona  propia. 


65.  Hemos  completado  con  la  teoría  de  los  límites  la  nm- 
turaleza  y  alcance  del  jws  in  se  ipsum.  Este  nombre,  como  tene- 
mos dicho,  no  indica  un  derecho  único,  sino  un  conjunto  de 
derechos,  cuyo  contenido  consiste  siempre  en  un  poder  de  dis- 
posición sobre  la  persona  propia,  física  ó  psíquica,  con  excla  - 


(1)  Oree  Ferri,  por  el  contrario,  obra  citada,  pig.  39,  qne  el  criterio  d« 
aplicación  de  la  regla  volenti  nwi  fit  injuria,  antes  qne  la  rennnoiabilidad  ó  pa 
del  derecho  individual,  es  la  conformidad  ó  disconformidad  oon  el  derfdlio  da 
ios  motivos  qne  determinan  al  agente. 

(9)     Beservamos  la  parte  especial  de  este  trabajo  para  la»  apUoaeionae- 
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«ióB  de  toda  otra  dentro  de  los  limites  establecidos  por  otros 
derechos  sociales  y  priyaios. 

SI  derecho  sobre  la  persona  propia  es  autónomo;  forma  una 
t^tegoria  especial,  dentro  de  la  serie  reconocida  por  la  doctrina. 
No  es  ni  un  derecho  innato  é  inalienable  en  el  común  sentido 
de  ambas  expresiones;  pero,  diferenciándose  en  esto  de  los  de- 
mis  derechos  persafuUeife»  absoluto,  como  los  derediios  realea» 
en  sentido  de  que  es  eficaz  para  todos. 

66.  No  puede  decirse  a  príori  que  su  naturaleaa  ooriea- 
ponda  á  la  de  los  derechos  públicos  ó  á  la  de  los  privados. 
.  El  derecho  penal  reprime  ciertas  ofensas  inferidas  ¿  las 
personas;  pero  el  carácter  de  derecho  público  ó  privado  n0 
puede  depender  solamente  de  la  punibilidad  de  la  violación. 
La  lesión  de  ün  derecho  privado  puede,  en  efecto,  ser  materia 
del  Código  penal,  sin  que  nadie  diga  que  por  ello  aquel  dere- 
<^ho  pierde  su  naturaleza  privada.  De  otro  modo,  también  el 
derecho  de  propiedad  seria  derecho  público,  porque  entre  los 
delitos  previstos  por  el  Código  penal  esté  el  hurto,  por  ejem- 
plo, que  es  una  de  sub  vioiacíones. 

Fadda  y  Bensa  (1)  observan  con  mucha  exactitud  que,  aun- 
que algunos  de  los  derechos  sobre  la  persona  propia  tienen  ca- 
rácter político,  esto  no  puede  probar  otra  cosa  sino  la  de  que 
el  contenido  de  cada  uno  de  los  varios  derechos  in  se  ipsum  es 
el  único  criterio  que  puede  decidir  con  exactitud  de  su  carác- 
ter. El  estudio  analítico  de  cada  uno  de  ellos,  por  consiguien- 
te, noi3  dará  su  naturaleza. 

67.    Como  á  todo  derecho  corresponde  un  deber  en  los  de- 
más de  respetarle,  la  ley  sanciona  este  derecho.  Existe,  por 
consecuencia,  una  tutela  jurídica  de  los  derechos  in  se  ipsum . 
El  desarrollo  de  esta  parte  de  la  teoría  tiene  señalado  su 
funesto  en  la  parte  especial,  á  continuación  del  estudio  de  cada 

recho;  no  serla  lógico  ni  oportuno,  tratar  ahora  de  la  tutela 

(1)    Lugar  eltado,  pág.  605. 
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jnridica  de  una  categoría  de  dérechoB  antes  de  estudiar  la  na- 
turaleza, conteñido  y  aplicaciones  de  los  derechos  mismos» 

En  esta  parte  general  basta  observar  que  las  legislaciones 
conminan  con  distintas  penas,  por  su  duración  y  entidad,  á  la» 
yarias  ofensas  que  la  persona  física  ó  psíquica  puede  sufrir, 
desde  las  más  graves  para  el  asesinato  y  homicidio,  á  las  leve» 
para  las  lesiones  corporales  y  ofensas  al  lionor. 

Tampoco  faltan  sanciones  civiles^  como  la  indemnización 
de  daños  materiales  y  morales,  en  virtud  del  principio  de  res  - 
ponsabilidad:  la  responsabilidad  civil  del  particular  que  per- 
judica á  otro,  de  la  compañía  ferroviaria,  del  patrón  para  con^ 
el  operario  víctima  de  su  trabajo. 

68.  Lá  parte  especial  del  nuestro  se  refiere  á  los  objetos  del 
derecho  sobre  la  persona  propia. 

Distinguiremos  ante  todo  Isl  persona  física  y  la  persona  morat 
(colectiva),  advirtiendo  que  esta  distinción  no  tiene  otro  objeta 
que  el  de  hacer  más  clara  y  ordenada  la  exposición,  no  el  de 
establecer  un  dualismo  contrario  á  los  dictados  de  la  ciencia 
moderna. 

Algunas  de  las  aplicaciones  del  jus  in  se  ipsum  se  relacionan 
con  el  derecho  penal,  y  aun  cuando  nuestro  estudio  se  refiere 
principalmente  al  civil,  creo  necesario  extenderme  hasta  aquél^ 
pues  de  otro  modo  sería  imposible  comprender  todo  el  alcance 
áeljus  in  seipsum,  y  la  teoría  quedaría  incompleta,  sin  contar 
con  que  la  especialización  de  las  ciencias  no  se  opone  al  auxi- 
lio que  las  unas  deben  prestar  á  las  otras,  que  es  precisamente 
nuestro  caso,  ya  que  las  aplicaciones  penales  del  ;'us  in  se  ip- 
sum ilustran  y  completan  las  aplicaciones  civiles. 

69.  Nuestro  horizonte  es  muy  vasto:  tanto,  que  no  es  fácil 
ordenar  sistemáticamente  todas  las  aplicaciones  que  se  ven 
en  él. 

A  este  efecto,  creo  que  convendría  estudiar  en  la  persona 
fUica:  a)  el  dere  cho  sobre  la  vida  propia;  b)  el  derecho  sobre  el 
x2uerpo  propio,  subdividido  de  este  modo: 

1.^    Derecho  para  disponer  del  cuerpo. 
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2.*    Derecho  á  la  salud  é  integridad  personal. 
8,^    Derecho  á  la  libertad  sexual  y  corpórea  en  general. 
4.^    Derecho  á  la  libertad  personal  en  relación  con  las 
peooB  ocQrporales. 

En  la  persona  moral  convendría  estudiar: 
a)    El  derecho  al  honor. 
h)    El  derecho  al  nombre. 

c)  Los  derechos  de  autor. 

d)  £1  derecho  á  las  representaciones  propias. 

Después  de  estas  investigaciones,  se  procederá  á  la  de  la  tu- 
tela jurídica  de  cada  particular  derecho. 

70.  Debemos  hacer  una  advertencia.  El  modo  de  tratar  es- 
tos  derechos  especiales  no  debe  ser  general.  Si  asi  fuese,  ten- 
drían razón  los  que  afirman  la  inutilidad  de  una  teoría  de  los 
derechos  sobre  la  persona  propia,  teoría  ó  doctrina  que  se  re- 
duciría á  un  conjunto  de  monografías  sobre  varios  derechos  es- 
peciales, sin  ninguna  ventaja  para  la  ciencia. 

Otro  es  el  criterio  que  informa  nuestro  estudio.  Dedicémosle 
principalmente  á  demostrar  la  relación  de  dependencia  en  que 
ae  encuentra  cada  un  derecho  dentro  del  derecho  complejo 
que  llamamos  derecho  sobre  la  persona  propia.  Este  es  el  prin- 
cipio fundamental  de  nuestro  trabajo;  debemos,  pues,  investi- 
gar en  qué  categoría  de  la  general  de  que  nos  ocupamos  debe 
comprenderse  un  derecho  determinado. 

Sentado  esto,  debemos  estudiar  también  las  aplicaciones  de 
los  derechos  especíales  que  sean  consecuencia  directa  del  jus 
in  se  ipsum  y  regidos  por  los  principios  generales  de  nuestra 
teoría. 

Estos  son  los  límites  naturales  de  nuestro  trabajo;  no  tras- 
pasándolos, podremos  formar  una  teoría,  no  supérflaa  para  la 

encia  del  Derecho,  sino  tan  útil,  que  arroja  nuevas  luces  so- 
kre  muchas  instituciones  y  complementa  toda  la  teoría. 
Nuevas  relaciones  jurídicas  que  ahora  no  se  manifiestan 

)drán  originar  derivaciones  también  nuevas  del  jus  in  se  ip- 

m^  que,  por  serlo,  no  han  podido  tratarse  en  la  parte  especial 
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de  este  trabajo;  pero  I03  principios  generales  que  ya  tenemos 
establecidos  podrán,  sin  duda  alguna,  regular  las  instituciones 
que  aparezcan. 

Necesario  es  el  estudio  de  los  que  eu  la  adaaUdad  existen; 
penetrado  de  él,  el  jurisconsulto,  lejos  de  crear  el  derecho  in- 
fundióndüle  una  viJa  artificial,  le  considerará  y  verá  sieinpra 
relacionado  con  toda  la  T¡da  social  (1). 

(U     La  EgtistjI  de  LEaiBLkOtóH  ha  dsio  osbida  sn  mi  pislnaa  «I  preisa- 
te  artioula,   raspeadlrada  i,  los   ñata  de  gn   iaBbitaoidn,  da  dd   praaoSadiF  da 

niBeaU.  L»  DlreocjiÓD  da  la  Ervistá  no  na  haUa  oonfürme  bou  Us  ideal  ex 


Valshio  CAMPOsaANna, 


%Ia  ley  Eipotecaria  Naval,  ha  derogado  ezL  iodo  6  en  parte 
el  art.  580  del  Código  de  Oomercio?  (*) 


Ca¿DITOB  DEL  ABTÍCUIX)  32. 


1.^  Las  cantidades  tomadas  á  la  gruesa  por  el  Capitán  del 
buque  en  el  último  viaje.  Para  obtener  la  preferencia,  quiere 
«I  art.  33  que  se  llenen  las  condiciones  fijadas  en  el  párrafo 
noveno  del  art.  580  del  Código  de  Comercio,  pero  repetidas 
<K)n  la  cita  de  los  artículos  del  Código  de  referencia  y  la  anota*, 
ción  en  el  Registro  mercantil,  como  también  se  expresaba  ya. 
De  modo  que  no  ha  habido  en  este  punto  reforma  del  Código» 
j  sí  una  simple  ratificación.  ¿Por  qué  motivo  el  precio  d^  la 
venta  del  cargamento  ha  de  ser  preferente  al  préstamo  á  1» 
gruesa,  habiéndose  empleado  todo  en  reparaciones? 

2.^    El  importe  de  la  avería  gruesa  que  corresponda  satisfa- 
cer al  buque  en  el  último  viaje.  Es  éste  un  acreedor  queno  era 
preferente  por  el  art.  580  del  Código  de  Comercio,  y  la  ley  de 
Hipoteca  Naval  exige  para  serlo  que  se  hayan  llenado  todas 
las  formalidades  del  Código,  añadiendo  únicamente  la  inscrip. 
ción  en  la  certificación  de  propiedad  del  buque  y  la  interven- 
ción en  la  liquidación  del  acreedor  por  hipoteca  naval.  ¿Cómo 
3  llama  á  este  acreedor  para  tal  intervención,  y  se  prescinde 
e  los  demás  que  tengan  inscrito  su  título  en  la  certificación 
9l  huque  y  en  el  Registro?  ¿Son,  por  ventura,  de  peor  condi- 


■*.»■ 


(*)     Téaia  U  p&g.  504  del  tomo  88  de  la  Bevista. 
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«ion  el  precio  aplazado  por  razón  de  venta  y  el  acreedor  refac- 
cionario  anterior  al  viaje?  Pues  es  de  advertir  que  en  la  oerti 
ficación  de  InscrípciÓQ  del  buque  conatarán  dichoe  créditoBr 
como  anteriores  al  viaje,  ;  podiao  ser  citados  al  igual  que  el 
acreedor  por  hipoteca. 

¿Por  qué  motivo  oi  en  el  Código  de  Comercio  antiguo  ni  en 
el  actual,  se  hace  mención  de  la  averia  gruesa,  cuando  se  trata 
de  los  aoreedores  del  buque?  ¿Serla  que  los  autores  de  dichos 
Códigos  no  hubiesen  conocido  su  importancia?  ¿Indica  tal  ves 
este  silencio,  que  desde  la  publicación  del  Código  de  1829  no 
se  hablan  presentado  casos  en  que  el  comercio  marítimo  hu- 
biese reclamado  la  concesión  de  un  privilegio  á  tales  acreedo- 
res? De  lo  que  no  se  puede  dudar  es  de  que  el  Código  actual 
no  lo  menciona  en  el  art.  580. 

Ello,  no  obstante,  se  encuentran  en  la  sección  de  las  ave- 
rias, los  casos  en  que  han  de  calificarse  de  gruesas,  cómo  se 
han  de  causar,  cómo  y  dónde  se  han  de  liquidar,  y  finalmente, 
ea  distribución,  quién  la  ha  de  hacer  efectiva  y  los  medios 
para  conseguirlo. 

El  art.  867  concede  al  Capitán  la  facultad  ó  Le  impone  I» 
obligación  de  requerir,  i  los  que  dejen  de  verificar  el  pago,  para 
que  lo  hagan  efectivo  dentro  de  tercero  día,  y  no  haciéndolo  á 
solicitud  del  mismo,  se  proceda  contra  los  efectos  salvados 
para  conseguir  el  pago  con  su  producto,  y  en  el  868  se  le  auto- 
toriza  para  retener  tales  efectos  como  en  prenda  hasta  que  haya 
cobrado,  &  no  ser  que  se  le  diere  fianza  suficiente  para  reíípon- 
der  de  la  parte  correspondiente  i  la  averia  gruesa.  Esto,  tradu- 
cido en  lenguaje  jurídico,  es  la  concesión  de  todos  los  derechos 
de  prenda  sobre  lo  salvado.  Éste  derecho,  ¿es  preferente  al  del 
art.  580,  ó  en  otros  términos,  el  Capitán  tendrá  privilegio  so- 
bre los  efectos  salvados,  hasta  que  esté  reintegrado  de  la  con- 
tribución señalada  en  la  liquidación  de  la  averia  gruesa? 

En  el  Código  se  considera  á  las  naves  bienes  muebla,  y 
«uando  de  éstos  se  trata  y  se  coacede  el  derecho  de  prenda  so- 
bte  ellos,  es  mani&esto  que  esta  facultad  es  superior  á  cual  - 
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«quiera  otra,  y  bí  no^  examínese  en  la  graduación  de  acreedoree 
•qué  lugar  ocupan  los  acreedores  por  prenda. 

,  El  art.  918,  prescindiendode  los  del  núm.  1.^,  letras  A,  B 
y  (^,  señala  los  privilegiados  que  tuvieren  un  derecho  prefe- 
rente, según  el  C!ódigo,  y  como  derecho  preferente  tienen  los 
<q^e  han  de  ser  reembolsados  por  la  liquidación  de  la  averia 
gruesa,  es  claro  que  entrarían  inmediatamente  después  de  los 
singularmente  privilegiados.  Por  derecho  común,  los  créditos 
garantizados  con  prenda  que  se  halle  en  poder  del  acreedor» 
han  de  ser  pagados  en  segundo  lugar,  según  el  art.  1922  del 
Código  civil.  De  manera  que,  en  tal  caso,  solamente  tendrían 
prelación  sobre  la  averia  los  créditos  por  construcción,  repara- 
•ción,  conservación  y  precio  de  venta. 

Todo  esto  sucedería  en  caso  de  quiebra  ó  concurso.  En  otro 
caso,  procedería  siempre  cobrar  de  la  prenda,  ó  sea  buque,  an- 
tes  que  los  demás  acreedores. 

Como  se  ve,  aun  cuando  en  el  art.  580  nada  se  dijera,  es- 
taba ya  previsto  el  caso  en  las  citadas  disposiciones,  que  úni- 
camMite  respetaban  las  preferencias  del  núm.  1.^  del  art.  913 
del  Código  de  Comercio  y  las  del  1922  del  Código  civil. 

La  ley  de  Hipoteca  Naval  ha  de  confesarse  que  no  ha  res- 
petado el  derecho  existente,  en  cuanto,  según  el  párrafo  2.^ 
del  art.  913  del  Código  de  Comercio,  el  Capitán,  por  la  averia 
gruesa,  debía  cobrar  inmediatamente  después  del  núm.  6.^  del 
art.  580,  y  según  el  art.  32  de  dicha  ley,  tienen  sobre  él  prefe- 
rencia una  porción  de  créditos  que  eran  posteriores. 

El  resultado  de  tal  variación  no  puede  ser  favorable  al  co- 
mercio, á  la  marina  y  mucho  menos  á  la  constitución  de  la  hi- 
poteca naval.  Al  comercio,  porque  el  transporte  de  mercancías 
está  expuesto  á  toda  clase  de  riesgos,  no  salvándose  el  reembolso 
de  las  averías  gruesas,  porque  puede  acontecer  que  la  nave,  si 
bien  contribuya  nominalmente,  cuando  se  baga  efectivo  el  ré. 
parto  vengan  otros  acreedores  preferentes,  como  son  todos  los 
del  art.  31,  y  cobren  antes  que  los  interesados  en  la  averia.  La 
marina,  porque  sujetas  las  naves  á  tales  prescripciones,  no  en- 
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contraían  con  facilidad  fletes,  cuya  carencia  disminuirá  lar 
construcción  en  yistá  de  que  los  capitales  no  resultarían  reinu- 
nerádosi  Finalmente,  la  constitución  de  hipoteca,  en  atención 
á  que  para  regularizar  la  contribución,  en  los  casos  de  averia 
gruesa,  se  verán  los  navieros  obligados  á  contraer  el  compro- 
miso de  no  hipotecar  las  naves,  ó  caso  de  hacerlo,  á  renunciar 
los  prestadores  por  hipoteca  en  beneficio  de  los  cargadores  á 
la  graduación  dispuesta  por  el  art.  32  de  la  ley  de  Hipoteca 
NaVal. 

3.^  Los  créditos  refaccionarios  contraídos  por  el  Capitán, 
durante  el  óltimo  viaje,  se  colocan  en  último  lugar,  á  pesar  de 
que  en  el  Código  ocupaban  el  lugar  octavo,  anteriores  á  los 
préstamos  á  la  gruesa.  Para  su  justificación  se  hace  mención 
de  lo  mismo  que  .ya  exigía  el  Código.  En  este  punto  no  hay^ 
pues,  innovación,  pero  tampoco  se  motiva  su  cambio  de  sitio,. 
á  pesar  de  ser  salvadores  del  buque. 

'  Como  ampliación  ó  complemento  de  lo  dicho  sobre  los  cré- 
ditos números  7,^,  8.*"  y  9.^  del  art.  580  del  Código  de  Comer- 
cio, 4.^  del  31  y  1.^  y  d.^  del  32  de  la  ley  de  Hipoteca  Návai. 
ha  de  recordarse  que  la  necesidad  de  reparaciones,  según  el 
art.  610;  párrafo  6.**,  del  Código,  obliga  al  Capitán  á  buscar  di- 
nero valiéndose  de  los  medios  que  le  da  el  art.  611,  que  son: 
pedirlos  á  los  consignatarios  del  buque  ó  corresponsales  del 
naviero;  acudir  á  los  consignatarios  de  la  carga  ó  á  los  intere- 
sados en  ella,  librando  sobre  el  naviero;  tomando  préstamo  á 
la  gruesa  y  vendiendo  carga;  y  si  los  encuentra  por  uno  de  ta- 
les medios,  no  puede  haber  preferencia  entre  ellos,  porque  la 
necesidad  es  una,  y  para  atender  á  ella  se  ha  utilizado  el  re- 
curso que  se  ha  encontrado. 

Si,  por  ejemplo,  para  atender  á  las  reparaciones  se  ha  con- 
seguido que  una  parte  se  pague  al  retorno  del  buque  medíante^ 
espera  que  concedan  los  operarios;  otra  parte  la  suplan  los  con- 
signatarios  de  la  carga;  otra  sé  obtenga  por  medio  de  ün  prés- 
tamo ¿lía  gruesa,  y  otra,  finalmente,  se  consiga  vendíenda 
cargamento,'  ¿habrá  motivo  racional  para  conceder  preferericía?^ 


»,. «-  «-  • 
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Todos  deben  ser  iguales  en  la  graduación,  y  si  el  Código  y  la 
ley  de  Hipoteca  Naval  les  señalan  distinto  lugar,  se  falta  á  la 
equidad;  sin  que  valga  decir  que  el  acreedor  por  préstamo  á  la 
gruesa  y  el  por  carga  vendida  podían  fser  más  exigentes^  el 
primero  por  el  titulo  de  su  crédito,  y  el  segundo  por  el  perjui- 
cio mayor  que  sufre;  porque  si  todos  fuesen  iguales,  no  es  fácil 
que  se  presentasen  tales  exigencias,  ya  que  el  cebo  del  interés 
crecido  del  préstamo  puede  motivar  que  los  consignatarios  del 
buque  y  carga  se  nieguen  á  facilitar  la  cantidad  y  no  se  en- 
ciientre  tomador  de  letra  sobre  el  naviero. 

Siendo,  á  tenor  de  los  artículos  33  y  S4  de  la  ley  de  Hipoteca 
Naval  y  los  del  Código  que  se  citan^  la  necesidad  de  las  repa- 
raciones y  su  práctica  causa  de  los  créditos  de  que  trata  el 
núm.  7.<^  del  art.  580  del  Código,  el  núm.  3.^  del  art.  31  y 
los  1.®  y  3.^  del  32  de  la  ley  no  debían  estar  en  distintos  lu- 
gares, sino  que  reunidos  en  un  solo  párrafo,  ocupar  el  número 
3.^  del  art.  31  de  dicha  ley  de  Hipoteca  Naval. 

4.^  Los  derechos  ó  créditos  litigiosos  que  antes  de  la  ins- 
cripción hipotecaria  hubiesen  sido  anotados  preventivamente 
eñ  el  Registro,  en  virtud  de  mandamiento  judicial,  cuando 
queden  reconocidos  en  sentencia  ejecutoria  ó  en  transacción 
otor^da  ó  aprobada  por  todos  los  interesados.  Se  trata  dé 
acreedores  nuevos,  creado  su  reconocimiento  por  la  ley  de  Hi* 
poteca  Naval,  que  con  dicha  novedad  ha  rectificado  lo  que  en 
otra  parte  establece. 

Ocupando  esos  acreedores  el  lugar  octavo  en  la  graduación, 
son  preferentes  al  precio  aplazado  por  razón  de  venta  y  á  los 
refaccionarios  anteriores  al  viaje;  de  forma  que  aquellos  acree- 
dores que  por  el  art.  680  del  Código  de  Comercio  ocupan  el 
octavo  lugar,  y  por  la  ley  de  Hipoteca  Naval,  con  todas  las 
oondiciones  que  exige ^  son  preferentes  á  la  hipoteca,  han  dé 
mter  su  derecho  á  otros  créditos  cuya  naturaleza  no  se  dice  ni 
3e  fija,  queno  tienen  la  ccmformidad  del  deudor,  ó  por  lo  me- 
nos no  se^  les  exige,  y  que  su  privilegio  descansa  únicamente 
^n  un  mandato  judicial  para  la  anotación  preventiva.,  Insif 
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gnieodo  tal  propósito,  puede  acontecet  que  ana  deuda  del  pro- 
pietario del  baque  extraña  á  loa  intenseea  maritinxie,  resaltado 
de  OD  negocio  de  Bolsa  ó  de  nn  alquiler  de  caea  atrasado.  Ten- 
ga á  pesar  sobre  la  nave,  cobrando  aot«8  qae  el  precio  aplamdo 
por  razón  de  venta  y  el  refaccionario  ant«ti(a  al  viaje,  prele- 
rentee  por  concepto  de  naturaleza  y  aoteric^ee  en  la  inBcñpcito. 
¿Sería  QBto  justo?  De  ninguna  manera,  debiendo  recooO' 
cer^e,  que  la  tal  anotados  preventira  vendrá  deepoée  de  laa 
inscripcionefl.  que  exÍBtan  ya  sobre  la  nave. 

Asi  resuelta  tal  dificultad,  se  admitirá  lógicamente  que  loa 
artículos  31  y  82  sólo  declaran  preferencias  sobre  la  hipoteca 
naval,  pero  no  establecen  orden  de  graduación  entre  el. 

Dicju»  artículos  no  entran  á  discutir  ni  resolver  si  la  satu- 
raleza,  causa.ó  motivo  de  los  créditos  dan  motivo  para  clasifi- 
carlos de  una  ú  otra  manera,  sino  que  los  agrupan,  poniendo  en 
el  art.  31  loa  que  bou  siempre  preferentes,  sin  necesidad  de  ins- 
cribirlos ni  anotarlos  en  el  Registro  mercantil,  y  en  el  32  se  co- 
locan los  que  necesitan,  entre  otras  condiciones,  la  de  su  ins- 
cripción en  el  propio  Begistro.  De  aquí  resulta  qu&se  continúa 
en  el  31,  los  7.°  y  10  del  art.  680  del  Código  de  Comercio, 
cuando  por  su  naturaleza  no  habrían  ocupado  dicho  lugar,  y  por 
las  circunstancias  que  para  su  jtietifícación  se  exigen  en  el  Có- 
digo BO  son  semejantes  á  los  anteriores,  sino  más  bien  ae  pa- 
recen á  loe  del  art.  82,  máxime  el  núm.  7.'^ 

Jjob  sostenedores  de  la  reforma,  no  parece  sino  que  eoaaide- 
ran  á  loa  autores  de  la  ley  como  personas  ignorantes,  que  no 
han  sabido  expresar  lo  que  se  propusieron  y  que  han  sembrado 
palabras,  que  han  de  interpretarse,  para  hacerlas  decir  lo  que 
«OQ  estudiado  cuidado  hsn  procurado  callar.  Y  si  no,  dlgae^ 
¿qué  legislador  hubiera  callado  que  el  art.  580  del  Código  á»= 
Oomezcio  quedaba  derogado,  expresando  claramente  la  tramí> 
tación  que  se  seguirla  existiendo  1»  hipoteca  naval  ?  ¿Cómo  ao 
se  hubiera  expresado  el  orden  riguroso  que.debieca  observarse 
entre  todos  loe  acreedores,  sin  perjuicio  de  la  diatfoeiÓD  que 
«flt^l^ce  .«itre  los  que  neceed^u)  registro  y  loa  que  poeden 
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prescindir  de  él?  ¿Pó&de  0e  ha  visto  que  una  gradaación  quede 
fraccionada  en  doe  artículos,  guardando  en  el  segundo  un  (Mcden 
•que  no  se  enlace  con  el  primero?  Y  «obre  todo,  ¿no  existe  en  la 
ley  la  palabra i^^ereMota,  repetida  hasta  la  saciedad,  para  indi- 
-car  la  linea  qne  separa  los  que  preceden  á  la  hipoteca  naval  y  loe 
<)ue  vienen  después?  ¿Por  qué  motivo  rio  se  cuidó  el  legislador 
de  gradtiar  entre  si  á  esos  á  quiénes  daba  la  preferencia  sobre  la 
hipoteca?  Aqoi  no  hay  máa  que  un  dilema:  ó  el  legislador  quiso 
atribular  á  los  acreedores  preferentes  i  la  hipoteca,  enredándo- 
les y  iCoiafundiénd<dee  de  manera  que  discutiesen  acerca  de  su 
orden  de  cobro,  ó  se  limitó  á  decir  que  la  hipoteca  naval  queda- 
ba graduada  después  de  los  acreedores  que  declaró  preferentes  á 
ella.  Lo  primero  no  puede  concdi>irse  de  un  legislador  serio,  y 
como  lo  segundo  es  lo  que  resulta  de  toda  la  ley,  no  hay  duda 
que  la  falta  de  graduación  expresa,  es  argumento  inerte  en  pro 
4e  los  que  sostienen  la  estabilidad  de  la  lista  del  art.  680  del 
•Código  de  Comercio. 

A  mayor  abundamiento,  se  añade  que  la  ley  de  Hipoteca 
Naval  se  publicó  al  objeto  de  que  esta  institución  pudiera  exia* 
tir,  esto  es»  contraerse  ó  imponerse,  vivir  y  realizarse.  Asi  se  ye 
que  se  dictan  disposiciones  relativas  á  las  personaJa,  para  que 
-puedan'  contratar,  á  las  cosas  que  se  pueden  hipotecar,  á  las 
formalidades  del  contrato,  á  su  registro  y  al  procedio^erjto 
para  su  realización. 

Enenelktra'  la  ley  al  paso  otros  acreedores  de  la  nave  que 
pueden  existir ,  y  respecto  de  ellos  dice  únicamente  quiénes 
tendrán  preferencia  al  cobro;  pero  como  no  se  ha  establecido 
^n  beneficio  ni  perjuicio  de  ellos,  no  innova  lo  que  el  derecho 
anterior  disponía.  Fíjese  la  atención  en  el  procedimiento,  y  se 
v^á  queestá  dictado  todo  en  beneficio  de  la  Hipoteca  naval; 
se  habla  dé  los  demás  créditos:  de  modo  que  si  quisiesen 
gerse  á  él,  tendríim  bastantes  dificultades. 
Y  aqui  eale  al  paso  otra  cuestión  que  no  carece  de  impor- 
ta, y  no  deja  de  ofrece  inconvenientes  su  resolución: 
¿Cuándo  ae  dirá  qucf  no  existe  ó  hay  hipoteca  naval,  para. 
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que  la  graduación  se  haga  en  el  eentido  del  Código  ó  en  el  de-i 
la  ley  de  Hipoteca  Naval? 

Esta  cuestión  no  se  encuentra,  partiendo  del  principio  de 
que  la  ley  no  ha  creado  una  nueva  graduación;  pero  se  presen- 
ta seria  si  la  gradiuación  se  ha  reformado.  No  existe  en  el  pti- 
iner  caso,  por  cuanto  sabiendo  los  acreedores  que  son  preferí- 
tes  á  la  hipoteca,  solamente  se  descuentan  del  precio  de  venta 
las  preferencias  ó  cantidades  que  la  hipoteca  debe  soportar^ 
distribuyéndose  los  acreedores,  según  el  Código,  lo  que  importe- 
la  suma  de  las  preferencias,  quedando  el  resto  para  la  hipoteca^ 
naval.  Pero  si  ha  de  hacerse  una  nueva  graduación,  tendrá  que 
discutirse  todo^  ó  mucho  de  lo  que  antes  se  ha  dicho,  hasta 
que  la  jurisprudencia  haya  establecido  sus  reglas.  No  se  proce- 
derá con  seguridad,  porque  la  sola  determinación  de  cuaQdo 
venga  el  caso  de  seguir  uno  ú  otro  sistema,  importa  ya  muchas 
contradicciones  y  dará  lugar  á  grandes  vacilaciones. 

Dígase,  si  no,  si  la  existencia  de  un  solo  acreedor  de  los  del 
número  31  dará  ó  no  lugar  á  que  el  asunto  se  considere  como^ 
caso  de  hipoteca  naval,  ya  que  indudablemente  han  de  soste* 
Qer  la  afirmativa  los  que  quieran  graduar  con  la  nueva  ley,, 
proclamando  con  ella  que  la  mera  existencia  de  un  privilegia- 
do importa  al  sistema  de  la  hipoteca  naval,  aun  cuabdo  no^ 
haya* un  solo  contrato  de  esta  especie. 

La  misma  falta  de  procedimiento  anteriormente  indicada 
demuestra  que  la  ley  no  se  ha  cuidado  del  derecho  de  esos  pri- 
vilegiados, en  cuanto  no  les  ha  dado  un  caminó  expedito  y 
adecuado,  para  realizarlo  y  hacerlo  valer.  El  articulo  39  fija  al 
acreedor  con  hipoteca  naval  los  casos  en  que  puede  ejercitar 
au8  derechos  contra  la  nave^  y  es  visto  que  si  la  ley  se  hubie- 
se dictado  para  graduar  á  los  acreedores  privilegiados,  les  l)a- 
bria  dado  el  derecho  expedito  para  cobrar.  Nadie*se  creerá  coi 
derecho  á  sostener  que  son  acreedores  con  hipoteca  naval  loi 
de  los  números  31  y  32,  y  que  puedan  acogerse  é  invocar  los  ar 
ticulos  39  y  siguientes.  Asi,  por  ejemplo,  ¿el  acreedor  por  derc 
ichos  de  pilotaje,  puede  requerir  al  deudor,  según  elart.  41 
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para  que  le  pague  bu  crédito,  y  vtrificado,  debeiá  el  Juez  orde- 
nar la  venta  del  buque? 

¿EH  acreedor  por  préstamo  á  la  gruesa,  podrá  usar  de  este 
medio?  Aun  cuando  el  préstamo  á  la  gruesa  pueda  haberse  con- 
traído en  escritura  pública,  no  «abe  abrigar  la  seguridad  de 
que  pueda  hacerse  uso  de  los  artículos  89  y  siguientes  para  pe- 
dir el  éobro.  En  primer  lugar,  porque  el  préstamo  á  la  gruesa 
en  viaje  resulta  firmado  por  el  Capitán,  y  la  ley  de  Hipoteca 
Naval  DO  le  autoriza  para  suscribir  préstamo  por  hipoteca  na- 
val, y  en  segundo  lugar,  porque  tanto  el  art,  39,  al  hablar  del 
acreedor  con  hipoteca  naval;  como  el  41,  citando  sólo  el  prés- 
tamo hipotecario;  como  el  43,  hablando  simplemente  de  prés- 
tamo,  fiólo  se  refieren  al  préstamo  con  hipoteca. 

Si  la  ley  no  ha  señalado  á  los  acreedores  privilegiados  proce- 
dimiento especial,  en  armonía  con  el  dictado  en  beneficio  de 
la  hipoteca  naval,  es  otra  prueba  de  que  sólo  ésta  llamó  su 
atención  y  únicamente  mencionó  á  los  otros  acreedores  para 
determinar  su  preferencia. 

Tampoco  ha  dotado  á  los  privilegiados  de  todas  las  venta- 
jas concedidas  al  crédito  por  hipoteca  naval.  Los  acreedores 
del  art.  580del  Código  pueden  instar  embargo  y  la  venta  ju- 
dicial del  buque,  y  si  estuviese  cargado  y  despachado  para,  ha- 
cerse á  la  mar,  no  podrá  embargarse  sino  pX)r  deudas  contral- 
das  para  aprestar  y  avituallar  el  buque  en  el  mismo  viaje,  ce- 
sando  el  embargo  si  cualquiera  interesado  en  la  expedición? 
diere  fianza  de  que  regresará  el  buque  dentro  del  plazo  fijada 
en  la  patente,  obligándose,  en  caso  contrario,  aunque  fuese 
fortuito,  á  satisfacer  la  deuda  en  cuanto  sea  legitima;  y  por 
otra  clase  de  deuda,  no  comprendida  en  el  art.  580,  sólo  puede 
ser  embargado  el  buque  en  el  puerto  de  su  matricula.  Esto  dis< 
ne  el  art.  584  del  Código  de  Comercio. 
Eñ  el  art.  45  de  la  íey  de  Hipoteca  Naval  se  faculta  al  aeree- 
r  para  practicar  el  embargo  eii  cualquier  puerto,  á  tenor  del 
t.  48,  ó  sea  en  el  lugar  en  que  se  celebró  el  contrato,  en  el 
;erto  en  que  haya  entrado  el  buque  hipotecado,  en  el  domici* 
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lio  del  demandado  7  en  el  lagar  en  qae  radjque  el  Registro  cd 
qae  lué  inscrita  la  hipoteca,  todo  lo  cual  da  mayores  {acilida- 
dea  al  acreedor;  la  ley  permite  embargar,  aun  cuaiido  el  prte- 
tamo  no  haya  servido  para  el  viaje,  y  además  permite  que ,  ^ 
reqaerímientose  h^a  al  Capitán  ó  dueño  del  barco,  ó  su  repr»- 
Bentante,  paia  qae  regrese  al  puerto  conclnido  el  viaje,  llevAn- 
íkwe  entoQceB  á  efecto  el  embargo.  Betas  ventajas  no  se  con- 
ceden í  los  demás  acreedores,  y  si  únicamente  á  qoien  tengq 
préstamo  hipotecario. 

En  último  lugar  se  ha  de  mencionar  que  la  ley  habla  de  I« 
acción  hipotecaria ,  por  Ber  la  que  han  de  entablar  los  que  sean 
acreedores  de  tal  clase,  y  en  tal  concepto,  al  fijar  el  término 
para  la  prescripción,  dice  en  su  art.  i9,  que  la  acción  hipote- 
caria naval  prescribe  á  loe  diez  años,  contados  desde  que  pueda 
ejercitarse  conforme  á  las  disposiciones  de  la  misma  ley.  ¿Ten- 
drán también  acción  hipotecaria  tos  privilegiados? 

Supóngase,  por  un  momento,  que  intenta  ensayarse  la  apli- 
cación de  la  ley  de  Hipoteca  Naval  y  la  pretendida  graduacióo 
cuando  no  existe  ningún  préstamo  con  hipoteca  navaL  Puede 
ocurrir  el  caso  de  que  el  buque  esté  asegurado  y  discutirse  si  el 
seguro  viene  ó  no  comprendido  en  la  obligación.  Como  no  hay 
hipoteca  constituida  por  contrato,  siguiendo  loe  principios  ge- 
nerales, deberla  admitirse  que  siendo  un  derecho  del  buque,  y 
por  tanto  afecto  á  todas  las  obligaciones  contraídas,  vendría 
comprendido  en  la  responsabilidad. 

Admítase  la  graduación  pretendida  y  la  existencia  de  coo- 
trato  de  hipoteca  naval,  en  el  cual  se  baya  excluido  expresa- 
mente de  la  bijioteca,  á  tenor  del  art.  9."  de  la  ley.  Se  pre- 
gunta: ¿estando  asegurada  la  nave,  se  entenderá  excluido  el 
seguro  pBia  los  acreedores  privilegiados?  Es  claro  que  asi  de- 
biera entenderse,  si  por  la  sola  existencia  del  contrato  de  hí 
poteca  naval  viniera  el  privilegio  y  la  graduación  que  por  ell^ 
.se  dice  creada,  y  esos  acreedores  privilegiados  dejarían  de  par 
ticipar  del  seguro,  que  favorecerla  á  los  acreedores  según  e 
Código. 
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Poiíible  es  que  se  observe  que  el  contrato  entre  el  acreedoT 
por  hipoteca  y  el  deudor,  no  puede  iafluir  ea  la  suerte  do  loe 
acreedores  anteriores.  Si  asi  se  razonara,  habría  de  aceptarue 
por  consecuencia  que  la  ley  ha  dejado  completamente  aban- 
donados á  los  privilegiados,  no  legislando  sobre  este  punto,  ó 
no  cuidando  de  bub  intereses  como  aparece  haber  mirado  por 
loB  del  acreedor  hipotecario,  siendo  otra  razón  en  contra  de  la 
ezÍBtencia  de  la  nueva  graduación. 

Tales  lacones  alegadas,  unas  en  pro,  en  contra  otras,  ds  la 
reforma  del  art.  580  del  Código  de  Comercio,  son  bastantes 
para  comprender  la  dificultad  que  ee  encuentra  al  tratar  de 
resolver  la  cuestión.  Es  muy  posible  que  se  baya  meditado  por 
otros  que  se  hayan  ocupado  con  más  extensión  y  profundidad 
del  articulo,  y  basta  pueden  existir  casos  de  resoluciones  judi- 
ciales dirimiendo  la  controversia.  Siempre  es  lástima  que  en 
la  ley  no  se  baya  expresado  en  términos  claros  la  reforma  del 
articulo  580,  y  que  si  se  ha  querido  ñjar  una  nueva  graduación, 
no  se  haya  establecido  el  precepto  en  debida  regia  y  no  limi- 
taiEe  á  hablar  simplemétite  de  preEorencías.  De  esta  manera 
Eo  hubieran  ahorrado  discusiones  y  cuestiones  judiciales,  y  so- 
bre todo,  habrían  dado  pie  seguro  al  que  quisiese  prestar  con 
hipoteca  de  la  nave,  cuando  al  presente  las  dudas  apuntadas 
«eguramente  retraerán  i  muchos. 

Rauóh  Font  y  Viñau. 
BuMloM,  Ene»,  isge. 


LA  CONMUTACIÓN  DE  LAS  PENAS 


ESTUDIADA  EN  EL  DERECHO  Y  EN  LAS  LEGISLACIONES  O 


^.  Considerada  la  pena  como  represión,  no  sólo  legal , 
«ino  material  también,  del  delito,  lleva  necesariamente  en  si 
la  idea  de  mal,  de  castigo ,  en  la  medida  que  la  sociedad  cree 
necesaria  para  protegerse  á  sí  misma  y  restaurar  el  orden  per- 
turbado.  Como  tal  mal  y  castigo,  su  forma  externa  más  común 
es  la  privación  de  la  libertad  individual,  perpetua  ó  temporal» 
agravada  ó  no  con  particulares  regla%  que  se  creen  oportunas 
para  eUfin  jurídico  que  ha  de  cumplir;  de  todos  modoe,  repre- 
senta un  mal  sensible,  que  cuantitativamente  no  excede  de  las 
'<5ondiciones  subjetivas  de  quien  ha  de  cumplirla.  Asi,  pues, 
es  posible  y  deseable,  seguramente^  una  gradación  infínitesi* 
mal  en  las  penas,  con  objeto  de  proporcionarlas  todo  lo  más 
que  se  pueda  á  los  múltiples  grados  y  matices  del  desarrollo 
físico  é  individual  del  reo  en  los  primeros  años  de  su  vida.  En 
fin,  menester  es  no  olvidar  que,  una  vez  aceptado  el  principio 
de  la  inimputabilidad,  debe  aplicarse  hasta  en  sus  últimas 
consecuencias  más  rigurosas,  y  que  en  las  legislaciones  que 
no  admite  estén  período  se  presenta  la  necesidad  de  castigar 
cuantas  veces  intervenga,  ó  se  crea  que  interviene,  el  discerni- 
miento, ya  sea  en  el  límite  máximo  señalado  á  este  período» 
ya  en  el  mínimo. 


<*;     Véase  la  pág.  438  del  tomo  88. 
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Hasta  el  Código  sardo  de  1859,  reproducción  literal  del 
francés^  una  Tez  probado  el  discernimiento  (art,  89)»  no  había 
diferencia  alguna  entre  reos  que  hubieren  llegado  al  último  6 
jpenültimo  día  de  los  catorce  anos,  y  reos  que  sólo  tuviertn 
uno,  dos  ó  tres  de  edad,  á  los  cuales,  en  los  delitos  enunciados 
en  el  núm.  1  del  art.  89,  se  podía  imponer  cierta  custodia  y 
vigilancia  por  vía  de  pena,  á  no  ser  que  por  la  vivacidad  de  hu 
temperamento  y  excepcional  como  precoz  desarrollo,  se  pudie- 
ra creer  que  no  ignoraron  completamente  la  gravedad  del  de- 
lito que  habían  consumado.  Consignar  sólo  la  posibilidad  de 
^ta  igualdad  en  las  penas,  demuestra  la  falsedad  del  principio 
que  la  originaba.  Si  se  dice  que  la  pena  debe  ser  divisible 
hasta  lo  infinito  para  que  pueda  adaptarse  á  las  especialisimas 
é  indívidualefipcondiciones  de  los  reos,  ¿cómo  admitir  que  ven 
gan  luego  á  concretarse  en  un  mal  sensible?  En  la  infancia, 
durante  la  primera  edad  de  la  vida,  las  ideas  de  premio  y  cas- 
tigo (pena),  mejor  se  representan  en  la  inteligencia  humana 
<M)n  contornos  y  líneas  materiales,  que  con  abstracciones,  y  e« 
preciso,  para  que  produzcan  algún  efecto,  que  se  exterioricen 
«D  alguna  forma  que  llegue  á  los  sentidos  más  que  á  la  razón. 
¿Cómo  afirmar  entonces  que  la  sola  privación  de  la  libertad 
individual  pueda  ser  comprendida  en  una  inteligencia  embrio- 
naria como  castigo  sensible;  cómo  afirmar  que  la  pena  de  este 
modo  impuesta  llene  sus  fines  y  cumpla  su  naturaleza  de  mal 
opuesto  Á  otro  malf  Aun  aceptando  la  teoría,  según  la  cual  en 
todos  los  períodos  de  la  vida  del  hombre  se  puede  cuestionar 
sobre  su  discernimiento,  en  el  sentido  jurídico,  por  lo  menos; 
4iun  creyéndolo  así,  no  se  resuelve  la  segunda  y  más  importan-, 
te  cuestión,  á  saber:  si  el  desarrollo  intelectual,  que  fué  bas- 
tante para  llevar  al  delito,  más  ó  menos  conscientemente,  que 
""to  no  importa,  es  luego  suficiente  para  hacer,  sentir  la  iinpor- 
oDcia  moral  y  jurí(íica  del  castigo,  sin  cuya  conciencia  la  pena 
completamente  inútil.  En  estos  casos,  ó  se  agrava  la  pena 
ra  hacerla  sensible,  alterando  de  esta  suerte  las  relacionéis 
tre  el  grado  de  la  perturbación  del  orden  social  producida 
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por  el  delito  y  lá  persona  del  deliacueate,  y  entonces  la  pena 
«8  ilegitima,  ó  en  atención  á  estas  mismas  condiciones  sub- 
jetivas se  castiga  demasiado  poco,  y  entonces  ea  inútil.  Penaa 
ílegltiniaB,  como  penas  inútiles,  son  contrasentidos  juridices; 
luego  si  no  es  posible  humanamente  graduarlas  en  la  exacta 
medida  que  por  el  delito  las  corresponde,  preferible  es  no  im- 
poner pena  alguna. 

39.  No  es  menos  grave  el  asunto,  cuando  se  le  considera 
desde  el  punto  de  vista  de  la  función  jurídica  de  la  sanoióú  le- 
gislativa. Tiene  ésta,  como  hemos  visto,  bien  predeterminada 
su  misión  en  la  restauración  del  orden  político,  turbado  por  el 
delito.  El  juicio  BObre  el  grado  de  la  perturbación  nada  tiene 
en  si  de  absoluto,  y  es  muy  lógico  que  pueda  redácirse  insen- 
siblemente, y  aun  cesar  precisamente,  cuando,  p<fr  las  condicio- 
nes de  la  tan  escasa  edad  del  delincuente,  basten  para  excluir 
a  priori  la  idea  de  que  el  agente  haya  podido  darse  cuenta 
exacta  de  lá  importancia,  no  sólo  moral,  sino  juiidíca  de  bus 
actos.  Decimos  esto,  porque  las  leyes  penales  no  son  protecto- 
xas  de  la  moralidad  de  las  acciones,  consideradas  en  relación 
con  los  principios  abstractos  de  la  razón  pura,  sino  que,  por  el 
contrario,  las  examinan  y  aprecian  en  el  terreno  práctico  y  po> 
eitivo  del  orden  jurídico.  Es,  pues,  cierto  que,  prescindiendo  do 
toda  gradación  de  la  inteligencia,  hay  uu  periodo  en  la  vida 
humana  durante  el  cual,  por  las  mismas  condiciones  de  incom- 
pleto desarrollo  del  organismo,  la  monte  no  puede  darse  exacta 
cuenta  de  las  ideas  del  derecho,  la  jastícia  y  el  deber  jurídico, 
y  larazón  es  casi  tan  instintira  como  la  de  los  irracionales. 
Esta  falta  de  conciencia  del  derecho  positivo  violado,  basta  de 
p<»  si,  en  las  relaciones  objetivas  de  seguridad  de  los  internes 
sociales,  para  eliminar  la  necesidad  del  castigo,  puesto  que  en 
el  peligro  de  no  pod^  usar  de  criterios  rectos  y  seguros  para 
determinar  el  grado  preciso  de  inteligencia,  es  más  conforme 
á  la  tutela  jurídica  que  no  se  exteriorice  la  acción  de  la  ley, 
antes  que  manifestarse  castigando  injustamente. 

40.  El  criterio  de  la  no punibilidad  o&ece,  pues,  indudable- 
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mente,  para  la  resolación  do  estas  caestionee,  un  fandatúento 
mAS'Sólido  y  positivo  que  el  de  la  no  impuiábüidad,  y,. por  esto 
precisame&te,  ha  sido  acogido  por  completo  en  el  Código  penal 
italiano.  Dice  sn  art.  SS:  «No  se  procederá  contra  el  que  en  el 
iDomento  que  cometió  el  he^ ho  no  haya  cumplido  nueve  afko^» ; 
disposición  análoga  á  la  que  contenia  el  articulo  correspon- 
diente (52)  del  Proyecto  Zonardelli  de  1887,  y  en  el  cual  se  ha 
oonsi^ado  el  principio  de  la  no  punibilidad;  principio  que» 
como  hemos  dicho,  es  más  exacto,  puesto  que  sustrae  al  Ma- 
gistrado  dto  abstractas,  falaces  y  peligrosas  investigaciones  so- 
bre los  limites  de  la  responsabilidad.  Sn  el  texto  definitivo  del 
Código  encontramos  añadida  á  la  disposición  copiada  del  ar- 
tículo 53,  esta  otra  parte,  que  no  figuraba  en  el  Proyecto  Zanar- 
delli  de  1887:  «No  obstante,  cuando  el  hecho  esté  previsto  en 
la  ley  como  delito  que  lleve  consigo  el  ergastolo  (1),  la  reclu- 
sión, ó  también  la  prisión  no  inferior  á  un  año,  el  Presidente 
del  Tribunal  civil,  á  petición -del  Ministerio  público,  podrá 
«rdenaif,  por  providencia  revocable,  que  el  menor  sea  recluido 
en  un  establecimiento  de  educación  y  corrección,  durante  un 
tiempo  que  no  pasará  del  de  su  mayor  edad;  podrá  también 
encargar  á  los  ascendientes' é  á  los  que  tengan  obligación  de 
cuidar  de  la  educación  del  menor,  que  vigilen  su  conducta,  so 
pena,  en  caso  dé  inobservancia  y  cuando  él  mísnor  vuelva  á 
cometer  un  delito  cualquiera,  de  una  multa  hasta  de  2.000  li- 
ras.» La  introducción  de  ésta  disposición  en  el  texto  definitivo, 
disposición' dirigida^  como  el  Ministro  dice  en  su  Exposición  al 
Rey  (cap*  S2),  á  cumplir  el  sagrado  deber  que  la  sociedad  tiene  de 


(1)  Bl  ergatiolo  equivale  en  cierto  modo  4  nuestra  cadena  perpetua;  la  tra 
dveoión  noáa  Sel  d«  la  palabea  seria,  sin  embargfo,  la  de  traba jot  f orzado».  Bl 
h  16  del  Código  ptíoMl  italiana  de«er£be  esta  pena:  <La  pena  de  trabajo.4 
zados  es  perpetua,  y  se  cumple  en  un  establecimiento  especial,  donde  el 
adenado  permanece  durante  los  Rimero»  siete  a&es  en  aislamiento^selular 
ntinuo  con  obligación  de  trabajo.  En  los  a&os  sucesivos  será  admitido  al 
b^)o  en  coinAA  con  otros  penados,  con  obligación  de  guardar  silencio.  •  — 
I  delTJ 
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aitnder  especialmente  á  la  crnTeccián  dt  la  JKven/«d,  no  pupde  eaa- 
cita(ladiidadequaee  luya  vulnerado  con  ella  en  una  pequeña 
.  parte,  el  priacipio  de&h^alutn  ap^encía  derwponsabilidad  del 
menor  de  nueve  ítüoá.  IJasta,  para  persuadiríe  de  ello,  el  obaer-, 
vor  qt^e  cpmp.njedida  p^asiotitid^i  más  que  dependiente  del. 
delitfí,  cllcgJBladQr  la  enoomijsnda  ít'la  juri&diccióa  i^l  Pru- 
dente del  Tribunal  pívíl,  en  concordancia  con  lo  díRlfiiestP  en- 
el  ort.  222  del  Código,  civil  también,  suetraj'éndol^  de  esjtjt. 
Euerte  il  la  del  Magistrado  del  orden  penal,  el  cual  acaba  la  saya, 
coa  iltt  comprobación  del  hgcho  y  de  la  edad,  inferior  &  nueve 
aupe,  de  eu  autor;  medida,  en  ün,  harto  distinia  de  la  del  Có-- 
digo  do  CwJeña,  el  cual,  eptablecieiido  siempre  la  prueba  del, 
disceroi miento  del  imputado,  invisto  al  Juez  penal  del  conocí- 
miento  del  hecho;  Juez  que,  sólo  cuando  ee  halle  frente  6,  \¡¡Da 
edad  inferiiir  á  la  de  catorce  años  eji  que  no  se  pr^ente  dis- 
cernimiento, proveerá  con  formaS' análogas  á  las  iadicadas  en 
el  citado  apartado  ^e\  art.  S3(Í). 

Por  lo  d^má^,  casi  todos  los  autores  añrman  qiie  a?  eopri 
veniente  que  so  fijo  en  los  Códigos  un  periodo  de  absoluta 
írre^.qní^abilidad,  y  no  son  .sólo. estos  autores  de  aquellos  que 
hun  tratado  la  cuestión  teóricamente,  sino  también  loa  que  la 
han  considerado  en  el  campo  practico  de  las  tegislapioneH  que 
comen(;aban.  Asi,  Chfiuveau  afirma  que  la  ley  no  ^ebe  entrer 
gar  &■  la  ju.íticía  A  los  niños  cuya  edad  haga  imposible  presu-  ¡ 
mireldiriccrnimionto  de  sus  acciones;  ijlenestepes  recQnocet,, 
añade,  la  imposibilidad. en  qu<e  estamos  de  p'>der  trabar  un  B9--; 
guro  confín  .entre  la  ligarla  del  niño  y  Ja  gravedad  del  hom- 
bre, y  de  calcular  la  é|ioca  exacta  en  que  la  razón  comienza  á 
iluminar  nuestras  acciones  y  la  conciencia  á  juzgarlas»  (2). 
También  hem^s  copiado  ya  (nt^m.  35)  las  palabras  con  que 
Haua  censura  á  la  ley  belga,  por  no  haber  admitido  el  periodo 


íl)     Ohnavaan  HJlis;  Táurica  dd  Oriiat  praale,  t,>L  1,  i>h«.  aiS. 
Ui)     ChaaTsaa  Halle,  T^orina  dil  Chdict  pcnaZs,  val.  1,  pis.  SU. 
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-de ,  absoluta  irrosponsabílidad,  Nicoliaí  (1),  Rossi  (2),  Ca- 
rrara  (3),  Pe,3sina  (4),  Paocioni  (5),Tolofne¿  (6)  y  «1  misoiQ 
Mattei  en  bu  tratado  Ik  Grinmvbm  (7)^  fueron  todos  defeaso- 
rea  del  periodo  de  irresponsabilidad.  Podemos,  pues,,  decir  que 
euando,  pqr  el  ^^outrarip,  s^  establece  para  las  edade^  que  com- 
prende aquel  período  cualquier  sistema  de  con  mutación  de  pe* 
nast  a1  se  satisface  á  la  tutela  jurídica,  ni  se  sienta  una  medida 
legal  que  responda  á  los  filtps  principios  del  derecho  puBitivo. . 
41..  No  queremos  cerrar  la  discusión  de  esta  importftuti' 
sima  materia,  sin  una  ojeada  i  las  principales  legislaciones  vi- 
gentes. 

Además  del  Código  francés  (arts<  6(i67),  no  admiten  ej.  pe- 
riodo de  plena  irresponsabilidad  el  Código  belga  de  1867  (ar»- 
ticnlos  72  73)  y  el  de  Neufcbatel  de  1853  (arts.  40  41).  Observe- 
mos además  que  este  último  extiende  el  período  de  la  minoría 
^n  que  se  debe  probar  la  concurrencia  del  discernimiento,  hasta 
los  dieciséis  años,  estableciendo  que  en  todo  c^iso  la  pena  que 
se  imponga  al  que  obró  con  él,  no  pueda  exceder  de  cuatro  años 
de  prisión  ó  de. destierro,  ó  expulsión  si  es  extranjero,  cuales- 
quiera que  fuera  la  gravedad  de  la  pena  que,  de  sor  majpr,  hu- 
biera correspondido  al  acusado. 

Aceptan,  por  ^l  contrario,  la.teoríq.  de  la  irresponsabilidad 
durante  un  periodo  predeterminadp,  ademd^  Uel  Código  ita- 
liano, el  Código  penal  del  Imperio  ajomán  de  1871,  que  l&jaí 
este  perípdp^ea  Ipsdoce  años  cumplidos,  y  el  de  la  prueba  del 
discernimiento  desde  I03  dogo  hasta  los  dieciocho  (§§  55.  56  57) ; 
el  Código  holandés  do  1881,.qijLe  determi^ia  el  periodo  de  irres- 
ponaabilidad  en  los  diez  años,  y  dispone  la  prueba  del  discer- 


"~^""~  I  -  .    ■■■■^■— 1  I  ■  ■!      «  I  I   III  II  I  ■  T  * ;      II  I    ■  ■    ■      >     >       f  I  »  1»  ■ 

1  '•  '.  ■ 

(1)  Questioi^e  di  DíriUo  pénale,  c^^e^í.  ÍXm*    '. 

(2)  ,  Trattato  di  Diritlo  pénale,  vol.  1,  parte  general. 
(8)     Programma,  parte  general,  §  218. 

<4)  £lemeí¿tí  di  DtrUtú  pénate,  pág'.  130.  .  " 

■{6>  //  Cód.  pen.  tasca  no  illuHrato^  ^ol;  1,  j^g.  «27. 

(6)  J)irittoeJPi'ooedur(9  penáis,  iútXii'lO^t  .    '  .i  - '. 

O)  Frolegomena,  11,  5$.,        '     >  " 
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uimiento  entre  los  doce  y  dieciséis  (arts.  38  39);  el  Código  hún-' 
garó  de  1870,  para  el  cual  el  periodo  de  la  irresponsabilidad 
dura  hasta  los  doce  años  cumplidos,  y  el  en  que  se  debe  inTen- 
tigar  la  parte  del  discerDimiento  en  el  acto,  desde  los  doce  á  loe 
dieciséis  (atts.  83  84);  el  Código  de  Zurich  de  1871,  en  que  la 
impanidad  dura  hasta  doce  años  también,  y  la  condicional, 
bajo  la  concurrencia  del  discernimiento,  desde  los  doceá  los  die- 
ciaéis  (§  45);  el  Código  del  cantón  de  Filburgo,  que  concede  la 
irresponsabilidad  hasta  el  plazo  de  doce  años,  haciendo  entrar 
la  prueba  del  discernimiento  entjre  los  doce  y  dieciséis  (arts.  60- 
y  61);  el  Código  del  cantón  de  Ginebra  de  1874,.  que  fija  para 
la  irresponsabilidad  absoluta  el  periodo  de  diez  años  y  con- 
siente la  iaformación  sobre  la  intervención  del  discernimiento 
desde  los  diez  hasta  los  dieciséis  (arts.  48  y  49);  el  Código  del 
cantón  de  Basilea  de  1872,  qne  basta  loa  doce  años  no  con- 
siente procedimiento  criminal,  y  desde  los  doce  á  los  dieciocho 
sólo  cuando  ha  mediado  discernimiento  (§§  31  y  32);  el  Códlgo- 
del  cantón  de  Berna  de  1866,  que  sienta  también  en  el  duodé- 
cimo año  el  término  de  la  irresponsabilidad  y  encierra  el  pe- ' 
riodo  del  posible  discernimiento  entre  los  doce  y  dieciséiá  (ar- 
tículos 44  46);  el  Código  del  cantón  de  Valaís  de  1859,  que  da 
para  la  impunidad  el  plazo  de  los  doce  primeros  años,  y  al  pe-  ~ 
riodo  en  que  se  ha  de  investigar  la  presencia  del  diBcemi- 
miento,  la  edad  comprendida  desde  los  catorce  á  los  dieciocho 
(arts.  89-91);  el  Código  del  cantón  de  Vaud  de  1844,  qn^  ex- 
tiende hasta  los  catorce  años  el  periodo  de  no  imputabtlidad  ' 
y  marca  entre  los  catorce  y  los  dieciotho  el  que  necesita  para 
producir  este  efecto  la  ausencia  del  discerDimiento  (artícu- 
los 51-55):  el  Código  del  cantón  Ticino  de  1873,  para  el  que 
hasta  los  diez  años  se  produce  la  irresponsabilidad  absoluta 
<iel  culpable,  y  entre  éstos  y  los  catorce  es  necesario  investigar 
el  discernimiento  (arts.  49  50);  y,  en  fín,  el  Código  español 
de  1870,  que  en  el  núm,  2°  de  su  art.  8.°  transcribe  la  dieposi-' 
cióo  conteoida  en  su  precursor  ya  oitado  (véase  núm.  34),  li- 
mitaodo  á  los  nueve  años  el  término  de  la  impunidad,  y  dando 
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lugar,  desde  esta  edad  hasta  la  de  quince»  á  la  prueba  del  dis- 
^emimiento, 

42.  Termiuada  esta  indicaeióiR  prelimÍDar^  tócanos  ezami* 
nar  ahora  el  cómo  se.  aplican  en  la  práctica  de  las  legislaciones 
las  conmutaciones  de  las  peoas  producidas  por  la  poca  edad 
de  los  delincuente^.  Pero  al  llegar  aquí,  es  menester  hacer  unA 
.advertencia  respecto  á  los  diversos  sistemas  que  se  dividen  el 
campo  de  la  fijación  y  proporción  material  de  la  pena  para  cada 
delito  particular.  Hay  un  sistema  de  gradación  preventiva^  que 
'4M)nsiste  en  repartir  oada  especie  penal  en  un  número  preesta- 
blecido de  periodos  ó  cuotas,  llamado9  grados,  y  aplicar  después 
la  pena  para  cada  delito  en  los  limites  de  uno  ó  más  de  estos « 
Urados,  determinando  en  la  misma  proporción  la  medida  de  la 
«disminución  ó  aumento  producidas  por  las  circunstancias  ob- 
jetivas y  subjetivas  concurrentes.  £1  segundo  (que  es  el  que 
aceptan  la  mayor  parte  de  los  Códigos  hoy  vigentes)  omite  esta 
repartición  preventiva  de  las  penas  en  grados,  limitándose  á 
fijar  el  máximum  y  el  mínimum,  y  cuidándose  luego,  en  las  dis 
«posiciones  especiales,  de  aplicar  á  cada  delito  la  cantidad 
concreta  de  pena  que  tiene  por  mas  justa  y  conveniente,  ex- 
-  oeptuando  las  circunstancias  generales  ó  particulares  que  pro- 
ducen aumento  ó  disminución  de  la  pena  ordinaria  aplicada  ys, 
4  c«ia  deUto.  para  Ub  cuales  la  establece  tambiéa  concreta- 
ment^,  ¿  no  ser  que,  teniendo, en  cuenta  la  variedad  con  qué 
se  pueden  presentar,  determine  con  una  fracción  de  la  pena 
conminada  para  cada  delito  la  cantidad  en  que  debe  aumentas 
ó  disminuir. 

No  es  de  nuestra  esjpecial  competencia  en  este  trabajo  dis- 
cutir las  mayores  bondades  y  títulos  de  preferencia  que  un  sis* 
tema  tenga  sobre  el  otro.  La  demostración  práctica  de  la  supe- 
ioridad  del  segundo,  acompañada  de  un  seria  critica  del  pri* 
ñero,  puede  verse  en  la  relación  del  Ministro  Zanardelli  á  ía 
^mara  de  los  Diputados,  sobre  el  Proyecto  del  Código  penal 
italiano  (1).  Diremos  sólo  que,  entre  las  varias  legislaciones  vi- 

(1)     Relaz.  Min.,rol.  \,pkgff.  \2t  y  8ig9.  " 
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gentes  en  qtie  se  usa  el  Eistemii'ilo  la  giñdacidn,  ee  encueiitraib 
el  Código  español,  el  ruso,  el  de  la  República  de  San  Marino- 
7  el  del  cantÓQ  Ticitio,  y  qiiu  siguiecon  el  segundo  algunos  de 
Im  Códigos  que  rigieron  en  Italín,  como  el  lieglnmento  Ponti- 
ficiOi'el  Código  Esténse,  el  de  Parraa,  el  de  Toecnna;  y  entre 
lop  TlgenteR,  casi  todas  las  demás  nncíones  eñropens:  el  aue- 
■triacó,  belga,  aleníAn,  el  de'Zurich,  el  húngaro,  el  holandés  y 
él  nuevo  proyecto  para  Austria. 

'líti  El  Código  italiano  establece  para  la  conniutaciOQ.de 
pena  ocasionada  por  la  edad  las  siguientes  normas  directivas: 
Pasados  los  nueve  años  y  hasta  los  catorce,  y  concurriendo  el 

*dincernimiento,  !a  pena  de  trabajos  farzados  se  sustituye  por  la 
de  reclusión  de  seis  A  quince  años,  y  toda  otra  pena  se  aplica 
con  la  disminución  que  se  establece  en  los  números  3  y  4  del 
att.  47",  para  los  que  por  enfermedad  mental  no  son  reputado* 

.  como  plenamente  responsables,  es  decir,  con  la 'reducción"  de 
las  penas  temporales  mayores  de  doce  años,  desde  tres  ádiei— 
de  las  superiores  á  seise  inferiores  d  doce,  desde  uno  á  cinco— 
do  toda  otra  menor  con  la  reducción  én  merios  de  la  mitad,^ — y 
en  fin,  con  la  redocciÓD  en  la  mitad  de  las  penas  pecuniarias 
(art.  54).  Tiene  después  presente "  el  Código  una  wgunda  gra- 
dación do  la  eJad  del  inríputado,  edad  que  comprende  desde 
loa  catorce  á  los  dieciocho  añas,  que  motfra  mía  nueva  grada- 
ción de  las  penas,  motivada  por  considerar  que  aun  no  es  com- 
pleta la  responsabilidad  del  agente.  En  estos  casoF,  cambia  el 
•^gastólo  en  reclusión  de  doce  á  veinte  años— cualquier  pena 
temporal  superior  á  doce  años^  en  la  misma  de  seis  á  docc-^ 
las  mayores  de  seis  y'menores  de  doce,  en  tres  á  seis — cual- 
quier otra  pena  corporal  queda  reducida  &  su  mitad — y  en  las 
pecuniarias  el  limite  de  la  disminución  no  puede  bajar  dé 
un  tercio  (urt.  55).  Por  último,  antes  de  llegar  á  la  aplicación 
de  la  penalidttd  ordinaria",  el  Código  establece  nuevas  me- 
didas para  cuando  el  acusado,  babiendopafadode loa' dieci- 
ocho años,  no  haya  llegado  á  los  veintiuno;  para  este  caso, 
el  ersMtolo  se  conmuta  con  reclusión  de  veinticinco  á  treinta 


Xi   9     «-     • 


LA  €OKMUTAaÓN''D£  LAS  FOKAS  66 

años;  y  cualquier  otra  pepa  se  dKininoye  enun  sexto  (art.  66). 
iH,  'SI  texto  deñnitíro  del  Qódigo  ha  introdoeido  dos  in- 
Dovaciob^  en  el  Proyecto  ministérinl  de  188t;  en  efecto,  él  ar- 
ticulo 54  del  Projécto,  qne  corresponde  al  que  en  la  actuali- 
dad lleva  él  núm.  56,  fuera  de  iá  conmutación  del  ergastolo  en 
reéluBtdn  por  doce  á  veinte-  afi'o&,  para  las  restantes  penad  no 
contenía  otra  disposición  qae  la  que  las  redoefa  á  su  initaki; 
en  segundo  lugar,  se  ha  llevado  en  el  texto  definitivo  la  mino- 
ría de  edad  para  los  electos  penales,  hasta  los  veinte  años, 
como  fstaba  establecida  en  el  derogado  Código  Sardo,  pero 
precisamente  en  contra  del  proyecto  que  la  limitaba  á  los 
dieciocho*  De  esias  innovaciones  da  «cuenta  el  Mitíistfo  en  su 
Exposición  al  Rey  (1):  «Enel  árt.  55  se^ban  sentado'Ias  dís- 
miniíciones  de  las  penas,  indicando  las  má.^  leves  que  puedaí^ 
apüearse  en  cobeieta,  antes  que  recurrir  al  sistema  del'  cóm- 
puto por  fracciones.  De  está  manera  se  ha  puesto  en  armonía 
este  articuló  con  el  precedente  y  con*  el  47,  que  la  estaba  recla- 
mando, 6b  pena  dé  {producir  efectos  desproporcionados  é  in-^^ 
coherentes,  porqué^  siendo  diversos  los  sistemas  de  computar 
la  disminución  en  los  artículos  54  j  55  que  en  el  Proyecto,  se 
podrían  haber  aplicado  en  los  casos  del  art.  55  penas  más  le- 
ves de  las  que  con  el  54  se  podrían  inflingir.»  Esta  precaución 
legislativa  nos  parece  tan  clara,  y  tan  laudable,  que  nc^nece^* 
sita  comentarios.  En  cuanto  á  la  prórroga  de  la  edad  penal/ 
que  el  Proyecto,  según  hemos  dicho,  fijaba  en  loe  dieciocho^ 
aíKHs,  he  aquí  cómo  se  expresa  el  Ministro  en  la  Exposición  al 
Rey  (2):  «Nuevo  es  el  art*  54  al  establecer  una  disminución  en' 
ia  petfa  para  el  menor  de  veintiún  años  y  mayor  de  dieciocho. 
Para  nii,  eran  demasiado  graves  y  evidentes  las  rassones  ex- 
pueataa^^B^mií Relación,  que^ aconsejaban  que' se  estableciera 
la  plena  responsabilidad  penal  en  los  v  dieciocho  años;  pero 
puesto  que  él  Parlamento,  repieceniado  en  dos  muy  autoriza- 


.bita 


(17     E.epógtción  al  Rey^  del  Guardasellos  ZanardeíH,  cap.  32. ' 
(2)     Idtm/     ••'■* 
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dsLS  ComUioneB,  pensó  de  otro  modo,  no  qtiise  que  mi  modo 
de  pensar  prevfileciera,  y  acepté  U  propoisición  que  se  haé&i.» 
Como  Be  ve,  el  Ministio,  rígido  y  eflcrupuloBO  cumpliiit»  del' 
orden  constitucional,  se  creyó  e&  el  deber  de  rendirsoi  la  Be* 
presentación  nacional,  uniendo  á  ella  su  voto,  sin  intentar  si- 
quiera demostrar  desde  el  punto  de  vista  científico  y  jurídico 
que  ^e,  yolvía  á  un  criterio  errópeo,  cual  fué  el  de  la  Comisión 
parlainentaria,  al  equiparar  con  la  disciplina  civil  las  reglas 
que  se  refieren  4  la  responsabilidad  penal.  Ya  elMinistro  Zanar- 
delli  había  advertido  ^al  defender  el  proyecto  (1),  que  cel  estar 
üJBiát^l^mayofiíí  de  edad  dvü  en  los  v^tiún  años,  no  es  mo-i 
tivo  suficiente, para  que  se  fije  en  el  mlamo  tiempo  la  wagoria 
de  edad^eriminal^  porq«^  para  ejercer  los  yarios  actos  de  la  vida 
^ivil  se  re^quieren  desajRiToUo  intelectuid  y  experiencia. de  la 
vida,  harto  superiores  ¿  las  que  se  han  qaenesler  para  juzgar 
de  lo  licito  y  lo  ilícito,  y  distinga^  una  acción  que  es  un  de- 
lito de  otra  indiferente  ó  meritoria.»  Sste  es  precisamente  la 
sustancial  diferencia  que  condena  la  equiparanza  de  ambas 
mayorías  de  edad,  ya  que  parece  posible,  é  indudablemente  lo 
es,  afirmar  que  en  las^  condiciones  de  desarrollo  fisiológico 
noftpal,  ^  los  dieciocho  a&oe  se  está  en  la  plenitud  de  las  fa- 
<3ultadea,intele0tual^s,:  como  también  que,  sin  necesidad  de 
esfuerzo  ¡alguno  y  sinque  sea  precisa  una  capacidad  é  inteli- 
gencia extraordinarias,  se  pueda  distinguir  el  bien  del  mal,  lo 
justo  de  lo  injustOi  con  lo  cuál  cesa  la  razón  juridioi  para  cas- 
tigar menos,  y  la  edad,  antes  que  proporcionar  criterios  de  rec- 
ta justicia,  toma  el  carácter  de  contrariar  al  derecho.  La  duda 
de  qu9  elilímite  de  los  dieciocho  años,  propuesto  por  el  Minis- 
tro, no  fuese  suficiente  para -asegurar  la  plena  responsabilidad, 
se  d^vánece  con  observar  que  otro  má^  bajo  se  ha  estaUeeido 
por  leyes  que  rigen  en  paise»  septentrionales,  donde,  conio  es 
Habida»  el  desarrollo,  físico  es  mástardio  que  en  los  meridio 
nales;. baste  ver  que. el  Código  de  Buecia  tiene  la  mayoría  de 
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1)   ,  Heltídán  tohre  el  Pir9yeetf>  ú  la  Oámara  ée  Diput{ndo»f  oap.  49. 
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«dad  «XI  2oB  quinee  nSm;  el  ffauoéBg  el  bel|;ai  el  gioebriiHi,  ti 
ludaDdéB,  el  húngaro»  el  de  Fribmgo  y  el  de  Zarich .  ea  \m 
dieciséis;  loe  de  Basilea  (ciudad),  Vaud  y  Aleodiinia^.á  los  di#» 
•oiochOy  y,,  en  fia,  en  loa  veinte  el  cantón  Tioino.  P«o  acaaí>  la 
intención  de  la  Comiaión  parlamentaria  fuera  Jiblará  loa  wam- 
ñores  de  veintián  años  de  penas  tan  severas,  por  creer  que  de» 
iitos  cometidos  en  esa  edad  no  acosan  tal  depravación  de  ca- 
rácter que  hagan  desesperar  de  arrepentimiento  y  enmienda. 
Aanque  muy  hipotético,  este^cciterio  sería  respetable,  y  digna 
4€(  no  olvidarse  ppr  los  legisladores  la  posibilidad  de  conda* 
4ir  de  nuevo  á  la  spciedad  A  seres  corregidos  y  arrepentidoat 
^eomo  fu^rsas  ótileB  que  son  para  el  bien  general;  pero,  de  ser 
aá,  el  ejen^io  de  otras  legislaciones  que,  con  un  criterio  de 
Yesponsabüjdad  mis  cefrado,  sustraen  todavía  al  reo  bajo.«iii 
ciofto  Umite  de  edad  spjtperior,  sin  embargo,  á  aquel  en  que 
ftticnialmente  puede  j^resumirse  el  conveniente  desarrollo  físi- 
co é  intelectual,  á  pfi99iis  ei^tremat  ó  más. graves;  este  eriterio^ 
decimos,  pudiera  jiaber  servido  de  guia  al  legislador  ftaliand. 
Asi)  en  el  Código  si^o  no  se  puede  imponer  la  pena  de  muerte 
jú  la  de  trabajos  jSor^a^  perpetuos  á  lo6  nienores  de  dieciocho 
4iño8;  asi  también  en  Jios  Códigos  de  Hungría  y  de  Friburgo 
no  es  posible  aplicar  la  muerte  ni  las  penas  perpetuas  A  los 
^ue  ito  han  cumplido  veinte;  pero  estas  legislaciones  distia* 
guen  períecti^  y  jurídicamente  la  responsabilidad  plena  ó  me- 
nos plena  por  rasón  de  edad,  de  aquellos  otros  motivos  poliii* 
coa  pcMT  los  isualesi  en  determinadas  condiciones  de  la  vida» 
puede  parecer  inoportuno  castigar  con  todo  el  rigcnr  de  la  ley. 
£n  conclusión : .  para  noso;tros  se  obró  oud  al  no  aceptar  en  toda 
suintegridad  el /Pioyecto  ministerial,  que  significa  un  seña- 
lado* promresoisqbre-liui  diéposidones.  correlativas  contenidas 
el  Códigp  de  Q^d^ña.  JRecordeinos,  por  úkimo,  que  (»iales- 
Jera  que  sean  las  peqas  x^tvictivas  de  Ubertad  con  que  se 
»tigue  &  lee  eul;pftii>les  ipenor^.  de  catorce  años»  Üeberán  (»]m - 
irse  en  las  cast^  de  ocfrreeción  y  no  en  los  e^tableeimientos 
enitenciarios  ordiniurios;  y :  que  cuando  el  reo  ha  cumplido  loa 
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catotde  ófíds,  pero  no  Íob  dieciocho,  la  fórniH  dé  ]a  iejecücfóir 
de  las  penad  ¿e  eccomienda  á  la  autoridad  Judicijal  (articüloa 
64  y  55  ya  dtados).       '       ' 

45.    Entré  las  vigentes  legislaciones  extranjeras,  estabíeceb 
oorímutaclótf  de  las  penatí  por  razón  de  edad,  las  siguientesr 

£1  Código  alemán,  en  el  cual  la  mayoría  de  edad  penal  sé 
alzanta  á  los  dieciocho  años,  con  la  prueba  del  discernimientá 
desde  los  doce:  cuando  el  delito  se  ha  cometido  en  este  perio- 
do» isi  la  pena  que  le  corresponde  es  la  de  muerte  ó  la  cara  de 
fuerza  perpetua,  se  conmuta  por  la  dé  cárcel  de  tres  á  quince 
añ6&;  si  la  pena  es  la  cadena  perpetua  en  las  fortalezas,,  s^ 
reduce  d^  tres  á  quince  años;  cuando  la  pena  señalada  es  lá 
cá&a  de  fuerza  ó  cualquiera  otra  pena,  se  establece  la  medida 
entré  el  mínimum  legal  y  la  mitad  del  máicimp,  de  tai  manera 
qué  si  la  pena  asi  \conseguida  fuera  la  casa  de  fuerza,  se  <y)n- 
mute  en  lá  de  encarcelamiento;  en  las  contravenciones,  la  pe- 
na (ordinaria  se  c^ñlbia  en  reprensión  (57)* 

£l  Código  belga,  que  no  ha  aceptado,  ccfÉno  hemos  vieto,  él 
periodo  de  inimpütabilidad,  ha  creído  encontrar  un  remedía 
Á  los  rigores  de  la  imputa bilidad  genérica,  prolongando^él  pe- 
riodoén  qué  se  debe  averiguar  la  intervención  de!  discemi- 
miento.  Comprende  este  período  hasta  los  dieciséis  aíios,  y  cuan- 
do  se  ha  ejecutado  el  delito  con  discernimiento,  consiente  las 
siguientes  conmutaciones:  las  penas  de  muerte,  traba Jo¿  forzad- 
dos  y  prisión,  ambas  de  por  vida,  se  cambian  en  prisión  de 
diez  á  veinte  años;  los  trabajos  forzados  temporales  y  laprisión 
extraordinaria,  en  prisión  de  cinco  á  diez  años;  la  reclusión  y 
la  prisión,  en  prisión  de  uno  á  cinco.  Ordena  después  que  ja- 
más pueda  pronunciarse  la  pena  de  muerte  contra  los  que  en 
,el  momento  de  cometer  el  crimen  no  faáyaa  cumplido  diecio- 
cho años,  y  que  en  estos  casos  la  pena  se  conmuté  poit  la  dé 
trabajos  forzados  perpetuos  (arts.  73*77).  ' 

El  Código*  holandés  encierra  entre  los  diez  y  dieciséis  añoe 
el  periodo  en  que  para  petídr  hace  falta  probar  el  diiíeernimien- 
to.  Guando  ha  concurrido,  dispone  en  términos  generales  qué 
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el  mázimtim  de  la  pena  pritítípal  fijada  pora  ét  hecho  pnnible 
€6  difiminuja  en  un  tercio,  y  qaé  6i  se  trata  de  lapmiiki  per- 
pekia,  ee  coBmuté  esta  pena  por  la  temporal  que  no  exceda  de 
quince  años  (art.  W). 

£1  Código  francés  conmuta  paríi  el  menor  de  diecifieie 
añoB  qu^  haya  obrado  con  diecernimiento  las  penas  de  muer- 
te, trabajos  forzados  perpetuos  j  deportación^  en  pribión  de 
dles  á  Tdnte  anos  en  las  casas  de  corrección;  los  trabajos  for- 
2ádos  temporales;  prisión  y  reclusión;  en  prisión  én  las  casas  de 
eoi^ección  {xxr  un  tiempo  igual  al  tercio  por  lo  menos,  y  &  la 
mitad  por  lo  más,  á  que  hubiera  sido  condenado  si  hubiesen 
podido  aplicársele  las  penas  ordinarias.  Conmuta  también  la 
degradación  cíTica  y  el  destierro  en  prisión  en  las  casas  de  co- 
ftecciÓB,  en  un  periodo  que  oscila  entre  tres  á  cinco  años  (ar^ 
Ifculos  67-69).  - 

Él' Código  húngaro,  fijando  la  máj^orla  penal  en  los  dieci- 
séis años  y  requiriendo  desde  los  doce  el  discernimiento;  esta- 
Uéee  que  el  reo  que  se  encuentre  en  CÉtas  condiciones  del 
pefiódo  intermedió,  tenga  las  siguientes  conmutaciones;  la 
mueslB  y  la  casil  dé  fuerza  perpetua  en  reclusión  de  dos  á  cin- 
co años;  la  casa  ¿e  fiíerza  témpora!  y  la  pri&ión  de  Estado  en 
Ú9B  a&es  de  reclusión  á  lo  más  én  el  primer  caso,  y  en  otros 
ésm  también,  pero  como  máximum,  de  prisión  de  E&tado  para 
el  segundo;  para  toda  otra  pena  por  (almenes,  la  conmutación 
se  6ja  en  dos  aftos  de  prisión  simple  (máximum)i  y  en  las  pe- 
nas por  deütoS;  la  conmutación  consiste  eñ  convertirse  toda 
pefta  en  penas  de  p<dicía.  Dispone  tambiéá  ^ue,  aun  cuando  él 
definciiente  haya  cumplido  les  dieciséis  años,  no  se  le  apli- 
cará la  pena  de  muerte  ni  los  trabajos  forzados  perpetuos  si  no 
ha  negado  á  reiniluno  (arts.  85  87). 

Bi  Códi^  de  Zurich  exceptí!ía  absolutamente  de  su  pena 

iáxima,  que  es  la  casa  de  corrección,  á  los  menores  que,  ha- 

jendo  obrado  eon  discernimiento,  se  encuentren  entre  los  doce 

dieeiséia  años  de  edad,  determinando  in  genere  su  conmuta- 

■^te  en  otras  penas  inferiores  y  facultando  al  Jues  pura  apli- 


^^arlae,  aiiú  por  bajo  del  minimom,  cuando  eonsiataiaL  an  pari'm- 
-eión  de  la  libertad  per«ODal^  Dice  además  que  en  el  perloide 
-diecieéis  á  diecinueve  años,  jamás  pueda  condenarse  al  dApa-r 
ble  á  casa  de  corrección  de  por  vida;  y  autoriza  ^  los  casos  en 
^ue  pudiera  corresponder  esta  misma  pena  temporal,,  la  -oeii- 
mutación  en  casa  de  trabajo  (§§  61 62). 

En  el  Códjgo  del  Canten  de  Friburgo  sólo  encontcamcfa  ^na 
velfdadera  conmutación  de  pena  aplicable  al  mayor  d^^  doiee 
y  menor  de  dieciséis  años  que  haya  obrado  con  disoernimieitpi^ 
Jtú;  consiste  en  sustituir  las  penas  de  muerte  y  ref;lu6ié&  p^r^ 
^tuas  con  la  de  reclusión  temperar  por  bajo  de  quince  9Sm* 
£n  cuánto  á  las  restantes  penas,  mds  que  conmutación^; 
^¿ace  disminuciones  de  la  cantidad.  Este  Código  t^m^jooo 
-quiere  aplicar  la  muerte  ni  la  reclusión  perpetua  á  loe  reos  m^ 
ñores  de  veinte  años;  en  estos  casos,  ambas  penas  se  camMaii' 
•por  la  de  reclusión  que  no  exceda  de  veinte  años  (arta.  62^68). > 

El  Código  del  cantón  de  Ginebra,  que  tiene  los  dieciséis  a&os 
iComo  él  limite  en  que  para  los  efectos  penales  empieaa  1%  mm* 
yoría  de  edad,  y  el  pariodo  intermedio  entre  esta  edad  y  Imdp 
diez,  conmuta  la  reclusión  perpetua,  <|ue  es  su  p^na  superior, 
-en  prisión  de  diez  á  veinte  anos;  la  reclusión  temp<»ral,  en  pri- 
sión de  tres  á  diez;  el  desti^TO^  en  prisión  de  uno  á  .cinco;  y 
-disminuye,  más  que  conmuta,  todas  las  otras  penas,  en  la  mi- 
tad  por  lo  más  de  las  ordinarias  (art.  50}. 

El  Código  del  cantón  de  Berna  conmuta  entre  loe  do^  y 
-dieciséis  años  la  muerte  y  lá  reclusi<^  perpetua  en  la  prisíóii* 
-en  un  establecimiento  penitenciario  especial  por  dos  á  doo» 
^ños;  4a  reclusión  temporal  y  la  prisión  comñn,  en  prisión  en 
.un  establecimiento,  especial  también,  por. un  tiempo  qn^.iip 
exceda  de  la  mitad  del  máximum  de  la  pena  ordinaria.  Finai- 
^xiente,  aun  cuando  la  mayoría  paralas  penas  se  fija  enlolrdia^ ' 
ciséis  años  cuniplidos,  todavía,  si  no  se  ha  alcanzado  la  de 
dieciocho,  conmuta  la,  muerte  y  la  reclusión  de  por  vida  ^  jre* 
clusión  temporal  hasta  veinte  años  (arts.  46-48)* 

El  Código  del  cantón  de-Valais,  que  lleva  el  periodo  de  i«. 
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impwaiásiñ  hasta  loa  catovoe  años  y  el<  de  la  pmeba  del  digcer- 
iiiñii«tito  desde  los  catoroe  A  loa  dieciocho,  ordena  que  en  este 
lieriodo  la  pena  de  mnerte  se  con  vierta  en  la  de  reclusión  hasta 
per  veinte  unos;  la  reclusión  perpetua»  en  temporal  por  tiempo 
qtt#  no  exceda  de  dies  años;  la  reclusión  temporal,  en  prisión 
|ior  término  que  no  pase  del  que  la  reclusión  tendría  si  pudiera» 
imponerse;  las  demás  penas  sufren  sólo  disminuciones.  Hay 
éa^uée  una  segunda  gradación  de  penalidad  pava  el  periodo* 
de  dieciocho  á  veintitrés  años,  según  la  eual^  la  muerte  se  con- 
muta en  reclusión  que  no  pase  de  treinta  años;  la  reclusión' 
perpetua,  en  temporal  hasta  veinte  años,  y  toda  otra  pena  se 
disminuye  hasta  un  cuarto  de  las  ordinarias  (arto.  91>92)« 

£1  Código  del  cantón  de  Vaud  no  establece  conmutación^ 
vnjkB  que  para  la  pena  de  muerte,  que  sustituye,  en. los  mayorcis. 
Ue.catoice  años  y  menores  de  dieciocho,  con  la  de  reclusión^ 
desde  seis  años;  para  las  demás  penas  tiene  reducciones  de  can*^ 
tidad  (art.  55). 

Las  mismas  reducciotnes,  en  atención  á  la  edad,  hallamos 
en  el  Código,  del  cantón  Ticino  (arta.  50-61). 

Mttfl  original  es  la  disposición  del  Código  español  de  1870, 
\\ue  en  su  art.  86  dispone  qiie  si  el  reo  mayor  de  nueve  años  y 
menor  de  quince  ha  obrado  con  discernimiento,  se  le  aplique 
una  llena  discreciqnaL,  inferior  siempre  por  lámenos  en  dos  gra- 
dos A  la  común;  y  que  cuando  haya  cumplido  los  quince,  perjO^. 
uo  les  dieciocho,  la  pena  sea  inmediatamente  inferior  á  la  or  • 
diñarla  (1). 


fl)     Bl  Profesor  Pedro  Nocito,  Al  ata  otieiita  áhl  Congreso  Penitenoi»- 
rió  inteniRoionitl  de  San  Petérsbars^  de  1800»  en  nn  triibajo  pnblieado  en  1» 
JVueiKt  ÁñtíUogia  (cuaderno  de  19*  de  JaUo  de  1600),  habla  4  «ste  tenor  dé  la  pe 
Ildad  de  los  menores.  La  eaestiónde  la  penalidad  de  los  menores  se  dison- 
también'én  la  Sección  primera,  e<m  motivo  del  tema  qninto,  que  se  referia 
loe  delitos  oometidos  por  menores.  Informó  sobre  tí,  ante  la  Asamblea  ge- 
«al,  el  Di^:' Drill,  y  las  conoluslones  qne  presentó  en  nombre  de  la  Seooióó»: 
i«ron  astas:  1.*,  <lne  se  aboliese  para  los  úi^iunteé  de  dieoiséls  «ños  la  cnestión 
fe  la  enlpabilidad  y  el  disoemimiento,  stutttñyéndola*  eon  esta  otra:  «i  e» 


^  RSVI8TA  ME  hMíShk<SlÍH 

A^*:.  Lia.  coiímutacióa  cbe  penaa^qnebitilainaa  corita  ea  al- 
ganoa  Códigos,  en:*atdnción  á  la  avanzada  edad  dal  deliac^cüíAe^ 
nos  mueve. áexamioai»  la  oueetión  de^w  la  vejez,  puede  eonm- 
^erarse.por  si  Boja^omo.  'OatBa  jurídica  q«e  produzca  .dwnw- 
nuoiósi  oa  la.  reepoDsabilidBd,  y  en  la  penalidad  por  oom0-. 

Claro  está  quo.si  la  edad  senil  padte6e,.á  la  manera  que  la 
infantil;  tomarse  ({orno  elemeúto  de  exención,  (seria  meiiDfitot 
también  aceptar  a  jpmr/  y  de  un  modo  absoluto,  que  el  ciirsfi 
de  lósanos  determina  un  estado  fí:jiológ!co  de  decadencia  da- 
las fuerzas,  fínicas  del  hombre^  y  que  esta  decadencia  inflaya, 
necesariaiñenté  y  6Íempi;e.en  su  inteligencia  y  voluntad;  de  tal 
manera,  que  el  vicio  de  que  estas  facultades  adoleeeo»  péttni- 
ten  reconocer  una  menor  gravedad  política  ensus  delitos  y  mo- 
ñor  perturbación  también  en  el  orden  social;  fuera  de  éeto,.  niBr 


-necesfina  Al  menor  la  tutela  de  la  Autoridad  pública^  debioiido  seo*,  en  ¿a«o 
afirmativo,  sometido  á  .uii  régimen  da  edocacióir  y  oorréooióii;  2.^^  que  ipafü 
«1  empleo  de  estos  medios  se  debe  te^ef  9n  cuenta,  no  sólo  la  gr^y^^M  y 
móviles  del  delito,  sino  también  sus  precedentes,  carácter  y  desarrollo  inte 

lectaal  del  menor,  lo  mÍ9mo  qae  el  ambiente  social  en  qae  vive;  3.*,  qne  aoxt 

'  .  .  . ,  •  •  •         -  ■  . 

para  los  menores  de  veinte  años  y  mayores  de  dieciséis,  el  Tribanal  det>e  go 
zar  de  xin'á  gran  Intitad  én  la  tiplicación  de  las  penas,  recorriendo  desde  ta 
reprensión  hastia  laís  penas  ordinarias. 

Aunque  yo  crea  en  un  ivatema  eap^oial  para  los  m^norasi  bq  puedo  94^pf 
tar  estas  ex^igeraciones.  Equivaldría  éste  á  abandonar  el  derecho. de^  gr.a<Ma 
■en  las  manos  del  Juez,  al  permitirle  recorrer  desde  la  represión  hasta  la  pon» 
mks  grave  que  sé' pudiera  imponer  por  el  delito,  por  la  sencilla  ra2ón~de  tní- 
tarae  de  un  mej^or  de  veinte  a^9^.aujMme  mayor  de  dieoiaóii^  Tampoco,  (^n 
mi  sentir,  se  puede  cambiar  la^^iQueatióu  de  la  reaponsabUidad  peual  del  xua- 
nor  da  dieoiséia  bJ^q»  por  la  de  la  tutela  de  que  pueda  tener  necesidad*  es  de- 
cir i^  de  una,  iuf titución  porreetiva  y  educadora  al  cuidado  de  la  Au^ridad 
pública.  Autes  que  el  remedio  y  la  profilaziSf  hay  que  conoeer  la  enfermedad 
y  hacer  su  diagu^^^it^o.  Ss  preciso  coupoer,  ante^  que  nada,  al  autor  deii  de- 
■lito  ooiAetí<^o  y  oonooer  tambiéúel  gradada  su  responsabUidad.  Seria; 4^>ua* 
«iado  suprimir  la.aeuteuQia  penal,, que  opudena  ó  abauelye^  para  trocarla  en 
i^Ub  i»era,ordeu4e  U  4dn^i»ftria9ló^PÚl;(lica.    . 


-guDa  otra  razón  juBtifl^ria  cn^.4Í6iniimcif9^o,dB  impnliabilid^d 
y  penalidad  w  Jos  aocianos. 

47.  En  puestea  Qpinióai  «Bta  ;razón  tampCNOO  «xiate.  Si  I« 
base,  en  donde  ee  fija  la  responsabilidad  plena  del  aírente,  eo 
cuanto  ¿  la  edadi^sedefefinina  por  laa  condiciones  de  sxi  Qomr 
pleto  desarrollo  lisico  y  moral,  paréqenos  que«  una ^  vez  alcan- 
zado, debe  proveernos  de  una  medida  fija  y  constante  como  ee- 
gu^  de  la  iioputabiUdad»  que  cuando  deba  ser  modificada  o 
extinguida  lo  será  pcHr  otras  cauí^s  individuales  y  especiales, 
pero  jamá^  por  lá  edad  como  dato  objetivo. 

La  av^nauída  edad  del  delincuente  podrá  representar  un  mo- 

# 

tiyo  indirecto  para  castigar,  ó  para  castigar; de  otro  modo  qnm 
en  los  casos.ordinarioa^  cuando  las  fuerzas  f isieas  ó  intelectuales 
de)  anciano,  por  acontecimientos  ajenos  j6  propios  deipu^ad» 
impidan  ó  dificulten  el  oompl^^o  coocurso  de  su  inteligencia  4 
voluntad  en  las  acciones  críminosoa  que  realice;  peto  enton- 
ces se  comprende  perfectamente  que  la  razón  de  disminuir  d 
atenuar  la  imput^bilidad  no  reside  en.i^  edad  ,ní  la  edi^d  la 
produce,  sino  que  es  mejor  una  má»  de  las  muchas  condicionea 
8}ibjetivas  del  imputado,  tan  propias  del.  Yi^j<>  como  del  .joven. 
y  que  on  uno  como  .en.  otro,  mermando  el  grado  ó  la.canti* 
dad  política  de. sus  delitos,  producen  disminuciones  y  conmu- 
taciones legitimas  de  laft  penas, 

48.  Determinado  de  esta  suerte  el  carácter  propio  que  la 
vejez  del  reo  tiene,  en  relación  á  la  imputabilidad,  po^lemoa 
deducir  que  la  influencia  juridicadela  misma. f)opviede>repi»» 
sentarse  más  que  pomo  un  elemento  individual,  y  no  como  cri- 
terio absoluto  que  permita  establecer  una  disminución  gen^é- 
rica  en  su  favor.  £$,  en  fin,  una  excepción  que. habrá  de  apU* 
carse  coso,  por  caso:  jamás  como  reglii  fija  é  inmutable  que 
deba  llevi^i^como  postulado  jurídico  á  todo  cosa  y.delito.  No 

é  puede  admitir,  por  consiguiente,  una  conmutación  penal 
producida  ppr  la  única  cazón  de  la  ecjbd  senil  del  delincuente; 
hasta  se  podría  llegar  át  una  qonclusíón  diametralmente  opuea- 

a,  quo  es.  la  de  que»  ejpiminada  la  vejez  en  sus  relaqipnee  coi». 


ia  imputabilidad,  debiera,  mejor  que  disminuir,  agravar  la», 
pecas,  ya  porque  la  experiencia  y  práctica  de  la  vida  alcansa- 
das  con  ella  hagan  presumir,*  con  la  madurez  de  la  inteligen- 
da,  un  juicio  más  completo  sobre  la  importancia  jurídica  y 
moral  de  las  acciones  verificadas,  ya  porque  las  debilitadas 
paciones  y  alectos  del  delincuente  excluyan  los  más  frecuentea: 
motivos  de  excusa  y  atenuación;  Establecer,  pues,  en  los  Códi- 
gos conmutaciones  de  las  penas  en  atención  á  la  avanzada  edad 
de  los  delincuentes,  seria  un  Verdadero  absurdo  jurídico. 

49.  A  muchos  legisladores  y  escritores  de  las  varias  disci- 
plinas penales,  les  ha  parecido  urgente  aplicar  el  principio  de 
la  proporcionalidad  del  mal  que  se  llama  peña,  con  las  condi^ 
clones  físicas  del  delincuente,  á  los  casos  en  que,  por  la  mucha 
edad  de  éstos,  aquéllas  se  hagan  sentir  más  graveniente,  pro- 
duciendo acaso  hasta  la  imposibilidad  dé  sufrirlas  sin  smoa 
perjuicios  en  la  salud.  Tratada  bajo  este  nuevo  aspecto,  cree- 
mos nosotros  que  la  edad  puede  y  debe  ser  justa  razón  para  na 
hacer  cruel  y  exorbitante  la  aplicación  de  la  pena,  ya  que  es 
innegable  que  la  relatividad  de  la  misma  ha  de  estar  siempre 
de  acuerdo  con  las  condiciones  físicas  de  su  sujeto  pasivo* 
Tampoco  la  conmutación,  considerada  de  este  modo,  es  en  rea* . 
lidad  materia  propia  délos  Códigos;  antes  bien,  tiene  mejor 
puesto  en  las  disposiciones  reglamentarias  que  para  la  ejecu* 
ción  de  las  condenas  penales  se  dictan,  ya  que  aunque  concu» 
rren  muchas  probabilidades  que  permiten  sostener  que  la  ve- 
jez merece  alguna  especial  atención  que  atenúe  la  dureza  del ' 
castigo,  lo  cierto  es  que  no  puede  elevarse  á  presunción  gene- 
ral y  absoluta,  puesto  que  entre  los  ancianos  el  grado  distinto 
de  robustez  y  salud  física  es  tan  variable,  que  para  algunos 
hace  meramente  penoso  un  mal  que  á  otiós  es  completamente 
intolerable.  Fijadas  en  los  Códigos  las  penas  ordinarias  en  ra-  • 
zón  de  la  responsabilidad  en  que  ha  incurrido  el  reo,  sólo  hüsta 
el  momento  de  ponerlas  en  ejecución  será  cuando  deba  exami- . 
narse  si  el  condenado  por  escasea  ^e  fuerzas,  enfermedad  ó 
0dad  es  capaz  ó  no  de  sufrir  el  castigo  común  ^  y  si  se  le  debe 
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fav<»?ecer  con  mitigación  ó  conmutación;  pero,  repetimos,  éeta 
oerá  materia  reglamentaria^  y  la  conmutación  que  se  produzca 
se  fundará  en  motivos  más  bien  morales  que  de  estricto  dere- 
cha Los  Códigos  modernos  han  acatado  también  este  principio 
al  ocuparse  sólo  en  contados  casos  de  la  avanzada  edad  del 
,. delincuente  como  motivo  aprioristico  para  conmutar  laa  pe- 
nas (1). 

50.  Por  lo  que  llevamos  dicho  se  comprende  que  nosotros 
tengatQOS  por  equivocado  el  juicio  de  aquellos  autores  que» 
fundándose  en  la  autoridad  del  derecho  romano,  atenúan  la 
responsabilidad  penal  por  causa  de  vejez;  y  le  tenemos  por 
equivodbdO)  porque  los  textos  á  que  apelan  no  demuestran  pre- 
cisamente que  este  concepto  inspirase  su  jurisprudencia.  En 
todos  ellos  hallamos,  es  cierto,  genéricamente  mencionada  la 
edad  eomo  circunstancia  atenuante  de  las  penas,  pero  en  nin- 
guno está  específicamente  nombrada  Isl  senilidad;  esta  sencilla 
observación  basta  para  desautorizar  todos  sus  argumentos.  La 
L.  10,  D.,  Dereg..  jurü  (50,  1  f),  enseña,  en  efecto,  que/err 
in  ómnibus  pcsnalihus  judiáis  et  cetaii  imprudentÜB  succuritw. 
La  L.  3.,  §  7,  D.,  De  sene  silL  (29,  5),  dice  también  ignascitur 
etiam  his  quioetaU  defecti  surit;  y,  en  ñn,  la  L.  6,  D:,  Ád.  leg. 
Jul.pecuL  (48,  13),  advierte  que  sacrilegii  pcenan  debelit  pro- 
cónsul pro  qualüate  persona  proque  sei  conditione  el  temporis  et 
(Btaiis  et  sexus  vel  severius  vel  clemencius  slatuere.  La  práctica 
antigua  se  aprovechó  de  estos  textos  para  establecer  la  máxi- 
ma que  decia:  seneeius  est  veluti  altera  pueriiia  (2);  y  en  conse- 
cuencia de  ella,  la  conmutación  de  las  penas  encontró  su  justi* 
ficación  jurídica  en  que  senes  sunt  diminiUi  sensu,  et  intellectus 
tía  quod  repueraseere  indpiunt  (3).  EJxtraña  cosa  es  observar  la 

»  '  ■  '■       »     ■  '  ■     "  i         '      '       I  ■    ■ .    i>. »   ...i  :  ■!    .1      I  I  ■!■■■ 

(1)  VióMO  sobre  esU  materia:  OarrA2;a:  Pro§r.;  P.  E.,  §§  228  229  720.  Tolo- 
mei:  J)ir.  e  Placed,  pénale^  S§  1003-1004.  Hatui;  JHr.  pen,  belgi^M,  vol  1.  §  610. 
Chanveau  Hélié:  Teórica  del  Códice  pen.,  vol,  1,  p,  231.  Dallos,  Repertoire,  vola- 
xnen  85,  p.  659,  núm.  457.  '  *•    '  ^ 

(2)  Tiraqaeaa:  De  poeni»  temperanditt  p.  29. 
'  (8)     FArinaeeio:  QtMtionetf  98,  nám.  SS. 
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incertidumbre  de  los  doctores  para  fijar  la  oauBa  jaridiea  de 
esta  conmutación,  porqtie  mientras  por  un  lado  la  referían  á 
una  disminución  en  la  responsabilidad^  por  otro,  cuando  trata- 
ban de  aplicarla,  veían  que  en  las  penas  pecuniarias  no  podía 
admitirse  una  disminución  en  su  provecho,  contradiciendo  no- 
toriamente al  principio  general  quo  antes  habían  reputado 
como  base  jurídica  de  la  teoría. 

51.  Recorramos  rápidamente  las  formas  de  conmutación 
que  las  legislaciones  han  admitido  por  la  mucha  edad  de  los 
delincuentes. 

M  Código  francés  de  1791  disponía,  que  loe  reos  que  hubie- 
ran  cumplido  setenta  y  cinco  años  de  edad,  no  stí&irlan  la 
pena  de  deportación,  reduciendo  á  cuatro  años  las  de  cadena, 
reclusión  en  las  casas  de  fuerza  y  detención  cuando  al  tiempo 
de  imponerse  tuviera  el  reo  la  misma  edad;  á  loso^enta  años 
concedía  la  libertad  mediante  sentencia  del  Tribunal  si  se  ha- 
bían  sufrido,  al  menos,  cinco  años  de  la  pena.  El  Código  de 
1810  ordenaba  que  no  se  pronunciaran  penas  de  trabajos  forza- 
dos perpetuos,  deportación  ó  trabajos  forzados  temporales,  si 
al  tiempo  de  la  sentencia  el  reo  hubiera  cumplido  setenta  años, 
y  cambiaba  estas  penas  respectivamente  en  reclusión  perpe- 
tua ó  temporal;  dispuso  también  que  todo  condenado  á  tra- 
bajos forzados  temporales  que  en  el  curso  de  su  pena  cum- 
pliese los  setenta  años,  fuese  relevado  de  ellos,  cumpliendo 
el  tiempo  que  le  faltase  en  una  casa  de  fuerza.  Estas  disposi- 
ciones se  acogieron  sustancialmente  en  la  revisión  de  1832,  con 
la  sola  diferencia  de  cambiar  la  deportación  en  prisión  perpe- 
tua. Por  ley  de  20  de  Mayo  de  1864  se  redujo  la  edad  á  sesenta 
años,  pero  sin  comprender  en  la  gracia  el  caso  del  que  los  cum- 
pliera durante  la  condena. 

El  Código  de  Baviera  se  limitaba  á  conceder  al  condenado 
mayor  de  sesenta  años  á  la  pena  de  cadena,  el  beneficio  de  no 
aplicarle  á  trabajos  públicos  y  puosos. 

La  misma  conmutación  establecieron  los  Códigos  de  las  Dos 
Sicilias  y  de  Parma,  cuando  al  imponerse  la  sentencia  ó  mien- 
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"tras  se  extinguía  la  pena  cumpliera  el  reo  los  setenta  y  cinco 

'^añoB. 

El  Código  éstense  conmutaba  á  la  misma  edad  el  ergagMo 
y  ios  trabajos  forzados  con  prisión  perpetua  ó  temporal. 

El  de  Toaouia  no  favorecía  al  reo  que  cumpliera  los  s^ten- 

<  ta  años,  más  qué  atenuando  el  rigor  en  la  ejecución  de  las  pe- 
nas, pero  sin  mudar  su  especie:  admitíalos  al  trabajo  en  co- 
mún ó  celular  en  las  cárceles  y  casas  de  fuerza. 

una  atenuación,  mejor  que  una  conmutación,  establecía 
también  el  Reglamento  romano  para  los  que  hubiesen  cum- 
plido setenta  años;  este  Código  contiene  también  una  dispo- 
sición  notable,  que  es  la  de  no  consentir  desde  esta  edad  la 
aplicación  de  la  última  pena  (art.  82);  disposición  copiada  en 
algunas  leyes  vigentes. 

El  Código  húngaro  atiende  á  la  vejez  para  conmutar  la  casa 

[  de  fuerza  temporal  en  reclusión  por  tiempo  que  no  exceda 

;  ai  máximum  de  la  más  grave  por  que  se  sustituye  (art.  33). 
El  Código  sardo  disponía  en  su  art.  69:  c El  condenado  á  la 
pena  de  trabajos  forzados  que  al  tiempo  de  la  condena  hubie- 

'  se  cumplido  setenta  años,  ó  que  fuese  declarado  físicamente 
incapaz  para  la  clase  de  trabajos  prescritos  á  la  pena,  sera  dis 
pensado  de  ellos  y  empleado  en  otros  menos  fatigosos  y  mejor 
adecuados  á  sus  fuerzas.  Otro  tanto  se  hará  con  el  condenado 
que  llegase  á  setenta  años  en  el  cumplimiento  de  la  pena, 
como  también  con  el  que  se  inutilizase  para  cumplirla.»  El 
Código  sardo,  pues,  comprende  en  esta  medida  tanto  al  viejo 
cuanto  á  todo  el  de  cualquiera  edad  que  fuese  declarado  inepto 
físicamente  para  el  género  de  trabajos  ordenados  para  la  pena; 
amplía,  por  consiguiente,  el  concepto  conmutativo,  designan- 
do al  mismo  tiempo  que  el  móvil  de  la  atenuación  no  reco- 
noce como  motivo  la  menor  gravedad  del  delito  por  razón  de 
la  edad  de  su  autor,  sino  que,  antes  bien,  se  deriva  de  las 
peculiares  condiciones  de  capacidad  física  para  cumplir  la 
pena. 

Como  hemos  dicho,  los  demás  Códigos  vigentes  no  conti«- 
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nen  deposición  alguna  sobre  la  vejez  (3):  este  es  también  eV 
sistema  del  Código  penal  italiano.  Para  acabar  nuestra  reseñas- 
digamos  que  en  los  Códigos  de  los  cantones  de  Friburgo  (ar- 
ticulo 64)  y  Berna  (art.  49),  á  semejanza  del  Reglamento  roma- 
no, se  establece  la  conmutación  de  la  pena  de  muerte  en  reclu- 
sión perpetua  para  los  reos  que  al  tiempo  de  pronunciarse  la 
sentencia  tengan  cumplidos  setenta  años  de  edad  i 

.  §2.^— Sexo:. 

SUMABio:  52.  Influencia  del  sexo  del  imputado  en  la  conmutación  de  las  pe- 
nas: carácter  histórico  del  asunto.—  ©.  Base  fisiológica  en  que  se  basa.el^ 
principio  jurídico:  cómo  no  puede  aplicarse  sino  en  cuanto  á  la  ejecución 
de  las  penas.— 54.  El  sexo  en  el  Proyecto  del  Código  italiano:  modifica- 
ciones en  el  texto  definitivo.— 65.  Otras  formas  de  conmutación  por  res- 
petos morales  y  políticos.— 56.  Penas  especiales  para  las  mujeres.en  loe 
delitos  de  aborto  procurado  é  infanticidio. — 57.  Concordancias  legales  y 
teoría  respecto  al  aborto  procurado. — 58.  Varias  disposiciones  legislati- 


(1)  £1  Código  español  contiene  dos  disposiciones  sobre  este  asunto;  pero 
ninguna  de  ellas  establece  una  verdadera  conmutación  penal:  una  y  otra 
pertenecen  al  grupo  de  las  que  el  autor  llama  atenuaciones  de  la  penalidad 
ordinaria,  y  aun  una  de  ellas,  la  primera,  á  semejanza  de  la  del  Código  de- 
Cerdeña,  más  que  á  la  edad,  á  la  aptitud  ó  capacidad  finca  para  sufrir  la  peña 
•e  rtfiere,  dentro  de  cuya  aptitud  la  edad  no  es  más  que  uno  de  tantos  signos. 
de  capacidad. 

1/  «Art.  107.  Los  sentenciados  á  cadena  temporal  ó  perpetua  trabajarán 
en  beneficio  del  Estado;  llevarán  siempre  una  cadena  al  pie,  pendiente  de  la 
cintura;  se  emplearán  en  trabajos  duros  y  penosos,  y  no  recibirán  auxilio  de- 
faera  del  establecimiento. — Sin  embargo,  cuando  el  Tribunal,  consultándo- 
la édOfdf  saludf  estado  ó  cualesquiera  otras  circunstancias  personales  del  delincuente^ 
oreyese  que  éste  debe  cumplirla  pena  en  trabf^jos  interiores  del  estableci- 
miento, lo  expresará  asi  en  la  sentencia.» 

2.^     «Art.  109.  El  condenado  á  cadena  temporal  ó  perpetua  que  tuviese  an- 
^es  de  la  sentencia  sesenta   años  de  edad,  cumplirá  la  condena  en  una  casa  de- 
presidio mayor.  —Si  los  cumpliese  estando  ya  sentenciado,  se  le  traiÉladará  á 
dicha  casa  presidio,  en  la  que  permanecerá  durante  el  tiempo  prefijado  en  la 
eentencia.  ^-rfi'F.  det    T)  '■ 
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'    TM.—  G9.  lAfiuitieito:  .hi«t«ria.— 6Q.  lIotÍTos  jvridicos  de  la  eonmut» 
oión  de  la  peoa  pera  la  madre.^61.  Motivos  de  honor. — 68.  Compara 
.    oión  legislativa. 

52.    Poco  68  lo  que  podemos  decir  sobro  la  influencia  que 
•«el  sexa  del  imputado  tenga  en  cuanto  á  la  pena,  toda  vez  que 
-este  elemento  distintivo  de  la  responsabilidad  y  de  la  penali- 
dad, ha  sido  casi  completamente  abandonado,  á  lo  menos  como 
principio  general  y  absoluto,  por  los  legisladores  modernos. 
Por  esto  el  problema,  respecto  de  esta  atenuante,  tiene  una 
importancia  meramente  histórica,  y  se  refiere  sólo  á  saber  si 
'  debe  referirse  á  la  imputabilidad,  ó  sencillamente  á  la  aplica- 
üíón  de  la  pena  (1;. 

.  53¿  Hay  quien  cree  que  la  constitución  física  de  la  mujer, 
j  especialmente  de  sus  órganos  generadores,  determinan  un 
íancionamiento  intelectual  inferior  al  del  hombre,  que  la  im- 
pide tanto  conocer  la  ley,  como  apreciarla  en  toda  su  impor- 
tancia; habiendo,  pues,  dicen,  menor  participación  de  la  inte- 
ligencia en  sus  delitos,  debe  ser  menor  también  su  responsa- 
'  bilidad,  y  como  consecuencia  lógica,  las  penas  que  se  la  im- 
pongan (2).  En  cuanto  á  la  razón  de  castigar  á  las  mujeres  con 
menor  gravedad  que  á  los  hombres,  se  han  deducido  de  su 
mayor  delicadeza  y  sensibilidad  física,  que  la  hacen  incapaz 
de  soportar  ciertos  trabajos  y  sufrimientos.  Pero  como  la  fisio- 
logía rechaza,  al  menos  genéricamente,  la  idea  de  que  la  cons- 
titución  natural  de  la  mujer  sea  una  causa  absoluta,  consiante  y 
necesaria  de  imperfección  en  las  facultades  mentales,  la  cien- 
cia penal  y  tas  legislaciones,  siguiendo  sus  dictados,  han  re- 
chazado también  cualquiera  gradación  de  la  responsabilidad 

Cí)  QHonittm  («ecribe  Mattel,  Dé  OrimvMbH»^  vol.  ii^  p&g.  575)  aliqw  lenim» 
-  ojfendnm  eum  IHuliere  proptet  infirmitatem  ium  eorpori»,  tum  animi  atquB  óonnüü, 
■  qua  antmi  (nfiríákate  JLi  ut  qtmnodMódum  faciU  labitWf  ita  etiam  /fieibwt  peen^  ^e 

(2)  y.  Carmignani,  Elem,  di  dir.  pen.t  §  184;  Oarrara,  Progr.j  parte  (general, 
vd§  228  á  297;  Pertile,  Storia  del  diritto  italiano,  vol.  V,  págs.  409  y  sigoieatee. 
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de  los  delincuentes  por  razones  de  sexo.  Si  el  eotícuiso  de^la 
inteligencia  en  la  producción  de  los  actos  es  igual  en  la  mujer 
que  en  el  hombre,  cesa  por  completo  la  razón  de  imputar  y 
castigar  más  á  uno  que  á  otra. 

54.    En  el  segundo  aspecto,  sin  embargo,  y  en  atención  á  la 
delicadeza  y  sensibilidad  física  de  las  mujeres,  algunas  legis-^ 
laciones  modernas,  entre  las  cuales  se  encuentra  la  italiana, ' 
han  tenido  por  oportuno  fijar  modalidades  especiales/  bien  en 
los  Códigos  penales,  bien  en  los  reglamentos  de  disciplina  car- 
celaria, que  es  donde  tiene  su  natural  sitio,  como  ya  hemos 
dicho.  Por  nuestra  parte,  preferimos  que  se  inserten  en  estos  ^ 
reglamentos;  parécenos  pírincipio  inconcuso  que  los  Códigos  * 
deben  ocuparse  de  la  penalidad  en  sus  relaciones  con  la  res- 
ponsabilidad,  sin  descender  jamás  á  particularidades  y  deta- 
lles que  deben  ser  objeto  de  leyes  especiales;  hubiéramos,  por- 
consiguiente^  deseado  que  en  el  Código  italiano  se  hubiese - 
conservado  el  rigor  metódico  que  ostentaba  el  Proyecto  2iánar- 
deilide  1887. 

Recordemos  que  mientras  en  el  Código  sardo  se  disponía 
por  el  art.  67  que,  cuando  alguna  mujer  fuese  condenada  á  tra- 
bajos forzados,  se  cumpliera  la  pena  en  las  casas  de  fuerza,  éoú' 
la  obligación  del  trabajo  dentro  de  ella  y  á  tenor  de  los  regla-' 
montos  (1),  el  Código  italiano  ha  extendido  esta  disposición, 
que,  repetimos,  es  puramente  reglamentaria,  en  el  árt.  23^,  que' 
dice:  «las  mujeres  cumplirán  en  establecimientos  espebiales 
las  penas  de  ergastolOf  reclusión,  detención  y  arresto.»  El  Mi- 
nistro, para  justificar  en  la  Relación  al  Rey  (2)*  esta  disposi-' 
ción,  se  limita  á  decir  que  le  ha  parecido  bien  colocair  en  el 
Código,  mejor  que  relegada  á  los  reglamentos,  e&ta  regla  de^ 
ejecución  de  las  penas  impuestas  á  las  mujeres. 


^éf 


(1)     La  misma  disposieión.  contiena  «1  art.  16  del  Cédigo  franete,  xftOdifi*^ 
eadx»  por  el  art.  4.<^  de  la  ley  de  80  dA  Hay4»  de  186i;  eein»  tftmbtAii  el:  18  de^: 
Código  de  Parma,  el  18,  ignalmenle,  del  Estense,  el  19  del  de.ToseaAi^^  el. 
S9c  del  Reglanaento  Jtowanp.'  -  . 

(2é    Cap.  XIV.'  .  ,         .  ^' 
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65.    £1  Oódigo  italiano  contiene  BáecaáB  para  ia  mujer  otra  ' 
comúxkííicé^ti  dé  pena;  es  la  establecida  en  el  párraio  priinero  * 
del  iart/  2lV  por  la  ciwl  el  arresto,  hasta  de'un  mes,  ümpoeeto  á.  3 
la0  mulles  y  menores- nó  reinoideotes,' puede  cumplirse  ect  el  ^ 
propio  d!omÍ€Ílio.  £n  el  Proyecto,  esta  coniButación,  escrita  eo 
el  aírt.  2S»  era  mucho  más  general,  puesto  que  ccmiprendiá  á  to- 
dos  los  condenados  no  reincidentes,  y  se  había  hecho  para  evi- 
tar, cen  todo  lo  que  fuera  posible,  sin  meno^cabar^l  carácter 
penal  de  la  sanción,  que  por  leves  transgresiones  sufrieran  lo» . 
ciudadanos  los  daños  y  vergüenzas'  de  la  cárcel ,  en  la  cual,  acós* 
tumbrándose  á  ia  vida  y  triste  sodedad  de  las  prisicmes,  pier-  ' 
den  aquella  especie  de  pudor  cívico  y  repugnancia  de  la  pena> 
que  son  realmente  tan  poderosos  frenos  para  el  mal»  (1).  Pare- 
ció,  sin  embargo,  á  la  Comisión  del  Sejiado  demasiado  peli- . 
groso  el  atribuir  al  Jue2  esta  facultad  conmutativa,  y  la  encar- 
gada de  la  revisión  propuso  que  se  limitara  á  las  mujeres  y  me-  = 
ñores  no  reincidentes:  el  Ministro,  «apreciando  las  razones  ádu- 
cidas  eu  contra  de  la  subrogación  de  la  pena  carcelaria,  por 
lasdifiouit%d6sde.su  ejecución,  las  difícilísimas  condiciones 
en  que  se  colocaría  á  los  Jueces  con  esta  facultad  concedida 
absolutamente  y  la  desigualdad  de  su  efícaciá  en  el  rico  y  en 
el  pobre»,  acogió  el  voto  de  la  Comisión  de  Revisión,  diciendo 
que,  csi  por  una  parte  los  inconvenientes  notados  disminuyen 
cuando  se  trata  de  mujeres  y  menores,  por  otra  y  para  e9ta9 
mismas  personas:»,  importa  evitar  los  peligros  del  contagio  mo^ 
ral  y  Ik  pérdida  del  pudor  cívico,  que  tanto  contribuye  á  matíi''  - 
tenerse  en  el  respeto  de  sí  mismo  y  de  los  deberes  propios»  (2).  ^ 
De  estas  palabras  del  legislador  se  deduce  que  la  especial  con- 
mutación de  la  pena  consentida  por  el.  párrafo  primero  d^l  < 
art.  21)  al  aplicarla  al  sexo,  se  hace,  no  por  reconocer  la  exis* 
tenda  dé  elementos  modificativos  de  la  responsabilidad  é  im- 
putabilidád,  sino' por  razones  de  oportunidad  en  la  ejecución  ^e 


T*T^ 


.11)     Xfkteién  á..la  Cárntara  de  ¡m  IHpmtíadot,  wl.  i,  p.  107. 
(8)     £xpo9Íeión  ahJtey^  ea]^.  18. 
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lap^a  y  con  un  fin  altamente  moral  y  edueatívo,  como  es  el 
de  no  habituar  á  la  vida  insana  de  laa  cárceles  i  quices  por 
su  debilidad  estén  más  expaeatas  á  SQ&ir  la  influenei«Ldeleté* 
rea  de  su  ambiente,  impidiendo  de  estaiBuerte  1»  desoDCHrali^a- 
ción  y  comipción,  ya  que  de  otro  modo  Jliltarla  á  la  pena  uno 
de  BUÁ  fines,  el  de  castigar  mejorando,. en  cuanto  sea  posiUe/ 
las  condiciones  morales  de  las  reos  (1).. 

^6.  Antes  de  abandonar  este  asunto,  menester  es  estudiar 
dos  delitos  especiales  para  los  cuales  algunos  Códigos  han  esta- 
bleoido  conmutaciones  de  penas,  cuya  única  raz6n  es  él  mxo 
del  culpable:  queremos  hablar  del  aborto  procurado  y  del  in- 

•M>ii^MMBi*MaBa^— BaaaMia«aaaaaaB>Baa«MW«M¿iWV>^^— B«^iBM*MiMiMaMaaM«irti^>^BMi^i— MkM^B^ili«Mri«MMMii#Wtaa«*aiMMI*aM«OT*BBa» 

« 

<9)  Oontiene  nuestro  Gódis^o  penal  oomún  dos  disposiciones  es^éoiáles  de 
aplicación  de  las  penas  k  las  mujeres.  Por  ana  de  ellas,  <ine  es  la  4el  ar' 
ticiüo  105,  «no  se  aplioará-la  pena  de  muerte  en  la  mnjer  que  se  liaUe#ñ' 
cinta,  ni  se  la  notificará  la  sentencia  en  que  se  la  imponga  haata  que  hayan 
pasado  cuarenta  días  después  del  alumbramiento » .  La  otra,  contenida  en  el 
«rt.  96,  es  una  verdadera  conmutación  penal.  «Cuando  las  mujeres  incnrrie 
aen  eñ  delitos  que  éste  Código  castiga  con  las  penas  de  cadena  perpetua  ó 
temporal,  ó  con  las  de  presidio  mayor  ó  correccional,  ae  les  impondrán  iteu  - 
pefitíramente  lais  de  reclusión  perpetua  ó  temporal,  prisión  mayor  ó  eorrec 
aiqnal.*  También  el  Código  penal  de  la  Marina.de  dneira,  art.  73»  dispone 
♦tr»  conmutación  para  las  mujeres:  « Cuando  una  mi^er  deba  ser  condenada 
4  la  pena  de  presidio,  se  sustituirá  ésta  por  la  de  prisión  por  el  tiempo  que 
eorrésponda  de  presidio. »  Nuestras  leyes,  pot*  'consiguiente,  no  tienen  al  sexo 
poruña  circunstancia  modifíCRtiva  de  la  respbnjsabllidtid; 'atiéádon  al  man  ' 
d^eado  de  la  mtger  con  medidas  que  uten^an  la  penali4ad.  Bo  resdidadi  la 
priinara  de  estas  disposiciones  ni  siquiera  pnede  decirse  que  se  )^a  dictado 
«n  £avor  del  sexo,  sino  del  ser  desconocido  y  venidero  que  la  mi:ger  Ueva  en 
au  vientre.  Se  parte  del  principio  de  que  la  mujer  puede  merecer  (principio  de 
la  responsabilidad)  la  pena  de  muerte;  y  se  dispone  también  que  la  éu/ra 
(principio  dé  aplicación),  pero  sin  modalidad  alguna  por.su  sexo;  en  la  mis- 
ma  forma  que  el  hombre.  La  raaón-'da  la  suspansión  :conteiiida,«n«l  att.  105*.» 
«Swla  de  «alvar  tfl  concebido  quizá  de  un  abilrto,  ,de  ,  cualquier  accidente  pro-»  \ 
•duoido  por  el  terror  de  la  notificación,  primero,  y  de  procurarles  después 
por*un  tiempo  mínimo  aquellas  condiciones  más  precisas  para  una  probable 
viábüídad.  IBs  éste,  eñ  suma,  un  benéfleto  de  que  la  madre '  dldfilíta  por  SU 
hijo,  de  quien  hasta  cierto  momento  no  hay  manera  >  de  separarle  so  pena  dé 
producirle  la  muerte  ó  algún  otro  grave  mal  -r^tN^delT,:),- 
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fanticidio,  pties  para  entrambos,  cúmnáo  la  maéré  destruye  ei 
írato  de  ilieitoe  amoMB  para  ocultar  bu  deshcmza,  admite  mut 
^ttenuación  de  la  responsabilidad  (i)« 
^Ti    BmpecemoB  por  éí  aboct6. 

El  Código  dé  Cerdeña,  después  de  haber  fijado  las  reglas 
comunes  de  penalidad  en  los  árti<ni]oB  501  y  SQ2,  en  el  603  de- 
cía:  cEn  los  casos  de  abortos  reálisados  con  el  proposita  d* 
•ocultar  i?rofo  iUgiiima^  las  penas  establecidas  en  ios  dos  artícn- 
los  precedentes  podrto,  pero  sólo  para  la  maáre^  disminnirse 
•en  uno  ó  dos  grados.»  No  concedía  este  benieficio  en  los  casos 
^e  aborto  cuando  la  filiación  fnera  legitima,  como  tampooo  le 
•extendía  á  cualquier  otoi,  persona,  complicada  en  el  delito  aun. 
-tratándose  de  filiación  ilegitima. 

El  Código  italiano,  conformándose,  con  el  Proyecto  Zanar- 
^Ui  de  1887,  ha  introducido  xadicales  innoTaciones  en  este 
asunto.  Distingue  ante  todo  el  aborto  procurado  por  la  madre, 
•del  que  procura'  ítn  extraño  con  su  consentimiento;  pero  sin 
^stinguir  entre  filiación  legitima  é  ilegítima.  En  cuanto  al 
procurado  perla  madre,  el  legislador  no  ha  podido  prescindir 
•de  las  condiciones  que  se  relacionan  con  el  estado  de  ánimo  en 
^ue  suele  encontrarse  la  embaraiada,  cuando  obrando  contra' el 
natural  instinto  materno  y  poniendo  en  grave  peligro  sn  propia 
salud,  se  resuelve  á  suprimir  la  vida  que  palpita  en  sus  entra- 
bas. Basones  son  estas  peculiiffes  y  privativas  de  la  mujer^ 
que  no  podrían  aplicarse  á  un  tercero,  el  cual,  aun  cuando  ea 
ccaMderte'Oon  la  madre,  no  sólo  obra  con  más  premeditación, 
^no  que  está  inmuno  perscmalmente  del  peligro  físico  á  que 
aquélla  se  expone  (2).  No  se  presentim,  pues^  en  el  tercero 
■aquellos  estados  de  sobreexcitación  del  ^nimo,  ni  el  peligro  de 
muerte  á  queae  arriesga;  antes  Men,  es  él  quien  trata  de  ofen-. 
der  la  integridad  personal  y  salud  de  dos  vidas;  hecho  estoque 
no  podía  escaparse  como  mayor  elemento  dé  criminalidad  al 

iX)     ▼.  1»«rtíle:  SliíHa  dd  éirim  italiano,  YfA.  6,  pág:  "¡M. 
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legisliidor  ibalitoOi  que  penaba  en  elart.  370  al  instigador  ywsh- 
xiliadordeleuicidio.  El  art.  881,  haciéndo0e>  |Hieav  darga  ^elo»' 
motivos  que  por  razón  del  seácordel  colpable^áismii^yen  la  pe-  . 
nalidad,  dispone  lo  siguiente:  i La  nUijerqüe  por  cualquier  iM-^ 
dio  empleado  por  ella...,  se  pióroqne  el  aborto,  iocuiafií^á?  w  lai 
pena  de  uno  á  Cuatro  años  d^  pkisión^ ,  mientras  que  al  aujqlia-  > 
dor  se  castiga,  por  el  articuló  siguientfi,  con  reclusión  de  treinta  . 
mases  á  cinco  años.  De  la  hipótesis  de  la  ile^timidad  de  la  ^ 
prole,  el  legislador  italiano  hace  un  casa  separado  de  disminu-. 
ción  de  la  penalidad,  más  amplio  que  el  del  Código  de'  Cerdeña».  ^ 
porque,  sin  desconocer  que  el  impulso  de  la  honra  sea  tan  po*  ^ 
deroso  que  lleve  á  la  madre  á  suprimir  el  viv^  testimonio  do- 
ilícitos  amores,  cree  también  que  la  guarda  del  honor,  como  pa? : 
trimonio  de  toda  la  familia  á  que  la  mujer  pertenece,  no  y» 
sólo  como  cosa  y  bien  exclusivo  de  ella,  puede  tai^bién  se?  la. 
c  ausa  y  el  móvil  de  otros  compHé'adds  en  el  delito;  eeítii  ee»  ea* 
efecto^  la  razón  del  art.  886,  cuyo  texto  es.  el  siguiente:  lEn  el 
casso  de  aborto  provocado  para  salvar  el  propio  honor  ó  el  de  la 
mujer,  de  la  madre,  de  la  descendiente,  de  la  hija  adoptiva  ó» 
de  la  hermana,  las  penas  estabie<áda»  exk.  los  artioálos  que  pro» 
ceden  se  disminuirán  de  una  á  las  dos  terceras  partes,  y  á  la 
reclufliónsustituirá  la  prisión.»  No  podemos  omitir  en  este 
punto,  como  título  de  mérito  en  estas  disposiciones  del  Gódiga 
penal  italiano,  la  observación  de  que,  abrazando  con  una  ^me- 
dida fija  de  disminución  todas  las  hipótesis  examiiíadas  en  loa-. 
anículoB  precedentes,  dfija  intacta  siempre  la  jueitaíproperdiósit 
de  la  pena  entre  la rmujer  que  obra  sobre  sí  mismar  y  los  que : 
sobre  ella  actúan  con  el  propósito  de  procurar  el  abcHrto,  res- : 
petando  aquel  criterio  |urídico  que  sabe  distinguir  los  eleinen- . 
tos  subjetivos  y  objetivos  del  delito,  de  que  ya  se  hahablado«€» 
este  estodiow    ^  ,?*.,, 

58.    Entre  las  légialaciones  vigentes  que  en  este  delito  con»* . 
cedeuLjona  disminución  de  la  penalidad  ¿la  nmjersóJp,.  debe- 
mos recordar  el  Código  húngaro,  que  en  e^.  ai^t.  ^5, Ja  esta- 
blece cpara  la  esposa  ^^  iueca  del  matrimonio  quedase  en- 


LA  OUmáVTáCtéSi  2>X  ÜAK  MWTAfl  75>' 

dota»;  él  Céáigk  éepañiA  y  ai  porkiípféft^  coaado  áe  refieren  al 
caso  áA  delito  de  tüaéiio  cemetido  per  la  mujer  «para  ociiltar 
8»4eahotiva»;  el  de  fim  Ifarino,  que  en  el  art.  4S3  emplea  la 
8igai«ile  iétmnla  ipónroonear^ar  baena  &B3a»  oeeltando  eV 
embarazo^  ilef^timoi;  y,  en  fin,  el  alenián,  qnepreyeenel 
§^6  estae  cifcnnfttaBcias  «Unnanteaen  favor  de  la  mujer  cal- 
paUe*  SI  Código  IcancéB  es  seguramente  el  más  incompleto  en 
estarBftateiria,  povque  ni  diatingue  entre  la  fecundación  legitima 
é-Megitiiáa,  ni  aun  si  el  delito  se  ha  cometido  por  la  mujer 
miama  ó  por  otro,  y,,  dentar  de  esta  segunda  Upótesia»  si  fué 
c(m  conoeünienito-  de  aquélla  ó  sin  él  (art.  817);  Ins  gr^^ves 
ceittauas  que  ocm  este  motilo  .le  dirigieron  Chaveau  Hélie,  nos^ 
dispensan  de  hacer  la  critica  (1).  Tampoco  el  Código  auetriaco^ 
§~  144,  distingue  el  embarazo  legitimo  y  el  ilegitimo,  limitan*  > 
doee  á  impoáer  á  la  madre  una  pena  más  leve  que  al  extraño»^ 
La  idea  de  ezt^ider  la  atenuantede  lesión  de  honor-,  que  se  po- 
dría llamar,  A  los  parientes  de  la  mujer  cuya  preñez  pudiera 
aTeq^onzar^  no  es  nueva  en  el  derecho  italiano;  puesto  que  ei»* 
la  legislación  de  las  Dos  Sicilias,  cob^q  en  el  primer  Proyecto-, 
4le<}ódigo  s^dory  aunen  la^  modifícacioñes  hechas  para  la 
¿^}icaeión  de  este  mismo  en  las  provincias  meridionales,  en  ^ 
1861,  encontramos  análogas  conmutaciones  de  pena,  no  ya  tél^ 
l>ara  ia  mujer,  sino  para  la  familia  toda;  corresponde^  éin.em- 
l)argp,  al  legisladoif  italiano  de  18^  el  mórito*  de  haber  xeco^ 
gid»«n;|0s  artioulo»  88^1  á  885*  todos  y  cada  uno  de  los  elemen-. 
tos  de  responsabilidad,  ya  de  la  madre,  bien  del  extraño,  en  la^ 
consumación  de  este  delito,  y  de  haber  distinguido  las  cau.«as- 
de  honor  de  cualesquiera  otras  cofibarrentes  en  él,  asignando  á 
cada  una  el  puesto  conveniente  en  el  cálculo  de  la  respectiva 
penalidad^-  mérito  que  es  tanto  mayor^  cuanto  son  menores  é- 
imperfectas  las  disposiciones  de  todos  los  demás  Códá^s  pasa-  > 
dos  y  presentes  (l)v         •  *       • . 

<2)     El  guteBiA  de  nne»tro  Código  sqbre  el  «berta»; ^s  él  úgii|emti»:.diptingae« 
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59.  Lo  mismo  que  en  iri  aborto,  Im  óoodiciQBee  especiales 
-de  la  mujer  en  el  delito  de  infantícidio  han  lle'^a4o  á  loa  le- 
-gÍBladoTesá  sentar  oonmntaoiÓQ  de  las  pettas^  Apenas  tenemoñ 
necesidad  de  haoer  observar  que  estatmfivaconmiitaeiónAOjre- 
fiére  también  s^lo  á  la  madre  que  por  decoilodesu  hoaomUita 
«1  fruto  ilegítimo  de  sus  amores.  Antes  de  investigar  la  base 
i^cional  y  jurídica  de  esta  atenuación,  que  tantas  relaciones  y 
puntos  de  contacto  tiene  con  lo  que  acabamos  de  éxamíner, 
debemos  observar  cómo  en  tiempos  pasados  sirvieron  Imb  mia- 
mem  circunstancias  para  agravar  la  pena:  las  Ordenameaé  de  Sem 
Luis,  en  Francia,  y  el  Estatuto  21  de  Jacobo  I,  en  Inglaterra, 
conminaban  con  la  muerte  á  las  madres  infanticidas,  y  todavía 
la  Coustitución  Carolina  y  las  leyes  de  Suecia  le  consideran 
-como  delito  capitaL  La  reacción  inaugurada  en  el  campo  cien- 
tífico por  Beccaria  (1),  y  en  el  legislativo'  por  el  Código  ane» 
triaco  de  1803,  condujo,  por  el  contrario,  aun  manteniendo  la 
mayor  gravedad  del  infanticidio  con  relación  al  homicidio;^  con- 
dujo, pues,  á  descubrir  en  aquél  una  circunstancia  atenuante, 
apreciada  distintamente,  pero  unánimemente  aceptada  por  to- 
dos los  Códigos  del  siglo^si  se  exceptúa  al  francos,  que  condena 
con  la  muerte  (arts.  300-302)  á  la  madre  y  al  extraño,  rieoa  de 
e6tos  delitos* 

60.  La  primera  investigacióa  aobre  el  asunto  debíesa  di< 
TÍgirse  á  poner  en  claro  si  el  infanticidio,  en  su  entidad  objeti- 
va moral  y  jurídica^  {Hresenta  tales  caracteres  que  hagan  neoe- 


-«ntre  el  aborto  qae  la  mujer  se  ooMona  k  si  misma  y  el  aborto  qne  prodno« 
an  extraño.  Dentro  de  la  primera  hipótesis,  distingue,  como  un  caso  especial, 
el  del  aborto  verificado  para  salvar  la  honra.  En  cnanto  á  la  segunda,  imbdis 
tingue  que  el  tercero  obre  'con  consentímiento  de  la  mnjñr  6  úú.  él,  y  ana  en 
este  oMso  qué  obre  ó  no  con-  violencia.  De  todos  ellos,  el  que  noa  interesa.^s 
el  que  la  mujer  se  causa  k  si  misma.  La  pena,  en  este  caso,^b^*a  en  un  grado; 
pero  baja  sólo  para  la  mujer  misma,  no  para  el  otro  ú  otra,  quienesquiera 
-que  sean,  y  aunque  tengan  interés  en  ocultar  la  falta,  que,  con  el  consentí, 
.miento  de  aquélla,  inroducen  el  aboi*to:  art.  4SfÍ.-^(lí.  dei  T.) 
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fiario  para  él  «in  tratamiento  distinto  que  el  del  hoaiicidio  co- 
mún. £1' análÍ8ÍB  lógico  y  desapasionado  que  de  lajs  rabones 
lavoiablee  y  adyersas  á  esta  idea  ha  hecho  el  iluatre  ZiM^uarde- 
lli  en  la  Belación  aneja  al  Proyecto  de  1887,  nos  exime  de  e&t^ 
teoría*  Vamos,  pues,  á  reproducirle.  «Un  examen  múa  deteni- 
do del  aaanto,  me  decide  á  abandonar  este  sistema  y  á  confor- 
marme con  el  Proyecto  de  1868,  en  el  que  sólo  aparece  el  in- 
fanticidio cuando  concurre  la  circunstancia  atenuante  del  ho» 
ñor.  En  efecto,  l»»&  mimda  la  cuestión/  no  es  difícil  persun- 
diree  de  que  la  sociedad  no  tiene  más  cuidado  de  proteger  la 
vida  del  niño  que  la  del  adulto.  La  causa  principal  que  sue- 
le aducirse  al  efecto,  es  la  de  que  el  recién  nacido  se  encuen- 
tra menos  protegido  que  cualquiera  otra  persona;  pero  e^ta  es^ 
una  razón  que  prueba  demasiado.  ¿Quiénes  son  los  que  cuidAn 
de  la  yida  de  un  mfante,  de  un  muchacho,  sino  quienes  le  han 
dado  la  vida  ó  bien  aquellos  que  le  custodian?  La  ley  no  pue* 
de  hacer  distinciones  para  la  protección  de  éste  y  para  la  de 
estas  personas.  Id  nüsíno  que  para  la  del  recién  nacido.  He 
aquí,  pues,  que  si  se  hubiese  de  reputar  más  grave  la  muerte 
de  uno  de  éstos  por  creer  que  Juera  insuficiente  la  tutela  de  su 

peKona,  habría  también  que  reputar,  por  analogía,  más  grave 

» 

también  el  homicidio  del  joven  que  salió  de  la  condición  de- 
infante. 

Tampoco  puede  decirse  que  la  tutela  del  infante  sea  menor 
hasta  que  se  le  inscribe  en  el  Registro  civil,  ya  que  hasta  en- 
tonces su  existencia  á  nadie  consta.  Es  esta  una  razón  muy 
convencional,  que  no  responde  á  la  realidad  de  los  hechos  so- 
bre que  se  funda  todo  el  Derecho  penal.  Aun  no  estando  ins- 
crito el  niño,  otros  hechos  pueden  probar  su  existencia.  La  ins- 
cripción es  sólo  un  medio  que  facilita  y  asegura  la  prueba  de 
la  existíencia:  no  impide  que  se  perpotre  el  delito  bajo  el  ina- 
ptdfio  y  esperanzas  de  la  impunidad. 

Se  añade  también  que  el  infanticio,  en  general,  ni  revela 
una  perversidad^mayor  de  ánimo,  ni  produce  da&o  mayor  tam- 
bién que  el  homicidio  simple.  Parece,  sin  embargo,  que  debe 


^8  ttsTttrrÁ  Dx  LmvojLCSáít 

cotíBÍi^BLrm  mád  gravas  el  quitar  la  riáñ  á  tim  ser  que  ni  thiesL 
til  iñoralmeúte  ha  llegado  á  cierto  gtttéo  de  desanoUd,  q^se  el 
sdé  aifraiicá^ele  á  una  cHatum  que  apenas  ha  abierto  los  ojob 

•  Á  la  luz  del  día.  Seguramente  no  puede  sostenerse  qae  la  muer  • 
te  de'  un  hombre  conocido  de  machos,  que  ha  contraído  «ti- 
<;has  relaciones  jurídicas  y  sociales,  cordiales  amistades,  etc., 
«que  puede,  ser  de  grande  utilidad  y  aun  de  gloria  para  su  paás, 
produzca  menores  daños  y  alarma  en  la  sociedad,  que  la  d6<Qn 
mér  que  sólo  cuenta  por  horas  ó  por  días  su  >ed«d  en  el  mundo  (1). 

61.  Desde  este  punto  de  vista,  el  legislador  italiano  ve  el 
infanticidio,  en  su  entidad  jurídica  y  consiguientes  efectos  ge- 
nerales, de  igual  modo  que  cualquier  otro  homicidio,  salvo 
cuando  se  comete  para  ocultar  la  deshonra.  El  art.  368,  que 
concuerdA  con  el  350  del  Proyecto  de  1887,  con  una  leveíva- 
•elación  sobre  la  cantidad  mínima  de  la  pena,  dispone  que 
«cuando  el  delito  previsto  en  el  art.  464  (homicidio)  se  cometa 
^n  la  persona  de  un  niño  no  inscrito  aún  eñ  los  registros  del 
estado  civil  en  los  cinco  primeros  días  después  de  su  naci- 
miento, para  salvar  el  propio  honor  ó  el  de  la  mujer,  de  la  des- 
<;endiente,  de  la  hija  adoptiva  ó  el  de  la  hermana,  la  pena  será 
la  de  prisión  de  tres  á  doce  años».  El  infanticidio,  pues,  no  exis 

•  te,  ni  se  produce  la  atenuación  de  pena  si  no  concurren  las  cir- 
cunstancias siguientes:  que  se  consume  para  salvar  el  honor^y 
que  se  cometa  sobre  un  niño  en  lo&  primeros  cinco  días  de  su 
nacimiento,  y  que  no  esté  aún  inscrito  en  el  Registro  civil;  re- 
quisito que  se  explica  con  lasóla  consideración  de  que,  una 
vez  verificada  la  inscripción,  cuyo  fin  es  la  publicidad  del  na - 
<jimiento,  no  se  puede  racionalmente  pensar  en  la  excusa  del 
honor.  En  este  delito,  como  en  el  aborto  procurado,  el  legisla- 
dor italiano  ha  extendido  la  significación  del  concepto  iukla 
del  homr^  no  oontrayéndola  á  la  madre,  sino  ampliándola  á  to- 
dos aquellos  sobre  quienes,  por  causa  de  los  vínculos  familiii- 
a-es,  pudiera  caer  lá  mancha  de  la  deshonra,  determinando  cla- 

'  '  '    ■      ■        ■'  '         -  1  ■     • ■..■.■-...         ■■;....        ;     y.      .    .  .'  . 

(1)      Belaeióa  á  la  Vanara  de  'ÚipríianoH,'  V6l.  3,  pH¿.s    292  2VíB, 
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ca;ment6  á  qué  pecaonas  de  la  familia.alcaoKa  esta  circa]i8ian> 

-cía  atenuante.  Con  e8tae4Í8posioioneayaaefit)!t>  Código  no  baoe 

.  -de  estas  conmataciones  beneficio  exclusivo  de  up  ^exo,  como 

«n  otros  lo  eran»  en  el  de  Cerde&a,  pox  ¡ejemplo;  que  en  el  ar> 
ticulo  532 .96I0  estableció  pari^  la  madfe  culpable  de  infántict  - 
<iio  de  prole  Uegltima  la  oonmutacióxi  de  la  pena  de  muerte, 

-conminada  en  el  531,  con. los  trabajos  forzados  pipetaos  ó 
temporales  por  plazo  miniípo  de;  diez  años.  Se  debe  también 
•obseryai;  cómo  el  art.  269  del  Código  italiano,  i  diferencia  del 
•de  Cerdeña,  antes  que  limitar  el  concepto  de  la  lesión  de  ho- 
Aor  á  la  prole  i^giHma,  lo  ha  dejado  indeterminado  en  buena 
parte,  de  modo  contrario  A  la  modificación  de  Pessina,  qne 
-quisiera  retornar  á  aquella  fórmula.  Deoía  el  ilustre  Zanar- 

.  delli  con  mu^ha  oportunidad,  que  tprole  ilegitima^  en  la  acep- 
€^ón  común  del  lenguaje  jurídico,  es  la  nacida  fuera  de  matri- 
snonio,  mientras  que  para  la  prole  nacida  en  él  hay  el  princi- 

•  pío  que  dice:  paier  isi  esiquem  jusice  nuptice  demonstravü;  pero 
que  el  legislador  no  podía  limitar  la  atenuación  á  sólo  los  ca- 
sos de  prole  habida  fuera  de  matrimonio,  pues  si  la  excusa  del 
honor  consiste  en  el  propósito  de  ocultar  aquélla,  podiría  muy 
bien  suceder  que.djcha  causa  Eie  presentase  en  el  infanticidio 
•de  un  niño  tenido  en  constancia  de  matrimonio,  siendo  fruto, 

'  por  ejemplo,  de  adulterio,  y  ni  el  marido  ni  la  familia  de  la 
madre,  ó  bien  un  tercero,  le  tuvieran  por  lícitamente  concebí - 
•do;  casos  estos  en  qn^  es  m^s  imperioso  el  motivo  de  ocultar 

,  la  prole  que  en  los  que  la  ^ujer  cede  &  un  impulso  de  amor 

.  «in  hallarse  unida  en  matrimonio»  (1). 

62.  Todas  estas  aplicaciones  de  los  diversos  principios  y 
criterios  jurídicos  de  que  tanto  cuidado  tiene  el  legislador  ita- 
liano, apenas  si  se  encuentran  en.  alguna  de  las  legislaciones 
vigentes  ó.  pasadas,  para  las  cuales  la  nota  característica  de  la 
circunstancia  excusante  del  infanticidio  se  atribuía  tan  0Ók>  á 
la  madre,  y,  consiguientemente,  se  hacían  depender  del  sexo 


1 1 


a)     BelawinM  ia  Cámara,  de  Jl)ipu*ado;  vol  %,  págg.  297-.29S. 
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del  delincaente.  Ya  hemoB  expuesto  lafi  disposiciones  del  C6^ 
digo  de  Cerdefía;  el  austriaeo  dietiogae  entre  infanticidio  co- 
metido por  la  madre  é  infanticidio  cometido  por  un  extraño». 
y  dentro  de  la  primera  hipóteeii»,  que  se  trate  de  prole  legi- 
tima ó  ilegítima  (§  144);  en  el  primer  caso,  la  pena  de  muert& 
se  conmuta  por  la  prisión  perpetua;  en  el  segundó,  en  prisión- 
de  diez  á  veinte  años.  El  Código  de  San  Marino,  mientras  por 
un  lado  agrava  más  la  pena  del  infanticidio  que  la  del  simple 
homicidio,  por  otro  concede  una  notable  disminución  á  la  ma- 
dre  que  le  cómela  con  elpropóHto  de  conservar  su  buena  fama  (ar- 
tículo 439).  Los  Códigos  de  Neufchatel  (art.  172),  Friburgo  (ar- 
tículo 134),  Ginebra  (art.  257)  y  VRud'(art;  218),  separan  el 
infanticidio  del  homicidio,  teniendo  á  aquél  por  menos  grave 
eólo  cuando  se  cometa  por  la  madre.  Los  Códigos  alemán  (§  257) 
y  belga  (art.  396),  la  ley  sueca  (cap.  14,  §  22  y  siguientes),  el 
Código  de  Berna  (art.  129),  el  de  Zurich  (§  181)  y  el  de  Hun- 
gría, contienen  medidas  especiales  para  el  infafUicidio  de  d^- 
cendencia  ilegitima  cometido  por  la  madre;  el  Código  húngaro  li- 
mita  el  concepto  de  ilegítimos  á  la  prole  nacida  fuera  de  ma- 
trimonio, y  el  de  Zorlch  extiende  el  l)eneñdo  de  disminucióa 
de  la  pena  á  los  cómplices  (§  132).  Disminuyen  la  pena  del  ho- 
micidio cuando  la  víctima  es  un  niño  y  el  delito  se  ha  come- 
tido i^ara  ocultar  la  deshonra,  el  Código  portugués  (párrafo  1.*^ 
del  art.  366)  y  el  español  (art.  424),  extendiendo  entrambos 
el  beneficio  de  la  atenuación  á  los  cómplices  parientes,  siendo ,. 
por  consiguiente,  éstos  dos  Vo^  que  más  se  aproximan  al  Códiga 
italiano  (1).  No  queremos  callar,  por  último,  las  disposiciones 


(1)  La  muerte  de  un  ni  ño  no  deja  de  ser  an  caso  del  homioidio  genérico- 
«n  nuestra  legislaoión,  mientras  no  se  verifique  en  determinadas  condiciones. 
Para  que  pueda  llamarse  tnfa  nticidiof  es  preciso  que  se  cometa  por  su  madre 
6  ^hmeloe  matemoe  para  evitar  la  deshonra  [de  aquéUa  y  que  la  victima  no* 
pase  de  tres  dias.,  «Fuera  de  estos  casosi  dice  el  Código  mismo — art.  421, — el 
que  matase  á  un  recién  naci  do  incurrirá  en  las  penas  del  parricidio  6  del 
asesinato»  (ó  del  homicidio,  aunque  se  desnaturalice  algo  el  sentido  etimoló* 
gtoo  de  la  palabra,  harto  desnaturaliíadA  ya  an  el  parri^dio).  La  oirounstaxk- 


LA  OONMUTACIÓN  DB  LAS  PENAS  81 

del  Código  holandés;  este  Código  distingue  dos  hipótesis:  que 
el  infanticidio  se  cometa  por  la  madre  bajo  el  miedo  de  que  se 
descubra  su  alumbramiento  (art.  290),  ó  bien  que  se  cometa 
en  ejecución  de  la  resolución  tomada  por  el  temor  de  que  se 
descubra  un  próximo  parto  (art.  291);  pero  en  una  como  en 
otra,  sigue  ei  principio  de  consideráz  la  atenuación  como  ex» 
elusivo  patrimonio  del  sexo  (1). 


cía  de  los  tres  días  es  la  misma  expresada  en  otras  legislaciones  con  las  fra- 
ses, «antes  de  lutber  sido  inscrito  en  el  Registro  civil >;  en  efecto»  según  el 
art.  45  de  la  ley  Provisional  (provisional,  y  dada  en  1870,  el  Código  la  deja 
subsistente)  de  Begistro  civil,  dentro  del  término  de  tres  dias,  k  contar  desde 
aquel  en  qne  hnbiese  tenido  }agar  el  nacimiento,  debe  hacerse  la  declaración 
é  inscripción  de  éste.  T  es  la  misma,  además,  qne  la  primera,  la  de  ocultar 

^  •  •  •  - 

la  deiihonjra,  porque  precisamente,  como  ha  hecho  observar  muy  bien  el  se- 
ñor Mortara,  el  aeto  de  la  inscripción  equivale  k  la  publicación  del  naoi> 
miento,  publicidad  que  es  la  qicie  se  trata  de  evitar  con  el  delito.  Por  último,, 
nuestro  Código  no  distingue  entre  filiación  legítima  ni  ilegitima. — (N.  del.  T.X 
(1)  Sobre  el  estado  actual  de  las  legislaciones  en  esta  materia,  puede  con- 
saltarse  con  ñruto  á  Stoppato:  infanticidio  «  procurato  aborto. 

Aribto  Mobtara. 

(O^ntinuará.) 
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V  . 


SOBRE  LA  REDENCIÓN  DE  CENSOS  ENFITÉÜTICOS 


En  la  Gaceta  de  29  de  Febrero  del  corriente  año  se  ínsita 
una  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  3  del  mismo  mes  y 
«^o,  cuya  jdoct^ina  nos  parece  contraria  al  espíritu  y  letra  del 
Código  civil,  y  de  gravísimas  oonseeuenoias  para  la  monUizaT 
ciéH  de  la  propiedad  inmueble,  ideal  de  los  tratadistas  de  der 
recho  civil  en  esta  materia,  al  que  han  tendido  con  más  ó  me- 
nos eñcacia  todas  las  reformas  legislativas,  principalmente  ea 
nmestra  época. 

Grande  es  el  teñpdto  que  nos  merece  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia.  Magistrados  encanecidos  en  la  recta  aplicacién  de 
las  leyes,  suficiencia  bien  probada,  jñ  en  obras  doctrinales,  ya 
en  sentencias,  que  fijan  en  su  mayoría,  con  claridad  y  preci- 
aión,  el  derecho,  son  títulos,  fuera  de  los  legales,  más  que  su^: 
fícientes  á  nuestra  consideración  y  que  tocan  nuestro  áni¿»o 
de  cierto  temor  al  emprender  la  tarea  crítica  que  nos  hemos 
impuesto.  Salvado,  sin  embargo,  el  respeto  que  ese  alto  Tri- 
bunal nos  merece,  como  la  doctrina  de  la  sentencia  de  8  de^ 
Febrero  puede  ser  un  error  ó  un  descuido  justificable  paca  h»^ 
€^u&  conozcan  el  modo  especial  de  funcionar  de  los  Tribunales^ 
colegiados,  abrigamos  la  ilusión  de  que  los  dignísimos  Magis^i 
trados  que  la  firmaron,  si  por  acaso  cayera  este  articulo  en  sus 
manos,  no  encontrarían  muy  descaminada  y  falta  de  razón  á 
nqeetra*  crítica. 

No  oreemos  que  desde  la  vigencia  del  Oódigo  civil  haya  he- 
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->cho  el  Tribunal  Sninremo  una  interpretadón  de  loa  preceptos 
«de  aqaél,  tan  equivocada  ni  tan  perjadicial,  y  esto  nos  mueve 
á  hacer  un  detenido  examen  de  la  sentencia  citada,  esperando 
'  que  personas  de  rodadera  antmdad  fijarán  su  atención  en 
este  punto,  é  ilastrándolo  con  sus  saperiores  conocimientos, 
formairán  una  inierprefaeién  doeirinal  del  art.  1611  del  06digo 
•civil»  contraria  á  la  ütíerpretaeión  usual  que  vamos  á  combatir , 
j  que,  apoyada  aquélla  por  alguno  de  los  eminentes  juriscon- 
«oltoa  que  tienen  asiento  en  las'Gortes^  solicitaran  de  ellas  una 
interpretacián  amt^MiUa  por  medio  del  correspondiente  proyecto 
de  ley»  en  el  que»  dando  nueva  redacción  al  art.  1611  del  Có- 
digo; se  exprese  aún  con  mas  claridad  que  hoy  lo  está  el  pen- 
^^omentodel  legislador,  eyitándose  por  este  medio  los  grayes 
pesjuidoe,  que»  á  partir  de  la  sentencia  dé  ^  de' Febrero»  han 
•  der  aeguirae:  á  todos  los  propietarios  de  fincas  gravadas  con  cen  - 
sos  enfitéutioos. 

Pava  proceder  ctm  método»  expondremos  los  hechos  que 
dienm  lugar  al  pleito»  canBa  de  la  sentencia»  y  los  fundamen- 
-tos  de  derecho  del  fallo  del  Supremo. 
•  '  Oonstituidd  en  1754  un  ceoso  eafitéutico  sobre  ciertos  te* 
4séttoe»  los  actuales  poseedores  de  éstos  acudieron  al  Juzgado 
dis  pimera  instancia»  consignando  la  auma  conrespondiente 
^panu^dimir  dicho  censo,  capitalizando  la  pensión  al  8  por  100¿ 
M  censuidiflta^  despcié»  de  negarse  á  la  admisión  de  la  canti- 
dad consignada»  formnló  demwida  reclamando  el  laudemio 
que  ie  correspondía  píor  la  Toáta  de  los  expresados  terrwoÉ  he* 
cha  por  los  censatarios  sin  estar  redinfiido  él  censo,  puesto  que 
aquéllos  se  hablan'  limitado  á  la  consignación  del  capital  en  el 
Juie^^adov;  ospitai  iia  aceptado  por  e^  censualista.  Esta  preten- 
.sióik.íuá  otOffgáda  por  ia  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audien- 
ia.dfrBarc^oiuaiy  por  el  Tribunal  Supremo,  al  declarar  no 
aberltigar  id  recurso  díC  oasa^áón  interpuesto  cotitra  la  sen^ 
nda:-de a^uélla^Sala.  ■-  -■  ?.•  •■>-''-'^ 

Y  no  so  tuyo  «n  cuenta  para  ello,  ni  los  términos  ea  que 
laiecla  planteada  lá<:üestiónv  á  cuyo  &lIo  podía  llegarse  siu 
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peceBÍdad  de  interpretar 'el  art.  1611  i  ni  tampoco  la  circuniE— 
tauda  importantísima  de  tratarse  de  ua  territorio  sometido  é 
la  legielafiión  foral  j  en  el  cual  el  Código  civil  no  tiene  aplioi?; 
don  8ino  como  derecho  snpletcnio»  del  considerado  en  Catala- 
na como  supletorio»  que  lo  es,  como  sabemos,  el  c^iónico^  el 
romano  y  la  c()Btambre.  Si  alguno  de  estos  pontos  se  hubieran 
tocado  y  resuelto  en  la  sentenda,  tcmdtíamoB  el  fallo  como> 
acertadísimo,  6  á  lo  más  sería,  en  aquélla  objetode  controver- 
sia sus.  fundamentos^  al  deddír  si  era  6  no  aplicable  á  Cataluña^ 
el  art.  1611  del  Código  civil,  por  estar  de  aimerdo  ó  en  contra^-, 
dicción  con  preceptos  de  sus  fuentes  legales  preferentes^  Pera* 
no  se  siguió  ninguno  de  esos  oaminos,  sino  que,  dando  por  su* 
puesta  la  fuerza  legal  del  art.  1611  enCataluña,  se  fundamen- 
ta la  doctrina  de  la  sentencia,  como  veremos  en  la  interpreta- 
ción de  aquel  artículo. 

Doctrina  del  Tribunal  Supremo: 

cDeapués  dedlefínir  el  Código  civil  en  su  art.  1604  el  censo», 
de  expresar  el  1608 una  délas  condidones  de  su  naturaleza  yr 
de  establecer  el  1611,  en  sus  párrafos  1.^  y  2.®,  el  principioy 
forma  de  la  redimibilidad  de  los  constituidos  antes  de  la  pro- 
mulgación del  Código,  se  declara  en  el  último  párrafo  que  lo* 
dispuesto  en  este  artículo  no  será  aplicable  á  los  foros,  subfor  ^ 
ros,  derechos  de  super&cie  y  cualesquiera  otros  gravámenes  ae-- 
mejantes,  en  los  cuales  el  principio  de  la  redondón  de  los  do* 
minios  será  regulado  por  una  ley  especial. 

» Aparte  el  sentido  de  esta  excepción,  fundada  ea  las  reglas- 
especiales  que  requieren  los  censos  ó  gravámenes  en  que  re@ul-> 
tan  divididos  los  dominios,  la  expresión  absoluta  de  sus  térmi- 

'  *  •    ■  ■  •     ' 

nos  no  permite  legalmente  sustraer  de  ella  el  censo  enfítéutiooy 
ouya  naturaleza  es  esencialmente  idéntica á. la  de  los  foros  jr 
subforos,  según  se  reconoce  en  el.  mismo  Código  al  tratas  de-, 
los  foros  y  otros  contratos  análogos  al  de  enfiteusifl,  y  al  r^;a- 
bur  los  foros  y  ^cualesquiera  otros  gravámenes,  de;  .natun^eza^. 
análoga  por  las  disposiciones  estableddas  para  el  censa  enñ^- 

iéutifiO^..  !■.    :       .        -■     i     ■,    ,,  !    .,  .  ^ 
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^    1 A  esta  interpretaeión ,  íandada  á  la  vez  en  el  literal  cont^x- 

^to  del  precepto  y  en  la  razón  de  la  ley,  no  ee  opone  lo  dispue»* 

to  en  el  art.  1661  del  expresado  06digo,  porque,  asi  como  el 

1611  6e  refiere  á  los  censos  constitciidos  con  anterioridad  á  la 

^tiblioacíite  de  dióho  cuerpo  légala  eáte  último  sólo  comprende 

los  que  se  constituyan  en  adelante,  según  las  reglas  determina- 

>  das  en  un  capitulo  distinto  solare  la  base  esencial  de  la  fijación 

-del  valor  de  la  finca  de  la  pensión  anual  que  haya  de  satisfa- 

^eree,  y  el  cumplimiento  de  los  pactos  que  sotere  cualesquiera 

.otras  prestaciones  se  estipulen. » 

Para  refutar  esta  doctrina,  copiaremos  en  primer  lugar  el 
párrafo  1.^  del  art«  1608,  que  dice:  cEs  de  la  naturaleza  del 
censo  que  la  cesión  del  capital  ó  de  la  cosa  inmueble  sea  per- 
petua ó  por  tiempo  indefinido^  sin  embargo,  el  censatario  po- 
ndrá redimir  el  censo  á  su  voluntad.*  De  la  lectura  del  anterior 
párrafo  resulta,  que  no  es  el  objeto  de  ese  articulo  el  expresar 
una  de  las  condiciones  del  censo,  como  on  términos  bastante 
vagos  se  dice  en  la  sentencia,  sino  el  de  establecer  el  principio 
absoluto  de  la  redimibilidad  de  todos  los  censos,  incluso  los 
-constituidos  con  anterioridad  á  la  promulgación  del  Código. 

Sentado  este  principio,  y  después  de  establecer  en  el  último 
párrafo  del  art.  1608  y  en  los  artículos  1609  y  1610  diversas 
<K)ndiciones  para  la  constitución  y  redención  de  las  tres  clases 
de  censo  que  el  Código  admite,  ósea  el^nfitéutico,  el  consig- 
nativo  y  el  reservativo,  pasa  á  dar  reglas  para  la  redención 
ée  los  mismos  constituidos  antes  de  la  promulgación  del  Có* 
digo,  estableciendo  en  el  art.  1611,  que  si  no  fuera  conocido  el 
-capital,  se  regulara  éste  por  lacantidad  que  resulte,  computada 
la  pensión  al  8  por  100.  Y  ¿n  el  párrafo  3.^  Ae  este  mismo  ar- 
ticulo establece  una  excepción,  en  los  siguientes  términos:  «Lo 
iSpuesto  en  este  articuló  no  será  aplicable  á  los  foros,  subfo*- 
js,  derechos  de  cííiperñcie  y  cualesquiera  otros  semejantes,  en 
ifl'ctial^  el|nrincipio  de  la  fedendón  será  regulado  por  una 

y  espedal.'*  '•  -  •  

En  esta  excepción  fundamenta  el  Supremo  su  doctrina,  y 
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4urgamenta:  el  censo  enfitéutico  eB  de  naturaleta  idé&tioa  aP 
foro,  y  como  todos  IO0  dichos  semejanles  á  éste,  sa  r édentíóni  ^ 
se  regalará  por  una  lej  especial. 

GoQ  semejante  interpretación  salta  á  la  vista,  dé  ser  cierta, . 
una  ialta,  no  sólo  gramatical  j  lógica»  sino  de  sentido  común 
en  IO0  redactores  del  Código,  pues  sabido  es  que  en  toda  enu-  ' 
meración  se  empiesa  por  nombrar  la  más  importante  de  las  co- 
sas que  se  enumeran ,.  y  aun  podía  darse  el  caso  de  que,  por  un  < 
descuido,  no  disculpable  ciertamente  á  legisladores»  no  se  ai- 
galera  en  la  enumeración  el  orden  gramatical  y  lógico;  pero  no 
es  concebible  que  se  prescinda  de  enumerar  la  principal,  se 
nombren  las  secundarias  y  se  considere  á  aquélla  compreodid» 
et)tré  éstas. 

Á  tal  absurda  nos  lleva  la  doctrina  del  Supremo. 

£1  cemso  enfitéutico,  {lor  su  antigüadad,  por  lo  gcineralisado 
d<5  au  uso,  por  su  reconocida  utilidad  en  determinadas  drcuna* 
taiscias,  puede  coneiderarser  por  decirlo  asi,  como  el  censd  tipo^ 
á  cuya  semejanza  se  han  formado  toda»  aquellas  limitacicniea 
díe  la  propiedad  que  tienen  por  fundamento  la  ficción  de  la  di-» 
visión  del  dc»ninio.  SI  loro,  el  subforo  y. demás  derechos  aná- 
logos, ni  tienen  la  antigüedad  de  la  enfiteusis,  ni  su  importan- 
cia, pues  su  aso  no  e^  general,  no  habiéndose  practicado  más 
que  en  Cralicia,  Asturias  y  alguna  parte  de  León. 

Admitido  esto  como  indudable  por  todo  el  que  haya  aalu^ 
dado  la  historia  del  derecho,  resulta,  según  el  Supremo,  que 
los  leigisladores  del  Código  lo  ignoraban,  pues  siendo  su  ptapó^ 
sito  exceptuar  en  el  art.  1611  la  redendón  por  voluntad  dé  lo»  • 
censatarios  dc^laenfiteusii^,  los  foros,  subfbros  y  demáks  dere- 
cho8<  semejantes,  se  dejaron  en  el  tintero  nombrar  k>  principal, . 
que  tiene  su  nombse  propio,  y  la  dieron  como  cotnprendida - 
eatre  los  derechos  settíejánteS'  innominadoe. 
'   Por  fcxrtuna,  Iob  ilusilradea  redactores  del  Gódi^  civil»  á .. 
cuya  cuenta  carganMM»  con  freeuenoia  defeí^tós  que  Sólo  existen' 
en  la  errónea  interpretación  que  en  la  práctica  hacemos  de  su.-, 
^brav  no  iñeurrienm  en  tilles  laltas/' 
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SftaUeeieion  en  el  art.  1611  la  excepción  de  loa  foroe,  mib- 
foroB  y  demás  derechoe  eemejantee;  pero  no  faé  bu  ánimo  in- 
clair  en  ella  el  censo  enfitéatico,  de  naturaleza  semejante,  bí 
bien  no  idántioa,  como  asegura  el  Supremo,  á  la  de  los  foros. 

Y  esa  rasón  que  dala  sentencia  en  apoyo  de  la  identidad 
de  la  «dfiteusis  y  el  foro,  prueba  eyidentemente  la  ligeren  con 
que  se  ha  formulado  su  doctrina.  La  enfiteosis,  dice,  es  idén> 
tica  al  foro,  porque  el  Código  establece  que  los  foros  y  cuales- 
quiera  otros  gravámenes  semejantes  que  se  constituyan  con 
posteñoriáad  á  su  promulgación,  cuando  sean  por  tiempo  inde- 
Jin%d0y  se  regularán  pcnr  las  disposiciones  establecidas  para  las 
eu¿teusis;  pero  se  ha  olvidado  que  el  articulo  que  eso  precep- 
túa, que  es  el  1655,  tiene  un  segundo  párrafo  que  establece 
que  si  los  foios  y  demás  derechos  análogos  fueren  iempwales^ 
se  estimarán  como  arrendamientos,  y  se  regirán  por  las  dispo- 
stcioiieB  relativas  áeste  contrato.  Resulta,  pues,  que  siguiendo 
el  criterio  del  Supremo  y  por  la  misma  razón,  el  foro  es  de'na- 
toralesB  iáéntiéa  ai  arrendamiento,  y  aplicando  uno  de  los  pri» 
meros  principios  de  conocimiento:  idos  cosas  iguales  á  una 
tercera,  |[on  Iguales  entre  sí>^  tendriamos  que  la  enfiteusis  y 
el  arrendamiento  eran  de  naturaleza  idéntica;  que  á  tales  con- 
chisiones  nos  lleva  la  lógica  cuando  se  parte  de  falsas  premisas» 

Hayr  una  diferencia  esencial  entre  la  enfiteusis  y  el  foro,  y 
predSMQoente  esa  diferencia  que  ha  producido  ya  leyes  especia- 
les^ la  de  20  de  Agosto  de  1873,  para  la  redención  de  los  foros, 
subforos  y  otros  derechos  semejantes,  sin  incluir  entre  ellos, 
eomo  es  nattunl,  á  la  enfiteusis,  es  la  que  ha  movido  á  los  le- 
gisladoiM  á  nó  resolver  la  discutida  cuestión  de  la  redención 
de  los  foros,  dejándolo  para  una  ley  especial,  principalmente 
pojT  el  aspecto  político-económico  del  asunto,  puesto  que  la  re- 
loluctón  <|ue  en  este  punto  se  adopte  puede  afectar  á  la  tran- 
quilidad ptii>liea  dé  las  provincias,  donde  el  foro  coní^ituye  el 
modo  general  de  ser  de  la' propiedad  rüi^ca. 

¿€nál  sea  esa  diferendá?        ^ 

SI  éenso  enfitéatico  es  una  ficción  legal,  en  cuya  vnrtwl  el 
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don\jniio,  que  ea  en  si  indivisible,  se  divide  entre  dos  personas: 
«1  señor  d.el  dominio  directo  y  el  del  útil.  El  pripiero  tiene 
derecho. á  cobrar  del  segundo  una  pensión  anual  en  reconoci- 
raiento  de  jbu  dominio  y  el  laudemio,  y  puede  ejeroitar  además 
loade^rechos  de  tanteo,  retracto  y  comiso  de  la  ñnca  cenvoada. 
SI  segundo,  mediante  el  qumplimiepto  de  las  antedichas  obli- 
gaciones, goz^á  perpetuamente  ^l  dominio  útil  de  la  finca  gra-^ 
vada  con  enfíteusis*  ^ 

La  enfíteusis  fué  conocida  de  los  hebreos,  griegos  y  zoma- 
t^s:  el  sólo  hecho  de  tan  larg^  vida  acreditaría  su  bondad.  Orna- 
des  son,  en  eíectOi  los  beneficios  que  ha  producido  esta  com- 
binagión  eifi  el  desarrollo  de  la  riquesa  pública. 

En  el  origen  de  todos  los  pueblos  no  puede  por  mtn^OB  de 
encontrarse  la  ocupación  de  determinado  territorio  por  rasas 
ó  tribus  que,  ya  por  causas  políticas»  ó^por  las  económieaadel- 
desarrollo  progresivo  de  la  población,  tuvie^n  que  aband^cmar 
el  que  primitivamente  ocuparon.  Si  los  nuevos  territorios  que. 
estas  rasa^  y  tribus  se  apropiaban  ^  eran  nuUius,  la  ocupación  se 
verificaba  pacíficamente;  si,  por  el  coutrario,  eran  poseídos  por 
pujdbjlos  que  les  habían  precedido,  producídmela  guerra^  y  si  los 
invasores  vencían  la  conquista  del  territorio. 

Pero  íuera  la  ocupación,  ya  pacífica,  ya  violenta,  loa  jefes,, 
los  primates,  las  clases  directoras^  que  en  todo  ti^npo  han 
eitiatido  y.ezistiráni  variando  sólo  los  nombres,  nunca  l4./eaen- 
oia«  llegado  el  momento  de.  la  distribución,  del  territorio  oou^ 
pado  ó  conquistado,  se;  adjudicaron  grandeíB  extensiones  de  te- 
rreno, alguno  cultivado»  la  mayor  piurte  baldío.  Epeonteáronse 
piiMs,  en  virtud  de  esas  adjudicaciones^  constituidos  en  gran- 
des propietfurios  territoriales,  p^o  do  una  propiedad  que  poco 
ó  nada  les  producía,  pues  no  podían  dedicarse  á  su  mejora-^ 
miento  .y  cultivo  personalmente,  ni  axrcindarla,  por  tratarse  de 
t^rf nos  en  su  mayoría  incultos,  q.u6  necesitaban  gjnpdeis  tra 
bajos  hasta  ponerlos  en  estado  de  producción,  y  em  ¡urecieo,, 
por  tanto,  buscar  un  medio  que  permitiera  interesará  loe  agri- 
cuitor)0||^.ep  el  fomento  y  cultivo  de  esos  yermos  territorios, 
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acrecentando  con  ello  la  riqueza  general,  y  qué  al  mienio  ti.em- 
po  saldara  el  derecho  de  propiedad  de  los  dueñoadelafl  tiemw. 

Este  medio  encarnó  xxwraTilIoeamente  en  la  enfifeusiv. 
'  Por 'su  acertado  mecaniáno  j  partiendo  de  la  fícción  legal 
dé  la  diyisión  del  dominio,  el  propietario  de  extensos  é  im-. 
productivos  terrenos  pudo  reducirlos  á  cultivo,  enajenando 
perpehMnienie  el  dominio  útil  de  los  mismos  á  los  labradores, 
que  con  el  estimulo  del  interés  personal  de  quienes  trafaajabtai 
en  cosa  propia,  desfi^axon  las  fuerzas  dormidas  de  la  natu- 
raleza, odnylrtiendo  bien  pronto  hñ  eriales  en  tierras  de  leras 
cultivo,  y  conservando  aquél  sobre  dichos  terrenos  el  doiñinio 
directo,  mediante  el  pago  de  una  pensión  ó  canon  anual,  y  los 
dére«hos:de  laudemio,  tanteo,  retracto  y  comiso* 

La  oómbinación  era  en  extremo  beneficiosa  para  piópiela« 
rios-y  colonos,  y  el  éxito  no  podia  por  menos  de  coronarla . 

Así  fué,  en  efecto;  pues  puede  asegurarse,  sin  temor  á  ser 
desmentido,  que  en  el  tiiolo  primitiyo  de  casi  toda  propiedad 
rústica  hay  uita  enfiteui^s';  debiendo  hacer  aquí  constar^  que 
4ianqtie  sólo  hemos  haUado  déla  propiedad  rústica,  la  enfíteu  • 
«ts  se  aplicó  también  por  parecidas  eausás  y  con  idéntico  re- 
i  «ultado  á  la  propiedad  urbana* 

La  enfit^isis,  que,  como  dejaBK)B  dicho^  ha  prestado  impor* 

tantee  servicios,  da,  sin  embargo,  á  los  bienes  á  que  afecta  el 

•carácter  de  «orntrnea,  pues  tanto  el  dtieño  directo,  como  elútil, 

tienen  derechos  eñ  ellos;  derechos  que  mutuamente. se  limitan 

y  que  privan  á  la  propiedad  de  ese  caréete  de  libertad  tan 

necesario  y  conveniente  para  su  desenvolvimiento  económico. 

Los-  ilustres  jurisoonsoltos  que  colaboraron  en  la  redacci<to 

del  Gódigó  civil  DO  pudieron  desoonobmr  ese  principio  del  de. 

recho  científico,  y  siguienib>  los  precedentes  estaUeeidos  por 

ftley  24y  otrosdeltit.  15,  lil^o  10  de <  la  Novísima  Recopila- 

ióni,  lo  oenfírmaxon  expresamente  al  declarar  en  «lart.l60S 

a  redención  de  todos  los  censos^Jfas  comeo  todo  preéepto  re- 

iiludoY  de  derechos  emles»^y  muy;  espectalmente  loe  que  ñSei^f 

^  á  la  |H?Opiedad,  ha  de  dictarse'  para  que  arraigue,  teoiendo 


90  mnnTA  im  i¿É0muM(m 

en  cuenta;  no  sólo  los  inflexiUM  cánones  de  la  ciencia^  úao 
también  el  feepeto  al  eetadó  de  derecho  creado  por  legiÉlaeio* 
nee  anterioree,  los  autoree  del  Oód%o»  si  bien  establecieron  el 
principio  de  la  libertad  de  la  propiedad  imnoeble,  no  deealen- 
dieron  ios  respetables  derechos  de  los  oonduieñoB  en  la  pxcq[>ie- 
dad  enfiténtica. 

Asi  tenemos  qne,  con  aireglo  al  Código^  si  el  dnefto  deld#- 
«linio  útil  de  una  finca  quiere  libextarla,  acude  al  seiór  direc- 
to para  qué  redima  la  carga;  entregándole  el  capital  del  cen- 
so, y  si  éste  fuera  desconocido,  el  que  resulte  caf^talisandolA 
fiensión  al  8  por  100.  Dando,  pues,  al  dueito  directo  el  capital 
que  representa  la  pensión  <iue  cobra,  en  nada  se' perjudica  m 
derecho,  y  el  duéfio  del  dominio  tHil  obtiene  el  pl^no  chi-la 
finca;  Y'Si  á  esto  se  objetara  que  al  señor  directo  se  le  perja- 
dica,  pues  no  se  le  entrega  más  que  el  capital  del  censo,  y  do 
continuar  éste  existente  cobrarla  además  el  laudemio  ea  laa 
traslaciones  de  dominio»  puede  contestarse  que  ese  perjoieio 
no  es  tal  desde  el  momento  en  que  ios  señcMres  dire<rte6  puodei» 
á  su  voluntad  CTitarlo;  Sabemos  que  entre  los  derechos  de»  la 
'enfiteuais  está  el  de  tanteo,  y  en  su  virtud,  si  el  señor  d&recto- 
cree  que  se  perjudica  con  la  redención»  puede  quedarse  ccm  la 
finca  en  el  tanto  y  reunir  los*  dos  dominios,  quedando  tambiéa 
por  este. camino  la  propiedad  libre.  . 

Hay,  pues,  con  la  aplicadén  de  ios  preceptos  del  Código» 
asmonia  entre  los  derechos  del  dueño  del  d<nninio  directo  y. el 
del  ñtil,  no  necesitándose  legislación  alguna  especial  que  los 
regule. 

Otra  cosa  muy  distinta  sucede  con  les  íoxos,  y  de  aquí  sa 
diferencia  esencial  con  la  enfiteusis  y  la  excepcióa  que  el  G^ 
digoe ha  establecido  para  su  redención» 

Loa  foros  son  la  enfiteusis,  pero  la  enfiteusis  tmipioral,  ó  sea 
aquella  en  que  la  enajenadón  <tel  dominio  útil-no  se  hiso<4 
perpetuidad»  sino  pe»  un  nümrao  determinado  de  años»  gene» 
raímente  por  te  ¥ida  á  voea  de  tite$  «0ftor«s  £fy«t  y  t^atóiíistir 
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SMableeido  68ta  eoino  evtdttite,  pues  no  ae  podrá  oitar  ui»< 
fiolo  foio  que  no  sea  temporal,  Baltaá  la  víbU  que  Imy  nmchos 
más  puntos  de  coütaoto  eátre  tí  amndAmiento  y  el  ioro  que 
eoire  éete  y  la  e&fiteaste«  y  aei  lo  da  ¿  entender  el  Códigq  en  el 
aitidilo  qae  dejamos  citado. 

La  antigüedad  del  foro,  aanque  algunos  joriseonsultos  qoie- 
lea  cernearla  al  deredió  romano,  no  creemos  pueda  sostener- 
se con  íondamento  tal  opinión;  y  siguiendo  la  de  los  que  m&» 
han  profundkado  en  esta  materia,  afirmamos  que  arranca  de  la^ 
época  de  la  fieoonqnista. 

(La  poderosa  ayuda  qne  en  aquella  lUcha  titánica  por  nues- 
tra fe  é  independencia  prestaron  al  Poder  Beal,  la  Iglesia,  la 
nd[>leza,  los  pueblos,  fué  recompensada  por  los  Monarcas  con 
la  «oneesión  de  gran  parte  de  los  terrenos  reconquistados.  Bur- 
gió  indudablemente  entre  los  grandes  propietarios  de  eaes.  te- 
rrenos el  problema  á  qtíe  dio  solución  ra  época  lejana  la  enS- 
temis;  mas  una  circunstancia,  que  sólo.como  hipótesis  estable- 
oraaaoe,  hko,  ¿  nuestro  juicio,  que  aquélla  se  modificara,  con* 
virtiéndose  en  temporal  y  dando  origen  al  foro* 

£91  amoTí  ri  interés  dtí  individuo  por  sus  sucesores,  no  se 
extiende  más  allá  de  aquellos  que  puede  conocer;  no  pasa  por 
tanto,  en  la  generalidad  de  los  casos,  de  la  tercera  generación: 
por  el  contrario,  en  las  corpomcionés^  cuya  vida,  como  institu- 
ción^ ha  de  ser  perpetua»  en  que  no  se  tiene  para  nada  eñ  cuen- 
ta'el  individuo,  sino  el  superior  concepto  de  la  personalidad 
jócidica  que  constituyen,  el  interés  de  cada  uno  de  sus  miem- 
bree  por  la  sociedad,  se  extiende  indefinidamente. 

Deaquique  al  establecerse  la  enfitMisis,  los  propietarioa 
«ie  loe  terréiios,  teniendo  sólo  en  cuenta  eL  interés  prq»io>y  el 
de  sus  próximos  sucesores,  se  contentaran*  obn  asegurar  las 
rentaa  del  canon  anual,  enajeiíando  perpetuamente  el  dominia 
útil,  que  necesitaba  largo  /tíeospo  para  tener'  valor;  de  aqui 
Uimbién.  quo.  la  Iglesia^' poseedora  de  grandes  propiedades  que 
la  Beoonquistii  pusaen  sus  manos^  teniendo  la  vista  fijaren  el 
fin  espiritual  y  perpetuo  de  su  institución,  comprendiesa  lo  be- 
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nefícioBo  que  para  ella  resultarla  conyertir  la  enfíteods  de  éDa> 
jenáción  perpetua  del  dominio  útil  en  temporal,  pues  transeu* 
Trido  cierto  tiempo  se  encontraría  dueña  absoluta  de  grandes 
^xtei^iones  de  terreno  en  estado  de  próducdión.  E^ta  modifí' 
nación  de  la  enfíteusis  no  encontró  reustencia  $n  los  agricultor 
res,. pues  siendo  muy  liurgos  los  plazos  que  hablan  de  di&f rutar 
las  fincas  aforadas,  se  velan  convertidos  ellos,  sus.  hijos  y  sus 
tliietos  en  propietarios,  y  si  esja  propiedad  la  hablan  de  perder^ 
<)uando  eso  sucediese  ya  no  afectaba  directamente'  ni  al  foxtero 
ni  á  sus  próximos  sucesores.  Claro  está  que,  admitida  sin  re- 
sistencia esa  modiñcación  de  la  enfíteusis,  siendo  muy.behefí- 
loíosa  parn  los  propietarios  de  las  tierras,  todos  la,  aceptaron,'  j 
el  foro  sustituyó  en  la  generalidad  de  los  casos  á  la  enfíteusis 

Pero  admítase  ó  no  como  cierta  esta  hipótesis  que  estable- 
cemos sobre  el  origen  del  f<Nro,  es  indudable  que  éste  aparece 
y  se  generaliza  á  parttr  de  la  Reconquiata  en  las  provincias  d« 
^^alicia,  Asturias  y  parte  de  León,  y  que  su  constitución^  esta- 
blecida más  por  la  costumbre  que  por  contrato  escrito,  fué 
.  siempre  temporal. 

Los  primeros  foreros  y  sus  descendientes  más  próximos 
ninguna  dificultad  encontraron;  pagaban  sus.  pensiones  al  lo* 
ratario  y  cultivaban  y  tenían  por  suyas  las  tierras  aforadas. 
Las  dificultades  aparecen  desde  el  momento  que  se  cumple  el 
plazo  del  contrato  de  foro  y  los  propietarios  de  las  tierras  afo* 
•radas  reclamaron  su  devolución  á  los  foreros. 

En  términos  de  estricto  derecho,  toda  la,  razón  estaba^de 
parte  de  los  foratarios,  pues  se  limitaban  á  pedir  el  cumpli- 
miento de  un  contrato  otorgado  con  arregló  á.x^recho,  y  en 
-cuya  vürtud,  terminado  el  plazo  por  el  cual  se  .cedió  el  dmm** 
mó  ütil  de  las  fincas  aforadas,  éstas  debían  pasar  á  ser  de  sú 
pleno  dominio;  entabláronse,  pues,  demandas  de  desahucio 
eontra  los  que  se  negaban  á  devolver  las  fincas  aloradas;  dor 
fnandas  que  no  hubieran  podido  por  menos  de  prosperar  si  unn 
•cuestión  de  hecho  no  se  hubieta  interpuesto  en  su  camino,  im^ 
pidiendo  su  legal  desenvolvimiento. 
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Esa  cuestión  de  hecho  etA,  qae  la  propiedad  rústica  estaba 
cimstítaida,  en  Gkdicia  y  Asturias,  casi  exclusivamente  por 
el  foro  y  subforo,  que  merced  á  esas  combinaciones,  dicha/ 
propiedad  se  encontraba  muy  dividida;  que  casi  todos  los  la- 
bradores de  esos  territorios  eran,  ó,  mejor  dicho,  se  tenían  por 
pn^ietarios  de.  las  tierras  que  regaban  con  el  sudor  de  sus- 
frentes,  que  habían  recibido  de  sus  antepasados  como  propias;, 
y  que  lans»r  de  sus  tierras  á  los  foreros,  convirtiéoidolos  súbita- 
inente'de  propietajíios  en  obreros,  sobre  no  ser,  aunque  legaU 
muy  equitativo,  envolvía  una  cuestión  político-económiea  y> 
social  de  muy  difícil  solución. 

Así  lo  comprendió  el  Real  Consejo  de  Castilla,  mandando- 
suspender  todos  los  pleitos  pendientes  sobre  devolución  de  las. 
íincas-aforadas,  creándose  una  interinidad  de  derecho,  que  en^ 
vano  trataron  de  resolver  las  leyes,  de  20  de  Agosto  y  16  de. 
Septiembre  de  1873  sobre  la  redención  de  foros,  subforos  y 
otros  derechos  semejantes,  pues  fueron  suspendidoasus  efectos- 
por  Real  decretó  de  20  de  Febrero  de  1874. 

,S1  Real  decreto  de  8  de  Noviembre  de  1875  prometía  en  su 
preámbulo  dar  solución  al  problema;  pero  no  habiéndose  afron- 
tado tampoco  en  el  Código  las  dificultades  para  resolverlo,  aua 
estamos  esperando  el  cumplimiento  de  aquellas  promesas.  Lo 
que  puede  sin  genero  alguno  de  duda  asegurarse,  es  que,  para, 
ser  justa,  la  solución  ha  de  separarse  bastante  de  la  que  el 
Código  da  para  la  redención  de  los  censos  enñtéuticos. 

Aunque  la  materia  se'presia  á  ser  tratada  con  mayor  dete^ 

nimiento,  creemos  haber  dicho  lo  bastante  en  apoyo  de  nuestra 

opinión,  pues  establecida  con  toda  la  claridad  que  nos  ha  sido 

posible,  la  diferencia  entre  la  enfíteusis  y  el  foro,  y  explicadas 

las  raz(meB  que  han  tenido  los  legisladores  del  Código  civil  para 

no  establecer  la  redención  de  los  foros,  subforos  y  demás  dere- 

íhos  semejantes,  razones  que  no  pueden  tener  aplicación  á  la 

infíteusis;  quQda  por  tanto  fuera  dé  toda  duda  que  ésta  no  se 

lalla  comprendida  en  la  excepción  del  art.  1611  del  Código. 

Expusimos  al  principio  de  este  articulo  los  grandes  per- 
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juicios  que  la  interpretaddn  del  Tribunal  Supremo,  que  com- 
batimos, ha  de  producir;  no  queremos  terminarlo  sin  Iiaoer 
resaltar  cuáles  sean  en  la  práctica  tos  principales. 

La  institución  oficial  en  Espafia  del  crédito  territorial»  el 
Banco  Hipotecario,  no  hace  préstamos  sobre  fincas  afectas  á  car» 
gas  de  ninguna  especie;  muchos  particulares  siguen  el  mismo 
camino,  y  no  sólo  no  prestan  sobre  fincas  censuadas,  sino  que 
tampoco  las  admiten  ea  Tttit&  na  estando  completamente  1¡- 
hnm  la  propiedad  con  esas  trabaff  j  sin  medio»  legales  de  des* 
truirias,  no  es  verdadera  propiedad. 

Y  se  nos  ocurre  preguntar:  ¿todo  lo  que  hemos  adelantado 
en  tan  importante  materia  con  la  publicación  del  Oódigo  cítíI» 
«8  dar  un  salto  atrás,  un  verdadero  retroceso,  puesto  que  ya  la 
Kovisima  dispuso  la  redención  de  toda  clase  de  censos,  con  la 
excepción  de  los  foros,  subloros  y  oiros  análogos? 

No  podemos  creerlo,  dada  la  reconocida  ilustración  de  loa 
Tedactores  del  Código,  y  sostenemos  con  un  convencimiento 
profundo,  nacido  del  estudio  detenido  de  los  textos  legales» 
-que  el  censo  enfíteutico,  constituido  antes  de  la  vigeiiciadél 
-Código,  es  redimible  ,á  voluntad  áel  censatario,  y  que  ufge  1*^^^ 
rectificación  de  esa  torcida  jurisprudencia  del  Tribunid  Sapte- 
mo,  recurriendo  para  ello  á  los  Cuerpos  Golegisladores,  que  en 
nada  podían  emplear  mejor  el  tiempo  que  ocupándose  de  ana^ 
cuestión,  modesta  en  apariencia,  pero  de  grandísima  impor* 
táncia  para  la  vida  civil  en  uno  de  sus  aspectos  más  esencia- 
les, cual  lo  es  el  derecho  de  propiedad. 

Santiago  Sbnarboa. 


( ■. 


1  •    ' 


BIENES  RESERVA  BLES 
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D.  Marcial  Prieto  BamoB  4ejó  á  pu  fallecimiento  un  hijo  iia-^ 
toado,  AUpnso,  de  su  matrimonio  con  Doña  Julia  Sevilla,  j  dos 
hjjas,  María  y  Marciala  (esta  últisoa  postuma)»  de  su  último 
«natrímonio  con  Doña  An^a  Alvares  Prieto. 

.>  Ea  las  operaciones  particionalee  de  la  consigaiente  testa- 
aoentaria  se  lee»  entre  otros,  el  siguiente  supuesto: 

cQctavOv  üabiendo  fallecida^  en  esta  villa  el  23  de  Septiem- 
bredel  mismo  año  1890  laniñaMarciala,  acudió  su  madre  (Doña 
Angela  Alvares  Prieto)  al  Jusgado^  en  solicitud  de  que  se  la  de* 
-clarase  heredera  abintestato  de  su  indiosda  hija,  lo  que  tuvo  la* 
:g8r  por  autode  15  de  Bnero  de  1891,  cuyo  testimonio  también  se 
apompaba.  JSn  su.  consecuencia,  la  porción  legitima  de  bienes  de 

m 

-esta  testamentaria  r  c<nrrespondiente8  á  la  niña  Marciala,  se  ha 
transmitido  por  ministerio  de  la  ley,  n^ediante  la  judicial  expre- 
«ada  declaración,  á  su  madre  Doña  Angela,  á  quien  se  hará  la 
oportuna  hijuela,  como  heredera  de  su  hija  y  en  repreeentacióa 
de  la  misma,  debiendo  inscribirse  los  bienes  inmuebles  en  el 
Rastro  con  la  caialidad  de  reservábles,  eonstituyeado,  además, 
la  oorrespondi^ite  garantía  de  los  bienes  «nuebLes. 

>Todo6  estos  bienes  han  de  reservarse  para  los  demás  he- 
8deroe,  en  virtud  de  la  sucesión  troncal  que  claramente  esta- 
lece  el  art.  811  del  Código,  convirtiéndose  esta  heredera  en 
mfruetuttda  vitalieia  sobre  los  iaidieados  Úenes,.  y  sujeta» 
(X  tanto,  á  nuestro  BMNfe  4e  ver,  á  k»  oUígacione»  ponsígna  - 
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das  en  los  artículos  491  á  512,  sin  que,  mientras  existan  dichos^ 
herederos  y  aun  parientes  dentro  del  tercer  grado  civil  por  la 
línea  paterna,  pueda  la  Doña  Angela  enajenar  estos  bienes  de 
reserva  troncal.  La  nuda  propiedad  de  dichos  bienes  corres- 
ponde, por  consiguiente,  á  Alfonso  y  María  Ángel.» 

El  Letrado  D.  ELeuterio  Esteban  y  Adánez,  que  ha  formado- 
las  relerjidas  particiones,  siguiendo  la  doctrina  sentada  en  el 
supuesto  transcrito,  hace  su  correspondiente  hijuela  á  la  niña 
Marciaia  Prieto  Alvarez,  y  en  su  represesentación,  como  here- 
dera de  ella,  á  su  madre  Doña  Angela,  con  la  obligación  de  re- 
servar dicha  porción  á  su  hija  María  Ángel  y  á  su  entenada 
.D.  Alfonso  Mariano  Prieto  Revilla.  Mas  como  estima  ser  sólo 
la  Doña  Angela  usufructuaria  vitalicia  dé  dichos  bienes,  así  se 
los  adjudica,  haciendo  hijuela  por  iguales  partes  de  la  nuda 
propiedad  de  ellos  á  María  y  Alfonso, 

Después  de  formulado  el  referido  supuesto  octavo,  7  hecha» 
sus  aplicaciones,  ha  fallecido  la  niña  Marías  única  hija  queque- 
daba  del  matrimonio  de  D.  Marcial  con  Doña  Angela. 

Doña  Angela  Alvarez  Prieto,  viuda  delcausante D.  Marcial 
Prieto  Ramos,  antes  de  proceder  á  la  aprobación  de  las  referida» 
operaciones  particionales,  pregunta: 

Primiero.  ¿Tiene  Doña  Angela  obligación  de  reservar  la» 
porciones  legitimas  de  bienes  de  ésta  testamentaría,  correspon- 
dientes á  las  niñas  Marciaia  y  María,  que  le  han  sido  transmi- 
tidas por  ministerio  de  la  ley,  mediante  la  declaración  judicial 
de  heredera,  como  madre  de  las  expresadas  niñas? 

Segundo.  En  caso  afirmativo,  ¿á  favor  de  qué  parientes  ha 
de  reservar  Doña  Angela  los  referidos  bienes?     '  ^ 

Tercero.    La  citada  Doña  Angela,  ¿tiene  obligación  de  cons-' 
tituir  garantía  para  responder  de  los  bienes  muebles  que  tengan 
ese  carácter  de  re  servables? 

Coarto.    ¿La  obligación  de  reservar^  ¿convierte  á  Doña  An- 
gela en  usufructuaria  vitalicia  de  los  bienes  qué  hereda  de  sus' 
hijas,  haciénd  ose  hijuela  de  la  nuda  propiedad  de  dichos  bie^ 
nes  á  favor  de  su  entenado  Alfonso  Prieta  Revilla? 
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Qointo.    ¿Tiene  facultad  Doña  Angela  para  onigenar  loa 
bienes  reaervables? 

fl 

DICTAMEN 

Todas  las  oaestionee  propuestas  refiérense  ¿  la  aplicación 
del  art.  811  del  Código  civil  al  caso  de  la  sucesión  de  D.  Mar- 
cial Prieto,  y  por  tanto,  á  la  interpretación  que  de  dicho  ar^ 
ticalo  debe  hacerse  conforme  á  los  principios  generales  de 
nuestro  derecho. 

£1  Letrado  que  suscribe  ha  estudiado  detenidamente  Ios- 
antecedentes  de  hecho  y  las  aplicaciones  jurídicas  pertinentes 
al  caso;  y  al  formular  su  opinión,  como  lo  hace  en  este  dicta- 
men, seguirá  el  orden  de  las  cuestiones  propuestas. 


¿Tiene  D(^ki  Angela  Alvarez  Prieto  obligncién  de  reservar  las 
porciones  legtíimas  de  hienes  de  la  testamentaría  de  su  difunto  tna- 
rido  2>.  Marcial  Prieto  Ramos^  correspondientes  á  las  niñas  Mar- 
eiala  y  Maria,  y  que  le  han  sido  triinsmitidas  por  ministerio  de  la 
ley,  mediante  la  declaración  jvdicial  de  heredera,  como  madre  de  las 
expresadas  niñas? 

Sin  vacilación  de  ningún  género,  el  Letrado  que  suscribe 
da  contestación  afirmativa  &  esta  primera  pregunta. 

EIq  efecto,  en  el  caso  propuesto  procede  desde  luego  la  apli- 
cación del  art.  .811  del  Código  civilj  y  por  tanto,  Doña  Angela 
estará  obligada  á  reservar  los  bienes  que  por  ministerio  de  la 
ley  ha  adquirido  como  legitima  heredera  (j^  sus  hijas  Marciala 
y  Maria  á  favor  de  los  parientes  de  éstas  dentro  del  tercer 
grado  que  pertenezcan  á  la  linea  de  donde  los  bienes  proceden» 
s  decir,  á. favor  del  niño  Alfonso,  hermano  de  padre  de  las  ex- 
presadas niñas. 

.  No  es  posible  en  buenos  principios  de  interpretación  poner 
MI  duda  esta  obligación  de  reservar,  bajo  el  especioso  pretexto 

TOMO  89  7 


98  BEVI8TÁ  DB  LBGISLAOIÓN 

de  que  el  art.  811-del  Código  civil  se  réñere  á  la  reserya  de  los 
ascendientes  en  general,  no  comprendiendo  al  padre  ó  madre» 
porque  ni  la  interpretación  gramatical,  ni  la  lógica,  ni  la  siste- 
mática de  dicho  art.  811  pueden  sancionar  semejante  opinión. 
Basta  la  lectura  del  texto  legal:  el  ascendiente  que  heredase  de  su 
descendiente^  para  comprender  que  en  el  valor  gramatical  de 
estas  palabras  tan  comprendidos  están  los  padres,  como  los 
abuelos.  Del  mismo  modo,  la  lógica  más  elemental  nos  enseña 
que  la  misma  razón  legal  existe  para  imponer  esta  reserva  á 
un  abuelo  que  para  imponérsela  á  un  padre,  toda  vez  que  el 
legislador  se  ha  inspirado  en  el  principio  de  troncalidad,  por  lo 
que  otorga  esta  reserva  á  favor  de  los  parientes  que  estén  en 
tercer  grado  y  pertenezcan  á  la  linea  de  que  los  bienes  proceden. 

Por  otra  parte,  obsérvese  que  este  art.  811  se  encuentra  en 
una  Sección  del  Código  que  lleva  por  epígrafe  De  las  legitimas, 
«n  la  que  se  viene  dando  á  la  palabra  ascendientes  su  genuino 
valor,  comprendiendo  en  ella  tanto  á  los  padres  como  á  los 
abuelos;  y  finalmente,  que  en  el  art.  968  se  esclarece  hasta  la 
más  pequeña  duda  que  un  espíritu  meticuloso  pudiera  tener 
respecto  á  este  punto.  Dice  el  art.  968:  tademás  de  la  reserva  tm- 
puesta  en  el  art.  811,  el  viudo  ó  viuda  que  pase  á  segundo  ma- 
trimonio estará  obligado  á  reservar»,  etc.;  lo  que  significa  clara 
y  sencillamente  que  en  este  art.  968  se  somete  al  viudo  ó  viuda 
á  una  obligación  de  reservar,  además  de  la  que  le  impone  el  ar- 
tículo 811.  Es  decir,  que  el  viudo  ó  viuda  está  sujeto  por  la  ley 
á  dos  reservas  diferentes,  que  bien  pudieran  coexistir  en  el  caso 
de  realizarse  los  hechos  que  ambas  presuponen. 

Es,  pues,  indudable,  que  la  obligación  de  reservar  estable- 
cida en  el  art.  811  del  Código  civil,  es  además  y  sin  perjuicio  d« 
la  que  prescribe  el  art.  968,  porque  así  éste  terminantemente  lo 
ordena,  y  porque  la  palabra  ascendiente,  que  el  art.  811  emplea» 
comprende  lo  mismo  á  los  abuelos  que  á  los  padres. 

Por  último,  esta  doctrina  ha  sida  aceptada  por  la  Dirección 
general  de  los  Registros  y  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justi  • 
cía,  toda  vez  que  la  Dirección  general,  en  sus  Resoluciones 
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<^e  5  de  Junio  de  1892  y  5  de  Eaero  de  1893,  asi  como  el  Tri- 
bunal Supremo  en  su  Sentencia  de  16  de  Diciembre  de  1892, 
parten  del  supuesto,  en  los  distintos  casos  sometidos  á  su  de- 
cisión, de  reservas  impuestas  por  el  art.  811  á  padres  y  resuel- 
Ten  las  diferentes  cuestiones  ante  ellos  ventiladas,  sin  que  ni 
directa  ni  indirectamente  formulen  ni  aun  la  más  pequeña 
duda  acerca  de  la  aplicación  á  los  padres  del  art.  811  tantas  ve- 
ces citado. 

II 

lA  favor  de  qué  parientes  ha  de  reservar  DoM  Angela  los  re- 
_/eridos  bienes  que  por  ministerio  de  la  ley  ha  heredado  como  madre 
4e  las  rtiferidas  mñasf 

De  la  lectura  del  supuesto  8.^  transcrito  en  los  anteceden- 
tes de  esta  consulta,  parece  deducirse  la  doctrina  de  que,  en 
opinión  del  Letrado  que  ha  dirigido  la  formación  de  las  par- 
ticiones, esa  reserva  procede  á  favor  de  cualquier  pariente  den- 
tro del  tercer  grado  civil  por  la  línea  paiernaj  sin  que  se  ex- 
prese en  el  mencionado  supuesto  si  esos  parientes  dentro  del 
tercer  grado  deben  referirse  al  ascendiente  de  quien  proceden 
los  bienes  ó  á  los  descendientes  de  cuya  sucesión  se  trata. 
Es  decir,  sin  determinar  si  ese  parentesco  de  tercer  grado  se 
jrefíere  aquí  á  D.  Marcial  Prieto,  ó  si,  por  el  contrario,  debe  con- 
cretarse á  las  niñas  Marciala  y  María. 

El  Letrado  que  suscribe  opina  desde  luego  que  el  parentesco 
dentro  del  tercer  grado,  de  que  habla  el  art.  811,  debe  referirse 
á  los  descendientes,  ó  sea  á  las  niñas  Marciala  y  María,  y  cir* 
cunscribirse  á  la  línea  de  donde  los  bienes  proceden. 

En  efecto,  ¿qué  hecho  de  sucesión  es  el  que  engendra  la 

obligación  de  reservar  de  que  aquí  se  trata?  ¿Es  acaso  la  muer- 

\e  de  D.  Marcial  Prieto?  No.  Su  sucesión  está  terminada;  y 

por  el  hecho  de  haberse  abierto,  ninguna  aplicación  tiene  la 

38erva  del  art*  811.  Esta  ha  surgido  únicamente  cuando  un 
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nuevo  hecho,  la  muerte  de  la  niña  Marciala,  se  ha  realizado,., 
cuando  la  sucesión  de  esta  niña  se  ha  abierto,  cuando  los  bie- 
nes de  la  linea  paterna  que  á  esa  niña  correspondían  han  sido 
adquiridos  por  Doña  Angela  por  ministerio  de  la  ley,  como  he- 
redera abintestato  de  su  hija.  La  madre,  como  más  próximo  as- 
cendiente, ha  heredado  á  su'hija;  pero  en  los  bienes  que  proce- 
dan de  otra  línea,  tendrá  obligación  de  reservar  á  iavor  de  los 
parientes  de  esa  linea;  pero  parientes  ¿de  quién?  Del  descen- 
diente de  cuya  sucesión  se  trata,  de  la  niña  Marciala,  y  dentro 
de  la  línea  de  que  proceden  los  bienes;  es  decir,  de  la  paterna. 

Por  consiguiente,  Doña  Angela  tendrá  obligación  de  reservar 
los  bienes  que  por  ministerio  de  la  ley  ha  adquirido  de  sus  hi-. 
jas  Marciala  y  María,  procedentes  de  la  línea  paterna,  á  favor 
de  los  parientes  de  sus  hijas  dentro  del  tercer  grado  y  de  la. 
linea  paterna  de  que  proceden  los  bienes. 

Esta  opinión  del  Letrado  que  suscribe  ha  recibido- ya  la 
sanción  de  nuestra  jurisprudencia,  que  ha  resuelto,  en  la  Sen- 
tencia del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  16  de  Diciembre 
de  1892,  esta  importantísima  cuestión,  determinando  que  el 
punto  de  partida  para  computar  el  tercer  gradó  de  parentesco 
á  cuyo  favor  se  otorga  esta  reserva,  es  el  descendiente  de  cuya 
sucesión  se  trata. 

El  art.  811,  dice  el  Tribunal  Supremo  en  la  citada  senten- 
cia, «no  se  ha  referido,  con  respecto  al  grado  de  parentesco- 
que  menciona,  sino  al  que  mediare  entre  la  persona  á  cuyo  fa- 
vor debe  hacerse  la  reserva  y  el  descendiente  de  quien  proce- 
den inmediatamente  los  bienes,  toda  vez  que  del  fallecimiento 
de  éste  se  derivan  y  arrancan  precisamente  el  derecho  y  ]&; 
obligación  de  reservar  que  el  propio  articulo  establece». 
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III 


La  diada  Doña  Angela^  ¿tiene  obligación  de  constituir  garantía 
jMira  responder  de  los  bienes  muebles  que  tengan  el  carácter  de  re- 
serváblesf 

También  en  esta  pregunta  el  Letrado  que  suscribe  contesta 
afirmativamente^  y  opina  que  Doña  Angela  está  obligada  á 
garantir  con  hipoteca  la  restitución  ó  el  valor,  según  los  casos, 
de  los  bienes  muebles  que.  tengan  el  carácter  de  reservables. 

Cierto  es  que  el  legislador,  después  de  establecer  en  el  ar- 
ticulo 811  del  Código  civil  la  obligación  de  reservar  á  que  nos 
venimos  refiriendo,  nada  añade  acerca  de  los  desenvolvimien- 
tos naturales  de  la  institución  que  crea.  Es,  pues,  necesario 
BDplir  el  silencio  del  legislador,  ya  con  el  criterio  doctrinal 
del  jurisconsulto,  ya  con  las  decisiones  de  los  Tribunales,  pero 
aquél  y  éstas  han  de  estar  fundamentadas  en  la  naturaleza  ju- 
rídica de  la  institución  misma. 

¿De  qué  se  trata?  De  la  obligación  de  reservar,  de  bienes 
reservables.  Es,  pues,  una  reserva  la  institución  creada  en  el 
art.  811,  y  como  tal,  es  una  institución  de  la  misma  naturaleza 
que  la  regulada  en  los  artículos  968  al  980  del  citado  Código. 
Ahora  bien:  en  estos  artículos  trata  la  ley  de  desenvolver  los 
elementos  esenciales  del  derecho  de  reserva,  y  á  ellos  «en  gene* 
ral  tiene  que  referirse  toda  otra  reserva  legalmente  estable- 
cida. 

.Figurémonos,  por  ejemplo,  que  el.  legislador  estableciese 
-Hin  derecho  cualquiera  de  hipoteca,  sin  que  al  crearle  prescri- 
biera desarrollos  especiales.  ¿Quién  vacilaría  ei^  aplicar  ^al 
nuevo  caso  las  prescripciones  generales  establecidas  por  el  le- 
gislador para  las  hipotecas  legales?  ¿Quién  dudaría  que  había 
4e  someterse  ese  nuevo  derecho  creado,  en  cuanto  su  natura- 
leza especial  lo  permitiera,  á  los  principios  generales  del  dere- 
cho hipotecario?  Pues  bien:  en  análogo  caso  nos  encontramos; 
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el  Código  civil,  que  como  Código  es  una  Bola  ley  regida  por  el 
principio  de  unidad,  y  en  la  que  todos  los  elementos,  todas  laa 
manifestaciones  varias  que  contiene,  deben  referirse  á  esa  uni- 
dad característica,  pues  de  otro  modo  el  Código  ^no  sería  Có- 
digo,  sino  una  mera  recopilación  de  leyes;  el  Código  civil,  rer 
petimos,  crea  en  su  art.  811  un  derecho  especial  de  reserva, 
fijando  los  elementos  que  le  particularizan,  pero  callando  en 
lo  que  se  refiere  á  los  desarrollos  generales  como  tal  derecho 
de  reserva.  Y  ¿quién  puede  dudar  que  en  general,  y  como  tal 
reserva,  el  desenvolvimiento  de  ese  derecho  ha  de  estar  regido 
por  las  disposiciones  generales  del  Código  para  la  misma  clase 
de  bienes  y  derechos,  sobre  todo  cuando  en  él  libró  3.*^,  tí- 
tulo 3.^,  se  encuentra  una  sección,  la  segunda,  que  lleva  el  epí- 
grafe general  Délos  bienes  sujetos  á  reserva,  y  cuyo  art.  1.** 
(el  968)  empieza  oon  estas  palabras:  «Además  de  la  reserva 
impuesta  en  el  art.  811»,  etc.? 

En  opinión,  pues,  del  Letrado  que  suscribe,  son  aplicables 
al  derecho  de  reserva  creado  en  el  art.  811,  en  cuanto  su  espe- 
cialidad  lo  permita,  los  principios  consignados  en  dicha  sección 
segunda  del  tít.  3.^  del  libro  3.^  del  Código,  y  basados  en  la 
naturaleza  especial  y  característica  de  toda  obligación  y  dere- 
cho de  reservar.  Por  consiguiente.  Doña  Angela  Alvarez  Prieto 
estará  sujeta  á  las  obligaciones  prescritas  en  ios  artículos  977 
y  ^78,  y  ddberá  asegurar  con  hipoteca  la  restitución  y  él  va- 
lor, según  los  casos,  de  los  bienes  muebles  que  tengan  el  ca- 
rácter de  reservables. 

Además  de  la  doctrina  general  establecida ,  obsérvese  que . 
originándose  de  la  obligación  y  derecho  de  reserva  la  transmi- 
sión de  un  dominio  revocable,  mal  podría  asegurarse  el  efecto 
de  esa  condición  resolutoria  sin  la  garantía  hipotecaria;  pues 
de  otro  modo  la  reversión  de  los  bienes  estaría  siempre  pen- 
diente de  la  buena  ó  mala  fe  de  lá  persona  á  quien  la  ley  im- 
pone la  obligación  de  reéerva.  boña  Angela,  en  este  casOj  no 
deja  de  ser  propietaria  de  esos  bienes;  lo  que  sucede  es  qué  esa 
propiedad  está  pendiente  de  una  condición  resolutoria,  cual  es^. 
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que  á  BU  muerte  existan  parientes  de  sus  hijas  Harciala  y  Ma* 
ria  por  línea  paterna  y  dentro  del  tercer  grado,  en  quienes  en* 
tónces  existiría  un  derecho  á  revertir  esos  bienes  muebles  que 
tengan  el  carácter  de  réservables,  procediéndose  á  su  restitución 
6  á  la  entrega  del  precio  recibido  si  hubieran  sido  enajenados, 
ó  á  la  entrega  del  valor  que  tenian  al  tiempo  de  la  enajenación 
si  ésta  se  hubiera  hecho  á  título  gratuito. 

Finalmente,  la  Dirección  general  de  los  Registros,  en  5  de 
Julio  de  1892,  resuelve  implídtámente  esta  cuestión,  toda  vez 
que  considera  aplicables  por  analogía  los  artículos  974  y  975 
del  Código  civil,  que  permiten  la  enajenación  de  los  bienes  y 
muebles  reservables,  y  si  estos  artículos  que  consignan  dere- 
chos son  aplicables  por  analogía  al  caso  de  la  reserva  creada  en 
el  art.  811,  con  más  razón  lo  hande  ser  los  artículos  977  y  978» 
que  imponen  las  obligaciones  que  son  la  garantía  necesaria  del 
ejercicio  de  esos  derechos. 


IV 


La  obligación  de  reservar,  ¿convierte  á  Doña  Angela  en  usu- 
fructuaria vit(üicia  de  los  bienes  que* hereda  de  sus  hijas,  haciéndose 
hijuela  de  la  nuda  propiedad  de  esos  bienes  á  favor  de  su  entenado 
JD.  Alfonso  Prieto  Bevillaf 

£n  ésta  cuestión,  el  Letrado  que  suscribe,  sin  dada  ni  vaci- 
lación de  génexó  alguno,  da  una  contestación  negativa. 

En  efecto,  seipejante  doctrina,  que  es  la  consignada  en  él 
mencionado  supuesto  8.^  y  desarrollada  en  las  particiones,  con- 
funde instituciones  jurídicas  totalmente  diferentes,  como  son 
la  obligación  y  derecho  de  reservar  y  el  derecho  de  usufructo. 
jiorto  es  qiie  lá  persona  que  tiene  la  obligación  de  reservar 
^iene  el  goce  y  disfrute  de  los  bienes  reservables,  pero  es  algo 
aás  que  un  mero  usufructuario.  Es  un  verdadero  propietario» 
í  bien'  su  propiedad  está  sujeta  á  una  condición  resolutoria,  én 
^irtüd  de  la  que  á  su  muerte  esos  bienes  reservables  pasati  á 
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ciertds  personas  qu6  tienen  «se  derecho  personalisimo,  si  es  que 
existen,  pues  de  otro  modo  nada  han  podido  transmitir  (por  ser 
pefsonalisitno  su  c[erecbo)  á  sus  herederos.  Bajo  este  punto  de 
▼ista  resulta  jurídicametite  imposible  la  adjudicación  de  la 
nuda  propiedad  á  determinadas  personas,  porque  ese  deredio 
á  los  bienes  reservables  es  intransmisible  á  los  herederos. 

Supongamos  que  el  niño  Alfonso  premuete  á  Doña  Angela, 
y  resultaría  con  la  doctrina  del  supuesto,  que  á  pesar  de  habér- 
sele adjudicado  la  nuda  propiedad  de  ciertos  y  determinados 
bienes  y  ser  la  nuda  propiedad  un  derecho  peritamente  trans- 
minible,  habría  necesidad  de  una  nueva  adjudicación,  no  á  los 
herederos  del  niño  Alfonso,  sino  á  otro  pariente,  si  existía,  de 
las  niñas  Marciala  y  María  por  línea  paterna  en  grado  más  re- 
moto que  lo  era  Alfonso^  pero  siempre  dentro  del  tereer  grado 
señalado  por  lu  ley.  Y  si  á  la  muerte  de  Doña  Angela  no  exis- 
tiera el  niño  Alfonso,  ni  ninguno  otro  pariente  por  lin«a  pa- 
terna dentro  del  tercer  grado  de  las  difuntas  Marciala  y  Maiia, 
desapareciendo  la  condición  resolutoria,  nada,  absolutamente 
nada  quedaría  ya  de  la  obligación  de  reservar,  y  esos  bienes  se 
transmitirían,  sin  traba  ni  restricción  alguna,  á  los  herederos 
testamentarios  y  legítimos  Üé  Doña  Angela  Alvarez  Prieto. 

En  este  putito  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, de  16  de  Diciembre  de  1892,  há  establecido  la  buenadoc- 
trina  que  sirve  de  base  á  toda  nuestra  argumentación,  cual  es 
que  «oonstituyendo  lá  reservado  bi«n^  un  derecho  ó  beneficio 
personalísimo,  sólo  pueden  ejercitarlo  ó  reclamarlo  aquellas 
personas  á  cuyo  favor  lo  ha  establecido  la  ley  taxativamente, 
por  lo  que  no  cabe  en  esta  materia,  de  interpretaeió&restrioti- 
va,  la  representación  establecida  para  otro  carden  de  derechos 
en  ios  artículos  924  y  925  del  Código  civil  t. 

No  se  trata,  pues,  dtí  un  mero  usufructuario,  sinode  un  ad- 
<  quirente  de  dominio  revocable,  y  no  es  jurMicamonte  posible 
adjudicar  á  esos  parientes  del  tercer  grado  una  nuda  propie- 
dad de  que  no  pueden  disponer  y  que  no.  transmiten  á  isas  he- 
rederos; siendo,  por  consiguiente,  improcedentes  las  asimila- 
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<áoiiQ^que  constítnjen-la  doctrina  desenvuelta  en  el  referido 
Bnpneeto,  máxime  cnando  la  garantía  necesaria  para  hacer 
efectivo  en  en  caso  el  derecho  de  reversión  nos  la  dan.  por  apli* 
^»(»ón  analógica,  loe  artículos  977  y  978  del  Código  civil»  qoe 
tratan,  no  del  simple  usufructo»  sino  del  derecho  de  reserva. 
Pero,  en  último  caso,  poco  importaría  en  la  práctica  que 
<M»8  garantías  se  exigieran  por  la  asimilación  de  la  doctrina 
áel  usufructo,  si  no  viniera  dedpués  esa  adjudicación  de  nuda 
propiedad,  incompatible  de  todo  punto  con  la  naturaleza  del 
deiedio  de  reserva» 


¿Tiene  facultad  Doña  Angela  para  enajenar  los  bienes  reser- 
vableáf 

En  realidad,  la  contestación  afirmativa  á  esta  pregunta  se 
deduce  <dara  y  sencillamente  de  la  doctrina  expuesta  en  todo 
este  dictamen.  Si  se  han  de  aplicar,  por  analogía,  á  la  reserva 
creada  por  el  art.  811  los  principios  fundamentales  de  la  ins- 
titución de  la  reserva  presentados  y  desenvueltos  por  el  Códi  - 
go  civil  en  la  secpión  segunda  del  tít.  3.^  del  libro  3.^,  y  si  en 
este  sentido  hemos  opinado-  que  Doña  Angela  Alvarez  debe 
prestar  las  garantías  determinadas  en  los  artícalos  977  y  978 , 
•del  mismo  modo  que  la  sujetamos  á  las  obligaciones  la  debe- 
mos otorgar  los  derechos,  y  por  tanto,  considerar  aplicables 
también  áe^te  caso  los  artículos  974  al  976  del  mismo  Ck^igo, 
que  parmiten  las  enajenaciones  délos  bienes,  ya  muebles,  ya 
Inmuebles,  que  tienen  el  oaráister  4e  reservables. 

De  la  misma  manera,  si  hemos  hecho  constar  que  la  obli  - 
gación  de  reservar  no  constituye á  Doña  Angela  en  mera  usu- 
fructuaria, sino  en  adquirentede  un  dominio  revocable,  es  de  - 
clr,  sujeto  á  una  condición  resolutoria,  heínos  de  aplicar  tam. 
bien  al  presente  caso  el  art.  109  de  lá  ley  Hipotecaria,  qu  e 
también  permite  la  referida  enajenación  con  ciertos  y  deter  - 
tninados  requisitos. 
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Finalmente,  la  dootrina  que  sastentamos  ha  8Ído  aceptada 
por  la  Dirección  general  de  los  Registros,  en  su  Besolución  de. 
25  de  Junio  de  1892.  £n  efecto,  según  esta  Resolución,  la  ena* 
jenadón  es  válida,  porque  los  artículos  974  y  976  del  Código 
civil  son  aplicables  por  analogía,  supuesto  que  se  refieren  á 
bienes  reservables,  y  no  han  de  ser  más  privilegiados  los  pa- 
rientes dentro  del  tercer  grado,  en  la  reserva  del  art.  811,  qué 
ios  hijos  en  la  reserva  del  art.  968,  y  sobre  todo,  porque  la  re- 
serva únicamente  implica  una  condición  resolutoria,  y  los  bie« 
nee  sujetos  á  esas  condiciones  pueden  ser  válidamente  enaje- 
nados, con  arreglo  al  109  de  la  ley  Hipotecaria. 


*  m 


Resumiendo:  Doña  Angela  Alvarez  Prieto  tiene. obligación 
de  reservar  las  porciones  legítinias  de  bienes  de  la  testamenta* 
ría  de  su  difunto  marido  D.  Marcial  Prieto  Ramos,  correspon* 
dientes  á  las  niñas  Marciala  y  María,  y  que  le  han  sido  trans^ 
mitidas  por  ministerlb  de  la  ley  mediante  la  declaración  judi- 
cial de  heredera,  como  madre  de  las  expresadas  niñas,  teniendo 
obligación  de  constituir  garantía  hipotecaria  para  responder 
de  la  restitución  ó  valor,  según  los  casos,  de  los  bienes  mue^- 
bles  que  tengan  el  carácter  de  reservables,  sin  que  la  obliga- 
ción de  reservar  convierta  á  Doña  Angela  en  una  mera  usa- 
fructuaria,  sino  en  una  adquirente  de  dominio  revocable,  y 
por  lo  tanto,  sin  que  proceda  hacer  hijuela  de  la  nuda  propie- 
dad de  dichos  bienes  reservables  á  favoif  de  D.  Alfonso  Prieto 
Revilla,  y  teniendo  facultad  Doña  Angela  para  enajenar,  en  la 
forma  y  con  los  requisitos  legales^  los  referidos  bienes. 

Tal  es  mi  dictamen,  salvo  otro  más  acertado  en  contrario» 

Dr.  Rafael  db  Ureíía. 

,   £n  mi  ••tudio  dé  Madria,  k  18  dé  Manso  d«  1895. 


¿INFIDELIDAD  Ó  MALVERSACIÓN? 


FrecaenteB  son,  por  desgracia,  los  casos  en  que  los  funcio^ 
n  arios  encargados  del  ser?ício  de  Correos,  faltando  á  sus  m&f^ 
elementales  deberes  y  abusando  de  la  confianza  en  ellos  depo- 
sitada, detienen  la  correspondencia  y  sustraen  valores  en  las 
cartas  contenidos:  ora  previa  y  solemnemente  declarados,  ora 
garantidos  por  la  fidelidad  del  certificado.  Ahora  bien:  quien  en 
tan  reprobados  manejes  se  compromete,  el  que  asi  viola  el  se* 
creto  de  la  correspondencia,  perturba  el  público  servicio  y  se^ 
apropia,  al  fin,  lo  que  no  le  pertenece,  ¿qué  delito  comete?  ¿Ea 
el  de  malversación  de  caudales  públicos  ó  el  de  infidelidad  en 
la  custodia  de  documentos,  que  en  lugares  muy  diversos  del  Có- 
digo penal  y  con  muy  distinta  pena  el  mismo  prevé  y  castiga? 

Séanos  permitido  estudiar  esta  compleja  cuestión  en  el  te- 
rreno puramente  doctrinal  y  de  derecho  constituyente^  pri- 
mero, para  venir  después  al  constituido,  al  terreno  práctico,  de 
legislación  y  jurisprudencia  penal  vigentes,  ó  de  inmediata  y 
n^ determinada  y  segura  aplicación. 

Sabido  es  que  al  primero  de  los  delitos  enunciados,  el  dé 
malversación,  lo  integran  y  constituyen  dos  elementos  cardi- 
nales, á  saber:  el  atentado  á  la  f e  pública  que  comete  el  fun- 
cionario sustrayendo  ó  apropiándose  caudales  puestos  á  su  dis- 
posidóñ  ó  cargo,  y  el  carácter  mismo  de  estos  propios  cauda- 
dales  ó  efectos,  dada  la  consideración  que  en  sí  merecer  deben »., 
ya  en  principios  de  general  y  directa  consideración,  ya  por  vir- 
tud de  aquella  amplia  asimilación  que  el  Código  penal  estable- 
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ce,  estimando  cuasi  públicoa  (al  equiparar  éstos  á  los  anteriores, 
con  propósito  de  igualarlos  en  protección),  no  sólo  los  provin- 
ciales, municipales  y  de  establecimientos  de  beneficencia  ó 
instrucción,  sino  aun  de  los  particulares,  en  el  más  riguroso  sen- 
tido, siempre  que  depositados  fueren  por  autoridad  pública  (1). 

Aplicaado  está  teoría  general  al  caso  práctiiso  enunciado, 
no  puede  existir  duda:  1.^  Que  el  administrador,  oficial,  auxi- 
liar-cartero, ordenanza,  etc.,  empleado  del  ramo  de  Correos,  es 
funcionario  público,  según  el  amplio  criterio  que  de  este  con- 
cepto nos  da  ley  sancionadora.  2.^  Que  los  fondos  que  bajo  la 
forma  de  valores  declarados  y  para  cursarlos  á  su  destino  se  le 
entregan,  obran  en  poder  de  aquél  por  razan  de  stis  funcüme$^ 
-cual  con  los  Códigos  de  Berna  (art.  92),  Alemania  (art.  350)« 
Cantones  del  Tesino  (art.  111),  de  Friburgo  (art.  272)  y  de 
<j[iuebra  (art.  155),  expresa  nuestro  Código  (art,.  405);  ó  bien 
como  en  este  particular  y  caso  se  expresan  otios  extranjero^ — 
-que  es  curioso  señalar  la  amplia  yaxiedad  de  fóriQulas  con  que 
•procuran  sintetizar  todos  el  propio  penaamiento;-r-por  razón  de 
su  oficio  ó  cargo  (Cód.  francés/art.  160),  auptriaoo  (art.  161)  y 
belga  (art.  240);  bajo  cualquier  titulo  ó  causa,  Coi.  del  Brasil 
(art.  172),  mejicano  (art.  1026);  4  su  vigilancia  y  custodia,  Códi- 
gos de  Vaud  (art.  349),  Zurich  (art.  171)»  Paraguay  (art.  443); 
gestién  ó  conservación,  Cód.  sueco  {cap.  25,  §  II);  consignación  ó 
cuidado  (Chile  art.  233),  etc.,  etc. 

Lo  únioQ  que  podrá  ofrecer  duda  es  si  concurre  y  es  de 
«preciar  ó  no  en  el  presente  caso  el  tercer  requisito  esencial, 
-que,  según  el  art.  504  del  Código,  ha  de  darse  para  que  el  de- 
lito de  malversación  exista;  esto  es,  que  los  precitados  Talores 
-declarados  merezcan  la  consideración  de  efectos  ó  caudales  pú- 
blico». Y  á  este  respecto  ocurre  preguntar:  el  Estado,  al  ase- 
gurar y  garantir,  mediante  el  pago  de  la  cuota  que  exige  y  el 
cumplimiento  de  las  formalidades  que  establece,  ¿hace  suyos 
los  ea^presados  valores?  ¿Les  presta  su  público  carácter,  ó  per- 

n)     Art.  410. 
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manecen  en  todo  caso  con  el  de  privados  que  tenían,  «quiera «. 
y  en  el  supuesto  de  extravio,  responda  de  su  restitución  ó  re- 
íntegro? 

Quedemos,  por  el  momento,  fijados  asi  los  términos  que^ 
han  de  servirnos  de  punto  de  partida,  especie  de  jalones,  para 
volver  sobre  la  ruta  en  ulteriores  razonamientos,  7  examine- 
mos esta  propia  cuestión  legal  bajo  el  otro  aspecto  indicado . 

Con  el  epígrafe  de  infidelidad  en  la  custodia  de  documen* 
toe,  ocúpase  el  Código  penal  de  cierta  especie  de  abusos  fun- 
cionales, también  graves  y  merecedores  de  castigo;  abusos  en 
que  hallamos  la  propia  traición  del  empleado  á  sus  deberes^ 
el  mismo  abuso  de  confianza,  idéntica  alarma  y  á  veces  no 
menor  perjuicio.  Pues  bien:  dentro  de  esa  especie,  pénase  en 
el  art.  375  cal  funcionario  público  que  sustrajere,  destruyere 
ú  ocultare  documentos  6  papeles  que  le  estuvieran  confiados  por 
razón  de  su  cargo». 

Subrayamos  de  intento  la  palabra,  porque  ella  indica  tín 
necesidad  de  comentario  su  genuino  sentido  y  alcance,  y  si  in- 
vestigamos precedentes  y  concordancias  al  texto,  ellos  nos  co- 
rroborarán también  que  en  ninguno  otro  legal  se  sobreentiende 
por  documentos  6  papeles ^  (1)  valores  de  ningún  género. 

En  efecto,  nuestro  Código  de  1822  decía  á  este  respecto: 
«...  cualquiera  que  maliciosamente  sustraiga  ó  destruya  el 
iodo  ó  parte  de  algún  proceso  civil  ó  criminal,  pro  tocólo  t^,  etc* 
(^art.  487);  el  Código  de  Prusia  añade  á  su  vez  cualquiera  clase 
de  papeles,  registros,  actas  ó  efectos  custodiados  en  los  archivos,  etc^ 
(art.  254);  simplemente  documentos,  pone  el  Código  austríaco 
(art.  86);  acta  ó  títulos,  los  Códigos  del  Brasil  (art.  129),  Bélgica 
(art.  241),  cantón  de  Friburgo  (art.  273)  y  Ginebra  (art.  157); 
pieza  que  tenga  el  deber  de  conservar  el  funcionario,  leemos  en  el 
del  cantón  de  Vaud  (art.  334),  etc.,  etc. 

Tenemos,  por  consiguiente,  que  para  que  este  delito  exista. 


(1)     Esto  mismo  decU  el  Código  de  ISSO  j  expresan-  los  moderaos  de  Ohiier 
tytt.  MS;,  JPortagal  (art.  811),  y  Bep&bUca  argentina  (art.  941). 


i 
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y  «ea  de  penar,  neceBÍtase  la  concurrencia  de  los  sigaienteB  re- 
quisitos: 1.^/  que  sea  el  agente  un  funcionario  público;  2.^,  que 
fiustraiga,  destruya  ú  oculte  los  documentos;  3.^,  que  los  docu- 
mentos que  sustraiga,  destruya  ú  oculte  le  estén  confiados 
por  razón  de  su  cargo;  y  4.^,  que  con  la  sustracción,  destruc- 
ción ú  ocultación  resulte  un  daño  á  tercero  ó  á  la  causa  pú- 
blica. Todos  ellos,  conceder  podemos  sin  dificultad  que,  en  te- 
«is  general,  se  dan  en  el  caso  de  apertura  y  sustracción  de  un 
pliego  conteniendo  valores  declarados  que  un  oficial  del  cuer- 
po de  Correos  efectúa;  ¿pero  diremos  otro  tanto  respecto  á  que 
los  valores  de  referencia,  billetes  de  Banco,  títulos,  efectos  pú- 
blicos, documentos  de  crédito  al  portador  ó  endosados,  sean 
«implemento  documentos  6  papeles  ^  como  el  articulo  expresa? 

¿Si  fué  el  ánimo  del  legislador  penar  la  infidelidad  que  el 
funcionario  comete,  alcanzó  que,  mediante  ella,  no  sólo  re- 
sultara daño  á  tercero  ó  á  la  causa  pública;  sino  que  implicase 
Terdadero  despojo,  no  ya  de  los  bienes  de  otro— que  al  cabo  y 
al  fin  de  los  del  Tesoro  habrá  de  reintegrarse, — sino  del  Esta- 
do mismo,  en  definitiva,  de  los  verdaderos  caudales  públicos? 

He  aquí  ya,  con  lo  apuntado,  presentada  en  términos  más 
concretos,  y  con  las  debidas  referencias  previas,  la  cuestión 
misma,  que,  cual  se  entiende,  no  se  ajusta  por  entero,  ni  en  uno 
ni  en  otro  caso,  á  los  términos  del  Código,  en  cuanto  para  en- 
cajar en  el  art.  504  echábamos  de  menos  que  á  los  valores  de- 
x;larados  que  á  la  estafeta  se  confían  conviniesen  por  completo 
los  caracteres  con  que  la  ley  distingue  los  valores  públicos  que 
son  materia  de  la  malversación;  y  para  serle  aplicable,  por  otra 
parte,  al  funcionario  que  los  sustrae  el  art.  375,  no  menos  nos. 
extraña  que  la  cualidad  de  los  mismos  quepa  dentro  de  la  ge- 
nérica calificación  de  documentos  ó  papeles^  que  el  artículo  em- 
plea. 

9 

Por  tanto,  ¿á  qué  calificación  debemos  de  atenernos?  ¿Cuál 
es  la  que  procede?  Porque  el  problema  bien  merece  fijemos 
nuestra  atención  en  Jresolyerle,  no  sólo  por  su  importancia  in- 
trínseca, sí  que  también  por  la  que  de  indirecto  modo  ha  ve- 
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TÜdo  á  prestarle  una  razón  de  competencia»  en  el  Tribunal  lla- 
mado á  conocer  en  todo  caso  de  la  causa;  ya  que  de  los  delitos 
de  malversación  de  caudales  públicos  entiende  el  Jurado,  j 
«del  de  infidelidad  en  la  custodia  de  documentos  solo  y  exclu* 
«ivamente  los  Tribunales  de  derecho. 

De  atenernos  á  la  jurisprudencia,  este  último  delito  habrá 
<^e  considerarle  cometido;  pues  por  sentencia  de  14  de  ülarzo 
<le  1889  se  resuelve:  cque  incurre  en  la  responsabilidad  dol  ar- 
tículo 375,  el  Administrador  de  Correos  que  retiene  un  certifi- 
cado y  sustrae  de  él  la  cantidad  que  contenia,  aun  cuando  ésta 
«ea  reintegrada  á  su  consignatario,  porque  el  daño  de  que  ha- 
bla el  artículo  está  en  el  hecho  de  abrir  la  carta  y  sustraer  los 
valores»;  y  adiciona  otra  de  19  de  Diciembre  de  1889:  cpuesto 
^ue  para  los  efectos  de  la  sanción  penal  basta  que  haya  ocul- 
tación, y  ésta  se  comete  con  el  sólo  hecho  de  retener  la  correa- 
pendencia  indebidamente  y  no  entregarla  á  su  tiempo  al  des- 
tinatario». 

Y  cuenta  que  no  es  tan  sólo  nuestro  Supremo  Tribunal  de 
Casación  el  que  asi  resuelve  la  duda,  sino  el  de  la  República 
vecina,  que  aplicando  artículos  de  su  Código  penal  de  exacta 
concordancia  con  el  español,  estima,  por  resolución  de  19  d^ 
Enero  de  1855,  culpable  de  este  propio  delito  de  infidelidad,  y 
no  de  malversación  (forfaiture)^  á  la  Directora  de  la  estafeta  de 
correos  de  Saint-Malo  de  Lalande,  que  sustrajo  un  billete  d« 
200  francos  de  una  carta  depositada  en  sus  manos  para  enviar- 
la á  su  destino,  añadiendo  en  sus  considerandos  dicha  sen- 
tencia, que  los  billetes  de  Banco  en  referida  carta  contenidos, 
aunque  reembolsables,  como  títulos  al  portador,  á  su  presenta- 
<;ión,  constituían  después  de  todo  verdaderos  títulos,  también 
en  poder  de  la  sustractora  (1). 

Parece  que  con  esto,  ante  tan  terminantes  soluciones,  poco 
•ó  nada  habrá  que  objetar;  mas  como  al  terreno  doctrinal  y  de 
xierecho  constituyente  trajimos  de  intento  y  muy  principal- 


<1)     BíM.  crim.,  p.  28. 
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mente  el  estadio  Bumarlsimo  de  este  tetna,  con  ánimo,  más  que 
de  resolver,  de  iniciar  en  él  plumas  más  versadas  que  la  nues- 
tra; de  aquí  que,  á  nuestro  humilde  entender,  y  salvando  todos 
los  respetos,  tengamos  por  una  verdadera  y  caracterizada  mal- 
versación el  hecho  tantas  veces  repetido.  Dicelo,  con  preferen* 
cía  á  toda  otra  calificación,  el  carácter  del  funcionario  agen- 
te culpable,  el  espíritu  é  índole  de  sus  funciones,  sus  prin- 
cipales deberes  más  directamente  violados,  el  depósito  que  ea 
él  hubo  de  hacerse  y  hasta  la  índole  y  clase  dp  los  valores,  á 
nuestro  modo  de  ver  públicos;  que  no  se  trata  aquí  de  simple» 
documentos  ó  papeles  sencillamente,  pues  aquéllos,  desde  el  ins- 
tante en  que  el  Estado  los  garantiza  y  asegura  todo  evento  6 
riesgo  dé  perderse,  comprometiéndose  á  reintegrarlos  con  loa 
suyos  propios,  los  hace  suyos,  tanto,  que  sus  propios  depen- 
dientes,  aquellos  á  quienes  confió  su  custodia  ó  su  transporte,, 
se  los  sustraen  de  las  propias  arcas  del  Errarlo  en  general,  de 
los  verdaderos  caudales  públicos  se  satisfacen  y  reembolsan. 

Y  con  esto  terminamos.  Mucho  pudiéramos  aun  decir,  prin- 
cipalmente sobre  lo  que  significa  esa  otra  especie  de  figura  de 
delito  que  se  llama  infidelidad  en  la  custodia  de  documentos^ 
Su  mero  enunciado  lo  expresa:  quien,  encargado  de  ellos  por 
las  propias  funciones  de  su  oficio,  los  destruye  ú  oculta,  con 
daño  más  ó  menos  grave  de  tercero  ó  de  la  causa  pública,  es  in- 
fiel á  su  custodia,  abusa  de  la  confianza  en  él  depositada;  pero 
á  nadie  se  le  ocurrirá  decir  que  estafa,  roba  ó  sustrae  dinero- 
de  otro. 

La  execración  que  llama  sobre  sí  el  funcionario  que,  ha- 
ciendo traición  á  su  cargo,  este  más  grave  y  feo  delito  comete,, 
pregona  con  más  elocuencia  que  razonamientos  y  sentencias, 
que  lo  que  perpetra  es  en  puridad  un  verdadero  jpecuZoio:  una 
malversación  de  caudales  públicos,  públicamente  á  su  honradez  j 
fidelidad  confiados. 

José  Gabcía  Rombro  db  Tbjada» 
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rt.  Concepto  del  Estado. — 8.  Concepto  de  la  sooiedad. — ^8.  El  Entado  !<o4^:hI. 
— 4.  Su  dereclio  interior. — 6.  La  voluntad  oon8t¡tiieional.~d.  Entado 
oficial. — 7.  8a  formación. — 8.  Sistema  electoral.— 9.  Relación  entro  el 
Estado  y  bvlb  órganos. — 10.  Autoridad. — 11.  Opinión  pública.  — 12  Koo 
nomia  social. — 18.  Derecho  exterior  del  Estado  social. — 14.  ClasifícHción 
de  las  personas  sociales. — 15.  El  Estado  en  las  sociedades  totales  y  en  las 
espociales. 


1.  Si  iodo  ser  68  ser  jurídico,  en  el  sentido  de  sujeto  dejexi- 
gencias,  de  pretensiones  (de  cderechos  en  sentido  subjetivo», 
como  solía  clásicamente  decirse),  sólo  la  persona  lo  es  á  la  ves 
y  conjuntamente  como  sujeto  de  obligaciones  (en  el  doble  con- 
cepto, pues,  de  la  relación  jurídica);  ora  se  tome  la  palabra />er  - 
sana,  como  algunos  quieren,  por  equivalente  á  ser  dotado  de 
una  vida  espiritual  más  ó  menos  intensa  y  elevada,  ora  se  le 
reduzca  al  concepto,  usualmente  admitido,  de  ser  racional,  que 
expresa  el  grado  supremo  del  proceso  psíquico.  De  a(}ui  que 
toda  persona,  como  ser  dotado  de  conciencia,  ó  sea  de  conocí  - 
miento  y  discernimiento,  de  inclinaciones  y  afectos,  de  volun- 
tad y  libertad,  dirige  por  si  sus  relaciones  jurídicas,  como  las 
lernas  de  su  vida:  relaciones  que  constituyen  en  ésta  una  esfe  - 
ra  sustantiva  y  propia,  al  modo  de  todas  las  otras,  gobernán- 
dolas independientemente,  según  los  varios  grados  adecuados 
al  de  su  capacidad  para  ello,  ya  en  autarquía  ó  soberanía,  ya 
-con  auxilio  de  tutela,  mediante  representación,  etc. 

El  círculo  sustantivo  de  derecho  que  rige  una  persona,  sea 
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individual,  sea  social,  lo  mismo  una  aldea  que  un  imperio,  se 
llama  Estado;  aunque  este  nombre  se  reserva  hoy  muchas  veces 
para  el  último  grado  constituido  en  la  sociedad  humana,  el  Es- 
tado nacional  ó  por  antonomasia,  por  ser  el  único  que  posee  so^ 
bemnia  exterior  indeSnida.  La  mayoría  de  los  que  asi  proceden : 
no  niegan,  ciertamente,  por  esto  que  el  municipio  forme  una  so- 
ciedad sustantiva,  con  propio  derecho  y  modo  de  regirse  ó  go^ 
bernarse,  sino  que  deba  corresponderle  aquel  nombre.  El  pro- 
ceso centralista  de  la  formación  de  casi  todos  los  Estados  nado- 
nales  modernos  explica  y  disci^pa  esta  preocupación:  pues 
toda  concepción  teórica,  como  todo  arte,  literatura,  etc.,  es, 
bajo  un  respecto  y  sin  menoscabo  de  su  originalidad,  expre- 
sión ideal  de  la  sociedad  en  el  seno  y  por  virtud  de  la  cual  se 
produce. 

2.  Toda  sociedad,  en  su  má»  amplio  sentido,  es  un  grupo 
donde  se  resuelven  una  ó  más  oposiciones  (sexo,  carácter,  fines, 
profesiones...),  cuyos  miembros  cooperan  á  un  fin  común,  des- 
envolviéndose de  aquí  una  división  de  funciones  que  trae  con- 
sigo la  de  órganos  adecuados  para  ellas;  aunque  ese  fin  se  re- 
duzca á  términos  tan  elementales,  como  el  de  la  mera  defensa^ 
recíproca  contra  un  enemigo  exterior;  y  aunque  la  conciencia 
del  mismo  en  los  individuos  sea  más  ó  menos  rudimentaria,  y 
aun  falte  actiso  por  completo  (1)  y  su  organización  tenga  un  ca- 
rácter sumamente  sencillo,  indefinido  y  transitorio.  La  socie- 
dad^ como  todos  los  términos  de  la  vida  humana,  pues  el  hom- 
bre no  es  más  que  el  grado  superior  y  armónico  de  la  vida  uni- 
versal entera,  se  halla  prefigurada  ya  en  los  grupos  animales,, 
mostrando  que  no  es  un  mecanismo  artificial,  convencional  y 
más  ó  menos  contingente,  para  el  servicio  de  los  individuos;  ni 
unA  organización  (que  quiere  significar  muy  otra  CQ3a)  sino  ua 


(1)     Se  habla  aini  de  concienoia  refiexiva:  pues  sin  una  tendencia,  instinto», 
apetito,  ó  como  quiera  llamársele,  por  oscuro  que  sea,  no  hay  cooperación, 
ni  sociedckd  por  tanto;  y  esa  tendencia  es  ya  un  fenómeno  psíquico,  nna^fan-^ 
ción  de  la  conciencia,  aunque  no  por  esto  de  la  reflexión. 
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crganümo  natural:  esto  es»  una  anidad,  un  ser  vivo,  con  la  con- 
siguiente división  de  funciones^  aunque  no  siempre  de  árganos; 
lo  cual  no  quiere  decir  que  sea  puramente  físico,  sino  producto 
espontáneo  de  la  naturaleza  del  hombre  y  su  constitución  esen- 
cial 7  objetiva,  psíquica  y  física.  Este  organismo  se  va  concre- 
tando gradualmente,  con  lentitud  ó  con  rapidez,  y  obedeciendo 
á  causas  muy  diversas;  entre  ellas,  la  voluntad  del  hombre,  tá- 
cita ó  expresa,  instintiva  ó  reflexionada,  sólo  es  una  de  tantas, 
ya  más,  ya  menos  importante. 

Este  proceso  se  verifica  como  condensación  de  una  especie 
de  masa  amorfa,  por  decirlo  así,  en  núcleos  singulares,  defini- 
dos, que  dejan  fuera  y  sin  organizar  inmensa  parte  de  ella;  por 
ejemplo:  ¿dónde  están  los  límites  de  las  llamadas  clases  €  me- 
dias», cobreras»,  etc.?  Así  también,  la  familia  doméstica,  en  el 
sentido  moderno,  es  un  núcleo  concretado  en  el  seno  de  la  gen- 
tilicia, cuyo  límite  es  imposible  encontrar;  ó  un  círculo  de  con- 
versación y  recreo,  un  gremio  profesional,  una  Universidad, 
un  asilo,  una  iglesia,  el  comité  de  un  partido  político,  son 
también  centros  concretos  y  definidos,  dentro  del  medio  vago  é 
indiferenciado  del  trato  social  libre,  de  la  induíitria,  el  estudio, 
la  beneficencia,  la  afinidad  de  espíritu  religioso  ó  político 
y  demás  vínculos  difusos  en  la  Humanidad,  única  sociedad 
donde  todas  esas  relaciones  quedan  ya  definitivamente  limita- 
das y  cerradas.  Conviene  not>ar  esto,  porque  el  prurito  de  la 
organización  exterior  líeva  muchas  veces  hofy  á  desestimar, 
como  si  no  existiesen,  esos  grupos  indefinidos;  considerando, 
V.  gr.,  que  un  partido  ó  una  confesión  religiosa  consta  sólo  de 
las  personas  inscritas  oficialmente  en  sus  censos;  y  olvidando, 
por  otra  parte,  que,  desde  el  credo  más  cerrado,  ortodoxo  y  rí- 
gido, á  la  más  vaga  opinión  disidente,  media  siempre  un  pro- 
ceso continuo.  A  estas  masas  amorfas  es  á  las  que  llama 
Scháffle  ctejido  conjuntivo  social*» 

No  hay  sociedad,  pues,  ni  organismo,  en  una  serie  indefi- 
nida de  individuos  con  una  ó  varias  notas  comunes  (como  no 
\bl  hay  siquiera  en  una  muchedumbre  accidentalmente  reunida 
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•a  determinado  lugar  y  para  determinado  fin);  sino  una  me- 
ra colectividad  (universitas  inordinata).  Pues  la  unidad  del 
fin,  sin  la  diferenciación  de  itmciones,  no  engendra  esa  defi- 
nición y  limitación  que  constituye  la  base  cierta  de  toda  so- 
ciedad y  el  motivo  de  la  formación  de  sus  órganos  especiflcoSi 
los  cuales  no  son  caracteristicos,  como  se  ha  pretendido,  de 
todo  sér^  unidad  ú  organismo,  pero  si  del  organismo  social  ó 
plural. 

3.  Cada  una  de  estas  sociedades  es,  no  sólo  un  verdadero 
fér»  una  realidad  sustantiva,  sino  una  verdadera  persona,  do- 
tada de  conciencia,  ó  sea,  de  ideas,  sentimientos,  aspiracio- 
nes y  tendencias  comunes,  que  aparecen  como  la  fase  interna 
y  espiritual  de  su  vida,  tan  luego  como  se  forma  cierta  unión, 
«ea  total,  sea  parcial,  entre  varios  individuos  al  menos.  Por 
eso  constituye  un  ser  de  derecho  y  un  propio  Estado.  Pues  ni 
puede  vivir  interiormente  sin  relaciones  jurídicas,  ni  éstas 
pueden  ser  determinadas,- cumplidas,  garantizadas,  etc.,  me- 
diante otras  personas  extrañas,  sino  por  la  persona  social  mis- 
ma, en  su  unidad  y  merced  á  la  cooperación  de  sus  individuos, 
como  miembros  solidarios  del  todo,  en  la  interior  jerarquía  de 
sus  órganos  definidos.  Por  el  contrario,  en  su  derecho  exterior^ 
ó  sea  el  propio  de  sus  relaciones  con  los  demás  sujetos  jurídi- 
cos independientes,  forma  sólo  parte,  como  el  individuo,  de 
un  orden  y  Estado  superior,  común  á  todos  ellos. 

La  vida  de  toda  sociedad  es,  pues,  un  sistema  de  acciones 
y  reacciones  entre  todos  sus  miembros,  y  entré  éstos  y  ella, 
para  el  fin  común.  Sin  duda,  en  esta  constitución  dinámi- 
ca, puede  decirse  que  hay  una  doble  dirección:  del  todo  á  cada 
uno  de  sus  miembros  y  de  cada  uno  de  éstos  hacia  los  demás 
y  hacia  el  todo;  y  con  esto,  una  especie  de  atracción  y  repul- 
sión sociales  (caltruismo»  y  cegoísmo»).  Pero,  asi  como  en  la 
naturaleza  no  son  estas  dos  fuerzas  sino  direcciones  relati- 
vamente  contrarias  de  una  misma,  asi  también  acontece  en  la 
sociedad. 

No  es  ésta,  ciertamente,  anterior  al  individuo,  que  algu- 
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nos  (1)  consideran  producto  de  la  diferenciación  del  todo  so- 
cial primitivo:  pues  siempre  son  dados  al  par  ambos,  propios  ó 
irreductibles.  Pero  tampoco  es  un  derivado  de  los  individuos,  un 
producto  secundario  de  su  unión,  más  ó  menos  accidental  y  ar* 
bitraria,  viniendo  á  restringir  la  sostantividad,  libertad  y  dere- 
cho nativos  de  éstos,  por  un  sistema  de  limites  á  que  tienen  qué 
resignarse  como  á  un  mal  necesario.  Bl  individuo,  en  la  vida  so- 
cial, lejos  de  sufrir  menoscabo,  se  desenvuelve  y  completa,  con- 
firmándose y  sosteniéndose  su  propia  autarquía  mediante  la  del 
todo  social,  y  viceversa.  Y  asi  toda  sociedad  y  su  Estado  con- 
servan la  sustantividad  de  sus  miembros,  no  ya  á  pesar,  sino 
á  favor  de  la  cooperación  que  en  ellos  excita  para  el  fin  social 
y,  además,  por  el  mutuo  auxilio,  de  unos  para  con  otros,  que 
esta  misma  cooperación  necesariamente  promueve. 

No  es  el  Estado,  pues,  parte  de  la  sociedad,  ni  aun  si- 
quiera, como  otros  quieren  (2),  semejante  al  sistema  de  los 
centros  nerviosos,  cuya  función  es  dirigir  el  resto  del  orga- 
nismo; ni,  por  tanto,  la  sociedad  una  masa  inorgánica,  que 
por  medio  de  aquel  in^ituto  se  organiza  (3);  ni  el  único  víncu* 
lo  que  mantiene  unidos  á  los  individuos  y  hace  de  ellos  un 
todo  (4);  sino  que,  cuantitativamente,  es  la  sociedad  tnwna^ 
aunque  sólo  en  el  respecto  y  cualidad  de  su  función  jurídica; 
coincidiendo,  por  tanto,  los  límites  de  ambos  órdenes. 

4.  £1  derecho  de  toda  persona  social  puede  dividirse,  conio 
el  del  individuo,  en  dos  esferas:  Merno,  que  abraza  el  orden  de 
condiciones  necesarias  para  su  vida  como  Estado,  en  su  unidad 
y  en  sus  relacicmes  interiores  con  sus  miembros;  y  externo,  que 
se  refiere  á  las  condiciones  de  esa  vida,  en  su  acción  y  reacción 


(1)  Y.  gr.f  Hegel,  Wundt,  SchftfOe  (cada  onal  k  su  modo). 

(2)  Spencer»  De  Greef»  etc.— Beouérdese  la  fiebre  polémica  de  aquél 
con  Huxley,  que,  por  su  parte,  tampoco  estaba  más  acertado  al  comparar  el 
nexo  social  con  el  quimismo,  en  su  afim  de  salvar  la  individualidad. 

(3>     Hegel. 

(i)  Ardigé  («el  dereoho  es  la  ñiersa  espeoiñca  del  organismo  social»;,  7 
otros  mucboi4  italianos. 
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con  laB  demá49  personas,  ora  exteriores,  ora  interiores  á  ella» 
pero  como  sujetos  independientes. 

¿k>nsideremos  la  esfera  interior. 

Ante  todo,  el  organismo  del  Estado  depei^ide  de  un  sis- 
tema de  condiciones  fundamentales  (la  Consiüución),  que  la 
persona  guarda  en  su  conducta  como  otras  tantas  normas  y 
piostülados  de  su  actividad  jurídica.  Estas  condiciones^  á  au 
vez,  dependen,  en  parte,  de  su  sentido  y  disposición  de  espí- 
ritu, y  por  tanto,  de  su  voluntad;^  en  piarte,  de  circunstan- 
cias superiores  á  ésta  y  que  provienen,  sea  dé  la  Na,turaleza, 
sea  de  la  Historia;  formando  así  por  varios  modos  otros  tantos 
limites  é  influjos  para  dicha  voluntad.  En  el  Estado  social»  la 
adhesión  y  fidelidad  á  estas  condiciones  más  permanentes  de 
su  vida,  ó  sea,  la  función  dé  la  conciencia  y  voluntad  sociales^ 
se  expresa  aquí,  como  en  todos  los  órdenes,  en  dos  formas:  1) 
tácita  é  indirecta,  revelada  en  los  hechos,  consuetudinaria 
(aunque  se  halle  reducida  á  escritura — consuetudo  soripta);  ^ 
expresamente  declarada  y  legislati vacila  cual  puede  hallarse, 
ora  dada  en  diversas  leyes  particulares,  establecidas  en  épocas 
y  circunstancias  diferentes  (como  acontece,  v.  gr .^  con  la  Ck)n8- 
titución  nacional  en  Inglaterra)^  ora  codificada  en  una  sola  ley 
fundamental  (como  en  Bélgica  ó  en  España);  3)  ó  un  com-'. 
puesto  de  prácticas,  leyes  y  código,  que  es  lo  más  frecuente; 
pero  téngase  en  cuenta  que  el  elemento  consuetudinario  es  el 
único  que  no  falta  jamás:  La  distinción  que  á  veces  se  hace  en* 
tre  leyes  «constitucionales»  y  «secundarias  ú  orgánicas»,  des- 
tinadas á  la  aplicación  y  desenvolvimiento  de  aquéllas  (distin- 
ción conservada  aún  por  Bryce),.ño  parece  fundada:  pues  su- 
pone que  las  primeras  forman  un  cuerpo  enteramente  defini- 
do, cerrado,  indiferente  é  inmóvil,  incapaz  de  ser  alterado  por 
el  desarrollo  de  los  restantes  órdenes  jurídicos;  mientras  que, 
por  el  contrario,  este  desarrollo  (y,  en  rigor,  hasta  sus  últimos 
pormenores)  reobra  siempre,  por  inevitable  necesidad,  sobre 
todo  el  sistema.  Y  así,  cualquier  ley,  regla  ó  decreto,  una  vez 
vigente  (no  meramente  promulgada) ,  cualquier  costumbre  ó 
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>práctioa,  na  pueden  menos  de  influir  sobre  dichas  bases,  por 
fundamentales  que  sean;  ó  lo  que  es  igual:  toda  norma  real 
j  yerdaderajnente  adoptada  por  el  Estado  en  su  vida  es  in- 
^directamente  ccmstitucional.  Asi  acontece  en  rigor  en  Ingla- 
terra, lios  partidos  políticos  españoles,  durante  cierta  época, 
han  mantenido,  por  el  contrario,  prolijas  discusiones  sobre  este 
punto;  estimando,  unos,  que  la  legislación  constitucional  sólo 
pedia  dictarse  por  una  asamblea  especial,  convocada  ad  hoe 
(Cortes  con8tituyente6);yotros  juzgando  competentes  las  Cor- 
tes ordinarias.  Nótese,  para  terminar,  que  la  historia  no  pre- 
senta siempre  constituciones  codificadas;  pero  en  cambio  (al 
menos,  desde  que  en  el  seno  de  las  sociedades,  mediante  una 
diferenciación  gradual,  se  establecen  reglas  propiamente  le- 
'gisiatiTas},  coexisten  siempre  leyes  y  costumbres,  sin  poder 
suprimirse  unas  á  otras. 

5.  La  parte  voluntaria  y  preceptiva  de  las  bases  del  Es- 
tado social  recibe  los  nombres,  ya  de  «constitución»  (por  anto- 
nomasia), ya  de  estatutos,  ordenanzas,  capitulaciones,  regla- 
mentos, etc.;  y  puede  ser  establecida,  según  los  casos,  ora  por  la 
«decisión  expresa  del  todo  social,  ora  por  la  de  sus  autorida- 
des, como  acontece  con  ias  cartas  otorgadas,  fueros,  etc.,  ó,  en 
otro  orden,  con  las  reglas  de  conducta  dictadas  por  los  pa- 
•  dres  en  la  casa.  Pero,  aunque  parezca  á  veces  revestir  la  for« 
ma  de  un  contrato  (mera  apariencia  en  que  erróneamente  se 
-apoyan  las  teorías  del  pacto  social,  matrimonial,  sinalagmá 
tico,  etc.);  no  lo  03  en  realidad  nunca,  sino  una  verdadera 
declaración  de  la  voluntad  unitaria  de  la  persona  social,  la 
cual  actúa  siempre,  hasta  en  los  casos  en  que  recibe  el  esta- 
tuto de  un  poder  particular  y  aun  exterior  á  la  persona: 
pues  sin  la  adhesión  y  asentimiento  de  ésta,  jamás  un  esta- 
tuto impuesto  ú  otorgado  llega  á  ser  verdadero  derecho  positivo 
(vigente).  Sólo  en  cuanto  la  unión  y  subordinación  de  cada  in- 
dividuo al  Estado  social,  como  el  asentimiento  de  éste  para  re- 
cibirlo en  su  seno,  pueden  ser  obra  de  la  voluntad— tácita  ó 
expresa-^de  uno  y  otro,  entra  en  la  Constitución  ufl  prin- 
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cipio  oo&traetoal:  subordinada  y  secandariamente,  pues.  Por- 
ejemplo:  ninguna  persona  con  plena  capacidad  jurídica  puede 
ser  obligada  éxteríormente  y  contra  su  voluntad  á  pertenecer 
á  tal  ó  cual  municipio,  nación,  corporación,  etc.  Pero  ni  aun 
esto  acontece  siempre:  en  la  sociedad  doméstica,  v.  gr.,  ni  lotr 
padres,  ni  los  hijos  menores  (incapaces  á  la  sazón  de  dirigir  su 
vida  y  relaciones),  pueden  desatar  á  su  albedrio  y  sin  justa 
causa  los  vínculos  que  los  enlazan  en  una  comunión  de  vida 
y  de  derecho;  sino  sólo  en  ciertos  casos,  en  que,  además,  cabe 
que  sean  debidamente  suplidos  estos  vínculos. 

6.     Ya  se  ha  indicado  que  la  vida  jurídica  de  la  persona, 
como  toda  vida,  y  el  desarrollo  de  sus  reglas  de  conducta,  se 
rorifíca  en  dos  formas:  una,  espontánea  y  continua,  constante- 
mente adaptada  á  las  necesidades  individuales,  con  las  cuales 
va  cambiando;  otra,  reflexiva,  artística  é  intermitente,  fruto  de 
un  esfuerzo  personal  del  sujeto,  en  relación  con  las  condicionen 
objetivas  de  su  vida.  En  esta  distinción  se  funda  la  de  la  eos* 
tumbre  y  la  ley,  como  expresiones  ambas  de  la  regla  de  condúc- 
ta  jurídica.  En  el  Estado  social,  la  primera  de  estas  formas  es 
propia  de  todo  el  organismo, indivisa  y  universalmente,  partici- 
pando todos  sus  miembros  en  dicha  función.  Mas  para  la  forma 
reflexiva,  se  desenvuelven  siempre  en  el  cuerpo  social  órgano» 
especiales,  más  ó  menos  complejo^^  según  las  circunstancias,  ya 
transitorios,  ya  permanentes,  y  cuyo  sistema  constituye  coma 
un  Estado  en  segunda  potencia:  la  corporación  de  los  funciona- 
rios ó  magistrados  públicos,  el  Estado  pívfesional  y  oficial ^  in* 
térprete  de  la  conciencia  general.  En  esto,  sigue  el  derecho  la 
misma  ley  que  todas  las  obras  y  ñnes  de  lu  vida,  los  cuales 
(v.  gr.,  la  educación,  la  religión,  el  arte  estético,  la  ciencia> 
corresponden  indistintamente  y  por  igual  á  todos  los  hom- 
bres y  son  por  todos  cumplidos  en  algún  modo  y  grado;  pero',: 
á  la  vez,  merced  á  la  diferenciación  progresiva  de  la  actividad 
social  y  la  división  del  trabajo  que  engendra,  son  objeto  de  di- 
versas profesiones  específicas  que,  en  servicio  del  todo,  ejercen», 
sin  enoWgo,  tan  sola  determinados  individuos,  á  quienes  su. 
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Yocación  lleva  á  educarse  y  adquirir  la  necesaria  capacidad 
para  ellas* 

Toda  persona  social  se  halla  siempre  representada  por  su» 
miembros  actuales;  pero  en  todas  ellas  existe  además  esta  repre- 
sentación ^pecial  y  de  segundo,  grado,  aunque  el  número,  ca>. 
rácter  y  permanencia  de  sus  órganos  profesionales  varíen  según 
la  extensión  y  complejidad  de  cada  sociedad;  mas  sin  que  fal- 
ten nunca:  todo  Estado  es  crepresentativo».  Tampoco  depende 
su  génesis  de  circunstancias  accidentales:  v.  gr.,  respecto  de  los 
Parlamentos,  de  la  imposibilidad  de  que  los  ciudadanos  de  una 
Nación  se  reúnan  todos  para  legislar,  por  ser  muchos;  ni  son 
delegados  ni  mandatarios  de  los  individuos,  ni  aun  del  cuerpo  - 
BociaK  como  si  éstos  pudiesen,  á  su  arbitrio,  confiarles  ó  reser- 
varse aquellas  funciones,  según  piensa  la  democracia  €direeta»r 
pues  hay  siempre  una  distinción  indeleble  entre  la  actividad  di- 
fusa é  inmediata  del  todo  y  ta  especificada  de  sus  órganos,  sien- 
do ambas  por  igual  indefectibles.  Aun  en  el  plebiscito,  el  refe- . 
rendum,  et  concejo  y  demás  instituciones  análogas,  jamás  actúa 
expresamente  el  cuerpo  social  como  un  todo  inmediato  (lo  que^ 
envolvería  contradicción);  sino  verdaderos  órganos  particula- 
res: el  cuerpo  electoral,  los  cabezas  de  familia,  los  mayores  de 
edad^  etc.;  y  hasta  en  el  caso,  por  ejemplo,  de  una  corporación 
pequeña, compuesta  de  individuos  jurídicamente  capaces  todos 
para  el  gobierno  de  la  misma,  subsiste  aquella  distinción  en  la 
unidad  indivisa  de  cada  uno  de  ellos.  Tal  subsiste,  v.  gr.,  en 
la  persona  del  legislador^  junto  con  su  función  específica  de  de- 
clarat  y  promulgar  laa  leyes,  la  de  colalx^ar,  como  elemento 
del  cuerpo  social,  á  la  obra  tácita  y  difusa  del  derecho  consue- 
tudinario. Es,  pues,  ésta  creación  orgánica  é  involuntaria,  na-> 
cida  de  leyes  invencibles j  no  estando  en  manos  de  sociedad^ 
aJguna  tener  ó  no  esos  órganos,  sino  que  se  engendran  inevita- 
blemente, conforme  se  van  presentando  las  condiciones  nece- 
sarias para  su  diferenciación  gradual. 

7i    Fórmanse  dichos  órganos,  ora  en  el  seno  del  Estado  mis- 
-30,  Otra  viniendo  en  parte- á  él,  como  desde  fuera,  á  desempe? 
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ñar  las  funcionee,  una  vez  producidas:  v.  gr.,  cuando  se  nombra 
tutor  á  una  familia,  ó  gobernador  á  una  colonia;  mas  siem- 
pre  en  beneficio  de  la  sociedad  interesada,  en  yirtud  del  prin- 
cipio de  la  representación.  Pues  este  hace  posible  que  cada  su- 
jeto jurídico,  cualesquiera  que  sean  mi  condición  y  qptado«  usa 
por  medio  de  sus  representantes  de  todos  aquellos  dececlioai 
que  no  son  «personalisimos»,  esto  es,  cuyo  ejercicio  uo  re- 
quiere la  intervención  insustituible  de  la  concienda  IndiH^ 
dual  del  agente,  como  lo  requieren  la  elección  de  difoitado,  ó 
de  cónyuge,  ó  la  comisión  de  un  delito,  etc; 

En  cuanto  al  modo  de  determinarse,  en  si  mismo,  sorgen 
á  veces  de  una  manera  rápida,  aunque  nunca  sin  la  necesaria 
preparación  anterior,  más  ó  menos  latente;  otras,  se  van  lenta- 
mente consolidando  y  concretando  en  un  núcleo,  primero  sin 
importancia,  pero  que  poco  apoco  la  adquiere,  merced  á  las 
circunstancias  que  en  él  condensan  y  desenvuelven  sus  fun- 
ciones. Es  de  notar  que,  en  el  Estado,  á  la  formación  de  es- 
tos órganos  viene  más  ó  menos  pronto  á  añadirse  el  carácter 
exclusivo  é  imperativo  propio  de  la  autoridad  política  oficial. 
Pues  en  otros  órdenes  de  la  evolución  social,  en  la  del  len- 
guaje, la  ciencia,  la  moral,  los  usos,  etc.,  la  autoridad  é  in- 
flujo, á  veces  hasta  despótico,  que  adquieren,  ya  determina- 
dos individuos,  ya  ciertos  institutos  y  cuerpos  sociales,  v.  gr., 
una  Universidad,  para  dirigir  el  desenvolvimiento  en  aquel 
orden — autoridad  que  nace  asimismo  de  las  condiciones  y  <;ua- 
lidades  que  dichos  órganos  presentan  en  relación  con  el  espíri- 
tu social  y  les  constituyen  en  sus  representantes  é  intérpretes 
— se  sostiene  tan  sólo  mediante  esta  comunión  y  el  libre  asen- 
timiento de  la  sociedad  para  seguir  la  dirección  que  ellos  le  im- 
primen; pero  sin  ir  por  esto  acompañada  de  otra  fuersa  exte- 
rior, ni  otra  sanción,  que  las  de  la  opinión  pública,  á  lo  sumo. 

£1  elemento  Voluntario,  que  da  á  la  representación  necesa- 
-ria  de  las  personas  sociales  .un  carácter  mixto,  se  refiere  prin- 
cipalm^ente  al  estableciipiento  de  sus  condiciones  y  al  nom- 
'brámiento  de  los  representantes.  La  función  de  la  voluntad 
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4iqaí  eft  la  misma  de  siempre:  decidir  y  ejecutar  lo  que,  aegñn 
la  naturaleza  de  las  cosas,  y  no  el  mero  capricho,  eorre^>oDde; 
peto  ea  esta  función  es  irreemplazable,  por  más  que«  aun  asi 
limitada,  sea  capaz,  sin  embargo,  de  extravíos.  La  libertad  ex- 
'  terior  de  la  voluntad  (que  generalmente,  con  error,  se  estima 
toda  su  libertad  jurídica)  es  tan  sólo  condición  para  ejerci- 
tarla: por  Bjemplo,  para  designar  por  sí  misma,  sin  obstáculo 
ni  intromisión  ajenos,  la  persona  que  por  su  aptitud  intelec 
toal,  moral,  etc.,  y  por  su  comunidad  de  sentido  con  el  espíri- 
tu del  elector,  es,  en  c(mciencia,  la  más  á  propósito  para  una 
determinada  magistratura  pública. 

Esta  designación,  sin  embargo,  parece  verificarse  á  veces 
-de  un  inodo  completamente  involuntario  para  los  miembros 
del  Estado  social.  Tal  acontece  en  el  ya  citado  ejemplo  de  la 
íamilia  doméstica,  donde  la  incapacidad  de  los  hijos  menores 
'los  excluye  de  una  intervención  directa  en  el  régimen  de  los 
negocios  comunes,  que  gobiernan  los  padres  por  derecho  pro-, 
pió;  y  en  las  sociedades  rudimentarias,  ó  en  otras  caídas,  por 
el  contrario,  en  disolución^ y  en  las  cuales  ciertos  individuos, 
cuerpos,  olases,  etc.,  dotados  de  aquellas  cualidades  que  á  ]a 
sazón  les  dan  superioridad  en  relación  con  las  circunstancias  del 
medio,  toman  sobre  sí  el  régimen  del  Estado,  en  algún  modo, 
<somo  por  derecho  propio,  natural,  y  en  forma  que  á  veces  se  ba 
comparado  á  la  llamada  €  gestión  de  negocios»  en  los  asuntos 
<;iviles  (dictadura).  Pero  este  régimen  sólo  puede  ser  temporal 
y  transitorio.  Aun  en  la  familia,  y  en  toda  sociedad,  la  partici  ■ 
pación  de  los  gobernados  en  el  gobierno  sigue  por  lo  común  el 
desarrollo  de  su  aptitud,  hasta  llegar  un  día  al  selfgovm^nmeni: 
á  la  mayor  edad  de  los  hijos,  el  gobierno  necesario  de  los  pa- 
dres se. con  vierte  en  voluntario.  Mas  en  todos  estos  casos  hay 
<>iempre  en  el  fondo  una  afirmación  de  la  voluntad  social,  sin 
El  que  los  titulares  del  gobierno  no  se  sostendrían  de  hecho 
n  punto,  ni  podrían  /desempeñar  sus  funciones,  ni  conser- 
varlas. Los  padres  mismos  no  podrían  gobernar  á  los  hijos,  sin 
'  sumisión  y  aun  cooperación  de  éstos.  La  intervención,  pues^ 
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de  la  voluntad  para  confititoir  los  órganos  sociales  y  el  conté- 
nido  y  procedimiento  de  las  funciones  de  estos  órganos,  puede 
ser  tácita  ó  expresa.  La  primera  forma  se  produce  siempre  que 
de  la  conducta  de  los  miembros  de  la  sociedad  se  induce  bu 
asentimiento  y  ratificación  á  los  poderes  existentes  (tacUum  ci- 
vium  consensus;  rebus  etfaciia).  La  forma  expresa  ó  declarada  re- 
viste varios  modos:  el  sorteo  (y.  gr.,  en  el  jurado  actual),  -el 
concurso,  la  oposición,  el  nombramiento  libre  por  un  superior 
jerárquico,  ó  por  los  colegas  del  nuevo  titular  (cooptación),  ó- 
por  sus  subordinados,  ó  diversas  combinaciones  de  estos  y^ 
otros  medios. 

8.  La  designación  de  los  funcionarios  públicos  por  un  cuer- 
po más  ó  menos  numeroso  de  ciudadanos,  encargado  «xclusiva^ 
mente  de  esta  única  función,  que  ejercen  de  un  modo  pe- 
riódico, constituye  la  llamada  elección  popular,  y  la  función 
de  ese  cuerpo,  el  sufragio.  Esta  función,  como  todas  las  es- 
4>eciñcas,  corresponde  siempre  por  necesidad  á  determinadas 
personas,  tan  sólo,  que  poseen  la  capacidad  jurídica  al  efecton 
cuando  menos,  la  mayoría  de  edad.  No  hay,  pues,  nunca  sufra- 
gio «universal»,  ni  puede  haberlo;  sino  sólo  de  un  cuerpo  elec- 
toral más  ó  menos  amplio^  pero  limitado  siempre.  Ni  es  dicha 
función  un  derecho  «individual»,  «natural»,  ó  «civil»  de  toda 
hombre,  en  cuanto  ciudadano;  pues  esta  universalidad  es  pro- 
pia exclusivamente  de  las  formas  difusas  y  genéricas  del  orga- 
nismo político.  El  ejercicio  de  este  poder  se  halla,  como  el  de^ 
todos  los  especiales,  condicionado  por  la  aptitud  intelectual  y 
moral,  hasta  donde  puede  exteriormentejuzgarse.de  ella.  Y 
asi,  no  corresponde  al  menor,  al  loco,  al  idiota,  al  delin- 
cuente; los  cuales  poseen,  sin  embargo,  no  sólo  todos  los  lla- 
mados derechos  civiles,  de  la  personalidad,  etc.  (aunque  con 
la  modalidad  propia  de  su  estado),  sino  que  hasta  contribuyen 
con  k>  que  de  sano  ó  nornml  conserven,  poco  ó  mucho,  á  la 
vida  y  gobierno  difuso  del  Estado:  v.  gr.,  ala  formación  del  de* 
recho  consuetudinario.  Esta  necesidad  de  que  todo  sujeto  ti- 
tular de  una  función  social,  que  reflexivamente  cochera  k 
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los  fines  é  intereses  del  todo,  ofrezca  garantías  para  su  desr 
empeño,  es  la  que  motiva  todavía  ciertas  íestricciones  que  ca- 
recen ya  de  f undaipento  real,  por  rasón  del  sexo,  el  rango* 
.  la  fortuna,  la  profesión  (diplomas,  exámenes,  etc.)  y  otras 
circunstancias,  de  que  hoy  no  cabe  razonablemente  inducir 
el  grado  de  aptitud  intelectual  y  moral  de  los  individuos,  su 
sentido  jurídico,  ni  siquiera  su  experiencia  de  la  vida  social: 
bien  lo  muestran  á  cada  paso  los  ejemplos  de  indiferencia, 
servilismo  é  inmoralidad,  que  ofrecen  frecuentemente  las  elec- 
ciones en  muchos  cuerpos  que,  por  sus  circunstancias  exterio- 
res, su  representación  intelectual  y  hasta  el  corto  número  de  sus 
individuos,  parece,  según  la  teoría  reinante,  que  deberían  es- 
tar exentos  de  los  inconvenientes  que  se  suele  achacar  al  su- 
fragio llamado  universal. 

La  teoría  democrática  reinante  supone,  que  la  elección  po- 
pular es  el  medio  único  para  asegurar  al  espíritu  público  el 
gobierno  del  Estado,  qué  de  otra  suerte  estima  sometido  á  las 
ideas  é  intereses  subjetivos  de  los  gobernantes.  De  aquí  su  ten  • 
dencia  á  hacer  electivas  todas  las  magistraturas;  tendencia 
que  todavía,  en  su  desconfianza  respecto  de  estos  órganos, 
llega  á  considerarlos  muchas  veces  como  simples  ponentes  en 
los  asuntos  públicos  que  les  están  encomendados,  privándoles 
del  poder  de  resolverlos  por  sí,  que  reserva  al  cuerpo  electo- 
ral (referendum).  Esta  garantía  exterior  y  mecánica,  no  sólo  es 
insuficiente  como  todas,  bino  que  descansa  en  una  base  inexac- 
ta: la  identificación  del  Estado  y  su  soberanía  con  el  cuerpo 
electoral,  cuyo  poder  propende  aquella  doctrina  á  considerar  ei 
único  verdadero.  Aun  en  los  tiempos  que  Se  suponen  regi- 
dos por  otros  principios,  donde  llega  al  máximun  la  supers- 
tición electoral  y  se  e Alende  á  toda  clase  de  poderes,  en  los 
Estados  más  democráticos  modernos,  el  cuerpo  electoral  no  es 
ciertamente  la  nación  misma  (según  con  notoria  inexactitud 
suele  pensarse),  que  va  á  ser  representada  por  sus  elegido?; 
sino  una  corporación  más  ó  menos  numerosa  de  representan- 
tes tambiéft,  de  verdaderos  funcionarios  públicos,  cuya  acción 
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es  intermitente,  y  que  á  su  vez  son  designados,  en  últinao  tér- 
mino, por  ministerio  de  la  ley.  Hasta  ptiede  decirse  en  este- 
sentido,  sin  paradoja,  que  el  elegido  mismo  es  quien  elige  al 
elector,  pues  que  éste  debe  su  cualidad  á  la  ley,  y  la  ley  asa 
vez  es  obra  de  aquél.  Y  así,  en  el  Estado  democrático  antiguo,, 
como  en  el  moderno,  y  lo  mismo  que  en  aquellos  en  cuyo  ré- 
gimen no  interviene  un  cuerpo  electoral,  se  repite,  en  cuanta 
al  titulo  de  los  funcionarios  públicos,  aquel  mismo  fenómeno 
que  se  advierte  entre  la  ley  y  la  costumbre,  á  saber:  que  la 
última  resolución  ,no  la  da  nunca  ningún  órgano  particular^ 
oficial  y  diferenciado,  sino  el  Estado  todo  indiviso,  mediante  la 
adhesión  del  espíritu  social,  en  la  forma  del  iacitum  conseñsuSt. 
única  expresión  fiel  y  auténtica  de  la  voluntad  de  aquel,  y  úni- 
ca, fuente  (subjetiva)  verdadera,  suprema,  y  de  hecho  indiscu- 
tible, de  todo  poder,  cualquiera  que  sea  su  origen  aparente  in- 
mediato. 

9.  El  Estado  oficial  no  difiere  del  Estado  general  por  el 
número  ni  la  naturaleza  de  sus  funciones  (poderes),  .qu«  son 
las  mismas  en  el  todo  que  en  sus  órganos  particulares,  sino- 
tan  sólo  por  la  forma  especifica  y  reflexiva  de  su  desempeño- 
para  mejor  servicio  de  su  fin  y  según  la  mayor  ó  menor  com- 
plicación del  organismo  social.  No  cabe,  pues,  en  ningún 
caso  confundirlo  con  éste,  ni  considerarlo  como  único  y  ex- 
clusivo, cual  si  no  hubiera  más  Estado  que  él,  ni  otro  poder 
que  el  suyo.  Antes,  al  contrario,  ambos  son  modos  permá'- 
nentes  de  la  actividad  jurídica,  que  se  completan,  como  en  el 
individuo  la  espontaneidad  y  la  reflexión:  el  Estado  total,  con 
su  acción  inmediata  y  difusa  por  todo  el  organismo,  es  la  única' 
fuente  de  cuanta  actividad  hay  en  él,  y  por  tanto,  de  la  mis- 
ma acción  reguladora  y  directiva,  concentrada  en  sus  órga- 
nos especiales;  y  sus  tendencias,  masó  menos  vagasyoscu^ 
ras,  impulsan  necesariamente  1& función  de  esos  órganos.  E^lá 
fuerza  fundamental,  según  se  advierte  en  los  seres  inferio4> 
res,  donde  todas  faltan,  menos  ella.  Pero,  ya  en  la  Edad  Me* 
dia,  y  sobre  todo,  en  el  proceso  de  centralización  de  las  socie^^ 
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dados  modernas,  y  no  sólo  en  su  yida  jurídica  y  política,  sino 
en  iodos  aus  aspectos  y  órdenes,  la  actividad  profesional  ha 
mmpBida  y  absorbido,  hasta  el  último  límite  posible,  la  vida 
eataE»dlel  org^mismo.  Asi,  la  Iglesia  significa  para  muchos,, 
no  laroomunión  de  los  fieles,  sino  el  clero;  la  ciencia  y  la  acti- 
vidad intelectual  se  vincula  en  instituciones,  corporaciones  y 
diplomas;  en  la  legislación,  se  desdeña,  cuando  terminante- 
mente no  se  proscribe  (con  pueril  ilusión)  el  derecho  con- 
suetudinario; considerando,  en  suma,  el  todo,  de  que  dichos 
miembros  no  son  más  que  instrumentos,  conío  una  masa  iner* 
te,  un  caput  martum^  inorgánico,  destituido  de  propia  energía, 
que  sólo  de  aquéllos  recibe:  al  modo  del  fisiólogo  antiguo,  que 
pensaba  que  sólo  respiramos  ó  digerimos  mediante  los  aparatos 
respectivamente  adecuados  á  estas  funciones;  cuando  los  seré» 
más  rudimentarios  carecen  de  dichos  órganos  y  las  desempe- 
ñan, sin  embargo,  todas. 

£1  doctrinarismo  niega  implícitamente  esta  distinción  y 
estas  relaciones  con  respecto  á  la  nación  (para  él,  único  Es- 
tado), cuya  actividad  jurídica  y  política  subsume  en  la  jerar- 
quía de  su  representación  oficial,  desde  la  magistratura  su- 
prema hasta  el  último  elector  («el  país  legal»,  «las  Cortes  con  el 
Bey»,  la  «tutela  perpetua  del  pueblo»,  etc.)*  más  allá  del  cual 
no  hay  soberanía,  ni  poder,  ni  acción  eficaz  alguna,  sino  el 
cuerpo  amorfo  de  los  gobernados,  separado  y  discontinuo  de  los 
gobernantes^  con  lo  cual,  se  niega  la  esencia  misma  del  self- 
gavertmefUy  dejando  un  abismo  infranqueable  entre  ambos  ele- 
montos. 

De  las  tendencias  que  miran  con  desconfianza  la  acción  es>- 
pontánea  y  difusa  del  organismo  social  y  aspiran  á  convertirla 
en  reflexiva,  ó  sea,  «á^rganizar»  sus  fuerzas  en  todas  sus  esfe- 
ras, como  si  el  todo  mismo  fuese  cosa  de  por  sí  inorgánica, 
(Durkheim),  hasta  llegar  á  suprimir  aquella  forma,  que  es,  sin 
embargo,  su  fuente  primera  y  su  primer  motor,  son  ejem-^ 
pío,  en  el  orden  económico,  los  llamados  sistemas  socialistas 
autoritarios,  que  llegan  á  su  apogeo  en  el  colectivismo,  el  cuál 
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aspira  á  organizar  como  funciones  profesionales  públicas,  todas 
las  actividades  económicas  del  cuerpo  social. 

Otras  direcciones  contrarias  (el  individualista  laissez/aire, 
la  democracia  directa,  la  escuela  histórica,  etc.)f  propenden  á 
disminuir  á  bu  vez,  y  aun  negar,  la  acción  reflexiva  de  los  ór- 
ganos especiales,  que  identifican  también  con  el  Estado ,  li^jo 
la  misma  preocupación  y  concepción  común,  desconfiando  de 
49U  intervención,  que  quisieran  á  reducir  al  mínimum,  y  prefi- 
riendo la  acción  instintiva,  ya  de  los  individuos,  ya  del  todo 
social,  guiada  (suponen)  infaliblemente  por  leyes  naturales, 
mientras  que  aquella  intervención  todo  lo  perturba  con  sus 
ideas  subjetivas,  sus  propósitos  arbitrarios  y  su  coacción  vio- 
lenta. La  expresión  más  lógica  é  intensa  de  esta  corriente  se 
halla  en  las  teorías  contemporáneas  (anarquismo,  amorfismo, 
acracia),  que  proclaman  la  abolición  del  Estado,  ó  por  mejor 
decir,  los  poderes  oficiales.  La  teoría  de  la  tdemocracia  di- 
recta» pretende,  ya  rechazar  toda  representación,  ya  someter- 
la á  la  voluntad  de  los  asociados,  sea  en  su  existencia,  sea 
^n  su  ejercicio,  por  ejemplo:  mediante  el  rtferendum,  la  ini- 
ciativa y  la  legislación  popular.  Pero  ya  se  ha  indicado  que  la 
única  forma  de  legislación  propia  del  todo  social,  como  tal 
todo  íntegro  é  indiviso  en  la  unidad  de  su  concepto,  es  la  cos- 
tumbre. En  este  caso,  no  hay  lógica  sino  cuando  se  niega  de 
raíz  la  función  reflexiva  en  este  orden;  es  decir:  toda  legisla- 
<íión  (anomia). 

10.  Con  respecto  á  las  personas  (individuos  ó  sociedades)  que 
forman  parte  de  él,  el  Estado  social,  como  el  todo  efectivo  y 
concreto  de  la  comunidad  jurídica,  es  el  supremo  director  de 
su  vida  y  de  la  de  cada  uno  de  sus  miembros  (sólo  en  el  respecto 
<le  tales);  ó  en  otros  términos,  constituye  el  sujeto  de  la  au- 
ioridady  así  como  aquéllos  son,  en  este  sentido,  los  subdi- 
tos. La  distinción  entre  autoridad  y  subdito,  con  ser  funda- 
mental, no  iiiiplica  diferencia  de  sujetos,  sino  de  concepto  y 
situación,  correspondiendo  á  toda  persona,  al  par,  ambas  fun- 
<?iones — en  relación  diversa.  La  autoridad,  pues,  en  su  unidad 
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f  ptesitud,  asi  como  en  el  organismo  interior  de  bub  poderes 
párticularee,  y  eñ  bu  soberanía  respecto  de  éstos,  no  es  á  modo 
de  una  entidad  abstracta  y  trascendente,  que  Tiene  desde  fuera 
á  iitía  masa  amorfa  para  conrertirla  en  organismo  y  persona, 
sirio  tan  sólo  una  cualidad  real  é  inmanente  del  ser  social  vivo, 
qné  es  BU  Verdadero  concepto  realista.  Precisamente  por  esto, 
todos  los  miembros  del  Estado  participan  de  dicha  autoridad: 
pues  cacbk  propiedad  del  todo  lo  es  igualmente  de  sus  partes.  Y 
dótno  la  actividad  del  Estado  no  se  agota  por  sus  funcionarios, 
aun  en  la  esfera  oficial,  participan  aquellos  también  de  al^n 
nlodo  en  todas  las  funciones  especiales  de  esta  esfera:  de  lo  cual 
son  ejemplo  las  acciones  llamadas  públicas  en  el  procedimien- 
to judicial,  el  uso  legitimo  de  la  coacción  ñsica  en  la  defensa 
de  un  tercero,  ó  para  detener  á  un  delincuente,  etc. 

Por  lo  mismo,  es  al  par  toda  persona,  aunque  desempeñe  la 
más  alta  función  pública,  subdito  del  Estado:  el  legislador 
€6  halla  sometido  á  la  ley  que  él  propio  establece.  Por  olvidar 
estas  relaciones,  se  ha  confundido  frecuentemente  al  Estado, 
ora  con  su  jefe,  ora  con  otro  de  los  diversos  órganos  de  su  re- 
presentación oficial  (v.  gf.,  el  Gobierno,  el  Parlamento,  iatc), 
estableciéndose  una  antinomia  y  separación  absolutas  entre  la 
autoridad  y  el  subdito,  hasta  el  punto  de  reputar  que  sus  esfe- 
ras respectivas  de  acción  crecen  y  decrecen  en  razón  inversa. 

Los  poderes  sociales  del  Estado  no  difieren  de  los  que  go- 
biernan la  vida  del  individuo,  sino  en  la  complejidad  que  trae 
consigo  la  del  organismo  plural ,  respecto  de  la  unidad  singular  de 
aquél.  Las  reglas  de  conducta,  v.  gr.,  establecidas  por  la  coiítum- 
bre  son  fruto  de  un  proceso  biológico,  idéntico  en  ambos  órde- 
nes; sin  otra  diferencia  que  la'  cooperación  múltiple  de  órga- 
nos inmediatos-que  la  costumbre  social  trae  consigo;  pero* sin 
jue  varíe  ninguno  de  sus  elementos  esenciales;  es  la  oompli» 
cación,  siempre  relativa  á  la  de  cada  Organismo  según  la  ex- 
tensión y  grado  de  su  vida,  basta,  sin  embargo,  paria  engendifAr 
instituciones  públicas  que,  ¡con  no  ser  más  que  el  desarrollo 

ie  principios  que  en  el  individuo  ya  ejcistéti,  adquiéten  muy 
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Otra  importancia.  Sirvan  de  ejemplo  el  derecho  proo^sal  y  la 
organización  del  poder  legislativo  en  los  Estados  Qaqionales. 
11.  Cada  sociedad  particular^  cualqaiem  que  sea  su  clase  y 
grado,  tiene  su  espirita  propio  y  distintivo  (carácter  nacional, 
espíritu  de  cuerpo,  de  profesión,  clase,  etc.),  formado,  obj^iva- 
mente,  por  todo  el  sistema  de  condiciones,  intereses  é  influjos 
del  medio  natural  y  social,  asi  como  por  la  historia;  y  sobjeti* 
mente,  por  la  acción  y  reacción  entre  todos  sus  mi^nbros. 

El  estado  difuso  del  espíritu  social  en  cada  época,  con  su 
sentido,  ideas,  inclinaciones,  tendencias,  repugnancias^  tocante 
á  los  problemas  de  su  tiempo^  constituye ,  la  opinión  jM^Zica, 
que  no  es  una  suma,  ni  siquiera  una  resultante  mecánica  de 
fuerzas  rígidas  aisladas;  sino  el  producto  orgánico  de  las  accio- 
<nes  y  reacciones  mutuas  entre  las  diversas  unidades  sociales, 
que  se  penetran  y  modifican  recíprocamente  en  la  actividad 
interior  de  sus  estados  de  conciencia.  Esta  opinión  forma  la  ba- 
se psíquica,  la  energía  primera,  á  cuyo  imperio  no  puede  sus- 
traerse, sino  muy  corto  tiempo,  la  acción  de  los  poderes  oficia- 
les, como  no  se  sustrae  en  cada  época  la  literatura,  el  arte,  (1« 
ciencia  misma,  por  personal  que  sea)  á  la  inspiración  del  senti- 
do que  reina  á  la  sazón  en  el  cuerpo  social,  aunque  en  mutua 
reacción  entre  ambos  elementos ,  total  y  profesional.  1^1  di- 
vorcio y  desequilibrio  de  la  acción  gubernamental  y  la  funda- 
mental en  el  Estado  es  tanto  menos  posible,  cuanto  más  claro 
y  acentuado  es  el  sentido  de  la  opinión. 
:  La  opinión  es  siempre  esencialmente  histórica  y  en  ella  tie- 
nen una  función  capital,  tanto  la  imitación,  que  consolida  lo&v 
hábitos  y  tendencias  permanentes  del  espíritu  en  las^grandes^ 
masas  sociales,  como  lo  que  se  ha  llamado  el  espíritu  de  diso- 
.  naincia,  propio  de  las  minorías  y  que  constituye  como  el  íek- 
miento  que,  en  relación  con  el  estado  de  la  mayoría,  determina, 
más  ó  menos  rápidamente  el  cambio  de  dirección  de  aquellas^ 
tendencias  y  hábitos  (Bagehot,  Tarde);  ^ 

:    La  opinión  de  una  sociedad,  por  importante  que  ésta  sea  y 
enérgica  y  persistente  aquélla,  no  tiene  pti^o , valor ^ue'el;de  un 
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6«tade  fiubjetiyo,  tan  acertado  6  Ua  falible  como  el  de  la  coa- 
dtttda  individual  (nada  máe  inexacto  que  el  vaxpopulit  voos 
Dei}^  incmriendo  en  los  mismos  defectos  que  ésta;  muestra  ade- 
más nn  contraste  característico  entre  la  persistencia  tenas  de  sus 
estados,  en  el  foükdo^  y  la  ligereza,  precipitación  y  yehemencia 
de  stts  movimientos  superficiales,  sumamente  instables.  Cono- 
cido es  también  él  contagio  de  las  maras,  tanto  en  el.  contacto 
inmediato  do  ñns  elementos,  como  á  distancia,  por  medio  de 
las  formas  de  comnnicadón  que  facilitan  ese  género  de  reac- 
ciones (Tarde,  Sighele). 

La  cohesito  del  espíritu  social  no  es  siempre  la  misma.  En 
cada  orden  de  la  vida,  y  respecto  de  cada  uno  de  sus  proble- 
mas históricos,  presenta  un  primer  estado  de  unidad  indife- 
rente, vaga' y  confusa,  al  cual  sigue  otro  período  de  diversidad 
y  diferenciación,  en  que  se  forman  distintas  tendencias,  tanto 
más  acoatuadas,  cuanto  más  apremiantes  son  dichos  proble- 
mas. En  el  Estado,  esas  tendencias  constituyen  los  partidos  po- 
lítídbs.  Los  partidos — como  las  escuelas  cientificas,  las  confe- 
siones reiigioBas,  aun  las  diversas  profesiones,  clases,  etc. — pr^- 
sentan:  1)  una  época  de  hostilidad  é  incompatibilidad  radicales, 
persiguiéndose  unos  á  otros  en  una  lucha  más  ó  menos  violen- 
ta por  la  vida;  2)  la  oposición  se  limita;  cada  partido  pretende 
valer  sobre  los  demás;  pero  considera  posible  el  gobierno  de 
sus  rivales,  sea  altemativamente,  sea  conforme  á  diversas  cir* 
cunstancias,  con  cierta  consiguiente  tolerancia  escéptica,  mez- 
clada de  codicia  por  el  poder,  explotando  en  interés  propio 
la  dictadura,  mientras  le  corresponde:  en  este  período  nos  lia- 
UamoB;  8)  las  oposiciones  se  conciertan  por  el  despertamiento 
de  la  condendade  su  unidad  común,  procurando  cada  partido 
desenvolver  el  principio  que  representa,  como  un  factor  esen- 
dal  de  la  vida  del  Estado,  pero  entre  otros,  no  menos  legítimoa 
también,  considerándose  todos  como  cooperadores  á  un  mi^uno 
fin,  mediante  la  división  del  trabajo,  y  afiímando  de  consuno 
las  bases  comunes  de  su  obra.  Asi  comienza  (sólo  comienza) 
ya  á  acontecer,  por  ejemplo,  en  las  escuelas  científicas,  y  con 
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máB  atraso  en  la  vida  religiosa,  donde,  sin  embargo,  tan  oeóuim 
ha  sido  la  conciencia  de  esta  unidad  común,  y  tan  vivos  y  vio- 
lentos los  odios,  como  hoy  lo  son  aún  en  la  política.  Las  señales . 
que  en  ésta  ya  se  anuncian  de  mayor  cultura  intelectual  y  mo> 
ral  y  más  aproximación  entre  unos  y  otros  partidos,  revelan  con 
todo  muchas  veces  un  fondo  tan  escéptico  y  negativo,  como  > 
él  que  se  advierte  en  las  coaliciones  para  denribar  gobiernos  6 
desatar  insurrecciones,  ó,  por  el  contrario,  para  el  llamado 
«turno  pacifico»  en  el  poder.  Mientras  reina  esta  disolución  in- 
terior del  espíritu  social,  parece  quizá  el  ihejor  medio  de  aunar 
fuerzas,  heterogéneas  en  otros  respectos,  la  organización  de 
asociaciones  y  ligas  temporales  para  fines  concretamente  de- 
finidos. 

Los  periódicas  son  un  instrumento  poderoso,  ya  de  direc- 
ción, ya  de  expresión  actual  de  la  opinión  pública,  así  como 
de  educación  general  y  política,  y,  mediante  la  divulgación  y 
propagación  de  las  ideas,  obran  aun  sobre  las  más  atrasadas  cla- 
ses sociales.  El  derecho  de  publicar  periódicos  de  todas  clises 
no  sólo  es,  pues,  parte  del  derecho  general  de  manifestar  el 
pensamiento,  sino  también  una  función  de  interés  común  so- 
cial,  á  la  cual  van  anejos  deberes  de  conciencia,  tanto  más. 
estrictos  é  imperiosos,  cuanto  más  importante  y  más  eficaz  es 
el  influjo  que  por  su  medio  se  ejerce.  La  conciencia  de  estos 
deberes  es  todavía  muy  vaga  y  rudimentaria,  y  se  halla  per- 
vertida en  muchísimos  casos;  pero  .su  cumplimiento,  como 
el  de  tantos  otros  deberes,  no  puede  imponerse  por  coacción  ex- 
terna, salvo  delito.  Son,  pues,  injustas,  y  además  oontrapro- 
ducentes,  las  limitaciones  á  que  suele  hallarse  todavía  sujeta 
la  expresión  del  pensamiento  en  este  orden,  sea  preventiva- 
mente, por  medio  de  la  censura  más  ó  menos  directa,  la  fian- 
za, la  obligación  de  la  firma,  ó  de  editor,  etc.;  sea  irepjrefsiva- 
mente,  considerando  como  delitos  la  declaración  dé  ideas  y  prin  -  ^ 
oipíos  contrarios  al  régirnen  establecido  m  la  política,  la  reli- . 
gión,  la  moral,  étc;  No  os.  este  ciexitameinte  un  modo  de  pj|;;Qinq- 
ver  el  sentido  del  deber  y  purificar  ^1  espíritu,  y  condupta  de  la 
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prensa.  De  ser  Ift  compresión  posible,  dejarla  de  serlo  toda  mo> 
difícación  y  reíorma,  que  en  todas  las  esferas  de  la  vida  co- 
mienzan siempre  en  una  minoría  y  constitayen  una  novedad, 
discordante  de  las  ideas  y.  sentimientos  de  la  generalidad. 

1-2.  Toda  sociedad  necesita  de  medios  económicos  para  el 
cumplimiento  de  sus  fines.  Pero,  como  ninguna  personalidad  so- 
cial suprime  la  de  sus  individuos,  ni  por  tanto,  la  propia  esfera 
de  vida  que  en  concepto  de  tales  les  corresponde,  independiente- 
mente, pues,  de  la  comunión  social;  y  como  todo  fin  humano, 
en  tanto  que  su  cumplimiento  pueda  depender  de  medios  mate- 
riales, que  directa  ó  indirectamente  se  refieren  á  la  satisfacción 
de  nueiBtras  necesidades  físicas,  entra  en  la  esfera  de  la  propie- 
dad, el  individuo,  sin  menoscabo  de  su  condición  social,  necesita 
para  sus  propios  finés  bienes  también  y  propiedad  independien- 
tes. De  aquí  la  necesidad  á  un  tiempo  de  propiedad  social  y  pro- 
piedad individual  y  los  diversos  sistemas  que  históricamen- 
te se  han  producido,  en  las  instituciones  y  en  las  ideas,  tocante 
á  la  combinación  entre  ambos  elementos. 

Téngase  ahora  en  cuenta  que  los  fines  sociales  son  de  doe 
clases:  de  la  persona  en  su  unidad  é  integridad,  y  de  la  totali- 
dad colectiva  de  sus  miembros,  como  tales  (no  como  individuos 
independientes).  Según  esto,  hay  dos  clases  de  propiedad  comen. 
La  primeta  sirv^  para  los  fines,  propiamente,  del  todo,  y  en 
ella  la  perÉona  social  funciona  enteramente  como  el  individúo, 
sin  que  obsten  las  modificaciones  peculiares  de  su  organización 
y  administración  interior.  En  la  segunda  clase  de  propiedad, 
el  aprovechamiento  corresponde  á  los  individuos,  en  concep- 
to dé  miembros  de  la  sociedad,  mas  para  sus  propios  fines  in- 
dividuales. Ejemplo  de  ambas  clases  se  nos  ofrece,  en  los  bie- 
nes municipales,  entre  los  llamados  «de  propios»  y  los  de 
«aprovechamiento  común».  La  propiedad,  el  régimen  y  admi- 
nistración de  los  servicios  qtie  para  las  necesidades  racionales 
humana  pirestan  los  bienes  materiales,  corresponde,  en  uno 
^íonió  eñ  otro  caso,  ala'  misma  persona  social^  al  municipio; 
íinientias  que,  con  respecto  ai  disfrute  y  aplicación  directa  de 
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estos  medios  á  aquellas  necd8ida<ie!&,  hay  la  diferencia  de  que, 
en  el  primer  caso,  el  sujeto  que  los  beneficia  es  el  ser  social;  y 
en  el  segando,  ora  das  miembros  «aproYeehamieiíto  común», 
en  sentido  estricto),  ora  toda  Clase  de  personas,  sin  ezcepeión, 
como  usan,  v.  gr.,  los  forasteros,  y  aun  extranjeros,  de  lasólas 
públicas,  fuentes  y  otiíos  servicios,  mediante  el  principio  de  la 
comunión  y  solidaridad  unirersal' humana,  etx  las  llamadas  co- 
sas cpúblicag»  de  los  civilistas.  Lo  análogo  acontece  en  las  fun- 
daciones, donde  media  igual  distinción  entre  lo  que  ha  llama- 
do Ihering  el  sujeto  y  el  destinatario  del  derecho.  Por  último, 
en  los  éúsayós  teóricos  y  prácticos  de  colectivismo,  el  aprove- 
chamiento de  los  bienes  sociales  se  distribuye  entre  los  miem- 
bros de  la  comunidad  (ya  en  proporción  á  sus  servicios,  ya  se- 
gún sus  necesidades),  á  la  cual  únicamente  corresponde,,  en  su 
personalidad  unitaria,  el  régimen  de  la  {Hroducción,  conserva- 
ción y  demás  funciones  de  este  aprovechamiento,  6  sea,  la  pto- 
piedad.  Pues  la  facultad  de  trasmitir  libremente  los  bienes  no 
es  la  característica  de  ésta,  sino  una  atribución  peculiar,  que  á 
veces  f(»ma  parte,  á  veces  no,  de  su  contenido;  y  ésto,  tanto  en 
el  sujeto  de  la  administración,  como  en  el  del  beneficio. 

£1  cambio  de  los  bienes  materiales  entre  las  diversas  uni- 
dades que  constituyen  el  todo  social,  es  una  función  de  la  vida 
eccmómica  de  éste,  análoga  á  la  de  la  circulación  de  la  «angre 
en  él  individuo,  así  como  esa  misma  vida  lo  es  á  la  de  su  nu* 
trición  en  general  (Schaffle). 

13:  El  derecho  exterior  de  toda  sodedad,  como  Sstado,  pre- 
senta ciertas  modalidades  peculiares.  Bu  esferii  comprende,  no 
sólo  Btts  relaciones  con  otras  del  niismo  ó  de  diverso  gtado,  sino 
léis  que  mantiene  con  sus  miembros,  en  cuanto  éstos,  aparte 
su  óoncepto  de  tales,  scm  también  personalidades  j  esferas 
jurídicas  (Estados)  independientes.  Por  lo  que  h^ceá  lae  rela- 
ciones dé  cada  sociedad  particular  con  la  sociedad  toda,  es  de 
advertir  que  ninguna  condición  contraria  al  derecho  puede  ser 
reclamada  exteriormenie,  aunque  se  halias&en  el  *estatuto;  no 
debiendo,  pbr  oóhsiguieate;  lia  ttasgresión  de  un  requisito  de 
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ésta  especie  servir  de  fundameato  á  una  oontestaeióa  judicial. 
Las  personas  sociales  conetituidas  para  un  fin  particular  de  la 
vida,  sólo  en  razón  de  la  legitimidad  de  este  fin  pueden  preteii* 
der  elieconocimiento  exterior  del  Bstado  nacional  ó  central—* 
^n^esaLque  corresponde,  en  la  presente  situación  de  la  Kú* 
inanidad,  ésa  interrención  y  garantía,  en  representación  deéstal 
Dicha- interyencióa  exige  la  inscripción  de  la  persona  social  en 
el  registro,  con  la  ccmsiguiente  coniunicación  del  estatuto,  si  lo 
tuviere  escrito,  sea  en  forma  de  ley,  sea  denina  consuetuio  sarif^ 

m 

ia,  ü  observuicia«  £1  origen  de  las  personas  sociales  (v.  gr.,  de 
una  población,  ó  una  Universidad)  no  siempre  puede  ser  deter* 
minado  con  la  misma  exactitud  que  el  nacimiento  de  un  indi- 
viduo; sioo  sólo  en  aquellos  casos  en  que  preexiste  en  la  con» 
•ciencia  de. un  grupo  el  propósito  reflexivo  de  constituir  dicha 
unión,  mas  uo  cuando  ésta  va  brotando  gradualpiente  por  un 
concurso  de  condiciones  que  impulsan  á  los  individuos  á  su 
formación  sin. aquel  previo  propósito.  £1  momento  en  que 
puede  daaese  ya  por  formada  la  persona  es  muchas  Veces  ente* 
ramente  relativo  y  variable. 

La  iqscripción  de  ésta  en  el.  registro  civil  sirve  de  título 
para  que  su  existencia  como  tal  sea  reconocida  exteriormen  * 
te.  Pero  si  estima  conveniente  renunciar  á  estos  efectos  ci- 
viles de  su  .personalidad  exterior,  la  falta  de  inscripción  no 
puede  constituir  delito  alguno,  pues  no  lo  es  que  varios  in- 
dividuos se  reúnan  formando  un  grupo  social,  sin  dar  de  ello 
eu^ita  ¿nadie,  en  uso  de  su  legitimo  derecho.  Otra  CQsa  acon- 
tece en  el  registro  <á  vil  del  individuo,  donde  los  padres,  ó  la 
persoim^  ¿  quien  corresponda  la  inscripción,  {»riva  al  niño  por 
id  y  ante  %i  del  reconocimiento  de  su  personalidad  ante  el  £s« 
t^o,  personalidad  que  además,  existe  de  un  modo  evidente 
como  sujeto  irrenüneiable  de  derecho. 
>  Cada  particular  Bstado  social  Sostiene  relaciones  con  mu; 
ohos  olaKM,  donde  nace,  la  posibilidad  de  conflictos  y  pertuirbat 
dones  jurídicas,  que  deben  ser  resueltas  poT  los  mismos princi^ 
pioe,  trámites  y  aütórid^ides  que  ía$  cuestiones  entre  ellos  y. los 
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individuos,  ó  de  los  individuos  enüe^  si:  el  c«ráisteic  >aoeíaI 
del  Bujeto  no  trasciende  necesariamente  al  orden  de  la  per 6ur* 
bación  jurídica  y  su  reparación.  Esto  vale  en  los  linjites  de  su 
capacidad  por  razcki  de  su  fín:  pues  todas  aquellas  relaciones  qixe 
dependen  de  los  üamados  actos  personaUpimos,  ó  sea,  realim^^ 
bies  sólo  por  la  determinación  inmi^ata  de  la  concienoia  indi^ 
vidual  i  no  son  propias  de  la  persona  social  e^  ningún  caso,  poi: 
no  caber  en  ellas  representación,  único  modo  de  obrar  que  ésta 
tiene.  Por  eso,  las  sociedades  no  delinquen;  los  delitos  qu€ 
sus  incíividuos  cometan,  aunque,  se  valgan  de  los  medios 
sociales,  se  imputan  sólo  á  dichos  individuos,  si  bien  puede 
delinquir  todo  el  personal  actual  de  la  sociedad;  pero  no 
á  ésta,  que  únicamente  existe  en  razón  de  su  fín  y  paraoreali- 
zarlo,  careciendo  de  realidad  en  toda  otra  relación.  PeoaiKio^ 
además,  á  la  persona  social  como  un  todo  (v.  gr.,  mediante  la 
disolución,  la  suspensión,  la  multa,  etc.),  no  sólo  se  aplican  pe^ 
ñas  que  no  son  tales,  ni  corresponden  al  principio  reparador  y 
tutelar  de  e'^te  orden  de  derecho,  ni  aun  timienpropianiente  fía 
racional  alguno,  constituyendo  simples  perjuicios,  más  ó  menos 
graves  (que  es  muy  otra  cosa);  sino .  que  dichos  perjuicios  se 
aplican  á  todos  los  miembros  de  la  persona  social,  hayaiU  ó  no 
delinquido,  por  el  mero  hecho  de  serlo,  que  no  es  delito  algu- 
no; recoifdando  aquella  forma  de  penalidad  del  quintar»  dios- 
mar,  etc.,  en  que  para  nada  se  atendía  al  sujeto  real  del  de^ 
lito. 

Los  principios  por  los  cuales  se  introducen  á  veces  jurisdic'^ 
clones  ó  procedimientos  especiales  para  las  contestaciones  ci- 
viles entre  las  personas  sociales  ó  entre  éSitas  y  los  individuos 
(corúo  en  la  llamada  jurisdicción  cóntenciosoradministirativa) 
tienen  por  base  desconfianzas  y  recelos  depresivos  para  la. ao.- 
tpridadde  los  Tribunales  comunes,  ya  en  un  sen4ido«  ya  en- 
otro;  al  modo  de  las  Jurisdicciones  y  procedipiientos  privile- 
giados, que  también  en  lo  criminal  se  aplican  todavia  ¿^ciertas 
categorías  dé  delincuentes. 

:    14.    Viniendo  ahora  ¿  la  elasi^cación  de  las  pei¡soij[«s  ^oqia- 

\ 
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i«8,  feootdenaoB  los  principales  tipos  más  generalmente  admi- 
tidos; 

Posr  su  (^rganisaclén  y  relación  entre  el  todo  y  sus  miem- 
fefoi^  sotí:  a)  AsodaeianM,  en  el  tentido  riguroso  de  la  palabra; 
en  éstas»  el  verdadero  fin  es  de  los  individuoB,  para  los  coales^ 
es  la  asociación  sólo.nn  medió ile  alcanzarlo  noás  completamen- 
te (tal  acontece,  por  ejemplo^  con  las  sociedades  mercantiles 
eolectiyas  y  comai^ditarias),  siendo  ésta  la  única  clase  á  que 
puede  apliearse  la  concepción  individualista,  que  niega  el  pro- 
pio fin  sustantivo  de  la  perscma  jsocial  como  tal,  á  diferencia  do 
los  de  sus  miembros;  si  bien  aun  entonces  hay  siempre  un  fin 
objetivct,  r^resentado  por  el  servido  que  á  la  comunidad  pres- 
tan;. hJ'Carporad&nm^  en  las  cuales  existe  un  fin  social,  á  distin- 
eión  del  de  los  individuos^  aunque  más  ó  menos  enlazado  con 
éste:  una  Universidad,  un  monicipio,  etc.;  c)  Fundúdfmes,  don- 
de, á  diferenciade  los  dos  tipos  precedentes,  la  prestación  y  di- 
reecióti  de  los  servicios  y  su  aprovechamiento  por  los  interesa- 
dos corresponden  á  distintos  grupod  de  personas:  v.  gr.,  ios  en- 
lenocios  de  un  hospital  y  los  patronos  que  lo  administran. 

Por  su  Complejidad,  se  las  puede  distinguir  en:  a)  socieda- 
des simples,  forinadas  únicamente  de  individuos,  como  el  ma- 
trimonio, ó  un  cfrcíulo  de  recreo;  y  ^>  compuestas,  ó  sociedades 
de  sociedades,  cuya  serie  indefinida  consta  de  varios  grados  r. 
v^  gi.,  una  nación,  ó  unsí  Iglesia,  como  la  Católica,  que  com- 
prende corporaciones  é  institutos  sumamente  varios  y  com- 
plejos. ' 

Por  su  relación  inmediata  con  la  voluntad,  son:  a)  necesarias 
é  independientes  de  ésta,  oomoílo  es,  por  ejemplo,  la  familia 
para  el  hijo,  ó  la  patria  para  e^s  naturales,  aunque  puedan  más 
tarde  disolverse  en  ellas;  con  más^ó  menos  intervención  de  la 
voluntad,  los  vínculos  jurídicos  puramente  exteriores;  y  b)  vo- 
luntarias, quetien^3isa  origen  en  la  libre  decisión  y  adhesión 
de  sus  miembros:  v.  gr.,  una  corporación  científica,  ó  una  Co- 
munidad religiosa; 

Por  su  duración,  se  distinguen  en  perpetuas  y  temporales. 
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Po#  laa  formad  de  su  vida  ecooómiea,  en  la  rdaeián  oon  .ms 
miembros,  en  colectivas,  anónimas,  cooperativas,  comandi- 
tarias, etc. — Ck)n  otras  muchas  clasi^cacio&ee  qae  cabes* 

La  capacidad  jurídica  de  cada  dase  0e  adapta  al  caráeMr 
H^speoial  de  ésta. 

15.  Pero  ninguna  división  qpiisá  ofreoe  la trasoendeneia  juri^ 
dica  que  la  que  toma  por  base  la  finalidad  de  la  persona  «ocia^. 
£n  este  sentido,  las  sociedades  se  distinguen:  aj  en  ioiálesá  fun- 
damentales, que  abrassan  por  completo  la  vida  y  actividad  de 
«US  miembros;  y  b)  especMeSt  consagradas  tan  sólo  á  la  prác- 
tica de  uno  ó  varios  fines  humanos. — ^Bn  las  primems,  la  eoop^- 
ración  (sin  la  CQal  no  hay  sociedad)  se  refiere  al  tntituaatoilio 
para  la  conservación  y  desenvolvimiento  de  la  vida  entefa,  eá 
sus  diversos  aspectos  y  relaciones.  Constituyen,  pues,  una  cn>* 
munión  total,  que  exige  la  convivencia  inmediata  pefsonai  de 
sus  miembros  y  tiene  su  expresión  exterior  en  la  natoralexa,  en 
una  localidad  determinada  (casa,  pueblo,  comarca,  territorio). 
— Por  el  contrario,  las  sociedades  especiales  no  enlazan  á  sua 
miembros  sino  en  razón  de  los  fines  que  respectivamente  per- 
siguen y  á  cuya  práctica  se  contrae  su  coop^!ación,  la  cual  tam- 
poco implica  convivencia  loeal.  La  c<nnunidad  municipal, 
por  ejemplo,  no  se  concibe  sin  esa  unidad  territorial,  donde 
se  agrupan  para  vivir  sus  miembros:  unidad  que  hasta  en  la 
tribu  errante  es  exigida,  6<Uo  que  varía,  en  vez  de  sér^  eomo 
en  aquél,  permanente;  mientoas  que  una  corporación  ci^tifica, 
industrial,  etc.,  aunque  por  necesidad  tiene  que  localiaar  en 
determinados  puntos  del  efi|pacio  el  ejewicio^  difusión  de  sus 
fuerzas,  no  obliga  á  sus  miembros  á  vivir  juntos,  sino  que  mt 
cooperación  solidaria  forma  como  una  red  extendida  y  entre- 
lazada, sea  dentro  de  una,  sea  á  través  de  varias  sociedades  te- 
rritoriales. 

Debe  advertirse  que  no  siempre  ee  presentan  •estos  earaote- 
res  con  tan  perfecta  distinción.  En  otros  tiempos^  la  fattiilia, 
por  ejemplo,  ha  reunido  á  su  carácter  una  fanolóA  proferimial 
é  industrial,  que  hoy  mismo  se^  advierte  á  veces  en  las  cómar- 
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caá  agrioolas;  mientraB  que»  á  la  inverna,  ciertas  comuoidades 
raligiosas  unen  A  la  práctica  de  su  fin  ia  vida  en  común  en 
una  misma  casa. 

SI  Estado  j  organisación  joridica  de  estas  dos  clases  de  so- 
ciedades presenta  ciertos  caracteres  específicos,  siempre  sobre 
la  base  de  unas  misnoas.  funciones  y  estructuras  comunes,  en 
Jo  íundameijital. 

Tres  son  los  priiicipales  de  estos  caracteres  que  conviene 
jiotar  aquí.  Es  el  primero,  el  carácter  necesario  de  la  adhesión 
y  particápadón  involuntaria  de  todo  individuo  en  la  comunión 
joridica  de  las  sociedades  totales,  á  diferencia  de  lo  que  en  las 
•especiales  aoontece.  Pues  todo  hombre,  quiéralo  ó  no,  pérte- 
iiece  indefectiblemente  á  una  familia  determinada,  á  una  tribu, 
municipio,  nacito,  etc.;  y  si  es  cierto  que  puede  en  momentos 
dados,  sea  temporalmente,  sea  por  tiempo  indefinido,  cambiar 
-de  domicilio,  contraer  nuevas  relaciones  de  vida,  y  oonsiguien- 
tepiente  de  derecho,  con  otros  organismos  territoriales  en  cuyo 
seno  entra  á  vivir,  y  aun  disolver  sus  vínculos  con  los  anterio- 
res, por  extinguirse  sus  relacione^  efectivas  en  ellos,  no  puede 
dejar  de  pertenecer  siempre  á  alguno.  Puede,  por  ejemplo,  cam- 
biar de  nacionalidad;  pero  no  renunciar  á  todas.  Por  el  contra- 
rio, ea  loa  institutos  o^rganisados  para  un  particular  fin,  la  ad- 
hesión del  individuo  es  siempre  voluntaria,  y  abiertamente 
opuesto  al  derecho ^todo  intento  á  imponer  por  neeesidad  dicha 
adhesión  (compelle  intr^^)t  que,. por  la  índole  de  la  cooperación 
que  requiere,  no  tiene  valor  algono,  ni  aun  puede  siquiera 
prestarse  real  y  efectivamente,  sin  la  interna  disposición  del 
ánimo;  y  esta  ea  imposible  de  obtener  por  la  compresión  exte- 
licar,  la  oual  no  fdcanza  más  que  á  suprimir  la  manifestación  de 
nüesfoo»  interior,  ó,  á  lo  sumo,  /á  determinar  al  espíritu,  por 
*ebilídad  (coacción  psíquica)  á  simularla  en  declaraciones  y 
rieticas  ezteariores^  Cuando  se  als^  que,  merced  á  la  reacción 
e  lo  exterior  ecbte  lo  interior^  pu^e  por  este  medio  de  la  ini- 
msics^  tnaterial  lo^KrfM»  al  cabo  una'  modificación  de  la  eoi^- 
aneia,  se  olvida  ^ue,  p^ra  aquella  reacción,  pn^isat^ente  es 
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condición  indispensable  la  falta  de  toda  coacción  y  violencia^ 
pues  ésta,  ó  suscita  disposiciones  contrarias  á  las  que  se  quería 
obtener,  ó  logra  solo  una  sumisión  sin  valor  ético  alguno,  de 
pura  fatiga  y  desaliento,  que  arranca  dé  cuajo  la  raíz  de  toda 
vida  moral. 

Consecuencia  de  la  anterior  es  otra  diferencia  entre  ambos 
tipos  sociales;  el  poder  coercitivo.  Los  Estados  de' las  socieda- 
des totales  son  los  únicos  encargados  de  la  tutela  de  la  libertad 
exterior,  y  por  tanto,  de  asegurarla  en  bu  caso,  mediante  la 
coacción,  contra  las  agresiones  posibles.  Y  en  cuanto  la  pena^ 
en  fiu  concepto  actual,  como  restricción  y  privación  de  esa  li- 
bertad, principalmente,  como  un  mal^  cotno  un  medio  exterior» 
sea  de  retribución,  sea  de  prevención,  sea  de  vindicta,  de  defen- 
sa, etc.,  es  consecuencia  de  esa  potestad  coercitiva,  son  las  so- 
<;iedade8  totales  las  únicas  que  poseen  poder  penal,  en  el  sen- 
tido histórico  (todavía  actual)  de  la  palabra.  Porque  en  otra 
concepto  más  amplio,  á  saber,  el  de  un  sistema  dé  medios  cuya 
aplicación  constituye  el  tratamiento  adecuado  á  la  situación 
anómala  del  delincuente,  á  fin  de  reintegrarlo  en  su  vida  nor- 
mal, como  una  protección  para  este  fin,  como  un  puro  bien 
sin  mezcla  de  dañó  ni  malevolencia,  toda  persona  individual 
y  social,  sin  excepción,  se  encuentra  asistida  del  dérecbo  y  de- 
ber de  aplicar  estos  medios,  en  el  límite  y  medida  de  sus  fuer- 
zas y  en  relación  con  todo  el  sistema  de  condiciones  que  en 
cada  caso  determinan  la  conducta  racional  humana.  Pero,  tan 
luego  como  se  trata,  sea  de  la  justa  restricción  de  la  libertad 
ejs:terior,  sea  de  cualquiera  de  las  privaciones,  más  ó  menóiB^ 
legítimas,  que  se  hallan  en  tíso  como  penas,  principalmente 
desde  el  punto  de  vista  retribucionista  (qué  pone  la  justicia 
en  volver  mal  por  mal),  y  exigen  el  empleo  de  la  coacción 
física,  hay  que  recurrir  al  cbrazo  seglar»,  esto  es,  al  SSatádo 
dé  aquella  sociedad  total  á  que,  según  los  <^os,  corresponde 
imponerla  y  hacerla  efectiva.  Las  sociedades  especiales  — en 
este  sentido— carecen  de  poder  penal.  La  expulsión  de  un  indi- 
viduo por  las  autoridades  de  una  corporación  de  esta  clase,  de 
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lina  iglesia,  ana  universidad,  un  círculo,  etc.  (expulsión  que, 
además,  en  caso  de  no  ser  respetada,  exige  el  auxilio  del  Ssta- 
do),  no  es  propiamente  pena,  sino  la  declaración  de  un  hecho: 
que  el  individuo  cesa  de  pertenecer  á  aquel  instituto,  porque 
ha  dejado  de  poseer  las  condiciones  que  formaban  la  base  ne- 
cesaria para  su  cualidad  de  miembro  del  mismo.  Cuando  las 
ideas  retribucionistas,  expiatorias,  defensivas,  hayan  concluido 
de  desaparecer  bajo  el  influjo  del  espíritu  cristiano,  del  movi- 
miento filantrópico  del  siglo  xvni,  del  principio  correccional 
y  de  la  antropología  y  criminología  de  nuestros  tiempos,  se  ex- 
tinguirán la  aversión  é  irritación  que  hoy  todavía  inspira  el  de- 
lincuente y,  con  ellos,  los  restos  de  penalidad  meramente  vin- 
dicativa que  aun  se  conservan  en  algunas  corporaciones  espe- 
<;iales. 

Para  concluir:  como  fácilmente  se  advierte,  las  sociedades 
totales  difieren  sólo  en  grado^  ó  sea  cuantitativamente, .  pues 
que  su  género,  y  cualidad  es  siempre  el  mismo:  la  comunión 
personal  é  inmediata  de  vida  para  la  promoción  efectiva  de 
loe  varios  fines  de  ésta,  en  su  integridad,  mediante  la  mutua 
cooperación  de  sus  miembros.  La  unidad  de  estas  sociedades 
DO  ha  de  entenderse,  sin  embargo,  como  unidad  de  proceden- 
cia, es  decir,  como  si  todas  procediesen  de  la  familia,  cu^l 
otras  tantas  extensiones  graduales  de  la  misma,  según  algunos, 
pretenden:  pues  el  principio  étnico  ó  de  sangre  no  sirve  de 
base  única,  ni  siquiera  al  municipio  ó  la  nación,  sino  á  la  .pa- 
rentela; y. estos  grupos,. pcNT  el  contrario,  dependen  exclusiva- 
mente déla  convivencia  personal,  inmediata  y  local  de  sus 
miembros  (domicilio),  medie  ó  no  entre  ellos  parentesco.  Antes, 
hay  quienes  piensap:  que  la  familia  y  la  ciudad  se  oponen  en- 
tre sí  como  dos  esferas  en  cierto  modo  heterogéneas,  nacidas 
^e  distintas Jd^as.y  sentimientos,  representantes  de  distintos 

Qtereses  y  que  pueden  (patológicainente)  llegar  hasta. una  co- 

¡sión  entre  sus  respectivos  egoísmos.        -^ 

Francisco  Ginsr. 
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Califleacidn  de  los  doeamentos  autorlzadM  por  los  Notarios. 

AbI  como  el  indiTidtto  tiene  sus  órganos  para  satisfacer  lais 
necesidades  de  su  vida,  el  Estado  tiene  también  los  suyos^  con 
que  cumple  los  ñnes  para  que  fueron  creados;  y  á  medida 
que  las  necesidades  aumentan,  disminuyen  ó  se  modifican»  los 
organismos  encargados  sufren  las  mkmas  transformaciones» 
marchando  al  unisono  la  reforma  en  la  función  y  en  el  órgano 
con  la  necesidad  ó  el  fín  que  cumple. 

Las  necesidades  del  Estado  son  múltiples  y  ramificadas  en 
mil  diversas  especies.  La  justicia  tiene  su-  organismo  y  regla- 
mentadas sus  funciones  desde  las  del  Tribunal  Supremo  al  úi* 
timo  Juzgado  municipal,  por  una  serie  de  graduaciones  suce- 
sivas. 

La  defensa  del  Estado  necesita  otro  organismo  vigoroso  y 
bien  constituido:  la  Instrucción  pública,  «n  cuanto  aun  consti- 
tuye una  necesidad  que  cumple  el  Estado,  tiene  también  sus 
órganos;  pero  no  es  nuestro  objeto  hacter  una  clasificación  de 
todos  los  fines  del  Estado,  y  mucho  menos  de  los  organismos 
que  vienen  á  cumplirlos.  Es  nuestro  propósito  tan  sólo  tratar 
de  uno  solamente,  cual  es  la  necesidad  de  dar  fijeza  á  los  he- 
chos de  la  vida,  hacerles  constar  de  un  niodo  evidente  y  mani- 
fiestoj  qué  no  dé  lugar  á  dudas,  para  que  los  dereclios  nacidos 
de  aquéllos  tengan  virtualidad  y  eficacia  petmanente. 

Esta  misión  de  autenticar  toda  clase  de  hechos  se  ejerce 
por  todos  los  organismos  del  Estado  en  la  esfera  que  les  ea 


aBBBOHO  NOTABUO.  14.S 

pKipia;.y  cada  indiriduo  por  si  da  carácter  de  permanencia  á 
aquello  qne  eetima  oportuno  con  arreglo  á  bus  facultades  pri- 
vadas; pero  la  misióji  especíalisima  de  dar  autenticidad  á  los 
hechos  corresponde  desde  antiguo  á  un  organismo  mejor  ó  peor 
constituido,  pero  que  se  ha  sucedido  en  todas  las  épocas  de  la 
JBListoria.  Tal  es  el  Notariado. 

Bsta  institución  de  la  Fe  Pública  acaso  sea  de  las  que  me- 
nos transformaciones  ha  sufrido,  á  pesar  de  las  reformas  que 
se  han  hecho,  especialmente  desde  el  año  1862.  Basta  repasar 
nuestoos  antiguos  protocolos  de  instrumentos  públicos,  que 
cuentan  tres  siglos  de  existencia,  y  aun  se  encuentran  en  ellos 
formas  muy  semejantes  en  su  estructura  á  la  de  los  documen- 
tos públicos  que  se  otorgan  en  la  actualidad.  Esta  institución, 
que  parece  lleva  en  su  esencia  y  modo  de  ser  el  sello  de  la  in- 
mutabilidad, está  llamada  en  los  tiempos  presentes  á  sufrir 
una  transformación  tan  radical  y  completa,  que  la  haga  enerar 
en  el  progresivo  desarrollo  á  que  están  sujetos  todos  los  orga- 
nismos sedales. 

SI  desarrollo  de  otros  organismos  afínes  al  Notariado,  que^ 
suplen  en  parte  la  función  de  la  fe  pública  exlrajudicial;  el 
hábet  cargado  la  mano  con  excesÍTos  impuestos  nuestras  leyes 
fiscales,  especialmente  en  Ite  documentos  autorizados  por  No- 
tario (1);  la  gran  postración  y  enmóhecimiehto  de  la  función 

(1)  Bntre  los  mnohos  ostos  que  pudiéramos  citar  para  poner  de  mani- 
fiesto eómo  se  difionlta  en  nuestras  leyes  la  fnnoión  notarial,  haciéndola 
cada  vea  más  estéril,  nos  bastará  transoribir  el  art.  48  del  Código  dvil  vi- 
gente: 

«Jia  Uoenoia  y  el  oonsejo  favorable  á  la  eelebraoién  del  matrimonio  de- 
berán acreditarse,  al  solicitar  éste»  por  medio  de  documento  que  haya  auto* 
rilado  un  Notario  ohril  6  eolesiástioo,  6  el  Jnes.  mus&ioipal  del  domicilio  del 
«olieiiaoie. 

>I)el  propio  modo  se  acreditará  el  transcurso  del  tieMpo  á  que  alude  el 
artioulo  anterior  cuando  inútilmente  se  hubiera  pedido  el  consejo.  • 

Artioulos  de  la  ley  del  Timbre: 

)iaO,  núm.  8. -^Timbre  de  IS  pesetas,  dase  &.^ 

>Las  eaorituras*  en  ^ue  se-oonsigneel  censen tinüento  ó  eousejo  para  la 
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notarial,,  la  pooa  compenotraeión  de  ras  indmdaos,  la  iiioha' 
interna  entre  sus ^ elementos  y  otras  tantas  causas  que  sería' 
{H!álijo  enumerar,  han  hecho  que  en  esta  época  de  critica  se 
haya;  iniciado  en  el  Notariado  una  tendencia  á  mudar  de  pósi* 
<;ioneB. 

Mas  no  sólo  á  esto  se  reduce  la  discusión  por  las  reformas/^ 

« 

sino  que  llega  á  disputarse  hasta  la  necesidad  de  tal  instítu- 
oión. 

De  igual  modo  que  en  la  mecánica  todo  tiende  á  la  senci<- 
llez,  acusando  mayor  progreso  lo  que  en  igualdad  de  condicio- 
nes es  menos  complicado,  así  en  orden  al  derecho,  por  lo  que 
se  refiere  á  los  fines  que  el  Bstado  ha  de  cumplir,  será  tanto' 
más  perfecta  su  organización  cuanto' aquéllos  se  cumplan  con 
la  menor  cantidad  posible  de  servidores  ó  funcionarios,  y  no  sa- 
oedá  lo  que  de  todos  nuestros  organismos  actuales  dice  D.  Joa- 
quín Costa:  «En  todas  partes  el  cuerpo  yítc  de  los  órganos,  y 
•aquí,  al  revés,  desfallece  y- muere  de  ellos». 

Si  se  estudia  la  verdadera  naturaleza  del  Notariado,  su  fun* 
ción  y  el  modo  como  se  ejerce  en  la  actualidad,  sería  muy  dis- 
•entibie  la  necesidad  de  este  órgano  en  la  forma  en  que  eBlsá 

-c&lebración  del  matrimonio»  y  las  de  roooncvimiento  d«  l<t8  h^jo*  n^tiuál««.» 

»69. — Se  empleará  el  timbre  de  0,75  pesetas,  clase  18: 

•1.*     En  las  actas  originales  de  consentimiento  y  consejo  para  contraer 
matrimonio,  con  excepción  de  las  qne  faéren  negativas,  que  se  extender&n 
en  papel  de  oftcio  del  destinado  á  la  y«xta  púbUea. 
»2.*     Bn  las  certiftoaoiones  de  diclias  aotack» 

«116. — Se  empleará  timbre  de  0,75  de  peseta,  oíase  13,  en  la»  aetas  origi- 
^ales  de  consentimiento  y  consejo  paternos  qne  autoricen  los  Párrocos,  No 
tarios  ó  Autoridades  eclesiásticas.  Las  qne  faesen  negativas  se  extenderán 
en  papel  de  oficio  del  destinado  á  la  venta  pública. 

«Igual  timbre  se  aplicará  en  las  certificaciones  de'  partidas  sacramenta 
les,  de  defunción  y  de  actas  de  consentimiento  y  consejo  qne  se  exi^ldañ  á 
petición  de  parte.  No  se  extenderán  más  de  una  en  cada  pliego* » 

Importa  el  papel  sellaao  que  invierte  el  Notario  civil  en  la  autoriaaoión 
de  la  licencia  ó  consejo,  con  original  y  copia,  16  pesetas.  1B\  que  por  iguales 
«oxiceptos  emplea  el  Notario  eclesiá^ico  ó  el  Juca  munioipal,  aseiende,  todo 
lo  más,  á  t  peseta  con  60  céntimos,  obteniéndose  el  mismo  resultado.- 


«eOQStitiildo;  y  de  fiegair  en  tal  estado,. aun  e^ría  preferible  hacer 
qi^e  deeapareciese,  ya  que  tantos  otroe  organismoB  contribayen 
A  estenuar  esta  pobre  naeiÓQi  sangrada.por  una  Adminiatcación 
chapada  á  la  antigua,  como  nuestras  primeras  máquinas,  con 
iofínidad  de  ruedas  y  engranajes,  que  lejos  de  producir  movi- 
miento, le  entorpecen  con  sus  raimientos  y  la  pérdida  de  fuer- 
za consiguiente. 

.  E3  Notariado,  hasta  1862,  era  un  oñcio  público  enajenado 
de  la  Corona,  que  se  cotizaba  en  el  mercado  entre  los  que  reu* 
j\isai  condiciones  especiales  de  aptitud ,  bien  pocas  por  cier- 
to. Después  del  año  62  perdió  el  car¿ct0r  de  oficio  enajenable: 
el,  Estado,  4son  la  condición  de  indemnizar  á  los  dueños  de  sua 
oficios,  absorbió  la  función  de  delegar  la  facultad  de  dar  fe  de 
loQ  actos  y  contratos  al  Notario  como  testigo  de  mayor  excep- 
ción en  todos  los  casos  en  que  se  solicita  su  ministerio;  no  res- 
pondiendo aquél  en  la  generalidad  de  los  casos,  ni  de  la  rali^ 
dez  del  acto,  ni  de  la  eficacia  del  contrato,  pues  lo  único  que 
en  ellos  pone  es  la  autenticidad* 

No  teniendo  el  Notario  más  misión  que  la  de  dar  autentici- 
dad, bien  se  comprende  que  para  sólo  este  objeto  no  se  nece- 
sita gran  competencia  jurídica  en  aquél,  y  si  más  bien  una  mo- 
ralidad y  rectitud  probadas,  no  en  oposiciones  ordinarias  y  con 
exhibición  de  títulos  académicos,  sino  con  otra  cla^e  de  prue- 
bas que  patentizaran  la  rectitud  del  funcionario,  y  con  una  dis- 
ciplina  rigurosa  en  el  ejercicio  j  se  afianzase  su  buen  comporta- 
miento en  lo  sucesivo  (!).< 


(1)  Üe'  oonformidad  oon  lo  diobo  arriba,  en  Portagal  861o  «e  exige  para  el 
Ingreio  en  el  Notariado  oonocimiento«  inny  rn^toieaiariof;  en  oambio  la  n|0.- 
ralidad  ha  de  ser  mnj  probada.  E^tre  nosotros  se  exigen  estadios  snperfores 

»       *  *  * 

4  los  qne  ingresan  en  el  Notariado,  para  darles  un  cargo  nominal  en  oaal- 
lier  pneblo  de  la  Península,  donde  ha  de  compartir  el  trabajo  con  el  bar- 
»ro,  el  Secretario  del  Juzgado  municipal  7  cualquier  otro  que  sepa  escribid' 
tenga  alguna  afición  k  hacer  documentos  ó  expedientes,  pagando  sola* 
lente  el  Notario  verdadero  la  matríonla  por  la  industria  para  todos  |of  No 
urios  de  hecho. 

TOMO  89  10 
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Pero,  8i  además  de  la  aatentioidad,  se  exige  la  valides  á% 
todo  aquello  que  se  autentice,  la  facultad  del  encargado  de  la 
íé  pública  es  más  elevada,  y  necesitará  reunir,  además  de  las 
condiciones  antedichas,  la  competencia  necesaria  para  calificar 
la  validez  del  acto  ó  la  eficacia  del  contrato.  Claro  es  que  esta 
disminuiría  las  colisiones  de  derechos  que  nacen  al  amparo  de 
la  falta  de  intervención  de  un  funcionario  con  competencia  au* 
ficiente  para  no  autenticar  aquello  que  no  reuniese  las  condi- 
ciones legales. 

Una  venta  otorgada  por  quien  no  tiene  facultades  para  ellOr 
puede  ser  invalidada  por  quien  le  perjudique;  la  hipoteca  sobre 
fincas  de  dudosa  propiedad,  nada  garantiza;  el  poder  otorgado 
sin  previo  conocimiento  de  sus  efectos,  puede  ser  perfecta- 
mente inútil;  el  testamento  en  que  un  padre  no  respeta  la  le- 
'gítima  de  sus  hijos,  es  tan  válido  como  el  que  más,  aunque  sea 
ineficaz  en  cuanto  á  la  institución  ó  alguna  de  sus  disposicio- 
nes. La  venta,  la  hipoteca,  poder  y  testamento,  para  cuya  te- 
dacción  se  tengan  en  cuenta  las  solemnidades  internas  y  exter-- 
ñas,  suponen  en  el  Notario  la  competencia  necesaria  para  cali- 
ficar la  eficacia  de  lo  que  autoriza. 

Eesulta,  pues,  que  la  función  de  dar  autenticidad  á  los  ac- 
tos y  contratos,  si  ha  de  radicar  principalmente  en  un  orga- 
nismo creado  al  efecto,  puede  ser  de  dos  modos:  por  el  uno,  los 
funcionarios  de  la  fe  pública  habrían  de  autorizar  todo  aqueUa 
que  demandasen  las  partes,  con  tal  que  fuese  lícito  ó  no  prohi^ 
bido  por  las  leyes,  aunque  el  acto  ó  contrato  no  produjese  lo» 
efectos  legales.  El  otro  modo  de  funcionar  la  fe  púBliea^  á  la 
vez  que  autenticar,  es  el  tener  facultad  de  calificar  lo  mismo 
que  se  autentica,  pudiendo  negarse  el  funcionario  encargado  á 
dar  carácter  de  documento  público  á  aquello  que  no  reuniese 
las  condiciones  internas  previstas  en  el  momento  de  su  forma- 
lización^  de  cuya  negativa  podría  recurrir  el  interesado  en  la 
forma  que  procediese. 

'    Aunque  no  era  tan  radical  como  la  distinción  plantead^, 
algo  de  lo  primero  sucedía  con  el  Notariado  antes  de  1862:  pos- 
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toriormente  á  «tta  faeha  parece  que  se  inició  en  parte  lo  se- 
gundo, al  exigirse  á  los  f  ondonarioB  encargados  de  la  fe  pública 
e^trajodicial  condidonea  especiales,  que  más  van  encamina- 
das á  la  calificación  que  á  la  formalización  tan  sólo  del  docu^ 
mentó. 

£ñ  la  reforma  del  Notariado,  el  aflk>  62,  no  se  pudo  hacer  otra 
ooea.  Gomo  sucede  en  todas  las  grandes  reformas,  que  tropiezan 
siempre  con  los  intereses  creados,  asi  sucedió  con  la  del  Nota- 
riado el  año  62,  en  que  no  se  pudo  plantear  en  toda  su  exten- 
sión el  principio  de  que  el  mismo  funcionario  que  autorizase, 
calificara  las  condiciones  intrínsecas  del  acto  ó  contrato,  esta- 
bleciéndose á  la  vez  el  recurso.  Tribunal  superior  y  procedi- 
miento adecuado  de  apelación,  pues  todo  esto  vendría  á  ser  con- 
secuencia de  la  facultad  de  calificar  el  Notariado  la  validez  del 
acto  ó  la  eficacia  del  contrato. 

El  personal  de  que  se  componía  el  Notariado  antiguo,  respe- 
tabilísimo por  todos  conceptos,  no  tenía  los  conocimientos  ju- 
rídicos que  eran  menester  para  recibir  una  reforma  como  la 
propuesta  en  toda  su  extensión.  Por  esta  causa,  al  plantearse 
la  del  sistema  Hipotecario  el  año  61,  hubo  necesidad  de  enco- 
mendar la  calificación  de  los  documentos  públicos  referentes  á 
inmuebles  ó  derechos  reales  á  un  nuevo  cuerpo,  que  por  enton- 
ces se  creaba:  el  de  los  Begistradores  de  la  propiedad,  á  quienes 
se  encargó  de  las  Contadurías  de  hipotecas.  Estas  oficinas,  crea- 
das con  un  objeto  meramente  fiscal,  se  transformaron  con  mo- 
tivo de  la  reforma  del  sistema  hipotecario,  yuxtaponiendo  á 
aquella  función  otra  meramente  jurídica,  cual  es  la  calificación 
de  los  documentos  sujetos  á  inscripción.  De  ahí  la  naturaleza 
híbrida  de  la  función  del  Registro  de  la  propiedad,  depen- 
di^do  del  Ministerio  de  Hacienda  por  lo  que  se  refiere  á  su 
función  fiscal,  y  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  por  ^\x  mi- 
sión meramente  juridica,  cual  es  la  calificación  de  los  docu- 
mentos sujetos  á  inscripción;  yuxtaposidón  que  sólo  puede:  eiL- 
plicarse  históricamente  por  las  razones  expuestas  al  implan- 
tarse la  reforma  el  año  68.  ;    '        i. 
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Ahora  bien:  una  vez  que  el  personal  del  Notariado  ha  lle- 
gado á  renovarBe  casi  por  completo,  con  arreglo  á  la  ley  del  62, 
y  realizado  el  problema  que  el  legislador  sin  duda  ee  propoao». 
de  que  el  funcionario  que  diese  la  autenticidad  tuviese,  com- 
petencia suficiente  para  calificar  la  validez  ó  nulidad  de  lo  misr- 
mp  que  autorizaba,  ¿convendría  ya  reunir  estas  dos  funciones 
en  un  solo  funcionario? 

Oigamos  sobre  esta  cuestión  lo  que  dice  el  Sr.  Costa,  resu- 
miendo las  razones  de  los  Sres.  Santamaría  y  Maluquer,  eox^ 
motivo  de  un  proyecto  de  ley  sobre  contratación  ante  los  Re- 
gistradores. Tales  son  las  siguientes:  «I.^  Que  con  el  sistema: 
actual  de  contratación,  que  requiere  el  otorgamiento  de  escri- 
tura pública  ante  Notario,  los  pequeños  propietarios  ven  tan 
mermados  sus  productos  de  cultivo  en  relación  con  el  valor  de. 
las  fincas,  que  en  sus  préstamos  rara  vez  pueden  acudir  i  ese. 
medio,  imponiéndoseles  el  crédito  personal  con  intereses  muy 
subidos,  y  que  por  eso  no  podráp  obtener  los  beneficios  del  cré- 
dito agrícola  el  día  que  se  plantee  en  nuestro  pais.  2.^  Que  in-. 
teresa  sobremanera  evitar  en  todo  lo  que  se  refiere  á  contrata- 
ción inscribible  en  el  Registro  de  la  propiedad,  la  duplicidad 
de  funcionarios  que  en  la  actualidad  intervienen  en  ellos»  Nq^ 
tario  y  Registrador,  con  todas  las  grandes  desventajas  que  de 
ellas  se  deduzcan,  duplicidad  de  dispendios  y  de  tiempo,  nece- 
sidad de  explorar  el  Registro  ó  solicitar  certificación  del  Regis^ 
trador  antes  de  comparecer  ante  el  Notario,  á  fin  de  cerciorar* 
se  de  los  gravámenes  de  la  finca  ó  derecho  que  ha  de  ser  objeto 
del  contrato,  la  frecuente  diversidad  de  criterio  coitre  el  Regia* 
trador  y  el  Notario  y. la  consiguiente  denegación  de  inscri- 
bir, etc.  3.^  Que  con  el  nuevo  sistema  se  evitaría  el  peligro  de. 
las  segundas  enajenaciones  hechas  en  fraude  de  terceros  adqui- 
rent€M9  y  la  presentación  de  títulos  falsos  en  el  Registro,  de  la 
propiedad,  con  los  cuales  el  mayor  propietario  puede  ser  despoi- 
J£r1o  y  sumido  en  la  miseria  sin  culpa  y  á  pesar  de  haber  cum- 
plido con  todaa,  las  formalidades  .que  el  dereeho.le  exigía  para, 
garantizar  su  propiedad;  y  se  evitaría  ese  peligro,  porque  el 
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contrato  y  bu  inseripdón  se  yerifiearítn  en  un  mismo  acto  y 
sin  solqcióti  de  continuidad,  no  dándose  tiempo,  como  ahoni, 
paira  que  en  el  espacio  que  media  entre  el  otorgamiento  y  la 
inscripción  se  interponga  uñ  malvado  que  venda  por  segunda 
vet  ol  inmueble  ó  derecho  ya  enajenado.  4>  Que  así  se  reuní- 
tían  en  un  solo  acto  las  causas  remota  y  próxima  de  adquirir, 
ó  sea  el  título  y  el  modo,  ó  más  claro,  verificándose  el  acto  ó 
contrato,  y  la  tradición  ó  entrega  legal  y  real  de  la  cosa,  por  me- 
dio de  los  asientos,  que  deberían  extenderse  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  evitándose  así  la  comisión  de  delitos  eoiitra  la 
propiedad,  tan  perjudiciales  y  perturbadores  como  los  antes 
dichos.» 

Más  adelante,  en  su  notable  obra  Reorganizaeión  del  Nota- 
riadOy  dice  el  Sr.  Costa,  al  tratar  de  la  fusión  de  la  Notaría  y 
el  Registro: 

clias  ventajas  de  esta  reforma  saltan  á  la  vista:  sencillee, 
prontitud,  seguridad,  baratura;  consecuencia  necesaria,  des- 
arrollarse el  crédito  territorial,  facilitarse  el  movimiento  de  la 
propiedad  inmueble,  removerse  una  de  las  (atusas  que  han  en- 
gendrado la  crisis  agrícola.  Bl  servicio  es  más  rápido,  exige  un 
laerífício  menor;  pero  además,  mirado  desde  el  punto  de  vista 
del  derecho,  es  más  perfecto«por  lo  que  respecta  á  los  contratos 
sobre  la  propiedad  inmueble,  en  cuanto  desaparecen  cuatro 
riesgos  que  í»n  á  menudo  dejan  burlados  ahora  á  los  propieta- 
rios y  otorgantes:  primero,  las  segundas  enajenaciones  en  frau- 
de de  anteriores  adquirentes;  segando,  la  presentación  de  tí- 
tulos falsos  en  el  Registro;  tercero,  la  falta  de  anotación  al 
pie  de  la  escritura,  de  supuestas  inscripciones  no  hechas  en  el 
Registro;  y  cuarto,  la  denegación  de  inscripción  después  de 
haber  satisfecho  les  impuestos  del  timbre  y  de  transmisiones, 
'y  de  haber  sido  pagado'  el  precio  de  la  venta  ó  entregado  el 
capital  del  préstamo  á  un  vendedor  ó  prestatario,  de  quien  tal 
vez  no  puedan  ya  recobrarse.  Reducidos  á  un  solo  instante  del 
tiempo  los  dos  de  ahora,  la  fecha  del  título  y  la  de  su  presen- 
tación, la  adquisición  del  dominio  y  la  de  la  posesión  legal, 
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BÍeúdo  la  escritura  y  la  inscripción  una  misma  cosa,  Ja  máxi- 
Iba  prior  tempere  poiior  jure  recobra  su  valor  propio,  per- 
diendo el  absurdo  y  antijurídico  que  ha  redbido  con  referirea 
al  modo  y  no  al  título,  ¿lo  adjetivo  y  no  ¿  la  sustancia:  dea- 
aparece  la  necesidad  de  esa  declaración  del  Código  oivil,  según 
la  cual,  cuando  el  propietario  enajena  unos  bienes  inmuebles 
á  dos  ó  más  personas  por  actos  distintos,  {Pertenece  la  propie^ 
dad  al  adquírente  que  baya  inscrito  antes  su  título^  y  desapa- 
rece^  porque  en  ningún  caso  caben  dos  enajenaciones  de  un  in^ 
mueble  ó  derecho  real  por  una  míisma  persona.  Desaparece  la 
posibilidad,  que  hoy  afea  nuestro  derecho  civil,  Sé  que  unm 
inscripción  obtenida  fraudulentamente  convierta  en  ciertos'é 
legítimos,  contratos  falsos  ó  nulos,  con  despojo  del  legítimo 
dueño;  monstruosa;  consecuencia  á  que  ha  llevado  el  rigor  de 
sus  principios  la  ley  Hipotecaria,  y  de  que  un  tercero,  compra- 
dor de  buena  fe,  sea  perseguido  como  cómplice  en  el  fraude. 
Desaparece  asimismo  la  caliñcación  dé  los  docuDáentoá  como 
acto  distinto  de  su  autorización,  y  los  rozamientos,  dilaciones, 
gastos  y  perjuicios  á  qué  da  lugar  con  la  suspensión  ó  la  dene- 
gación de  inscripción  y  los  recursos  gubernativos  coiásiguieq- 
tes.  Desaparece  el  problema,  de  si  ha  de  ser  inscripción  ó  tnana* 
cripción.  Desaparece  la  neoeeidad  de  sacar  certifícadov  de  ea]^ 
gaa  y  demás  en  el  Registro,  como  trámite  previo  á  la  com- 
praventa» á  la  permuta^  á  la  constitución  de  hipotecas.  Dés^ 
aparece  la  necesidad  de  pagar  dos  veces  á  distintos  funcionaríoa 
por  un  tolo  servicio»  (1). 


(1)  Desaparéela  con  esto,  además,  el  absurdo  que  resulta  de  qae  un  ofloial 
de  Begristco,  enteramente  iletrado,  í  quien  nombra  sustitoto  el  Regi«tMMl¿r 
en  ansenoias  y  etifermedades,  de  meses  ó  <tnn  de  a£os,  pueda  oaliñofkr  loa 
doctunentos  autorizados  por  Notarios  letrados;  y  no  se  darla  el  caso  de  que 
un  escribiente  despedido  de  una  Notarla  pueda  desde  el  Begistro  de  la  pro  - 
Ipiedad,  sin  otros  títulos  que  él  ¿imple  nombramiento  dé  Beglstrador  sustitu- 
to, óaíiácár  los  documentos  áutorleadds  por  su  antiguo  ptinoipal,  pu«s  aunque 
/dice  la  ley  Hipotecaria  que  el  sustituto  desempeftatá  sus  fünoione0:  bajo  la» 


Si  bemoB  de  juagar  por  bus  reauitados  el  jEd^tema  hipoteca- 
rio vigente,  ni  el  <»rédito  territorial  ha  obtenido  las  ventaja^ 
-^ine  8é  esperaban  del  nuevo  sistema  el  año  1862,  ni  la  propie^ 
dad  afluye  al  Registro  en  la  forma  que  era  de  esperar,  puerto 
^lae  hay  Begifitro  en  que  no  se  ba  inscrito  el  5  por  100  de  1^ 
riqueza  inmueble,  y  en*  todos,  ellos  la  inscripción  del  dominio 
disminuye  en  una  piop<»rción  espantosa»  aumentando  la  de  la 
posesión,  con  su  cortejo  de  informalidades;  cambio  de  lin- 
deros, alteración  de  cabidas  y  otra  porción  de  artificios,  que  al 
amparo  de  las  disposiciones  vigentes  en  materia  de  informa- 
oiones  de  posesión,  constituyen  una  industria  lucrativa  de  geq  - 
tes  peritas  en  esta  clase  de  asuntos,  que  es  la  especulación  que 
ba  sustituido  á  la  de  confección  de  testamentaria,  las  cuales 
en  su  tiempo  se  prestaron  ¿  qq  menores  abusos,  transformando 
de  esta  suerte  el  Registro  de  la  propiedad  en  Registro  de  la  po- 
fsesión,  frase  que  se  ha  repetido  mil  veces  por  ilustres  publi- 
dstas  y  aun  por  la  misma  Direccióu  general  de  los.  Registros, 
de  tal  forma,  que  éstos  ya  no  responden  al  objeto  para  que  fue- 
ron creados,  y  las  inscripciones  de  posesión  por  si. solas  han  de 
hacer  más  estériles  los  Registros  de  la  propiedad  que  las  anti- 
guas Contadurías  de  hipotecas,  creando  un  estado  de  confusión 
eu  la  propiedad  inmueble  con  los.  documentos  privados,  expe- 
dientes posesorios,  escrituras  públicas,  inscripciofies  de  pose- 
sión y  de  dominio,  que  s<^o  podrá  ccdiocerse  el  día  que  se  re- 
formeix  los  prpcedif^ientqs  de  enjuiciar  y  sea  n^ás  aqcesible  la 
justicia,  pues  con  los  actuales,  existe  lo  que  el  Marqués  de  ^- 
ím  decía  no  hace  mucho  desde  las  columnas  de  El  HncUmal- 
cuna  verdadera  denegación  de  justicia». 

El  Notariado,  á  la  vez,  atraviesa  una  crisis  tan  profunda, 
que  en  precipitada  decadencia  marcha  á  su  desaparición,  La 
tendencia,  bien  marcadft,  es  á  segr^ar  cuanto  se  pueda  de  la 
competencia  del  Notariado.  Asi  vembsel  expediente  poseso- 

"líespoiissbilidad  del  Begistrador,  y  será  removido  siempte  que  éeité  lo  solioite^ 
^«esto  ea  dar  al  cargo  cierto  oacáeter  pateimonial  y  príratiTo,  iaoompatibl^  e^n 
•«l^crvioio.  pábUco.         ,  ,  .    , 
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rio  sustituyendo  á  la  escritura,  el  testamento  ológrafo  al  auto- 
tízado  por  Notario:  ciertas  comparecencias  de  loa  otorgantei' 
ante  los  Registradores  y  Jueces  municipales  suplen  algunas 
escrituras  y  actas  notariales.  El  art.  1824  del  (Tódigo  civil  tí* 
gente  da  facultades  áloe  Secretarios  de  Ayuntamiento  par» 
que  puedan  autorizar  capitulaciones  'matrimoniales,  siempre 
que  los  bienes  aportados  por  los  cónyuges  no  sean  inmuebles  y 
asciendan  á  un  total  los  de  marido  y  mujer  que  no  exceda  de 
2.500  pesetas,  y  en  el  pueblo  de  su  residencia  no  hubiese  No- 
tario. También  les  faculta  para  llevar  su  protocolo  de  oilglna^ 
les,  que  custodiará  en  el  archivo  del  Municipio  corresp(Midien- 
te,  como  los  Secretarlos  de  los  Juzgados  municipales  custodian 
otra  especie  de  protocolo,  que  son  los  originales  de  los  expe- 
dientes posesorios.  A  otra  reforma  que  se  haga  en  el  Código,  es 
seguro  (|ue  estas  facultades  de  los  Secretarios  de  Ayuntamiento 
y  de  los  Juzgados  municipales  habrán  de  ampliarse,  porque 
reduciéndose  cada  vez  más  las  Notarías,  se  alejan  de  los  otor- 
gantes, y  haciéndose  difícil  los  instrumentos  públioos  otorga- 
dos ante  Notario,  forzosamente  habrá  de  suplirse  su  falta  por 
otros  funcionarios. 

Si  el  legislador  va  directamente  á  la  supresión  del  Notaria- 
do, no  menos  avanza  en  tal  sentido  la  costumbre  y  el  instinto 
público  por  medios  indirectos:  los  documentos  privados^  aun 
sobre  inmuebles,  son  preferidos  por  su  economía  á  las  escritnr 
ras  públicas,  porque  éstas  absorben  el  valor  de  la  pequeña  pro- 
piedad; los  juicios  convenidos  sustituyen  á  las  escrituras  de 
préstamo  ante  Notario,  por  ser  aquéllos  más  econóníicos  para 
el  deudor  y  acreedor;  el  excesivo  coste  de  las  escrituras  pú* 
blicas  y  del  Registro  de  la  propiedad  matan  el  'crédito  |territo- 
rial;  las  particiones  privadas  de  herencia  se  imponen  «nte  el 
cúmulo  de  dificultades  que  en  la  generalidad  de  los  casos  en- 
torpecen el  otorgamiento  de  la  escritura  de  partición. 

Todo  lo  dicho  abona  el  que  la  función  de  autenticar  deba 
estar  unida  á  la  de  calificar  en  un  mismo  organismo»  y  no.sóla 
esto,  sino  que  la  inscripción  y  la  autorización  se  verifiquen  por 
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un  mismo  foncionario  y  en  una  misma  oficina,  llámese  el  en- 
cargado Notario  ó  Registrador^  que  para  el  caso  poco  importa  la 
cuestión  de  nombres,  ni  de  cargos  ó  pehsonas,  lo  cual  pudiera 
ser  á  lo  más  un  incidente  etx  la  realización  de  la  reforma:  ya  el 
espíritu  público  se  ha  anticipado  á  marcar  su  tendencia,  y  el 
alcance  que  ha  de  tener. 

La  propiedad  inmueble  no  puede  soportar'  más  tiempo  Ift 
pesada  carga  que  suponen  la  Notaría  y  el  Registro;  y  más  tarde 
é  más  temprano  ha  de  imponerse  una  simplificación  en  loe  tí- 
tulos de  dominio. 

Mientras  esto  no  suceda,  será  letra  muerta  cuanto  disponen 
las  leyes  Hipotecaría  y  del  Notariado  para  la  mayoría  déla 
propiedad  inmueble.  ' 

Por  otra  parte,  los  Registros  de  la  propiedad,  que  tan  poco 
ñuto  han  dado  para  él  desarrollo  del  crédito  territorial,  es- 
tan  llamados,  como  oficinas  de  Hacienda  que  fueron  en  su  ori> 
gen,  á  adquirir  el  mismo  desarrollo  que  en  la  actualidad  tienen 
los  problemas  de  Hacienda  y  que  merecen  un  estudio  especia- 
lísimo,  no  sólo  por  parte  dé  los  funcionarios  centrales,  sirio 
también  de  los  encargados  en  provincias  de  la  aplicación  dé  las 
leyes  fiscales. 

Mudio  hay  que  estudiar  todavía  en  cuanto  á  la  equidad  en 
la  tributación,  y  no  menos  falta  que  hacer  én  los  sistemas  dé 
recaudación.  Acaso  uno  de  los  mayores  defectos  de  la  Hacienda 
española  sea  la  excesiva  unidad  en  la  aplicación  dé  las  leyes 
fiscalies,  sin  la  flexibilidad  necesaria  para  dar  cabida  en  ellas 
á  la  variedad  que  suponen  los  distintos  páíséis  en  cuanto  á  sü 
riqueux,<sla^  cte'pfoduaeionesr  industrias,  usos  y  costumbres 
de  cada  país,  etc.  etc.;  elementos  que  tanto  suponen  en  la  im' 
posición  y  recaudación  de  tributos. 

Es  bien  extraño  que  hasta  los  últimos  detalles  de  cualquier 
reglamento  ó  circular  en  materia  de  tributos  haya  dé  cum- 
plirse lo  mismo  en  Madrid  que  en  la  última  aldea  de  Galicia», 
de  igual  modo  en  los  pueblos  fértiles  de  Valencia  que  en  los 
más  miserables  de  la  provincia  de  Soria. 
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Si  en  general  el  estado  de  derecho  debe  ser  producto,  entre 
otras  condioioDes,  de  los  usos  y  costumbres  de  cada  pals^  las 
leyes  en  materia  de  tributación  parece  que  debían  tejQcr  más 
•en  cuenta  tales  circunstancias.  Además,  el  estudio  de  la  impo- 
sición y  recaudación  de  tributos  se.  hace  mejor  cerca,  de  laa 
fuentes  contributivas  de  donde  han  de  partir  Ifls  etitadisticas 
y  toda  clase  de  comprobaciones  en  estas  materias,  que,  como 
antes  hemos  dicho,  han  llegado  á  adquirir  tal  importancia,  que 
absorben  por  completo  la  atención  de  los  Estados  modernos,  y 
ningún  organismo  actual  puede  ofrecer  mejores  condiciones 
para  el  desarrollo  de  estas  cuestiones  financieras  que  I09  Be- 
^stros  de  la  propiedad,  por  su  tradición,  y  por  estar  ^n  la  iio- 
tualidad  encargados  de  la  recaudación  de  imo  de  nuestros  prin- 
<$ipales  impuestos. 

Keunidas  en  un  solo  funcionario  y  oficina  las  funciones  de 
autenticar  y  calificar;  modificado  el  sistema  hipotecario  en  el 
sentido  de  evitar  gastos,  dilaciones  y  entorpecimientos  en, la 
contratación  I  se  hace  precisa  una  ley  de  Procedimiento  ^n  la 
-que  se  refundan  las  del  Notariado  é  Hipotecaria,  toda  aquella 
4>arte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  no  se  aviepe  bien 
con  las  demás  materias  contenciosas  de  ella,  pues  sólo  por  tra- 
dición, ó  acaso  por  ima  necesidad,  han  seguido  en  la  misma 
ley  la  jurisdicción  voluntaria  y  la  cpntenciosa. 

Además  de  las  materias  indicadas,  podría  incluirse  en  di- 
cha ley  de  Procedimiento  toda  la  parte  adjetiva  del  Código  ci- 
vil, segregando  de  él  muchas  de  sus  disposiciones,  que  son  más 
bien  reglamentarias. 


LA  IMPÜTABILIDAD 

ANTE  LAS  ESCUELAS  ANTROPOLÓGICAS  (*) 


IV 


8uM  ABIC:  L*  sueva  cieneia  penal  pretende  estudiar  al  hombre  oon  abstrac- 
ción de  su  auBtanoia  espiritual,  fijando  como  base  de  observación  experi- 
mentos psiquiátricos,  y  trastornando  las  ideas  admitidas  sobre  el  delito* 
el  delincuente,  la  pena  y  el  dereobo  de  castigar. — Conflicto  que  surgia 
entre  la  negación  de  la  imputabilidad  y  el  castigo  necesario  de  los  crimi- 
nales: comparación  del  bombre  con  los  animales  daiUnos  y  oon  los  locos: 
nionstruosa  deducción  de  castigar  lo  mismo  al  criminal  que  al  embonado, 
—Sustitución  de  la  responsabilidad  moral  oon  las  leyes  naturales  de  la 
«elección  y  de  la  adaptación,  esterilisando  el  tipo  criminal. — Oonseouen- 
cias  de  la  negación  de  ta  imputabilidad. 


La  noción  de  la  imputabilidad,  tal  y  como  la  expone  la  en- 
■cuela  que  profesa  la  creencia  en  el  libre  albedrio  del  hombre, 
lia  sido  rudamente  combatida  por  las  teorías  antropológicas, 
que  hoy  se  disputan  el  antes  neutral  campo  del  derecho  pena). 

La  libertad  moral  del  hombre,  ya  combatida  por  algunos 
espiritualistas  de  la  antigüedad,  que  subordinaban  el  desenvol- 
vimiento de  los  destinos  del  ser  racional  á  designios  preestable- 
cidos por  la  Providencia,  ó  á  la  fatalidad  del  hado,  aparece  re- 
ueltamente  negada  por  el  positivismo  moderno,  cuyas  doctri- 
nas materialistas  han*  conculcado  las  fundamentales  nociones 

'         '        '         '  . 

<*)     Yóase  la  p&g.  460  del  tomo  8B  de  la  Rwibta. 
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del  espiritualismo  clásico  sobre  el  delito,  la  pena  y  el  derecÜO' 
de  castigar. 

Ya  lo  hemos  indicado  en  otro  lugar  de  este  Estudio:  la  filo- 
sofía descreída  y  llena  de  grandes  atrevimientos  en  favor  de  los 
tenidos  por  desheredados  de  la  gran  familia  humana,  las  tristes 
consecuencias  del  darvinidmo/  éxpü^tas  en  las  obras  de  H.. 
Spencer;  el  desarrollo  de  la  sociología,  y  los  errores  económicos 
de  los  Gobiernos,  que  se  preocupaban  muy  poco,  ó  no  acerta- 
ban á  solucionar  los  grandes  problemas  de  la  Economía  políti- 
ca, eran  otros  tantos  factores  importantísimos  para  la  renova- 
ción de  antiguas  creencias,  que  han  dado  por  resultado,  no  una 
nueva  ciencia  penal,  pero  sí  unos  principios  muy  distanciados 
de  los  hasta  hoy  dominantes  en  materia  de  imputabilidad. 

El  esplritualismo  había  estudiado  al  hombre  al  considerarle- 
corno  sujeto  de  los  actos  imputables,  en  el  sólo  aspecto  de  sa 
naturaleza  moral,  buscando  el  fundamento  del  delito  en  esa 
misteriosa  labor  psicológica  integrada  por  elementos  sensitivos ,. 
que  predisponen  la  voluntad  al  mal  obrar,  por  factores  cons- 
cientes constituidos  sobre  operaciones  del  entendimiento,  y  en 
fin,  por  determinaciones  resueltas  del  ánimo,  libres  de  toda 
error  ó  coacción,  que  exteriorizando  el  acto,  y  dando  vida  real 
al  delito,  requerían  la  sanción  efectiva  de  la  ley. 

Los  positivistas  han  abandonado  ese  camino.  Estudiando 
al  hombre  con  abstracción  de  toda  sustancia  inmaterial,  que 
resueltamente  aparece  negada,  ponen  exquisito  cuidado  en  fijar 
como  puntos  de  partida  de  la  ciencia  penal,  observaciones  psi- 
quiátricas individuales,  pretendiendo  por  un  verdadero  méto- 
do inductivo  convertir  esas  hipótesis  particulares  en  verdades 
incontrovertibles  y  de  carácter  general.  Con  ello  se  transforma 
en  causa  interna  y  subjetiva  lo  que  á  nuestro  entender  es  ele- 
mento auxiliar  de  la  misma  causa  psicológica,  y  en  la  cual  re- 
side la  potencialidad  de  nuestro  obrar,  pretendiendo  de  modo 
resuelto  divorciar  la  responsabilidad  ante  la  ley  de  la  llamada 
responsabilidad  moral. 

Realmente  los  modernos  escritores  antrópologistas  que  pre- 
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tendea  haber  encontrado  nuevos  harúoniee  á  la  cimda  penal 
{Mi.  Fttrrí)»  nada  original  olrecen  á  la  consideración  de  ios  hom- 
bres pensadores  j  la  crítica  más  benigna  verla  muy  pronto  en. 
sos  teorías  la  reproducción  de  todos,  absolutamente  todos  los 
principios  expuestos  por  los  positivistas  del  ñglo  xyui,  Espi- 
nosa, Hóbbes,  Holbach,  Fontenelle,  etc.,  quienes  á  su  vez  fue- 
ron &  buscar  sus  inspiraciones  en  antiguas  escuelas  materialis- 
tas, ya  realmente  dadas  al  olvido  en  los  dominios  de  la  ciencia. 

La  escuela  antropológica  estudia  al  delito  como  un  acto  de 
atavismo»  como  un  fenómeno  morboso,  como  el  producto  de 
una  anomaUa  psicoíísica,  como  resultado,  en  fin,  de  un  orga- 
nismo anormal;  en  consecuencia  de  cuyos  principios,  el  delin- 
cuente, á  quien  algún  antropólogo  miraba  como  una  desviación 
4el  tipo  humanOj  incide  fatal  y  necesariamente  en  el  delito» 
porque  á  él  le  Uevan  la  herencia,  la  constitución  orgánica,  la 
configuración  externa  ó  interna  de  su  persona  física,  el  medio 
ambiente  que  le  rodea,  el  aire,  el  clima  y  aun  los  alimentos  que 
la  Naturaleza  le  ofrece.  En  suma:  el  criminal  es  criminal,  y  no 
hombre  honrado,  como  pudo  nacer  de  arrogante  estatura  ó  pe- 
queño, rubio  ó  moreno,  de  temperamento  nervioso  ó  de  cons* 
titución  sanguínea.  Los  delincuentes  son  «seres  que  nacen  pri-  ^ 
vados  de  sentimientos  morales,  deshumanízados  por  la  natura- 
lezf^  ó  por  las  circunstancias»  (Ribot);  y  el  delito  es  una  neurosis 
limítrofe  de  la  locura,  una  degeneración  psicológica,  al  decir 
de  unos  positivistas,  nüentras  que  otros  entienden  que  la  vir- 
tud es  un  fenómeno  neurótico,  y  que  los  hombres  honrados  son 
precisamente  el  tipo  anormal  y  desequibrado.  (Garofalo  y  Lom- 
broso,  Albrecbt  y  Moleschott.) 

.  Si,  pues,  el  delito  es  obra  de  la  fatalidad;  si  la  escuela  an- 
tropologista  niega  to.da  npdón  de  deber  moral,  y  si  era  mons- 
truoso exigir  responsabilidad  por  aquello  que  era  fatal  é  inevi- 
able  al  hombre;  si  la  noción  de  imputa bilidad,  en  una  pala- 
va,  había  perecida  en  ese  naufragio  horrible  de  las  ideas'de 
jonciencia,  libertad,  moral  y  de^justicia,  el  crimen  debiera  que- 
lar  impune^ .  y  cQSindQ.más,  la  pena  debiera  ser  sustituida  por 
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eí  iratamenio,  la  cárcel  por  el  hospital  y  los  Tribonales  por 
jurados  de  médicos  especialistas  en  esto  de  las  elacabraciones 
del  antropologismo. 

Era  realmente  un  conflicto  tremendo  el  que  surgía  de  la 
negación  del  libré  albedríoi  sobre  el  cual  descansa  la  impmta- 
bilidad  y  la  conservación  necesaria  de  la  pena,  la  cual  sólo  es 
justa  cuando  se  declara  previamente  la  culpabilidad  del  agente 
en  cuanto  hizo  aquello  que  quiso,  pero  que  pudo  dejar  de  hacer ^ 
Ese  antagonismo  entre  el  desconocimiento  de  la  libertad  mo- 
ral y  la  admisión  del  derecho  de  castigar  á  quien  no  era  culpa^ 
ble,  habían  pretendido  en  vano  resolverle  los  filósofos  positi- 
vistas del  siglo  xvín,  sosteniendo  que  podría  conservarse  la 
penalidad  sin  la  creencia  en  el  libre  albedrio.  c El  hombre,  es- 
cribía Espinosa,  que  aun  por  causa  de  enfermedad  no  puede 
dominar  sus  pasiones,  siquiera  merezca  excusa  en  razón  á  la 
deficiencia  de  su  naturaleza,  no  puede  disfrutar  de  la  paz  del 
alma,  y  por  respeto  á  la  ley  debe  morir.»  Stuard  Mili,  de 
acuerdo  con  Espinosa  y  Loche,  comparando  al  criminal  con  las* 
fieras,  entendía,  cque  con  ó  sin  libre  albedrio,  era  licito  el  cas- 
tigo en  la  necesaria  proporción  á  la  necesidad  de  libramos  del 
peligro  ante  las  asechanzas  de  los  delincuentes».  Otros  positi- 
vistas, igualando  á  los  criminales  con  los  locos,  sobre  ciiya 
irresponsabilidad  no  debía  ni  podía  dudarse,  encontraban  jus- 
tificada la  imposición  del  castigo  á  aquéllos  y  á  éstos;  sacrifi- 
cio doloroso,  pero  absolutamente  necesario,  ante  el  supremo 
interés  de  la  sociedad  de  evitar  lo  peligroso  y  dañino  de  lo» 
atentados  de  unos  y  de  otros.  Para  todos,  afirmaba  resuelta- 
mente un  conocido  antropólogo,  debe  existir  la  represión,  seain 
locos  ó  sanos  de  espíritu,  cporque  igual  eis  el  perjuicio  cau- 
sado por  sus  actos  á  sus  semejantes».  (Dr.  Le  Bon,  Revista  de- 
Filosofia,) 

Es  ciertamente  muy  doloroso  observar  á  qué  extremo  con- 
du6e  el  apartamiento  de  la  ciencia  de  aquellais  nociones  inmu- 
tablee,  escritas  por  Dios  en  los  pliegues  del  corazón  humano, 
y  que  son  norte  fiel  y  seguro  que  lleva  üuedtro  entendimienta 
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á  la  pc^esiÓQ  de  la  verdad.  La  conciencia  ae  sableva  con  im- 
ponente alzamiento  contra  la  idea  cruel  de  imponer  el  má& 
leve  castigo  á  un  6ér  irresponsable,  y  el  espectáculo  de  ver  mo- 
rir á  un  pobre  enajenado  ¿  manos  del  verdugo,  equiparándole 
al  asesino  miserable,  á  nombre  tan  sólo  de  un  egoísta  interés 
social,  levantarla  en  el  corazón  de  los  hombres  honrados  una 
justificada  protesta  de  indignación  contra  una  ley  tiránica, 
monstruosa  y  absurda.  No  sería  seguramente  esa  ley,  aquella 
que,  al  docir  de  Cicerón,  en  tanto  merecía  tal  nombre  en  cuanta 
fuese  la  expresión  de  la  voluntad  de  los  dioses,  y  como  ella 
inmutable  y  eterna:  sería,  sí,  el  fiel  reflejo  de  una  sociedad 
concupiscente,  descreída  y  refinadamente  egoísta,  en  la  cual 
habían  naufragado  todas  las  grandes  ideas  del  deber,  de  la  ca* 
ridad  humana  y  de  la  justicia. 

El  objeto  primordial  de  la  escuela  antropológica,  es,  como 
discretamente  observa  un  distinguido  tratadista,  aplicar  los 
principios  del  darvinismo  á  la  legislación  penal,  reempla- 
zando á  la  idea  de  la  responsabilidad  moral,  ó  sea  de  la 
impntabilidad  de  los  actos  humanos  por  consecuencia  de 
nuestro  libre  albedrío,  con  las  leyes  zoológicas  de  la  selec- 
ción y  de  la  adaptación  al  medio  ambiente.  Garofalo^  en  su 
Oriminologia,  ha  formulado  con  bastante  precisión  los  prin- 
cipios fundamentales  del  derecho  de  castigar,  con  abstracción 
de  todo  supuesto  de  imputabilidad  subjetiva.  «Es  la  sociedad,^ 
dice,  un  organismo  que  en  un  verdadero  instinto  de  defensa, 
se  reacciona  contra  el  daño  causado  por  el  delito  sirviéndose 
de  la  pena.»  Su  derecho  á  castigar  se  sustenta,  pues,  no  cobre 
la  sacrosanta  idea  de  la  justicia,  sino,  como  ya  entendían  Ben- 
than  y  Stuard  Mili,  pobre  la  utilidad  del  mayor  número,  á  la 
cual  viene  ó  debe  venir  subordinado  absolutamente  er  indi- 
viduo. Si  éste  no  se  adapta  al  medio  ambiente  en  que  está  lla- 
mado á  vivir,  la  sociedad,  en  el  pleno  ejercicio  de  su  reac- 
ción contm  el  delito,  debe  eliminarle,  seleccionarle  de  su  seno^ 
porque  no  ha  sido  posible  su  adaptación.  Y  claro  es  que  esa 
eliminación  ha  dé  relacionarse  con  los  términos  de  la  posíbi^ 


lídad  de  adaptación,  por  lo  cual  jA  deracho.  del  poder  social  se 
extiende  desde  lá  imposición  de  la  pena  de  destierro  hasta  la 
de  muerte,  ó  abandono  del  culpable  para  siempre,  relegán- 
dole en  una  isla  salvaje,  y  privándole  de  reproducirse,  esíeri- 
Kzemdo^  si  es  preciso,  el  microbio  generador.  La  supresión  de  las. 
circunstancias  eximentes  y  atenuantes,  y  el  establecimiento 
de  la  proporcionalidad  de  la  pena  en  razón  á  ser  el  delineuen^ 
te  más  ó  menos  peligroso,  completan  esa  nueva  teoría,  que  da 
en  tierra  con  el  tradicional  derecho  y  con  todas  las  nociones 
acerca  de  la  imputabilidad  en  los  delitos. 

El  fondo  de  la  teoría  antropológica  es,  por  lo  que  se  va 
exponiendo,  profundamente  desconsolad(Mr.  Despojado  el  hom- 
bre de  sus  facultades  anímicas  que  le  elevan  sobre  el  nivel 
del  bruto,  equiparado  el  criminal  al  perro  rabioso,  según  Sar- 
cey,  á  la  víbora;  según  Le-Bon,  á  las  fieras;  al  decir  de  Stuard- 
Mili,  al  topo,  como  entiende  Fouille,  y  á  las  pulgas,  según  en 
el  Congreso  de  San  Petersburgo  se  denominó  á  los  mendigos, 
preconizándose  el  incuestionable  derecho  de  la  sociedad  á  ex- 
terminar al  delincuente  como  se  aplasta  al  reptil  que  nos  ace- 
cha, es  lógico  pensar  que  así  como  la  Naturaleza,  en  bien  de  la 
especie,  procura  eliminar  al  ser  degenerado  é  impide  su  repro- 
ducción, de  igual  modo  el  Poder  público  favorece  la  obra  de  Iqi 
Naturaleza  matando  y  esterilizando  al  criminal,  que  es,  según 
Venturí,  una  desviación  monstruosa  del  tipo  humano. 

{Cuan  trancendentales  son  los  errores  de  la  .llamada  Cien- 
cia antropológica!...  El  estudio  del  hombre,  limitado  única- 
mente á  su  naturaleza  fisiológica,  como  si  en  él  no  palpitase 
algo  inmaterial  é  incorpóreo  que  le  da  la  noción  de  su  propia 
grandeza  y  dignidad,  nó  conducirá  á  otro  resultado  final  que 
á  la  lógica  afirmación  del  Dr.  Albrecbt ,  según  la  cual,  «  el 
hombre  es  un  mono  de  la  más  degradada  y  abyecta  especie». 
El  desconocimiento  de  la  imfíutabilidad  de  los  actos  humanos, 
como  natural  consecuencia  del  gran  principio  del  libre  albe- 
drío,  hará  que  no  se  encuentre  en  modo  alguno  la  justicia  de  la 
pena^  que  la  crueldad  reemplace  á  la  misericordiai  sin  que 
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¡ptieda  ooncebifse  el  an^pentímiento  que  parifica,  ni  la  en- 
mienda que  regenera.  Los  nuevos  harigonies^  que  Mri  Feíxl  nos 
ofrece,  no  serán  segoraiiMnte  la  enhiesta  y  eoberhia  montafia 
en  (Hiyos  altos  picos  se  refleja  la  luz  áel  claro  amanecer,  sino 
d  cercano  diyisar  de  un. abismo,  en  cuyo  n^pro  fondo  caer&o 
con  velocidad  estruendosa  todas  las  grandes  verdades  de  la 
<SenCia  pttiai. 


SuKA&io:  Sastitaeión  en  las  teorías  positivistas  de  la  idea  moral  de  otilpabí- 
lidad  por  la  de  temibüidad  del  critninal. — Consecuencias  del  principio: 
la  desproporóionalidad  de  la  pena  y  la  desaparioi^  de  las  oiroiinstatioias' 
modificativas.— La  utilidad  es  un  factor  muy  atendible  en  el  derecbo  da 
«nastig^r  y  ella  ha  de  fundamentarse  sobre  la  justicia. — Los  derechos  pri: 
vativos  del  hombre  no  se  anulan  ante  el  derecho  déla  sociedad.— La  ra- 
zón de  las  circunstancias  exoluyentes  ó  modificativas  está  en  los  elemen- 
tos morales  de  la  delincuencia,  armonisando  la  misericordia  con  lu  jus- 
ticia. 

Descartada  la  libertad  moral  que  preside  á  todas  las  maní- 
testaciones  del  querer  humano  como  razón  de  la  imputabiUdad 
-de  nuestros  actos»  y  sustituida  por  un  fatalismo  necesario,  pro- 
ducto, bien  de  un  retroceso  atavistico,  bien  de  una  conformi- 
dad orgánica,  de  una  degeneración  fisiológica  ó  de  anormali- 
dades cerebrales,  los  deterministas,  que  creen  es  impreecindi* 
ble  castigar  á  nombre  del  supremo  interés  social,  establecen 
una  inadmisible  teoría,  según  la  cual,  imputable  ó  no  al  de- 
lincuente el  delito,  es  de  necesidad  su  inmediato  castigo.  Par^ 
tiendo  de  un  supuesto  profundamente  materialista,  entienden 
que,  aun  pegadas  las  ideas  de  mérito  y  demérito  y  desconocida 
la  moralidad  de  las  aóqiones  humanas,  alli  donde  el  hombre, 
^consciente  ó  iDConscientemente,  causó  un  daño,  la  sociedad, 
reaccionando  ^n  su  propia  defensa,  debe  imponer  la  pena.  IjOS 
Jueces,  dicen,  no  habrán  de . interrogarse  si  el  culpable  obró. 
ó  tío  coa  libertad;,  si  al  delinquir  era  un  criminal  ó  un  enfer- 
mo, sino  si 3u. acto  fué  nociyo,  si  aquél  es  ó  no  peligroso;  mi- 
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diendo  la  proporcionalidad  de  la  pena,  no  en  orden  á  la  mal- 
dad moral  del  autor  del  delito  y  á  la  extensión  del  mal  cau- 
sado, sino  relativamente  á  la  temibilidad  del  agente. 

Esta  original  teoría  es  á  todas  luces  absurda,  y  los  mismos 
criminales,  con  un  sentido  práctico  negado  por  lo  visto  á  hom- 
bres de  grande  altura  intelectual,  protestarían  contra  lo  enor- 
me de  la  pena  que  no  se  conformase  con  la  extensión  moral  de 
un  delito.  Un  hombre  inculto,  propenso  á  la  embriaguez,  acu- 
sado de  pequeñas  raterías  y  reincidente  en  el  hurto;  un  sujeto 
de  carácter  pendenciero,  llevado  por  segunda  ó  tercera  vez  al 
.  Tribunal  como  reo  de  lesiones,  pudiera  ser  estimado  más  peli- 
groso que  un  homicida  ó  im  asesino  miserable,  y  al  aplicar  á 
estos  últimos  una  pena  mucho  menor  que  á  los  primeros,  un 
sentimiento  de  justicia,  de  que  los  más  abyectos  criminales 
no  están  privados  ciertamente,  les  haría  revolverse  contra  ta- 
maña iniquidad.  No  hay  persona  alguna  que  aperciba  con  más 
recto  criterio  la  proporcionalidad  de  la  pena  que  el  mismo  qoe 
la  sufre,  y  su  conformidad,  cuando  la  cree  merecida,  es  la  san- 
ción más  acabada  de  su  justicia. 

Todo  el  cuadro  de  circunstancias  eximentes  y  atenuantes 
desaparece,  asimismo,  con  los  principios  sustentados  por  la  es- 
cuela antropológica.  Las  exenciones  en  los  Códigos  parten  de- 
un  supuesto  fundamental,  á  saber:  la  no  existencia  del  delito, 
y  de  consiguiente,  de  la  imputabilidad  que  en  otro  caso  sería* 
exigible.  En  el  orden  de  la  ley  no  puede  sernos  imputable  aquel 
acto  del  cual  no  habremos  ante  ella  de  ser  responsables;  mas 
para  los  deterministas,  como  el  delito  es  ün  fenómeno  mor- 
boso, un  mal  causado  fatalmente,  un  daño  á  la  entidad  so- 
cial, del  cual  es  responsable  el  hombre  en  todos  los  casos,  las^ 
exenciones  de  responsabilidad  son  absolutamente  insosteni- 
bles. cEl  hombre,  sostiene  Perri,  es  responsable,  no  por  y  en 
cuanto  es  moralmente  libre,  sino  porque  y  en  tanto  es  un 
ser  eminentemente  social.»  El  interés  colectivo  exige,  al  de- 
cir de  los  anüropologistas,  el  sacrifício  del  individuo,  quien 
bsíbrá  de  sopórtat  todas  las   exigencias  del  mayor  número,. 
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eomo  disfrata  de  bqs  ventajas;  sin  que  tenga  por  qué  cuidarse 
la  sociedad  al  imponer  el  castigo,  escribe  Mr.  littre,  de  si  el 
delito.faé  ó  no  cometido  con  libertad,  porque  el  interés  social 
se  sobrepone  á  toda  idea  abstracta  y  metafíeica  de  la  justicia. 
Como  resultado  de  estas  doctrinas,  si  la  pena  es,  según  afir- 
ma Moleschott,  «la  expresión  de  las  necesidades  de  la  est)eeie, 
y  una  simple  depuración  de  ésta,  eliminando  por  medio  del 
castigo  al  individuo  degenerado»;  si  pora  gran  número  de  an- 
tropólogos, á  las  lenidades  del  traiamienio  para  los  desequilibra- 
dos irresponsables^  como  entienden  serlo  los  delincuentes,  hay 
que  sustituir  la  horrible  crueldad  del  abandono,  del  criminal 
«n  una  isla,  y  aun  su  muerte,  es  adecuado  á  ese  rigor  insano 
borrar  de  nuestros  Códigos  todo  motivo  de  excusación  y  de  sim- 
ple atenuación  de  la  imputabilidad.  De  otra  parte,  si  los  de- 
lincuentes son  irresponsables  en  el  sentido  de  que  por  su  na- 
turaleza fisiológica,  ó  por  causas  á  ellos  no  imputables,  no  pu- 
dieron  dejar  de  delinquir,  negada  la  responsabilidad  criminal, 
no  es  posible  reconocer  circunstancias  que  la  excluyan  ó  modi- 
fiquen atenuándola.  Natural,  aunque  desconsoladora  conse- 
cuencia de  tan  absoluta  negación,  es  la  de  que  el  niño  delin- 
cuente ha  de  ser  necesariamente  castigado,  pues  descartadas 
las  razones  de  no  imputalidad  moral,  el  niño,  como  el  loco,  ha 
producido  un  daño,  la  sociedad  habrá  de  reaccionarse  contra 
ese  individuo  en  suprema,  si  no  justa  defensa,  eliminando  al 
individuo  á  quien  el  positivismo  equipara  á  los  seres  de  la  es- 
cala inferior  zoológica,  ayudando  la  ley  con  esa  labor  elimi- 
natoria la  obra  de  la  Naturaleza  que  prematuramente  extin- 
gue el  vivir  de  aquellos  que  no  se  adaptan  al  medioambiente 
que  los  rodea.  £1  niño,  como  el  demente,  y  aun  como  el 
hombre  sano,  no  fueron,  según  los  visionarioa  metaf isleos,  m- 
'ito5  de  imputabilidad,  porque  no  tuvieron  conciencia  del  acto 
jecutado;  pero  ello  no  obstante,  todos  ellos  deben  ser  objetQ 
e  pena.  Tal  es  la  fuerza  de  las  consecuencias  cuando  el  priu- 
ípio  es  falso;  tal  el  rlsu^o  porvenir  de  la  justicia  en  poder 
' )  los  humanitarismos  de  los  reformadores.  8in  duda,  para 
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contrarrestar  tal  absurdo,  el  materialista  Staard* MUÍ»  pveten- 
diendo  conciliar  ideas  antitéticas,  no  vacila  en  aventurar  que 
el  hombre,  aún  privado  del  libre  albedrio,  es  responaable  de 
su  carácter,  el  cual  es  obra  de  alguna  fuerza  inteligente  y  que 
le  permite  obrar  como  obró.  Pero  según  discretamente  ob- 
serva un  distinguido  escritor,  esa  afirmación  de  que  el  hombre 
es  responsable  dé  su  carácter,  siempre  que  la  acción  ejecuta- 
da dependa  de  su  voluntad,  no  puede  ser  armonizada  con  el 
determinísmb ,  que  niega  esa  gran  potencia  psicológica^  y 
por  tanto,  rechaza  la  voluntariedad  de  los  actos  humanos. 
(L.  Proal. — El  delito  y  la  pena.) 

Los  grados  de  imputabilidad  en  el  agente  han  de  apreciarse 
de  modo  necesario  por  la  extensión  de  su  libertad  moral.  Este 
principio  inmutable  da  vida  en  el  Derecho  alas  circunstan- 
cias atenuantes  de  la  responsabilidad,  más  debilitada  en  el  or- 
den moral  cuanto  más  enérgicos  hayan  sido  los  motivoeque 
la  voluntad  ha  encontrado  en  su  camino  para  apartarse  del 
bien,  que  es  su  última  aspiración.  Es  un  hecho  de  experimen- 
tación psicológica,  que  solicitadas  á  veces  nuestras  facultades 
volitivas  por  manifestaciones  del  orden  sensible,  la  inteligen- 
cia no  percibe  con  perfecta  claridad  el  hecho  que  se  ofrece  á 
nuestra  voluntad,  y  al  resolverse  á  obrar,  el  hombre  no  es  due- 
ño absoluto  de  su  albedrio.  La  injuria  que  enrojece  nuestro  ros- . 
tro  y  nos  recuerda  el  peligro  en  que  nuestra  dignidad  se  en- 
cuentra, no  nos  lleva-  fatalmente  al  crimen;  pero  la  voluntad 
parece  como  empujada  por  una  corriente  interior  de  misteriosa 
fuerza,  la  inteligencia  se  siente  débil  y  falta  de  serenidad  para 
el  consejo,  y,  en  conclusión,  nos  consideramos  menos  libres,  si- 
quiera nuestra  conciencia  nos  confirme  que  la  voluntad  no  está 
anulada  por  completo  y  que  por  ello  somos  responeables  de  lo 
que  hacemos.  Porque  si  la  voluntad  no  se  determinó  libre- 
mente, si  nuestro  acto  fué  un  movimiento  primo,  ei  obramos  • 
violentadoá  por  la  coacción  moral  ó  la  fuerza  incontrastable» 
la  atenuación  alcanza  los  limites  de  la  exención  completa  de 
todo  motivo  de  imputabilidad  ¿ 
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Repetimos  qvte  estas  grandes  modificaciones  del  principio 
de  la  imputabilidad  de  nuestros  aotos  conscientes  y  volunta- 
rios, son  rechazadas  por  los  deterministas,  ante  la  necesidad 
absoluta  de  la  defensa  social  contra  el  delito,  fundada  en  un 
utilitarismo  egoísta  y  cruel.  Ciertamente  que  la  utilidad  es  un 
factor  importante  en  esto  del  derecho  de  castigar.  Moralmente, 
todo  lo  útil  es  bueno  y  todo  lo  bueno  es  necesariamente  justo; 
pero  la  utilidad  no  es  «1  fundamento  de  la  justicia,  sino  ésta 
lo  es  de  aquélla.  La  ley  positiva  que  prohibe  el  homicidio,  pro- 
<dama  un  precepto  útil  á  la  sociedad,  porque  conforme  á  la  no- 
ción moral  de  bondad,  la  muerte  violenta  de  una  persona  es 
siempre  perjudicial,  mala  é  injusta.  Y  si  la  ley,  por  una  menti- 
da utilidad  (Social,  decretase  sia  forma  de  juicio  el  exterminio 
de  gran  número  de  asociados,  éstos  con  indiscutible  justicia 
protestarían  contra  el  atentado  f^roz  al  derecho  individual  y 
privativo  del  hombre,  integrado  en  el  respeto  de  su  vida  por  los 
demás.  Tiene,  pues,  razón  un  escritor  discretísimo:  cel  legis- 
lador no  crea  lo  justo  ni  lo  injusto;  lo  que  hace  es  proclamar- 
lo.» Sabido  es  de  todo  el  mundo,  que  cuando  la  ley  escrita  no 
se  conforma  con  esas  grandes  nociones  de  justicia,  que  el  más 
rudo  de  los  hombres  siente  en  su  interior,  á  despecho  de  los  po- 
sitivistas que  niegan  todo  sentimiento  inmaterial,  el  mandato 
del  legislador  sólo  es  efectfvo  por  la  ñiersa  y  por  la  violencia. 
La  tiranía  de  la  ley,  se  ha  dicho  oportunamente,  es  la  más  irri- 
tante de  todas  las  tiranías. 

M  hombre  do  viene  á  la  sociedad  abdicando  previamente 
de  todos  sus  déredios:  aparte  de  los  que  posee  sobre  lá  consti- 
tución de  la  familia,  y  sobre  su  propiedad,  que  traspasan 
más  allá  de  su  existencia  en  la  tierra,  como  lo  demuestra'  la  fa- 
cultad de  testar,  posee  un  derecho  primordial,  anterior  á  toda 
ley,  y  que  el  sdr  racional  apercibe  con  la  fuerza  grandiosa  del 
instinto,  á  saber:  el  derecho  de  defender  su  vida  y  la  vida  tam- 
bién de  los  que  con  él  forman  la  santa  institución  de  lá  fa- 
milia. 

No  sabemos  cónu>  la  escuela  antropológica  armonizará  la 
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YÍrtualidad  de  ese  derecho  con  el  de  defensa  egoísta  de  la  co« 
lectiyidad;  lo  que  si  recordamos  que  en  uno  de  loe  Congresoa 
antropológicos  Mr.  Daily  sostuvo:  cque  la  sociedad  posee  un 
derecho  absoluto  sobre  toaos  los  individuos  del  cuerpo  social»; 
lo  cual  parece  significar  que  los  demás  derechos  quedan  subor- 
dinados á  él,  y  que  el  individuo  resulta  completamente  imo- 
,lado  ante  las  exigencias  del  mayor  número. 

Negada  por  la  escuela  antropológica  la  perversidad  inten- 
cional  del  culpable,  que,  loco  ó  cuerdo,  degenerado  ó  normal, 
incide  en  el  delito  con  fatalidad  irremediable,  desaparecen 
asimismo  del  derecho  gran  parte  de  las  circunstancias  agra- 
vantes, las  cuales,  como  es  sabido,  aumentan  las  consecuencias 
del  acto  imputado.  No  hay  premeditación  en  el  ánimo  del 
agente,  no  hay  alevosía  en  la  ejecución  del  delito,  si  éste  ha 
sido  realizado  fatalmente;  pero  á  la  vista  del  anacronismo  de 
imponer  igual  castigo  al  asesino  miserable  que  al  que  mata, en 
el  acceso  de  una  pasión  violenta,  Qarofalo  y  sus  adeptos  han 
tratado  de  buscar  esas  agravaciones  en  la  lesión  más  caracte- 
rizada del  sentimiento  de  compasión  y  en  otras  causas  poco  en 
armonía  con  la  naturaleza  intrínseca  de  la  responsabilidad. 
{Tan  cierto  es,  que  no  hay  nada  toas  difícil  en  las  ciencias  que 
divorciar  sus  principios  de  los  admitidos  como  indiscutibles 
por  el  común  sentir  de  los  hombresl 

La  razón  de  las  circunstaucias  excluyentes  ó  meramente 
modificativas  de  la  imputabilidad  del  delito^  está  sin  duda 
alguna  en  los  elementos  morales  que  integran  eL  i»roQeap  psi- 
cológico de  la  delincuencia.  Cuando  el  criiúinal,  por  efeolo  de^ 
una  meditación  fría  y  reflexiva,  ha  madurado  ferozmente  el 
plan  del  delito;  cuando  en  horas  fatídicas  ha  combinado  en  laa 
soledades  de  su  espíritu,  y  desoyendo  los  dictados  de  su  con- 
dencia,  la  forma  de  realizar  el  crimen  eludiendo  la  posibilidad 
del  riesgo  en  su  persona^  merece  ciertamente  todo  el  rigor  ám 
la  ley.  Pero  ésta,  que  sólo  alcanza  ese  nombre  cuando  se  oon- 
forma  con  la  noción  de  la  justicia,  habrá  de  mirar  con  piifi^' 
ricordia  á  quien  va  al  delito  conturbado  su  espíritu  por  la  fuer- 
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ti  de  una  pasión  disealpable  ante  la  moral,  de  igual  manera 
que  habrá  de  eximirse  de  pena  al  hombre  que,  por  causas  que 
no  le  son  imputables,  realiza  un  mal  efectivo,  pero  de  cuyas 
responsabilidades  está  legalmente  excusado* 

La  misericordia  hermanada  con  la  justicia:  he  aquí  el  gran 
principio  de  la  escuela  espiritualista;  la  doreza  en  el  castigo  y 
ia  n^  proporcionalidad  de  la  pena  con  el  delito:  he  aquí  las 
prácticas  consecuencias  de  las  teorias  del  determinismo... 


VI 


Sdmasio:  La  Cratemidad  humana  astéi  en  el  desarroUo  de  la  irida  moral. — 
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la  gradación  de  la  responsabilidad,  y  distingue  con  el  auxilio  de  la  me- 
dicina al  criminal  del  enfermo,  sin  cometer  un  crimen  de  lesa  humani- 
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ción  de  la  escuela  antropológica  contra  los  criminales  y  los  enfermos. — 
La  pena  de  muerte. — Lo  que  debe  ser  la  antropología  en  el  derecho  pe- 
nal.*-Importancia  de  los  factores  sociales. — La  escuela  cllusica  italiana^ 
— Conclusión. 


£1  erróneo  propósito  de  separar  de  la  noción  de  la  impu* 
tabilidad  en  los, delitos  de  toda  idea  de  moralidad,  ha  lle- 
vado á  la  escuela  positivista  de  antropología  á  consecuencias 
precisameiste  opuestas  á  las  tendencias  de  bienhechora  influen* 
cia  en  los  destinos  de  la  sociedad,  de  que  en  vano  alardean  sus 
-secuaces. 

Pudiéramos  decir,  con  el  Dr.  Dolsa  y  Ramón  (Concepto  de  la 
degeneracián),  cque  lo  que  ha  de  conducir  á  la  fraternidad  hu- 
mana y  á  la  práctica  de  las  virtudes  sociales,  no  es  la  idea  de 
escuela  introducida  solamente  en  el  campo  de  nuestra  memo- 
ria, sino  el  desarrollo  de  la  vida  moral,  de  esa  vida  altruista 
sintetizada  en  el  Decálogo,  y  que  nos  impulsa  á  prescindir  del 
yo  para  amar  al  prójimo  como  á  nosotros  tnismos» . 
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Porque,  en-  efecto,  el  desenvolvimiento  de  la  vida  eoeial 
deFcanca  sobre  la  ley  no  escrita  del  amor  y  del  eacrifioio  mútQO, 
ley  inspirada  en  el  misterioeo,  pero  innegable  instinto  de  la 
sociabilidad  humana. 

En  obediencia  á  sus  mandatos,  y  en  bien  de  los  semejantes, 
abdica  el  hombre  de  una  libertad,  cuyos  absolutos  términos  re- 
sultarían prácticamente  inconciliables  con  el  derecho  c^ún 
á  todos,  cooperando  así  á  la  gran  función  soda! -á  que  su  pro- 
pia naturaleza  le  llama,  y  contribuyendo  por  medio  del  amor 
á  los  otros  hombres,  á  la  ansiada  fraternidad  humana. 

Una  sociedad  utilitaria  y  egoísta,  cuyos  derechos  pretenden 
sustentarse  sobre  la  anulación  del  individuo  ante  la  fuerza  del 
número,  no  podrá  reclamar  seguramente  de  los  asociados  que, 
sacrificando  ésto3  sus  privativas  conveniencias,  arrierguen  sn 
bienestar  y  hasta  su  vida  en  beneficio  de  los  demás,  ni  en-ella 
se  comprenderían  las  grandes  virtudes  socialea,  cuy»  platica 
en  el  mundo  es  más  frecuente  de  lo  que  el  exceptlcismo  de  los 
actuales  tiempos  hiciera  esperar. 

Los  grandes  ideales  de  la  familia  y  de  la  patria,  no  tarda- 
rían asimismo  en  desaparecer,  si  por  encima  de  todos  los  con- 
vencionalismos humanos  no  palpitase  algo  superior  al  egoísmo 
individual  ó  colectivo,  y  si  esa  ley  del  sacrificio  en  bien  del 
ínútuo  afecto  no  ^ese  una  verdad  incontroTertible.  Preguntad 
á  la  madre  por  qué  loca  de  dolor  confunde  su  aliento^  lleno  de 
vida  con  el  emponzcmado  respirar  del  hijo  de  su  alma  que  ago- 
niza;---por  qué  al  padre  honrado  le  representa  grandes  amargu- 
ras la  recta  educación  de  sus  pequeñuelos,  y  pensad;  en  fin,  en 
lo  que  Ber||  esta  humanidad  azotada  por  las  enfermedad^,  por 
la  vejez  y  por  la  pobreza,  sí  el  egoísmo  no  quedase  anonada» 
do  añté  la  generosidad  del  increíble  sacrificio. 

No  se  privará  seguramente  el  rico  de  sus  bienes  para  soco- 
rrer al  menesteroso,  ni  el  pobre  se  conformará  con  los  rigores 
de  su  suerte  despiadada,  ni  irá  el  soldado  de  la  patria  al  com- 
bate dónde  la  muerte  es  el  premio  al  heroísmo,  si  no  se  afirma 
con  incontrastable  fe  en  lo  más  recóndito  del  alma  la  creen- 
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cía  en  los  grandes  ideales,  que  engendra  á  su  vez  la  práctica 
realisación  de  las  grandes  Tirtudes  sociales. 

Y  ese  raudal  de  grandes  alectos  qne  fecunda  y  vigoriza  al 
vivit  social,  se  extiende  también  á  nuestros  semejantes  que  tu- 
vieron la  desgracia  de  incidir  en  el  delito.  Enfermos  de  espíri- 
tu los  delincuentes,  requieren  el  derecho  de  la  compasión  de 
k)B  demás,  no  su  abandono  primero,  y  su  exterminio  más  tar- 
de, por  la  sola  razón  de  haber  delinquido.  Porque  la  justicia, 
como  función  humana,  no  es  el  acto  iracundo  y  <7uei  del  poder 
público  ensañándose  en  el  castigo,  sino  la  dolorosa,  pero  nece- 
saria represión  encaminada  á  la  restauración  del  orden  contur* 
badd,  llevando  con  la  pena  al  ánimo  culpable  la  seguridad  de 
una  regeneración  futura  por  obra  de  la  enmienda  de  la  pasada 
culpa,  viniendo  á  ser  así  el  rigor  de  la  justicia  templado  por 
las  dulzuras  de  la  misericordia. 

Véase,  pues,  en  qué  sencillos  términos  aparece  contenido  el 
^gma  de  la  fraternidad  humana,  fundamentándole  sobre  la 
ley  del  amor  de  los  hombres  entre  si,  con  apartamiento  abso- 
luto de  todo  concepto  de  glacial  positivismo  que  integm  de 
modo  inevitable  la  muerte  de  esas  grandes  ideas  morales,  las 
cuales  constituyen  la  vida  psicológica  de  la  humanidad. 

8e  hace,  por  tanto,  indispensable  encaminar  lar  investiga- 
ción d^itifíca  por  otros  derroteros  si  la  ciencia  penal  ha  de 
Inspirarse  en  ideas  capaces  de  Batis&cer  ios  altos  fines  de  la 
vida  del  hombre  en  sociedad,  elevando  las  concepciones  del 
Derecho  penal  muy  por  encima  de  un  utilitarismo  egoísta  y 
despiadado. 

Y  á  la  verdad,  la  ciencia  penal,  según  los  espiritualistas,  es- 
tablece un  gran  principio  absoluto:  el  libre  albedrio  presidien- 
do al  acto  humano,  que  en  consecuencia  nos  es  imputable  en 
gradación  perfecta  de  la  extensión  de  nuestra  libertad  moral 
al  producirle.  Lógicamente  desprendidas  de  ese  postulado  su- 
premo, sutgen  las  consecuencias  de  la  no  imputabilidád  en  el 
ataéadode  insania,  en  el  niño,  etc.,  habiendo  logrado  el  espi- 
ritualismo  fijar  con  el  ccmsiguiente  auxilio  de  las  ciencias  mé:^ 
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dícaa  la  radical  distinción  entre  el  criminal  que  delinque  y  el 
pobre  alienado  que  realiza  un  acto  dañoBO,  sin  conciencia  de 
su  alcance,  enviando  al  primero  á  los  presidios  y  recluyenclo 
al  otro  en  asilos  donde  convenientem^ite  es  asistido  en  su  do- 
lencia. No  naufraga,  á  la  verdad,  con  tales  ideas  ese  gran  uti- 
litarismo social,  alma  y  vida  de  los  positivistas,  porque  el  cri- 
cainal  se  regenera  con  la  pena,  el  loco  puede  aoaso  sanar  con 
el  tratamiento,  y  la  sociedad,  en  su  justa  defensat  no  necesita 
cometer  un  crimen  de  lesa  humanidad  eliminando  al  delin« 
cuente  irresponsable  con  toda  la  impasibilidad  adecuada  al 
exterminio  de  ios  animales  dañinos,  de  ks  cuales,  comp  del 
criminal,  tiene  la  sociedad  perfecto  derecho  á  desembarazarse 
<Lombroso,  Garofalo  y  Ferri). 

Los  antropologistas,  por  el  contrario,  al  apartarse  del  recto 
y  conocido  camino  que  en  la  cienoia  conduce  á  la  pos^ión  de 
principios  fundamentales,  han  caido  en  un  verdadero  laberin- 
to sin  salida.  Asi  la  teoría  darvinista,  aceptada  por  Lombroso, 
definiendo  el  delito  como  un  acto  de  atavismo,  como  una  re- 
miniscencia del  estado  natural  salvaje,  se  sustenta  sobre  hipó- 
tesis inadmisibles.  Sabido  es  que  las  nociones  del  Ser  supre- 
mo, del  deber  moral  y  de  la  creencia  en  otra  vida  futura,  son 
tan  conocidas  en  el  hombre,  que  bien  puede  asegurarse  nacie- 
ron con  la  humanidad  misma;  asi  como  la  idolatría,  la  supers- 
tición y  el  fanatismo,  alterando  la  sustancialidad  de  esas  gran- 
des verdades,  serán  siempre  anomalías  encontradas  en  tpdos 
los  pueblos  desde  la  más  remota  antigüedad.  ]^  es  el  crimi- 
nal el  hombre  en  el  estado  inculto  é  incivilizado,  pues  si  la 
civilización  ha  traído  á  la  humanidad  bienes  inapreciables, 
los  grandes  crímenes  surgen  por  desgracia  también  en  los  pue 
blos  cultos,  y  se  realizan  con  frecuencia  por  gentes  de  no  es- 
caso valer  intelectual,  pero  cuyo  sentido  íntimo  se  encuentra 
atrofiado  por  viciosa  educación  social. 

Y  no  es  menos  errónea  la  teoila  evolucionista  ya  inipiada 
por  Lamettrie  y  francamente  expuesta  en  las  obras  de  Darvín, 
isuponiendo  en  ese  hipotético  retroceso  de  la  especie  huoiana 
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^ue  €il  criminal  descieqde  del  monp,  genuino  antecesor  del 
hombreen  plena  ciyüización.  No,  el  hombre  jamás  dejó  de 
set  h<Hnbre,  i>orque  la  variedad  en  la  especie  no  altera  nunca 
la  unidad  del  tipo,  lo  cuajl  es  ui|a  ley  indiscutible  en  el  orden 
zoológico,  donde  lo  inmediato  del  grado  en  la  escala  aparece, 
sin  embargo,  distanciado  entre  si,  por  lo  cual  ^1  hombre  no 
fué  nunca  mono,  ni  lo  es»  ni  lo  será  en  tiempo  alguno,  de 
igual  manera  que  en  el  orden  vegetal  las  especies  similares 
no  producirán  otri^s  especies,  no  obstante  sus  aparentes  simi- 
litudes. 

La  aplicación,  pues,  de  las  observaciones  zoológicas  al  tipo 
llamado  criminal,  serán  indiscutiblemente  falaces.  El  ser  hu- 
mano sumido  en  la  crápula  y  en  el  desorden,  sufrirá  alteracio- 
nes en  su  cuerpo  por  falta  de  higiene  moral,  y  el  semblante  del 
alcohólico  incorregible  ó  del  vicioso  empedernido,  no  parecerá 
idéntica  al  del  hombre  de  sana  inteligencia  y  honrado.  Mas 
será  siempre  grave  error  convertir  en  causa  lo  que  es  un  simple 
efecto,  deduciendo,  con  sobrada  ligereza,  que  el  rostro  asimétri- 
co y  el  color  de  los  cabellos  sean  indicación  segura  del  tipo  cri- 
xQinal.  En  el  Condeso  Antropológico  de  París  ya  se  convino  con 
innegable  discreción  por  distinguidos  congresistas,  en  que  las 
observaciones  craneométricas„  más  bien  relevaban  aficiones, 
que  convicción  profunda  en  su  certera,  y  el  mismo  Lombroso, 
cdyo  talento  analítico  se  revela  en  su  obra  El  hombre  delincuente^ 
hizo  en  el  más  recientia  Congreso  de  Bruselas  concesiones  muy 
sinceras  acerca  de  la  inseguridad  de  la  teoría  atavística. 

Apartándose  ^  la  esencia  de  esa  doctrina,  se  ha  llegado  á 
estiniuur  pof  otros  tratadistas  el  delito  como  una  anomalía 
psíquica  y  congénita,  la  cual  asimilaba  al  criminal  con  el  hom- 
bre enajenado,  No  es,  decían  esos  antropologistas,  el  delincuen 
te  un  enfermo;  k)  qi^e  ocurre  es,  que  falto  de  todo  sentimiento 
moral,  ^mete  el  delito  por  deficiencias  de  su  organización 
Isioló^jCiM  en  él  se^  revela  1^  ausencia  de  todo  sentimiento  com- 
pasivo, y  su  falta  de  previsión  en  la  comisión  de  los  delitos, 
mdencia  una  innegable  anormalidad  congénita.  Verdadera- 
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mente  que  el  criminal  llega  á  ser  una  perBonalidad  earacterí^ 
zada  por  la  ausencia  de  todo  sentimiento  noble:  á  vecea  marti- 
riza Bin  necesidad  á  su  víctima,  y  se  ensaña  con  lo  inofensivo, 
de  una  mujer  ó  de  un  niño;  y  es  que  cuando  elhómbie,  des- 
oyendo un  día  y  otro  dia  la  voz  de  su  conciencia  que  te  apee^ 
cibe  al  deber,  se  lanza  por  la  pendiente  del  crimen,  van  en  él 
muriendo  poco  á  poco  las  grandes  vitalidades  de  su  naturaleza 
moral.  Es  una  verdad  comprobada  experimentalmente:  hom- 
bres honrados,  encanallados  un  día  por  el  falso  atractivo  del 
vicio,  van  lentamente  avanzando  hacia  el  fatal  camino,  y  si  no- 
retroceden  á  tiempo,  salvarán  pronto  las  fronteras  de  las  gran- 
des delincuencias.  Oentes  de  altura  soi^ial  son  grandes  estafa- 
dores y  verdadera  materia  presidiable,  y  no  es  raro  ver  em- 
pleadas aptitudes  nada  comunes  en  lograr  tina  posición  muy 
desahogada  á  fuerza  de  negocios  y  dé  procedimientos  reproba- 
bies.  El  granuja  que  empieza  su  vida  cometiendo  raterías,  y  el 
hombre  de  mundo  que  vive  del  fraude  y  del  engaño,  son  cri- 
mínales  capaces  de  las  mayores  aberraciones,  no  ciertamente 
por  deficiencias  orgánicas,  sino  porque  voluntariamente  se 
apartaron  del  camino  del  bien  y  de  la  honradez.  El  delito  no 
es  patrimonio  exclusivo  del  pobre,  ni  del  ignorante:  la  expe- 
riencia nos  demuestra  que  el  hombre  más  miserable  puede  ser 
el  hombre  más  honrado,  y  ^ue  gentes  elevadas  á  posiciones  al- 
tísimas cometen  grandes  atentados  contra  las  leyes.  Equipa- 
rar al  criminal  con  el  loco  es  asimismo  una  monstruosidad,, 
pues  mientras  los  actos  del  démebte  son  irreflexivos  é  incons- 
cientes, los  del  criminal  revelan  una  ordenada  inteligencia  que 
combina  y  desarrolla  en  sus  últimos  detalles  el  plan  preoon* 
cebido.  Convengamos,  pues,  en  que  la  ferocidad  y  la  ausencia 
de  todo  sentido  moral,  son  pecios,  nunca  cauBos  del  hábito  de 
delinquir.  No:  el  criminal  no  es  un  demente  én  formadón, 
como  asegura  Virchow,  ni  un  ser  falto  de  sentido  moral  por 
anormalidad  congénita;  es  un  hombre  cuerdo,  que  Voluntaria- 
mente se  declara  én  franca  rebeldía  contra' los  mandatos  de  sa 
propia  conciencia:  *  ^ 
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El  tipo  crimmal  nato  é  inoorregible  tampoco  exiate,  y  es  an- 
tihumano  abandonar  cobardemente  á  quien  reincide  en  el  de- 
lito* Grandes  delincuentes  tienen  en  sí  mismos  energías  mora- 
les bastantes  á  producir  su  completa  regeneración,  y  la  eocie^ 
dad,  que  posee  indiscatible4^recho  á  castigar  al  culpable,  care- 
ce de  él  para  envilecerle  y  despojarle  de  su  inmutable  dignidad 
4le  hombre.  El  delito  no  es  .una  neurosis,  como  no  lo  es  la  vir- 
tud ni  el  heroísmo,  siao  una  degeneración»  el  primero,  de  nues- 
tra propia  naturaleza  mc^l,  y  una  elocuente  prueba,  los  últi- 
mos, del  poder  de  nuestro  libre  albedrío:  el  delito  no  es  fatal- 
mente hereditario,  porque  es  un  hecho  comprobado  que  de  pa- 
dres muy  h(mrados  nacen  grandes  criminales,  como  de  hombres 
deesccuao  alcance  intelectual  vienen  al  mundo  verdaderos  sa- 
bios, y  viceversa;  el  delito  no  es  la  locura  moral,  porque  el 
alienado  es  un  pobre  enfermo  y  el  criminal  es  un  ser  malvado 
y  conscientemente  perverso:  el  delito,  en  fin,  no  es  obra  del 
infalitismo»  toda  vez  que  el  niño,  si.  bien  revela  en  infancia  la 
ausencia  de  la  razón  que  contiene  los  desórdenes  afectivos,  po- 
see instintivamente  Ifj,  noción  del  bien  y  del  mal,  y  realiza  á 
veces  actos  reveladores  del  gran  sentimiento  de  la  virtud  y  de 
la  justicia»  demostrando  amor  al  pobre  y  protestando  contra 
«1. castigo j  si  le  es  impuesto  de  modo  injusto  y  arbitrario. 

Antiopólpgos  dis^tinguidoB  han  estudiado  con  suma  deten- 
ción el.  tipo  de  los  degenerados^  que  Lombroso  no  vacila  en 
<;reer  constituye  el  de  los  criminales  natos  cuya  existencia 
acabamos  de  negar.  Abandons^odo  nosotros  á  la  Medicina  ^1 
estodio  de  apunto  .tan  importantísimo  como  el  de  si  la  dege- 
neración en  el  individuo  es  la  desviación  patológica  de  un  tipo 
primitivo^  según  la  comprendía  Morell,  ó  si  el  degenerado  es 
un  ser  que  tiende  á  retroceder  á  ese  supuesto  tipo,  al  decir  de 
Hensingsr,  entendemos  que  se  equivoca  la  escuela  poeíti vista 
id  afixnasi;  ütque  el  critain^l  no  es  otra  cosa  que  un  enfermo, 
tin  degenerado». 

PaíéoQnoa  indiscutible,  conformando  nuestro  juicio  con  el 

•  'i 

del  Dr.  Dolaay  Bamóü  (Omceptode  la  degeneración) ^  que  el  de- 
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generado  es  un  producto  patológico  engendrado  en  condicio- 
nes morbosas,  inhábil,  por  tanto,  para  reptodacirse,  y  que 
tarde  ó  temprano  concluye  por  esterilizarse.  Es,  pues,  el  tipo 
degenerado  un  ser  que  viene  á  la  vida  para  arrastrar  üná  eiis* 
tencia  miserable,  verdadero  plantel  de  enfermedades  nerviosas, 
que  á  veces  producen  la  epilepsia  y  el  idiotismo;  desgraciados^ 
en  fin,  dignos  de  toda  compasión,  pero  nunca  criminales  por 
el  solo  hecho  de  su  nacimiento  en  tan  tristes  condiciones.  Su 
responsabilidad  é  irresponsabilidad  habrán  de  decretarla  los 
Tribunales  en  cada  caso,  con  los  indispensables  auxilios  de  las- 
ciencias  médicas,  únicas  competentes  para  amparar  al  desgra- 
ciado enfermo,  ó  para  señalar  valientemente  al  criminal  que 
después  del  delito  carece  de  todo  valor  para  arrostrar  la  pena, 
intentando,  según  las  oportunas  frases  del  Dr.  Dolsa,  encvbfvr 
¡a  nMldad  consciente  dé  un  acto  can  él  respetable  manto  delá^in-^ 
sania. 

Y  en  el  estudio  del  tipo  criminal  se  ha  llevado  tan  á  la 
exageración  por  los  deterministas  la  teoría  de  la  no  imputabi-* 
lidad  de  nuestros  actos,  que  siguiendo  las  corrientes  de  pre- 
ocupaciones, afortunadamente  pasajeras,  acerca  del  hipno- 
tismo y  la  sugestión,  no  vacilaron  algunos  partidarios  de  esas 
teorías  en  sostener  que  el  criminal  obra  á  veces  sugestionado 
por  otro  sujeto  con  verdadera  repugnancia,  cayendo  más  tarde 
en  violentos  accesos  histéricos,  de  cuyo  estado  anormal  es  con- 
secuencia su  irresponsabilitad  absoluta,  á  consecuencia  de  ha- 
ber obrado  de  modo  fatalmente  necesario.  El  proceso  de  Ga- 
briela Bompart,  de  época  no  muy  lejana,  reveló  ante  los  Tri- 
bunales el  deseo  de  perturbar  la  recta  administración  de  jus- 
ticia con  la  pretensión  de  excusaciones  de  responsabilidad, 
alegando  existir  en  la  procesada  grandes  neurosis  y  notables 
fenómenos  sugestivos  que  impedían  el  ejercicio  de  su  volun- 
tad al  delinquir.  Afortunadamente,  no  todos  los  médicos  son 
fatalistas,  y  aun  comprobado  el  histerismo  de  la  acusada  y  «us 
antecedentes  neuropáticos,  los  Doctores  Brouardel  y  Ballet  re- 
conocieron la  integridad  de  sus  faciiltaded  mentales  por  jiro- 
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fundas  que  fueran  ¡as  lagunas  del  sentido  moral,  por  lo  caal  el 
Jurado,  con  excelente  sentido  práctico,  la  declaró  responsable. 
Las  hipótesis,  pues,  sobre  el  hipnotismo  y  la  sugestión  y  el  so- 
nambulismo, y  aun  la  llamada  locura  moral,  no  arraigarán  se- 
guramente en  el  Derecho,  porque  la  cuotidiana  experiencia 
nos  informa  de  que  ni  todos  los  degenerados  son  necesaria- 
mente criminales^  como  no  lo  son  tampoco  los  histéricos,  ni 
dejan  de  ser  la  generalidad  de  los  delincuentes,  hombres  de 
perversas  inclinaciones,  pero  de  sana  inteligencia  y  perfecto 
estado  de  salud  fisiológica. 

Sentado  el  principio  de  qué  las  acciones  que  no  nos  son 
imputables  por  ser  resultado  de  un  fatalismo  ajeno  á  nuestra 
Toluntad,  en  caso  alguno  pudieran  motivar  responsabilidad 
legal,  la  escuela  antropológica  era  lógica  al  asegurar  con 
Mandsley,  Beneditk  y  otros  distinguidos  afiliados  al  positivis* 
mo,  que  la  sociedad  no  tenia  jamás  derecho  alguno  á  castigar 
á  los  criminales,  debiendo  sustituirse  la,  pena  por  el  tratamieníOf 
y  los  hospitales  por  los  establecimientos  penitenciarios. 

Y  asi  causaría  verdadero  asombro  si  el  positivismo  antro- 
pológico nó  se  hubiese  divorciado  de  los  principios  de  la  ló- 
gica, saber  que  á  esa  insana  impunidad  en  favor  de  los  crimina- 
les, que  llevaría  á  los  pueblos  cultos  á  un  gravísimo  retroceso, 
sucedió  pronto  una  verdadera  fiereza  en  contra  de  los  delin- 
cuentes, y  de  los  que  por  razones  de  orden  moral  son  real- 
menté  irresponsables,  aun  cuando  cometan  actos  no  punibles, 
pero  sí  dañosos. 

Y  espanta  oir  los  argumentos  invocados  en  apoyo  de  ese 
grito  de  exterminio,  lanzado  por  algunos  antropologistas  con- 
tra los  partidarios  de  la  sustitución  de  la  pena  por  el  racional 
tratamiento.  Locos  ó  cuerdos,  enfermos  ó  malvados,  se  dice,  e» 
preciso,  en  nombre  del  supremo  interés  colectivo,  someter  á 
todos  á  la  regla  común,  ó  en  otro  caso  se  demostrará,  no  que  el 
criminales  un  degenerado,  sino  que  nuestra  propia  degradación 
fe  opone  á  los  bienhechores  efectos  de  la  selección  natural. 
«Molécula,  el  individuo,  escribe  Garofalo,  en  la,  gran  masa  de 
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la  sociedad,  nunca  puede  hacer  valer  su  derecho  ai  ee  halla  en 
peligro  la  vida  del  organismo  social;  y  si  el  sufrimiento  im> 
puesto  á  uno  de  loa  asociados  pot  la  sola  fatalidad  de  su  orga- 
nismo es  necesario  para  la  salvación  de  1$l  sociedad,  proteste 
en  buena  hora  la  justicia  de  los  ideólogos,  pero  imite  la  justi- 
cia humana  á  la  naturaleza,  seleccionando  lo  que  vino  al  mun- 
do sin  condiciones  de  adaptación,  excluyéndolo  de  la  vida,» 

Sustituyamos,  sostienen  estos  positivistas,  la  idea  metafi- 
aica  de  imputabilidad  por  la  del  peligro  que  constituyen  seres  taa 
dañinos,  y  concluyamos  con  ellos,  desembarazándonos  de  su 
presencia  en  el  mundo.  Y  aun  cuando  en  el  Congreso  de  Roma 
faltó  valor  para  consignar  en  el  programa  antropológico  la  te- 
rtíble  pena  de  muerte,  hoy  está  resueltamente  admitida  para 
6er  aplicada  á  quienes,  locos  ó  cuerdos,  causan  un  daño  tras- 
cendente á  la  sociedad. 

A  estas  terribles  conclusiones  han  llegado  las  efjouelas  de 
antropología,  para  quien  la  pena  no  es  el  cadtigo  justo,  por  lo 
merecido,  del  hombre  que  voluntariamente  se  aparta  del  deber, 
ni  la  sanción  que  á  veces  el  mismo  criminal  reclama  como  pago 
de  una  deuda  contraída  con  su  propia  conciencia,  ni,  final-^ 
mente,  algo  que  está  por  encima  de  todos  los  convenciona- 
lismos humanos,  y  cuya  justicia  la  sentimos  todos  como  un 
instinto,  elevando  el  derecho  de  castigar  que  está  sotee  el 
egoísta  interés  de  los  Poderes  públicos.  {Ahí  se  equivoca  pro^ 
fundamente  el  antropologismo:  el  hombre  no  es  un  átotno  per- 
dido en  lo  inmenso  del  cuerpo  social,  ni  es  tampoco  una  molé- 
cula despreciable,  confundida  y  abandonada;  es  un  ser  que  se 
estima  con  sacratísimos  y  primitivos  derechos,  loa  cuales  no 
serán  nunca  atropellados  sin  la  más  enérgica  de  las  protestas 
del  individuo  mismo.  La  justicia  de  lá  pena  no  dependerá  jamás 
de  6U  establecimiento  en  la  ley,  y  la  razón  del  castigo  no  habrá 
de  consistir  en  la  fuerza  de  quien  lo  ifnpane;  por  el  contrarío,, 
cada  hombre  apreciará  rectamente  la  procedencia  ó  improce- 
dencia de  la  sanción  penal  en  los  delitos ,  y  su  acatamiento  á  la 
injusticia  no  significará  óta?a  :cosa  que  su  impoteiioia  pcu'a  ai- 
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zarse  en  rebeldía.  Hay  algo,  en  fin,  que  está  sobre  la  ley  po9Í- 
tíva  y  sobre  las  iniquidades  de  los  que  gobiernan,  y  ese  algo  es 
la  justicia  caquella  arraigada  y  perpetua  virtud  que  es  perdu- 
rabie  en  el  corazón  de  los  hombree  de.  buena  voluntad»,  según 
-escribía  el  Rey  sabio. 

El  delito^  como  obra  del  querer  humano,  es  un  hecho  muy 
complejo,  y  las  ciencias  antropológicas  deben  estudiar  al  hom- 
bre en  su  naturaleza  moral  y  en  su  vida  fisiológica.  La  antro- 
pología no  es,  ó  no  debe  ser  á  lo  menos,  el  positivismo  qae,  ne. 
gando  la  existencia  espiritual,  estudia  al  ser  humano,  antma/i- 
itándole  y  rebajando  su  propia  dignidad,  porque  el  conocimiento 
del  hombre  requiere  la  indagación  científica  de  ks  misteriosas, 
pero  evidentes  relaciones  del  ^spiritu  con  la  materia.  La  mo- 
derna ciencia  de  la  sociología  deberá  prestar  en  esos  estudios 
grandes  auxilios  porque  la  difícil  solución  de  los  gravísimos  pro- 
blemas económico-sociales  no  es  tampoco  ajena  á  tales  inves- 
tigaciones del  saber  humano.  Y  claro  es,  las  ciencias  morales  y 
las  fisiológicas  habrán  de  modo  lógico  y  natural  de  reaccionar 
marcadamente  en  favor  de  aquellas  doctrinas  que  afirman  que 
el  hombre  posee  en  lo  íntimo  de  su  ser  las  nociones  abstractas 
•de  Dios,  del  amor  al  prójimo,  del  deber  y  de  la  justicia. 

Desconocidas  esas  verdades  morales,  el  egoísmo  individual 
había  de  rebelarse  muy  pronto  contra  el  egoísmo  del  número, 
entendiendo  que  la  satisfacción  de  sus  concupiscencias  es  lo 
que  integra  la  positiva  utilidad;  y  desligado  entonces  el  indi- 
viduo del  generoso  sacrificio  que  el  mutuo  amor  impone  al 
hombre  para  con  sus  semejantes,  resbalaría  precipitadamente 
por  la  senda  peligrosa  que  conduce  á  la  negación  de  todo  prin- 
-cipio  de  autoridad  y  de  gobierno.  I<a  moral,  sin  sanción  ni 
obligaciones,  predicada  por  Guyán  y  Grave,  es  el  término  fa- 
tal y  necesario  del  positivismo  y  de  la  falsa  teoría  de  Darvin 
sobre  el  derecho  á  la  vida;  porque  el  robo  y  el  homicidio  se- 
rian excusables  ante  una  sociedad  cruel  que  sancionase  el  ex- 
terminio de  quien  viera  negado  para  sus  hijos  el  pan  qm  el  rico 
de  arrebata,  abroquelándose  el  poder  social  para  el  ejercicio  de 
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SU  tiranía,  no  en  la  jasticia,  Bino  en  la  utilidad  del  mayor  nú- 
mero y  en  la  fuerza  que  la  colectividad  representa. 

Gomo  un  principio  de  retroceso  al  campo  espiritualista,  la 
llamada  escuela  clásica  italiana  partidaria  del  libre  albedrio» 
procura  conciliar  en  la  producción  de  la  delincuencia  la  liber- 
tad moral  con  la  gran  importancia  de  los  factores  sociales  como 
determinantes  de  la  criminalidad.  (Pessina  y  Brussa.) 

En  la  delincuencia  concurren  ciertamente  factores  sociales 
de  gran  importancia;  el  hombre  se  forma  en  el  santuario  de  la 
&milia,  y  el  padre  alcohólico  y  la  madre  libertina  casi  segu- 
ramente engendrarán  hijos  criminales.  Es  esto  del  delinquir 
una  verdadera  enfermedad  moral,  y  asi  como  el  hombre  des- 
arreglado y  antihigiénico  prontq  es  víctima  de  graves  pertur- 
baciones en  su  salud,  la  salud  del  espíritu  requiere  también  un 
exquisito  cuidado  de  las  facultades  anímicas  para  que  la  vo- 
luntad no  se  sienta  empujada  al  mal  obrar.  ¿Y  cómo  preten- 
der encontrar  en  una  atmósfera  llena  de  impurezas  é  inmora- 
lidades  aire  saneado  para  nuestro  vivir  moral?  No  son,  cierta- 
mente, los  llamados  factores  sociales  la  sustancia  y  raíz  de  la 
imputabilidad,  sino  nuestro  libre  albedrío,  pero  representan 
accidentes  gravemente  modificativos*'de  esa  sustancialidad. 
Más  que  la  altura  geográfica,  más  que  la  alimentación  y  el 
clima^  predisponen  al  delito  el  rebajamiento  de  los  caracteres:, 
la  desnutrición  de  las  inteligencias  y  el  frío  glacial  de  los 
grandes  egoísmos  sociales. 

Es,  á  la  verdad,  temerario  cerrar  los  ojos  á  la  evidencia,  ne- 
gando á  una  gran  parte  de  factores  sociales  la  causa  del  au- 
mento en  la  propensión  á  delinquir.  El  hijo  del  comerciante 
que  aprende  de  su  padre  lá  falsía  y  el  engaño  del  comercio  de 
mala  fe,  está  en  camino  de  ser  un  estafador:  el  niño  mendigo 
y  abandonado  en  el  arroyo,  probablemente  será  ladrón;  la  niña 
desmoralizada  por  sus  padres  ó  guardadores,  casi  de  modo  se- 
guro llegará  á  meretriz  impúdica,  de  igual  suerte  que  el  hom- 
bre desordenado  y  sin  sentido  moral,  ineducado  y  grosero,  re- 
presentará el  germen  de  un  número  en  el  presidio,  y  el  peno- 
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naje  elevado  por  malas  artes  á  posición  altísima  podrá  ser  un 
bribón  merced  al  inmoderado  deseo  de  enriquecerse  sin  gran 
esfaerzo.  La  tolerancia  del  mal,  la  inmoralidad  de  las  costum- 
bres, la  propaganda  insana  de  los  grandes  descreimientos  mer- 
ced á  una  literatura  tan  rebajada  en  la  forma  como  dañosa  en 
el  fondo,  la  inercia  de  los  hombres  de  bien  ante  ese  mercanti- 
lismo literario  que  no  respeta  en  el  teatro  ni  en  el  libro  la  con- 
sideración debida  al  pudor  de  la  hija,  al  candor  de  la  inocen- 
cia y  aun  desconoce  las  propias  conveniencias  sociales,  son  á 
no  dudar  elementos  predisponentes  al  delito.  La  voluntad  ha- 
brá de  sufrir  posibles  eclipses,  gracias  á  esa  bruma  de  actuali- 
dad social  que  la  oscurece,  y  las  energías  del  obrar  humano, 
contrarrestadas  por  un  medioambiente  enervador,  experimen- 
tarán grandes  y  frecuentes  desmayos.  Pero  sobre  esos  circuns- 
tanciales factores  de  la  delincuencia,  y  dominando  con  sobe- 
ranía suprema,  el  hombre  se  sentirá  siempre  libre  de  caer  ó  no 
en  el  abismo,  y  capaz  de  regenerarse  de  la  abyección  en  que 
viva:  la  conciencia,  chispa  de  un  fuego  divino,  que  decían  los 
antiguos  sabios,  juez  irrecusable  de  su  propio  obrar,  le  apercibi- 
rá al  deber  olvidado,  y  le  dará,  sin  necesidad  de  filosofías  ni 
disquisiciones  científicas,  la  medida  exacta  del  bien  y  del  mal. 
De  esa  apreciación  subjetiva  que  todc^  sentimos  en  el  fondo 
de  nuestro  ser  moral,  surgirá  la  imputabilidad  de  los  actos  hu* 
manos  ante  la  ley,  que  al  imponer,  caso  de  ser  ésta  violada,  la 
merecida  pena,  realizará,  no  un  acto  de  irreñexiva  y  fatal  de* 
fensa,  rayano  en  la  violencia  brutal  de  la  fuerza,  sino  una  obra 
de  justicia,  reconocida  así  por  la  propia  conformidad  del  cri- 
minal y  el  asentimiento  de  todos  los  hombres  honrados. 

Primitivo  González  del  Alba. 

Fiscal  de  Andienoia  terriiorial. 
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Es  opinión  admitida  entre  numerosos  geólogos,  nacionales 
y  extranjeros,  que  los  montes  cantábricos  deben  su  origen  á 
dos  poderosas  presiones,  sucesivas;  una  que  actuó  de  Este  á 
Oeste*,  y  otra  de  Norte  á  Sur.  Cuando  el  espíritu  se  deleita  en 
la  lectura  de  libros  como  las  sabias  Investigaciones ,  de  Charles 
Barrois,  cicerca  de  los  terrenos  antiguos  de  Asturias ^  parece  como 
que  se  asiste  á  la  formación  de  la  primera  arruga  (le  premier 
ridement)^  que  fué  precedida  de  movimientos  de  báscula,  en  la 
dirección  de  Este  á  Oeste.  La  segunda,  ó  ulteriores  arrugas, 
fueron  igualmente  precedidas  de  movimientos  oscilatorios  en 
la  dirección  de  Norte  á  Sur.  Y  por  haberse  repetido  esos  movi- 
mientos sucesivos  en  el  transcurso  de  los  tiempos  primitivos, 
resultó  el  admirable  conjunto  de  cordilleras  entrecortadas  que 
empieza  en  los  Picos  de  Europa  y  se  extiende  hacia  el  Oeste, 
constituyendo,  entre  la  Cordillera  Cantábrica  y  el  mar,  la  sor- 
prendente tierra  asturiana,  en  donde,  desde  el  profundo  valle 
se  contempla  la  cima  de  los  montes,  que  lo  circundan,  alter- 
nando el  soberbio  roble  y  el  copudo  castaño  de  las  laderas  don 
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•1  florido  manzano  y  á  yeces  con  el  limonero  y  el  naranjo,  que 
en  la  proximidad  del  mar  engalanan  á  la  esürecha  vega. 

1^8  bellezas  de  la  superficie  ocultan  las  dislocaciones  y  el 
trastorno  que  sufrieron  las  capas  terrestres,  en  cuyo  seno  abun- 
dan minerales  varios  y  millares  de  millones  de  toneladas  de 
carbón.  Guarda  la  Naturaleza  en  las  entrañas  de  ese  rico  sub- 
suelo los  gérmenes  de  un  grandioso  porvenir,  que  no  intentamos 
delinear. 

Limitase  nuestro  propósito,  en  la  ocasión  presente,  á  bos- 
quejar cómo  se  desenvolvieron  las  fuerzas  sociales,  en  los  pasa- 
dos tiempos,  dentro  del  reducido  espacio  que  ciñen,  de  una 
parte,  las  más  altas  montañas  de  la  Cantabria  y,  de  la  otra,  el 
embravecido  mar;  y  en  consideración  á  que  se  debe  tener  en 
cuenta,  como  dato  principal,  la  naturaleza  del  terreno  que 
sirvió  de  teatro  á  la  generación  de  las  instituciones  primitivas 
de  nuestro  pueblo,  conviene  fijar  la  atención  en  el  enmarañado 
laberinto  de  cordilleras  entrecortadas  que,  en  los  confines  de 
Asturias  con  el  territorio  de  Galicia,  León  y  Santander,  están 
cubiertas  de  nieve  durante*  una  gran  parte  del  año,  descen- 
diendo rápidamente  como  para  constituir  un  muro  inconmovi- 
ble, contra  el  cual  se  estrellan  los  embates  del  mar  Cantá- 
brico, 

En  un  territorio  tal,  donde  los  habitantes  del  valle  y  de  las 
laderas  contiguas  quedan  incomunicados  con  los  habitantes  de 
los  valles  más  próximos  cuando  las  nieves  coronan  las  cimas 
de  las  montañas,  habla  de  ser  vigoroso,  y  )o  fué  siempre,  el  es- 
píritu municipal.  Las  Ordenanzas  locales,  no  de  concejos,  sino 
de  pueblos,  dan  clara  muestra  de  que  la  vida  municipal  era 
muy  rica  en  su  interior  desenvolvimiento. 

Reuníanse,  y  todavía  se  reúnen,  los  vecinos  á  toque  de 
campana,  como  en  SobresCobio,  en  un  campo  inmediato  á  la 
iglesia  del  lugar^  ó  en  un  collado,  cual  sucedía  en  Yernos  y 
Tameza,  cuyos  vecinos  se  ¿ongregaban  en  el  sitio  de  Millada- 
rio,  y  allí,  combinándola  suerte  con  la  elección,  designaban 
PUS  jueces  y  regidores  el  día  de  San  Juan,  y  acordaban  lo  que 
á  sus  peculiares  intereses  convenia. 

Era  asunto  preferente  de  las  juntas,  á  que  eran  convocados 
todos  los  vecinos,  el  régimen  de  loe  campos,  el  cercamiento  de 
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las  tierras  para  guardar  los  frutos,  y  el  rompimiento  de  la3  se- 
bes para  que,  recogidas  las  mieses  ó  las  hierbas,  pudieran  apa* 
centarse  los  ganados  en  las  rastrojeras. 

El  interés  de  la  oolectiyidad  estuvo  siempre  amparado  por 
reglas  muy  precisas,  y  existen  funcionarios  especiales  en  cada 
localidad  encargados  de  mantener  el  régimen  de  la  vida  co- 
lectiva. 

Disponen,  por  ejemplo,  las  Ordenanzas  de  Casomera  que 
desde  el  día  24  de  Junio  hasta  el  día  8  de  Septiembre  pongan 
iodos  los  vecinos  á  puertos  y  cordales  iodos  sus  ganados  mayores  (va- 
cuno y  caballar),  á  no  ser  que  «haya  alguna  seguridad  de  tiem- 
po», en  cuyo  caso  podrán  acordar  los  vecinos  variar  la  fecha  en 
que  hayan  de  bajar  los  ganados  de  los  puertos  y  oordales.  Pucf 
bien:  los  encargados  de  que  se  guarde  y  cumpla  esa  disposíci^ 
de  las  Ordenanzas,  son  los  fíeles-regidores  del  lugar,  que  los 
vecinos  eligen  en  el  mes  de  Bnero,  y  á  quienes  se  encomienda 
el  ejercicio  de  otras  funciones  que  afectan  á  la  colectividad. 

Todas  las  Ordenanzas  locales  revelan  en  su  conjunto  que  los 
primeros  habitantes  de  Asturias  fderon  pastores,  y  que  la  pro- 
piedad de  la  tierra  correspondía  colectivamente  ácada  una  de 
las  agrupaciones  en  que  la  población  se  dividía,  adaptándose 
á  las  condiciones  del  territorio.  La  propiedad  individual  que 
no  tardó  en  aparecer,  de  igual  modo  que  era  individual  desde 
los  más  remotos  tiempos  la  propiedad  de  los  ganados,  lleva  el 
isello  de  subordinación  en  que  la  agricultura,  íntimamente  li- 
gada al  dominio  privado  sobre  la  tierra,  se  encontraba  respecto 
de  la  ganadería. 

LfO0  caracteres  con  que  son  conocidos  en  la  historia  los 
Indo-Europeos,  se  destacan  en  lo  que  tiene  de  fundamental  el 
primitivo  derecho  de  los  pueblos  de  Asturias.  Son  esos  carac- 
teres: la  división  de  los  pobladores  en  grupos  y  la  propiedad 
oolectiva  de  la  tierra  que  cada  grupo  ocupaba.  £^tos  dos  rasgos 
principales  se  distinguen  en  las  costumbres,  ó  en  el  derecho 
c<Misuetudinario,  á  que  ne  dio  forma  con  alguna  variedad  en 
las  Ordenanzas  locales. 

Los  forasteros  no  puedan  avecindarse  en  pueblo  distinto  del 
suyo  sino  por  acuerdo  de  la  mayoría  de  vecinos»  coavoca- 
dos por  los  Fieles-Regidores,  entendiéndose  que  son  forasteros 
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«un  loB  del  concejo  á  que  corresponde  el  lugar  en  donde  ¡Hre- 
tenden  avecindarse  los  que  en  éste  no  hayan  naddo.  Y,  £i  no 
se  les  admite  como  vecinos,  cno  pueden  ir  al  monte  por  leña, 
ni  á  la  fuente  por  agua,  ni  apacentar  en  los  términos  comunes 
de  dicho  lugar  sua  ganados»,  y  los  Fieles-Regidores  deberán 
multarlos  en  dos  cántaras  de  vina  y  prendar  sus  ganados,  etc. 

La  institución  de  la  propiedad  colectiva  y  la  unidad  de  la 
Agrupación  que  puebla  uua  comarca  determinada,  se  entre- 
lazan y  dan  á  la  primitiva  sociedad  asturiana  caracteres  que 
la  identifican  con  las  razas  Indo-Europeas. 

Adquiere  mayor  relieve  esa  fundamental  condición,  si  se 
considera  que  subsiste  la  familia  compuesta  con  igual  tenaci- 
dad que  en  los  Estados  danubianos,  y  que  la  mujer  asturiana 
tuvo  siempre  dentro  de  la  familia  compuesta  y  conserva  en 
^el  seno  de  la  «ociedad  una  personalidad  que  la  legislación  cas- 
tellana no  reconocía  en  la  mujer.       '^ 

Lo  usual  es  en  la  población  rural,  y  también  en  gran  parte 
de  la  urbana,  que  uno  de  los  hijos,  al  contraer  matrimonio^ 
quede  con  sus  padres  en  sociedad,  viviendo  á  mesa  y  manteL 
Esa  sociedad  familiar,  que  se  extiende  atadas  las  ganancias, 
sin  tener  en  cuenta  la  diferencia  de  capitales,  tiene  de  parti- 
cular que  la  mujer  casada  es  uno  de  los  partícipes,  como  ei 
marido,  y  en  realidad  ejerce  decisiva  influencia  tanto  0n  el 
orden  moral  como  en  el  económico. 

El  período  de  transición  de  la  propiedad  colectiva  á  la  pro- 
piedad individual  subsiste  todavía  en  cuanto  se  relaciona  con 
la  ganadería,  ó  por  mejor  decir,  con  su  apacentamiento.  Man- 
tienen sus  Ordenanzas  locales  los  pueblos,  y  no  suben  Á  los 
puertos  y  cordales  los  ganados,  durante  el  verano,  cuando  á 
uno  ó  á  varios  vecinos  conviene,  sino  en  la  época  establecida 
ó  el  día  en  que,  por  acuerdo  de  la  mayoría  de  vecinos,  se  de- 
termina. Tampoco  bajan  al  aro  del  pueblo,  en  donde  se  con- 
Bervim  cerrados  ó  acotados  los  pastos  para  el  aprovechamiento 
^omún  del  ganado,  cuando  á  d^erminados  ganaderos  place, 
sino  cuando  es  permitido  con  arreglo  á  las  Ordenanzas,  usos 
y  costumbres. 

Se  ha  reducido  mucho  la  extensión  de  la  propiedad  colecti  - 
va,  por  efecto  de  las  leyes  de  desamortización,  y  por  lenta 
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transformación  en  el  decurso  de  los  tiempos.  En  no  lejana  feú- 
cha todavía  se  medía  el  territorio  de  ciertas  comarcas,  especial* 
mente  el  reducido  á  cultivo,  y  se  modificaba  la  distribución 
entre  los  antiguos  vecinos  ó  familias,  que  representaban  sus 
derechos,  con  el  fin  de  restablecer  la  proporción  que  entre 
aquéllos  hubiese  ó  debiera  existir.  Esta  costumbre  procedía 
del  hecho  primitivo  de  la  colectividad  en  el  disfrute  de  la 
tierra  por  parte  de  cada  uno  de  los  grupos  de  vecinos  en  que 
la  población  total  se  dividía. 

Es  digno  de  especial  mención  el  ejercicio  del  derecho,  que 
los  distintos  pueblos  ejercen,  de  prendar  los  ganados  de  los 
forasteros  cuando  éstos  traspasan  sus  respectivos  límites,  salvo 
el  caso  de  que  entre  los  pueblos  comarcanos  haya  faceria.  Sr 
'  los  pueblos  no  son  faceros,  y  los  ganados  de  uno  de  ellos  in- 
vaden los  términos  del  otro,  los  soieros  (como  se  llama  á  los 
guardas  en  Casomera),  s^  apoderan  de  los  ganados,  los  deposi- 
tan, por  cuenta  de  sus  dueños,  é  imponen  á  éstos  una  multa 
en  vino,  cuyo  importe  se  ha  de  abonar  al  rematante  de  la  ta- 
berna del  lugar  antes  de  recoger  los  ganados  prendados.  El 
producto  de  esas  multas  destinarse,  suele  en  parte,  á  la  ¿tcrntua- 
riadel  Santisimo,  reservando  el  resto  para  los  vecinos,  que  san- 
tifican con  honestas  libaciones  los  días  en  que  se  reúnen,  á 
campana  tañida,  con  ese  objeto  especial  ó  para  tratar  asuntos 
del  procomún.  Se  puede  recoger  el  ganado  dejando  prenda 
en  garantía  del  pago  de  la  multa,  y  la  prenda  era  en  algunos 
pueblos  una  llueca  vieja. 

Los  ganados  de  los  vecinos  que  entran  en  sotos  acotados,  ó 
en  guanzas  reservadas  durante  ciertos  meses  del  año,  son  igual- 
mente prendados  por  los  soteros  del  lugar. 

Entre  los  labradores  existe  una  costumbre  que  implica, 
de  una  parte,  la  propiedad  privada,  y  refleja  por  otra  el  espí- 
ritu anterior  de  la  vida  colectiva,  que  va  amortiguándose  vi- 
siblemente. Me  refiero  á  las  andechas,  que  son  actos  de  coope- 
ración gratuita,  prestada  por  la  masa  de  vecinos  á  cada  uno 
de  los  que  requieren  un  auxilio  extraordinario  en  faenas  ur- 
gentes del  campo  ó  en  operaciones  también  apremiantes  den- 
tro de  la  población  rural.  Acuden  solícitos  los  vecinos  al  lla- 
mamiento del  que  necesita  su  cooperación  y  trabajan  aquéllos 
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como  en  cosa  propia,  recibieodo,  en  cambio,  del  favorecido  un 
agasajo  ó  manjares  tan  abundantes  como  sus  medios  le  per- 
mitan preparar. 

En  prueba  de  que  el  primitivo  régimen  agrario  tenia  por 
base  la  propiedad  colectiva,  se  puede  invocar  la  presuneión  de 
que  no  se  reputaba  dueño  del  terreno  al  que  en  él  había  plan- 
tado árboles  y  disfrutaba  sus  productos.  Adquiría  un  derecho- 
de  preferencia  para  el  cierro  del  terreno,  pagando  la  mitad  del 
canon  que  se  exigía  á  los  que,  con  permiso  de  la  justicia,  ce- 
rraban terrenos  comunes,  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  gene- 
rales del  Principado. 

Mientras  el  terreno  permanecía  abierto,  era  tenido  como 
de  aprovechamiento  común,  sin  perjuicio  de  la  propiedad  que 
en  los  árboles  tenia  el  plantador. 

Las  modernas  Ordenanzas,  á  diferencia  de  la  antigua  del 
Principado,  favorecían  el  cultivo-  de  los  terrenos  comunes, 
atendiendo  á  que  «eran  necesarios  terrenos  de  labor  para  el 
empleo  y  sustento  de  las  gent^,  que  abundaban  en  el  paíB  y- 
quépor  su  estrechez  le  desamparaban,  ó  vivían  en  él  mise- 
rablemente». 

A  la  vez  que  las  Ordenanzas  locales,  existían  las  de  concejo^ 
y  las  del  Principado,  que  establecían  reglas  minuciosas  para  la 
organización  de  las  Corporaciones  municipales,  de  la  Junta 
general  del  Principado  y  de  su  Diputación. 

Las  Ordenanzas  Generales,  Judiciales  y  Políticas  para  la 
administración  de  justicia  en  todos  los  concejos,  cotos  y  ju- 
risdicciones, con  escasó  orden,  contienen  preciosos  datos  para 
un  detenido  estudio,  que  no  cabe  dentro  del  cuadro  que  me 
he  trazado. 

Bastará,  para  terminar  estas  breves  consideraciones,  que^ 
recuerde  cómo  fué  más  poderoso  que  el  poder  absoluto  de  lo&* 
reyes  el  derecho  consuetudinario  respecto  á  la  propiedad  de  la 
tierra. 

Se  quiso  formar  un  patrimonio  para  el  Príncipe  de  Astu- 
as,  adjudíicándóle  como  bienes  realengos  los  que  constituían^ 
ase  y  fundamento  de  la  organización  rural.  Se  instaló  en  As- 
úias  un  sabio  magistrado,  quien  dirigió  la  formación  de  un  ca- 
istro,  que  ¿ontejbía,  en  el  concepto  de  mayorazgo  correfipón- 
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diente  al  Principe  de  Asturias,  los  bienee  que  dislnitaban  Iob 
pueblos  como  propiedad  suya  colectiva.  Los  pueblos  continua- 
ron rigiéndose  por  su  derecho  ^consuetudinario;  modiácaron 
BUS  Ordenanzas  según  les  plugo  ó  les  convenía,  y  al  lado  de 
la  propiedad  colectiva  se  formó,  desmembrándose  de  aquella, 
la  propiedad  individual,  quedando  reducido  á  intento,  que 
apenas  recuerdan  las  historias,  el  desdichado  pensamiento  de 
constituir  un  mayorazgo  para  el  Príncipe  de  Asturias  con  los 
bienes  que  respectivamente  pertenecían  á  los  puebloB  que  los 
poseían  y  en  colectividad  disfrutaba  cada  uno  de  ellos. 

Manuel  Pbdrbgal  y  Cañedo. 

Madrid,  Noviembre  7  de  1895. 


La  andecha. 

j  Cuánta  verdad  es  que  en  la  historia  no  cambia  más  que  el 
sujetol  Las  cosas  y  las  instituciones  son  siempre  iguales,  y  lo 
diferente  en  cada  tiempo  es  la  cultura  del  hombre  y  los  me- 
dios que,  según  ella,  tiene  disponibles.  Las  diferencias  se  re- 
ducen siempre  á  la  que  media  entre  lo  espontáneo  y  lo  refle* 
xivo,  el  instinto  y  la  razón. 

Por  eso  es  tan  fácil  hallar  lejanos  precedentes  á  todo  lo  que 
ahora  existe;  y  así,  cuando  se  habla  de  la  cooperación  económica 
como  de  un  principio  descubierto  y  formulado  en  nuestro  si- 
glo, sólo  quiere  decirse  que  hasta  los  tiempos  modernos  no 
se  ha  razonado  y  desenvuelto  científicamente  ese  sistema. 
Ni  Owen,  ni  Buchez,  ni  Blaoc  han  inventado  las  institucio- 
nes cooperativas,  y  su  mérito,  aunque  muy  grande,  se  reduce 
al  estudio  de  la  idea  en  sus  fundamentos,  á  la  propaganda  de 
sus  excelencias  y  al  desarrollo  de  sus  formas  y  principales 
aplicaciones. 

La  asociación  cooperativa,  como  natural,  es  instintiva,  y 
así  se  manifiesta  desde  los  tiempos  más  primitivos.  ¿Quién 
la  enseñó  á  los  míseros  pescadores  dé  altura,  que  en  todas  par 
tes  la  practican?  Son  modernas  las  grandes  Sociedades  ingle 
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fias  de  oonsHino  y  loe  Bancos  populares  de  Aleraania,  pero  úni- 
<íamGúte  de  la  necesidad,  y  en  bien  lejana  fecha,  aprendieron 
á  asociarse  incultos  labradores  y  pequeños  industriales.  Y  es 
de  notar  que  esas  instituciones  seculares  resolvieron  el  pro- 
biema^de  la  cooperación  productiya,  y  sobre  todo  de  la  coope- 
ración rural,  mucho  mejor  que  los  actuales  Sindicatos  de  los 
agricultores  franceses  y  las  Cajas  Raiffeisen  alemanas. 

Las  tradiciones  cooperativas  abundan  por  todas  partes, 
aunque  desgraciadamente  muchas  se  han  perdido  y  otras  van 
debilitándose.  Entre  las  que  se  conservan,  es  digna  de  conside- 
ración especialisima,  por  la  pureza  de  sus  caracteres  morales  y 
económicos,  la  institución  de  la  andecha  en  Asturias,  de  la  que 
vamos  á  dar  alguna  idea,  ^sintiendo  que  nuestra  información 
no  pueda  ser  tan  completa  como  el  asunto  merece. 

La  andecha  es  reunión  de  personas,  hombres  y  mujeres,  que 
66  juntan  para  trabajar  gratuitamente  en  las  tierras  del  pro- 
pietario ó  colono  que  solicita  esa  ayuda. 

La  convocatoria  se  hace  por  medio  de  aviso  que  el  necesi- 
tado circula  entre  sus  convecinos,  y  acuden  al  llamamiento 
todos  los  que  no  se  ven  imposibilitados  de  asistir  por  la  urgen- 
cia de  sus  ocupaciones.  Sólo  una  enemistad  declarada  puede 
dar  motivo  para  que  voluntariamente  deje  de  prestarse  el  con- 
curso demandado*  Por  eso  es  indeterminado  el  número  de  las 
personas  que  forman  la  andecha,  aunque  son  de  ordinario  veinte 
ó  treinta. 

Úsase  este  procedimiento  para  ejecutar  aquellas  labores 
que  el  agricultor  no  puede  atender  con  sólo  su  familia,  ó  que 
están  sujetas  á  un  plazo  perentorio,  como  sallar,  cavar,  hacer 
y  acarrear  la  cal  de  abono^  aterrar ^  ó  sea  subir  la  tierra  á  lo 
alto  de  los  predios,  segar  y  embalagar  la  hierba,  recoger  el 
trigo  y  majarlo,  cosechar  el  maíz  y  deshojarle,  sacudir  las  cas- 
tañas y  sacarlas  d^  erizo,  etc. 

Dura  la  andecha  tanto  como  la  faena  á  que  se  aplica,  pero 
o  pasa  generalmente  de  un  dia. 

El  que  hace  el  llamamiento  da  de  comer  á  los  trabajado- 
ras, esforzándose  por  servirles  lo  mejor  posible.  Suele  repar- 
rse  queso  y  aguardiente  al  comenzar  la  labor;  de  ocho  á 
levede.la  tnañana  seda  un  almuerzo  ligero,  como  sopa  ó 
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tortilla^  al  medio  dia,  un  cocido  ó  puchero  con  habichuelas  y^ 
carne  abundante,  queso  y  sidra,  y  al  dejar  el  trabajo  se  hace 
otra  comida  compuesta  de  carne  guisada  ó  arros  con  leche^ 
£n  este  trato  los  ricos  hacen  competencia  y  alarde,  y  los  po- 
bres se  sacrifican  para  no  quedar  muy  por  debajo  de  aquéllos. 

No  hay  turnos  ni  preferencias  establecidos  para  la  andecha; 
todos  pueden  pedirla  cuando  la  necesitan;  y  cuando  dos  ó  más 
la  solicitan  al  mismo  tiempo,  al  que  primero  avisa  á  aquél  se 
acude,  á  menos  que  no  se  trate  de  labores  urgentísimas,  en 
cuyo  caso  la  gente  se  distribuye  en  los  grupos  necesarios. 

No  hay  tampoco  equivalencia  ó  reciprocidad  en  el  cori> 
curso,' porque  cada  vecino  aporta  para  el  trabajo  fin  común  to^ 
dos  los  medios  de  que  dispone.  Asi,  el  rico  va  á  la  andecha  en 
favor  del  pobre  con  los  criados  que  tiene,  y  lleva  los  carros», 
yuntas  y  aperos  de  que  es  dueño* 

Además  de  las  andechas  expresamente  convocadas,  hay  otras 
que  se  reúnen  espontáneamente.  Si  está  á  punto  de  pasarse  6- 
de  perderse  la  cosecha^  los  convecinos  entran  en  el  prado  á  se- 
gar ó  levantar  la  hierba  aunque  el  dueño  no  les  llame;  y  cuando- 
en  una  casa  se  ocupan  en  la  es/olla  y  enrostre  del  maíz,  el  que 
lo  sabe  y  quiere  tomar  parte  en  el  trabigo  se  presenta  sin  ser 
invitado.  Slstas  andechas^  celebradas  de  noche  y  á  domicilio, 
tienen  el  carácter  de  una  fiesta  y  acaban  con  canto  y  baile. 
IjOs  dueños  de  la  casa  agasajan  á  los  concurrentes  según  su» 
medios,  les  dan  castañas  cocidas  ó  manzanas,  y  los  bien  aco- 
modados reparten  sidra,  leche  y  cigarros,  aunque  es  muy  fre- 
cuente el  caso  de  que  el  inquilino  no  pueda  dar  más  que  la» 
gracias  á  los  que  le  han  favorecido. 

Pero  son,  sin  duda,  mucho  más  interesantes  las  andechas 
que  podemos  llamar  piadosas  ó  benéficas,  empleadas  en  servi- 
cio de  las  viudas,  enfermos,  ausentes  ó  desvalidos  por  cualquier 
causa.  Generalmente  es  el  Párroco  quien  avisa  estas  necesida- 
des al  pueblo,  excitándole  para  que  vaya  á  trabajar  en  la  tierra 
abandonada,  y  advirtiendo  á  los  vecinos  que  pueden  hacerle 
aunque  sea  en  dia  festivo,  si  se  hallan  muy  ocupados  con  sus 
propias  labores,  y  lejos  de  pecar,  contraerán  mérito  de  caridad 
al  santificar  la  fiesta  con  esa  buena  obra.  Cuando  el  Cura  se 
niega  á  dirigir  esas  invitaciones  y  se  trata  de  una  necesidad 
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apremiante,  alguno  de  los  vecinos  más  caracterizados,  después 
de  la  misa,  pide  ayuda  á  los  demás,  y  todos  acuden  aquella 
misma  tarde  á  labrar  el  campo  de  los  pobres. 

Tales  son  los  pormenores  que  he  logrado  averiguar  acerca 
de  esta  bellísima  institución  de  la  andecha. 

Hállase  muy  generalizada  en  el  centro  de  Asturias,  y  me 
^x>n8ta  que  se  usa  especialmente  en  los  Concejos  de  Grado, 
€andamo,  Pravia,  Salas,  Pilona  y  sus  inmediaciones. 

Nadie  señala  en  fecha  ó  tiempo  determinado  el  origen  de 
esta  costumbre,  cosa  natural  si  se  atiende  á  las  causas  que  la 
engendraron  y  la  mantienen.  La  condición  de  aquellos  habi- 
tantes es  la  de  pequeños  propietarios,  y  para  el  mayor  número, 
la  de  caseros  ó  colonos.  Unos  y  otros  cultivan  por  sí  mismos  las 
tierras  y  prado  anejos  á  la  casería^  con  el  auxilio  de  su  mujer  y 
de  sus  hijos,  y  rara  vez  pueden  sostener  algún  criado.  No  hay 
en  aquellas  poblaciones  rurales  jornaleros  ó  gentes  que  vivan 
exclusivamente  del  salario,  y  no  es  posible  hacerlos  ir  de  fue- 
ra, por  la  brevedad  de  los  trabajos  y  porque  no  hay  con  qué  pa- 
garlos. De  aquí  el  conflicto  que  surge  respecto  de  las  faenas 
agrícolas  que  son  de  ocasión,  de  días  y  aun  de  momentos  de- 
terminados, y  que  exigen  un  número  de  brazos  mayor  del  que 
l^ueden  aplicar  el  colono  y  su  familia.  Ck>mo  la  preparación  para 
la  siembra  y  la  recogida  de  las  cosechas  no  han  de  hacerse  en 
todas  las  tierras  al  mismo  tiempo,  sino  que  la  sazón,  ya  del 
terreno,  ya  de  los  frutos,  varía  en  cada  una  de  ellas  según  son 
sus  condiciones,  resulta  que,  mientras  un  cultivador  se  ve  an- 
gustiado por  labores  urgentísimas,  sus  convecinos  no  tienen 
atenciones  de  igual  apremio  y  la  andecha  resuelve  sencillamente 
la  dificultad,  aplicando  el  trabajo  colectivo  de  una  manera  su- 
cesiva y  á  medida  que  se  presenta  la  necesidad  de  cada  uno. 
Por  otra  parte,  aunque  la  andecha  no  es  gratuita,  porque  obliga 
á  la  manutención  de  los  trabajadores,  se  costea  en  especie,  con 
los  mismos  medios  que  emplea  para  su  subsistencia  el  labra - 
ior,  que  no  dispone,  sin  embargo,  del  dinero  equivalente.  La 
división  de  la  propiedad,  la  forma  del  cultivo  agrícola j  la  es- 
casez de  los  brazos  y  la  escasez  del  numerario  son,  por  coni^i- 
^iente,  los  principales  motivos  de  la  andecha. 

Pero  la  institución  no  es  puramente  económica,  ni  las  cau- 
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sas  de  este  género  bastan  para  explicarla,  porque  análogas  ne- 
cesidades siente  y  vent^gas  parecidas  lograrla  la  agricultura  en 
todas  partes  con  esa  mancomunidad,  en  que  viven  ios  labra- 
dores asturianos.  Hay  que  buscar,  por  consiguiente^  la  razón 
de  esas  costumbres,  más  bien  que  en  los  motivos  de  carácter 
general,  en  condiciones  especiales  de  la  comarca  asturiana,  que. 
pueden  ser  la  energía  con  que  se  conservan  allí  las  tradiciones 
de  un  antiguo  comunismo,  la  viveza  del  sentimiento  de  solida- 
ridad,  el  carácter  apacible  y  la  cultura  que  faltan  en  otras  re- 
giones de  nuestra  España. 

Que  la  andecha  no  tiene  como  único,  y  ni  siquiera  como  prin- 
cipal fundamento  el  interés,  se  demuestra  observando  que  no 
se  trata  en  ella  de  un  mero  hago  para  que  hagas,  ya  que  no  exi- 
ge la  reciprocidad  de  servicios,  ni  atiende  á  la  igualdad  de  los 
medios,  y  cada  uno  ayuda  á  los  demás  con  todo  lo  que  puede, 
aun  sabiendo  que  los  otros  no  han  de  corresponderle  en  igual 
medida. 

Y  es,  por  último,  prueba  concluyente  de  la  naturaleza  eivii 
ó  social  y  filantrópica  de  la  institución,  el  caso  tan  frecuente  de 
las  andechas  en  favor  de  las  viudas,  huérfanos  y  enfermos. 

Por  eso  he  de  consignar  con  verdadera  pena  que,  según  to*^ 
dos  los  informes,  esas  costumbres  decaen  y  se  malean.  Daé* 
lense  también  de  ello  aquellos  pobres  labradores;  pero  convier 
nen  unánimes  en  que  cada  día  se  acentúan  más  dos  graves  in- 
convenientes de  la  andecha.  El  primero  consiste  en  la  mala  ca- 
lidad de  las  labores  que  produce,  y  el  segundo  en  el  exceso  de 
los  gastos  que  ocasiona.  La  gente  convocada  para  el  trabajo  lo 
ejecuta  con  desorden  y  algazara,  y  lo  atrepella  para  entregarse 
cuanto  antes  á  la  fiesta  que  la  reunión  provoca;  y  luego,  las 
comparaciones  que  se  establecen,  las  criticas,  las  murmurador 
nes  y  los  impulsos  del  amor  propio  determinan  exig^icias  cada 
▼ez  más  costosas  en  cuanto  al  trato  que  ha  de  darse  á  los  traba* 
jadores.  Las  faenas  que  se  hacen  por  andecha  resultan  peores 
y  más  caras  que  las  encomendadas  á  jornaleros;  asi  es  que  sólo 
se  acude  á  aquel  procedimiento  en  los  casos  de  absoluta  nece- 
sidad, y  cuando  no  se  encuentran  tnarrucos,  que  de  este  modo 
se  llama  en  el  país  á  los  forasteros  dispuestos  á  trabajar  en  el 
campo  por  salario. 
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Es  decir,  que  en  lo  que  tiene  de  moral  ó  benéfícft»  se  con* 
eerva  la  andecha;  pero  bus  aplicaciones  de  carácter  económico 
se  evitan  y  disminuyen.  Una  prueba  más  de  cómo  por  todaa 
partes  se  disuelven  los  vínculos  de  la  solidaridad,  y  de  cómo 
es  necesario  reemplazar  las  instituciones  primitivas,  obra  del 
instinto,  que  derrocan  los  impulsos  del  egoísmo  individualista» 
con  otras  análogas,  fundadas  en  la  razón  y  en  la  idea  del  bien 
común. 

J.  Piernas  Hurtado. 


He  aqui  ahora  algtmos  testimonios  de  la  misma  institución 
cooperativa  en  otras  comarcas  de  la  Península: 

1.^  «Los  labriegos  de  la  parte  montañosa  de  Navarra  acos* 
tumbran  á  asociarse  para  el  cultivo  de  sus  respectivas  propie- 
dades, y  esto  sucede  también  en  la  zona  media  de  la  provin- 
cia; lo  cual  es  altamente  ventajoso,  pues  además  del  espíritu 
de  armonía  que  realiza,  evita  á  las  pequeñas  fortunas  de  aqué- 
llos e^  pago  de  peonaje.»  (Información  sobre  Beformas  sociales,. 
Comisión  provincial  de  Navarra:  edición  oficial,  tomo  V,  pá- 
gina 2070 

2.®  Refiriéndose  Gosta  Goodolphim  á  un  grupo  muy  nume^ 
roso  de  aldeas  de  Traz-os- Montes  (Portugal),  en  que  los  veci-^ 
nos  tienen  combinada  la  propiedad  individual  del  suelo  con  el 
trabajo  en  común,  dice: 

«N 'estas  aldeias  encontra-se  um  systema  pratico  de  coope-- 
im9áo.  Possuindo  cada  um  o  seu  bocado  de  térra  d'onde  tiram 
o  indii^nsavel  para  viver,  nao  téem  dinheiro  para  satisfazer 
salarios,  quando  os  trabalhos  agrícolas  precisam  de  bra90s» 
Beunem-se  entáo  os  individuos  da  localidade  e  trabalham  uns 
días  n'uma  térra,  depois  n'outra,  e  assim  successivamente 
ocmipletom  a  sua  faina.  Sm,  cada  propiedade  em  que  se  ter- 
mina a  labuta9&o,  o  dono  tem  por  dever  recompensar  os  seu& 
cooperadores  com  um  jantar,  em  que  todos  alegremente  se 
banqueteiam.  Eassim,  por  esta  forma,  o  trabalho  em  commum 
substítue  o  dinheiro.»  (^i  Previdencia,  Lisboa,  1889,  pág.  87.) 
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3.®  Rige  asimismo  en  Vizcaya,  según  el  8r.  ünamuno  (ca- 
pítulo I  de  esta  Sección,  §  7).  Sobre  el  trabajo  en  común  de 
los  labradores  á  favor  de  los  senareros  en  la  provincia  de  Za- 
mora, vid.  el  capítulo  11,  §  2. 

J.  C. 


Mamposteria. 

Habiendo  obtenido  hace  anos  de  los  Sres.  D.  Luis  Montóte 
y  D.  Enrique  Frera,  abogados  y  propietarios  de  Colunga,  un 
estudio  muy  concienzudo,  que  no  he  publicado  todavía,  acerca 
de  las  condiciones  económicas  del  cultivo  del  manzano  para 
sidra,  tuve  noticia  de  una  costumbre  jurídica  á  que  este  cul- 
tivo ha  dado  origen,  y  que  se  denomina  contrato  de  mamposte- 
ría.  £s  la  concesión  que  el  dueño  de  ima  tierra  hace  á  otro  su- 
jeto para  que  la  roture  y  plante  de  manzanos,  por  la  mitad 
del  fruto  que  produzcan.  El  plantador  recibe  la  otra  mitad  del 
Iruto  del  vuelo  y  los  demás  productos  que  acierte  á  sacar  del 
suelo. 

Desde  los  doce  años  de  edad  hasta  los  treinta  y  siete  se  cal* 
cula  que  cada  hectárea  de  pomarada  en  Colunga  rinde  un  pro- 
ducto de  20  pipas  de  sidra  al  año,  con  un  valor  de  700  pesetas , 
ó  dígase  625,  deducidas  las  75  en  que  se  aprecia  el  coste  de  cul- 
tivo, recolección  y  venta.  Suele  sembrarse  el  suelo  de  la  po- 
marada, en  los  espacios  entre  árbol  y  árbol,  de  plantas  de  in- 
vierno, á  saber:  habas  (fabones)  y  alcacel  (trigo  ó  cebada  para 
segados  en  verde),  únicas  que  no  perjudican  al  arbolado,  y  que 
cubren  con  su  producto  el  gasto  de  las  75  pesetas  que  cuesta  el 
cultivo  de  la  pomarada.  Algunos  dejan  el  suelo  de  prado,  pero 
es  un  cálculo  ruin,  porque  los  árboles  producen  y  viven  me- 
nos. El  otro  lugar  clásico  del  cultivo  del  manzano  en  Asturias 
es  Villaviciosa;  pero  aquí  las  pomaradas  producen  menos  si- 
dra (unas  16  pipas  por  hectárea),  sea  porque  las  plantacionas 
se  veriñquen  con  menos  esmero,  sea  porque  la  explotación  co- 
^re  ordinariamente  á  cargo  de  colonos,  ó  por  otras  causas.  . 

La  duración  del  contrato  de  mampostería  es  la  misma  de 
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la  pomarada:  oon  la  muerte  del  arbolado  quedan  extinguidos 
los  derechos  del  oolono  ó  plantador. 

Como  se  ve,  esta  costumbre  «oincide  con  la  de  plantación 
de  vides  á  rahassa  marta  en  Cataluña.  En  Vizcaya  tuvo  acogi- 
da en  el  Fuero  escrito»  el  cual  contiene  muy  curiosos  detalles 
acerca  del  número  de  labores  y  de  estercoladuras  con  que  el  co- 
lono debe  beneficiar  el  manzanal,  y  sobre  las  prohibiciones  en- 
caminadas á  prevenir  fraudes  en  la  reoolección.  El  contrato  re- 
gia «durante  el  tiempo  que  durasen  las  dos  tercias  partes  de 
manzanos».  (Fueros...  del  M.  N.  y  M,  L.  Señorío  de  Vizcaya^  tí- 
tulo XXV,  ley  8.) 

Al  menos  en  Villaviciosa,  el  contrato  de  mamposteria  se 
halla  en  decadencia.  Apenas  si  se  celebra  ya  ninguno  nuevo. 
Únicamente  siguen  en  vigor  los  estipulados  de  hace  mucho 
tiempo. 

Debe  traer  origen  del  periodo  feudal.  El  Sr.  López  Ferreiro 
define  la  beMria  (benefactoría)  como  «especie  de  contrato,  ya 
tácito,  ya  expreso,,  por  el  cual  una  ó  muchas  personas  libres 
se  reconocían  en  estado  de  dependencia  y  vasallaje  respecto  de 
un  señor  poderoso  que  se  obligaba  á  ampararlas  y  protegerlas» ; 
y  añade  que  se  llamaban  también  mamposterías,  acaso  de  ma- 
num  poneré  y  en  señal  de  protección.  {Fueros  municipales  de  San- 
tiago y  sutierrat  1895,  pág.  75.)  Así,  en  Aragón,  xarieo  signi- 
fica colono  y  en  la  Edad  media  era  vasallo  solariego. 


IJn  Impuesto  provincial. 

En  el  Congreso  de  los  Diputados,  sesión  de  31  de  Julio 
de  1893,  ^e  dio  á  conocer  la  existencia  de  una  costumbre  fis- 
cal, vigente  en  Asturias,  y  que  es  doblemente  interesante  para 
nosotros,  por  no  ser  frecuente  tropezar  en  Españ*  con.  ma- 
fniíestaoiones  así  dé  autonomía  administrativa,  legal  ni  con- 
snetudinaria,  fuera  de  las  provincias  de  fueros.  Discutíase  el 
impuesto  sobre  los  vino^,  proyectado  por  el  Ministro  de  Hacien- 
da, Sr.  Gamazo:  tratábase  de  saber  si  independientemente  de 
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él  podrfa  la  provincia  de  Oviedo  continuar  percibiendo,  el  im- 
puesto ó  arbitrio  con  que  los  gtava  á  su  entrada  en  aquel 
territorio;  los  diputados  asturianos,  por  órgano  del  Sr*  Mar- 
qués de  Teverga,  que  Había  presentado  y  apoyó  ufia -en- 
mienda, afirmaban  el  de'recho  de  Asturias  á  seguir  recau- 
dando y  administrando  por  sí  el  tradicional  arbitrio,  én.lagar 
de  percibir  del  Tespro  su  importe  en  concepto  de  indemniza* 
ción,  según  ofrecía  el  Ministro  para  el  caso  de  que  aejuati- 
ficara  que  había  sido  establecido  con  autorización  legaL       ..  • 
Constantemente,  desde  mediados  del  siglo  pasado  (decía  en 
sustancia  el  Sr.  Marqués  de  Teverga),  ha  sido  respetado  á  Aa» 
turias  el  derecho  de  imponer  á  los  vinos  que  entraban  poí  sus 
puertos,  secos  y  mojados,  un  pequeño  impuesto;  y  primeo  la 
Junta  del  Principado,  como  después  la  Diputación  provincial, 
lo  han  aplicado  al  sostenimiento  de  los  servicios  de  la  provin- 
cia. Esta  se  halla  satisfecha  de  él  y  lo  quiere,  porque  con  su 
producto  vive  desahogadamente  la  Disputación  sin  gravar  áJoB 
pueblos  con  el  contingente  provincial,  que  sería  una  carga  in- 
soportable para  los  Ayuntamientos,  necesitados  de  todoa  sus 
recursos  ordinarios  para  atender  á  los  servicios  municipales. 
€ada  pueblo  tiene  sus  costiimbres  y  su  manera  de  ser;  y  cuan- 
do no  son  un  obstáculo  para  la  buena  administración  del  ESsta- 
do,  es  necesario  y  es  conveniente  respetad  esas  costumbres  y 
ese  modo  de  vivir  en  el  pueblo  que  los  ha  creado.  Por  esto 
hemos  defendido  siempre  los  representantes  de  Asturias,  como 
defendieron  nuestros  abuelos,  el  derecho  de  los  asturianos  á 
mantener  un  arbitrio  que  no  grava  más  que  á  ellos  mismos. 

Este  arbitrio-  no  influye  nada  en  el  consumo  de  vino:  en  el 
último  año  económico  solo  ha  consuniído  Asturias  nueve  mi- 
llones de  litros,  cuya  cifra  basta  por  sí  sola  para  probar  que  la 
supresión  de  aquel  impuesto  no  acrecentaría  el  consumo;  y  en 
cambio  perdería  el  Estado,  con  tener  que  indemnizar  á  la  Di- 
putación ¿)rovincial  el  ingreso  de  que  la  privaba;  perdería  á  su 
vez  la  Diputación,  que  ahora  levanta 'las  cargas  provinciales 
y  está  al  corriente  de  sus  obligaciones,  sin  arrastrar  la  vida 
lánguida  y  azarosa  que  en  otras  se  observa,  y  que  hasta  ha 
podido  construir  monumentos  tan  expléndidos  como  el  sober- 
bio Hospital-manicomio,  el  mejor  de  España,  y  con  el  nuevo 
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Tégimen  carecería  á  cada  paso  de  recursos,  en  lucha  constante 
-con  la  Hacienda;  y  no  gatíaría  el  consumidor,  porque  el  gra- 
vamen es  tan  ineignifícante,  que  no  puede  hacerse  sensible  en 
el  consumo  al  pormenor. 

Debe,  por  tanto,  respetársele  á  Asturias  este  viejo  impues-  I 

tos,  cualquiera  que  sea  el  estado  de  derecho  que  se  cree  para 
los  vinos  en  sus  relaciones  con  el  Fisco;  no  debe  pertur- 
barse á  la  Diputación  provincial  en  la  posesión  de  ese  tributo, 
que  es  tradicional  en  nuestras  costumbres.  Enhorabuena  es- 
tablezca el  Estado  los  impuestos  que  estime  necesarios  para 
el  sostenimiento  de  los  servicios  públicos;  ajuste  con  los  pro- 
aductores  de  vino  los  conciertos  que  le  parezca;  pero  con  eso, 
déjenos  á  los  consumidores  asturianos  que  nos  administremos 
éi  nosotros  mismos,  imponiéndonos  los  sacrificios  que  nos  pa- 
rezcan menps  penosos  y  á  que  estamos  acostumbrados,  para 
cubrir  los  gastos  de  la  provincia  sin  molestar  agios  pueblos  exi- 
giéndoles ese  contingente. provincial,  que  es  el  que  concluye 
con  las  Diputaciones.  El  Ministro  no  quiero  que  el  vino  sufra 
más  de  un  impuesto,  pero  esto  es  cuenta  nuestra,  de  los  c6n- 
Bumidores  y  contribuyentes. 

A  estas  consideraciones  del  Marqués  de  Teverga  añadió  el 
de  Jjerma  que,,  dando  la  provincia  de  Asturias  un  ejemplo  tan 
patente  de  buena  administración,  merced  al  desahogo  que  el 
tradicional  arbitrio  sobre  los  vinos  proporciona  á  su  hacienda, 
pieria  lo  más  conveniente  que  el  Gobierno  acceda  á  dejar  la» 
cosas  como  están,  que  es  como  las  ha  consagrado  la  experiencia 
de  varias  generaciones.  La  rigidez  de  un  principio  no  debe  lle- 
gar á  tanto  que  no  admita  aquellas  excepciones  que  el  tiempo 
j  las  costumbres  han  acreditado  como  buenas. 

La  enmienda  no  fué  tomada  en  consideración. 

* 

Joaquín  Costa. 


REVISTA  HÍSPANO-AMERICANA 


Indivisibilidad  de  la  confesión. 

El  periódico  jarídico  Temis^  caya  publicación  ha  comenzado  en- 
Caracas  en  el  corriente  afío  de  1896,  permite  segair  el  movimienta 
que  la  teoría  y  la  práctica  de  las  institaciones  de  derecho  alcanzan  en 
los  Estados  Unidos  de  Venezuela.  Habiéndose  dado  á  la  estampa  en 
2a  Gaceta  oficial^  á  partir  de  16  de  Junio  último,  el  nuevo  Código  civil , 
que  empezará  á  ser  ley  el  día  28  de  Octubre  próximo,  la  revista  citada 
estudia  las  reformas  introducidas  y  las  modificaciones  que  sufre  el 
texto  del  que  en  la  actualidad  rige;  tarea  encomendada  á  una  Comi- 
sión codificadora,-  y  cuya  dificultad  para  lograr  en  todos  los  casos  el 
acierto  no  es  necesario  encarecer.  En  un  razonado  artículo,  publicado 
en  el  número  de  la  revista  correspondiente  al  mes  de  Julio  próxhno 
pasado,  se  defiende  con  ardor  la  legislación  vigente  en  el  país  con 
respecto  á  la  intervención  de  Abogados  y  Procuradores  en  los  actos 
judiciales.  Tanto  el  art.  172  del  Código  de  Procedimiento  civil,  como 
el  art.  16  de  la  ley  de  Abogados  y  Procuradores,  establecen  clarísima— 
mente  que  en  ningún  caso  se  obligará  á  la  parte  á  constituir  apode- 
rado ó  á  valerse  de  Abogado,  cuando  se  presente  por  sí;  de  modo 
qne  ambas  leyes,  inspiradas  quizá  demasiado  en  los  principios  libera- 
es,  han  |}ejado  á  todo  litigante  la  más  absoluta  libertad  para  presen- 
tarse y  defenderse  por  sí  mismo,  si  se  cree  con  los  conocimientos  sufi- 
eientes  para  sostener  sus  derechos.  Mas  cuando  se  trata  de  represen- 
tar derechos  ajenos,  confía  el  legislador  esa  misión  á  quien  tenga  real- 
mente los  conocimientos  necesarios,  juzgando  que  sólo  ofrece  garan- 
tía el  que  especialmente  se  ha  dedicado  al  estudio  de  la  ciencia  y  h& 
satisfecho  todas  las  exigencias  requeridas  por  el  Poder  público  para, 
conferirle  título  de  aptitud.  Sosteniendo  esta  teoría,  implantada  en  la 
ley,  combate  á  sai  detractores  con  el  fuego  y  el  vigor  que  desde  luego^ 
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-me  echan  de  vei:  en  loi  trabajos  pnblicádoi  por  la  roTÍata  Temía,.  A»{ 
no  ea  de  extrañar  el  entusiasta  himno  qne  á  la  libertad  entona  con 
motivo  de  dos  fallos  recaídos  en  nn  asonto  qne  mencionaremos»  y  que, 
f epresentando  el  respeto  profundo  á  las  leyes  y  la  honradez  de  ana 
Hagistrados,  son  para  el  articulista  honra  y  prea  de  Venezuela.  Kl 
Gobernador  del  distrito  capital  del  Estado  Znlia  abusó  de  au  poder 
deteniendo  injustamente  á  un  ciudadano,  sin  que  antes  llenara  paia 
efectuar  tal  detención  los  requisitos  exigidos  por  la  Constitudón  y 
leyes  penales  en  TÍgor.  No  fué  parte  para  librarae  de  responsabilidad» 
el  carácter  de  antoridad  influyente  del  que  se  había  hecho  reo;  sen- 
tóse en  el  banco  de  los  acusados,  oyó  los  cargos  del  agraviado,  fcr 
juuló  sus  descargos,  y  habiéndose  seguido  la  tramitación  respectiva, 
se  dictaron  los  fallos  que  puaieron  término  á  la  controversia,  rindién- 
dose culto  á  la  justicia.  Por  el  primero,  dictado  por  la  Oorte  Superior 
accidental  del  Estado  de  Znlia,  se  condenó  al  Gobernador,  teniendo 
en  consideración  laa  circunstancias  atenuantes  de  la  buena  conducta 
del  inculpado  y  el  poco  tiempo  de  detención  que  sufrió  el  querellan- 
te, á  la  multa  de  200  bolívares,  con  más  las  costas  procesales;  por 
el  segundo,  dictado  por  la  Oorte  Suprema  de  Justicia  del  Estado,  y 
«pilcando  el  árt.  S09  del  Código  penal,  que  la  Corte  Superior  no  había 
considerado  infringido,  se  condenó  al  acusado,  como  infractor  además 
■de  la  garantía  14  de  la  Constitución  nacional,  á  sufrir  la  pena  de  cator- 
ce meses  de  inhabilitación  para  ejercer  el  cargo  de  Gobernador  d^l 
-distrito,  á  pagar  la  multa  de  350  bolívares  con  destino  al  fondo  de 
<*árceles  y  establecimientoa  penales  del  Estado,  y  al  pago  de  las  ees 
tas  procesales.  £1  hecho  es,  en  verdad,  digno  de  encomio,  y  ejemplar 
para  cuantos  estimen  que  el  cumplimiento  inexorable  de  la  ley  es 
garantía  firmísima  con  que  armonizan  las  naciones  bien  regidas  el  or- 
den y  la  libertad. 

Expresada  ya  la  índole  de  los  trabsjos  de  la  revista  Temis,  daremos 
4  ccmocer  las  principales  conclusiones  de  un  articulo  en  que  el  Sr.  Don 
J&auuel  Clemente  ürbaneja  consigna  las  reflexiones  sugeridas  por  au 
^Mráctlca  profesional  con  respecto á  la  indivisibilidad  de  la  confesión. 

£1  principio  consagrado  en  el  art.  1333  del  nuevo  Código  civil,  que 
-establece  que  1^  confesión  no  puede  dividirse  en  perjuicio  del  confe- 
siante,  no  se  ^atiende  por  muchos  en  el  sentido  que  naturalmente  sa 
•desprenda  de  su  enunciado,  sorprendiendo  que  principio  tan  trivial 
resulte  oscuro  pqr  los  distingos  y  excepciones  que  suelen  agreitars^ 
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dé  propia  autoridad  al  tes:to  legal.  Esto  coosisté  eú  que  entienden  al- 
gunos qne  la  disposición  del  artículo  1281,  «n  virtud  de  la  cual,  el  qué 
pretende  que  ha  sido  libertado  de  una  obligación,  debe  por  un  parte^ 
probar  el  pago  ó  el  hecho  que  ha  producido  la  extinción  dé  su  obli- 
gación, impide  que  el  que  confiesa  en  juicio  la  existencia  de  1a  obli- 
gación y  la  modifica  al  mismo  tiempo  en  perjuicio  de  las  pretensioueé^ 
del  demandante,  pueda  hacer  valer  esta  modificación  en  su  favor,, 
olvidando  que  es  al  actor  á  quien  corresponde  la  prueba  de  su  pre- 
tensión, y  que  sÓIo  en  defecto  de  estfei  prueba,  y  cuando  él  Juez  no 
tiene  ótró  elemento  para  la  decisión  del  demandado,  es  cuando'  Se 
aplica  la  regla  de  la  indivisibilidad  dé  la  confesión.  Indudablemente^ 
el  que  se  excepciona  está  en  el  deber  de  probar  e!  fundamento  de  su 
excepción;  pero  el  que  hace  una  confesión  de  cuyo  contexto  se  deduce 
que  no  opone  una  excepción,  sino  que  contradice  ó  niega  la  preten- 
sión del  demandante,  no  está  obligado  á  probar  los  hechos  que  mea- 
ciona  en  su  deólaración,  lo  que  equivaldría  á  sostener  la  prueba  del 
litigio,  que  de  derecho  corresponde  al  demandante,  chocando  con  el 
mismo,  artículo  1281,  que  preceptúa  que  el  que  pide  la  ejecución  de 
una  obh*gación  debe  probarla.  Tradicionalmente,  desde  Pothier,  ío» 
expositores  de  derecho  civil  presentan  el  mismo  ejemplo.  Demanda 
alguien  una  cantidad,  y  el  demandado  contesta  que  la  recibió  y  la  sa* 
tisfizo  después.  A  no  mediar  más  antecedentes,  debe  el  Juez  declarar 
fliá  lugar  la  demanda,  aplicando  el  principio  de  la  indivisitílidad  de 
la  confesión,  porque  nada  debe  quien  debió  y  pagó,  y  el  actor  no  bar 
probado  su  pretensión;  si  el  demandado,  al  contestar  la  demanda,  di- 
jese quenada  debe  porque  la  cantidad  la  recibió  por  pago  de  una 
deuda  que  con  él  teliía  contraída  el  actor,  habría  también  de  apli- 
carse la  misma  decisión  por  fguaLmotivo. 

Es  indudable  que  cuando  de  la  contestación  del  demandado  se 
deduce  que  nunca  existió  la  obli&:ación,  porque  él  heóho  que  por  ge- 
neírador  de  ésta  establece  el  demandante  lo  explica  aquél  de  modo- 
que  produzca  una  consecuencia  diferente  á  la  intención  del  actor,  se- 
ría de  toda  puntó  insensato  pretender  hacer  distinciones  para  dividir 
la  declaración  del  demandado;  pero  á  veces  sucede,  como  en  el  ejem- 
plo citado,  que  el  demandado  reconócela  existencia  original  de  la 
obligación,  y  luego  agrega  alguna  éircunstancia  que  envuelve  sn'ex- 
tinción.  No  todos  los  hechos  extiútivos  de  obligaciones  favorecen  al 
demandado,  nués'hay  algunos  que  son  verdaderas  excepciones.  La.. 
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novación,  la  remiaión  y  la  condición  resolutoria,  están  en  el  mismo 
caso  que  el  pf^.  Bespecto  de  la  compensación  bay  divergencia  de 
opiniones;  mas  aun  cuando  uno  de  los  más  insignes  maestros,  Lau- 
Tent,  lá  asimila  al  pago  para  los  efe^s  de.  la  indivisibilidad,  preciso 
«s.cenT«BÍr  en  que  ni  la  jurisprudencia  europea  ni  los  tratadistas  son 
do'BU  parecer. 

Para  que  la  prueba  de  la  modificación  que  envuelve  extinción  de 
la  obligación  .no  quade  á  cargo  del  demandado,  es  necesario  que  esa 
jnodifíeaeión  tenga  un  nexo  natural  con  el  hecho  generador  de  la  obli- 
gación. Pero,  de  .que  mi  demandado  me  deba,  no  se  puede  deducir 
que  naturalmente  con  ocasión  de  esa  deuda  haya  sobrevenido  algán 
hecho  que  me  haga  á  mi  ves  sudeudor.  Si  ]a  confesión  fuese  indivi- 
iábie,  en  este  caso  podía  darse  el  de  .que,  siendo  mayor  la  deuda  del 
actor»  resultase  que  por  su  sola  añi^jiación,  el  demandado,  sin  pro- 
barlo, 7  contradiciéndolo  el  demandante— que  aquí  sería  como  de- 
mandado—obtuviese un  beneficio  que  podía  ser  dos  veces  fraudu- 
lento, pprqu^  no  pagaba  lo  que  debía  y  obtenía  lo  que  no  le  era  debi- 
do. No  es  necesario  para  que  la  confesión  sea  indivisible  que  no  con- 
tenga sino  un  hecho  únicOy  porque  toda  modificación  es  siempre  un 
hecho  distinto  de  aquello  que  modifica;  lo  que  se  requiere  es  que  el  he- 
cho contenido  en  la  adición  pueda  haber  surgido  naturalmente  con 
ocasión  del  hechO:eriginal  de  la  obligación.  Así,  la  remisión  de  una 
4euda,  la  condición  resolutoria  puesta  á  ella,  la  novación  que  de  la 
misma  se  hi^a,  el  mutuo  disenso  sobre,  el  contrato  que  la  genera,  ó 
su  pago,  son  hechos  que  naturalmente  pueden  referirse  á  la  deuda 
original;  pero  el  entendimiento  ni  con  mucho  esfuerzo  percibe  ese  es- 
labón, cuando  al  confesaifse  1»  deuda  agrega  el  demandado  que  él  es 
á  su  ^ez  acreedor  del  actor.  Una  deuda  no  parece  que  haya  surgido 
naturalmente  de  la  otra.  Este  raciocinio  puede  servir  de  norma  y  ge- 
neralizarsapai^a  Ja  interpretación  .de  casos  análogps.  Entonces  será 
permitiíéo  dividir,  la  confesión,  ^^meior  dichp,  ver  dos  confesiones 
dktintaa  en  la  declaración  del  demandado;  y,  por  supuesto,  estará  á 
au  cargo  la  prueba  de  esa  parte  de.su  declaración,  y  relevado  el  actor 
de  la  prueba  del  hecho  que  le  lavoresca,  confesado  por  su  contrario. 
Xásgaae  en  enenta  que  a^o  se  trata  del  caso  en  que  la  confesión  del 
demandada  aea  el  único^  eltK^nto  para  la  decisión  judicial,  pues  si 
hay  otra  claaa  de  prueba  auténtica  de  lof  hechos,  á  e>lla  hay  que 
«tenerse. 
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Antoridad  del  médieo  alienista  en  materia  eriviiiftl. 

Algacas  afírmacionea  contenidas  en  el  discnrao  pronnnelado  en  Ul 
Universidad  Mayor  de  Lima  por  el  Oatedfátioo  de  Blediekta,  seflor 
Doctor  Ernesto  Odriozola,  en  la  ceremonia  de  apertura  del-  afio-nni- 
vereitario,  son  contradichas  por  la  revista  El  Dereeho.  Boo  ñ»\  el 
mencionado  discurso  dé  la  escuela  materialista,  después  de  proelamanr 
incondicionalmente  la  Frenología  y  negar  el  libre  albedrío,  aseverada 
nes  refutadas  por  la  publicación  citada,  trata  del  interesante  asunto 
que  sirve  de  epígrafe  á  estas  líneas. 

En  opinión  del  Sr.  Odriozola,  los  progresos  de  la  verdadera  cien- 
cia frenológica  han  producida  un  cambio  radical  en  los  últimos  tiem- 
pos. Centenares  de  locos  desgraciados,  que  en  otra  época  pagaba ii 
con  el  patíbulo  sus  inconscientes  desvíos,  son  hoy  piadosamente  en- 
cerrados en  los  manicomios;  mas,  á  pesar  de  todo,  la  Frenopatía,  qne 
tiene  ya  plantados  los  jalones  que  marcan  el  emplazamiento  de  su 
edificio,  no  ha  logrado  aún  hacer  penetrar  la  luz  de  sus  conocimien- 
tos hasta  el  núcleo  de  la  maéa  social.  Por  eso  existen  todavía  conflic- 
tos entre  esta  ciencia  y  los  Códigos  penales,  y  pesa  hoy  más  en  el  con* 
cepto  público  la  condena  de  un  tribunal  jurídico,  que  el  dictamen  ra- 
zonado de  un  frenópata  eminente.  El  día  en  que  todos  notf  convenza- 
mos de  que  los  mentalistas  no  necesitan  consumir  las  energías  de  su 
pensamiento  en  controversias  psicológicas,  ni  disquisfdone»  escoláe- 
ticas,  para  saber  dónde  concluye  la  razón  y  dónde  comienza  la  loourtf, 
sino  que  les  basta  tomar  de  la  clínica  y  del  laboratorio  los  íundamen- 
tos  de  sus  conclusiones,  y  que  en  vez  de  una  dialéctica  de  sofismee 
utilicen  un  Jenguaje  preciso  y  claro,  como  corresponde  á  esposicionee 
de  carácter  atómico  y  fisiológico,  entonces  sucederá  lo  que  anunciaba 
el  eminente  Legrand  du  Sanlle:  kts  dÍ8ertaúione§  fil^éfieas  eadncarán, 
la  Psicología  desaparecerá,  el  Ahogado  callará,  el  Jurado  iss^akará,  «¿ 
Ministerio  público  procurará  ümtrar se,  y  ti  Médico  alieñkUt  »e  «m- 
pondrá,  :  .  , ,      » 

La  ilustrada  revista  El  Derecho  «segura  de  man^«  rotoiid*,  en 
contraposición  á  las  conclusiones  del  orador  universitarios^  Q«iecaá- 
lesquiera  que  sean  los  adelantos  de  la  cienciai  las  disertaciones  filosó- 
ficas no  cuducarán,  mientras  oue  la  razón  sea  distíntivi^  esencial  dal 
hombre,  y  la  perfectibilidad  una  ley  de  la  .humanidad:  Qne  laPaSeo^ 
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logia  no  de$(gfttreeerá,  mientru  qae  existo  el  iMpirita  hmoftno,  cuyo 
•eonooiiDiento  es  la  pbjeto.  Qae  e^  Ab(^:ado  no  callarú,  mientxM  hajF« 
en  las  daneiaa  aecretoaqne  eorprender,  eapidta  en  lai. leyes qqe  d«a- 
«ttbrir,  íortana,  honraa  y  vidaa  que  defender.  Qae  loa  Jaecee  efcncAa- 
Tan,  como  eaenoban  lioy,  pero  para  apreciar  en  eu  insto  valor  los  da 
toa  y  noticiaa  que  se  les  snmiaistre,  declarar  y  haeer  electivos  los  de- 
rechos* Que  el  iáinisteiio  pii^blico  procurará  ilmtraraet  como  hoy  r 
«orno  siempre,  para  llenac  aa  alto  misión  de  promj^yer,  el  leatobleiM- 
mlento. del  orden  social  porJa  rspres^ónde  los  crímenes^  de  defender 
los  derechos  piU»licos,  y  de  yelar  en  general  por  el  cnmplimiento  de 
l»B  leyes.  Que  el  Médico  alienisto  se  impimdrd,  como  se  impone  todo 
3Iédico^  en  los  reconocimientos  de  homicidio,  heridas,  estapro^.  prs> 
lies,  aborto^  como  se  imponen  los  qaimicoB  en  los  reconocimientos 
de  manchas,  Tenenos,  tintas;  como  ae  impone  todo  perito  en  el  exa- 
men de  los  hechos  que  caen. bajo ol  dominio  de  sa  arte,  oficio  ó  pro- 
íesión. 

Como  expresa  el  ilustre  Dobrac,  ana  de  laa  cuestiones  que  se  pro- 
asentan  hoy  con  más  frecaencia  ante  la  justicia  repreaiva,  es  la  de  la 
responaaSilidad  moral  de  los  acusados,  pues  en  floran  número  de  asan- 
-ton  graves,  se.  nombran  Módicos  legistos  para  examinar  el  estodo  men- 
^1  de  loa  mismos.  Mas,  preciso  es  decirlo:  existe  entre  filgonos  de  los 
Médicos  designados  por  la  justicia  una  tendencia  lamentable,  que  cotiBÍ$ 
4e  en  transformar,  aipfirüo  en  Juez.  Cada  cual  tiene  una  predisposición 
catnral  á  ensanchar  la  esfera  de  su  acción:  el  Médico  tiende  á  juzgar, 
con  gran  detrimento  de  la  justicia.  £1  perito  debe  limitarse  á  sumiuis 
trar,en  la  causa,  iiifoi:xQes,  de  cuyo  valor  el  Magistrado  queda  Juf's. 
£1  Médico  debe  limitorse  á  comprobar  un  hecho  positivo:  el  acusado 
ee  encuentra  len  un  estado  particular  producido  por  el  alcoholismo; 
^iene  copciencia  de  sus  actos;  los  piensa,  pero  su  voluntod  es  impo- 
tente para  resistir  el  impulso  que  le  arraatra  al  homicidio.  £1  Jues.aa- 
-cara  de  esas  pruebas  las  consecuencias  que  admitan;  la  ciencia,  ij^ai^- 
teniéndose,  en  su  dominio^  tendrá  entonces  un  campo  vasto  que  reco- 
rrer. Pero  cuando  el  Médico  agrega:  cel  acusado  no  es  irresponsable, 
clámente  que  su  responsabilidad  es  lim.itada»j  se  sale  de),  dominio 
de  la  Medicina  pmra  entrar  en  el  de  la  Filosofía  é  invade  la  misión  del 
Tuez:  no  es  á  él  á  quien  incumbe  decidir  la  cuestión  de,  respoosab  i  li- 
ad. Una  vez  que  ha  entrado  en  ese  camino,  ¿adonde  llegará?  {El  acit 
ido  no  es  irresponsable,  pero  sd  responsabilidad  es  limitodal  ¿Por 
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qué  DO  déoír:  el  scaiado  et  culpable,  pero  bey  en  en  favor  eírennetan^ 
aíUB  atenuanlea?  En  el  fondo  es  la  miama  coaa.  Por  tanto,  deelarañda- 
ja  culpabilidad,  admitiendo  eircanatandaa  atennantéa,  el  perito  tráa* 
pata  evidentemente  loa  Ifmitea  de  an  miaión  y  penetra  en  la  del  Jaea. 

Kotémoa  también  la  extrema  facilidad  con  qne  ciertoa  Médicos 
alienistaa  excluyen  la  reaponaabilidad  de  loa  crímfnaléa.  Cuando  ae 
han  dedicado  especialmente  al  eatudio  de  laa  eníermedadea  mentalea^. 
vencí  locoa  por  todaa  partee,  locas  son  ctmntaa  peraonaa  reconocen,  y- 
basta  en  ana  propios  actoa  manifiestan  tal  extravagancia,  que  de  al- 
gún director  de  casa  de  lóeos  puede  asegurarse  que  parece  menos 
cuerdo  que  mucboa  de  aua  pensionados.  Si  se  lea  llama  para  eatudiar- 
el  catado  mental  de  un  acuaádo,  parece  que  au  mayor  deseo  es  bailar 
un  loeo,  cosa  que  consiguen  casi  siempre.  Adoptando  eate  aiatema^ 
que  máa  ó  menóa  reduce  la  libertad  bumaña  á  nó  ser  más  que  uik 
asunto  de  Constitución,  de  músculos,  de  nervios,  de  apetitoa  y  de  ins- 
tintos, de  educación  y  de  bábitos,  encuentran  en  el  criminal  que  se 
lea  presenta  un  bombre  que  desde  el  primer  momento  presumen  que 
•e  baila  atacado  de  enajenación  mental.  Según  ellos,  si  estuviese  sana 
de  espíritu,  es  evidente  que  no  babrfa  ejecutado  el  crimen;  cnanto^ 
máa  monstruoso  es  éate,  máa  cierta  les  parece  la  íocora,  y  partiendo- 
de  abí,  no  les  es  difícil  declarar  la  irresponsabilidad.  Una  berida  anti- 
gua recibida  en  la  cabeza,  una  antigua  fiebre  tifoidea,  la  menor  supo- 
alción  fundada  en  la  beréncla,  todo  ea  aceptable.  Creen  baberlo  dicba 
todo  cuando  ban  juatifícado  que  el  acusado'no  ea  responsable  porque 
ba  obrado  bajo  el  imperio  de  una  aobreexcitación  nerviosa,  producida,, 
aea  por  el  alcobolismo,  sea  por  un  estado  da  sonambulismo  interml-- 
tente.  Llevando  estas  ideas  basta  ana  últimas  consesuenciás,  se  llega 
á  eaoa  aingularea  aiatemaa  filosóficos  nresentadÓíB  más  de  una  vea  por 
nueatroa  literatos  modernos,  según  los  que,  los  criminales,  loa  ladro* 
nea  y  loa  aaeainos,  son  simplemente  enfermos  que  se  deben  curar  y- 
no  caatigar. 

Como  ae  ye,  la  revíata  El  Derecho,  coútr9LTÍB.ná6  cdn  energía' la  !m- 
petnoaidad  de  la  opinión  opuesta,  soátiene  la  doctrina  de  que  loa  Ma- 
giatradoB  deben  colifiar  al  Médico  legiata  el  cuidado  de  comprobar  e! 
catado  mental  del  acusado,  y  no  la  misión  de  decidir  si  es  responsa- 
ble ó  no,  ea  decir,  si  es  ó  xÍo  culpable. 
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El  Derecho  publica  también  la  Memoria  leída  por  el  Doctor  Don 
Juan  Esteban  Gnzmán,  Presidente  de  la  Exorna.  Corte  Saprema  d& 
Jasticia,  en  la  solemne  ceremonia  de  apertura  del  afío  judicial.  Es  un 
documento  notable,  en  el  cual  se  aboga  elocuentemente  por  las  bí- 
goientes  reformas:  1>  Demarcación  judicial  de  la  República.  Deben 
ssftablecerse  Cortes  y:  Jusgados  de  primera  tnstiftiicia  eo  ni&mero  que 
guarde  proporción  y  relación  con  el  de  habitantes»  con  las  condicio- 
nes especiales  de  cada  localidad  y  con  los  medios  de  comunicación. 
2.»  Nombramiento  de  los  Magistrados  y  Jnece^i  por  el  Poder  judicial. 
No  es  necesario  expresar  que  tal  petición  de  reforma  tiende  á  asegu- 
rar  la  independencia  de  este  Poíler.  S.^  Neutralidad  de  los  miembros 
del  Poder  judicial  en  toda  contienda  de  política  interna.  4>  Absten- 
ción directa  é  indirecta  de  los  Magistrados  y  Jueces  en  todos  los  actos 
y  cargos  políticos.  5>  Aprobación  de  los  proyectos  de  Código  civil^. 
Código.^de  Enjulciapiiento  en  la  misma  materia  y  ley  orgánica  de  Tri- 
bunales, que  están  sometidos  á  la  deliberaeión  del. Congreso  desde  la 
legislatura  de  1CÍ91. 

Enbiqub  Cobbalib  t  Sánchez. 
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JERÓNIMO  VIDA. 

} 

Catedrático  de  la  Universidad,  de  Granada. 


£1  anarquismo  y  el  dereeho  penal  (Zeitschrift  fur  die  gesamie  Straf- 
teehtswissemchaft,  tomo  16,  núm.  l.<^,  págs.  1-47). 

Continuación  (*) 

Capítulo  lli. —Legiéladón  comparada  sobre  la  represión  del  anarquitmo, 

§    1.*  —  En  general. 

La  represión  del  anarquismo  se  realiza,  presentando  como  espeoialiaent* 
dignos  de  castigo  los  delitos  cometidos  en  servicio  de  la  propaganda  del 
hecho  y  formulando  la  propaganda  de  la  doctrina  como  instigación  á  la  oo* 
misión  de  delitos,  los  cuales,  ó  se  califican  comunmente  todos  como  delitos 
cometidos  con  un  fin  anarquista  (Francia),  ó  se  consideran  como  delitos  contra  la* 
personas  ó  la  propiedad.  Este  segundo  sistema  evita  la  introducción  del  oon* 
«epto  de  fin  anarquista  en  la  ley,  y  sólo  permite  calificar  al  delito  ^n  si,  k  las 
propiedades  del  hecho,  no  la  persona  del  delincuente  por  sus  ideas  politíoaa  6 
«ocíales. 

Alemania,  además  de  la  ley  socialista  de  21  de  Octubre  de  1878,  no  rwio- 
vada, .  posee  la  de  9  de  Junio  de  1884  contra  el  uso  criminal  y  peligroso  da 
sustancias  explosivas. 

Austria  siguió  este  ejemplo  con  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1866  sobre  1a 
misma  materia.  Además,  la  ley  de  20  de  Junio  de  1886,  sustrajo  al  Tribunal 
4el  Jurado  el  conocimiento  de  las  acciones  punibles  dirigidas  á  la  destmo- 


{*)     Véase  la  página  636  del  tomo  88. 


EBVISTA  DE  LA  PR8NBA  JURÍDICA  EXTRANJERA  20& 

eidn  idolenta  del  ord«n  polítieo  y  sooUl  aótxial,  j  si  bien  no  ha  sido  renoT»- 
d*,  hoy  puede  acordarse  la  saspensión  del  Jurado  por  una  orden  del  Mini8te«- 
rio  en  -virtud  de  la  ley  de  8B  de  Mayo  de  1978. 

Bn  Inglaterra,  el  Aet  «o  «m«nd  tíké  lato  relatiñg  to  explotible  Buhiian«eB,  apro- 
liado  en  nn  solo  dia  por  las  dos  Gfcmaras  bajo  el  influjo  del  atentado  de 
Westmeinter  de  16  de  ICarso  de  188S,  oontiene  disposiciones  penales  contra 
Icito  d^tos  cometidos  con  sustancias  explosiras. 

Francia,  bajo  la  impresión  de  una  larga  serie  de  atentados  (RaTaobol,. 
Heunier,  Yaillant,  Leauthier,  Henry  y  Caserío),  ha  promulgado  cuatro  leyes:: 
la  de  9  de  Abril  de  1808  y  la  primera  de  16  de  Diciembre  de  1808,  que  revisa- 
ron los  artioulos  484-496  del  Código  penal  y  la  ley  de  19  de  Junio  de  1875,  sobre 
las  sustancias  explosivas;  la  de  12  de  Diciembre  de  1B98,  contra  la  propagan- 
da pública  anarquista,  amplió  el  concepto  de  la  provocación,  oreó  el  nuevo- 
delito  de  apología  de  crímenes  anarquistas  y  agravó  las  penas  contra  la  ex- 
eitadÓn  de  los  soldados  k  la  insubordinacito  y  &  la  infracción  del  deber,  per- 
mitiendo en  los  delitos  anarquistas  de  imprenta  la  detención  y'el  arresto  de 
los  eulpabléd;  la  segunda  ley  de  18  de  Diciembre  de  1808  crea  uñ  nuevo  de  • 
lito  contra  la  tranquilidad  pública,  bsjo  la  forma  de  intéUgetictaa  para  Jíneé 
itnarqui»ta8,  conmina  una  pena  á  la  inclusión  ó  adhesión  y  á  la  formación  de 
grupos  anarquistas  y  permite  la  imposición  de  la  relegación;  la  ley  de  25  do 
Julio  de  1894,  contra  la  propaga*nda  ^secreta  anarquista,  somete  al  conocimien- 
to de  los  delitos  anarquistas  &  los  trñunatut  de  pólice  eorrectionnéllef  conmina  la 
propaganda,  además  de  con  la  pena  de  presidio  en  celda,  con  la  de  relega- 
ción en  las  formas  más  graves,  y  prohibe  la  publicación  de  los  discursos  y  de^^ 
los  extractos  de  los  procesos  anarquistas. 

En  Italia  la  ley  de  19  de  Julio  de  1894  castiga  el  manejo  peligroso  ó  cri- 
minal de  sustancias  explosivas,  la  apología  de  delitos  anarquistas  y  la  unión^ 
para  tales  fines,  permitiendo  asignar  al  condenado,  después  de  cumplida  la 
pena,  un  domicilio  obligatorio  {domicilio  coatto).  Otra  ley  de  la  misma  fecha- 
trata  de  la  provocación  y  la  apología  por  delitos  de  imprenta,  y  otra  ley  tam  • 
bien  de  19  de  Julio  de  1894,  sobre  las  medidas  de  previsión  para  la  proteccióii 
de  la  seguridad  pública,  amplia  y  completa  la  aplicación  del  domicilio  for- 


Suisa  votó  en  12  de  Abril  de  1894  una  ley  contra  el  uso  criminal  do  sus- 
tancias explosivas,  la  excitación  á  delitos  contra  las  personas  y  la  propiedad^ 
toda  cooperación  á  los  mismos,  aun  cuando  sea  realizada  por  la  prensa  ú  otro 
Biadio  análogo. 

Dinamarca  posee  una  ley  de  2  de  Noviembre  de  1886,  contra  el  consejo  y 
la  excitación  de  palabra  ó  por  escrito,  públicamente  ó  en  reuniones  ó  acoio  • 
ncs  prohibidas  y  la  apología  de  las  mismas. 

"Sn  Bélgica,  la  ley  de  22  de  Mayo  de  1886,  castiga*  la  posesión,  transporte- 
y  eelooaoión  de  sustancias  explosivas  con  inteítóión  de  cometer  delitos  contra. 


•srr  -*- 
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1m  ptrtonM  ó  1»  propiedad;  pero,  reepjioto  da  1»  propaganda,  cólo  oastíga  1» 
proYOoaoión  yolantaria  y  diroota. 

Sipaña  tiene  la  ley  de  11  de  Julio  de  1891,  que  oaftiga  el  ooxnereio  orimi  • 
Aal  de  sostanoias  explosivas,  la  oonspiraoión  para  la  c^eouoión  úa  atentado*, 
el  amenaaar  oozi  ellos,  la  difosión  de  las  dootrioaa  que  puedan.  Ueyar  4  1* 
eomisión  de  estos  delitos. 

En  Sueoia,  segdn  dioe  OUreorona,  hay  unos  dosoientos  sooialistav,  per« 
al  un  anarquista. 

9  8.— «ZrtM  ofendido*  ntMrqu%9ta9  eon  nutandat  ff«píot>va«. 

En  Franoia,  las  disposiciones  del  Oódigp  penal  que  eastigaban  la  des  > 
truooión  de  cosas  por  la  explosión  de  una  mina  como  el  incendio  de  esas 
mismas  cosas,  eran  inaplicables  al  uso  de  las  modernas  sustancias  explosiyas, 
j  además,  el  m&xlmum  de  pena  que  señalaban  no  estaba  en  relación  con  el 
número  de  victimas  que  éstas  pueden  producir.  Permitían  tfimbién  la  apli- 
eaoión  de  la  pena  de  la  tentativa,  cuando  la  destrucción  era  parcial,  y  la 
estimación  de  circunstancias  atenuantes,  y  dejaban  impune  la  tentativa  con 
medios  no  idóneos. 

Por  esto,  la  ley  de  9  de  Abril  de  1Q82  les  dio  una  redacción  n^íis  amplia, 
«emprendiendo  en  ellas  la  destrucción  parcial  de  cualquier  eota  mueble  ó 
inmueble  por  medio  de  una  mina  ó  de  eualquitra  otra  tuttaiieta  explottva,  equi- 
parando expresamente  la  tentativa  al  delito  consumado,  y  castigando  coma 
tentativa  de  homicidio  premeditado  la  colocación  de  una  sustancia  explosiva 
en  un  camino  p&blico  ó  privado. 

Con  esto  se  ha  abandonado  el  punto  de  vista  dominante  en  el  Códiga 
penal,  en  la.  materia  de  que  se  trata,  que  estriba  en  la  prohibición  de  la  la- 
sión,  viendo  en  la  colocación  de  una  sustancia  explosiva  un  delito  de  peligra, 
en  el  cual  el  concepto  de  éste  ha  suñrido  una  redacción  distinta.  Qniai 
iiubiera  sido  m&s  consecuente,  dentro  de  aquel  oiroulq  de  idofvs.  castigar  al 
que  pone  de  propósito  y  en  la  duda  aspira  á  lesionar  k  los  hombres  que  pa- 
sen por  aquel  sitio,  porque  en  los  atentados  anarquistas  hay,  por  lo  regular, 
algo  más  que  un  doltu  eoentualis,  puesto  que  existe  la  intención  de  destruir 
todo  lo  que  entra  en  el  campo  de  acción  de  la  sustancia  explosiva  en  el  mo- 
mento de  la  explosión. 

La  ley  de  18  de  Diciembre  de  1893,  modificando  la  de  19  de  Junio  de  1871 
que  regulaba  el  comercio  profesional  con  sustancias  explosivas,  prohibe  todo 
«omercio,  sin  autoriaaclón  de  la  autoridad  y  «tn  motivo  Ugal^  de  sustaneias  y 
aparatos  explosivos,  así  como  de  sustancias  destinadas  á  la  oomposioión  de 
austancias  explosivas,  y  si  antes  se  veía  en  esto  un  puro  delito  de  desoba* 
dienoia,  ahora  se  pone  más  de  relieve  el  elemento  del  peUgro.  Sn  la  práotiea, 
ludria  llegarse  k  una  inversión  inesperada  dal  cargo  de  la  prueba,  obligando 
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«1  MOUftdo  &  probar  la.  ezisienoia  do  un  motivo  legal,  caando  inoiimb|i  «1  FUoal 
probar  1»  eai^tencia  de  un  moÜTO  ilegal.     . 

La  ley  italiana  de  19  de  Julio  de.  1894  prescinde  de  toda  preaunoión  7 
«zige  para  el  castigo  del  poseedor»  la  conoiencia  de  que  las  sustanoiaa  ea^pla- 
4iva8  están  destinadas  k  la  coxmsión  de  delitos  contra  la  propiedad  ó  la  yida^ 
de  otro,  ó  $k  produoir  pavor  en  la  población  ó  traatomos  públicos.  De  esta 
onanera  se  da  á  este  delato  formal  una  base  material  y  se  le  acerca  A  los  de- 
litos contra  la  seguridad  pública  del  Estado.  La  pena  se  eleva  si  s^  coloca 
una  sustancia  explosiva  con  los  fines  indicados  ó  se  produce  una  expiden, 
indiferentemente,  en  cualquier  lugar,  obrandp  como  oualifíoativo  el  peligra 
realmente  producido,  y,  por  tanto,  la  ejecución  en  un  trastorno  público»  oa  - 
lamidad  ó  fenómeno  natural.  'iSM  gravemente  se  castiga  la  destrucción  total 
ó  parcial  de  edifício.s  y  el  ataque  á  las  personas,  llegando  &  imponer  el  er^tu- 
tolo  por  veinte  años  en  caso  de  muerte  de. la  victima. 

La  ley  sui^a  de  12  .de:  Abril  de  18dA  coincide  con  la  italiana  y  exceptúa 
del  castigo  el  caso  en  que  la  posesión  ó  transporte  de  susti^noia^  explosivas 
tenga  lugar  con  la. intención  de  evitar  un  delito.  Se  diferencia  de.  todas  las 
otras  legislaciones,  en  que  trata  de  castigar  toda  cooperación  directa  ó  indirecta 
«n  un  delito  de  sustancias  explosivas,  aunque  no  exista  complicidad  en  el 
sentido  del  derecho  penal.  El  castigo  de  estos  delitos,  sean  comeUdos  en 
^uiza  ó  en  el  extraiyero,  corresponde  al  Tribunal  federal,  que  .puede  delegar 
en  el  Tribunal  cantonal  correspondiente.  Estos  son  competentes  cuando  el 
hecho  tiene  relación  con  un  delito  castigado  ya  por  el  derecho  cantonal. 

La  ley  inglesa  de  188B  (Exphmve  Suhetances  Áct)  castiga  la  producción  de 
un  peligro  por  explosión  de  sustancias  explosivas  y  la  complicidad  ó. la  po* 
sesión  de  dichas  sustancias  con  el  fin  dicho,  y  considera  punible  la  posesión 
•ó  conducción  de  las  mencionadas  sustancias  en  circunstancias  que  hacen  na- 
cer la  sospecha  fundada,  de  que  esto  no  se  hace  con  un  fin  legal»  dcga^d» 
Impune  al  que  prueba  la  existencia  de  este  motivo. 

La  ley  alemana  de  9  de  Junio  de  1884  discrepa  de  las  anteriores.  Es  m&a 

rigurosa  que  la  francesa  por  lo  que  toca  al  delito  de  peligro,  porque  mientras 

.ésta  considera  los  delitos  de  sustancias  explosivas  como  de  peligro  comúnt  la 

alemana  es  aplicable  cuando  existe  peligro  do  una  9ola  persona.  Es  tambiéfi 

una  ley  subsidiaria,  cuyos  preceptos  absorben  muchas  veces  los  m&s  e^stria* 

tos  del  Código  penal.  Asi,  su  art.  5.**  se  aplica  cuando  existe .  peligro  de  pr»- 

^piedad  extrafia^  mientras  que  el  art.  311  del  Códigp  penal  es  aplicable  cna»- 

do  existe  destrucción  total  ó  parcial  de  cosas  ajanas  ó  propias  del  autor, 

cista  ó  no  exista  peligro  en  el  último  caso.  Según  el  derecho  francés,  sola* 

uede  tener  lugar  una  concu^enoia  de  leyes,  en  el  caso  que  la  bomba  puesta 

L  un  camino  cause  la  muerte  de  un  hombre.  Entonces,  existe  honúcidia 

nsumado,  mientras  que  en  todos  los  demás  casos  solo  puede  imponerse  la 

»na  de  la  tentativa  de  homicidio.  El  derecho  alemán  tiejpie  en  cuentai  anal- 
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qnier  peligro,  mientras  que  el  derecho  francés  solo  trata  de  la  colooaoión  de- 
una  snstanoia  explosiva  en  nn  camino;  pero  la  práctica  se  queda  detrás  de  la- 
l^^laoión  fWtncesa,  reconociendo  qne  existe  el  peligro,  no  cuando  se  da  la. 
posibilidad  lejana  de  la  producción  de  un  daño,  sino  sólo  cuando  es  probabia 
Im  producción  del  dafto,  dadas  las  circunstancias. 

La  ley  austríaca  de  S7  de  Mayo  de  1866  sigue,  en  lo  fundamental,  al  mól- 
delo alemán,  aunque  suavizándolo  én  ínuchos  puntos.  Ko  castfga  la  posesiói^ 
Ú9  sustancias  explosivas  sin  fln  lícito;  ve  en  el  comercio,  sin  permiso  de' la. 
autoridad,  por  lo  general,  una  ñilta,  y  solo  para  el  caso  de  un  peligro  para  la. 
propiedad,  la  salud  ó  la  vida  de  otro. 

Por  lo  que  toca  á  la  pena  de'  muerte,  las  leyes  alemana'  y  austríaca  per-^ 
miten  imponerla  solo  cuando  la  acción  ha  producido  la  muerte  de  un  hombre- 
y  el  autor  ha  podido  prever  tal  resultado.  Con  esta  redacción  oscura  tfe  quÍ8<K 
imputar  al  autor,  como  culpa,  toda  desviádón  del  resultado  del  plan  oriini- 
nal.  £1' derecho  ñrancés  impone  solo  la  pena  capital  en  caso  de  muerte  de  la 
viotíma.,  haya  podido  ó  no  preverse.  Todavía  ttiás'allá  va  en  esta  dirección 
el  derecho  inglés,  pero  no  á  consecuencia  de  una  ley  de  excepción  cOntra. 
los  anarquistas,  sino  por  el  mismo  common  lato, 

§  8.— £a  propaganda  anarquista  de  la  dodrinck. 

liá  explosión  en  París,  de  la  Rite  de  Bona-EnfentSf  movió  al  Gobierno  franj- 
ees á  presentar  un  proyecto  de  ley  contra  la  propaganda  de  la  doctrina  anár^ 
quista,  que  no  tenia  ninguna  probabilidad  de  ser  admitidoi  cuando  el  aten«^ 
tado  de  Yálllant  hizo  que  se  aceptara,  en  pocos  dias,  por  ambas  Cámaras 
agravái^dolo.  ' 

liá  ley  de  12  de  Diciembre  de  1893  se  diríge  contra  el  programa  anarquis» 
ta  que,  en  lo  esencial,  se  redu  cea  una  mera  táctica  de  la  lucha  salvaje 
eontra  la  sociedad,  y  con  ella  ha  seguido  Francia  el  ejemplo  de  las  demá% 
legislaciones. 

A. — Ita  provQ^focián  á  delüoa  anarquistaa  yu  apología. 

Amplia  dicha  ley  los  conceptos  de  la  instigación  y  de  la  provocación  dí^ 
recta  expresados  en  el  Código  penal  y  en  la  ley  de  imprenta  de  29  de  Juli6 
de  1 881,  comprendiendo  también  lá  instigación  isin  resultado  al  robo  y  á  lois 
delitos  eon  sustancias  explosivas. 

Bl  concepto  de  la  provocHción  directa,  por  oposición  á  la  indirecta,  ne*^ 
eéeita  interpretación,  y  yá  en  la  discusión  de  la  ley  de  imprenta  en  la  Cá- 
É&ara,  dijo  el  ponente  Lisbonne  que  significa  el  esfuerzo  de  una  personk 
para  determinar  á  otra  á  la  ejecución  de  un  soto  determinado  amenaaadb^ 
ooli  pena.  El  lünistro  de  Justicia  también  declaró  que  la  ley  exige  un  liet^ 
intime,  iitdííBolwbU  entre  la  provoeatión  et  tel  fait  dejini  par  la  loi  pénale,  y  el  Tíriy 
bu  nal  de  Caeaoiótt,  dice  'unttdation  préeite  et  hküoníettable  et  un  Hen  etroit.  Dia 


REVISTA  DE  LA  PB8K0A  JURÍDICA  EXTRANJERA  209 

esto  intMrpretooión  se4eduoe  que,  de  un  lado,  la  forma  de  la  ezoitaoiÓB  al 
delito  debe  ser  evidente»  y  de  otro  qae  el  delito  debe  eer  señalado  por  tol 
-  manera  que  aparesoa  por  sus  caraoteres  oomo  un  delito  dejber mudado  sefia- 
lado  en  la  ley»  por  su  especie.  Basta,  pues,  la  designación  abstracto  del  de- 
lito que  se  ha  de  ejecutor,  como  robo,  homicidio,  pillsje,  sin.  que  sea.me- 
.nester  señalar  el  lugar  ni  la  hora,  ni  designar  la  viptima. 

Jjtk  provoeaoión  debe  toner  lugar,  además,  públicamente.  Si  es  oral,  exige 
la  opinión  dominante  la  presencia  de  muchas  personas^ .  y  por  lo  menos, 
que  se  de  un  grito  de  manera  perceptible  para  muchas  personas.  Otros  se  con. 
tentan  oon  la  posibilidad  de  la  percepción,  pero  esto  contradice  al  concepto 
de  la  proTQoaoiónt  que,  si  no  exige  necesariamente  una  influencia  efectiva 
sobre  los  oyentes,  supone,  sin  embargo,  la  posibilidad  de  la  influencia,  y  por 
tonto,  la  presencia  de  los  oyentes.  No  puede  ^'eoutarse  una  provocación 
por  medio  de  pinturas,  grabados,  dibujos  y  emblemas.  Entre  los  delitos  á 
que  se  provooa,  aparecen  los  delitos  contra  la  seguridad  interior  y  exterior 
del  Estado,  bajo  los  cuales  no  cae  el  atontado  contra  el  presidente  y  su  fami 
iia«  que  aparece  como  un  homicidio  ó  tentotiva  de  homicidio  común. 

La  ley  imade  k  la  provocación,  como  un  nuevo  delito,  la  apología  de  crí- 
menes anarquistas,  cuyo  castigo  se  justifloa  por  el  peligro  extraordinario  de 
la  imitoción  de  los  delitos  y  de  los  delincuentes  elogiados  á  una  gran  muí. 
titud.  La  apología  se  presenta  en  dos  formas,  como  apología  directa  del  de- 
Uto  ó  indirecto  por  la  glorificación  del  delincuente.  La  apología,  si  tiene  de 
común  con  la  provocación  que  su  acción  se  dirige  á  un  gran  número  de 
oyentos  ó  lectores,  se  distingue  de  ella  por  su  intensidad.  La  provocación  enca- 
mina al  delito,  muestra  su  destino  al  servicio  de  la  doctrina  y  contiene 
precisamento  un  llamamiento  á  la  voluntod  del  oyente,  mientras  que  la  apo- 
logía se  queda  en  la  alabanza  y  habla  á  la  inteligencia.  Sólo  por  una  dedac- 
oión  lógica,  que  resulta  de  que  las  acciones  dignas  de  loa,  si  están  empezadas, 
deben  ser  consumadas,  y  si  están  consumadas,  deben  ser  repetidas,  puede 
el  individuo  llegar  á  la  decisión.  Pourquery  de  Boisserin  llama  á  la  alában- 
la dada  al  agitador  anarquista  la  más  directa  de  las  provocaciones;  pero  ne 
es  exacto,  porque  sólo  obra  indirectamente,  dirigiéndose  en  primer  término, 
á  la  intoligencia,  como  punto  de  apoyo  de  la  determinación  de  la  voluntad. 
Lo  único  cierto  es  que  la  exuberancia  de  la  apología  habla  á  los  sentimien- 
tos humanos  y  puede  engendrar  la  resolución  criminal  en  el  calor  de  la 
pasión  y  del  entusiasmo  momentáneos. 

La  legislación  alemana  y  austríaca  coincide  con  la  francesa  respecto  de 

provocación,  y  aun  ya  más  allá,  porque,  según  ésta,  á  la  provocación  por 

■orito.  ó  impreso  debe  chñadirse  la  difasión  de  los  escritos^ 

Otra  eosa  sucede  respecto  de  la  apología.  La  ley  alemana  de  sustancias 

dosivas-oastiga  al  que  excita  ó  induce  á  la  comisión  de  acciones  punibles 

torminadast  elpgiándolaa  ó  presentándolas  como  gloriosas.  Con  la  palabr% 

TOMO  89  li 
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excita  quiere  indicar  Im  acción  del  autor  eobre  los  «entimiento*  y  hm  paaioaes^ 
y  con  la  palabra  tndwse  el  reftierso  de  motivos  y%  ünpeleatea  al  delito.  Por 
/  ambas  expresiones  se  marca  la  diferencia  de  la  complicidad  inteleottial  cye- 

cntada  por  la  alabanza.  La  alabanza»  como  fmrqui  de  complicidad,  presupone  • 
ya  nna  decisión  al  hecho;  la  excitación,  por  al  contrario»  cuenta  con  proTO- 
car  la  simpatía  de  nn  lado  y  el  odio  de  otro,  crea  asi  un  terreno  apr<^iada- 
para  que  sobreven^  la  decisión  criminal  y  trata  de  engendrar  al  mismo  • 
tiempo  una  decisión  sobre  esta  base. 

I>e  punto  de  vista  completamente  distinto  parte  el  dereoho  anstriaoo. 
El  Oódigo  penal  común  consideraba  ya  como  un  delito  el  vituperio  da  lae 
instituciones  del  matrimonio,  la  fkmflia  y  la  propiedad,  asi  como  la  provo- 
cación ó  inducción  á  acciones  inmorales  ó  ilegales  y  aun  su  alabaasa  ó  jus- 
tificaeión,  con  lo  cual  creaba  un  puro  delito  de  opinión.  La  ley  de  sustandae 
explosivas  no  ha  hecho  más  que  agravar  las  penas  para  estos  delitos  ya  co- 
nocidos, comprendiendo  aun  todo  ensayo  de  una  justiflcación  teórica.  En  este  - 
-  precepto  existe  una  limitación  exorbitante  de  la  libertad  de  pensamiento  y 
de  palabra,  hace  tiempo  abandonada  en  otras  partes.  El  derecho  austriaeo^' 
ha  superado  también  á  los  demás,  en  cuanto  castiga  al  que  da  instmoekme» 
para  la  comisión  de  tales  hechos.  Con  esto  se  ataca  en  general  la  enseflsaiaa 
del  delito,  toda  vez  que  el  partido  anarquista  da  en  general  sus  instruccio- 
nes, abandonando  al  individuo  la  aplicación  cuando  se  ofrecen  las  cireunstan- 
cias.  Sólo  la  ley  suiza  contiene  un  precepto  análogo  con  su  amenaaa  de  pena 
contra  aquel  qtti  apporte  le  eoneoura  de  aes  oannaiewaneeé  scitntíñque^. 

La  ley  federal  suiza  eleva  la  pena  contra  la  excitación  y  la  complicidad 
al  homicidio,,  al  incendio  y  al  saqueo,  cuando  se  ejecutan  con  inunción  de 
producir  trastornos  en  la  población  ó  de  disminnir  la  seguridad  pi&blica,  oon 
lo  cual  se  lia  convertido  exi  circunstancia  agravante  el  fondo  teórico  de  lar 
propaganda  anarquista  por  el  hecho.  Para  el  caso  de  la  provocación  por  la 
prensa  se  ha  abandonado  el  sistema  de  la  responsabilidad  tuetnwz  y  ext^prníe  - 
del  autor,  después  del  editor,  luego  del  librero,  y  por  último,  del  impresor, 
sustituyéndolo,  en  los  delitos  anarquistas  de  imprenta,  por  la  responsabilidad 
Simultánea  de  todos  los  que  lian  tomado  parte  como  instigadores,  cómplices 
y  encubridores,  según  los  principios  generales.  La  apología  no  se  castiga  en 
daiza. 

La  ley  francesa  de  18  de  Diciembre  de  1898  ha  abolido  dos  privilegio» 
del  derecho  de  imprenta  para  la  provocación  y  la  apología  ejecutadas  por 
la  prensa.  La  ley  de  imprenta  de  39  de  Julio  de  1881  sólo  permitía  el  seeues^ 
tro  de  cuatro  ejemplares,  como  «ame»  pref¡tnt%ve  para  asegurar  la  prueba, 
sin  que  se  pudiera  impedir  la  circulación  de  los  demás,  ni  se  tratara  de  pre^ 
venir  la  comisión  ó  repetición  del  delito  de  imprenta;  la  1^  de  18  de  Diciem 
bre  de  1893  somete  los  delitos  anarquistas  de  imprenta  al  derecho  común 
permitiendo  en  ellos  una  aairíe  prtvetuive  en  el  sentido  propio  de  eetoa  ténni 
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nos,  Qon  «ireglo  4  los  preeapto»  dal  Onie  (ínutrucÜM,  erimimau.  Bl  8«gaiid# 
pTÍTilegio  ooiuútU^  en  las  mayores  difioaltadss  para  la  prisión  prs¥«ntÍTa  do 
los  procesados,  que  s¿lo  podia  deoretarse  onando  no  tenían  sn  donioUio  en 
FxmnaU  ó  liabiaa  cometido  un  ermt;  según  la  nneya  ley,  es  admisible  1* 
detención  ana  en  caso  de  simple  cM«to,  y  por  tanto,  para  la  proTOoaoión  ó 
apología  de  loe  delitos  violentos  anarquistas  de  qne  antes  se  lia  hablado, 
eon  exoepciótt  de  los  delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Kstado,  qae  fo^ 
introducida  para  sustraer  el  proyecto  del  régimen  de  loe  partidos.  Cuando 
recae  santcncia  por  un  d^to  de  imprenta,  la  parte  respectlTa  del  impreso 
puede  ser  secuestrada  y  destnu4a  en  donde  quiera  que  se  enisuentre.  Subsis- 
ten inalterables  los  restantes  privilegios  de  la  preiua,  exclusión  de  la  pena 
de  muerte,  reclusión  y  destieno  en  lugar  de  presidio  y  relegación,  redac- 
ción del  m&ximo  de  pen*  k  la  mitad  por  virtud  de  las  cireomtanMB  mUemuinie9 
é  inaplicábilidad  de  los  preceptos  de  la  Un  Bértnger  sobre  la  reincidencia. 
También  respeta  la  nueva  ley  la  competencia  del  Jurado:  pero  la  ley  de  ^ 
Jallo  de  189á,  ha  conferido  el  conocimiento  k  los  tnbunatt»  de  polieu  corree- 


Jmm  demás  leyes  indicadas  en  al  capitulo  HI  no  contienen  ninguna  espe" 
ttialiflad 

"B.^La  Uy  franceaa  de  25  de  Julio  de  1894  e»  egpeeial. 

Contiene  esta  ley  una  serie  4e  disposiciones  que  no  encuentran  analogía 
en  ninguna  otra.  Ataca,  ante  todo,  la  propaganda  anarquista  clandestina, 
eastigando  la  inducción  de  una  ó  muchas  personas  al  robo,  el  pillaje,  el  in- 
cendio ó  Ja  destrucción  eon  sustancias  explosivas  por  medio  de  provocación  4 
estos  delitos  ó  de  su  apología.  Se  queria  atacar  de  esta  manera  la  propaganda 
que  se  hace  en  las  llamadas  «etr^  libreé  en  el  circulo  de  los  correligionario», 
en  los  taUeree  durante  el  trabajo  ó  ante  la  puerta  de  los  cuarteles.  Con  mo- 
tivo de  >esta  ley,  volvió  4  discutirse  en  la  Cámara  el  concepto  de  la  provoca- 
pión  directa  ó  indirecta,  encontrando  el  ponente  de  ella  muy  delicado  trasar 
el  limite  entre  un  estudio  objetivo  teórico  de  la  doctrina  anarquista  y  una 
provocación  indirecta.  Gourvoisier  definió  el  concepto  de  la  provocación,  con 
motivo  de  una  ley  de  18t9,  diciendo  que  existe  en  cada  palabra  ó  escrito  de^de 
el  momento  que  contiene  el  germen  maduro  de  una  agitación.  De  Serré  y 
ChaesanJ  por  el  contrario,  buscan  la  naturalessa  de  la  provocación  indirecta 
por  el  aspecto  snl]jetivo,  y  la- distinguen  de  la  directa  en  que  en  ella  falt»  al 
autor  la  conciencia  del  carácter  provocativo  de  sus  manifestaciones.  Qoblet 
le  la  diferencia  mo.  la  forma  extema  de  la  provocación,  y  señala  como  in- 
ceta  la  que  quiere  inducir  al  hecho  solo  entre  palabras  ó  lineas,  por  un 
itido  oculto  liO  dicho  demuestva  que  la  distinción  no  era  clara  para  el  le- 
edor, pero  los  origenee  de  la  ley  dicen  que  se  quería  prescindir  de  la  indica  - 
ixmaniftesta,  hasta  ahoi^  exigida,  al  delito  que  debía  ejecutarse,  sin  pesar 
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lá  provocación  onlpalile.  Medios  parala  ejecución  de  esté  detitOi  lo  ion  tódóe» 
las  reanionesi  las  conversaciones  en  el  domicilio  ó  fiíera  de  él,  la  correspon- 
dencia, iiásta  los  gestos.  Para  que  la  provocación  ó  la  apología  sean  pnnibletf, 
deben  hacerse  '  con  el  fin  de  la  propaganda  anarquista,  con  lo  oUal  se  ha 
oreado  una  ley  de  excepción  contra  el  anarquismo,  qu0  se  justifica  por  la 
tendencia  destructora  del  Estado  de  la  doctrina  anarquista.  Para  eoniprobar 
la  existencia  de  ese  fin,  deben  ser  escudriñados  minuciosamente  los  axit'eo#- 
dentes  del  culpable,  así  como  las  circunstancias  del  hecho. 

Con  la  misma  tendencia  de  fortificar  la  represión,  somete  la  ley  el  cono- 
cimiento del  delito  de  propaganda  pública  ó  clandestina  anarquista  á  los 
tribunales  de  policía  correccional,  derogando  el  privilegio  que  para  los  deli- 
tos de  imprenta  existía  de  someterlos  al  Jurado,  y  al  hacerlo  asi,  se  ftinda  en 
la  consideración  de  que  la  prensa  anarquista  no  es  sino  una  insti^adoku  fc 
delitos  comunes. 

Sométase  á  los  tribunales  de  policía  la  provocación  á  la  infracción  de  los 
deberes  militares  y  &  la  desobediencia  de  los  mandatos  legales,  teng^  ó  ño 
fines  anarquistas. 

No  puede  condenarse  por  la  declaración  de  una  sola  persona  que  afirma 
haber  sido  objeto  de  las  excitaciones  mencionadas,  si  esta  declaración'  fio 
está  corroborada  por  un  conJunU>  de  cargos  demostrativos  de  la  culpabilidad  y 
expresamente  tenidon  en  cuenta  en  la  sentencia.  Con  este  precepto,  que  con- 
tradice el  principio  hasta  ahora  dominante  en  el  procedimiento  penal  fran- 
cés de  la  apreciación  libré  de  la  prueba,  se  expone  una  teoría  negativa  legal 
sobre  la  prueba  sólo  para  la  propaganda  clandestina.  Se  ftinda  en  el  temor 
de  entregar  al  ciudadano j  en  otro  caso,  á  las  denuncias  rencorosas  y  venga- 
tivas de  un  sólo  testigo,  que  quizá  sea  un  criado,  un  enemigo  ó  un  espía. 
Por  conjunto  de  cargos  entiende  la  opinión  común  y  una  sentencia  del  IVfbií- 
nal  de  Casación,  todas  las  circunstancias,  todos  los  indicios,  todas  las  pre- 
sunciones que,  unidas  á  la  declaración  del  testigo,  pueden  traer  la  prueba 
de  la  culpabilidad,  todos  los  medios  que,  además  de  la  declaración  del  dé 
nunciante,  pueden  servir  para  producir  en  el  juez  la  convicción  de  la  culpa- 
bilidad del  acusado,  como  además  de  otras  declaraciones  testificales,  él  dB- 
oho  del  culpable,  documentos,  todos  los  hechos  indiciarios,  los  antecedentes 
del  acusado,  su  correspondencia,  su  trato  con  anarquistas,  la  poéesión  de 
periódicos  y  libros  anarquistas.  Por  tener^en  cuenta  los  cargos,  se  entiende, 
formalmente,  una  enumeración  de  los  mismos  en  la  sentencia  y  naturatüMutre 
una  apreciación  de  los  elementos  dé  la  prueba. 

En  el  curso  del  debate  se  suscitó  la  cuestión  de  si  el  Fiscal  estaría  obli  - 
gado  á  dar  á  conocer  el  Hombre  del  denunciante  en  casó  de  sobreseimiento 
ó  de  absolución,  y  Audiffred,  Presidente  de  la  Comisión  patlamentaria,  la  re- 
solvió afirmativamente,  en  el  sentido  de  que  puede  daráe  al  acusado  un 'tes - 
iiinonio  de  la  querella  ó  denuncia,  pero  nó  dando  &  conocer  sMo  <^  nombre 
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¿»\  deaonoiante,  para  evitar  d^e  este  jaoáq  procMos  maliciosos  por  calumnia, 
paesto  que  oqu  la  denuncia  puede  cono<Mr  el  acusado  los  fundamentos  en 
fue  se  apoyaba  y  1^  buena  fe  de  su  autor» 

Se  prohibe  1»  publicación  de  los  informes  de  las  partes.  £1  Tribunal,  en 
la  vista  de  los  delitos  señalados  ó  de  otros  con  carácter  anarquista,  puede 
prohibir  1»  publicación  de  los  informee  cuando  su  conocimiento  parece  peli; 
groso  para  el  orden  público,  asi  como  también  es  punible  la  publicación  del 
escrito  de  acusación  y  de  todas  las  demás  piesas  del  proceso  antes  de  su  lec- 
tura. I^a  .prohibición  debe  decretarse  de  un  modo  terminante,  y  sólo  puede 
abarcar  los  debates,  que,  según  el  Code  penal,  comprenden  desde  el  principio 
de  la  vista  hasta  la  terminación  de  los  infom^es.  Todo  lo  que  sigue,  especial- 
mente el  veredicto  y  la  suitenoia^  no  pueden. set  excluidos  nunca  de  la  pu- 
blicación, y  todavía  menos  las  exclamaciones  ó  discursos  pronunciados  por 
los  condenados  ó  absueltos.  Por  lo  que  toca  ¿  los  periódicos  extranjeros,  si 
iraen  la  vista  de  procesos  anarquistas  franceses  en  que  se  ha  acordado  la 
prohibición,  son  punibles  los  que  las  difundes,  asi  como  también  cuando  pu- 
blican procesos  extranjeros,  correspondiendo  al  Consejo  de  Ministros  prohi- 
bir la  circulación  de  periódicos  extranjeros  y  al  Ministro  del  Interior  la  de 
números  sueltos  y  decretar  el  secuestro  de  los  ejemplares.  En  este  respecto 
est&n  en  mejor  situación  los  periódicos  franceses,  porque  no  pueden  ser  se- 
•uestrados  por  la  publicación  de  procesos  anarquistas  extranjerosj  ni  hacen 
4  nadie  responsable  por  su  difusión. 

§  4. — La  formacián  de  grupoft  anarq^iista». 

Las  investigaciones  practicadas  por  el  Gobierno  francés  dieron  por  resul- 
tado  que  las  aociedadeé  libre»  ó  grupos,  como  dicen  los  anarquistas,  eran 
el  foco  donde  se  hablan  echado,  las  primeras  bases  de  los  delitos  cometidQi^, 
donde  se  reunían  los  correligionarios,  se  ofrecía  ocasión  de  encontrar  un 
compañero  apropiado  para  la  eiecución  de  un  g^an  proyecto  y  se  hallaba  re- 
fugio y  encubrimiento  después  de  la  realización  del  hecho.  De  aquí  surgieron 
una  serie  de  medidas  penales  que  en  Alemania  y  Austria,  como  partes  inte- 
grantes de  la  ley  de  sustancias  explosivas,  se  dirigen  contra  la  llamada 
•  eonsj^iraoión  de  la  dinamita». 

En  Francia,  los  artículos  del  Código  penal  que  castigan  la  asociación  de 
malhechores,  eran  insuficientes  para  luchar  eficazmente  contra  la  formación 
4le  grupos  anarquistas,  y  de  aquí  la  ley  de  18  de  Diciembre  de  1896,  que  in,- 
ierpretó  esos  artículos  y  creó  adem&s  un  nuevo  delito. 

Constituye  ahora  delito  contra  la  tranquilidad  pública  toda  atociáctán,  »iit 
mnderaeián  4  su  duración  y  al  número  de  sus  miembros^  y  además  toda  %n- 
kUgeneia  (ioute  enttnU)  de  varios  para  proponer  ó  ejecutar  delitos  contra  las. 
irsonas  ó  la  propiedad. 

El  ari.  SMS  del  Código  penal  se  ha  ampliado,  creando  frente  á  la  asaocia- 
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tián  y  al  complot,  como  vn  mime»,  lá  entétUe»  Los  trM  «aponen  tm  aonerdoi  pero 
difieren  en  su  contenido  y  extensión.  El  complot  es  la  acción  de  lino  sobre 
otros  para  el  fin  de  la  ejecadón  de  tin  solo  delito.  En  la  esencia  áb  la  <i««e 
eiaiión  está,  por  el  contrario,  nna  org^nisación  ñjtk  para  la  comisión  de  una 
serie  de  delitos.  Motivo  del  aónerdo  lo  es  en  la  asociación  casi  siempre  él  In- 
oro, en  ^  complot  el  resultado  del  delito  como  fin  de  si  mismo. 

En  este  respectoi  la  éntaüe  se  acerca  más  al  complot  qne  á  la  cuaociatión't 
pero  mientriM  el  complot  contiene  ya  la  retolutión  cPagir,  concertíe  et  arretée  entré 
pltmeuf»  peraonneé,  el  proceso  de  desarrollo  de  la  intención  ciiminsd  no  nece- 
sita haber  llegado  tan  adelante  en  la  entente.  La  entente  significa  la  intenciónV 
que  no  ha  llevado  todavía  á  la  resolución  la  intención  qne  existe  con  cofi- 
ciencia  y  voluntad  de  dos  ó  más  personal.  La  entente  tiene  de  común  Con  la 
ataociatión  la  indetei'minációá  de  su  contenido.'  Ki  el  tiempo,  ni  el  lugar,  ni 
el  medio  para  el  delito,  ni  aun  la  victima,  tienen  necesidad  de  estar  deter- 
minados: basta  la  espedaliaación  del  becbo  in  adstracto  como  un  delito  contra 
las  personas  ó  la  propiedad. 

Castigase  también  la  adhesión  á  asaociatum  ó  entente  ya  realizada  y  toda 
especie  de  complicidad  por  la  concesión  de  un  local  para  las  rexmiones,  ó  dé 
los  medios  necesarios  para  la  correspondencia  de  los  miembros  ó  para  la 
comisión  del  delito. 

Las  penas  se  deben  imponer  individualmente,  sin  observación  de  su  du- 
ración, y  después  de  cumplidas  puede  decretarse  la  prohibición  de  la  residen- 
cia en  un  lugar  determinado  y  aun  la  relegación. 

Suisa  no  tiene  ningún  precepto  de  esta  naturaleza.  La  ley  italiana  de  19 
de  Julio  de  1894,  castiga  toda  uny^n  para  la  destrucción  del  orden  social  ó 
para  la  comisión  de  un  delito  dé  sustancias  explosivas.  Lais  legislaciones 
alemana  y  austriaca  se  quedan  detrás  de  la  francesa  en  la  represión  de  la 
foirmación  de  grupos,  puesto  que  sólo  castigan  la  unión  para  deHtos  (i^tormi* 
nado»,  y  aun  éstos  sólo  cuando  existe  la  decüión  de  dos  personas. 

§  5.  ~- JLa  reteg^uián  francesa  y  el  domicilio  forsfoto  italiano» 

La  ley  francesa  de  27  de  Mayo  de  1865  sobre  la  relegación  y  la  prohibición* 
de  la  residencia  en  lugares  determinados,  propúsose  librar  á  la  Francia  con- 
tinental  de  los  individuos  que  hacen  del  delito  una  profesión  y  destinarlos 
á  poblar  las  colonias  lejanas.  Señalaba  como  incorregibles  á  los  reincidentes 
de  crímenes  y  delitos  y  álos  vagos  y  mendigos. 

La  relegación  es  un  confinamiento  por  toda  la  vida  en  un  lugar  deteriái- 
lutdo,  del  cual  no  se  puede  salir  sino  por  licénciamiento  del  gobierno  colonial 
á  consecuencia  de  buena  conducta,  servicios  prestados  á  la  patria  y  capacidad 
dé  trabajo  demostrados.  La  vida  en  lá  colonia  varia  según  que  la  relegación 
sea  individual  ó  colectiva,  siendo  en  la  primera  el  penado  un  trabajador  li-' 
bre  sometido  al '  derecho  común,  y  en  la  segunda,  un  trabigador  forzado. 
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'  «oi^urteljido  eoQ  otros  en  odifi«i<Mi  e9peoi*l«a  y  ■omitido- 4  im  d«T»Qho.  dÚKsi:. 
.  pltenoio  rígida. 

SagÚB  1a  ley  de  26  de  Julio  de  ISBA,  puede  imponerse  eeta  grayo  fen*  ^ 

>  los  reinoideBiee  «&  propaganda  anarq^nista,  y  en  loe  delitoSv  de  adheel^n  4 
un  grapo  anar^nista»  ann  4  la  prineca  eondena.  Fúndase  esta  peifalidad  -en 

>  que  la  experiencia  ha  demostrado  que  las  penas  temporales  de  privaoián  de 
libertad  no  obran  sobre  los  adeptos  del  anarquismo,  ni  como  oorreotivo  ni 
eomo  intimadores,  y  el  gobierno  exigió  esta  proteooión  de  la  sociedad  oomo 
el  oeronamjente  de  tpda  la  legislaoióa  anasqnista»  ceobasando.  oon  ^sitp  te 

'  das  las  enmienébw  que  tendían  4  í4Toreoer  4  los  anarquistas  en.  la^cjecuoiéi^ 
de  la  relegaeián. 

Para  el  conocimiento  de  la  incorzegibilidad,  la  ley  prevé  tres  condiciones 
indispensables:  condena  por  un  delito  de  propaganda  anarquistai  dilación 

-  de  m48  de  un  aAo  de  la  pena  principal  impuesta  y  reincidencia  dentro  de 
diea  años  en  propaganda  anarquista  ó  en  otro  crimen  ó  delito.  Que4A  4  la 
apreciación  del  Tribunal  la  imposición  de  la  relegación,  por  lo .  cual  se  pres- 
eribe  una  declaración  expresa  en  la  sentencii^  sobre  la.  necesidad  d«^  la  ex- 

^  alusión  de  la  sociedad. 

La  italiana  de  SO  de  Junio  de  188B  introdujo,  como  complemento  de  la. 
▼igilancia  de  la  autoridad,  el  áAWiicüw  eoam  contra  las  personas  peligrosas 
para  la  seguridad  pública.  La  ley  de  19  de  JuUo  de  1804,  cuya  vigencia  cesaba 

'  «I  31  de  Diciemibre  de  1805,  amplió  considerablemente  el  número  de  estas 
personas,  comprendiendo  todos  los  individuos  condenados  por  delitos  contra 

'  el  orden  y  la  seguridad  públicos,  ó  por  delitos  anarquistas  no  cozpetidos  por 

<  la  prensa.  Estas  condenas  permiten  4  las  autoridades  de  policía  detener  ék 
Iqs  que  han,  cumplido  su  pena  y  entregarlos  4  una  comisión  provincial,  que 

>  decide  sobre  la  necesidad  del  oonfinamiento  y  determina  la  duración  del  do- 
micilio foTEoso.  La  ley  citada  ha  admitido  el  domicilio  forsoso  en  una  hipó- 
tesis  completamente  nueva,  quitándole  todo  carácter  de  una  peo»  judicial. 
El  Ministro  del  Interior  puede  señalar  un  domicilio  forsoso  al  que  con  com- 
pleta  reflexión  ha  msnifestado  la  intención  de  cometer  delitos  contra  el  or- 
den social.  S»  señala  para  domicilio  en  cada  caso  un  lugar  distinto  del  de 
■nacimiento  ó  residencia  habitual  de  la  persona  de  que  se  trata,  la  cual  se 

.  somete  ademáis  4  limitaciones  en  el  trato  y  á  la  obligación  jurídica  de  pre- 
.«entarse  y  de  justificar  sus  salarios.  El  domicilio  forsoso  trata  de  conseguir 
■«1  mismo  resultado  que  la  sujeción  4  la  vigilancia  de  la  autoridad,  pero  de 
un  modo  más  seguro,  aunque  m4s  penoso  para  el  penado. 

SI  domicilio  forzoso,  como  protección  contra  delitos  artificiales»  eontra 
Mrsonas  que  todavia  no  han  delinquido,  constituye  una  limitación  exhorbi- 
»nte  de  la  libertad  personal,  que  sólo  puede  explicarse,  .aunque  no  justificar- 
■e,  por  las  drounstancias  anoxmales  en  ItaUa  y  los.  sucesos  de  Los  últimos 
kfioB.  Bl  domioiUo  forzoso  es,  en  este  caso,  una  pena  do  opinión  y  un»  pena 
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éB  t^ííípéthti  piiéB  Ift  comisión  provinoial  procede  en  seeveto^  paede  dmdarAr 
su  yeredioto  en  ausencia  del  sospechoso  y  no  ofrece  garantías  para  un  «sa- 
men imparoial  de  las  raaones  qne  hablan. en  pro  y  en  contra^del  acusado. 

Ko*  puede  compararse  eon  esta  medida  la  relegación  qae,  por  el  carácter 
del  delito  j  la  reincidencia,  permite  llegar  k  1*  conclusión  de  1&  incorregibi' 
Hdad  del  orímixifU.  > 

Capítulo  iv. — Hesxdtadoa. 

Junto  k  la  mejora  de  nuestra  situación  económica  por  medio  de  una  p^ 
Utica  social  reflexiva,  la  represión  del  anarquismo  es  una  necesidad  áék  Es- 
tado. El  principio  de  la  retribución  debe  traducirse  m&s  fuertemente  que  en 
otro  lugar  frente  á  los  actos  violentos  anarquistas,  figurando  entare  los  finea 
de  la  pena  que  con  él  pueden  conseguirse,  la  prevención  especial  como  de 
gran  importancia.  Puesto  que  ^en  rarísimos  casos  se  puede  esperar  la  correo 
oión,  se  recomienda  contra  los  reinoidentes  el  imposibilitarlos  de  dañar,  por 
la  relegación,  en  los  Estados  que  poseen  colonias,  ó  por  la  reclusión  ó  demi*^ 
cilio  foTBoso  por  toda  la  vida,  para  los  demás  países.  E14ioencianiíie&to  por 
'  retracta<;dón,  después  de  extinguidos  20  años  por  lo  menos,  se  confiaría  á  la 
apreciación  de  las  autoridades  judiciales.  La  pena  de  muerte  no  puede  es- 
quivarse en  los  casos  de  homicidio  intencional  y  en  los  otros  actos  violentos 
en  que  se  puede  prever  que  resulte  la  muerte. 

Por  lo  que  toca  á  la  construcción  de  los  conceptos  de  los  delitos,  el  dere- 
cho ñrancés  muestra  que  no  se  deben  tomar  reglas.  No  debe  recomendarse  la 
calificación  de  los  actos  violentos,  con  expresiones  como  «para  un  fin  anar- 
quista», «para  propaganda  anarquista»,  porque,  aparte  de  sn  oscuridad,  ca- 
tas expresiones  prestan  k  toda  la  legislación  el  carácter  de  una  ley  de  excep- 
ción y  ofrecen  un  punto  de  apoyo  para  calificar  á  los  anarquistas  como  de- 
lincuentes políticos,  de  lo  cual  no  son  dignos.  La  confusión  de  sus  delito» 
entre  los  comunes,  es  la  mejor  represión. 

El  empleo  frecuente  de  las  sustancias  eslplosivas  ha  llevado  á  una  revi- 
sión de  las  leyes  y  ha  sometido  el  comercio  de  estas  sustancias  &  una  vigi- 
lancia más  estrecha.  La  inversión  de  la  carga  de  la  prueba,  que  se  encuentra^ 
en  exigir  al  acusado  la  prueba  de  un  fin  licito,  es  un  producto  del  pánica 
producido  por  los  atentados. 

La  única  certificación  exacta  de  los  delitos  cometidos  con  sustancias  exr 
plosivas,  es  la  de  delitos  de  peligro  común,  en  vista  de  la  extensión  extraor- 
dinaria é  incalculable  de  este  medio  de  destrucción. 

El  castigo  de  la  formación  de  grupos  anarquistas  y  de  la  propagfuida 
anarquista  lo  exige  la  instigación  indirecta  que  radica  en  ellas.  £1  derecho 
francés  ha  ido  más  allá  castigando  la  apología.  Sólo  cuando  en  ella  existe 
una  excitación  á  cometer  delitos,  debe  intervenir  el  Estado.  Deben  abolirse» 
por  tanto,  en  el  derecho  austríaco,  los  preceptos  que  castigan  la  alabanaa  ó 
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jiist¡fieaei6ii  derogada  de  acoionM  inmondei  ó  ilegales  ó  de  delites  de  sne- 
tendae  ezplosÍYas,  asi  como  la  instmcción  para  su  ejeeaeióiu 

^Sn  materia  procesal/ Francia  ha  errado  el  tiro  con  la  correcoionaliBaeió» 
de  los  delitos  anarqxiistas.  Esta  limitación  del  jarada^861o  pnede^  acerdarse 
ooutra  los  trastornos  politioos,  y  semejante  carácter  no  reconocerá  Eraneia 
al  anarquismo.  La  prohibición  de  la  publicación  de  los  informes  anarquistas 
eomo  una  i^rma  eí^eax  díe  j^ropaganda,  es  sólo  una  consecuencia.  La  limita- 
•ión  de  la  prueba  oreada  por  el  derecho  francés  para  la  propaganda  clan- 
destina,  tiene  sólo  un  valor  precario. 

Pero  la  opinión  favorable  al  Estado  no  puede  obtenerse  ni  por  la  ame 
nesa  de  penas  ni  por  su  ejecución.  El  Gkobiemo  del  Estado  debe  siemj^e,  por 
•n  proceder,  arraigar  en  el  ciudadano  la  convicción  de  su  necesidad  y  utili> 
éad.  Jjo  dicho  por  PhiÜpporich,  respecto  de  la  sohioión  del  problema  eopuó- 
mico,  tiene  aplicación  también  á  la  vida  política,  f  La  subordinación  espon- 
tánea  del  individuo  á  los  finnes  generales,  apoyada  sobre  el  más  exaoto 
oonoeimiento  de  la  utilidad  común,  es  el  eleiúento  ético  indispensable  de- 
todo progreso  sedal.» 

A.  han. 
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Dereeho  inmelbilUurU  eipaieL— Bzpoplelón  fundamental  y  riatamática 
de  la  ley  Hipotecaria  vigente  en  la  Peníneala,  ialai  adyacentes»  Ga- 
naríat,  territojrioi  de  África,  Gaba,  Poerto  Blco  y  Filipinas,  por  el 
Dr.  D.  Bienvenido  OUver  y  EsteUer.— Tomo  1.^ 

Si  atendemos  al  móvil  en  que  se  inspira  la  obra  de  que  vamos  k  oeapar  - 
nos,  al  fin  con  que  se  escribe,  no  podemos  negarle  nuestra  simpatía.  Si  ccm* 
sideramos  la  firmeza  de  los  materiales  empleados  y  las  condiciones  especia- 
les del  autor,  juzgado  con  razón  como  una  de  las  personas  m&s  compo  • 
tentes  en  esta  clase  de  estudios,  habremos  de  reconocer  que  todos  los  datos 
suministrados  y  todas  IfCs  consideraciones  que  se  deducen,  descansan  en  una 
autoridad  indiscutible,  contienen  una  garantía  eficacísima  de  acierto  y  d  e 
exactitud.  Con  mayor  razón  pocas  veces  podri  aceptarse  lo  escrito  como 
prueba  de  verdad. 

El  derecho  tnmcbiltario  es  una  rama  desprendida  del  derecho  civU,  que 
comprende  las  relaciones  juridicas  que  el  hombre  mantiene  con  las  cosas 
inmuebles.  De  la  importancia  de  esta  rama  especial  de  nuestro  derecho  cer- 
tifican los  preceptos  todos  de  la  ley  Hipotecaria.  Ko  se  trata,  pues,  de  una 
creación  caprichosa  del  autor;  se  trata  de  una  serie  de  relaciones  importan- 
tes é  interesantísimas,  que  ya  antes  de  ahora  gozaban  de  existencia  indepen- 
diente, si  bien  con  la  independencia  relativa  que  la  parte  puede  tener  con 
relación  al  todo,  con  relación  al  &rbol  frondoso,  con  cuyas  raíces  se  sostie- 
nen y  de  cuya  savia  se  nutren  todas  las  ramas. 

El  Sr.  Oliver,  autor  de  otras  varias  obras,  todas  de  gran  valor,  mas  nin  - 
guna  de  tanta  importancia  como  la  presente,  pretende  exponer  el  derecho 
inmobiliario  español  en  una  forma  nueva,  siguiendo  el  método  constructivo 
ó  analítico  sintético,  por  entender  que  una  de  las  principales  causas  de  que 

*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  templares,  hare- 
mos un  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  Bbvistá.  De  las  que  versen  sobre 
otras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubierta  de  las  entregas. 
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la  ley  Hipotecaria  no  haya  producido  el  benéfico  infliijo,  los  trascendentales 
resultados  que  esperaban  sns  autoreSi  consiste  en  la  falta  de  nn  conooi- 
«uiento  oientiftco  ó  sistemático  de  sus  preceptos  y  de  los  principios  en  que 
-descansan;  desconocimiento  que,  unido  á  otras  causas,  ba  motivado  refor- 
mas, aplicaciones  y  proyectos  equivocados,  absurdos  ó  contraproducentes, 
4án  tener  en  cuenta  que  todas  las  disposiciones  de  la  ley,  según  declararon 
sns  autores,  «se  bailan  de  tal  suerte  enlaiadas,  que  no  puede  tocarse  k  nin- 
guna de  ellas  sin  que  sea  necesario  tocar  á  otras  muchas,  á  fin  de  que  todas 
conserven  la  debida  unidad  y  armonía». 

Dentro  de  este  método,  la  obra  constará  de  cuatro  partes.  Tratará  la 
primera^  de  la  aseguración  6  constitución  de  la  propiedad  territorial  y  demás 
•derechos  sobre  cosas  inmuebles.  La  segunda,  de  la  inscripción  considerada 
cómo  modo  de  adquirir  aquélla  y  de  conservar  y  extinguir  estos  derechos 
con  eficacia  absoluta.  La  tercera^  del  derecho  de  hipoteca.  T  la  cuarta^  de  la 
•organisación  del  Begistro  de  la  propiedad. 

Bl  tomo  primero,  único  publicado  hasta  ahora,  en  cuya  confección  ha 
invertido  su  autor  cuatro  años,  contiene  sólo  como  precedentes:  Primero.  SI 
concepto  general  de  la  ley  Hipotecaria,  con  el  estado  general  de  la  legisla- 
•  ción  nacional  y  extranjera  en  la  época  en  que  se  procedió  á  su  formación, 
asi  como  la  redacción,  discusión  y  aprobación  de  dicha  ley.  Segundo.  El  plan- 
teamiento de  la  misma  con  las  reformas  que  ha  experimentado  hasta  el  pre- 
-  «ente,  tanto  en  lá  Peninsula  como  en  Ultramar. 

En  el  desenvolvimiento  de  estas  materias  desfilan  ante  el  lector:  todos 
ios  trabajos  legislativos  y  planes  ideados  sobre  el  particular  en  nuestro  pais, 
desde  el  proyecto  de  Código  de  1886,  y  sesiones  de  la  notable  Comisión  de 
1843,  en  la  que  quedó  aceptada  la  proposición  de  Luzariaga,  que  exigía  la 
inscripción  como  requisito  indispensable  para  que  produjesen  efecto  en  ab* 
-aolnto,  y  no  sólo  respecto  á  tercero,  los  títulos  constitutivos  y  traslativos 
de  dominio,  hasta  la  ley  del  Begistro  de  la  propiedad  para  las  provincias  de 
Ultramar  de  1893,  y  los  trabajos  realizados  para  hacerla  extensiva  á  la  Pe- 
nínsula con  ligeras  modificaciones;  todas  las  leyes  relacionadas  con  el  régi- 
men inmobiliario,  publicadas  en  los  diferentes  países  que  han   seguido  el 
sistema  alemán  ó  el  sistema  francés,   con  la  marcada  tendencia   á  aproxi- 
marse cada  vez  más  á  aquel  sistema  como  más  perfecto;  las   disposiciones 
reinantes  á  la  publicación  de  la  ley  Hipotecaria,  ló  mismo  en  Castilla  que 
en  Aragón,   Navarra,   Cataluña,  Tortosa,  Mallorca  y  Vizcaya,  lo  mismo  en 
^  ba  y  Puerto  Bico  que   en  Filipinas.  Y  todo  debidamente  justificado,  en 
mer  término,  con  fes  materiales  originales  y  directamente  consultados, 
ninistrados  por  la  legislación  española  común,  foral  y  ultramarina,  y  por 
i^egislaciones  extranjeras,   y  en  segundo  lugar,  por  las  obras  publicadas 
bre  la  materia  en  España  y  fuera  de  España,  y  por  las  discusiones  habidas 

'as  sesiones  de  las  Cortes  ó  en  el  seno  de  las  Comisiones. 
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Aparece  1»  ley  Hipoteearía  como  una  medida  redentora,  como  ima  espe- 
ranza de  salvaoión^  nna  verdadera  p^naeea  del  crédito  territorial.  Su  nece- 
•idi^d  parecía  evidente»  su  doctrina  se  aceptaba  como  on  bien,  sus  efectos  se 
esperaban  con  ansia.  Y  sin  embargue,  apenas  parcialmente  planteada,  se  to- 
earpn  una  porción  de  inconvenientes  y  de  obstáculos,  en  su  mayoría  no  pre-- 
vistos,  y  se  levantó  una  protesta  casi  general,  una  oleada  imponente  q.ue  en 
poco  estuvo  que  no  ahogase  aquella  institución  apenas  nacida.  Era  ante 
todo  la  lucha  del  pasado  con  el  presente,  el  choque  violento  de  las  vieja* 
prébcticas  con  las  nuevas  ideas;  pero  no  era  eso  sólo,  porque  en  tal  lucha  na** 
toral  y  prevista,  lenta  pero  eficazmente  hubiera  acabado  por  prevalecer  la; 
nueva  doctrina  como  m&s  beneficiosa  para  la  propiedad. 

Si  las  nuevas  ideas  no  triunfaron  desde  luego,  no  fué  ciertamente  porque- 
se  desconociera  su  bondad,  sino  porque  en  virtud  de  una  equivocación  la<^ 
mentable  se  consideró  como  algo  secundario  lo  que  debió  mirarse  como  algo* 
esencial:  la  organización  del  Registro;  se  establecieron  como  base  del  nuevo 
sistema  los  informales  asientos  extendidos  en  la  antigua  Contaduría,  des- 
conociendo las  inmensas  diferencias  que  les  separaban  de  las  insoripoionee 
modernas;  se  pretendió  que  los  derechos  ya  adquiridos  al  tiempo  de  publi- 
carse la  ley  Hipotecaria  y  no  razonados  en  dichas  oficinas,  fuesen  inscritos 
en  la  forma  nueva  y  especial  que  se  establecía,  si  habían  de  pezjudicar  4 
tercero,  como  si  tal  cosa  fuera  posible;  y  separándose  con  esto  del  sistema 
alemán  verdadero  por  transigir  con  otras  tendencias,  y  olvidándose  del  estado 
anormal  de  la  propiedad  inmueble  en  determinadas  comarcas,  ó  desconooien* 
do  la  verdadera  situación  de  dicha  propiedad,  los  defectos  de  los  asientos  an- 
tiguos y  de  la  antigua  titulación,  y  dando  efecto  retroactivo  á  ciertas  dis- 
posiciones, se  formularon  nna  porción  de  reglas  extrafias  á  .la  verdadera 
realidad  de  las  cosas,  y  se  produjo  por  una  parte  la  absoluta  im^posibilidad 
de  cumplir  la  ley,  y*por  otra,  la  misma  inseguridad  de  que  se  pretendía  huir, 
pues  hasta  que  quedase  marcada  con  certeza  la  propiedad  antigua  y  sus  li- 
mitaciones, las  nuevas  y  posteriores  adquisiciones  inscritas  bajo  el  ntievo 
sistema  hubieron  de  considerarse  sólo  como  dudosas,  y  los  asientos  como 
provisionales. 

Esta  equivocación  en  la  manera  de  plantear  la  ley  no  quisieron  nunca 
reconocerla  sus  autores,  creyéndose  por  los  demás  que  ya  era  tarde  para 
remediarla.  De  aquí  que  sólo  se  hayan  ideado  paliativos,  remedios  par- 
ciales insuficientes,  con  el  sólo  fin  de  prolongar  la  vida  miserable  que 
arrastra  la  institución,  combatiendo  uno  á  une  los  sintomaa  sin  atacar  el  mal 
en  su  raiz,  ó  lo  que  es  aun  peor,  que  un  día  y  otro  y  eon  igual  afán  se  hay 
falseado  el  espíritu  de  la  ley,  buscando  una  transacción  y  tratando  de  hac' 
posible  su  existencia  sin  darle  nueva  base. 

Todo  esto  resulta  claro  y  evidente  en  la  lectura  del  tomo  publicado  pe 
el  Sr.   Oliver,  y  todo  esto  hace  esperar  fondadamente  una  solución  acertada 
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«n  el  r«8to  de  la  obra.  81  antoit  no  oonlia  nu  simpatía  por  el  sietema  alemán 
pnro,  sin  mixtifioaoión  algnna,  y  deede  luego  esta  tendencia  señala  también, 
en  nnestra  humilde  opinión,  el  verdadero  camino  qne  debe  emprenderse. 
'Para  saber  en  nn  punto  esencial  la  idea  del  autor,  basta  ^arse  en  el  titulo 
da  la  segunda  parte  de  su  obr^:  La  inscripción  como  modo  de  adquirir  la  propiej 
■dadj  y  de  conservar  ¡t  extinguir  lo»  derechos  realen  sobre  bienes  inmuebles  con  ^fica- 
-«¿a  absoluta. 

Se  trata  de  un  problema  que  por  igual  Interesa  &  todos  y  ou^a  pronta 
solución  se  impone,  porque  constituye  hoy  una  verdadera  necesidad.    De 
-aquí  el  interós  que  la  obra  del  Sr.  OlTver  encierra  y  la  conveniencia   de  .que 
sea  conocida  y  estudiada. 

Dedica  el  Sr.  Oliver  un  oapítulo,  notable  por  cierto,  á  la  publicación  del 
Código  civil  y  su  relaciÓA  oon  la  ley  Hipotecaria.  Este  capitulo,  en  cuanto  á 
esa  relación,  debe  estimarse  sólo  como  un  boceto.  Más  tarde  resultará,,  no 
lo  dudamos,  el  cuadro  perfecto  y  concluido.  Ademán  de  los  artículos  que  se 
eitan,  hay  otros  que  se  contradicen  real  ó  aparentemente,  y  en  unos  y  en  . 
otros  son  varios  aquellos  cuyas  disposiciones  pueden  armonizarse.  Pero  todo 
esto  resultará  más  tarde,  cuando  hecho  detalladamente  el  estudio,  se  separen 
los  odores  en  el  cuadro  y  se  destaquen  las  figuras  con  su  claro  oscuro  co- 
rrespondiente. 

Hay  un  punto  de  vista  especial  en  la  exposición  del  derecho  vigente,  que 
también  h»  de  ser  examinado  en  el  transcurso  de  la  obra;  un  aspecto  de  la 
«uestión  que  no  contribuye  poco  al  error,  y  priva  muchas  vjaces  de  eficacia 
álos  preceptos  de  la  ley  Hipotecaria.  Nos  referimos  al  concepto  del  tercero. 
Se  propone  probar  el  Sr.  Oliver,  que  con  arreglo  á  la  ley  actual  la  inscripción 
es  realmente  obligatoria.  Prueba  es  por  cierto  difícil,  y  no  es  raro  por  lo 
mismo  que  no  se  haya  entendido  así  ni  por  los  propietarios,  m  por  los  juris 
consultos,  ni  aun  por  los  Tribunales.  Sin  más  que  restringir  él  ooneepto  del 
tercero  en  el  art.  396  de  la  ley,  y  esa  es  la  tendencia  que  se  nota  en  los  fallos 
del  Tribunal  Supremo,  la  inscripción  pasa  á  ser  en  nuestro  país  una  formalidad 
inútil.  Yéase,  pues,  una  consecuencia  importante  de  la  falta  de  fijeza  en  ese 
concepto,  y  con  cuánta  razón  afirmamos  que  este  es  un  nuevo  punto  de  vista, 
un  aspecto  especial  de  la  cuestión  referente  á  la  falta  de  eficacia  de  ia  ley 
por  algo  que  en  ella  misma  se  contiene.  Yéase  también  una  razón  poderosa 
para  estudiar  la  obra  del  Sr.  Oliver  y  penetrarse  bien  del  eapiritu  de  la  ley, 
mediante  un  conocimiento  dentifíco  de>  la  mi8ma,*poseyendo  el  cual,  los 
.arrores,  si  los  hay,  no  serán  tan  graves. 
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€«Bi(Nit«rio8  á  la  l^itlaeiéa  hipotecarla  d«  Btpaia  j  Ultramar,  por 
Don  León.  Galifkdo  y  de  Vera  y  D.  Rafael  de  ta  Eeco9ura  y  Escoewra. 
—Tercera  edición,  anmentada  y  arreglada  al  Código  civil  vigente, 
por  D.  Baíael  4e  la  Eacosora  y  Eseoaara. 

Acaba  de  publioarse  el  onarto  y  último  tomo  de  la  notable  obra  del  señor 
Bsoosara,  de  que  nos  hemos  ocupado  en  los  anteriores  números-  de  esta  Re* 

VISTA. 

Comprende  el  (Comentario  de  los  arts.  282  al  416  de  la  ley   Hipotecaria, 
disposiciones  transitorias  y  arancel. 

Obra  esencialmente  pr&ctica,  sn  conocimiento  es  de  especial   interés,  no. 
sólo  para  los  Registradores  y  Notarios,  sino  también  para  los  Jaeces  y  Ma- 
gistrados, y  para  los  Abogados  en  general. 

Felicitamos  al  8r.  Bscosnra  por  lo  acertado  de  su  doctrina,   lo  completo 
de  sns  datos  y  reglas,  y  la  pronta  terminación  de  sn  obra. 

J.  MOKSLL. 

Registrador  de  la  propiedad. 


Bases  de  una  legislación  sebre  extraterritorialidad.7-Memoria  recom- 
pensada con  6.000  pesetas  por  el  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Madrid,  en  el  concurso  al  premio- Oortina  de  1896,  escrita  por  Don^ 
Mannel  TorreeCannpoB^  catedrático  de  la  Universidad  de  Granada  y 
miembro  del  Instituto  de  Derecho  internacional.— Madrid,  1896, 

A  sos  numerosas  obras  sobre  Derecho  internacional  ha  añadido  el  señor 
Torres- Campos  (D.  Mannel)  esta  interesante  Kemoria»  premiada  con  Justicia 
por  él  Colegio  de  Abogadas  de  Kadrid.  > 

Comiensa  por  una  iwtrodwsdánt  en  la  cual  se  estudia  el  concepto  de  lik 
extraterritorialidad  y  sus  relaciones  con  el  Derecho  internacional  privado,  y 
se  expone  el  contenido  y  el  plan  de  la  obra.  El  resto  puede  dividirse  en  doe 
partes,  según  el  mismo  autor  lo  advierte  en  una  nota  del  capitulo  IX:  en  la- 
primera  (capitulo  I  á  Vni)  se  pasa  revista  á  las  doctrinas  de  Derecho  inter- 
nacional privado,  expuestas  por  las  escuelas  y  aceptadas  por  las  legislaciones, 
francesa,  italiana,  argentina,  alemana,  belga  y  suiza,  k  las  tentativas  de 
uniñcación  realizadas  por  la  acción  individual,  por  la  acción  científica  y  por 
la  acción  diplomática,  y  á  los  proyectos  de  codificación  aprobados  en  la. 
América  española,  especialmente  el  notable  Tratado,  fruto  del  Congreso  de 
Montevideo,  de  1888  89. 

La  segunda  parte  (capitulo  IX  al  final)  est&  destinada  á  mostrar  el  criterio 
del  autor,  para  lo  cual  estudia  las  zelaeiones  entre  la  extraterritorialidad  y 
la  estadística,  los  principios  que  deben  informar  la  extraterritorialidad  da 
las  leyes  y  los  que  sirven  para  resolver  los  conflictos  interregionales.  Refirién  ^ 


/ 
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dose  pftiüoiilftrttexite  á  España,  menciona  el  Sr.  Torres  Campos  los  proyeotos 
de  Ferréto  y  Olivares  Bieo,  los  Congresos  jnridioos  de  Barcelona»  Lisboa  y 
Madrid,  el  Código  civil  de  1869  y  la  adhesión  de  España  á  los  tratados  de 
IConteivideo;  y  por  lo  90»  toca  ^  las  concnzrencías  interprovinciales,  el  Con- 
greso jorídíco  aragonóB  de  1880,  el  de  Madrid  de  1888,  varios  trabigos  sobra 
las  legislaciones  ferales  y  las  disposiciones  del  Código  civil  sobre  la  ma> 


Besnltado  de  toda  esta  laboriosa  exposición,  que  representa  un  trabajo 
oonfiieaKndo  y  supone  nna  erndioión  admirable,  son  las  bases  qne  el  autor 
propene  para  una  ley  española  de  extratjBrritorialidad  en  materia  civil  y  otra 
sobre  los  conflictos  entre  las  legislaciones  regionales. 

La  obra  del  Sr.  Torres-Campos  es,  como  se  puede  apreciar  por  este  bre* 
visimo  extracto,  muy  completa  en  cuanto  &  información;  quisa  no  tanto  en 
cnanto  al  raionamiento  del  criterio  propio  del  autor  y  en  cuanto  al  valor 
del  plan.  De  todos  modos,  resulta  digna  de  la  sólida  reputación  que  en  estas 
matarias  ba  logrado  conquistar  el  ilustrado  profesor  de  la  Universidad  de 
Granada. 

A.  Sbla. 


Eserito  presentado  por  nn  Letrado  del  Ilaatre  Colegio  de  Abogado*  de* 
Sevilla^  Dr.  A.  B.  G.,  impagnando  la  taflación  de  costas  hecha  por 
un  aetuario  en  juicio  ejecntivo.— Tip.  de  la  Revi9ta  de  Tribunales,, 
SevUla. 


Consiste  este  escrito  en  la  impugnación  de  varias  partidas  incluidas  en 
la  tasación  de  costas,  verificada  k  la  terminación  de  un  dispendioso  juicio 
ejecutivo,  por  la  parte  ejecutada.  Es  verdaderamente  de  lamentar  los  abusos- 
que  por  parte  de  ciertos  acreedores  se  "bometen  contra  el  infeliz  ejecutado 
que  tiene  la  desgracia  de  ser  demlmdado  en  un  juicio  ejecutivo,  porque  aun 
cuando  á  la  postre  logre  éste  justicia,  no  le  priva  de  baber  tenido  que  verifi- 
ear  una  impugnación  costosa,  cuyo  resultado  es  siempre  relativo,  ya  que  no 
le  excusa  de  tener  que  abonar  parte  de  unos  gastos  perfectamente  inútilea 
pftra  el  logro  de  loe  fines  de  la  ley  y  de  los  d^ecbos  del  acreedor. 

Bl  trabi^o  es  sumamente  recomendable,  escrito  con  vigorosa  lógica  y  pon- 
derosos rasonamientos,  y  su  lectura  ha  de  resultar  provechosa  k  los  que  ejer- 
con  la- honrosa  profesión  de  Abogado  ante  los  Tribunales,  por  los  múltiples 

atos  que  contiene  acerca  de  todos  los  detalles  que  pueden  relacionarse  con. 

i  tramitación  de  un  juicio  ejecutivo. 

YlCTOHinO  Santamabía. 
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Repertorio  gener»!  de  1«  Le^lslaeión  j  Tratados  sobre  propiedad 

industrial. 

La  Diroooión  IntemaoioiiAl  de  la  Propiedad  ladustrial  aeaba  de  pabliear, 
«n  len^a  francesa,  oon  la  oolaboraclón  de  jnrisooiuniltos  eseegidoe  en  loe 
paises  de  que  se  trata,  el  primer  volumen  de  esta  importante  obra.  13  Volu- 
men, de  600  páginas  en  8.*^,  impreso  en  excelente  papel,  comprende  la  legii- 
laásión  de  los  países  siguientes:  Alemania,  Áu9trta-ffungHa,   Bélgica,  Bulgaria, 

m 

Dinamarca^  EipañOf  Francia^  Gihraltarf  Oran  Bretaña^  Grecia  é  i»la9  de  la  Man- 
día,  A  las  leyes  de  cada  país  acompañan  noticias  y  notas  explicativas  qlle  in- 
dican sobre  todo  las  resoluciones  pr&cticas,  administrativas  ó  judiciales,  da- 
das á  las  cuestiones  suscitadas  sobre  las  materias. 

Estas  resoluciones  están  colocadas  en  el  orden  siguiente:  Patente»  de  in- 
vención. Dibujo»  y  modelo»  de/dbricay  Marca»  de  fábrica  y  comercio f  Nombre  comer- 
cial, Ooncnrreneia  de  mala  /«,  Indicacione»  falsa»  y  Uaurpación  de  recompensa» 
imdwtriaU»,  el  orden  alfabético,  ^n  una  palabra,  pues  no  hay  que  olvidar  que 
el  idioma  es  el  francés. 

La  obra  constará  de  tres  volúmenes  por  lo  menos,  y  será  el  «acle-meettm 
indispensable  de  todas  las  personas  que  de  propiedad  industrial  hayan  de 
ocuparse:  Abogados,  grandes  industriales,  Magistrados,  Profesores,  Agentes 
de  patentes,  etc.  Tiene  también  un  sitio  bien  se&alado  en  las  b^Uoteoas  ge- 
nerales y  técnicas. 

Cada  volumen  costará  15  francos  y  se  recibirá  franco  enviando  mandato 
jpostal,  ó  valor  equivalente,  á  la  Dirección  Internacional  de  la  Propiedad  índun- 
triol,  en  Berna.  En  Francia,  dirigirse  á  J.  Picón,  librero*editor,  Bue  Souf&ot, 
94,  París. 

e 
e  e 

La'*práctica  del  Código  cíyíI,  por  D.  Eoaristo  Jiménez  Gabarre,  Abo- 
gado del  Ilastre  Colegio  de  Madrid.  Tomo  I.— Madrid,  1896. 

Comprende  esta  obra  el  texto  del  O&digo,  la  legislación  civil  que  el  láis- 
mo  declara  subsistente  y  la  promulgada  referente  al  Código  hasta  81  d« 
Marzo  de  1806,  la  jurisprudencia  oivil,  hipotecaria  y  contencioso  administn^- 
uva  sobre  cada  uno  de  sus  artieulos,  y  multitud  de  notas  é  indioaoienes. — 
Freoio  del  tomo:  10  pesetas  en  Madrid. 

La  BiDAooióir. 


mMlN  DE  LOS  PRINCIPIOS  ESENCIALES  DEL  PR0CEDIHIENT9 
lie  afectan  i  la  admlDÍstracioD  de  jnsticia  en  lo  criiiDal.  (*> 


Señores: 

£1  honor  y  la  satisfacción  de  dirigiros  la  palabra  en  este 

momento,  cumpliendo  un  precepto  legal,  no  bastan,  con  ser 

tan  extraordinarios,  á  dominar  el  temor  qiie  embarga  mi  ánimo 

-^e  corresponder,  como  desearía,  á  las  justas  exigencias  de 

vuestra  ilustración  y  de  los  deberes  de  mi  cargo. 

Para  los  que  en  análogas  ocasiones  me  precedieron  en  este 
■delicado  empeño,  tarea  fácil  y  sencilla  fué  la  de  exponeros 
.programas  y  doctrinas,  ya  anunciando  y  explicando,  con  la 
brillantez  propia  de  sus  talentos,  propósitos  siempre  laudables 
49obre  mejoras  y  reformas  en  los  diverisos  ramos  de  la  Legifc^^la- 
ción  ó  de  la  Jurisprudencia,  ya  despertando,  con  su  reconocido 
^saber,  el  interés  de  todos  al  dilucidar  temas  y  cuestiones  de 
Derecho  ó  al  difundir  enseñanzas  aprendidas  en  la  difíciLmi- 
«ión  de  administrar  la  justicia. 

Para  mi  la  tarea  no  puede  ser  tan  fácil.  Carezco,  sin  afec- 
tación de  modestia,  de  aquellas  condiciones  de  que  ellos  dieron 
i^allarda  muestra;  y  por  otra  parte,  ni  puedo  anunciaros  pro- 
ramas  de  reformias,  que  de  mi  no  dependen,  ni  me  es  dado 


(•)     Discurso  leído  por  el  Excmo.  Sr.  D.  Santos  de  Isasa  y  Valseoa,  Presi 
mte  del  Tribunal  Supremo,  en  la  solemne  apertura  de  los  Tribunales,  cele 
ida  en  15  de  Septiembre  de  1896. 

TOMO  89  15 
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compensar  con  recuerdos  de  otras  funciones,  la  insuficiencia 
que  en  el  desempeño  de  las  que  me  son  propias  habrán  cier- 
tamente de  notarse. 

En  verdad,  no  me  es  lícito  presentar  otro  título  ni  ofrecer 
otro  mérito  á  vuestra  benévola  consideración  que  el  de  mi 
amor  á  la  justicia,  ni  entiendo  que  deba  procurar  otro  resul- 
tado, como  final  de  mis  aspiraciones,  que  el  de  acreditar  ahora 
y  siempre  que  ni  la  edad  ni  el  cansancio  de  una  vida  cons- 
tantemente consagrada  al  trabajo  han  entibiado  aquel  senti> 
miento,  que  á  vosotros  por  igual  anima,  y  que,  siendo  el  móvil 
único  de  vuestras  acciones,  compartís  conmigo  y  á  todos  nos 
obliga  á  desempeñar  bien  y  fielmente  la  elevadísima  y  á  vocea 
penosa  tarea  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios,  dando  á  cada 
cual  su  derecho  y  reparando  agravios  y  lesiones  que  por  trans- 
gresión de  la  ley  se  hubieren  cometido. 

Por  esto,  siguiendo  las  inspiraciones  de  mi  conciencia  y 
prestando  á  la  administración  de  justicia  en  lo  criminal  la  pre- 
ferente atención  que  merece,  me  propongo  examinar  aquellos 
principios  esenciales  de  procedimiento  que  más  pueden  afec- 
tarla, y  que,  ó  por  no  estar  bien  definidos,  ó  por  no  resultar  en 
armonía  con  otros  no  menos  esenciales^  reclaman  serio  y  de- 
tenido estudio,  eojno  preparación  de  su  referma,  en  loque  fuere 
necesario. 

A  un  fin  práctico  se  dirigen  las  leyes  que  determinan  las^ 
reglas  del  procedimiento:  á  que  la  justicia  se  administre  pronta 
y  cumplidamente;  y  todo  lo  que  acuse  insuficiencia  ó  inefica- 
cia en  su  realización  exige  de  nosotros  atento  examen  para 
procurar  el  oportuno  remedio,  ya  por  nuestra  propia  gestión^ 
8Í  fuese  posible,  ya  impetrando  la  deliberación  de  los  poderes 
públicos  para  la  corrección  y  enmienda  convenientes. 

Cada  Edad  ha  tenido  sus  ideas  y  formas  propias  y  sus  exi- 
gencias naturales  en  orden  á  la  justicia.  Cuando  ésta,  como 
toda  manifestación  del  poder,  se  fundó  exclusivamente  en  la 
autoridad,  sus  deliberaciones  se  confundieron  con  ella.  Lejr 
era  lo  que  á  la  suma  autoridad  placía;  y  justicia  lo  que  decre- 
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taban  loe  encargados  de  su  misión.  AI  poder  patrimonial  co^ 
rrespondió  la  expresión  de  no  ser  otra  cosa  la  justicia  que  una 
parte  del  señorío,  disputado  por  muchos,  repartido  entre  los 
poderosos,  ejercido  en  realidad  y  en  mayor  ó  menor  parte  por 
los  que  se  llamaban  y  eran  potestades  de  la  tierra,  aunque 
conservando  siempre,  entre  nosotros,  cierto  principio  de  uni- 
dad, dentro  del  señorial*,  que  declaraba  y  estatuía  ser  la  justi- 
cia uno  de  los  atributos  propios  del  señorío  del  Rey. 

El  renacimiento  de  los  principios  é  ideas  que  informaron 
el  derecho  romano;  y  mejor  quizá,  .su  estudio  profundo  en  Eb- 
cuelas  y  universidades — porque  totalmente  no  había  deeapa* 
recido  nunca  de  la  legislación, — diéronle  natural  desarrollo  y 
vigorosa  aplicación  á  todos  los  órdenes  de  la  vida  política,  ju- 
rídica y  social,  conservando  su  esencial  fundamento  autorita- 
rio, aunque  templado  y  modificado  por  las  ideas  cristianas  y 
las  costumbres,  traducidas  ea  leyes,  muchas  veces,  de  las  razas 
que  dominaron  nuestro  territorio.  Aquella  influencia  contra- 
puesta á  los  principios  ÚA  derecho  romano,  predominantes  un 
tiempo  en  lo  político,  dio  á  la  autoridad  otros  fundamentos 
conforme  con  la  razón,  y  á  la  justicia  apoyos  más  firmes  y  do- 
nes más  preciados  que  el  de  la  mera  manifestación  del  poder 
público.  La  igualdad  ante  la  ley  adelantó  prodigiosamente  en 
su  camino,  y  con  la  progresiva  aproximación  de  clases  y  con- 
diciones sociales  se  constituyó  nueva  orgieinízación,  haciendo 
más  humanos  y  más  compatibles  con  la  equidad  los  proce- 
dimientos y  las  manifestaciones  todas  de  la  justicia. 

En  nuestros  tiempos,  á  partir  de  la  trascendental  reforma 
de  la  Constitución  política  de  1812,  las  bases  fundamentales  de 
la  organización  judicial  y  de  sus  funciones  han  estribado  siem- 
pre en  estas  principios:  independencia  de  la  administracióa 
ie  justicia;  responsabilidad  personal  de  los  Jueces  y  Magistra- 
ios;  publicidad  de  los  actos  y  juicios  de  los  Tribunales.  No 
ntra  en  mis  propósitos  narrar  ni  indicar  siquiera  las  alterna- 
ivas  de  marcha  y  de  retroceso  que  la  reforma  constitucional 
ifriera,  si  bien  place  consignar  que,  aun  en  épocas  de  ardien- 
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te  lucha  y  de  gravísima  contienda,  en  orden  á  los  principiosjF 
formas  de  gobierno,  se  advirtió  siempre  constante  tendencia  á 
mejorar  todo  lo  concerniente  á  la  administración  de  la  justi- 
cia, aceptando  y  consolidando  lentamente  los  progresos  iniciar 
dos  por  la  ciencia,  con  gran  predominio  sobre  el  influjo  de  las 
pasiones  políticas.  A  mi  propósito  basta,  después  de  eptas  bre- 
vísimas indicaciones,  consignar  el  estado  actual  jurídico,  asi 
en  sus  bases  constitucionales  como  en  la  ley  de  procedí  mien* 
tos,  por  lo  que  á  los  procesos  y  juicios  criminales  se  refiere. 

El  sistema  vigente  del  enjuiciamiento  criminal  constituya 
un  verdadero  progreso  en  la  historia  de  nuestras  leyes  proce- 
fl^es,  distinguiéndose  y  sobresaliendo  la  actual  por  su  mérito 
aun  entre  las  demás  del  propio  orden  en  tiempos  inmediatos 
publieadas.  Si  después  de  atento  examen  de  algunos  de  sus 
puntos  capitales  se  notaren  deficiencias  ó  contradicciones  y  se 
reconociera  la  necesidad  y  conveniencia  de  su  reforma,  no  por 
esto  seria  justo  dejar  de  tributar  á  sus  principios  y  manera  de 
desarrollarlos  el  justo  aplauso  que  merecen  y  que  de  común 
consentimiento  se  le  tributa  por  cuantos  la  estudian  y  aplican 
en  nuestros  Tribunales. 

No  puede  causar  extrañeza,  por  otra  parte,  que  se  noten 
deficiencias  é  imperfecciones.  Lo  extraño  y  sorprendente  ha- 
bría sido  que  el  establecimiento  de  un  nuevo  sistema  de  en- 
juiciar hubiera  resultado,  de  primeras,  sin  defecto  ni  inco- 
rrección alguna,  perfectamente  armónico  en  sus  preceptos  y 
congruente  y  ajustado  siempre  á  los  demás  que  completan  el 
organismo  jurídico.  Lo  propio  había  de  suceder  con  la  que  po- 
dría llamarse  ley  complementaria  del  sistema,  que  estableció 
el  juicio  por  Jurados  en  lo  criminal.  Por  esto  á  nadie  pudo 
parecer  extemporáneo  ni  infundado  el  propósito  de  reforma  de 
esas  mismas  leyes  oficialmente  declarado,  pocos  años  después 
de  su  publicación,  cuando  se  dispuso  (1)  que  las  Audiencias 
territoriales  informasen  con  la  brevedad  posible  las  alteracio- 

(1)     Real  orden  de  2B  de  Marzo  de  1893. 
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nes  ó  modificacioneB  qne  estimasen  oportunas  en  las  leyes  de 
SnjQiciKmiento  civil  y  de  Enjuiciamiento  criminal,  conside- 
rando, al  efecto,  como  parte  integrante  de  este  ultimo  la  que 
establece  el  juicio  por  Jurados. 

Esti,  pues,  abierto  el  periodo  de  la  reforma— dígase,  en  su 
elogio — por  los  iniciadores  miamos  de  ]a«  leyes  de  cuya  alte- 
ración  ó  modificación  se  trata. 

Excedería  los  límites  propios  de  este  discurso  exponer  las 
que  en  todas  las  citadas  leyes  de  Enjuiciamiento  se  considera- 
sen oportunas  y  convenientes.  Prescindiré,  pues,  de  lo  que  al 
Enjuiciamiento  civil  se  refiere,  no  sin  dejar  declarada  la  ne- 
cesidad apremiante  de  su  reforma,  cuyo  trabajo  estáiiniciado 
y  es  de  esperar  que  se  lleve  pronto  á  feliz  término.  Tampoco 
he  de  referirme  en  nada  sustancial  á  la  del  juicio  por  Jurados, 
aunque  alguna  comparación  y  demostración  habré  de  hacer 
respecto  á  determinados  puntos  comunes  á  los  juicios  por  Tri- 
bunales de  derecho  y  por  Jurados.  Mi  propósito,  en  este  mo- 
mento, se  reduce  á  examinar  el  Enjuiciamiento  criminal  y  los 
juicios  por  Magistrados,  en  sus  puntos  cardinales,  ya  conside- 
radoB  en  sí,  ya  en  relación  con  la  Ley  fundamental  del  Estado. 
Importa  averiguar  y  declarar  si  los  principios  que  ella  consig- 
na están  fielmente  desarrollados  y  rigurosamente  cumplidos 
en  la  del. Enjuiciamiento  criminal. 

La  Constitución  de  la  Monarquía  dispone  que  los  juicios, 
en  materia  criminal,  sean  públicos;  y  en  medio  de  una  pu- 
blicidad,  á  primera  vista,  deslumbradora,  quizá  queda  en  el 
secreto  del  archivo  gran  número  de  resoluciones,  que  al  inte- 
rés público  afectan  lo  mismo  ó  más,  á  veces^que  las  del  juicio 
estrictamente  dicho;  ó  permanecen  reservados  en  la  concien- 
cia de  los  juzgadores  los  fundamentos  de  su  criterio,  resultan- 
^  éste  en  lo  más  sustancial,  sin  las  condiciones  de  publicidad 
ae  le  son  inherentes.  Precepto  constitucional  es  también» 
dase  de  todos  los  demás,  en  este  orden;  que  á  los  Tribunales 
pertenece  exclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en 
^  juicios;  y  esta  potestad  depende,  sin  embargo,  del  ejercí* 


280  BEVI8TA  DB  USGIBLACIÓH 

CÍO  de  una  función  que  á  bu  vez  depende  de  otra  potestad,  qn(» 
uo  es  ni  puede  ser  la  de  los  Tribunales.  Lob  Mctgistrados  7 
Juecesi  en  fin,  son  responsables  personalmente  de  suei  resolu- 
ciones y  de  toda  infracción  de  ley  que  pudieran  cometer;  y  por 
combinaciones  de  sistema  y  ampliaciones  de  todo  punto  inad- 
misibles se  pretende  acaso  que  los  Magistrados  en  sus  resolu- 
ciones definitivas  de  los  juicios  criminales  sean  absoluta- 
mente irresponsables,  debiendo  quedar  reservada  al  remordi- 
miento de  su  conciencia  toda  corrección  de  su  injusticia,  si  la 
cometieren. 

Por  esta  mera  enunciación  se  comprenderá  la  necesidad  de 
esclarecer  puntos  y  cuestiones  tan  interesantes,  mirando  por  el 
más  provechoso  resultado  de  la  justicia,  que  no  puede  ser  otro 
que  el  del  mantenimiento  del  derecho. 

Penetrando  ya  en  el  fondo  de  estas  cuestiones,  entiendo  y 
he  entendido  siempre  que  debe  hacerse  estudio  especial  de 
loe  procesos  que  terminan  por  sobreseimiento,  cuyo  número 
indudablemente  llama  la  atención  de  todos  y  cuya  explicación 
está  exigida  hace  tiempo  por  la  pública  opinión.  ¿Es  que  se 
comprenden  en  ellos  casos  más  propíos  del  orden  de  la  policía 
que  del  orden  judicial?  Dudoso  será  esto;  y  casi  me  atrevería 
á  decir  que  imposible;  porque  en  esos  procesos  han  debido  de 
comprenderse  siempre  hechos  calificados  de  delito  por  el  Có- 
digo penal,  aunque  luego  resulte  no  serlo;  y  el  conocimiento 
de  tales  hechos, /verdaderos  ó  con  apariencia  de  verdad  en  un 
principio,  no  puede  sustraerse  de  la  jurisdicción  de  los  Trib^- 
'  nales,  á  no  caer  eh  más  grave  vicio  ó  en  intolerable  confusión 
de  poderes.  ¿Es  que  respecto  á  los  llamados  provisionales,  el 
mal  resultado  depende  de  la  falta  de  nfedioa  de  afreriguación 
y  de  personal  idóneo  y  suficiente  para  conseguirla?  Podrá  ser; 
pero  Con  llamar  una  y  otra  vez  la  atención  sobre  tales  deficien- 
cias, no  habremos  hecho,  por  nuestra  parte,  más  que  cumplir 
un  deber. 

Lo  que  sí  puedo  asegurar,  y  me  apresuro  á  declarar  solem- 
nemente, es  que  nadie  duda — debo  creerlo  así,  por  razones  que 
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'expondré,— de  la  justicia  de  esas  reeoluciones;  y  mis  rasónos 
^mú  qué  na.  he  oido  ni  han  llegado  á  mí  quejas  sobre  el  par- 
tiCuiHr;  y  si  alguna  he  recibido,  atendiéndola,  como  era  de  mi 
-deber,  he  reclamado  el  proceso  y  he  podido  confirmar,  de 
aoúerdo  con  el  de  otros  máa  ilustrados,  mi  parecer  sobre  la 
Justicia  de  la  resolución  en  tal  caso  determinado. 

Pero  no  basta  que  se  crea  así  y  que  se  proclame  tal  creen* 
'cia^.  Es  necesario  aoreditar  la  verdad,  y  someterla  además,  por 
la  publicidad,  al  examen  y  á  la  crítica  de  todos»  ¿De  qué 
modo? — Adelantaría  algo  mi  opinión,  si  aquí  la  expresase^  Es 
la  última  garantía  que  se  debe  procurar;  y  antea  de  hablar  de 
-ella,  el  buen  orden  exige  que  se  examine,  bajo  todos  sus  as- 
pectos, el  resultado  que  la  administración  de  la  justicia  ofrece 
^n  esta  clase  de  asuntos. 

Mó  hablaré  de  números.  En  lugar  oportuno  podrá  verse  el 
Tcsultado  que  la  Estadística  ofrece.  Tampoco  de  clasificacio- 
nes, sin  embargo  que  éstas  llaman  la  atención  más  todavía 
-que  el  número; 'porque  se  hace  difícil  creer  en  la  exactitud  del 
que  arrojan  los  procesos  sobreseídos  por  no  haber  existido  indi  - 
<;ios  racionales  de  la  perpetración  del  hecho  que  dio  motivo  á  la 
formación  de  la  causa,  sobre  todo  si  se  toma'  en  cuenta  el  nú- 
mero de  ciudadanos  procesados  en  esos  sumarios  instruidos  ¿o- 
fore  hechos  que  no  resultaron  ser  tales  hechos;  ni  deja  de  lia- 
mar  la  atención  el  de  los  sobreseimientos  comprendidos  en  el 
caso  de  no  ser  delito  el  hecho  que  motivó  el  proceso,  mirando 
principalmente,  al  muy  considerable  de  procesados  en  tales 
causas,  y  no  menos  ciertamente,  á  pesar  de  ser  menor  el  nú^ 
meto,  el  de  los  que  terminaron  de  tal  modo,  por  aparecer  exen- 
tos de  responsabilidad  criminal  los  procesado^,  da^o  que  to- 
ados estos  casos  dé  exención  de  i*espon6abilidad  son  excepcio; 
nales,  y  fuera  de  algunos  muy  contados,  los  demás  parece  que 
tclamtm  la  solemnidad  y  las  pruebas  del  juicio  público. 

I7p  es  el  número  ni  son  las  clasificaciones  las  que  en  este 

loáiento  requieren  mi  atención.  Pretendo  fijarla,  reclamando 

la  ven  la  vuestra,  más  ilustrada,  sobre  un  punto  de  cierta  ga- 
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neralidad,  relacionado  intimamente  con  esta  materia  de. lor 
sobreseimientos,  que,  á  mi  juicio,  reclama  seria  meditación^ 

¿Caben,  dentro  de  los  términos  de  un  sobreseimiento,  las 
resoluciones  todas  que  en  hechos  prpcesables  exige  ó  debe  exi- 
gir la  justicia?  Resuelto  que  no  ha  lugar  á  seguir  un  juicio- 
pata  obtener  declaración  alguna  sobre  responsabilidad  crimi- 
nal, ¿quedan  satisfactoriamente  terminadas  las  eoeetiones  que 
á  la  responsabilidad  civil  pueden  afectar?  ¿Deben  ser  objeto- 
esas  cuestiones  del  preceso  criminal^  ó  han  de  remitirse-^y  de 
qué  modo — á  un  juicio  civil? 

Esto  importa  averiguar;  y  para  conseguirlo  me  propongo 
hacer  algunas  indicaciones  sobre  nuestro  actual  estado  de  de- 
recho, no  con  ánimo  de  dar  una  solución  dootrinalvsino  con  el 
de  despertar  la  atención  hacia  él,  á  fin  de  que  optnionea  más 
ilustradas  puedan  esclarecerlo  y  proponer  concej^os  y  fórmu- 
las que  satisfagan  ésta  que  considero  verdadera  neoesidad  de 
la  justicia. 

En  la  divisoria  del  derecho  sustantivo  qívíI  y  penal^  se 
confunden  á  veces  puntos  de  la  línea  que,  ya  paxecen  pertene- 
cientes al  lado  del  derecho  civil^  ya  al  del  derecho  penal;  y,. 
por  consecuencia,  propios  los  unos  de  la  acción  y  del  procedi- 
miento civil  y  los  otros  del  proceso  criminal. 

Se  distinguen  bien,  aparte  de  otras  obligaciones  civiles,  las 
que  nacen  del  contrato  y  las  acciones  para  exigir  su  cumpli- 
miento, de  las  obligaciones  que  nacen  de  delito  y  las  acciones 
por  cuyo  ejercicio  se  puede  obtener  su  reparación. 

Pero  sabido  es  que  hay  hechos  ó  actos  que  no  son  contrato» 
aunque  se  asemejan  á  ellos,  y  ha  sido  necesario  llamarloi|  cuasi- 
contratos; y  otros,  que  no  son  delitos,  aunque  tienen  parecido- 
de  tales,  y  fué  preciso  llamarlos  cuasi-delitos,  denominación 
no  admitida  ya  en  nuestro  antiguo  derecho,  ni  en  el  vigente,, 
por  su  deficencia  é  impropiedad:  y  en  estos  hechos,  de  natura- 
leza propia  difícil  de  distinguir,  definidos  y  clasificados,  al  fin,, 
por  su  naturaleza,  semejantes  á  los  qiae  como  tipo  ofrece  el  de- 
recho^ la  distinción  de  las  acciones  y  del  procedimiento  tro^ 
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piexa  con  análogas  dificultades  y  posible  confusión.  £n  reso- 
lución de  ellas,  para  los  cuasi-contratos  se  ha  seguido  la  regla 
de  los  contratos,  en  cuanto  á  sus  acciones  y  procedimientos;  y 
por  lo  tocante  á  los  hechos  ú  omisiones  antes  llamados  cuasi- 
delitos, se  ha  introducido  una  distinción  algo  sutil,  derivada 
de  la  que  se  hace  de  la  culpa  ó  negligencia,  cayendo  del  lado 
de  lo  civil  las  acciones  ú  omisiones  causantes  de  daño,  no  pu- 
nibles,  y  del  lado  de  lo  criminal  las  acciones  ú  omisiones  cau- 
santes de  lesión  ó  daño,  declaradas  punibles  y  sancionadas  con 
pena  en  el  Código.  Mas  esta  distinción  que  con  sencillez  se  ex- 
pone y  se  explica  doctrinalmente,  no  aparece  ya  tan  clara  ea 
el  derecho  positivo. 

El  Código  civil  prescribe,  en  efecto,  que  el  que  por  acción 
ú  omisión  causa  daño  á  otro,  interviniendo  culpa  ó  negligen- 
eia,  está  obligado  á  reparar  el  daño  causado;  y  á  la  vez  el  Có- 
digo petial  castiga  al  que  por  imprudencia  temeraria  ejecutase 
un  hecho  que,  si  mediare  malicia,  constituirla  delito;  y  al  que 
con  infracción  de  los  Reglamentos  cometiere  el  delito  —acción 
ú  omisión,  que  de  existir  malicia  constituiría  delito,  parece 
que  se  quiso  decir^ — por  simple  imprudencia  ó  negligencia.  No- 
trato  de  comentar  ahora  las  indicadas  definiciones  del  Código- 
penal,  muy  necesitada  por  cierto  de  aclaración.  Comparo  sola- 
mente  la  del  Código  civil  y  la  del  Código  penal,  en  este  punto 
de  la  culpa  ó  negligencia,  como  origen  de  obligación  ó  de  res- 
ponsabilidad, y  por  consiguiente  de  acción  y  de  procedi- 
miento. 

'Si,  por  un  lado,  produce  obligación  civil  el  daño  causada 
por  culpa  ó  negligencia;  y  por  otro  es  causa  de  responsabili- 
dad criminal  y  de  la  civil  consiguiente  la  lesión  ó  el  daño  cau- 
do  por  simple  imprudencia  ó  negligencia,  ¿dónde  está  ó  en  qnó 
[msiste  la  distinción  que  entre  una  y  otra  clase  de  obligacio- 
es  debe  existir?  Condiciones  necesarias  y  concurrentes  en 
mbas  son  el  daño  y  la  culpa.  Uno  y  otra,  ¿qué  son  y  cómo  se 
afinen?  No  resulta  clara  la  distinción,  ni  se  ha  dado  su  defi- 
'ción  en  las  leyes  vigentes. 
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Las  Partidas  (1)  definían  el  daño  diciendo  que  ees  empeo- 
ramiento, o  menoscabo,  o. destruy miento,  que  orne  rescibe  en 
si  mesmo,  o  en  bus  cosas»  por  culpa  de  otro.»— Los  actos  ú omi- 
siones de  sanción  civil  y  de  sanción  penal  van  confundidos  en 
esa  definición.  Los  Código  vigentes,  poco  inclinados  á  defini- 
ciones, no  dan  la  del  daño.  El  civil  lo  supone  definido  por  la 
doctrina  y  establece  la  obligación  de  repararlo  cuando  se  ha 
ocasionado  por  culpa  ó  negligencia;  el  penal  tampoco  lo  defi- 
ne; pero  comprende  y  castiga  entre  los  delitos  contra  las  per 
senas — «el  destruymiento  ó  menoscabo»,— muerte  ó  lesiones, 
y  entre  los  delitos  contra  la  propiedad  loe  que  en  la  ajena  te 
causaren,  comprendiendo  sin  duda  en  esa  propiedad  toda  cla- 
se de  bienes.  Podría  parecer,  según  esto,  que  se  disthiguian  ju- 
rídicamente los  daños  á  las  personas  de  los  daños  en  las  cosas; 
pero  esta  distinción,  que  por  otro  motivo  y  con  referencia  al 
concepto  del  daño  se  hace,  para  nada  influyen  en  la  de  la  res- 
ponsabilidad civil  ó  criminal,  que  permanecen  confundidas  en 
una  y  otra  clase  de  daños.  En  cuanto  á  la  otra  condición  nota- 
da, la  referente  á  la  causa  de  la  obligación  ó  de  la  responsabi- 
lidad, una  y  otra  ley  hablan  indistintamente  de  la  culpa  ó  neg- 
ligencia que  producen  ó  pueden  producir  obligaciones  de  una 
ó  de  otra  índole;  cualquiera  culpa  ó  negligencia,  según  el  ^x- 
to  civil;  simple  imprudencia  ó  negligencia,  según  el  penal; 
términos,  como  se  advierte,  de  igual  sentido  literal  y  jurídico. 
Necesaria  es  la  distinción,  que  sólo  por  una  reforma  podrá  ha* 
cerse;  ó  entre  tanto  por  resultado  de  la  jurisprudencia:  distin- 
ción que  separe  el  concepto  de  las  acciones  ú  omisiones,  cau- 
sadas por  imprudencia,  que  den  lugar  á  responsabilidad  crimi- 
nal y  á  la  civil  consiguiente,  de  aquellas  otras,  de  simple 
negligencia,  que  aun  no  produciendo  responsabilidad  crimi- 
nal, puedan  producir,  sin  embargo,  obligación  civil,  de  repa- 
ración ó  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

Pero  ¿qué  ocurre,  entre  tanto,  en  el  procedimiento,  que  es 

U)     Ley  !.•,  tít.  15,  Part.  T* 
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de  lo  que  especialmente  queremos  tratar?  Si  en  el  derecho  sus- 
tantivo no  hay  toda  la  apetecida  claridad,  desde  luego  puede 
adivinarse  que  en  el  procesal  no  ha  sido  fácil  establecerla. 

Cuando  el  proceso  llega  á  juicio,  todo  lo  concerniente  á  res- 
ponsabilidad civil  tiene  solución:  guando  acaba  por  sobresei- 
miento, no  dejan  de  ser  notables  las  deficiencias. 

Abierto  el  juicio,  en  ciertos  casos  de  exención  de  responsa- 
bilidad criminal  se  delibera  y  se  juzga,  según  el  derecho  cons- 
tituido, de  la  responsabilidad  civil  del  procesado  mismo;  y  en 
muchos  más  que  los  de  exención  de  responsabilidad  criminal, 
de  la  responsabilidad  civil,  directa  ó  subsidiaria,  de  terceros. 
A  veces,  también,  cuando  el  juicio  propiamente  criminal  ter- 
mina por  la  conformidad  de  loe  procesados,  con  la  acusación, 
^n  lo  relativo  á  la  pena;  ó  por  la  confesión  de  su  responsabili- 
dad criminal,  no  extensiva  á  la  civil,  sigue  también  el  juicio 
para  la  depuración  y  declaración  de  ésta. 

El  rigor  sistemático  on  el  deslinde  de  obligaciones  y  res- 
ponsabilidades y  de  jurisdicciones  competentes  para  determi- 
narlas, parece  que  hubiera  podido  exigir  é  imponer  la  termi- 
nación de  la  jurisdicción  criminal  allí  donde  .hubiera  termi- 
nado el  juicio  declarativo  de  responsabilidad  punible,  remi- 
tiendo á  la  jurisdicción,  civil  lo  que  fuere  técnicamente  propio 
de  ésta,  para  no  privar  á  los  interesados  de  su  derecho  sobre 
acciones,  pruebas,  deliberaciones  y  recursos  tan  diferentes  en 
una  y  otra  jurisdicción;  pero  razones  de  indiscutible  notorie- 
dad indujeron  á  conservar  la  unidad  del  juicio  y  á  autorizar 
cierta  manera  de  prórroga  jurisdiccional  para  decidir  de  las 
obligaciones  y  responsabilidades  civiles,. nacidas  de  hechos  pu- 
nibles, aun  no  siendo  inherentes  ni  subsiguientes  á  la  respon- 
sabilidad criminal,  que  no  existió  ó  fué  definitivamente  resuel- 
ta con  independencia  de  la  civil,  en  los  casos  indicados. 
No  asi  en  los  sobreseimientos.  Según  el  derecho  consti- 
do,  en  todos  los  casos  en  que  se  dicta  un  sobreseimiento, 
r  no  existir  el  hecho,  por  no  constituir  delito  ó  por  estar 
mtos  de  rec^nsabilidad  sus  autores,  el  proceso,  las  inves- 
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tigacíoneB,  la  juBticia,  terminan  con  el  auto  de  eu  declaración» 
Puede  existir,  fiin  embargo,  daño  ó  ledón  causados  por  culpa 
ó  negligencia;  y  tenudo  es — aún  no  vigentefi,  las  definicionee 
y  los  aforismos  de  las  Partidas  serán  siempre  dignos  de  citar- 
se— ctenudo  es  de  fazer  emienda;  el  que  lo  causó,  como  quier 
que  él  non  fizoá  sabiendas  el  daño  al  otro;  pero  acaesció  por 
su  culpa»  (1).  Hubiérase  abierto  el  juicio,  y  aun  en  ciertos  ca- 
sos de  irresponsabilidad  criminal  se  habría  deliberado  sobre 
la  responsabilidad  civil.  Luego  el  juzgar  y  resolver  sobre  tan 
interesantes  extremos,  no  depende  de  la  índole  del  hecho  ó  de 
la  condición  del  procesado,  sino  de  que  se  abra  ó  no  el  juicio. 
De  aquí  la  importancia  y  trascendencia,  bajo  este  solo  aspecto 
de  las  responsabilidades  civiles,  de  los  autos  de  sobreseimiento. 

La  justicia  no  puede  quedar  satisfecha,  por  bien  que  se  ex> 
pilquen,  si  pudieran  explicarse  bien,  esas  distinciones  sutiles, 
mientra»  el  perjudicado  no  obtenga  la  debida  indemnización; 
ni  la  conciencia  recta  é  ilustrada  puede  estimar  como  estado 
admisible  de  buen  orden  social,  ni  de  cumplida  administra- 
ción djB  justicia  el  que  tales  deficiencias  acusa  y  en  tal  desam- 
paro deja  los  derechos  lastimados.  Aun  en  los  casos,  comun- 
mente llamados  desgracias,  justo  es  que  las  soporte  quien  por 
su  acción  ú  omisión  causó  el  daño,  y  no  quien  fué  víctima  de- 
él,  sin  imprudencia  alguna  de  su  parte.  La  remisión,  en  tales, 
supuestos,  del  perjudicado  á  usar  del  derecho  de  que  se  creye- 
re asistido  en  un  juicio  civil,  por  sarcasmo,  antes  que  por  rec- 
ta solución,  habrán  de  tenerlo  todos  los  que  no  estén  decoro- 
vistos  del  sentimiento  de  la  justicia. 

La  familia,  arruinada  por  la  muerte  ó  inutilización  para*el 
trabajo  del  que  tal  vez  fué  víctima  de  uno  de  esos  hechos,  lla- 
mados casuales,  no  ocasionados  por  su  imprudencia  ni  por 
caso  fortuito,  sino  por  culpa  ó  negligencia  de  otro,  clamará  pi- 
diendo reparación;  y  no  estimará  que  lo  sea  la  especie  de  cor 
dena  que  se  le  imponga,  agravándole  el  daño  sufrido,  de  pe 
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dir  6Q  un  pleito  la  indemaización  que  se  le  deba.  Sin  tantos 
alardea  de  progreso,  sin  tanta  distinción  sutil,  mejor  justicia, 
era  la  del  antiguo  derecho  con  su  confusión  de  conceptos  y  de 
jurisdicción  en  lo  civil  y  lo  penal.  El  precepto  era  claro  y  los 
Jueces  no  podían,  abierta  ni  disimuladamente,  excusarse  de 
a^plicarlo.  £n  nuestro  actual  estado,  ya  se  ha  visto,  el  sistema 
y  la  división  de  jurisdicciones  parecen  perfectos,  pero  por 
entre  los  resquicios  en  los  puntos  de  unión  de  lo  civil  y  de  lo 
penal,  la  indolencia,  la  ignorancia  ó  la  malicia  pueden  encon- 
trar evasivas  y  burlas  contra  la  justicia,  y  ésta  quedar  sin  rea- 
lidad en  medio  de  tan  sistemáticas  ordenaciones  de  actos  y 
conceptos  jurídicos. 

Hay,  pues,  graves  deficiencias  que  suplir  y  subsanar.  Por  lo 
que  al  derecho  constituido  toca,  sólo  me  es  lícito  reclamar  la 
más  viva  atención  hacia  esos  hechos,  á  fin  de  que,  siendo  posi- 
ble, no  queden  oscurecidas  y  como  sepultadas,  sustrayéndolas 
del  juicio,  eeas  responsabilidades,  que  pidiendo  la  apertura  del 
mismo,  cuando  proceda,  podrán  ser  objeto  de  la  deliberación  y 
resolución  que  en  justicia  merezcan.  En  cuanto  al  derecho  cons- 
tituyente, ya  por  lo  expuesto  puede  conocerse  la  opinión  que 
me  parece  más  acertada.  Siempre  que  haya  lugar  á  la  forma- 
ción de  un  proceso  por  actos  ú  omisiones  que  revistan  caracte- 
res de  delito,  debería  mantenerse  la  unidad  del  asunto  hasta 
depurar  tqdas  las  responsabilidades  derivadas  de  aquel  hecho. 
Si  no  hubiere  lugar  á  exigir  la  responsabilidad  criminal,  pero 
existiere,  coEpo  puede  existir,  en  tales  casos,  lesión  ó  daño  in- 
demnizables, .la  justicia  no  debería  dar. por  terminada  su  mi- 
sión hasta  dejar  resuelto  lo  que  sobre  la  responsabilidad  proce- 
diere. Y  en  fin,  dado  que  sólo  se  creyere  haber  lugar  á  pedir  por 
acción  civil  la  satisfacción  del  daño  ó  del  perjuicio  causados  por 
'*"lpa  ó  negligencia,  en  ísuntos  en  que  hubiere  intervenido  la 
risdicción  criminal,  terminados  por  sobreseimiento  ó  por  ab- 
lución, con  reserva  de  la  acción  civil,  el  Ministerio  fiscal  de  - 
^íaser  encargado  de  mantenerla,  cuando  el  perjudicado,  por 
estado  de  pobreza,  no  pudiera  hacerlo;  porque  causa  pública 
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es,  muy  propia  de  los  deberes  de  aquel  Ministerio,  amparar  al 
desvalido  en  las  reclamaciones  que  con  justicia  pudiera  mante- 
ner, en  solicitud  de  reparación  ó  resarcimiento  de  daños  ó  per- 
juicios, que  no  por  caso  fortuito  ni  por  su  propia  imprudencia» 
sino  por  culpa  ó  negligencia  de  otro,  hubiere  podido  sufrir. 

En  conclusión:  la  justicia  reclama  que  las  vigentes  reglgs  y 
disposiciones  relativas  á  sobreseimientos  se  completen  con  I&b 
que  fueren  necesarias  para  satisfacer  estas  dos  condiciones :  la 
publicidad  de  la  resolución  y  la  reparación  é  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  el  hecho  que  motivó  el 
proceso.  • 

La  vista  no  pública  que  se  celebra  antes  de  dictar  aquellas 
resoluciones,  debe  completarse  con  la  publicación,  por  esta* 
dos  expresivos  ó  relaciones  circunstanciadas, ^de  1(^  autos  que 
pongan  término  á  las  diligencias;  y  la  indemnización  de  res- 
ponsa'bilidades  civiles  debería  ser  decretada  en  el  mismo  pro- 
cedimiento criminal,  abriendo  el  juicio,  si  el  hecho  que  lo 
motivó  causó  daño  ó  lesión  indemnizables,  salva  el  derecho  del 
particular  perjudicado  de  reclamar  por  acción  civil  la  repara- 
ción ó  indemnización  de  que  se  estimase  acreedor,  y  encomen- 
dando al  Ministerio  fiscal  el  ejercicio  dé  dicha  acción  pof  loer 
que  careciesen  de  medios  para  ejercerla,  siempre  que  1»  omi- 
sión ó  negligencia  que  ocasionó  el  daño  ó  perjuicio  produjesen 
obligación  civil  de  repararlo  ó  indemnizarlo  conforme  á  las  le- 
yes. Con  estas  adiciones  ó  reformas  y  el  recto  proceder,  nunca 
discutido,  de  nuestros  Tribunales,  quedaría  satisfecha  la  justi- 
cia en  materia  que  tanto  afecta  al  interés  y  al  derecho  de  los 
ciudadanos. 

Otra  deficiencia  más  importante  quizá  reclama  también 
nuestra  atención.  ^ 

iSntre  las  innovaciones  no  aprobadas  en  absoluto  por  el  sen- 
tido jurídico  ni  acreditadas  por  la  experiencia,  se  notó,  desde 
el  momento  de  sus  primeros  ensayos,  la  de  los  términos  un 
tanto  exagerados  del  planteamiento  del  sistema  acusatorio  en 
los  juicios  criminales. 
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No  cabe  duda  Isobre  las  ventajas  del  sistema,  en  si  mismo 
considerado,  ni  se  discuten  sus  excelencias  irreprochables,  si 
en  sus  limites  propios  se  contiene,  para  la  depuración  de  la  ver- 
dad en  aquella  clase  de  juicios.  De  lo  que  se  duda  es  de  si  su 
extensión  y  sus  limites  son  los  propios  de  sus  funciones,  y  de 
si  su  organización  y  facultades  están  bien  concordadas  con 
otros  preceptos,  de  no  menor  excelencia,  que  no  pueden  olvi- 
darse ni  menospreciarse  si  la  administración  de  la  justicia  ha 
de  conservar  sus  naturales  fueros  y  prerrogativas.  El  derecho 
de  acusar  es  un  principio  y  el  poder  de  juzgar  otro  bien  distin- 
to. Gon  no  perturbar  ni  quebrantar  esta  distinción  se  podrán 
mantener  ambos  en  su  respectiva  esfera  de  acción  con  gran  be- 
neficio público. 

No  realiza  satisfactoriamente  estos  fines  nuestro  actual  es- 
tado de  derecho.  Al  examinarlo  con  el  sano  propósito  de  su 
mejora,  de  ninguna  manera  ni  por  motivo  alguno  podrá  enten- 
derse que  trato  de  debilitarlo  ni  de  amenguar  en  lo  más  mí- 
nimo su  prestigio.  Las  leyes  han  de  observarse  y  cumplirse 
siempre;  si  conformes  con  la  conciencia  general,  en  satisfac- 
ción de  un  deber,  acorde  con  el  sentimiento  público;  si  inco- 
rrectas ó  poco  conformes  con  los  dictados  de  la  opinión  ilus- 
trada, para  poner  de  manifiesto  sus  incorrecciones,  que  sólo 
podrán  tener  enmienda  en  tal  caso  procurando  su  más  conve- 
niente reforma. 

El  principio  dominante  en  nuestro  enjuiciamiento  crimi- 
nal es  el  de  que  sin  acusación  no  hay  juicio  posible. 

¿Es  esto  exacto  en  sana  doctrina  jurídica?  Si  del  mero  arte 
del  procedimiento  y  de  la  conveniente  preparación  para  el 
acierto  del  fallo  se  trata,  el  principio  ó  la  regla  ó  el  método 
son  indudablemente  los  mejores;  porque,  practicadas  las  prue- 
ba del  juicio;  se  necesita  discutirlas  para  fijar  bien  las  opi- 
iones  y  el  «riterio;  y  en  este  sentido,  la  discusión  entre  la 
usadón  y  la  defensa  previft,  de  la  que  tal  vez  en  el  seno  del 
riboni^  mismo  pueda  surgir  luego,  es  de  notoria  convenien- 
A  para  la  ilustración  del  caso  controvertido.  Pero  si  no  se  tra- 
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ta  de  una  caestióa  de  arte  ó  de  método  ó  de  buen  procedimien- 
to, sino  que  se  instituye  un  verdadero  principio  7  se  declara 
que  á  la  función  acusadora  toca  decidir  si  ha  de  haber  ó  no 
juicio  y  si  su  convencimiento  ha  de  dominar  en  absoluto  el  de 
los  demás,  entonces  cabe  dudar  de  la  bondad  del>principio  y 
de  sus  fundamentos  técuicos. 

La  jurisdicción  civil  y  la  jurisdicción  criminal  son  esen- 
<úalmente  distiutas,  como  las  relaciones  jurídicas  de  que  han 
de  conocer  y  las  funciones  sociales  que  están  encargadas  de 
desempeñar. 

Siempre  que  la  justicia  funciona,  sea  por  si,  sea  á  instan- 
<áa  de  parte,  se  la  requiere  ó  interviene  en  ella  con  motivo  de 
la  infracción  de  un  deber  sancionado  por  la  ley.  Cuando:  ese 
deber  afecta  sólo  al  interés  privtfdo,  la  ley  le  da  su  sanción, 
dentro  de  la  jurisdicción  civil,  instituyendo  el  Tribunal  y  el 
procedimiento  adecuados  para  que  la  perturbación  del  derecho 
ocasionada  por  aquella  infracción,  sea  debidamente  reparada. 
La  ley  no  va  más  allá  ni  traspasa  esos  límites:  amparadora  del 
derecho,  mantiene  la  justicia,  con  sólo  la  sanción  civil  que 
considera  suficiente  para  el  logro  de  sus  fines.  Mas  cuando  el 
deber  quebrantado  afecta  al  derecho  social,  la  ley  no  se  satis- 
face con  una  sanción  meramente  civil  para  su  amparo  ó  su  re- 
paración, sino  que  califica  el  hecho  de  delito  é  instituye  la 
justicia,  para  que  con  requerimiento  ó  sin  requerimiento  del 
agraviado,  los  hechos  se  depuren  y  sufran  los  responsables  de 
ellos  las  penas  que  la  ley  ha  considerado  justas  y  necesarias 
para  la  represión  y  castigo  de  tales  transgresiones.  Una  excep- 
ción se  reconoce,  que  es  verdadera  confirmación  de  la  regla;  la 
de  aquellos  delitos  que,  sin  dejar  de  ofender  la  moral  y  «1  or- 
den social,  afectaa  esencialmente  al  individuo;  los  cuales  sólo 
á  su  instancia  pueden  ser  perseguidos,  quedando  éxcltisiva- 
mente  á  su  interés  también  el  pedir  la  sentencia  y  hasta  con  - 
ceder  su  perdón. 

Si  no  es  un  símil  impropio,  ¿no  habrá  de  calificaiae  de 
grave  inexactitud  la  de  suponer  que  el  juicio  criminal  no  pue- 
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de  p]x»xK>verse  sino  por  demanda  como  el  juicio  civil?  Y  8i  no 
es  puro  rornaaticismo,  ¿qué  se  quiere  decir  cuando  se  BOBtiene 
que  el  juicio  criminal  es  cómo  un  torneo,  en  que  el  Tribunal 
sólo  hace  de  Juez  del  campo,  para  igualar  las  condiciones  y 
pronunciasae  por  el  más  animoso  ú  hábil  de  los  combatientes? 

No;  la  justicia  tiene  otros  fundamentos:  su  misión  es  más 
alta  y  mucho  más  elevados  sus  propósitos  y  sus  fines. 

La  justicia  en  lo  criminal  no  necesita  requerimientos  ni 
instancias  para  funcionar:  es  por  si  y  de  nadie  tiene  que  reci- 
bir vida  ni  movimiento:  se  impone  y  nadie  puede  imponerle 
á  ella. 

Desconocidos  estos  fundamentales  principios,  el  poder  de 
la  justicia  ha  sufrido  detrimento.  Fijémonos  en  los  hechos.  Se 
han  practicado  las  pruebas  del  juicio;  y  todos  los  llamados  á 
apreciarlas  han  iormado  en  su  conciencia  un  principio  de  con* 
vicción.  El  Tribunal,  ya  de  Magistrados  solamente,  ya  de  ju- 
rados y  Magistrados,  espera  la  discusión  de  la  acusación  y  de 
la  defensa,  para  confirmar  aquel  principio  de  convicción  ó  de- 
cidirse  por  otro  más  atinado  y  seguró.  En  este  momento,  la 
acusación  desiste.  El  acto  ha  terminado.  No  hay  posibilidad 
de  juicio:  y  jurados  y  Magistrados  se  retiran,  aquellos  sin  de- 
liberar sobre  la  culpabilidad  ó  inculpabilidad  del  procesado; 
éstos,  si  constituían  Tribunal  por  sí  solos,  sin  poder  expresar 
m  criterio  sobre  lo  ocurrido. 

¿Ha  sido  sólo  una  decepción  ó  ha  pasado  algo  más  en  esta 

singular  manera  de  terminar  un  proceso?  El  juicio  verdadero, 

la  decisión  del  caso,  ha  sid6  obra  exclusiva  del  encargado  de 

la  acusación.  Allí,  él  solo,  en  su  conciencia,  sin  deliberación 

ni  consulta  posible  con  padie,  ha  estimado  que  la  acusación  no 

tiene  fundamento;  y  su  criterio,  sin  discusión,  se  ha  impuesto 

"I  de  los  demás.  Si  el  juicio  es  por  jurados,  ha  terminado  por 

m  sobreseimiento  libre:  si  por  Magistrados,  por  una  sentencia 

bsolutoria.  A  ésto  se  han  reducido  las  garantías,  tan  afanosa - 

lente. buscadas,  del  Tribunal  colegiado  para  fallar  los  proce- 

>s;  á  que  un  sólo  funcionario,  en  única  instancia  y  sin  recuibO 
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posible  contra  su  parecer,  formado  de  momento  y  por  meras 
impresiones  quizá,  decida  sobre  la  terminación  del  juicio.  No 
discutamos  que  por  ser  esa  terminación  favorable  al  procesado 
deba  prevalecrer  y  nada  haya  de  importar,  como  algunos  en- 
tienden; porque  si  tal  fuera  el  criterio  que  debiera  adoptarse, 
¿á  qué  hablar  de  justicia  ni  de  Tribunales  que  la  administren? 
con  facilitar  por  éstos  ó  loa  otros  medios  las  absoluciones — 
cuyo  número  extraordinariamente  crece  —podría  declararse  in- 
útil el  empeño  de  juzgar  á  los  criminales.  No:  la  justicia  no 
es  la  condena  ó  la  absolución  en  general,  sino  la  recta  aprecia- 
ción dé  los  hechos  y  la  justa  aplicación  de  las  leyes  en  senten- 
cias condenatorias  ó  absolutorias,  según  los  méritos  del  proce- 
so. Siempre  será  una  confusión  intolerable  el  convertir  la  fun- 
ción acusadora  en  función  judicial,  y  como  se  ha  ideado  sólo 
en  el  procedimiento,  sin  tener  en  cuenta  otras  leyes  y  otros 
preceptos  más  esenciales  que  los  del  proceso  para  la  realización 
de  la  justicia,  la  innovación  produce  hondas  perturbaciones  en 
el  orden  judicial. 

La  función  acusadora  no  ha  adquirido  ese  extraordinario 
poder,  que  una  ley  de  procedimientos  le  ha  dado,  sino  á  ex- 
pensas de  otros,  establecidos  por  la  Constitución  misma  del 
Estado.  La  potestad  de  juzgar  aplicando  las  leyes  en  los  jui- 
cios civiles  y  criminales  pertenece  exclusivamente  á  los  Tri- 
bunales, y  no  depende  ni  puede  depender  de  ningún  otro  poder 
ni  de  ninguna  otra  función  que  no  sea  la  instituida  para  admi- 
nistrar la  justicia  conforme  á  las  leyes.  Al  verse  obligados  á  no 
poder  deliberar  ni  juzgar  por  si  ó  por  su  criterio,  sometiéndose 
al  criterio  de  otro,  los  Magistrados  han  do  sentir  necesaria- 
mente el  detrimento  de  su  potestad  subordinada  en  casos  tales 
á  otra  función  revestida  de  poderes  que  á  ellos  solos  competen. 

La  responsabilidad  judicial  desaparece  también  en  tales 
ocasiones.  Hay  que  declararlo:  no  se  incurre  sólo  en  un  extra- 
vío de  doctrina  y  en  un  cambio  de  potestad  constitucional,  se 
infringe  además  abiertamente,  con  tal  sistema,  el  precepto  de 
la  responsabilidad  judicial. 
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No  es  responsable  el  representante  de  la  fanción  acosado- 
ra: tampoco  pueden  serlo  los  Magistrados  á  quienes  se  impuso 
por  ley  un  criterio  que  les  privó  de  la  libertad  de  formar  y  emi- 
tir el  suyo  propio.  Y  nótese  bien:  nf)  existe  hoy  la  responsabi- 
lidad judicial,  ni  la  del  Ministerio  fiscal»  ni  será  fácil  resta 
blecer  aquélla  á  no  modificar  el  sistema  y  facultades  de  la 
acusación.  Entre  las  prescripciones  del  Código  penal  vigente 
no  se  encuentra  la  que  pudiera  condenar  como  culpable  la 
apreciación  maliciosa  ó  inexcusablemente  equivocada  de  he- 
chos y  pruebas  que  pudiera  impedir  la  realización  de  la  justi- 
cia. Lo  está  la  del  funcionario  público  que  á  sabiendas  dicta  ó 
consulta  providencia  ó  resolución  injusta  en  negocio  conten  - 
oioso-administrativo  ó  meramente  administrativo;  pero  no  la 
del  funcionario  que  pudiera  proponer  resolución  de  igual  Ín- 
dole en  negocio  judicial;  y  la  diferencia  de  criterio,  al  esta- 
blecer tal  distinción,  debió  consistir  en  que  los  negocios  adm!  • 
ñistrativos  consienten  la  posibilidad  de  ocultación  ó  tergiver- 
sación de  datos,  por  malicia  ó  ignorancia,  que  induzcan  á  la 
resolución  injusta,  circunstancia  imposible  en  nuestro  antiguo 
Enjuiciamiento,  en  el  que  Jueces  y  Magistrados,  no  sólo  po 
dian,  sino  que  debían  examinar  el  proceso  por  si,  aceptando 
ó  rechazando  el  dictamen  fiscal,  según  creyeren  justo;  é  im- 
posible también  el  nuevo  sistema,  en  el  que  todo  es  público 
y  todo  puede  apreciarse,  con  igualdad  de  medios  de  convicción, 
por  los  que  oyeron  las  pruebas  y  todos  los  incidentes  del  jui- 
cio. Por  esto,  la  irresponsabilidad  de  los  encargados  de  la  acu  - 
sación  tendrá  que  ser  igual  mañana  ó  el  día  en  que  se  lleve 
á  efecto  la  reforma  de  la  ley  penal,  que  lo  es  hoy;  porque  nun- 
ca la  opinión  podrá  equipararse  al  juicio:  y  mientras  que  aqué- 
lla goza  y  debe  gozar  de  su  libertad  propia,  el  juicio  y  el  fa- 
llo, si  fuesen  injustos,  habrán  de  tener  por  correctivo  indis- 
pensable el  de  la  sanción  penal  contra  resoluciones  dictadas 

on  malicia  ó  por  ignorancia  inexcusable, 

Necesario  será,  por  tanto,  proponer  la  reforma  que  haya  de 

lacerse,  adoptando  medios  y  disposiciones  que  por  igual  am- 
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paren  todos  loa  derechos,  dando  á  la  acusación  la  importanci» 
que  en  el  sistema  ha  de  tener,  pero  sin  detrimento  ni  menos-^ 
cabo  del  poder  y  de  la  autoridad  que  el  Tribunal  representa 
y  ejerce,  ya  sea  en  los  juioios  por  Magistrados,  ya  en  los  jui- 
cios por  jurados. 

Pe  cuáles  pueden  ser  los  medios  de  reforma,  no  es  ocasión 
propicia  la  presente  para  detallarlos.  Ya  se  ha  dicho  que  en  la 
exageración  está  el  vicio  que  se  censura.  Con  no  atribuir  á  la 
acusación  el  poder  de  la  justicia  y  con  no  elevar  á  principia 
constitucional  el  que  sólo  puede  y  debe  ser  buen  principio  de 
procedimiento,  se  habrán  salvado  los  inconvenientes. 

Tímidamente  la  ley  consintió  y  estableció  una  excepción  ó 
desviación  de  su  principio,  al  conceder  al  Tribunal  la  facultad 
de  proponer  á  la  acusación  y  á  la  defensa,  para  su  discusión,, 
un  tercer  término  no  comprendido  en  sus  conclusiones,  ya^  so- 
bre si  el  hecho  justiciable  constituye  determinado  delito,  ya 
sobre  la  existencia  de  alguna  circunstancia  eximente  de  res- 
ponsabilidad. 

£1  sentimiento  de  la  justicia  ha  inducido  á  veces  á  creer 
que  dentro  de  esas  facultades  podría  considerarse  compren* 
dida  la  de  someter  á  discusión,  ya  la  culpabilidad,  ya  la  direc*^ 
ción  de  la  acusación  contra  tal  procesado. 

La  jurisprudencia  ha  resuelto  sobre  estas  dudas,  y  á  sus  re- 
soluciones debe  estarse.  Ciertamente  la  ley  no  autoriza  el  usa 
de  esa  facultad,  que  podrá  quizá  prevalecer  en  el  estudio  de 
su  reforma.  En  los  juicios  por  jurados  hay  un  recurso  lógico» 
aunque  ineficaz:  el  de  ofrecer  al  público  la  acusación.  En  los 
demás  juicios  ni  ese  recurso  existe. 

Otras  legislaciones  no  menos  adelantadas  que  la  nuestra 
han  establecido  medios  que  parecen  adecuados  para  salvar  el 
inconveniente  de  la  falta  de  acusación,  cuando  cree  el  Tribu- 
nal,  sin  prejuzgar  por  esto  su  fallo,  que  debe  haberla  y  que  eL 
juicio  debe  continuar.  Nosotros  hemos  optado  por  lo  más  radi- 
cal y  exagerado  del  sistema  al  establecerlo.  Las  enseñanzas  de 
otros  pueblos  y  nuestra  propia  experiencia  serán  la  mejor  guía 
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^ara  la  reforma  que  en  interée  de  la  justicia  deba  hacerse. 

A  las  deficienciaB  y  contradicciones  notadas  en  la  sustan- 
ciación  de  los  procesos,  antes  de  que  éstos  lleguen  á  yerdadero 
estado  de  juicio,  hay  que  añadir  otras  referentes  á  la  termina- 
ción del  mismo  por  sentencia. 

Declara  la  ley  que  el  Tribunal  la  dictará,  apreciando,  segt\n 
8u  conciencia,  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio.  De  la  mis- 
ma expresión  se  sirve  la  ley  que  regula  el  procedimiento  del 
juicio  por  jurados,  disponiendo  que  éstos  contestarán,  según 
fiu  conciencia,  á  las  preguntas  que  el  Tribunal  ó  su  Presidente 
les  hiciere  sobre  los  hechos  y  culpabilidad  de  los  procesados. 

¿Son  iguales  ambos  conceptos,  según  la  ley?  A  juzgar  por 
su  letra,  asi  puede  creerse.  Atendiendo  á  otros  principios  y  re- 
alas sancionados  por  las  leyes,  hay  que  reconocer,  sin  em- 
bargo, notable  diferencia  entre  uno  y  otro  criterio,  su  forma 
de  expresión  y  sus  consecuencias  de  varia  índole. 

Por  igual  entiende  la  ley  que  puede  obtenerse  la  inv^tiga- 
ción  y  declaración  de  la  verdad  en  uno  y  en  otro  procedimien- 
to; y  ha  podido  decir  que  en  ambos  se  aprecien  las  pruebas, 
aegún  la  conciencia  las  estime,  en  el  sentido  de  que  siempre 
ha  de  reputarse  como  verdadera  y  declarada  por  la  conciencia 
la  resolución  que  ponga  término  á  la  apreciación  de  las  prue- 
bas y  revele  el  concepto  que  de  las  mismas  se  haya  formado. 
Pero  si  esa  revelación  ha  de  ser  f  andada,  en  un  caso,  mientras 
que  en  otro  basta  expresarla  por  una  afirmación  ó  una  nega- 
ción, sin  razonamiento  alguno;  si  en  una  clase  de  juicios,  pro- 
nuncian el  veredicto  los  ciudadanos  por  su  derecho  como  tales, 
con  la  libertad  declarada  por  la  ley,  mientras  que  en  los  otros, 
la  potestad  de  juzgar  y  sentenciar  emana  de  otro  origen  y  de 
ley  más  restrictiva;  si  en  aquéllos,  en  fin,  el  veredicto;  acer- 
tado ú  erróneo,  no  induce  á  responsabilidad  de  los  que  lo  pro- 
nunciaron, al  paso  que  en  estos  otros  juicios  de  Tribunales  de 
derecho,  los  Magistrados  son  responsables  de  sus  errores,  si 
concurren  ciertas  condiciones,  j^reciso  será  convenir  que  no 
<abe  comprender  bajo  una  fórmula  común  la  expresión  de  uno 
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y  otro  criterio,  aunque  ambos  hayan  de  tener  por  norma  y  guía 
la  conciencia  de  los  llamados  á  proclamarlo. 

Distincioqes  son  estas,  que  no  se  han  borrado  ni  se  han 
confundido  en  una  denominación  común  y  que  exigen  alguna 
mayor  explicación  para  demostrar  la  necesidad  de  la  reforma 
ea  materia  de  tanto  interés  y  trascendencia^ 

Las  escuelas  y  los  tratadistas  exageraron  el  que  se  «llamó 
criterio  legal»  fundado  en  la  apreciación  de  las  pruebas  de  an- 
temano tasadas  y  valoradas  por  la  misma*  ley.  Aun  las  más  res- 
trictas de  las  Partidas,  como  la  de  la  apreciación  de  la  prueba 
testifical,  contenían  temperamentos  y  condiciones,  cual  era  la 
,de  exigir  que  los  testigos  fuesen  de  buena  fama  é  intachables, . 
que  daban  al  juzgador  amplitud  bastante  de  juicio  para  no  caer 
en  injusticia  por  necesidad  de  someterse  al  criterio  de  la  ley. 
No  se  podía  imputar  con  razón  á  aquellas  leyes  y  al  criterio 
que  la  informó  el  defecto  de  medir  y  tasar  las  pruebas  al  ex- 
tremo de  impedir  el  libre  juicio,  cuando  entre  ellas  resplande- 
cía con  vivísima  luz,  no  extinguida,  la  que  prescribía  (1)  que 
cel  pléyto  criminal  habla  de  ser  probado  abiertamente  por  tes- 
tigos, o  por  cartas,  o  por  conocencia  del  acusado,  e  non  por  sos- 
pechas solamente.  Ca  derecha  cósales,  que  el  pleyto  movida 
contra  la  persona  del  ome,  o  contra  su  fama  que  sea  probada 
e  averiguado  por  pruebas  claras  como  la  luz,  en  que  non  venga 
ninguna  dubda».  Bste'fué  el  criterio  dominante  en  nuestras 
leyes  y  observado  por  nuestros  Tribunales,  puede  decirse  que 
hasta  nuestros  días.  Al  fin  era  un  sistema,  un  criterio  lógico»^ 
un  principio  aplicado  y  mantenido  con  rigor  y  consecuencia. 
Peor  que  ésto  es  carecer  de  sistema  ó  no  acertar  á  expresarlo 
sin  inconsecuencias  ni  contradicciones. 

En  poco  tiempo,  en  contados  años,  en  nuestros  días,  puede 
decirse>  hemos  vacilado  entre  principios  contradictorios  ó  na 
hemos  logrado  el  éxito  en  la  expresión  de  su  concepto  y  de  su» 
fórmulas. 

■     '  t    ■■■  I     11   11  1  II   I      .11  lili       III I i. m       lili ■ 

(O)     Ley  12,  fft.  U,  Partida  8." 
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£n  la  ley  provisional  que  se  dictó  para  la  aplicación  del 
Código  penal  reformado  de  1850,  después  de  prescribir  que  se 
fundasen  las  sentencias  de  los  Jueces  y  Tribunales  en  los  jai- 
cios  criminales,  se  estableció  aquella  poco  afortunada  regla, 
tan  justamente  censurada,  según  la  cual,  en  el  caso  de  que, 
examinadas  las  pruebas  y  graduado  su  valor,  «adquiriesen  los 
Tribunales  el  convencimiento  de  la  criminalidad  del  acusado, 
según  las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional,  pero  no  en- 
contrasen la  evidencia  moral  exigida  por  la  antes  citada  ley 
de  Partidas,  inópusieran  en  su  grado  mínimo  la  pena  señalada 
en  el  Código;  con  lo  cual,  ni  la  ley,  ni  la  razón,  ni  la  concien- 
cia, podían  quedar  satisfechas,  si,  en  efecto,  en  la  convicción 
del  Tribunal  se  distinguían  escalas  y  grados  como  los  estable- 
cidos para  las  penas. 

No  podía  subsistir  semejante  criterio,  si  criterio  puede  lla- 
marse la  carencia  absoluta  del  mismo. 

La  ley  provisional  de  1870  sobre  reformas  en  el  procedi- 
miento para  plantear  el  recurso  de  casación  en  los  juicios  cri- 
minales, defínió  y  estableció  abiertamente  el  principio  del  cri- 
terio racional,  declarando  que  los  Tribunales  y  Jueces  aplica- 
ran las  penas  señaladas  en  el  Código  cuando  resultase  probada 
la  delincuencia  por  cualquiera  de  los  medios  prescritos  por  las 
leyes,  apreciados  por  las  reglas  del  criterio  racional,  y  aun  so- 
bre indicios,  con  las  condiciones  que  determinó. 

A  poco  ^empo,  en  1872,  se  modificó  el  sistema;  y  la  ley 
pfovisional  de  Enjuiciamiento  criminal  estableció,  por  pti* 
mera  vez,  que  el  Tribunal  fallase  apreciando  las  pruebas,  se- 
gún su  conciencia.  La  Compilación  general  de  1879  restable- 
ció el  sistema  de  la  ley  de  1870  y  dispuso  que  los  Tribunales 
aplicasen  las  penas  del  Código  cuando  la  delincuencia  resul- 
tase probada  por  cualquiera  de  los  medios  expresados  en  lá 
ley.  Bn  fin,  la  vigente  ha  vueRo  al  concepto  y  expresión  de  la 
apreciación  de  las  pruebas,  según  la  conciencia  del  Tribunal. 

No  son  iguales  uno  y  otro  concepto:  y  cuando  las  leyes  han 
isado  de' uno  ó  de  otro,  han  querido  distinguir  sin  duda  con^ 
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oeptos  diferentes  y  los  han  formulado  justamente  con  escpre- 
siones  distintas.  Siempre  se  exige  para  condenar  aquella  con- 
vicción firme  fundada  en  pruebas  claras  como  la  luz,  que  la 
ley  de  Partidas  tan  sabiamente  definía.  Pero  como  no  basta 
la  convicción  intima  ni  puede  terminar  con  ella  el  proceso  del 
juicio,  sino  que  es  necesario  manifestarla  y  fundarla  en  loe 
juicios  por  Tribunales  de  derecho,  mientras  que  en  los  juicios 
por  Jurados  es  suficiente  y  propio  afirmarla  ó  negarla,  sin  otro 
aditamento,  no  pueden  ser  iguales  los  conceptos  jurídicos  ni 
su  manera  de  expresión  en  unos  y  en  otros  casos.  De  aquí  que 
parezca  más  propio  declarar  que  los  Tribunales  aprecien  loer 
hechos  y  las  pruebas  por  su  recto  y  fundado  criterio  y  los  Ju- 
rados según  su  conciencia  no  más. 

La  sentencia  del  Tribunal  de  derecho  ha  de  ser  fundada. 
No  es  fundamento  la  mera  afirmación  ó  negación,  ni  la  sola 
expresión  de  que  tales  hechos  resultan  probados,  á  juicio  del 
.Tribunal.  £1  fundamentar  la  sentencia  exige  razonamiento  y 
demostración  expresando  las  pruebas  en  que  la  convicción  pe 
apoya.  Sin  esto  no  se  dice  nada;  el  criterio  queda  reservado  y 
se  pretende  satisfacer  con  una  vana  fórmula  la  exigencia  in- 
eludible del  fundamento  del  juicio.  Intolerable  sería  que  én 
el  juicio  público  lo  único  que  realmente  no  resultase  públi- 
co fuese  el  juicio,  y  qué  mientras  se  ha  dado  á  la  publicidad 
hasta  la  exposición  de  escenas  y  pasiones  repulsivas,  quedase 
secreta  solamente  la  conciencia  del  juzgador  en  la  apreciación 
de  aquel  conjunto  de  hechos,  de  pruebas  y  de  razones,  que  ve- 
suelve  en  su  sentencia.  Hay  que  completar  el  cuadro:  la  con- 
ciencia del  Juez  ha  de  ser  revelada  á  la  conciencia  de  ios  demás; 
hoy,  por  el  razonamiento  de  la  sentencia  al  2q>reciar  las  prue»- 
-  bas;  mañana  ó  muy  pronto  quizá  por  el  voto  y  el  razonamien- 
to públicos. 

¿Ni  cómo  confundir  el  distinto  carácter  de  las  funciones  tie 
Jaeces  y  de  Jurado^  en  la  apreciación  y  declaración  de  ios  be> 
chos,  según  pueden  hacerlo  «n  las  diversas  clases  de  juicios? 
Bl  Juradoafírma  ó  niega  por  su  conciencia;  no  explica  ni  pue- 


DI8GUBS0  DBL  BSfUOB  I8A8A  T  VAL8ECA  249 

^e  pennitirsele  qtie  explique  eo  voto,  y  lo  da  bajo  la  más  ab- 
soluta irresponsabilidad,  $i  en  conciencia  lo  ha  emitídó  y  sin 
complicación  alguna  con  hechos  que  pudieran  comprometerle. 
SlTribunal  de  derecho  es  responsable  de  bu  voto  y  la  ley  no'' 
¿a  podido  declarar  otra  cosa,  al  prescribir  que  falle  según  sü 
conciencia,  porque  seria  tanto  como  infringir  abiertamente  la 
Ley  fundamental  del  Sstado.  No  se  juzga  de  la  facilidad  ó  di- 
£(Hiltad  de  exigir  esa  responsabilidad;  lo  que  se  afirma  es  que 
la'  reepcmEalHÜdad  existe  y  que  ño  ha  podido  desaparecer  en 
un  articulo  de  la  ley  procesal,  cuyo  sentido  no  puede  ser  otro 
que  el  de  la  mayor  y  más  eficaz  garantía  .de  los  derechos  y  de« 
iberos  ccmstitucionales. ' 

Bsta  cuestión  que  acabo  de  examinar  tiene  íntimo  enlace 
con  otra  en  que  las  opiniones  están  muy  divididas.  Me  refiero 
á  la  oralidad  de  los  juicios  y  á  la  imposibilidad  que  para  mut 
ches,  los  más  quizá,  existe  de  concordar  la  oralidad  con  la  ex' 
presión  escrita  de  las  pruebas  en  las  actas  de  los  juieios,  ni 
siquiera  con  lo  que  se  estime  más  interesante  y  digno  de  sei^ 
consigiiado.  ■  . 

Para  los  que  ébL  opinan,  juicio  oral  y  expresión  escrita  de 
cualquier  dato  de  las  pruebas,  son  términos  incompatibles  é 
irreconciliables;  y  siendo,  como  son,  indudables  las  ventajas 
•del  juicio  oral,  á  ellas  hay  que  sacrificar  las  que  de  la  expre^ 
«ion  de  su  resultado  por  escrito  pudieran  obtenerse. 

No  comprendo  esa  incompatibilidad.  Serádificil,  costoso 
y  expuesto,  como  todo  lo  humano,  á  error  ó  deficiencias;  pero 
no  puede  tenerse  por  imposible  que  sin  perjuicio  ni  menoscabo 
de  la  oralidad  se  consignen  en  las  actas  los  datos  interesantes 
<le  la. prueba,  que  hayan  de  servir  de  fundamento  á  la  delibe- 
ración y  en  caso  á  la  posibilidad  y  legitimidad  de  recursos. ul' 
Perfores. 

Desde  luego,  á  pesar  de  las  exageraciones,  tan  perjudiciales 
la  justicia,  defendidas  y  propaladas  por  muchos,  de  que  el 
imarlo  no  sirve  para  nada  y  debe  considerarse  como  nulo  é 
existente  después  de  las  pruebas  del  juicio,  la  razón  y  el 
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interés  público  demandan  que  no  8e  niegae  al  sumario,  base- 
de  todo  el  proceso,  su  verdadera  importancia.        ^ 

Si  las  pruebas  del  juicio  lo  confirman,  poco  ó  na4a  habr4 
^ue  escribir  en  las  actas;  si  lo  modifican,  y  más  aun,  si  lo  des- 
toujen  ó  anulan,  los  medios  por  los  cuales  se  haya  venido  k 
tal  resultado  deben  baceorse  constar,  pw  interés  de  la  justicia^ 
en  muy  principal  término.  En  ese  sumario  se  ha  fundado  ux^ 
procesamiento;  y  ¿no  interesa  saber  y  hacer  constar  en  qué- 
consistió  la  equivocación,  si  al  fin  ba  de  decretarse  la  absolu- 
ción del  procesado?  Cierto  que  las  declaraciones,  de  los  testi- 
gos en  el  sumario,  no.  valen  ni  pueden  valer  lo  que  valgan  la» 
declaraciones  de  eeos  mismos  testigos  en  el  juicio. -Pero  ¿ná 
es  posible  la  confabulación?  ¿hade  confiarse  el  éxito  de  la 
justicia  á  la  buena  fe  de  los  interesados  en  ocultar  ó  en  desfi- 
gurar la  verdad?  Por  otra  parte;  la  formalidad  exige,  que,, 
cuando  el  testigo  declare  cosa  distinta  ó-tal  vez  contraria  en  el 
juicio  á  la  que  declaró  en  el  sumario,  la  perspicaz  atención  del 
Tribunal  se  fije  en  procurar  el  esclarecimiento  de  la  verdad, 
hasta  saber  y  hacer  constar  si  la  contradicción  se  explica  por 
conceptos  y  frases  mal  dichos  ó  mal  expresados  en  el  sumario^ 
que  en  el  juicio  público  se  aclaran  á  perfecta  satisfacción  de  la 
conciencia,  ó  si  depende  de  una  contradicción  manifiesta  é^ 
intencionada  del  testigo,  contradicción  de  que  á  veces  dan: 
éstos  ejemplo  en  los  juicios  mismos,  pidiendo  declarar  y  de- 
clarando un  dia  lo  contrario  de  lo  que  afirmaron  en  el  antériorr 
ó  si  en  todo  eílo  no  ha  habido  más  que  abuso  ó  descuido^  harto 
censurables,  caso  de  existir,  de  los  que  recogieron,  redactaron 
y  autorizaron  torpemente  la  declaración  del  sumaricí.  Dejar 
todo  esto,  después  de  tanta  publicidad,  en  el  secreto,  será  muy 
respetuoso  á  la  oralidad;  pero  no  podrá  tenerse  por  favorable 
á  la  formalidad  del  juicio. 

Otra  razón  más  poderosa  obliga  á  procurar  la  concordancia 
de  esas  condiciones,  hoy  al  parecer  contradictorias.  Dando  al 
viento  todas  las  pruebas  que  han  de  servir  de  base  á  la  nea* 
tencia,  y  no  resultando  escrito  más  que  el  sumario,  sin  safoé^ 
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si  se  confirmaron  6  se  rectificaron  ó  se  anularon  sus  datos  ei> 
el  juicio,  ¿qué  queda  de  la  facultad  de  inspección  que  á  los 
superiores  atribuyen  las  leyes  sobre  los  procesos  fenecidos? 
¿qué  de  la  propia  responsabilidad  de  los  Jueces  y  Magistradot^í! 
Tan  necesaria  y  conveniente  es  la  inspección,  que  ya  he 
ha  intentado  darle  amplitudes  y  formas  de  mayor  importancia 
que  las  que  hoy  tiene.  Mas  sin  pensar  en  lo  que  podrá  dis- 
ponerse mañana»  ententendiendo  por  mi  parte  que  lo  esencial 
es  mantener  la  posibilidad  de  la  inspección  según  está  boy- 
prescrita  en  nuestras  leyes,  conforme  con  lo  que  en  mucha»* 
anteriores  se  había  dispuesto  ya,  importa  consignar  y  decía* 
rar  que  esa  inspección  es  inútil  ó  irrisoria  con  el  sistema  adop* 
tado  de  no  consignar  en  las  actas  de  los  juicios  nada;  ni  hi* 
quiera  lo  que  á  la  verdad  de  las  mismas  pueda  interesar.  Las 
prescripciones  de  las  leyes  que  autorizan  esa  inspección  y  que,., 
al  p^  que  un  derecho  constituyen  un  deber  de  los  funcionario» 
de  la  Magistratura  y  del  Ministerio  fiscal  á  quienes  está  enco- 
mendada, han  sido  indirecta  pero  efícadsimamente  derogada» 
por  el  sifitema  que  prohibe  dejar  rastro  ni  señal  de  las  pruebas^ 
practicadas  en  los  juicios  orales.   - 

Y  en  cuanto  á  la  responsabilidad,  ¿qué  responsabilidad  cabe 
exigir  por  una  sentencia  que  se  dice  basada  en  pruebas  que 
han  desaparecido?  Seria  una  verdadera  temeridad  intentar  si- 
quiera averiguarla. 

No  sólo  esas  leyes,  la  Constitución  de  la  Monarquía  aparece 
débilmente  respetada  con  tal  sistema^  puesto  que  por  un  lado^ 
Be  revoca  aquella  potestad  auprema  de  cuidar  que  la  ju$ticia 
Be  administre  pronta  y  cumplidamente,  que  por  la  inspección  ^. 
entre  otros  medios,  podría  y  debería  ejercerse;  mientras  que, 
por  otro,  se  impide  averiguar  ni  exigir  la  responsabilidad  que 
la  Constitutíón  impone,  á  la  vez  que  garantiza  su  independen- 

»  á  loB  que  ejercen  la  potestad  exclusiva  de  aplicar  las  leyes 

los  juicios  civiles  y  criminales. 

Y  es  qi^e  esas  exageraciones  de  sistemas  pasan  y  logran- 
'^idad  de  leyes;  porque,  en  nuestros  tiempos,  por  imposi- 
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"ble  que  parezca,  se  ofrecen  más  casos  de  subrepción  de  los  que 
pudieran  sospecharse.  Subrepticios  y  nulos  declaraban  las  Par- 
4;idas  aquellos  privilegios,  títulos  ó  gracias  que  sé  obtuvieran 
ocultando  algún  hecho  ó  circunstancia  que,  si  se  dijera,  impe- 
diría su  consecución.  Dudo  mucho  que,  propuesto  derecha  y 
abiertamente  el  caso,  se  aprobase  ni  sancionase  ninguna  ley 
declarando  la  irresponsabilidad  de  los  Jueces  y  Magistrados  ó 
haciendo  absolutamente  ineficaz  la  facultad  de  los  superiores 
de  examinar,  ya  fenecidos,  los  juicios  sentenciados  por  sus  in> 
feriores. 

Y  puesto  que  eñ  varias  ocaisiones,  al  desarrollar  mi  pensa- 
miento sobre  las  reformas  que  parecen  más  indicadas  en  la  ley 
de  procedimientos,  en  los  juicios  criminales,  he  tenido  que 
aludir,  invocando  su  respeto,  al  principio  de  la  responsabili- 
•dad  judicial,  no  terminaría  yo,  en  conciencia,  mi  tarea  si  no 
hiciese  desde  este  sitial  y  en  tan  solemne  ocasión  el  elogio  que 
nuestra  dignísima  Magistratura  merece. 

He  hablado  de  responsabilidad,  manteniendo  un  princi- 
pio y  contando,  al  referirme  al  precepto  legal,  con  la  rarisima 
aplicación  que  por  fortunaba  de  reclamar  la  práctica.  Pero  ese 
mismo  estado  de  derecho  necesita  inmediata  reforma.  Nues- 
tras leyes  vigentes  no  bastan  á  satisfacer  esa  necesidad  jurí- 
dica ni  esa  exigencia  de  la  opinión.  A  ninguna  conciencia  recta 
infunde  recelo  ni  temor  la  idea  de  la  responsabilidad;  y  es  se- 
boro que,  en  todo  caso,  nuestros  dignisimos  Jueces  y  Magis- 
i^rados  están  dispuestos  á  dar  razón  de  sus  actos.  Ellos  son — 
interpreto  fielmente  sus  sentimientos— Ids  primeros  á  pedir 
-que  se  diclte  ley  de  responsabilidad  que,  bien  meditada,  sirva 
de  garantía  á  los  ciudadanos  al  propio  tiempo  que  de  amparo 
y  resguardo  de  las  sagradas  y  difíciles  funciones  de  la  justicia: 

No  todos  entenderán  de  igual  manera  esta  delicadisima 
<;ue8tión.  Para  resolverla  acertadamente  deberán  tomarse  < 
<!u^nta  las  disposiciones  hoy  vigentes  dictadas  en  cumt^imiekj 
to  de  la  ley  constitucional.  Armonizarlas,  darles. el  desarroll 
y  aplicaciones  convenientes  y  concordarlas  con  otras  sobre  in~ 
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pección  y  oorreccióa  disciplinariít»  más  eficaces  en  la  práctica 
y  más  útiles  que  las  de  responsabilidad,  rara  vez  necesarias» 
parece  que  debe  ser  el  objeto  que  la  reforma  se  proponga,  síq 
descuidar  la  enérgica  defensa  y  la  decidida  protección  que  las 
funciones  judiciales  deben  obtener  constantemente  de  los  po- 
deres públicos. 

Bn  todo  tiempo  ha  sido  delicado  y  penoso  el  ejercicio  de 
la  autoridad  judicial:  en  los  presentes,  basta  que  sea  autoridad 
para  que  de  muchos  lados  se  la  combata  y* se  trate  de  debili- 
tarla. Por  otra  parte,  el  litigante,  mientras  más  temerario  sea, 
m^ios  se  convencerá  de  la  justicia  de  su  condena,  que  le  será 
muy  cómodo  atribuir  á  malicia  ó  ignorancia  de  los  que  juzga- 
ron sus  infundadas  pretensiones;  y  menos  podrá  esperarse  que 
reconozcan  siempre  la  justicia  de  su  castigo  los  que  infringie- 
ron la  ley  penal.  Abrir  la  puerta  á  tales  desesperaciones  equi- 
valdría á  negar  la  razón  de  los  justos  para  darla  á  los  desgra- 
ciados que  contra  ella  batallaron. 

Otras  reformas  solicitan  con  mayor  apremió  la  atención  de 
los  que  pueden  promoverlas.  Desde  este  sitio,  sólo  puedo  ofre- 
ceros el  programa  de  mi  conducta,  que  no  ha  de  ser  otro  que 
el  del  cumplimiento  de  mi  deber. 

De  tal  considero  el  de  depurar,  por  la  inspección  de  juicio» 
fenecidos,  con  carácter  de  generalidad  y  sin  mira  particular  so- 
bre caso  determinado,  si  las  circunstancias  no  exigieren  otra 
cosa,  las- incorrecciones  ó  deficencias  que  tal  vez  existan  y  que 
sólo  por  acertadas  reformas  de  la  ley  puedan  tener  enmienda 
en  lo  porvenir.  El  conocer  los  hechos  es  preparación  necesaria 
para  formular  opiniones,  y  el  ofrecer  los  datos  averiguados ^ 
aunque  para  conseguirlo  se  iiecesite  improba  tarea,  homenaje 
debido  al  juicio  de  los  demás.  Me  propongo  desempeñar  este 
trabajo  en  el  año  judicial  que  se  i  naugura,  con  referencia  á  cual  - 
uiera  de  los  añog  pasados^  cuya  estadística  sea  conocida  y  cu- 
08  datos  convenga  depurar  con  detenido  examen  para  su  má» 
iusta  apreciación. 

Deber  mío  considero  también  cooperar,  por  todos  los  me- 
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<líos  posibles,  dentro  de  mis  facultades,  á  las  reformas  que 
nuestro  actual  estado  exige,  principalmente  á  las  tantas  veces 
intentada  y  de  todo  punto  necesaria,  del  Código  penal,  á  la 
de  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y  criminal,  y,  como  ad- 
junta á  todas  ó  á  cualquiera  de  ellas,  á  la  de  la  organización 
ÚQ  nuestros  Tribunales. 

Los  tiempos  no  son,  en  verdad,  muy  favorables  á  la  reali- 
:sación  de  reformas  que  exijan  algún  aumento  en  los  gastos  pú- 
blicos. Sin  pensar  en  optimismos  ni  en  imposibles,  tal  vez  sea 
factible  obtener  la  necesaria  mejora,  con  sólo  una  más  acorta  - 
da  distribución  de  los  servicios  y  de  los  recursos  para  dotarlos. 

De  todas  suertes,  siempre  se  ha  contado  y  podrá  contarse 
en  lo  porvenir  con  vuestros  sacrificios. 'Los  cargos  de  la  justi- 
cia han  tenido,  de  antiguo,  entre  nosotros,  por  principal  re- 
compensa la  satisfacción  interior  de  los  encargados  de  su  des- 
empeño. La  modestia  es  como  condición  necesaria  de  la  vida 
del  Magistrado. 

No  lo  olvidaron  ni  lo  olvidarán  jamás  los  dignisimos  Jue- 
ces, Magistrados  y  Fiscales  que  en  nuestros  días  prosiguen  la 
gloriosa  tradición  de  nuestra  Administración  de  justicia^  ni 
los  no  menos  dignos  funcionarios  y  auxiliares  que  cooperan  á 
su  realización. 

Por  vuestro  pasado  merecéis  tan  justo  elogio;  y  por  vuestra 
conducta  la  confianza  del  interés  social  de  que  sois  celosos 
guardianes  y  fieles  y  decididos  mantenedores. — He  dicho. 

Santos  de  Isasa  y  Valssca. 

Nota. — A  continuación  del  discurso  se  publican  como 
Apéndice  ocho  estados  con  los  resúmenes  de  los  asuntos  civiles 
y  criminales  despachados  por  el  Tribunal  Supremo,  las  Au- 
diencias territoriales  y  de  lo  criminal  y  los  Juzgados  de  primo  - 
ra  instancia  y  municipales  de  la  Península  é  islas  adyacentes 
durante  el  año  judicial,  y  el  de  la  población  penal  que  en  el 
mes  de  Julio  último  existía  sufriendo  condena,  haciendo  en  el 
último  el  siguiente 
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DEL  BEREGHO  PENAL  REPRESIVO  AL  PREVENTIVO 

CQÍMda  de  coDjanto  sobre  1*  tlioAelfo  aetTul  del  derecbo  penal.) 


SuQlen  decir  los  historiadores,  y  en  general  todos  los  trata- 
distas de  materias  penales,  que  la  transformación  de  mayor 
monta  operada  en  el  curso  del  tiempo  en  este  orden,  la  máa 
tra3cendental,  fué  la  que  la  ciencia  y  la  práctica  del  derecha 
penal  experimentaron  en  el  último  tercio  del  siglo  xvín  por 
influjo  de  las  ideas  dominantes  á  la  satón.  Beccaria^  la  Revo- 
lución  francesa  señalaban  para  ellos  el  limite  entre  lo  que  con> 
sideraban  como  el  derecho  penal  antiguo  j  el  derecho  penal 
wwdemOf  bárbaro  é  inhumano  el  uno,  racional  y  humanitario 
el  otro.  A  partir  del  libro  Dei  delUii  e  delle  pene  y  del  Código 
penal  de  1791,  ya  se  puede  decir  que  entramos  en  un  nuevo 
mundo;  el  orden  jurídico- penal  que  ahora  se  implanta  súbita- 
mente lo  estiman  como  perfectamente  otro  y  antitético  de  aquél 
que  vino  á  reemplazar. 

Yo,  sin  embargo,  pienso  que  el  cambio  fué  bastante  menoB 
radical  de  lo  que  suele  creerse.  La  labor  de  los  revolucionarios 
tuvo  un  carácter  principalmente  sentimental:  fué  la  protesta 
de  la  dignidad  humana  contra  las  crueldades  y  atroces  refina- 
mientos penales  que  la  desconocían  y  escarnecían  (hoguera» 
rueda,  enterramiento  en  vida,  culleum,  descuartizamiento,  mu- 
tilaciones, marcas,  muerte  civil,  picota,  azotes,  empluma- 
miento,  tormento,  etc.,  etc.);  la  lucha  violenta  ppr  la  afirma- 
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ción  de  la  personalidad  ÍDdividual»  con  propio  valor  como  tal, 
frente  al  absorbente  é  ilimitado  poder  del  soberano»  encarna» 
ción  entonces  del  Estado;  la  reclamación,  en  nombre  de  la 
clemencia  y  la  humanidad  principalmente,  aunque  tambión 
en  nombre  de  la  justicia  (1),  de  la  reducción  de  las  penas  al 
mínimo  indispensable  para  tener  á  raya  á  los  coasociados  é 
impedir  que  se  estorbaran  mutuamente  y  lesionaran  unos  los 
derechos  de  los  otros.  En  este  particular  se  debe  muohisi- 
mo  (2)  á  los  esfttonos  y  predicaciones  de  los  novadores. 
Ellos  consiguieron  desterrar  infinidad  de  abusos  que  antea 
se  cometían  á  la  sombra  del  socorrido  principio  de  la  salus  po- 
puli  (lettres  de  cacheta  delitos  de  lesa  majestad  divina  y  huma- 
na, etc.);  eUos  hicieron  que  todas  las  penas  cbárbaras»  hasta 
entonces  usadas,  las  penas  incompatibles  con  la  dignidad  y 
con  loB  derechos  inviolables  del  individuo»  (muerte  en  forman 
crueles,  penas  infamantes,  penas  corporales,  confiscación  y 
otras  varias),  así  como  las  c incompatibles  con  el  progreso  de 


(1)  En  cuanto  el  Estado,  ereaoión  de  los  individuos,  producto  del  paoto, 
«ólo  tiene  dtrecko  k  imponer  la  pena  absolutamente  necesaria  para  la  conserva- 
ción del  orden  y  de  la  armonía  entre  aquéllos,  no  una  pena  mayor  (V.  Bec- 
caria,  Dei  delÜU  é  ddU  pene,  §  n.) 

(2)  No  todo  tampoco,  pues  antes  que  las  doctrinas  de  Becoaria  y  sus  ooB' 
iinuadores  se  tradujeran  en  leyes,  y  aun  antes  que  tales  doctrinas  hubiese» 
IkeolLO  su  aparición  en  libros  y  folletos,  ya  estaba  bastante  adelantado  en  laa 
costumbres  el  movimiento  de  dulcificación  de  las  penas;  ya  la  opinión  públi  - 
ca  no  toleraba  la  aplicación  de  muchas  de  éstas,  consentidas  y  decretadas 
por  las  leyes,  y  había  obligado  á  los  Tribunales  á  hacer  uso  del  arbitrio  qua 
les  correspondía  de  derecho  en  el  sentido  de  la  benignidad.  Asi,  mucho  an- 
tes que  el  tormento  y  ciertas  formas  durísimas  de  penalidad  fueran  legal- 
mente  abolidas,  lo  hablan  sido  ya  en  la  práctica  por  los  Trib  anales,  quienes 
1M>  las  apUcaban.  Pero  ese  movimiento,  sólo  iniciado  en  el  periodo  anterior 

k  Becoaria  y  la  Bevolfttión  francesa,  adquirió  una  Telooidad  enorme  y  so 

oropagó  por  todas  partes  merced  al  impulso  que  le  dieron  estos  dos  factores^ 

¡am  en  Tsalidai  bien  pueden  reducirse  k  uno  mismo,  ya  que  9I  espíritu  y   la 

«piradbón  de  ambos  son  idénticos:  la  consagración  de  la  personalidad   del 

iombro,  anterior  y  superior  á  la  del  Estado. 

TOMO  89  17 
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ios  tiempos»,  fueran  enteramente  abolidas;  á  ellos  somos  dea- 
dores de  la  proscripción  absoluta  ó  casi  absoluta  (1)  del  arbi- 
trio judicial,  proscripción  que  se  estima  como  el  más  firme  es- 
cudo de  las  libertades  individuales;  ellos  lograron  sustituir  el 
«antiguo»  y  «odícJso»  procedimiento  inquisitivo,  «propio  de 
pueblos  oprimidos  y  esclavos»,  por  el  procedimiento  acusato- 
rio, «patrimonio  de  los  pueblos  en  que  es  realmente  respetada 
la  personalidad  del  individuo»;  ellos  alcanzaron,  no  sólo  el 
respeto  á  la  declaración  teórica  de  todos  estos  principios,  sino» 
lo  que  es  mucho  más  importante,  el  afianzamiento  de  los  mis- 


(1)  En  los  primeros  tiempos  de  la  reacoión  hnmanitario*iiidÍTÍdaalÍ8t», 
muy  cercanos  aún  los  de  los  abusos  y  atropeUos  autoritarios  de  que  se  que- 
ría huir,  se  negó  en  redondo  á  los  jaeces  toda  libertad  para  interpretar  y 
aplicar  las  leyes;  tal  libertad  se  estimaba  como  un  pelig^ro  para  el  oiadada- 
no,  y  esto  era  justamente  lo  que  se  quería  evitar.  Por  lo  cual,  Beooaria  na 
otorgaba  á  los  tribunales  facultad  alguna  interpretatÍTa,  por  mínima  que 
fuese,  sino  que  reducía  su  fanción  á  aplicar  seca  y  meoinicamente  los  pre- 
ceptos legislativos;  y  en  el  Código  penal  revolucionario  de  1791  se  ^aba  de 
nn  modo  categórico  é  invariable  la  cualidad  y  la  cuantía  de  pena  que  haliia 
de  imponerse  á  cada  delito,  sin  que  el  Tribunal  pudiera  permitirse  hacer 
ninguna  alteración.  Oomo  los  resultados  de  este  riguroso  sistema  fueron 
contraproducentes,  hubo  necesidad  de  ceder  un  pooo  en  él,  y  entonces,  k  la 
Tes  que  se  concedió  facultad  á  los  Tribunales  para  interpretar  las  leyes,  siem- 
pre que  la  interpretación  redundara  en  beneficio  del  reo,  del  individuo,  la 
única  preocupación  del  tiempo,  no  cuando  pudiera  perjudicarle  (por  eso  pe- 
dían  los  jueces  interpretar  la  ley  rettridiüamentet  jam&s — á  no  ser  en  prove- 
cho del  reo — exUniwamefUe)^  se  les  dieron  atribuciones  para  fijar  libremente 
la  pena  adecuada  á  cada  delito  en  vista  de  las  circunstancias  y  particulari^ 
dades  que  le  rodearan,  pero  siempre  dentro  de  un  máximo  y  un  minimo  9eitalad<f 
por  la  ley.  Este  último  sistema  es  el  que  han  seguido  todos  los  Códigos  pena- 
les que,  tomando  por  modelo  al  francés  de  1810,  se  han  publicado  en  los  di- 
ferentes paises  en  el  presente  siglo,  y  el  que  siguen  la  gran  mayoría  (los  hay 
que  ya  se  separan  de  él  en  el  sentido  de  dar  más  amplitud  k  los  jueces,  qúa 
•s  lo  que  pasa  con  el  Código  holandés  de  1881)  de  los  que  hoy  se  hallan  fk- 
gentes.  Algo  análogo  á  lo  que  sucedió  con  la  interpretación  de  la  ley  táce- 
lo con  la  prerrogativa  del  indulto,  abolida  totalmente  primero  y  restable- 
cida después. 
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moB  en  las  constituciones  (1)  y  en  la»  leyes  (2),  para  que  bajo 
ningún  pretexto  se  pudieran  desconocer  ni  violentar;  ellos 
fueron,  en  suma,  quienes  recabaron  lo  que  hoy  se  viene  consi  - 
-dorando  como  «conquistas  preciosas,  intangibles  y  definitivas» 
para  la  libertad  del  individuo  y  los  axiomas  sobre  que  se  le- 
vanta, como  sobre  sus  cimientos,  el  edificio  del  derecho  penal 
llamado  «clásico»,  ó  sea  del  que  durante  este  siglo  hadomina» 
^o  y  domina  aún  (3). 

Todo  esto,  sin  embargo,  dejó  en  realidad  intacto  el  siste- 
ma, el  organismo  interno  del  derecho  penal.  La  diferencia  con- 
sistió únicamente  en  que  en  ves  de  colocarse,  para  castigar,  en 
«r punto  de  vista  exclusivo  del  interés  social,  como  antes  ha* 
bía  venido  sucediendo,  se  prefirió  el  punto  de  vista  del  inte- 
rés individual  (del  reo);  en  lugar  de  inclinar  la  balanza  de  un 
lado,  se  empezó  á  inclinar  del  otro.  Pero  la  balanza  siguió  siendo 
la  misma.  Se  adelantó  mucho  en  el  camino  de  dulcificar,  de 
4itenuar,  de  humanizar  las  penas,  pero  el  sentido  de  éstas 

(1)     Bn  las  Oonstituoiones  de  todos  los  Estados  se  consignan,  ó  se  han 
^oonsignado  (porque  ya  algunos  no  lo  hfteen  asi),  entre  los  derechos  indivi> 
dnálee,  entre  los  derechos  de  que  no  puede  privar  ni  puede  desconocer  el 
poder  público,  sino  en  casos  excepcionales  señalados  por  la  misma  Constata- 
ción, la  prohibidón  de  procesar  ni  penar  sino  por  los  Tribunales  legalmente 
competentes,  con  las  formas  y  solemnidades   y  en  el  modo  taxativamente 
'ñjndo  por  la  ley  (proscripción  del  arbitrio  judicial  como  garantía  constitu> 
«áonal:  artículos  4.®,  5.°  y  16  de  la  Oonstitnción  de  187S  vigente  en  Bspaña, 
jknálogos  á  los  que  se  hallan  en  las  de  otros  países),  la  prohibición  de  impo- 
ner  tales  ó  cuales  penas,  por  ejemplo,  la  confiscación  (Constitución  de  1876, 
«rt:  10),  ó  las  infamantes  (Cód.  pen.  de  1848,  art.  2D),  ó  el  tormento  (Consti- 
tución de  1819,  art.  303)i  la  prohibición  de   avocar  á  si  el  Bey  ó  las  Cortes 
^sansas  pendientes  ó  mandar  abrir  los  juicios  fenecidos  (Constit.  de  1812,  ar- 
tículo 943),  etc. 

fi)     En  el  Código  penal  y  en  el  de  procedimiento  criminal  especialmente. 

^>    Bl  cual  derecho  penal  es  esencialmente  revolucionario,   como  hijo  di- 

eeto  de  la  doctrina  del  pacto  rousseauniano  y  del  liberalismo  individualista 

xe  la  teoría  de  la  escuela  del  derecho  natural,  juntamente  con  otros  infim- 

M  (como  el  de  la  Beforma  protestante),  trajeron  consigo,  cosa  que  aparen- 

A  ignorar,  ó  que  realmente  ignoran  muchos. 
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fiigaió  Hiendo  igual  que  antes.  El  ÚBtema  antiguo  perdió  grao^ 
parte  de  bu  crudeza,  nías  no  se  cambió  en  un  sistema  diferente^ 
siguió  siendo  antiguo.  Y  es  que  los  dos  ejes  fundamentales  sobre 
que  descansa  forzosamente  un  sistema  penal,  á  saber:  la  oon- 
cepción  del  delito  y  la  concepción  de  la  pena,  permanecieron 
por  completo  inalterables.  Después  de  Beccaria»  como  antes, 
el  delito  se  juzgó  ser  un  acto  emanado  únicamente  de  la  espon- 
tánea voluntad  del  sujeto,  un  fiat  del  libre  albedxio,  el  cual  es 
enteramente  igual  en  todos  los  individuos,  porque  es  el  poder 
absolutamente  indeterminado  de  obrar,  inmune  de  todo  cons^ 
treñimiento  y  de  toda  fuerza  solicitadora.  Después  de  Beocaria» 
la  pena  siguió  siendo  lo  que  había  sido  antes:  un  medio  de  ven- 
ganza (1),  de  retribución,  de  retorsión  al  delincuente  del  mal 
que  con  bu  delito  había  causado,  un  castigo,  en  suma,  á  qué  se 
hacia  merecedor  el  que  libremente  ejecutaba  el  mal  conocien- 
do y  pudiendo  ejecutar  el  bien.  Y  combinándose  estas  dos  con* 
cepciones  del  delito  y  de  la  pena,  resultaba  que  lo  que  había 
de  tomarse  en  cuenta  para  la  determinación  de  esta  última,  era 
únicamente  el  delito  en  sí,  como  entidad  objetiva,  ya  que  el 
lector  personal,  la  situación  del  agente,  tenía  que  quedar  á  un. 
lado,  por  ser  idéntica  en  todos  los  ^ jetos:  declarado  impu- 
table á  su  autor  un  hecho,  esto  es,  comprobado  que  había 
8Ído  producto  de  su  libre  albedrío,  como  éste  es  én  todos  iguala 
todos  los  individuos  que  realizasen  un  delito  ontológicamen- 
te  (2)  idéntico  se  hacían  acreedores  á  idéntico  castigo.  He^ 


(1)  Ko  ya  privada,  según  había  sucedido  en  los  primeros  momentos  d» 
la  yida  social,  sino  públioa,  ejercitada  por  el  poder  oomo  representante  4».  la. 
ooleotividad;  mas  no  por  ser  ppiblica  dejaba  de  ser  venganjEa.  El  ir&nsito  d*- 
la  pena  de  venganza  privada  á  venganza  pública  se  ve  perfectisimamente  es* 
tndiando  la  historia  del  derecho  penal,  sobre  todo  la  de  aquellos  pueblos  que 
nos  son  méis  oonocidQS,  la  de  Boma  desde  sus  orígenes  hasta  los  últimos 
tiempos  del  imperio  y  la  de  las  naciones  modernas  á  partir  de  las  invasiones 
bárbaras. 

(2)  Carrara  era  muy  di^do  al  empleo  de  esta  palabra;  por  es9  UmcniCba   4 
su  teoría  la  teoría  ontológiea. 
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4iqui  por  qué  en  toda  la  dirección  penal  Uamiada  «clásica»  (1>, 
lo  propio  despaés  que  antes  de  Bocearía  y  la  Revolución  fran- 
cesa, singularmente  después,  los  esfuerzos  de  los  escritores 
86  han  dirigido  exclusivainénte  á  determinar  la  gravedad  obje- 
tiva de  cada  delito  ó  de  cada  hecho  de  participación  en  el  de- 
lito (tentativa,  delito  frustrado,  consumado,  codelincuencia, 
participación  por  complicidad^  por  asistencia  necesaria  y  por 
asistencia  no  necesaria,  cooperación  para  el  delito  en  otras  mil 
formas,  orden  de  delinquir^  mandato  de  delinquir,  consejo  para 
delinquir,  sociedad  para  delinquir,  encubrimiento  y  recepta- 
ción, formas  de  delincuencia  por  omisión,  imprudencia,  negli- 
gencia, imprevisión,  impericia,  etc.,  etc.)~-en  lo  que  han  disi- 
pado enorme  cantidad  de  energía  para  resultados  á  mi  ver  mi-  _ 
nimos  (2), — y  á  establecer  la  escala  ó  escalas  de  penas  corres- 
pondientes á  los  mismos  y  las  reglas  que  los  legisladores  y  los 
Jueces  deben  tener  presentes  al  desempeñar  sus  respectivas 
funciones.  He  aquí  también  por  qué  se  ha  motejado  repetida- 
mente á  dicha  escuela  clásica,  y  no  sólo  por  los  declarados  ad» 
versarios  de  ella,  por  los  de  la  escuela  antropológica,  sino  por 
muchos  que  sienten  hacia  la  misma  bastantes  simpatías  (3),  de 

(1)  Ezoeptoando  de  eUa — lo  cual  no  suele  hacerse — el  correccionalismo» 
-enya  manera  de  concebir  el  problema  penal  es  tan  diferente  de  la  manera 
'«omún.  * 

(2)  To  creo  qne  la  mayoría  de  las  onestiones  « graves  *  tratadas  por  los 
penalistas  en  la  sección  que  consagran  al  estudio  del  delito  en  general,  son 
insolubles  por  estar  planteadas  desde  un  punto  de  vista  erróneo,  y  que  preoi- 
samente  por  ser  insolubles,  es  por  lo  que  ban  dado  mil  vueltas  en  derredor  de 
ellas,  escribiendo  sendos  tratados  sobre  las  mismas,  embrollándolas  y  hacién- 
dolas lo  que  á  mi  humilde  juicio  no  son,  graves  y  difícüest  al  menos  más  graves 

.  y  dificiles  que  otra  cualquiera  de  las  que  consideran  como  fáciles.  Por  ser  in- 

«olnbles,  es  por  lo  que  hay  respecto  de  ellas  tantas  y  tan  diversas  soluciones, 

ein  que  pueda  decirse  que  unas  sean  más  acertadas  ni  más  desacertadas  real- 

dente  que  las  otras.  Sirva  de  «jemplo  la  tan  manoseada  y  cada  vea  más  os 

ira  cuestión  de  la  tentativa  de  delito,  «la  madeja  mas  enredada — dice  un 

utor  clásico — que  hay  en  el  derecho  penal». 

^3)     Tal  ocurre  con  todos  aqueUos  que  «iguen  hoy  en  materias  penales  una 

reoeión  intermedia,  representada  por  la   Onián  internacional  de  deredko  penal. 
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eer  demasiado  abstracta,  y  por  lo  que  ae  pida  una  rectificaciÓD? 
de  BU  sentido. 


Mp«oÍAlm«nt«  por  sus  ñindadorea  (Ton  Idasi,  von  Hamel«  Prins),  por  1»  U»- 
mada  «esonola  oritioa»  ó  «tercera  escuela*  del  derecho  penal  (Alixnena»  Car- 
nevale),  y  por  multitud  de  escritores  sueltos  (Magri,  Conti»  Tarde,  etc.). — No- 
haoe  mucho  que  uno  de  los  que  ocupan  esta  posición  decía:  «To  creo  que  la 
escuela  clásica  ha  pecado  por  exceso  de  abstracción.  Para  ella,  el  deUnouente 
mo  era  un  hombre  viviente  y  operante,  sino  un  típo  abstracto,  concebido  por 
la  rasón  pura  fuera  de  la  vida  real;  para  ella,  el  delito  no  era  una  porción  de 
esta  vida  real,  sino  una  fórmula  jurídica  inscrita  en  un  código;  para  ella,  la 
pena  no  era  una  defensa  proporcionada  al  ataque,  sino  un  sistema  teórico 
construido  por  los  sabios,  loS  cuales  no  tenían  en  cuenta  la  naturaleza  del  de- 
lincuente; y  de  este  modo  toda  la  oiencía  penal  estaba  contenida  en  lo«  teztoe 
y  en  los  libros*  (Prins,  Cauaerie  tur  let  nou9elle$  doctrines  du  droit  penal,  Bruse- 
las, 1S80,  p.  6).  Y  hablando  de  la  manera  como  ahora  se  adminístrala  jneüoia^ 
penal,  afiade:  « Nuestros  Tribunalea  son  impersonales,  fancionan  como  símbo- 
los, lejos  de  los  justiciables  á  quienes  no  conocen  y  los  cuales  desñlan  por  de- 
lante de  ellos  como  flgniras  esquemáticas.  De  manera  que  el  Juez,  en  la  impo- 
sibilidad de  apreciar  al  hombre,  se  limita  á  aplicar  la  tarifa  del  Código*  (Id. 
página  81). 

(  Continuará.) 

Pbbbo  Dorado. 

Profesor  en  la  XTUversidad  de  Salamanca. 


CUESTIONES  ENTRE  SOCIOS  DE  UNA  COMPAÑÍA  MERCANTIL 


1.  Las  diepofiicioneB  de  toda  Índole  que  se  dictan  en  núes* 
ira  España  relacionadas  con  la  vida  mercantil,  directa  ó  indi- 
rectamente» suelen  adolecer,  en  su  conjunto»  de  carácter  poco 
práctico.  Aparece  una  ley  en  la  (joce/a  de  Madrid,  se  fijan  re> 
glas  y  se  dictan  preceptos  más  ó  menos  claros,  pero  falta  la  ley 
adjetiva  que  determine  la  manera  de  aplicarlos.  La  obra  del 
legislador  jamás  se  presenta  completa,  porque  el  precepto  sus- 
tantivo permanece  solo  y  aislado  durante  muchos  años,  faltan  > 
dolé  el  debido  complemento  de  la  disposición  adjetiva.  Muchas 
veces  aparecen  las  leyes  procesales,  los  reglamentos  y  las  ins- 
trucciones para  el  cumplimiento  de  la  ley,  cuando  ya  se  hace 
necesaria,  por  voz  unánime  de  la  opinión  pública,  la  refcnrma 
de  la  dicha  ley  sustantiva. 

2.  En  Agosto  de  1885  se  publica  el  Real  decreto  mandando 
que  el  actual  Código  de  Comercio  rija  en  la  Península  é  Islas 
adyacentes  desde  1.^  de  Enero  de  1886,  y  no  se  ha  logrado 
desde  entonces  la  reforma  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
adecauída  á  las  disposiciones  de  este  nuevo  Código,  ó  la  publi- 
cación de  una  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  calcada  bajo 
ias  bases  de  la  Novísima  legislación  vigente  en  materia  de  co^ 
merdo. 

Se  publica  en  Julio  de  1878  la  ley  para  la  concesión  de  par 


264  REVISTA  DI  LXGIBLACIÓH 

tente  de  invención,  y  en  su  art.  53  se  anuncia  la  organización 
de  jurados  industriales;  han  pasado  años  y  más  años,  y  nadie 
ee  ha  acordado  más  de  estos  jurados  industriales,  adecuados 
para  fallar  asuntos  de  esta  índole,  que  exigen  conocimientos 
técnicos  que  no  pueden  tener  los  encargados  de  la  administra- 
ción de  justicia.  Gomo  estos  pueden  citarse  muchísimos  casos. 

3.  Los  encargados  de  interpretar  y  aplicar  la  ley  se  atienen , 
con  verdadero  apego  al  texto  vivo  de  la  disposición  adjetiya,  á 
la  letra  del  Reglamento;  al  precepto  concreto  que  resuelve  el 
caso  por  identidad  ó  analogía.  Con  la  premura  con  que  se  des- 
pachan los  asuntos,  especialmente  los  de  índole  mercantil,  se 
desea  siempre  hallar  una  disposición  que  ayude  á  salir  del 
paso;  siendo  más  fácil  resolver  en  presencia  de  un  artículo  con- 
creto que  remontarse  á  la  esfera  de  los  principios,  estudiar 
prácticas,  usos  y  costumbres,  y  buscar  doctrina  para  distinguir 
«ntre  casos  y  casos,  y  muchas  veces  sucede  que  el  artículo  con- 
creto de  la  ley  procesal  no  es  adecuado  ni  aplicable. 

Harto  sabemos  los  que  llevamos  largos  años  en  el  ejercicio 
de  la  carrera,  la  gran  afición  que  tienen  los  Tribunales  á  oefíir- 
se  á  las  leyes  de  procediniiento  y  la  gran  extensión  que  dan  á 
las  reglas  en  ellas  contenidas  y  el  relativo  desvío  en  que  tienen 
á  Ibfl  preceptos  de  carácter  sustantivos,  y  sobre  todo  á  los  usos, 
costumbres  y  marcadamente  á  la  doctrina  de  los  autores. 

Por  lo  que  respecta  á  la  juri8pruden<iia  suele  tener  mejor 
acogimiento,  y  tanto  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  ds 
justicia  como  las  decisiones  del  Consejo  de  Bstado,  del  Tribu* 
nal  ContencioBO-administrativo  y  las  Resoluciones  de  las  Direc- 
ciones generales,  son  invocadas  precisamente  porque  se  refieren 
á  casos  concretos. 

4.  Siendo  esto  así,  calcule  el  lector  si  se  cometerán  errores 
é  injusticias  citando  la  ley  procesal  no  esté  calcada  en  loe  pre- 
ceptos  de  la  ley  sustantiva  ó  hajrá  entre  ambas  disparidades, 
ninguna  relación  ó  desacuerdo.  Algo  de  ésto  acontece  hoy  con 
el  Código  de  Comercio  de  1885  y  la  ley  de  Enjuíciamieaio  ci- 
vil que  principió  á  regir  m^  1.*  de  Abril  de  1881,  y  que,  por  lo 
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tanto,  66  dictó  liajo  las  bases  de  la  legislación  mercantil  vigen- 
te en  aquella  fecha.  i 

Grandes  son  las  dificultades  con  que  se  tropieza  al  aplicar 
las  leyes  cuando  existen  tales  desarmoúias  y  desacueidos,  re- 
sultando disparidad  de  criterios  en  los  Tribunales  y  enUe  las 
distintas  entidades  y  personas  encargadas  de  conocer,  interpre- 
tar  y  cumplir  la  ley.  En  asuntos  mercantiles  hay  muchas  di- 
Tergendas  de  opinión  que  producen  la  inseguridad  en  los  fa- 
llos» lo  que  ahuyenta  á  los  hombres  de  negocios  de  1c9EI  Tribu- 
nales á  qmenes  miran  con  i%celo,  siendo  así  que  en  ellos  debie- 
ran yer  su  mayor  amparo  y  garantía.  Asi,  en  poblaciones  donde 
hayTarios  Juagados,  se  han  notado  distintos  criterios  entre 
^los,  sobre  todo  en  mat^ia  de  suspensiones  de  pagos  y  de 
quiebras,  pues  hay  Jues  que  considera  las  disposiciones  del 
antiguo  Código  de  Comercio  y  leyes  adicionales  como  supleto- 
rias del  vigente,  en  especial,  por  lo  que  respecta  al  procedi- 
miento; en  cambio,  otros  Juzgados  entienden  que  el  antiguo 
Oódigo  de  Comercio  está  completamente  derogado  y  que  hay 
que  atenerse,  pura  y  exclusivamente,  en  cuanto  to  refiere  á  la 
tramitación,  á  lo  que  prescribe  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

La  dificultad  sube  de  punto  con  respecto  á  los  que  susten- 
tan esta  última  opinión,  cuando  se  encuentran  con  preceptos 
de  la  ley  procesal  civil  que  hacen  referencia  directa  al  antiguo 
Código  de  Comereio,  relacionando  y  encadenando  intimamente 
las  disposiciones  de  ambos  Cuerpos  legales  (1),  y  haciendo  á 
las  unas  complementarias  ó  supletorias  de  las  otras.  Bn  punto 
á  las  euestiones  -ó  diferencias  entre  socios  de  una  Oonpañia 
mercantil,  se  nota  muy  especialmente  la  deficiencia  de  las  le- 
yes de  procedimiento  y  la  necesidad  de  ponerlas  en  armonía 
c<m  las  del  Código  de  Comercio. 


I  .   III      lili 


« 


1}  Véanse  los  artículos  1819,  ISM  á  1327,  193»,  1880,  18ffil,  1888,  188«,  1885, 
,  18ia,  tMS,  1860,  I8S6,  1868,  1860;  1864,  1888,  1810,  187Í,  1875;  1878,  tIBO,  1881,' 
,  188B,  1880,  18»,  1806,  1806  y  ciaros  da  la  TÍgente  I07  da  Bqjiiioiaimaaia 
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II 


5.  Tienen  las  cuestiones  entre  socios  de  una  (Tompáñia  mer* 
cantil  mucha  importancia  y  gravedad  en  el  orden  económico 
y  en  el  orden  jurídico.  Con  la  desavenencia  entre  personas  que 
juntan  sus  nombres,  sus  aptitudes,  su  experiencia  en  los  nego- 
cios, sus  relaciones  personales  y  sus  bienes;  que  amalgaman  y 
confunden  sus  elementos  morales  y  materiales  para  dar  TÍda  á 
un  nuevo  ser  mercantil  y  más  amplios  desarrollos  al  negocio», 
se  perturba  la  marcha  social,  se  pierde  la  fuerza  moral  ante  los 
dependientes  y  subalternos,  desmerece  la  confianza  ante  la 
clientela,  y  quedan  altamente  comprometidos  los  intereses  de 
los  asociados  y  de  las  personas  que  dispensan  crédito  á  la  casa^ 
Es  por  esto  que  los  legisladores  han  procurado  evitar  tales  di- 
vergencias con  preceptos  saludables;  y  conocedores  de  lanatu^ 
raleza  humana  y  convencidos  por  ello  de  que  en  mayor  ó  me* 
ñor  escala  se  han  de  presentar  casos  en  que  el  c(»iflicto  apa- 
rezca y  surja  la  desunión  y  la  discordia  entre  los  socios  de  una 
Compañía  mercantil,  han  dictado  medidas  prudentes  para  ate*, 
nuar  la  gravedad  del  mal,  procurando  que  las  cuestiones  se 
resuelvan  pronto,  que  la  tirantez  de  relaciones  dure  lo  menos 
posible  y  que  las  consecuencias  transciendan  en  la  más  redu- 
cida esfera  y  en  los  límites  más  constreñidos. 

6.  Él  antiguo  Código  de  Comercio  de  España,  sancionado  en^ 
Mayo  de  1829,  disponía  en  su  art.  286  que  toda  escritura  de^ 
constitución  de  Sociedad  debía  expresar  necesariamente  la  sU-^ 
misión  ajuicio  de  arbitros  en  caso  de  diferencias  entre  lossoeiosy 
expresándose  el  modo  de  nombrarlos ^  y  en  la  Sección  2.^,  del  ti- 
tulo 2.^,  del  libro  2.^  aparecen  preceptos  bastante  concretos 
encaminados  á  determinar  las  obligaciones  mutuas  entre  l'^ 
socios»  .y  se  indica  el  modo  de  resolver  sus  cuestiones  (1).  L 
artículos  823  y  siguientes  disponen  que  toda  diferencia  eni 

(1)     Artículos  299  y  «igaienies  del  antiguo  Gi^digo  de  Comercio. 
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los  flOcioA  66  decidirá  por  Jaeces  arbitros,  hayase  ó  no  eetípu* 
lado  así  en  el  contrato  de  Sociedad.  Las  partes  interesadas  les 
nombrarán  en  el  término  que  se  haya  prefijado  en  la  escriturar, 
y  en  su  defecto  en  el  qne  les  señale  el  Tribunal  que  conozca 
de  las  causas  mercantiles  en  aquel  territorio.  No  haciendo  el 
nombramiento  dentro  del  término  señalado  y  sin  necesidad  de 
prénoga  alguna,  se  hará  de  oficio  por  la  Autoridad  judicial  en 
las  personas  que  á  su  juicio  sean  peritas  é  imparciales  para  en- 
tender en  el  negocio  que  se  dispute  (1).  Los  Jueces  arbitros 
debían  proceder  con  arreglo  á  lo  que  prescribía  el  art.  1219  del 
antiguo  Código  de  Comercio  sobre  el  orden  de  enjuiciar  en  las 
caofRis  de  esta  índole  (2).  SSste,  á  su  ves,  dispcmía  que  en  cuanto 
al  orden  de  instrucción  y  sustaociación  en  todos  los  procedió 
mientos  é  instancias  que  tienen  lugar  en  las  causas  de  córner^ 
cío,  debía  estarse  á  lo  que  prescribía  el  Código  de  Enjuicia- 
miento,  rigiendo  entre  tanto  una  ley  proyisional  que  se  pro- 
metió promulgar  sobre  esta  materia  (3). 

No  tardó,  en  efecto,  en  promulgarse  la  ley  de  Enjuicia- 
miento sobre  los  negocios  y  causas  de  comercio,  que  se  decre- 
tó y  sancionó  en  24  de  Julio  de  1830,  cuyos  artículos  252  y  si- 
guientes tratan  del  juicio  arbitral,  hallándose  entre  ellos  el  255,.. 
que  declara  forzado  el  compromiso  para  diriimr  las  diferencia» 
entre  socios,  según  Jas  dií¡posiciones  de  los  artículos  323  y  4á5  del 
Código  de  (kmereio  (i). 

m 

7.  Pocas  dificultades  suscitábanse  cuando  regía  el  antiguo^ 
Código  de  Comercio,  por  lo  que  al  procedimiento  atañe^  en  la 
materia  de  que  nos  estamos  ocupando.  La  ley  fijaba  los  térmi- 

»    I  I  ■■      !■ ■  *  I  ■■  ■    ■  ■  I    ■ 

vi)  Art.  9íM  y  sigui  entes  del  antiguo  Código  de  Comercio, 

(f)  Axt.  885  á%  id. 

3)  Art..iai9deid. 

4)  i^t.  266  de  1a  antigmi^  ley  de  En juioíMniento  mercantil. 
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nos  de  la  escritora  de  compromiso^  lo  que  debía  hacen»  cuan- 
do no  se  hubiese  nombrado  tercero  para  dirimir  la  discordia 
de  los  arbitros,' cuando  se  hubiere  omitido  el  plazo  para  dar 
eentencia,  y  caso  por  caso,  prevé  el  legislador  lo  que  puede 
suceder  y  dejar  de  suceder  por  malicia  ó  incuria  de  los  hom- 
bres, saliendo  al  paso  á  todos  los  entorpecimientos  (1).  Publica- 
se la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  y  en  sus  art^ulos 
770  y  siguientes  ya  no  aparece  el  precepto  de  que  todas  las  di- 
ferencias entre  los  socios  se  resolverán  por  arbitros,  ni  que  de- 
ban someterse  á  la  decisión  de  amigables  componedores  (3).  A 
pesar  de  ello,  los  socios  de  una  Compañía  mercantil,  en  sus 
mutuas  cuestiones  y  disparidades  de  criterio  y  de  conducta, 
como  que  desde  un  principio,  cumpliendo  con  el  precedo  del 
Oódigo  de  Gomercio,  habían  establecido  que  las  resolverian 
por  niedio  de  arbitros,  se  atenían  á  lo  que  pactaron  en  la  escri- 
tura de  constitución  de  Sociedad,  y  cuando  uno  de  los  socios  se 
mostraba  reacio  ó  se  desviaba  de  la  línea  de  conducta  trazada 
en  él  pacto  fundamental  de  la  compañía,  se  acudía  á  los  Tri- 
bunales rarísimas  veces,  y  éstos  obligaban  á  cumplir  lo  estipu- 
lado y  suplían  las  deficiencias  en  lo  que  respecta  á  la  actitud 
legal  que  á  cada  socio  correspondiera  observar. 

Las  dificultades  nacieron,  y  las  tocamos  cada  día  desde  la 
publicación  del  vigente  CJódigo  de  Gomercio. 

8.  Deja  &te  en  completa  libertad  á  las  personas  que  cons- 
tituyen una  Sociedad  mercantil  para  que  acuerden  la  manera 
de  resolver  sus  diferencias  como  tengan  por  conveniente,  y  en 
la  práctica,  durante  mucho  tiempo,  los  Notarios  y  los  Letrados 
han  tenido  buen  cuidado  de  consignar  en  las  escrituras  de 
-constitución  de  Compañías,  que  toda  duda,  cuestión  6  diferen- 
cia surgidas,  tanto  por  la  interpretación  como  por  el  cumpli- 
miento del  contrato  social,  sesá  resuelta  por  amigables  compo- 
nedores; ahí  de  paso  hemos  de  hacer  notar  que  por  algunos  se 

(1)     Artionlos  261  k  90i  de  la  antigua  ley  de  Enjnioiamiento  mercantil. 
<2)     V.  artionlos  770  á  8BS  de  la  antigua  ley  de  Bx^nioiamiento  oMl. 
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uaaba,  y  usa,  todavía,  la  frase  árbüros^  arhitradQres  ó  amigiihUs 
címponedareSt  y  no  faltan  Notarios  que  aun  hoy  la  emplean^ 
intioduoiendo  una  confusión  lamentable  y  produciendo  laa 
más  extraordinarias  perturbaciones,  porque  son  oompletamenr 
te  distintas  la  naturaleza»  las  atribuciones  y  el  carácter  de  unos 
y  de  otros,  asi  como  también  son  diferentes  el  procedimiento 
para  fallar  y  decidir  las  cuestiones  que  le  están  sometidas  y  las 
resoluciones  ó  fallos  que  dictaren. 

Los  arbitros  han  de  fallar  conforme  á  derecho  (1)  mientras 
que  los  amigables  componedores  deciden  las  cuestiones  some- 
tidas á  su  fallo  sin  sujeción  á  formas  legales  y  según  su  leal 
saber  y  entender  (2). 

9,  En  la  práctica  se  presentan  constantemente  dificultades 
qué  podemos  estudiar,  teniendo  presentes  tres  casos  que  com- 
prenden varias  cuestiones  bajo  tres  aspectos  ó  situaciones  ge- 
nerales, á  saber: 

A.  Cuando  en  la  escritura  social  se  hubiese  pactado  que 
las  cuestiones  entre  los  socios  se  someterán  á  la  decisión  de^ 
amigables  componedores. 

B.  Cuando  no  se  hubiese  hecho  indicación  ninguna  acerca 
del  modo  de  resolver  las  cuestiones  entre  los  socios. 

C.  Cuando  la  actitud  de  un^ocio  perturba  la  marcha  social 
é  introduce  un  estado  anómalo,  ya  comprometiendo  los  inte- 
reses sociales,  ya  de  otro  modo,  siendo  indispensable  la  inter- 
vención judicial  para  restablecer  el  orden  alterado. 

IV 

10.  Cuando  en  la  escritura  social  se  hubiese  pactado  que 
las  cuestiones  entre  los  socios  se  resolverán  por  amigables  com- 
ponedores, asi  que  se  inicie  la  cuestión  hay  que  proceder  á  1& 
firma  de  la  escritura  de  compromiso  para  el  nombramiento  de 


(1)     Art.  816  de  l4  ley  de  EojuioiAnuento  oivil. 
<8)     Art.  88a  de  id. 
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ios  amigables  componedores,  indicación  de  la  cuestión  que 
han  de  resolver  y  término  dentro  del  cual  han  de  dictar  el 
laudo;  pero  en  la  práctica  ocurre  con  mucha  frecuencia  que 
así  que  se  presenta  el  conflicto  entre  dos  ó  más  socios,  mien- 
tras uno  de  ellos  está  dispuesto  á  hacer  la  designaeito  del 
amigable  componedor  y  á  firmar  la  escritura  de  compromiso, 
ios  demás  se  resisten  á  ello  ó  permanecen  en  una  actitud  pa- 
siva, siendo  necesario  compelirles  y  apremiarles  para  que  lo 
verifiquen.  En  este  caso  hay  que  recurrir  á  lo  que  tiene  preve- 
nido el  art.  2177  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  hay 
que  llegar  al  nombramiento  de  la  amigable  composición  en  el 
mismo  modo  y  forma  que  para  el  nombramiento  de  arbitros  (1), 
esto  es,  cualquiera  de  los  interesados  podrá  pedit  se  señaleun 
término  prudencial  para  que  tenga  lugar,  jr  transcurrido  el 
término  señalado  sin  verificar  el  nombramiento,  el  Juez  lo 
hará  de  oficio  en  las  personas  que,  según  su  concepto,  sean  pe- 
ritas é  imparciales  para  entender  en  el  negocio  que  se  dispute; 
y  si  los  interesados  no  se  pusieren  de  acuerdo  para  el  nombra- 
miento para  la  designación  de  los  amigables  componedores,  po- 
drá cualquiera  de  ellos  acudir  al  Juez  en  solicitud  de  que  les 
nombre.  Presentado  el  escrito  en  que  se  pida  el  nombramiento, 
el  Juez  señalará  un  término  que  oo  exceda  de  diez  días  para  que 
los  interesados  lo  hagan  por  si,  y  transcurrido  sin  haberlo  he- 
cho, el  Juez  hará  el  nombramiento.  Nada  más  dice  la  ley  de 
Enjuiciamiento  sobre  este  punto,  y  ninguna  otra  ocultad 
<;oncede  la  ley  á  los  Tribunales  que  la  de  hacer  el  nombra- 
miento á  falta  de  los  interesados;  mas  como  la  escritura  de 
oompromiso  ha  de  contener  precisamente,  bajo  pena  de  nuli- 
dad, las  circunstancias  expresadas  en  los  números  1.^,  2.^,  3.^, 
4,*  y  8.^  del  art.  793  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (2),  ó 
sea  nombré,  profesión  y  domicilios  de  los  otorgantes;  nom- 
bres, profesión  y  domicilios  de  los  amigables  componedores; 

(1)     Art.  2176  y  siguiente  de  la  ley  de  Bajaioiamlento  oiril. 
<S)     Art.  828  de  la  vigente  ley  de  Enjaiciamiento  civil. 
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•61  negocio  que  se  somete  al  laudo  de  los  componedoies»  oojü  ex- 
presión de.  sus  circunstancias,  el  plazo  dentro  del  cual  haya  da 
pronunciarse  el  laudo  y  la  fecha  en  que  se  otorgue  el  compro- 
miso (2),  resalta  que  designadas  las  personas  que  han  de  des* 
empeñar  el  cargo  de  amigables  componedores,  queda  todavía 
por  precisar  los  términos  concretos  de  la  duda,  ó  sea  del  negocm 
^¡ue  se  somete  al  laudo  de  los  amigables  componedores  y  el  pUü^ 
dentro  del  cual  ha  de  pronunciarse^  lo  cual  es  motivo  de  nuevas 
euestiones  que  dan  pie  á  incidentes  dentro  del  mismo  expe- 
diente de  jurisdicción  voluntaria,  ó  bien  á  cuestiones  separa- 
das y  ajenas  al  expediente  por  que  los  Juzgados  entienden  con 
arreglo  al  texto  claro  y  terminante  de  los  artículos  2175  y  si- 
guientes de  la  ley  Procesal  civil,  que  el  expediente  no  tiene 
otro  objeto  ni  los  Tribunales  otras  facultades  que  la  de  hacer 
el  nombramiento  y  designación  de  las  personas  que  han  de 
desempeñar  las  funciones  de  amigables  c(»nponedores.  Oon  1« 
cual  se  deja  abierto  el  camino  á  un  juicio  declarativo,  largo  y 
costoso,  durante  cuya  tramitación  los  socios  disidentes  y  per- 
turbadores inventan  cuestiones  incidentales,  promueven  ar- 
tículos de  previo  pronunciamiento  y  llega  el  laudo  ó  resolu- 
ción, como  suele  decirse,  tarde,  mal  y  nunca.  De  manera,  que 
habiendo  querido  el  legislador  evitar  que  las  diferencias  entre 
socios  fuesen  resueltas  por  los  Tribunales,  en  la  práctica  acon- 
tece que  por  falta  de  una  regulación  y  reglamentación  detalla  -. 
da,  son  innumerables  los  expedientes  y  los  pleitos  que  de  ta  - 
les  cuestiones  nacen.  Comienza  el  expediente  de  jurisdiccii^ 
voluntaria  promovido  por  una  de  las  partes,  y  formula  oposi  • 
ción  otra  de  ellas,  y  el  expediente  se  convierte  en  contenoíófie 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1817  de  la  ley  de  Enjui  - 
ciamiento  civil;  surgen  declarativos  y  dentro  de  ellos  surgen  in  - 
bidentes,  y  ya  en  este  estado  las  cosas,,  ninguna  falta  hace  e  i 

ludo  de  los  amigables  componedores»  que  precisamente  tenia 

or  objeto  evitar  el  procedimiento  judicial. 


<t)    Art.  TOS  á»lmrig9td9  ley  de  Bm'iiieianiieiito  oíyU. 
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^  Mayores  son  la&  difícaltades  cuándo  los  Notaiioe,  ^ machos 
de  ellos  nitínarios  y  esclavos  de  cualquier  obrade  formularios» 
buena  ó  mala,  que  toman  por  patrón  y  modelo,  ponen,  como 
he  visto  en  muchísimas  escrituras  de  constitució  n  de  sociedad,. 
que  las  cuestiones  se  resolverán  por  orMiros  arhitrMdores  jami" 
gábles  eomponedarea^  porque  entonces  los  socios  que  deseim  la 
fl^6Cordia.y  tienen  empeño  en  perturbar  la  buena  marcha  de  la 
sociedad,  se  aprovechan  de  esta  lamentable  confusión,  y  mien- 
tras un  socio  propone  el  nombramiento  de  amigables  compo- 
nedores, otro  propone  el  nombramiento  de  arbitros,  de  lo  cual 
«e  <M?igina  un  conflicto  tan  serio,  que,  dada  aquella  redacción 
de  la  escritura  de  constitución  de  la  sociedad,  no  hay  manera 
de  resolver. 

,11.  También  se  origina  un  conflicto,  poco  menos  que  im* 
posible  de  resolver  legalmente,  cuando  sean  varios  socios,  en 
número  mayor  de  dos,  y  cada  uno  quiera  su  amigable  compo- 
nedor. La  única  manera  de  salir  al  paso  á  todas  estas  dificul- 
tades, es  que  se  ^reforme  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dando 
facultades  á  los  Jueces,  no*  sólo  para  la  designación  de  perso- 
nas, sino  también  para  que,  oyendo  á  las  partes»  previa  expo- 
flición  de  todas  sus  reclamaciones  y  sus  dudas,  resuelva  la 
cuestión  en  su  fondo,  si  estas  partes  se  conformasen  en  queso 
resolviese  algún  derecho  como  en  el  caso  de  que  unánime- 
mente hubiesen  designado  arbitros,  ó  bien  que  los  propios  Tri- 
bunales resuelvan  todas  las  cuestiones  previas,  incluso  redac^ 
ten  y  ñrmen  la  escritura  de  compromiso  en  defecto  de  alguna 
de  las  partes  que  se  presente  en  rebeldía  fijando  los  términos 
de  lá  cuestión  tal  como  ha  de  aparecer  en  dicha  escritura  de 
oompromiso,  y  el  plazo  dentro  del  ciml  ha  de  dictarse  el  lau- 
do» etc.,  etc.,  mejor  que  esto  todavía,  es,  para  evitar  dilacio- 
nes y  contiendas  judiciales»  que  en  li^  es(»ritura  de  constitución^ 
de  la  sociedad  se  pusiera  una  cláusula  saliendo  al  paso  á  estai 
dificultades  (1). 

(1)    Véase  el  modelo  que  «parece  en  el  %omity  de  íon&iilarioe  de  nueai^a 
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Ia  vQforixia  de  la  ley  de  Sajaioiamiento  civil  se  impone  so- 
bre eate  particaUur  ioteresaotisímp  y  de  graa  importancia  en  lá 
{ffáüüca. 

12.  Y  vamos  al  segando  de  ios.  casos,  ó  sea  cuando  no  se 
habiese  hecho  indicación  ninguna  acerca  del  modo  de  resolver 
las  coeetíones  entoe  loa  socios.  Bl  antiguo  Código  de  Comercio 
prevenía,  en  su  art.  286,  que  la  escritura  de^constitución  debía 
expresar  necesariamente,  entre  otias  circunstancias,  la  9um¡s¿é% 
ajuicio  de  arbitros  en  caso  de  diferencias  entre  los  socios,  evpre- 
sáandom  él  modo  de  nombrarlos;  pero  el  vigente  Código  de  Oomer* 
cío,  en  su  art.  125,  ha  suprimido  este  requisito  ó  circunstancia 
al  consignar  los  que  necesariamente  han  de  contener  las  escri* 
turas  de  las  Compañías  colectivas.  Ha  dejado  en  completa  li- 
bertad á  los  socios  para  que  estipulasen  la  forma  de  arreglar 
sus  diferencias  de  la  manera  que  lo  tengan  por  conveniente. 
De  manera  que  no  estipulándose  que  se  resolverían  todas  laa 
cuestiones  por  medio  de  amigables  componedores,  deben  some- 
terse ¿  la  decisión  de  los  Tribunales  de  justicia.  En  esta  for* 
ma,  ó  sea  acudiendo  al  Tribunal  competente,  y  promoviendo 
el  juicio  de  la  cuantía  que  corresponda,  deben  resolverse  las 
reclamaciones  4e  los  socios  colectivos  que  creyeren  convenien* 
tes  al  interés  común  y  demás  á  que  se  refieren  los  artículos  133, 
y  posteriores  del  vigente  Código  de  Comercio. 

13.  Cuando  la  actitud  de  un  socio  perturba  la  marcha  so- 
cial ó  introduce  un*  estado  anómalo,  ya  comprometiendo  los 
int^eses  sociales,  ya  de  otro  modo,  ó  sea  en  el  caso  á  que  se  re* 
fiere  el  art.  307  del  antiguo  Código  de  Comercio,  que  es  el  de 
que  use  mal  de  la  facultad  de  administrar  el  socio  que  la  tu* 
viere«  a^  como  el  uso  de  la  firma  social,  y  de  sus  gestiones  re- 
saltare perjuicio  manifiesto  á  la  causa  común,  que  es  el  caso 
^el  art.  132  del  vigente  Código  de  Comercio,  tropiezan  en  la 

zá^tíca  ios  interesados  con  grandes  difi.cultades.  En  estos  ca* 

mtílnmme»  i^der^Ao  mercantil,  tomo  8.  Ap4adio«. — FormolAcios  iadroMitiI«J^, 

iig.  aia. 
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808,  los  socios  que  creyeren  que  el  encargado  de  administrar  y 
llevar  la  ñrma  usa  mal  de  estas  facultades  y  quisieren  nom- 
brarle un  coadministrador,  presentarán  escrito  ai  Juez  pidien-, 
do  se  reciba  información  sobre  el  particular,  y  acreditado  el' 
mal  uso  que  su  consocio  hiciere  de  dichas  facultades,  que  86 
nombre  coadministrador  á  la  persona  que  designen.  Del  ante- 
rior escrito  se  acompañará  copia,  la  que  será  entregada  al  socio 
administrador  en  el  acto  de  la  citación.  Asi  lo  previene  el  ar-. 
ticulo  2162  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Tal  como  está  redactado  este  articulo,  los  Jueces  entienden, 
en  la  mayoría  de  las  poblaciones,  que  no  procede  otra  prueba 
para  acreditar  el  mal  uso  que  hiciere  el  socio  encargado  de  la 
dirección  que  la  información  testiflcaL  En  efecto^  el  art.  2162  de 
la  citada  ley  procesal,  habla  de  la  información;  el  2163  dice 
que  el  socio  administrad($r  podrá  hacer  en  los  mismos,  autos  la 
contrainformación  que  juague  procedente,  con  lo  cual  da  á  enten- 
der que  la  única  prueba  es  la  información,  y  la  contrainformadón 
la  contraprueba.  El  art.  2164  añade,  que  practicada  la  infor- 
mación ó  informaciones ^  el  Juez  oirá  á  los  interesados  en  una 
comparecencia,  y  según  el  resultado  dQ  estas  actuaciones,  dic-i 
tíi'-á  auto  acordando  haber  ó  no  lugar  al  nombramiento  de  co«, 
ad!ninistrador. 

Ahora  bien;  muchos  son  los  casos,  y  en  esta  clase  de  asuQ* 
tos,  la  mayoría  dé  ellos*  que  en  manera  alguna  puede  usarse 
de  este  medio  de  prueba  de  información  testifical;  un  socio  de 
una  casa  de  comercio  que  tiene  depositada  la  confianza  en  el 
socio  gestor  y  que  ve  que  éste  no  le  da  cuenta  de  la  situación, 
de  la  casa  y  de  la  marcha  del  negocio,  le  escribe  varias  vecen, 
y  por  las  contestaciones  y  por  la  correspondencia  epistolar  v^ 
que  el  socio  administrador  lleva -la  cosa  por  malos  derroterofi,. 
¿cómo  va  á  practicar  una  información  testifical?  ¿De  dónde  ha 
d^  sacar  los  testigos  que  le  informen  si  no  tiene  otra  prueba, 
que  su  correspondencia?  Nada  más  difícil  que  un  socio  que  no 
administra,  más  ó  menos  alejado  de  la  gestión  de  los  negociois 
sociales,  tenga  á  su  disposición  personas  enteradas  de  la  mar^^ 
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t>ha  de  la.casa  y  prontas  á  dedamr;  por  el  contrario,-  el eeoio. 
enoargado  de  la  gestión  social  tiene  mayores  facilidades  para 
encontrar  personas  que  declaren  á  sn  favor  en  la  contrainforr. 
tnación  á  que  se  refiere  el  art.  21B3  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to oivil.  Los  dependientes  y  los  mozos  de  la  casa,  los  corredo- 
Tes  que  continuamente  están  en  contacto  con  el  socio  que  lleva 
la  dirección  de  los  negocios,  los  clientes^»  los  corresponsales, 
los  viajantes,  todas  estas  personas  saben  ó  tienen  ocasión  de 
^saber  cómo  marcha  el  negocio  de  una  casa,  y  como  reciben  la9 
impresiones  del  que  está  al  frente  de  la  misma,  trasmiten  es- 
4as  mismas  impresiones.  BSn  cambio,  el  socio  alejado  de  los  ne-> 
rocíos  no  mantiene  relaciones  personales  continuas  que  pue  • 
dan  servirle  para  llevar  á  cabo  aquellas  informaciones. 


14.  Ante  todo  urge  modificar  la  ley  de  Enjuiciai¿ÍMito  ei^ 
vil,  en  la  parte  que  se  refiere  á  los  actos  de  comercio  que  re- 
^quieren  intervención  judicial  perentoria,  dando  una  gran  am- 
plitud á  los  medios  de  prueba,  y  por  lo  tanto,  no  limitándo- 
la á  la  información  testifical»  y  prescribiendo  que  la  mala 
administración  ó  el  mal  uso  de  la  firma  social  que  haga  el 
encargado  de  ella  podrá  justificarse  de  todas  las  maneras  y 
modos  que  se. prueban  los  actos  humanos,  y  que  así  también 
la  contrainformación  que  haga  en  su  defensa  el  socio  gestor, 
podrá  estar  apoyada  en  documentos  públicos  y  privados,  libioe 
de  contabilidad,  testigos  y  demás  medios  de  prueba  conocidos* 
También  debería  facilitarse  que  todo  socio  pudiera  exami- 
nar  por.  sí  ó  por  medh  de  oirá  persona  de  mflonfianza,  los  libros 
de  contabilidad  de  la  casa,  y  no  solameute  los  socios,  sí  que 
también  los  accionistas  y  los  partícipes  ó  los  que  están  ea 
'lentas  en  participación,  lo  pudiesen  hacer  personalmente  ó 

or  medio  de  <^ra  persona. 
Sin  estas  reformas  se  hace  imposible  que -un  socio  pueda 

ipedir  la  mala  marcha  social  jni  atajar  el  mal  camino -em- 

Tendido  por  el  socio  administrador»  á  quien  no.  hade  faltfi^r 
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Atoftadosqáe  le  aconsejen  queee  aponga  á  las  petioi^iiWi:^' 
ó^B^ierta  «i  expediente  ^tpolantario  en  oeoténciosor  la  psome^ 
cí6d  de  mii  y  ua^  inOideBtes,  •f  la  dificultad  de  haeer  t#da  cla- 
De  depfueba,  á  menofi  quíeseciñaá  la  infcÑrmación  testi^eai.. 
Bu  edte  eentido  debería  aclararse  la  ley  qtie  los  Tribunales  liv 
terpretan  restricii^tamente,  eividaudolas  disposiciones  genera* 
les  reli^ivas  á  la  jurisdicdóa  voluntaria  contenidas  en  los  ar- 
tículos 1811  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento  civil,  una  de  tas  cua- 
les ée<|ue  se  adtnítiráfn,  sin  necesidad  de  solicitud  ni  otra  fio- 
lémnidod  alguna,  los  documentos  que  se  presentaren  y  las  jue- 
tificaeiones  que  se  ofrecieren,  y  loa  Tribunales  que  en  toda 
clase  de  expedientes  dan  esta  misma  latitud  que  da  la  ley,  ai 
encontrarse  con  expedientes  sobre  actos  de  comercio  que  re- 
quieten  intervención  judicial  perentoria,  no  admiten  más  que 
la  información  testifical  y  rechazan  hasta  la  prueba  de  librps 
dé  contabilidad,  que  es  la  más  indicada,  quizás  la  única,  en 
esta  dase  de  asuntos. 

Hay  que  consignar,  pues,  de  una  manera  dará  y  terminába- 
te, que  en  estu»  actuaciones  ae  admitirá  toda  clase  de  prueba, 
que  no  podrán  Wes  expedientes  eon vertirse  en  contencíosoa 
ni  en  juicios  declarativos  de  la  cuantía  que  corresponda^  de- 
biendo tramitarse  en  todo  caso  con  arreglo  al  procedimiento 
lapido  que  tiene  señalado  la  ley,  y  por  último,  que  no  se  ad-- 
mitSrán  cuestiones  incidentales  oomo  no  sean  las  relativas  á  la 
personalidad  de  las  partes  y  á  la  nulidad  del  procedimientp,. 
pudiendo  subsanarse  la  falta  en  cualquier  periodo  en  que  se 
noté  el  defecto  ó  falta,  y  sobre  todo,  que  pueda  admitirse  en 
la  prueba,  y  especialmente  ^n  el  exam^íi  de  documentos  y  li- 
Inras  de  contabilidad,  la  intervención  de  i^)oderados,  yatraa 
personas,  como  peritos  y  profesores  mercaptiles,  en  nombre  y 
leptesentación  de  los  interesados,  ya  estén  presentes  ó  aosen^ 
tes.  Sin  estas  reformas  en  la  ley  de  pvocediiniento,  los  abusos 
y  las  iniquidades  están  á' la  4Mden  del  día^  y  los  Tribunales 
imposibilitados  por  la  ley  para  étitarlos  y  prevenirlos. 
15.    Además  hay  que  pon^  en  consonancia  el  vigente  OV 
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«^ligo  de  Comercio  con  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil.  Esta  en 
:8a  art.  2166  declara  que  todo  socio  qoé  quiera  uaar  del  dere- 
cho que  le  conceden  los  articuloe  308  y  310  del  Código,  ó  de 
los  de  igual  índole  que  resultaren  del  contrato  ó  de  los  Seglar 
mentoe  sociales»  sino  lo  consintiere  el  administrador,  podrá 
aetdqP  per  escxita  al '  J<S6%  y  éste  drdeoará  qtie  e&  ü  aé|o  tele 
pongan  de  manifiesto  ios  libros  y  documentos  de  la  Sociedad 
que  quiera  examinar,  y  si  el  socio  administrador  resistiere  eo 
cualquier  forma  la  exhibición,  el  Juez  acordará  las  providen* 
cias  necesarias  para  compelerle  hasta  conseguirla,  y  ios  ar- 
Ucuke  308  y  310  del  üntigud  Código  de  Comercio  i'  qois  hace 
refereneia  el  «rtieulo^  de  laá.  ley  Ploessaí ^  -aluden  al  déreehc^quA 
en  las  Compañías  eoleeliíaS'  lieoe  todo  socio-  de  examiiMár  el 
estado  de  lá  administraeiétt  y  contabilidad  de  eUa8,de  hacer 
las  reclamaciones  que  creyere  convenientes  al  interés  oemúnV 
con  arreglo  á  los  pactos  hedboe  ea  laesorütusa  de  Sociedad,  ó 
á  ka  dieposicioiiet  gafteiraksis  del  deree]»,  asi  como  á  la  íáeal* 
lad  4ue^  tienen  lo»  cbcioft  dse  examinar  todos  los  docunsentos 
^cóoifNPobantes  de  los  halande»  que  se  iovmeik,  excepto  en  las 
Sociedades  por  aooiones;  pera  sotí  mucfaos'  otros  los  easos  de 
doode  itacsd  divergeofoias  para  k»  socios,  que  es  altamente  pe^^ 
Ugtúao  que  se  resoelvan  en  el  juicio  declarativo  que  corres^ 
^potid«»  porque  por  la  ttlriansa  y  el  gusto  que  los  pleito»  ^oca 
eíesaa,*  seria  peer  el  remedio  que  la  enfermedlid,  y  e»  peor  estor 
que  conviene  se  reforme  la  ley  Procesal,  estat^dendo  los  tvá^ 
tnitea^  indicaj^os-  en  lee  actos  de  comercio  que  requieren  ittter- 
vead^  judicial  peientoruk  para  todas  las  cuestiones  á  queda» 
lagu  las  dtoáciones  á  qu^  se  refieren  los  arta.  ldSí>,  IBd^  ISb^ 

i  13(>,  188, 138, 144^  ISO,  170, 171 ,  172, 173,  y  «un  para  acordot 

y  realisiur  la  reseisión  parcial  del  contmto  deCompañia  aaerean*» 

i  til»  colectiva  den  eomaodita;  en  los  casos  y  ^r  los  motivoaque 

expresa  el  art.  218,  pana  resolv»  la»  cuestiones  ineidentek»  á 
^oe  dan  lugar  los  aetoa  á  que  se  refiere  el  nrt.  22&,  y.  espeeial* 
mente  los  actos  de  liquidación  y  división  del  haber  sootal. 
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Uno  de  los  puntos  <te  derecho  civil  en  qde  los  autores  de- 
nuestro  Código  han  dado  Ittuestras  de  mayores  aciertos,  té  in- 
dudahlement^  en  el  tratado  de  las  serridumbres. 

Las  serridumbree  son  tan  antiguas  como  la  propiisdad  tn- 
mueble. 

Asi  como  no  podemos  concebii:  al  individuo  aislado,  en  ese- 
^^do  natural  que  lo  encontró  la  fantasía  de  Rousseau  dando- 
vMa  ¿  su  famosa  y  ha  tiempo  destruida  hipótesis,  pues  desdo- 
que  nace  hasta  que  muere  está  sujeto  por  naturale;ui  al  prinei*' 
pió  de  sociabilidad,  mediante  el  cual,  y  por  el  aus:ilio  de  loa 
demás,  puede  el  individuo  desenvolver  su  personalidad  y  cñm- 
plir^su  fin  propio,  así  tampoco  podemos  formamos  una  idea 
exacta  de  la  propiedad  de  determinadas  porciones  de.terreiio,. 
sin  admitir  la  existencia  de  relaciones  necesarias  entre  eÚas  y 
los  terrenos  colindantes. 

•DJBsde  el  momento,  i^es,  que  uñ  hombre  yotó  un  terreno- 
eomo  propio,  y  otro  realizó  igual  operación  con  el  innrediato; 
la  naturaleza j  la  necesidad  ó  la  conveniencia,  establecieron  en* 
tie  ambos  predios  relaciones  que  colocaba  á  uno  de  ellos  en 
ebndicionés  de  ^ominante  y  al  otiró  de  sirviente.  El  poseedor- 
dol  primero  veía  ensanchadas  sus  facultades  gozando  ciertoa 
delcebhoii  en  el  predio  sirviente  ó  iín pidiendo  que  en  él  sé' Rea- 
lizaran, y  el  del  segundó  las  enconiniba  limitadas  pk>r  Siba- 
gravámenes.  :  í«.,5.:*i 

Maoieton,  por  tanto,  las  servidumbres  de  las  necesidades 


fiocialcB;  elrUM  primero,  más  tarde  la  costumbre,  les  dieron 
íoima  jurídica,  que  alcanxa  su  más  alta  perfección  en  la  ley, 
ultimo  término  en  la  escala  de  la  exterioiriBacióa  del  derecho, 
en  deiecbo  positívo. 

El  pueblo  legislador  por  excelencia»  el  puebla  romano,  del. 
que  puede  decirse  sin  paradoja,  que  dictó  leyes,  no  sólo  para 
su  tíeinpo  y  sus  propias  necesidades,  siüo  para  1;odas  las  épo- 
cas y  para  todos  los  pueblos  que  habían  de  sucederle  en,  el 
transdorsa  de  la  historia,  recogió  los  usos  y  costumbres  que 
debían  su  vida  á  la  necesidad  de  las  servidumbres»  aquilaté 
su  bohdad  y  conyeniencia,  desechó  lo^  abusivo  é  innecesürio,  y  * 
con  su  recto  criterio  jurídico  estableció  en  sus  leyes  el  tratado 
de  las  servidumbres^  con  perfección  tal,  que  después  de  los  si- 
glos pasados,  de  las  nuevas  necesidades,  de  los  progresos  de  la 
industria  y  de  la  construccite,  puede  citarse  A  aquél  como  mo- 
dolo,  y  los  Códigos  de  todas  las  nf^siones  tío  hacen  m  ese  pon- 
to otra  coÉa  que  seguir  casi  paso  é  paso  los  preceptos  del  d«re- 
^6  romano. 

Nuestro  derecho  histórico  ha  sido  algo  deficiente  cueste 
punto.  Las  Partidas,  que  copiaron  én  casi  todo  las  leyes  roma- 
nas, las  ísiguieron  también  en  las  servidumbres  y  dedicaron 
varias  leyes  á  su  establecimiento  y  regulación;  pero  en  la  copia 
resultó  algo  maltrecho  el  original  y  además  muchos  vacíos» 
que  en  la  práctica  hubo  que  llenar  con  las  costumbres  obser- 
vadas en  cada  lugar»  y  más  que  nada  con  la  sabia  jurisprudén^ 
eia  del  Tribunal  Supremo,  que  con  sus  sentencias  formó  un 
excelente  cuerpo  de  doctrina  sobre  tan  importante  materia. 

Coa  tales  precedentes  y  elementos,  á  los  que  se  unieron 
informes  técnicos  de  las  corporaciones  correspondienteei^a 
esclarece  y  Qjar  todos  los  puntos  que  requerían  conocimientos 
'OSlMciales,  redactaron  los  autores  de  nuesfiro  Código  el  tratado 
ie  las  servidumbres,  con  tan  singular  acierto,  que  en  él  puede 
decirse  se  encuentran  resueltas,  con  alto  espíritu  de  justicia» 
a  casi  totalidad  de  laa  cuestiones  que  eu  la  p^ctica  pueden 
^resentiurse. 


dé  fija  «n  «I  Código  e{  ooncepCo  de  la  a^mdiñBnbi^V  cMi- 
'  SWiéndoU  eomó  gtnvñmetí  impuesto  «obre  xsá  hiákáeble  eHo^te- 
fiéficií<^  de  otaro  de  diétteto  dbefk>;eeie  dá  en  vétóieAémeiitííC' 
ter  desechando  la  antigua  división  de  eerriddmbteé  <«  |íem>- 
nalee  y  ttolee,  pues  aub  cuando  en  41  att.  '5S]  sé  ha^  de  ser- 
vídambres  constituidas  á  favor  de  una  persona  ó  corporac^n , 
Cómo  no  vuelve  ái  hablar  de  sémeiante^ervidumbre,  ni  dá  pe- 
glá  alguna  sobre  SU  ejercicio  y  trata,  en  titulo  sépariido,  del 
usáfructo,  el  uso  y  la  habitación,  no  sabémofi  lo  qué  significa 
"ese  precepto;  y  se  establecen  las  divisiones  luiiSámentsdes  de 
servidumbres  legales  y  voluntarlas,  continuas  y  disocmtinuas, 
apareütes  y  oo  aparentes,  positivas  y  negativas. 

l^asa  después  eV  Código  á  establecer  las  causas  de  adqúisí- 
éiéáj  las  de  extinción  éé  las  servidumtoes,  y  los  reeipcbooe 
deí^eéhos  y  obtigaeioRés  de  los  dueños  de  los  predios  donaüíaiB- 
tes  y  sirvientes»  En  otro  capitulo,  y  en  varias  seccSones^  éá 
reglas  claras  y  pfsecisas  sobre  caik  una  de  las  servidumbre  le- 
gales y  sobre  las  voluntarias,  poniendo  con  ésto  fin  á  la  oía- 
-tena. 

La  división  de  las  servidumbres  en  éontinuas  y  disóonti- 
nuas,  aparentes  y  ñó  aparentes^  positivas  y  negativas,  as  de 
éapital  importancia,  puesto  que,  según  que  pertenessoan  á  una 
úotraclasC;  varían  las  causas  de  adquisición  y  extineiÓBi  y 
nada  más  interesante  y  ocasionado  á  cuestiones  que  la-^orafa 
en  que  se  adquieren  y  pierden  los  dereéhos.    *    ' 

Las  servidumbres  se  adquieren  por  título  ó  por  la  presorip- 
ci<ki  de  veinte  años. 

<     l^or  titulo  se  adquieren  las  servidumbres  continuas  no  apa- 
re^ea  y  Iks  disconiinuas,  sean  ó  no  aparentes. 

Por  prescripción  sólo  se  adquieren  las  servidumbres  ctaiti- 

'  nuas  aparentes;  pero  el<  tiempo  de  1»  poeesióa  para  ptéseribir 

se  oontará  de  distinta  manera,  según  que  eean  positivas  ó  ne 

gátivae:  «a  las  positivas,  desde  el  día  en  que  el  duefio^del  pre- 

^4ío  domiñaiMieóél  cfue  hájha  aprovechado  k  f  ^vidráabre,  hü- 

bisfa^easpefladoá.  ejercerla  sobre  el  predio  sirvienté^  y  eé  lá 


I 


Di^gatiVtté,  desde  e!  dfá  en  Cfue  el 'dueño  del  pred&ó  domftiante 
li  Qlídera  pi^iUdo  por  un  acto  fómialj  ni  del  sirviente,  1»  eje- 
cuelan  del  hecho  qne  hubiera  ájlda  licito  eiti  la  eemdbmbirew 
"  kln^mia  diflcnlíad  ofrece' el  dielinguinás  s«fVidütnlk«R 
<ibi&tintia8  de  las  diroD&titmfle,  laé  ápar^tée  dé  las  no  ápaMI- 
tea;  eü  sola  enoáciaeión  basta  para  formar  una  exaota  Idea  de 
'^Iñsl  y  no  creeibos  qtíe  se  haya  snecítádo  contienda  álgiitta  ante 
los  Tríbunales  para  dilucidf^  á.  cuál  de  esas  dases  pérténeee 
-ima  deteiininada^érndninlnef. 

La  división  de  las  sérddambreeén  positivas  y  negativas  ¿  dé 
importancia  esencialisima»  pues  hemos  visto  qne  para  mí  mi- 
-qmsicián  por  presciipdóti  se  coenta  él  tiempo Áé  mñy  distinto 
líiiddo»  siendo  de  una  olaée  é  de  otra,  tampeicó  ^6iá  produddo 
iuistá  ahora  en  la  práctica  gmndes  dificaltades;  púés  id  bien  han 
^ido  inuchoe  los  litigios  entablados  para  dédídir  si  una  Sérvi* 
-dumbré  era  positiva  6  nativa»  y  por  tanto,  si  podia  adquirirse 
por  pr^cripción  con  el  solo  uso,  ó  era  indispensable  para  «41o  el 
acto  Obstativo  por  parte  del  dueño  del  predio  dominántej  él  Tri. 
bunal  Supremo  habiá  establecido  sobre  éHe  punto  una  aeelPtadf  * 
sima  jurisprudencia,  inspirada  en  las  docenas  del  déréclioro* 
nfiano,  y  las  dudas  habían  sido  por  completo  distpadas.    ' 

SI  Código  civil  coniSrinó  esa  jurisprudencia,  dando  una  de- 
£nieión  clara  y  precisa  de  las  servidumbres  pÑostÜvas  y  de  las 
negativas,  y  creíamos  ya  imposible  todo  pleito  para  decidir  éi 
una  servidumbre  es  de  las  primeras  ó  de  kts  segundas,  cuando 
viene  á  sacarnos  de  nuestro  optimista  error  la  sentencia  del 
Trfbanal  Supremo  de  7  de  Febrero  ide  1896;  que,  réímt^éndo 
<^  toda  BU  anterior  jurilsprudencia,  hace  nda  d^liaráción  qtie^ 
á  nuestro  juicio,  ha  de  constituir  en  lo  íutufro  an  féetindo^f^- 
míllero  de  pleitos  y  cuestiones. 

Ko  vamos  i  ocupiorhos  de  la  cuestión  qne  esa  sentenoiá  ré- 
luelve,  pues  no  es  ese  el  objeto  de  nuestro  estudio;  tíéAo  nos  óim- 
)areinos^de  la  declaradén  que  eñ  ella* se  bacO;  y  es  eomo  sigue: 

tLa  iervidimbre  de  Im  es  positiva,-  pmés  consiste  en  %\  c 
activo  dé  la  Vux  qué  léeiba  él  jinaKé  Wk^nmiá. » 


'  Desdé  Io0  roma&oB*  bái^ta  el  dia  7  áé  Febrero  de  1896»  pa«- 
sasdb  por  nueítm  derecho  hútérieo  y  por  la  joriaprudenciadel 
Sapremo»  las  eervidumbreade  luce^y  ^í^taa  se  han  considerado 
como  las  éerridnmlHreB  negativas  mAs  clara*  y  bien  determiDa- 
das;  mas,  ¿  partir  de  esa  áltioaa  fecbá»  bay  opiniones  distintaa^ 
y  la  itnportancia-del  asunto  <sreemos  merece  hagamos  algonaa 
eonsid^racioües  para  deddir.Qi^Al'Sea  de  ellas,  á  nuestro  juicio», 
fai  mea  fundada.  •     v 

Fijemos,  en  primer  lugar,  que  han  entendido  los  amorea 
las  leyes  y  la  jurlsprudéñoia.pór  servidumbres  positivas  y  ne- 
gativas. 

Erán  para  los  lomános  servidumbres  afirmativas  ó  positi ^as^ 
bis  qbe  oonsiitÉan  tu  fadenio,  ó  fea  eñ  sufrir  que  otro  baga  alga 
en^nuestra  heredad;  y  neptiviís,  las  que  coosistian  tn  non  /«- 

ejenifo,  lo  que  sin  ellas  podriamos  hacer  en  pueatras  cosas» 

Escriohe,  en  su  Diccionario  de  JLegialación  y  Juri^íntdeñ^^ 
dice : 

«La  servidumbre  afirmativa  es  la  que  con^iste  en  permitir 
el  dueño  del  predio  sirviente  que  baga  en  éste  alguna.,  cosa  el 
del  domidai^te.  La  servidumbre  negatiya  es  laque  consiste  en 
no  poder  el  dueño  del  predio  sirviente  hacer  en  él  ciertas  co- 
sas»! y  no  citamos  más  definiciones  de  autores,  porque  hay  tal 
unanimidad  en  este  punto,  que  no  sóio:  desarrollan  la  misma 
idea,  sino  que  balita  emplean  idéntica»  palabras. 
•    Este  concepto  de  las  servidumbres  positivas  y  negativa^^ 
pasa  del' derecho  romano  y  de  los  autores  á  todas  nuestras  le- 
yes que  de  ello  tratan,  y  llega  fil'rjCiidJgo  civil, que  da  las  precí^ 
sas  definicionen  siguientesf  «^Se  llama  positiva  la  sarvidumbve 
que  impone  al  dueño  del  predio  sirviente  la  obligación  de  dej^ 
hacer  alguna  cosa  ó  de  hacerla  por  si  inismo,  y  negativa  la  qiie 
prohibe  al  dueño  del  predio  sirviente,  hacer  algo  que  le  eería 
licito,  sin  lá  s^vidumfafe.» 

£1  Tribunal  Supremo,  penetrado  de  tal  concepto»  y  aplica- 
dolo  á  loa  casoff  concretos»  decidió  en  seo^eneias  de  14  de  Mayo 
de  1861»  29  dé  Marzo  de  1870»  6  de  Marzo  de  1876,  17  de  Mayo. 


4e  1«76»  6  de  ila?ao  de!  1877, 13  de  Julio  de  1878»  10  de  Mano^ 
y  13  de  Mayo  de  1883, 10  de  Mayo  de  1884, 12  de  Noriembre 
de  1889»^  10  de  Eoero  y  31  de  Mayo  de  1880,  que  la  adquisición 
de  la  serñdumbie  de  luces  no  podia  tener  lugar  por  prescrip- 
eián,  si  no  haUa  transcunido  el  üempo  exigido  por  eUtíi  con» 
lado  desde  el  dia  en  que  el  dueño  del  predio  dominante  se  opuso 
por  Un  aetú  íorinal  á  que  el  del  sirviente  le  q^iitara  las  luces^enT 
teadiiondo,  por  tanto,  que  la  servidumbre  de  luces,  era  negativa. 
La  declaraoión  de  la  sentencia  de  7  de  Febrero  del  corriente 
año,  no  tiene,  pues,  precedentes,  ni  en  los  autores»  ni  en  las 
leyes,  ni  en  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo;  es  una 
verdadera  novedad  que  nosotros  aplaudiríamos  con  gusto  si  deS' 
terrara  añejos  errores  y  los  sustituyera  por  conceptos  juridi* 
jDos  más  conformes  con  la  realidad;  pero  que  no  podemos  ha* 
cerlo,  porque,  lejos  de  eso,  tal  novedad  pugna  con  los  princi- 
pioa  en  que  descansan  las  servidumbres,  y  en  la  práctica  fUu*á- 
lugar  á  grandes  injusticias. 

Lo  primero  que  se  echa  de  ver  al  examinar  la  referida  de» 
idaracián,.  es  que  pot  ella  se  da  de  las  servidumbres  positivas 
un  eoncepto  que  no  concuerda  con  el  de  los  autores,  ni  con  el 
de^laa  leyes,  pues  unos  y  otras  hemos  visto  entendían  por  ser* 
vidumbre  positiva,  la  que  coosietia  en  que  el  dueño  del  predio 
sirviente  dejara  hacer  ó  hiciera,  por  si,  algo  en  su  predio  en 
boneficio  del  dominante*  Tal  concepto  no  se  tiene  para  nada 
en  cQ0kita  para  decUgrar  en  la  aentencia  de  7  de  Febrero  que  ]» 
servidumbre  de  luces  es  positiva,  sino  que  se  afirma  que  lo  es,. 
porque  consiste,  «en  el  disfrute  activo  de  la^  Iqi  que  recibe  ^ 
p«edio  «lominante». 

SI  por  tal  condición  las  servidumbres  de  luces  fueran  posi* 
tivaa,  podrimnos  considerar  ociosa  á  innecesaria  la  distinción 
^^  servidumbres  en  positivas  y  negativas,  pues  todas,  absoluta- 
mente todas,  serían  de  las  primeras,  porque,  ¿qué  servidumbre^ 
ay  que  no  consista  en  el  disfrute  activo,  por  parte  del  predio 
indinante^  de  ciertos  beneficios,  ya  por  actos  positivos  ó  negí^- 
V0ft  en  el  sirviente? 


♦-  t  : 
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La  servidumbre  de  y iM;a8,  citada  siempre  éomo  €jeÉi]^^ 
ias  negatiyaB,  ¿qué  es  más  que  el  disfrute  activo  de  Itm  vÍBt|M)i 
qué  tiene  el  {>rédio  domittai3rte,  por  ki  impoeíbülAad  e&  que  m 
éücttécirtra  el  Bltvfente  de  reaiftór  obras  qtte  se  laa  quiten^ 

Si  paxa  distiuguir  doB  coeas  <]teiB0B  (x)tiH>  coalidád^^ 
^Uae  la  qué  conviene  á  lae  dos,  no  hay  distínvión  pód^e,  jrea^ 
ocurre  con  la  declaración  del  Bnpremo,  con  cuyo  testittioilió  fé^ 
drár  eostenerse  desde  hoy  en  los  Tribunales,  que  Isa  sérviSttm'- 
tras  positivas  y  úegalivas  son  una  naisma  ctísa. 

'^  Y  claro  está  qüelüo  admitíinos,  bi  hipoteticanieiite/lo  qiiie^ 
siguiendo  el  sentido  literal  de  lá  declaración,  padietftdedii' 
ofl«e,  esto  es,  que  eñ  la  servidnknbre  de  lu2  el  predio  do»!"- 
naiifé  la  recibe  del  sk viente,  pues  esto  seria  un  ettor  de  tal 
magnitud,  que  no  podemos  ni  suponerlo  en  la  senteoeiflí  del 
Supremo. 

Laluz  éfr'dé  aquélliai  cóeas  qñe  los  romanee  llamaban  oop- 
cQunes  y  que  caracterizaban  admirablemente^  al^edn;  iu'^pi^- 
piedad  de  nadie,  su  usó'détódóá.  Noes,por  tanfto,'la  If»  SQscep- 
tibie  de  apropiación,  y  seitía  una  áfírma(ién  sin  sentido  ki  ée 
que  <^  la  servidumbre  de  luz  el  predio  dominante  torepAla  del 
sirviente  j  pues  para  ello  ei^  preciso  que  éste  la  hubiere  liecbe 
suya,  lo  cual  eé  imposible. 

Háy'4ue  hacer  una  distinción,  que  á  primera  visttt  pt>edé 
aparecer  una  sutileza,  pero  que  basta  contrastarla  en  la  pi<$dni 
ée  toque  de  la  realidad  para  convencernos  de  su  verdad.    ^ 

Ningún  predio  puede  dar  lúa  á  un  predio  coliñib^fité,  pwo 
eí  puede  quitárs'élá'/explicarétnoS  estói»rádticanáetite. 

Tenemos  dos  terrenos  colindantes,  cuyos' rei^eetivoepie^ 
pie^farios,  por  el  mero  heebe^de  serlos,  tienen  derecho^  lietan* 
ifftiF  én  ellos  construcciones,  de  bmU  á  ctefo,  alxriettdo  tqdiNi  las 
veoítanás  que  juzguen  necesarias  para  usar  delalui.  Silas 
éónstruceiones  fueran  aisladas,  ese  derecho  no  tentkia  limita- 
eión  alguna;  pero  desde  muy  antiguo  el  ornato  y  b^lesa  de  1«É 
jM^^blacionés  aconlsejó  que  la^  donstruod^es  se  agrttpinaii  fné^ 
unando  manzanas  y  calles;  por  efecto  de  etldMáir eaea»tMÍbiá 


qae  tpdurtioti^attas^  ya  por  las  paredes  m^^ner^^i  pcff  las  pro- 
pias c^mdaa4e«^»  y  ya  qq  unas  ó,  en  etrai^,  el  derecho  para  abrir 
venUiQiMi  d^l  pcopietario  deq^oa  da  las  casas,  aparece  liimtad(> 
por  el  del  propietario  de  la  otra,  que  puede,  bien  cargar  ^u 
GCNÉ^raocíÓQ  sobre  la  pai^  si  es  med^anefa,  bien  construij: 
una  propia.. llegando  por  ambos  procedimientos  á  quitar  la  l^z 
que  por  aquellas  .v^itanas  recibiera  la  otara  4a$a. 
.S^  Oóa  este  siatema  de  construcción  seguido  en  las  poblacio* 
nea,  las  necesidades  de  luces  y  ventilación,  indispensables  para 
ia  yiáiBL,  quedaban  satisfechas,  pues  todas  las  casas  podían  abrir 
ventanas  en  las.  fachadas  que  daban  á  las  vías  públicas.  Pero 
podía  darse  el  caso  de  que  un  propietario  deseara  para  su 
óonatrucdón  máslus,  más  ventilación,  y  que,  no  contento,  coa 
las  ventanas  que  podia  abrir  en  la  via  pública,  quisi^a  tam- 
bién áeaerlas  en  las  paredes  colindantes  con  el  vecino.  Sí  ^ste 
consiente,  nace  la  servidumbre  de  luces,  y  por  ella  no  se  oblir 
ga  el  dueño  del  predio  sirviente  á  hacer  ó  dejar  hacer  algo  en 
bfmeficio  del  dominante,  sino  ¿no  hacer ,  á  no  construir  en  su 
terreno  de  suelo  á  cieloj  á  no  realizar,  en  una  palabra,  lo  que 
le  seria  lícito  sin  la  servidumbre.  Se  constituye,  pues  una  ser- 
vidumbre de  luces  que  es,  y  no  puede  por  ícenos  de  ser,  una 
servidumbre  negativa. 

Si  la  servidumbre  de  luces  fuera  positiva,  la  adquisición  de 
ella  podía  tener  lugar  por  la  prescripción  de  veinte  años,  con- 
tados desde  el  día  que  se  empezó  á  usar,  y  tal  precepto  llevado 
á  la  práctica,  daría  lugar  á  grandes  injusticias,  convirtiendo  ¿ 
la  prescripción,  de  institución  altamente  beneficiosa  para  el  in- 
Wée  público  y  privado,  salvaguardia  del  dominio,  y  justa  pena 
para  los  individuos  descuidados  en  el  uso  de  sus  derechos,  que 
todo  eso  to,  según  nos  dicta  la  razón  y  confirman  los  hechos, 
MI  institudón  perturbadora,  injusta,  contraria  á  razón,  destruc- 
ora  del  dominio  y  sancioiiadora  del  despojo^ 

JLapffeAciipción  se  funda  en  la  presunción  leg^  de  la  re* 

*^UdGÍa  que  deHu  derecho  hace  el  que  deja  que  ^ro  lo  ejer?^  y 

rfmte  el  tiempo  fijado  en  la  ley,  presunción  %ue«  ai  ¿  vecea 
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üo  eetá  conforme  con  la  realidad,  poes  nofaé  el  ánimo  del  qne* 
p€ffdíó  la  ooBa  ó  el  derecho  hacer  eéa  renuncia»  ea  legitima,  pues 
entdnces  ee  considera  como  una  pena  que  impone  la  ley  á  las 
personas  qué  hacen  un  ábatidonó  punible  dé  sus  derechos  y  ac- 
Clones  con  gran  perjuicio  de  la  claridad,  fijeza  y  certidumbre 
que  debe  presidir  todas  las  reiadones  de  la  vida  cítíI. 

A  la  idea  de  derecho  va  unida  como  secuela  inseparable  la* 
de  beneficio  para  el  que  lo  ejerce,  así  como  va  unida  á  la  idea 
de  obligación  la  de  carga. 

Para  que  la  prescripción  sea  legitima,  se  necesita,  pnes, 
como  primera  condición,  que  se  pueda  presumir  el  abandono 
de  una  cosa  ó  de  un  derecho,  que  esa  presunción  nazca  de  la 
renuncia  de  los  beneficios  que  la  cosa  ó  los  derechos  puedan 
proporcionar,  y.  que  esa  renuncia  sea  voluntaria. 

Hagamos  aplicación  de  estos  principios  á  la  servidumlnre  de 
luces. 

Se  construye  una  casa  en  determinado  terreno,  que  linda 
por  uno  de  sus  lados  con  un  solar,  y  puede  suceder  una  dedos, 
cosas:  ó  lá  pared  colindante  es  medianera  y  su  propiedad  de 
los  dueños  de  la  casa  y  el  solar  en  fa  proporción  que  hayan  con- 
venido, ó  está  construida  en  terreno  del  dueño  de  la  casa  y  es 
toda  suya. 

En  el  primer  caso,  el  propietario  de  la  casa  no  puede  abrir 
ventanas,  para  recibir  Itices,  en  la  pared  medianera  sin  el  con- 
sentimiento expreso  del  otro  dueño,  y  no  adquirirá  por  pres- 
cripción  derecho  á  luces  por  esa  pared;  porque  si  el  permiso  se 
ha  concedido ;  como  es  lo  corriente,  temporalmente,  ó  sea 
hasta  que  el  dueño  del  solar  edifica  en  él  y  necesita  cargar  su 
construcción  sobre  la  medianería,  llegado  ese  momento  laa 
ventanas  tienen  que  tapiarse;  y  si  el  permiso  se  concedió  á  per- 
petuidad, entonces  sí  existe  la  servidumbre  de  luces  ^  pero 
constituida  por  título,  no  por  prescripción.  Si  las  ventanas  sd 
abren  en  pared  medianera  sin  consentimiento  del  condueño» 
como  éste  puede  impedirlo  ó  conseguir  que  se  cierren,  si  no  lo 
hace  se  presume  que  renuncia  su  derecho^  y  no  resultaría  in^ 
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justicia  algana  deqae  el  dueño  de  la  cafla^tranapurridoe.  l9§ 
yeinte  afioe  de  aso,  ganara  por  presmpciÓD  la.servidambre  de 
luce?.  . 

Por  lo  que  antecede  se  comprenderá  que  para  la.  adq^lisi- 
iÁ6n  de  servidumbre  de  luces  por  pared  medianera  no  hay  difi* 
oultad,  ya  se  la  considera  como  positiva,  ya  como  negativa. 

Pero  estudiemos  el  otro  caso:  el  dueño  de  la  casa  lo  es  tam  - 
bien  de  la  pared  lindante  con  el  solar,  y  en  virtud  del  derecho 
-de  propiedad  que  le  da  la  facultad  de  hacer  en  sus  cosas  lo  que 
le  parezca,  siempre  que  no  falte  á  las  leyes,  abre  en  su  pared, 
no  una,  sino  veinte  ventanas.  Si  la  servidumbre  de  luces  es  po- 
sitiva, transcurridos  veinte  años  desde  el  momento  que  abrió 
las  ventanas,  el  dueño  de  la  casa  adquiere  por  prescripción  ser- 
vidumbre de  luces,  y  el  derecho  del  dueño  del  solar  se  encuen- 
tra limitado  por  la  prohibición  de  edificar  de  suelo  á  cielo. 
]Qué  absurdol 

¿De  dónde  puede  deducirse  la  presunción  de  que  el  dueño 
del  solar  ha  renunciado  á  su  derecho  de  edificar  en  él  como 
le  parezca  y  sin  limitación  alguna?  Era  preciso  para  ello  que 
al  abrir  el  dueño  de  la  casa  las  ventanas,  hubiera  privado  al 
del  solar  de  algún  derecho,  de  algún  beneficio,  para  que  el  tá- 
cito consentimiento  justificara  la  prescripción;  era  sobre  todo 
indispensable  que  el  dueño  del  solar  hubiera  podido  prohibir 
•que  las  ventanas  se.  abrieran  para  inferir  del  hecho  de  no  ha- 
cerlo su  consentimiento;  pero  como  nada  de  eso  sucede,  como 
al  abrirse  las  ventanas  en  nada  se  perjudica  al  dueño  del  solar, 
pues  á  éste  hasta  que  se  edifica  poco  le  importa  que  por  la  pa- 
sed  inmediata  se  reciban  ó  no  luces,  como  el  dueño  del  solar 
no  tiene  medios  legales  para  impedir  que  el  de  la  casa  colin- 
dante abra  en  su  pared  las  ventanas  que  tenga  por  coiivenien- 
*^y  no  puede  tampoco  inferirse  que  renuncia  á  su  derecho  de 
üficar  de  suelo  á  cielo,  ni  admitirse  que  se  le  imppuga  pena 
Iguna  por  haber  dejado  reali^r  hechos  que,  no  sólo  no  coa- 
intió,  sino  que  no  pudo  impedir. 
.  .Mb  pmde  objetafie  á  eato  que  el  últvao  párrafo,  del  art.  581 
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da  al  <}ti^&P,de.QB  solar  la  facultad  de  cerrar^las  ventanas  abi&r- 
tes  eor  par€4  oontigua  ajena,  edificando  en.  bu  terreno,  p^ee 
esta  facultad,  si  nó  sé  ejercita  dentro  de  los  veinte  años,  se  pier*. 
de,  dado  caso  que  ia  eervidumbre  de  luces  seapositiva,  pues  se 
adquiriría  ésta  por  la  prescripción,  contada  desde  el  momead 
de  abrir  las  ventanas;  ó  imponer  á  un  pippietario  la  obligaci^KQ 
de  edificar  en  euterreno  dentro  de  cierto  tiempo,  para  que  el. 
colindante  no  gane  servidumbre  de  luces,  sería  un  atentado- 
contra  el  derecho  de  propiedad. 

Los  romanos,  que  con  tanta  precisión  d¡aban  preceptos  par  ai 
todas  las  necesidades,  con  la  vista  siempre  fija  en  que  su  apli- 
cadón  á  los  casos  concretos  no  resultara  en  pugna  con  la 
equidad,  comprendieron  perfectamente  esas  dificultades,  y  de^ 
ahi  su  distinción  de  lae  servidumbres  en  positivas  y  ne^tivas,. 
y  el  diverso  modo  de  contar  el  tiempo  «para  la  prescripción  ep 
cada  una  de  ellas. 

Desde  la  publicación  del  Código  civil  vienen  discutiendo^ 
los  comentaristas,  al  interpretan  el  párrafo  segundo  del  ar^ 
ticulo  6.^j  si  con  las  disposiciones  de  éste  es  compatible  la. 
exist^icia  de  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  coma 
fuente  de  derecho,  y  si  han  de  tenerla,  por  tantQ,^  en  cuetita  al 
juzgar  los  Tribunales  inferiores.  Cuestión  es  esta  bastante  im- 
portante, y  que  no  creemos  conveniente  tratar  como  inpiden^o 
dé  la  que  ahora  nos  ocupa.  A  nuestro  propósito  basta  sentar 
un  hecho,  que  testimoniarán  como  exactísimo  todos  loa  juris- 
consultos  qué  se  dedican  al  ejercicio  de  la  profesión 

Podrá  discutirse  en  teoría  la  mayor  ó  menor  fuerza  de  la 
jurisprudencia  del  Tribuiml  Supremo,  pero  en  la  prá^^tica  ea 
poder  es  absoluto. 

Hasta  la  vigencia  del  Código  civil,  nuestra  legislación  en^ 
esa  materia,  eon  tantos  cuerpos  legales^  vigentes  en  parte  y  en 
parte  deiogados,  era  un  verdadero  caos,  en  el  que  muchas  ^^ 
ees  hizo  brotar  la  luz  el  Trifbunal  Supremc^con  §ub  acartadisj- 
mas  sentencias.  Acostumbrados  loe  Tribunaleede  primeca  S 
segunda  instancia  á  servirse  coi|k>  de  su  mejor  guia  de  la  ju- 
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risprudencia,  pues  además  de  la  buena  y  clara  doctrina  que 
contenia,  por  precepto  legal  tenian  que  atenerse  á  ella,  dado 
que  existia  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  doctrina  le- 
gal, y  ésta  estaba  formada  por  los  fallos  del  Supremo,  no  han 
podido  desprenderse  de  esa  costumbre  después  de  la  vigencia 
del  Código  y  ouatido  yaíese  recurso  es  iegalnlente  impoáihle. 

La  frase  «hay  jurisprudepcia>  y  su  cita  hace  invulnerable 
al  que  la  esgrime  en  las  con  tiendas  judiciales,  y  ya  puede  él 
contrario  tener  á  su  favor  la  razón  y  las  opiniones  fundadas  de 
todos  los  intérpretes  y  comentaristas,  nada  conseguirá;  aquella 
frase  tiene  para  los  juzgadores  más  fuerza  que  la  misma  ley. 

Siendo  este  hecho  ciertisimó,  al. escribir  este  artículo  nos 
hemos  propuesto  dos  cosas,  que  no  sé  si  habremos  conseguido. 

La  primera,  fijar  el  verdadero  carácter  de  la  servidumbre 
de  luces^  afirmando  su  condición,  á  nuestro  juicto  indiscuti- 
ble, de  negativa;  la  segunda  llamar  la  atención  de  los  Tribu- 
nales que  tengan  que  entender  en  contiendas  sobre  servidum- 
bres  de  esta  clase,  y  á  los  qué  'se  quiera  confundir  con  la  juris- 
prudencia del  Supremo,  citando  la  sentenciado  7  de  Febrero 
de  189ff,  piies  si.  bien  es  cierto  que  en  esta  sentencia  se  declara 
que  las  servidumbres  de  luces  son  positivas,  ha^otras  sen  ten- 
cias  que  dejamos  citadas  que  declaran  lo  contrario,  y  por 
tanto,  que  pudiendo  asi  el  que  sostenga  lo  uno  como  lo  otro, 
decir  «hay  jurisprudencia»,  los  juzgajdores  lao  se  sometan  á  §se 
criterio  de  autoridad,  que  en  este  oaso  resalta  contradiotono, 
y  decidan  con  entera  libertad  y  con  la  vista  fija  solamente  en 
el. Código  y  sus  precedentes. 

Santiago  Senargoa*  .    . 
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ALlCtNTE 

ulereado  de  agua  en  la  Haeria. 

I.  AHTiGíDSifTis:  La  haaria  de  Alioante.— Sa  yevtietitA.'^OoaoMioiiea 
de  agaas  á  los  primeros  pobladores  oristianps  por  Alfonso  Z. — Aamento 
posterior  de  tierras  laborables. — Defectos  en  el  uso  y  disposición  del 
agua. -^Decreto  de  Joan  I  da  Aragón  para  que  no  se  separe  el  agoa  da 
la  tierra. — Gonstrnooión  del  pantano  de  Tibi  en  el  siglo  xvi.  Beparti- 
miemto  <íel  agaa:  relación  entre  ésta  y  la  tierra. — Agua  vieja  y  Agua  nue- 
va. ^>— Antagonismo  entre  ambas.  — Botara  del  pantano  (1697).-*~ Abanos  en 
la  venta  del  ag^a.— Disposiciones  qne  hienden  á  remediarlos. — Tasa  del 
agua  en  1776. — ^Reglamento  de  1782. — Proyectos  de  extinguir  ó  amortizar 
el  agua  «^/a.-^ignen  los  abasos  y  los  conflictos.  -  Exposición  de  regan- 
tes en  1848. — Formación  de  las  Ordenanzas  ó  Beglamento  vigente  (1840). 
— Constitución  del  Sindicato  de  regantes.  ^—Su  Reglamento  (1865). — Re- 
lación de  éste  con  el  de  riegos. -^Estado  aotual:  número  de  tierras  y  re- 
lación con  el  agua. 

n.  Causas  y  obganización  del  hbbcado  db  agca:  Autores  qae  hablan 
dal  mercado. — No  reAcJan  la  rdalidad  de  las  oosa8.-**Diferenoi»  entre  i  a 
ley  escrita  (Reglamento^  y  la  costumbre. — Forma  del  riego.*— TVimia*  ó 
martavat. — Bilat  ó  dula: — Albalaet:  sus  clases  y  valor. — Registro  del  ag^ia 
ó  ú'traetora.— Presentación  de  los  albalaes  para  obtener  el  riego.^-Pocqné 
no  se  cumple  siempre  el  precepto  legal. — Déficit  entre  el  agua  corres- 
pondiente k  cada  tierra  y  la  necesaria  para  el  riego. — Sus  causas. — Ke- 
cesidad  de  la  compra  de  albalaes.  —Cuándo  se  hace  la  cuenta  del  riego. ' 
— -Oontabilidad  de  los  martaveros.  —  Disposiciones  reglamentarias  en 
punto  k  la  venta,  permuta,  etc.,  del  agua.— -Cómo  deben  interpretarse. — 
Cómo  se  cumplen  en  la  práctica. — Carácter  consuetudinario  del  mercado 
de  agua.— Sus  diferencias  con  los  de  Lorea,  Biche,  etc.— llanera  de  faxi- 

oionar. — Libertad  de  contratación. — Acaparamientos  de  albalaes. — Ra- 
ventas.— -Corredores. —Bn  cuánto  influye,  esto  en  el  precio  del  agua. — -> 

*     Véanse  las  págs.  4i,  d25,  668  del  tomo  88  y  180  de  ests  t«mo. 
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OtrM  e*Ufl«a  de  1m  flaetiuusiones  del  preoio.— Altoe  precio» de  otr»e  épo- 
cfte. — Bemedios  propuestos  en  varías  ocasiones. — El  fielato  de  afilias.  - 
lia  tasa. — Ventajosa  situación  en  la  actualidad, 
ni.     BiBUOGBÁFf  A:  Baaón  de  tratarla  al  final. — Puntos  princlpalee  &  que 
se  refieren  los  libros  publicados. — La  cuestión  de  los  ríbereftos  del  Gaba- 
nes y  la  de  los  del  IConnegre.-- Autores  que  de  éstas  tratan. — Libros  refe 
rentes  al  pantano  y  á  su  bistoria  administrativa. — Librds  referentes' á  la  3 

•oaestL&n  del  agua  vieja  y  al  nseroado.  — «Necesidad  de  reeonetruir  la  liis-  ¡ 

4oria  de  la»  luchas  entre  el  agua  vieja  y  la  nueva. — Importancia  de  all».  || 


Llámase  Huerta  de  Alicante  á  todo  el  terreno  cnltirado  ó  ' 

no,  que  se.  extiende  al  N.  y  E.  de  la  ciudad  hasta  la  línea  de 
montañas  que,  partiendo  de  las  estóbaciones  del  Maimó,  en 
término  d^  pueblo  llamado  San  Vicente  del  Raspeig*  (esta- 
üiéa  del  ferrocarril  á  Madrid),  concluye  en  el  barranco  de 
Aguas,  donde  empieza  la  región  que  en  el  país  se  conoce  con  el 
nombre  de  La  lfarífia(  Villa  joyosa,  Benidorm,  etc.).  Compren*- 
de. este  terreno  más  de  30.660  iíthullasAe  tierra <1)  y  en  él  ^e 
contienen  rarias  partidas  rurales  de  la  capital  y  tres  monici- 
pios independientes:  ViUaíranque2a,San  Juan  y  Muchamiel  (2). 
Por  reeultado  de  la  configuración  del  terreno,  la  Huerta  recibe 
las  aguas  de  la  rertiente  Sur  de  la  cordillera  que  forma  la  parte 
alta  de  la  provincia,  aunque  no  en  todo  su  recorrido,  sino  en 
el  trozo  que  puede  llamarse  central  ea  relación  á  la  misma 
Huerta,  y  en  el  cual  están  situados  pueblos  importantes  como 
Gijona,  Castalia,  Ibi,  Tibi,  et^.  El  depósito  principal  de  esta 

XI)  Ckbda  8  tahullas.  componen  una  hec.  de  40O  estadales,  según  medida 
usual  de  los  labradores.  La  n^ayor  qjOLe  se  emplea  es  el  jornal  (lo  que  labra 
un  par  de  muías  en  un  dia),  que  se  divide  en  i  tahuUas;  la  tahulla  en  S  oc 
tairaa  y  la  octava  en  3S  brasas.  Cada  brasa  mide  9  I  palmos  valencianos  ena 
dradoe.  Aymard,  en  sus  Irrigationn  du  Midi  de  VEtpagne  da  á  la  tahnUa  la 
cabida  de  12,01  áreas;  de  modo  que  las  90.000  tahuUas  de  la  huerta  ba- 
een  3.63B  hectáreas,  26  anas  y  60  eentiáreas. 

(S)      El  Beglamenio  vigente  para  el  Simdieat»  de  rieffoe  de  l«  líúerta  de    Áliemn. 
iíca  en  su  art.  i.*: 

«I«a  huerta  de  Alicante  se  compone  de  lae  80.660  tahuUas  de  tierra,  ete.* 
Ea  definición  del  Reglamento  es  exacta  no  más  que  desde  el  punto  de 
jk  del  Sindicato.  Bn  lo  que  se  llama  ordinariamente  hnerta,  hay,  ademán 
as  d0.660  t.  de  regadío,  otras  machas/  rotnadae  y  plantadas,  de  secano. 
Aodo,  que  no  puede  jungarse  de  la  extensión  da  la  huerta  eólo  por  aqne- 
eiíim. 


^. 
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cuenea  es  la  llamada  hoya  de  Oastalla,  cuyas  aguas  yacíanse 
por  él  rio  Gabanes,  qu^  atraviesa  lá  cordillera  por  una  cortadu- 
ra dififtante  sobre  50  kilómetros  de  Alicaddte;  desde  dond«  toum 
el  Botóbire  de  Monnegre.^ 

No  ,es  e^té  rio  de  corriente  continua  é  igual.  l)epende  casi 
en  absoluto  de  las  lluvias,  que  no  son  frecuentes,  como  es^sa- 
bido;  cuando  éstas  faltan,  disminuye  muchísimo  él  caudal  da 
aquél,  por  disminuir  igualmente  las  pocas  aguas  naturales 
que  lo  surten,  y  aun  llega  á  secarse. 

Careciendo  la  Huerta  de  toda  otra  corriente  de  aguas,  y 
siendo,  en  ella  todavía  menos  írecoeñteB  las  lluvia»  que  en' la 
mencionada  i^a,  era.  natural  que  para  ártenderrásu  riego  se 
acudiefie  alas  aguas,  del  Gabanes,  como  las  más  dír^tasyBe* 
goraa*  Asi  se  verificó  apenas  conquistada  Alicante  iior  elen-' 
toxices  Infante  de  Castilla,  luego  Rey.  D.  Alfonso  X.  En  íd^B 
Agosta  de  1252  dio  á  los  pobladores.cristianos  de -Alicátate 'fuo«-« 
ros,  franquezas  y  espaciosos  términos  enf  los  hoy  municipáúB  ' 
de  Novelda,  Aspe,  etc.,  con  sus  aguias,  fueritc»  y  ríoej'y  ftños^ 
después,  en  1258^  hizaor  igualmente  donación,'  ¿  todos  ios  que 
habian  recibido  tierras  en  la  Huerta  por  juro  de' herbad  {l)y 
del  tzso  y  aprovechamiento  de  todas  las  aguas  nacidas  en  el 
término  de  Castalia,  así  como  délas  pluviales  que  diseutren 
por  el  mismo  y  vienen  á  parar  al  río  Oabanes.  Se  formó  uh  li- 
bro de  repartimiento,  en  que  se  hicieron  constar  lospombres 
de  los  vecinos  que  poseíto  tierras,  con  indicacíóii  del  agua  que 
conrespondia  á  cada  cual;  y  ésta  se  di vidió  én .  dos  oerrientes 
(una  de  agua©  vivas  yotra  de  ias  pluviales)-,  que  se  utilizaban 
cada  veintiún  días  respeotivamente«  El  repartimiento  fué  apro- 
bado en  todas  sus  partes  por  nueva  disposición  real  dada  en  . 
Valladolíd  m  1258  (2). 


(1)     Cayos  heredamientos  se  aprobaban,  de  -paso,  en  este  privilegio. 

Oí)  Vóase  F.  Verdá,  Dito,  eohre  el  éaminiOt  pertenenoifí,  dUtrñución  y  ««o  ife 
Uu  agucu  que  airven  al  riego  público  de  la  Huerta  de  etta  ilu9tre  biudad  de  Altean 
fe^  Itdü. — ponviene  advertir  q«e  el  Priv.  de  ISfi^  es  el  •  mismo  que  oí  tan  y 
eztnaotan  Yergara,  Vecdá  y  otóos  autores,  aunque  eqniTooando  la  feoha  (po- 
nen 1290),-  ppr  no  ha^Ber  la  irednoAi^n  d«  la  era  lúspáootioá'  á  la  oristlana.  SI 
de  VíHS  .lo  dan  por  d^  ^390.  Branohit,  en  el  lVatado.de  Uu  derecho»  y  rega- 
lint  que  owreep^mUn  mi.  JU^l  Fqtrimfmio  en  el.  lUyn»  de  Valencia  (I,..p&g.  866, 
nota  1),  ya  reotiñoó  este  error.  El  Priv.  de  Í2BSÍ  existe  en  el  Archivo  da  1 
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No  á«  babian  di&iriboido  esk  el  repartimies^to  á  parlioula- 
rea,  como  ea  de  suponer,  todaa  las  tiercaa  del  término  muoici- 
pal;  pero  andando  el  tiempo*. iué  aumei^tando  la. propiedad 
pri^rada  y  roturándose  máa  c^mpo»  lo  CuM  produjo  una.  dea- 
propoiroión  notable  entre. el  agua  disponible  pera  el  riego  y  las 
tierraa  necesitadas  de  él.  Por  otra  parte,  los  primitm»  agra- 
ciados con  lotes  desagua  usaron  de  ésta  rcomo  dominio axclu- 
ísivo.» .separándola  de  la?  tierra,  ora  pasa,  vender  á  buen  precio 
'  su  uso  á  los  labradores  A.  quienes  baola  falta,  ora  para  crearbe- 
neficips  eclesitotioos,  ó. para  legarla,  donarla,  etc.,  á  otros  po- 
-seedores  y.á  las  Iglesias:  conducta  que  aumentaba. la  despro- 
<porci<in  indicada  antes  (1).  Se  afirmaba  con  estola  perni- 
ciosa práctica  de  romper  la  relaqión  natural  entre  el  agua- y  las 
•  tierras,  de.capitales  efectosipara  la  agricultura.  El  abuso  lle- 
gó á  grado.  tal,oq«ie  D.  Juan  I  de  Aragón — á  cuya  corona 
pertenecía  Alicante  desde  tiempo  de  D.  Jaime  II — expidió  un 
decreto  en  1.^.  de  Manso  de  1389  (2),  á  petición  .de  la  munici- 
palidad, mandando. que  cni  iglesia  ni  extranjero  que  no  fuese 
heredado  ó  tertateniente  en  la  Huerta,  pudiese  adquirir  agua; 
-que  nadie  pwliese  tener  más  que  La  que  le  correspondiese  en 
.proporción  á  las  tierras  que  tuviera,  pepa  de  ser  vendido  en 
pública. subasta  el  tal.  derecho  ó  uso  del  agua...  y  qite  se  cuta- 

^adad,  Armario  6,  lib.  KO,  fol.  4,  y  de  aUi  lo  oopí6  Branohat  en  el  tomo  II 
•«de  lheum€iUo»f  de  bu  obra  (cap.  8.*,  núm.  l.^k  Los  demáe  privilof  ioe  también 
constan  en  el  Archivo.  V.  el  «Fuero de  Alicante  y  privilegios:»,  pablioados  en 
Ia  Colección  de  privilegios ,  franqueza»,  exencionee  y  /t*«re«...  de  I).  Tom&s  Gon- 
t^lea,  *«mo  V]^  P&ga-  66  y  105.  En  1854!  los  Reyelí  de  Aragótt,  &  ouyo 'poder 
pasó  Alicante,  renovaron  loe  prívüegioai  dados  ppr.  los  de  Castilla;  yhabión- 
:  doHO  perdido  en  las  guerras  del  siglo  xiv  el  libro  en  que  se  consignó  el  pri 
filer  repartimiento,   se  forinó  otro  en  1906,  qne  fáé  aprobado  por  el  Infante 
;jD..  ^oan  (JtiaK  I)  en  vida  de  sn  padre  Pedro  IV.  Vei^á  (pág.  SO)  diktin  butsn 
iiesnmen  ^el  fkrocedimiento  que  se  siguió  para  traer  las  aguas  y  repartirlas. 
'  Ss  interesante  notar  la  diferente  apreciación  acerca  del  origen  del  derecho  á 
la«  agaas  de  Castalia  que  hacen  Vergara  y  Yerdtir.  V.  lo  que  dice  Branchát» 
i^A  905  k  998.  .  ( 

(1)     Todo  este  proceso  de  sep«raoi^A  del  agM.  y.  la  tierra  lo  .expliea  bien 
erdú  en  9Si  DÍ9oui*mj  p&gs.  58  64,  .asi. como  expone  los  perjoioios  que  oan 
ftba,  creando  interesados  en  el  agua  qne  »o  poeeian  tierra  f§  53,  M  y  ^. 

(2i     Archivo  mnnieip.,  lib.  jaúm.  8i  armario  J.  Jábro  titulado  de  Privite- 
>•  de  la  misma  ciudad^'en  lemosJa:  «Que  oom  en  la  Hbrta  de  dita  Vila  de 
l^cant  haja  gran  fretura,  é  minvi^  de  Aigua,  ^antigament  aquella  fospar^ 
(la  ab  la  térra...  Per9Ó  que  la  dita  Aigua  no  sia  departida  de  la  térra.» 
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piiese  a(>i...  pM^a  que  el  agua  né  fuese  separada  de  la  tierra  por  et 
Anierés^e  la  gran  ganancia  que  resultaba  á  sus  dueños  en  perjuicio- 
dé  la  Huerta  y  de  la  cosa  pública*;  y  todaTÍa  el  propio  Rey  di6 
nueTO  decreto  en  Valencia,  á  9  de  Febrero  de  1893,  dictando 
otras  medidas  encaminadas  ai  mismo  fin  (1),  á  petición  de  los 
Procuradores  ó  Diputados  de  la  Villa:  en  ellas  se  ve  cuan 
grande  era  ya  la  desproporción  entre  el  agua  y  las  tierras»  in- 
cluso por  lo  diTÍdida  qne  aquella  corría  en  ocho  acequias  ó 
partes,  no  obstante  su  escasó  volumen^ 

A  las  mencionadas  causas  de  penuria  uníase  otra  natural,., 
que  cada  vez  había  de  ser  más  notada,  á  saber:  la  irregulari- 
dad de  la  corriente;  pues  faltando  en  el  río  Gabanes  obras  que 
encauzaran  y  sujetaran  las  aguas,  éstas  se  perdían  en  el  mar  al 
ocurrir  grandes  avenidas  en  invierno,  y  en  verano  era  frecuente 
que  se  agotaran.  Para  poner  remedio  á  este  mal  se  pensó,  ¿fines^ 
del  siglo  XVI,  en  la  construcción  de  un  pantano  que  detu- 
viese las  aguas  naturales  y  pluviales  propiedad  de  los  huerta- 
nos alicantinos  y  regularizara  su  aprovechamiento.  La  inicia- 
tiva dé  esta  obra  se  debió  á  dos  vecinos  de  Muchamiel;  fué  aco> 
gida  con  entusiasmo  por  el  Municipio  de  Alicante,  y  obtuvo  de 
Felipe  II,  entonces  reinante,  protección  y  ayuda.  Comenzó  la 
obra  en  1580;  y  después  de  muchas  vicisitudes,  en  1594  se  di6 
por  terminada,  dejando  el  muro  de  contención  en  160  palnoos* 
De  lo  ocurrido  durante  este  tiempo  (2)  no  nos  interesa  consig- 
nar más  que  la  circunstancia  de  haber  tratado  de  dificultar  la 
construcción  del  pantano,  por  varios  medios,  los  poseedores  de 
agua  procedente  del  repartimiento  de  Alfonso  X,  los  cualee  ya 
sabemos  cómo  usaban  de  su  derecho.  De  estos  intereses  contra- 
rios á  la  obra,  y  de  otros  análogos,  da  te0timonio  la  carta  es- 
crita desde  Madrid  w  8  de  Diciembre  de  1589  por  Felipe  II  al 
Portan tvences  de  Gobernador,  D.  Alvaro  Vique  Manrique  (8), 


(1)  Archivo  miinioip.  Libro  citado,  fol.  71  (en  lemosin).  Poseo  copia  feer- 
tíAcada  por  •!  Secretaria  dei  AsruntamientoD.  V.  Bemáiben. 

(2)  V.  ]»  narración  de  eUos  en  Viraívens,  Crónica  de  ÁliearUe,  págs.  136  á  144. 
La  hiitoria  circnnstanoiada  y  documentada  está  aún  por  hacer,  y  tal  Vea 
me  atreva  yo  á  escribirla  algún -dia  con  los  doonmentos  que  poseo.  • 

(8>  €iiada  por  Verdú,  y  se  halla  en  el  Arch.  municip.,  autos  de  destaja 
del  pantano,  fbl.  ^64.  La  publica  Viravens,  págs.  197  9.  Poseo  utta  Copia  ante- 
rior, á  la  Ctáwieat  hecha  en  1848. 
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en  que  ee  alude  á  thombres  de  negocios  que  no  son  hereda- 
dos» y  cuya  ganancia  «consiste  en  la  esterilidad  dé  la  tierra», 
y  d'  «otros  que  son  heredados  en  la  huerta  que  hoy  se  riega  y 
por  su  interés  é  y  vender  mejor  sus  frutos  habiendo  poca 
agua...  lo  quisiesen  impedir...»  Los  impedimentos  se  produje- 
ron efectivamente,  según  se  deduce  de  otra  carta  fecha  3  de 
Junio  de  1594  (1). 

Concluido  ya  el  pantano,  se  procedió  al  repartimiento  de 
las  aguas.  Entendió  en  está  operación  él  Gobernador  Viqué, 
haciendo  medir  las  tierras  que  habían  de  obtener  riego,  y  en 
Octubre  de  1594  se  publicó  el  repartimiento,  elevándolo  á  la 
aprobación  del  Rey.  Vique  proponía  la  inseparabilidad  del  agua 
y  la  tierra,  para  que  los  ricos  no  hicieran  lo  que  habían  hecho 
antes,  á  saber:  cótnprar  el  agua  de  los  pobres  con  perjuicio  del 
bien  público  (2).  El  Rey  aprobó  en  9  de  Noviembre,  sancio- 
nando la  inseparabilidad  propuesta  en  cuanto  al  agua  que  del 
pantano  se  hubiese  de  conceder,  y  numdando  que  en  el  libro 
en  que  constara  el  repartimiento  se  fuesen  anotando  todos  los 
traspasos  de  la  propiedad  del  agua  (3). 

El  principio,  tantas  veces  falso  y  perjudicial,  de  los  dere- 
chos adquiridas,  produjo  desde  luego  en  el  problema  del  repar- 
timiento Una  dualidad  do  intereses:  el  de  los  sucesores  de  aque- 
llos cristianos  á  quienes  se  hizo  la  primer  concesión  de  agua 
en  tiempo  de  Alfonso  X,  y  el  de  los  nuevos  poseedores  de  tie- 
rra, vecinos  de  Alicante  y  de  su  Huerta,  en  beneficio  de  los 
cuales— y  con  cuyo  dinero  (pues  la  ciudad  hubo  de  tomar  ¿ 
cénso'grandes  cantidades  para  la  obra)— se  había  hecho  el  pan- 
tano. El  Gobernador  Vique  mostró  tendencia  á  confundir  am- 
bos derechos,  lo  cual  hubiera  sido  indudablemente  venta- 
joso (4),  pero  no  prevaleció  este  sentido.  Hízose  el  repartí- 


(1)  YiraTens,  pág6.  14á-6. 

(2)  ArohiVo  municip.,  libro  1.*,  armario  2.*"  Poseo  copia  certificada  por  •! 
Secretario  del  Ayuntamiento  en  1848. 

(8)     Sn  el  mismo,  libro  que  el  anterior  documento.  ,    ' 

(4)  Y.  su  proposición  de  repartimiento,  antes  citada.  £n  la  misma  se  da 
parte  al  Bey  del  modo  con  que  se  aprovechaba  el  agua  antes  de  construir  el 
>antano.  Vique  hace  constar  qué  el  único  obstáculo  para  la  extinción  del  an- 
iguo  derecho  era -el  haberse  fundado  vinculos  y  capellanías. 
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miento  reconociendo  á  los  indicados  sucesores  la  propiedad  del 
agua  concedida  con  anterioridad  ai  pantano  y  bu  separación  de 
la  tierra;  y  de  la  restante,  es  decir,  de  la  qué»  gracias  al  pan- 
tano, se  recogería  de  más,  se  distribuyeron  836  hitos  pie  §3  mi- 
nutos cada  uno  (1),  á  raaón  de  un  minuto  por  cada  tahulla  de 
tierra  susceptible  de  riego.  Los  primitivos  posieedores  tuvieron 
otros  336  hilos,  á  los  cuales  se  llamó  desde  entonces  (igya  vie- 
ja, dando  á  los  repartidos  en  1594  el  nombre  de  cíQUia  nueva^  (2). 
A  la  sazón  (1596)  había  en  la  huerta  28.221  tahullas,  debiendo 
•entenderse  que  no  toda  la  tierra  plantada  y  sembrada  era  (ni 
6s  hoy)  de  regadío,  pues  existen  t^rozo^que  por  su  situación bo 
pueden  regarse.  De  1594  á  la  fecha  ha  aumentado  el  número 
de  tierras  de  regadío  y  de  secano  por  nievas  roturaciones. 

Divididas  de  aquella  manera  las  aguas  del  pantano,  era  ló- 
gico, que  se  acentuase  el  antagonismo  que  ya  de  antes  existía  en- 
tre los  poseedores  del  primitivo  repartimiento  y  los  labradores 
nuevos,  máxime  cuando  el  agua  vieja  no  er«^  poseída  en  propor- 
ción de  la  tierra»  sino  que  por  Is^s  ventas,  vinculaciones,  etc. 
verificadas  desde  11500,  se  había  acumulado  en  pocas  manos,  no 
siempre  interesadas,  según  va  dicho,  ^n  el  cultivo  agrícola.  Asi 
ocurría  que  mientras  un  terrateniente  poseedor,  v.  gr.^  de  12  ta- 
hullas,. no  disfrutaba  máa  que  de  doce  minuto^  de  agua,  coal^ 
quier  poseedor  de  agua  vieja^  aunque.no  tuviese  tierras,  podía 
disponer  de  una  y  más  horas.  A  éstos»  pues,  np  había  de  con.- 
venir  la  prosperidad  del  pantano,  ya  que  cuanta  menos  agua 
pluvial  se  recogiera,  en  más  alto  precio  podría  ser  vendida  la 
antigua,  que  se  suponía  procedente  de  nacimientos  naturales  y 
tenía  derecho  privilegiado.  Así  lo  comprendía  el  espíritu  públi- 
co, y  lo  prueba  el  hecho  de  qi^e,.  habiendo  sido.de^u^aen 
1697  parte  de  la  pared  del  pantano  á  oai^s^  de  la  explosión  de 
un  barreno  de  pólvora,  según  se  creyó  (3),  atribuyóse  el  crimi- 


U)  Aotnalmento,  el  hilo  corresponde  á  ana  hora  y  media  de  dula  oada 
veintiún  días.  Llanradó,  Tratado  de  agua»  y  riegos,  V.  xuás  adelante  otras  oitos 
de  esta  obra. 

(8)  La  lista  de  las  oondioiones  convenidas  en  esta  transacción  de  derecho» 
pueden  verse  en  Aymard,  cap.  12,  y  en  Llanradó,  II,  5.^ 

(8)  Viravens  dice  que  esta  «desgracia  fué  producida  »in  género  de  d^da  por 
la  explosión  de  un  barreno  de  pólvora  preparado  por  la  perversjidad  de  algu- 
nas gentes...*,  pero  no  determina  cuaíes.— La  atribución  que  hacemos  e^  el 
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nal  deiNíToza  á  losposeeádréfl  de  agua  vieja,  cuyo.deaea  «e  supo- 
oia  Ber  de  que  las  csMs  volvieB^i  al  mismo  estado  que  teuiau 
antea  de.  aquella  ohca.  .    ,*  .         ♦    . 

SojUk  la  paijed,  quedó  desorganizado  el  riegGt  d&  la  Huerlja;  f 
-mk  duda  qiie  debiera  ápiroTiechanse  de  ello  los  poseedores  de 
agua  vi^ja,  á  lo  ^e^M  se.  colige  de  documentos,»  pOsteri^s  que 
Inego  ban.  de  citaraa.  Hasta  1726  no  se  proitoovió  fonaalfneiite 
la  reoomposiéión  d^l  ^antatio ,  y  en  1736  empezaron  las  obras. 
Para  atender  á  ellas  se  orearon  16  hilos  de  agua  (aumentando 
-un  día  á  cada  martuva  á  p^íodo  de  riego:  cad^  20  dtas),  q\m  fié 
vendieron  á. pacto  de  retreveota,  independientemente  de  las 
«tierras,  aumentándose  asi  la  cantidad  privilegiada  cuyo  uso 
era  suseeptible  de  ser  cedido  por  elevado  precio  en  caso  de  pe- 
nuria. Produjo  esta  venta  8.000  libras,  y  como  las  obras  se  ha- 
bían presupuestado  en  16.000,  se  hiao  un  reparto  proporcional 
^ntre  los  izantes  pmra  reunir  las  que  faltaban. 

Las  obras  terminaron  en  1788,  y  un  año  después^fué  inc<Nr- 
podado  el  pantano. al  Real  Patrimonio,  dictándose  unas  Ordo 
naneas  que  llevan  fecha  de  1741,  .y  en  las  cuales  sé  preceptúa 


texto  estlt  tomaba  de  ana  expodieión  dirigida  (6  que  se  pensó  dirigir)  k  la 
Reina  mi  28  de  Dioiembre  dé  1818  por  la  Comisión  de  regantes  dtí  la  Huerta, 
encargada  de  la  Administración  del  pantano,  j  cny  o  «original  poseo.  Beta  ex 
posición  se  encaminaba  á  obtener  la  extinción  del  agua  vieja. '  Es  sustancial 
tanablén  lo  qne  se  dice  en  el  párrafo  de  Prueba»  de  otra  exposición;  dirigida 
por  varios  regantes  al  Jefe  Político  en  1.^  de  Mayo  de  1848,  Comienza  asi:.  «Los 
.garandes  propietarios  de  agna  vieja  son  cnltlvadorea  ó  arren^dores.  En  el 
primer  caso,  salvo  pocas  exce]>cione8,  más  estiman  vender  el  figna  qne  culti- 
var las  tierras:  en  este  mismo  ajko  agricultor,  hay  .quien  tiene  yeroias  las  mu* 
óhps  que  posee  y  sólo  ha  regado  una  pequeña  porción  de  agua,  para  vender 
la  restante  y  sacar  un  prpducto  pingüe.  En  el  segundo»  los  arrendatarios,, 
jsalvo  las  mismas  pocas  excepciones,  hacen  lo  propio;  pero  siempre  «a  pro  ve 
'Chp  de  sus  principales  que  pueden  dar  en  arriendo  las  tierras,  al  paso  que.los 
que  no  tienen  Agi^f  vieja  no  pueden  darlas  ni  cultivarlas:  en  este  mi^pio  año 
agnncuUor,  son  muchos  los  casos  que  pudieran  citarse.. A^i  es  qu¿e  la  opinión 
pública  les.  atribuyó  la  voladura  del  Pantano  ocurrida  en  el  año  1697,  porque 
,Íiecfaos  dueños  pnton<}es  de  toda  el  agua  que  venia  á  la  huerta,  labraban  so. 
—^neza  á  costa  de  l^  miseria  de  la  Comunidad.  Y  cuando  el  grande  aluvión 
»  1793  se  llevó,  la  antigua  asud  de.  Mu^h^mielf  l^s  antecesores,  de  varios  de 
I  que  Srinan  la  )9X|>QSÍción  que  contestamos  se  opnsjieron  á  la  reedificación 
la  entretuvieron  ^por.e^acíQ  de  och<>  años  con  ardides  de  la  naturaleea  de 
s  que  hoy  emplean*.— El  motivo  de  esta  exposición  fué  (contestar  á los  qua 
oponían  é^^  la^oqniilb.meQÍón  de  una  balsa  reguladora ,, del  Pantano.  I^e  impri* 
ó  en  UÍ  sagina^  «n  S.*,  Alicanl^e*,  Imprionta  de  NíooUmí  Carrata^lái»,  1^. 
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liueTamente  (ari.  80)  la  inseparabilidad  AA  agua  y  la  tierra* 
Loa  abusos  á  qne  daba  Ivigar  la  renta  4*1  agua  vieja  ooutiiHia- 
roa  (1),  obligando  á  que  la  ciudad  de  Alicante  propusiese  al 
Rey  Carlos  III,  en'i77$,  la  redención  de  aquélla,  fundando  su 
deseo  en  cel  exceaivo  precio  á  q«ie  ki  hacían  pagar  sus  posee- 
doreSj  j  «u  elperjliicioqiie  resultaba  al  inte^s  público  de  que »^ 
f«r  aiMBovecbarae  de  los  excesivos  precios  á  que  la  Vendían,  de- 
pantm  firmas  mu$  heredades»  (2).  £1  Rey,  después  de  oir  á  los  po> 
eeedocea  indicados,  al  Intendente  de  Valencia  y  á  la  Junta  del' 
Patrimonio,  no  accedió  á  la  redención,  pero  dispuso  en  Real 
cédula,  á  consulta  del  Consejo  de  Hacienda  (22  Octubre  1776)v 
que  cpara  que  los  terratenientes  no  tuvieran  los  justos  motivos 
de  queja  jporia  Urania  délos  preeios  á  que  se  la  vendían  en  los 
años  de  escasez, ...  no  pudiesen  exceder  del  doble  precio  á  que 
se  vendían  de  cuenta  de  S.  M.  los  demás  hilos  del  Pantano»:  e& 
decir,  los  tasaba  en  15  reales  2  maravedises  vellón  por  hora  (8). 
Según  la^  comunicación  que  cita'la  nota  anterior,  el  agua  vieja^ 
llegaba  á  venderse  hasta  en  diez  pesos  (4)1  Para  el  cumplimiento 
de  la  resolución  citada  se  lormó  un  Reglamento  (22  de  Abril 
de  1782)  en  el  cual  se  tasa  la  hora  de  agua  vieja  en  diez  reales 
valencianos,  ó  sea  el  doble  de  lo  que  se  pagaba  por  la  del  Real 
Patrimonio  (6).         . 


(1)  Un  reflejo  de  las  cuestiones  qne  se  promoviiin  entre  los  poseedores 
del  agna  vieja  y  los  labradores  es  el  citado  discnrso  de  Verdú,  qne  lleva  feobiw 
de  1780.  Verdú  era  Begidor  de  Alicante  y  había  sido  elegido  con  otros  dos 
para  formar  Ordenanzas  de  riego  por  orden  del  Supremo  Consejo  de  Castilla. 

(8)     Exposición  de  18á8,  citada. 

(8)  Comunicación  del  Seeretario  del  ft.  O.  de  Hacienda,  fecha  de  4  Abrir 
de  1777.  Un  traslado  original  se  hallaba  en  la  Admiiiistraoión  del  Beal  Patri- 
monio de  Alicante,  con  el  núm  2,  legajo  28.  Poseo  copia.- — Be  ninguno  de 
estos  documentos  dice  nada  Viravens. — Para  inteligencia  del  texto  conviene 
saber  qne,  no  teniendo  de  derecho  cada  tahnlla  más  q^ue  un  minuto'de  agua,  la 
demás  que  les  hacía  falta  la  compraban  los  labradores;  en  primer  término,  del 
Real  Patrimonit»,  á  quien  entonces  pertenecía  el  pantano,  si  en  éste  la  ha- 
bía sobrante  después  de  cbbiertoS  los  minutos  dé  la  Huerta,  pagándola  á  h 
reales  valencianos  la  hora.  Sóltí  faltando  agua  de  repuesto  en  el  pautan' 
acudían  á  comprar  la  vieja.  V.  sobre  ésto  las  OrdénanE'as  dé  1741,  qué  tra 
Branchát  (Ü  de  Documtnion^  p&gs.  BS4  y  siguientes),  números  7,  8, 10  y  37). 

(4)  Hay  en  el  mismo  documento  otros  datos  interesantes  sobré  la  granje 
ría  que  hacían  los  poseedores  dé  agua  vieja.      '  '  '  ^ 

\h)     fisté  Beglamento  se  imprimió  en' el  mismo  añiS  de  1782'.  Reglamento  qn 
deberá  thtervarte  en  la  d%»$ríbu<fión  y  veatet  de  Uikiloe  de  Agua  vieja  del  pantano  c 


DitREGHO  CONSUEH^BINABIO  DE  £8PAÑA  !¿99^ 

Este  documento  es  muy  interesante,  porque  en  él  se  habla 
manifiestamente,  por  vez  primera,  de  una  de  las  más  graves 
causas  dé  la  carestía  del  agua  por  ilícita  industria  de  los  po^ 
seedoree:  á  saber,  el  acaparamiento  y  la  reventa.  A  esto  se  re- 
fieren los  ntimeroB  6  y  7  del  Reglamento,  el  segundo  de  los  cua- 
les dice:  cQue  los  que  compran  hilos  de  Agua  vieja,  deban  pre- 
ciiiví&aente  emplearla  en  sus  tierras  propias,  ó  que  tienen  arren- 
4miáB^  é  á  pttrtído,  sin  poderla  vender ^  ceder,  ó  prestar  á  otros;  y 
si  aeaeo  por  intttilizarBe  lia  cosechas  ó  por  haber  perdido  el  tur- 
no tuviese  wifftn  mdMnnte  de  Agua,  y.  quisiese  beneficiarla^ 
deba  dar  cuenta  id  Jues  Admimadnébr^  j  weBáeáB.  ooa  sa  ia- 
tervención  por  el  precio  de  10  reales  cada  h<»a  de  Agua»;  indi- 
cándose también  en  otro  núm.  (14)  que  las  reventas  y  acapara- 
mientos solían  hacerlos,  en  primer  lugar,  los  encargados  de  la 
distribución  y  conducción  del  agua  (1).  El  Reglamento  per- 
mite si  arrendar  los  Hilos  de  Agua  vieja  (muchos  de  ellos  po^ 
suidos  por  ciglesias.  Beneficiados  y  Administradores  de  Pías 
Memorias)»,  pero  sólo  á  dos  que  tuvieren  tierras  en  la  huerta»^^ 
prohibiendo  á éstos  que  los  subarrienden,  vendan,  donen j  ce- 
dan ni  presten  (2). 

No  obstante  todas  estlas  disposiciones,  continuó  la  v^nta 
del  agua  vieja  en  iguales  términos,  á  virtud  de  mantenerse  su 
vicio  de.  origen,  ía  separación  de  la  tierra,  que  repetidamente 
quisieran,  pero  no  pudieron,  evitar  las  diferentes  Ordenanzas 
ó  Estatutos  de  riego  dados  desde  1290  (3).  Así  lo  demuestra  la 

la  eimdtid  de  ÁUetm^,  para  asegurar  la  debida  igualdad  y  equidad  en  tu»  precio»^ 
T^reeattr  eolieionea  y  fraudee^  y  tvitar-iddo  perjuicio  á  té»  Interetadoa  RegarUes. — £n 
yal6«ioi»:  Bn  1«  Imprenta  de  !a  Intendencia,  por  JoBeph  y  Thomas  de  Orga. 
JiDCCIiXXXII.  Lo  trae  también  Branofaát,  tomo  11  de  Doéumentogf  p.  566. 

(1)     Pera  1%  denimoia  de  estoe  abusos  concede  el  Reglamento  acción  pú- 
bliea.  T.  también  las  Ordenanaas  de  1741,  nAm.  56. 

fd>  KómtfroüB'lly  12.  Prescindimos  ahora  de  utilizar  otros  documentos 
iMMteriores  qué  no  interesan  directamente- al  fin  de  este  trabajo,  pero  si  mu 
eho  &  1a  historia  de  la  luoha  secular  entre  les  labradores  pobres  y  lois»  posee- 
ióre*  de  Agua  vieja.  Bstos  utilisaron  mil  medios  para  dificultar  el  riego,  ha- 
ciendo necesarias  nuevas  peticiones  de  justicia  y  nuevas  resoluciones  en  1795, 
1796  y  ISOl.  Bl  administrador  que  era  por  entonces  del  pantano,  D.  Antonio 
Uoiiteinegro,  personifica  hermosamente  la  defensa  dé  los  derechos  de  los  re- 
l>antas. 

H;     Además  de  éstas,  teBgo  not&  de  haberse  dado  las  siguientes:  En  16S5, , 
*^r  Falip*  IT  y  enleió;  «n  tiempo  do  Carlos  II;  1669;  en  1741  'poseo  copia d»^ 


ya  pitada  Exp9fiiciÓD  que  en  l^SeleiVArop  ¿  la,Beipa  1q9  rf.g»n- 
,,te6  qpe  formaban  la  Coq^siÓA  ad^ninisjLradori^'del.Paoti^QP  (1). 
pidiendo  la  extinción  del  Qgiva  yieja,  como  se  habi^  #adidp  en 
1775  á  Carlos  IIÍ.  La  Exposipión  alega  cpqip  p^e^^ntaii^f  dis* 
pui^stq  en  Real  prden  de  14  ájd  Enerq.<Je  1^48,  quíB,.Cion  jraf^en- 
oia  al  pants^no  de  Lorc^^,  peri|íiitia  la  fe4eA9Íáp,d,e  doa  dere^hqs 
de  agua  separados  de  la  tierra,  para  que  ccos&se  esta  «¿epiraciÓD 
<][ue  existe  entre  ellas  (la3  agua^)  y  los  terrenos  que-  deben  re- 
gar» (2).  La  Exposición  ofrece  .el  dato  in^vesapte  de  $^£.2000 
el  número  de  poseedores  de  tif^ixsL  en  laliuerta.y  2p0iBólo,el  de 
de  los  del  agua  vieja/ de  los  cuales  sólo  138  hablan  de.sejr  ex- 
propiados (según  el  proyecto  de  redención  y  extinción  adjun- 
to), y  de  éstos,  todavía  constaba  que  12  no  poseían  tierra  algu- 
na (3). 


.éstas),  eit  1777  y  eo  lfi4i.  De',  ottha  poslieriorefl  sd  'hablará  lod^o.  Bií  «1  Bohi. 
oficial  de  In  provincia  de  Álieante  (n.*  127:  17  de  Jaaio  de- 1835)  haUo  la  noticia 
de  que  la  Reina  Gobernadora  mandó  formar  una  Janta  de  interesados  en  al 
rlegb  para  redaetar  nuevas  Ordenanzas. 

.1}  En  1821  habían  recobrado  los  regantes  la  admÍAÍ8traoi6ft  del  Faatano, 
y  aunque  en  1823  volvió  al  Real  Patrimonio,  en  1840  se  restfbbleo^ó  la  Junta  ,& 
comisión  de  aquéllos,  aboliendo  el  derecho  del  Patrimonio. 

(2)  El  Be^lamento  para  el  Sindicato  dé  riego*  de  Lorca  (Loroa,  Í84S.  Sn  4.*»  16 
■  páginas)' tes timonifi  en  su  art.  19  la  efisteincia  de  venta>de  aigpiii'á  subaata* 
que  deja  subsistente,  no  obstante  aquella  Real  orden. 

(8)  í>e  este 'mismo  año  es  la  infbrmación' abierta,  'd¿  orden  del  Gobierno, 
por  el  Oomisíottado  Begio  de  Agricultura  D.  JoMioin  Boca  ^  Togoire»,  to- 
cante al  estado  de  la  tierra  y  de  los  trabajadores  y  los  medios  de  mejorar  el 
cultivo.  Seria  muy  interesante  poder  reunir  todas  las  contestaciones  dadas 
al  Comisionado  por  lob  Alcaldes,  Juntas  de  Agricultura  y  particulares  á 
quienes  se  dirigió.  Foseo  el  original  de  «una  de  ellas,  que  ootLtiene  datoa  mny 
importantes  referentes  á  los  .peijnioios  q,ue  oausa  el  agua  vieja  (oon  renúsión  4 
documentos  ofioiales  del  sig^o  x.yiii),.especi|laoiones  que  se  hacfian  oon  «a  ven 
ta,  distribución  de  la  propiedad,  medidas  agrarie^,  jornales,  etc.  Traslado  ^^ni 
el  párrafo  relativo  á  este  último  extremo,  por  sef  de  iadudable  importancia 
páralos  estudios  sociológicos:  tHorm^  dttrabtjo  dé  loadabfadat^.'^lBltérjBamo 
medio  es  de  9.  horas  .4^  tj^ab#jo;  XatS.de  empeear  y  concluir  vaxdan  mucho,  se- 
gún la  es^ción,  faena  y  aun  capricho.  Slpreeio  medio  del  j<Hnial>90  puartos 
<en  invierno  y  36  en  verapo.-r-X^  oamida  ordinaria  de  ¿os  lahradoreaen  to4os 
los  pueblos  y  distritos  rurales  4e  es.te  partido  es  pan»  de, cebada  ó  mai^  ce 
.bollas,  ajos,  pimientos  y  tomates  .crudos^  una  sardina  el  disi  en  que  eavan  ó 
hacen,  faena  pe8a4a,  y  ^oa  domingos  y  alguna  nocho  entre  sem^nay^enaalAd' 
de  nab^y  peí,  acelgas,  etc.,.cocidias,  íi^  €*Ukhi/  w» ««  etcapa  en  la  wttudid^d  nh 
gún  labrador  que  no  cuente  otro  recurso  que  la  labranza  del  país.  En  loa  vnt 
aes  de  En^ro  y  Febrero.de  es^e  año,  formó  la  e#tadisÉioa  del -pan;  ^e  se  co 
snia  por  persona,  en  los  puebliqs  y  oaseríos  de>la  h\ieirt#  de . AUcante^  y  rf  solí 
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No4^e  cotosíguió  este  propósito,  y  por  otra  parte  las  Orde- 
BaBzafi  de  1844  no  dieron  el  resultado  qué  se  creía.  Verdad  es 
que  tampoco  dabati  resolución  á  la  dificultad  esehcial.  Lá  Ex- 
posición de  1848  es  ün  signo  tan  sólo  de  la  agitación  que  en 
eí?a  fecha  se  prodnjG^  entre  ios  regantes,  que  aspiraban  á  una 
refomía*'  El  Jefe  político  de  lá  provincia  se  prestó  gustoso  á  la 
variación  de  las  Ordenanzas  y  consultó  al  efecto  á  la  Junta  dé 


ser  8  onsfts  y  iú^  otra,  de  inai«  ó  cebada. -«^IjOfr  mozos  de  labcúr  ganan  áe  8^ 
k  34  caartoa,  sin  comida,  y  de  15  á  17  dándosela  el  anuo;  peroiesios  oasos.  $on 
los  menos.  Sa  comida  en  ano  y  otro,  pan.  de  cebada  ó  maíz,  arroz  y  verda- 
ras.-^—Ló»  obreros  y  trabajadores,  no  t&nsólo  no  faltan,  sino  que  sobran.  Hoy 
di4  hajr  más  de  2.000  en  el  Afrioi^  fV-ancesa  j  se  van-  sm  eesar»  y  á  podetld ' 
hacer  por  tierra,  saldiían  10.000,  En  tiempo  de  siega  salen  para  Andalucía^ 
£!<ctremadtiirá  y  Gas'tillá  de  2.000  á  2.500.  —  llasta  hace  poco  tiempo  el  arren-' 
damianlio  era  todo  á  diiierortle  ú&  años  á  esta  jsarte  se  hacen  á  dinero,  &  te- 
rraje, y  snn  se  brin<ia  .co^  dair  en  arriendo  por  el  selo  paga  de  centríbncio* 
nes.  SI  precio  medio  de  las  tahallas  de  haerta  e^  la  de  Alicante  es  de  80 
reales  -vellón.;  lais  tfeoftnas,  de  nnos  5  reales.'  TSn  las  que  se  dan  á  terraje,  el 
arbolado  es  á  medias  y  9%  suelo  i  4i  terrajero  y  naa. el  duefior»  —«LA  faena 
á  qne  se  dedica  la  gente  del  campo  á. falta  ^e  trabajo,, es  labrar  lá  tonúz* 
de  espartó  (filet),  loque  proporciona  el  más  hacendoso  y  diestro  6  cuartos  en 
18  horas  de  tra^ia^.-»  Bl  autor  de  esta  contestación  es  ttn  propietario  labra- 
dor, que  vivia  ^a  el  camp«|  y  te<úa  experiencia  ^  sus  condiciones.  Conviene' 
advertir  que  de  1848  acá  han  variado  n^noho  las  cosaj^.  Hoy  día  todo  .ei  mm^ 
do  oome  pan  de  trigo,  y  lá  "proporción  dé  las  comidas  calientes  ha  aumenta- 
do también.  £1  aumento  de  las  lluvias  y  las  buenas  ventas  del  vino  han  me- 
jorado la  situación.  Bn  cambio  la  tomiza  (éñ  cuya  elaboración  se  ocupaban. 
principalmente  la  mujeres),  ha  bajado  enormemente  de  precio  con  la  comf 
petenohb  derlos  esfyartes,  pitas,  etc.,  de  otros  paises,  y  se  fabrica  en  muy  pe< 
qnefiaeseala.  Parte  de  los  huertanos  ejerce  también  la  industria  de  la  pesca, 
especialmente  en  la  partida  rural  del  Campello.  Pescan  en  nuestros  costas,,  y 
de  Mayo  á  Jnlio  én  la  N.  O.  de  Marruecos  (Larache,  etc.),  con  buenos  rendí-  ^ 
nüentos  muchos  años. — £1  Sr.  Boca  de  Togores  redactó,  en  vista  de  las  con- 
testaciones reoibidas,  una  Memoria  sobre  el  estado  de  la  Agricultura  en  la  .Fto- 
vintsia  de  Alicante,  qne  fué  impresa  en  el  tomo  YI  (1843),  del  Moletin  oficial  del 
MinÍ9t«tio  de  Cometeio  (^ágs.  213,  268,  350,  392  y  501).  En  el  cuerpo  de  la  Memo- 
ria no- dice  nada- sobre  el  riega.  De  \ob  documento»  y  estados  que  van  en  apén- 
dice, el  6.^  se  refiere  á  este  punto  y  olta  los  privilegios  dé  1252  (1290)  y  1258 
(1286).  KadA  importante  dice  del  mercado  de  agua,  sino  es  que  se  celebra  lo» 
jueves  Xv.págs.  667  á  371).  Bh  el  7."  Irata  de  los  riegos  de  Elche,  y  en  la  par- 
^')  relativa  á  la  distiibuóión  diaria  del  agua  debe  confrontarse  con  el  capitulo 
9  lilaurádó  que  se  cita  luego.  — Trae  muy  poco  de  la  condición  y  vida  de  la» 
lases  labradoras.  En  las  páginas  51i5  á  517  incluye  la  lista  de  las  personas 
^e  le  ayudaron  á  formar  la  Memoria.  La  tahnlla,  según  él,  mld^  unas  vece» 
I  9  á  9  i  palmos  valencianos,  y  equivale  entóneos  á  1.065  m.  c.  '10,65  áreas) 
otTBA  d«  ffi  á  90  i  palmos  valencianos  coadrados,  y  equivale  á  1.108  m.  c.  4 
06  áreas.  Cf.  con  lo  dioho  en  la  primera  nota  de  este  trabcg'o. 
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Agricultura,  ante  la  cual  b6  presentaron  diferentes  pro^'cc- 
to3  (1).  Prevaleció  uno,  formado  por  D.  Juan  María  Vignau  (2), 
y  conforme  á  él  se  redactaron  las  Ordenanzas  que  aprobó  la 
Reina  en  9  de  Junio  de  1849.  Clstas  son  las  qoe  hoy  rigen*  y 
<en  8U  virtud  se  disolvió  la  antigua  Junta  ó  Clooaisión  de  regan- 
»  iies  (3)  y  se  constituyó  un  Sindicato,  nombrado  por  el  Gobier- 
no. El  Reglamento  vigente  de  este  Sindicato  es  de  24  de  Ene^ 
TO  de  1865  y  está  en  relación  con  el  Reglamento  de  riegos  que 
corresponde  á  las  Ordenanzas  de  1849  (4);  pero  ya  en  él  se  con- 
<;ede  á  los  regantes  el  derecho  de  elegir  su  Junta  sindical. 

El  título  I  del  Reglamentó  para  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  trata  de  éstas  en  general  y  contiene  dos  capítulos:  uuo 
Del  aprovechamiento  y  otro  de  lapolicia  de  ellas.  El  Reglamento 
para  el  Sindicato  dedica  también  su  titulo  I  (sin  capítulos)  á  Una 
mismas  materias,  bajo  la  rúbrica  De  la  Huerta,  de  sus  aguas  y  4e 
9u  riego.  No  discrepan  en  nada  por  lo  que  se  refiere  á  la  defini- 
ción de  los  derechos,  determinación  de  las  aguas  de  riego,  pro- 
porción entre  la  vieja  y  la  nueva  y  de  ésta  eon  la  tierra  (5). 

Resulta  de  todo  ello  que  el  agua  distribuida  entre  particu- 
lares suma  la  cantidad  de  1.038  horas  y  15  minutos,  corren- 
pondiendo  508,15  al  agua  vieja  (en  338  Ve  hilos,  á  razón  de  nna 
hora,  30  minutos  por  hilo),  19  horas  d.e  una  especie  de  la 


(1)  Poseo  copias  y  originales  de  varios,  expresivos  de  las  difereates  tren- 
dencias  reinantes,  cuya  lectura  interesa  para  la  histoaria  de  la  ouesti^ii  del 
Agua  vieja. 

(9)  El  Jefe  político  patrocinó  otro;  según  parece,  el  da  la  Junjba  de  regim* 
tes»  que  no  pasó. 

(3)  Al  ser  disuelta,  la  Junta  dirigió  al  Jefe  poUtiop  ana  Memoria  expqesi 
va  de  los  actos  de  su  administración,  pidiendo  permiso  para  imprimi«l<L  F0*> 
seo  el  original. — Én  ella  se  alude  á  la  Exposieión  de  Mayo,  d»  JSI8;  al  pcmqroe^ 
to  de  Ordenanzas  presentado  al  Jefe  político  y  aprobado  por  éste,  atmqoa 
luego  prevideció  el  del  Sr.  Vignau,  sin  duda  por  ser  aqu^l  luMtil  á  los  posea  - 
dores  del  Agua  vieja;  al  interrogatorio  del  Comisario  Begio  de  Agrioultiura 
Sr.  Boca  de  Togores,  contestado  en  21  de  Diciembre  de  Vd4A,  á  los  trabados  d« 
busca  de  nuevas  de  agUHS  y  proyecto  de  poso  artesiano  y  otrQsmM»  eoyo  co- 
nocimiento interesa  &  la  historia  del  riego. 

r4)  Jteglamehto  para  el  aprove^amiefUo  de  la$  agua$  del  riego  d*  la  itierta  de 
AlieaiUe.  Alicante,  1877. 

(5)  El  art.  1.*  del  Beglamento  de  riegos  es  igual  al  4.*^  del  del  Sindieat«>; 
«1  2  *  al  6.**;  el  25  (de  que  trataremos  especialmente  por  referirse  &  la  vaata 
del  agua)  al  7.* 
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misma  agua  vieja  llamada  de  privilegio  (1)  y  511  á  U  niieva,  ó 
«ea  á  los  propietariofi  de  las  30.660  tahuUas  de  tierra  que  la 
tienen  aneja  á  un  minuto  por  tahuUa. 

Despréndese  de  estos  datos  la  consecuencia  de  que  el  agua 
Tieja  es  superior  en  cantidad  (en  número  de  horas)  á  Ja  nueva; 
le  lleva  además  ventaja  en  estar  acumulada,  pqesto  que  hablen  - 
dose  vendido  siempre  con  separación  ^e  la  tierra,  hay  personas 
^ue  poseen  variaa  horas  de  agua  sin  tener  tierras  en  extensión 
proporcionada  para  el  riego,  sobrándoles^  por  tanto,  mucha 
4igua  que  pueden  echar  al  mercado,  mientras  que  loa  terrate- 
nientes de  las  30.660  tahuUas  (2)  sólo  disponen  de  tantos  mi- 
nutos como  unidades  de  esta  medida  de  tierra  .sean  de  su  pro> 
piedad. 
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Expuestos  ya  los  antecedentes,  veamos  ahora  cómo  se  prac- 
tica hoy  dia  la  venta  del  agua,  y  cuáles  son  las  causas  inme- 
diata^ y  las  consecuencias  de  su  mercado. 

El  libro  de  Aymard  citado  antes,  es  el  único  de  los  que  co- 
nozco que  expone  coa  detención  y  claridad  este  punto  curiosí- 
simo (3)«  y  á  él  puede  todavía  acudir  el  lector  si  quiere  for- 
marse una  idea  general  de  la  manera  como  se  hace  el  riego. 
Aymard  estudió  y  comprendió  perfectamente  el  Béglamenfo 
para  el  aprovechamiento  de  las  aguas,  que  regia  desdé  1849;  pero 


(1)     Conoesión  k  un  particular  en  «1  siglo  xviii,  según  Aymard  j  Lían 
radó.  Bl  Sr.  Boca  de  Togorés,  6n  la  Memoria  citada»  dice  qne  este  agua  ós  de 
la  ▲dministración,  y  que  en  su  tiempo  subsistía  (1818),  sirviendo  su  produc- 
to para  gastos  de  Administración  fpág.  870).  Hoy  pertenecen  á  particulares 
las  diecinueve  horas  de  trabajo. 

<^)  Según  la  contestación  al  interrogatorio  de  1848,  de  que  nos  herao» 
ocupado  antes,  las  80.600  ti^huUas  estaban  entonces  distribuidas  entre  2.008 
propietario^).  I)e  éstos.  1133  tenían  menos  de  6  tabuUas,  713  de  5  á  40,  y  163 
de  40  para  arriba. 

(8)     Irríffatiotu  du  midi  de  VEttpagne^  Mude»  nur  le*  grande  travaux  hydravfi- 

'.ea  H  le  régime  adminietratif  de»  arro»age»  (París,  1864 ,  cap.  12,  cuyo  sumario 

í:  Constitution  de  la  proprióté  des  eaux. — Vente  des  eanx.  —  Gomptabilité 

'es  albalaes  ou  bons  d'arrosage. — Distribution  des  eaux. — Llauradú  (Tnt- 

"'o  de  agita»  y  riego»;  Madrid,  1884,  t.  11,  núm.  V. — Rio   íionegre)  sigue  evi- 

itemente  á  Aymard,  y  no  añade  nada  nuevo  en  este  punto* 
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á  juzgar  por  lo  que'  dice  f  por  la  fidelidad  conque  sigue  él 
texto  de  ésa  ley,  no  tüvó  otra  fuente'  directa  dé  información^ 
Estoy  casi  seguro  de  que  no  atsistió"  á  ningún  mercado  de  agua^ 
ni  á  riirigúü'actó  del  Wégo,  porque  d^ó  haber  sido  asi  Hu'biéra 
advertido,  en  primer  tértnino,  laiá  diferencias  que  hay  entre  la 
realidad  y  el  texto  legal  y  y  luego,  muchos  pormenores  qué  fal- 
tan en  sú  excelente  estudio.  Suministra  éste  náuy  bien  los  datos 
del  derecho  escrito;  pero  ño  loa  de  la  coétumbre  y  inenos  los  de  ' 
la  costumbre  coiitrá  ley,  que  es  la  más  iriteresaáte.  En  los  pá- 
rrafos que  vátt  á  seguir  -se  hallaí-án  las  rectificaciones  qué  en 
estos  particulares  conviene  hacer  al  capitulo  dó  Aymard. 

El  riego  se  efectúa  póir  períodos  de  21  días,  15  horas,*?  mi- 
nutos y  30  segundos  en  invierno,  primavera  y  otoño,  y  de  lí 
días,  10  horas  y  5  minutos  en  verano  (de  24  de  Junio  á  29  de 
Septiembre).  A  estos  períodos  se 'llaman  tandas  ó  niartavas,  En^ 
cada  una  de  ellas  corren  normalmente  por  las  acequias  de  la 
Huerta- "dos.  maeas  de  agua  que  toman  direcciones  distintas  por 
dos  brazales  difcÉrentes,  los  cuales. artancan  de  un  partidor 
común^  al  comienzo  de  las  tierras  de  rei^adío  (1).  Cada  ut!a  de 
estas  masas  dé  agua  mide  teóricamente  4íUO  pie  en  cuadro» 
medida  de  Burdos,  edn  la  velocidad  media  de  seis  pies  por  se- 
gundo» (2),  óisea  128  litros  por  segundo  (7  metros  cúbicos  por 
tíihuUa  ó  64  por  hectárea  {3)v  y  «e  les  conoce  con  el  nombre  de 
hilas  ó  dulak.  Del  volumen  total  de  ambas  corresponde  parte  á 
los  propietarios  del  agua  vieja  y  paite  á  los  del  agua  nueva,, 
en  la  proporción  que  más  arriba  se  ha  indicado.  Cada  dula, 
lleva  para  su  inspección  y  distribución  un  funcionario  llamado 
acequiero  6  martaverOt  que  ía  sigue  en  todo  sa  curso,  asjí  como 


(1)  ▲  unos  10  á  12  kilómetros  del  pantano,  según  Llauradó. 

(2)  Art.  1."  del  Reglamento. 

(S)  "  Aymard,  .lóc.  cit.  Llauradó,  ob.  cit.  I,  p&rrafo  del  fírecto  á  que  »e  paga 
el  agua  de  rUgo,  etc.,  deduoe  460  metros  cúbicos  por  hora.  Ko  son  segaras  es.,- 
tas  proporciones,  porque  en  la  práctica  las  dalas  no  Uevan  siempre  el  volu- 
men que  les  corresponde.  Casos  ha  .habido  én  que  ha  tardado  en  regar  uña 
tahuUa  un  propietario  tanto  tiempo  como  á  otro  ha  bastado  para  regar  yeior 
to.  ^sl  ló  dicen  la  ciiada  Exposición  de  1848  al  Jefe  político  y  la  Memoria  de^ 
la  Junta  suprimida  en  1849.  Estas  irregularidades  proceden  de  ía  falta  dó  un 
buen  regulador,  é  ixifluyen,  como  es  lógico,  én  la  Venta  del  agua.  Alo  menos, 
iuflnian  en  aquella  fecha. 
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•ett  el  partidor  principal  hay  otro  (repartidor)  para  que  las  dii> 
las  Bean  iguales,  y  al  frente  de  todos  un  fiel 

Pero  no  basta  el  titulo  de  propiedad  para  regar.  Cada  mar- 
tova  expide  el  Sindicato  unos  bonos  ó  cédulas,  llamados  alba- 
laeSf  verdaderos  títulos  al  portador,  diferentes  en  color  y  sello 
según  la  tanda,  y  expresivos  del  número  de  ésta,  del  suyo  pro- 
pio, de  la  serie  y  del  año.  Las  series  son  doce:  de  1  hora,  de  30, 
15  y  10  minutos;  de  7  minutos  y  30  segundos;  de  5,  4,  3,  2,  1 
minutos  y  de  40  y  20  segundos  (1),  con  lo  cual  se  facilita  la  di  • 
visión  del  tiempo  de  riego  y  la  vienta  del  agua.  En  los  ocho  días 
antes  de  comenzar  la  martava  acuden  al  Siudicato  los  interesa- 
dos, por  sí  ó  por  delegación  (2),  para  recoger  los  albalacs, y  como 
en  aquella  oñcina  se  lleva  un  libro-registro  (llamado  giradora) 
donde  constan  inscritos  todos  los  propietarios  de  agua  vieja  y . 
todos  los  de  tierras  á  que  corresponde  el  riego  del  Pantano,  con 
minuciosa  indicación  de  las  horas,  minutos  etc.,  que  á  cada 
cual  pertenecen,  no  hay  peligro  de  que  se  se  den  albalaes  á 
quien  carezca  de  titulo  para  recogerlos  (3). 

Provisto  ya  de  los  albalaes,  dispone  el  Beglamenio  que  cada 
regante,  para  poder  disfrutar  del  agua,  los  presente  al  acequie- 
ro ó  martavero,  sin  cuyo  requisito  éste  no  les  pasará  el  agua. 
Tal  es  el  precepto  legal  (4)  y  así  lo  trasladan  Aymard  y  Llau- 
radó;  pero  no  sucede  así  en  la  realidad. 

Prescindiendo  de  los  que  poseen  agua  vieja,  es  fácil  advertir 
que,  no  bastando  ni  con  mucho  el  minuto  de  agua  que  corres* 


(1)  V.  art.  8.*  del  Beglamenio.  Actualmente  yarian  algo,  según  se  trata 
de  la  temporada  de  invierno  ó  la  de  verano.  De  los  colores  sólo  se  usan  al- 
g^nnos,  no  todos  los  qne  indica  el  Reglamento.  En  casos  de  sequía,  como  el 
agua  disminuye,  los  albalaes  valen  la  mitad. 

(2)  Esta  delegación  se  hace  á  menudo  &  mujeres  mandaderas  que  van  de 
los  pueblos,  como  los  ordinarios,  á  la  capital,  para  cumplir  encargos  de  los 
huertanos.  Mujer  hay  que  saca  los  albalaes  de  diez  y  más  regantes. 

(3)  La  giradora,  como  lo  llaman  en  el  pais,  comenzó  á  llenar  sus  funcio- 
nes en  el  siglo  xvi.  Es  un  verdadero  registro  de  la  propiedad  del  agua,  donde 

anotan  todas  las  transmisiones  de  ésta  como  en  los  registros  ordinarios  de 

•  propiedad  inmueble.— -Al  sacar  los  albalaes   se  paga  un  ligero  impuesto» 

'ya  reglamentación  no  nos  interesa  ahora  exponer  iV.  arts.  28  y  29  del  Rt- 

imento.)  Los  albalaes  extraviados  se  pueden  denunciar  para  que  los  deco- 

Jaen  los  martaveros  si  llegasen  &  venderse  fraudulentamente. 

(á)     Art.  9. 
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■^ 

potide  á  cads^  tahulla  para  hacer  su  riego^  el  labrador  se  encon- 
trará las  más  de  las  veces  tíon  un  déficit  de  liquido. 

Digo  las  más  de  las  veces,  y  no  siempre,  porque  como  las^ 
necesidades  del  riego  varían  tanto  según  las  épocas  y  la  clase 
de  cultivo,  es  raro  que  hayan  de  ser  regadas  en  una  misma 
tanda  todas  las  tahuUas  de  una  hacienda.  No  siendo  todas,  sino 
algunas,  y  á  veces  pocas,  los  minutos  de  las  que  no  se  riegan 
se  pueden  acumular  á  las  que  han  de  regarse;  pero  ni  aun  asi 
se  cubre  el  déficit  siempre.  El  resultado  es  que  los  labrado- 
res que  no  poseen  agua  vieja  bastante  tengan  necesidad  de 
adquirir,  de  otros  que  no  rieguen,  más  albalaes.  Para  cumplir 
lo  preceptuado  en  el  art.  9,  esta  adquisición  deberla  hacerse  an- 
tes de  regar,  pero  no  es  asi:  ya  porque  el  labrador  no  tiene  plan 
determinado  del  trozo  de  tierra  que  ha  de  regar  con  la  antela- 
ción bastante  para  hacer  el  cálculo  de  los  minutos  que  le  fal- 
tan; ya  porque  no  ha  podido  ó  querido  ir  al  mercado  antes  de 
que  le  tocara  el  turno,  ó  también  porque,  habiendo  escasez  de 
agua,  en  épocas  de  sequía,  el  volumen  de  la  dula  no  es  sufi- 
ciente, como  lo  seria  en  tiempo  normal,  con  relación  á  los  mi- 
nutos que  se  poseen  (1).  Frecuente  es,  por  ejemplo,  que  quien 
no  pensaba  en  regar,  se  decida  de  pronto  al  ver  el  agua  cerca. 

Resulta  de  todo  esto  que  ©1  regante  no  puede  presentar 
siempre  los  albalaes.  Y  como  la  realidad  posee  una  fuerza  in- 
contrastable, el  articulo  del  Reglamento  no  se  cumple.  No  por 
esto  resulta  ninguna  irregularidad.  El  martavero  tiene  la  in-^ 
flexible  obligación  de  dar  cuenta  de  su  tanda  á  la  Dirección  del 
Sindicato  en  los  tres  dias  inmediatos  al  en  que  termine  aqué- 
lla (2);  esto  se  consigue,  sin  pérdida  para  aquel  funcionario, 
con  una  leve  modicación  del  citado  artículo,  á  saberf  que  la 
presentación  de  los  albalaes  por  los  regantes  se  haga  después  de 
haber  regado  (pero  no  antes  de  que  termine  la  tanda). 


.  ^1^  La  falta  de  nn  baen  regulador  hace  que  sea  pooo  seguro  el  oálonla 
del  volumen  de  la  dula  en  todas  las  martavatt  como  hemos  heoho  notar 
antes. 

(2)  El  Reglamento  exige  algo  más:  que  el  acequiero  dé  aparte  diario  de  toda 
•1  agua  aprovechada  en  el  dia  anterior,  acompañando  los  albalaes  qua  lo 
justifique:»;  pero  claro  es  que  esto  no  puede   cumplirse.  (V.  art.  66,  números. 
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El  marta  vero  tiene  buen  cuidado  de  anotar  sobre  el  terreno, 
en  BQ  libreta,  los  minutos  que  riega  cada  cual.  Para  contarlos 
se  usaban  antes,  como  el  Reglamento  dispone,  ampolletas  ó  relo- 
jes de  arena;  pero  éstos  ha  caldo  en  desuso,  y  ahora,  por  lo  ge-v 
neral,  se  mide  el  tiempo  con  relojes  de  bolsillo  (1),  confron- 
tando el  del  martav^o  y  el  del  regante.  Con  arreglo  á  estas 
anotaciones  se  liquida  luego  la  cuenta  de  albalaes. 

La  liquidación  se  hace  en  el  mercado  de  agua,  que  hemos 
nombrado  ya  varias  veces,  y  respecto  del  cual  podemos  ahora 
entrar  en  más  amplias  explicaciones. 

El  Reglamento  dice  textualmente  en  su  art.  25:  cNo  podrá 
legarse,  donarse,  venderse,  permutarse,  empeñarse,  arrendarse 
ni  transmitirse  de  ningún  modo  cantidad  alguna  de  agua  vieja 
á  persona  que  no  tenga  nueva,  ni  cantidad  alguna  de  ésta  se- 
paradamente de  las  tierras  que  la  tienen  anexa». 

Lo  mismo  se  lee,  confirmando  el  precepto,  en  el  art.  7.*^  del 
Reglamento  del  Sindicato.  Uno  y  otro  establecen  como  única 
penalidad  la  privación  del  uso  del  agua  mientras  permanezca 
en  tal  estado. 

Pudiera  parecer  á  primera  vista  que  esta  prohibición  com- 
prende, no  sólo  el  derecho  de  transmitir  la  propiedad  plena 
(el  dominio)  del  agua,  sino  también  su  uso.  8i  asi  hubiera  de 
entenderse,  resultaría  que  los  poseedores  de  agua  vieja  sólo  ten- 
drían prohibido  lo  uno  y  lo  otro  respecto  de  personas  que  no 
tuviesen  agua  nueva  (2),  mas  para  los  que  tuvieran  de  ésta  últi- 
ma, la  restricción  serla  mayor,  puesto  que  se  les  obliga  á  no 
separar  en  manera  alguna  el  agua  de  la  tierra  propia.  El  ar- 
ticulo, en  rigor,  no  quiere  decir  esto.  Tocante  al  agua  vieja, 
está  perfectamente  claro,  puesto  que  la  prohibición  es  sólo 
con  referencia  á  cierta  clase  de  personas,  lo  que  supone  que 
á  las  demás  puede  transmitirse  el  dominio  y  el  uso.  Tocante 


(1)  Como  no  todos  los  labradores  tienen  reloj,  es  frecuente  que  el  de  ano 
úrva  para  mnohos,  prestándolo  el  propietario.  Otros  á  qnlenes  no  alcanisa 
Mte  benefloio,  se  fian  del  martavero. 

(8)  Esta  es  la  tmloa  limitación  qne  han  tenido  siebipre,  desde  el  convenio 
7  reconocimiento  de  derechos  efectuado  en  el  siglo  xvi  después  de  terminado 
h\  pantano.  Parece  que  esto  debiera  haber  producido  &  la  larga  la  unificación 
le  ambas  aguas,  pero  no  ha  sido  asi. 
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al  agua  nueva,  pudiera  ofrecer  dificultades  de  interpretación, 
porque  sí  se  tomara  al  pie  de  la  letra,  vendría  efectivamente  á 
prohibir  también  la  venta  ó  cesión  del  uso.  En  la  realidad  no 
jdsasi. 

Al  mercado  acude  lo  mismo  el  agua  vieja  que  la  nueva,  y 
con  igual  libertad  pueden  vender  la  suya  los  poseedores  de  la 
primera,  como  los  de  la  segunda. 

El  Reglamento  no  menciona  sino  indirectamente  el  merca- 
do, al  decir,  en  su  art.  15,  que  cenando  por  abundancia  dd 
aguas  no  tuvieran  éstas  más  precio  entre  los  particulares  que  el 
de  10  reales  vellón  la  hora,  podrá  mandarse  cerrar  el  panta 
no:».  Este. silencio  de  la  ley  reguladora  de  los  riegos  constituye 
al  mercado  en  pura  institución  consuetudinaria,  sin  interven- 
ción ninguna  oñcial  ni  aun  del  organismo  de  la  Junta  de  re- 
gantes. Sq  diferencia  con  esto  del  mercado  de  agua  de  Elche, 
y  del  de  Lorca  los,  cuales  se  celebran  bajo  la  inspección  de  una 
especie  de  tribunal,  consignándose  también  las  ventas  en  ua 
registro  ó  lista  (1). 

El  mercado  de  la  Huerta  de  Alicante  se  celebra  todos  los 

* 

jueves  y  domingos  en  la  plaza  pública  del  pueblo  de  San 
Juan  (2),  por  la  mañana,  al  aire  libre  y  sin  ningún  aparato  ex- 
terior. Acuden  allí  con  sus  albalaes  los  poseedores  de  agua  y 
conciertan  entre  sí  las  ventas  y  compfas,  en  conversación  or- 
dinaria, sin  voces  ni  pregones.  Los  dueños  de  agua  vieja  tie- 
nea  siempre  más  cantidad  que  vender,  puesto  que  no  corres- 
ponde á  tierra  determinada;  los  del  agua  nueva  sólo  venden 
los  minutos  que  les  sobran  de  sus  tahullas,  si  no  han  querido 
regar  en  la  martava,  para  que  otro  los  aproveche  durante  ella. 


(1)  Véase  la  explicación  al  por  menor  de  estos  merondos  en  Llavradó, 
obra  citada,  II,  pétginas  1SÍ9  á  138,  290  y  siguientes,  y  260.  Se  diferencian  tam- 
bién en  la  forma  de  la  venta:  en  Lorca  se  hace  por  pública  sabasta.  Véase 
acerca  de  Lorca  los  libros  de  D.  José  Masso  y  Fontes,  Historia  de  lot'tiego»  de 
Lorcat  y  D.  José  Masso  y  Valiente,  Riegos  de  Lorca, 

(2)  Hace  años  sólo  se  celebraba  los  jueves.  (V.  Boca  de  Togores). — Alga- 
nos  labradores  á  quienes  he  preguntado,  pretenden  que  el  mercado  público 
éa  cosa  relativamente  moderna,  de  unos  treinta  h  cuarenta  anos  k  esta  parte; 
y  que  antes  las  compras  se  hacían  acudiendo  individualmente  á  la  casa  del 
propietario  ó  regante  de  quien  se  sabia  le  sobraba  agua.  Pero  otros  dicen  lo 
'Contrario,  y  lo  cierto  es  que  el  Beglamento  de  1782,  al  hablar  de  aoaparatio; 
tmt  y  revendedores,  hace  suponer  la  existencia  del  mercado.  ^ 
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LoB  martaveros  andan  por  alH  cerca — en  una  taberna  de  la 
plaza  constituida  en  oficina — y  á  ellos  acuden  los  regantes 
para  rendir  cuentas  de  sus  riegos. 

£1  Reglamento  no  impone  limitación  de  precio,  ni  de  ningu* 
na  otra  clase,  á  la  libertad  de  contratar,  salTO  la  que  se  des- 
prende del  mismo  art.  25  y  que  confirma  el  81,  diciendo:  «Na- 
die podrá  vender  más  agua  que  aquella  que  como  propietario, 
colono  ó  aparcero  le  pertenezca,  bajo  la  pena  de  medio  á  cua- 
tro duros.»  Manifiestamente  este  articulo  se  dirige  á  impedir 
los  monopolios  y  la  reventa,  así  como  el  26,  en  su  primera 
parte,  impide  la  intromisión  en  el  mercado  de  terceras  perso- 
nas (corredores,  agiotistas)  que  no  sean  poseedoras  de  agua 
nueva.  Estas  prohibiciones  no  se  cumplen.  La  costumbre  tra- 
dicional abusiva-— aquella  costumbre  que  ya  pretendió  abolir 
el  Reglamento  de  1782, — subsiste;  y  conforme  á  ella,  los  alba- 
laes  se  acaparan  en  más  ó  menos  cantidad,  se  transmiten  in- 
distintamente á  unos  y  otros,  y  se  revenden  con  libertad  com- 
pleta. 

No  tiene  duda  que  este  hecho  ha  de  inñuir  en  el  precio 
de  la  unidad  de  agoa.  Los  especuladores,  que  suelen  ser  varios 
y  no  siempre  los  mismos,  se  entienden  entre  si,  fínjen  ventas 
para  lanzar  al  mercado  un  precio  por  vía  de  prueba,  y  sí  ven 
que  acuden  compradores,  niegan  tener  más  agua  para  prego- 
narla luego,  por  otro  lado,  á  precio  distinto  y  más  subido.  Esto 
sucede  muchas  veces,  y  hasta  han  llegado  á  formarse,  según  se 
dice,  sociedades  (naturalmente  secretea)  para  acaparar  el  agua 
y  venderla  con  gran  provecho;  pero  ocurre  siempre  que  estas 
sociedades  (á  lo  que  he  oído  á  naturales  del  país)  concluyen 
por  liquidar  con  pérdidas.  Y  es  que,  como  dicen  los  labrado- 
res, «no  hay  quien  entienda  el  mercado  de  agua». 

Ciertamente  que  si  se  pudieran  estudiar  todos  los  factores 

que  entran  en  él,  se  llegaría  á  determinar  su  ley  económica; 

pero  esto  no  es  posible  para  un  simple  observador,  ni  aun  para 

06  que  intervienen  en  el  mercado  de  la  parte  de  afuera  de 

^8  especulaciones.  Lio  que  si  puede  decirse  es  que,  caft>  aparte 

^.e  este  elemento,  también  variable  y  poco  seguro,  hay  tantas 

tras  circunstancias  que  de  seguro  influyen  en  el  precio  del 

fl;ua  de  cada  martava,  que  realmente  se  hace  diñcil  predecir 
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SUS  fluctuaciones  en  los  diferentes  dias  de  una  misma  tanda 
y  aun  en  un  solo  día. 

En  efecto;  el  hecho  fundamentalmente  regulador  para  el 
precio,  es  que  rieguen  muchos  ó  pocos  labradores,  y  esto  depen- 
de, en  primer  término,  del  género  de  cultivo  que  cada  cual 
tenga  y  que  varis  muchísimo.  No  todos  los  años  se  siembra 
igual  cantidad  de  hortalizas,  ni  en  el  mismo  punto,  ni  todos  los 
años  auxilia  la  lluvia  en  igual  medida  á  los  riegos.  Los  cálcu-> 
los  han  de  hacerse,  pues,  muy  en  el  aire;  y  así  ocurre,  por 
ejemplo,  que  una  de  las  dos  dulas  salidas  á  la  vez  del  partidor 
principal  adelante  sobremanera  á  la  otra,  por  encontrar  en  su 
curso  muy  pocos  regantes;  y  como,  terminado  su  recorrido,  pasa 
á  aumentar  el  volumen  de  la  que  aun  dura,  influye  natural- 
mente en  ésta,  puesto  que  á  mayor  caudal  menor  tiempo  de 
riego  se  necesita,  etc.  En  suma;  que  sería  preciso  conocer  per- 
fectamente en  cada  martava  qué  cultivos  existen  en  toda  la 
Huerta,  cuáles  necesitan  de  riego  entonces,  y  aun  necesitán- 
dolo, si  los  dueños  lo  utilizarán  ó  no,  para  poder  predecir  la 
mucha  ó  poca  demanda  de  albalaes.  Si  á  esto  se  unen  los  fe- 
nómenos del  acaparamiento,  reventa,  etc.,  secundarios  cuando 
no  hay  gran  sequía,  quedarán  explicadas  las  fluctuaciones  que 
el  precio  tiene  en  cada  martava  y  en  cada  día  (1). 

En  las  épocas  de  abundancia  de  agua  el  interés  mercantil  de 
esta  Bolsa  es  escaso.  Adquiere,  en  cambio,  un  interés  altamente 
dramático  en  el  fondo,  cuando  sobrevienen  períodos  de  sequía. 
Entonces  cabe  notar  la  oposición  esencial  entre  el  agua  vieja  y 
la  nueva,  que  resu^^ita  el  recuerdo  de  pasadas  luchas  (2);  enton- 
ces son  posibles  reventas  y  acaparamientos  de  pingüe  ganancia; 
entonces,  sube  el  precio.de  la  unidad  de  agua,  no  á  250  realos, 
tipo  superior  que  fija  el  Sr.  Llauradó,  ni  á  los  que  indicaba  el 
Reglamento  de  1782  como  cifras  escandalosas,  sino  hasta  250 
pesetas,  que  es  el  máximum  de  lo  alcanzado,  según  testimonio 
de  los  labradores. 


(1)  Ya  hevi/stOi,  por  ejemplo,  en  tiempo  ordinario  empesar  á  vender  la 
hora  á  4  pesetas,  y  k  media  mañana  venderla  ya  &  15. 

(2j  Qólo  el  recnerdo,  porque  hoy  día,  aunque  el  labrador  pobre  murmure 
k  veees,  paga  y  no  piensa  en  pedir  reformas  como  las  que  en  el  siglo  pasadc^ 
y  A  mediados  del  presente  se  pidieron. 
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Para  remediar  eetos  males,  ya  hemos  visto  que  se  pensó  en 
otros  tiempos  en  dos  clases  de  medidas:  la  tasa  del  precio  (Re- 
glamento de  1782)  y  la  extinción  ó  redención  del  agua  vieja. 
Esta  tdtima  se  intentó  igualmente  en  Ix)rca,  y  es  curioso  leer 
las  razones  que  los  propietarios  dan  para  defender  el  dominio 
particular  del  agua  y  separada  de  la  tierra  (1).  No  se  consiguió 
en  Lorca,  ni  tampoco,  según  sabemos,  en  la  Huerta  de  Alican- 
te. La  última  tentativa  que  aquí  se  hizo  para  regularizar  el  mer- 
cado consistió  en  la  inclusión  de  un  articulo  en  uno  de  los  Pro- 
yectos de  Ordenanzas  que  se  presentaron  en  1848,  establecien- 
do el  tfíelato  de  ventas  y  traspasos  de  agua»,  y  restaurando  á 
la  vez  .la  tasa  del  Reglamento  de  1782.  El  Fiel  quedaba  encar- 
gado de  consignar  en  un  libro -registro  (como  se  hace  en  Elche 
y  Lorca)  toda  venta  ó  traspaso,  y  los  que  no  constasen  asi  se 
-declaraban  nulos.  No  prevaleció  este  articulo,  ni  hubo  de  re- 
flejarse su  sentido  en  forma  alguna  en  el  Reglamento  aproba- 
do, y  las  cosas  siguieron  como  hasta  en  tonces. 

Por  fortuna,  la  mayor  humedad  sobrevenida  de  algunos 
años  á  esta  parte  en  la  Huerta  aleja .  por  el  momento  todo  pe- 
ligró; y  la  traída  de  nuevas  aguas  por  sitio  diferente,  que  se 
anuncia  como  próxima,  tal  vez  cambie  dentro  de  pocos  años  en 
gran  manera  los  términos  de  la  cuestión  económico  agrícola 
*de  aquella  localidad. 

111    . 

Hemos  querido  dejar  para  este  sitio  la  indicación  de  la  bi- 
'bliografia  referente  á  la  historia  de  la  cuestión  que  nos  ocupa, 
porque  sólo  después  de  conocida  esa  historia  en  sus  lineas  ge- 
nerales puede  comprender  el  lector  el  lugar  que  corresponde  á 
cada  fuente,  la  utilidad  que  de  ella  cabe  sacar  y  las  observacio- 
nes críticas  que  hemos  de  añadirles.  Tampoco  hubiera  sido  po- 
sible de  otro  modo  hacer  la  debida  distinción  entre  el  pioble> 
^  -  

(1)     Y.  Llmnnidó.  loe.  eít.,  p.  9fti  2.  La  autorijubción  «oneadida  por  al  Oa 
biemo  al  Sindicato  da  Lorea  para  eatadiar  al  modo  da  radimir  laa  a^vaa  da 
dominio  parpaino  y  «aparado  da  la  tierra,  pnada  Toiaa  an  la  diapoaiciáa  tt  dt 

ft  Eaal  orden  da  U  da  Bnaro  da  1S4B,  publicada  an  al  fio/.  <t/6r«af  «M  Mm.  A» 

^jRcre»»,  1818,  t.  I,  p.  947 
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ma  capital  del  agua  vieja — que  es  el  que  toca  directamente  á 
nuestro  asusto — y  otros,  no  menos  graves  rín  duda»  pero  cuyo- 
estudio  no  debe  confundirse  con  el  de  aquél,  ni  sustituirlo  ó 
relegarlo,  como  han  hecho  todos  los  autores  modemc». 

£n  realidad,  poco  podremos  añadir  ahora  á  laa  citas  hechas, 
á  medida  que  ha  sido  preciso,  en  los  capítulos  anteriores;  pera  • 
agrupadas  aquí  y  en  cierto  modo  clasificadas,  será  más  fácil  su. 
examen  y  aprecio. 

Los  móviles  que  principalmente  han  producido  la  litera  ^ 
tura,  referente  á  los  riegos  de  la  huerta,  pueden  reducirse  á  tres: 
la  descripción  é  historia  del  pantano  y  su  regulación  en  gene* 
ral;  las  cuestiones  entre  el  agua  vieja  y  la  nueva  de  que  nos  he- 
mos ocupado  y  que  representan  la  lucha  entre  dos  formas  ó 
condiciones  de  la  propiedad  del  agua,  una  según  el  principia 
(confitante  en  las  leyes)  de  la  inseparabilidad  de  la  tierra,  y 
otra  según  el  sentido  de  la  separación,  dando  existencia  subs- 
tantiva á  aquella  materia;  y  finalmente,  las  discusiones,  plei- 
tos y  conflictos  surgidos  con  motivo  de  las  primitivas  conce- 
siones de  agua  del  término  de  Castalia  y  río  Gabanes.  De  este 
último  grupo  de  asuntos  no  hemos  tratado  aquí  porque  no  in ' 
teresa  para  nuestro  objeto,  pero  lo  tenemos  que  señalar  ahora 
para  evitar  su  confusión  con  el  precedente.  Los  ribereños  del 
río  Gabanes  no  se  han  avenido  nunca  (desdé  las  concesiones  de 
Alfonso  X)  á  dejar  que  sus  aguas  beneficien  la  huerta  de  Ali- 
cante. Han  impedido,  pues,repetidamente  este  aprovechamien- 
to, ora  distrayendo  el  agua,  ora  promoviendo  pleitos  (1):  y^ 
claro  es.  que  siendo  esta  la  raiz  de  los  riegos,  lo  mismo  antes 
que  después  de  constituido  el  pantano,  los  alicantinos  se  han 
visto  en  la  precisión  de  defender  de  todas  suertes  sus  derechos^ 
Secuela  de  estas  resistencias  de  los  ribereños  del  Gabanes  han 
sido  otras  de  los  habitantes  inmediatos  del  pantano  por  la  par- 
te de  su  desagüe  (2):  lo  que  se  llama  Monnegre;  y  también  con 


(1)  El  docnmento  más  antiguo  referente  á  estas  oaestiones  plirece  ser  1» 
sentencia  arbitral  dada  en  18  de  Mar«o  de  1977,  en  la  que  se  reoonpoe  el  de- 
recho de  Alicante  i  las  agn^  de  Castalia  y  Onü.  La  tr»e  Branohát,  t.  II>  d# 
£heumeni09r  cap.  VIH. 

(2)  Antes  de  Uegar  al.  partídur  principal  de  la  hneria,  de  d^nde  «alea  la» 
dos  dulas.  «    - 
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eBtoB  ha  sido  preciso  discutir  y  soetener  litigios»  aun  en  tiem- 
pos recientes  (1877  y  siguientes),  uno  y  otro  orden  de  cuestio* 
D€6  parecen  terminadas,  ó  por  lo  menos,  permanecen  en  repo» 
so  hoy  por  hoy.  Ep  el  largo  transcurso  de  tiempo  que  han  du- 
rado» era  lógico  que  dieran  pie  á  cuantiosa  literatura,  como  así 
ha  «ido  (2);  pero  no  hemos  d€  entrar  en  su  examen  sino  para 
advertir  que  loa  autores  antiguos  solían  mezclar,  con  gran  con- 
fuaiÓD,  el  estudio  de  ellas  con  el  de  las  referentes  al  agua  viefa^ 
y  que  los  modernos,  preocupados  preferentemente  por  las  pri* 
meraa,  han  hecho  caso  omiso  de  las  segundas:  pudiendo  extra- 
TÍar,  en  punto  al  integro  conocimiento  de  los  problemas  que  el 
riego  de  la  huerta  ha  suscitado  en  el  transcurso  de  los  siglos» 
al  lector  no  advertido  por  otras  fuentes  de  lo  que  aquellas  omi- 
ten. Tal  ocurre,  v.  gr.,  con  la  Crónica  de  AUcatUe,  de  Viravens,. 
que  por  su  fecha  reciente  será  sin  duda  consultada  á  menudo. 
La  literatura  referente  al  pantano  en  general,  su  fábrica  y 
sofl  vicisitudes,  es  igualmente  abundante.  Escolano  trata  de  él 
en  au  Hkiaria  de  VaUncia,  lib.  6.^,  cap.'  2.^;  Branchát  la 
hace,  aunque  brevemente,  en  su  indicada  obra;  la  Colección  d& 
Beaks  Cédulas,  órdenes  y  providencias  dadas  para  el  gobiemo  del 
Real  Patrimonio  del  Beyno  de  Valencia  (1806),  dedica  su  ar- 
ticulo 8.^  (pág.  202)  al  Real  Pantano  de  Alicante^  y  tiene  in- 
teiéa  (como  el  libro  de  Branchát)  especialmente  para  el  pe- 
riodo en  que  el  pantano  perteneció  al  Real  Patrimonio;  Verdú 
escribió  también  una  Memoria  sobre  el  Pantano^  su  importancia^ 
la  de  aguas  en  general  y  daños  de  la  ruina  de  aquél  (Alicante,. 

(I).    A  «Ua  perteneo*  el  JDi»emno  de  Verdú  antee  oitado  (aunque  tamMéa 

toaa  datoe  como  sabemos  tocantes  al  ttgyitk  vieja);  nn  Manifiesto  hÍ9tórieo-Ugal' 

dm  Um  wpteité  y  arf^MÍc»oiiM  dt  tigna  fue  ftuifen  á  la  Vega   de  Alicante  por  el  rio 

mamikrmdo  de  Oabamée,  -etc.,  del  proiiio  autor  (sin  L  ni  a.,  fol.  44,  págs  :  hay 

doa  adifláones);  el  iímnifieeto  hútórieo  le§ml  de  lae  agufie  de  riego  de  la  huerta  de 

AUeanie,  por  D.  Juan  Bautista  Vergara  (ITSSj)  y  el  Tratado  de  loe  derecho»  y  re- 

^ediae  fue  eorreeponden  al  Real  Patrimonio  de  Valencta»  etc.,  de  Branchát,  en  stt 

tomo  I,  cap.  Vm,  números  8,  i,  7  y  8,  t.  III»  págs.  607  y  611  (documentos  ra- 

rantes  4  las  ouestiunes  de  Castalia,  etc.};  j  el  foUeto  La  Cueetiáti  del  panta- 

^Alicante,  lST7j  que  se  reñera  especialmente  á  la  de  Monnegre.  La  Crámioet 

!  AHeante  varias  veces  citada  trae  también,  en  la  sección  que  titula  El  pan- 

Mo  d€  Tibi  (pag.  188),  ua  nutrido  resumen  de  todas  las  cuestiones  producida^ 

Mde  ñaae  del  siglo  xvi  hasta  1877.  Llauradó,  en  su  Tratado  de  affuae  y  riegoé^ 

If  pig.  t74^  entiende  pMP  Cueeti&n  del  paaftrao,  la  de  Honegre  (como  escriba 

''onnegra. 
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fiin  i.,  1739)  (1);  Madoz,  en  su  Diccionario,  dedicó  un  artículo 
al  Pantano,  con  datos  que  le  suministró  persona  del  país  (2); 
el  viajero  francés  Jaubert  de  Passá,  en  su  Voyage  en  Eapagne 
dans  les  années  1816,  1817,  1818  et  1819  ou  Recherches  sur  les 
-arrosageSy  sur  les  lois  et  cotdumes  qui  les  regissent,  sur  les  lois  do* 
maniales  et  municipales,  considerées  comme  un  puissant  moyen  de 
perfedionner  VagricuUurefran^ise,  trata  de  riegos  de  la  huerta 
^e  Valencia,  pero  nada  de  la  de  Alicante,  aunque  otra  cosa 
pudiera  creerse,  juzgando  por  el  índice  (8);  otro  viajero  firan- 
<^éñ  ya  citado,  Aymard,  dedica  varios  capítulos  al  estudio  del 
pantano,  estudio  que  es  sin  duda  el  más  importante  que  exis- 
te, y  al  cual  ilustran  tres  láminas  (6.*,  7.*  y  8.*)  comprensivas 
de  varios  grabados;  Llauradó,  en  su  Tratado  de  agueos  y  riegos^ 
dedica  parte  del  capítulo  13  del  tomo  1.^  (págs.  196  á  203)  al 
pantano  de  Tibi,  citándolo  como  uno  de  los  más  notables  de 
España  y  describiendo  minuciosamente  su  construcción,  ca- 
bida, método  de  limpia  y  desagüe  y  demás  pormenores  téc- 
nicos (4).  La  Crónica  de  Alicante  contiene  igualmente  datos 
(aunque  menos  que  los  relativos  á  las  cuestiones  con  los  ribe* 
renos  del  Gabanes)  tocante  á  la  cuestión  é  historia  administra- 


(1)  Tomo  la  nota  del  Entayo  biográficú,  bibliogrtffioo  de  eBcritoret  de  ÁUcanie 
y  «u  provinciat  por  M.  Rico  y  A.  Montero.  La  fecha  de  impresión  me  produoe 
dudas,  porque  en  1799  estaba  ya  terminada  la  recomposición  del  pantano; 
pero  como  no  he  leido  la  Memoria^  no  puedo  decidir  en  este  punto. 

(2)  Tengo  en  mi  poder  las  notas  originales  que  sirvieron  para  ilustrar  á 
Kadoz.  Las  redactó  persona  de  mi  familia. 

(8)  Jaubert  de  Passá  obtuvo  la  mayoría  de  los  datos  que  trae  su  obra  to- 
ncante k  Valencia,  del  entonces  Bayle  del  Beal  Patrimonio,  D.  Antonio  Vives 
y  Oiscar,  y  de  otro  valenciano,  D.  Francisco  Javier  BorruU,  á  quienes  por 
•cierto  no  menciona  (V.  el  Eneayó  biográficos  bübliagráfioo  de  eecrttorea  de  Altean- 
■le,  ya  citado,  I,  954).  De  la  obra  de  Jaubert  se  hiso  traducción  oastellMia 
(que  no  figura  en  la  recieiíte  Bibliographée  den  Voyagee  en  Eupagne  et  Jhrfuffal, 
-de  B.  FoulchéDelbosc,  París  1806),  con  este  titulo:  Canalet  de  riego  de  Catalu- 
ña y  reino  de  Fa^nota,  leyes  y  contumbrea  qtte  loa  rigen]  ReglametUot  y  Ordtnantae 

de  »ue  principales  acequias:  obra  escrita  en  francés  por  Mr Traducida  al  easte- 

Uano  por  el  Sr.  D.   Juan  Fiol Publicada  y  adicionada  por  la  Sociedad  Sean 

snica  de  Amigos  del  Pais.  Valencia,  Benito  Monfort,  1844;  dos  tomos  en  6.^ 

(4>  Sobre  diversos  particulares  del  riego,  véanse  los  caps.  6.*  (págs.  86 1 
1.*  (116)  y  el  5."  del  tomo  2.*  Otro  trabajo  del  propio  autor,  publicado  e 
francés  (Assodation  fraw¡aise  pour  V  avancemxnt  des  scienees,  Oongr^s  d 
Toulouse,  1887.  —  M.  A.  de  Llauradó^....  Les  irrigations  des  ierre»  arahlee  en  S 
pagnCf  (8  p&ginass  Ao  contiene  nada  aprovechable'para  nuestro  tema. 
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tiva  del  pántaBo;  con  una  lámina  que  representa  el  exterior 
de  la  fábrica.  En  punto  á  la  historia  administrativa,  es  de  uti- 
lidad el  folleto  escrito  y  publicado  en  1860  por  D.  Francisco 
de  Estrada  (Beseña  histórica  sobre  las  aguas  can  que  se  riega  la 
huerta  de  Alicante...),  con  el  principal  objeto  de  obtener  que  las 
agnas  fuesen  administradas  por  los  propios  regantes»  cosa  que 
£e obtuvo  con  el  Beglamento  de  1865  (1).  Ignoro  si  unos  Apun- 
tes $obre  el  Pantano  de  TiJñ  debidos  á  D.  Tomás  Muceros  y  pre- 
miados en  el  Certamen  dt  1882  por  la  Sociedad  de  Amigos  del 
País  de  Alicante^  se  refieren  á  la  fábrica  y  origen  de  aquel  de- 
pósito ó  á  las  cuestiones  de  Monnegre.  No  he  hallado  este  tra- 
bajo ni  en  la  Biblioteca  provincial,  ni  donde  mejor  parecía  que 
había  de  hallarse,  en  la  propia  Sociedad  que  lo  premió  (2). 

El  asunto  menos  favorecido  es  el  mercado  de  agua  y  la 
ouestión  entre  la  vieja  y  la  nueva.  Nada  dicen  de  esto  Escolano, 
DÍViravens,  ni  Jover  {Reseña  histórica  de  Alicante,  \S62)y  ni 
ni  otros  autores  de  impresos  que  tratan  dé  Alicante.  Las  únicas 
noticias  son  las  que  traen  Aymard  y  Llauradó,  incompletas  en 
punto  al  mercado  y  todavía  más  en  punto  al  segundo  extremo. 
Verdad  es  que  Verdú  y  Vergara  aluden  inciden  taimen  te  á  él, 
y  que  Branchát  trae  documentos  que  se  le  refieren  (como  el 
Reglamento  de  venta  del  agua  de  1782) «  pero  ninguno  de  ellos 
lo  aprecia  en  su  conjunto,  ni  recorre  la  historia  para  notar  sus 
diferentes  fases  (3).  Hay,  pues,  que  rehacer  su  estudio,  utilizan- 
do  los  documentos  oficiales  á  que  nos  hemos  referido  varias  ve- 
ces (Reales  órdenes,  Interrogatorios,  etc.),  las  Exposiciones  im- 

(1)  Segn^  *1  JHcciomxrh  de  bibliografía  agronómica  de  D.  Branlio  Antón 
BunirM  (Madrid  1865),  en  cuya  pág.  876  se  registra  el  folleto  de  Estrada,  éste 
-contiene  noticias  sobre  las  prácticas  de  riego  que  existían  antes  del  pantano. 

El  Diccionario  es  deficiente  en  lo  qne  se  refiere  k  la  huerta  de  Alicante. 
Ko  dta  á  CaateU,  ni  h  Vergara,  por,  ejemplo. 

(2)  El  Diccionario  de  hibliogrnfia  agronómica^  cita  á  este  antor  por  otros 
tral»igos,  y  escribe  sn  nombre  Maseros  y  no  Haceros,  como  Bico,  de  quien 
tomó  la  nota. 

En  1S81,  publicó  en  Alicante  un  Sr.  Casteils  de  Torreblanoa  un  Din 
histórico  le0al  del  riego  de  la  huerta  de  ÁlicanUt  que  no  he  podido  ver,  aun- 
^>re8umo  que  trata,  como  el  de  Verdú,  preferentemente,  de  las  cuestiones 
'astalla.  La  nota  la  he  hallado  en  apuntes  manuscritos  que  poseo  de  la 
ia  persona  que  facilitó  datos  al  Sr.  M ados.  No  la  traen  los  demás  autores 
iie  consultado. — Branchát  cita  á  un  Trobat,  De  ef/ectibu»  immemor.^  qua 
f^el  priv.  de  1968. 
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presas  ó  manascritas  y  los  muchos  documentos  de  todo  género 
que  aún  habrá  sin  duda,  inexplorados,  en  el  archivo  del  Sindi- 
cato, Junta  de  Agricultura,  Bailiato  de  Valencia,  etc.:  cuidan- 
do siempre  de  distinguir  las  cuestiones  y  de  no  involucrar  la  de 
la  venta  del  agua  con  las  referentes  á  los  ribereños  del  Gabanes 
y  del  Monnegre,  asi  como  con  otras  subordinadas,  ó  menos  im- 
portantes, V.  gr.,  la  construcción  del  regulador,  la  modificación 
de  los  Estatutos  de  1844,  los  descargos  de  la  Junta  suprimida 
en  1848,  etc.  (1).  Aunque  hoy  día,  sígún  hemos  dicho,  no  re- 
vista caracteres  de  lucha  la  oposición  entre  el  agua  vieja  y  la 
nueva,  no  es  menos  curiosa  por  esto  la  revisión  de  lo  que  en 
otros  tiempos — y  aun  en  fecha  muy  reciente — ^ha  constituida 
un  capítulo  palpitante  y  dramático  de  la  historia  económica 
de  la  Huerta. 

RaFABL   ALTAMmA. 
Julio  Agoeto  de  1S96. 


/I)  En  naestra  exposición  hemos  prescindido  de  algunos  puntos  relativo*' 
al  riego  qae  no  interesan  directamente  &  nuestro  propósito,  tales  como  1*. 
formaolón  de  tercera,  onarta,  «te.,  diUaa,  ai  hay  agaa  abundante;  las  rieeo* 
por  avenidas,  es  deoir,  faera  de  dula,  y  otros  particulares  análogos.  Véa- 
se para  ellos  el  Reglamento  y  la  iíemotia  de  Boca  de  Togores. 
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El  ilustrado  escritor  Sr.  Somero  de  Tejada,  tan  yentajosa- 
mente  conocido  entre  los  jurisconsultos,  se  ha  ocupado  en  de- 
terminar, en  un  artículo  en  esta  Rbtista  publicado,  la  califí- 
<:ación  legal  del  delito  que  cometen  los  funcionarios  de  correos 
que  abren  pliegos  de  valores  declarados  y  se  apropian  éstos, 
discutiendo  si  podría  constituir  infidelidad  en  la  custodia  de 
documentos  ó  malversación  de  caudales  públicos,  y  decidién- 
4o6e  por  esta  última  solución. 

CJon  todos  los  recelos  y  temores  de  errar  que  nos  inspira  el 
separarnos  de  la  opinión  de  criminalista  tan  distinguido,  jun- 
tamente con  la  escasez  de  nuestros  conocimientos  y  la  debili- 
dad de  nuestras  fuerzas,  vamos  á  permitirnos  formular  y  sos- 
tener distinta  tesis  sobre  la  cuestión  propuesta. 

Trataremos  de  resolver  el  problema  en  el  terreno  del  dere- 
<!ho  constituyente  y  del  que  nos  rige,  como  lo  hace  el  articulis- 
ta precitado. 

Los  delitos  se  especifican  y  distinguen  entre  sí,  por  razón  de 
la  diversidad  de  relaciones  jurídicas  que  violan,  pues  siendo 
tales  delitos  en  cuanto  entrañan  falta  ó  privación  de  conformi- 
dad del  acto  qué  los  constituye  con  el  derecho,  y  variando  esta 
privación  según  la  diferencia  de  los  elementos  particulares  del 
orden  del  derecho,  ó  de  las  relaciones  jurídicas,  con  las  que  no 

^  en  armonía  ó  á  las  que  ataque  la  acción,  es  manifiesto  que, 

ún  la  distinción  de  aquéllas,^  será  también  la  que  haya 

re  los  delitos. 

STeamos,  pues,  qué  relaciones  jurídicas  viola  ó  infringe  el 
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funcionario  postal  que  se  apropia  los  valores  contenidos  en  un 
pliego  al  correo  confiado. 

El  Estado  no  hace  suyos  estos  valores  al  tomar  sobre  si  el 
riesgo  de  su  pérdida  ó  sustracción. 

Para  ello  seria  preciso  que  el  remitente  quisiera  despren- 
derse de  su  propiedad  al  confiárselos  y  el  Estado  aceptarla,  y 
nada  de  esto  se  verifica.  El  que  los  envía  considéralos  siempre 
y  en  todo  tiempo  como  suyos,  y  el  Estado  no  hace  más  que 
asegurárselos,  y  no  conocemos  disposición  alguna  por  la  que 
asuma  su  don^inio.  Este  sigae,  pues,  siendo  de  quien  era  antes, 
del  que  los  remite,  ó  del  destinatario,  ó  quizá  de  un  tercero  que 
no  pensó  siquiera  en  que  habían  de  mandársele  por  medio  tal, 
y  por  ello  no  pudo  consentir  en  ceder  y  transmitir  su  propie- 
dad al  Estado. 

Esto  supuesto,  es  visto  que  la  primera  relación  jurídica  que 
viola  el  funcionario  de  que  hablamos,  es  la  que  le  liga  con  el 
dueño  de  los  valores,  y  en  la  que  es,  como  todos  los  demás  hom- 
bres, término  de  su  derecho  de  propiedad  y  obligado  á  respe- 
tarlo. No  vemos  bajo  este  aspecto  diversidad  alguna  entre  el 
delito  cometido  por  el  empleado  y  el  perpetrado  por  un  ladrón 
ó  estafador  cualquiera,  como  no  sea  el  estar  recargado  con  las 
negras  tintas  que  le  presta  el  abuso  de  confianza  con  que  se 
realiza,  faltando  el  oficial  de  Correos  á  la  en  él  depositada  por 
el  remitente. 

Pero  es  que  se  trata  de  un  funcionario  público,  es  que  el 
sujeto  activo  del  delito  está  además  en  otra  muy  diversa  rela- 
ción jurídica  con  el  Estado,  en  la  que  viene  obligado  á  cum- 
plir fie^  y  honradamente  los  deberes  de  su  cargo,  y  el  Estada 
tiene  derecho  á  exigirle  que  asi  los  llene.  Y  el  delincuente 
cuando  estaba  allí  encargado  de  custodiar,  remitir  ó  conducir 
el  pliego,  lo  sustrae,  lo  abre  y  se  apropia  su  contenido,  que- 
brantando aquella  relación  jurídica,  siendo  infiel  á  las  obligací< 
nes  que  aceptara  con  el  puesto  que  ocupa,  y  violando  el  den 
cho  del  Estado,  causándole  á  la  par  el  perjuicio  de  tener  qu 
indemnizar  á  la  víctima  del  hecho. 
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Este  filosóficamente  considerado,  nos  ofrece,  pues,  un  caso  de 
los  que  los  autores,  v.  gr.,  el  Sr.  Sil  vela,  llaman  concurrencia 
de  delitos,  pues  es  un  acto  que  desconoce  dos  distintas  relacio- 
nes jurídicas  y  viene  á  ser  á  la  vez  un  hurto  ó  una  estafa  y  una 
infidelidad  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  del  cargo  desem- 
X>eñado  por  su  sujeto  activo,  cometida  con  daño  del  público 
Erario. 

Que  el  agente  no  viola  derecho  alguno  del  Estado  sobre  los 
valores  es  manifiesto,  pues  se  demostró  que  no  le  pertene- 
cen, y  si  fuera  un  particular,  sólo  delinquiría  contra  el  propie- 
tario de  ellos,  no  contra  el  Estado  (1),  según  acertadamente  re- 
solvió el  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  9  de  Enero  de 
1895,  lo  que  se  evidencia  también  comparando  el  hecho  con  el 
del  que  roba  objetos  asegurados  por  una  empresa  ferroviaria, 
que  no  lesiona  derecho  alguno  de  ésta,  pues  no  le  tiene  en  ó  á 
los  objetos  dichos,  sino  sólo  obligación  de  indemnizar  á  bu  due- 
ño, la  que  no  puede  alterar  las  relaciones  jurídicas  de  terceros 
con  ella,  y  si  el  delincuente  debe  resarcirle  lo  pagado  es  como 
principal  obligado  para  con  el  propietario,  y  supuesto  el  dere- 
dbo  del  que  paga  por  otro  lo  que  éste  realmente  debe.  En  el 
Estado,  respecto  al  funcionario  hay,  además  de  este  título  para 
el  reembolso,  la  falta  cometida  por  aquél  contra  el  primero^ 
que  le  obliga  á  reparar  los  perjuicios  efecto  de  ella,  lo  que  re- 
vela un  distinto  quebrantamiento  ó  infracción  del  derecho, 
además  del  cometido  contra  el  del  dueño,  y  por  tanto,  la  exis- 
tencia de  otro  delito  fuera  del  que  perpetraría  el  particular  que 
así  obrase. 

No  otra  calificación  merece  el  hecho,  según  nuestro  Códiga 
penal.  £1  que  lo  realiza,  sustrae  valores,  ó  si  se  quiere,  documm- 
to9  de  crédito,  que  por  su  cargo  público  le  estaban  confiados,  con 
daño  manifiesto  del  Tesoro,  que  tiene  que  indemnizar  á  su  due- 

1)  A  no  ser  qnizá  como  interceptador  de  la  correspondencia,  ó  si,  al 
1»atarla  por  la  f aerza,  poso  manos  en  el  fancionario  que  la  llevaba  &  so. 
ro  rarts.  26i,  pé^rrafo  último  y  275  del  Código  penal.) 
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ñO)  y  por  tanto,  es  reo  de  infidelidad  en  la  custodia  de  docu- 
mentoB,  según  el  art.  375,  sin  que  obste  que  haya  también  per- 
juicio y  hasta  despojo  de  un  particular  y  que  loe  valores  sean 
ülgo  más  que  simples  papeles  ó  documentos,  pues  bajo  el  as- 
pecto del  quebrantamiento  de  los  deberes  del  funcionario  agen- 
te, que  es  el  que  considera  ese  artículo,  es  decir,  como  falta  eix 
la  custodia  y  remisión  de  la  correspondencia,  no  hay  difamen - 
isia  esencial  entre  ellos  y  las  demás  cartas,  certificados,  etc., 
perteneciendo  ese  distinto  carácter  de  los  valores  á  otra  faz  de 
la  cuestión,  á  la  infracción  del  derecho  del  particular  perjudi- 
<»do.  Porque,  en  efecto,  el  que  tal  hace  se  apropia  los  tan  re- 
petidos valores,  ciertamente  cosas  muebles,  que  recibió,  por  ra- 
^ón  de  su  cargo,  para  entregarlos  á  otros  empleados  y  bacilos 
llegar  á  su  destino,  por  lo  que  en  la  acción  concurren  todos  le» 
elementos  del  delito  de  estafa,  definido  en  el  artículo  548,  nú- 
mero 5.^  Y  así  lo  da  á  entender  el  Tribunal  Supremo  en  su 
«entencia  de  5  de  Julio  de  1887,  que  dice  es  reo  de  hurto  eje- 
cutado por  medio  de  otro  delito,  el  empleado  que  así  procede» 
no  pudiendo  ser  ese  otro  delito  sino  el  del  art.  375,  piíés  como 
tal  había  calificado  el  hecho  la  Audiencia  y  el  Tribunal  halla 
buena  la  calificación,  añadiendo  sólo  que  debiera  ser  más  grave, 
por  la  apreciación  del  hurto.  Y  nótese  que  en  este  caso  el  oficial 
no  era  el  encargado  de  valores  sino  sólo  de  certificados,  y  por 
«lio  el  Tribunal  Supremo  vio  un  hurto,  mientras  que  á  ser  el 
primero  hallaría  la  existencia  de  una  estafa,  pues  entonces 
habría  recibido  el  pliego  por  título  que  le  obligada  á  cursarlo. 

Hay,  pues,  dos  delitos  en  un  acto:  estafa  é  infidelidad  en 
la  custodia  de  documentos. 

No  puede  objetarse  que  no  hay  perjuicio  del  particular, 
pues  este  sufre,  primaria  y  directamente,  las  consecuencias  del 
acto  delictuoso,  y  el  Estado  sólo  indirectamente  en  cuanto  ha 
de  indemnizar  á  aquél,  después  de  haber  sido  víctima  de  un 
evidente  despojo  de  valores  que  le  pertenecían.  Además,  el  Es 
tado  percibe  del  propietario  la  cuota  establecida  por  la  obliga 
<dón  que  sobre  sí  toma. 
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Tampoco  obsta  que  el  perjaicA  de  tercero  vaya  incluido, 
€omo  uno  de  sus  elementos,  en  el  delito  de  infidelidad,  pues 
el  despojo  de  lo  que  es  suyo  que  sufre  el  dueño  de  los  valores  es 
algo  más  que  un  simple  daño;  además  de  que  ese  mismo  daño 
le  pena  el  art.  375  sólo  en  cuanto  resulta  y  agrava  el  quebran- 
tamiento de  los  deberes  del  funcionario  que  le  causa  y  no  en 
cuanto  viola  el  derecho  del  propietario;  y  porque  el  daño  del 
Tesoro  público  que  evidentemente  hay  en  este  caso  basta  para 
caracterizar  la  infidelidad,  quedando  el  ataque  á  la  propiedad 
ajena  para  dar  vida  á  la  estafa. 

Ne  puede,  en  cambio,  calificarse  el  hecho  de.  malversación 
de  caudales,  porque,  según  se  probó,  los  sustraídos  no  son  pú  • 
blicos,  ni  cuasi  públicos,  ni  depositados  siquiera  por  autoridad 
pública,  sino  sólo  entregados  por  un  particular  á  un  funciona- 
rio público  para  que  los  remita  á  su  destino.  El  art.  410  que 
cita  el  Sr.  Garcia  Romero  se  refiere  al  caso  eñ  que  se  trate  de 
valores,  alhajas,  etc.,  que  el  Juez  entrega  en  depósito  con  mo- 
tivo de  la  prevención  de  un  abintestato,  un  embargo,  ciertas  tu- 
telas ó  usufructos,  etc. 

Y  esto  explica  mejor  la  execración  que  llama  sobre  si  el 
funcionario  que  falta  de  ese  modo  á  los  deberes  de  su  cargo 
y  se  convierte  en  un  estafador,  apropiándose  lo  ajeno  con  el 
más  grave  y  feo  abuso  de  confianza. 

Ramón  Gayoso  Arias. 

Lvfo»  tfi  de  Septiembre  de  1990. 


TOMO  89  11 


LA  CONMUTACIÓN  DE  LAS  PENAS 

ESTUDIADA  EN  EL  DERECHO  Y  EN  LAS  LEGISLACIONES  (*» 


§  8.— SOBDOMDDEZ. 

• 

SoMisio:  63.  Pandamento  racional  de  esta  oaosa  de  conmntación  de  la  pena. 
— 64.  Disoordancias  en  las  le^laciones.<->65.  Kelaoión  oon  el  periodo  de 
no  impntabilidad.— 66.  Código  penal  italiano. — 67.  Motivos  de  sas  dispo- 
tioiQnes. — 6S.  Paralelo  con  el  Código  sardo. *-^.  Consideraciones  sobre 
la  sordomudez  oongénita  y  la  adquirida.— '70.  Continuación. — 71.  Legis- 
laciones que  no  admiten  conmutación  para  el  sordomudo.  —72.  Continua- 
ción.— ^78.  Examen  comparado  del  Código  belga  y  del  de  Friburgo. — 
74.  Bxamen  de  algunos  Código  italianos,  no  vigentes  k  la  saaón. 

€3.  Viniendo  ahora  al  estudio  de  las  enfermedades  físicaff 
en  sus  relacionen  con  la  imputabilidad  penal,  debemos  adver- 
tir que  le  limitaremos  á  aquellas  formas  patológicas  que,  afec- 
tando á  los  sentidos  externos,  influyen  directamente  en  la  in« 
teligencia  y  consiguientemente  en  la  voluntad,  haciendo  in- 
completas  y  defectuosas  las  relaciones  entre  el  mundo  externo 
y  las  facultades  psíquicas  individuales  y  menos  exactos,  por 
consecuencia,  los  preceptos  inherentes  á  estas  relaciones;  otras 
enfermedades  que,  á  diferencia  de  éstas,  afectan  de  un  modo 
directo,  ya  transitoria  ó  bien  permanentemente  porque  esta 
distinción  nada  significa,  á  los  órganos  intelectuales,  serán  el 
objeto  de  ulteriores  investigaciones  al  llegar  á  las  alteraciones 
mentales. 

Notemos  entre  tanto,  que  la  única  forma  de  enfermeda 

i*}     Véase  la  pág.  403  del  tomo  8S,  y  46  de  este  tomo. 
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física  de  los  seatidos  externos  qae  puede  relacionarse  con  la 
responsabilidad  penal,  es  la  sordomudez:  en  efecto,  los  que  por 
naturaleza  han  venido  al  mundo  con  el  aparato  auditivo  dañado 
éft  este  defecto,  no  siendo,  como  no  son,  susceptibles  de  poner- 
se Qtt  QCHaaunicación  completa  con  el  mundo  externo,  no  pueden 
Uegar  i  concebir  en  toda  su  plenitud  las  ideas,  y  especialmen- 
te las  abstractas  de  moral,  derecho,  deber  y  justicia.  Siendo  asi, 
cualquiera  de  sus  determinaciones  intelectuales  ó  volitivas, 
proceden  más  del  instinto  que  de  la  razón,  y  será  racional,  por 
tanto,  hacer  de  estos  estados  una  circunstancia  atenuante  de  la 
responsabilidad,  ya  que  la  sociedad  siente  con  menor  intensi- 
dad la  perturbación  producida  en  el  orden  público  por  estos  se- 
res desgraciados.  I^as  legislaciones,  en  efecto,  han  establecido 
una  conmutación  penal  para  los  sordomudos. 

64.  Pero  en  la  determinación  de  los  criterios  con  que  deba 
efectuarse  este  beneficio,  no  están  conformes  las  prácticas  le- 
gislativas. Mientras  algunos  Códigos  distinguen  al  sordomudo 
de  nacimiento  del  que  ha  llegado  á  este  estado  por  enfermedad 
posterior  al  desarrollo  integral  de  su  razón,  otros  fundan  la 
distinción,  por  el  contrario,  en  el  grado  de  instrucción  que  po- 
sean; algunos  quieren  que  la  disminución  de  responsabilidad 
no  se  base,  tanto  en  el  estado  especial  del  sujeto  agente,  como 
en  la  naturaleza  de  su  violación  criminal;  no  faltan  los  qué 
llevan  la  cuestión  á  probar  la  intervención  ó  la  ausencia  del 
discernimiento  para  absolver  ó  condenar  después,  habiendo, 
por  último,  algunos,  como  el  francés,  austríaco  (1)  y  el  de  Zu- 
rich,  que  no  contienen  disposición  alguna  sobre  la  ménbr  ó 
distinta  penalidad  de  los  sordomudos. 

65.  Observemos,  ante  todo,  que  los  Códigos  que  han  visto 
en  la  sordomudez  un  motivo  especial  para  mitigar  la  responsa- 


(1>     Sin  embargo,  la  jaríspmdenoia   aastriaca  lia  tenido  siempre  por  no 

putables  k  los  sordomudos  de  nacimiento  y  á  los  qae  quedaron  de  esin^ 

irte  durante  la  infancia,  protegiéndoles  con  la  disposición  genérica  de  lái 

&  «,  O  fi.  V.  Frtkhwald:  Man.  del  Ood.  pea.  Áu»tr.,  toI.  1,  p&g.  SS.  ' '   '« 
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bilidad  y  que  al  mismo  tiempo  aceptaron  para  los  meaores  de 
cierta  edad  un  i^eriodo  de  absoluta  irresponsabilidad,  han  de- 
bido por  necesidad  coordinar  este  período  con  el  hecho  de  la 
sordomudez,  extendiendo  los  efectos  de  aquél  á  ésta.  Pasado  al 
periodo  de  absoluta  irresponsabilidad,  encontramos  en  todos  la 
nota  común  de  plantear  la  cuestión  de  la  prueba  del  discerní 
miento,  puesto  que  aun  las  legislaciones  que  distinguen  entre 
sordomudos  con  alguna  instrucción  y  sordomudos  sin  ninguní^, 
no  dejan  de  proceder  á  esta  prueba  preliminar.  En  la  medida 
de  la  pena,  ó  sea  en  la  conmutación  de  la  ordinaria,  algunaA 
legislaciones  equiparan  al  sordomudo  con  el  menor  de  edad; 
otras  extienden  á  cada  período  de  edad  de  éstos  el  beneficio 
que  á  los  menores  producen  sus  pocos  años,  y  otras,  en  fin, 
conceden  á  aquéllos  este  favor  sin  distinción  alguna  de  edad. 
66..    Expondremos  primero  el  sistema  del  Código  italiano: 
Dice  el  art.  57:  cno  se  procederá  contra  el  sordomudo  que 
al  cometer  el  hecho  no  haya  cumplido  los  catorce  años;  pero 
podrá  aplicársele  la  disposición  contenida  en  el  aparte  del  ar- 
ticulo 53  (ver  nuestro  núm.  40),  con  facultad  de  ordenar  que 
permanezca  en  un  establecimiento  de  educación  y  corrección 
hasta  los  veinticuatro  años.»  £1 58  dispone  lo  siguiente:  cno  Be 
aplicará  la  pena  al  sordomudo  que  haya  cumplido  al  cometer 
el  hecho  los  catorce  años,,  cuando  no  resulte  que  ha  obrado  cop 
discernimiento.  No  obstante,  cuando  el  hecho  esté  previsto  ep 
la  ley  como  delito  que  lleve  consigo  los  trabajos  forzados  ó  la 
reclusión  ó  la  prisión  no  inferior  á  un  año,  el  Juez,  si  el  sordo- 
mudo no  hubiere  cumplido  aún  los  veinticuatro  años,  podrá 
aplicarle  la  disposición  contenida  en  el  aparte  del  art.  53,  c(^ 
facultad  de  ordenar  que  permanezca  en  el  establecimiento  de 
educación  y  corrección  hasta  lo9  veinticuatro  años.  Si  (lubiese 
oumplido  esta  edad,  podrá  el  Juez  ordenar  su  entrega  á  la  Auto- 
ridad competente  para  las  providencias  legales.  Guando  result< 
qiié  ha  obrado  con  discernimiento,  si  el  sordomudo  nohübiés' 
cumplido  aún  los  dieciocho  años,  se  aplicarán  las  disposicione 
contenidas  en  los  apartes  del  art.  54;  si  hubiese  eumpUdo  lo 


I   . 
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diédoohb  y  no  llegue  á  les  Teintiuno,  Ée  aplicarán  las  ddi 
art.  65;  y  bí  hubieee  cumplido  los  veintiuno,  se  aplicarán  las 
dispoeiciones  del  art.  56». 
'  67.  Como  fácilmente  se  desprende  de  la  lectura  de  estos 
dos  artículos,  el  legislador  italiano  ha  tomado  por  baee  para 
legislar  sobre  la  sordomudez,  el  principio  de  que  esta  enfer- 
medad impide  ó  disminuye  siempre  y  en  toda  edad  el  des* 
arrollo  de  la  inteligencia.  Son  estas  disposiciones  la  traduc- 
ción práctica  y  positiva  de  aquella  ándh  que  Carrafa  encuen* 
tra  siempre  en  los  sordomudos,  á  saber:  que  siempre  es  posi- 
ble sospechar  qne  su  desgracia  tenga  turbadas  de  algún  modo 
sus  ideas,  é  influya,  por  consiguiente,  sobre  su  delincuen- 
cia (1).  En  este  estado  de  cosas,  es  seguramente  una  estimable 
prudencia  del  legisladc^r  la  de  no  imponer  la  penalidad  ordi- 
nnria.  Partiendo  de  estos  conceptos  fundamentales,  el  Código 
italiano  gradúa  ia  pena  de  los  sordomudos  según  la  edad  á  que 
han  llegado  en  el  momento  de  cometer  los  delitos,  tomando 
como  modelo  las  subdivisiones,  que  ahtes  hizo  para  los  me- 
nores; asi,  pues,  el  período  de  absoluta  responsabilidad  fijado 

• 

para  los  casos  ordinarios  en  los  nueve  años,  sé  repite  también 
para  loe  sordomudos,  pero  prc»rrogándole  ha^ta  ios  catorce. 
Sin  embargo,  para  no  dejar  indefensa  á  la  sociedad  contra  lois 
indrrídoos  peligrosos  de  esta  clase,  se  ef^tablece  su  reclusión 
en  establecimientos  correccionales  y  de  educación,  reclusión 
que,  mientras  para  los  menores  se  limita  á  la  mayoría  de  edad, 
para  los  sordomudos  se  extiende  hasta  los  veinticuatro  años. 
Desde  loe  catorce  se  procede  ^siempre  con  los  sordomudos  á  la 
prueba  del  discernimiento.  Si  de  ella  resulta  que  no  le  hubo,  sé 
p^rocede  á  adiarle  en  un  establecimiento  destinado  á  este  efecto 

• 

Ikáta  los  veinticuatro  años,  por  medio,  no  del  Juez  civil,  sino 

el  que  aplica  la  ley  penal,  facultándose  desde  los  veinticuatro 

ios  al  mismo  Magistrado  para  proceder  con  ellos  como  con  los 

\fermos  de  enfermedades  mentales,  porque  entonces,  como  olih 


<1}     Csrrar»;  Brograwma,  TmeUt  g«i«rftl,  §  247. 
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serva  Impallomeni,  el  defecto  del  entendimiento  no  depende 
probablemente  tanto  de  la  falta  de  conocimiento  ó  inexperien- 
cia  de  quien  se  ye  privado  de  las  funciones  del  oído  y  el  len- 
guaje, como  de  otras  morbosas  que  afectan  al  cerebro  (I).  Si 
resulta  de  la  información  que  el  delito  se  cometió  con  discer- 
nimiento en  el  periodo  de  edad  de  catorce  á  dieciocho  año8,.Ee 
aplican  las  penas  de  los  menores  de  nueve  á  catorce;  en  el  pe* 
ríodode  dieciocho  á  veintiuno,  lasque  este»  últimos  tienen 
desdjB  los  catorce  á  los  dieciocho;  y,  w  fin,  desde  los  veintiún  . 
años  se  castiga  siempre  al  sordomudo  con  la  pena  que  tienen  los 
mayores  de  dieciocho  años  y  menores  de  veintiuno. 

68.  .  Alguien  ha  dicho  que  la  presunción  sobre  la  falta  de 
discernimiento  de  los  sordomudos  en  cualquiera  de  las  edades» 
se  introdujo  isn  nuestro  Código  conforma  al  sistema  del  de 
C^rd^ña  de  1859  (2).  Para  nosotros  no  es  completamente 
exacta  esta  afirmación,  porque  si  es  cierto  quQ  este  Código  te- 
nía (^n  cuenta  las  condiciones  especiales  del  sordomudo  para 
producir  el  efecto  de  la  disminución  de  las  penas,  no  lo  es  me- 
nos que  exigía  en  todo  período  de  edad  la  prueba  del  discer- 
nimiento, y,  por  otra  parte,  no  reconocía  siempre, por  el  sólo  he- 
cho de  la  sordomudez^  una  circunstancia  dirioxente  ó  atenuante 
de. la  responsabilidad,  sino  que  antes  bien,  la  ponía  dos  con- 
diciones: una  de  carácter  genérico,  á  saber,  que  el  sordomudo 
Iq  fuera-  de  nacimiento  ó  por  lo  menos  desde  la  infancia,  y 
otra  específica,  que  consistía  en  la  demostración  del  grado  de 
instrucción  de  cada  uno  (3).  Parece  que  la  Comisión  Parlamen 
taria  de  1888  estuvo  de  acuerdo  en  preferir  la  distinción  hecha 
en  los  artículos  92  y  93  del  Código  penal  en  cuanto  á  la  im- 
potabilidad  de  los  sordomudos,  adoptando  después  las  reglas 
de  penalidad  que  en  los  artículos  58  y  54  contenía  el  Proyecto 


d)     Impftllomeni:  R  Chdioe  pénale  italianot.  toL  1.",  pág.  Tftl,  l&ám.  79. 

<9)     Id.  id. 

^)     V.  artf.  92  y  98  del  C6diso  penal  de  0«rdeft*.  .   . 
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Zatiardelli  de  1887  (1);  sin  embargo,  la  Comisión  de  Revisión 
no  acogió  tan  unánimemente  estas  medidas  y  dejó  intactas  las 
bases  del  Proyecto  Ministerial,  al  modificar  tan  sólo  las  mo- 
dalidades referentes  á  la  forma  y  duración  de  la  custodia  en 
los  casos  en  que  faltase  el  disceminiiento,  aplicando  el  apar- 
tado del  art.  46  para  estos  casos  y  coordinando  las  diversas 
edades  del  sordomudo  con  las  establecidas  para  los  menores, 
con  la  prolongación  de  la  mayoría  basta  los  veintiuno,  acerca 
de  lo  cual  ya  tenemos  dicho  algo  (2). 

69.  No  faltó  en  el  seno  de  la  Comisión  de  Revisión  quien 
Jefendiese  la  oportunidad  de  las  disposiciones,  ya  citadas,  de 
los  arts.  92  y  53  del  Código  sardo,  en  cuanto  distinguen  al 
sordomudo  de  nacimiento  ó  que  quedó  asi  desde  la  infancia, 
de  quiídn  cayó  en  este  estado  posteriormente  y  en  cuanto  tie- 
nen en  cuenta  el  grado  de  instrucción  de  cada  uno.  Defendió 
Ñocito  la  primera  distinción,  y  aun  cuando  fuera  combatida 
<íon  argumento?  serios  por  Lucchini  y  Puccioni,  es  nuestra  opi- 
nión que  estos  argumentos  en  nada  disminuyeron  la  gravedad 
del  problema.  Bn  cuanto  á  la  segunda,  ténémosla  por  superfina 
«n  las  cuestiones  de  responsabilidad  penal  (3). 

Haremos  por  cuenta  propia  el  análisis  de  las  disposiciones 
-de  los  artículos  92  y  93  del  Código  penal  sardo.  La  primera  de 
aliases,  sin  duda  alguna,  excelente,  porque  si  la  razón  de  no 
penar,  ó  de  conmutar  cuando  se  pena,  habida  en  cuenta  la  sor- 
domudez del  imputado,  consiste  en  la  absoluta  ausencia  ó  en  la 
escasez  de  la  inteligencia  que  no  ha  logrado  su  normal  y  com- 
pleto desarrollo,  esta  es,  efectivamente,  la  razón  que  se  muestra 
tantas  veces  cuantas  aquella  enfermedad  física,  siendo  congé- 
nita  ó  habiéndose  adquirido  en  los  primeros  años  de  la  vida,  en 
que  el  sujeto  no  e^  susceptible  de  educación  ni  instrucción, 

ede  considerarse,  en  su  efecto  de  paralización  del  desarrollo 


íl)     Relaz.  ViUs  p&g.  108;  Itelai.  Pessina,  p&gs.  60  y  70. 
^      Verbalidtlla  Omm,  di  Revisione^  Torb.  12,  páff.  179-188. 
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iatelectttal,  como  dependiente  de  la  propia  enfermedad  de  lo» 
sentidos  (1).  Distinta  es  la  hipótesis  del  sordcímnda  que  lo  es 
por  ^cualquier  causa,  desde  edad  adulta;  en  estos  easos  .^eiL 
menos  justificada  la, atenuación  de  la  responsabilidad*  puesto 
qa^  la  enfermedad  en  cuestión,  cuyas  dos  distintas  manifesta- 
ciones no  se  relacionan  entre  si  como  causa  y  efecto»  si  no.  exis-^ 
tía  en  el  periodo  en  que  el  hombre  es  ya  capaz  de  ser  educado 
é  instruido,  será  ajena  por  completo  al  proceso  de  desenvolvi- 
miento intelectual,  sin  que  pueda  invocarse  por  ello  precisa- 
oyente,  como  excusa  del  culpado. 

Dada  la  redacción  general  de  los  artículos  57  y  58  del  Có- 
digo italiano,  que  no  distingue  unos  casos  de  otro&f,  parécenos^ 
que  se  corre  el  riesgo  de  aplicar  la  merced  que  contienen  á  si- 
tuaciones que  seguramente  el  legislador  no  quisier$i  proteger. 
La  distinción  olvi4ada  por  él,  ha  sido^  sin  embargo,  acogida  por 
el  ilustre  criminalista  Tolomei  (2),  que  escribe  sobre  este  asun^ 
to  lo  siguiente:  «En  los  casos  de  sordomudez  acaecida  despué» 
de  haber  pasado  el  periodo  de  pleno  ejercicio  y  uso  de  la  razón,. 


(1)  Ko  86  conserva  del  derecho  romano  nin^nna  disposición  especial  pára- 
los sordomudos,  aunque  parece  ser  que  se  creia  que  el  sordomudo  podía- 
obrar  dolosamente  como  el  delincuente.  Sin  embargo,  la  antigua  práctica  ha* 
bia  reoono<Jidó  la  legitimidad  de  disminuir  las  píenas  graves,  cuando  los  reos^ 
fasiran  sordomudos  ó  simplemente  mudos  de  nacimiento.  Cmm  enim  mai^fieié> 
(MdMMi  «Oí  re  na<cttn<iir,  idett  ex  ipeo  fació  (Inttifuta,  de  chlig.  qum  ex  del.  na:)  fa^ 
eere  autem  doloae  aliquid  poeeint  eurdi  ei  muti;  oonsequene  eet.  eoe  ñeque  in/antUntep, 
ñeque  funoeia  comparandoa  ease  (arg.  L.  in  quibuecumquef  2).  De  oblig.  et  aot).—-'Id'^ 
que  etiam  inteUigere  licetf  quod  Senatue  eoneulti  Sxlaniani  pcena  non  remittttur  mufo 
^ttii  attti  poetU  opiittlari  domino  aliter,  quam  etamore,  id  non  fecit;  aut  eurdú  qui  cu»^ 
videret  domino  tfim  Jieri  eum  non  defendit  (L.  3,  eurdua  quoque  ei  eeq.,  JO,  de  S.  C\ 
Süi9n.)^-^Si  tamen  eurdu*  eimul  et-  mutue  quie  nmtua  eitf  quia  o  tenerie  deetiiuiue  fuit 
eo  eensufquo  prcec^ue  proJicimu«f  graviori»  poena  gratia  Jleri poeeet  tamquam  pantm 
inteUigenti  honeatorum  turpiumque  diacrimina.  De  la  sordomudez  de  nacimiento 
c<imo  causa  para  abst^ver  del  delito  ó  de  disminuir  la  pena,  ha  tratado  Boh«* 
mero:  ad  CarpzovQuaaU,  U7,  obs.  1.*  (Ifattei,  De  crimini^,  prolegómenos,  ca 

piitaoá.* 

(^     DiriUo  e  Proeedura  pénale^  n.*  1067. 
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no  ^  pofiible  deoix  que  este  delecto  físico  pueda  producir  por  si 
solo  una  alteración  en  las  facultades  intelecttmles  y  volitiyas» 
L»  falta  de  la  audición  y  del  lenguajCi  no  impedirá  que  se  co* 
nozcay  se  quiera  lo  qué  se  hace;  Elstos  sordomudos,  por  consi* 
gtiiente,  son  óapaeee  de  responsabilidad.»  El  mismo  autor  se 
ptoporie  después  la  cuestión  de  la  influencia  indirecta  de  la 
sordomudez  en  la  inteligencia  y  voluntad  en  estos  casos  de  que 
acaba  de  hablar,  cuestión  que  resuelve  diciendo  que  en  ellos 
deben  aplicarse  las  reglas  que  rigen  loe  de  imbecilidad  ó  debi- 
lidad de  espíritu,  ya  que  ea  ellos  la  sordomudez,  si  no  es  la  causa 
detetminante  de  una  situación  anormal  dé  la  inteligencia» 
puede  ser,  si,  la  contingente  de  algunas  manifestaciones  singu- 
lares que  habrán  de  examinarse,  caso  por  caso,  en  la  práctica. 
70.  loútil,  ó  superflua  por  lo  menos,  nos  parece  la  segunda 
distinción  del  Código  de  Cerdeña  entre  el  sordomudo  que  sabe 
leer  y  escribir  y  el  que  ignora  entrambas  cosas.  Advirtamos  an- 
tes de  e!xponer  nuestras  razones,  que  la  condición  de  saber  leer 
y  escribir  quería  significar  en  el  Código  la  posesión  de  una  ins- 
trucción general.  Para  nosotros,  sólo  hasta  cierto  punto  es  ad- 
misible que  la  tal  instrucción  tenga  alguna  influencia  en  el  des- 
envolvimiento intelectual.  Pero  el  interés  y  la  importancia  re- 
lativa que  pudiera  tener  esta  investigación,  desaparece  cuando 
se  considera  la  dificultad  casi  insuperable  de  poder  apreciar 
hasta  donde  se  ha  aprovechado  el  sordomudo  de  la  instrucción 
indicada,  y^e  ai  este  aproveehamiento  ha  llegado  á  producir 
en  INI  inente  un  concepto  exacto  de  los  deberes  úiorales  y  jurí- 
dicos. Hada  significa,  por  consiguiente,  señalar  como  criterio 
para  la  gradación  de  la  responsabilidad  la  circunstancia  de  sa- 
hex  leer.y  escribir,  porqve,  como  dice  Carrara  (1),  la  responsa- 
lüidad  no  nac€  de  la  intintecián  que  se  ka  recibido^  sino  del  resul- 
ido  de  las  luces  i^dquiridas  mediante  ella.  En  cuanto  á  nosotros, 
áadiremos,  que  si  hay  medios  stfficientes  para  llegar  á  averi- 
lar  el  grado  de  provecho  sacado  de  la  instrucción,  lo  son  úni-i 
— »       .    ...  I    pii ¡         .  I  i     • I        I  ^ 

1.^  •  iVoyr./.pArte  g^n^ral,  §.340.  . 
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cámente  para  lo  que  Fe  refiere  á  sus  efectos  materiales  y  sensi- 
bles, pero  diiiciUeiiDos  y  casi  de  imposible  aplicación  cuando 
se  los  lleva  á  la  concepción  de  las  ideas  abstractas.  CSon  esto 
queda  demostrado  que  este  engañoso  criterio  no  puede  servir 
de  base  para  determinar  el  grado  de  la  responsabilidad  penal. 
71.  Hemos  dicho  que  algunas  legislaciones  no  han  hecho 
de  la  sordomudez  una  causa  especifica  para  eximir  de  respon* 
sabilidad  ó  conmutar  la  penalidad  ordinaria.  Además  de  las 
que  ya  hemos  apuntado,  es  decir,  además  de  la  francesa,  )a 
austríaca  y  la  de  Zurich,  carecen  de  disposiciones  sóbrela  sor- 
domudez los  Códigos  Holandés,  Gin^brino,  el  del  Cantón  de 
Berna,  el  de  Vaud  y  el  Español  (1).  Entre  los  anteriores  á  la  uni- 


(1)  En  »f(»oto»  nuestro  Código  penal  eomún  no  exime  ni  atenna  la  res- 
ponsabilidad, ni  conmuta  la  pena  k  los  sordomudos;  antes  bien,  ía  jurispm- 
denoia  viene  declarando  qne  «no  constituye  exención  de.  responsabüidad  1* 
la  sordomudes,  por  no  ser  equiparable  &  la  imbecilidad  y  á  la  locura.  •  (8.  IS 
Abril.  18^.)  En  cambio,  el  Código  penal  de  la  Harina  de  guerra,  á  pesar  de 
su  más  riguroso  espíritu  militar,  comprende  entre  las  causas  eximentes  de 
responsabilidad  criminal,  conjuntamente  con  el  mayor  de  nueve  afios  y  me- 
nor de  quince,  al  sordomudo,  pero  can  todas  estas  condiciones:  a)  que  loséis 
de  nacimiento;  hj  y  ntenor  de  dieciocho  años,  y  c>  que  haya  obrado  sin  dia* 
cerninúeñtd  (núm.  3.*  del  art.  10).  Ss  este  un  concepto  sumamente  pariieu- 
lar  y  extraño,  y  menester  es  decirlo,  falso  é  injusto  como  pocos.  Llevado  por 
un  deseo  de  enérgica  represión,  éste  Código  supone:  que  un  tordomudo  a)  1>K 
NÁCiMncNTO,  h)  completamente  ANALFABETO  (porque  el  articulo  después  de  amon 
tonar  tantas  condiciones,  se  olvida  de  una  de  bastante  mayor  importancia 
que  la  segunda  establecida  por  él,  la  de  saber  leer  y  escribir),  y  c)  MUtoK  M 
DIECIOCHO  aííos,  puede  obrar  e<m  dieoerniauento.  Las  consideraciones  lieéhas  por- 
el  autor  del  trabajo  que  voy  anotando,  me  excusan  de  criticar  esta  disposición. 
Bl  origen  del  articulo  en  cuestión,  cuyas  disposiciones  han  reproducido  el 
Proyecto  de  Código  penal  de  la  Academia  de* Jurisprudencia  de  Madrid  y 
otros  documentos  puramente  dogmáticos^  se  debeá  haber  querido  asimilar- eto 
todo  lo  posible  (pues  hasta  se  colocan  en  un  mismo  párrafo,  anidas  por  una, 
eoojunción)  la  sordomudez  con  la  minoría  de  edad. 

Por  último,  cuando  no  concurren  en  el  sordomudo  todos  los  tres  requi- 
sitos necesarios  que  eximen  de  responsabilidad  criminal,  pero  si  uno  6  dos 
de  ellos,  exceptuando  el  que  se  refiere  á  la  interven^ón  del  discernimiento» 
porque  este   produce  una  condición  especial,  la'  cirottidsfaneia  que  seria  «id- 
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ficadcte  política  de  Italia,  callaa  también  sobre  la  materia  el 
Código  de  las  Dos  Sicilias  y  el  Reglamento  ttomaho.  No  sabe- 
mos» en  verdad,  cual  baya  sido  el  motivo  de  esta  oi&isión  que  se 
refíere  á  la  bonda  y  directa  influencia  que  la  enfermedad  física 
de  que  nos  ocupamos  ejerce  sobre  el  estado  intelectual  del  cul- 
pable. En  la  Teoría  del  Derecho  penal  de  los  Sres.  Ghauveau-Hé- 
lie  (1),  hallamos  una  seria  crítica  del  Código  francés  que,  te- 
niendo  la  presunción  de  inocencia  para  los  menores  de  edad, 
no  ha  querido  extenderla  á  los  sordomudos.  Dicen  estos  auto- 
res que  aquellos  desgraciados,  desprovistos  casi  siempre  de  edu- 
cación, se  encuentran  en  un  estado  incompleto  de  desarrollo 
de  las  facultades  mentales;  que  su  inteligencia  es  tan  limitada 
y  confusa,  que  ni  siquiera  recibe  las  lecciones  que  poco  á  poco 
iluminan  la  infancia;  que  las  nociones  del  bien  y  del  mal,  como 
las  relaciones  del  delito  y  la  pena,  sólo  muy  difícilmente  llegan 
á  su  espiritu;  y  que,  aún  cuando  recibieran  el  beneficio  de  una 
maravillosa  educación  por  parte  de  la  sociedad,  sólo  contadas 
veces  llegarían  al  grado  de  desenvolvimiento  intelectual  que 
permite  la  percepción  de  las  ideas  abstractas  como  derecho,  obli* 

mente  ei  fuera  «oomfMftftda  del  otro  &  otroe  requisitos,  se  convierte  en  «te* 
noant^.  Pero  es  4e  Advertir  que  esta  oirounstai^oia  atenuante,  puede  á  veces 
no  ser  apreciada.  Sabido  es,  en  efecto,  que  en  el  Código  penal  de  la  Harina  de 
gaerra,  las  circuntancias,  tanto  atenuantes  como  agravantes,  pueden  clasifi- 
carse en  neceéarúu  (impuestas  siempre  por  la  ley)  y  diacrecionalei  (reservadas  al 
prudente  arbitrio  de  los  jueces).  Ahora  bien,  la  de  que  nos  ocupamos  pertenece 
4  este  grupo  último  (núm.  1.*  del  art.  18;.  Finalmente,  la  teoría  de  la  sordomu- 
des  en  el  Código  penal  de  la  líarina  de  guerra  se  completa  con  esta  disposición 
de  su  art.  84:  «A.  los  mMiores  y  sordomudos  comprendidos  en  «1  núm.  3.^  del 
art.  10  (de  nacimiento  y  do  menos  do  dieciocho  aftos)  que  no  se  hallen  exen- 
tos dé  responsabilidad  por  haber  declarado  el  Tribunal  que  obraron  con  dia 
cernimiento,  se  les  impondrá  una  pena  disereccional,  pero  siempre  inferior 
^  --^is  grados^  por  lo  menos,  álase&alada  al  delito.»  Bn  cuanto  á  la  aplica- 
de  la  pena  ú-lés  sordomudos  que,  por  no  serlo  de  nacimiento  ó  por  ser 
ores  de  dieciseis  años,  no  fttesen  declarados  irresponsables,  rigen  las  re- 
eomanes  de  aplioaúón  de  las  penas  on  relación  con  las  circunstancias 
uantes  y  agravantes  íarts.  1T2X).^'CIÍ.  éM  T.)  ■ 
Chauvoau  HéUe,  vol.  i,p,  920. 
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gáeioñes,  etc.,  y  de  la  ciencia  de  Iob  deberes  sociales.  Demueeira^ 
finalmente^  la  experiencia»  que  los  sordomodoe  60Xí  colérícoB, 
casi  íuríoBOfi.'tLe  tal  suerte»  que  las  más  leves  excitaciones  les 
hacen  perder  el  imperio  sobre  sí  mismos»  jquede  estas  dispo- 
sifones,  ninguna  educación  puede  apartarlos  por  completo. 
Concluyen,  pues,  diciendo:  de  estas  consideraciones  resulta  <|iid 
la  enfermedad  del  sordomudo  modifica  profundamente  su  res- 
ponsabilidad penal,  y  que,  por  consiguiente,  roria  muy  justó 
que  se  propusiera  también  para  ellos  la  cnestióndel  discerni- 
miento (1).  Creemos  que  no  pueden  resumirse  mejor  todas  las 
razones  que  concurren  á  modificar  el  criterio  de  la  penalidad 
para  los  sordomudos. 

72.  Pero  mucho' más  extraña  es  la  disposiiiión  que  leemos 
en  el  Código  alemán.  El  párrafo  68  dice  sencillamente:  cEl 
sordomudo,  privado  del  discernimiento  necesario  para  com- 
prender la  punibilidad  de  sus  acciones,  debe  ser  absuelto.» 
Aplicando  este  mismo  razonamiento,  se  podría  decir,  por  coa- 
siguiente,  que  cuantas  veces  asista  el  discernimiento  en  las 
acciones  de  los  sordomudos,  deben  ser  juzgados  y  sentenciadoB 
por  las  reglas  comunes.  Este  rasonamiento  no  nos  persuade  ni 
satisface.  Una  vez  que  el  legislador  se  ha  ocupado  de  la  sordo^ 
mudez  como  de  causa  que  puede  alterar  las  normas  coikiuneB 
de  la  responsabilidad,  no  es  posible  limitar  su  aplicación  tan 
sólo  á  los  casos  de  absoluta  falta  de  discernimiento  necesario 
para  comprender  la  penalidad  de  los  hechos.  Es  la  fórmula  de- 


(1)     Contra  •!  baen  sentido  d«  Mtai  raaoiiM,  nadAí  MgniSea  lo  qvM  dioe 
DaUoB  (Bepertoiret  ZZXV;  aúm.  89S);  k  «aber;  quo  la  9urdim^té  ne  pnU  paf  étn 
a»4Ímüée  á  la  demen/ee;  por  tiU  menté  elle  n'é9t  poñu  «coe^iMtve  dé  la  raiaon,  de  Vinie-^ 
lli(fa%iM  du  bien  et  du  mal\  par  tomeequewt  eüe  ne  nu!$  poiiUtiheiatim  á  ¡a  ttppUMiitm 
dee  Me .  repreeeivee,  Gomo  so  "vé,  DaUoa  sólo  tUlio  en  onenta  nn  lado  del  pro- 
blemaé  el  de  la  imputabilidad  absoluta;  por  lo  mismo  no  resnelTO  la  eaeeiiÓB 
por  demás  grave,  de. si  por  oansa  de  e«ta  enfermedad  la  inteligenoia  oonen 
rrd  siempre  en  su  estado  normal,  debiendo  aplioArse  entenoes  las  reglas. pe 
nales  comones,  ó  si,  por  el  eontraríe,  debe  estableoerse  la  presoneión  que  U 
gitime  é  imponga  nn  tratamiento  especisft  para  los  sordom«d<Mi. 
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maeiado  vaga,  y  su  contenido  nada  de  especial  tiene  que  |>ue* 
da  aplicarse  á  la  sordomudez  con  criterio  de  necesaria  conejei6a . 
Dada  su  amplitud,  lo  mismo  puede  aplicarse  á  los  delitos  co- 
metidos en  el  arrebato  de  la  pasión,  que  á  los  realizados  en  es 
tado  de  embriaguez,  que  á  todos,  en  fin,  los  que  se  verifican  en 
momentos  en  que  la  inteligenda  de  los  culpables  no  puede  darse 
cuenta  de  la  ptmihttidad  de  sus  aeciones.  Pero,  aparte  de  esto,  el 
lado  deficiente  de  la  fórmula,  rechazada  por  nosotros  por  las 
jn  dichas  razones,  es  el  de  suponer  la  posibilidad  de  una  in  • 
formación  segura  y  completa  del  elemento  intencional,  ya 
se  trate  del  sordomudo,  ya  de  cualquier  otro  imputado.  Con 
unft  referencia  á  la  teoría  expuesta  en  otro  lugar  de  este  estu- 
dio, podemos  decir  que  esta  información,  siempre  y  necesaria- 
mente defectuosa  por  las  condiciones  defectuosas  también  del 
sujeto  que  la  ha  de  sufrir,  jamás  autorizará  á  nadie  para  tener 
como  segura  y  completa  la  prueba  de  la  importancia  moral 
que  en  la  conciencia  del  sordomudo  tienen  sus  propias  accio 
nes,  y  mucho  míenos  á  aplicarle,  en  consecuencia  de  ella,  las 
reglas  comunes  de  la  penalidad.  Bstas  dudas  é  incertidurabres 
son,  en  efecto,  las  causas  que  llevan  á  muchas  legislaciones  á 
reputar  siempre  al  sordomudo  como  ser  intelectualmante  im- 
perfecto, y  á  favorecerle  consiguientemente  con  conmutado 
nes  de  las  penas,  aun  cuando  sea  mayor  de  edad  y  aun  cuando 
de  resultas  de  un  examen  delicadísimo  se  pudiera  llegar  á  des- 
icubrir  la  intervención  del  discernimiento.  Una  vez,  sin  embar- 
go, que  la  legislación  alemana  no  ha  visto  en  esta  enfermedad 
física,  motivo  para  especíales  investigaciones  de  responsabili- 
dad penal,  debiera,  para  ser  consecuente  con  sus  principios, 
seguir  hasta  sus  términos  el  camino  comenzado,  fijando  casti- 
gos especiales  para  los  sordomudos  aun  en  los  casos  en;  que 
^^xstiendo  pleno  discernimiento  pudiera  éste  legitimar  la  apli- 
unón  de  la  ley.  Otro  tanto  decimos  del  Código  húngaro,  cuyo 
-t.  88,  en  analogía  con  el  alemán,  no  pide  otra  circunstancia 
ra  la  penalidad  de  los  sordomudos,  que  la  intervenaión  del 
•cemimiento. 
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73*.  En  cambio,  la  legislaoióa  belga  dedica  más  atención  4 
la  eordomudez.  En  efecto;  mientras,  qomo  traemos  visto,  no 
ha  exceptuado  á  los  acusadt»  de  condiciones  ordinarias  de  la 
investigación  del  discernimiento,  impuesta  por  el  art.  72  aun 
á  los  menores  de  dieciséis  años^  para  los  sordomudos  ha  esta- 
blecido un  periodo  de  absoluta  irresponsabilidad  que  compren- 
de hasta  los  dieciséis.  El  art.  76  dice:  Lora^' un  sourd  tnuei  ágé 
de  plus  deseize  ans  accompKs  au  nkomeni  du  fait^  aura  commis  ttn 
a'ime  ou  un  delU^  $*%l  esl  decide  qu*il  a  cigi  sans  dUcernement^  il_ 
sera  acquüté.  Como  se  ve,  se  exceptúa  al  sordomudo  bástalos 
dieciséis  años  de  la  información  del  discernimiento,  y,  consi- 
guientemente, de  la  posibilidad  de  toda  pena.  Dispone  desloes 
el  mismo  articulo  que  si  el  sordomudo  obra  con  discernimien- 
to, se  le  apliquen  las  conmutaciones  y  disminuciones  de  pena 
que  los  artículos  73,  74  y  75  contienen  para  los  menores  de 
dieciséis  años,  tratándole  como  á  los  acusados  comunes  sólo  en 
un  caso,  que  es  el  de  las  penas  establecidas  para  asegurar  la 
percepción  de  los  derechos  fiscales,  aplicables  á  todo  reo  sin 
distinción  de  edades  ni  condiciones  especiales  (art.  100  del  Có- 
digo belga). 

74.  £1  Código  del  Cantón  dé  Friburgo  distingue  con  mu- 
cha exactitud,  en  él  art.  65,  entre  sordomudos  de  nacimiento 
ó  desde  la  infancia,  y  sordomudos  que  lo  son  desde  edades 
mayores;  sólo  á  los  primeros  concede  un  beneficio  especial, 
disponiendo  que  cualquiera  que  sea  su  edad  se  debe  proceder 
á  examinar  si  disciernen  el  bien  y  mal  de  sus  acciones;  si  efec- 
tivamente poseen  este  discernimiento,  se  les  aplica  la  conmu- 
tación  de  pena  fijada  para  los  mayores  de  doce  y  menores  de 
dieciséis  anos. 

El  Código  del  Cantón  de  Valais  se  ocupa  de  los  sordomudos 
natos  y  de  los  que  lo  son  desde  la  infancia  y  de  los  sordomv 
dos  ya  instruidos;  sólo  á  los  dos  primeros  concede  el  beneficia 
derivado  de  su  enferiuedad,  no  á  los  segundos,  y  en  el  art.  9^ 
dispone  que  sean  siempre  aquéllos  sometidos  á  la  prueba  d< 
discernimiento,  aplicándose,  cuando  se  demuestre  íh  no  exi'* 
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« 

fonda»  las  oonmutadones  fijadas  páralos  menores  de  edad  en- 
iri» catorce  y  dieciocho  años.  Para  los  que  saben  leer  y  escribir, 
el  beneficio  se  limita  á  una  reducción  de  la  pena  en  la  mitad 
de  la  ordinaria. 

Añadiremos,  por  último,  las  disposiciones  del  art.  52  del 
Código  del  Gant6n  Ticino,  según  las  cuáles^  los  sordomudos 
menores  de  catorce  años  no  son  imputables;  los  de  catorce  á 
dieciocho  se  equiparan  á  los  menores  de  catorce,  aplicándose- 
les las  penas  del  art.  50;  los  de  dieciocho  á  veintiuno  á  los  jó- 
Tenes  menores  de  dieciocho  y  mayores  de  catorce,  y  los  mayo- 
r^  de  veintiuno  á  los  ordinarios  menores  de  veinte  años. 

75.  Si  hemos  de  completar  esta  reseña  de  las  legislaciones, 
no  debemos  olvidar  las  disposiciones  de  los  Códigos  de  Parma, 
Módena  y  Toscana.  Decía  el  art.  62  del  de  Parma:  cCuando  se 
trate  de  sordomudos,  ya  de  nacimiento,  ya  desde  la  infancia, 
se  procederá  siempre,  cualquiera  que  sea  su  edad,  á  la  infor- 
mación de  si  obraron  ó  no  con  discernimiento;  cuando  de  ella 
resulte  que  obraron  con  discernimiento,  se  equipararán  á  los 
menores  de  quince  años.»  Otro  tanto  se  hará  con  los  sordomu- 
dos educados  en  las  escuelas  si  al  tiempo  de  cometer  el  delito 
no  hubiesen  cumplido  dieciocho  año?. 

Código  Estense,  art.  62:  •  «Los  éordomudos  que  no  hayan 
cumplido  catorce  años  se  equipararán  á  los  menores  de  diez. — 
Art.  63,  §  1:  Cuando  se  haya  cometido  un  delito  por  algún 
sordomudo  mayor  de  catorce  años,  el  juez  hará  declaración  ex- 
presa de  si  se  verificó  con  ó  sin  discernimiento.  §  2.  Si  el  sor- 
domado  obró  sin  discernimiento,  se  le  entenderá  equiparado 
al  menor  de  diez  años.  §  3.  Si  el  sordomudo  obró  con  discerni- 
miento, pero  es  menor  de  dieciocho  años,  se  le  tratará  como  á 
los  menores  de  catorce  mayores  de  diez.  §  4.  Si  el  sordomudo 
obró  con  discernimiento  y  es  menor  de  dieciocho  años,  se  le 
quiparará  al  men(K  de  catorce  años  mayor  de  diez.  §  5.  Si  el 
ordomudo  obró  con  discernimiento  y  es  mayor  de  edad,  incu- 
rrirá en  las  penas  de  los  mayores  de  catorce  años,  menores  de 
ledocho.» 
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Pqr  último,  el  Código  Toscano  disponía  en  los  artículos  40 
y  41  medidas  muy  semejantes  á  las  del  Código  Estense»  tanto 
en  li)  que  se  refiere  al  periodo  de  inimputabilidad,  como  en  lo 
relativo  á  los  límites  de  la  edad  en  que  se  ponía  la  cuestión  dol 
discernimiento^  con  la  sola  diferencia  de  pron^mr  el4^ríodo 
d^  inimputabilidad  hasta  los  doce  años.  Por  lo  demás,  si  Re* 
glamento  de  policía  punitiva  nada  disponía  sobre  la  scnrdo* 
mudez  en  cuanto  á  las  contravenciones. 


§  4. — ALTBRA.OIONB8  MBNTALBS 

SUMABlo:  76.  Fondameiito  jaridico  de  1a  impatabilidad  peiutl.'-*-77.  Bespott-^ 
gabilidad  atenuada  ó  semi-imputabiUdad,  como  baee  de  oonmutaoiÓB  pe* 
.  nal. — 78.  Enunciado  de  la  cuestión. — 79.  La  responsabilidad  atenuad» 
(semi  imputabilidad)  en  el  Códig^o  italiano. — 80.  Critica. — 81.  Estudio,  del 
derecho  romano. — 82.  Derecho  intermedio. — 88.  Transición  al  periodo  d« 
codificación.  ^—84.  Derecho  moderno. — 85.  Continuación. — 86.  ibiálisis  da 
los  artículos  46  y  47  del  CódisTO  italiano. — 87.  Baeones  de  la  conmutación 
establecida  por  eUos. 

76.  Parece  indudable  que  no  puede  cometerse  delito  sin  él 
simultáneo  concurso  del  elemento  material  é  intencional. 
Siendo  así,  cualquier  circunstancia  que  altere  ó  modifique  uno 
de  ambos,  influirá  necesariamente  en  la  esencia  del  acto  de- 
lictuoso, cambiando  las  relaciones  jurídicas  del  hecho  con  la 
ioy*  y  Aun  rompiéndolas  y\  haciéndolas  cesar  á  yeces.  La  ac- 
ción de  la  ley  penal  está  circunscrita  á  las  consecuencias  ex- 
ternas y  sociales  del  delito;  por  esto  la  es  imposiUe  penetrar 
en  los  dominios  de  la  conciencia  para  reprimir  las  simples  in- 
tenciones delictuosas  á  que  no  ha  seguido  ningún  hecho  ma- 
terial, como  tampoco  puede  culpar  los  hechos  materiales  á  qne 
no  ha  presidido  la  voluntad  é  intención  de  delinquir. 

77.  Sentado  esto,  es  indudable  que  la  absoluta  falta  del  en- 
tendimiento, eliminando  los  elementos  usuales  de  cualquier 
hecho  que  tenga  figura  de  delito,  forma  el  vértice  y  cúspide 
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3e  las  causas  eximentes  de  responsabilidad  penal.  No  nos  oca* 
parlamos  de  ella  por  lo  mismo,  si  algunas  legislaciones  no  hu- 
bieran establecido  una  forma  de  conmutación  de  las  penas 
para  los  casos  en  que  no  sienda  aquel  concursoabsolutamoite 
completo,  ni  absolutamente  deficientes  al  mismo  tiempo  la 
inteligencia  y  la  voluntad,  la  acción  aparenta  tener  alguna  re- 
lación con  elementos  intencionales,  parcialmente  inmutables 
por  lo  mentís.  Se  trata,  en  una  palabra,  de  lá  aplicación  de  la 
teoría  de  la  semiresponsabilidad;  teoría,  según  la  cual,  se  ad- 
mite un  estado  de  responsabilidad  ftioompleta  y  se  gradúan  de 
cierto  modo  las  viciadas  condiciones  intelectuales  del  agente» 
atribuyendo  á  cada  grado  de  responsabilidad  atenuada  un 
gradó  distinto  de  la  pena.  Tanto  en  la  ciencia  como  en  la  le- 
gislación, esta  teoría  está  muy  discutida.  No  faltan  en  la  cien- 
cia autores  que  tienen  por  imposible  la  gradación  de  las  con- 
diciones patológicas  de  la  inteligencia,  y  por  irracional  hablar 
de  penas  en  relación  con  ellas.  En  cuanto  á  los  Códigos,  los 
de  BVancia,  Bélgica,  Alemania,  Hungría,  Ziírich,  Ginebra,  Ho- 
landa y  Nueva  York,  son  ejemplos  de  los  que  no  admiten  la 
teoría  de  la  semiresponsabilidad. 

78.  Brasa  ha  resumido  en  su  Introducción  al  Código  penal  d^ 
Zui-icky  la  gravedad  de  la  cuestión  y  los  problemas  principales 
que  surgiere.  cUno  de  los  puntos  en  que  la  ciencia,  aun  la  más 
progresiva,  está  acorde,  es  base  del  sistema  de  este  Código  cuando 
omite  todo  pre.cepto  especial  Añ  responsabUd(íd  atenuada.  Nues- 
tros proyectos  italianos  van  por  otro  camino,  pues  han  creído 
preferible  estudiar  las  limitaciones  y  disminuciones  de  la  con- 
ciencia y  libertad  de  obrar,  para  establecer,  en  orden  á  las  mis* 
mas,  una  atenuación  y  disminución  proporcionadas  de  las  pe- 
ñas,  en  virtud  de  las  cuales  se  va  produciendo  por  causa  de  en- 
"  rmedád  mental  de  los  reos,  el  cambio  de  la  reclusión,  por 
mplo,  en  relegación,  prisión  y  arresto  en  las  casas  de  cueto- 
A  (1).  El  origen  de  esta  diversidad  de  sistemas  proviene,  en 


)     Aun  eaando  la  introdacoión  de  Brasa  al  Oódigo  penal  de  Zarieh,   ha 
TOMO  S9  22 


«Bta  como  en  otras  muchas  cuestioned,  de  la  diversa  manera  d% 
apreciar  si  es  convenieafce  ó  no  poner Umitaioión  y  tasas  al^r^ 
bitrio  judicial.  £a  Alemania,  por  ejemplo,  donde  se  decidió 
Ja  cuestión  enel  seutido  de  que,  aun  sin  necesidad  de  granar 
des  limitaciones,  todavía  otros  medíoa  podían  aseguraral  im* 
putado  y  á  la  sociedad  de  la  arbitrariedad  judicial,  rarasve- 
ees  se  encuentra  aceptado  aquel  principio  en  sus  disposicio- 
nes legislativas.  Esta  es  también  la  razón  de  que^^aun  no  de- 
dicando el  Proyecto  Benz  á  este  asunto  más  de  una  sola  dispo- 
sición (§  40),  y  ésta  del  mi^mo  género  que  las  de  los  Proyectos 
italianos,  es  decir^  estableciendo  conmutaciones,  pero  sin  sen- 
tar un  limite  fijo  de  disminución  de  las  penas,  fuera  desecha- 
ba por  la  mayoría  de  vptos  de  la  primera  comisión  examina- 
dora del  proyecto,  que,  fundada  en  los  dictados  de  la  ciencia 
médica,  no  creía  que  jamás  pudiera  darse  la  respousabilidad 
disminuida  ó  semi-resppnsabilidad,  opinando,  en  cambio,  que 
los  estados  designados  con  este  nombre  podían  y  debían  ser 
apreciados  por  los*  jueces  no  más  que  como  circunstancias  ate- 
nuantes. Acabamos  de  invocar  la  doctrina  médica;  pero  he 
aquí  que,  partiendo  de  ella  misma,  los  compiladores  del  Pro- 
yecto italiano  de  1870,  afirman  que  suprimir  la  gradación  ea 
cuestión,  produciría  serios  inconvenientes  prácticos,  y  que  su 
iitilídad  está  plenamente  demostrada  con  los  ejemplos  dé  Có- 
digos vigentes  que  mantienen  la  idea  como  medio  de  oportuna 
transación  entre  el  derecho  estricto,  demasiado  riguroso,  y  los 
intereses  sociales.  Se  puede,,  sin  embargo,  contestar  á  este  ra- 
zonamiento, que  no  es  la  política  el  mejor  campo  para  resolver 
cuestiones  como  esta,  esencialmente  jurídicas.  ¿Hay  ó  no  hay 
un  término  medio  éntrela  responsabilidad  y  la  irrespónsabili* 


l»léaclo9e  pabUoado  en  tS73,  na  paüera  haQarse  oirgo  de  los  trabajos  prepa 
"«(aiiorio^  dol  C6digo  penal  italiaao  p^rterlores  á  a^iaalU  fdch'%,  aan  sLeado  así 
las  observaciones  qae  el  autor  hace  sobre  el  asunto  si^aan  siáadonos  aplioa 
bles,  dadas  las  dispostoiones  áéi  art.  47  del  texto  dedaitivo,  qae  en  8a  la^ai 
«examinaremos.  . 
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•dad?  La  medioina  le  ni^a,  puesto  <|ue  niega  también  la  poi>i- 
bilidad  de  una  ioteligenda  viciada  en  uno  solo  de  sus  puntos 
■ó  aspectos,  y  sana  en  bu  sustancia  completa  é  inmaterial.  Es, 
•en  fin,  una  cuestión  graTÍBima»  (1). 

79.  Uno  de  los  más  recientes  conmentaristas  de  nuestro  Có- 
digo penal,  escribe  lo  siguiente  á  propósito  de  la  semi  respon- 
sabilidad tal  como  está  comprendida  en  el  art.  47;  «Hay  hom- 
bres que  no  están  del  todo  sanos  ni  tampoco  entecamente  en- 
fermos de  la  mente.  Encuéntranse  estos  seres  en  un  estado 
intennedio,  en  la  zona  neiUra,  como  dice  Maudsley,  zona  que 
en  uno  de  sus  confínes  contiene  un  algo  de  locura  y  mucha 
perversidad)  y  que  en  el  limite  opuesto  presenta  las  mismas 
notas  pero  en  cantidades  invertidas:  menor  perversidad  y  ma- 
yor locura  (Le  Crime  et  la  Folie,  París,  1874).  Este  es  precisa 
mente  el  estado  intermedio  que  el  Código  penal  prevé  en  el 
tirt.  47  como  un^  situación  de  responsabilidad  atenuada.  Según 
este  articulo,  las  enfermedades  mentales  eximen  de  responsa- 
bilidad ó  la  atenúan  porque  privan  ó  disminuyen  la  concien- 
cia y  libertad  de  obrar  (libertad  de  obrar  disminuida). 

En  el  estado  actual  de  la  ciencia,  no  es  difícil  concebir  un 
^tado  intermedio  en  la  conciencia;  pero  sí  hay  graves  dificul  - 
tades  en  lo  que  se  refiere  á  la  acción.  Tamassia,  por  ejem- 
plo, al  explicar  la  fórmula  posibilidad  de  obrar  de  otro  niodo  del 
Proyecto  de  1887,  dice  que  \xx\2k  posibilidad  relativa  carece  de 
«entido  en  la  psiología,  y  que  otro  tanto  se  puede  decir  de  la 
-libertad  de  las  propias  acciones,  cuyo  significado  no  es  muy  dis» 
tinto  del  de  la  forma  anterior.  Pero  no  es  menester,  á  pesar  de 
todo,  admitir  una  gradación  de  los  impulsos  morbosos,  pare- 
ada á  la  que  admitimos  entre  los  caracteres  voluntarios  y  re- 
flejos, de  las  acciones.  Por  obra  de  ciertos  impulsos,  la  voluntad 
'^'^eda  enteramente  anulada  y  los  movimientos  producidos  por 

los  son  completamente  automáticos;  en  todos  estos  casos  fal- 

ri      1  I.  n  I     I ¡ -.    II       I  ■ — — '— 

f     Bnu»,  IrUroduztone  «¿  Códice  peiude  Zunghete,  p&ga.  88-S9. 
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ta  el  vincalo  entre  la  conciencia  y  la  actividad.  Pero  hay  tam- 
bién otrod  impulsos  que,  8in  saprímirla,  debilitan  la  yolun- 
tad,  de  tal  modo,  que,  después  de' haber  luchado  algún  tiempo^ 
con  el  movimiento  criminoso,  acaba  por  ser  vencida  y  coneen* 
tirle;  en  estos  otros  casos  la  acción  no  es  completamente  auto- 
mática,  sino  que  tiene  algo  de  voluntariedad»  (1). 

80.    En  cuanto  á  nosotros,  hubiéramos  deseado  que  el  Códi* 
go  italiano  nó  recogiera  «la  herencia  del  art.  95  del  Código  de 
Gerdeña.  Siendo  tan  problemático  y  dudoso  el  trazado  fífiipló- 
gico  de  la  línea  que  separa  la  plenitud  absoluta  del  estado  par- 
cial del  entendimientj  en  la  consumación  de  los  delitos,  aun 
estando^  aquella  faculttid  alterada  por  causas  patológicas,  y  ca- 
reciendo^ por  lo  mismo,  el  Magistrado  de  una  base  científica», 
objetiva  y  segura  para  fijar  el  grado  de  responsabilidad  del 
agente,  pensamos  que  no  es  del  todo  conveniente  que  dichos  esf- 
tados  imperfectos  del  entendimiento  puedan  tomarse  en  ningún 
caso  como  dato  de  responsabilidad  penal.  El  mismo  Impallo- 
meni  al  continuar  examinando  esta  cuestión,  defendida  por  él^ 
sin  embargo,  no  puede  menos  de  observar  que  do  poco  ó  mu- 
cho que  se  entre  en  la  locura  se  está  fuera  del  derecho  penal  y 
dentro  del  manicomio».  Este  es  precisamente  nuestro  pensa^ 
miento,  convencidos,  por  otra  parte,  como  estamos,  de  que  en 
la  práctica,  aun  para  los  jueces  y  magistrados  más  ilustrados  y 
concienzudos  será  imposible  apreciarlos  limites  de  la  concien- 
cía  ó  inconsciencia  de  los  actos  del  agente,  cuyas  facultades 
siempre  se  presentan  en  las  más  anormales  condiciones  para 
un  análisis  cientlñco.  Menos  todavía  podemos  aceptar  la  teoría 
de  la  semi  responsabilidad  por  las  razones  de  oportunidad  politi- 
ca,  ya  censuradas  por  Brusa  y  contra  las  cuales  también  Carre- 
ra ha  protestado  (2);  en  efecto,  aun  cuándo  realmente  concu- 
rrieran y  fuera  necesario  impedir  cualquier  medida  contra  a^ 
gún  reo  de  cuyas  condiciones  intelectuales  el  Juez  no  estuviei 


(1)     Impallomeni,  H  Códice  pénale  iudtano,  t.  I,  p.  173. 
i2)     Progrnmma,  parte  general,' nota  1.*  al  §  250. 
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•completamente  cierto»  podrÍAo  too^aise  otras  de  pura  observa  • 
ción  j  anteriores  al  juicio  con  el  fin  de  procurarse»  con  la  ma- 
yor precisión  posible,  los  datos  que  en  la  sentencia  permitie- 
ran fallar  sobre  su  responEsbilidad,  conforme  á  derecho  y  jus- 
~ticia,  ó  bien  negarla  y  declararle  exento  de  ella  y  de  pena,  sin 
perjuicio  de  tomar  las  providencias  necesarias  para  garantizar 
la  seguridad  pública. 

81.    Sentado  esto,  parece  lo  natural  que  para  estudiar  la 

•<;onmutación  de  las  penas  en  Jas  legislaciones  que  admiten  la 

semiresponsabilidad,  empecemos,  por  conocer  las  formas  con 

que  en  las  mismas  se  piesenta  la  irresponsabilidad  absoluta^ 

puesto  que  de  ésta  se  origina  la  noción  de  la  responsabilidad 

-disminuida. 

El  derecho  antiguo  comprendía  todas  las  alteraciones  men- 
tales en  un  nombre  genérico.  Furiosus  es  el  calificativo  que  los 
textos  del  derecho  romano  emplean  para  designar  á  todos  los. 
-que  no  obran  con  entera  conciencia  de  sus  acciones.  Conocíase 
también  una  distinción  que^plicar  al  criterio  de  la  responsa- 
bilidad penal;  haber  ejecutado  el  hecho  en  un  intervalo  lúci- 
do, tal  era  esta  distinción.  Pero  en  cuanto  á  las  disposiciones 
penales^  los  textos  nos  enseñan  quetmnesiperfurórem  ali- 
-quia  parentem  ocdderii^  impunitus  erit,,.  nam  unffijcere  furore  ipso 
etmipttnm»;  añadiendo  por  otra  parte  €diligentiu8que  custodien- 
-dinn  esse,  ant  etiam  vzncuHs  coercendum'»  (1).  Por  un  lado,  por 
consiguiente,  no  sé  imponía  pena;  pero  por  otro,  á  fin  de  dejar 
íntegra  la  tutela  social,  impidiendo  al  furioso  repetir  sus  accio- 
nes peligrosas,  se  le  sometía  á  vigilancia  y  detención.  No  está 
<laro,  sin  embargo,  que  esta  detención,  según  el  concepto  ro- 
mano, debiera  considerarse  como  pena  ó  como  medio  sólo  para 
asegurar  la  guarda  del  furioso;  porque  de  dos  textos  que  posee- 
•^'^s,  en  uno  parece  ser  pena  y  en  otro  una  forma  especial  de 

todia:  Sane  excutiendum  divi  fratres  putaverunt  in  persona 

)     L.  9,  §  2,  D.,  ad  L.  Ihmp.  de  porr,  (48,  9), 
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^us  qui  parricidium  admiserat^  utftim  simulato  furorefadum  ad— 
misisset  an  vero  revera  campos  mentís  non  esset;  vi  n  siniulasse^ 
plectereíur,  sifurerei  tn  careere  continereíur  (1).  S¿  tibí  liquido- 
comperium  est^  jMlium  Priscum  in  eo  furaré  esse^  ui  continua  menti9^ 
alienatione  omni  intellectu  caret^  nee  súbesi  ulla  suspicío  mair&n  - 
ah  eo  simulatione  dementicg  occisam,  potes  de  modo  poenie  ejus  dissi* 
mulare  cum  satis  furaré  ipso  puniatur;  el  lamen  diligentius  cusió  ^ 
diendus  erii  ac  sipuiábis  etiam  vinculo  coercendum,  quoniam  tam  aS' 
pjíBnam  quam  tíd  tuielam  ejus  el  securitatem  proximorum  perivne' 
hit  (2).  Efito  eú  cuanto  al  forioeo.  Con  respecto  á  los  que  delin- 
quían en  intervalos  lúcidos,  la  sanción  punitiva  era  termi^ 
nante:  Si  vero  ut  plerumque  adsolet,  iniervallis  quibusdam  sensH 
saniore^  non  forte  eo  momento  scelus  admiserit,  nec  tnorho  ejus  daña- 
da esi  venia,  diligenter  explorabis;  etsi  quid  tale  compereris  cónsu- 
les nos^  ut  cesfimemus,  an  per  immamtatemfacinons,  si  eumposset 
viieri  sentiré  commiserii,  suppUcio  adjkiendus  sü  (3). 

82.  Con  los  confusos  y  rudimentarios  conceptos  del. dere- 
cho i^mano  respecto'á  la  participábión  de  la  inteligencia  en  la 
responsabilidad  penal,  la  práctica  había  distinguido  yariaB 
formas  y' grados  de  alteraciones  mentales,  estableciendo,  no 
sólo  formas  distintas  de  gradación  de  la  responsabilidad  cuan- 
do el  delito  se  cometía  en  estado  de  locura  furiosa  ó  de  idio- 
tismo, sino  también  cuando  las  alteraciones  mentales,  que^no 
existían  al  tiempo  de  cometer  el  delito,  se  presentaban  des- 
pués de  él,  y  cuando  de  la  alteración  misma  se  pudiera  culpar 
al  agente  (4),  es  decir,  én  los  casos  de  reputarle  responsable,  bí. 

(1)     13,  §  1,  D.,  de  off.  prats.  (1,  18): 

<2)     14,  D.,  de  o//:  prces.  ,1,  18). 

(8)     ídem. 

(4)     Las  legislaoio&es  modernas  han  olvidado,  con  jnsta  raaón,  la  distin- 
oión  entre  locura  accidental  y  loenra  producida  por  desórdenes  del  agenter 
Vástalas  para  la  inlmputábilidad  del  delito  la  prueba  de  su  subsistencia 
ticfmpo  de  cometerle.  Es  eztrafto,  pues,  <|ua  el  Código  del  Cantón,  de  Bez 
(art.  4B),  al  enumerar  las  circunstancias  eximentes,  cuente  entre  los  requif 
tos  necesarios  para  que  la  locura  produzca  aquel  efecto,  el  siguiente:  Qu 
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no  de!  delito,  por  lo  menos  de  haber  íaTorecido  el  desarrollo 
á^^  Iñ  enfermedad  que  }e  arrastrara  á  cometerle  (1). 

83.    Algunas  de  eetas  distineioues  se  han  conservado  en  los 
Códigos. 

Especificaba  y  exigía  el  estado  de  defftencia  ó  de  furor  al 
tiempo  de  cometer  el  delito,  el  Código  de  las  Dos  Sicilias  (ar-» 
ticulo  61);  requerían  el  estado  de  absolutaiMbeciUdad,  de  loeuray 
^e  furor  morboso,  los  de  Parma, Módena  y  Cerdeñade  1859  (ar- 
ticuloB  62,  65,  94);  la  alienación  mental  y  el  idiotismo^  los  de 
Prusia  (art.  40)  y  España  (art.  8.®»  nüm.  1.®)  (2);  finalmente, 
el  Código  de  Baviera  se  ha  creído  en  el  deber  de  proceder  á 
una  enumeración  particular  de  cada  una  de  las  formas  de  alte- 
ración que  producen  la  exención  de  pena,  indicando  en  los  ar- 
tículos 120  y  121  al  furioso  y  al  loco,  y  en  general,  á  todos  los 
que  habiendo  perdido  por  completo  el  uso  de  la  inteligencia 
por  hipocondría  ó  por  cualquiera  otra  grave  enfermedad  men- 
tal, delinquen  en  estáis  condiciones;  extiende  también  este  Có- 
digo Ja  impunidad  á  todos  los  que  por  imbecilidad  de  espíritu 
sean. absolutamente  incapaces  de  apreciar  las  consecuencias  de 
sus  acciones  y  comprender  sus  efectos  criminales,  y  fínalmen^ 
te,  á  los  atacados  de  cualquier  desorden,  no  imputable  á  lo& 
agentes  miümos,  del  sentido  ó  de  la  inteligencia,  durante  las 
cuáles  desaparezca  la  conciencia  de  las  acciones  realisadaBy 


hapa  mbrevpnith  8i%  .culpa  del  imputadlo,  con  lo  cual  reproduce  la  autigua  dis» 
tinción,  rechazada  hoy  por  la  ciencia. 

(1)     Hattei,  De  criminibust  prolegómenos,  cap.  2. 

(2;     A  la  manera  que,  como  se  vio  en  la  última  de  mis  notas,  parte  de 
nuestra  legislación  asimila  la  sordomudez  á  la  minoría  de  edad,  también  al 
idiotismo  se  equipara  k  la  looura.  En  nuestro  derecho  civil,  loco  é  imbeoil 
•OH  conceptos  sinónimos  (art-  23,  párrafo  2.^  del  Cód..«piv.),  y  en  el  penal  su 
DQente  padecidos.  Para  la  ley  no  hay  otra  diferencia  entre  estos  dos  esta^ 
9  que  la  de  que  el  imbécil  lo  es  siempre,  ó  de  otro  modo,  no  goza  de  ínter 
Los  lúcidos,  y  si  el  loco;  en  suma,  el  imbécil  es  un  amenté  (completamente 
spro^isto  de  facultades  mentales),  y  el  loco  un  demente  (con  facultada» 
niales,  generalmente  alteradas,  pero  á  veces  sanee). — (If,  del  T.J. 
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8UB  efectos  orimioales.  La  taxatiya  determinación  del  astado 
de  demencia,  rolvemos  á  enoontrarla  en  los  Gódigoe  Belga  (ar- 
iicuio  71),  Francés  (art.  64)  y-#n  los  de  los  Cantones  de  Vaud 
(art.  51),  y  de  Neuíehatel  (art.  89);  el  Código  Ginebrino  (ar« 
ticuk>  52)  requiere  precisamente  la  alienadán  mental;  y  la  de- 
fnencia  &  enfermedad  que  ponga  al  imputado  i&ix  condiciones  de 
no  poder  apreciar  las  consecuencias  y  moralidad  de  sus  hechos, 
el  Código  de  Friburgo  (art.  51)  (1). 

84.  Pero  no  respondiendci^  estas  especificaciones  partícula t 
res  de  las  formas  de  alteración  mental  á  los  datos  de  la  ñsiolo* 
gia^^y  estando  sujetas  á  los  signiñcadoSi  más  ó  menos  amplios 
ó  restringidos,  de  las  yarias  escuelas  médico-legales;  no  han 
f  ido  aceptadas  por  los  Códigos  moderuoS)  los  cuales,  aun  re^ 
produciendo  dichas  causas  eximentes  oun  los  nombres  de  €Ío* 
cura»,  «imbecilidad»,  «furor  morboso»,  «idiotismo»,  etc.,  creen 
más  avenido  con  la  ciencia  omitir  los  nombres  de  cada  espe^ 
cíe,  cuya  enumeración  seria  siempre  defectuosa  é  incompleta^ 
para  designar  la  causa  y  razón  general  de  la  inimputabilidad* 
De  esta  suerte,  se  atienen  á  fórmulas  generales  para  desig- 
nar  la  circunstancia  eximente  de  responsabilidad  criminal, 
además  del  Código  italiano,  cuyas  disposiciones  analizaremos 
en  breve,  el  Código  austriaco  (§  2,  letra  a)^  que  se  refiere  sen- 
cillamente á  la  total  ausencia  de  razón;  el  de  Toscana  (art.  34)^ 
que  investigaba  tan  solo  si  el  agente  habia  tenido  conciencia 
de  sus  actos  y  libertad  de  elección  para  producirlos;  el  húnga- 
ro, que  declara  inimputables  á  los  que  cometen  un  delito  en 
estado  inconsciente  ó  cuando  las  facultades  intelectuales  están 
turbadas  de  tal  modo  que  desaparece  el  libre  albedrío  (art.  76); 
el  holandés,  con  su  fórmula  de  desarrollo  incompleto  ó  enfer* 
medad  de  la  inteligencia  (art.  37);  el  del  Cantón  Tesino,  que 
habla  de  los  casos  en  que  los  acusados  carezcan  de  la  conciencia 
de  sus  propios  actos  (art.  46,  a);  el  del  Cantón  de  Rema,  que 

fl)     Para  las  tubdi  tincionen  de  las  alfceraoiones  menialeii,  véase  Tolomei, 
obv^a  ettivdft,  -núoMroa  L.O0B  y  siguientes. 
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pide  qxL6  el  imputado  se  halle  en  un  estado  en  que  le  sea  im- 
posible  ser  conscio  de  sus  acciones  y  de  la  criminalidad  que 
pueden  contener  (art.  48);  el  del  Cantón  de  Valais»  que  exige 
la  prÍTaci¿n  cpmpleta  del  uso  de  razón  (art.  86);  el  Código  de 
Zxfdcht  que  con  forma  más  compleja,  pero  no  por  ello  menee 
clariL,  exime  de  pena  cuando  las  facultades  anímicas  de  los 
autores  estuviesen  trastornadas  de  tal  manera  que  aquéllos  no 
pudieran  determinarse  &  obrar  libremente  y  con  el  discerní* 
miento  necefario  para  conocer  la  punibilidad  del  hecho  (ar- 
ticulo 44);  y  en  fin^  el  alemán,  que  manda  que  se  pruebe  si  el 
autor,  en  el  momento  de  cometer  el  delito,  se  encontraba  pri- 
vado de  la  conciencia  ó  en  un  estado  de  alteración  morbosa  de 
las  facultades  mentales  que  imposibilitaba  la  libre  determina- 
ron de  su  voluntad  (art.  51).  Tales  son  las  condiciones  pues- 
tas por  algunas  de  las  legislaciones  vigentes  á  la  irresponsabi- 
lidad por  causa  de.  alteración  mental,  y  sobre  las  cuales  se  han 
modelado  también  algunas  aplicaciones  especiales  para  la 
semiresponsabilidad,  causa^  como  hemos  dicho,  productora  de 
conmutaciones  de  las  penas. 

85.    Disponía  el  Código  de  Parma,  en  su  art.  63,  que  cuando 
la  locura,  la  imbecilidad,  el  furor  ó  la  fuerza,  no  alcanzasen, 
á  inicio  del  Tribunal,  el  grado  necesario  para  producir  la  iním- 
putabilidad  de  la  acción,  ésta  se  castigara,  según  las  circuns* 
tandas  y  los  casos,  con  prisión  ó  casa  de  fuerza.  Sobre  esta  mis- 
ma noción  de  1^  responsabilidad,  el  Código  Estense  conmutaba 
también  cualquier  pena  en  la  de  cárcel  (art.  53).  £1  Código  tos» 
oano  coneedia  limites  más  amplios-  para  la  apreciación  de  la 
semiresponsabilidad,  siendo  suficiente,  según  él,  que  el  reo  se 
encontrase  en  un  estado  vecino  á  aquel  que,  según  el  art.  34, 
excluirla  por  completo  la  imputabilidad,  y  establecía  las  si- 
on^ntee  conmutaciones:  en  la  penado  especie  inferior,  si  la  iia« 
9Sta  al  delito  estaba  absoluiamente  determinada,  y  por  bajo  del 
lite  inferior,  si  la  pena  señalada  al  delito  estaba  rélaiiva- 
%te  determinada  (art.  64).  Conforme  con  la  noción  de. la  semi- 
Donsabilidad  del  Códigp  de  Parma,  estaba  el  Código  de  Ger- 
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deña  de  1859,  al  fijar  de  un  tnodo  general  las  conmutaciones 
de  penas,  segün  los  casos,  en  prisión  ó  vigilancia  hasta  el  do- 
ble del  máximum  ordinario:  añadiendo,  que  cuando  la  pena- 
lidad ordinaria  impuesta  por  la  ley  consistiese  en  pena  corree-^ 
cional  distinta  de  la  de  cárcel  ó  vigilancia,  ó  bien  fueran  siift-^ 
pies  penas  de  policía,  los  Jueces  pudieran  descender  de  uno  ár 
tres  grados,  con  ló  cual  se  daba  lugar  en  la  práctica  á  un  granr 
número  de  conmutaciones  de  penas  míniñías  correccionales  ei> 
penas  de  policía  (art.  95).  Más  generales  en  cuanto  á  lanocióor 
de  la  semiresponsabilidad  y  menos  concretos  para  la  conmuta 
ción,  son  los  términos  del  Código  español.  Dispone  el  art.  73  r 
«cSe  aplicará  asimismo  la  pena  inmediatamente  inferior  á  la 
señalada  por  la  ley,  cuando  el  heclio  no  fuere  del  todo  excusa- 
ble por  falta  de  alguno  de  los  requisitos  que  se  exigen  para 
eximir  de  responsabilidad  criminal  en  los  respectivos  casos  de- 
que se  trata  en  el  art.  8.®,  siempre  que  concurra  el  mayor  nú-^ 
mero  de  ellos,  imponiéndola  en  el  grado  que  los  Tribunales  es- 
timen correspondiente,  atendido  el  número  y  entidad  de  lo»^ 
requisitos  que  falten  ó  concurran»  (1). 


^  ■< » ■  á  ^1 


(t)     Esté  aitiétilo  petténece  al  Código  penal  de  ÍStñ.  "Bl  TÍgci&ie  nó  h^. 
ereido  conTénieiite  reproducirlo;  pero  ami  exi  aquella  legislaciÓB  no  érá  «pli- 
eabla  á  los  casos  k  que  se  refiere  el  autor.  Sabido  es  que  en  nuestro  sistema- 
legal  y  para  regular  el  efecto  penal  de  la  conversión  de  las  circunstancia» 
eximentes  en  atenuantes,  se  distinguen  aquéllas  en  divistblea  é  indivüible»,  se- 
gún que  constan  ó  no  de  varios  requisitos  ó  circunstancias.  Faltando  algano- 
de  éUos  en  la  integridad'  de  la  cirounstanoia  eximente»  sé  produce  una  ate 
nuante,  k  la  cual  se  aplicaría  la  pena  en  la  legislación  de  ISIS,  en  el  siodo 
y  forma  establecida  en  el  art.  73  de  aquel  Código,  y  en  la  vigente  de  1970,  ge 
gún  las  reglas  generales  de  aplicación  en  concurrencia  de  circunstancias  ate 
noantes  ó  agravantes,  salvo  en  una  y  otra  época  legal  el  caso  del  núm.  8.* 
del  art.  8:*  también  (acto  licito  ejecutado  con  la  debida  diligencia  que  oansa^. 
Utt  tnid  por  mero  accidente,  sin  colpa  ni  InteBCión  de  causarlo)  en  que  ri|rer 
las  disposioiones  sobre  imprudencia  temeraria;  A^orabien;  según  tiuestro  f^ 
tema  penal,  la  locura  es  una  circunstancia  indwi9ihle,  como  también  el  idic 
tismo.  La  ley  (núm.  1.**  del  art.  8.**)  y  la  jurisprudencia  lo  declaran  terminan 
temente.  Una  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  17  de  I^oViembre  de  188" 
por  ejemplo,  da  en  pocafl  palabras  toda  esta  teoría  legal:  «La  locura  no  es  < 
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£1  C(!digo  del  Cantón  Teeino  se  atiene  también,  en  el  ar- 
ticulo 47,  á  una  definición  y  fórmula  de  la  responsabilidad 
más  general,  declarando  que  aquélla  existe  cuando  las  causad- 
iitdicádas  en  el  art.  46  no  puedan  excluir  del  todo  la  imputa- 
bilidad  del  reo.  Las  conmutaciones  de  penas  establecidas  por 
éste  Código,  consisten  en  autorizar  al  Juez  para  descender  de 
uno'á  tres  grados,  según  que  lasemiresponsabilidad  se  encuen- 
tre  más  ó  menos  disminuida,  en  la  medida  de  la  pena.  El  Có- 
digo del  Cantón  de  Berna  quiere  ensayar  criterios  más  especi-^ 
fieos  para  la  semiresponsabilidad;  exige,  efectivamente,  que  el 
semi-imputado  no  haya  perdido  por  completo  la  conciencia  de 
6U8  aotosydé  la  culpabilidad  inherente  á  ellos;  que  aquella^ 
conciencia  se  encuentre  puramente  debilitada  y  que  el  agente 
no  esté  privado  por  completo  de  libre  albedrío.  Conmuta  des- 
pués la  pena  de  muerte  y  la  de  reclusión  perpetua,  en  reclu- 
f  ion  á  lo  menos  por  un  año,  y  á  lo  más  por  veinte;  y  cuando  se 
trata  de  otras  penas,  autoriza  el  descenso  en  grados,  según  las- 


las,  circunstanoiaa  eximentes  que  exigían  más  de  un  requisito;  consiste  en  uik 
^eai^io.  por  su  naturalesa  indivisible,  por  lo  cual,  desestimada  como  eximiente,. 
no  pnede  apreciarse  como  atenuante  comprendida  en  el  núm.  1.**  del  art.  9.^» 
£n  resumen,  en  nuestra  ley  común  no  hay  semirespQnsabilidad  ó  responsa- 
bilidad atenuada  por  causa  de  locura,  aunque  si  por  otras  razones;  aten- 
diendo al  estado  mental,  los  reos  no  pueden  ser  en  nuestra  leg^islación  má» 
qoa  hombres  locos  eompletamente,  ú  hombres  totalmente  cuerdos.  Los  mía* 
ikkoa  momento»  lúcidos  del  demente  no  sirven  por  ai  aclos,  ni  ailn  para  ate- 
nuar la  responsabilidad  criminal  en  que  pueda  incurrir.  Sin  duda  esta  t^oria 
ea  miedioina  está  completamente  desacreditada  y  en  la  legislación   acascK 
acabe  pronto  (recuérdense  los  discursos  de  Leiamendi  en  el  Senado,  dirigí- 
«los  precisamente  á  este  objeto),  pero  aún  es  ley,  y  por  ella  el  loco  es  tratado- 
oomo  loeo  «n.  su  locura,  la  cual  no  admite  gradaciones  de  cantidad  domo^ 
ovairdo  eniMido  obrfi.en  nn  instante  de.lñcidea.  En  el  Código. penal  de  la  Ma- 
Qfb  de  guerra  se  admite  una  atenuación  de  lá  responsabilidad  del  género^ 
ite  en  otra  nota  hemos  llamado  digerecional,  en  atención,  no  sólo  h>  enfer- 
ledadee  mentales,  sino  á  cualquier  estado  excepcional  morboso  (v.  gr.,  la  epilep- 
%f  la  histeria,  etc.)  que  disminuya  en  el  agente  el  imperio  de  la  voluntad^  sin  pri- 
>rU  por  con^leto  de  la  conciencia  cíe  delinquir  (art.  13,  núm.  6.*).— -^if.  del  T.> 
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reglas  del  art:  81,  con  Ib  única  limitación  de  que  cuando  por 
consecuencia  de  este  descenso  6e  llegue  á  una  pena  inferior  del 
minimum  establecido  por  el  articulo,  se  ascienda  á  la  peua  su- 
perior (art.  éS),  Son  sumamepte  generales,  por  el  contrario, 
las  reglas  que  para  la  determinación  de  la  semiresponnabilidad 
y  conmutación  de  las  penas  por  esta  causa,  establece  ^Código 
del  Cantón  de  Valais.  Dice  en  el  art.  86:  «Cuando  la  alteradón 
de  las  facultades  intelectuales...  no  haya  alcanzado  el  grado 
necesario  para  que  las  acciones  dejen,  de  ser  imputables,  los 
Tribunales  podrán  aplicar  al  reo,  según  las  circunstancias,  una 
pena  inferior  á  la  que  la  ley  £je  para  el  delito  cometido,  ú  or- 
denar que  sea  sometido  á  la  vigilancia  de  la  Autoridad  man i- 
^pal.» 

86.  Hagamos  ahora  el  estudio  especial  de  las  disposiciones 
ée  los  artículos  46  y  47  idel  Código  italiano.  Copiarémoslos 
ante  todo: 

«Art.  46.  No  será  penado  el  que  al  cometer  el  hecho'  se  ha- 
liase  en  un  estado  de  enfermedad  mental  suficiente  para  pri- 
varle de  la  conciencia  ó  de  la  libertad  de  sus  propios  actos. 

y»ÁTt,  47.  Cuando  el  estado  mental  indicado  en  el  articulo 
•anterior  sea  tal  que  atenúe  en  alto  grado  la  imputabilidad  sin 
exitftirle  de  la  pena  establecida  por  la  infracción  cometida,  se 
rebajará  con  arreglo  á  las  disposiciones  siguientes:  etc.» 

El  art.  46  ha  sufrido  una  modificación  parcial  frente  al 
texto  del  correspondiente  (art.  47)  del  proyecto  Zanardelli  de 
1887.  Decía  éste:  «No puede  ser  imputado  criminalmente^ 
^ue  en  el  momento  de  cometer  el  hecho  se  encontrase  en  tal 
estado  de  deficiencia  ó  alteración  morbosa  de  lá  inteligencia , 
que  careciese  de  la  conciencia  de  sus  propios  actos  ó  le  impir 
diera  obrarle  otro  modo.»  El  Minislax),  sin  embargo,  como  él 
mismo  advierte  en  su  JSxposición  al  Rey  (1),  al  acoplar  la  lór* 
muía  que  aparece  en  el  texto  definitivo,  quiso  complacer  á  laft 
comisiones  parlamentarias  que  deseaban  una  más  perfecta  que 

(X)     Belazione  al  Re.,  oap.  ^.      . 
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Ift  empleada  en  el  Proyecto,  aunque  no  informada  por  los  mis- 
mos principios  cientifícos  y  jurídicos.  Ea  la  Relación  á  la  Cá*- 
nuora  de  los  Diputados,  razona  el  Ministro ;de  est^e-modo  el  ar- 
ticulo 47:  «Esta  fórmula,  estudiada  en  los  Códigos  extranjeros^ 
más  modernos  y  mejor  reputados,  creo  que  responde  al  con- 
cepto de  una  noción  especifica  y  sintética  á  la  vez.  Compren  - 
dése  en  la  palabra  deficiencia  todos  los  estados  de  falta  de  des- 
amcollo»  desarrollo  imperfecto  y  de  inacción  transitoria  de  la& 
facultades  mentales,  como  el  sonambulismo,  que  puedan  pro- 
diKHr  la  exención  de  imputabilidad;  y  en  la  de  alteración  mor^ 
h0sa  todas  las  formas  de  la  patología  mental,  permanentes  ó- 
accidentales,  generales  ó  parciales.  La  voz  mente  se  toma  y  U6£t 
en  SU  más  amplio  significado,  es  decir,  comprendiendo  todas 
las'.&cultades  psíquicas  del  hombre,  innatas  y  adquiridas,. 
bimples  y  compuestas,  la  memoria  y  la  conciencia,  la  inteli- 
gencia y  la  voluntad,  el  raciocinio  y  el  sentido  moral.  Por  otr» 
parte,  no  todo  defecto  ó  alteración  de  la  inteligencia  puede 
eximir  de  imputabilidad.  Menester  es,  por  consiguiente,  de- 
terminar cuáles  de  ellas  pueden  producir  ese  resultado,  expre- 
sar, en  una  palabra,  los  efectos  inmediatos  de  la  deficiencia  6 
alteración  morbosa  de  la  mente  que  expliquen  el  efecto  me- 
diato de  excluir  la  responsabilidad.  Estos  efectos  dependen  d& 
un  estado  psíquico  tal,  que  prive  de  la  conciencia  de  los  propios 
actos  y  de  la  ponbilidad  de  obrar  de  otro  modoy  6  sea  (hasta  donde 
enseña  de  común  acuerdo  la  ciencia,  y  prescindiendo  de  todo 
etiauto  se  tiene  por  dudoso  y  discutible),  que  impidan  la  capa- 
cidad de  entender  y  la  capacidad  de  obrar.  Indicadas,  pues^ 
las  causas  de  defecto  ó  alteración  mental,  está  orillado  el  pe- 
ligro de^que  las  disposiciones  de  la  ley  se  extiendan  hasta  tras- 
pasar sus  límites,  atribuyendo  aquel  efecto  dirimente  á  las  pa- 
""-ones  humanas^  las  cuales  eon  siempre,  en  mayor  ó  menor 

ado,  un  coeficiente  inevitable  de  las  determinaciones  de  los. 

rmbres»  (1)*    . 

1)     Rdaz.aUa  Camera  déi  DepuiaH,  vol.  I.  p.  164165. 
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Las  dos  fórmulas  x][ae  se  modifioaroa,  fueron,  por  consl? 
guíente,  la  de  enfermedad  msnial,  que  se  Bustituyó  por  esxo,  otiat 
deficiencia  ó  alteración  morbosa;  y  la  de  libertad  de  los  actos  pro^ 
piqs  que  He  cambia  por  la  de  posibilidad  de  obrar  de  otro  mod0i. 
Una  y  otra  modifioación  no  tuvieron  otro  objeto  que  el  de  acia* 
jrar,  por  medio  de  la  generalización,  el  concepto  legal.  Ambad 
responden  á  las  exigencias  de  la  ciencia  moderna,  toda  vez  qtie 
ia  actividad  intelectual,  llamada  mental  de  ordinario,  com- 
prende los  varios  fenómenos  de  la  sensación  y  la  volición;  de 
^ste  modo,  en  la  fórmula  del  art.  46,  no  sólo  ee  comprende  la 
locura  intelectual  ^  que  es  la  que  se  maniñesta  con  feüómenoB 
^exteriores,  sino  también  la  locura  imputs'va^  enfermedad  de  ia 
Toluntad  eri  que,  aun  cuando  la  inteligencia  no  presenta  trn«^ 
torno  alguno,  el  hombre  se  vo  irresistiblemente  arrastrado  al 
mal  por  un  impulso  morboso  interno,  al  cual  es  extraña  la 
conciencia,  si  ya  no  le  rechaza.  Por  ambas  causas  se  produce 
siempre  el  efecto  inmediato,  que  consiste  en  la  privación  de  la 
libertad  de  las  acciones  propias,  po?  la  razón  evidente  de  de* 
terminarse  éstas  por  coadiciones  morbosas  que  producen  en  el 
individuo  la  inconsciencia  de  la  gravedad  moral  y  jurídica  de 
sus  actos.  Por  consiguiente,  la  base  del  legislador  italiano  es 
«iempre  un  estado  de  enfermedad  mental  considerado  de^de 
nn  punto  de  vista  general  y  absoluto,  con  objeto  de  excluir 
siempre  de  entre  las  causas  eximentes  de  responsabilidad  cri- 
minal toda  la  serie  de  fuerzas  morales  que,  dependiendo  de 
instintos  perversos  no  justificables  jurídicamente,  pudiera  al^ 
guien  confundir  con  la  falta  de  inteligencia  ó  voluntad  origina- 
-das  por  condiciones  patológicas  especiales  de  los  culpables. 

87.    Sentado  sobre  estos  fundamentos  el  concepto  de  la 
irresponsabilidad  alisoluta,  el  de  semiresponsabilídad  depen- 
de de  la  fórmula  del  art.  47,  y  consiste  en  una  condición  subo*' 
•dinada,  por.la  cual  el  estado  mental  comprendido  en  el  artícul 
precedente  disminuye  notablemente  la  imputabilidad,  pero  sir 
excluirla.  Sin  repetir  ahora  nuestra  observación  radical  sol:  ~ 
«1  concepto  de  la  semiresponsabilídad,  examinaremos   t: 
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solólas  coDcnutacioaes  penales  producidas  por  esta  circuns- 
tancia. Dice  el  art.  47,  que  en  estos  casos  el  ergastolo  se  cam* 
biadrá  en  reclusión  par  tiempo  no  inferior  á  seis  años;  la  inha- 
bilitación perpetua  para  cargos  públicos,  en  inhabilitación 
temporal;  las  penas  temporales  de  más  de  seis  años,  se  hacen 
durar  sólo  de  tres  á  diez;  las  que  pasea  de  los  seis,  pero  no  de 
doce  años,  tendrán  de  duración  de  uno  á  cinco;  y  en  todo  caso 
se  aplica  la  pena  en  menos  de  la  mitad  ordinaria;  la  inulta  se 
reduce  igualmente^á  la  mitad.  No  debemos,  en  fín,  pasar  en 
silencio  la  disposición  del  último  párrafo,  por  la  cual,  aten- 
diéndose á  que  la  naturaleza  de  la  causa  puede  ser  un  estado 
morboso  parcial  de  la  inteligencia,  se  autoriza  al  Juez  para 
•que,  cuantas  veces  se  haya  impuesto  pena  restrictiva  de  la  li- 
bertad personal,  ordene  que  se  cumpla,  no  ya  con  los  modos 
ordinarios  (es  decir,  en  establecimientos  ordinarios),  sino  en 
casas  de  custodia  hasta  que  la  autoridad  competente  no  revo- 
que esta  providencia  (1);  medida  encaminada  á  que  se  aplique 
al  condenado  el  tratamiento  más  conveniente  para  su  estado, 
j  que  templa  y  corrige  el  rigor  con  que  se  hace  objeto  de  san- 
ción punitiva  los  hechos  de  agentes  que  no  están  en  la  plena 
y  completa  posesión  de  sus  facultades  mentales  (2). 


(1)  £1  art.  15  de  las  disposloiones  reglamentarias  de  coordinaoióa  aproba- 
das por  Beal  decreto  de  1.^  de  Dí<^iembre  de  1889,  núm.  6.509  (serie  3.*;,  dts 
pone  que  la  reyocaoión  de  esta  providencia  pertenece  ai  Presidente  del  Tri- 
bunal, en  cay  a  cirocm^oripoión  se  prononció  la  condena,  á  proparata  del 
Consejo  de  vigilancia  del  establecimiento  en  qne  se  encuentre  el  reo  y  bajo 
la  aprobación  del  Ministerio  público. 

&)     ídem,  id. 

COoiUinuaná.) 

Áristo  Mortara. 
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XI 


Subsistencia  de  seruidumh'es  aparentes  no  inscritas,  con  respecto' 
de  tercero,  en  caso  de  venta  del  predio  sirviente. 

Hechos. — A.  vendió  á  B.  un  predio  rústico  colindante  con  el 
camino  público,  por  uno  de  cuyos  lados  y  desde  el  citado  ca- 
mino público  C.  tomaba  paso  para  ir  á  su  linca,  situada  más 
arriba  de  la  comprada  por  B.  Ni  en  la  escritura  de  venta,  ni  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  en  el  registro  parcial  del  predio 
vendido,  se  mencionaba  la  servidumbre  de  paso  que  existia 
sobre  el  terreno,  y  era,  por  lo  tanto,  vista,  llamada  en  derecha 
aparente.  Fundado  B.  en  las  circunstancias  expresadas  de  na 
mencionarse  tal  servidumbre  en  su  escritura  de  compra  ni  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  construyó  sobre  la  entrada  del 
camino  dos  montantes  de  sillería  y  colocó  allí  una  verja  de 
hierro  con  cerradura  para  cerrar  el  paso  á  C,  ya  que  el  paso 
referido  servía  de  entrada  á  la  fínca  vendida.  A  las  amenaza» 
de  C,  cede  B.,  á  fin  de  evi  tar  el  interdicto  de  recobrar  con  que 
le  amenazaba,  si  persistía  en  tener  la  verja  en  la  conformida 
expresada,  n«  admitiendo  siquiera  C.  la  llave  de  la  verja  qi 


Véanse  las  pags.  281  y  648  del  tomo  87,  y  116  y  697  del  88  de  la  Betv 
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le  ofreció  B.,  á  ñn  de  poder  cerrar  el  paso  á  loe  extraños  á  sus 
fincas,  pretendiendo  y  logrando  C.  que  el  comprador  tuviese 
siempre  abierta  la  verja  de  modo  que  él  pudiese  pasar  sin  li- 
mitación, no  queriendo  que  estuviese  cerrada,  á  pretexto  de 
que,  aunque  tuviese  la  llave,  podría  algunas  veces  dejársela  por 
descuido  y  no  poder  pasar  con  el  carro.  ¿Hubiera  sido  proce- 
dente el  interdicto  interpuesto  por  C,  contra  B.?  ¿Hubiera  po- 
dido éste  interponer  contra  C.  la  acción  negatoria  de  servidum- 
bre, fundado  en  que  no  constaba  inscrita  en  el  Registro  ni 
mencionada  en  su  escritura  de  compra? 

Derecho  aplicable.  Freliinar,  El  tercero,  según  el  antiguo  Re- 
gistro.— Desde  luego  descartamos  por  completo  de  los  dos  pun- 
tos que  comprende  este  estudio,  el  caso  de  que  tratándose  de 
servidumbre  antigua  constituida  en  escritura  pública,  no 
constase  en  la  antigua  Contaduría  de  hipotecas  en  el  asiento 
extendido  en  ella  de  dicha  escritura,  porque  entonces  rige  lo 
decidido  por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  21  de  No- 
viembre de  1881,  que  establece:  que  la  circunstancia  de  no 
haberse  hecho  especial  mención  de  la  servidumbre  de  vistas  so- 
bre que  versaba  aquel  litigio  cuando  se  tomó  razón  en  la  Conta- 
duría de  hipotecas  de  la  escritura  en  que  se  constituyó  el  indi- 
cado gravamen,  no  afecta  á  la  subsistencia  del  mismo,  si  en 
aquella  época  no  era  necesario  dicho  requisito,  con  arreglo 
á  lo  prescrito  en  las  leyes  1.*  y  5.*,  tít.  16,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  las  cuailes  únicamente  se  referían  á  los 
censos  é  hipotecas  expresas  bajo  cualquier  fi^rma  que  gravasen 
la  propiedad  inmueble;  y  que  al  reconocerlo  asi  la  sentencia 
recurrida,  no  infringe  dichas  leyes»  ni  la  doctrina  que,  de  con- 
formidad con  las  mismas,  tiene  sancionada  el  Tribunal  Supre- 
mo, por  no  ser  aplicables  al  de  que  se  trataba  en  dichos. 
«*utos. 

Esta  doctrina  viene  corroborada  por  la  sentada  en  la  sen- 
encía  de  16  de  Marzo  de  1860,  relativa  á  la  servidumbre  de  lu- 
'is,  la  cual  establece:  que  la  omisión  de  un  Contador  de  hipo- 

^^as  que  deja  de  anotar  eo  el  Registro  todos  los  gravám,eues 
TOMO  S9  2S 
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inherentes  á  una  fínca,  no  afecta  á  la  validez  del  oontrato  ui 
perjudica  los  derechos  que  se  adquieren  por  el  instrumento 
presentado  á  la  toma  de  razón  en  el  término  legal. 

En  estos  casos,  el  dueño  del  predio  sirviente  no  puede  os- 
tentar el  carácter  de  tercero  con  relación  al  del  predio  domi- 
nante, y  ha  de  respetar  la  servidumbre  hasta  tal  punto,  que  no 
sólo  no  podrá  nunca  entablar  el  interdicto  contra  el  dueño  del 
predio  dominante,  sino  que  ni  siquiera  podrá  interponer  con 
fruto  la  acción  negatoria  de  servidumbre. 

Derecho  moderno.  Primer  punto, — Concretamos  el  examen 
de  esta  cuestión  legal  al  caso  propuesto,  es  decir,  al  de  un  ca- 
mino existente  que  da  paso  para  otro  predio,  tomándolo  desde 
el  camino  público,  es  decir,  al  caso  de  una  servidumbre  apa- 
rente con  signos  ostensibles  é  indudables  de  su  existencia,  y 
discontinua  en  su  uso. 

Creemos  que  el  dueño  del  predio  sirviente,  sucesor  por  tí- 
tulo singular  en  el  mismo,  ya  que  si  la  adquisición  fuese  por 
herencia  no  habría  caso,  no  podría  interrumpir  el  paso  por  el 
camino  en  cuestión  á  pretexto  de  que  tal  gravamen  no  consta 
inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad.  En  su  consecuencia,  el 
dueño  del  predio  sirviente  podría,  á  nuestro  humilde  juicio,  in- 
terponer contra  él  la  acción  de  interdicto  de  recobrar,  porque 
el  hecho  de  la  interrupción  entra  de  lleno  dentro  de  las  pres- 
eripciones  de  la  sección  2.^,  libro  2.^,  tít.  20  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  pues,  según  el  art.  1561,  el  interdicto  de  re- 
tener ó  recobrar  procederá  cuando  el  que  se  halle  en  la  pose- 
sión ó  en  la  tenencia  de  una  cosa,  haya  sido  perturbado  en  ella 
por  actos  que  manifiesten  la  intención  de  inquietarle  ó  despo- 
jarle, ó  cuaudo  haya  sido  ya  despojado  de  dicha  posesión  ó  te- 
nencia. 

Ningún  precepto  de  la  ley  Hipotecaria  deroga  ni  desvirtúa 
el  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  como  mera  cuestión  d 
hecho  debe  decidirse  por  el  precepto  sentado  en  la  ley  de  En 
juiciamiento. 

Aun  cuando  ei  hecho  de  lá  cuasi  posesión  de  un  derecho  1'' 
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.mitador  del  domioio  no  llega  á  la  categoría  de  condominio  con 
«1  daeño  del  predio,  no  deja  de  existir  una  comunidad  de  cierto 
•disfrute  sobre  la  fínca^  y  es.  sabido  que  entre  condueños  no  cabe 
^1  interdicto,  sino  el  juicio  declarativo  para  discutir  en  forma 
amplia  tales  cuestiones  de  disfrute.  Consideramos  este  argu- 
mento aplicable  aquí»  si  no  de  lleno,  por  lo  menos  bajo  el  as- 
pecto de  existir  coexistencia  en  el  goce  de  cierta  parte  del 
predio,  en  la  parte  que  la  servidumbre  limita  el  derecho  de 
libre  disposición  del  mismo,  en  cuanto  al  punto  ocupado  por 
«1  camino,  que  naturalmente  puede  usar  para  el  mismo  objeto 
el  dueño  del  predio  sirviente. 

Segundo  punió.  Para  contestar  este  punto,  que  nosotros  re- 
solvemos negativamente,  hemos  de  sentar  ciertos  precedentes 
legales.  Por  esto  hemos  concretado  tanto  las  cuestión,  por  la 
dificultad  que  entrañan  esta  clase  de  estudios  sobre  el  tercero. 

Los  preceptos  de  los  artículos  18,  23  y  27  de  la  ley  Hipote- 
caria son  absolutos;  lo  que  no  consta  en  el  Registro  no  puede 
perjudicar  á  tercero.  Para  decidir  la  cuestión  en  un  sentido  ne- 
gativo á  este  terminante  precepto,  se  necesita  dilucidar  la  cues- 
tión en  todos  sus  detalles. 

Los  artículos  28  y.27,  con  el  18  en  nuestro  caso,  se  refieren  á 
las  servidumbres  en  general,  incluso  las  personales,  que  se  han 
•de  inscribir  dobre  la  finca  snjeta  á  las  mismas.  En  este  sentido 
deciden  varias  sentencias  que  las  servidumbres,  para  perjudicar 
é  tercero,  hap  de  constar  inscritas  en  el  Registro. 

Pero  la  ciencia  y  la  jurisprudencia  vienen  después  á  esta- 
blecer distinciones.  La  ciencia  divide  las  servidumbres,  entre 
otros  miembros,  en  naturales,  que  no  están  sujetas  á  inscrip- 
<^íón,  y  legales;  y  es  opinión  admitida  que  la  mayor  parte  de 
estas  servidumlnres  no  han  de  constar  inscritas,  porque  no  es 
necesario  inscribir  lo  que  está,  constituido  por  ministerio  de  la 
Jey,  que  se  supone  conocida  por  todos.  Luego  tenemos  aquí  dos 
excepciones  en  los  artículos  de  nuestro  estudio. 

La  servidumbre  de  tránsito  público,  aun  dado  su  carácter 
le  discontinua^  puede  adquirirse  por  la  posesiou  inmem.ori^l7 


356  RKVISTA  DR  LBGIfiLACIÓN 

8in  necesidad  de  titulo  escrito,  según  sentencia  de  la  Audien- 
cia de  Pamplona,  de  19  de  Abril  de  1894,  inserta  en  estracto* 
en  esta  Revista,  tomo  86,  pág.  486; 

Declara  la  sentencia  citada  que,  tratándose  de  una  vía  pú- 
blica, nunca  sería  aplicable  la  obligación  de  inscribir  impuesta 
perla  ley  Hipotecaria  á  servidumbres  particulares,  y  el  legítima 
dueño  de  un  inmueble  no  es  tercero  con  relación  á  la  prescrip- 
ción que  contra  él  se  realiza;  y  que  aun  interpretando  las  dis- 
posiciones de  dicha  ley  de  la  manera  que  lo  hacía  el  Juzgado 
que  estimó  la  acción  negatoria  de  servidumbre  interpuesta  por 
el  dueño  de  la  ñnca,  en  modo  alguno  podría  ser  calificado  de 
tercero  el  último  adquirente,  puesto  que  no  arrancando  el  dere- 
cho del  Ayuntamiento  de  Tolosa  de  un  acto  ó  contrato  ins- 
crito en  que  aquél  no  haya  intervenido,  no  le  comprende  la  de- 
finición dada  por  el  art.  27  de  la  repetida  ley  Hipotecaria. 

Creemos  que  hay  otro  argumento  á  favor  de  la  opinión  áer 
que  no  era  tercero  el  adquirente  de  la  finca:  si  para  ser  tercero 
se  necesita  oponer  un  titulo  inscrito  á  otro  que  sea  inscribible^ 
y  no  lo  haya  sido,  tal  calificación  de  tercero  no  puede  obtenerse 
cuando  el  adversario  del  que  pretende  ser  tercero  ostenta  un  tí-^ 
tulo  que  no  es  incribible,  y  por  lo  tanto,  subsiste  contra  todos 
sin  la  necesidad  de  la  inscripción. 

Es  verdad  que  las  servidumbres  particulares  han  de  inscri- 
birse; pero  aquí,  en  nuestro  caso,  se  trata  de  una  servidumbre 
que  podríamos  llamar  semipública,   según  resulta  de  los  ar- 
tículos 564,  565, 566  y  567  del  Código  civil,  dando  lugar  á  una 
expropiación  forzosa  que  regulan  los  propios  artículos.  Los  ar- 
tículos siguientes  á  los  citados,  consideran  como  forzosa  dicha 
servidumbre,  cuando  es  indispensable  para  el  servicio  de  la  finca^. 
superior,  y  del  contexto  del  art.  570  se  deduce  que  las  servidum- 
bres á  que  el  mismo  se  refiere  nú  han  de  estar  inscritas  en  él 
Registro  de  la  propiedad,  supuesto  que,  según  el  mismo  artículo, 
se  regirán  por  las  ordenanzas  y  Reglamentos  del  ramo,  y,  en 
BU  defecto,  por  el  uso  y  costumbre  del  lugar,  y  no  por  las  dis- 
posiciones  de  la'  ley  Hipotecaria.  Tratándose  de  servidumbre 
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íorzoea  y  seini- públicas  creemos  que  podría  dispensarse  de  este 
requisito  á  las  servidumbres  de  paso.  Begün  Gaündo  y  Eeco- 
sura,  hay  servidumbres  legales  que»  para  que  surtan  sus  efec- 
tos eu  perjuicio  de  tercero,  áébesi  ser  inecritas  en  el  Begistro, 
mencionando  entre  .ellas  la  de  paso,  cuando  no  es  precisa  la 
•expropiación,  para  que  se  extraigan  minerales.  Sacando  la 
-consecuencia  de.  lo  dicho  por  los  referidos  autores,  la  servidum- 
bre legal  de  paso,  cuando  es  precisa  la  expropiación,  no  hade 
incribirse;  luego  las  del  art.  564  no£on  forsosamente  iuscri- 
'bibles. 

Sin  duda  la  jurisprudencia  ha  tenido  en  cuenta  esta  cir- 

<<;unstancia  al  establecer  sus  decisiones,  que  vamos  á  exapoinar 

aomeramente:  que  la  servidumbre  llamada  de  carrera,  tal  como 

la  entiende  y  explica  la  loy  3.^,  tit.  31,  Partida  3.^  es  distinta 

-de  la  conocida  con  el  nombre  de  senda  en  la  vega  de  Granada, 

ó  sea  la  que  definen  sus  ordenanzas,  diciendo  que  es  «aquella 

que  va  por  entre  heredades  y  pagos  para  gobernación  de  las 

heredades,  y  ha  de  tener  de  anchura  una  carga  de  gavilla»: 

^ue  versando  el  pleito  sobre  una  servidumbre  legal  exigida 

por  la  situación  del  predio  dominante  y  las  necesidades  de  su 

-cultivo,  y  que  en  rigor  no  pertenece  por  su  extensión  y  condi- 

-ción  á  ninguna  de  las  tres  claaes  que  señala  por  vía  de  ejem  • 

pío  la  ley  3.*^,  tit.  81,  Partida  8.^»  carece  ésta  de  aplicación: 

-que,  sin  interpretar  dicha  ley  erróv^ean^ente,  no  procede  sos- 

teoer  que  no  existen  ni  puede  haber  otras  servidumbres  que 

las  que  ella  menciona  y  describe;  que  las  servidumbres  discon- 

,  tinuas  se  ganan  por  el  uso  y  strvenles  de  titulo  sus  signos  a^m^ 

jrentes;  Sent.  14  de  Noviembre  de  1888. 

La  de  22  de  Diciembre  de  1883  es  importante,  supuesto 
<)ue  por  ella  se  dejó  sin  efecto  el  auto  restitutorio  dictado  con- 
tra el  que  disfrutaba  la  servidumbre  con  reintegro  de  las  eos* 
i6  caucadas  en  el  interdicto,  la  cual  declara:  que  al  estimar  la 
i]a  sentenciadora,  en  virtud  de  las  pruebas  suministradas  por 
m  litigantes,  que  desde  tiempo  inmemorial  se  halla  estable* 
da  una  servidumbre  rustica  para  el  paso  de  cabullerías  y  ca^ 
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rros,  no  infringe,  antee  bien  Be  ajusta  ¿  lo  que  disponen  las  le- 
yes 8.*,  14,  y  ir»,  tlt.  81,  Partidas,*,  y  la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  26  de  Octubre  de  1865)  que  se  refieren  ¿  los 
medios  de  constituirse  las  servidumbres  y  ¿  las  subsistencias 
de  estos  gravámenes,  aunque  el  dominio  de  los  predios  se^ 
transmita  á  otras  personas.  La  segunda  declaración  del  Tribu- 
nal Supremo  en  dicha  sentencia,  confirma  la  transcrita  acerca, 
de  la  subsistencia  de  la  eervidnmbre. 

La  de  IB  de  Julio  de  1885  declara:  Que  tampoco  se  infrin- 
gen los  artículos  2.^,  núm.  2.^,  y  13  de  la  ley  Hipotecaria, 
puesto  que,  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  se  re- 
fieren á  las  servidumbres  justificadas  en  su  derecho  y  existen- 
cia por  medio  de  escritura  pública,  y  de  ningún  inodo  á  las- 
que no  neceeitan  titulo  y  se  constituyen  y  prueban  por  lasóla 
posesión,  ni,  finalmente,  el  27  y  el  35  de  la  citada  ley,  no  so- 
lamente porque  tratándose,  como  se  trata,  de  una  servidumbre 
ostensible  y  manifiesta,  no  podían  los  recurrentes  incurrir  en 
error  acerca  de  la  realidad  de  un  graviiimen  que  está  á  la  vista. 
y  patentiza  la  construcción  ó  forma  del  tejado  del  predio  do- 
minante, sino  porque  estableciendo  la  Sala  sentenciadora  que. 
éste  viene  desde  época  remota  vertiendo  sus  aguas  sobre  la  casa, 
contigua,  convertida  hoy  en  solar,  es  indudable  que  la  pres- 
cripción de  la  servidumbre  había  tenido  efecto  antes  de  la  pa-. 
blicación  de  la  ley  Hipoteoaria' vigente,  y  que  el  indicado,  de- 
recho real  se  habla  adquirido  con  arreglo  á  la  legislación  co- 
mún, y,  por  consecuencia,  no  es  ezigible  en  este  caso  el  requi*- 
sito  de  la  inscripción  de  que  habla  el  párrafo  primero  del  ar- 
ticulo 35,  aun  en  el  supuesto  de  que  los  recurrentes  tuviesen. 
el  carácter  de  terceros. 

La  de  15  de  Diciembre  de  1880  establece:  5.^  Que  tampoc<K 
so  infringe  con  aquella  declaración  (la  de  no  ser  reputado  ter- 
cero el  adquirente)  el  núm.  2.^  del  art.  2.^  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, que  ordena  la  inscripción  en  el  Registro  de  los  títulos  jucí*- 
tificativos  de  las  servidumbres,  ni  los  artículos  13,  24,  25,  27, 
^,  77  y  82  de  la  misma,  porque  en  todos  ellos  se  trata  de  ser- 
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Tkluixibr68  juBtificadas  en  su  derecho  y  existencia  por  medio 
de  escritnra  pública,  y  de  ningún  modo  de  laa  que  no  necesitan 
titulo  y  se  constituyen  y  prueban  por  la  sola  posesión,  á  cuya 
clase  corresponden  las  rústicas  discontinuas,  y  respecto  á  laa 
cuales  ya  establece  lo  conreoiente  y  de  una  manera  especial 
y  por  excepci<ki  el  mencionado  art.  35.  Véanse  las  importan- 
tes declaraciones  anteriores  á  ésta  de  dicha  sentencia. 

La  de  3  de  Diciembre  de  1887  declara  la  vigen<?ia  de  los  ar- 
tículos 2.^,  13,  23,  25.  27  y  85  de  la  ley  Hipotecaria,  con  refe- 
rencia á  la  servidumbre  de  vía  ó  carretera,  cuya  subsistencia 
se  reclamaba;  pero  lo  hizo  bajo  el  aspecto  de  que  dicho  grava- 
men no  era  maniñesto.  En  efecto^  hubo  discusión  sobre  la  exis-. 
tencia  ó  no  existencia  de  tal  servidumbre,  y  se  deducía  que  si 
la  existencia  del  gravamen  hubiese  sido  manifiesta  é  indiscu- 
tible, la  resolución  habría  sido  otra. 

La  servidumbre  de  paso  Be  entiende  constituida  por  consen- 
timiento tácito  cuando  por  partirse  el  cultivo  era  forzoso  para 
el  cultivo  y  disfrute  de  una  de  las  mitades  entrar  y  salir  de 
ella,  siendo  improcedente  la  acción  negatoria  de  dicha  servi- 
dumbre, según  sentencia  de  10  de  Enero  de  1883,  doctrina  con- 
firmada por  la  de  7  de  Junio  del  mismo  año,  que  sienta  que  al 
separarse  dos  predios  sin  que  se  pacte  en  el  contratp  un  modo 
de  disfrute  distinto  del  que  usaba  el  antiguo  dueño,  se  entien- 
de subsistir  la  servidumbre  necesaria  para  verificarlo,  y  que  el 
signo  aparente  de  ella  es  un  titulo  para  que  continúe,  á  no  ser 
que  al  tiempo  de  separarse  la  propiedad  de  las  dos  fincas  se  ex* 
prese  lo  contrarío,  como  te  tiene  declarado  el  Tribunal  Supre-* 
mo.  De  estas  declaraciones  resulta  que  el  titulo  de  estas  servia 
dumbres,  que  no  constan  en  las  escrituras,  y  por  lotant9  no 
se  inscriben  en  el  Registro,  es  el  signo  aparente  de  ellas;  y  no  les 
*»«  aplicable  el  art.  20  de  la  ley,  porque  si  no  se  inscriben  al 
"eaisa  el  derecho  in  re  aliena  por  la  división  que  se  opera^ 
jtlam^nte  podrán  ser  carga  sobre  la  finca  <i  predio  sirviente, 
*  derecho  sobre  el  dominanteruo  obstante  lo  cual  denoconstaír 
«Ksritas,  se  habrán  de  considerar  subsistentes  sobre  los  futuros 
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adquirenteB  á  titulo  BÍngular  i^or  el  signo  aparente  de  ella»,  que 
es  BU  titulo,  que  al  tiempo  de  su  constitución  no  ha  ido  al  Re- 
gistro«  de  modo  que  en  tal  caso  no  pueden  llenarse  en  las  ins- 
cripciones sucesivas  del  predio  sirviente  las  reglas  l.^y  8.^ del 
art.  9.^  de  la  ley,  hallándose,  pbr  lo  tanto,  servidumbres  que 
han  de  subsistir,  con  respecto  á  terceros  adquirentes,  sin  estar 
inscritas  en  el  Registfo,  por  el  mero  signo  aparente  de  ellai,  y 
dn  que  ios  futuros  adquirentes  de  las  fincas  á  titulo  universal  6 
singular  puedan  inscribirlas  á  su  favor,  siendo  imposible  cum 
plir  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecarla  para  los  segundos  adqui- 
rentes, en  razón  á  que  no  se  llevó  al  Registro  la  constitución  de 
la  servidumbre  que  no  se  hizo  constar  en  escritura  pública  y 
sólo  siguió  subsistiendo  de  hecho. 

La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  no  va  por  este  ca- 
mino en  las  servidumbres  de  luces,  pues  en  su  sentencia  de 
23  de  Octubre  de  1890  declara  de  aplicación  los  artioulos  28  y 
27  de  la  ley  Hipotecaria  cuando  la  servidumbre  no  está  inscri- 
ta, diciendo  que,  sobre  no  haber  sido  objeto  de  la  demanda  ni 
del  debate  el  punto  de  vista  á  que  se  contraía  el  recurrente 
acerca  de  que  en  materia  de  servidumbres  aparentes  y  conti- 
nuas los  signos  exteriores  eran  demostrativos  de  una  eervi* 
durabre  que  estaba  á  la  vista,  se  añade  en  la  sentencia  que  las 
sentencias  citadas  por  el  recurrente  se  dictaron  en  casos  muy 
diferentes  del  originario  de  dicho  pleito. 

Por  la  de  18  de  Noviembre  de  1890,  se  declara  subsistente 
una  servidumbre  de  paso  bajo  ciertas  limitaciones.  Véanse  las 
sentencias  de  27  de  Abril  de  1891  y  26  de  Junio  de  189o,  sobre, 
continuación  de  servidumbre  cuando  se  separan  dos  predios,, 
en  cuyo  caso  el  signo  aparente  dé  la  servidumbre  es  titulo  para 
que  continúe. 

No  queremos  ocuparnos  extensamente  de  la  jurispruden- 
cia del  Tribunal  Supremo,  que  estima,  en  fórmula  condensada^ 
que  no  es  tercero  el  que  conoce  las  restricciones  de  la  propie- 
dad, porque  tratándose  de  una  servidumbre  que  es  forzosa  en 
cuanto  á  su  subsistencia,  no  rige  ni  puede  regir  1»  ley  Hijeóte- 
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isaiisLf  porque  Be  impone  en  tal  materia  el  art  564  del  Código 
civil,  que  declara  forzosa  la  constitución  de  la  servidumbre, 
j  como  ya  está  constituida  y  creada,  debe  continuar,  y  el  que 
pretendiese  el  carácter  de  tercero,  según  la  ley  Hipotecaria, 
sólo  podría  reclamarlo,  en  todo  caso,  en  cuanto  á  la  indemniza- 
ción, que  tampoco  procedería,  porque,  según  aquel  precepto, 
debe  pagarse  al  constituirse  la  servidumbre. 


Victorino  Santamaría. 
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Introdneoión. 

1.     No  OB  fácil  señalar  con  precisión  los  orígenes  de  la  insti- 
tución de  tribunales  especiales  para  resolver  las  cuestiones  re 
ferentes  al  contrato  de  trabajo.  Lo  único  que  se  puede  afírma? 
con  seguridad,  es  que  en  los  días  del  régimen  corporatiyO)  1p' 
universidades  de  comerciantes  y  artesanos  gozaban  de  una  jurii 
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dicción  especial  por  disposición  de  sus  estatutos;  constituíanse^ 
al  efecto  en  Tribunales  electivos,  con  una  misión  análoga  á  la. 
de  los  Tribunales  de  comercio,  y  á  la  que  en  la  actualidad  con- 
fian la  mayor  parte  de  las  legislaciones  europeas  á  los  Colegios 
de  hombres  buenos. 

2.  Decidir  sobre  la  mayor  ó  menor  conveniencia  de  estos  co- 
legios, es  cuestión  harto  difícil. 

Bajo  el  aspecto  político,  procurando  la  ventaja  de  hacer 
más  soportable  el  régimen  capitalista,  combátenlos  los  socia- 
listas, toda  vez  que  este  medio  de  pacificación  social  se  trueca^ 
en  una  f  uensa  ú  obstáculo  en  contra  del  triunfo  de  bus  ideales. 
Combátenlos  también  los  secuaces  de  otros  partidos  politicop,. 
ya  por  reputarles  como  concesiones  peligrosas  hechas  á  las  cía- 
sea  obreras,  ó  bien  por  no  ver  en  ellos  más  que  un  fuero  privi- 
legiado. 

Dadas  estas  opiniones,  tengo  para  mí  que  no  es  posible  pro- 
nunciar  un  juicio  seguro  con  un  mero  análisis  ideológico.  Por 
el  contrario,  la  institución  debe  juzgarse  desde  el  punto  de  vista, 
que  sirvió  para  constituirla  prácticamente.  Ahora  bien,  la  ma-. 
ñera  con  que  la  ley  ha  regulado  la  inetitución  que  se  pretende 
jusgaor,  es  como  un  ensayo  de  medio  preventivo  ó  como  una 
concesión  ilusoria  y  aparente  hecha  por  la  clase  predomi- 
nante. 

Puestos  en  este  terreno,  no  vacilamos  en  declarar  que  e». 
un  deber  de  las  leyes  garantizar  la  situación  de  los  obreros, 
situación  que  sin  ellas  careccria  de  séiia  independencia.  Por 
esta  razón  acogemos  con  aplauso  la  notable  disposición  de  la 
ley  de  Portugal  sobre  hombres  buenos  (14  de  Agosto  de  1889), 
en  virtud  de  la  cual,  el  obrero  que  ha  citado  á  juicio  á  su  em- 
presario no  puede  ser  despedido  por  éste,  sino  tres  meses  des- 
''ués,  con  justa  causa,  y  por  obra  de  sentencia  del  mismo  tri- 
linal,  recaída  á  petición  del  amo. 

3.  Bajo  el  aspecto  jurídico  se  discute  más  todavía  la  utili- 
■^d  del  Colegio  de  hombree  buenos.  Son  muchos  los  escritoree 
'  derecho  judicial  que  censuran  la  variedad  y  especialidad  de 


4$64  RSVIfiTA   DK  LEeiSLACTÓN 

las  jurisdicciones,  por  creerlas  fruto  y  recuerdo  del  despotismo, 
contrario  á  la  suprema  igualdad  jurídica.  Pero  yo  creo  que  este 
Juicio  no  es  completamente  exacto.  Seria  una  institución  re- 
probable 8i  crease  una  jurisdicción  privilegiada^  pero  no  lo  es 
porque  constituye  sencillamente  una  jurisdicción  especial,  fe- 
tos dos  conceptos  que  algunos  tienen  por  idénticos  son  en  rea- 
lidad completamente  distintos.  La  jurisdicción  privilegiada  ee 
introduce  en  beneficio  de  una  clase  social  y  en  daño  de  otra, 
y  se  caracteriza  por  ciertas  formas  procesales  atentatorias  de 
ios  derechos  de  todos.  Lbb  jurisdicciones  especiales,  por  el  con- 
trario,  tienen  su  razón  de  ser  en  un  interés  público  objeti 
To,  completamente  ajeno  á  -todo  favor  ó  privilegio;  es  la  na- 
turaleza de  las  cuestiones  y  no  la  calidad  de  las  personas  lo 
que  l^s  determina;  la  necesidad,  en  fin,  de  que  cuestiones  es- 
peciales, casi  técnicas,  para  cuya  resolución  son  menester  cono- 
oimientos  especiales  y  hasta  respirar  un  ambiente  especial 
también,  se  decidan  por  Jueces  competentes.  No  basta  para 
«lio  la  pericia  de  las  formas  lentas  y  costosas  del  procedimiento 
ordinario;  esta  clase  de  cuestiones  necesitan,  más  que  cualquie- 
ra otras,  de  soluciones  rápidas  y  económicas,  y  tales  que  por  la 
<;alidad  de  los  Jueces  contengan  una  particular  autoridad  moral 
para  las  partes,  distinta  de  la  meramente  política  que  las  leyes 
<;onceden  á  toda  sentencia  judicial.  Creen  algunos  que  para 
Ksonseguir  estos  fines  convendría  instituir 'un  Colegio  de  Jueces 
técnicos  ó  profesionales  que,  con  autoridad  judicial  especial,  de- 
cidieran las  cuestiones  de  hecho  únicamente.  Este  sistema  no 
^9  aceptable,  y  representa  no  más  que  un  modo  harto  imper- 
fecto de  constitución  de  los  jurados  de  hombres  buenos.  La  ini  • 
perfección  de  las  leyes  sustantivas  sobre  arrendamiento  do 
obras  y  servicios  y  contrato  de  trabajo,  exige  una  jurispruden- 
oia  establecida  por  los  Colegios  de  hombres  buenos,  que,  sin 
trastornos  ni  exageraciones,  forme  el  derecho  nuevo  del  cotí- 
trato  de  trabajo. 

4.    La  institución  de  los  hombres  buenos  satisface  las  exi- 
gencias de  un  buen  régimen  judicial,  y  organizada  prudente- 
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rnoote  puede  llegar  á  ser  un  excelente  remedio  de  pacificación 
social.  Veamos,  por  consiguiente,  con  los  datos  de  la  legisla- 
ción comparada,  la  práctica  y  la  razón,  la  mejor  manera  de  or- 
ganizar los  Colegios  de  hombres  buenos. 

§  I. — Constitución  dbl  colegio, 

5.  La  base  y  nota  imprescindible  de  este  organismo  es  el 
sistema  de  elección  de  los  miembros  que  han  de  congí ponerle  i. 
Sin  ella  podria  formarse  un  Tribunal  especial,  pero  no  un  Co- 
legio de  hombres  buenos. 

Pero  sentada  esta  afirmación  fundamental,  surgen  grave» 
dificultades,  que  se  refieren  á  las  reglas  prácticas  para  llevarle 
á  cabo. 

6.  Discátese,  ante  todo,  si  la  mujef^  debe  ser  electora  y  ele- 
gible. 

Esta  cuestión  no  se  refiere  al  problema  general  del  electo- 
rado y  elegibilidad  política  de  la  mujer,  sino  que  asume  uq 
carácter  especial,  dependiente  de  la  moderna  organización  in- 
dustrial. 

La  mayor  parte  de  las  legislaciones  conceden  á  la  mujer, 
0|)eraria  ó  empresaria,  el  derecho  del  voto  directo,  concesión 
sumamente  justa,  ya  que  habiendo  industrias  confiadas  á  la 
mujer  casi  en  su  totalidad,  no  seria  ni  racional  ni  conforme  á 
justicia  excluirla  de  la  elección  de  los  Jueces  de  las  contiendas 
bubre  el  trabajo,  Jueces  que  de  este  modo  perdeiian  buena 
parte  de  su  influencia  como  conciliadores  y  toda  su  legitimi- 
dad como  arbitros. 

Mucho  más  grave,  ó  mejor  dicho,  más  difícil,  dada  nuestra 

repugnancia  tradicional  á  la  admisión  de  las  mujeres  en  la» 

funciones  públicas,  es  la  cuestión  de  su  elegibilidad.  La  mayor 

T>arte  de  las  leyes  extranjeras  niegan  á  la  mujer  la  capacidad 

le  ser  elegibles.  Adoptando  un  temperamento  más  franco,  la 

egi3lación  ginebrina  (1880  1890)  consiente  que  las  mujere» 

san  llamadas  como  peritos  y  aun  como  acusadoras  ante  el  Ja* 

do  de  hombres  buenos,  cuando  se  repute  necesario. 
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Una  excepción  de  estos  BÍstemas  restrictivos  es  la  ley  ita- 
liana de  15  de  Junio  de  1893.  Establece,  en  efecto,  la  elegibi- 
lidad de  las  mujeres,  sean  operarías  ó  industriales;  pero  esta 
excepción  fué  obra  muy  laboriosa. 

El  proyecto  de  1883,  presentado  por  el  Ministro  Berti,  ne- 
gaba la  elegibilidad  de  las  mujeres;  concedíala  el  proyecto 
de  1830  del  Diputado  Mafñ:  voWió  á  negarla  el  proyecto 
<le  1891  del  Ministro  Chimirri,  mientras  el  proyecto  de  la  Cá- 
mara presentado  por  el  Diputado  Galla vresi  volvía  á  concederla^ 
Propusiéronse,  por  otra  parte,  en  el  curso  de  las  muchas  dis- 
<!usiones  habidas  sobre  tantos  proyectos,  algunas  enmiendas 
intermedias.  El  Ministro  Chimirri,  por  ejemplo,  accedía  á  que 
la  mujer  fuese  elegida  para  el  oñcio  de  conciliadora,  pero  no 
para  el  cargo  de  decidir  derechos;  el  Senador  Costa  y  el  pro- 
yecto presentado  en  1892  por  el  Ministro  Lacava,  reconocían 
«1  derecho  de  las  mujeres  para  formar  parte  del  Jurado  de 
hombres  buenos,  cuando  su  número  pasase  de  la  mitad  de  loe 
inscritos  en  las  listas  electorales. 

Pero,  en  fín,  rechazadas  estas  medidas  medias,  la  ley  italiana 
proclama  valientemente  la  absoluta  elegibilidad  de  las  mu- 
jeres- 
Tenemos  esta  medida  por  muy  fupdada  y  por  fácilmente 
<3ontestables  las  objeciones  que  se  la  han  dirigido. 

En  favor  del  derecho  de  las  mujeres  para  ser  elegibles,  está 
«1  hecho  de  la  existencia  de  industrias  ejercidas  únicamente 
por  mujeres;  la  consideración  de  que  el  electorado  y  la  elegibi- 
lidad son  de  un  mismo  orden,  el  de  su  participación  en  la  in- 
dustria, con  el  capital  ó  con  el  trabajo;  la  posibilidad  de  los 
conflictos  entre  trabajos  de  los  hombres  y  las  mujeres  en  Iññ 
industrias  en  que  trabajen  juntos,  y,  en  fin,  la  observación  de 
que  muchas  cuestiones  técnicas  sobre  trabajos  determinados, 
8Ólo  por  mujeres  pueden  decidirse: 

Se  invoca  oomo  una  razón  poderosa  en  contra,  el  artículü  de 
ley  (10  del  Código  italiano  de  Procedimientos  .civiles),  que 
prohibe  á  las  mujeres  el  ejercido  de  funciones  arbitrales;  pero 
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leste  argumento  carece  de  fuerza  priacipal  y  de  analogía.  No 
la  tiene  como  principio,  porque  como  tal,  está  ya  combatido 
por  insignes  tratadistas  de  cuestiones  procesfiles,  y  porque  sí 
estos  preceptos  y  normas  codificadas  hubieran  de  regir  siem 
pre,  seria  imposible  cualquier  progreso  ó  novedad  legislativa. 
No  la  tiene  tampoco  por  analogía,  por  que  no  existe  ninguna 
•entre  el  juicio  arbitral  y  los  Colegios  de  hombres  buenos.  El 
juicio  arbitral  es  una  institución  judicial;  el  Colegio  de  hom- 
bres buenos,  puramente  técnica,  familiar  y  popular,  de  con- 
ciliación  y  de  paz. 

Tampoco  puede  hablarse  de  la  misión  de  la  mujer,  ajena 
^r  completo  á  la  judicial.  Decía  el  Senador  Costa.  cPodrá  ser 
un  ideal  el  de  la  mujer  desatendiendo  los  cuidados  de  la  ma- 
eternidad  y  abandonando  el  hogar  doméstico,  para  mezclarse 
en  las  luchas  de  la  vida  pública;  pero  se  debe  hacer  todo  lo 
posible  para  apartarlas  de  él,  y  aun  acaso,  después  de  muchas 
experiencias,  parezca  lo  mejor  abandonarle  por  completo.» 

Pero  á  estas  observaciones  se  contestó  con  otras  de  grande 
eficacia. 

Decía  el  Diputado  Sonnino  á  la  Cámara:  c También  para 
mi  el  ideal  es  que  la  mujer  siga  siendo  madre  de  familia  y 
mujer  de  su  casa,  y  que  las  jóvenes  estén  en  ella  ó  en  la  es- 
cuela; pero  es  el  caso  que  existen  centenares  de  millares  de 
mujeres  y^  jóvenes  que  tienen  qne  trabajar  en  las  fábricas  diés 
ó  doce  horas  de  día  ó  de  noche.  Tengamos,  pues,  en  cuenta 
,los  hechos  y  no  hagamos  leyes  fundadas  sobre  ideales  que  no 
<existen  en  nuestro  país.»  Con  no  menor  verdad,  el  Diputado 
Daneo  respondía:  cNo  se  trata  de  alejar  á  la  mujer  de  su  ca- 
mino; si  las  fábricas  y  los  talleres  están  poblados  de  mujeres 
y  se  cree  que  las  necesidades  de  la  vida  que  las  convierten  en 
trabajadoras  á  jornal,  ñolas  apartan  délos  cuidados  de  sus 
hogares  é  hijos,  tampoco  las  apartará  de  ellos  el  Colegio  de 
Los  hombres  buenos,  cuyo  oficio,  en  cambip,  levantará  su 
condición  en  dignidad  y  decoro. 
7    Besuelta  la  cuestión  del  electorado  y  la  elegibilidad  d* 
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las  mujeres,  todas  las  restantes  que  se  presentan  son  de  más^ 

fócil  solución. 

* 

Dado  el  carácter  de  la  institucióa,  deben  formarse  dos  lis- 
tas de  electores:  una  de  obreros,  y  de  patronos  la  otra/ 

Entre  los  trabajadores  deben  comprenderse  los  sobrestantes: 
(contre-máitres'  Werkmeister),  como  hacen  las  leyes  italiana,  bel- 
ga, francesa  y  alemana,  porque,  en  efecto,  su  posición  más 
ventajosa  y  la  autoridad  que  sobre  los  demás  trabajadores 
ejercen,  no  les  privan  de  su  calidad  de  obreros,  ni  destruyera 
el  interés  natural  por  la  clase  á  que  pertenecen.  Por  otra  par»- 
te^  la  escasez  de  su  número,  proporcionalmente  al  de  trabaja- 
dores,  aleja  el  temor  de  que  vendan  los  intereses  de  su  clase» 
á  la  clase  de  los  patronos. 

Jgualmente  deben  comprenderse  á  los  aprendices  entre  los 
trabajadores. 

Además  de  la  calidad  de  operarios,  no  está  mal  exigir  para 
el  electorado  el  ejercicio  y  la  residencia  durante  cierto  tiempo^ 
que  garanticen  la  verdad  del  interés  en  la  elección  de  sus  re- 
presentantes. 

Entre  los  patronos  deben  inscribirse  también  los  menores 
y  las  personas  jurídicas,  propietarias  ó  industriales.  El  derecha 
electoral  de  éstas  se  encarnará  en  las  personas  que  legalmente 
las  representen. 

A  estos  requisitos  especiales  para  el  electorado,  añadei^ 
otros  las  leyes  modernas,  derivados  de  los  principios  comunes 
del  derecho  electoral,  como  cierta  edad,  la  ciudadanía,  uo 
estar  inhabilitado,  no  haber  sufrido  ciertas  condenas  pena- 
les, etc. 

No  es  posible  dudar  sobre  la  conveniencia  de  estos  requisi- 
tos; discútese  únicamente  si  para  el  electorado  pasivo  es  con- 
veniente  exigir  la  ciudadanía,  existiendo  como  existen  paísea 
en  loe  cuales  la  masa  de  trabajadores  se  compone  de  extranje- 
ros, y  si  lo  es  también  la  condición  de  saber  leer  y  escribir^ 
requisito  que  generalmente  no  se  tiene  por  necesario. 
8.    La  mayoría,  por  lo  menos,  de  los  miembros  del  Cole-^ 
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gio  de  hombres  buenos  deben  ser  nombrados  electivamente. 

£n  las  legislaciones  se  encuentran  varios  sistemas. 

¿Pueden  ser  elegidos  todos  los  electores,  ó  bien,  es  menes- 
ter algún  otro  requisito  para  la  elegibilidad? 

Las  leyes  europeas  están  de  acuerdo  en  exigir  alguna  otra 
circunstancia,  cierta  edad  mayor  que  lá  del  sufragio  pasivo, 
mayor  tiempo  en  el  ejercicio  del  arte  ó  industria,  residencia 

> 

más  antigua,  etc. 

Este  sistema,  con  todo  su  rigor,  parécenos  que  no  debe  to- 
marse por  modelo,  y  mejor  sería,  dado  el  espíritu  de  las  legis- 
laciones que  le  han  aceptado,  subir  el  límite  de  la  edad  de  la 
elegibilidad,  pero  conceder,  desde  el  momento  de  adquirido  el 
voto,  el  derecho  activo  de  sufragio. 

Una  disposición  especial  de  la  ley  belga,  acogida  también 
por  la  ley  italiana,  confiere  la  elegibilidad  en  proporción  de 
una  cuarta  parte  de  los  miembros  de  la  clase  respectiva,  á  las 
personas  que  se  hayiM^  retirado  del  ejercicio  de  la  profesión. 
£6ta  disposición  no  es  muy  satisfactoria. 

£n  efecto;  si  la  ley  tiene  por  conveniente,  para  el  buen 
funcionamiento  de  la  institución,  la  tasación  de  las  condicio- 

r  * 

nes  electivas,  no  creemos  que  llene  su  misión  al  atribuírselas 
á  lo!5  que  ya  no  ejerzan  la  profesión  de  la  industria  ó  arte  res- 
pectivos, sólo  porque  posean  cierta  larga  experiencia  y  sereni- 
dad de  juicio;  y  no  lo  creemos,  porque  les  faltan,  por  una 
parte,  interés,  y  por  otra,  competencia  técnica,  siendo  como 
son  tan  variables  en  nuestros  ti^mpíos,  y  cada  vez  más,  las  con- 
diciones del  trabajo  y  la  induatria. 

9.  Un  Colegio  compuesto  de  miembros  electivos  pertene- 
cientes por  mitades  á  las  clases  de  empresarios  y  obreros, 
debe,  para  fuacioaar,  tener  9u  Presidente  y  Vicepresidente.». 

Ahora  bien:  ¿cómo  se  nombrarán  uno  y  otro? 

Las  legislaciones  europeas  tienen  los  más  variados  sis- 
temas. 

En  Francia,  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1848  encargaba  al  Co- 
^legio  mismo  el  nombramiento  de  dos  Presidentes,  uno  em¿>re- 
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aario  y  obrero  el  otro,  que  alteraarlan  en  la  presidencia  efec- 
tiva.  La  lev  de  I.^  de  Juáio  de  1853  confiaba  al  Gobierno  el 
nombramiento  del  Presidente  y  Vicepresidentes,  con  facultad 
de  elegirles  aun  de  entre  personas  no  pertenecientes  al  Cole- 
gio de  hombres  buenos.  Finalmente,  la  ley  de  7  de  Febrero 
de  1880,  entregó  de  nuevo  á  los  Colegios  el  derecho  de  nombrar 
Presidente  y  Vicepresidentes. 

£n  Bélgica,  por  ley  del  año  de  1859,  el  Presidente  y  Vi- 
cepresidente se  nombran  por  Real  decreto  de  entre  una  lista 
doble  de  candidatos  propuestos  y  elegidos  por  el  Colegio  de  su 
mismo  seno,  ó  de  íaera  de  él.  La  ley  vigente  de  1889  ha  con- 
flervado  este  sistema. 

La  ley  húngara  de  21  de  Mayo  de  1884,  encomienda  á  un 
Delegado  oficial  la  presidencia  del  Tribunal  arbitral  especial, 
oonstituido  por  todas  las  corporaciones  reconocidas  por  la  pro- 
pia ley. 

La  ley  portuguesa  de  14  de  Agosto  de  1889,  encarga  al  Go- 
bierno el  nombramiento  de  Presidente  y  Vicepresidente  del 
Colegio  de  hombres  buenos  entre  las  personas  designadas  por 
el  Consejo  comunal. 

La  ley  alemana  de  29  de  Julio  de  1890,  concede  también 
%l  Gobierno  el  nombramiento  de  Presidente,  pero  fuera  de  las 
«lases  de  empresarios  y  obreros. 

La  ley  ginebrina  de  1890,  autoriza  á  los  electos  para  nom- 
brar de  entre  sí  un  Presidente  y  dos  Vicepresidentes;  proveyén- 
dose lá  presidencia  por  dos  turnos  entre  un  patrón  y  un  obrero, 
y  la  vicepresidencia  en  otros  dos  inversos,  un  obrero  y  un  em- 
presario. 

La  ley  del  Cantón  de  Basilea  (ciudad)  de  29  de  Abril  de 
1839,  llama  á  la  Presidencia  del  Colegio  4  un  Presidente  del 
Tribunal  civil. 

Por  último,  lá  ley  italiana  de  15  de  Junio  de  1889,  encar- 
ga al  Gobierno  el  nombramiento  del  Presidente  de  entre  las 
personas  inscritas  en  las  listas  électoralei  de  empresarios  * 
trabaja  lores,  concediendo  la  preferencia  á  los  magistrados 
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Xo8  Vicepresidentes,  en  número  dedos,  se  eligen  por  on  aisle 
•ma  que  pudiera  lIamaT(>e  de  forma  de  eras:  los  empeesirios 
alectos  escogen,  entre  los  obreros  electos  también,  un  vicepnd- 
sidente,  y  de  igual  modo  los  obreros  elegidos  otio  vioepMsideu> 
.  te  entre  los  empresarios. 

Viniendo  ahora  á  jusgar  todos  estos  sistemas^  declaramos, 
sin  vacilación  ninguna,  que  el  mejor  de  ellos  para  el  nombra- 
miento del  Presidente,  es  el  de  confiársele  á  los  elegídoB  con 
completa  y  absoluta  libertad;  para  los  Vicepresidentes  el.de 
f(»rma  cruzada  nos  parece  muy  excelente* 

Comprendemos  que  el  nombramiento  por  los  Gobiernos  tím- 
ne  por  objeto  impedir  que  recaiga  siempre  el  cargo  Bohte  ea* 
pttalistas  ó  trabajadores;  pero  creemos  también  que  c(»rríendo 
"á  cargo  del  Colegio  mismo,  cesa  todo  motivo  de  sospecha.    ^ 

Este  sistema  electivo  del  Presidente  por  parte  del  Colegio, 
tiene  también  la  ventaja  de  que  de  este  modo  tiene  aquel» «orno 
fundamento  del  titulo  de  su  autoridad,  la  conñanaa  de  loe  que 
representa.  Se  dirá  acaso  que  dejando  al  Colegio  la  elección 
del  Presidente,  se  arrojan  en  su  seno  los  gérmenes  de  inmedia- 
tas oposiciones  entre  los  capitalistas  y  trabajadores  que  for- 
man el  organismo.  Pero  repárase  que,  en  primer  término,  este 
peligro  es  hipotético,  y  luego  que,  aun  «aponiendo  su  ireaH  - 
dad,  se  resolverían  por  el  consentimiento  de  la  mayoría  en  la 
-elección  del  Presidente.  Por  último,  es  de  advertir  que  un 
Presidente  elegido,  es,  probablemente,  más  competente,  y  que 
este  sistema  de  nombramiento  es  el  más  adecuado  pava«ll>iieD 
fuBcionamieitto  del  Colegio. 

£n  fin,  para  nosotros,  el  mejor  sistema  es  el  do  que  el  Pre- 
sidente sea  elegido  por  los  miembros  del  Colegio  y  pin  liíaalt^ 
ningunos  para  la  elección.  ■  .       .:    < 

Respecto  al  nombramiento  de  Vicepresidentes,  ya  he  dicho 

lue  me  parece  excelente  el  sistema  en  forma  de  cruz,  porqiu« 

iene  á  aumentar  la  autoridad  y  prestigio  de  aquellos,  ya^uft 

:ada  uno  puede  muy  bien  considerarse  oomo  objeto  de  la  con- 

«"tusa,  tanto  de  empresarios  como  de  obreros.  De  este  modo 
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losiliombres  más  íBÍgaifícádoa  y  de  espirita  más  conciliador  de 
cada  una  de  ambas  clases^  aeráa  llamados  á  ocupar  el  puesto 
de  Vicepresidentes;  sistema  útilísimo  y  de  fecuados  resultados 
en  la  obra  de  pacificación  social  confiada  al  Colegio  de  hom- 
bres buenos. 

11.  ¿Todos  ios  miembros  del  Colegio,  deben  ejercer  gratui- 
tamente  su  cargo?  Si  deben  ser  retribuidos,  ¿quién  debe  satiis- 
faeer  estos  gastos:  el  Estado,  lo$^  litigantes,  ó  parte  el  Estado  y 
oirá  los  litigantes? 

<  Varias  son  las  respuestas  que  se  han  dado  á  estas  dos  conv- 
plejas  preguntas. 

£1  Proyecto  italiano  del  Ministro  Berti  de  1888,  establecía 
una  retribución  para  los  hombres  buenos  de  la  clase  de  traba- 
jadores, no  para  los  empresarios;  y  á  éstos,  como  á  todos  loa^ 
.<itsos  gastos  del  Colegio,  atendía  con  subvenciones  del  Estado 
'5Y«aq  los  aranceles  judiciales  de  ios  hombres  buenos. 
'r.  f«  fiele  es  el  sistema  acogido  integramente,  por  la  ley  portu- 
guesa de  14  de  Agosto  de  1889. 

r  >  Itas  ieyeí5  de  Ginebra  y  Basilea,  más  igualitarias,  retribú- 

y«aiá  todos  los  hombres  buenos  de  cualquier  clase  que  sean. 

Todas  las  restantes  legislaciones  obligan  á  los  hombres 

buenos  á  ejercer  gratuita  y  honorifíCamente  su  cargo. 

^      Este  sifetema  reinante  es  el  mejor,  á  nuestro  juicio,  porque 

iél  cargo  tiene  de  p(»  si  su  compensación,  tanto  en  obreros 

como  en  industriales,  en  la  tutela  que  representa  sobre  los  in- 

•  tttreísés  de  la  clase. 

Si,  por  otra  parte,  fuese  necesaria  la  retribución,  no  seria 
ioÉS^  concedérsela  sólo  á  los  hombres  buenos  de  la  filase  obrera^ 
r-poiqíié  equivaldría  á  una  desigualdad  de  clases  ^itre  tniem- 
bros  de  una  misma  institución. 

'''  .La:  procedencia  de  las  cantidades  necesarias  para  la  remu- 
i^MnMsión,  no  debe  regularse  con  principios  distintos  que  los 
M|oe  rigep  las  .costas*  judiciales  comunes  en  la  mayoría  de  las 
legislaciones;  es  decir,  repartiéndose  entre  el  Estado  y  los  liti- 
ipmtes.  S^ta  necesidad  jurídica  de  obligar  al  litigante  al  pag»* 


LA  IK6TITOCIÓN   D»  L06  fiOMBRXB  BUENOS  *     878 

'de  las  coBtae,  no  ee  una  de  las  razones  menos  convineeote» 
]mra  feduci»  hasf a  el  minimunv  posible,  «s  decir,  suprttxiiéii^ 
-dolas,  Ifl  retribución  de  los  bembveé  buenos. 

§  II.— FUKCIOKES  DEL  COLEGIO.  .  ' 

12.  ¿Que  funciones  deben  aMbuiree  á  los  hombres  buenost 
La  ley  italiana  impone,  ante  todo,  á  ios  hombres  buenos, 
.fundones  covsíüthvs.  Con  el  ptopósitcvde  proveer  <al  Go)»etí30, 
por  el  mejor  medio  posible,. de  noticias  exactas  de  los  heohos, 
«xpresioifes,  deseos  y  necesidades  en  aus  fuentes  vivas,  nüea 
tra  ley  atribuye  á  todo  Colegio  de  hombres  buenos  la  obliga- 
ción de  dar  su  parecer  sobre  las  cuestiones  que  el  Gobierno 
someta  á  su  consulta. 

IS.  Todas  las  leyes  conceden  á  los  Oolegioe  de  homl»>e8 
h^enoB  funciones  juíHsdiccionales;  pero  mientras  la  jurisdiceián 
civil^  objeto  principal  de  la  institución^  seenouentm  compvMA- 
4ida  en  todas  las  legislaciones,  no  son  todas  las  que  leaatri* 
buyen  jurisdicción  penaly  ó  discipHnacia^  mejor  dicho.       > 

En  Francia  corresponde  á  ios  proud'howmes  velar  por  1« 
observanda  de  las  leyes  y  reglamentos  industriales,  y  compro- 
bar  y  hacer  constar  las  contravenciones  que  sufran.  La  legis- 
lación francesa,  como  las  de  Bélgica  y  Portugal,  reoonocen  á 
los  hombres  buenos  un  verdadero  poder  disciplinario. 

También  esta  facultad  se  propuso  en  Italia,  pero  sin  que 
fuese  aprobada. 

£1  «Proyecto  del  Ministro  Berti  conñaba  ¿loa  h)ombre0 
buenos  la  facultad  de  reprimir  disciplinariamente  los  malos 
iratamiéhtos  y  los  actos  de  insubordinación  é  infídelidivd  iso^ 
metidos  en  las  fábricas,  siempre  que^  se  denunciasen  dentro 
delplassüde  tres  días.  Análogas  eran  las  disposiciones  délos 
.x}yectoe  del  Diputado  Maffi- y  dte  los  Minis<a*os  Lacavfi  y 
bimirH.  *  '•■■-" 

En  nueetrai  ópinióii,  toda  ley  eobre  hombree  buenos  déN« 
conocerles  el  poder  disciplinario.  ,       • 
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Para  combatix  eeta.  facultad  fie  ban  eoipleado  razones  y  ar- 
gumeatois  poco  persuaei'VQfl.  Se  ba  áieho  que  el  ejercicio  dcL 
]  oder  disciplinario  prodtuciria;  conflictos;  que  ocasionaría  viva»- 
diiseordias  en  el  seno  del  Colegio,  dados  los  intereses  opuestos 
de  las  clases  que  entrarían  en  juegp;  que  torcería  el  voto  de 
sos  mismos  miembros,  todo  lo  cual  colocaría  á  cada  clase  en 
ciearta  yelaeión  dcí  tirainte»  cuando  más  necec^aria  fuera  la  ac- 
ción cc^úciliadera.     ;   .         . 

Parécénnos  todas  esta?  razones,  demasiado  vagas,  y  si  algcv 
prueban,  ptueban  demasiado,  porqué  otro  tanto,  se  podría  de- 
cir contra  la  jurisdiecién  civil  de  loa  hombres  buenod. 

Desde  un  punto  de  vista  jurídico  se  ban  becbo  obj[ecione6^ 
más  Iberias. 

Se  ha  observado  que  la  represión  de  la  violencia  y  la 
iiMtQbordinación  de  empresarios  y  itrabajadores,  encuentra  un 
obstáculo  en  la  reserva  necesaria  de  la  acción  judicial  y  en  la 
euehisión  indispensable  en  loe  delitos  de  acción  pública.  Por 
otra  parte,  tratándose  de  casos  reservados  ó  exéluidos,  es  ne* 
cesario  absolutamente  un  examen  jurídico  distinto  del  pura- 
mente técnica  y  especial  del  Colegio.  Por  consiguiente,  ed  el 
CaiepOi  aun  per  inddens^  decidiese  sobre  esta  clase  de  cuestio- 
nea,  á  cada  paso  se  ofrecerían  contradicciones  entré  la  acción 
de  los  jueces^  ordinarios  y  la  délos  hombres  buenos:  habría^ 
en  una  palabra,;  dba  procedimientos  sobre^  un  sólo  hecho. 

Tampoco  son  fundadas  estas  raaones  jurídicas. 

Las  cuestiones  de  competencias  también  se.  produce  en  el 
6ji9rcioio  die  Ja  jurisdicción  civil  y  en  toda  dase  de  ellaa,  por- 
que es  un  inconvenieiití^  necesario,  siempre  que  hay  plurali-r 
dad  de  Jueces*  •  ; 

Keispdcto  al  peligro  de.  sentencias  contradictorias  ó  despe- 
nas díoblea,  fácil  es; observar  quc^  la  salación  di$cipl%i/iarm  os  ia-, 
^pendiente,  de  la  sMición  penái,  Por  ejemplo:  en  una  malí 
contestación  dada  por  un  obrero  á  su  patrón,  pueden  faltar 
Iris  céqitiaitoa  de^la  injucii»,  pero  ^ede  también  ser  nec^s^rií 
«ina  represión  disciplinaria  que  muev4  al  ofendido  á  desistiir 
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de  una  acción  p^enal  ulterior,  sin  la  oaal  podrían  haberse  im- 
puesta penas  caprichosas  y  arbitrarías. 

Podemos,  pues,  reafirmar  que  el  poder  disciplinario  cons* 
tituye  una  nece^idacl  legitima  de  esta  clase  de  organismos 
cooperativos,  y  que,  conferido  á  los  hombres  sobre  ambas  cla- 
ses, al  par  que  conserva  la  autoridad  de  los  empresarios  y 
hace  más  eficaz  su  sanción,  ofrece  en  justa  recompensa,  á  Iqs, 
obreros  una  garantía  más  de  la  dignidad  de  su  trabajo. 

14.  Examinemos  ahora  la  jurisdicción:  civil  atribuida  á  los 
Colegios  de  hombres  bueno».   • 

Ejércese  esta  jurisdicción  en  tres  formas  distintas: 
1.*    Conciliación. 
2.*    Juicio. 
3.*    Arbitraje. 

Pero  antes  de  estudiarlas  separadamente,  debemos  hacer 
algunas  observaciones  preliminares  y  comunes  á  todas  ellas. 

15.  1-41  jurisdicción  de  los  hombres  buenos,  ¿debe  limitar- 
se á  las  industrias  particulares,  ó  debe  alcanzar  también  á  las 
del  Estado? 

En  general,  las  legislaciones  exceptúan  de  la  acción  de  los 
hombres  buenos  á  los  trabajadores  de  las  industrias  del  Estado. 

Esta  exclusión  es  aceptable,  bien  porque  tales  personas  es- 
tán garantizadas  con  reglamentos  especiales «  bien  porque  no 
surgen  entre  ellas  y  el  Estado  los  conflictos  tan  frecuentes  en 
el  seno  de  los  intereses  privados,  cuya  pacífica  solución  es  el 
objeto  principal  de  la  institución  de  los  hombres  buenos.  Por 
otra  parte,  en  el  caso  de  que  llegasen  á  surgir,  la  equidad  de 
los  Gobiernos  los  solventarían  mejor  que  el  juicio  de  los  hom- 
bres buenos. 

16.  Sabido  es  que  las  industrias  de  que  el  hombre  se  sirve 
para  condicionar  las  cosas  exteriores  á  sus  fines,  se  suelen  disr 

Qguir  en  extractivas,  manuíactiueras,  comerciales  y  agrí- 
alas. 
En  general,  las  leyes  sobre  hombres  buenos,  aunque  desti- 
<las  principalmente  á  las  industrias  manufactureras,  se  apli- 
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caá  taníbién  alas  extractivas  y  eometciales.  No  ¡sucede  otra 
tanto  con  las  industrias  agrícolas,  ün  solo  país,  el  Cantón  de 
Gitaebra;  tiene  desde  1888  uña  ley  de  hombres  buenos  para  la 
agricultura;  eii  todos  los  demás  no  se  encuentra  otro  ejemplo, 
•pero  parece  que,  una  vez  acogida  la  institución,  "no  hay  razo- 
nes para  dejarla  de  aplicar  á  las  cuestiones  motivadas  por  el 
contrato  de  trabajo  en  la  agricultura.  No  han  faltado,  sin  em- 
bargo,  oposiciones  fundadas  en  las  condiciones  del  régitiifea 
agrario  menos  favorable  á  la  concentración  y  espíritu  de  aso- 
ciación, tan  característico  de  las  industrias  fabriles  ó  manufac- 
turerask  Esta  objeción  es  de  poco  peso,  eobre  todo  cuando '  fe 
advierte  que  algunas  formas  de  aprovechamiento  agrícola, 
como  el  cultivo  del  arroz,  por  ejemplo,  dan  lugar  á  la  forma- 
ción, siquiera  sea  temporal,  de  grandes  maí?as  de  trabajadores 
aun  en  los  países  de  grandes  propiedades. 

En  Italia  la  cuestión  de  los  hombres  buenos  eb  la  agricúl- 
tura  tiene  una  historia  y  an  historiador  (1)  sumamente  favora- 
bles á  su  institución,  hasta  se  puede  decir  que  está  resuelta 
afirmativamente  por  la  opinión  pública,  que  reclama  una  ley 
especial  y  distinta  de  la  de  los  hombres  buenos  de  las  demás 
industrias  para  las  condiciones  especiales  de  la  agricultura. 
En  este  sentido  votó  la  Cámara  italiana  el  9  de  Febrero  de  1893 
una  orden  del  día  propuesta  por  el  Diputado  Vischí,  emitien- 
do un  voto,  también  conforme,  el  Consejo  Superior  de  Agri- 
cultura en  26  de  Mayo  de  1893. 

En  estos  momentos  pende  del  examen  del  Senado  un  pro- 
yecto de  ley  presentado  por  el  Senador  Griffini,  antiguo,  apa- 
sionado y  autorizado  defensor  de  los  hombres  buenos  en  la 
agricultura.  Propónese  en  este  notable  proyecto  la  constitu- 
ción de  Cámaras"  Agrícolas,  con  el  triple  carácter  de  presentar 
al  Gobierno  y  Parlamento  las  necesidades  de  la  agricultura,' 
funcionar  como  Colegio  de  hombres  buenos  y  promover  cuan- 
to pueda  ser  útil  al  fomento  de  las  industrias  agrícolas. 
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17.  IjOB  Colegios  de  hombres  buenos  industriales  tienen, 
ante  todo,  nna  jnnBdíodM* conciliadora.  >    ^  > 

Esta  jurisdicción  es  la  basede  la  institueión,  teniendo  tai 
Importancia,  quenopaedepromoTeree  ninguna  acción  judicial. 
sin  haberse  intentado  la  conciliación  eomo  medida  obligatoria. 

Para  este  objeto,  en  el  seno  del  Colegio  de  hombres  baem  m^ 
«8  instituye  un  cargo  especial  de  conciliación,  y  que  ninguna  < 
de  las  cuestiónesele  la  natural  oempeteneiade  aqoéllo»  pueda ' 
«er  elevada  á  clatíe  alguna  de  juicio  sin  haber  pasado  primero 
por  ante  él.  Bsta  idea  es  común  á  todas  las  l^islaciones,  eien-^ 
do  rauy  lógica  con  ella  la  disposición  déla  ley  italiana,  que  en 
los  casos  de  no  avenencia  impone  al  conciliador,  mientras  en - 
Tía  al  juicio  la  contienda,  la  obligación  de  exponer  su  parecer 
€obre  ella.  Igualmente,  y  siempre  con  el  objeto  de  promover 
la  conciliación,  la  ley  italiana  dispone  que  el  obrero  que  se 
haya  adherido  á  la  propuesta  de  conciliación,  gozará  del  dere- 
cho de  defensa  gratuita  al  presentar  la  demanda  judicial  sobre 
el  asunto  en  cuya  conciliación  no  consintió  el  adversario. 

Con  esta  disposición  protege  la  loy  á.  los  obreros  contra  !a 
obístinación  de  los  empresarios  y  patronos,  que  rechacen  todn 
proposición  de  conciliación,  pues  parece,  por  una  parte,  lo  na- 
tural que  el  trabajador  carezca  de  los  medios  para  soportar  las 
<;ostas  de  un  litigio j  y  por  otra,  que  el  sumus  honijuris  se  con- 
49iga  mediante  la  conciliación. 

18.  El  Colegio  de  hombres  buenos  tiene,  en  segundo  lugar, 
wnsL  jurisdicción  judicial. 

Pertenece  esta  jurisdicción  á  los  Jurados  que  se  eligen  del 
seno  del  Colegio  de  hombres  buenos. 

Estudiaremos  sumariamente  las  reglas  principales  estable- 
cidas por  las  varias  legislaciones  sobre  este  punto. 

19.  a)  Competencia,  Como  es  sabido,  las  bases  de  la  borape- 
íncia  son  la  materia,  el  valor  y  el  territorio . 

20.  a9  I-»a  competencia,  en  razón  á  la  materia^  se  detertni- 
por  dos  criterios:  él  de  la  calidad  de  las  personas  y  el  de  la 

Mdad  de  la  controversia  que  entre  ellas  surge.^ 


Puede  -tintarse  de  cuestiones  entre  eminrenufiod  y  tónitm- 
uiaestres  ó  trabajadores^  ó  entre  oontramaéstree  y  trabajaidoreer 
ó  épr^^io^B  (criterio  subjetivo);  y  la$  cuestiones  entre  ^ta» 
l^erfionas  deben  nacer  del  contratóle  trabap  (eril^rio  objetivo).' 
«)  Criieria  $U^€tiüúi  La  ley  belga  define  loque  debe  enten- 
derle por  empresarios,  oontramaeslref},  obreros  y  apren<Uci^s^ 
(>^ro  ninguna  ot»'a  ley  ha  creido  conveniente  eatas  deñniciones» 
En  efecto,  no  son  censujrables  estas  omieiones,  ya  ^ue  ae  trata 
de  conceptea  que  se  sienten  miuehd  naejor'que  cuantas  defini- 
ciones pueda  dar  una  ley.  Por  otra  parte,  la  miscoa  ley  belgik 
no  hace  otra  cosa  que  dar  unalistade  nonoibreSvinás  peligiosa. 
que  útil. 

p)  Criíerio  objetivo.  El  concepto  más  sintético  en  que  ence- 
rrar el  criterio  subjetivo  que  determina  la  competencia  en  ra- 
zón de  la  naateria,  consiste  en  referirle  á  todas  las  cuestiones- 
nacidas  del  contrato  de  trabajo.  Pero  ninguna  ley  se  limita  á 
enunciar  este  concepto  sintético;  todas,  por  el  contrario,  pro-^ 
ceden  á  establecer  una  enumeración.  Por  ejemplo:  la  ley  ita- 
liana, á  que  damos  la  preferencia  por  ser  la  más  reciente,  ha- 
bla de  cuestiones  sobre  los  salarios,  precio  del  trabajo,  horaff 
del  mismOi  pactos  especiales  que  á  él  se  refieran,  defectos  eo 
la  obra,  compensaciones  por  alteración  de  ia  calidad  de  la& 
)>rimeras  materias  y  métodos  de  trabajarlas,  daños  Eufrido» 
por  los  trabajadores  por  consecuencia  de  sus  industrias,  in^ 
demnizaciones  por  el  abandono  de  la  fábrica  ó  por  despedida 
antes  de  cumplirse  el  trabajo  ó  el  término  estipulado,  resci- 
sión del  contrato  de  trabajo  y  tirocinio,  etc. 

Supuesto  este  objeto  de  la  competencia  del  Colegio  de 
hombres  buenos,  preséntase  una  grave  cuestión;  la  de  saber  si 
la  competencia  de  loa  hombres  buenos  debe  extenderse,  no 
Fólo  á  la  decisión  de  lo  que  se  ha  convenido,  sino  también, 
siobrelas  modificaciones  de  los  pactos  celebrados  y  sobre  la 
constitucióii  de  otros  nuevos.  .. 

IjR  xnayoria  de  las  legislaciones  han  resuelto  esta  cuestión 
mediante  una  distinción,  que  consiste  en  admitir  una  juxisdic- 
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ción  BO  ju4ici»l,  pexQ  cQDcUi«4orai  tfx  la.  {onnaci^D  y  modifí- 
ea<:ÍQDe9.d6 1(^  pa(^to8. 

,  £a  Italia  combatió  eeta.reatricción  el  Piputiulo  Maf^,  par» 
el  cual  h>8  ]^p)bfea.l^eB06  d^bjat^Jui^ar  sobre  Icts  precios  ¿e 
It^  salarios,  las  horas  de  trabajo^.y,  en  uoa:palabca,  de  todo,  lo 
que  pediera  prevenir  los  coDflictQSuy  cam)>ios  eu  las  cor|díicio- 
nes  econOcDiicas  generales,  y  consig.uientemeo,te  en  las  del  tra* 
bajo. 

Paro  e^tas  pi^tensiones  no  ^on  enteramente  jqstas,  tapto^ 
desde  el  punto  de  vista  económico,  como  defde  el  jurídico^, 

£n  cuanto  á  lo  eoonómico,  e^  indudable  que  cualquier  in- 
g^encia  coactiva,  cualquier  jurisdicción  que  trate  de  regular 
lo  porvenir,  equivaldrá  á  un  regreso  á  loa  antiguos  sistema» 
Yeglamentarios,  con  perjuicio.de  la  libertad  económica  y  de  la» 
leyes  naturales  que  gobiernan  el  marcado..  El  preoio  del  tra^ 
bija  es  sumamente  variable^  en  relación  con  la  contÍQUid&4 
dól  mismo  y  la  competencia  extranjera. 

Jurídicamente,  es  indudable, que  una  jurisdicción  que  nc^ 
t|^ne  por  objeto  el  desconocimiento  ó  la  violación  de  un  dere- 
cho, es  absolutamente  inoomprensible. 

21.  a'*)  Respecto  á  la  competencia  por  razón  del  valor ^ 
todas  las  leyes  están  de  aouerdo  en.no  poner  ningón  límite  en 
atención  á  aquél  para  la  jurisdicción  conciliatoria;  pero  en 
c^an(p  á  ia  judicial,  varían  sus  sistemas. 

Alguna^  no  tienen  límite  alguno  para  el  valor.  £1  Proyecto- 
italiano  del  Ministro  Berti  (1883),  por  ejemplo,  autorizaba  el 
jiucio  sin  distinción  de  valores;  pero  basta  el  de  ciento  cin- 
cuenta liras  era  inapelable,  y  apelable,  por  el  contrario,  parar 
ante  el  Tribunal  civil  común  cuando  el  valor  litigioso  excedía 
de  aquella  suma. 

El  Proyecto  italiana  del  Diputadp  Idaffi  (1890),  no  sójo.no 
"itablecía  tampoco  limitaciones  ppr  el  valor,  sino  qu^  bacía 
fiables  todas  las  decisiones,  sQ^blT^  «<^ualquier  cantidad  que^ 
Mrsasen,  ,no  ante  e)  Tribunal  ciyil  coman»  sino  ante  el  pr(;^i(> 
*olegio  de  hombres  bue^ps  ^c>nsti;^uído  en  pleno.  i  > . 
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El  mismo  Diputado  Maffi  volvió  á  pi^enfcar  en  1890  tm 
proyecto  en  el  que,  accediendo  al  voto  de  la  Comisión  parí»- 
mentarla  que  habiia  examinado  el  primitivo^  efirtabíecía  ^omo 
límite  el  valor  de  500  liras  para  la  juriíjdiccSón  judicial,  decla- 
Tando  inapelables  las  resoludones. 

El  Proyecto  del  Ministro  Ghimirri  de  1891  redujo  hasta  100 
.liras  el  límite  del  yalot,  conservando  la  absoluta  inapelable 
lidad. 

La  ley  italiana,  en  fin,  tiene  el  limite  de  200  liras,  y  no 
<;on siente  las  apelaciones. 

E)n  Francia,  el  decreto  de  1806  señalaba  por  limite  la  can- 
tidad de  60  francos,  negando  asimismo  la  apelación;  pero  el  11 
mite  se  abandonó  después,  aceptándose  el  sistema  de  la  juris- 
dicción judicial  sin  tasa  alguna  por  el  valor,  y  permitiéndose 
iSinicamente  la  apelación  ante  el  Tribunal  de  Comercio  para  las 
cuestiones  en  que  se  discutiera  sobre  cantidades  superiores  á 
500  francos. 

El  sistema  de  la  ley  belga  de  1889  es  idéntico. 

La  ley  portuguesa  le  acepta  también,  y  establece  la  apela- 
ción para  las  cuestiones  de  30.000  reis  en  adelante. 

La  ley  alemana  de  1890  concede  jurisdicción,  no  limitada 
por  el  valor,  á  los  Tribunales  indastriales. 

La  ley  austro  húngara  de  1869  sobre  Tribunales  industria^ 
les,  no  pone  limites  al  valor,  y  admite  las  apelaciones  ante  los 
Tribunales  ordinarios  en  los  negocios  cuya  cuantía  pasa  de  50 
^florines. 

La  ley  ginebrina  de  1890  autoriza  al  Tribunal  de  hombres 
buenos  para  decidir  inapelablemente  de  todas  las  Cuestionen; 
-cuya  cuantía  no  pase  de  500  francos;  juzgando  de  lasque  exce- 
dan un  Tribunal  de  apelación  de  hombres  buenos,  compuesto 
de  un  presidente  y  10  hombres  buedos,  cinco  de  ellos  empre- 
fiarios  y  otros  tantos  trabajadores. 

« 

22.  De  todos  los  sistemas  que  acabamos  de  indicar,  e)  m^M 
lógico  es  el  que  se  usa^n  Gínebray  igual  sustancialmente  al  que 
«I  Diputado  Maffi  propuso  para  Italia. 


LA  IN8TITUGÍÓM  Dl$  LOS  HOIIBBE8  BUENOS  881 

Si  la  institución  de  los  hombres  buenos  tiene  por  objeto 
establecer  un  Juex  técnicamente  coitipetente  y  grato  para  la& 
partes,  que  con  formas  rápidas  y  económicas  decida  las<K>ntro- 
versias  nacidas  del  contrato  de  trabajo,  ¿no  es  verdaderamento 
absurdo  ponerle  un  limite  por  razón  del  valor? 

Tan  sólo  dos  argumentos  serios  se  han  aducido  en  pro  del 
limite.  • 

El  primero  ha  sido  empleado  en  la  discusión  de  todos  los 
proyectos  sobre  institución  de  hombres  buenos.  Consiste  en 
añrmar  que,  tratándose  de  una  institución  nueva,  debe  mar- 
charse en  su  establecimiento  gradual  y  experimentalmente. 

Pero  para  nosotros  es  sumamente  claro  que  esta  aplicación 
desnaturaliza  la  institución  é  impide  observar  sus  resultadqs 
experimentales.  ¿No  es  posible  suponer  que  la  institución  de 
los  hombres  buenos,  cultivada  con  este  sistema  y  reducida  á 
tal  ambiente,  deje  de  producir  los  frutos  de  paz  social  para  que 
fué  creada? 

SI  segundo  argumento  es  éste:  una  jurisdicción  sin  limites* 
I  por  el  valor  no  se  puede  concebir  QÍn  el  derecho  de  apelación. 

Ahora  bien;  como  estas  apelaciones  deben  remitirse  á  los 
Tribunales  ordinarios,  prodúcese,  además  de  todas  sus  dificul- 
tades procesales,  el  inconveniente  de  que  la  cuestión  técnica^ 
sea  resuelta  en  apelación  por  un  Juez  técnicamente  menos 
competente  que  el  primero. 

Pero  esta  dificultad  tiene  su  origen,  no  en  la  competencia 
ilimitada  por  el  valor,  sino  en  los  defectos  de  la  institución  del 
Juez  de  apelación.  Si  se  llai;nará  á  juzgar  en  apelación  al  Cole- 
gio de  hombres  buenos,  constituido  en  pleno,  como  Maffi  pro- 
puso en  Italia,  ó  una  sección  especial  del  mismo,  constituida 
en  Tribunal  de  Apelación,  como  establece  la  legislación  gine* 
brina,  quedarla  resuelto  el  problema. 

23  a'").  Respeto  á  la  competencia  por  el  territorio^  Qrepmos 
que  las  leyes  belga  é  italiana  la  han  reglamentado  muy  exac- 
tamente, mediante  una  distinción  racional. 

Tratándose  de  obreros  que  trabajen  en  fábricas  ó  talleres» 
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•es  competente  el  Colegio  de  hombres  buenos  del  territorio  ea 
que  la  fábrica,  el  establecimiento  ó  la  empieza  ffe  enduentwm. 
81  se  trata  de  obreros  que  trabajan  en'sa  <lomí cilio,  la  conápe- 
téncia  pertenece  al  Colegio  en  cuyo  territorio  se  haya  perfec- 
cionado el  contrato  de  trabajo. 

24  h)  Procedimiento, — Las  reglas  del  procedirüiento  deben 
inspirarse  en  aquella  simplicidad  de  formas  exigida  por  el  ca- 
rácter del  Tribunal.  Algunas  legislaciones  llegan  hasta  el  punt# 
<ie  autorizar  al  Colegio  de  hombres  buenos  para  regir  ^aso  pbt 
<5aso  el  orden  procesal. 

Nos  limitaremos  á  exponer  los  puntos  esenciales  eú  que  til- 
das las  leyes  fijan  reglas  especiales  distintas  de  las  estableci- 
das para  la  jurisdicción  ordinaria.  - 

25.  La  mayor  parte  de  las  leyes  dispoíien  que  la  compare- 
-ceiljc^ia  en  juicio  no  sea  personal,  sino  mediante  un  represen- 
tante, admitiéndose  sólo  en  casos  particulares  aquella  primera 
forma. 

Esta  facultad  se  convierte  en  obligación  en  las  leyes  sobre 
hombres  buenos,  y  así,  se  ha  línandado  que  las  partes  compa- 
rezcan personalmente  para  hacer  la  exposición  exacta  de  los 
hechos,  ya  voluntariamente,  ya  por  citación.  Cuando  no  sea 
posible  la  comparecencia  personal  por  razones  de  incapacidad 
legal,  deben  comparecer  los  representantes  legítimos,  y  si  tana- 
poco  á  éstos  les  fuera  posible,  un  compañero  de  la  clase  res- 
pectiva, es  decir,  un  obrero  ó  un  empresario.  En  Italia  y  Gi- 
nebra está  prohibida  de  un  modo  absoluto  la  representación 
por  medio  de  Letrados;  y  en  Portugal,  más  relativamente,  sólo 
Be  adrtiite  cuando  por  graves  motivos  la  autorice  el  Tribunal. 
La  Comisión  que  elaboró  los  temas  de  las  discusiones  paria 
é\  primer  Congreso  jurídico  nacional,  reunido  en  Roma  en 
Mayo  de  1896,  trató  de  volver  contra  la  exclusión  de  los  Letra- 
dos de  la  representación.  Pero  ar  Congreso  parecióle  bien  )a 
«xclusiótí,  opinión  que,  tratándose  de  ún  Congreso  profesional, 
^s  muy  autorizada.  Sin  embargo,  creo  todavía  que  no  está  bien 
meditada.  Se  ha  dicho  que  un  juicio  técnico  no  ha  menester 
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ele  la  (HX^eracióo  legal;  te  l&a  Afirmado  también » que,  adm  itir  las 
seria  producir  ana  desigualdad  entre  I03  einpre^arios  ricos  que 
pueden  pagarloR  y  los  trabajadores  .á  quienes  les  es  impoeibte. 

£n  realidad,  son  tan  débiles  estas  razones,  que  yo  no  ad- 
TÍerto  wi  eeta  exclusión  más  que  un  nuero  síntoma  de  la  ten- 
4eiicÍA  hostil  á  los  Abogados  tantas  veces  manifiesta,  y  á  la 
«qal  ahora  un  Congreso  forense  ha  añadido  su  autoridad  in- 
^nsciexitemente.  Hablar  de  un  juicio  técnico  que  excluye  la 
intervención  de  Abogado,  es  completamente  absurdo,  en  rela- 
ción .con  el  concepto  de  la  jurisprudencia  tal  Qomo  aeia  eos- 
cibe  en  la  actualidad,  en  que  la  extensión  que  ha  alcansado 
reclama  más  que  nunca  la  definición  enciclopédica  de  loe  ju< 
rísoonsultos  romanee. 

Por  otra  parte,  decir  que  de  admitir  su  intervención  se  orí- 
ginarian  dificultades  entre  empresarios  y  obreros,  equivale  á 
negar  lai  realidad  de  las  cosas.  Por  el  contrario,  la  admisión  de 
los  Letrados  para  ambas  partes,  aaria  el  mejor  medio  de  com- 
pensar la  inferioridad  intelectual  del  trabajador,  que  con  el 
beneficio  de  la  defensa  gratuita  podría  tener,  sin  costas  de  nin- 
gún género»  un  defensor  perfectamente  idónep. 

26.  Qon  el  j}[iÍ8m.o  intento  de  velar  por  la  igualdad  de  las 
.partes,  las. leyes 4i9  Frfinci^, .Ginebra  é  Italia  prohiben  la  pre- 
sentación dp  la  defepsa  por  escrito.  Si  esta  disposición  estu- 
viese inspirada  por  el  conceptp  jurídico  de  llevar  hasta  las  úl* 
timas  consecuencia^  el  sistema  de  la  oralidad,  serla  discutible; 
pero  inspirad^.en  w  poncept>o.  social,  es  oompletamente  cen- 
surable. £^^  etocto,  el  empresario,  culto  y  precavido,  podrá  j 
sabrá  e:(preFfir  oralpíiepte  y  cocv  exactitud  su  pensamiento,  pero 
al  trabaj^dorj  ¿no  le  seria  m^^  ventajoso  exponer  sus  razones 
con  orden,  claridad  y  precisión  por  medio  de  la  escritura? 

27.  También  sobre  la  prueba  tienen  las  leyes  de  hombree 
buenos  reglas  especialep, 

Señalaremos  entre  ellas  la  eficacia  probatoria  de  los  cua- 
dernos, libros  ó  cartillas  de  trabajo,  y  la  pjrohíbición  del  jura- 
tnento. 
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Lo8  libros  de  trabajo  y -mflefitráBza  Bon  cuadearBOS  hecho& 
por  los  empresarios  para  bus  obroroa,  eo  que  eoDBtan  los  pactoB 
y  reglaiBentaciÓB  del  coiátrato  de  trabajo,  la  cuenta  corriente 
entre  fimbos,  etc. 

Como  documentos  filmados  por  una  sola  parte,  debieran 
asimilarse  á  las  cuentas  domésticas;  pero  si  asi  se  hiciera,  'ee 
def naturalizarla  su  efecto.  Es,  pues,  más  conveniente  equipa- 
rarlos á  los  documentos  privados,  suscritos  por  ambas  parte» 
para  que  pudieran  tener  eficacia  prpbatoria.  No  lo  han  hechk> 
asi  algunas  leyes;  por  el  contrario^  las  de  Alemania  é  Italia^ 
'  loe  tienen,  tal  como  son,  por  verdaderos^  medios  de  convenci- 
miento para  los  hombres  buenos. 

Otra  particularidad  en  cuanto  al  sistema  probatorio  está  en 
el  juramento. 

Ee  notorio  que  eete  medio  de  prueba  va  perdiendo  la  con- 
fianza de  los  legisladores  modernos,  por  lo  menos  en  alguno» 
piocedimientofr;  hecho  del  cual  en  otra  paxie  be  dado  las  prue- 
bas (1). 

Baste  añadir  aqui,  que  en  Hungría  la  ley  18,  de  1893,  abolió 
la  prueba  por  juramento.  En  Italia,  la  ley  sobre  hombres  bue- 
nos ha  abolido  también  el  juramento  como  medio  de  prueba» 
28.    £1  último  punto  que  queda  por  examinar  del  procedió 
miento  ante  los  hombres  buenos,  se  refiere  á  los  modos  de  itti- 
pugnar  sus  decisiones.  Hablando  de  la  cotripetehcia  en  razón 
al  Valor  (2),  ya  traté  de  las  apelaciones,  resultando  que  cuando 
te  limita  por  dicho  principio  del  valor ')á  competencia  de  loa 
h(  mbres  buenos,  las  sentencias  que  dan  se'  declaran  inapela- 
bles, mieistras  cuando  no  se  limita ^  se  admiten  las  apelaciones. 
Pero  en  el  primer  caso,  aceptan,  sin  embargo,  tedas  las  le- 


(1)      Véase  mi  T<oria  de  fa  prvda  (o)  vol.  2.«,  DÍm.  <64,  pAg.  875. 
(  2)     Véase  nuestro  ntm.  21. 


(a)     Qtie  liajo  }a  dirección  dci  Sr    líarrera,  y  iradorida  por  el  Sr.  j^gni* 
ieía,  está  publicando  esta  Bkyi&ta.— (i\r.  dtl  T.J 
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gÍBlacioii69  un*  apelacióof  edpeeialisitna,  distinta  de  la  ordina- 
ria, bien  por  rabones  de  iMompetencia,  ó  bien  por  exceso  di^ 
poder,  exoesó  que,  después  de  todo,  no  es  otra  cosa  que  el  mar 
ximum  de  la  incompetencia. 

29.  Como  ya  hemos  dicho,  la  jurisdicción  civil  de  los  hom- 
bres buenos  se  ejerce  también  oon  funciones  arbitrales.  Laa 
legislaciones  consideran  esta»  funciones,  ya  como  fundadas  so- 
bre la  propia  jurisdicción,  ya  constituyendo  funciones  espe* 
dales. 

£n  iPrancia,  al  lado  de  los  hombres  buenos,  coexiste,  según  ] 

la  ley  de  27  de  Diciembre  de  1892,  el  arbitraje  entre  empresa-  i 

ríos  y  obreros.  Según  esta  ley,  los  empresarios,  trabajadores  y 
endargados,  entre  quienes  surgiere  una  cuestión  de  orden  co- 
lectivo sobre  las  condiciones  del  trabajo,  pueden  proponer  sa 
solución  á  un  comité  de  conciliación,  y  si  no  se  llegara  á  cons* 
tituirle,  á  tm  consejo  arbitral.  Para  la  constitución  de  este 
consejo,  los  interesados  notifican  su  propósito  al  Jues^  de  pas 
y  sus  delegados^  y  el  Juee  de  pás  notifica  á  su  ve2  los  nombra- 
mientos y  citaciones  á  las  partes.  Si  éstas  aceptan,  nombra  k 
880  delegados,  los  cuales  últimamente  eligen  el  arbitro  común. 
La  ley  no  admite  imposiciones,  sino  purais  sanciones  mora- 
les para  producir  el  arbitraje;  pero  el  laudo  no  tiene  fueres 
obligatoria.  .  ' 

De  igual  modo  en  Aleúiania,  según  la  ley  de  29  de  Julio 

de  1890,  las  controversias  entre  industriales  y  operarios  sobre 

continuadón  ó  renovación  del  contrato  detrabajo,  pueden  iñ* 

vocarse  ante  los  Tribunales  industriales  para  llevará  efecto  la 

oonciliacióft.'Dono  conseguirse,  el  oficial  debe  pronunciar  un 

juicio  arbitral,  que  las  partee  son  libres  de  respetar  ó  no.  El 

juicio  arbitral  y  las  dedaraeiones  <to  las  partes  son  públicas. 

En  Austria,  la  ley  de  16  de  Marzo  de  1883,  que  restauró  j 

tendió  cuidadosamente  el  régimen  de  las  corporaciones  de 

idos,  r^lamentó  también  las  fundones  de  las  coÉiisiones 

bitrales,  tan  íntimamente  ligadas  con  aquel  sistema' corpo- 

ivo.  Por  efecto  de  esta  reglamentación,  las  corporaciones; 
TOMO  S9  25 
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dostíñadas  á  manteoer  vivos  el  espirita  de  cuerpo  y  el  senti- 
mienta  del  honor  profe^loinah  promover«l  desasroUo  de  los  in-' 
teTeses  oomunes  y  procurar  un  sistema  de  tirocitiio  é  instítu* 
clones  preventivas,  pueden  constituir  coduisioñes  arMtralea 
para  la  resolución  de  los  conflictos  entre  empresarios  y  obre- 
CQS  sobre  lo^  salarios;  el  trabajo  y*  operaciones  y  procedimien* 
tos  técnicos.  La  competencia  de  estas  comisiooes,  en  confor* 
midad  con  su  naturaleza,  está  subordinada  á  las  condiciones 
establecidas  anteriormente  y  por  escrito  entre  ambas  partes. 
•    En  Hutígriai  la  misma  tendencia  restauradora  del  régiinen 
corporativo  que  inspiró  en  Austria  la  ley  citada  de  1883,  de- 
terminó el  Reglamentó  industrial  de  21  de  Mayo.de  1884,  que 
estableció  las  corporaciones  y  constituyó  con  cada  una  de  las 
instituidas  un  tribunal  especial  de  arbitraje,  compuesto  de  em* 
presarlos  y  obteros,  para  la  decisión  de  las  contiendas  suscita- 
das entre  empresarios,  trabajadores  y  aprendices.  Presiden  eéttoli 
Tribui^aleg  arbitrales,  comisarios  oficiales,  y  se  componen  por 
mitad  ec^tre  las  clases  de  capitalistas  y  tifabajadores.  AntcF  de 
proceden  al  juicio,  deben  procurar  la  conciliación  de  las  parles, 
y.  coosi^trasusde^isioni^s.se  da  el  recucso  devolutivo  para  ante 
lo.s .  Tribunales  Qrdi<narioB.  Además  de  las  cuestiones  usuales 
entre  ambas  clases,  conocen  estos  Tribunales  de.  las  del  con*» 
trato  de  tirocinio,  su  principio  y  término,  cumplimiento  de  loa 
deberes jreciprócQs,  demandas  de  ¡ndem'niBació&r.por  qausa  de 
cesación  del  mismo  contrato  de  tirocinio  6Ael  de  trabajo,  etc., 
todas  las  cuales  se  juagan  sin  apelación»  pero  salvando  siem* 
pre  el  recurso  devolutivo  ante  los  Tribunales  ordinarios,  el 
Tribunal  arbitral  de  la  corpora^ón  orante  la  misma- autoridad 
industrial  de  primera  instanciai,  que»  segán  Jchs  casps.,  es,  ó  el 
Juez,  ó  el  Colegio  de 'Magistrados,  municipales,  ó  :el  Jefe  de  la 
policía,  óJta  Autoridad  del  distrito. . 

Bn  Inglateira»  donde  no  hay  hombrea  buenos,  aegto  el  tipo 
continenMl»  existen  haciendo  sus  veo0sfuncio«airÍQa  arbitrales 
voluntarios  y  luncionfirios  de  cotíciliación^  De  acuerdo  con  i|k 
institución  arbitral , ,  iniciada  por  {Ce ttlo,  lo3>  obreros  y  empre  - 
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^rio»  eligen  por  partes  igaalesun  ooofiejo  de  arbitraje  encar-, 
:gido,  mediante  este  mandato,  de  decidir  sin  apelacite  lac( 
<;iiestione8  surgidas  entre  aquellas  clases.  El  consejo  suele  fijar 
también  todos  los  años  la  medida  de  los  salarios  y  las  condi- 
ciones del  trabajo,  dejando  su  aprobación  á  la  discrección  de 
empresarios  y  obreros;  pero  es  tanta  la  influencia  usual  de  sus 
tarifas  y  reglamentos^  que  casi  siempre  son  aceptadas.  Además 
<de  esto,  se  atiende  á  la  eficacia  coercitiva  de  estas  reglas  con 
la  obligación  que  las  partes  suelen  contraer  de  someter  aos 
<!neBtiones  al  consejo  arbitral  después  de  una  tentatiya  de  G<m- 
<;iliación  ante  un  comité  especial;  obligación  que  se  hace.4EM>ns- 
tar  mediante  cláusulas  escritas  en  los  contratos  de  trabajo. 

De  acuerdo  también  con  el  sistema  de  la  conciliación,  pro- 
moyido  con  tanto  celo  y  cuidado  por  el  Diputado  Mundella  en 
la  Cámara  dé  los  Comunes,  los  representantes  de  empresarios 
j  obreros  resuelven  de  mutuo  acuerdo  las  cuestiones  de  ambas 
alases,  proponiencLo  después  su  resolución  á  la  aprobación  de  laa 
partes.  Tampoco  estas  decisiones  tienen  fuerza  coactiva,  pero 
siempre  una  grandísima  influencia  moral. 

Como  se  vé,  en  todas  estSas  leyes  las  funciones  arbitrales 
para  decidir  las  cuestiones  originadas  del  contrato  de  trabajo, 
•basta  tal  punto  son  indepéhidlentes  de  las  funciones  judióla- 
les,  que  éstas  pueden  muy  bien  faltar  y  existir  aquéllas. 

No  sucede  lo  mismo  en  Bélgica  é  Italia. 

Según  las  leyes  de  estos  países,  el  Colegio  de  hombres  bue- 
nos puede  tener  el  carácter  de  Tribunal  arbitral,  de  suerte  que 
"de  este  modo  su  jurisdicción  puede  traspasar  los  limites  de  va- 
lor que  antes  le  impuso  la  ley. 

SO.  Con  esta  noticia  sumaria  he  trazado  á  grandes  rasgos 
los  caracteres  esenciales  de  una  institución  que  forma  de  por 
^i  todo  un  nuevo  derecho  procesal  para  necesidades  especiales. 

Esta  institución  no  existe  aún  en  España,  aunque  sí  se  han 
aecho  sobre  ella  algunos  proyectos  de  ley  (1);  pero  esperamos 
< I  i.iiii  I  ■       I    I      I.  II i.i  I  1 1  ■ 

<1)    Xn  «feeto,  no  hay  l«y  «n  España  8obr«  hombreí  buenos   pato  la  las- 
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<iae  tombiéti  España  tendrá  en  breve  una  legiflAaeión  aobr^ 
hombree  buenoe,  fundada  m  laa*  buenos  principios  do  la. 
ciencia.  . 

Carlos  Lbsbona, 


tituoión  no  nos  es  desoonooida.  Los  jurados  mixtos  al  estilo  inglés  de  Kettle 
7  láondella,  han  fanoioñado,  y  siempre  con  bnen  éxito»  con<  ooasión  de  con- 
flietos  entre  oapitalistas  y  obreros.  B«,  pties^  en  naeeir»  pieria    una  instituir 
eién  eonsnatndmaria  y  «ooídeífttal;— riV;  dd  fj 
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REVISTA   HISPANO-ÁMERICANA 


Para  el  estudio  ée  la  JariepmdeDcia  en  general,  y  en  eajpeeial  d«  la 
'<Ie  Colombia,  «e  ha  fandado  en  la  cindad  de  Bogotá  la  Sociedad  Co- 
lombiana de  Jurt^^rudenda^  que  ha  organizado,  para  atender  al  objeto 
de  ao  eatableeimiento,  laa  aignieiitea  aeodonea:  1.^,  JariB.oriidencia 
Civil;  Sf.a,  Jarleprndenda  Comercial;  8.*,  Jariapradencia  Prooedimen* 
tal;  4.*,  Jarispradencia  Penal;  6.*,  Jariapradencia  Fiscal;  6.*,  Jnriaprn- 
deneia  Minera;  7>,  Economía  Política  y  Estadística;  8.>,  Derecho  lo- 
temaci<»ial  privado  y  público;  9.*,  Derecho  Público;  10.a,  Beformasen 
la  Legislación  colombiana,  y  lI.a,Oodiñcaciones  colombianas.  Órgano 
de  la  Sociedad  es  la  Revista  Ánake  de  Juriéprudeftcia,  cayo  primer 
número,  esmeradamente  impreso  en  la  cindad  citada,  hemos  recibido. 
Hállase  encomendada  la  dirección  de  la  Revista  al  Dr.  D.  Adolfo  León 
'06mea,  siendo  miembro»  prindpiáes  de  ta  Gomisión  de  pablieacionea 
los  sefiores  doctores  Teodoro  Valeniada,  Edmond  Champean,  Goi* 
liermo  Uribe,  Diego  Mendosa  y  Eduardo  Posada,  y  suplentes  los  se- 
fiores doctores  Manael  M.  Fajardo,  Ramón  Gómezj  Bnriqae  Qamboa 
y  Alejo  de  la  Torre.  La  creación  de  sociedades  y  pablieaoionea  de  ea'a 
Índole  merece  el  aplauso  y  carifiosa  simpatía  de  cuantos  siguen  con 
interés  el  progreso.de  las  instituciones  del  Derecho  en  las  RepAblkas 
iiispanoamericanas,  por  lo  cual  enviamos  nuestra oordial  felicitación 
-á  los  distinguidos  iuriseensoltos  que  han  llevado  á  la  práctica  tan  ole- 
ado y  patriótico  pensamiento. 

Uno  de  los  asunto»  que  han  ocupado  la  «tención  de  la  Sociedad 

Jolomtíana  de  Jurisprudencia,  ha  sido  la  redacción  de  un  informe, 

>licitado  por  el  Consejo  de  Estado^  y  referente  auna  materia  de  gran 

ipcntaacia  para  el  país.  La  ley  63  de  1^94  ordenó  al  Consejo  qile 


y 


t 
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hiciera  ana  compilación  del  Código  judicial  y  laa  leyea  qne  lo  forme n,. 
pooiendo  en  vigor  eae  cúmnlo  de  diepoticipnea,  como  único  Oódigo 
jadicial,  el  día  qne  el  Poder  Ejecativo  lo  diepueiera.  £1  Consejo  ha. 
ramplido  lo  ordenado  por  la  ley  y  ha  palpado  qae  el  reeultado  es  tai^ 
defectuoso,  que,  en  vez  de  ealir  del  caos  en  que  hoy  ee  encuentra  este- 
i  na  portante  ramo  de  la  Administración  pública,  la  confusión  será  cada 
ves  mayor,  porquó  si  én  la  actualidad  puede  el  Juez,  con  criterio  pro- 
pio, resol  ver  que  UB  artículo  del  Código  está  reformado  por  otro  de 
iJguna  ley,  al  estar  ambos  compilados  en  un  solo  cuerpo  y  sometidos* 
k  numeración  continua,  difícilmente  podrá  formar  juicio  sin  dedicarse 
a  ites  á  un  estudio  largo  y  enfadoso;  sin  contar  cóti  que  no  es  acepta- 
ble que  en  un  Código  haya  disposiciones  oue  se  contradigan  y  modi- 
tiqoMi  unas  á  otras* -En  ifista-de  éstos incdnTenlentes,  el  Consejo  re- 
solvió formar  uñ  Código  noato  que,  ^^%^'k%  de  estudiado  en  primar 
debate,  y  aprobado,  se  ha  pufolíeado  en  el  Diario  oJksaZ,  con  objeta  d«- 
ezcitar  á  las  personas  coibpstentes  para  que  hagan- indicaciones  sóbre- 
los cambios,  correcciones  ó  supresiones  qne^ebaa  haberse; '^  no  cre- 
yendo suñcientes  las  invitaciones  hechas,  se  ha  dirigido  en  drcalare»- 
«•epeciales  á  ios  Magistrados  y  Jueces^  y  á  los  publicistas,  á  fin  de  ob- 
tener consejos  é  indicaciones. 

Tanto  en  los  miembros  de  la  Comisión  como  en  los  de  toda  la*  So- 
ciedad Colombiana  de  Jurisprudencia,  ha  aido  unánime  el  convencí- 
nienfo  de  que  la  adopción  de  un  nuevo  Código  es  duestién  nray  deli- 
rada y  que  debe  madurarse  mucho,  feniendo  este  convencimiento  sii- 
apoyo  en  la  práctica  general  4»  las^nadones  civilizadas,  pues  sn  «Has- 
la  codificación  ha  sido  de  ordinat io  obra  sometida  á  muy  detenida 
examen  de  diversas  entidades.  Francia,  que  -díó  á  principios  del  sigla 
t;l  grande  ejemplo,  y  cuyo  Código  Civil  ha  servido  dé  base  á  la  ntsyor 
parte  de  las  legislaciones  modernas^  tiene  un  Código  4e  prócédimien  to- 
que en 'tachado  de  imperfecto  por  sus  largos  términos,  sus  trámites 
complicados  y  costosos,  y  alguna»  d«  sos  formas  anticnadas;  defectos - 
iiatttfales,  puesto  que  no  es  más  que  ona  edición  algo  mejoindn  da 
iina'Ordenanaa  del  reinado  de  Luis  XIV,  expedida*  eu  1667.  La  nece- 
sidad de  su  reforma  ha  sido  reconocida  ide  tiempo  atrás,  y  en  la  ápo< 
<lel  segunda  Imperio  se  redactó mhi  proyecto  qué  el  Consejo  de  £éta< 
estavo  disentiendo.  Caída  el  ImpeHo,  se  dio  de 'mano  á  la  obra  has 
1882^  en  qué  se  vol^iórá  emprender,  peto  todavía  no  se  ha  termlnac 
Espafia^'cuyas  antiguas  dtapoéiclOnes  de  nrocediiniento  se.oonsarv 
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•n  OolooiliHi,  y  c»yA  l«y  de '£ikj«lciaitiieuto  civil  da  1866  ha  «ido 
fnemte  del  Código  judiciftly  á  )m  saión  viipeote  m  e^nel  país,  tardó 
halla;  1881.  ea  foraaar  ao  Código  de  proeeáiiiiieiito  civil)  y  beata  188S 
en  formar  el  de  procedimiento  críminal.  Chile»  coyo  Código  civil,  pro- 
moílgado  en  14  de  Dicienbre  de  186&,  ha  adoptado  Colombia,  no  tiene 
Códigoe  de  proeedimienlo;  hecho  qn^  disculpa  D.  Aníbal  Echevarría 
y  Reyes,  diciendo  qfue  «proviene  dp  la  legüinaa  ambición  de  poeeer 
Código»  originalea  apropiadca  á  narstras  ccstnOibrery  qoe  no  sean 
traanntoa  más  ó  menos  ddedígnoa  de  -lo  qee  á  «ale  respecto  se  encoen- 
tra  en  otras  naciones^ 

£atoa  pocoa  ejemploa  baatan  para  probar-  qne  la  labor  ea  érdna  y 
ha  exigido  prolijo  estudio  en  países  qne  abnodén  en  Joriaconsaltoa 
eminentes.  Por  otra  parte,  nn  Código  no  debe  ser  en  edificio  nuevo, 
•ino  nn  edificio  antiguo  en  qae  se  conserven  loe  cimientos  y  laa  pa- 
redea  maestras  para .  evitar  qoe  se  desplome;  qne  ha  de  aer  bien  re. 
formado  y  mejorado  para  la  mayor  aegoridad  y  el  mejor  servicio,  y  en 
"  qne  se  necesita  nna  bnena  y  ordenada  distxibnción  de  los  Beparta- 
mentoB,  qoe  permita  encontrar  en  cada  nno  de  ellos  cómoda  y  fácil- 
mente lo.que  le  corresponda.  Sabido  es  qne  de  ordinario  ae  pnede  ha- 
cer más  pronto  y  con  menos  diflcnltad  eae  edificio  enteramente  nnevo. 
La  obra  de  la  reforma  legislativa  y  de  la  codificación,  ea  de  laborioso 
estadio  y  de  difícil  conciliación.  Debe  «itenderse  á  la  tradición  y  á  laa 
eoatonibres,  y  abrir  al  mismo  tiempo  el  eapíiitn  á  las  ideas  y  á  laa 
necesidades  nnevaa.  La  eacoela  híatórtca  y  la  escnela  flloaófica  tienen 
cada  nna,  en  parte,  rasón,  ancediendo  en  esto  lo  qne  paaa  en  casi  to- 
das las  controveraiae,  lo  qne  ocnrre,  por  ejemplo,  entre  loa  partldatioa 
de  la  ai^i^dad  y  loa  de  la  libertad. 

JB^garamento  el  celo  del  Consejo  por  cumplir  la  ley  62  de  1894 
anuqoe  no  en  au  letra,  por  los  inconvenientes  qne  el  mismo  Oonaejo 
aponía,  ai  en  an  espíritu  y  en  su  objeto,  es  lo  qqe  motiva  au  resolu- 
ción de  presentar  el  Proyecto  al  Congreao  en-  sus-  próximas  aesiones. 
Sería,  ain  enahargo^  muy  conveniente  qne  ae  abstuviera  de  tenerlo 
en  cuenta  en  ellaa  el  Cuerpo  legislativo,  y  que  ae  limitase  á  ordenar 
ue  se  publique  en  edición  especial  y  ae  diatribuya  á  loa  Magistradoa 
e.la  Corte  Suprema  y  de  los  Tribunales  de  distrito,  á  los  Jueces,  á 
os  empleadoa  del  Miniaterio  público  y  á  loa  Abogadea  de  nota,  con 
bjeta  de  <)ue.  den  au  opinión  al  Consejo  de  Estado  y  propongan 
*s  modificaciones  que  tengan  por  (Jbnveniente,  insertándose  sus  opi* 
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niones  en  el  Diario  ofidal.  Oon  tales  datos  «1  Goiüejo  debsHa  revistr 
el  prayecto  sr  preteclarlo  es  au  íoima  definitiTaal  Ooogreao  de  1898, 
^rvlendo  laa  pnblicacioBea  en  -el  Diario  ofieial  para  formar  la  opiftión 
deloaDipatadoi.     .    . 

Aan  eo&re&dría  que  ae  abriera  na  coocnrao,  eomo  ae  ha  hecho  en 
•Chile  retpectó  del  Código,  de  procedimiente  erk&ioal)  y  ae  premiara 
jCoaTenientemente  el  m^or  iiabajo  que  ae  preaeotaae  sobre  el  Proyec 
to,  á  jolclo  de  la  Corte  fiopreiná. .  Oon  un  estímalo  semejante,  ée  oh- 
teadrian  prodfiociones  que  honrarían  al  pais^  leranta&do  y  e&aaii- 
chando  el  estudio  de  la  Jarispradencia,  compc^aando  con  ereoes  caal 
qater  aacrifido  peenniaiio»  porque  contribuirían  al  mejoramtento  de^ 
la  administración  cb<  jasticta  y  prepararían  el  campo  para  nuevaa  y 
moy  importantes  laborea,  ya  q»e  el  estada  de  la  enltnra  colombiana 
exige  el  llamamiento. eficaz  de  laa  inte)igenciaa  naeionalea  á  trabajos 
aertoa  y  de  verdadera  utilidad  que  requieren  pacientes  y  sostenidos 
esfuerzos.  La  aspiración  debe  consistir  en  formar  un  Código  de  pr^i 
cedimiento  original»  nacido  verdaderamente  en  el  paía,  porqoe  tal  ▼«  x 
más  que  ningaua  otra  ley,  requieren  las  de  esta  índole  que  ae  tenga i» 
preaentes  aus  bábitoa,  sus  vicios  y  su  modo  especial  de  seri  para  satis 
facer  cumplidamente  sus  necesidadea. 

Una  aguda  especie  popular  pone  de  relieve  burlescamente  la  indoV 
de  cada  una  de  lastres  repúblicaa  en  que  ae  dividió  la  antigua  Co- 
lombia, juzgando  que  existe  en  ésta  deameauraday  exclusiva  paaión 
por  las  leyes  y  loa  iitigios;  mas  esta  sátira  puede  llegar  á  aer  útil  ai  *« 
sabe  aprovechar  bien  la  tendencia  que  se  satíriza.  Toda  inclinaeión 
natural  revela  una  aptitud  que  merece  aer  bien  cultivada,  y  la  afiek»n 
del  leguleyo,  estimulada  noblemente,  puede  convertirse  en  la  profot.- 
da  consagración  del  jurisconsulto  que  investiga  la  Jastioia.  El  gen)'> 
<lfecreó  la  inmortal  Jurisprudencia  romana,  debió  despuntar  con »<> 
una  propensión,  que  fué  aleccionándose,  y  adquiriendo  fuerza  é  i  n- 
ñnencia,  amplitud  y  grandeza.  Quizá  en  Colombia  han  existido  y  exia* 
ten  perveraoa  Abogados,  que  han  contribuido  poxkrbaamente  á  lá  aiti- 
aulladora  inseguridad  del  Estado  y  pervertido  las  leyes  y  Ibm  coatum- 
brea.  Como  un  Código  de  procedimiento,  ai  no  fuese  baeno^  fecunda 
rim  el  germen  de  loa  malos  Letrados^  inerece  plácemes  la  actitud  de  U 
Sociedad  Colombiana  de  Juriaprudencia,  al  dedicar  au  atención  al  «m 
jtudio  del  proyecto,  coocedióitdole  toda  la  importancia  que  tiene  para 
«1  deaarroUo  de  las  iDstLtuotOQes^aridicasdel  país.   • 
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liBti»  flonértte  y  el^  atase  é^  euAmam, 
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liH  ^f^ífte  ¿e¿  JbrOy  d«  la  HabtDa,  que  con  oportunidad  <|oa  oo  «• 
.'nuBoesario^noareoer  se  ha  ocopado  «aeioQteoiMita.do  «fil  dwreebo  iu 
te«iiaeia«ja3  en  la  les^a^ón  de  la  jala  de  jQaba  duraste  .el  alio  ISi^líi», 
pntiliea  ofi^iat^ireeaote  eatadio  acarpa  del  art  6$9  del  Oddigo  penal  Hfí 
«Coba  <63a  del  deja  PenÍBaola),  debido  á  D.  Beríqoe  Roic^  Aboga<)o 
tfiMal  coatí  tato  de  la  Audiencia- de  la  Hmbana.  Con  claridad  r  aoma 
pOMsiu^o  ae.  trata  en  él  de  nn  punto  dodoao  de  derecho,  en  la  fenna  do 
qoeTamoa á  dai; <;oiw>clmienio  á  nneairoa  lectorea.  v 

JLa  ittterpretaoi^o-de  la  ley  Beoal  y  aa  aplicación  préoiica  á  loa  he- 
choa  qoe  djariaaieote  ae  eometen  al  tallo  de  noeatroa  Tfibnnalea,  ort 
gÚia  en  detei;iiünadaa  círconatanciaa  probleiiMia  de  verdadero  iat^réa 
7  euyo  eatadio  reaolta  aiampre  proveiQhoao^  no  aólo  porqne  con  éi  ee 
llega  haata  el  verdadero  eapírita  del  legialador,  conociéndolo  en  todciO 
«na  detallea,  aino  porqae  ae  fucilita  grandemente  la  aplicación  de  loa 
preoeptoa  legelea  en  el  terreno  práctico. 

£1  art  6S8  del  Código  panal  de  Caba,  qfne  trata  del  harto  ciiaiv 
ñcado,  en  el  que  concurre  la  circnnataneia  do  domeatieidad  ó  gniv« 
«boao  de  con  nansa,  ha  aaacitado  en  aa  aplicación  algonaa  dudaa,  que 
«anqae  reaaeltae  por  el  Tribunal  Supremo  en  el  aentido  que  luego  se 
verá,  origina  aún  no  pocas  diaeuaionea  reapecto  el  mayor  ó  mennw 
«Icance  de  au  número  aegando.  Dice  asi  el  expreaado  articulo:  cE  I 
harto  ae  cartigará  con  las  penaa  inmediatamente  anperiorea  en  grado 
ú  laa  reapeoti vamente  aefialadaa  en  loa  artículos  anterioree:  1.%  ailnero 
.de  eoaaa. destinadas,  al  culto,  ó  ae  cometiere  en  acto  religioao  ó  en 
«dMcio  deatinado  á  celebrarlo;  3  o,  «i  loere  deméatieo  ó  interviniere 
en  al  hecho  grave^abuao  de  confiansa;  y  S.o,  «i  «I  culpable  faere  doe 
ó  más  veces  reiaeidente.»  Separemos  desde  luego  los  núms^  !.<>  y  3.<» 
del  citado  artícolc,  y  ftjemoa  nueatra  atención  en  el  núm.  2.e,  cuya 
«encHla  redaeeióa  parece*  iuatificar  «i  algo  laa  dudaa  que  sobre  su 
«pücacióji  engiere  la  práctica. 

£1  horto  doméatlco,  ó  sea  el  realizado  por  un  criado  de  la:  caaa  d  ti  • 

rante  au  permanencia  en  la  miama;  c siendo  indiferente  que  lo  p«^ 

temporal  ó  accidentalmente  para  adquirir. dicho  carácter— aentaairia 

a^de  Diciembre  de  1872 — y  el  harto  en  qnelnterviaier»  por  parte 

ú  autor  y  con  relación  al.  ofendido  grave  aboaodeoonfiapaa,ae«iMi> 


994  UKYWiA  n%  htmsiiJiCify» 

trgsirá,  según  el  texto  legal  citado,  con  nna  pena  superior  en  grada  á  1» 
reBpectívam«Eit»  mfialada  eD.k>i  aiti^mloé  6dft,  686 ;y  M7,  qne  tratan 
de  las  demás  clases  de  hartos.  Sin  ocuparse  de  las  razones  y  motivo» 
<|t>e  «sislieron  al  legislador  para^dicUreste^  precepto,  qoe  lleva  nn  au- 
mento de  pena  considerable  para  aquellos  qtie  cometen  uin  delito  de 
luirlo  dentro  de  cualquiera  de=  los  casos  del  art.  599,  fiíetinea  bien  el? 
ikfean<^  del  húm.  2.^;  respecta  de  has  varias  personas  que  a&ñ  earaete 
res  distintos  eoucurren  á  la  realisación  (^  Un  hurto  doméstico  ó  de 
un  hurto  en -que  intervinl^e  greve  abuso  de  confianza.  Y  yaen  esfie 
terreno,  llevemos  el  problema  4  loé  detalles  de  un  üa*6  práctico,  para 
fijar  mejor  los  puntos  del  mismo.  A.,  criado  de  uea  ciiia,  se  asocia  <k>ni 
dos  individuos,  B.  y  C,  que  tifo  ignoran  la  condioióu  de  domesticó  del 
primero,  y  c(Hivienen  en  sustraer  de  un  escaparate  de  la- casa  en  que 
A.  está  eirviéndo  eierte  cantlded  de  dinero,  cuya  snstracci^ú  la  rea- 
íi^M  A«  sin  íuersa  en  las  cosas  hlvlelencia  en  las  personas,  repartiendo 
luego  el  dinero,  entre  B.,  que  por  loe  actos  que  fea)ia6,  es  coautor  del 
d  ilit6,7  ^*9  que  aparece  coñM>  encabridor  del  mismo. Tenemos,  pues,. 
nn  hurto  doméstico  en  toda  su  puresa,  realisado  por  A.,  criado  de  le 
easa,  en  compañía  de  B.  y  C,  extrafioi  estoe  dos  últimos  á  la  casa 
hurtada,  pero  conocedores  de  que  A.  era  el  criado  de  la  misma,  de 
€iiyo  earáeter  se  valieron  para  realizar  con  mayor  fecUidad  el  delito. 
Ahora  bien:  ¿cómo  debemos  calificar  este  hecho?  ¿Pe  hurto  domes* 
tiro  para  los  tres  procesados,  ó  de  hurto  doméstico  exclusivemente 
p»ra  Ar,  y  de  hurto  simple  en  cuanto  á  los  otroedps,  B.  y  O.?  Ladile- 
t*  neia  vale  la  pena,  y  la  distinción,  si  es  oue  existe,  se  impone,  pnee 
>io  olvidamos  que  el  Código  determina  que  los  reos  de  hurto  domés- 
tico serán  castigados  con  una  pena  superior  en  grado  á  la  señalada 
imra  loe  delitos  de  hurto^  shnple,  con  lo  cual  varía  notablemente  <]a 
«uerte  de  los  procesados  B.  y  O^  que,  sin  ser  doméstico»  de  lacasa^  ni 
hñber  obrado  con  geave  aboso  de  confianza,  van  4  correr  la  misme  y 
dt'sgraciada  suerte  que  A.,  en  quien  coeflurre  la  primeva  de  aquellas- 
circanstanoias^  Los  comentaristas  de  nciestro  Código,  penal,  .bien  esca- 
sos  en  número,  no  tratan,  ál  ocuparse  del  art.- 688,  esta  duda,  que  sien- 
1h  práctica  se  ofrece,  >debió  ocurrir  también  en  la  esfera  de  los  prlnc~ 
píos;  puesto  que,  como  veremos  luego,  la  solución  de  la  miñona,  parte  d 
vrrdadero  concepto  que  integra  el  dtíitode  hurto  eoalificado;  concr 
t4i  que,  antes  que  en  las  resoluciones  de  nuestros  Tribunales,  del 
quedar  fijado  en  los  estudios  fandanientales  del  Código^^Sólo  el  se^ 


V}«f1«  y  Vllaicea,  qaé  reeotdeittoa,  eir  tfn  exceléote  obra  tsbtaa  VMe» 
ef«fifmlt«da  en  Ia  in-áetki,«rpoiié,  alodopane  de e«te «rtíealo,  tuopi- 
tit6ii'iM>bre  el  álenfueé  del  uteieto  i.^em  lostérmfíioeeigfieiléii^esí  <Opi- 
ñámele  Iid8^rb#^ae  ii  el  exiraflo  no  ignora  qae  eoopera  á  lü^jéeoeióit 
de  an  fafttrto'doiñéetteó,  t^f  éonetarfo  qae  so  eoniorte  en  el  delité^e» 
€*rÍ8do  d»  la  taíBa  dónde  itf  perpetra,  sn  reepooeabilldad  no  puede  me- 
t)<Ni  de  ser  la  de  coantor  6  eómpUce  del  ptopio  delito  á  coya  éjeeodto 
eofvecleiQ  tímente  coadyoTa  con  sáa  actoade  eo  partid  pación  y  coopera 
«WSn.»  La  opinión  reip^tttble'del  6r.  YiadaVen  opoaici'óa  á  la  aoitén* 
tadapor  ^rTHtenal'Bnpreíxío  eñ  eenténeiai»  que-  el  8t.  ViaHa  dta  ei> 
la  tnttmar'  página  en  qae  expone  aii  criterio,  ofrece  motiToe  para  pen- 
aar  qoe  el  Moaire  coknentarlBtá  ha  participado  por  esta  ves  dé  nn  error 
que  ésrpiica  él  equivocado  alcance  que  da  al  núm.  2.0  áeí  art.  689.  Y 
é)  etrór  eeoiiate  en  qne  ni  el  conocimiento,  n!  U  conciencia  qoe  pue- 
d«rteiMNr  mi  individúo  de  que  au  coautor  ó  cómplice  de  un  hurlo 'de> 
méetico  ee  criado  de  la  caaa  donde  étte  se  reatlE^V,  coostiittyen  moti- 
t'oa  ni  íondamento  baatantea  para  hacer  llegar  haata  eate  extrafio  1& 
grave  teiponsabilidad  qne  según  nuesto  Código  pesa  sobre  el  aútor^ 
fM^mpHce  ó  encubridor  de  este  hurto  cualificado. 

Iio  esencial,  lo  característico  del  hurto,  dé  qne  habla  el  art.  éSS^ 
ee  precfsatnente  algo  particular,  persona tísigiió,  que  sólo  puede  tenerse 
en  enenta  respecto  de  aquellos  eit  quienes  concurran  una  de  estas  dos 
Giffcnnslancláa:  domesticidad  ó^  grave  abuso  de  confiansa.  Este  es  el 
verdadero  concepto* del  delito  que  nos  ocupa,  sin  que  ^nedagenerallaar- 
se  el  alean cerdel^ttiismo,  pues  tratándose  de  una- condición  particular,, 
ióio  dene  tenersie  en  cuenta  en  aquelloK  en  quienes  conctírran.  Aun 
cuando  se  tenga  conciencia  absoluta  d6  que  uno  de  ios  procesados  obró 
0611  eétos  icaraoteres,  la  ley  pK^  ésfd  sólo  no  puede  condenar  al  coautor,. 
cómpliee  ó  encubridor  en  quienes  no  concurra  esa' cualidad  personal 
con  la  misma  pena  con  qué  castiga  á  aquel  ó  aquello^  que  la  reúnen. 
Y  Ja:  ratón  dé  esto  ei^á  en  qué' lo  que  él  Código  castiga  en  este  hurto 
VOB  t)ena  superior  en  grado  á  la  de  Íes-demás  hurtos,  ei  el  acto  por  el 
euéi,  abosando  el  hombre  gravemente  de  la  cdnfiansa  que  en  él  se  ha 
depositado,  ó  do  una  cualidad  con  la  qué'se  le  ha  distinguido,  reaiisa 
OD  h«(fh6  qne,  si  resulta  punible  )Bn  nn  extra  fio,  h>  es  también  en  ni^a- 
ybr  grado,  ea  aquel  que^dé  tal  manera  tioleiirta  la  relación  personali- 
Hma  eieada  entre  ti  f  in  victima.  Pof  este,  en  opinión  del  8r.  ítoig,  lo 
tne  Tésala  paftieniar,  precio  y  exclusivo  én  algunos-,  no  puede  ni  e»^ 
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.jQtto  «plietrlo  como  regU  gtaeral  á  lodM  1m  que  eooptnuí  6  partid- 
piati  del  delito,  MiTolviéndoIoi  •«(  en  na  mlvmo  eaetigo,  qveei  ee  me- 
recido fmni  Qiioe^  ae  perebe  jaetifieado  para  otroa.  El  Sr.  Viada  ae  fija 
linieamenteen  el  eonocimiMito  qoe  el  ooaiitor  ó  eómplice  tenga  del 
•<wrácter  de  doméitioo  da  aa  coaaorte  en  el  delito,  maa  ea  olea  la  baae 
de  la  diatincién,  y  para  eaatigar  e^ta  delito  y  penar  i  loa  qne  on  él  in-^ 
tervieaen  en  nno  ú  otro  ooncepto,  hay  qoe  fljarae  en  k>  qne  ea  eaen- 
elal  al  miamo,  y  conforme  á  ello  eaatigar  aon  ona  pena-*la  attpetiof 
^a  grado~-4U  qoe  llave  en  al  eata  oondidto  eapecial,  y  aon  otra— la 
-correapondienta  á  loa  hnrtoa  aimplee-^  loa  qne  oonettrran  á  la  obra 
delectnoaa,  aio  oetentar  ni  aprovecharae  de  nn  caiActer  qae  no  lea  per- 
tenece. Volviendo  al  hecho  práctico  antea  ^cpaeato,  pnede  oonolairae 
«qne  para  A.,  criado  de  la  caea  en  qne  cometió  el  delito,  la  califica- 
•cién  qoe  procede  ea.la  de  aator  de  hnrto  doméetioo»  y  para  B.  y-  O., 
4sompafieroa  de  A.,  eólo  puede  acoaánelea  de  coautor  yíeneabrldor, 
reapectivamente,  de  nn  hurto  aimple. 

El  Tribunal  Supremo  ha  aoetenido  eata  míamo  criterio  en  ana  aen- 
tenciae  de  l.o  de  Julio  de  1887  y  12  de  Diciembre  del  propio  aOo,  in 
aertao  en  loe  Cueationarioa  del  Sr.  Viada.  En  la  primera  de  dichaa  aeo- 
tenclac  ce  concignan  lae  cigulentec  rasonea,  que  vienen  á  robnatecer 
ol  anterior  criterio:  «Goneiderando  que  la  circonatanda  qoe  califica  el 
«delito  de  hurto,  cuando  fuere  doméstioo  ó  interviniere  grave  abneo  de 
■confíanaa,  eonaiate  en  la  relación. directa  y  pereonal  del  ofeaaor  con 
al  ofendido,  y  cuando  eeta  circunstancia  no  concurre,  en  algunoa  dt» 
loa  qne  tomaron  parte  en  el  delito  de  hurtos  por  máeque  exiata,  af«an 
otro  ú  otroa  de  loa  reeponaablea  del  mismo,  no  debteatimarae  califi- 
cado el  delito  para  todoa  loa  proceaadoa,  y  ai  aólo-paraaqnelloa  en 
•quienea  concurra  la  relación  directa  y  pereonal  con  el  ofendido,  q/mio 
«Inúm.  2,odelart.  538  del  Código -538  del  de  Cuba^caatlga  con 
.pena  auperior  á  la  señalada  en  el  núm  581...»  En  otra  aentoneia  de  12 
•<le  Diciembre  de  1877)  y  tratándose  de  un  hurto  en  que  conooirió  gra 
ve  abuao  de  eonfíansá  por  parte  de  uno  de  loa  proceaadoa,  ae  hao«ri 
>análogaa  declaraoionee,  ezpreaaado  «que  laa  cirounatanciaa  qne  oonaia 
4en  en  las  relaciones  particularea  del  delincuente  con  el  ofendido  a^o 
4tfectan  á  loa  autores,  cómplicea  ó  encubridores  en  quianea  eonenrran». 
.  El  criterio  aoatenido  por  el  Tribunal  Supremo,  en  opoaición  al  dat 
Jdiniaterio  fiacal,  cuyaa  calificacionea,  anál(^aa  en  loacaaoa  reapeeti- 
Yoa  á  la  opinión  sostenida  por  el  Sr.  Viada,  ha  originado  laa  doa 
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tendM  ciUidMy  termina  diciendo  el  Sr.  Roíg,  noe  parece  jaeto  y  eqoi- 
tativo,  7  fnnditdo  en  el  verdadero  concepto  del  delito  de  harto  caali- 
ficado,  á  qne  ee  refiere  el  art  688  de  naeetro  Código  penal.  Siempre* 
hemos  creído  qne  la  aeveridad  de  las  penaa,  á  loa  efectos  del  fin  qae 
laa  miemaa  ae  proponen»  eataba  en  rasón  directa  de  la  equidad  y  jae- 
ticia  que  M>^  atempie  inforqqarloe*  Y  por  eao,  porque  ere^imoa  eqoi- 
tativo  7  joato  qoe  lo  qae  ea  propio  y  personal  en  nnos»  no  debe  con» 
aiderarse  como  condición  general  á  todos,  hemos  ae^^tado  sin  escrá- 
palos  el  sano  criterio  del  Xribanal  Supremo  y  aplicado  en  caaos  prác- 
tttioa  so  baeaa  y  moralisadora  doctrina. 

EhBIQUX  CoKBALXB    %    SÁMCHXZ. 
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De  la  nalidad  de  las  obligaciones.  (Lfaeas  fandamentales  sobre  la  in- 
validez de  los  actOB  entre  las  partes  y  con  Telación  á  terceros.) 
Archivio  Giuridico,  tomo  66,  números  Z*  y  é."*,  págs.  179  255. 


▲anque  la  nnlidad  de  todo  lo  que  es  oontrario  k  la  ley  seria  el  medio 
snás  seguro  y  senoillo  de  asegurar  su  observancia,  sin  embargo,  no  sienipre 
-es  asi,  ni  es  necesario. 

Respecto  de  las  leyes  permisivas  y  deelarativas,  no  puede  hablarse  de 
aotos  oontraiios  á  ellas,  porque  está  en  su  naturaleza  que  se  puedan  realisar 
«otos  contra  lo  que  disponen. 

Las  leyes  prohibitivas  son  de  orden  público  si  prohiben  el  acto  ó  contra- 
to objetivamente,  sea  considerado  en  sí  ó  con  relación  á  determinados  indi- 
viduos, y  de  mero  interés  privado,  cuando  prohiben  hacer  algo  sin  el  con- 
eentimiento  de  otro. 

Las  leyes  imperativas  y  las  prohibitivas  se  pueden  elasifiear  entre  las  d« 
4»irdeH  pública,  y  los  actos  ó  contratos  contrarios  k  ellas  debérian  consideran» 
«omo  no  existentes,  aunque  el  legislador  no  lo  hubiera  dicho  por  modo  ex- 
preso; pero  no  ocurre  asi;  porque  el  legislador,  qué  debe  esperar  k  proteger 
bien  los  intereses  de  los  particulares,  tiene  que  reconocer  que,  en  algunos 
«asos,  declararla  inexistencia  del  acto  realizado  seria  máe  perjudicial  al 
orden  público  que  la  violación  de  la  ley  cometida. 

La  violación  de  las  leyes  de  orden  público  se  castiga  directamente,  según 
la  importancia  del  acto  realizado,  ó  con  una  multa,  reconociendo  ó  no  tsomm 
válido  el  acto,  ó  con  la  nulidad  relativa,  ó  con  la  nulidad  absoluta,  ó  con  la 
inexistencia  del  acto. 

Las  nulidades  pueden  cometerse:  respecto  al  modo,  por  omitM^n,  dejando 
de  observar  alguna  disposición  de  ley,  ó  por  eominán,  haciendo  algo  contrario 
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4  lo  qna  étt^  diipone;  y  re^«oto  al  tiampo,  «n  el  momento  «n  que  m  ori/^ina 
«n  aoto  é  oooiIratoY  ^  4Mpné«,  al  doMaT^lvone  «mi  ooiuaenenoias. 

Laa  nulidades  qne  se  piMdea  oomelier  en  la  eelebraoión  de  un  aoio  6 
■contrate  te  refieren  4  ene  oondioiones  mfrlaMoav  ó  de  ftmd»t  ó  eaflrfiiMea«  6  de 
Jorma,     . 

Las  primeras  afectan  al  acto  ó  á  la  oápaoidad  db  las  partes,  qne  deb# 
-eer.penonal  y  patrimonial,  lia  oápaoidad  personal  falta  por  la  incapaeidad, 
^lOO^aedA  ser  tutelar  ó  prohibitiva.  La  oápaoidad  patrimonial  falta  caniMlo 
«1  indiTidno  no  puede  disponer  legalmente  de  lo  que  es  objeto  del  oontrato« 
^aonqoe  esté  en  sn  patrimonio,  por  prohibirlo  diq^osioiones  de  orden  páKlioo» 
^>omo.la  doqne  el  obligado  debe  complir  sus  obligaciones  con  todos  sus  bie- 
nes muebles  ó  inmuebles,  presantes  y  futuros,  y  la  que  determina  )a  parte 
de  que  paede  disponer  el  que  d^ja  al.  morir  deseendientes  y  aseendieutes. 
Betas  disposMionae  pueden  ser  riolada*  6  oon  aetos  nmulaéo9  &  con  aotoa  en 
fraude  de  aereedore». 

Las  segundee  afectan  á  la  forma  externa  que  debe  reeibir  el  contrato  y 
«as  requisitos:  m,  es  menester  6  no  dooUmento  escrito,  si  debe  ser  público  é 
payado,- sus  requisitos»  la  oápaoidad  del  Notario  6  funcionario  que  lo  expide 
y,  de  los  testigos. 

..  -.La^  especiee  de  nulidad  son  las  sigui^ites: 
Á)     ÍHezUieneia  jurídica  de  los  actos.  Guando  los  actos  son  realizadoK-  con 
in£raooi6n  de  la  leír*  se  ^¡/áb^n  considerar  como  no  acaecidas*  Pueden  tener 
nna  apariencia  de  mero  hecho  y  ana  nna  apariencia  jurídica:  pavo  no  produ- 
<oen  njflgúa- efecto. 

BJ  jyuHcUui  ab^ítki.  Cuando  «no  ó  varios  da  loa  requisitas  del  eestrato 
-99ték  yieiad».  por  menoBa  que  haca  necosaria  la  posibilidad  de-  deolaraslo  nulo; 
pero  en  tanto  que  no  se  hace  esta  declaración  de  nulidad,  el  acto  j^adnoa 
sas  efecl^^s  propios,  seg&n  su  aaturaleisa,.  como  si.  fuese  .perfectamente  f4lido. 
En  esto  se  distinguen  los  autos  nulos  ó  an«lables  de  Um  inexisteñtee,  loa 
•onalee  no' pueden  producir  nun^a  ningún  efecto.. 

•  CD'  ÁsiM  €mulable$  son  aquoUos  que,  Oiomo.  los  .ab9olutaments  nulos;,  está» 
afectos  de  algún  vicio  por  el  cual  pueden  ser  anulados,  pero  cuya  nnlidalft 
aólo  pu«4on  reoLemar  personas  determinadas  y  no  toda»  las  que  pudieran  te- 
ner interés  en  ello,  por  lo  cual  el  acto,  aunque  anulable,  prbdnaa  sna  efeetea 
•Q^n^  si  fuere  per|eotamente^álido  lespeeto  de  aquellos  k  quienes  no  as  dado 
por  la  ley  prevalerse  de  la  njalidad. 

lia  acción  de  re9e%nón  es  aquella  por  la  cual, el  que  ha  sido  lesionado  «n  un 
^igntrfbto  detersainado,  puede  pedir  su  disolueión«  cen  la  restitución  de  loe 
«osas  «d  priatmum*  La  palabra  reeemém  indifsaik^go.que  existía  regularmente  y 
4ffíB  se  ^fij^rny^i  lo.  cuitl  no  oeiirre  e^  la  nulidad'  Kay  nt^idad  cuando  la  abli» 
Wm(^vt.  cave09.de..algpiiMk.cQ¥hdiei6n.req;qt9i%4%  para  su  .vAlidea;..|iay  .t^assm^ 
«uando,  siendo  la  obligación  válida,  produce,  sin  embargo,  lenón^ 
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Ia  nulidad  j  la  raMÍ«i¿n  daa  Ivgac  4  d«s  aoelonM  ^i^itintai,  aunque  at^ 
'  código  franc^tj  el  italiano  y  otros  natat  k  vaoos  pvoipisaaamanta  la  oxprMtóife 
«.  dceúfa  4e.m«¿úIo<í  y  efe  re«iewf^>«  La-  góneaia- hiat^xiea  nos  laa  pretonta  dis- 
tintas  .y  an  oierto  modo  opiMstas.  En  al  deraobo  romano  la  reseiatón  «ra  itnai- 
insti  tnoión  de  derecho  pretorio,  para  mitigar  el  rigor  del  poro  derecho  mH» 
Sn  al  antiguo  derecho  francés  existía  también  la  distinciói»  entra  aooiéa  d» 
nulidad  y  acción  de  rescisión,  fundada  an  pnncipioa  análogos,  k  loií  dal  daro^ 
eho  romano.  El  código  Hapoleón,  tratando  en  una  sola  sección  de  amliwiw> 
accione»»  ha  heeho  surgir  la  duda  de  si  debe  considerarse  abolida  toda  4i8*> 
ti  nción  entre  ellas,  considerándolas  fundidas  an  una  y  sometidas  4  idéntica*» 
r  eglas.  Lo  propio  ocurre  con  el  código  italiano.  Ferb  la  doctrina  naás  antoift- 
sada  considera  distintas  las  dos  acciones. 

Ambas  pueden  competir  á  la  misma  persona  contra  el  mismo  acto,  y  ét 
«^reicio  de  la  una,  ni  significa  la  renuncia  de  la  otra,  ni  interrumpa  su  prás«> 
«ripoión.  ' 

En  el  Código  eivil  español  la  acción  da  nulidad  y  la  de  rasolsióa  se  dis- 
tinguen acaso  como  en  ningún  otro,  tratándose  de  ellas  en  dos  capítulos  di**- 
tintos,  y  estableciéndose  que,  en  caso  de  coacunrencia  de  ambas,  debe  ejeret~ 
tarso  antes  la  de  nulidad,  porque  la  de  rescisión  es  subsidiaria,  y  no  pued» 
ejercitarse  sino  cuando  se  carece  da  todo  otro  remedio-  para  la  reparación 
del  dafio. 

Sirven  también  para  pri-var  de  efieacia  á  los  actos  &  contratos  en  las  ra-< 
laciones  de  las  partes  entre  si  ó  oon  respecto  de  tereeros:> 

La  acción  de  $imulación,  por  la  cual  se  demuestra  que  las  partee,  bi^  1».* 
apariSHciá  de  un  contrato  determinado,  quisieron  celebrar  otro  distinto  (simu- 
laoión  relatiTa),  ó  no  quisieron  celebrar  lealmente  ninguno  ^miüaeión  aW 
aoUita).  - 

La  mteióH  ptndianv,  por  la  cual  los  aersedoros  piden  la  nulidad  de  los  aé> 
toa  lealiaados  por  wú  deudor  en  íkaude  de-  sus  derechos. 

La  accián  de  redvceiá»,  por  la  cual  algunas  ^naciones  ó  disposiciones  tea*' 
tamentarias  se  reducen  porque  recaen  sobre  bienes  deque  no  podia  disponer 
el>  deudor. 

Ba  todos  estos  caaos  no  se  puede  hablar  de  una  Tordadera  y  propia  ao^ 
ciói»  da  nulidad* 

Todas  estas  acciones,  que  se  originan  por  |^  lesión  snIHda  en  el  patii- 
monio  de  terceros  por  actos  dé  uno  de  los  contrayentes,  se  ftmdaa  sobre  I»! 
incapacidad  patrimonial  de  éste. 

Las  aeciones  de  nulidad  se  ñindan  sobre  un  interés  público  ó  privado' 
preetm99,  que  no  es  menester  probaT  cuando  se  pide  la  anulación  del  aoto. 

Las  acciones  nacidas  de  la  Utién  se  originan  por  un  peijui<rfo  realmenta^ 
BU  firido  por  una  de  las  partes  ó  por  terceros,  y  do  se  OosoibeiK'sifi  la  persoB»^ 
paijndicada. 
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Con  las  Tardadoras  aooiones  de  nalidad  se  impagnan  actos  que  no  han 
nacido  ó  xko  han  nacido  perfectos.  Oon  la  acción  pauliana  ó  la  de  rescisión, 
nn  contrato,  en  si  perfecto,  viene  4  disolverse  en  todo  ó  en  parte  por  oonsi  - 
•deraciomes  eztra&as  k  sus  eleaauentos  propios  y  necesarios. 

La  simulación  por  si  misma  no  es  un  vicio  del  contrato.  Caando  existe 
nn  eontrato,  y  es  lícito  y  no  daña  á  los  intereses  de  los  dem&s,  no  importa 
^ue  se  haya  simulado  bajo  la  apariencia  de  otro,  y  se  podría  rechace:  la  ac- 
ción tendente  á  desenmascararlo  porque  /nutra  probatur  quod  probntum  non 
relevat. 

Caando  el  af^to  simulado  se  ha  realizado  para  encubrir  una  convención 
-contraría  k  una  ley  prohibitiva,  para  eludir  una  incapacidad,  para  defraudar 
los  intereses  de  terceros,  entonces  la  acción  de  simulación  es  admisible.  Esa 
«eoión,  por  tanto,  más  bien  que  uaa  acción  directa,  es  un  medio  de  prueba 
para  poder  ^ercitar  otra  acción,  sea  de  nulid^  ó  de  rescisión. 

Entre  la  inexistencia  jurídica,  la  nulidad  absoluta  y  la  relativa,  se  pue 
den  se&alar  las  siguientes  relaciones  y  diferencias:  Se  llama  inexistente  el 
sxxto  al  que  falta  cualquiera  condición  esencial  para  su  existencia  de  hecho, 
insubsanable  por  confirniaoión  ó  prescripción,  que  no  tiene  necesidad  de  ser 
pronunciada  por  el  Juez,  porque  existe  independientemente  de  toda  sentencia 
y  el  Magistrado  debe  declararla  «x  c/Jicio.  La  acción  de  nulidad  por  error, 
violencia  ó  dolo,  y  la  incapacidad  civil  de  contratar,  hacen  imperfecto  el  con- 
sentimiento y  dai^  lagar  k  simple  anulabilidad  que  pueden  proponer  los  in- 
capaces y  que  se  distinguen  claramente  de  la  nulidad  pronunciada  directa- 
mente po^  la  ley. 

No  deben  confondirse  los  casos  en  que  la  ley  da  á  ciertas  personcbs  el  de 
xecho  de  pedir  la  nulidad  de  un  acto  y  aqaeUos  otros  en  que  la  ley  directa- 
mente declara  nulos  ciertos  actos.  En  ambos  casos,  la  ley  pronuncia  la  nuli- 
dad y  el  Juea  hace  sólo  su  declaración;  pero,  en  los  primeros,  esta  declaración 
debe  ser  pedida  por  las  partes,-  y  entonces  el  acto  se  dice  arntlahle^  mientmK 
^ue  en  los  otros,  la  ley  misma  es  quien   declara  directamente  la  nulidad,  y 
«ntonces  el  acto. se  llama.  ntUofy  si  esta  nulidad  puede  ser  invocada  por  cual 
quier  interesado^  existe  la  nvUdad  a6«o/wto,  y  si  sólo  se  permite  baeerJlo.  &  al 
.  ^unas  personas,  euste  la  nulidad  relativa. 

También  es  menester  no  co^ifundir  la  inexistencia  jurídica  y  la  nulidail 

Absoluta. de  I09  actos.  No  es  exacto  decir  que  donde  hay  nulidad  ab»ol»ta  hay 

inexistencia  jurídica,  porque  se  incurre  en  la  contradicción  de  considerar  ne- 

<cesaria  la  acción  para  hacer  declarar  nula  una  obligación  (como  ocurre  con 

la  nulidad  absoluta)»  cuando  si  hubiera  verdaderamente  inexistencia  jurídica 

no  sería  menester  acción  alguna  para  hacer  declarar  que  un  aoto  no  existe. 

SU  acto  inexistente  juridieamente  eatk  destituido  de  todo  efecto  legal  desde  su 

i^ríción*  y  todos  pueden  obrar  y  contratar  como  si  no  existiera,  mientras 

lue  el  acto  ntdo  absolutamente  existe  en  tanto  que  no  es  declarado  tal,  y  nadie 

TOMO  89  20 
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paede  obrar  como  si  no  existiera  antes  de  hacerlo  analar;  por  el  contrario, 
las  partes  pueden  cumplirlo  como  si  fuera  completamente  válido.  Las  obli- 
{paciones  inexistentes  no  pueden  confirmarse,  pero  si  se  confirman  las  afectos 
de  nulidad  absoluta  ó  relativa,  de  orden  público  ó  de  interés  privado. 

Los  motivos  por  los  cuales  el  legislador  pronuncia  la  nulidad  de  loa  ac- 
tos ó  contratos,  son  de  orden  público  ó  de  interés  privado. 

Por  motivos  de  orden  público,  son  ineficaces  los  actos  contrarios  &  las 
leyes  llamadas  de  derecho  público,  que  no  pueden  derogarse  por  las  partos. 
Pertenecen  á  esta  categoría  las  leyes  constitucionales  y  de  organización  po- 
lítica, las  administrativas,  las  de  derecho  y  procedimiento  penal,  las  de  se- 
guridad pública;  pero  hay  muchas  disposiciones  pertenecientes  al  dereolio 
iprivado,  como  las  referentes  al  estado,  la  capacidad  y  la  ciudadanía  de  las 
personas,  el  orden  de  las  sucesiones  y  otras,  que,  aunque  no  se  puedan  ohisi' 
ficar  entre  las  leyes  de'  derogó  público  verdaderas  y  propias,  tocan  al  interés 
general,  y  tampoco  pueden  ser  derogadas  por  las  partes. 

Es  difícil  determinar  cuáles  leyes  son  de  orden  público,  y  por  tanto,  no 
derogables  por  los  particulares,  pero  se  puede  tomar  como  criterio  para  ello, 
el  ver,  si,  derogadas  por  los  particulares,  lesionarían  el  intenés  social.  Guando 
ocurra  esto,  la  disposición  es  de  orden  público.  Bn  la  duda  se  debe  estar  por 
la  negativa,  considerando  la  ley  derogable. 

Bl  interés  privado  es  también  causa  de  nulidad  de  los  actos  que  le  son 
contrarios.  Por  regla  general,  el  legislador  ha  creído  oportuno  dejar  k  los 
ciudadanos  plena  libertad  en  la  gestión  de  sus  negocios  y  en  la  tutela  de  sus 
intereses.  Con -tal  fin,  se  ha  limitado  á  disponer  los  medios  para  realisarlos 
eficazmente,  pero  sin  imponer  la  aplicación  efectiva  del  remedio  legal,  par- 
tiendo del  principio  que  se  debe  proteger  al  particular  por  manera  que  paeda 
hacer  declarar  la  nulidad  de  los  actos  que  lesionan  su  interés  al  mismo  tiem- 
po que  violan  las  disposiciones  de  la  ley  destinada  á  ampararlo,  sin  lo  cual 
no  seria  posible  una  declaración  de  ntiHdad. 

De  los  elementos  intrínsecos  de  los  contratos,  unos  admiten  la  posibilidad 
de  graduaciones,  como  la  capacidad,  que  puede  ser  plena  ó  semiplena^  y  el 
consentimiento,  que  puede  ser  enteramente  válido  ó  viciado;  y  otros  no  Admi- 
ten graduación,  como  el  objeto,  que  es  determinado  ó  falta  en  absoluto,  y»  al 
causa,  que  es  lícita  ó  no  lo  es.  Respecto  de  estos  dos  últimos  téqñisitos,  el  con 
trato,  ó  es  completamente  válido,  ó  jurídicamente  inexistente;  y  la  inexís. 
tencia  jurídica  proviene,  ó  de  que  falten  de  hedho,  ó  de  que,  existiendo  de  be 
cho,  sean  reprobados  por  la  ley,  y  por  tanto,  como  si  para  ella  no  existierar 

Una  de  las  condiciones  necesarias  para  la  exlstenbia  de  un  contrato 
acto,  es  que  el  legislador  lo  reconozca  ó  permita;  pero,  como  regla  general,  < 
legislador  reconoce  ó  permite  todas  las  relaciones  de  derecho  oreadas  por  l< 
pflrticulares,  siempre  que  no  estén  prohibidas  por  una  disposición  espeoial 
no  se  deduzca  su  prohibición  de  los  principios  generales  de  derecho.  A  tec 
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no  e«  el  aofco  6  contrato  lo  prohihido,  sino  las  oondioiones  á  qae  puede  «orne- 
tene>  y  éstas  se  reputan  inexistentes,  ora  produciendo  la  nulidad  de  la  con- 
vención, y  entonces  so  dioe  que  vUianíur  et  vittani,  como  en  los  contratos  y  las 
donaciones,  ora  dejando  subsistente  la  disposición,  y  entonces  se  dice  que 
vMaiUur  et  non  iñtiant,  como  en  los  actos  de  última  Voluntad. 

La  eapaeid^d  se  distingue  en  nntural  y  legal,  y  por  tanto,  la  ineapaeidad 
ofireoe  también  esa  distinción.  La  ineapacidad  natural  existe  cuando  el  indivi- 
duo carece  de  la  facultad  de  concebir  la  relación  de  derecho  y  de  quererla 
raalicar,  y  entonces  la  convención  ó  el  acto  se  reputan  como  inexistentes.  La 
ineapqeidad  legal  es  tutelar  y  prohibitiva,  refiriéndose  la  primera  á  las  perso- 
nas que,  por  debilidad  de  consejo,  necesitan  de  la  asistencia  de  otros,  y  la  se- 
gunda k  las  que  tienen  prohibición  de  celebrar  todos  ó  algunos  actos  Juridi- 
cos.  Los  contratos  estipulados  por  los  incapaces  legalmente  no  son  inezis- 
tentes,  sino  sólo  nulos,  ora  con  nulidal  de  orden  público  (los  que  sufran  in- 
terdicción por  causa  de  pena),  ora  con  nulidad  de  interés  privado  Tinhabilita- 
do«,  mujeres  casadas). 

£1  errorf  la  violemtia  y  el  doh,  que  pueden  viciar  el  consentimiento  en 
cualquier  contarato  ó  acto  unilateral,  no  producen  la  inexistencia  de  éste,  por 
regla  general,  porque  no  excluyen  absolutamente  el  consentimientn;  pero 
pueden  darse  casos  especiales  en  que  adquieren  tal  intensidad  que  excluye 
todo  consentimiento,  y  entonces,  m&s  bien  que  producir  la  anulabilidad,  son 
causa  da  inexist^icia  del  contrato* 

El  errar,  que  puede  ser  de  hfecho  ó  de  derecho,  preserva  á  veces  de  la  nuli 
dad  actos  que  verdaderamente  en  si  serian  nulos;  pero  para  ello  es  menes  - 
ter  que  reúna  los  tres  requisitos  de  exewiable,  común  é  invencible.  £1  error  de 
deraoho  produce  la  nulidad  del  contrato   sólo  cuando  es  su  causa  única  ó 
principal,  y  puede  invocarse  para  librarse  de  los  efectos  de  una  convención 
que  ha  nadldo  k  consecuencia  suya,  pero  no  para  eximirse  de  la  aplicación 
directa  de  la  ley.  Se  exceptúan  las  confesiones  judiciales  ó  extrajudlciales,  y 
las  tcansaooionss,  en  las  cuales  no  puede  invocarse  el  error  de  derecho  para 
eximirse  del. cumplimiento  de  una  convención.  El  error  de  hecho  produce  la 
nulidad  del  contrato  sólo  cuando  recae  sobre  la  sustancia  de  la  cosa  que 
eonatituye  su  objeto,  bÍMi  según  resulta  del  eontrato  miamo,  ó  de  la  propia 
natural^sa  de  la  cosa.  El  error  en  la  persona  no  produce,  por  regla  general, 
1»  nulidad  en  los  contratos  onerosos,  y  especialmente  en  los  comprendidos  en 
la  fórmula /«cío  iif  desudo  ut  de»,  porque  en  ellos  la  consideración  de  la  perso- 
a  no  es  esencial.  Bn  los  oontratos  faeio  %t  factoé  y  do  ut  /acias,  en  las  dona- 
Iones  y  actos  de  liberalidad,  se  encuentra  más  f&oilmente  que  la  considera- 
ióa  de  la  persona  ha  sido  la  causa  principal  da  la  convención.  Pero  ni  en 
•üoa  ni  en  otros  existe  presunción  y  puede  demostrarse  lo  contrario.  Sólo  se 
«eptúa  el  matrimonio«  en  que  basta  probar  el  error  en  la  persona  para  que 
eontrato  se  anule. 
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La  violencia  hAO«,  por  regala  general,  analable  la  oonvención  ó  acto  «n  qne 
interviene;  pero  pnede  llegar,  en  casos  excepcionales,  &   producir  la  in«zi^ 
tencia  jnridica,del  hecho,  caando  es  de  tal  naturaleza  qne  exelaye  en  almo- 
lato  la  idea  de  consentimiento  en  la  manifestación  de  voluntad,  enando  no 
deja  ni  aun  la  posibilidad  de  elección  eAtre  el  miJ  amenazado  y  el  vincxilo 
consensaal  qne  se  contrae.  La  violencia,  qne  debe  consistir  en  nn  heeko  ilietio, 
puede  aev  fisica  ó  moral  y  ejercida  por  hx  per»onn  en  cuyo  fttvor  «e  haee  ia  ttm- 
vención  ó  por  otra  diHiatOt  contra  la  persona  que  consiente  ó  contra  otra  lidiada. 
con  ella  por  relaciones  de  parentesco  ó  amistad.  Bl  mal  qne  engendra  Itf  vio 
lencia  pnede  ser  actual  &  futuro,  determinado  ó  indeterminadot  y  pnede  amenasar 
á  la  per»ona  ó  á  los  bienes.  Para  constitntr  la  violencia,  es  inenester  nna  »oti 
ridad  de  cnalqoier  modo  desplegada  por  el  pretendido  violentador,  sin  q«e 
baste  la  condición  ó  la  posición  respectiva  de  los  contrayentes,  de  los  ena1«a 
el  nno  esté  moral  ó  jnridicamente  sometido  al  otro. 

Bl  dolo  se  ha  sostenido  por  algunos  que  produce  la  inexistencia  del  aoto 
ó  contrato  cuando  alcanza  la  intensidad  necesaria  para  que  pueda  afirmarse 
que  sin  ól  la  otra  parte  no  habría  contratado,  y  cuando  no  llega  k  tanto  no 
produce  efecto  alguno  que  merezca  llamar  la  atención  del  legislador;  pero 
«sta  doctrina  es  contraria  á  la  ley,  porque  el  dolo  se  considera  como  dlsmi- 
nuyente  y  no  como  excluyente  de  la  libertad  del  consentimiento.  Bl  dolo  aé 
mira  aqui  respecto  de  la  persona  que  lo  emplea,  y  la  nulidad  que  produce  es 
una  pena  contra  su  autor,  por  lo  cual  es  menester,  para  que  produzca  ese  re- 
flultado,  que  se  realice  por  la  parte  contratante  por  si  ó  por  medio  de  otroA, 
con  su  conocimiento.  El  dolo  no  se  presuine  y  debe  probarse .  Prevalece  la 
epinión  de  que  el  dolo  de  ambos  contratantes  no  se  compensa,  y  debe  pro- 
ducir la  nulidad  del  acto;  pero  el  Código  español  ha  aceptado  la  doctrina 
contraria,  no  concediendo  acción  de  nulidad  por  dolo  cuando  lo  han  emplea* 
do  ambos  contratantes. 

Por  lo  que  respecta  á  los  requisitos  extrínsecos,  la  convención  es  verbal 
•ó  por  escrito.  Bl  escrito  puede  ser  público  ó  privado  y  exigirse  para  simple 
prueba  ó  para  la  existencia  del  aoto  ó  contrato. 

Cuando  no  se  exige  el  escrito  para  la  exi9^ncia  de  la  doií^eñción,  no  pue- 
de haber  nulidad  absoluta  por  éfste  motivo,  aunque  en  algunos  casos  pnedH 
faltar  la  prueba  de  la  convención  si  falta  un  escrito.'  Cuando  se  exige  el  es- 
crito como  de  esencia  en  el  acto,  si  falta,  se  tiene  el  acto  éomo  insistente 
jurídicamente.  Si  las  partes  han  preferido  consa^arjpor  escrito  el  contrato, 
euando  la  ley  no  lo  exigía  ad  it^ntantiatn,  la  nulidad  del'  documente  nd  pro 
duce  la  del  contrato  en  ól  oOatenldo,  que  puede  probarse  de  otra  manera.  S 
la  ley  se  contenta  con  un  documeoto  privado  y  las  parte»  se  han  vaüde  <i 
uno  pdblico,  el  cual  por  caalqulerá  cau^a  debe  declararse  ñuto,  es  menesl>c 
ver  si  paalé  súbiistir  C9ni'>  dooaménto  prívalo,  porque  en  0stB  caso  lá  v^"! 
^ez  del  contrato  que  contiene  queda  á  salve. 
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Cvando  el  «torito  le  exige  ad  «ubatanUanit  de  sv  valideB  depende  la  ezie» 
tenei*  de  la  conveneióii,  y  la  nulidad  de  ésta,  dependiente  de  vicios  del  et- 
oxito,  sólo  puede  ser  absoluta  y  produce  $n  inexistencia.  La  falta  de  requisi- 
tos seonndarios  no  influye  sobre  la  validez  de  la  oonvenoión.  Por  oonsigaienle, 
la  deolaraoión  de  nnlidad  del  documento  público  exigido  ad  $ub9iantiam,  lleva 
contigo  la  del  acto  ó  contrato  en  él  contenido,  con  excepción  del  matrimoDio, 
que  no  se  annla  por  la  deolaraeión  de  nnlidad  del  acta  redactada  por  el  en- 
cargado del  Registro  civil. 

La  existencia  aparente  de  nn  acto  en  si  nnlo,  pnede  prodadr  sus  efectos 
poV'Xaedlo  de  la  confirmación,  ratificación  ó  ejecución  voluntaria,  que  impi* 
den  después  alegar  su  nnlidad.  Ko  pueden,  por  tanto,  equipararse  el  acto 
nnlo  que  ha  tenido  esa  existencia  aparente,  con  el  que  nunca  ha  tenido  ni 
ana  dicha  apariencia. 

Los  elementos  del  acto  escrito  son  extrínsecos  ó  intrínsecos,  según  que 
se.  muestren  ó  no  á  una  simple  inspección  exterior  y  material  del  titulo, 
como,  por  ejemplo,  la  falta  de  firma  ó  la  capacidad  y  competencia  del  fan- 
cioaario  que  lo  aatoriaa. 

En  los  documentos  privados,  la  ley  no  ha  establecido  formas  especiales 
para  su  valides,  salvo  para  1^  pólixas  ó  promesas  en  que  una  sola  de  las 
partes  se  obliga  hacia  otra  á  pagarle  una  suma  de  dinero  ó  á  darle  oirá 
cosa  valuada  en  cantidad,  en  las  cuales  es  necesario  que  el  obligado  aftada 
4  la  firma,  eon  su  propia  mano,  una  aprobación  que  indique  en  letra  la  suma 
6  cantídad  debida  cuando  no  escribe  el  documento  por  entero.  Si  falta  este 
requisito  el  acto  pierde  su  valor,  auj^ue  conserve  el  de  un  principio  de 
Iffueb»  por  eserito. 

Bespeeto  de  los  documentos  públioos  son  vicios  de  nulidad  la  incompe- 
tencia ó  inespaeidad  del  fancionario  que  los  autorísa,  ó  los  defectos  de  for- 
ma que  resultan  de  la  inobservancia  de  los  requisitos  señalados  por  el  Có* 
digo  oivil  ó  la  Ley  notarial. 

La  ley  presume  que  el  documento  es  la  representación  fiel  de  lo  que  ha 
pasado,  y  por  eso  le  concede  faersa  probatoria;  pero  puede  suceder  que  no 
sea  verdad  lo  que  el  documento  refiere,  que  no  corresponda  k  la  realidad, 
fue  sea  fislso,  y  como  puede  haber  interés  en  demostrar  esto,  la  ley  lo  auto^ 
risa,  tanto  respecto  de  los  documentos  privados  cnanto  de  los  públicos,  aun- 
que con  diversos  medios  y  garantías. 

Pam  los  documentos  privados  basta  el  desconocimiento  ó  la  negativa  de 
*i  firma  para,  poner  en  duda  ó  negar  su  correspondencia  con  la  realidad, 
•eqpeeto  del  documento  privado  reconocido  y  del  doonmento  público,  se 
lige  la  querella  de  falsedad  cuando  se  trata  del  contrato  ó  de  los  hechos 
robados  en  presencia  del  fonoionario  que  lo  ha  redactado;  todo  lo  demás, 
,ue  no  está  provisto  por  la  ley  con  la  presunción  de  veracidad,  puede  demos- 

rse  con  la  simple  prueba  contraria. 
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La  querella  de  falsedad  puede  ser  eivil  ó  penal  según  que  haya  mediado 
ó  ño  dolo  y  se  trate  solamente  de  obtener  la  declaración  de  inexistencia  del 
aoto  ó  se  bosque  k  los  culpables  y  se  persiga  su  castigo;  pero  si  en  un  pro- 
cedimiento oítU  de  falsedad  se  descubren  indicios  sufimentes  de  dolo,  se  sus- 
pende y  se  instruyela  causa  correspondiente.  A  falta  de  esos  indicloe,  e^ 
jues  civil  puede  declarar  la  falsedad  del  documento.  Los  juicios  de  falsedad 
civil  y  penal  son  independientes  entre  si,  por  lo  cual,  la  absolución  del  im- 
putado de  falsedad  en  la  via  penal  no  lleva  consigo  la  declaración  de  la  ve- 
racidad del  documento,  cuando  en  el  juicio  correspondiente  no  haya  sido 
examinada  expresamente  también  la  cuestión  de  la  validez  del  titulo.  Pam 
que  pueda  ejercitarse  la  querella  de  falsedad,  atm  en  la  via  eivil,  contra  un 
documento  público,  es  neoesario  que  exista  un  documento  regular,  al  menos 
aparentemente,  porque  si  debe  anularse  por  cu«ilquier  vicio  de  forma,  no  es 
menester  recurrir  k  la  querella  de  falsedad. 

Adem&s  de  las  causas  de  inexistencia  ó  de  nulidad  de  las  convenoibnes 
examinadas,  existen  otras  que  pueden  privarlas  de  efecto  y  que  se  Micnen- 
tran,  ó  en  la  naturaleza  y  las  condiciones  de  la  convención  misma  (rescisión), 
ó  fuera  de  ella  (reducción,   fraude,   simttlaGión).  Las  primeras  deben  existir 
en  él  momento  de  la  estipulación;  las  segundas  pued«i  sobrevenir  posterior 
mente.  Fundamento  común  de  todas  ellas  es  la  Ze»tdn,  sufrida,  ó  por  uno  de 
los  contratantes  '^rescisión),  ó  por  terceroiEf  (fraude,  simulación  y  reducción)* 
La  lesión,  falta  de  equivalencia    entre  lo  que  se  da  y  lo  que  se  recibe,  es 
muy  difícil  de  demostrar  en  la  práctica  por  el  valor  relativo  de  los  casos  y 
de  los  servicios,  y  de  aqui  que  el  legislador  ño  admita  la  acción  de  rescisión 
por  causa  de  ella  ni  aun  cuando  se  trate  de  menores,  sino  en  los  casos  y  con' 
las  condiciones  que  expresa.  Por  ser  máks  fácü  establecer  la  equivalenein  ea 
tre  lo  que  se  debia  conseguir  y  lo  que  se  ha  conseguido,  se  admite  la  resci- 
sión por  lesión  en  la  compraventa  y  en  la  división  de  la  cosa  común,  bas 
tando  justificar  en  ésta  la  lesión  en  más  de  la  cuarta  parte,  mientras  que  en 
aquélla  debe  exceder  de  la  mitad  del  justo  precio. 

La  acción  de  rescisión  se  admite  contra  cualquier  ocio  que  tenga  por  fin 
poner  término  á  la  comunión,  califiqúese  con  el  titulo  de  venta,  pemutn, 
transacción  ó  de  cualquiera  manera;  pero  entre  esos  actos  no  se  comprenden 
las  sentencias  ejecutoriadas  que  distribuyen  una  cosa  entre  varios.  No  es 
admisible  la  acción  de  rescisión  contra  la  venta  del  derecho  hercfditario  he 
cha  por  uno  de  los  coherederos  á  otro  ó  á  un  extraigo,  á  su  riesgo  y  ventara, 
siempre  que  se  haga  sin  fraude. 

En  la  compraventa  se  admite  la  acción  de  rescisión  cuando  se  trati^  de 
inmuebles,  el  contrato  no  tiene  carácter  especulativo  ó  aleatorio,  y  es  volnn 
tario.  El  comprador  puede  hacer  cesar  la  acción  dando  el  suplemento  ó* 
precio.  Ko  puede  renunciarse  la  acción  de  rescisión  en  el  mismo  contrato  át 
venta  en  que  ha  tenido  lugar,  bajo  ninguna  forma,  sea  la  de  renunciad  1 
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d&  douaclóu  ^a  sobreprecio.  Prescribe  á  los  dos  años  del  día  de  la  Tenta,  y 
prodace  el  efecto  de  hacer  volver  la  cosa  al  pa.trinionio  del  vendedor.  No 
se. concede  al  comprador. 

El  legislador,  para  proteger  á  los  acreedores,  además  de  exigir  que  ciertos 
actos  ó  contratos  se  inscriban  si  han  de  peijudioar  á  terceros,  conoede  k 
éstos. el  derecho  de  hacer  ineficaces  los  qae  se  han  realizado  en  fraude  snyo. 
Los  actos  firandulentos  se  diferencian  de  los  simulados,  en  que  en  ellos  las 
partes  han, estipulado  realmente  lo  que  resulta  del  acto,  en  tanto  que  en  los 
simulados  no  han  pactado  nada  en  realidad.  Hay  fraude  cuando  el  deudor 
dispiHíe  de  sus  bienes  con  la  intencióa  de  ponerse  en  estado  de  no  poder  sa* 
tijRfacer  sus  átuáASy  perjudicando  asi  á  sus  acreedores.  Los  requisitos  del  frau- 
de son»,  pues,  consiHum  /raudis  tt  eventtu  damni. 

El  fraude  no  se  presume,  por  regla  general;  pero,  como  excepción^  se. 
presume  en  algunos  casos,  aun  con  presunción  Juri»  et  de  jure,  especialmente 
en  materia  comercial  respecto  de  algunos  actos  del  quebrado.  Guando  la  ley 
presume  el  fraude,  no  es  menester  probarlo,  asi  como  tampoco  el  dafto,  que 
también  se  presume.   En  los  demjks  casos  es  necesario  probar  el  da&o  y  e^ 
dolo-  En  cuanto  al  daño,  hay  que  demostrar  que  los  dem&s  bienes  del  deudor 
no  bastan  para  cubrir  el  crédito  y  que  podría  hacerse  efectivo  sobre  los 
bienes  distraídos  por  el  acto  fraudulento.  En  cuanto  al  dolo,  si  el  acto  es  á 
titulo  oneroso,  debe  haber  fraude  por  parte  de  ambos  contratantes,  y  si  es  & 
titulo  gratuito,  basta  el  fraude  por  parte  del  deudor..  El  dolo  del  otro  con 
tratante  consista  sólo  en  el  conocimiento  de  l$ts  intenciones  del  deudor  de 
defraudar  k  sus  acreedores.  Son  admisibles  todas  las  clases  de  pruebas.  La 
nulidad  se  limita,  k  la  porción  que  basta  para  garantir  los  derechos  del  aeree 
dor.  ^ólo  los  acreedores  anteriores  al  acto  fraudulento  pueden  ejercitar  esta 
acción;  pero  no  los  posteriores,  porque,  cuando  su  derecho  nació,  la  condi- 
ción del  deudor  ya  les  era  conocida. 

La  simulación,  que  da  apariencia  de  existir  á  lo  que  no  tiene  existencia 
en  realidad,  es  un  medio  de  defraudar  que  puede  dirigirse  contra  una  dispo- 
sición de  la  ley  ó  contra  terceros.  La  simulación  se  diferencia  de  la  falsedad 
en  que  el  documento  falso  no  sólo  contiene  afirmaciones  contrarias  á  la  ver- 
dad, sino  que  esta. alteración  d^  la  verdad  no  fué  querida  por  las  partes  que 
figuran  como  contratantes,  ó  por  lo  menos»  por  una  de  ellas.  La  simulación 
es.  Absoluta,  cuando  las  partes  no  han  celebrado  en  realidad  ningúii  oontrato, 
y  relativa,  puando  han  celebrado  un  contrato  distinto  del  que  aparepe.  De 
la  primera  se  decía  colorem  habet  »td>8tarUiam  vero  nutlanif  y  de  la  segunda:  coló- 
m  JiQbet  tubatantiam  vero  alterq.m*  .         . 

Como  en  algunos  casos  la  simnlación  no  prodi;ice  daño,  no  se  declaran 
tilqa  por  si  núsmos  los  actos  simuladoj^  sino  quei  se  exige  que  oontenjpan 
:^i^de  para  que  pueda  precederse  á  su  anulación,  ó  mejoi,  á  denenmaacararUMy 
orqij^e  si,  quitada  la  apariencia  falaz  que  recibieron,  queda  una  convenoión 
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que  hubiera  podido  existir  en  su  forma  verdadera,  se  conserva  como  yállda  y 
Habsistente,  &  no  ser  que  la  nnlidad  sea  pena  impuesta  á  la  simulación. 

Pueden  tener  interés  en  deseumatearar  nn  acto  simnlado  tanto  las  partea 
contratantes  cnanto  los  terceros  á  quienes  perjudica;  pero  los  contratantes 
no  pueden  ejercitar  la  acción  correspondiente,  cuando  se  trata  de  una  lejr 
que  sólo  afecta  al  interés  privado,  sin  una  prueba  escrita  preconstHuida  6, 
por  lo  menos,  un  principio  de  prueba  por  escrito,  mientras  que  cuando  sd^ 
trata  de  una  ley  de  orden  público^  les  basta  cualquiera  clase  de  prueba.  Bes 
peeto  á  los  herederos,  se  suele  distinguir  según  que  obren  en  calidad  de  He- 
rederos, como  continuadores  del  rf«cii/u«,  ó  asuman  la  calidad  de  terceros 
frente  á  éste  para  impugnar  actos  suyos  que  lesionan  sus  derechos,  afirmán- 
dose que  en  este  caso  pueden  valerse  de  las  misúias  pruebas  que  los' demás 
terceros,  que  Son  todas  las  que  reconoce  el  derecho,  y  especialmente  la  de- 
testigos, aunque  se  trate  de  actos  autorizados  por  los  Tribunales.  Puedes 
ejercitar  la  acción  de  simulación  aun  los  acreedores  posteriores  al  nacimien- 
to del  acto  simnlado,  porque  los  bienes  no  han  salido  en  realidad  del  patri- 
mMmio  del  deudor.  ^ 

En  caso  de  simulación  absoluta,  los  interesados  pueden  obrar  como  si  et 
acto  no  existiera,  porque  de  hecho  no  existe  y  el  magistrado  no  hace  más- 
que  reconocerlo  asi;  pero  en  caso  de  simulación  relativa,  como  existe  efecti- 
vamente un  contrato,  aunque  nulo,  es  menester,  antes  de  obrar  directamente^ 
sobre  los  bienes,  hacerlo  declarar  tal  por  el  magistrado.  No  corre  ninguna^ 
prescripción,  porque  lo  que  no  existe  no  puede  crear  derechos  y  ni  las  partes 
mismas  pueden  confirmar  el  acto  simulado,  haciendo  que  produzca  en  reali- 
dad los  efectos  que  estaba  destinados  á  producir  aparentemente. 

La  acción  de  reducción  se  dirige  contra  actos  perfectos,  que  no  contienen 
en  si  la  causa  de  la  nulidad,  sino  que  dei^ende  de  circunstancias  extrañas  á. 
ellos.  Se  concede  á  los  legitimarios  contra  los  actos  á  titulo  gratuito  realiza- 
dos por  su  causante  en  daño  de  su  legitima,  y  para  ejercitarla  se  requierer 
1.*,  derecho  á  la  legitima:  2  **,  que  se  demuestre  que  ha  sido  lesionado,  acep- 
tando la  herencia  á  beneficio  de  inventario;  y  3.**,  que  no  se  haya  renunciada 
expresa  ó  tácitamente  á  la  acción.  Los  herederos,  al  ejercitar  esta  acción^ 
aparécen^como  terceros,  porque  impugnan  actos  realizados  por  el  de  cujua  en 
perjuicio  de  un  derecho  que  la  ley  les  reconoce. 

La  reducción  se  ejerce  por  via  de  excepción,  no  cumpliendo  las  disposi- 
ciones testamentarias  y  oponiendo  el  derecho  á  qaien  rectama  su  cumplí- 
miento,  ó  por  via  de  acción;  se  empieza  por  las  disposiciones  testamentarias» 
que  quedan  sin  efecto  en  todo  ó  en  parte,  salVo  la  preferencia  establecida. 
claramente  por  el  testador,  que  debe  conservarse,  y  se  pasa  después  á  las 
donaciones,  comenzando  por  la  última.  No  se  pueden  perseguir  los  bienes 
donados  que  han  salido  del  poder  del  donatario  y  se  hallan  én  posesión  de 
terceros,  sin  hacer  antes  excusión  de  los  bienes  de  aquél.  Gomo  medios  de 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  JURtOICA  EXTRANJERA  409 

prueba  para  demostrar  la  existenoia  de  la  donación  se  admiten  todos  los 
que  competen  á  los  terceros  en  caso  de  fraude  ó  simulación.  La  reducción 
sólo  produce  efecto  para  los  legitimarios,  sin  que  puedan  aprovecharse  de 
ella  los  acreedores  del  de  euju*,  ni  los  legatarios. 

En  los  contratos  fraudulentos  ó  simulados,  se  suelen  otorgar  por  las  par- 
tes documentos  para  garantir  sus  derechos,  que  por  tales  contratos  aparecen 
modificados  ó  transmitidos.  Las  layes  disponen  ri»speeto  de  estos  documen- 
tos, que  las  contradeolaradones  hechas  por  documento  privado  sólo  pueden 
producir  efecto  entre  las  partes  contratantes  y  sus  sucesores  á  titulo  uni- 
versal; pero  como  esta  disposición  se  ha  dictado  en  favor  de  los  terceros  y 
no  contra  ellos,  éstos  pueden  valerse  de  esas  contradeclaraclones  en  cuanto 
les  aprovechen. 

H.    8TKRI0. 


NOTICIAS   BIBLIOGRÁFICAS 


Tratado  de  Derecho  internacional  pri?ado,  por  el  Dr.  D,  Antonio  8.  de 
Bustamante  y  Sirven,  Profeeor  de  Derecho  internacional  público  y 
privado  ó  Historia  de  loe  Tratados,  en  la  Universidad  de  la  Habana. 
A99oeU  del  Instituto  de  Perecho  internacional. — Tomo  1.*;  650  pá- 
ginas.— Habana,  1896. 


El  distinguido  Profesor  de  la  Universidad  de  la  Habana,  Sr.  Bastamante, 
es  ya  ventajosamente  conocido  en  el  mundo  científico  por  otros  trabi^IOB  ^® 
mérito  relevante,  indiscutible.  Beeuerdo,  entre  éstos,  como  el  m&s  impor 
tante  sin  duda,  una  muy  bien  escrita  y  pensada  monografía  sobre  el  Orden 
púhlicOf  que  ha  merecido  elogios  muy  entusiastas,  tan  entusiastas  como  jns 
tos,  de  la  critica  especialista  en  revistas  y  periódicos.  Ahora  publica  el  se- 
ñor Bustamante  un  nuevo  libro,  que  acabará,  estoy  seguro,  por  consolidar 
la  buena  fama  de  publicista  competente  en  los  asuntos  que  trata,  de  que  ya 
goza.  El  libro  á  que  me  refiero  es  aquel  cuyo  titulo  va  al  frente  de  estas  li- 
neas: esto  es,  el  tomo  1.^  del  Tratado  de  Derecho  internacional  privado;  obra  ésta 
de  más  empuje  que  todas  las  emprendidas  y  ejecutadas  por  el  Sr.  Busta- 
mante hasta  ahora,  y  que,  una  vez  terminada,  llenará,  digámoslo  asi,  un 
buen  hueco  existente  en  nuestra  moderna  literatura  del  Derecho  internacio- 
nal. Y  lo  llenará  bien:  pues  de  la  rápida  lectura  que  acabo  de  hacer  del 
tomo  1.*^,  único  publicado,  infiero  que  el  Sr.  Bustamante  ha  sabido  colocarse 
en  una  tendencia  jurídica  muy  fecunda,  aprovechando  con  discreto  tino  todo 
el  trabajo  ajeno,  y  sintetizando  con  acierto  y  originalidad  materia  tan  difí 
cil  y  poco  organizada^  como  es  la  del  Derecho  internacional  privado. 

He  aqui  en  breves  términos  el  plan  que  el  Sr.  Bustamante  desarrollará 
on  su  obra,  con  indicación  de  lo  qae  se  contiene  en  el  volumen  publicado. 


*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  hare- 
mos un  juicio  critico  en  esta  Sección  de  la  RaviSTA.  De  las  que  versen  sobr^ 
otras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  cubiexta  de  las  entregas. 
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m  Sr.  Bastaxnante  divide  su  IVatado  en  varios  libros.  En  el  primero  com 
prende,  bajo  el  epigrafe  de  noeionet  preliminare;  epígrafe  qne  en  nuestro 
concepto  no  es  completamente  propio,  dadas  las  materias  que  abarca,  los 
asuntos  importantisimos  qne  en  buena  lógica  constituyen  el  contenido  de 
ana  introdueeiá»  al  Deretko  intemaeúmal  privado;  k  saber:  concepto  del  derecho 
internacional  privado,  fundamento  del  mismo,  sn  objeto,  iin  y  caraoteres, 
su  clasiflcaoión,  determinación  de  su  contenido,  relaciones,  fuentes  (nsny 
completo),  y  método  y  plan  para  el  estudio  y  exposición  del  Dereoho  inter- 
nacional privado.  Beta  introduooión  ó  preliminar,'  como  el  autor  lo  llama, 
termina  oon  un  largo  ó  inceresantisimo  capitulo,  de  gran  oportunidad  en 
una  ciencia  en  plena  formación,  como  es  la  del  Derecho  internacional  pri- 
vado, qu0  se  titula  indieaeionet  hibliogrííficakt  capitulo  que  en  rigor  viene  á 
ser  de.  fuentes  oientifioo-literarias  para  el  estudio  dé  la  indicada  rama  del 
Dweoho. 

Entrando  ya  de  lleno  en  la  exposición  del  Dereoho  internacional  privado, 
el  Sr.  Bustamante  orienta  sus  ideas  mediante  un  trabajo  sobre  la  historia 
del  derecho  positivo  y  del  que  llama  derecho  eientíAco  (realmente  un  capí* 
talo  de  la  historia  de  la  ciencia  del  Derecho  internacional),  sirviéndole  el 
análisis  critico  de  leyes,  hechos  y  opiniones,  para  formular  los  prinoijpios  f un  - 
deméntales,  y  las  doctrinas  capitales,  que  deben  servir  para  resolver  en  justi- 
cia todos  los  problemas  del  Derecho  internacional  privado.  El  volumen  pu- 
blicado no  comprende  más  que  las  nociones  preliminares  y  la  historia,  tanto 
del  derecho  positivo,  como  del  dereoho  llamado  cientifíco.  Ambas  historias 
me  parecen  muy  completas;  sobre  todoj  hasta  donde  yo  puedo  juzgar,  dada 
mi  escasa  competencia  en  la  materia,  la  que  me  parece  más  completa,  por 
lo  rico  de  sus  informaoiones  y  .felia  en  la  agrupación  y  sistematización  de 
las  opiniones,  es  la  segunda  de  las  dos  historias,  la  del  derecho  cientifíco. 

En  los  volúmenes  siguiMitee,  según  el  plan  expuesto  por  el  autor,  ha  • 
brán  de  comprenderse,  además  de  los  puntos  ya  indicados,  las  reglas  cardi- 
nales aplicables  á  la  materia  en  nuestra  legislación  positiva,  entrando  luego 
á  estudiar  por  este  orden  el  llamado  Dereoho  civil  internacional,  el  mercan- 
til, el  penal  intemadional,  para  terminar  con  el  estudio  del  derecho  pro- 
cesal. 

De  desear  ee  que  el  Sr.  Bustamante  no  abandone  su  empresa  y  lleve 
pronto  á  felia  término  su  obra  toda,  pues  oon  ella  ganará  muchísimo  la  oul 
tura  patria.  Por  de  pronto,  le  felicitamos  por  la  publicación  del  primer  volu- 
men de  que  hoy  se  da  cuenta. 


é' 
e  e 


412  RBV16TA   DB  LEai8LAC1(*»N 

La  pace  de  Yestfaglia,  por  Michele  Asmundo  3amazza. — üa  folleto 

de  20  paga.  Oatania,  1896.— Una  lira. 

Bl  autor  de  este  bien  eioxito  folleto  hace  en  él  nn  estadio  aoeroa  de  loe 
««itecedentee,  desarrollo  y  significación  del  Congreso  y  de  la  pac  de  Westfa 
lia.  Considera,  sobre  todo,  nno  y  otra  oomo  maniíbstaoioñes  de  la  diploma- 
cia» refiriéndose  sos  indicaciones  muy  espeeialBiente  á  desoribir  la  importan- 
cia de  esta  función  de  la  politica  internacional.  Para  el  autor,  la  diplomacia, 
que  no  es  el  arte  de  la  negociación,  oomo  algunos  piensan,  sino  el  arte  do 
la  pas  en  las  relaciones  internaeionides,  tiene  un  origen  relativamente  re- 
oientet  aun  cuando  el  Código  de  Maan  hable  de  Embajadores,  y  en  el  mundo 
antiguo  se  registren  leyes  de  pueblos,  asi  oomo  también  se  registran  en  la 
Edad  Media,  la  diplomacia  nace  en  el  siglo  ZT,  y  nace  en  Italia,  desarroUén- 
dose  luego  en  las  proximidades  del  Bhin.  El  gran  acontecimiento  que  consa* 
gra  esta  función^  como  una  de  las  más  interesantes  y  neiceearias  de  la  politica 
en  el  orden  internacional,  es  la  pas  de  Westfalia,  que  por  lo  mismo  el  autor 
estudia  detenidamente,  poniendo  de  relieve  el  papel  que  en  Site  trascenden> 
tal  acontecimiento  tuvo  el  arte  poUtico  que  la  diplomacia  supone. 

A.  Posada, 
Profesor  en  la  Universidad  de  Oviedo. 


Nociones  de  Derecho  usual  esuaftol  (Derecho  público  j  privado),  por  Pan- 
eual  de  Liñán  y  £íguúáoa¿.— Bilbao;  imprenta  y  encaadernación 
«La  Propaganda»,  Banco  de  Eapafia,  3,  interior,  189é. 

La  vida  es  una  serie  no  interrumpida  de  actos  juridicos,  en  el  continuado 
movimiento  de  la  contratación,  otorgación  de  dooumentos,  adquisición  do 
dereobos  sucesorios,  etc.,  etc.,  y  nada  lo  demuestra  tanto  como  el  estudio 
del  Dtrecho  coMueiudinario,  de  este  Derecho  que,  escapándose  de  las  mallas  do 
los  Códigos,  viene  á  ser  su  complemento  en  qna  multitud  de  detalles  qué 
nunca  podria  el  legislador  abarcar,  por  la  gran  variedad  que  revisten  estos 
actos  del  pueblo,  lo  cual  demuestra  una  ves  más  que  la  vida  es  el  Dcrec&o, 
pero  no  el  Derecho  absola,tamente  uniforme,  sino  adaptado  k  las  necesidades 
«le  las  regiones  á  las  cuales  ha  de  aplicarse. 

Si,  pues,  la  vida  es  el  Derecho,  es  necesario  qns  esta  rama  de  la  actividad 
hun^ana  sea  atendida  como  tantas  otras  lo  han  sido  en  los  planes  de  ense 
nansa  de  la  juventud  estudiosa,  si  no  se  quiere  que  lo  que  ha  de  alcansar  la 
categoría  de  liecho  juridioo,  para  que  puebla  producir  efectos  válidos  en  el  te» 
rreno  legal,  quede  relegado  á  la  esfera  de  %esáo  réal\  porque  la  voluntad  hu- 
mana, para  producir  actos  jurídicos,  ha  de  creArlos  dentro  de  los  limites  del 
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Derecho  establecido»  supuesto  que  en  el  mo(neato  en  que  loa  traspasa  7a 
realiza  una  aooión  sin  eficacia  jurídica  y  sin  resonancia  le|:al,  y  el  efecto  qne 
produce  se  vuelve  oontra  la  voluntad  misma  que  lo  oreó,  viniendo  de  ahi 
consecuencias  desagradables,  kM  más  de  las  veces»  que  se  traducen  ou  la  nu  ■ 
lidad  de  los  actos  ó  contratos,  resarcimiento  de  da&os»  abono  de  intereses, 
reparar  el  mal  civil  causado,  sancionar  la  negligencia  del  deudor  moroso  ó 
en  la  imposición  de  la  pena  para  castigar  el  delito. 

^  por  ello  que  la  aparición  de  un  tratado  de  Derecho  utval  qs  siempi'e 
digna  de  alabansa,  por  los  indudables  bienes  que  su  propagación  ha  de  pro- 
ducir, vulgarizando  los  principios  de  Derecho  más  necesarios  para  que  los 
«indadanos  puedan  conducirse  con  acierto  en  sus  negocios  cuotidianos,  ó  com- 
prender que,  faltándoles  una  insU-uoción  más  extensa,  en  ciertos  casos,  han 
de  dirigirse  á  las  personas  peritas  que  han  consagrado  su  vida  al  estudio  y  á 
la  práctica  del  Derecho. 

El  tratado  de  Derecho  usual  de  D.  P.  de  Liñán  Eguizábal,  obra  en  4.* 
de  Hd2  páginas,  con  un  cuadro  sinóptico  de  las  Clasificaciones  principales  del 
Derecho,  es  muy  aceptable,  y  lo  demuestra  el  haber  sido  declarado  de  texto 
<en  el  Instituto  provincial  de  Bilbao.  Comprende  la.  parte  general  destinada 
bX  estudio  del  concepto  del  Derecho  bajo  diversas  fases,  y  en  particular  del 
Derecho  usual;  estudiando  en  la  parte  especial  el  Derecho  privado  en  sus  dos 
^aspectos  de  oivil  y  mercantil,  destinando  á  aquél  algún  estudio  relativo  al 
Derecho  foral,  como  era  prudente  y  de  rigor  lo  verificase  un  tratadista  que 
«acribe  en  un  país  que  disfruta  instituciones  civiles  especiales,  y  ocupándose 
•en  un  tercer  apartado,  bastante  reducido,  del  Derecho  internacional  privado: 
la  segunda  sección  se  halla  consagrada  al  estudio  del  Derecho  público^  en  aus 
■aspectos  de  Dereoúo  político,  administrativo,  internacional  público,  penal  y 
procesal. 

Dentro  de  lo»  acostumbrados  moldes  de  una  noticia  bibliográfica,  después 
de  lo  dicho,  9ÓI0  cabe  consignar  que  la  obra  se  recomienda  por  su  buen  mó 
todo  y  claridad  de  concepto  y  exposición,    por  lo  cual  felicitamos  á  su  autor 
por  lo  notable  de  su  trabajo,  creyendo  que  obten  irá  de  él  el  resultado  cientí- 
fico que  se  propusiera  lograr  al  escribirlo . 


« 


Discurso  leído  poi*  D^  Jaan  J.  P^rmanyer  y  Ajats,  Presidente  de  la  Acá 
demia  de  Jarívpradenda  y  L^giolaciOn,  de  Bareeloas,  en  la  sesión 
púbtica  inaagnral  de  sus  aesionei.^-Barcetona;  imprenta  B  arcelont:- 
sa,  1896. 

Pertenece  el  docto  Presidente  de  la  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legis- 
lación, de  Barcelona,  á  la  más  entusiasta  escuela  regionalista  de  Cataluña,  y 
**o  ha  desperdiciado  la  ocasión  de  hacer  gala  de  su  programa,  al  leer  el  dis  - 


414  BBVI6TA  OS  LBGI8LACIÓM 

oarso  reglamentario  en  la  sesión  inaxignral  de  las  sesiones  de  aqaella  Corpo- 
ración, dentro  déla  esfera  legislativa,  único  campo  de  acción  de  la  Academia. 

El  Sr.  Permanyer  sintetiza  su  pensamiento,  desarrollado  en  sa  bien  pen- 
Nado  y  mejor  escrito  disonrso,  en  esta  fórxaxiÍAf  Neeettidad  de  que  la  vida  jurídica 
dt  Cataluña  nea  catalana  en  toda»  tus  wferag  y  maniféktaetone»f  y  en  caso  necesa- 
rio, cualquiera  que  sean  8U9  coneecuenciqa. 

Desde  luego  se  comprende  el  medio  que  para  ello  había  de  considerar 
necesario  el  Sr.  Permanyer,  ya  que  con  todo  lo  dem&s  no  se  llega  k  la  con- 
secuencia de  su  fin:  la  autonomía;  autonomía  que  implicaría  dentro  del  orden 
legal  la  facultad  de  hacer  leyes  que  estuviesen  amoldada»  al  íntimo  modo  d» 
ser  del  pueblo  catal&n,  y  la  facultad  de  nombrar  Jueces  y  Magistrados  cata  • 
lañes,  perfectamente  identificados  con  aquellas  leyes,  y  que  no  las  desnartu- 
ralizasen  al  primer  argumento  que  en  contra  de  su  aplicación  se  emplease, 
como  ahora  sucede. 

Como  cuestión  de  mero  concepto,  es  decir,  en  el  terreno  puramente  espe- 
culativo, desligada  de  toda  otra  idea,  creemos  que  el  Sr.  Permanyer  está  en 
lo  cierto:  un  apéndice  al  Código  civil,  es  la  muerte  de  un  derecho  regional; 
estas  leyes  llevadas  á  la  vida  real  por  funcionarios  que  no  estén  encarnados 
en  su  espíritu,  han  de  ser  mal  aplicadas,  porque  el  apéndice,  que  ha  de  ir  á 
remolque  de  un  derecho,  que  no  és  el  peculiar  de  aquella  región,  ha  de  per- 
der cada  día  en  intensidad,  hasta  extinguirse  paulatinamente  con  el  trans- 
curso de  los  siglos,  adem&s  de  que  con  él  no  se  van  k  satisfacer  las  necesida- 
des nuevas,  nacidas  de  la  continua  mudanza  de  los  tiempos,  ya  que  por  su 
medio  sólo  se  trata  de  salvar  los  restos  de  lo  antiguo;  y  por  otra  parte,  los 
Magistrados  de  origen  extraño  á  la  tierra,  han  de  sentir  tentaciones  continuas 
de  no  aplicar  sino  en  su  mínimum  ese.  dereeho  para  ellos  también  extraño, 
que  no  sienten  ni  comprenden  en  su  esencia  intima,  ni  han  de  esforzarse  «n 
compenetrar;  pero  como  idea  de  realización  pr&otioa  no  puede  considerarse 
viable  por  los  complicadísimos  problemas  de  origen  político  que  en  sí  lleva 
envuelta  tan  trascendental  cuestión. 

Nos  consta  que  el  discurso  del  Sr.  Permanyer  mereció  aplausos  entusias* 
tas,  por  parte  de  unos,  y  fué  calificado  por  otros  de  exagerado  y  separatista. 
Opinamos  que  para  llevar  &  la  prá.ctica  las  ideas  del  Sr.  Permanyer  tendría 
qae  cambiarse  de  un  modo  radical  la  actual  organización  de  España,  cosa 
acerca  de  la  que  en  su  fondo  no  dice  nada  dicho  señor^^  y  sobre  la  cual  se 
acarrearía  desde  el  primer  momento  grave  discordia  de  pareceres,  que  impo- 
sibilitarían el  progreso  y  realización  priotica  de  la.dootrina  sustentada  en  el 
discurso  citado. 
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Aeta  de  la  sesión  pública  inaa^^ural  del  carao  de  1896-96,  qne  [a  Aca- 
demia y  Laboratorio  de  Ciencias  médicas  de  Oatalnfia  celebró  el  día 
2S  de  Noviembre  de  1896,  publicada  por  acaerdo  de  la  misma  Cor 
poración;  Barcelona,  1895. 

Comprende  este  importante  documento  dtoa  partee  principales,  y  son:  la 
Memoria  leída  por  el  Secretario  de  la  Sociedad,  acerca  de  los  trabajos  cien- 
tifióos  realizados  por  la  misma  dnrante  el  onrso  anterior,  haciendo  nna 
petallada  reseña  del  estado  floreciente  de  la  Asociación,  escrita  en  estilo 
ameno  y  castizo;  y  conteniendo  la  sesfunda  parte  el  discurso  inaugural  del 
año  académico  de  1895>96,  leído  por  el  socio  de  número  Dr.  D.  Luis  Dolsa  y 
Ramos,  que  versa  sobre  el  Concepto  de  la  degeneración  y  responsabilidad  legal 
de  9U9  productoe  mentales. 

Concretándonos  &  éste,  por  ser  profanos  á  la  ciencia  médica,  debemos 
decir,  que  después  de  ocuparse  en  la  primera  parte  de  su  trabajo  en  el  con- 
ó^pto,  génesis  y  grados  de  la  degeneración,  estudia  en  la  segunda  la  doctrina 
relativa  k  la  irresponsabilidad  de  los  degenerados,  bigo  el  aspecto  principal- 
mente del  derecho  penal  en  su  articule  del  Código  que  declara  irresponsables 
&  los  locos,  señalando  los  casos  en  que  puede  haber  y  hay  responsabilidad, 
aun  en  caso  de  dolencia,  cuando  ésta  no  perturba  la  inteligencia  en  el  terre- 
no de  la  vida  práctica,  ó  én  el  caso  particul%r  de  que  se  trata,  que  el  enfer- 
mo pudo  prever  y  no  se  puso  en  condiciones  de  evitar,  espeoialmébte  en  las 
grandes  neurosis  y  degenerados  desequilibrados,  rechasando  la  teoría  de  la 
irresponsabilidad  absoluta  de  Mr.  Falret  y  de  Cullére;  doctrina  que  el  señor 
Bolsa  da  como  tanto  más  segura,  en  cuanto  sostiene  que  la  teoría  de  la  res* 
ponisabUidad  parcial  constituye  doctrina  penal  en  la  mayor  parte  de  los  pai  • 
ses  cultos,  la  que  se  extrema  en  Italia  hasta  el  punto  de  no  contentarse  con 
exigir  responsabilidad  en  los  cases  que  la  hubiese,  sino  que,  en  los  dudosos, 
se  decide  por  mandar  al  paciente  al  manicomio,  no  para  cararle,  sino  senci- 
llamente á  extinguir  el  tiempo  de  la  condena,  lo  cual  considera  el  Sr.  Ddsa 
más  científico,  más  justo  y  más  prudente,  afirmando  que  queda  aceptada  por 
la  ciencia  la  responsabilidad  parcial  que  ella  en  su  sentido  práctico  le  había 
desde  tiempo  suministrado,  sentando  la  conclusión  de  qne  degenerado  no  es 
sinónimo  de  irresponsable,  y  que,  admitidas  estas  ideas,  nuestro  Código  con- 
tinúa todavía  á  la  altura  de  la  ciencia,  señalando  solamente  como  irrespon- 
sables al  idiota  y  al  loco,  ya  que  en  estos  dos  estados  marca  la  terminación 
del  progreso  degenerativo,  la  fas  en  qae  comunmente  se  anula  de  una  manera 
estable  la  libertad  moral  del  individuo. 

Combate  en  último  término   el  Dr.  Dolsa  la  doctrina  de  Lombroso  y  su 

escuela  acerca  del  hombre  delincuente  y  sus  consecuencias,  diciendo  que  la 

degeneración  no  es  elemento  etiológico  fatalmente  seguro  de  criminalidad, 

sosteniendo  que  si  el  perito  tiene  conocimiento  de  la  ciencia,   para  cuyos 

'íctoe  se  le  llama,  y  conciencia  de  la  alta  misión  que  como  á  médico  y  oia- 
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dadano  se  le  confía,  llenará  sn  honroso  cometido,  amparando  al  desgraciado 
enfermo  6  se&alando  valientemente  al  criminal,  qna  despuós  del  delito  care 
ce  todavía  del  valor  de  arrostrar  la  pena . 

En  resumen,  el  disoarso  del  Sr.  Bolsa  es  un  trabajo  digno  de  ser  tenido 
en  cuenta  por  las  personas  q^ne  se  dedican  k  la  especialidad  á  que  el  núamo 
está  consagrado,  dentro  de  los  estadios  de  derecho  penal,  de  tanta  impor- 
tancia en  nuestros  tiempos,  en  virfcad  de  las  -doctrinas  tan  vigorosamenta 
defendidas  por  la  moderna  escuela  positiva  italiana. 

VICTORINO  Santamaría. 


OBRAS  RECIBIDAS 


£1  anarqaisiÉo  y  los  medios  de  represión,  oor  D.  Fernando  OadéU$o, 
Doctor  en  Derecho,  Vocal  de  la  Jaata  de  prisiones  de  Madrid  y  Di- 
rector de  la  celalar  de  la  q[itsina. — ^Un  tomo  en  8.**  de  134  páginas.— Se 
vende  al  precio  de  2  pesetas  en  las  principales,  librerías. 


• 
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Estadios  peniteneiarios.— Presidios  españoles,  escaelas  clásicas  j 
positivas  y  colonias  penales,  con  un  breve  compendio  de  la  legisla- 
ción, costambres  jurídicas  y  prácticas  penitenciarias  que  rigen  en  los 
establecimientos,  por  £>.  Femando  Cadalso, — ^Un  tomo  en  4.^  de  273  pá- 
ginas,— Se  vende  al  precio  de  4,50  pesetas  en  Madrid  y  5  en  provincias. 
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Pfineipios  de  la  colonización  y  colonias  penales  (Seganda  parte  de 
Estudios  penitenciarios),  por  D.  Fernando  Cadalso, — Un  tomo  en  4.* 

de  201  páginas. — Precio:  4  pesetas. 


LA  COMPRAVENTA  EN  EL  DERECHO  INTERNACIONAL 


Las  cuestioneB  que  sobre  este  contrato  surgen  en  el  Derecho 
internacional  privado,  se  originan  cuando,  siendo  distintas  las 
leyes  bajo  el  imperio  de  una  de  las  cuales  le  celebraron  las  par- 
tes, y  la  del  país  donde  debe  efectuarse  su  cumplimiento,  se 
trata  de  averiguar  cómo  una  y  otra  deben  regir  las  obligacio- 
nes recíprocas  que  pesan  sobre  los  contratantes,  ya  en  cuanto  á 
(  ios  actos  que  deben  mediar  para  realizarle,  ya  en  las  conse- 
ciencias  jurídicas  que  pueden  nacer  del  contrato  mismo  ó  con 
ocasión  de  él,  no  sólo  en  las  relaciones  personales  de  los  intere- 
sados, sino  también  en  cuanto  á  terceras  personas  con  algún 
derecho  sobre  la  cosa  objeto  del  contrato. 

Trataremos  todas ^eetas  cuestiones  con  la  separación  de- 
bida, empezando  desde  luego  por  ocuparnos  de  la  ley  que 
^ebe  regular  las  condióiones  de  validez  del  contrato,  para  exa- 
minar después  las  dudas  y  controversias  que  se  presentan  al 
-determinar  las  obligaciones  del  vendedor  y  del  comprador,  y  las 
relacionadas  con  la  rescisión  de  la  venta  especialmente  por 
-causa  de  lesión. 

I 


DE  LA  LEY  QUE  DEBE  BEQULAR  LAB  CONDICIONES  DE 

VALIDEZ  DE  LA  VENTA 

CMABio:  1.  Cuestiones  qae  naoen  de  la  venta  sujeta  á  dos  leyes  distintas. 
— 2.  Capacidad  de  las  personas   para  comprar  y   vender. — 3.  Vulor  de 
la  prohibición  de  comprar  impuesta   por   la   ley  aciertas  personas.— 4. 
TOMO  89  27 
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Del  padre  italiano  ó  francés  qne  quisiere  comprarlos  bienes  de  su  hijo,, 
existentes  en  Francia  ó  en  Italia.-  5.  Principio  general  sobre  la  ley  que^. 
debe  regir  las  incapacidades  especiales  para  comprar  ó  yender.  -  6.  Cómo 
se  debe  resolver  la  cuestión  de  las  cosas  que  pueden  ser  vendidas. — 7. 
Aplicación  de  estos  principios  al  caso  de  venta  de  cosa  ajena.— 8.  Yenta 
de  una  cosa  declarada  extra  commercium  por  la  hx  rei  sitos, — 9.  Yenta  de 
billetes  de  lotería. — 10.  Yenéa  de  una  cosa  á  que  después  se  declara  «x<«'a 
commercium. — 11.  Principios  generales«^obre  el  contenido  de  la  obligación 
y  su  cumplimiento. 

1.  La  compraventa  (1)  es  un  contrato  consensual  j  sinalag- 
xnáticO)  mediante  el  cual  una  persona,  se  obliga  á  tranamitir 
por  un  precio  determinado  la  propiedad  de  una  cosa,  á  otra, 
persona,  la  cual  por  su  parte  se  obliga  á  entregar  á  aquélla  el 
precio  fijado. 

2.  Cualquiera  que  sea  el  país  en  que  la  venta  se  haya  d» 
consumar,  siendo  como  es  el  objeto  propio  de  la  obligación  del 
vendedor  la  transmisión  de  la  propiedad  de  una  cosa,  debe  re- 
putarse esta  condición  como.ajena  por  completo  á  la  voluntad^ 
de  las  partes:  nema  potest  videri  eamr^m  vendidisse  de  cujus  cLor 
minio  id  agüur,  ne  ad  empiorem  tr<nn9éíai:  sed  hoc  aut  locatÍQe$ty 
aut  aliud  genm  contractm  (2). 

3.  La  capacidad  de  las  personas  que  pue<ten  comprar  y  ven- 
der, debe  determinarse  por  «Ja.»  layes  á  que  cada  una  de  las  pai:* 
tes  esté  sometida.  En  efecto,  siendo  l;a  venta, un  acto  por  el, 
cual  el  propietario  de  una  cosa  dispon^  de  ella,  puede  hacerse 
válidamente  por  c^alquiem  que  sea  c^paz  según  su  propia  ley: 
nacional;  capacidad  que  no  puede  alterar,  ni  modificar  la  ieíz: 
rei  sitce  cuando  la  venta  sea  de  cosas  inmuebles*  No.  se  puedeix 

(1)  L.  80,  §  3,  D.,  De  eontrahenda  émHoney  XVín,  1. 

(2)  Se  usan  indistintamente  las  palabras  venta  y  compra  para  denotai  el 
contrato  que  se  forma  en  la   compraventa,  porque,  como  ya  hizo  notar  Do- 
nello,  la  compra  y  la  venta  no  son  dos  contratos  que  pueden  existir  por  si  4 
independiente  uno  de  otro,  sino  dos   elementos  de  uno  solo  y  único,  rasór 
por  la  cual  se  usan  ambas  palabras  para  deiligaarle.  Sic  uec  poríta  vmiditiom 
aliud  intelligere  pontumua  quam  ^mptionem  huic  adjunctam  (Donello,  ad  tU.  xxxvi: 
-Óe  eontrahenda  emp.  ei  tendii). 
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aplicar,  por  consiguieatey  á  ]q6  extraDJeroB,  las  limitacionefi  es- 
tablecidas por  la  ley  territorial,  suponiendo  qae  ésta  prohiba  ! 
á  ciertas  personas  comprar  ó  vender.  Ck>mo  ejemplo,  puede  de- 
eirse  que  la  incapacidad  que  el  legislador  cdenta  en  el  art.  1457 
del  Código  civil  italiano  y  en  el  1596  del  de  Francia,  á  saber, 
la  de  los  tutores  y  administradores,  no  es  aplicable  á  los  ex- 
tranjeros que  quisieran  enajenar  un  inmueble  sito  en  Italia  ó 
en  Francia;  ni  constituyen  una  ley  real;  antes  bien,  á  la  ley 
personal  hay  que  atenerse,  y  considerando  ambas  disposicio- 
nes comprendidas  entre  las  que  establecen  una  incapacidad 
especial  fundada  en  relaciones  personales  ó  familiares,  admi- 
tir como  consecuencia  que  sólo  son  obligatorias  para  los  ciuda- 
danos sometidos  á  la  autoridad  de  aquellas  leyes  que  traten  de 
comprar  y  vender,  al  paso  que  á  los  extranjeros  qué  quisieran 
enajenar  ó  comprar  inmuebles  oomprendidos  en  tierra  de  Fran- 
cia ó  Italia  deberá  aplicarse  la  ley  personal,  aunque  estn  am- 
plíe ó  estreche  las  incapacidades  especiales  establecidas  en 
aquellos  artículos. 

Acaso  se  alegue  en  contrario  la  razón  de  que  dichas  dispo- 
siciones son  de  orden  público;  pero  aun  admitiendo  que  efec- 
tivamente estén  inspiradas  por  justas  causas  del  orden  público 
de  las  personas  sujetas  al  imperio  de  la  ley,  todavía  no  se  Ue- 
garia  á  demostrar  que  también  á  los  extranjeros  son  aplicables 
por  motivos  de  tal  índole,  toda  vez  q]ie  el  derecho  social  no 
puede  considerarse  quebrantado  en  estos  casos,  en  que  personas 
capaces  de  «vender  y  comprar  según  su  ley  nak^ional  cdebran 
válidamente  esta  clase  de  actos  en  países  donde  la  ley  territo- 
rial las  declara  incapaces. 

En  este  punto  estamos  completaniénte  de  acuerdo  con  Lau- 

rent  (1),  el  cual  también  sostiene  que  no  sólo  las  incapacidades 

enerales,  como  las  dé  los  menores,  los  puestos  en  entredicho 

las  mujeres  casadas,  sino  también  las  especiales  que  las  le- 


1)     Laurent,  Droit  cif>a  internattonal,  tomo  8.<>,  párrafos  1840  y  siguientes. 
'«^eher,  Droü  intemational  privé,  tomo  2.*,  párrafos  188  y  siguientes. 
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yes  establecen  para  ciertos  contratos,  dependen  del  estatuto 
personal,  y  que  no  se  puede  hacer  ninguna  diferencia  entre 
unas  y  otras  con  relación  arla  ley  que  debe  regularlas. 

4.  SI  art.  1456  del  Código  civil  italiano  «andona  la  regla 
tradicional  del  derecho  común » con  la  que  también  está  de  acuer- 
do el  art.  1694  del  Código  francés;  á  saber,  que  pueden  com- 
prar y  vender  todas  aquellas  personas  á  quienes  la  ley  no  se  lo 
prohibe.  En  el  articulo  que  signe,  1457,  dice  el  legislador  ita- 
liano: cno  pueden  ser  compradores  ni  en  subasta  pública,  bajo 
pena  de  nulidad  del  contrato,  ni  directamente,  ni  por  medio 
de  terceras  personas,  loe  padres  de  los  bienes  de  sus  hijos  su- 
jetos á  su  patria  potestad,  y  los  tutores,  protutores  y  curado- 
res de  los  bienes  de  los  sometidos  á  su  tutela,  protutela  ó  cu- 
raduría». 

¿Estas  prohibiciones,  deben  entenderse  tan  imperativa- 
mente, que  hasta  á  los  extranjeros  hayan  de  aplicarse? 

A  primera  vista  parece  que  sí,  puesto  que,  tratándose  de 
ventas  de  inmuebles,  siempre  que  estén  sitos  en  Italia,  deberá 
aplicarse  el  art.  7.^  de  las  disposiciones  generales,  que  sujeta 
á  los  inmuebles  á  la  ley  del  lugar  en  que  estén  enclavados.  De 
esta  suerte  se  atribaina  á  aquellas  disposi«ione&  la  fuerza  del 
estatuto  real  ó  territorial.  Pero  esta  argumentación  carece  de 
eñcacia,  sobre  todo  después  de  haber  demostrado,  como  hemos 
dicho,  que  la  ley  que  regula  los  derechos  y  capacidad  de  las 
personas  en  cuanto  á  los  bienes,  no  puede  considerarse  como 
perteneciente  al  estatuto  real,  aun  tratándose  de  cosas  inmue- 
bles. Las  razones  empleadas  para  demostrarlo  son  bastantes  para 
establecer  esta  máxima  para  todas  las  legislaciones:  que  no  es 
posible  atribuir  la  autoridad  del  estatuto  real  á  las  disposicio- 
nes en  que  el  legislador  establece  las  incapacidades,  aun  cuando 
estas  capacidades  ó  incapacidades  se  refieran  á  la  disponibili- 
dad de  los  inmuebles,  porque  cualquiera  que  sea  la  naturaleza 
dé  los  bienes  y  el  país  en  que  se  encuentren,  la  capacidad  d< 
las  personas  depende  siempre  de  su  ley  personaL  Se  podría  sor 
tener,  no  obstante,  que,  aun  aceptando  el  principio  sanciona  ~ 
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por  el  legislador  italiano  en  el  art.  6.^  de  las  disposiciones  ge- 
nerales, á  saber,  que  el  estado  y  la  capacidad  de  las  personas  se 
rigen  por  la  ley  nacional;  aun  aceptando  esto,  no  es  posible 
impedir  la  aplicación  de  la  ley  italiana  (territorial),  porque  en 
el  art.  12  de  las  mismas  disposiciones  generales  se  establece 
una  limitación,  según  la  cual,  en  ningún  caso  las  leyes  de  un 
país  extranjero  pueden  derogar  las  leyes  prohibitivas  del  Reino 
referentes  á  las  personas  6  que  en  cualquier  forma  toquen  al 
orden  público.  Dada  esta  disposición,  y  fundándose  en  que  la 
sancionada  en  el  citado  art.  1457  es  una  disposición  prohibi- 
tiva referente  á  las  personas,  se  podría  sostener  que  en  los  casos 
en  que  la  ley  extranjera  es  distinta  de  la  nacional,  no  puede 
aquélla  aplicarse  en  Italia,  porque  derogaría  la  ley  prohibitiva 
territorial  sobre  las  personas.  Pero  esta  argumentación  no  puede 
considerarse  decisiva. 

Verdad  es  que  el  legislador  italiano  impide  la  autoridad  de 
la  ley  extranjera  siempre  que  pueda  derogar  las  leyes  prohibi- 
tivas del  Reino  concernientes  á  las  personas;  pero  examinando 
detenidamente  el  valor  de  esta  disposición,  se  llega  á  compren- 
der lo  engañoso  del  argumento.  Las  leyes  del  Reino  referentes 
á  las  personas,  ya  sean  permisivas,  ya  prohibitivas,  no  pueden 
aplicarse  ¿  las  personas  que  no  están  sujetas  á  la  autoridad  de 
las  leyes  italianas:  otra  cosa  equivaldría  á  la  presunción  de  que 
el  legislador  italiano  desconocía  la  autoridad  del  estatuto  perso- 
nal, destruyendo  todo  el  sistema  organizado  por  él  mismo  tan 
liberalmente,  que  se  resume  en  el  principio  de  concederle  va- 
lor extraterritorial. 

El  legislador  italiano  ha  determinado  en  el  art.  6.^  las  le- 
yes á  que-están  sujetas  las  personas,  admitiendo,  por  regla  ge- 
nerftl,  que  para  todo  lo  que  se  refiera  al  estado  y  capacidad 
personal  y  relaciones  de  familia^  debe  estarse  á  la  ley  nacional , 
cualquiera  que  sea  la  naturaleza  <de  los  bienes  y  el  país  en  que 
se  encuentren;  de  este  principio  se  puede  deducir  que  al  ha- 
blar de  leyes  prohibitivas  del  Reino  sobre  las  personas,  se  re- 
fiere tan  sólo  á  las  personas  que  están  sometidas  á  su  autori- 
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dad.  De  esta  suerte,  á  la  manera  que  los  franceses  no  están  su- 
jetos, en  cuanto  se  refiere  á  su  estadb  y  capacidad,  á  las  dispo- 
siciones del  Código  civil  italiano;  así  la  disposición  prohibitiva, 
sancionada  por  el  art.  1457,  tampoco  les  obliga»  porque  aun 
cuando  contiene  una  disposición  prohibitiva  sobre  las  perso- 
nas, no  puede  aplicarse  en  Francia,  cuyos  nacionales  para  nada 
están  sujetos  á  la  legislación  italiana,  en  cuanto  afecta  á  su 
estado  personal  y  capacidad  jurídica. 

5.  Aplicando  estos  principios  á  las  disposiciones  de  los  Có- 
digos francés  é  italiano  sobre  las  incapacidades  para  comprar, 
hallamos  que  en  este  último  se  declara  al  padre  incapaz  para 
comprar  los  bienes  del  hijo  sometido  á  su  patria  potesliad. 
Ahora  bien:  no  existe  en  el  Código  francés  esta  incapacidad 
para  el  padre  y  la  madre  que  tuviesen  la  administración  legal 
de  los  bienes  de  sus  hijos,  y  como  las  incapacidades  para  con- 
tratar se  interpretan  lo  más  estrictamente  posible,  en  Francia 
la  jurisprudencia  ha  establecido  la  validez  de  las  ventas  entre 
padre  y  madre  é  hijos,  por  ía  única  razón  de  que  el  Código  no 
las  prohibe  (1).  / 

Esto  sentado,  sería  imposible  sostener  que,  tratándose  de 
un  inmueble  existente  en  Italia,  la  compra  que  de  él  hiciera 
un  padre  francés  á  su  hijo  sometido  á  su  patria  potestad,  hu- 
biera de  Ser  anulada  en  virtud  de  lo  mandado  en  el  repetido 
art.  1457;  é  igualmente  sería  imposible  que  el  padre  francés  no 
pudiese  invocar  su  propia  ley  personal  para  sostener  la  validez 
de  la  venta,  válida  efectivamente  según  el  05digo  francés,  di- 
ciéndosele  que  su  derecho  derogaría  una  ley  prohibltivajdel  Rei- 
no referente  á  las  personas.  El  razonamiento  que  hemos  hecho 
demuestra  que  no  es  así;  la  disposición  prohibitiva  del  ar,- 
tículo  1457  del  Código  italiano  no  obliga  á  los  franceses,  y  pre- 
cisamente porque  no  les  obliga,  es  imposible  suponer  que  la 
deroga  el  acto  de  un  padre  de  tal  nacionalidad  que  invoca  la 


<1)     ColmAr,  6  Noviembre  1806. 
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autoridad  y  la  aplicación  de  6u  ley  personal,  dÍBt¿Qta  de  la  ita- 
liana, para  afirmar  la  validez  d<9  la  venta,  w    / 

Si  se  tratiase,  por  el  contrario,  de  un  inmueble  que  no  es- 
tuviera ^ituado  6n  Francia,  comprado  por  un  padre  italiano, 
y  éste  intentara  sostener  la  validez  de-  su  compra  fundándose 
^i  el  ^art.  3.^  del  Código  fnuQCés,  según  el  cual  los  inmuebles 
se  rigen  por  la  ley  francesa,  sin  que  haya  prohibición  alguna 
que  impida  á  los  padres  la  compra  de  los  bienes  de  sus  hijos 
sometidos  á  su  patria  p<^;estad,  entonces  hallarla  su  justa 
aplicación  el  art.  12  de  las  disposiciones  generales:  Bn  efec* 
tO|  como  las  leyeeí  personales  rigen  el  eetado  y  la  capaci- 
daa  de  los  ciudadanos,  aunque  se  encuentren  en  el  extranjero, 
el  italiano  no  puede  invocar  la  ley  ^Ectranjera  para  derogar  la 
ley  prohibitiva  que  lo  sujeta,  en  este  caSo  el  art*  1427,  en  el 
cual  se  prohibe  á  los  padres  comprar  lós  bienes  de  sus  hijos 
cometidos  á  su  patria  potestad.  Esta  prohibidón  ootistituye 
ana  incapacidad  especial  que  alcancía  al  padre  italiana  m.  don- 
<de  quiera  que  intenta.cémprar  y  en  cualquier  pais  donde  exis- 
tan Ibs  bienes  que  pretende,  y  en.  vano  alegaxia  uüa  ley  ex- 
tranjera para  eximirse  de  la  nacional.  , 

6,  De  todo  lo  que  llevamos  dicho  se  deduce,  qué  trjBítán- 
-dose  de  incapacidades  especiales  en  las  personas  para  comprar 
ó  vender,  inviene  atenesse  exclusivamente  á  la  ley  personal 
de  cada  tula;  ya  befaos  apuntado  también  que  en  nada  se  ofen- 
de al  ótden  públicío.territorial  cuando  la  ley  personal  es  dis- 
tinta de  la  del  territorio  en  lo  que  se  refiere,  ik  las  capacidades 
•é  incapacidades  para  comprar  y  vender. 

Generalisando  'este  principio,  añadiremos  que  nd  puede 
prohibirse  á  los  cónyuges  italianas  la  com^nra  y  venta  de  un 
inmueble  que  tuviera  alguno  en  Francia,  i.  pesar  de  que  este 

onttato  pudiera  entenderse  prohibido  por  el  art.  1595  del  CÓ- 

« 

igo  francés;  por  el  contrario,  debe  prohibirse  siempre  la  ven- 
«^  euire  cónyuges  en  el  eiLtranjero,  en  virtud  del  mismo  af- 
ioulo,  aunque  >no  lo  estaUezcan  los  Códigos  nacionales^  como 
^«ed^s  por  ejemplo,  en  el  italiano.. 
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Además  de  las  incapacidades  fundadas  en  el  estado  y  rela- 
ciones ^miliares,  hay  otras  que  tienen  un  carácter  objetivo  é 
impiden  la  compraventa  por  causas  sacadas  de  la  naturaleza 
de  las  cosas  6  de  la  inmoralidad  interna  del  h^cho  jurídico;, 
tal  sucede,  por  ejemplo,  con  la  que  se  establece  en  el  art.  1458^ 
como  también  en  el  1697  del  Código  francés,  á  saber:  Ja  que 
afecta  á  los  Jueces  é  individuos  del  Ministro  público,  Escri- 
banos, Abogados,  Procuradores  y  Notarios,  qobre  las  cosas  liti- 
giosas. Esta  prohibición  es  notoriamente  de  orden  público^ 
como  motivada  por  la  inmoralidad  interna  del  hecho  mismo,, 
razón  por  la  cual  deberá  aplicarse  aun  en  los  casos  en  que  Abo- 
gados ó  Procuradores  que  se  hubieran  hecho  >cesionarios  de  in- 
muebles ó  bienes  litigiosos  existentes  en  países  donde  impera- 
ren leyes  distintas,  intentaren  mantener  la  validez  de  derecho» 
adquiridos  contra  las  leyes  italifoias. 

7.  Tratando  de  las  cosas  que  se  pueden  vender,  conviene 
referirse  naturalmente  á  la  lex  rei  sike,  porque  la  condíeíéo 
jurídica  de  las  cosas,  sean  muebles  ó  inmuebles,  s^  determina 
según  la  ley  del  lugar  en  que  en  el  momento  de  actualidad  se 
encuentran* 

Puede  suceder  que  el  contrato  se  haya  celebrado  en  un  pais 
•donde,  según  la  ley,  se  conceda  valor  jurídico  ál  contrato  de 
venta  sobre  cosas  que  se  encuentren  en  otro  país. donde  la 
misma  venta  esté  declarada  nula  en  atendió  á  su  objeto.  Ckm- 
viene  distinguir  en  estos  casos  lo  que  se  refiere  á  la  valides  de 
la  obligación  contractual  y  lo  que  condeme  á  la  transmisión 
válida  del  dominio  de  la  cosa  vendida. 

8.  Hemos  dScho  que  el  objeto  propio  de  la  venta  consiste 
en  transmitir  al  comprador  la  propiedad  de  la  cosa  vendida  en 
compensación  de  un  precio  determinado  ó  detorminable  que 
esa  misma  persona  se  obliga  á  pagar.  DfíáB  esta  definición,  e 
evidetíte  que  no  puede  haber  transmisión  ni  adquisidói^  de  1. 
propiedad,  sinO  cuándo  la  cosa  en  cuesüón  es  capaz  de^seí 
enajenada;  y  como  la  lex  rei  sitm  es  la  que  dieciara  d  la  odto 
vendida  es  susceptible  ó  no  de  ser  transferida,  no  es  meüe 
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notorio  que,  en  cnanto  tiene  telación  oon  la  condición  jnridica 
de  la  cosa  en  sí  misma,  el  contrato  está  sujeto  á  la.  lexrH  $íUb. 
En  consecuencia,  si  se  Tendiese  una  oosá^^n  un  país  cuya  ley 
consintiese  su  venta,  la  cual  cosa  se  encontrase  en  otro  país 
donde  estuviera  declarada  fuera  del  comercio  humano,  es  in- 
dudable que  el  contrato  seria  reputado  como  sin  causa  en 
eiianto  á  la  transmisión  del  dominio,  puesto  que  tal  era  la 
condición  del  objeto  según  la  UxrH  sUib.  £n  cambio,  no  se  po- 
dría decir  que  la  obligación  contractual  fuera  absolutamente 
nula  en  relación  con  las  partes  contratantes,  si  según  la  lex 
hei  e^niraetu»  la  obligació»  de  entregar  ia  cosa  vendid&^al  eom- 
prador  pudiera  subsistir  como  un  contrato  sui  generü  ó  como 
ccmtrato  innominado,  p(»que  aceptando  y  todo  la  nulidad  de 
la'4ransmistón  del  dominio,  aun  puede  admitirse  que  la  obli- 
gación omtractual  conserva  algún  valor  jurídico  como  obliga- 
ción especial,  sui  generis,  negtm  la  lex  lod  eoniraeinSy  bajóla 
cual  quedó  perfeccionada. 

£etoB  principios  tienen  aplicación  en  los  casos,  por  ejem- 
plo, en  que  el  contrato  pueda  subsistir  como  promesa  de 
venta^  produciendo  una  acción  de  resarcimiento  de  perjui- 
eioa. 

9.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  el  vendedor  ha  enajena- 
do una  cosa  perteneciente  á  un  tercero.  Cualquiera  que  sea  la 
diq)dsición  de  la  ley  contractual,  es  evidente  que  el  tercero 
propietario  no  puede  sufrir  ninguna  disminución  en  su  dere< 
cho  dominical,  sino  en  conformidad  con  lo  dispuesto  por  la 
kx  rti  sUa.  Pero  si  atendiendo  al  carácter  y  naturaleza  del  con- 
traten según  l&^«a;  toei  emUracíusi  podía  aquel  contrato  repu- 
tane  como  un  contrato  innominado,  en  coya  virtud  el  vende- 
dor queda  oUigado,  no  ya  á  transmitir  al  comprador  la  propic- 
iad de  la  cosa  perteneciente  al  tercero,  pero  si  á  hacerle  pro- 
pietario de  la  misma  después  que  él  hubiera  adquirido  su  pro- 
piedad; en  este  caso,  la  obligación  jurídica  subsistiría  según  la 
ley  contractual,  y  no  obstante  la  imposibilidad  de  cumplir  la 
ibUgadón  contra  la  voluntad  del  tercero,  el  compromiso  adqui- 
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rido  por  el  vendedor  podrktmanteoi^rse,  dando  lugar  al  res^r- 
cimiento  de  perjuicios. 

Para  resolver,  por  consiguiente » toda  clase  de  cuestioneBen 
esta  materia,  conviene  distinguir  siempre  todo  lo  que  se  refie- 
re al  derecho  real  de  dominio,  de  lo  que  sé  relacio&a  únicunen- 
te  con  la  obligación  personal  y  la  aciio  ess  empió.  La  validez  ó  la 
nulidad  del  primero,  en  atención  á  la  naturaleza  jurídícii  deia 
cosa,  y,  como  diremos  luego^  á  la  condición  le^l  requerida  para 
su  subsistencia  y  eficacia,  debe  regirse  por  Ib,  koc^  rei  bUcr;.  la 
obligación  personal,  por ^1  contrario,  según  la  kx  loci  eonir€ich$$^ 

Manteniéndonos  fimies  en  nueétreí  princij[>io,  diremos  que  lo 
que  lalexreisüm  deberegular, es^i la coisa en  cuestión  puede,0ér 
trañs&rída,  cedida  ó  vendida»  mientras  á  la  léx  lael  conérádu^ 
hay  que  atenerse  para  decidir  ei  el  contrato  por  su  xmtomleaa 
y  circunstancias,  y  por  la  intención  á»  ks  partes»  puede  tener 
un  valor  jurídico  ski  generis^  cokio  también  para  determinar  la 
naturaleza  y  extensión  de  la  obligación  misma,  es  decir,,  ei 
puede  aun  considerarse  como  una  obligación  de  hacer,  ó  Ki  re- 
une  los  requisitos  neceisaií os  para  originiur  una  aeción  de  per* 
juicios,  bajo  qué  condiciones  y  en  qué  forma. 

10.  Los  mismos  principios  resuelven  las  cuestiones  sóbrela 
validez  de  la  venta  de  billetes  de  loterías*  extranjeras.  Mandan 
las  leyes  de  algunos  Estados  que  no  puedan  negociarse  valores 
en  í<»ma  de  billetes  de  lotería  sin  previa  autivriisación  del  <3o- 
bierno.  Pceciso  es,  pues»  considerar  éstos  valores  ^x>mopertei>e' 
cientes  á  la  categoría  de  los  que,  según  la  ley»  están  diielai^* 
dos  extra,  commercvum;  y  siendo  asi,  es  imposible  txepu  que  la 
venta  que  de  ellos  se  hisgaen  un  país  donde  la  ley  sea  de  aqoe^- 
Uas  que  así  las  reputan»  será  completamente  nula;  Sata  ea-  la 
justa  consecuencia  del  principio  en  cuya- viiftudBé^ debe  iicop^ 
tar  la  autoridad  absoluta  de  la  ley  territorial  ep  la  determina- 
ción de  las  cosas  comerciales  ó  fuera  del  comercio.  No  es.  po- 
sible atender  á  las  disposiciones  legales  del  país  del  piopielatio 
del  billete  de  lotería»  pcarqne  noise  trata  ya  de  mía  ciieitíón  de 
capacidad  que  el  estatuto  peri^onal  puede  resolver»  sino  4^  la 
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condicióa  jurídica  de  las  cosas  auaceptiblos  da  venta»  sobre  la 
coal  la  autoridad  de  la  lej  territorial  excluye  toda  otra  (1). 

La  cuestión  más  discutida  en  esta  materia  entra  los  iuris- 
oonactltos  y  por  los  mismos  Ttíbuoales»  es  la  de  ai  el  contrato 
Bohre  billetes  de  latería  extranjera  celebrado  en  un  paid  donde 
esté  GOfisentido  por  la  ley,  puede  producir  una  acción  judicial 
en  otro  país  cuyaa  leyes  pirohibto  la  Tenta^de  biUirtes  de  lote- 
ría extranjera  (2).  £1  Tribunal  Real  de  Parid  falló  que  nO  po* 
día  ejercitarse  ante  los  Tribunales  franceses  acción  alguna  para 
obtener  el  pego  de  billetes  dé  loterías  extranjeras,  aun  cuando 
el  contrato  se  hubiera  eelebmdo  en.un  paia  donde  no  eatu viera 
proMbido  por  sus  leyes  (B).  Por  el  contrarío,  el  Tribunal  de 
Nueva  York  eostuvo  que  la  aedón  intaitada  allí,  dohde  sin 
embargo  eeti.  prohibida,  la  venta  de  billetes  de  lotería,  para 
obtener  el.  pago  de  uno  comprado  en  Kentucky^  en  cuyo  Bsta<h) 
seeonsientei  podía  ejenátarseválidamente,  sin  hacer  distín* 
ción  alguna  sobre  si  la  obligación  se  contrajo  en  Nueva  York 
ó  en  Kentucky,  y  ^n  su  consecuencia,  se  orayá  competente 
para  condenar  á  la  parte  al  pago  (4).  Wharton  refiere  otras  sen^ 
tenoias  conformes  ceqi  la  que  acabamos  de  citar  (5). 

No.  ea  i  este  el  .lugar  máa  adecuado  para  tratar  á  fondo  la 
cuéitión  de  la  admisibiUdad  ó  inadmisábilidad  de  esta  acción 
ju4icial;.obBi»rvemos  tan  sólo  que  como  quiera  que  ,se  trata  de 

(U  VéRs«  Tril^imftl  del  Swft,  18  Junio  1896  (Sire^^  1886,  8,  V»n  Foitiers»  12 
l^oyieinbr«  1886;  DoM,  q  Agosto,  1883;  CUmat,  Jourual,  1884,  p.  13Q;  París,  25 
Hako  1870j  Dallos,  1870,  2,  165;  Vincent,  Bevue  pratiqtte  de  Droit  intemaHonal 
privé:  yé&so  lioterías. 

(2)  Farfg,  _25  Junio  isaí  OSirey,  1829,  H,  a51);  Bruselas,  19  Julio  1890; 
iVil^  del  Imperio  alemán,  15  Koviembri»  18^;  Journal  de  Droií  intemtittonal 
prké^  p«  395;  Y.  la  j^dmeva  edición  de: esta  obr^lS^,  §  282;  Xaúrent^  Jhmt 
civil,  intemational^  tqmo  8,**,  §  113:  Massié,  Droií  commereialf  ndm.  570;  Yincent, 

W  citado,  pasaim;  Wein,  Droit  intemational  privéf  segunda  edición,  p.  171. 

i)     26  Junio  18^,  citado. 

A)     S.torx,.Cb»4jgícío/?<í|(^»,.§a58,.  ..     .«. 

5)     Wharton,  Cmjlict  •/  law,  §§  487  y  siguientes,  y  las  citas  que  en  ellos 

1.  .  .  '  .  -  '         ■■  .   »      .1. 
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decidir  la  cuestión  de  la 'validez  de  la  yeuta,  y  de  la  acción  jn- 
dicial  para  obtener  la  ejecación  del  contrato,  acudiendo  el  Ten- 
dedor al  Tribonal  con  el  boIo  objeto  de  obtener  el  pago  del 
precio  del  billete  de  lotería  que'  vendió,  el  Magistrado  puede 
acoger  la  acción  y  ccmdenar  al  deudor.  En  estos  casos  se  debe- 
ría aplicar  la  regla  que  dio  Ubero  con  motivo  de  la  venta  de 
una  cosa  eáftra  commercium,  celebrada  y  cumplida  en  un  país 
donde  estaba  prohibida,  para  cuando  el  vendedor  comparecie- 
se ante  el  Tribunal,  no  para  sostener  la  validez  de  la  venta,  ni 
mucho  menos  obtener  la  ejecuci&d  por  vía  de  apremio  de  la 
misma,  sino  únicamente  pidiendo  la  satisfacción  del  precio. 
Si  dam,  dice  este  escritor,  puerunt  vendiU»  meras  in  loco  íM 
prohibUíB 8uni,  empHo  venditio  non valébit  ábinüio necpossU  ctduh 
nem  qtiocumque  loco  instituatur,  utique  ad  iradUimem  agendam  sed 
si  iradÜicne  fada  preHum  solvere  nollet  em]»tor^  non  tam  coniraetu 
quam  se  obliganíwr^  quantum  cum  aUerim  dañino  locupletior  fiere 
vellet  (1). 

11.  Puede  también  suceder  que  la  imposibilidad  en  que  se 
encuentra  el  poseedor  para  transferir  el  dominio  de  la  cosa 
vendida,  sea  consecuencia  de  un  hecho  posterior,  como  ai  eñ 
el  tiempo  que  media  entre  la  venta  y  la  tradición  de  la  cosa, 
ésta  fuese  declarada  fuera  del  comercio  por  la  lex  rei  sitce^ 
siendo  así  que  antes^estaba  dentro  de  él';  ó  bien  si  el  fisco,  por 
razones  de  utilidad  pública,  expropiase  la  cosa  vendida,  ó  si 
la  cosa  pereciese  totalmente  ó  en  parte.  Todos  estos  casos  in- 
fluirían en  la  ejecución  del  contrato  y  en  la  eficacia  de  la  ven- 
ta, en  cuanto  ésta  se  refería  á  la  transmisión  de  la  propiedad, 
siendo  necesario  referirse  á  la  lex  rei  sitos  para  establecer  la 
subsistencia  del  hecho  jurídico  acaecido  y  la  imposibilidad  de 
transmitir  el  dominio;  pero  para  decidir  después  sobre  las 
obligaciones  personales  asumidas  por  las  partes,  habría  que  ep- 
tar  á  la  Zea;  loci  contradus,  fallando  con  arreglo  á  ella  cuanto  f 


(1)     Hiib«r,  De  conjfúüu  legum,  libro  l.^  tit.  8.^  §  6. 
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refiriese  á  las  obligaciones  personales  7  á  la  aetio  ex  empío. 
Toda  cuestión»  por  consiguiente,  debe  examinarse,  teniendo 
en  cuenta  las  reglas  que  establecemos  para  determinar  la  au- 
toridad de  la  ley  que  debe  reglamentar  el  contenido  de  la  obli- 
gación 7  de  la  qué  gobierna  sü  ejecución,  distinguiendo  cómo 
una  7  otra  influ7en  en  las  consecuencias  del  contrato  en  los 
casos  de  incumplimiento. 

En  cuanto  al  contenido  de  la  obligación,  la  regla  es  que  de- 
pende de  la  lex  loci  contractus^  en  virtud  del  principio  general 
de  que  cuando  dos  personas  contratan  bajo  el  imperio  de  una 
le7  determinada,  debe  admitirse  que  se  someten  á  ella  por  tá- 
cito consentimiento  en  todo  lo  que  no  declaren  las  mismas  de 
un  modo  expreso.  Semper  tn  sUpulaiionibus  et  in  cceieris  contrae- 
tibus  id  sequimur  qmél  actum  est.  Unde  si  non  appareat  quod  etctum 
tsíy  consequens  erit,  ut  id  sequamur,  quod  in  regione,  in  qua  actum 
€si  frequentatur  (1). 

12.  Por  el  contrario,  en  todo  lo  que  se  refiere  al  cumpli- 
miento del  contrato,  es  decir,  en  el  id  quod  in  obligatione  esi^ 
convendrá  atenerse  á  la  ley  del  lugar  donde  se  haya  convenido 
la  prestación  de  la  cosa  debida,  la  lex  rei  sifm,  regulando  ésta, 
por  consiguiente,  todos  los  efectos  que  se  deriven  del  modo  de 
ejecución  de  la  venta. 

De  la  aplicación  de  estos  dos  principios  se  deduce  la  conse- 
cuencia de  que  es  menester  distinguir,  según  distinga  la  lex 
loci  coñtracttiSi  si  la  venta  es  simple  ó  condicional,  á  precio 
contante  ó  á  crédito,  en  masa  ó  por  peso,  en  número  ó  en  me- 
dida, con  pacto  de  ensayo  ó  sin  él,  pura  ó  bajo  condición  sus- 
pensiva; en  una  palabra,  teniendo  en  cuenta  todos  los  dere- 
chos que  en  cada  caso  pueda  tener  el  comprador  para  exigir 
del  vendedor  la  ejecución  del  contrato  ó  el  resarcimiento  del 
iaño  emergente  y^del  lucro  cesante,  y  todas  las  obligaciones 
asumidas  por  el  vendedor  para  entregar  la  cosa  ó  reparar  el 
daño.  Por  el  contrario,  para  todo  lo  que  se  relacione  con  el 

(1)      L.  55,  Dig.,  De  reg.  jur. 
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modo  de  hacer  la  ^trega,  habrá  que  atender  á  la  ley  del  lu- 
gar en  que  la  cosa  se  encuentre. 

Kara  esclarecer  las  aplicaciones  de  amhoB  principios,  será 
cod veniente  examinar  particulatmenie  las  dudas  que  pueden 
nacer  cuando  se  trata  de  determinar  la  autoridad  respectiva  de 
la  lex  loci  confradus  y  de  la  lex  rei  síUb^  para  fijar  las  obligacio- 
nes mutuas  de  comprador  y  vendedor. 

Pasquale  Fiobs» 

Profesor  de  la  Universidad  de  Hápolee. 


\ 
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Térndno  de)  albaeea^go. 

D;  J.  B.  G.  otorgo  testamento  en  24t  de  Marzo  de  1883,  en 
el  que  se  dispone  y  se  hace  constar  lo  siguiente: 

cSegundo:  Elijo  y  nombro  poir  mis  albaoeas  generales  á  A.» 
B.,  C,  D.  y  E.;  á  todos  juntos,  y  á  cada  imo  de  por  sí  á  solas, 
doy  y  concedo  las  facultades  más  amplias  que  eji  derecho  se 
necesiten  para  el  exacto  y  fiel  desempeño  del  encargo  que  les 
confio,  prorrogándoles,  caso  neceeario,  el  año  del  albaceazgo.» 

«Cuadragésimo  cuarto;  En  el  remanente  de  todos  mis  bienes, 
derechos»  acciones  y  efectiyo  metálico  quo  aJ.  presente  tengo  y 
con  el  tiempo  puedo  adquirir  y  pertenecerme  por  cualquier  tí- 
tule,  causa,  razón  y  motivo;  instituyo  y  nombro  por  mi  única, 
legitima  y  universal  heredera  á  mi  alma,  á  cuyo  fin  mis  alba- 
eeas  testamentarios,  con  el  carácter  de  juntos  ó  de  por  si,  se 
incautarán  del  cúmulo  de  mi  herencia,  venderán  todos  los  bie- 
nea  que  la  compongan  eo,  pública  subasta,  y  después  de  satis» 
facer  los  legados  y  atenciones  que  pesen  sobre  mi  testamenta- 
ría, invertirán  el  producto  líquido  que  obtengan,  á  saber...» 
(irigueilando  instrucciones  á  lo$)  elbaeeas,  que  no  se  refieren  á  su 
<»|>ac]dad). 

No  hay  en  el  testamento  nitíguna  cláusula  más  que  se  re- 
dera á  las  facultades  d  capacidad  legal  de  los  albaceas. 

El  testador  falleció  en  2  de  Diciembre  de  1890,  no  habiendo 
>torgado,  con  posterioridad  á  la  mencionada,  ninguna  otra  dis- 
K>fiicióñ  testamentaria. 

Los  albaceas  nombrados,  al  efecto  de  hacer  constar  en  el 
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Registro  de  la  propiedad  la  facultad  que  se  les  concede  de  ven- 
der los  bienes  de  la  herencia  de  que  se  trata,  formalizaron  la 
correspondiente  escritura  de  manifestación  de  bienes  en  3  de 
Noviembre  de  1891,  en  la  que  se  lee  lo  siguiente: 

cSupueato  tercero:  Respecto  á  las  facultades  de  los  mism  os, 
establecidas  por  el  testador  en  la  cláusula  referida,  claramente 
aparece  expresada  la  solidaridad  del  encargo  á  cada  uno  de 
aquellos,  como  á  todos  juntos,  á  su  arbitrio.  Bn  tal  supuesto,  y 
<!on  arreglo  á  lo  que  se  desprende  de  los  artículos  894,  895, 896 
y  897  del  Código  civil,  tienen  facultad  todos  juntos, como  cada 
uno  de  los  citados  albaceas  de  D.  J.  B.  C,  de  por  si  á  solas  ó  en 
particular,  para  practicar  legal  y  válidamente  todos  cuantos  ac- 
tos se  refieran  á  la  ejecución  de  las  distintas  y  múltiples  ope- 
raciones  que  jreclame  el  cumplimiento  de  su  disposición  testa- 
mentaria. Y  con  respecto  al  plazo  que  tienen  para  cumplir  su 
encargo  expresamente  en  la  repetida  cláusula  (se  refiere  á  la  se- 
gunda transcrita),  les  ha  sido  prorrogado  por  el  testador  el  año 
del  albaceazgo,  por  lo  que  se  entenderá  prorrogado  por  otro  año 
más,  de  conformidad  al  art.  905  del  mismo  Código.  Y  en  el 
caso  de  que,  contra  la  voluntad  que  abrigan^  no  quedase  cum- 
plido aún  todo  lo  dispuesto  por  el  testador,  atendidas  las  cir- 
cunstancias del  caso,  que  han  de  nacer  indudablemente  del 
mismo  contexto  del  ieQtB.mento,  continuarán  los  albaceas  en  el 
pleno  goce  de  sus  plenas  facultades  por  todo  el  tiempo  que 
fuere  necesario  hasta  dejar  completamente  ejecutada  la  volun* 
tad  del  testador,  que  es  la  principal  entre  todas  las  obligaeio  * 
nes  de  su  encargo.» 

En  el  mes  de  Octubre  del  corriente  año  se  presentaron  loe 
albaceas  en  un  despacho  notarial  con  el  objeto  de  vender  de- 
terminados bienes  inmuebles  de  la  herencia  del  causante. 

Dudándose  sobre  la  capacidad  legal  de  los  albaceas,  se  con- 
sulta sobre  los  extremos  siguientes: 

Prímero,  Para  resolver  sobre  dicha  capacidad ,  ¿?e  ha  de 
aplicar  la  legislación  contenida  en  el  Código  civil,  conforme  4 
la  disposición  12  transitoria  de  dicho  cuerpo  legal? 
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Segundo.    Caso  añrmativo,  ¿tenninó  el  albaceazgo  por  el 
^apso  del  tiempo  señalado  conjantamente  por  el  testador  y  por 
la  ley,  al  transcurrir  dos  años  del  fallecimiento  del  testador»  se- 
:^n  el  art.  910  del  Código,  en  relación  con  el  905? 

Tercero.  ¿No  padecieron  error  de  derecho  aquellos  que  otor- 
garon la  manifestación  de  bienes  y  se  atribuyeron  facultades 
-de  albacea  para  un  plazo  que  no  podían  tenerlas,  al  consignar 

« 

en  el  tercer  supuesto  de  la  misma:  «...  en  el  caso  de  que  contra 
la  voluntad  que  abrigan  (los  albaceas)  no  quedare  cumplido 
aún  (en  el  término  de  dos  años  desde  la  muerte  del  testador — 
tino  señalado  por  el  causante  y  otro  de  prórroga,  según  el  ar- 
tículo 905 — )  todo  lo  dispuesto  por  el  testador,  atendidas  las 
<¡ircunstancias  del  caso,  que  han  de  nacer  indudablemente  del 
mismo  contexto  del  testamento,  continuarán  (¿Por  qué?)  loe  al- 
baceas en  el  pleno  goce  de  sus  plenas  facultades  por  todo  el 
tiempo  que  fuere  necesario?...» 

Guarió.  ¿Qué  alcance  se  ha  de  dar  á  la  declaración  hecha 
por  los  mismos  albaceas  en  el  supuesto  tercero  de  dicha  mani- 
festación de  bienes?  ¿Qué  valor  legal  puede  tener  su  opinión 
particular  de  que  continuarán  en  el  pleno  goce  de  sus  plenas 
facultades? 

Quinto.  Dado  que  no  tenga  ningún  valor,  ¿puede  el  Juez 
en  la  actualidad,  transcurrido  el  plazo  dé  los  dos  años  con  un 
exceso  de  más  de  tres,  prorrogar  el  plazo  del  albaceazgo,  con- 
forme  al  párrafo  2.°  del  art.  905,  ó  se  debió  pedir  y  obtener  di- 
cha prórroga  en  los  dos  primeros  años,  durante  los  cuales  no 
üsibe  dudar  fueron  albaceas? 

Sexto.  Caso  de  que  el  Juez  pudiera  hoy  conceder  dicha  pro- 
Troga,  ¿se  convalidarían  por  ella  los  actos  ejecutados  como  ta- 
les albaceas  después  de  transcurridos  los  dos  años  desde  que 
aceptaron  el  cargo,  ó  se  habrán  de  ratificar? 

Séptimo.  En  el  supuesto  de  que  el  Juez  entendiese  que,  fina- 
lizado un  plazo,  no  cabe  conceder  prórroga  del  mismo,  ¿á  quién 
tocaría  cumplir  la  disposición  testamentaria? 

Un  suscritos. 

TOMO  89  28 
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CONTESTACIÓN. 


No  E6  han  copiado  integras  en  la  consulta  las  cláusulas  tes- 
tamentarias relativas  al  nombramiento  y  facultades  de  los  al- 
baceas,  y  hubiese  sido  conveniente  para  el  total  conocimiento 
de  las  obligaciones  que  el  testador  impuso  á  dichos  albaceas,. 
de  las  instruciones  que  les  dio  para  el  cumplimiento  de  su  vo- 
luntad, y  deducir  de  todas  esas  circunstancias  si  era  posible  la 
terminación  de  la  testamentaria  dentro  del  plazo  legal  del  al- 
baceazgo,  á  fin  de  interpretar  con  más  seguridad  la  cláusula  de 
la  prórroga. 

Esto,  no  obstante,  emitimos  nuestra  opinión  acerca  de  la& 
varias  preguntas  que  contiene  la  consulta  sobre  la  capacidad  ó 
personalidad  de  los  albaceas  nombrados,  porque  si  bien  el  tes- 
tamento se  otorgó  en  1883,  habiendo  fallecido  el  testador 
en  1890,  ó  sea  después  de  publicado  el  Código  civil,  esta  es  la 
legislación  aplicable  al  caso  de  la  consulta,  y,  á  nuestro  juicio,, 
las  prescripciones  del  Código  civil  resuelven  claramente  las  du- 
das consultadas. 

£1  testamento  no  produce  sus  efectos  hasta  la  muerte  del 
testador:  estaba  ya  entonces  vigente  el  Código  civil,  pues  las 
cláusulas  testamentarias,  y  especialmente  las  relativas.al  nom- 
bramiento de  albaceas,  facultades  á  éstos  concedidas  y  tiempo 
del  albaceazgo,  se  han  de  interpretar  y  cumplir  según  las  pres- 
cripciones de  dicho  Código. 

Con  arreglo  á  los  artículos  904  y  905,  el  término  del  alba- 
ceazgo es  el  de  un  año:  si  el  testador  quisiera  ampliar  el  plazo 
legal,  deberá  señalar  expresamente  el  de  la  prórroga,  y  si  no 
le  hubiese  señalado,  se  entenderá  el  plazo  prorrogado  por 
un  año. 

Bste  es  precisamente  el  caso  de  la  consulta:  el  testador 
nombró  sus  albaceas,  les  concedió  las  facultades  más  amplias 
para  el  exacto  y  fiel  desempeño  del  cargo  que  les  confió,  pro-^ 
irrogándoles,  dijo,  caso  necesario,  el  año  del  albaceazgo;  asi  apa- 


CONSULTA  435 

rece  copiado  en  la  consulta:  el  testador  no  fijó  expresamente 
el  tiempo  de  la  prórroga:  ha  de  entenderse  ésta  concedida  por 
otro  año  más,  con  arreglo  al  art.  905  ya  citado,  y  transcurrido^ 
esos  dos  años,  ó  sea  el  del  plazo  legal  del  albaceazgo  y  el  de  la 
prórroga,  según  la  declaración  terminante  del  art.  910,  terminó 
el  albaceazgo,  acabando  la  personalidad  de  los  albaceas  para 
todos  los  efectos  de  derecho. 

Los  mismos  albaceas  tenían  el  convencimiento  de  ese 
plazo  de  dos  años  para  el  desempeño  de  su  cargo,  según  lo  que 
ellos  consignaron  en  el  supuesto  tercero  de  las  particiones,  invo- 
cando los  artículos  del  Código  civil  aquí  citados;  pero  de 
buena  fe,  sin  duda,  se  equivocaron  al  declarar,  para  el  caso  de 
que  contra  su  voluntad  no  quedase  cumplido  aún  todo  lo  dis- 
puesto por  el  testador,  catendidas  las  circunstancias  del  caso, 
que  han  de  nacer  indudablemente  del  mismo  contexto  del  tes- 
tamento, continuarán  los  albaceas  en  el  pleno  goce  de  sus  facultades 
pw  iodo  el  tiempo  que  fuere  necesario  hasta  dejar  completamente 
ejecutada  la  voluntad  del  testador,  que  es  la  principal  entre 
todas  las  obligaciones  de  su  cargo». 

Padecieron  los  albaceas  un  error  al  hacer  afirmación  tan 
absoluta,  porque  hubieran  podido  continuar  en  el  ejercicio 
del  cargo  después  de  terminados  los  dos  años,  ó  sea  el  del  pla- 
zo legal  y  el  de  la  prórroga,  si  pidieran  al  Juzgado  y  éste  les 
concedía  otra  prórroga  por  el  tiempo  necesario,  atendidas  las 
circunstancias  del  caso;  mas  sin  esta  prórroga,  que  es  la  preve- 
nida en  el  párrafo  segundo  del  repetido  art.  905,  el  albaceazgo 
terminaba  á  los  dos  años. 

Todo  el  alcance  que  se  puede  dar  á  esa  declaración  errónea^ 
inexacta,  de  los  albaceas,  no  puede  ser  otro  que  el  de  su  deseo 
y  buena  fe  por  dejar  ejecutada  total  y  cumplidamente  la  vo- 
luntad del  testador;  mas  no  basta  ese  deseo  ni  el  propósito  de 
los  albaceas  de  cumplir  fiel  y  exactamente  las  obligaciones  del 
albaceazgo,  si  éste  ha  terminado  con  arreglo  á  la  ley,  acabando 
el  carácter  y  personalidad  de  tales  albaceas.  Necesitan  la  pró- 
rroga antes  indicada  del  párrafo  segundo  del  art.  905,  que  en 
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el  caso  de  la  consulta  sólo  el  Jazgado  puede  conceder;  y  cierta- 
mente por  las  circunstancias  especiales  de  ese  mismo  caso,  en 
que  el  testador  ha  instituido  por  heredera  á  su  alma,  y  no 
existen  otras  personas  más  que  los  albaceas  por  él  nombrados 
que  puedan  cumplir  su  voluntad,  esas  circunstancias  inclinan 
poderosamente  4  que  la  prórroga  sea  concedida,  puesto  que  no 
habiendo  señalado  el  Código  plazo  dentro  del  cual  los  albaceas 
hayan  de  solicitar  dicha  prórroga,  no  habiendo  habido  tampo- 
co reclamación  alguna  para  que  se  declarara  terminado  el  al- 
baceazgo,  entiendo  que,  á  pesar  del  tiempo  transcurrido^  los 
albaceas  pueden  solicitar  la  prórroga,  expresando  al  Juzgado 
todas  las  circunstancias  que  hayan  concurrido,  las  causas  por 
las  cuales  no  han  podido  cumplir  ó  ejecutar  en  el  tiempo  legal 
la  voluntad  del  testador. 

Y  el  Juzgado,  con  pleno  conocimiento  del  asunto,  debe,  á 
mi  juicio,  conceder  la  prórroga  que  soliciten  los"  albaceas,  se- 
ñalándolos un  plazo  prudencial,  dentro  del  cual  deberá  ser 
cumplida  en  todas  sus  partes  la  voluntad  del  testador,  y  ha- 
brán de  dar  cuenta  al  Juzgado  del  desempeño  de  su  cargo,  se- 
gún lo  preveenido  en  el  párrafo  segundo  del  art.  907  del  Có- 
digo. 

Concedida  esa  prórroga  por  el  Juzgado,  no  veo  inconve- 
niente en  considerar  válidos  los  actos  ejecutados  por  los  alba- 
ceas  después  de  transcurridos  los  dos  años  del  albaceazgo,  pues 
continúan  legalmente  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  como  ta- 
les albaceas,  y  por  lo  mismo  que  no  ha  habido  resolución  judi- 
cial declarando  terminado  el  albaceazgo  ó  encargo  conferido 
por  el  testador  con  amplias  facultades,  aquella  consideración 
es  legal  y  equitativa,  conforme  con  el  espíritu  del  art.  905  an- 
tes citado,  y  no  contraría  lo  dispuesto  en  el  art.  910,  que  no 
ha  de  entenderse  ó  interpretarse  de  una  manera  restrictiva  ó 
rigurosa,  si  ha  de  tener  aplicación  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo  del  art,  905,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  si  ha  de  poder  uti- 
lizarse en  los  respectivos  casos  esa  prórroga,  que  es  atribución 
del  Juzgado  el  conceder. 
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Claro  68  que  el  Juez,  después  de  examinado  el  caso,  puede 
denegar  la  prórroga  que  los  albaceas  soliciten,  y  declarar  que 
por  el  transcurso  de  los  dos  años  el  albaceazgo  terminó;  no  es 
obligación  del  Juez  conceder  la  prórroga;  es  una  facultad,  una 
atribución  especial  que  la  ley  le  confiere;  el  Código  dice:  po- 
drá el  Juez  conceder:  lo  deja  al  criterio  del  Juez;  pero  la  ley 
quiere  también  que  el  Juez,  al  resolver,  tenga  en  cuenta  las 
circunstancias  del  caso,  y  he  manifestado  anteriormente  que 
en  el  de  la  consulta,  si  otros  motivos  poderosos,  para  mi  des- 
conocidos, no  se  oponen,  las  circunstancias  influyen  é  inclinan 
marcadamente  á  la  concesión  de  la  prórroga. 

Solamente  ios  albaceas  nombrados  podían  cumplir  la  vo- 
luntad  del  testador,  porque  no  hay  herederos  instituidos  que, 
á  falta  de  aquéllos,  puedan  dejar  cumplido  todo  lo  ordenado 
en  el  testamento;  el  testador  les  prorrogó,  caso  necesario^  el  año 
del  albaceazgo,  sin  poner  limite  á  dicha  prórroga,  y  esto  debe 
influir  eflcazmente  para  que  la  prórroga  sea  concedida;  y  si  el 
Juzgado,  por  motivos  especiales  que  pueden  existir,  si  bien 
nosotros  no  los  conozcamos,  entendiera  que  debía  denegar  la 
prórroga,  y  la  denegara,  no  habría  otro  medio  para  que  sea 
cumplido  y  ejecutado  todo  lo  ordenado  en  el  testamento,  que 
el  nombramiento  por  el  Juzgado  mismo  de  una  ó  más  personas 
á  quienes  encargaría  la  ejecución  de  la  voluntad  del  testador, 
señalándoles  al  efecto  un  determinado  plazo. 

El  Juez  debería  nombrar  esas  personas,  si  declaraba  termi- 
nado el  albaceazgo,  porque  necesariamente  el  testamento  ha 
de  cumplirse,  á  ello  tenían  derecho  los  interesados,  como  son 
los  legatarios;  la  Beneflcencia,  si  hay  alguna  manda  de  este 
carácter;  la  Iglesia,  por  lo  que  se  reflere  á  sufragios  y  misas 
que  el  testador  hubiese  ordenado,  y  se  suscitarían  las  recla- 
maciones consiguientes,  que  el  Juzgado  no  podría  en  modo  al- 
guno desatender  ó  desestimar. 

Para  evitar  esto,  no  habiendo  motivos  que  justiflquen  la  ne- 
gativa de  la  prórroga  solicitada  por  los  albaceas,  debe  el  Juez 
concederla,  pero  señalando  el  plazo  de  la  misma  é  imponiendo 
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¿  los  albaceas  la  obligación  de  dejar  cumplido  y  ejecutado  el 
testamento  dentro  de  ese  plazo,  ó  alegar  y  probar  en  tiempo 
las  causas  que  lo  hayan  impedido;  debiendo  también  esos  al- 
baceas rendir  sus  cuentas  al  Juzgado,  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  el  párrafo  segundo  del  art.  907  del  Código  civil. 

A.  Charrín. 


LA  CODIFICACIÓN  DEL  DERECHO  ADMINISTRATIVO 


El  derecho  administratiyo  español,  al  igual  en  esto  qae  el 
^e  otros  países,  no  se  halla  formulado  y  contenido  en  un  Códi- 
go.  ¿Está  esto  bien?  Antes  de  examinar  tan  discutido  proble- 
ma, es  necesario  saber  lo  que  es  un  Código  y  lo  que  significa 
un  derecho  positivo  codificado.  El  Código  implica  un  concepto 
no  bien  definido  y  muy  vacilante  aún  (1).  Savigny  estima  el 
-Código  como  cel  conjunto  del  derecho  existente,  con  la  sanción 
exclusiva  del  Gobierno»  (2);  pero  á  pesar  de  esta  indicación 
tan  general,  Savigny  y  su  escuela  se  refieren  principalmente 
4d  llamado  derecho  civiL  Realmente  el  concepto  del  Código 
entraña  dos  problemas:  1.*^,  el  relativo  á  su  valor  intrínseco 
como  obra  reflexiva  del  legislador;  y  2.®,  el  relativo  á  la  ex- 
tensión cuantitativa  y  cualitativa  del  Código,  problema  éste 
que  se  podría  formular  preguntando  cuáles  son  las  condiciones 
que  debe  tener  la  obra  del  legislador  para  reputarla  Código. 

Ni  uno  ni  otro  problema  están  resueltos  por  la  ciencia,  no 
siendo  fácil  encontrar  en  las  indicaciones  del  derecho  positivo 
«ma  orientación  fija.  La  controversia  sobre  la  codificación,  uno 
-de  los  capítulos  más  importantes  de  la  historia  político-jurí- 


(1)     Giner  7  Calderón:  Bentmen  de  Füo»ofia  del  Deredko,  pág.  189. 
(S)     Be  la  vocación  de  nuettro  eiglo  para  la  legitlaeión  y  para  la  eieneia  del  de- 
reeko  (trad.  esp.),  pág.  33. 
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dica  moderna  (1),  versa  princi pálmente  sobre  el  primero  de  lo^ 
indicados  problemas.  No  voy  á  detenerme  en  revisar  tal  polé» 
mica^  viva  aun  hoy:  lo  único  que  me  conviene  recordar  es  que» 
independientemente  de  toda  argumentación  fílo&ófíca,  y  del 
valor  respectivo  de  las  opiniones  favorables  ó  adversas  á  la  po- 
sibilidad y  necesidad  de  los  Códigos,  la  tendencia  dominante- 
en  el  derecho  positivo  se  ha  manifestado  favorable  á  la  codifi- 
cación, realizándose  ésta  en  casi  todos  los  pueblos,  en  los  de- 
rechos llamados  civil,  mercantil,  penal,  procesal,  é  intentan--^ 
doee  hasta  en  el  derecho  internacional  privado. 

Pero  es  necesario  advertir  que  los  Códigos  hechos  para  las 
diversas  ramas  del  derecho  positivo  de  los  pueblos,  más  que 
reducciones  sintéticas  del  derecho  ideal,  sistematizado  según 
las  exigencias  del  derecho  mismo  en  la  vida,  y  bajo  el  impul- 
so organizador  de  un  sentimiento  jarídico  universal  intenso^ 
han  sido  y  son  la  mayoría  de  las  veces  obra  política  circunstan- 
cial, encaminada:  1.*^,  á  ordenar  lo  que  se  cree  el  derecho;  2.^,. 
á  uniformar  las  reglas  jurídicas;  3.^,  á  difundir  su  conocimiento^ 
4.^,  á  aclarar  las  dudas;  6.®,  ék  prevenir  ciertos  conflictos,  juris- 
dicciones, sobre  todo;  y  6.^,  á  facilitar  la  aplicación  del  dere- 
cho positivo,  especialmente  como  tarea  de  los  tribunales. 

(1)     Sin  pretender  dar  aqui  una  bibliogn^aña  completa  de  esta  célebre  con- 
troversia, citaré,  en  primer  término,  como  obra  capital,  la  indicada  de  Sa- 
vigny  y  también  sn  Sistema  del  derecho  romano  aetualt  y  la  obra  de  Thibaut,  al' 
adversario  de  Savigny,  titulada  Uber  die  Noútíoendighek  einea  alígemeinen  hwffer- 
Kdien  RechU  für  Detttíehland  (1614),  (Sobre  la  necesidad  de  un  derecho  ctvü  eomún- 
para  Alemania),  Pnede  consultarse,  adem&s,  acerca  de  la  lucha  sobre  la  codi&- 
eación,  y  en  general  sobre  la  escuela  histórica,  Bluntschli:  Die  neuen  Bedit»  schw 
len  der  cUutschen  Juriaten;  Stahl:  Historia  de  la  Filosofía  del  Derecho  (trad.  esp.)* 
pág.  668;  Ahrens:  Derecho  natural  y  Enciclopedia  Jurídica;  Heyer:  La  cod\fieation 
(1880);  Ihering:  La  lucha  por  el  derecho  (trad.  esp.);  Soolari:  Sulla  scuola  storiew 
dei  giuristi  (1867);  Templo:  Dellá  eodificaxUmt  oivUe  (1885);  Garles  La  vida  del  dert- 
eho  Ctrad.  esp.j;  Miraglia:  Filosofía  del  Derecho  (trad.  esp.),  tomo  1.^  pi^gs.  7^ 
y  H48;  A.  Cavagnari:  FilosoJU  giuridice  secundo  i  eantrni  deUe  scuola  storica  (1866); 
Yanni:  /  giuristi  della  scuola  storica  di  Oermania  (1865);  líorelli:  La  fuMtione  Ug%9' 
lativa  (1808),  p&gs.  187468;  Dur&n  y  Bas:  Prefacio  k  la  traducción  española  ¿«L 
Sistema  del  derecho  romano  actualf  de  Savignyt 
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No  serla  fácil  juzgar  aquí  el  valor  jurídico  del  general  mo- 
vimiento favorable  á  la  codificación;  pero,  inspirándome  en 
eiertas  manifestaciones  de  Savignj  (1),  me  inclino  á  pensar 
que  no  revela  un  estado  floreciente  de  la  ciencia  del  derecho», 
ni  una  gran  intensidad  del  sentimiento  jurídico  de  loe  pue- 
blos. Los  Códigos  actuales  responden  quizá  á  una  situación  va- 
cilante é  indefinida  del  derecho  en  la  conciencia  nacional,  sig- 
nificando unos,  esfuerzos  encaminados  á  conservar  la  obra  ju- 
rídica tradicional  de  los  romanos,  mejor  ó  peor  entendida  ésta^ 
j  otros  meros  enojos  más  menos  afortunados  de  definicióa 
y  organización  de  las  instituciones  jurídicas. 


II 


Y  veamos  lo  que  supone  el  segundo  problema:  ¿á  qué  monu-- 
mentos  legislativos  daremos  el  nombre  de  Códigos?  La  forma- 
ción de  un  Código,  tal  como  Savigny  lo  concibe  en  determina- 
dos momentos,  parece  implicar  la  sistematización  reflexiva  y 
coactiva  del  derecho  de  un  pueblo.  CódigOy  del  latín  condere,  fun- 
dir,  reunir»  ligar,  aplicado  al  derecho  de  un  pueblo,  supon- 
dría la  iistemaitzación,  por  obra  ó  encargo  del  legislador,  de  su  de- 
re  cho  todo.  Sin  la  condición  intrínseca  y  extrínseca  á  la  vez„ 
de  la  trabazón  y  ordenación  sistemática^  los  antiguos  Códigos 
españoles— Fuero  Juzgo,  Partidas,  Nueva  Recopilación,  etc. — 
respondían  á  tal  idea.  Pero  no  es  á  esta  clase  de  cuerpos  jurí- 
dicos á  la  que  por  lo  común  se  da  el  nombre  de  Códigos  mo- 
dernamente. En  este  punto  lo  más  corriente  es  aplicar  la  pa- 
labra Código  al  cuerpo  jurídico^  ordenado  sistemáticamente» 
es  decir,  según  un  plan  de  clasificación  que  se  reputa  cientí- 
fico, y  que  comprende  una  rama  del  derecho  de  un  pueblo  de- 
terminado,  cuerpo  jurídico,  obra  del  legislador,  y,  por  tanto „. 


(1)     La  vocacióny  etc.,  pasnm. 
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con  la  garantía  extrema  de  la  sanción  coactiva,  para  la  aplica- 
ción de  suB  preceptos  por  los  Tribunales.  No  hay,  sin  embar- 
go, en  esto  un  criterio  fijo:  se  llama  Código,  á  veces,  á  una 
ley  que  sólo  regula  una  institución  dada-~por  ejemplo,  nues- 
tro Código  de  Justicia  militar — y  en  cambio,  no  se  denominan 
Códigos  á  ciertos  cuerpos  jurídicos  de  gran  amplitud. 

Prescindiendo  ya  de  esto,  lo  cierto  es  que,  sea  cual  fuere 
«1  valor  intrínseco  del  Código  como  forma  del  derecho  positi- 
vo, y  sea  cual  fuere  la  amplitud  del  orden  jurídico  que  en  los 
llamados  Códigos  suele  comprenderse,  el  derecho  administrativo 
no  está  codificado,  á  pesar  de  ser,  como  suele  decirse,  jus  scríp- 
4um  por  excelencia.  No  hay,  ni  en  España,  ni  en  Italia,  ni  en 
Alemania,  ni  en  Francia,  con  tener  ésta  un  derecho  adminis- 
trativo tan  uniforme  y  normal,  ni,  por  supuesto,  en  Inglaterra, 
un  Código  administrativo.  Ahora  bien:  ante  la  existencia,  no  ya 
del  problema  en  general  de  la  codificación,  sino  de  Códigos 
positivos  en  tant&s  ramas  del  derecho—civil,  mercantil,  pe- 
nal y,  hasta  si  se  quiere,  político  (1) — los  tratadistas  del  dere- 
<iho  administrativo  se  han  propuesto  con  frecuencia,  el  proble- 
ma de  si  debe  codificarse  esta  rama  del  derecho  (2),  habiendo, 
<;omo  era  de  esperar,  partidarios  de  todas  las  soluciones  posi- 
bles. Desde  luego,  los  defensores  de  las  soluciones  generales  de 
la  escuela  histórica,  son  contrarios,  por  motivos  filosóficos  fun- 
damentales, á  la  codificación  del  derecho  administrativo, 
como  de  todo  derecho  (3).  Pero  de  éstos  ño  hablaremos  ahora. 
El  problema  de  la  codificación  del  derecho  administrativo 
tiene  una  importancia  particular,  independientemente  de  los 
puntos  de  vista  generales  contrarios  á  la  codificación:  nace  esa 


(1)  Bealmente  las  conatihteionet  modernas  del  tipo  rígido,  y.  gr.,  la  da  loa 
IBstados  Unidos,  Bélgioa,  Espafta,  etc.,  son  yerdaderos  Códigot  politice:  (Yéa- 
«e  nuestro  Tratado  de  derecho  poltíieo,  2.*  lib.  1.",  cap.  6.^  y  lib.  2.^  Y.  la  Chtím 
-del  deretího  eonatiiucionalf  pág.  184.) 

(2)  Véanse  las  indicaciones  bibliográficas  que  van  4  continuación. 

(8)     Naturalmente,  deducen  esto  de  los  principios  sostenidos  por  SaTlgnx^ 
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importancia,  desde  el  momento  en  que  se  admite  como  bueno 
en  principio,  ó  como  hecho,  la  existencia  de  Códigos  en  otras 
ramas  del  derecho.  En  efecto,  se  pregunta:  el  derecho  admi- 
nistrativo, ¿puede  y  debe  codificarse  del  modo  y  forma  y  con 
el  mismo  alcance  que  se  han  codificado  otras  ramas  del  dere- 
cho? Ó  en  otros  términos:  lo  que  se  ha  podido  hacer,  y  lo  que  se 
ha  estimado  útil  hacer  en  el  derecho  civil,  mercantil,  pe- 
nal, etc.,  ¿no  podría  hacerse  también,  y  no  sería  úHl  hacerlo,  en 
el  derecho  administrativo? 


III 


Las  opiniones  de  los  autores  acerca  de  este  punto  pueden 
resumirse  en  tres  poluciones,  á  saber: 

Primera,  El  derecho  administrativo  por  circunstancias  es- 
peciales suyas,  ó  de  todo  el  deiecho  público ,  no  puede,  y  por 
tanto,  no  debe  codificarse;  la  sostienen,  entre  otros,  Mallein  (1), 
Laferriere  (2),  Boceo  (3),  Garmignani  (4),  Manttelini  (6),  De 
Oioannis  (6),  Meucci  (aunque  algo  vacilante)  (7),  y  Di  Ber- 
nardo (8). 

Segunda.  El  derecho  administrativo  puede  y  debe  ser  codi- 
ficado como  otras  ramas  del  derecho;  sostienen  esta  opinión 
•con  más  ó  menos  fuerza,  entre  otros,  TroUey  (9),  Gotelle  (10),. 


<t)  Fant-ü  codifier  lea  loi»  adminittrattve*. 

<2)  Ooun  de  droit  jn^io  et  adm%n%»tratíf. 

(8)  Oitedo  por  Menooi,  In»tUuzU>ni  di  Diritto  amminiatratioo, 

<i)  Citado  por  Meaooi. 

<5)  Lo  Staio  e  ti  Codiee  eivile. 

(6)  CWm>  di  Diritto  pubblico  amminit/trativo,  t.  I,  páf.  177. 

(7)  ItutituMcni  di  Diritto  €unmiai$trativOt  pág.  19. 

(8)  La  ptibbliea  Amminiatrassione.  V.  il,  p&g.  637. 
<d)  IS^ité  de  ia  Merarekie  ctdminietrativet  i,  p&g.  6. 

<10;     Couré  de  droit  €UÍminÍ8trat{f  appliqué  aux  travaux  ptdUic»,  l,  pág.  186. 
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Solón  (1),  6.  Telessio  (2),  Manna  (8),  Mobso,  (4),  Minget- 
ti  (5),  y  Santamaría  (6). 

Tercera,.  El  derecho  administrativo,  ei  no  puede — por  cir- 
cunstancias particulares — codificarse  oficialmente  y  de  un 
modo  total,  debe  procurarse  esto  para  el  porvenir,  mediante 
trabajos  de  ordenación  doctrinal,  recopilaciones  privadas  ú 
oficiales,  etc.  Sostienen  esta  opinión,  entre  otros,  De  Greran- 
do  (2),  Golmeiro  (8),  el  mismo  Sr.  Santamaría  (9)  y  el  señor 
Cuesta  Martin  (10). 

Los  que  combaten  la  posibilidad  y  utilidad  de  la  codifica- 
ción del  derecho  administrativo,  ya  por  si,  ya  como  rama  del 
público,  repiten  casi  siempre  el  mismo  argumento:  el  derecho 
administrativo  presenta,  dice  De  Gioannis,  en  el  más  alto  grado- 


(1)     Code  adminiétrative  (1848). 

<2)     Apéndioes  y  notas  á  la  obra  de  Derecho  administrative,  de  ICaimiu 
(1878),  pkg.  57. 

(8)     Manna,  lYineipii  di  DiriUo  ÁMininUiraiivo. 

(A)     La  acienxa  ammintstrativa,  eonnderaia  en  relacione  ad  wi  Códice  crauNtn»»- 
tratieo  degli  italiani  (1875).  ^ 

(6;     Kinghetti:  /  partiti  politici  e  la  ingerenaa  loro  nella  giu9tÍMÍa  e  neU'ammir- 
niatrauione  (1881),  p&g;  290. 

(6)  OuTéo  de  Derecho  adminieirativo  (1834),  pág.  45. 

(7)  Jrutitutee  de  Droit  adminietratif,  l,  pág.  6. 

(8)  Derecho  adminieirativo  eepaüolf  l,  pág  86.  •    '' 

(9)  Loe.  cit. 

(10)  I\^neipioe  de  derecho  adminie^ativo,  I,  pág.  18.  Bu  el  Congreso  Jnridieo- 
español,  oelebrado  en  ICadrid  en  1886,  se  presentaron  oonolosiones  en  las  bna- 
les  se  mantenía  un  criterio  que  está  dentro  de  esta  última  solución.  He  aqni 
eómo  se  formuló  una  de  ellas:  «Debe  procurarse  como  complemento  de  las^ 
reformas  que  han  de  introducirse  en  la  jurísdiooión  contencioso  administra,, 
tiva,  llamada  á  regular  la  vida  de  relación  entre  el  Estado  j  los  partíoulares- 
la  eodificacián  adminietrativa,  á  cuyo  ideal  puede  llegarse  por  medio  de  la  co- 
dificación parcial,  hecha  oficialmente,  por  materias,  comentando  por  aquella»- 
en  que  las  leyes  sean  más  completas  y  adelantadas,  tengan  mayor  carácter 
sistemático,  y  sufiran  menos  la  influencia  de  los  partidos  y  situaciones  politi- 
cas,  y  por  trabigos  doctrinales  que  preparen  la  sistematiiaeióa,  que  hoy  no> 
existe,  del  dere^o  adninistratiTO.» 
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«1  carácter  de  movilidad,  c  A  pesar,  añade  este  autbr,  de  los  in- 
geniosos  esfuerzos  de  Solón  para  iormar  un  verdadero  -Código 
administrativo,  creemos  que  la  legislación  administrativa,  por 
su  esencia  misma,  se  presta  muy  mal  á  una  verdadera  codifi- 
cación, á  lo  menos  en  el  sentido  de  un  Código  fijo  y  duradero... 
Es  de  la  naturaleza  de  la  legislación  administrativa  el  ser  en 
gran  parte  movible;  está  sujeta  constantemente  á  los  cambios 
repetidos  y  numerosos  de  las  materias  sociales  á  que  se  refie- 
re (1)».  En  el  propio  sentido  se  expresa Mantellini,  que  consi- 
dera la  política  y  la  administración  imposibles  de  codificar,  por 
ser  hechos,  y  sus  hechos,  multiformes,  y  complejos,  en  sus  cir- 
cunstancias de  lugar,  tiempo  y  denlas  condiciones  (2);  Di 
Bernardo  llega  más  allá  aún:  conceptúa  que  esta  índole,  mu- 
dable  é  indefinible,  del  derecho  administrativo,  no  sólo  no 
tiende  á  disminuir,  sino  que  tiende  á  aumentar,  aumentando 
con  ello  la  imposibilidad  de  la  codificación  (8).  No  es  otra  la 
opinión  de  Mallein.  Por  último.  Orlando,  colocándose  desde  un 
punto  de  vista  más  general,  escribe  que  cel  derecho  público  no 
m  codifica,  no  sólo  por  la  razón  grave,  aunque  transitoria,  de 
su.  poca  elaboración  actual,  sino  sobre  todo,  porque  la  índole 
misma  de  sus  relaciones  no  se  presta,  no  ya  á  una  codificación, 
sino  muy  á  meúudo  ni  siquiera  á  una  declaración  legisla- 
tiva (4). 

Los  defensores  de  la  codificación  administrativa  fijánse,  so* 
fore  todo,  en  la  necesidad  de  uniformar  y  ordenar  la  rama  del 
derecho  á  que  nos  referimos,  ün  autor  citado,  y  no  muy  bien 
tratado  por  cierto  por  Di  Bernardo,  dice:  csi  la  administra- 
ción es  el  orden,  es  el  método  organizador...,  ¿cómo  admitir  que 
frente  á  este  método  y  este  orden  se  ofrezca,  presentando  fuerte 
<K)ntraste,  una  legislación  varia,  dispersa,  contradictoria. . .?» (5). 


(1)  Loe.  cit. 

(2)  Loe.  cit. 
id)  Loe.  ñt, 

(1)  1  criUri  Unid  per  la  reeo»truzione  giuridica  del  diritto  publicot  pág  17. 

<5)  Obra  citada,  j^kga.  646  y  siguientes. 
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Manna  penetra  algo  más  en  el  fondo  del  asunto  y  deflende  la 
posibilidad  y  necesidad  del  Código  administrativo,  á  partir  del 
reconocimiento  de  bases  fijas  y  permanentes  en  esta  rama  del 
Derecho,  que  es  preciso  por  otra  parte  normalizar  y  ordenar. 
El  Sr.  Santamaría  asiente  al  argumento  de  Manna  (1).  Teles* 
sio,  anotador  del  libro  de  Manna,  reclama  como  obra  de  ver- 
dadera utilidad  la  codificación  del  derecho  administrativo.  Por 
último,  Minghetti,  después  de  copiar  la  opinión  contraria  de 
Montellini  y  de  juzgarla  parcialmente  verdadera  sólo,  reconoce 
el  elemento  variable  é  indeterminable  que  hay  en  el  derecho 
público;  pero  añadiendo  que  chay  una  porción  de  actos  admi- 
nistrativos, referentes  ájnaterias  de  policía,  de  impuestos,  de 
vías  de  comunicación,  aguas,  sanidad^  etc.,  los  cuales  no  sola 
pueden  ser  sometidos  á  normas,  sino  que  estas  normas  han 
sido  ya  en  gran  parte  prescritas,  mediante  reglamentos,  circu- 
lares é  instrucciones,  tratándose  de  dar  á  estas  reglas  una  ma- 
yor precisión  y  fijeza»  (2). 

Realmente,  los  que  sin  atreverse  á  pedir  desde  luego  una 
codificación  oficial  del  derecho  administrativo,  se  limitan  á 
pedir  ordenaciones  privadas  preparatorias,  ó  bien  codificacio- 
nes parciales,  no  se  colocan  en  puntos  de  vista  distintos  de  los^ 
mantenidos  por  los  autores  partidarios  de  la  codificación  ofidaL 
Únicamente  se  diferencian,  en  cuanto  consideran  que  el  estada 
actual  del  derecho  administrativo  no  es  el  más  á  propósito 
piara  codificarlo,  si  bien  no  hay  en  él  dificultad  intrínseca  in- 
superable que  á  la  codificación  se  oponga. 

IV 

La  cuestión,  en  verdad,  no  es  fácil  de  resolver;  pero  es  pre- 
ciso examinarla.  Por  de  pronto,  conviene  notar  que  el  proble- 
ma de  la  codificación  del  derecho  administrativo,  no  se  plan- 


(1)     Obra  citada,  pág.  46. 
(2>     Obra  citada,  pág.  292. 
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tea  por  los  autores  con  todo  el  rigor  jaridico  conveniente:  se 
atiende  demasiado  al  elemento  circunstancial  político.  En 
mi  concepto,  la  posibilidad  y  utilidad  de  un  Código— ojf^raZ^ 
obra  fe^2ah't;a— administrativo,  depende:  primero,  de  lo  que 
se  opine  respecto  de  la  codificación  en  general;  y  segundo,  d& 
lo  que  se  pida  cuando  se  pide  un  Código,  y  aun  de  lo  que  se 
€$pera  que  el  Código  pueda  dar  de  si. 

Un  Código,  en  el  sentido  técnico,  estricto,  rigurosamente 
científico,  implica  la  construcción  refiexiva,  sistemática,  de 
una  institución  ó  de  un  conjunto  de  instituciones  jurídicas:  sa 
posibilidad  real  reclama  todas  aquellas  circunstancias  á  que 
Sa?igny  se  refiere  (1);  esto  es,  gran  adelanto  en  lá  técnica  ju- 
rídica, y  condiciones  de  oportunidad  política:  un  perfecto  do- 
minio del  material  por  parte  de  los  juristas  de  la  época,  y  un 
sentimiento  del  derecho  muy  despierto  en  el  pueblo.  Verdad 
es  que,  como  el  propio  Savigny  advierte,  cuando  todas  estas 
circunstancias  concurren,  el  derecho  positivo  tiene  por  sí,  es- 
pontáneamente, un  vigor  orgánico  tal,  que  no  reclama  como 
condición  esencial  de  su  forma  externa  el  Código.  Esto  no  obs- 
ta, sin  embargo,  para  la  posibilidad  histórica  y  la  necesidad 
de  los  cuerpos  juridicost  ya  que,  como  advierte  Ihering,  cel  sis- 
tema es  la  forma  práctica  más  ventajosa  de  una  materia  polí^ 
tica  dada»  (2). 

Ahora  bien:  el  derecho  administrativo  moderno  dista  mu-^ 
cho  de  encontrarse  actualmente  en  país  alguno,  y  menos  en  Es- 
paña» en  las  condiciones  exigidas  para  producirse  un  Códiga 


(1)  La  vocación,  etc.,  caps,  ii,  Y,  vil  T  ix. 

(2)  Efpíritu  del  Derecha  romano,  m,  pág.  75  (edio.  frano.,  1887).  1.*  El  sis- 
toma  es  la  forma  más  vieibU,  porque  es  la  forma  más  pUUttca:  mediante  ella^ 
•e  produce  la  posibilidad  de  la  imprenóa  de  conjunto  de  la  masa  de  materialea 
jnridioos  (pág.  76);  2.*,  el  sistema  es  la  forma  que  conviene  mejor  á  la  mate* 
lia,  por  ser  la  más  tueinta  y  la  más  concentrada  (pág.  76);  B.^,  el  sistema  es  la. 
forma  más  íran»parenu  de  la  materia  (id.);  y  4.*,  el  sistema  es  una  fuente  in- 
mgoiabU  de  materia  nueva  -'pág.  77). 
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técnicamente  perfecto.  Le  fatt9>Q  todas  lasque  Ihering  recla- 
ma para  que  haya  un  cuerpo  jurídico  (codificable)  (1). 

En  efecto,  no  hay:  1.^,  noción  piecisa  del  derecho  adminis^ 
trativo;  2.^,  sujeto  indiscutible,  y  8.^,  objeto  claramente  deter  - 
minado  (2). 

Pero  es  preciso  no  forzar  demasiado  los  términos.  En  rigor, 
ñi  pedimos  un  Código  técnicamente  perfecto,  y  esperamos  de  él 
Tina  condensación  reflexiva,  orgánica,  verdaderamente  siste- 
mática, de  un  derecho  positivo,  aparte  de  que  cuando  el  dere- 
cho se  encuentra  en  situación  tal  de  progres^o,  que  es  capaz  acaso 
-de  producir  dicho  ideal  del  Código,  el  Código  no  sehace^  resulta^ 
puede  afirmarse  que  ninguna  rama  del  Derecho,  de  las  actual- 
mente codificadas,  se  hStla  en  situación  de  organizarse  en  Có. 
digo.  Los  que  por  los  mundos  del  derecho  positivo  se  llaman 
Códigos,  ya  queda  dicho  qué  alcance  tienen  y  lo  qué  suponen 
y  se  proponen.  Por  este  lado,  no  juzgo  de  peor  condición  al 
xlerecho  administrativo  que  á  cualquier  otra  rama  jurídica.  En 
•efecto,  ¿puede  asegurarse  que  esté  aquél  peor  definido  en  si  y 
en  BUS  sujetos  y  materias  que  el  civil,  por  ejemplo?...  Sin 
xluda,  hay  en  éste  más  tradición,  más  continuidad  y  una  es- 
tabilidad aparente  más  grande;  sin  duda  que  en  el  derecho 
penal  se  ha  llegado  á  una  mayor  comunidad  de  ideas  y  de 
conceptos  positivos;  pero,  ¿cuan  imperfectas  no  son  en  ge- 
neral las  codificaciones  de  todas  estas  ramas  del  derecho  posi- 
tivo? ¿Podrá  resultar  del  intento  de  codificar  el  derecho  admi- 
nistrativo español  obra  menos  perfecta  que  nuestro  Código' 
oivil?  (8).  ¿Habría  en  el  Código  q^ue  se  hiciese  en  Francia  del 

(1)     Loe,  cU.t  in,  péigs.  59-61. 

(3)  La  noción  del  derecho  administratiro  se  confunde  con  la  del  Poder 
-ejecutivo.  En  cuanto  al  Bujeto,  mil  relaeioneg  hay  en  que  no  se  fija  adecuada-' 
mente:  por  ejemplo,  en  las  relaciones  de  corporaciones  cuya  naturáleBa,  como 
•entidades  autónomas,  está  por  determinar:  respecto  del  objetOf  basta  recordar 
lo  indefinido  de  los  limites  de  la  Administración. 

(3)  Basta  recordar  la  existencia  de  la  dualidad  de  legislaciones,  k  que  ha 
-dado  -vida  el  Código  civil. 
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derecho  administratívo,  inoonsecaencíad  y  erroreá  de  más  bulto 
que  las  señaladas  por  Savigny  en  el  Código  Napoleón?,  (1)  Por 
otra  parte,  ¿encontraría  mayores  dificultades  la  codiñeación  del 
derecho  administrativo  federal  alemán  ó  del  español,  que  las 
que  hubo  que  vencer  para  redactar  el  Código  del  Imperio,  ó  él 
Código  civil  de  España,  ante  la  resistencia  en  cuanto  á  este  úl- 
timo, que  oponían  y  oponen  las  regiones  ferales?  (2). 

Tocante  al  argumento  tan  repetido  de  la  movilidad  excesiva 
del  derecho  administrativo,  mucho  habría  que  decir.  En  pri- 
mer término,  la  inmovilidad  del  derecho  civil  es  más  aparente 
que  real.  Las  instituciones  llamadas  civiles  están  siendo  hoy 
objeto  de  crítica  demoledora,  y  hállanse  amenazadas  de  trans- 
formacionea  radicales,  muchas  de  las  cuales  se  verifican  ya 
fuera  de  la  esftMra  de  los  Códigos,  en  que  debieran  tener  su  na> 
tural  asiento  (3).  Basta  recordar  lo  que  pasa  con  la  legislación 
del  contrato  del  trabajo,  lo  en  tela  de  juicio  que  doquiera  está 
el  sistema  económico  de  la  Emilia,  las  reclamaciones  ávüea 
que  implica  el  movimiento  f^uinista,  los  ataques  de  que  e» 
objeto  todo  sistema  hereditario,  etc.,  etc.  Y  no  digo  nada  de  lo 
que  pasa  en  el  derecho  penal,  en  vías  de  profunda  tran/sforma- 
ción,  para,  de  derecho  expiaiario  que  es,  convertirse  en  un  dere- 
cho profundamente  tutelar  {4).  Por  último,  el  derecho  mercan- 
til, codificado  en  caai  todas  partes,  tiene  en  pleito  hasta  la  razón 
misma  de  su  ejdstenciai  como  rama  independiente  del  derecho 


(i)     La  voeaeiáth  ^c,  cap.  6.* 

(2)  I>és^iié«  de  todo,  la  mayor  parte  del  derecho  llamado  oiril  en  que  a« 
lia  logrado  la  uni^íoación  naoionalt  ••  en  gran  medida  dereoko  administrativo, 
(lioyes  de  Agoat,  Minaii,  etc.) 

(8)  V.,  ppr  ejemplo,  D'Agoanno,  Géitesi$  y  evolución  del  derecho  civil  (trad. 
a«p.};  CimbaU,  La  nueva  /ate  del  derecho  civil;  Menger,  El  Derecho  dvU  y  loe  po- 
hrú8,  «te. 

ié)  Y.  Dorado,  Problema*  de  Deredto  penal.  Bete  movimiento  puede  apre> 
ciarse  en  las  reformas  más  recientes  del  derecho  penal  positivo.  (Consultes» 
Jja  legielación  penal  comparada,  de  Liszt,  trad.  esp.) 

TOMO  89  29 
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civil  (1).  La  movilidad  del  derecho,  pues,  y  su  falta  de  fijeza, 
no  puede  esgrimirse  como  argumento  en  contra  de  la  codifica- 
ción administrativa. 

Pero  aun  hay  más.  Cuando  la  mayoría  de  los  autores  hablan 
de  la  movilidad  excesiva  del  derecho  administrativo  (por  ejem- 
plo, Orlando,  Montellini,  Di  Bernardo  y  otros),  se  refieren  á  la 
vez,  sin  distinguir  de  materias  civiles  y  políticas,  al  derecho 
que  llaman  públieot  confundiendo  en  un  mismo  juicio  la  rama 
del  político — Gobierno  del  Bstado  por  arte  prudencial  de  gober- 
nantes bajo  el  influjo  inmediato  de  la  opinión  pública--r-y  la 
rama  del  administrativo.  Pero  precisamente  una  de  las  opera- 
ciones doctrínales  y  prácticas  más  necesarias,  á  la  cual  podría 
contribuir  no  poco  la  codificacián  administrativa,  como  en  parte 
ha  contribuido  la  legislación  administrativa,  es  la  de  distinguir 
adecuadamente  el  Poder  ejecutivopolltico.  Poder  de  gobierno 
de  alta  dirección  de  la  opinión  pública,  que  en  nuestros  Es- 
tados corresponde  al  Ministerio  como  Gabinete,  bajo  la  cons- 
tante inspección  del  Parlamento,  y  el  Poder  administrativo, 
técnico  por  necesidad,  y  por  necesidad  estable,  predeterminado, 
ordenado  y  esencialmente  sometido  á  los  preceptos  del  derecho 
legislado.  La  acción  del  Poder  ejectitivo  político  se  mueve  ó 
debe  moverse  en  esferas  de  amplia  libertad,  permisivas,  que 
dice  Holtzendorff  (2);  es  acción  que  debe  confiarse  al  hombre 
de  Bstado,  al  político:  su  límite  está  en  la  prudencia  guberna- 
mental condicionada  por  la  responsabilidad  personal — penal  y 
meramente  política— *de  los  gobernantes.  Bn  cambio,  la  acción 
de  la  Administración,  como  función  del  Jetado,  es  acción  qne 
debe  manifestarse  regulada,  según  las  exigencias  normales;  de 
una  normalidad  continua,  condicionada  por  las  imposiciones 
del  derecho  y  por  la  del  valor  técnico  de  sus  objetos.  No  hace 
falta  un  gran  esfuerzo  para  poder  señalar  en  la  vida  del  Estado 


(1)     V.  D'Agttaimo,  La  reforma  integral  de  la  UguHaeián  eioü,  pkg.  167  (trA<L 

•Bp.). 

(S)     Princtpioa  de  polUieeu  ■ 
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^constitucional,  si  no  los  limites  deñnidos  de  la  acción  del  Po- 
der ejecutivo-politico  y  los  de  la  acción  del  Poder  ejecativo- 
4^1minÍBtrativo  (1),  á  lo  menos  la  materia  propia  de  cada  una» 
y  las  tendencias  diferentes  que  se  acusan,  predominando  en  la 
primera  el  elemento  circunstancial  y  movible,  y  en  la  segunda 
«1  elemento  fijo  ó  estable,  técnico,  de  andar  normal,  y  conti- 
nuo y  ordenado.  El  ejemplo  que  Francia  nos  ofrece,  cambiando 
^esde  Napoleón  hasta  1876  de  instituciones  gubémativoi  laa 
más  contrarias,  y  manteniendo,  no  obstante,  su  organiza- 
ción administrativa  es  concluyente  en  este  respecto.  Pero  sin 
salir  de  España,  ¿quién  no  ve  la  tendencia  general  bien  acen- 
tuada á  normalizar  los  servicios  administrativos,  mediante  su 
ordenación  legal  expreisa  y  el  reconocimiento  legislativo  de  su 
carácter  técnico?  ¿Quién  no  advierte  esa  tendencia  en  las  leyes 
administrativas,  que  se  traduce  en  otras  tantas  limitaciones 
del  arbitrio  ministerial?  ¿Puede  por  lo  demás  desconocerse  que 
la  organización  y  atribuciones  de  las  Autoridades  centrales  y 
locales  en  materias  administrativas,  la  regulación  de  las  carre- 
ras de  funcionarios  públicos,  la  ordenación  de  estos  en  el  res- 
pecto de  BU  responsabilidad,  la  de  las  clases  pasivas,  el  servi- 
do estadístico,  los  servicios  de  sanidad,  instrucción  pública, 
minas,  montes,  aguas,  medios  de  comunicación,  obras  públi- 
cas, expropiación  forzosa,  contratación  pública,  vida  económi- 
ca, ejército,  orden  internacional,  y  sobre  todo,  en  la  ordenación 
regular  jurídica  del  procedimiento  administrativo  ejecutivo  y 
contencioso;  puede,  repito,  desconocerse  que  todo  eso  ofrece  un 
campo  amplísimo  á  la  ley  y  que  acaso  puede  ser  objeto  de  una 
regulación  sistemática,  toda  vez  que  hay  en  todo  ello  mucho, 
pero  ipucho  que  no  es  mudable^  en  el  sentido  que  lo  jnudable  se 
toma  cuando  se  presenta  como  carácter  desfavorable  del  dere- 
cho administrativo? 

Procurando  resumir  la  opinióQiiiie  me  piurei^e  más  pruden* 


<1)     Véa««  luego. 
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te  en  cuanto  al  problema  de  la  codiñcación  administratiya^ 
creo  poder  afirmar  lo  siguiente:  1.^,  que  el  derecho  administra- 
tivo no  está  positivamente  en  las  condiciones  apetecibles  parft^> 
ser  obra  legislativa  en  forma  de  Código  sistemático»  verdadera, 
representación  orgánica  de  un  ideal  de  derecho;  2.^,  que  el  de- 
recho administrativo,  sin  embargo  de  esto,  no  está  en  peores- 
condiciones  que  las  demás  ramas  del  Derecho,  para  ser  objeto- 
de  una  codiñcación  análoga  á  las  hechas  en  estas  ramas;  8.^, 
que  en  el  derecho  administrativo  hay  elementos  fundamenta- 
les de  cierta  fijeza,  que  es  posible  y  conveniente  definir  y  fijar 
de  un  modo  ordenado  y  jurídico;  y  4.**,  que  en  todos  los  pue- 
blos se  acusa  una  tendencia  muy  marcada  á  la  estabilidad  y 
normalidad  de  las  instituciones  administrativas:  tendencia  que^ 
dentro  de  ciertos  limites  debe  el  legislador  acentuar  y  perfec- 
donar. 


Ahora  bien:  en  vista  de  estas  conclusiones,  que  estimo  sos- 
tenibles  aun  refiriéndose  al  derecho  administrativo  español», 
¿qué  opinión  podíamos  formular  como  más  prudente  respecto- 
de  la  posibilidad  y  utilidad  de  una  codificación  de  éste?  Desde* 
luego  es  preciso  reconocer  que,  aun  siendo  sostenibles  las  con- 
clusiones antes  sentadas  en  general  acerca  del  derecho  admi- 
nistrativo, como  rama  jurídica  codificable,  con  respecto  al  es- 
pañol, en  este  derecho  be  acentúa  más  que  en  la  mayoría  de- 
ios  derechos  positivos  de  los  principales  países  (Alemania  y 
'Francia,  sobre  todo)  lo  desfavorable.  En  efecto,  por  una  por-r 
ción  de  circunstancias  que  no  es  del  caso  examinar,  el  dere- 
cho administrativo  en  España  no  ha  alcanzado  muy  alta  ela- 
boración científica;  su  enseñanza  peca  de  insuficiente  en  ex- 
tremo;  la  vida  de  los  Poderes  del  Estado  no  ha  sido  tan  nor- 
mal y  vigorosa  en  sus  bases  y  en  su  organización,  como  es  ne- 
cesario para  que  poco  á  poco  se  condense  y  forme  un  Poder- 
administrativo  definido,  tradicional  y  progresivo  al  propio 


LA  CODIFICACIÓM  DXL  DBRBGHO  ADMINlfiTBATIVO         468 

-tiempo.  Por  otro  lado»  la  lamentable  confueión  de  eeferaa  del 
-Poder,  hija  de  una  falta  casi. absoluta  de  verdadero  sentido  ju- 
ridlco,  ha  introducido,  y  á  veces  entronizado,  el  desorden  y  la 
arbitrariedad  donde  debiera  reinar  el  derecho  é  imperarla 
justicia.  Pero,  si  limitamos  nuestras  aspiraciones  á  lo  posible» 
si  no  damos  al  Oódigo  el  valor  técnico  más  arriba  indicado, 
si  lo  consideramos,  no  como  el  cuerpo  jurídico  de  que  Ihering 
nos  habla,  sino  como  modesta  manifestación  de  un  esf oeiso 
por  parte  del  legislador  para  definir  una  esfera  del  derecho, 
que  á  todas  luces  existe,  y  como  intento  de  coordinación  y  or- 
denación en  un  monumento  legal  de  principios  y  reglas  disper- 
sas, y  á  veces  contradictorias,  la  obra  de  la  codificación  del  de- 
recho administrativo — que  por  otra  parte  exigiría  muy  oom- 
:plejos  y  detenidos  trabajos  preparatorios — no  la  conceptúo  im- 
posible, ni  serla  completamente  inútil;  no  la  conceptúo  más 
imposible  que  la  codificación  civil,  ya.realizada,  ni  menos  útil 
que  ella,  y  presumo  que  podría  llevarse  á  cabo  sin  tropezar 
•con  la  resistencia  que  el  Código  civil  no  pudo  vencer  en  las 
regiones  ferales,  por  lo  que  al  fin  seria  más  completa,  más 
universal,  y  acaso  más  eficaz. 

Claro  66  que  no  cabe  reseñar  aquí  cómo  podría  ó  debería 
precederse  para  la  preparación  del  Código  administrativo  espa- 
-i&oi  (1).  Por  de  pronto,  estimo,  opinando  en  esto  como  el  señor 
Colmeiro  (2)  y  como  el  Sr.  Santamaría  (3),  que  son  anteceden- 
tes útilísimos  los  intentos  doctrinales  de  sistematización  del 
derecho  administrativo^  hechos  teniendo  en  cuenta  los  princi- 
pios en  que  tiende  á  descansar  el  de  España.  Por  otra  parte, 
¿sería  preciso  verificar  una  verdadera  selección,  á  través  de  lo 
legislado,  de  las  disposiciones  de  carácter  administrativo,  dado 


<1)  Bl  autor  ha  reunido  muchos  materiales,  y  puede  als^tluí  día  iutente  xai 
'^xuBAjo  de  sistematisación,  en  forma  análoga  á  la  de  un  Código  del  dereoho 
.*dmini8trative  espaiVol. 

(2)     Obra  diada. 

(8)     Obra  oitada. 
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el  concepto  capital  que  de  óete  el  legielador  iorma,  así  como* 
seria  también  necesario  recoger  y  formular  aquellos  principios^ 
fundamentales  que  se  desprenden  de  la  jurisprudencia  admi- 
nistrativa. Sin  que  esto  tenga  otro  valor  que  el  de  una  mera, 
indicación  provisional  y  perfectamente  rectificable,  creo  que 
después  de  fijar  la  noción  juridico-positiva  del  derecho  admi- 
nistrativo, la  obra  del  legislador  podría  orientarse  en  la  (orde- 
nación sistemática,  á  partir  de  los  principios  constitucionales,, 
que  son  la  base  actual  de  la  organización  político  administra- 
tiva, y  que  con  ligeras  variantes  en  el  fondo  y  forma  vienen 
siéndolo  hace  más  de  un  siglo,  recogiendo  luego  todo  lo  legis- 
lado con  carácter  de  administrativo:  1.^,  sobre  el  Poder  admi- 
nistrativo en  general;  2,^,  sobre  organización  administrativa;. 
S.^,  sobre  funcionarios  públicos;  4.^,  sobre  las  distintas  mate- 
rias de  la  Administración,  y  5.^,  sobre  procedimiento  y  juris- 
dicción administrativos* 

Adolfo  Posada, 

Catedrático  de  la  Universidad  de  Oriedo. 
Oviedo,  Septiembre  1896. 


REGISTRO  CIVIL  DE  LAS  PERSONAS 


Exifiten  de  antiguo,  y  se  llevan  actualmente  por  los  JuEga- 
dos  munieipalee»  oon  el  nombre  de  Registro  civil,  unos  libros, 
donde  se  consignan  como  principales  datos,  en  el  punto  en  que 
tienen  lugar,  el  nacimiento,  los  matrimonios  y  la  defunción 
de  las  personas;  trasládanse  también  á  los  libros  modernos  las 
concesiones  de  ciudadanía  española,  y  debiendo  según  la  ley, 
que  en  esta  parte  apenas  se  cumple,  anotarse  al  margen  de  la 
inscripción  de  nacimiento  con  detalle  breve  las  posteriores  ins- 
cripciones; pero  ni  los  antiguos  libros  parroquiales,  destinados 
preferentemente  al  fin  religioso  con  que  se  escribieron,  ni  los 
qa%  les  han  sustituido,  ni  las  certificaciones  de  unos  y  otros, 
representan,  en  realidad,  el  verdadero  Registro  civil  de  las  per- 
sonas, que  debe  ser  único  y  abrazar  una  serie  de  asientos  im- 
portantes de  otros  actos  de  la  vida  civil  distinto  de  los  matri- 
monios, única  inscripción  que  desde  que  se  extiende  afecta  á 
los  interesados,  los  cuales,  ni  en  el  momento  que  nacen,  ni 
menos  cuando  mueren,  obtienen  ventiga  de  estas  dobles  actas, 
carpetas  más  bien,  de  la  de  su  matrimonio  ó  matrimonios,  y 
que  entre  todas  no  llenan  otro  objetivo  que  el  de  la  justifica- 
ción de  los  casamientos  y  la  prueba  de  los  derechos,  sucesorios 
ó  de  otra  clase,  desprendidos  de  las  relaciones  legales  entre  j 

parienteíei.  -I 
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Estrecho  campo  es,  pues,  el  qae  abarca  el  Registro  civiU 
cuando  le  tiene  más  dilatado  y  fecundo  que  el  de  la  propiedad, 
tanto  por  el  mayor  aprecio  que  merece  el  señor  de  los  bienes 
sobre  todas  las  riquezas,  que  él  avalora  y  á  él  están  destinadas, 
como  porque  aquel  Registro,  científicamente  organizado,  habría 
de  servir  para  otras  muchas  fases  de  la  vida  jurídica  de  mayor 
trascendencia  que  la  individualista  del  de  la  propiedad,  y 
además  para  establecer  el  crédito  personal,  como  el  otro  ha  sido 
cimiento  del  hipotecario:  que  tiene  el  hombre,  aparte  de  los 
bienes  de  que  pueda  disponer  de  presente  y  heredar  de  sus 
mayores,  otro  valor  propio,  personal,  en  lo  porvenir,  represen- 
tado por  sus  méritos  y  posición  soeial,  por  sus  condiciones  de 
salud,  probidad  é  inteligencia,  á  que  pueden  llamar  él,  la  Na- 
ción y  los  que  con  él  contraten,  legitimas  esperanzas,  y  siendo 
á  un  tiempo  sujeto  y  objeto  de  lo»  fines  humanos,  su  labte  se 
aquilata  cuando  consigue  utilidad  pax»  sí  y  sus  semejantes  por 
medio  del  crédito,  que  le  proporciona  recursos  de  toda  clase 
y  admiración  y  aclamaciones  para  los  más  dignos;  pues  no  es 
la  gloria  terrena  otra  cosa  que  un  crédito  moral  que  abre  el 
mundo  á  sus  hijos  predilectos,  crédito  que  desgraciadame&te 
sólo  llega  para  muchos  en  las  postrimerías  de  su  existencia  y 
á  veces  años  y  siglos  después.  Ese  crédito  de  loe  vivos  y  de  Loe 
muertos  es  base  esencial  de  gobierno  y  promesa  segura  para 
que,  cuantos  pueden  aspirar  á  conseguirle,  confíen  en  obtener* 
lo,  como  es  deber  del  Estado  facilitarle,  del  mismo  modo  que 
promueve  la  circulación  de  la  riqueza,  á  la  que  va  enlazado, 
siendo  uno  de  sus  principales  resortes. 

El  hombre,  ¿quién  lo  niega?  es  el  {urimer  cuidado  de  la  eo- 
ciedad,  como  lo  es  de  su  Creador;  se  paga  caro  su  rescate,  se 
sd.la  con  humana  sangre  las  conquistas  de  suá  derechos;  por 
consiguiente,  en  cosa  alguna  estará  mejor  empleado  el  gasto 
que  por  él  se  haga  que  en  concederle  autenticidad  personal  á 
toda  hor^  y  en  cualquier  sitio;  en  proporci<Miarle  igual  conoci- 
miento de  sus  semejantes^  de  sos  conciudadanos,  y  en  abrirle, 
según  sus  merecimientos  y  capacidad,  la  cuenta  corriente  que 
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nos  abren  el  amigo  y  el  familiar;-  qae>  más  que  amigo,  padre 
flolicito  y  agradecido  debe  rár  el  Gobierno  para  loa  que  en  apre- 
tado haz  de  afectos  y  de  intereses  le  dan  vida  y  constituyen  la 
mejor  y  más  perfecta  hermandad»  la  Patria,  con  un  mismo  len- 
guaje, unos  mismos  sentimientos,  unas  mismas  leyes  y  una 
aoia  bandera. 

%  para  llegar  al  establecimimitQ  del  crédito  territorial  ha 
sido  indispensable  la  creadán  de  on  Registro  hipotecario,  ex- 
preso y  científico,  ptgn  instaurar  el  crédito  personal,  lo  es 
Igualmente  perfeccionar  el  embrionario  y  diseminado  Registro 
•civil  que  hoy  ei&te  y  complementarle  con  leyes  que  faciliten 
su  desarrollo,  entre  ellas  una  de  premios  ó  recompensas  parale- 
la é  inversa  del  Código  penal,  que  también  está  iniciada  en 
nuestra  legislación,  desde  la  inmunidad  parlamentaria  á  las 
•exenciones  del  servicio  militar,  mcnratorias,  indultos,  pensio- 
nes para  artistas,  etc.,  todo  lo  que  sea  favor,  que  ciertamente 
no  le  imxiiga  el  Estado,  como  los  abandonos,  los  impuestos  y 
ios  castigos.  Otro  día  nos  ocuparemos,  mediante  la  voluntad 
Divina,  de  este  aspecto  del  orédito  personal  tan  abierto  á  lar^s 
«consideraciones;  hoy  sólo  vamos  á  tratar,  á  grandes  rasgos,  de 
lo  que,  según  nuestro  pobrísimo  criterio,  sería  conducente  para 
estabkcer  sobre  reglas  semejantes  á  las  del  derecho  hipoteca- 
rio, el  del  Registro  civil. 

Teniendo  mucho  mayor  precio  la  persona  que  los  bi^aes, 
la  vida  que  la  riqueza,  dedúcese^  lógicamente,  que  debiera  estar 
más  euidadoy  más  atendido,  cáejor  organizado  el  Registro  dvil 
de  las  personas  que  el  Registro  de  la  propiedad,  instituciones 
ambas  modernas  en  la  forma  que  hoy  revisten;  pero,  no  sucede 
9BÍ:  sólo  la  segunda  ha  llegado  á  un  relativo  desenvdlyimiento 
y  progreso  científico,  quedt»ido  muy  rezagada,  sobre  todo  en 
•nuestra  patria,  la  del  Registro  ci^l,  que  data  de  fecha  más  cer- 
cana y  se  resiente,  en  primer  término  y  como  defecto  capital, 
aparte  de  otros  gravísimos,  dé  que  no  hallándose  radicada, 
c^Dtodizada  la  historia  individual  en  una  sola  oficina  pera 
obt^okerla  completa,  hay  que  lE^mdir  á  diversos  puntos,  |uotar 
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muchas  certifícacionee  parcialeSi  la  mayoría  de  las  que  no  godb^ 
tan  en  los  Juzgados  municipales  ni  en  la  cédula  personal,  asi 
es  que  se  hace  difícil,  y  sólo  ante  la  imposibilidad  de  saldar 
las  dificultades  existentes  se  dan  por  allanadas»  completar  wa 
sencillo  expediente  de  ingreso  en  la  segunda  enseñanza,  paca 
tomar  parte  en  una  oposición,  para  optar  á  un  cai^público  j 
para  todos  los  demás  usos  de  la  Tida.  Defectos  son  éstos  que 
están  á  la  vista,  que  ccm  aplicación  al  estricto  dered&o  (ávil 
tienen  más  costosa  y  difícil  enmienda,  y  para  su  remedio  no 
queda  otro  camino  que  desprender  la  materia  del  Registro  oítíI 
de  la  jurisdicción  de  los  tribunales  municipales,  tan  poco  ilus- 
trados como  faltos  de  territorio  en  bu  maycnría,  acomendán- 
dola á  empleados  ad  hac;  crear  un  Cuerpo  de  Registradores» 
oomo  él  de  los  de  la  propiedad,  con  funciones  propias,  r^;ula* 
das  por  una  ley  más  amplia,  más  armónica  y  meditada  que  la 
que  hoy  existe.  No  se  nos  ocultan  los  ineonvenientei  y  los 
gastos  que  ofrece  el  asunto;  pero  ni  las  dificultades  son  mo> 
tivo  para  que  se  desespere  de  vencerlas  cuando  se  persiguen 
objetivos  de  tan  alta  importancia  como  el  que  nos  ocupa,  ^i 
menos  pueden  servir  para  que  nuestra  modesta  pluma  calle  y^ 
deje  de  presentar  un  croquis  de  dicha  reforma,  que  habrá  de^ 
avalorarse  en  manos  más  peritas  si  algún  día  las  Oomisione& 
legislativas  ponen  las  ilustres  suyas  al  servicio  de  tan  capital 
idea. 

Nosotros,  que  queremos  mucho  Bjército  y  mucha  iforína 
que  honren  y  defiendan  á  la  Patria,  queremos  también,  en 
proporción  á  su  grandeza,  muchos  gastos  «i  los  demás  Depar- 
tamentos ministeriales;  claro  es  que  justificados  y  convenien- 
tes, que  la  den  nuevo  empuje  y  mayor  brillo:  queremos  el  ca- 
tastro parcelario,  el  empadronamiento  de  la  riqueza  personal 
de  la  Nación,  ó  sea  de  todos  los  que  la  forman,  á  los  que  va 
adhmda  dicha  riqueza,  encomendado  á  otros  fundonarios  que 
alcaldes  de  monterilla  y  jueces  de  arado;  la  cédula  personal, 
distinta  de  la  que  se  usa,  con  aspecto  esencialmente  jurídieo 
no  incompatible  con  el  tributario  que  hoy  la  distingue;  quere^ 


/ 
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TII06,  al  lado  del  Begistio  de  la  propiedad,  el  Registio  civil  de 
las  perBonaB,  coas  procedente  y  Deceeaiio  que  el  de  ^los  biene» 
himiiebleB,  que»  c<mio  dejamos  ezpaesto,  nada  valen  en  paran- 
gón oon  sos  propietarios  ni  llenan  otro  fin  que  el  de  los  objeto» 
materiales,  proporcionar  á  sus  dueños  y  al  país  que  habitan 
medios  de'engrandecimiento,  de  bienestar  y  civilización. 

Bb  fórmala  para  los  Notarios,  llamados  en  sustitución  de 
un  Registro  civil  de  las  personas  ¿  garantizar  la  personalidad 
de  los  que  ante  ellos  otorgan,  decir,  cuando  no  sospechan  lo 
contrario,  que  tienen,  á  su  Juicio^  la  capacidad  suficiente,  y 
que  les  aseguran  hallarse  en  el  pleno  ojercicio  de  sus  derechos 
civiles;  y,  aparte  de  que  la  emisión  de  aquel  iiftcto  convierte  á 
los  Notarios  en  Jueces,  encargados  de  resolver  las  cuestiones 
sobre  capacidad,  tan  intimamente  ligadas  con  la  personalidad,, 
sin  medios  bastantes  para  decidirlas,  ni  responsabilidad  al- 
guna cuando  yerran,  es  aun  mayor  el  riesgo  que  resulta  de 
creer  por  su  palabra  al  que  afirma  hallarse  en  el  pleno  ejerci- 
cio de  sus  derechos  civiles;  concepto  vano  y  baldío  en  los  con- 
tratos onerosos  si  no  se  le  une  el  de  la  plena  responsabilidad  ^ 
puesto  que  derechos  y  obligaciones  6on  correlativos,  y  nadie 
debe  tener  más  derechos  civiles  que  los  que  quepan  dentro  de 
su  ree^nsabilidad,  y  como  el  aspecto  oneroso  es  el  más  fre- 
cuente en  las  convenciones,  el  que  mayor  atención  exige  del 
legislador,  justo  es  que,  frente  á  esa  plenitud  de  derechos  ci- 
viles, rebajada  por  la  realidad  á  lo  que  se  sume  ó  calcule  res- 
pecto á  la  responsabilidad  del  obligado,  se  ponga  de  mani- 
fiesto esta  responsalnlidad,  que,  como  unida  al  individuo  en  el 
crédito  personal,  ó  sea  en  todo  contrato  no  prendario  ni  hipo- 
tecario, debiera  tener  por  base,  fuera  del  propio  conocimiento» 
un  documento  distinto  de  la  cédula  personal,  en  la  que  ya,  por 
prescindirse  todo,  s^  ha  prescindido  do  las  señas  personales  y 
sólo  queda  como  garantía  la  firma  del  interesado,  para  los  que 
sepan  escribir.  Bsta  base  no  puede  s^  otra-  que  el  padrón,  la 
hoja  histórica  de  la  persona,  en  cuyos  detalles  conste  su  capa- 
cidad y  su  responsabilidad.  La  última,  en  lo  que  pueda  tener 


•-^ 
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-áe  material  y  directa  con  el  crédito  personal  abierto  al  empa- 
<Íronado,  no  estará  en  el  padrón,  donde  no  ha  de  oonatar  ei 
uso  que  haya  hecho  de  eee  crédito,  como  no  ccmstan  en  Ja  ee- 
critara  de  adquisición  de  una  finca  los  postcariores  co&tratOB 
<que  haya  podido  otorgar  Bohre  ella  su  propietario;  pero  ei 
constara  el  crédito  abierto,  el  no  disponible  hasta  tatoneee  y 
«1  medio  fácil  de  averiguar  hasta  cuánto  dispuso  el  empadro- 
nado del  que  pudo  utilizar»  según  $é<  averigua  en  ei  Rastre 
4e  la  propiedad  si  un  predio  está  libre  ó  gravado^  Hoy  no  po- 
demos acudir  á  ninguna  parte  para  conocer  la  historia  y  el  eré* 
dito  de  una  persona  más  que  á  informes  privados;  y  como  esa 
liistoria  sea  ún  tanto  complicada,  tendremos  que  recorra  la  Pe- 
nínsula, sus  colonias  y  acaso  algún  pais  extranjero,  á  la  ves 
que  todo  género  de  tribunales  y  oficinas,  para  reccmstruirla  do* 
<;umentalmente. 

Entre  los  resultados  de  mayor  cuantía  que  habrían  de  ob- 
tenerse, una  vez  desarrollado  en  toda  su  importancia  el  Registro 
•civil  de  las  personas,  son  evidentes  los  que  siguen:  1.^  La  por- 
aonalización  definitiva — si  sé  nos  deja  expresarnos  de  este 
modo-- de  todos  los  ciudadanos,  sustituyendo  á  la  cédula,  per- 
sonal anua  el  padrón  único,  con  otras  condiciones  de  explicitud 
y  [seriedad;  2.^  La  autobiografía  ó  hiatoriaLde  cada  individuo 
con  aplicación  á  la  vida  social,  semejante  á  las  hojas  de  serví- 
-cios  y  hechos  de  los  que  derraman  ó  están  prontos  á  derramar 
su  sangre  bajo  los  pliegues  de  nuestra  augusta  bandeta;  3.^  La 
instauración  del  crédito  personal,  que  hoy  apenas  es  bondadoso 
trato  entre  amigos  ú  operaciones  de  crédito  inverosimilea^  por 
los  intereses  estipulados  y  el  vía  erucü  que  han  de  seguir  pri- 
mero el  prestatario  y  luego  para  cobrar  el  prestamista,  cuyo 
crédito  podría  superar  en  importancia  al  prendario  é  hipoteca- 
rio y  traer  sobre  éstos  las  mismas  condici<mes  sencillas  y  bro« 
vísimas  del  personal;  cosas  todas  que,  como  en  su  tiempo  la 
desvinculación  y  desamortización,  dejarían  sobré  nueirtro  pata 
el  limo  fecundante  de  laeirculacíónde  la  riquesa  y  a^eaa^  iiarian. 
olvidar  las  brutalidades  del  anarquismo  y  lasexi^riaeianeB.del 
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socialismo  de  abajo,  con  su  cohorte  de  trastornoe  y  sangriento» 
cambios  politicoB. 

No  parece  propio  de  eete  artícalo  ocuparnos  de  la  manera 
de  arbitrar  recursos  para  los  gastos  que  supone  la  elevación  á. 
Centro  independiente  y  con  vida  propia,  en  la  forma  que  le 
concebimos,  del  Registro  civil  de  las  personas;  pero  admítase- 
nos, siquiem  de  pasada,  argüir  ante  la  conocida  muletilla  de 
la  penuria  del  Tesoro,  que  la  cantidad  necesaria  para  el  fun- 
cionamiento del  referido  Centro,  si  ño  se  quiere  buscar  por  las 
transformaciones  que  á  grandes  voces  está  pidiendo  nuestra 
anticuado  sistema  rentístico,  transformaciones  que  habían  da 
ir  seguidas  de  considerables  ingresos  para  la  Hacienda  pública, 
deben  obtenerse  por  los  medios  extraordinarios  á  que  se  acud» 
para  otras  necesidades  perentorias,  por  un  empréstito,  que  no 
sería  peor  empleado  que  en  las  exigencias  de  una  guerra,  donde 
toda  probabilidad  de  ganancia  queda  en  el  aire  y  no  es  fácil  el 
cálculo  aproximado  de  lo  que  habrá  que  gastar,  al  contrario 
de  lo  que  ocurriria  con  la  expresada  reforma,  de  indudable  bcr 
neficio  general. 

En  estos  tiempos  de  maravilloso  progreso,  todos  los  molde» 
de  la  antigua  legislación  son  estrechos  y  mezquinos,  y  en  el 
Derecho  civil,  lleno  de  vías  apias  y  julianas,  es  donde  más  se 
siente  la  necesidad  de  adelantos  que  le  armonicen  con  las  úl- 
timas necesidades.  Siendo  una  de  éstas,  tal  vez,  por  lo  funda- 
mental la  más  importante,  la  referente  al  Registro  civil  de  la» 
personas,  pasamos  á  esbozar  á  continuación  sus  bases  por  pá- 
rrafos separados  y  prescindiendo  de  todo  lo  que  pudiera  ser 
orgánico  y  reglamentario. 

BASES 

PARA  EL  ÉQTFA'BLECIMIBNTO  BEL  REGiSmtO  CIVIL  D£  LAS  PSüSONAS 

El  Registro  civil  de  las  personaa  se  llevará  por  funcionario» 
elegidos  al  efecto  por  un  sistema  «lálogo  al  de  los  Registrado- 
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res  de  la  propiedad  y  se  acreditará  por  un  padróa  expedido  al 
individuo  al  liempo  de  su  nacimiento  ó  al  inscribirle  como 
ciudadano  español,  que  deberá  continuarse  con  las  anotaciones 
convenientes  durante  su  viday  recogerse  á  su  defunción,  archi- 
vándole en  la  oficina  de  origen,  donde  ha  de  constar  la  matrís 
del  mismo. 

Para  las  personas  que  nasscan  en  lo  sucesivo^  el  Registro 
civil  de  cada  una  se  entenderá  radicado  en  el  punto  de  la  pri- 
mera inscripción,  á  la  que  se  llevarán  por  orden  de  fechas 
cuantas  sean  de  hacer,  y  para  los  que  adquieran  ó  recobren  la 
nacionalidad  española  radicará,  si  no  tuvieran  en  filspaña  ins- 
crito su  nacimiento,  en  el  Registro  donde  se  consigne  la  ciuda- 
danía de  los  mismos. 

Para  las  personas  ya  nacidas,  el  punto  central  de  registro 
de  los  actos  que  afecten  á  su  situación  y  estado  civil  será  el  de 
la  primera  inscripción  que  se  verifique  con  relación  á  laa 
mismas,  si  no  optaren  porque  lo  sea  el  en  que  conste  inscrito 
6u  nacimiento,  y  en  todo  caso,  se  trawá  al  Registro  que  ha  de 
quedar  como  definitivo  certificación  del  acta  de  nacimiento  y 
de  la  del  último  matrimonio  que  pudieran  haber  celebrado. 

£1  registro  civil  de  cada  persona  radicará  en  una  sola  oficina 
y  será  correlativo  con  el  padrón,  que  deberá  expedirse  de  oficio 
é  inmediatamente  de  la  primera  inscripción ,  consignándoee 
despui§8  de  ésta  y  en  aquél  las  posteriores  inscripciones  que 
deban  verificarse.  Siempre  que  haya  de  verificarse  alguna  ins- 
cripción referente  á  persona  nacida  con  anterioridad  á  la  vi- 
gencia de  estos  preceptos,  el  encargado  de  autorizarla  expedirá 
el  padrón  correspondiente,  el  cual  será  canjeado  en  la  oficina 
á  que  corresponda  el  pueblo  de  su  nacimiento  si  á  dicha  per- 
sona asi  le  conviniere. 

La  admisión  y  conservación  del  padrón  de  estado  civil  es 
obligatoria  para  toda  peraonaiBiayor  de  edad  á  que  se  refiera  j 
para  los  que  representen  l^^mente  á  los  menores  ó  incapaci- 
tados cuya  personalidad  demoestre^También  es  obligatoria  sa 
«thibleito  y  presentación  para  extender  mi  41  las  «notaoioaea 
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fluc68iva9  qae  deba  contener,  para  comparecer  en  juicio  y  para 
el  otorgamiento  d^  actos  ó  contratos  ante  Notario  ó  fancionario 

» 

público. 

Loe  particulaies  obligados  á  conservar  uno  ó  más  padrones 
de  estado  civil  podrán  depositarlos  en  el  Jusgado  de  primera 
instancia  de  bu  domicilio,  y  obtener  de  él  una  copia  autorisada 
si  la  pretenái^ren.  El  depósito,  la  copia  y  su  recibo  no  deven- 
garán ningún  derecho,  y  presentado  el  recibo  se  devolverá  el 
padrón,  sin  dilaeiones  ni  providencias,  al  que  le  presente  para 
su  canjeo.  También  podrán  depositarse  dichos  padrones  en  las 
Notarlas  de  capital  de  Registro,  pero  guien  ios  deposite  deberá 
proveerse  de  recibo  legalizado  para  que  se  tenga  por  hecho  el 
depósito. 

Cuando  el  requerido  de  presentación  de  un  padrón  justifí^ 
care  tenerle  depositado,  la  autoridad  que  le  reclame  recogerá 
el  recibo,  dando  resguardo  al  que  le  entregue,  y  reclamará  el 
padrón  de  quien  le  tuviere  depositado.  Hecha  en  el  padrón  la 
anotación  procedente,  se  entregará  al  que  deba  conservarle,  sí 
no  pidiere  que  se  devuelva  al  punto  ó  Notaría  donde  estuviese 
depositado  con  anterioridad. 

La  resistencia  á  exhibiv  ó  facilitar  un  padrón  de  estado 
<úvil,  ó  el  recibo  de  su  depósito,  será  considerada  como  delito 
de  desobediencia  y  dará  lugar  al  procesamiento  y  á  la  recogida 
del  mismo  en  la  vía  criminal. 

Si  se  alegare  extravio  de  un  padrón,  se  facilitará  otro  al  que 
debiera  conservarle,  exigiéndole  la  multa  de  cien  pesetas,  que 
se  aplicará  ;al  pago  de  los  derechos  de  nueva  expedición,  y  si 
QO  las^  abonase  :en  el  acto,  se  procederá  á  exigirselas  por  la  vía 
de  apremio,  sufriendo^,  desde  luego,  un  día  de  prisión  por  cada 
cinco  pesetas  que  deba  de  satisfacer. 

Bl  extravío  de  cada  padrón  en  los  depósitos  autorizados  hará 
responsables  á  los  Mieai^;ados  de  su  custodia  de  los  gastos  ne- 
cesarios para  formalizarle  de  nuevo  y  de  la  C(Mriecoión  que  se* 
ñalMi  sos  scqierioree,  sin^  perjuicio  de  la  formación  de  cansa 
cuando  proceda. 
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Bd  los  casos  de  loboi  harto  ó  desaparición  fortuita  de  ui^ 
padrón  de  estado  civil,  denunciados  por  el  que  deba  conservarle,, 
se  le  expedirá  de  oficio  otro  segundo,  instruyéndose  para  ello 
expediente,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  del  denunciante 
por  acusación  ó  denuncia  falsa,  y  de  que  la-falta  se  considere^ 
como  extravio,  si  así  procediera. 

La  reproducción  de  todo  padrón  llevará  la  expresión  ordinal 
de  sí  es  primero,  segundo  ó  posterior,  y  se  verificará  por  lo» 
datos  que  consten  en  el  registro  ordinario  y  ios  que  arrojen  lai^ 
copias  autorizadas  del  mismo  que  puedan  existir. 

Toda  nota  que  se  extienda  en  un  padrón,  obliga  al  que  la 
autorice  á  conseguir  aviso  de  haber  sido  reproducida  textual- 
mente en  la  inscripción  matriz  ó  de  origen,  y  transcurridos 
treinta  días  para  la  Península  y  sus  islas  adyacentes  y  poseisio- 
nee  de  África,  sesenta  para  Cuba  y  Puerto  Rico  y  tres  meses- 
para  los  demás  dominios  de  España,  se  dirigirá  en  queja  al 
superior  respectivo  del  avisado  para  que  le  obligue  al  cumpli- 
miento de  sus  deberes. 

No  se  entenderá  concluido  ningún  pleito  ni  causa  cuya  reso* 
lución  ejecutoria  deba  constar  en  el  Registro  civil  de  las  per- 
sonas sin  que,  después  de  ser  firme,  se  haga  constar,  concreta 
y  sucintamente,  la  parte  del  fallo  registraUe  en  el  padrón  de< 
cada  interesado  y  en  los  Registros  en  que  deba  constur,  lo  que 
se  comprobará  con  los  avisos  convenientes  formándose  sia 
exacción  de  costas  ni  d^echos  pieza  separada,  á  los  efectos 
del  Registro  civil . 

Se  concede  acción  pública  pasa  obtener  en  cualquier  padeón 
la  extensión  de  las  anotaciones  que  deba  contener;  pei^  el  que 
la  ejercite  que  no  sea  el  propio  interesado  ó  sii  representfmte. 
legal,  para  ser  atendido,  deberá  presentar  prueba  auttotica  dei 
hecho  que  motive  la  anotación  y  solidtarla  en  el  Registro  del 
domicilio  de  la  persona  á  que  se  refiere,  que  ha  de  ser  oída  por 
fli  ó  por  su  representación  legal,  r 

£1  registro  del  estado  y  situación  dvil  de  las  personas  com.-: 
prenderá: 
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Las  inscripciones  y  anottciones  de  nacimiento,  matrimo- 
nio, emancipación,  reconocimientos  de  paternidad,  legitima- 
<;ión,  naturalización,  ley  particular  civil  y  defunción  de  cada 
interesado,  su  relación  de  parentesco  legitimo  ó  ilegitimo, 
-en  cuanto  sea  legalmente  conocido,  en  linea  recta  ascendente 
hasta  los  abuelos,  en  linea  recta  descendente  hasta  los  primeros 
nietos,  en  líneas  rectas  ilegitimas  de  padres  á  hijos,  en  linea 
colateral  los  hermanos  de  todas  clases  y  en  afinidad  única- 
mente de  la  persona  con  que  el  empadronado  contraiga  matri- 
monio. 

Las  variaciones  legales  ó  declaraciones  judiciales  firmes  que 
afecten  al  estado  civil  del  empadronado,  ó  le  limiten  de  algún 
modo,  las  condenas  criminales  que  se  les  impongan  por  causa 
de  delito,  las  de  suministrar  alimentos  naturales,  las  referentes 
al  servicio  militar  ó  su  redención  y  licénciamiento  respecto  á 
los  varones,  con  sujeción  á  la  ley  de  Reemplasos,  las  declara- 
ciones de  insolvencia  total  ó  parcial  que  les  respecten  y  los 
testamentos  abiertos  que  otorguen  con  condición  de  que  han 
<ie  constar  en  el  padrón. 

Los  indultos  generales  ó  especiales,  rebajas  de  condena  y 
t^nmutaciones  de  pena  que  se  refieran  al  propio  individuo. 

Las  declaraciones  ó  hechos  legales  ó  judiciales  que  infl^uyan 
en  el  estado  civil  de  sus  parientes  legítimos  y  naturales  ya 
mencionados  y  de  su  cónyuge,  la  defunción  de  todos  estos  pa- 
rientes y  la  declaración  de  ausencia  en  ignorado  paradero  y 
de  presunción  de  muerte  de  repetidos  parientes  y  del  empa- 
dronado. 

El  crédito  personal  otorgado  al  empadronado,  los  plazos 
dentro  de  los  cuales  puede  hacer  uso  de  las  anualidades  conce- 
didas, fundamento  de  la  concesión  del  crédito,  su  suspensión 
y  terminación,  y  las  causas  que  las  hayan  producido. 

Es  obligatoria  la  anotación  en  el  padrón  correspondiente  y 
después  las  inscripciones  primeras  de  nacimiento,  naturaliza- 
ción ó  ciudadanía,  matrices  de  cada  registro,  en  su  caso,  de  los 

•datos  siguientes: 

TOMO  89  30 
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1.^  El  sometimiento  al  Código  civil  en  territorio  donde  Be- 
aplique  dicho  Código,  de  los  hijoe  de  padree  sujetos  al  derecho- 
foral. 

2.^    La  obtención  ó  ganancia  de  vecindad  en  territorio  donde 
rija  el  Código  civil»  de  las  personas  á  quienes  por  su  estatuto- 
Íes  seria  en  otro  caso  aplicable  el  derecho  foral. 

8.^  La  consolidación  de  la  nacionalidad  española  en  los  na- 
cidos en  España  de  padres  extranjeros. 

4.^  La  reintegración  de  la  nacionalidad  española  de  los  que^ 
la  perdieron  temporalmente. 

6.^  La  naturalización  y  ganancia  de  vecindad  española  á. 
favor  de  extranjeros. 

6.^  La  conservación  de  la  nacionalidad  por  los  españoles, 
que  pasen  al  extranjero  y  sus  respectivas  familias. 

7.^  El  derecho  de  extraterritorialidad  que  asista  á  los  fun-^ 
cionarios  del  Grobiemo  español  que  residan  en  el  extran- 
jero. 

8.^  Las  declaraciones  judiciales  ejecutorias  de  demencia  6- 
imbecilidad. 

9.^    Las  declaraciones  judiciales  firmes  de  prodigalidad. 

10.  Las  declaraciones  de  concurso  y  quiebra. 

11.  Las  declaraciones  de  nulidad  de  las  declaraciones  an- 
teriores, ó  que  las  dejen  sin  efecto,  y  las  rehabilitaciones  de  los 
concursados,  quebrados  y  pródigos. 

12.  El  día  en  que  el  tutor  definitivo  empiece  á  ejercer  la 
tutela  del  empadronado,  y  el  nombre  y  domicilio  de  aquél  y 
del  protutor. 

18.  Las  variaciones  que  afecten  al  desempeño  de  dichos 
cargos  de  tutor  y  protutor  y  á  sus  facultades. 

14.     La  remoción  de  los  cargos  de  tutor  y  protutor. 

16.  La  terminación  de  la  tutela  y  el  motivo  que  la  produce,, 
cuando  no  sea  la  entrada  del  empadronado  en  la  mayor  edad  ó- 
su  defunción. 

16.  La  emancipación. 

17.  La  adopción. 
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18.  La  habilitación  de  mayor  edad  concedida  á  los  menores. 

19.  La  redención  del  servicio  militar,  el  ingreso  en  caja 
para  cumplirle;  la  terminación  del  mismo  ó  su  sustitución  en 
debida  forma  con  arreglo  á  las  leyes  de  Reemplazos  respecto  á 
loe  varones  sujetos  á  dicho  servicio  y  las  exenciones  definitivas 
del  repetido  servicio. 

20.  Las  condenas  de  toda  clase  que  se  impongan  por  taitón 
de  delito  y  la  aplicación  posterior  de  todo  perdón,  indulto,  re- 
baja de  condena  ó  conmutación  de  penalidad. 

21.  Las  penas  accesorias  de  interdicción  civil,  inhabilita- 
ciones y  suspensión  de  cargo,  profesión,  oficio  ó  derecho  de 
sufragio. 

22.  La  defunción  de  abuelos  legítimos,  padres,  cckiyuges, 
hijos  legítimos  y  naturales  y  hermanos  de  todas  clases. 

23.  La  ordenación  in  sacrii  y  la  profesión  en  una  orden  re- 
ligiosa canónicamente  aprobada,  que  ligue  con  voto  solemne  de 
castidad. 

24.  La  revalidación  del  matrimonio  de  varones  mayores  de 
catorce  años  y  hembras  menores  de  doce. 

25.  El  matrimonio  del  empadronado  que  no  fuese  de  con- 
ciencia. 

26.  La  obtención  del  consentimiento  para  contraerle,  cuan  • 
do  fuera  necesario. 

27.  La  petición  del  consejo  al  mismo  efecto,  en  su  caso. 

28.  Bl  consentimiento  al  casado  menor  de  dieciocho  años 
para  que  pueda  administrar  sus  bienes. 

29.  Las  capitulaciones  matrimoniales  que  dispongan  cosa 
en  contrario  á  la  sociedad  legal  de  gananciales,  el  contrato  en 
que  se  establezca  no  regirá  esta  sociedad  entre  los  esposos,  las 
sentencias  de  separación  de  bienes  de  los  cónyuges  constante 
matrimonio  y  la  escritura  que  deben  otorgar  cuando  cese  la  se- 
paración. 

80.  La  licencia  del  marido  ¿  la  mujer  para  que  pueda  com- 
parecer en  juicio,  ejercer  el  comercio,  adquirir  bienes»  gravar- 
loa,  enajenarlos  y  obligarse. 
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31.  La  licencia  judicial  dada  á  la  esposa  por  la  negativa 
del  marido  para  aceptar  determinada  herencia. 

32.  Las  habilitaciones  á  la  mujer  para  comparecer  en  juicio, 
gravar  ó  enajenar  sus  bienes  y  la  dispensa  de  no  seguir  al  ma- 
rido cuando  traslade  su  residencia  á  Ultramar  ó  á  país  ex- 
tranjero. 

38.  La  concesión  de  la  administración  de  los  bienes  del 
matrimonio  conferida  á  la  mujer. 

34.  Las  disposiciones  que  se  adopten  durante  el  juicio  de 
divorcio. 

35.  Las  sentencias  firmes  sobre  divorcio  y  nulidad  de  ma- 
trimonio. 

36.  La  forma  en  que  se  haya  hecho  entrega  de  los  hijos  por 
declararse  nulo  el  matrimonio  ó  por  causa  de  divorcio. 

37.  La  reconciliación  que  ponga  término  al  juicio  de  divor- 
cio y  los  efectos  de  la  sentencia  que  deban  subsistir  ¿  pesar  de 
la  reconciliación. 

38.  El  nacimiento  de  hijos  constante  matrimonio  y  de  los 
postumos. 

39.  La  pérdida  y  suspensión  de  la  patria  potestad. 

40.  La  obligación  impuesta  á  los  padres  de  dotar  á  la  hija 
legitima  y  la  cuantía  que  se  señaló  para  la  dote. 

41.  El  matrimonio  de  los  hijos  y  de  los  padres. 

42.  La  disposición  testanientaria  del  marido  fallecido  en 
que  éste  ordenare  que  su  viuda,  si  pasa  á  segundas  nupcias, 
conserve  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos  comunes. 

43.  Las  legitimaciones  de  hijos,  con  expresión  de  la  causa 
que  las  produce. 

44.  El  reconocimiento  de  hijos  naturales. 

45.  Las  decisiones  judiciales  firmes  sobre  paternidad  y 
filiación. 

46.  La  adopción  de  medidas  provisionales  en  caso  de  au- 
sencia en  ignorado  paradero. 

47.  La  declaración  de  ausencia  en  ignorado  paradero,  cuan- 
do cause  ejecutoria. 
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48.  La  declaración  de  muerte  presunta  del  ausente,  cuando 
cause  ejecutoria. 

49.  La  anulación  de  las  diligencias  y  resoluciones  dictadas 
sobre  ausencia  y  presunción  de  muerte. 

50.  Las  incapacidades  declaradas  defínitivamente  para  su- 
ceder á  determinada  persona. 

51.  La  circunstancia  de  haber  pertenecido  á  una  sociedad 
declarada  ilícita. 

52.  £1  otorgamiento  de  testamento  abierto,  cuando  en  la 
escritura  pública  qué  se  otorgue  se  haga  constar  esta  condición 
por  el  testador. 

53.  El  crédito  personal  abierto  al  empadronado^  duración, 
plazos  en  que  puede  utilizarle,  y  su  suspensión  y  liquidación. 

54.  La  defunción  del  empadronado,  para  lo  que  se  recogerá 
el  padrón»  y  extendida  que  sea  la  correspondiente  nota,  se  ar- 
chivará en  el  Registro  matriz,  haciéndolo  constar  en  la  inscrip- 
ción de  defunción.  ^ 

Las  actas  del  Registro  que  estén  en  desacuerdo  con  el  pa- 
drón serán  rectificadas  si  á  ello  hubiere  lugar,  ó  en  su  caso, 
dicho  padrón;  pero  si  existiese  xontradicción  notoria  entre 
unas  y  otro,  y  no  hubiese  pruebas  decisivas  supletorias,  se  es- 
tará y  pasará  en  los  juicios  de  posesión  ó  aclaración  de  dicho 
estado  por  lo  que  de  ]as  actas  resulte.  También  serán  precisas 
dichas  actas,  ó  certificación  en  regla  de  ellas,  para  los  juicios 
sucesorios  y  para  acreditc^r  la  sucesión  del  litigante  que  hubiere 
fallecido. 

No  tendrán  efecto  alguno  legal,  mientras  no  aparezcan  ins- 
critas en  el  Registro  y  padrón  correspondiente,  las  naturaliza- 
ciones, el  sometimiento  al  Código  civil  de  los  que  se  hallaren 
bajo  el  régimen  foral,  la  obtención  y  ganancia  de  vecindad,  las 
declaraciones  de  prodigalidad  y  rehabilitación  de  los  pródigos, 
la  emancipación,  la  adopción,  la  habilitación  de  mayor  edad, 
el  consentimiento  al  casado  menor  de  dieciocho  años  para  ad- 
ministrar sus  bienes,  la  reconciliación  que  ponga  término  al 
juicio  de  divorcio  y  la  disposición  del  marido  fallecido,  de  que 
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BU  viuda  que  pase  á  segundas  nupcias  conserve  la  patria  potes  - 
tad  sobre  los  hijos  comunes,  cualquiera  que  sea  la  prueba 
con  que  se  acrediten  y  la  fecha  en  que  hubiesen  sido  conce- 
didas. 

Los  actos,  resoluciones  y  declaraciones  que  hemos  numerado 
y  que  en  nuestro  humilde  juicio  deben  constar  en  el  Registro 
civil,  fuera  de  los  referentes  á  las  condenas  criminales,  servi- 
cio militar  y  crédito  personal,  están  tomados  todos  del  articu- 
lado del  Código  civil,  con  la  única  excepción  de  los  que  aluden 
á  la  rehabilitación  de  los  pródigos,  sobre  la  cual,  y  para  justi- 
ficarla, hemos  de  exponer  algunas  consideraciones. 

La  ley  civil  no  dispone,  ni  tampoco  prohibe,  la  rehabilita- 
ción  del  pródigo,  que  no  va  á  ser  de  peor  condición  que  el  loco« 
á  quien  se  reintegra,  por  decirlo  asi,  en  su  personalidad  cuando 
consigue  y  demuestra  la  curación  de  su  locura;  por  consiguiente» 
es  de  estricta  justicia  que  para  el  pródigo  se  haga  otro  tanto 
cuando  pruebe  que  se  halla  curado  de  sus  tendencias  fastuosas 
ó  derrochadoras,  cuando  á  nadie  perjudique  con  sus  derroches, 
cuando  se  ilustre  en  alto  grado,  cuando  pueda  presumirse  co- 
rregida, olvidada,  purgada,  prescrita,  esta  mania,  y  cuando 
nada  tiene  que  derrochar,  pues  loe  efectos  de  la  prodigalidad 
se  refieren  más  á  los  bienes  adquiridos  antes  que  á  los  que  pue- 
dan obtenerse  después,  sobre  todo  á  título  oneroso:  en  su  con- 
secuencia, creemos  que  podría  acordarse  la  rehabilitación  de 
los  declarados  pródigos  en  los  casos  siguientes:  1.^  Cuando 
por  medio  de  su  trabajo  ó  industria,  independientemente  del 
azar  ó  del  caso  fortuito,  rehagan  su  caudal,  llegando  á  tenerle 
más  amplio  y  saneado  que  el  que  malbarataron,  á  cuyo  efecto, 
en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  de  prodigalidad,  se  hará 
constar,  aproximadamente  á  lo  menos,  el  haber  total  del  pró- 
digo y  la  cantidad  del  mismo  que  haya  malbaratado  en  loe  dos 
últimos  años.  2.^  Guando  contraiga  matrimonio  con  persona 
que  le  aporte  cantidad  aproximadamente  igual  á  la  que  disipó, 
si  el  cónyuge  no  se  opone  á  la  rehabilitación.  8.^  Cuando  por 
terminación  de  una  carrera  literaria,  ó  pruebas  semejantes  en 
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^ttú  orden  dé  conocimientos,  acredite  haber  perfeccionado  en 
mito  grado  su  anterior  ilustración,  siempre  que  hayan  transen  • 
rrido  cinco  años  desde  la  declaración  de  prodigalidad.  4.^  A 
los  diez  años  de  dicha  declaración,  siempre  que  no  se  demaes- 
tre por  loe  que  la  obtuvieron,  ú  otros  interesados,  que  continúa 
•con  sus  dispendiosas  inclinaciones;  y  5.^  Cuando  sea  declarado 
insolvente,  con  la  única  limitación  de  seguir  en  el  entredicho 
para  loe  bienes  que  le  correspondan  como  heredero  forzoso  ó 
^r  testamento  de  fecha  anterior  á  la  declaración  de  prodi- 
galidad. 

Las  anotaciones  en  el  padrón  de  las  condenas  criminales 
que  no  tienen  ningún  concepto  infamante,  puesto  que  ya  no 
•existen  penas  de  esa  clase,  y  las  referentes  á  cómo  el  empadro- 
nado cumplió  ó  fué  declarado  exento  ó  libre  del  servicio  mili- 
tar, justificadas  están  por  su  sola  enunciación;  y  en  cuanto  á 
la  relativa  al  crédito  personal,  su  creación  y  desarrollo,  hemos 
prometido,  y  lo  cumpliremos,  tratarla  otro  día  con  el  deteni- 
miento que  merece.  Bástenos,  por  hoy,  anticipar  que  es  cues- 
tión sumamente  compleja,  y  como  nosotros  la  concebimos,  su 
realidad  estriba  en  generalizar  la  protección  oficial  y  particular 
■á  todas  las  industrias  y  manifestaciones  del  talento  y  del  tra- 
bajo, reuniendo  en  una  síntesis  moderna  la  legislación  sobre 
préstamos  sin  garantía  determinada,  pósitos,  seguros,  monte- 
píos^ asociaciones  cooperativas,  cajas  de  auxilio  y  otra  serie  de 
•disposiciones  análogas,  armonizándolas  con  reformas  de  nuestro 
sistema  hipotecario  que  le  aproximen  al  australiano  y  alemán, 
mejorados^  dando  más  entrada  en  ellos  á  lo  que  todos  tienen 
de  aleatorios. 

Reunidos  tantos  elementos  dispersos  como  flotan  en  nuestra 
4itmÓ6fera  legislativa  y  en  nuestras  costumbres,  asimilándonos 
las  del  extranjero  que  aquí  deban  aclimatarse,  se  daría  nueva 
Vida,  nuevas  energías  á  nuestra  querida  Patria;  se  evitarían 
sangrientas  revueltas;  se  abrirían  amplios  cauces  á  las  noví- 
simas necesidades  y  se  establecería  mayor  correlatividad  de 
derechos  entre  el  Estado  y  sus  ciudadanos:  que  si  se  ha  de  dar 
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al  Rey  la  hacienda  y  la  vida,  no  es  con  el  fin  de  que  le  BÍrvany 
de  boato  y  de  recreo,  sino  para  que  promueva  el  bien  general 
del  pais,  para  devolverle,  amasados,  esa  sangre  y  ese  oro  en. 
servicios  útiles,  en  protección  á  los  necesitados,  en  engrande- 
cimiento y  dignidad  nacional. 

Heliodobo  Rojas. 


DERECHO  CONSUETUDINARIO 

DE  ESPARA^")      * 


ASTURIAS 

Dereelio  de  familia 


Preliminar:  la  familia  rural  en  los  paises  eslavos  y  en  Oríent^:  su  relaolóxi 

con  la  propiedad  colectiva. 
La  familia  rural  asturiana: 

Su  unidad:  indivisión  de  la  casería  ó  del  patrimonio:  nombramiento  de 
sucesor:  obligaciones  impuestas  k  éste:   oapitulaoienes  matrimoniales:, 
sociedad  ganancial. 
Derechos  de  los  h^os  no  casados  en  casa.  Peculio:   diferencia  respecto 

del  Alto  Aragón. 
Bl  foro  y  el  arrendamiento,  en  relación  con  la  institución  de  la  familia.. 
Autoridad  del  padre,  antiguamente  y  en  la  actualidad. 
Lugar  ó  posición  de  la  mujer  en  la  familia. 


Las  profundas  investigaciones  de  Sumner  Maine  sobre  el 
derecho  en  las  antiguas  poblaciones  de  la  India,  y  los  estudios 
recientes  del  mismo  escritor,  de  V.  Bogisic  y  otros  notables 
pensadores,  sobre  la  familia  entre  los  diversos  pueblos  del 
Oriente  de  Europa,  me  inducen  á  suponer  que  no  carecerán  de 
interés  algunas  indicaciones  sobre  institución  que  tanto  arrai- 
go tiene  en  el  sentimiento  popular,  con  aplicación  á  un  país> 
montañoso,  en  cuyas  costumbres  encuentra  el  amante  de  los 
estudios  jurídicos  no  poco  que  observar  y  que  aprender. 

La  familia  rural,  lo  mismo  en  los  paises  eslavos  de  Europa 
que  en  la  Rusia  asiática  y  en  la  India,  según  Sumner  Maine», 

*     Véanse  las  págs.  43,  225,  558  del  tomo  88  y  180  y  290  de  este  tomo. 
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conserva  una  organización  intimamente  ligada  con  la  propie- 
dad colectiva  de  los  pueblos  primitivos.  Es  la  ^ens  de  los  roma- 
nos, la  aeptcéliicA;  familia  compuesta  de  varios  matrimonios 
correspondientes  á  un  mismo  linaje,  que  cultivan  en  común 
la  tierra,  disfrutando  colectivamente  de  la  totalidad  de  loa  bie- 
nes que  adauieren.  El  jefe  es  propiamente  el  patriarca,  el  más 
anciano  ordinariamente,  si  bien  la  designación  depende  del 
«cuerdo  entre  los  varones,  que  en  la  gran  familia  tienen  voz  y 
Toto,  dándose  muchas  veces  el  caso  de  que  la  jefatura  recaiga 
«n  una  mujer.  La  circunstancia  de  ser  colectiva  la  propiedad , 
impide  que  al  fallecimiento  del  jefe  se  disuelva  la  familia;  de 
donde  se  infiere  que  el  individuo  queda  subordinado  á  la  co- 
lectividad en  esta  organización. 

El  tránsito,  en  que  muchos  de  estos  pueblos  están,  de  1& 
propiedad  colectiva  á  la  propiedad  individual,  influye  podero- 
isamente  en  la  manera  de  ser  de  la  familia,  según  demuestra 
fiogisic  en  su  interesante  estudio  sobre  La  famille  rurale  ckez 
les  serbeset  les  croóles,  inserto  en  el  tomo  zvi  de  la  Bevue  de 
Droit  International  et  de  Législation  compares.  No  niega  Bogisic 
la  existencia  de  familias  compuestas ;  pero  discutiendo  la  pro- 
piedad de  las  denominaciones  generalmente  empleadas  por 
jurisconsultos  y  publicistas,  sostiene  que  no  hay  diferencia 
sustancial  entre  la  zadruga  y  la  inokóstina  (palabras  que  no 
existen  en  el  lenguaje  popular);  pues,  según  él,  la  verdadera 
diferencia  está  en  que  la  zadruzna^  y  no  zadruga,  recibe  ese 
nombre  del  considerable  número  de  trabajadores  que  la  fami- 
lia tiene,  sin  atender  á  que  esté  ó  no  compuesta  de  varios  ma- 
trimonios; llamándose  inokosna  cuando  tiene  pocos  trabajado- 
Tes,  esté  compuesta  de  uno  ó  de  varios  matrimonios.  Lo  mismo 
zadruzna  que  inokosna  son  adjetivos  á  la  palabra  kuca,  que  rig- 
nifíca  cctsa. 

S,umner  Maine,  por  el  contrario,  y  en  nuestro  concepto  con 
razón,  atribuye  mayor  importancia  á  que  la  familia  sea  ó  no 
<!ompue8ta,  sosteniendo  que  la  familia  rural  en  los  países  refe- 
ridos es  compuesta,  por  conservar  todavía  la  propiedad  el  ca- 
rácter de  colectiva,  y  simple  en  la  población  urbana,  donde  la 
propiedad  es  individual.  Esta  distinción  corresponde  más  exac- 
tamente á  la  índole  de  la  familia  primitiva  en  sus  relaciones 
con  la  propiedad  territorial,  sin  que  por  esto  se  pierda  de  vista 
que,  en  pueblos  qiie  atraviesan  un  período  de  transición,  como 
la  Servia  y  la  Croacia,  puede  acontecer,  y  de  seguro  acontece, 
lo  que  Bogisic  afirma  resueltamente  como  testigo  de  mayor  ex- 
<íepción.  El  estudio  de  Sumñer  Maine,  titiúsLáo  Souih  Slavo- 
nians  and  Rajpoots,  que  publicó  la  Revista  titulada  Nineteenth 
Century  (Diciembre  de  1877),  en  cuanto  á  los  hechos  se  refiere, 
-está  contradicho  por  Bogisic,  celoso  de  reivindicar  en  primer 


DEBSCHO  001I6USTUDINARI0  2>B  SBPAÍCA  475 

término  el  derecho  del  individao,  que  no  qaeda  absorbido  por 
la  familia  rural.  £n  Servia  y  en  Croacia,  lo  mismo  que  en  al- 
gunoB  territorios  de  Prusia,  de  Bayiera  y  de  Zurioh,  exist^i^ 
familias  compuestas,  cuya  yariedad  de  instituciones,  en  lo  re- 
lativo á  la  propiedad  y  al  derecho  de  sucesión,  denota  que» 
distando  mucho  de  aceptar  como  base  la  propiedad  colectiva» 
subsiste  algo  en  .esas  familias  que  recuerda  su  comunidad  de 
origen.  Y  por  la  tenacidad  oon  que  se  sostiene  todo  lo  que  en- 
cama en  las  costumbres,  ó  se  abstienen  los  legisladores  de  to- 
car á  esas  instituciones  locales,  ó  fracasan  en  el  propósito  de 
reformarlas,  cuando  lo  intentan  sin  perfecto  conocimiento  de 
ios  hechos. 

Esta  breve  referencia  al  estado  de  la  familia  en  muchos 
pueblos  de  origen  aryo,  tiene,  suma  importancia  para  determi- 
nar el  carácter  de  costumbres  muy  arraigadas  en  la  familia  m- 
jral  asturiana.  Rigen  las  leyes  de  Castilla;  y  alii  donde  en  par- 
te subsiste  la  propiedad  colectiva  del  pueblo  ó  del  lugar,  la  fa> 
tnilia  tiene  su  propiedad  particular,  que  es  divisible  entre  los 
herederos,  Pero  es  raro  el  caso  de  que  la  familia  deje  de  con- 
servar su  unidad,  por  voluntad  de  los  padres,  sin  perjuicio  de 
que  formen  nuevas  familias  los  miembros  que  se  aisgregan. 

La  familia  rural  tiene  especial  empeño  en  conservar  inte- 
^a  la  casería  que  lleva  en  arrendamiento,  ó  el  pequeño  patri- 
monio del  agricultor  propietario.  Los  padres  escogen  entre  los 
hijos  al  que  más  estiman  ó  al  que  mayor  aptitud  tiene  para  el 
trabajo  del  campo,  á  fin  de  que,  al  contraer  matrimonio,  que- 
de con  ellos  en  la  misma  casa,  formando  sociedad.  Casi  siem- 
pre otorgan  escritora  de  capitulaciones  matrimoniales,  fijando 
las  bases  de  la  sociedad  familiar.  Cuando  nada  se  estableq^, 
constituyen  sociedad  con  los  recién  casados  sus  padres  ó  el  que 
de  los  dos  sobreviva.  No  se  constituye  la  sociedad  entre  los  dos 
matrimonios,  sino  que  marido  y  mujer,  separadamente,  entran 
á  formar  parte  de  la  sociedad  familiar;  y  si  fallece  cualquiera 
de  ellos,  sea  uno  de  los  padres  ó  de  los  hijos,  se  distribuyen 
las  pérdidas  ó  las  ganancias  por  cabezas,  y  no  por  matrimo- 
nios. Si  el  hijo  casado,  ó  la  nuera,  quedan  viudos,  se  practica 
una  liquidación  de  la  sociedad  familiar,  adjudicando  á  los  he- 
rederos del  que  fallece  la  porción  que  les  corresponda,  sin  per- 
juicio de  continuar  después  la  sociedad  con  el  cónyuge  sobrevi- 
viente, que  desde  entonces  representa  una  tercera  parte  tan 
sólo,  si  los  padres  sobreviven,  y  la  mitad,  si  el  padre  ó  la  ma- 
dre con  quien  viviere  fuesen  viudos.  Aunque  la  mujer  tiene  ó 
representa  una  parte  en  la  sociedad  familiar  y  adquiere  para  si 
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la  parte  de  utilidades  que  le  corresponda,  no  sucede  lo  mismo 
8Í  hubiese  pérdidas,  pues  aunque  para  la  liquidación  figuro  la 
mujer  como  uno  de  los  participes,  sus  bienes  particulares  que- 
dan, por  regla  general,  libres  de  todo  menoscabo,  afectando 
las  pérdidas  que  hubiesen  ocurrido  en  la  sociedad,  y  corres- 
pondiesen á  la  mujer,  únicamente  al  patrimonio  del  marido. 

Cuando  existe  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales,  á 
ella  se  atienen,  como  ley  del  contrato,  para  resolver  todas  las 
dificultades  que  ocurren.  En  defecto  de  escritura,  se  entiendo 
que  el  nuevo  matrimonio  ó  el  marido  y  la  mujer  recién  ca- 
ñados constituyen  sociedad  universal  de  pérdidas  ó  ganancias^ 
con  los  padres  en  cuya  compañía  viven. 

Casi  siempre  es  jefe  de  la  sociedad  familiar  el  padre,  aun- 
que indistintamente  suelen  ejercer  actos  de  administración  el 
padre  y  el  hijo  casado,  siendo  obligatorio  para  la  sociedad  lo 
que  uno  y  otro  hacen. 

No  pasa  á  ser  colectiva  la  propiedad  individual.  La  admi- 
nistran en  común;  y  es  verdaderamente  colectiva  la  que  ad- 
qiíieren  durante  la  sociedad, — propiedad  que  dividen  por  par- 
tes iguales  cuando,  por  fallecimiento  de  alguno  de  los  consor- 
tes, se  disuelve  la  sociedad  familiar. 

Lo  ordinario  es  que  en  la  escritura  de  capitulaciones  ma- 
trimoniales, además  de  mejorar  en  el  tercio  y  quinto  [ahora  en 
los  dos  tercios]  al  hijo  que  se  casa  y  entra  á  formar  sociedad 
con  sus  padres,  se  fije  la  cantidad  que  por  vía  de  *dote  ha  do 
entregar  á  cada  una  de  las  hermanas  cuando  se  casen,  con  la 
obligación  de  sostenerlas  en  su  compañía  mientras  vivan  sol- 
teras. Los  varones  que  permanecen  solteros  continúan  en  la 
casa  paterna,  cuando  no  emigran  á  Ultramar  ó  se  trasladan  al 
interior  de  EÍspaña  en  busca  de  fortuna,  y  casi  siempre  con  la 
esperanza  de  regresar  á  su  país  natal.  Los  gastos  del  viaje,  la 
redención  del  servicio  militar, —si  la  familia  está  en  regular 
situación — los  anticipos  que  los  demás  hijos  ó  hijas  necesitan 
para  que  puedan  crearse  una  situación  independiente  ó  con- 
traer matrimonio,  constituyen  de  ordinario  las  cargas  con  que 
el  hijo  asociado  á  sus  padres  queda  en  el  goce  de  la  casa  y  de 
los  bienes  que  cultiva. 

Mientras  el  hijo  soltero  continúa  viviendo  con  sus  padres  y 
con  su  hermanó  casado,  trabaja  en  beneficio  de  la  casa;  pero, 
'8i  las  fuerzas  le  asisten,  abandona  el  hogar  paterno,  para  formar 
su  peculio^  que  es,  como  dice  Sumner  Maine,  el  más  poderoso 
disolvente  de  las  sociedades  primitivas.  El  peculio  castrense 
entre  los  romanos  fué  la  primera  forma  en  que  se  manifestó  la 
individualidad  del  hijo  de  familia.  De  igual  manera  hoy  el 
montenegrino,  sujeto  todavía  por  fuertes  lazos  á  la  colectividad 
de  la  familia,  adquiere  para  si  los  despojos  que  en  la  guerra 
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conquista;  y  el  indio  constituye  su  peculio  con  lo  que  gana  en 
lejanas  tierras^  siendo  piopiedÍEui  de  la  familia  lo  que  en  el  seno 
de  ella  alcanza  mediante  su  trabajo.  Asi  también  el  asturiano» 
que  allende  los  puertos  va  y  constituye  un  peculio,  lo  consti* 
tuye  para  si;  mientras  que  si  permanece  al  lado  de  la  sociedad 
familiar  con  sus  padres  y  sus  hermanos ,  no  llega  á  constituir 
peculio  con  los  productos  de  su  trabajo. 

Van  perdiendo  mucho  de  su  prístino  vigor  estas  costum- 
bres, y  suelen  constituir  peculio  los  hijos  sin  necesidad  de 
traspasar  la  cordillera  ó  de  trasladarse  al  Nuevo  Nundo.  En  no 
lejanos  tiempos  era  cosa  corriente  que  el  hijo  de  familia  en  As- 
turias, para  formar  un  peculio  con  los  productos  de  su  trabajo, 
debía  marchar  á  lejanas  tierras:  como  el  indio,  por  igual  pro- 
cedimiento, consigue  adquirir  un  principio  de  individualidad 
dentro  de  la  familia  con  su  propiedad  colectiva. 

En  lo  antiguo,  cuando  se  establecía  un  foro,  solía  figurar, 
entre  otras  condiciones,  la  de  que  no  se  dividieran  los  bienes, 
sujetando  la  transmisión  del  dominio  útil  á  reglas  que  tenían 
mucho  de  semejante  con  la  vinculación.  No  se  fundaba  un  ma- 
yorazgo: se  pactaba  la  indivisibilidad  del  foro,  con  el  objeto  de 
que  el  cultivo  de  los  bienes  que  lo  constituían  fuera  perma- 
nentemente núcleo  ó  base  de  una  familia.  Era,  por  tanto,  uno 
de  los  hijos  el  que  contraía  matrimonio,  entrando  á  formar  so- 
ciedad familiar  con  sus  padres,  si  sucesor  único  en  los  bienes 
forales,  con  la  obligación  de  auxiliar  á  sus  hermanos  y  dotar  á 
laQ  hermanas.  La  pensión  foral  era  y  es  indivisible,  gravando 
en  totalidad  cada  una  de  las  fincas  del  foro.  El  señor  del  do- 
minio directo  tiene  el  derecho,  de  que  usa  siempre,  cuando 
los  bienes  están  divididos  entre  varios  cultivadores  ó  poseedo- 
res, de  nombrar  uno,  que  lleva  el  nombre  de  cabezalero,  y  está 
obligado  á  pagar  la  totalidad  de  la  pensión,  cuyo  reintegra 
exige  de  los  copartícipes,  según  el  prorrateo  que  al  efecto  se 
hace. 

Es  el  foro  en  la  esencia  una  verdadera  enfiteusis.  La  con- 
dición del  cultivador^  como  que  es  condueño,  supera  induda- 
blemente á  la  del  arrendatario.  Es  la  situación  del  forero  idén- 
tica en  cierto  modo  á  la  del  arrendatario  irlandés  en  los  actua- 
les tiempos,  ó  sea  después  de  las  reformas  hechas  por  Gladsto- 
ne;  y  aun  más  ventajosa,  porque,  merced  á  la  influencia  de  la 
costumbre,  es  realmente  considerado  como  dueño,  viniendo  á 
ser  la  pensión  enfitóutica  un  verdadero  gravamen,  que,  en  in- 
terés de  la  agricultura,  debe  ser  redimible  como  los  demás  cen- 
sos. En  la  actualidad,  y  según  el  derecho  consuetudinario,  es 
irredimible.  - 

Lo  que  tiene  de  importante  el  foro,  relativamente  á  la  ins- 
titución de  la  familia,  se  limita  á  que,  en  su  origen,  fué  como 
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la  formación  de  xm  grupo  ^rario,  que  daba  gráá  consistencia 
á  la  unid^id  de  la  familia.  El  foro,  que  nació  de  la  necesidad 
de  ofrecer  estimulos  al  trabajo  para  el  cultivo  de  los  campos, 
se  completaba  con  las  ventajas  de  la  sociedad  familiar,  que,  sin 
desatender  los  derechos  de  cada  uno  de  loe  hijos,  tendía  á  con- 
servar unido  el  grupo  de  bienes  que  se  consideraba  necesario- 
para  el  sostenimiento  de  la  familia.  Estos  fines  se  consiguen 
boy  sin  necesidad  de  que  el  foro  subsista,  pues  la  costumbre 
impone  grandes  respetos  al  propietario,  en  cuanto  á  la  dispo- 
aición  de  los  bienes  dados  en  arrendamiento,  que  el  colona 
transmite  casi  siempre,  por  medio  de  la  escritura  de  capitula- 
ciones matrimoniales,  al  hijo  con  quien  forma  sociedad,  ó,  como 
vulgarmente  se  dice,  al  tasada  en  casa. 

La  autoridad  del  padre,  en  el  seno  de  la  familia  rural,  es 
indiscutible;  raya  en  loe  limites  de  la  veneración.  Su  responsa* 
bilidad,  en  cambio,  es  inmensa.  En  algunas  Ordenanzas  muni- 
cipales, que  constituyen  todavía  la  base  de  la  vida  local,  se 
dice  del  padre  que  es  responsable  de  los  daños  hechos  por  sus 
subditos  y  dependientes.  Es  una  verdad  gravada  en  eLsentimiento 
popular  que,  contra  la  autoridad  bien  ejercida  del  jefe  de  la 
familia,  no  pueden  faltar  la  mujer  ni  los  hijos;  por  cuya  razón, 
cuando  ellos  causan  un  daño  ó  cometen  una  falta  en  perjuicio 
de  tercero,  sin  vacilación  se  declara  que  la  responsabilidad  es 
del  padre,  en  quien  está  concentrada  toda  la  autoridad  dentro 
de  la  familia. 

A  tal  punto  llevó  la  autoridad  del  jefe  de  la  familia  el  fuero 
de  Llanes,  redactado  en  el  siglo  zci,  y  aplicado  á  varios  conce- 
jos de  Asturias,  que  le  declaraba  exento  de  responsabilidad  cri- 
minal cuando  ocasionaba  la  muerte  de  su  mujer  ó  de  alguno 
de  los  hijos  por  efecto  de  los  castigos  que  aplicaba  en  la  correc- 
ción de  las  faltas  cometidas. 

Ante  la  dureza  del  marido  y  la  crueldad  del  padre,  que  lle- 
gan á  tales  extremos,  la  autoridad  pública  no  puede  mostrarse 
indiferente,  aun  dentro  del  hogar  doméstico.  El  domicilio  es 
verdaderamente  inviolable,  lugar  sagrado  donde  impera  la  au- 
toridad del  padre;  pero  esa  autoridad  está  limitada  por  el  de- 
recho de  las  personas  subordinadas  en  el  orden  doméstico  al 
jefe  de  la  familia.  No  recuerdo  la  impunidad  otorgada  en  el 
fuero  de  Llanes  al  padre  cruel,  cómo  un  mérito  de  la  legisla- 
ción de  aquellos  tiempos,  sino  en  comprobación  de  que  la  au- 
toridad del  padre  fué  siempre  muy  respetada  en  loe  concejo» 
de  Asturias.  Si  la  historia  manchase  sus  páginas  con  hechos  de 
barbarie  cometidos  por  el  padre  en  la  persona  de  su  mujer  ó  de 
alguno  de  sus  hijos,  el  hecho  serviría  para  condenar  la  duresa 
de  las  costumbres.  Afortunadamente,  las  del  pueblo  asturiano 
no  se  distinguen  por  su  crueldad,  y  cabe  recordar  las  dispo- 
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Bidones  contenidas  en  el  fuero  de  Llanes  oomo  demoBtración 
de  que,  ante  la  autoridad  del  padre  en  el  seno  de  la  familia^ 
inclinaban  su  frente  los  delegados  de  loe  Poderes  públicos. 

La  autoridad  del  padre,  mejor  definida  en  las  modernas  le- 
yes que  en  el  fuero  de  Llanes,  no  está  rodeada  de  menores  res- 
petos y  prestigio  (]ue  en  pasados  tiempos.  Es  lazo  de  estrecha 
unión  entre  los  miembros  que  componen  la  familia  asturiana. 

La  mujer  en  la  familia  rural  ocupa,  por  el  derecho  consue- 
tudinario, una  posición,  que  en  nada  desdice  del  progreso  de 
los  tiempos.  Sin  emhargo  de  estar  bajo  la  potestad  del  marido,, 
entra  á  formar  parte  de  la  sociedad  &  miliar,  como  persona  que 
goza  de  la  plenitud  de  sus  derechos.  En  las  faenas  del  campo 
j  en  las  labores  domésticas  da  muestra  diariamente  de  todo  lo 
que  puede  y  vale;  y  de  ahí  el  que  sea  el  concejo  de  la  mujer 
en  el  seno  de  la  &milia  siempre  muy  atendible.  La  opinión  de 
la  mujer  tiene  gran  peso  en  el  ánimo  del  marido.  Si  aquélla  no 
impera  por  su  voluntad,  puede  asegurarse  que  moralmente 
tiene  nna  parte  muy  principal  en  las  resoluciones  que  la  socie- 
dad familiar  adopta.  El  hecho  de  figurar  la  mujer  casada  en  el 
número  de  los  miembros  que  constituyen  la  familia  compuesta^ 
ó  sociedad  formada  por  los  individuos  dedos  matrimonios,  con 
iguales  derechos  que  el  hombre  en  lo  relativo  á  pérdidas  y  ^• 
nandas,  es  como  una  prueba  de  que  su  situación  es  la  que  dig-^ 
ñámente  corresponde  á  la  mujer  en  el  seno  de  la  familia. 

Manuel  Pedregal  y  Cañedo. 


Veladas,  noTiasg-os,  ete. 


€hoB  filandcnes  [en  Asturias]  son  unas  reuniones  de  las  jóve- 
nes de  uno  mismo  ó  de  diferentes  pueblos  en  la  casa  de  un  ve- 
cinOy  con  el  objeto  de  pasar  cierta  parte  de  la  noche  hilando; 
y  por  el  gasto  de  la  luz  que  tienen  los  dueños  de  la  casa,  es  con- 
dición precisa  que  las  jóvenes  coucurrentes  hilen  para  ellos  un 
dia  de  la  semana.  Hasta  aquí  nada  tiene  de  reprensible  seme- 
jante reunión,  antes  por  el  contrario,  aparece  laudable,  por- 
que proporciona  á  las  jóvenes  un  rato  de  solaz,  sin  desatender 
por  eso  el  trabajo;  pero  la  parte  peligrosa  de  los  fílandones 
está  en  que  asisten  á  ellos  también  los  jóvenes,  permitiéndose 
libertades  que  no  dejan  de  ofender  á  la  moral...» 

«Las  esfoyaxas  son  otras  reuniones  de  los  jóvenes  de  ambos 
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sexos  con  el  objeto  de  deshojar  las  pinas  de  maíz,  y  en  ellas  se 
cometen  iguales  excesos,  y  aun  mayores,  que  en  los  fílandones, 
estando  prohibidas  unas  y  otros,  aunque  en  vano,  por  las  Si- 
nodales del  Obispado,  entre  las  cuales,  la  del  título  III  está 
formulada  en  estos  términos:  <Y  porque  en  algunas  partes  de 
»e8te  nuestro  Obispado  hay  la  mala  y  perniciosa  costu/nbre  de 
«juntarse  por  las  noches  en  casas  particulares  mozos  y  mozas, 
Á  lo  que  llaman  fílandones,  fogueras  y  otros  semejantes,  de 
»que  se  siguen  muchos  perjuicios  y  pecados,  que  hemos  pro- 
acurado  evitar  con  nuestros  edictos  y  providencias  dadas  al 
«efecto,  y  que  la  han  tenido  en  parte;  por  tanto,  prohibimos 
«generalmente  dichas  juntas  y  fílandones,  y  mandamos  á  núes* 
«tros  curas  que  no  los  permiten  en  sus  parroquias...» 

«...A  estas  reuniones  [mercados,  ferias  y  romerías;  veladas 
de  fílandones  y  esfoyazas],  asisten,  por  lo  general,  siempre  las 
jóvenes  sin  persona  de  la  familia  que  vigile  su  conducta,  y  las 
acompaña  siempre  el  joven  que,  entre  los  demás,  ha  llegado  á 
obtener  su  preferencia,  cruzando  solos  de  día,  y  especialmente 
de  noche,  montes  y  despoblados,  hasta  llegar  á  las  casas  de 
aquéllas;  allí  los  padres  les  reciben  con  agrado  y  se  recogen  con 
la  mayor  tranquilidad,  dejando  á  sus  hijas  con  los  amantes, 
K3omo  se  dice  vulgarmente  en  este  país,  cortejando^  hasta  que  se 
ven  en  el  horizonte  los  primeros  albores  del  venidero  día.  El 
inminente  y  gravísimo  peligro  en  que  los  padres,  por  este 
abandono  é  imprudente  confianza,  colocan  á  sus  hijas,  es  evi* 
-dente  y  no  necesita  demostrarse...» 

Matías  Sangrador  y  Vítores  {Historia  de  la  adminis- 
tración de  justicia  y  del  antiguo  gobierno  del  Principado 
de  Asturias  y  Colección  de  sus  Fusros^  Oartas-puehl/is 
y  antiguas  Ordenanzas;  apud  Biblioteca  Histórica,^  As- 
turiana, tomo  III,  Oviedo,  1866,  págs.  322-323.)* 


LEtilSUaÓX  DEL  IHPIESTO  DE  DERECHOS  REALES 


1.*    AíUeeedeñteBhitt&riectddLmpmetiódedertd^rtedmemMfmHUi. 

El  IíB|mesto  de  dereebos  reales  j  transmisión  de  bienes,  que,  como  es 
-sabido,  grava  la  riqueza,  ó  más  bien  el  capital  en  el  momento  de  realisarse 
ciertas  manifesCaeiones  de  la  misma,  carácter  qoe  le  distingoe  de  otros 
tribotos,  qae,  como  la  contríboción  territorial  é  industrial,  gravan  la  ri* 
^eza  ó  más  bien  la  renta  ó  la  otilídad  de  ona  manera  permanente,  tiene 
en  todas  las  naciones  on  origen  qae  se  confunde  indadablemenle  con  el 
origen  de  la  ñqneza  6  del  capital  en  on  cierto  grado  de  desarrollo.  A  pe- 
sar de  este,  es  difícil,  por  ñilta  de  datos,  precisar  con  ezactitnd  el  mo- 
mento de  SQ  nacimiento  en  España,  teniendo  qne  limitarnos  á  señalar  sos 
orígenes  de  ana  manera  vaga  é  indeterminada. 

£sto  no  obstan  te,  es  opinión  general,  sigaiendo  la  de  un  ilastrado 
Catedrático  (I),  «¡ne  paede  señalarse  como  origen  del  Impuesto  sobre  la 
transmisión  de  bienes,  el  derecho  de  ana  vigésima  sobre  las  adquisiciones 
de  herencias  j  legados,  establecido  en  tiempo  del  Emperador  Augusto, 
aparte  de  otros  gravámenes  sobre  las  transacciones  de  la  propiedad  in* 
mueble. 

En  la  época  feudal  se  concedieron  á  los  señores  por  algunos  fueros 
municipales,  ciertos  derechos  sobre  las  sucesiones  testadas  ó  intestadas, 
como  eran  la  mañeria  y  mincién  ó  lueíuosa^  prestaciones  que  gravaban 
las  herencias,  consistentes,  la  primera,  en  la  facultad  de  adquirir  algunos 
bienes  de  los  que  morían  sin  sucesión  legítima,  y  se  imponía  á  los  que 
no  tenían  hijos  por  permitirles  hacer  uso  del  derecho  de  testar;  y  la  se- 
gunda, en  una  prestación  por  la  cual  el  vasallo  debía  dejar  al  señor  la 
mejor  cabeza  del  ganado  ó  cierta  cantidad  en  dinero. 

Pero  estos  medios  de  imposición,  que  en  cierto  modo  pueden  confun» 
*  dirse  con  e!  origen  de  otra  clase  de  impuestos,  no  adquirieron  una  forma 
clara  dentro  de  los  principios  del  Impuesto  de  derechos  reales  hasta  que 
se  regularizó  debidamente  la  exacción  de  la  alcabala. 

Consistía  éste  en  un  impuesto  sobre  la  venta  y  trueque  ó  permuta  de 
iodas  las  cosas  muebles,  inmuebles  y  semovientes,  siendo  la  primera  dia- 
posición legal  en  que  se  menciona  el  Fuero  de  Villafria,  otorgado  por  Fer- 
nando I  en  47  de  Enero  de  4079,  y  la  primera  disposición  que  se  conoce 

<1)     El  Sr.  Piernas  y  Hurtado. 
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con  carácter  general  relativa  á  la  misma,  las  recias  para  los  ret^aQdadore» 
de  alcabalas  que  en  4464  dictó  D.  Juan  II,  hallándose  en  Yalladolid. 

En  on  principio  no  se  estableció  como  contribución  permanente,  sino- 
como  recurso  extraordinario  concedido  en  distintas  épocas  para  atender 
á  necesidades  especiales  del  Estado.  Las  Cortes  de  Burgos  la  concedie- 
roa  en  4344,  á  petición  de  D.  Alfonso  II,  para  atender  á  los  gastos  del 
sitío  de  Alg^ciras;  las  Cortes  de  Alcalá,  en  4345,  la  prorrogaron  por  sei» 
años  para  mantener  los  castillos  de  la  frontera,  y  en  otras  Cortes  Cele- 
bradas en  la  misma  ciudad  en  ^349-,  se  otorgó  también  para  los  gastos 
del  sitio  de  j&ibraltar,  llegando  en  las  de  Madrid,  de  4393,  á  concederse 
con  más  generalidad  por  las  grandes  necesidades  del  Estado,  dando  lugar 
á  que  paulatinamente  se  convirtiese  en  una  contribución  ordinaria  y  cons- 
tante, cuyo  cobro  fué  regularizado  por  los  Reyes  Católicos  D.  Fernando 
y  Doña  Isabel,  dictando  leyes  diversas,  y  se  publicaron  juntas  por  inicia- 
tiva de  la  Reina,  con  el  nombre  de  Cuaderno  de  alcabalas,  el  40  de  Di* 
ciembre  de  4494. 

La  cuantía  de  la  alcabala  era  en  aquellos  tiempos  la  décima  parte  do 
lo  que  importase  el  valor  de  la  cosa  vendida  ó  permutada,  que  se  exigía 
sin  excepción  á  los  vendedores;  pero  después  sufrió  variaciones,  en  p»rte 
debidas  á  la  Arma  adoptada  para  su  cobro,  que  solía  ser  la  de  encabeza- 
mientos, y  otras  veces  á  la  importancia  de  las  necesidades  del  Erario. 

En  el  expresado  Cuaderno,  compuesto  de  446  leyes,  se  fijaba  la  exten* 
sión  del  gravamen;  establecía  la  publicidad  déla  con  tratación,  ordenándose 
que  la  alcabala  de  los  bienes  muebles  y  semovientes  se  pagase  donde  se 
celebraba  el  contrato,  y  la  de  los  inmuebles  donde  éstos  radicasen;  que 
todas  las  ventas  y  permutas  se  otorgasen  ante  los  Escribanos,  que  debían 
pasar  copias  de  los  contratos  á  los  recaudadores  de  alcabalas. 

Las  medidas  que  fué  preciso  adoptar  para  hacer  efectiva  la  exacción 
del  tributo  dieron  lugar  á  quejas  de  los  pueblos,  originadas  por  la  codi- 
cia de  los  recaudadores  y  alcabaleros,  y  más  adelante  vino  á  hacerse  la 
alcabala  ipás  onerosa  'é  insopoctable  cuando  á  la  misma  se  agregaron  nue- 
vos derechos,  conocidos  con  la  denominación  de  cientos  ó  cuatro  unoSr 
que  formaban  parte  del  servicio  llamado  de  millones,  recursos  que^hizo 
necesarios  el  estado  de  penuria  del  Erario  público.   - 

Asi,  en  el  año  1623,  se  estableció  el  tino  por  ciento  sobre  todo  lo  que 
se  vendiese,  ya  estuviera  sujeto  á  alcabala  ó  no;  en  el  año  4639,  y  con 
motivo  de  la  escritura  del  servicio  de  nueve  millones  en  plata,  se  agregó^ 
al  anterior  otro  uno  por  ciento  sobre  las  ventas  y  permutas;  en  4656  se 
recargó  un  tercer  uno  por  ciento,  y  por  Real  decreto  de  45  de  Noviembre 
de  4663  se  concedió  un  cuarto  uno  por  ciento  sobre  las  cosas  que  deven- 
garan alcabalas,  para  atender  al  desempeño  de  la  Real  Hacienda. 

La  alcabala  se  dividió  en  dos  clases:  alcabala  del  viento  y  alcabala 
fija;  era  la  primera  la  que  pagaban  los  forasteros  por  las  ventas  y  cambios- 
en  el  mercado  en  que  se  cobraba,  y  la  segunda  que  consistía  en  un  dere- 
cho menor,  que  satisfacían  los  vecinos  de  cada  pueblo  por  las  transaccio- 
nes que  entre  sí  realizaban. 

Es  de  advertir  que,  fuera  de  los  tiempos  de  la  dominación  romana,  e*^ 
que  el  impuesto  de  la  vicésima  afectaba  á  las  sucesiones  hereditarias, 
loa  de  la  Edad  Media,  en  la  que  llegó  á  tener  el  carácter  de  verdadera  coii 
fiscación,  pues  reconoció  el  derecho  denominado  albana  ó  añanagio,  qn 
consistía  en  heredar  el  Monarca  todos  los  bienes  radicantes  en  España  qc 
pertenecían  á  los  extranjeros  y  de  los  cuales  no  se  les  permitía  dispon< 
por  testamento  en  favor  de  sus  parientes,  la  alcabala  afectó  siempre  á  !< 
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eontratos,  pero  no  á  las  herencias,  y  hubo  épocas,  como  U  del  reinado 
de  los  Rejes  Católicos,  en  qae  estuvieron  exentas  de  ella  las  ventas  de 
mochos  artículos. 

La  primera  disposición  (^ñ  estableció  el  impuesto  sobre  las  herencias 
y  legados  fué  la  Real  cédala  de  49  de  Septiembre  de  4798,  dictada  para 
arbitrar  recursos  con  que  la  Caja  de  amortisación  padiera  atender  á  la  ex- 
tinción de  los  préstamos  que  había  hecho  necesarios  la  gnerra  con  la  Gran 
Bretaña. 

Según  dicha  disposición,  el  impuesto  ji;ravaba  las  sucesiones,  tanto 
libres  como  de  bienes  vinculados,  y  los  fideicomisos  entre  cónyuges,  co- 
laterales y  extraños,  con  una  cuota  progresiva,  en  relación  con  el  grado 
de  parentesco  que  oscilaba  desde  i  por  400,  asignado  á  la  sucesión  entre 
cónyuges,  al  6  por  400  que  devengaban  los  extraños,  cuyo  tipo  de  grava- 
men quedaba  reducido  á  la  mitad  en  las  adquisiciones  de  bienes  muebles. 
Aquella  disposición,  que  bien  puede  decirse  que  vino  aechar  los  cimientos 
del  impuesto  que  hoy  existe,  v  en  la  cual  se  dictaban  reglas  para  la  valo- 
ración de  los  bienes  transmitidos,  y  se  establecían  penas  para  los  defran- 
dadoresj  privando  además  á  los  lídquirentes  del  goce  de  la  herencia  y  del 
derecho  de  ejercitar  toda  acción  de  dominio  ante  los  Tribunales,  mientras 
no  justificaran  el  pago  á  la  Real  Hacienda  de  los  derechos  que  la  corres- 

I^oudían,  ofrece  la  particularidad  de  que,  no  sólo  sometía  á  la  tributación 
a  transmisión  de  dominio,  sino  también  la  de  los  censos  y  otros  derechos 
reales,  como  el  usufructo,  si  bien  la  cuota  que  por  éste  se  satisfacía  era 
menor  que  en  los  demás  casos,  pues  consistía  en  la  mitad,  tercera,  cuarta 
y  octava  parte  de  la  renta  de  un  año. 

Por  Real  cédala  de  22  de  Diciembre  de  4799  se  modificó  la  legislación 
de  este  tributo,  convirtiéndose  de  gradual  en  fijo:  del  t  por  400  para  las 
sucesiones  transversales;  de  la  tercera  parte  de  la  renta  de  un  año  en  los 
usufructos,  fideicomisos  y  vinculaciones,  y  de  la  mitad  de  dichos  tipos 
para  las  sucesiones  entre  cónyuges,  autorizando  además  á  los  interesados 

§ara  hacer  la  declaración  jurada  de  bienes  ó  inventarios,  por  medio  de 
ocumento  privado,  á  los  Intendentes  ó  Comisionados  encargados  de  re- 
caudar el  impuesto,  así  como  para  convenir  con  éstos  en  el  pago  de  una 
cantidad  alzada,  cuando  por  interés  del  comercio  ú  otras  razones  graves 
no  conviniera  á  los  herederos  hacer  las  declaraciones  judiciales  ó  extra - 
judiciales  de  bienes. 

Por  la  cédula  de  24  de  Noviembre  de  4800  se  alteraron  notablemente 
las  bases  establecidas  en  la  de  22  de  Diciembre  de  4799,  volviéndose  á  lo 
dispuesto  anteriormente,  pues  la  cuota  fija  se  sustituyó  en  herencias  y 
legados  por  la  variable,  que  oscilaba  del  4  al  4  por  400,  guardando  cierta 
proporcionalidad,  que  pudiera  llamarse  progresiva,  con  la  cuantía  del 
caudal  hereditario,  pues  la  sucesión  entre  extraños  pagaba  el  2  por  400 
cuando  la  herencia  no  excedía  de  4  4 .000  reales,  y  el  4  cuando  era  de  ma- 
yor cuantía. 

Por  decreto  de  las  Cortes  de  43  de  Septiembre  de  4843,  confirmatorio 

del  de  la  Junta  Central,  fecha  30  de  Noviembre  de  4808,  fué  suprimido 

impuesto  sobre  las  herencias  y  legados;  pero  restituido  á  España  el 

)y  D.  Fernando  Vil,  le  restableció  por  decreto  de  34  de  Agosto  de  4845 

Instrucción  de  9  de  Octubre  siguiente,  retrotrayéndose  el  impuesto  á 

i  antigua  legislación  anterior  á  la  Real  cédula  de  22  de  Diciembre 

.  4799. 

Este  estado  de  cosas  sufrió  no  pocas  modificaciones  por  la  supresión 

las  llamadas  RenUs  provinciales  en  30  de  Mayo  de  4847,  y  por  la  reac- 
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ción  que  se  operó  por  decreto  de  la  Regencia  de  9  de  Jqdío  de  4823,  en 
el  qoe  declarándose  nulo  todo  lo  legislado  en  todos  los  ramos  de  la  Ad- 
ministración durante  el  período  qae  se  llamó  revolucionario,  se  restable- 
ció ¡o  que  regía  relativo  al  impuesto  antes  de  la  citada  fecha  de  30  de 
Mayo  de  1817.  . 

Las  nuevas  y  mayores  necesidades  del  Erario  dieron  lugar  á  la  nece- 
sidad de  ampliar  la  legislación  en  esta  materia,  y  así  se  dio  lugar  á  la  pu- 
blicación de  tres  decretos  de  la  misma  fecha,  31  de  Diciembre  de  4829, 
por  los  que  se  modificó  notablemente  la  manera  de  ser  del  impuesto, 
asentándolo  sobre  bases  más  fijas  y  científicas  que  guardan  cierta  analo- 
gía con  las  que  en  la  actualidad  rigen.  Por  uno  se  disponía  que  adeuda- 
sen el  4  por  400,  en  concepto  de  alcabala,  las  ventas  de  fincas  en  las  ca- 
pitales y  puertos  habilitados  sujetos  al  derecho  de  puertas;  por  otro  se 
estableció,  con  la  denominación  de  derecho  de  hipotecas,  un  impuesto 
de  i  por  400  sobre  las  ventas,  cambios,  donaciones  y  contratos  de  todas 
clases  por  los  que  se  realizaba  traslación  de  dominio,  directo  ó  indirecto, 
de  bienes  inmuebles,  y  por  el  último  se  establecía  una  imposición  gra- 
dual sobre  las  sucesiones  de  vínculos  y  mayorazgos  y  sobre  la  de  bienes 
libres  por  donación  ó  herencia  entre  ascendientes  y  descendientes  natu- 
rales, estén  ó  no  declarados  legalmente  como  tales;  senálanse  diversos 
tipos,  según  que  la  sucesión  se  verifique  mediante  testamento  ó  abintes 
tato,  previniendo  para  este  último  caso  que,  si  el  causante  carece  de 
descendientes  dentro  del  cuarto  grado,  entre  á  heredar  la  Real  Hacienda; 
y  por  último,  se  declararon  exceptuadas  del  impuesto  las  donaciones 
propter  nuptias,  y  se  dispuso  que,  para  fijar  el  grado  de  parentesco,  se 
atendería  siempre  al  establecido  por  la  ley  civil  ó  de  consanguinidad. 

La  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Mayo  de  4835  restableció  los  precep- 
tos de  la  Real  cédula  de  24  de  Noviembre  de  4800,  derogando  el  Real 
decreto  de  34  de  Diciembre  de  4829  y  todas  las  disposiciones  posteriores 
á  ella,  retrotrayendo  la  legalidad  la  Real  cédula  de  24  de  Noviembre 
de  4800,  rigiendo,  por  consiguiente,  hasta  la  reforma  tributaria  de  4845, 
la  alcabala  y  sus  adherentes  ios  cuatro  unos  y  las  incompletas  disposi- 
ciones sobre  herencias  y  legados,  siendo  la  administración  del  impuesto 
desacertadísima. 

La  importante  reforma  tributaria  planteada  por  D.  Alejandro  Mon 
en  4845,  vino  á  remediar  este  estado  de  cosas,  fijándose  en  la  ley  de  23  de 
Mayo  de  dicho  año  las  verdaderas  y  científicas  bases  del  impuesto  de 
transmisión  de  bienes  ó  de  hipotecas,  como  entonces  se  llamó,  confiando 
su  cobranza  á  los  Contadores  de  Hipotecas,  á  cuyos  funcionarios  se  im- 
ponía el  deber  de  llevar  un  registro,  en  el  que,  y  bajo  pena  de  nulidad 
del  acto,  había  de  tomarse  razón  de  todos  los  documentos,  ya  públicos, 
ya  privadcv»,  sujetos  ó  no  al  impuesto,  que  contuvieran  actps  traslativos 
de  dominio,  ó  constitución  y  extinción  de  gravámenes  sobre  la  propie- 
dad inmueble. 

Fueron  materia  de  tributación  en  orden  á  la  transmisión  por  contrato, 
las  adjudicaciones  en  pago  de  deudas,  compraventas,  y  permutas,  que  8~ 
tisfacían  el  3  por  400;  las  donaciones  intervivos,  que  pagaban  los  misai 
derechos  que  los  legados,  excepto  los  propter  nuptias.  que  deven^ar^ 
el  i  por  400;  la  constitución  y  extinción  de  censos  el  2;  las  pensionr 
que  se  les  impuso  el  2,  el  4  y  el  i  por  400  según  el  tiempo  de  daraci 
de  las  mismas;  las  retrocesiones  ó  retro  ventas,  que  devengaban  el 
por  400,  y  los  arriendos  y  subarriendos,  que  satisfacían  el  i  por  400 
Ana  anualidad,  con^deducción  de  la  sexta  parte  en  las  fincas  urbanas 
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concepto  de  bnecos  y  reparos.  En  las  transmUiones  por  titalo  hereditario, 
las  herencias  pagaban  con  arreglo  á  ana  escala  gradual,  según  el  paren- 
tesco, desde  el  4  por  160,  qae  correspondía  á  los  hijos  naturales  legal- 
(líente  declarados,  cónyuges  ó  colaterales  en  segundo  grado,  basta,  el  8, 
que  satisfacían  los  parientes  de  grados  más  distantes  que  el  cuarto  y  los 
extraños;  los  legados,  el  4  y  el  8  solamente,  según  que  estuvieran  ó  no 
dentro  del  cuarto  grado;  los  fideicomisos  y  sustituciones,  el  2  por  400,  y 
la  adquisición  en  usufructo,  la  cuarta  parte  del  tipo  establecido  para  los 
legados  en  propiedad. 

Obsérvase  que  no  quedaron  sujetas  al  paga  las,  transmisiones  de  bie- 
nes muebles  y  además  se  consignó  la  exención  expresa  de  las  herencias 
en  línea  directa,  y  de  las  adquisiciones  que  se  hicieran  á  nombre  del  Es- 
tado; fijáronse  plazos  cortos  para  la  presentación  de  documentos;  penas 
para  los  que  dentro  de  aquéllos  no  cumpliesen  con  aquel  deber,  y  esta- 
bleciéronse reglas  para  la  determinación  de  la  base  ó  capital  liquidable, 
previa  deducción  de  cargas. 

El  Real  decreto  de  41  de  Junio  de  4847  introdujo  notables  modifica- 
cionesj  pues  además  de  declarar  la  exención  de  pago  á  favor  de  las  pen- 
siones alimenticias  y  de  reducir  el  tipo,  en  las  ventas  y  permutas,  al  %  por 
100,  y  en  los  arrendamientos  al  ^/m  de  real  por  400  sobre  el  precio  total 
del  contrato  en  los  hechos  con  limitación  de  tiempo  y  á  las  '/¿o  de  real 
por  400  de  la  renta  de  un  año  en  los  de  tiempo  ilimitado,  alteró  la  escala 
en  las  herencias,  reduciendo  al  i  por  400  el  impuesto  que  debían  satisfacer 
los  hijos  naturales  legalmente  declarados  y  loscónyu^s. 

Completada  la  obra  de  la  desvinculación  civil  y  habiendo  adquirido 
por  consecuencia  los  bienes  dótales  de  vínculos,  mayorazgos,  patronatos 
y  capellanías  el  carácter  de  libres  por  mitad  en  los  actuales  poseedores  é 
inmediatos  sucesores,  no  existía  ya  razón  alguna  para  que  su  transmisión 
se  sustrajera  al  pago  del  impuesto,  y  en  su  consecuencia,  la  Real  orden- 
circular  de  29  de  Octubre  de  4847  lo  declaró  así,  sujetándolas  á  las  re- 
glas y  disposiciones  comunes. 

El  Real  decreto  de  2(5  de  Noviembre  de  4853  introdujo  también  en  la 
legislación  de  este  impuesto  notables  modificaciones,  tales  como  la  de 
derogar  la  exención  concedida  á  los  usufructos,  conocidos  en  Aragón  con 
el  nombre  de  viudedad;  la  supresión  del  derecho  impuesto  sobre  los 
arriendos  y  subarriendos;  el  establecimiento  de  una  cuota  fija  de  2  por  400 
en  las  sucesiones  vinculares  y  la  modificación  de  la  escala  de  tipos  apli- 
cables á  las  herencias  y  legados,  en  el  sentido  de  beneficiar  las  adquisicio- 
nes en  favor  de  los  cónyuges,  hijos  naturales  y  colaterales  de  grados  más 
firóximos.  Se  determinó  también  qué  cargas  habían  de  ser  deducidas  en 
as  transmisiones  á  título  oneroso  para  fijar  el  verdadero  capital  liquida- 
ble, declarando  que  eran  aquellas  que  por  su  carácter  permanente  dismi- 
naían  el  valor  real  y  efectivo  de  los  bienes  transmitidos,  no  pudiendo, 
por  lo  tanto,  estimarse  como  tales,  las  hipotecas  y  fianzas;  pero  sí  los 
censas  y  demás  cargas  de  naturaleza  perpetua. 

Estableció  que  en  las  transmisiones  á  título  lucrativo  eran  deducibles 
las  pensiones  alimenticias  afectas  á  determinadas  fincas,  cuyo  capital, 
^aso  de  no  estar  definido,  se  obtendría  mediante  la  capitalización  al  3  jior 
iOO;  pero  previniendo  que  al  cesar  la  obligación  de  satisfacer  las  pensio- 
nes, pagara  el  adquirente  de  los  bienes  ei  impuesto  correspondiente  al 
capital  que  antease  le  dedujera.  Modificó,  ampliándolos,  los  plazos  seña- 
lados para  la  presentación  de  documentos,  elevando  al  duplo  de  los  dere- 
!ho8  las  multas  en  que  incurrían  los  que  no  los  presentaban  dentro  de 
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aquéllos,  y  estableciendo  otra  mnlta  de  coatro  maravedises  por  cada  real 
para  los  qae,  aan  habiendo  presentado  en  tiempo  los  docomentos,  no  pa 
gáran  el  impuesto  liquidado  dentro  del  plazo  al  efecto  establecido;  res- 

Sonsabilidad  esta  última  que  era  exigible  á  los  Registradores  cuando  la 
emora  en  el  pago  fuere  ocasionada  por  la  negligencia  de  aquellos  fun- 
cionarios en  liquidar  el  impuesto.  Por  último,  en  dicho  Real  decreto  se 
determinó  que  el  procedimiento  para  la  exacción  del  impuesto  r  da  las 
multas  sería  puramente  administrativo,  siguiéndose  por  la  vía  de  apre- 
mio; se  concedió  á  ios  denunciadores  una  tercera  parte  en  las  multas  y 
se  señalaron  diversas  penas  á  los  Jueces  y  Escribanos  que  no  facilitaran 
á  los  Registradores  las  relaciones  periódicas  de  ios  documentos  en  que 
intervenían. 

La  reforma  hipotecaria  realizada  en  4.*  de  Enero  de  4863  vino  á  ope- 
rar una  transformación  importante  en  cuanto  á  la  organización  del  im- 
puesto, pues  las  funciones  propias  de  la  liquidación,  unidas  hasta  enton- 
ces á  la  inscripción  en  el  Registro,  y  encomendadas,  por  tanto,  á  los  Re- 
gistradores de  hipotecas,  se  separaron  por  completo,  encargándolas  á  fun- 
cionarios distintos;  siquiera  andando  el  tiempo,  como  so  verá  después, 
hayan  venido  de  nuero  á  confundirse  en  uno  solo,  que  ostenta  el  doble 
carácter  de  Liquidador  del  impuesto  y  Registrador  de  la  propiedad,  depen 
diente  en  un  concepto  del  Ministerio  de  Hacienda,  y  en  el  otro  de  Gracia 
y  Justicia. 

Por  el  art.  B,^  de  la  ley  de  Presupuestos  de  35  de  Junio  de  1864,  se 
ampliaron  las  bases  del  impuesto,  sujetando  al  impuesto  de  hipotecas  la 
transmisión  por  herencia  v  legado  de  los  bienes  muebles  y  semovientes, 
gravándola  con  la  mitad  del  tipo  establecido  para  los  inmuebles,  y  decía- 
randO)  además,  exentas  las  del  mobiliario,  ropas  y  alhajas  de  uso  parti- 
cular. Modificó  la  escala  de  derechos  establecidos  para  las  sucesiones  he- 
reditarias, elevando  al  40  por  400  el  tipo  para  la  sucesión  entre  extraños, 
y  estableció  una  nueva  exención  en  favor  de  las  permutas  de  fincas  rús- 
ticas enclavadas  dentro  del  mismo  término  jurisdiccional. 

La  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Junio  de  4867  hizo  extensivo  a^uél 
á  las  sucesiones  en  línea  directa,  ó  sea  entre  ascendientes  y  descendien- 
tes, gravándolas  con  el  4  por  400;  publicóse  una  tarifa  comprensiva  de 
todos  los  tipos  de  pago  en  una  escala  más  graduada  y  completa;  se  de* 
claró  obligatoria  la  presentación  de  todos  los  documentos  á  las  oficinas 
liquidadoras,  aunque  contuvieran  actos  no  sujetos  ó  exentos  del  impuesto, 
y  dictáronse,  por  último,  nuevas  disposiciones  para  la  administración  y 
recaudación  de  aquel  tributo. 

Por  Real  decreto  de  29  de  Julio  de  4869  se  declararon  sucesivamente 
exentas  del  impuesto  las  sucesiones  directas  y  también  las  aportaciones 
de  edificios  y  artefactos  que  se  verificaran  para  la  constitución  de  Socie  • 
dades  de  crédito,  así  como  las  adjudicaciones  de  aquellos  bienes  á  los 
mismos  socios  que  los  aportaron  en  caso  de  disolución.  En  esa  misma  dis- 
posición se  estableció  que  las  adquisiciones  por  título  hereditario  se  en  - 
tendieran  realizadas  de  derecho  el  día  mismo  en  que  se  abriera  la  suce- 
sión por  fallecimiento  del  causante,  y  se  ampliaron  los  plazos  de  presen- 
tación de  documentos,  y  se  dictaron  reglas  en  cuanto  al  tiempo  y  modo 
de  exigir  el  impuesto,  cuando  sobre  la  validez  y  eficacia  de  los  actos  su 
jetos  al  mismo  se  promoviera  litigio. 

Así  continuaron  las  cosas,  hasta  que  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de 
Diciembre  de  4872  vino  á  modificar  de  una  manera  esencial  las  bases  del 
impuesto,  cambiando  su  denominación  por  la  de  Impuesto  sobre  derechor 
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reales  y  transmisión  de  bienes.  Conforme  á  la  base  primera,  eontríbairén: 
4.^,  las  traslaciones  de  dominio  de  bieneá  inmuebles  y  las  de  derechos 
reales  sobre  los  mismos;  2.®,  la  constitución,  reconocimiento,  modifica- 
ción ó  extinción  de  derechos  reales  afectos  á  los  bienes  inmuebles;  3.*,  las 
transmisiones  de  dominio  de  bienes  muebles  que  se  verifiquen  por  causa 
•de  muerte;  4.^,  las  de  igual  naturaleza  que  se  efectúen  por  consecuencia 
de  actos  judiciales  ó  administrativos,  ó  en  virtud  de  contratos  no  hipote- 
carios otorgados  ante  Escribano. 

Por  consecuencia  del  mayor  desarrollo  que  el  impuesto  adquiría  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  dicha  base,  se  declararon  sujetos  al  mismo:  la 
•constitución  y  extinción  de  la  hipoteca,  y  otros  derechos  reales,  como  el 
de  uso  y  habitación,  y  las  servidumbres  ae  naturaleza  real,  si  bien  con  la 
importante  diferencia  de  aue  mientras  los  últimos  habían  de  satbfacer 
-el  3  por  400,  equiparándolos  á  los  inmuebles,  la  hipoteca  sólo  devengaría 
el  I  por  400;  la  transmisión  de  bienes  y  derechos  de  todas  clases  que  se 
-aportaran  á  toda  clase  de  sociedades,  excepto  la  conyugal,  y  las  adjudi- 
caciones que  de  todo  ó  parte  del  haber  social  se  hicieran  á  los  socios  al 
disolverse  aquéllas;  los  arrendamientos  de  bienes  inmuebles  por  seis  ó  mis 
años;  los  en  que  se  anticiparan  tres  ó  más  anualidades,  y  cualesquiera 
otros  que  por  voluntad  de  las  partes  hubieran  de  inscribirse  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad;  la  constitución,  modificación  v  extinción  de  pensio-^ 
nes;  las  transmisiones  por  contrato  ante  Notario  de  bienes  muebles,  se- 
movientes,  efectos  públicos  ó  comerciales,  y  los  préstamos  sobre  bienes 
inmuebles,  oue  hasta  entonces  habían  figurado  en  las  tarifas  de  la  con- 
tribución industrial. 

Estableciéronse  reglas  para  determinar  el  valor  de  los  derechos  y  ser- 
vidumbres reales,  asignanao  á  los  primeros  el  25  por  100  del  valor  de  los 
bienes  sobre  que  se  constituían,  y  el  5  por  400  á  tas  segundas.  Modificá- 
ronse las  escalas  de  tributación  para  las  herencias  y  legados,  volviendo 
i  sujetar  al  impuesto  con  el  4  por  400  las  sucesiones  entre  ascendientes 
y  descendientes,  y  señalando  el  10  por  400  para  las  herencias  y  legados 
en  ñivor  del  alma  del  testador.  Declaróse  la  exención  en  favor  de  las  hi- 
potecas constituidas  para  garantir  la  administración  y  recaudación  de  los 
fondos  y  valores  de  la  Hacienda  pública  y  de  la  extinción  de  aquel  dere- 
cho, por  refundirse  la  propiedad  del  inmueble  gravado  en  el  acreedor 
hipotecario,  de  las  permutas  de  fincas  rústicas,  eu^ra  cabida  no  excediera 
4e  tres  hectáreas:  de  la  extinción  legal  de  las  servidumbres  personales  y 
reales  y  de  arrendamiento;  de  los  actos  y  contratos  otorgados  en  favor 
del  Estado,  de  los  establecimientos  de  Beneficencia  sostenidos  con  fondos 
•de  aquél,  y  de  los  de  Instrucción  pública  en  todas  sus  clases  y  grados;  de 
las  primeras  enajenaciones  y  sucesiones  directas  de  las  colonias  agríco- 
las y  poblaciones  rurales;  de  las  adquisiciones  directas  del  Estado;  de  los 
bienes  enajenados  por  virtud  de  las  leyes  desamortizadoras,  y  las  reden- 
ciones de  censos  y  cargas  eclesiásticas;  de  la  transmisión  de  edificios  cons- 
truidos en  la  zona  de  ensanche;  y,  por  último,  se  confirmaron  también 
as  concedidas  por  las  le^es  de  3  de  Junio  de  4855  y  3  de  Agosto  de  4866 
m  favor  de  los  ferrocarriles  y  canales  de  riego. 

Se  redujo  la  cuantía  de  las  multas  en  que  incurrían  los  contribuyen- 

es  morosos  en  la  presentación  de  documentos;  se  declaró  el  derecho  de 

I  Administración  á  obligar  por  medio  de  apremio  á  presentar  dichos  do- 

uUmentos  ó  declaraciones  de  valores  cuanao  hubiere  terminado  el  plaso 

legal  para  verificarlo,  así  como  también  el  de  comprobar  por  medio  de 

isación  pericial  la  exactitud  de  los  valores  deelarados  por  los  contriba- 


488  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

yentes;  y,  por  último,  se  prohibió  hacer  alteraciones  en  los  amillaramien- 
toa  de  la  riqueza  iamaebie  sin  que  se  justificara  el  pago  del  impuesto. 

£n  este  estado,  la  legislación  todavía  sufrió  ana  reforma  importante- 
por  la  ley  de  Presnpuestos  de  i  de  Agosto  de  4873,  en  que  se  derogó  el 
impoesto  en  las  herencias  directas,  restablecido  después  por  la  ley  dé  25- 
de  Janio  de  4874,  dando  lugar  estas  alternativas  á  qae  se  dictase  el  Real 
decreto  de  6  de  Noviembre  de  4875,  que  precisó  la  aplicación  de  tan  con- 
tradictorias disposiciones. 

Aun  sofrió  la  legislación  nuevas  modificaciones  por  la  ley  de  24  de- 
Jolio  de  4876,  en  favor  de  los  templos  destinados  al  culto  de  la  Religión 
católica,  apostólica  romana,  de  las  adquisiciones  para  el  ensanche  de  las- 
vías  públicas  y  de  la  constitución  y  cancelación  de  las  hipotecas^  consig- 
nándose terminantemente  el  precepto  fondamental  de  que  en  ningún  caso- 
se  exigirá  el  impuesto  por  otros  tipos  de  liquidación  que  los  señalados^ 
'  por  las  tarifas  vigentes  en  la  fecha  del  otorgamiento  de  los  respectivos^ 
actos  y  contratos,  ó  en  la  que  se  hubiesen  abierto  las  respectivas  sucesio- 
nes, con  lo  cual  implícitamente  se  declararon  vigentes  los  tipos  estable- 
cidos en  las  tarifas  publicadas  desde  el  año  4845.  Todos  estos  principios^ 
íaeron  recogidos  y  consignados  metódicamente,  mejorándolos  y  perfec- 
cionándolos considerablemente  en  la  iiñportantísima  reforma  contenida 
en  la  ley  y  reglamento  de  34  de  Diciembre  de  4884,  en  la  que  señalan 
como  principales  modificaciones  la  supresión  de  toda  clase  de  exenciones 
del  impuesto  que  no  fuese  la  concedida  á  favor  del  Estado;  el  señalamiento 
de  un  tipo  de  0,40  por  400,  ó  sea  de  4  por  4.000,  para  todos  aquello» 
actos  y  contratos  que  antes  estaban  exentes,  que  se  detallan  en  el  ártica- 
lo  28  del  reglamento  citado,  y  la  regularización  de  los  preceptos  relativos 
á  la  comprobación  de  los  valores  declarados,  á  fin  de  fijar  los  que  han  de 
servir  de  base  para  la  liquidación  del  impuesto,  señalando  los  plazos  en 
que  han  de  verificarse  1^3  operaciones  al  efecto  y  unificando  en  una  las 
dos  escalas  de  herencias  y  legados;  ordenó  la  creación  de  las  Oficinas 
liquidadoras  en  los  pontos  en  que  hubiese  Registros  de  la  propiedad,  que 
habían  de  estar  á  cargo  de  un  Cuerpo  de  liquidadores  que  fio  llegó  á 
crearse,  continuando  como  antes  esta  función  á  cargo  de  los  respectivos 
Registradores  y  de  ios  antiguos  Contadores  de  hipotecas,  en  los  pootos 
en  que  estuviesen  subsistentes;  y  finalmente,  reconoció  la  exención  del 
impuesto  en  cuanto  á  los  bienes  sitos  en  las  Provincias  Vascongadas  y 
Navarra,  que  satisfacen  este  impuesto  por  medio  de  encabezamiento,  en 
la  forma  que  determinan  disposiciones  especiales. 

Esta  legislación  fué  después  modificada  en  virtad  de  la  ley  de  basea 
de  30  de  Junio  de  4892,  ampliando  la  esfera  de  acción  del  impaesto  á  loa 
contratos  de  transmisión  de  efectos  públicos,  valores  indostnales  ó  mer- 
cantiles, y  mercaderías  en  que  interviniesen  los  Agentes  de  Comercio,  á  loa 
que  el  Código  mercantil  atribuye  carácter  notarial,  y  las  ti^nsmisiones 
por  endoso  de  acciones  de  minas;  á  las  anotaciones  de  embargo  que  no 
sean  consecuencia  de  persecución  de  hipoteca,  y  á  los  de  secuestro  y  pro- 
hibición de  enajenar  que  se  ordenen  practicar  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, y  las  fianzas  judiciales  y  administrativas;  á  los  contratos  de  eje- 
cución de  obras  que  excedan  de  4.000  pesetas;  á  la  constitución  de  pen- 
siones de  los  Montepíos  de  Notarios,  gratificaciones,  pensiones,  jubilacio- 
nes y  orfandades  que  los  Bancos  y  Compañías  otorguen  á  sus  eflopleados 
6  sus  familias,  siempre  que  excedan  de  4.500  pesetas,  y  á  todos  ios  do- 
cumentos privados  de  cualquier  clase  en  los  que  convenga  dar  aatenti- 
eidad  á  la  fecha  con  arreglo  á  los  preceptos  del  Código  civil. 
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Por  la  múma  ley  se  modificó  la  tarifa  relativa  á  hereocias  y  legados  en 
armonía  eon  ias  disposicionea  del  mi$mo  Código  civil,  estableciendo  que 
el  oaafmclo  concedido  al  cónyuge  viudo  pagase  el  4  por  400  sobre  la  cuarta 
parte  del  valor  de  loi»  bieoea^  beneficiando  las  berencias  á  favor  del  alma 
del  mismo  que  testa  con  el  tji^p  del  8  por  400,  en  vez  del  \%  que  pagaba, 
antes;  elevando  al  t  por  400  .el  tipo  por  la  transmisión  de  bienes  mue- 
ble» en  virtud  de  contrato,  acto  judicial  ó  administrativo,  que  antes  pa- 
§aba  el  uno;  favoreciendo  las  adquisiciones  á  favor  de  establecimientoa 
e  Beneficencia  de  carácter  privado  y  los  legados  en  favor  de  la  cons- 
trucción y  reparación  de  templos  de  la  Religión  católica,  apostólica,  ro- 
mana. Es  de  notar  como  novedad  importante  la  unificación  de  tarifas, 
intentada  por  esta  ley,  reduciendo  considerablemente  el  numero  de  con- 
ceptos que  figuraban  en  la  que  regía  anteriormente,  y  lo  que  era  de  más- 
trascendencia,  sujetando  á  la  misma  todas  las  transmisiones  que  se  presen- 
tasen á  liquidar,  pasado  un  plazo  de  seis  meses,  que  se  fijó  en  los  artículos 
adicionales  á  dicba  ley,  cualquiera  que  fuese  la  fecba  de  los  respectivos 
actoa  y  contratos. 

Pnncipio  tan  radical  no  podía  menos  de  originar  cierta  resistencia  en 
la  práctica,  y  bien  pronto  fué  abrogado  por  el  Real  decreto  de  23  de 
Afpeato  de  4893,  que  restableció  la  aplicación  en  cada  caso  de  las  tarifas 
▼igentes  en  la  época  en  que  se  realizaron  los  respectivos  actos  ó  contra- 
toa,  extendiéndose  la  aplicación  de  la  nueva  tarifa  que  se  redactó  á  las 
adquisiciones  anteriores  á  1845,  que  antes  se  liquidaban  en  concepto  de 
contribuciones  extinguidas  y  no  figuraban  en  los  valores  del  impuesto 
de  Derechos  reales. 

£n  el  citado  Real  decreto,  y  por  consecuencia  de  la  le^r  de  Presu- 
puestos de  5  de  Agosto  del  mismo  año,  se  derogó  la  disposición  de  la  ley 
de  30  de  Junio  de  4892,  que  aplazaba  el  pago  del  impuesto  devengado 
por  las  adquisiciones  de  la  nuda  propiedad  por  título  bereditario,  salvo  el 
caso  deque  el  heredero  nudo  propietario  fuese  incierto,  se  estableció 
el  pago  del  3  por  400  sobre  los  beneficios  que  sobre  las  primas  pagadas 
se  obtengan  al  abonar  el  importe  de  las  pólizas  de  seguros  sobre  la  vida, 
aparta  del  impuesto  que  corresponde  por  la  herencia;  se  hizo  extensivo 
el  impuesto  á  los  bienes  raices  y  muebles  existentes^n  las  provincias  de 
Ultramar,  señalándoae  derechos  dobles  para  los  muebles  que  estuviesen 
eu  0l  extranjero,  y  se  derogó  la  regla  señalada  con  la  letra  £  de  la  base 
primera  de  uicha  ley,  que  sujetó  al  impuesto  la  transmisión  4,e  efectos 
públicos  y  valores  industriales  ó  mercantiles,  realizada  con  la  interven- 
eién  de  loa  Agentes  de  Comercio  que  cita,  quedaado  subsistente  tan 
sólo  OA  cnanto  á  la  transmisión  por  endoso  de  acciones  de  Sociedades  mi- 
neras. 

Después  de  expuestas  estas  reformas»  sólo  nos  resta  hacernos  cargo  de 
la  contenida  en  el  art.  44  de  la  ley  de  Presupuestos  de  4895,  que  derogó  la 
exacción  del  3  por  400  sobre  loa  beneficios  de  los  perceptores  del  im- 
puesto de  las  pólizaa  de  seguros  y  ios  precepto»  de  la  ley  de  48  de  Marzo 
del  nismo  año  sobre  saneamiento  y  enaancbe  interior  de  las  poblaciones, 
que  €u  su  art.  44  declaró  exentas  del  impuesto  las  adquisiciones  de  fincas 
que  se  hagan  eon  dicho  objeto  y  las  primeras  enajenaciones  de  solares 
que  resulten,  para  dar  por  terminada  la  contestación  á  la  pregunta  del 
Programa,  toda  vez  €|ue  la  exposición  de  la  legislación  hoy  vigente  es 
objeto  de  pregunta  distinta. 
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2.*    Naturaleza  ecimómiea  del  impueito,  y  acton  y  eontratot  tnjeto$  á 
él.—Bespaniabilidad  de  Jot  biene$  al  pago  del  mismo. 

El  EsUdo,  persona  hnmana,  coa  neeMídAdes  materiales  qae  ha  de  sa» 
tisfacer  para  camplimiento  de  sos  fines  méttiples  j  perentorios,  por  ne- 
cesidad de  sn  naturaleza,  qne  le  impide  prodneirlos  directamente,  ha  de 
acndir  para  procararse  los  medios  necesarios,  á  sa  exacción,  en  forma 
obligatoria,  del  caudal  de  los  cindadanos.  He  aqaí  el  origen  del  impuesto^ 
instilación  económico-Jurídica  qne,  mediante  la  obligación  recíproca  del 
Estado  y  los  individaos,  proporciona  á  aqnél  los  medios  materiales  que 
precisa. 

Prescindiendo 'de  la  mayor  ó  menor  propiedad  qoe  poede  atrihairse 
á  las  palabras  impuesto,  contribueián,  tributo,  etc.,  es  lo  cierto  qoe,  casi 
como  sinónimos,  se  emplean  para  designar  la  institución  económica  qae 
nos  ocupa,  y  al  primero  nos  atenemos,  porque  el  uso  califica  de  esta 
suerte  al  especial  que  ha  de  ser  objeto  de  nuestra  atención. 

Admitida  la  ordinaria  división  de  los  impuestos  ó  contríbucioiies  ea 
personales  y  reales,  si  se  trata  de  prestaciones  de  una  ú  otra  clase,  y  la 
de  directos  é  indirectos^  segün  el  modo,  forma  y  circunstancias  de  su 
exacción,  no  puede  menos  de  calificarse  el  impuesto  sobre  derechos  rea- 
les y  transmisión  de  bienes,  como  real,  y  del  grupo  de  indirectos. 

Todos  los  tratadistas  que  se  ocupan  de  este  recurso  del  Tesoro  p4« 
blico,  con  muy  contadas  excepciones,  lo  combaten  rudamente,  apoyando 
su  aserto  con  poderosísimas  razones,  entre  las  coales  descuella  con  ma- 
yor fuerza,  en  nuestro  sentir,  la  de  que,  persiguiendo  directamente  al 
CAPITAL,  hay  muchos  casos  en  que  el  Estado,  después  de  un  corto  nú- 
mero de  transmisiones,  viene  á  confiscar  por  completo  los  bienes  qoe  de 
ellas  fueron  objeto. 

No  podemos  entrar  en  largas  disertaciones  sobre  so  razón  de  existen  • 
cia,  y  toda  vez  que  las  leyes  de  nuestro  país,  como  las  de  la  mayor  parte 
de  los  Estados,  lo  han  establecido,  lo  recibimos  tal  como  nos  lo  han 
dado,  y  á  la  legalidad  vigente  nos  atendremos  al  examinarlo. 

£1  Impuesto  sobre  derechos  reales  y  iransmisián  de  HeneSy  en  España» 
es  una  contribución  sobre  la  constitución,  reconocimiento,  modificación, 
extinción  y  transmisión  de  los  derechos  reales,  transmisión  de  inmuebles 
y  la  de  muebles,  que  se  verifican  por  causa  de  muerte,  contrato  ante  No- 
tario, ó  por  actos  judiciales  ó  administrativos,  como  sobre  algunos 
otros  actos  especialmente  gravados.  Así  puede  concretarse  en  breves  notas 
la  materia  de  este  impuesto,  que ,  por  su  naturaleza,  es  de  aquellos  en 
oue  ignorándose  siempre  la  cuota  y  época  del  pago,  así  como  el  nombre 
del  contribuyente  y  sus  medios  de  fortuna,  ha  de  exigirse  necesariamente 
por  medio  de  tarifa;  razón  por  la  que  ha  de  definirse  como  ctMjwrffo 
real  é  indirecto  que  grava  el  capital  en  forma  mi>(a». 

No  obstante  el  carácter  de  indirecto  que  le  hemos  atribuido,  las  leyes 
de  Presupuestos  de  nuestro  país  lo  incluyen  entre  las  contribuciones  di" 
rectas;  mas  como  esta  agrupación  obedece  solamente  á  necesidades  y* 
conveniencias  puramente  administrativas,  en  nada  influye  este  hecho 
para  su  calificación  precisa  en  el  terreno  científico-económico. 

Muchas  son  las  alteraciones  que  ha  sufrido  y  tas  vicisitudes  porque 
ha  pasado  este  impuesto,  que,  desde  hace  mucho  tiempo,  viene  siendo 
uno  de  los  más  pingües  recorsos  del  Tesoro. 

Aparece  con  carácter  embrionario,  segün  respetables  aotores,  en 
tiempo  del  Emperador  Aogosto,  y  siguiendo  varias  transformaciones. 
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«Dtre  Us  que  alganos  señalan  la  mineión  ó  luctuosa  j  la  mañeria  de  los 
antiguos  Fueros,  viene  á  formarse  con  bases  más  firmes  y  concretad  en  la 
éleaíala^  qne  representaba  en  un  principio  un  mero  recarso  transitorio  y 
fué  determinado  de  ana  manera  fija  y  permanente  en  el  Cuaderno  de  al- 
cabalas poblicado  por  los  Reyes  Católicos  al  terminar  el  siglo  xr.  Bsti^ 
Real  disposición  gravaba  la  venia  y  trueque  de  todas  las  cosas,  se  exigía 
del  vendedor  y  ascendía  á  nn  maravedí  por  cada  diez  Pasando  por  alto 
los  demás  elementos  qne,  como  el  de  cientos  ó  cuatro  unos^  el  derecho 
dé  herencias  y  Ufados,  el  medio  por  ciento  de  hipotecas^  etc.,  son  los 
componentes  que  dieron  vida  al  actual  impuesto  que  examinamos,  puede 
decirse,  siguiendo  autorizada  opinión,  que  al  reformar  el  ilustre  Mon  el 
sistema  tributario  en  4845,  derogando  las  antiguas  disposiciones  y  esta- 
bleciendo las  bases  que  han  servido  de  cimiento  á  la  actual  obra  econó- 
mica, las  transmisiones  intervivos  estuvieron  gravadas  por  la  alcabala  y 
disposiciones  posteriores  desde  4494,  salvo  cortos  plazos,  y  las  mortis 
causa  desde  4798  á  30  de  Noviembre  de  4808  y  desde  Junio  de  4844  á  34 
de  Julio  de  4845. 

Leyes  diversas  vienen  desde  entonces  regulando  la  administración  y 
realización  del  impuesto  y  desde  la  de  Presupuestos  de  26  de  Diciembre 
de  4873,  que  siguiendo  y  perfeccionando  las  bases  sentadas  en  4845,  es- 
tableció la  actual  forma  del  tributo,  hasta  la  vigjnte  de  30  de  Agosto  ul- 
timo, para  cuya  aplicación' se  dictó  el  Reglamento  de  4.^  de  Septiembre, 
se  viene  observando  el  constante  empeño  de  sujetar  á  bases  y  conceptos 
jurídicos  precisos  y  de  recular  aplicación  las  exigencias  económicas,  que 
son  siempre,  por  su  especial  carácter  utilitario,  las  más  difíciles  de  satis- 
facer, sin  que  luchen  con  respetables  principios  y  practicas  sancionadas 
por  la  traoición. 

Puntualizando  los  hechos  y  llegando  á  lo  establecido,  hay  que  sentar, 
como  previa  observación,  la  disposición  primera  del  Reglamento  vigen- 
te^es  á  saber:  que  el  impuesto  de  derechos  reales,  como  la  mayor  parte 
de  todos  los  actuales  tributos,  son  aplicables  á  todo  el  territorio  de  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes,  excepto  las  Provincias  Vascongadas  y  Nava- 
rra, que  los  satisfacen  por  encabezamiento  concertado  con  el  Estado  por 
las  respectivas  Diputaciones. 

La  legislación  vigente  en  el  día  es  la  establecida  por  las  leyes  de  Pre- 
supuestos de  t5  de  Septiembre  de  4892,  5  de  Agosto  de  1893  y  30  de  Ju- 
nio de  4895,  con  las  modificaciones  introducidas  por  la  de  30  de  Agosto 
tkltimo  y  reguladas  por  Real  decreto  de  4.^^  de  Septiembre,  que,  por  fin» 
y  salvo  el  plazo  que  determina  en  su  artículo  adicional ,  unifica  las 
varías  tarifas  que  han  servido  para  la  exacción  del  impuesto,  y  viene  á 
llenar  una  necesidad  largo  tiempo  sentida,  y  á  acabar  con  el  desorden  y 
aumento  de  dificultades  en  la  administración  del  impuesto,  que  el  anterior 
estado  de  cosas  llevaba  consigo. 

El  art.  3.**  del  citado  reglamento  deterniina  los  artos  y  contratos  que 
contribuyen  el  impuesto,  y  la  tarifa  adjunta  fija  en  84  conceptos  numera- 
dos los  tipos  de  imposición. 

Contribuyen  al  Impuesto  de  derechos  reales: 

4.^  Las  traslaciones  de  dominio  de  [bienes  inmuebles  y  las  de  dere- 
chos reales  sobre  los  mismos. 

S.^  La  constitución,  reconocimiento,  modificación  y  extinción  de 
derechos  reales,  afectos  á  los  bienes  inmuebles. 

3.0  Las  traslaciones  de  dominio  de  bienes  muebles  que  se  verifiquen 
por  causa  de  muerte. 
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i.^  Los  de  igfial  naturaleza  que  se  efectúen  por  coaseeoeneia  de  actos 
jodiciaies  ó  administrativos,  ó  en  virlad  de  contrato  otorgado  ante  No- 
tario. 

5.^    La  transmisión  de  acciones  ü  obligaciones  de  minas  por  endoso. 

6.0  Los  préstamos  personales  reconocidos  por  documento  notarial, 
administrativo  ó  judicial,  y  los  intervenidos  por  agente  ó  corredor,  con  ga- 
rantía de  efectos  públicos  6  valores  indastríales  6  mercantiles,  y  las  re- 
novaciones  de  los  mismos  realizadas  después  de  un  año  de  su  fecha. 

7.°  Las  anotaciones  de  embargo  que  no  sean  en  persecución  de  hipo- 
teca, y  las  de  secuestro  y  prohibición  de  enajenar  que  se  manden  practicar 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  por  providencia  judicial,  en  asuntos  en 
que  se  proceda  á  instancia  de  parte,  y  las  fianzas  judiciales  y  administra- 
tivas pignoraticias  ó  de  carácter  personal. 

8.^  Los  contratos  de  ejecución  de  obras  que  excedan  de  1.000  pe- 
setas 

9.^  Las  pensiones  de  Montepíos  de  Notarios  y  las  que  las  Sociedades 
de  todas  clases  otorgan  á  sus  empleados  ó  familias  de  los  mismos,  con 
arreglo  á  sus  estatutos^  si  exceden  de  4.500  pesetas. 

46.  La  constitución^  reconocimiento,  modificación  y  extinción  de 
cualquiera  otra  clase  de  pensiones  ó  rentas. 

De  la  enumeración  practicada,  resulta  con  bastante  precisión  la  mate- 
ria del  impuesto,  ó  sean  tos  actos  y  contratos  que  éste  grava  en  concepto 
de  transmisores  del  dominio  de  los  bienes,  ya  que  este  momento  de  su 
transmisión  es  el  que  aprovecha  el  Estado  para  la  exacción  de  la  cuota,, 
parte  de  riqueza.  Pero  no  quiere  esto  decir  que  sean  los  únicos  aue  llevan 
aparejado  el  pago  del  impuesto,  ni  que  siempre  y  en  todo  caso  lo  deven- 
guen; pues  atendiendo  á  consideraciones  de  índole  muy  diversa,  dispone 
el  reglamento  excepciones,  exenciones,  y  en  algunos  casos  inclusiones, 
que  modifican  de  manera  importantísima  lo  anteriormente  expuesto. 

Por  lo  que  al  contribuyente  se  refiere,  es  precepto  general  que  aquel 
que  adquiere  el  derecho  ó  los  bienes  transmitidos,  es  el  obligado  al  pago 
del  impuesto^  con  arreglo  á  los  tipos  que  la  tarifa  establece;  consignán- 
dose de  manera  terminante,  que  en  nada  ibfiuyen  para  este  efecto  las  es- 
tipulaciones ó  condiciones  de  las  partes,  ó  la  vpluntad  deJ  testador  ó  do-- 
nante.  Sólo  dispone  como  excepción  la  exención  absoluta  del  Estado  por 
las  adquisiciones  realizadas  á  su  favor,  y  lasque  verifiquen  otros  Estados 
exclusivamente  para  morada  ó  residencia  délos  A  gentes  diplomáticos,  en 
lo  que  se  estará  á  lo  tratado,  y  no  estando  previsto  se  atenderá  al  princi- 
pio de  reciprocidad. 

Todas  las  demás  personas  han  de  satisfacer  el  impuesto  correspondien- 
te á  los  respectivos  actos^  pero  como  la  ley  ha  de  atender,  como  hemos  di* 
cho,  á  multitud  de  conveniencias  de  todos  órdenes,  tampoco  son  siempre 
los  actos  y  contratos  enumerados  fuente  de  ingreso,  y  se  dispone  en 
muchos  casos  que  no  devenguen  impuesto  actos  y  contratos  expresamente 
gravados  en  general.  De  aquí  surge  la  distinción  entre  actos  sujetos  y 
exceptuados  del  impuesto,  por  más  que  en  la  práctica  se  use  la  de  exentos 

Í»ara  designar  y  calificar  estos  últimos;  calificación  impropia  en  él  terreno 
egal,  ya  que  la  ley  emplea  la  palabra  eaencián  sólo  en  favor  del  Estado* 
La  de  no  sujetos^  se  refiere  á  los  no  comprendidos  en  el  reglamento  y 
tarifa. 

Se  dispone  como  precepto  general,  que  para  que  sea  exigible  el  im* 
puesto  se  requiere  la  existencia  de  un  acto  expreso  ó  deducido  con  arre- 
glo á  los  principios  de  derecho,  cuyo  nombre  ó  concepto  de  Uquidacióii 
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fignre  en  la  tarifa  y  qae  se  haya  efectuado  en  época  en  qae  estuviera  gra- 
vado. De  aquí  parece  deducirse  expresamente  que  no  hay  más  actos  gra- 
vados que  los  que  el  mismo  reglamento  enumera  y  figuran  en  la  tarifa, 
pero  hay  que  observar  que,  á  continuación  del  precepto  transcrito,  se 
¿ice  que  los  contratos  innominadas  devengarán  por  los  conceptos  seña- 
lados en  la  tarifa  ó  sus  similares  ó  análogos. 

No  es  de  extrañar  la  disposición  precedente»  toda  vez  que,  dada  la  va- 
riedad de  formas  que  reviste  la  contratación  en  los  tiempos  presentes,  se- 
ría muy  fácil  eludir  el  pago  d«l  impuesto  con  sólo  alterar  alguna  de  las 
condiciones  circunstanciales  del  acto  ó  contrato,  que,  de  esta  suerte,  no 
habría  ya  dentro  de  fas  terminantes  calificaciones  dadas  á  los  contratos  en 
las  leyes  del  Estado;  por  más  que  parte  de  este  inconveniente  queda  ob<- 
viado  con  la  facultad  concedida  á  los  liquidadores,  é  impuesta  al  mismo 
tiempo  como  deber,  de  prescindir  en  absoluto  de  la  denominación  que 
las  partes  ó  funcipnarios  den  al  acto,  y  de  atenerse  para  su  calificación 
al  verdadero  concepto  jurídico  que  los  mismos  entrañen. 

De  nada  servirían  las  disposiciones  que  regulan  la  exacción  del  im- 
puesto si  no  tomase  la  ley  todas  las  precauciones  necesarias  á  fin  de  evi  • 
tar  que  el  decidido  empeño  que  en  la  mayor  parte  de  los  casos  demuestran 
los  contribuyentes  para  extremar  los  modos  de  burlar  la  imposición,  fuera 
parte  bastante  para  conseguir  que  no  se  allegaran  al  Tesoro  ios  medios 
necesarios. 

Obedeciendo  á  esta  necesidad,  y,  aparte  los  demás  meiios  coer- 
citivos de  que  la  Administración  usa  para  hacer  efectivos  los  créditos 
en  su  favor  reconocidos  y  liquidados,  dispone  el  Reglamento  que  los  bie- 
nes ó  derechos  sobre  cuya  transmisión  se  devenga  el  impuesto  lleven 
afecta  siempre,  y  sea  el  que  fuese  su  poseedor,  la  obligación  de  pagar 
las  cuotas  devengadas  con  motivo  de  las  distintas  transmisiones  de  que 
hayan  sido  objeto,  pndiendo  dirigirse  contra  aquéllos  la  acción  ejecu- 
tiva para  hacer  efectivo  el  impuesto. 

Poco  hemos  de  decir  respecto  del  precepto  transcrito,  que  hace  segura 
en  todo  caso  la  realización  de  la  cuota  liquidada  y  pone  al  Tesoro  al 
abrigo  de  defraudaciones  que  harían  punto  menos  que  imposible  la  co- 
branza del  impuesto.  Efectivamente,  puede  darse  el  caso  de  que  un  con- 
tribuyente demore  el  pago  largo  tiempo,  acudiendo  á  medios  de  todas 
clases,  para  conseguir  evitarlo  al  fin;  y  más  probable  que,  en  fraude  del 
Estado,  enajénaselos  bienes  objeto  de  la  transmisión,  haciendo  inútiles 
los  procedimientos  contra  sus  bienes  personales;  mas  desde  el  momento 
en  que  el  que  adquiere  sabe  que  lo  adquirido  ha  de  responder  en  todo 
caso  de  las  cuotas  tendrá  buen  cuidado  de  asegurarse  con  anterioridad 
del  pago  de  las  antes  liquidadas,  y,  en  ultimo  término,  él  mismo  satis- 
fará el  débito  antes  que  consentir  la  enajenación  que  de  ella  haría  el 
Estado  por  medio  de  sus  agentes  ejecutivos.  Es,  pues,  el  adoptado,  el 
medio  más  eficaz  de  conseguir  la  regular  recaudación  de  este  impuesto . 

3  »    Legislación  y  tarifas  vigentes  desde  Í.o  de  Septiembre  de  1896, — 
Metroactiüidad  de  las  tarifas  anteriores. 

Sin  entrar  en  el  examen  de  los  precedentes  históricos  de  la  legisla- 
ción vigente  en  cuanto  al  Impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de 
bienes,  que  es  objeto  de  otra  pregunta  del  Programa,  es  lo  cierto  que  el 
precedente  y  base  fundamental  de  la  legislación  vigente  en  la  materia  se 
encuentra  en  las  disposiciones  contenidas  en  la  ley  de  23  de  Mayo  de 
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1845,  modifieadAs  por  los  Reales  decretos  ¡de  41  de  Jonio  de  1847,  t& 
de  Novieoibre  de  485t,  29  de  Junio  de  4867  y  20  de  JqUo  de  1869;  y  eo 
Us  leyes  de  Presopnestos  de  25  de  Jnoio  de  4861  y  26  de  Diciembre  de 
4872,  Ifts  que  dieron  lagar  á  que  desde  esta  última  disposición  alcanzase 
la  legislación  del  Impuesto  citado  el  mayor  ^rado  de  fijeza  y  de  precisión 
jurídica  en  cnanto  á  les  fundamentos  del  mismo,  viniendo  los  preceptos 
de  la  ley  de  34  de  Diciembre  de  4884  á  ampliarlos  en  algunos  puntos  im- 
portantes, extendiendo  la  tributación  á  ciertas  manifestaciones  de  la  ri- 
queza que  antes  estaban  exentas,  con  mengua  de  la  justicia  en  la  distri- 
bución del  impuesto.  £n  este  criterio  se  inspiró  la  ley  de  Bases  de  30  de 
Junio  de  4892,  al  modificar  la  legislación  anterior  con  nuevos  principios, 

2ne,  amalgamados  y  concertados  con  los  de  aquélla^  alcanzaron  todo  sa 
esarrollo  en  los  preceptos  de  la  lev  de  25  de  Septiembre  del  mismo  ano, 
que  constituye  el  contenido  de  la  legislación  vigente  en  4.o  de  Septiem  • 
bre  de  4896,  pues  si  bien  los  preceptos  de  las  leyes  de  5  de  Agosto  de 
4893,  30  de  Junio  de  4895  y  la  de  30  de  Agosto  de  4896,  modificaron 
los  de  a(]uella  ley  en  puntos  algunos  de  ellos  muy  esenciales,  es  lo  cierto 
que  se  limitaron  á  reformar  parcialmente  la  legislación,  atendiendo  á  ra- 
zones y  motivos  diversos  casi  siempre,  y  en  lo  más  imnortante  encami- 
nados á  restablecer  los  principios  que  venían  informanao  la  antigua  le- 
gislación, conservando  en  lo  esencial  todos  los  demás  nreceptos  que  re- 
guian  la  administración  y  realización  del  Impuesto  de  aeréenos  reales  y 
transmisión  de  bienes  según  la  expresada  ley  de  25  de  Septiembre 
de  4892  y  reglamento  de  la  misma  fecba,  modificado  tan  sólo  en  cnanto 
á  ciertos  extremos  por  el  Real  decreto  de  23  de  Agosto  de  4893,  y  últi- 
mamente sustituido,  refundiendo  sus  disposiciones  en  el  reglamento 
de  4.^  de  Septiembre  de  4896,  que  es  el  vigente  á  partir  de  esa  lecha. 

Estas  afirmaciones  se  encuentran  confirmadas  plenamente  por  el  pá- 
rrafo primero  de  la  base  3.^  de  la  ley  de  30  de  Agosto  de  4896,  que  reco- 
noce la  coexistencia,  á  partir  de  la  ley  de  jl5  de  Septiembre  de  4892,  de 
las  demás  leyes  citadas  y  de  las  disposiciones  complementarias  de  las 
mismas. 

En  el  mencionado  párrafo  se  ordena  que  desde  4.*  de  Enero  de  4897, 
se  exigirá  el  Impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes  con 
arreglo  á  los  tipos  establecidos  por  las  leyes  de  25  de  Septiembre  de  4891, 
5  de  Agosto  de  4893  y  30  de  Junio  de  4895,  en  cuanto  no  los  modifica  la 
ley  de  30  de  Agosto  de  4896,  y  por  ésta  cualquiera  que  sea  la  fecha  en 
qne  se  hubiese  causado  el  acto  ó  contrato  liquidable.  Se  ve,  por  consi- 
gniente,  que  si  bien  á  partir  de  la  expresada  fecha  se  establece  en  la  le- 
gislación del  Impuesto  de  derechos  reales  un  principio  que,  si  no  nuevo, 
{mesto  que  este  mismo  se  consignó  en  las  disposiciones  adicionales  de  la 
ey  de  25  de  Septiembre  de  4892  y  fué  derogada  implícitamente  por  la 
disposición  aclaratoria  contenida  en  el  art.  6.°  del  Real  decreto  de  23  de 
Agosto  de  4893,  iprinci pió  que  viene  á  variar  para  lo  sucesivo  el  general* 
mente  seguido  en  la  legislación  del  Impuesto,  de  la  aplicación  á  cada  acto 
ó  contrato  de  la  legislación  y  tarifas  vigentes  en  la  fecha  en  que  aquéllos 
se  causaron  ú  otorgaron,  la  misma  disposición  en  que  se  establece  viene 
á  reconocer  la  coexistencia  de  diversas  leyes  que  rigen  la  administra- 
ción y  realización  del  Impuesto. 

Dejando,  pues,  aparte  este  precepto  ó  excepción,  relativo  á  la  apli- 
cación de  las  tarifas,  ó  sea  á  su  retroactividad,  de  que  más  adelante  nos 
ocuparemos,  la  legislación  vigente  en  4. o  de  Septiembre  de  4896,  está 
contenida  en  la  ley  de  bases  de  30  de  Junio  de  4892,  con  las  modifica- 
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cíoa«8  que  ha  sufrido  posteríormenie,  en  la  forma  que  vamos  á  exponer. 

En  la  base  ^^  de  la  ley  expresada  oae  señala  los  objetos  de  tribata- 
ción,  y  que  corresponde  al  art.  I.^de  lá  ley  de  25  de  Septiembre  del  miama 
año;  se  reconocen  como  vigentes  todos  sos  preceptos,  exceptuando  lo 
prescrito  en  el  apartado  J7  de  la  misma  base  en  cuanto  á  la  exacción  del 
Impuesto  de  derechos  reales  en  la  transmisión  de  valores  industriales  6 
mercantiles  en  ^ue  intervengan  los  Agentes  del  Comercio,  á  quienes  e) 
Código  mercantil  atribuye  el  carácter  de  Notarios,  respecto  de  los  cuales 
se  derogó  |)or  la  ley  de  5  de  Agosto  de  4893,  quedando  subsistente  sobre 
la  transmisión  de  acciones  y  obligaciones  de  minas,  y  excepto  también 
lo  prescrito  en  el  apartado  letra  J,  relativo  á  los  documentos  privados  de 
cualquier  clase,  en  los  cuales  conviniese  á  los  interesados  dar  autentici- 
dad á  la  fecha  con  respecto  á  terceros,  y  á  los  efectos  del  art.  12S7  del 
Código  civil,  que  ha  sido  derogado  por  la  base  t.^  de  la  ley  de  30  de 
Agosto  de  4896. 

Continúa  vigente  la  base  t,^  de  la  expresada  ley  de  30  de  Junio  de 
4892,  excepto  en  lo  relativo  al  aplazamiento  de  pago  del  Impuesto  de- 
vengado por  la  adquisición  de  la  nuda  propiedad  cuando  se  transmite  por 
sucesión  hereditaria  ó  por  heredamiento,  derogado  ya  en  este  punto  por 
el  art.  33  de  la  ley  de  5  de  Agosto  de  4893,  en  el  que  se  dispuso  (]ue  el 
nudo  propietario  pague  el  impuesto  correspondiente  á  la  adquisición  de 
su  derecho  en  la  forma  y  plazos  que  debe  hacerlo  el  usufructuario,  salvo 
el  caso  de  que  fuese  incierto  ó  de  que  careciese  de  bienes,  aplazándose 
en  el  primero  por  ministerio  de  la  ley,  y  pudiendo  en  el  segundo  conce- 
derse el  aplazamiento  por  el  Ministro. 

También  resulta  modificada  esta  base  en  lo  relativo  al  tipo  de  liqui- 
dación del  0,40  por  400  señalado  á  la  transmisión  de  efectos  públicos, 
valores  industriales  ó  mercantiles  y  mercaderías,  y  en  cuanto  al  tipo  fijo 
que  se  señale  para  los  documentos  privados,  que  por  las  disposiciones 
precitadas  han  dejado  de  ser  exigibles. 

La  base  3.*  de  la  misma  ley  ha  sido  también  modificada  en  cuanto  al 
valor  que  ha  de  servir  de  base  á  la  liquidación  del  derecho  de  usufruc- 
to, por  la  base  4.'  de  la  ley  de  30  de  Agosto  citada,  que  asigna  á  aquél 
el  del  50  por  400  del  valor  de  los  bienes,  en  lugar  del  25  por  400  que 
regía  antes,  y  modificándose  también  el  valor  de  la  nuda  propiedad,  que 
ahora  será  el  50  por  400  de  dicho  valor,  en  lugar  del  75  por  400  señalado 
en  la  ley  de  34  de  Diciembre  de  4884  y  en  la  de  25  de  Septiembre 
de  4892 

La  base  4.^  de  la  ley  de  30  de  Junio  de  4892,  que  estableció  el  tipo 
de  8  por  400  á  las  herencias  y  legados  en  favor  del  alma  de  terceras  per- 
sonas, y  el  4  por  «4 00  cuando  fuese  en  beneficio  del  alma  del  testador,  ha 
sido  radicalmente  variada  por  la  base  i.^  de  la  ley  de  30  de  Agosto  de 
4896,  que  conservando  el  tipo  de  4  por  400  en<el  mismo  caso  que  indica 
el  precepto  antes  citado,  dispone  que  las  herencias  y  legados  á  favor  del 
alma  de  otras  personas  se  liquiden  por  el  tipo  correspondiente  al  paren- 
tesco que  exista  entre  éstas  y  el  cañante  de  la  herencia  ó  legado. 

La  base  8.*  de  la  misma  ley,  reflejada  en  el  núm.  6. o,  art.  3.°  de  la 
ley  de  25  de  Septiembre  de  4892,  por  la  que  se  señaló  el  tipo  de  0,40 
por  400  para  las  transmisiones  destinadas  á  la  creación  ó  sostenimiento 
de  instituciones  de  enseñanza  gratuita,  aunque  fuesen  de  carácter  privado, 
fué  modificada  por  el  art.  33  de  la  ley  de  5  de  Agosto  de  4893,  que  de- 
rogó el  núm.  6.**  del  art.  3.®  citado,  disponiendo  que  las  adquisiciones 
que  realicen  por  cualquier  título  los  establecimientos  de  beneficencia  é 
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instrucción  pública  de  carácter  privado,  aun  coando  ae  dediquen  á  lá  en- 
señanza gratuita  ó  disfraten  de  subvenciones  oficiales,  devengarán  el  2 
por  400,  en  lagar  del  OJO  por  400  señalado  antes. 

La  ley  de  5  de  Agosto  de  1893  estableció  en  eambio  nn  precepto 
naevo,  relativo  á  la  liquidación  de  las  adquisiciones  cansadas  con  motivo 
de  las  pólizas  de  segaros,  en  las  qne  se  exigía  el  3  por  400  sobre  el  im- 
porte de  las  diferencias  entre  las  primas  pagadas  y  el  valor  de  la  póliza; 
precepto  qae  fué  derogado  por  el  art.  44  de  la  ley  de  Presopaestos  de  30 
de  Junio  de  4895,  coqjo  lo  ha  sido  también  el  art.  35  de  aquella  ley,  rela- 
tivo á  extender  la  exacción  del  impuesto  á  los  bienes  muebles  existentes 
en  las  provincias  de  Ultramar  y  al  percibo  de  derechos  duplicados  por  los 
bienes  de  igual  clase  que  se  hallasen  faera  del  territorio  de  la  Nación, 
por  la  base  2.'  de  la  ley  de  30  de  Agosto  de  1896. 

Finalmente,  la  base  44  de  la  ley  de  30  de  Junio  de  1892  ha  sido  acla- 
rada por  la  base  5.^  de  la  de  30  de  Agosto  tantas  veces  repetida,  en  el  sen- 
tido de  declarar  qne  la  exacción  del  6  por  400  de  intereses  de  demora, 
por  la  concesión  de  las  prórrogas  que  autoriza  la  legislación  del  Impoesco, 
es  aplicable  á  las  que,  con  arreglo  al  reglamento,  conceden  los  Delega- 
dos de  Hacienda,  variando  así  la  interpretación  que  había  venido  dán- 
dose á  la  aplicación  de  dicho  precepto  por  el  art.  66  del  reglamento  de 
25  de  Septiembre  de  4892. 

Resumiendo,  pues,  cuál  es  la  legislación  vigente  en  el  Impuesto  de 
derechos  reales  y  transmisión  de  bienes,  en  4.®  de  Septiembre  de  4896, 
podemos  decir  que  está  constituida  por  los  párrafos  4.**,  2.**,  3.",  4.®,  6.®» 
7.**,  8.°  y  9.*'  del  art.  4.*»  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  4892,  con 
parle  del  párrafo  5.°  del  mismo  artículo  en  lo  relativo  á  la  transmisión 
por  endoso  de  acciones  y  obligaciones  de  minas;  por  el  art.  2.®  de  la 
misma  ley,  excepto  en  lo  relativo  á  la  liquidación  de  las  herencias  y  lega- 
dos en  favor  del  alma  de  terceras  personas,  que  pagan  con  arreglo  al  tipo 
de  liquidación  señalado  al  grado  de  parentesco  que  tengan  con  el  can- 
sante, y  excepto  lo  relativo  á  la  liquidación  de  los  documentos  privados, 
á  que  hacía  referencia  el  apartado  letra  J  de  la  ley  de  30  de  Junio  de  4892, 
que  ahora  sólo  pagan  un  derecho  de  Timbre,  y  ios  tipos  señalados  á  la 
transmisión  de  efectos  públicos,  valores  industriales  y  mercantiles  que 
se  realicen  con  la  intervención  de  los  Agentes  de  Comercio  antes  citados* 

Queda  asimismo  vigente  el  art.  3.o  de  la  misma  ley,  excepto  en  el  nú- 
mero 6.^  del  mismo,  que  se  refiere  á  las  adquisiciones  de  los  establecimien- 
tos de  beneficencia  é  instrucción  de  carácter  privado,  sustituido  por  el  ar- 
tículo 33  de  la  ley  de  5  de  Agosto  de  1893,  y  todas  laS  demás  disposicio- 
nes contenidas  en  dicha  ley,  que  tienen  carácter  permanente,  por  ser  ya 
inaplicables  los  artículos  adicionales  y  las  disposiciones  transitorias  de  la 
misma;  y  como  disposición  reglamentaria,  aparte  de  otras  que  tienen  nn 
carácter  meramente  de  orden  interior  de  las  oficinas,  relativas  á  li- 
bros, etc.,  y  que  son  objeto  de  otras  preguntas  del  Programa,  el  regla- 
mento y  tarifa  de  4.**  de  Septiembre  de  4896. 

Expuesto  ya  cuál  es  la  legislación  vigente  en  el  Impuesto  de  derechos 
reales  y  transmisión  de  bienes,  sólo  nos  resta  ocuparnos  del  segando  ex- 
tremo que  comprende  la  pregunta,  y  que  se  refiere  á  la  retroaciividad  de 
las  tarifas  anteriores  á  la  vigente. 

Ya  hemos  apuntado  cuál  es  la  radical  innovación  que  establece  la 
base  3.^  de  la  ley  de  30  de  Agosto  de  4896,  respecto  de  las  tarifas  por- 
que se  ha  de  exigir  el  Impuesto,  habiendo  llegado  el  legislador  á  lo  que 
se  llama  la  unificación  de  las  tarifas  que  antes  venían  rigiendo,  conser- 
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v4 adose  los  tipos  vigentes  en  las  distintas  épocas,  en  un  principio,  según 
>a  legislación  de  34  de  Diciembre  de  4884  desde  1.^  de  Agosto  de  48i5,  y 
después  de  la  ley  de  5  de  Agosto  de  4893,  desde  H  de  Septiembre  de  4798, 
por  la  tarifa  aprobada  por  el  Real  decreto  de  S3  de  Agosto  de  4893.  Por 
virtud  de  io  dispuesto  en  la  expresada  base  3.*,  desde  4.*  de  Enero  de  4897 
regirá  la  tarifa  aneja  al  reglamento  de  4.^  de  Septiembre  de  4896,  en  la 
que.  tomando  como  base  los  distintos  títulos  de  adquisición,  y  sin  más 
excepción  de  esta  regla  que  la  escala  gradual  que  se  aplica  á  las  herencias 

Alegados,  sé  señala  á  aquéllas  los  respectivos  tipos  de  liquidación,  que 
abrán  de  aplicarse  á  todos  los  actos  y  contratos  que  se  presenten  á  liqui- 
dar, cualquiera  que  sea  la  fecha  en  que  se  hayan  causado  ú  otorgado,  y 
los  tipos  "que  tuviesen  señalados  anteriormente. 

Pero  este  principio  tan  radical  y  absoluto,  que  necesariamente  origina 
una  profunda  alteración  en  el  estado  de  derecho  creado  por  la  legislación 
antes  vigente,  no  podía  aplicarse  desde  luego  sin  conceder  á  los  coDtribu« 
yentes,  á  quienes  podría  perjudicar  por  la  elevación  de  los  tipos  de  las 
nuevas  tarifas,  con  relación  á  las  que  regían,  según  las  respectivas  legis- 
laciones, el  medio  de  amparar  sus  derechos,  sin  por  eso  contrariar  el  iau« 
dable  propósito  que  animó  al  legislador  al  establecer  la  reforma,  y  á  esto 
conducen  las  dos  excepciones  contenidas  respectivamente  en  los  párra- 
fos t.**  y  3.^  de  la  misma  base  y  ley  citadas.  Por  lo  preceptuado  en  el  pá- 
rrafo 2.<>  se  concede  á  los  interesados  en  los  actos  y  contratos  otorgados 
hasta  la  fecha  de  la  ley,  que  hubiesen  estado  exentos  ó  no  sujetos  al  Im- 
puesto en  alguna  época,  la  beneñciosa  exención  de  que'no  le  devenguen, 
cualquiera  que  sea  la  ocasión  en  que  se  presenten  á  liquidar,  siempre  que 
se  refieran  á  tiempo  en  que  hubiesen  disfrutado  de  dicha  exención  ó  no 
inclusión  en  la  tarifa;  y  por  lo  que  só.dispone  en  el  párrafo  3.®,  se  señtüa 
un  plazo  improrrogable  de  seis  meses  á  los  interesados  en  los  actos  y  con- 
tratos celebrados  hasta  el  día  de  la  publicación  de  la  ley,  que  tenían  seña- 
lados en  las  tarifas  vigentes  á  las  fechas  de  los  otorgamientos  respectivos 
tipos  de  liquidación  menores  que  los  que  en  la  misma  ley  se  señalan  como 
vii^entes,  para  que  puedan  acogerse  al  beneficio  de  tributar  por  aquellos 
tipos  menores,  previniendo  que  tendrán  que  satisfacer  el  Impuesto  con 
ai  reglo  ¿  los  tipos  mayores  que  señala  la  nueva  tarifa,  si  se  presentasen 
á  liquidación  pasado  dicho  término. 

Esto  és  lo  que  constituye  la  retroaclividad  de  las  tarifas,  que  obedece 
á  un  elevado  espíritu  de  justicia,  y  que  producirá,  andando  el  tiempo,  una 
importante  simplificación  en  el  trabajo  de  liquidación  del  Impuesto,  sin 
que  por  eso  puedan  considerarse  lastimados  los  intereses  particulares,  que 
han  podido,  con  sobrado  tiempo,  acogerse  al  beneficio  de  los  tipos  seña- 
lados por  la  legislación  anterior  que  les  fuesen  más  favorables. 

4.*  Aétot  y  contratos ^exentOH  ó  no  sujeto»  alpaga  dd  Impuesto  por 
lafeoha  de  su  realización  ú  otorgamiento.-^ExencioMS  declaradas  por 
los  preceptos  legales  vigentes. 

El  punto  más  importante  en  el  estudio  del  Impuesto,  es  el  que  se  re- 
fiere á  la  determinación  de  su  materia,  y  toda,  vez  que  el  enunciado  de  U 
pregunta  comprende  este  extremo,  vamos  á  examinarlo  con  la  brevedad 
que  exige  el  corto  espacio  de  que  disponemos. 

Las  diversas  épocas  de  formación  del  Impuesto  de  derechos  reales  im- 

{irimieron  en  las  disposiciones  que  lo  han  regulado  la  huella  necesaria  dQ 
as  coftvenienoias  de  actualidad  y  no  siempre  gravó  aquél  los  mismos  ac» 
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tos  y  contrato».  Redaeida  hoy  la  legislación,  según  lo  consignado  en  la 
ley  de  bases  de  30  de  Agosto  úUimo,  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  de  t5  de 
Septiembre  de  4892,  5  de  Agosto  de  4893  y  30  de  Janio  de  4895,'  en 
«nanto  no  las  modiñca  aquélla,  acndíendo  á  estos  puntos  hemos  de  fijar 
lo  que  constituye  la  materia  de  nuestro  estudio,  tomando  también  en 
consideración  las  disposiciones  reglamentarias  dictadas  para  el  cumpli- 
miento de  dichas  leyes. 

Comenzaremos  por  analizar  el  sentido  que  para  nosotros  han  de  tener 
las  palabras  exentos  ó  no  sujetos^  referidas  á  los  actos  ó  contratos,  con- 
signando que  llevan  la  primera  calificación  los  que  gravados  por  el  Im- 
puesto en  principio,  no  llegan  á  serlo  en  realidad  por  eximirlos  determi- 
nadamente la  ley;  aplicándose  la  de  no  sujetos  i  los  que  no  aparecen  in- 
cluidos en  los  reglamentos  y  tarifas  para  la  administración  y  realización 
del  Impuesto.  Aun  cuando  las  disposiciones  legales  y  reglamentarias  em- 

Slean  este  tecnicismo  con  constancia,  creemos  que  no  tiene  toda  la  clari- 
ad  y  precisión  apetecibles,  puesto  que  consigna  el  art.  34  de  todos  loa 
reglamentos  dictados  desde  4873,  que  tisólo  el  Btíado  gozará  de  exención 
del  Impuesto  por  las  adquisiciones  de  bienes  y  derechos  reales  que  se  ve- 
rifiquen á  su  favor»;  de  donde  parece  inferirse  que  el  concepto  que  lleva  en 
ai  la  palabra  exención,  es  paramente  en  orden  á  la  persona  contribuyente, 
y  por  tal  razón,  parece  que  seria  más  propia  la  expresión  exceptuado ^hiñ' 
¿uída  al  acto  ó  contrato. 

A  tres  puntos  principales  refiere  la  ley  las  exenciones  en  el  terreno 
del  Impuesto:  el  contribuyente,  los  bienes  y  la  época  de  realización  del 
acto  ú  otorgamiento  del  contrato.  Por  lo  que  al  contribuyente  atañe,  so  - 
lamente  reconoce  la  exención  en  favor  del  Estado  español,  con  carácter 
absoluto,  y  respecto  de  los  demás  Batados,  para  el  caso  en  que  adquiera 
bienes  con  destino  á  morada  ó  residencia  de  ios  Agentes  diplomáticos,  si 
así  estuviese  tratado,  pues  en  otro  caso  se  atenderá  al  principio  de  reci- 
procidad. No  puede  ser  más  justificada  la  exención  en  favor  del  Estado, 
puesto  que,  de  no  ser  así,  resultarla  el  absurdo  de  que  el  mismo  sujeto 
fuese  perceptor  y  pagador  del  tributo;  y  lógico  es  también  atender  á  lo 
tratado  ó  al  principio  de  reciprocidad  en  las  relaciones  internacionales. 

En  consideración  á  los  bienes,  acepta  la  ley  el  ^atutareal^  no  siendo 
en  el  caso  de  que  se  trate  de  bienes  muebles  cdya  situaeión  ó  constitu- 
ción no  conste  de  Okodo  cierto,  pues  entonces  les  atribuyela  de  la 
misma  del  adquirente.  En  caso  de  que  los  bienes  sean  titules  de  la 
Denda  ó  representativos  de  capital  de  sociedad  ú  obligaciones  de  óstas, 
están  sujetos  al  Impuesto  si  la  sociedades  tienen  su  domicilio  en  Espa- 
ña, aun  cuando  estén  constituidos  ó  depositados  en  el  extranjero,  así 
como  también  lo  están  los  valores  extranjeros^  pertenecientes  á  españo- 
les ó  naturalizados,  que  se  transmitan  por  título  hereditario. 

Claro  es  que  si  se  parte  del  principio  de  territorialidad,  la  primera 
consecuencia  tiene  que  ser  forzosamente  la  de  excluir  del  Impuesto 
la  transmisión  de  bienes  y  derechos  reales  que  radiquen  en  puntos  á 
donde  no  alcanza  la  eficacia  de  la  ley  que  los  grava,  y  como  quiera  que 
las  posesiones  ultramarinas  sé  li^en  por  leyes  especiales  y  las  Provincia^ 
Vascongadas  y  Navarra ,  por  circunstancias  eacepcioniuLes  ^  gozan  del 
mismo  beneficio  en  el  terreno  económico,  tambtén  quedan  desde  luego 
descartados,  en  cuanto  á  la  tributación  directa,  y  serán  calificados  de 
exentos  los  actos  y  contratos  c^de  á  bienes  en  ello»  sitos  se  refieran,  de- 
biendo aplicarse  los  mismos  principios  del  estatuto. 

Nada  diremos  de  las  tributaciones  en  las  posesiones  de  Ultramar»  pues 
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cabido  «8  qae,  por  razones  sobrado  conocidas,  debidas  á  sn  carácter  celo- 
nial,  tiene  su  presupuesto  especial  y  á  él  han  de  aplicar  los  ingresos  de 
todas  clases,  con  arreglo  á  las  leyes  dictadas  para  cada  tribato. 

Las  Provincias  Vascongadas  v  Navarra^  en  virtud  de  concierto  cor  el 
Estado,  satisfacen  nn  tanto  alzado  por  cada  tributo,  y  á  las  Dipulaciooea 
respectivas  atañe  su  administración  y  cobranza^  sin  interveneión  del  Es- 
tado en  tales  funciones  por  concepto  alguno. 

Entrando  á  examinar  la  tercera  de  Tas  bases  indicadas,\ó  sea  la  época 
de  realización  ú  otorgamiento  del  acto  ó  contrato,  hemos  de  fijar  prínei- 
pálmente  nuestra  atención  en  la  disposición  expresa  que  previene  que  el 
Impuesto  se  exigirá  con  arreglo  á  la  verdadera  naturaleza  jurídica  del 
acto  ó  contrato  liquidable,  siendo  condición  necesaria  la  existencia  del 
mismo,  expresa  ó  dedacida  con  arreglo  á  los  principios  de  derecho,  que 
su  nombre  ó  concepto  de  liquidación  figure  en  la  tarifa,  y  que  se  haya 
efectuado  en  época  en  que  estuviese  gravado,  tomando  como  base  para 
esle  ultimo  efecto  lá  fecha  del  otorgamiento  en  los  contratos  y  la  del  fa- 
llocimiento  del  causante  en  la  adquisición  mortis  causa.  Parece  á  primera 
vista  que  üoicamente  ios  contratos  y  actos  conocidos  en  derecho  por 
nombre  propio,  son  los  que  grava  el  Impuesto,  según  las  disposicionea 
anteriormente  citadas;  mas  conviene  adrertir  que,  á  renglón  seguido,  dis- 
pone la  ley  que  los  contratos  innominados  devengarán  por  los  conceptos 
señalados  en  la  tarifa  á  sus  similares  ó  análogos,  y  de  esta  suerte  queda 
desvanecida  la  duda  que  pudiera  surgir.  Ahora  bien:  de  lo  expuesto  se 
<)educe  claramente  que  todos  los  demás  actos  no  comprendidos  en  la  la 
rifa  expresamente,  por  deducción  en  derecho  ó  por  asimilación,  no  están 
sujetos  al  Impuesto;  pero  aun  los  comprendidos  en  ella  actualmente  no^ 
lo  están  siempre  y  en  todo  caso,  puesto  que  los  realizados  ú  otorgados 
hasta  el  30  de  Agosto  último,  que  hubiesen  estado  exentos  ó  no  sujeta» 
ai  Impuesto  en  alguna  é'poca,  no  lo  devengarán,  cualquiera  que  sea  la 
-época  en  que  se  presenten  á  liquidación,  siempre  que  se  refieran  á  tiempo 
en  que  hubiesen  disfrutado  de  dicha  exención  ó  no  inclusión  en  las  t:i 
íifas. 

Concretando'  lo  expuesto,  podemos  pasar  á  enumerar  las  exencione» 
declaradas  por  ios  precejitos  legales  vigentes,  qae  son  lasque  se  expre- 
san á  continuación:  ' 

4.^  ,  Absoluta,  y  en  todo  caso,  en  los'  actos  ó  contratos  en  que  figur» 
como  adquirente  el  Estado. 

2.^  Absoluta  también  para  los  actos  y  contratos  que  versen  sobre 
transmisión  <le  bienes  y  derechos  que  radiq4ien  en  el  extranjero,  posesio- 
nes de  Ultramar  y  Provincias  Vascongadas  y  Navarra,  con, aplicación  de 
ia  doctrina  estatutaria,  y  salvo  en  los  casos  de  transmisión  de  títulos  dé 
la  Deuda,.y  representativos  de  capital  |i  obligaciones  de  Sociedades  ex- 
tranjeras que  adquieran  por  título  hereditario  los  españoles  y  naturáli- 
sZidos. 

3.^    Asimismo  es  absoluta  para  los  realizados  ú  otorgados  hasta  el  30 
^e  Agosto  último,  siempre  que  ae  refieran  á  época  en  que  hubiesen  es- 
tado exentos  ó- no  sujetos  con  arreglo  á  las  tarifas  y  reglamentos  enton- 
.-ces  vigentes. 

4^  La  renovación  de  préstamos  personales  reconocidos  por  doeu- 
mentó  notarial,  judicial  ó  administrativo,  ó  intervenidos  por  Agente» 
mediadores  de  comercio j  está  exenta  del  Impuesto  cuando  se  verifique 
dentro  del  plazo  tle  un  año,  á  contar  desde  la  lecha  del  préstamo,  siendo 
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aplicable  esta  exención  á  las  renovaciones  posteriores,  siempre  qae  con-- 
corran  las  mismas  circanstancias. 

5.^    La  adjudicación  de  bienes  inmuebles  para  pago  de  desdas ,  en  el - 
caso  de  qoe,  al  presentarse  el  oportuno  documento,  se  iustificase  que  el 
adjudicatario  los  había  enajenado  dentro  del  término  efe  un  ano,  y  que- 
el  nuevo  adquirente  había  satisfecho  el  impuesto  correspondiente  á  su 
adquisición. 

6.^    El  reconocimiento  de  censo  cuando  el  censualista  acredite  haber- 
satisfecho  el  Impuesto  por  la  adjudicación  del  censo  y  el  reconoci- 
miento sólo  implique  ó  tenga  por  objeto  evidenciar  una  rehabilitación 
del  ejercicio  del  derecho  por  parte  del  censualista. 

7.*  La  extinción  de  hipoteca  cuando  esto  tiene  lugar  por  adquirir 
el  acreedor  hipotecario  la  propiedad  del  inmueble  hipotecado^  ó  por  re- 
sultar ineñcaz  la  garantía  prestada,  á  consecuencia  de  haberse  tenido  que 
aplicar  el  valor  total  del  mismo  inmueble  A  cancelar  anteriores  créditos 
hipotecarios;  en  la  inteligencia  de  que  la  exención  se  refiere  en  este  caso 
á  la  parte  que  hubiese  resultado  ineficaz. 

Tampoco  devenga  impuesto  la  extinción  de  lav  hipotecas  constituidas 
antes  de  4.®  de  Enero  de  4873,  á  manos  que  desde  esa  fecha  conste  sa 
prórroga  expresa  ó  tácita. 

8.*  La  extinción  de  pensiones  de  Montepíos  y  demás  que  expresa  el' 
párrafo  segundo  del  art.  9.*  del  vigente  reglamento. 

9.^  Gozan  de  exención  también  las  transmisiones  de  metálico  que 
constituyen  precio  de  bienes  ó  pago  de  servicios  personales. 

40.  Los  préstamos  garantizados  con  hipoteca,  que  sólo  devengaráa- 
por  este  último  concepto. 

44.  Las  informaciones  posesorias  por  adquisiciones  de  cualquiera 
clase,  anteriores  á  la  ley  Hipotecaria. 

Y  43.  La  adquisición  de  una  finca  ó  derecho  real  enajenable  á  virtud 
de  retracto  legal,  cuando  el  comprador  ó  adquirente  de  quien  la  retrae 
lo  hubiera  satisfecho  ya. 

Tales  son,  en  nuestro  sentir,  las  ünicás  exenciones  permanentes  que 
reconoce  la  actual  legislación,  y  podemos  dar  por  contestada  en  su  tota- 
lidad la  pregunta  que  plantea  el  Programa  en  el  núm.  A.^  de  las  ref- 
rentes al  impuesto. 

5.*     Organieación  administrativa  del  Impuesto.-^Bégimen  legal  eitO' 
bUddo  para  la  tramitación  de  expedientes  y  reclamaciones. 

Aunque  el  primer  asomo  de  la  organización  administrativa  del  Im- 
puesto pudiera  encontrarse  en  los  recaudadores  de  alcabalas,  cuyas  fun- 
ciQnes  reglamentaron  D.  Juan  II  en  4454,  y  más  tarde  los  Reyes  Católi- 
cos, es  lo  cierto  que  la  poca  fijeza  que  existía  entonces  en  el  sistema  de* 
exacción  del  Impuesto,  que  unas  veces  se  hacía  por  la  Administración  y 
otras  por  medio  de  encabezamientos,  para  evitar  los  abusos  y  perjaickosr^ 
que  sufrían  los  pueblos  por  las  exacciones  de  los  alcabaleros,  no  permi- 
ten apreciar  como  organización  administrativa  la  que  entonces  re^ía. 

El  primer  antecedente  legislativo  que  se  encuentra  de  la  organización 
administrativa  del  Impuesto  en  sus  intimas  relaciones  con  el  Registro  de^ 
ia  propiedad,  se  refiero  al  año  4539.  en  que  los  Reyes  D.  Carlos  y  Doña 
Juana  mandaron  que  en  cada  ciudad,  villa  ó  lugar  donde  hubiese  cabeza 
da  junsdiceión,  se  estableciera  un  Registro  en  que  se  anotasen  todos  los 
contratos,  á  fin  de  que  pudieran  saberse  los  censos,  tributoa  é  hipoteca 
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«rqae  In viesen  las  casas  y  heredades,  víDiendo  después  Carlos  III,  por  prtr- 
filática  de  5  de  Febrero  de  4768,  á  establecer  los  Oficios  ó  Contadurías  de 
hipotecas,  á  cargo  de  los  Escribanos  de  Ayuntamiento  de  las  cabezas  de 
|)artido. 

El  Real  decreto  de  t3  de  Mayo  de  4846,  reconociendo  la  existencia 
de  las  Contadurías  y  Oficios  de  hipotecas,  dispuso  que  sus  encargados  lo 
fuesen  también  de  fas  oficinas  de  Registro  que  se  establecían  para  la  co- 
i)raDza  del  derecho  de  hipotecas  que  por  el  mismo  se  creaba,  haciéndoles 
depender  de  las  Administraciones  de  Hacienda  pública  en  cada  provincia. 

En  el  mismo  Beal  decreto  se  detallan  las  disposiciones  relativas  á  la 
toma  de  razón  de  los  documentos,  así  públicos  como  privados,  sujetos 
al  Impuesto,  fijándose  los  plazos  en  que  había  de  verificarse  bajo  pena 
-de  nulidad;  la  forma  de  dar  resguardos  del  pago  de  los  derechos;  los  da- 
los que  habrían  de  consignarse  en  los  Registros;  que  debían  llevarse  au- 
torizados por  el  Administrailorrde  Rentas  y  el  Juez  de  primera  instancia, 
la  obligación  que  tenían  los  Contadores  de  prestar  fianza,  y  las  reglas  de 
vigilancia  en  el  cumplimiento  de  sus  beberes  á  que  estaban  sujetos,  con 
las  penalidades  consiguientes  á  la  falta  de  cumplimiento  de  las  obligac¡o> 
nes  que  en  el  citado  Real  decreto  se  imponen  á  las  Autoridades  y  fnncid- 
«arios  ^ue  expresa. 

Verificada  la  reforma  hipotecaría  y  nombrados  ya  algunos  Registra- 
dores, se  dio  el  Real  decreto  de  %  de  Noviembre  de  4864,  encomendando 
á  aquellos  foncionacios  la  liquidación  del  derecho  de  hipotecas,  si  bien 
por  el  de  f  de  Octubre  de  4864  se  revocó  esta  disposición,  ordenando  que 
corriese  á  cargo  de  funcionarios  dependientes  únicamente  del  Ministerio 
de  Hacienda,  relevando  de  aquella  obligación  á  los  Registradores  de  la 
propiedad  que  te  desempeñaban  por  delegación. 

La  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Mayo  de  4868  suprimió  los  Liquida- 
dores* recaudadores  del  Impuesto  y  mandó  fuesen  sustituidos  por  los  Re- 
gistradores de  la  propiedad,  excepto  en  los  puntos  en  que  existiesen  algu- 
nos de  los  antiguos  Contadores  de  hipotecas,  previa  justificación  de  cier- 
tos requisitos.  En  la  misma  disposición  legal  se  establece  la  dependencia 
del  Ministerio  de  Hacienda  de  los  Registradores- liquidadores,  la  afección 
de  la  fianza  que  prestan  como  Registradores  á  las  responsabilidades  que 
contraigan  como  liquidadores,  se  fija  la  retribución  que  éstos  han  de 
percibir,  v  se  crea  en  cada  Administración  de  Haéienda  pública  una  plaza 
de  Oficial  letrado  para  encargarse  del  Negociado  de  traslaciones  de  do- 
minio. 

Dictadas  por  Real  orden  de  45  de  Junio  de  4868  las  reglas  necesarias 
para  el  cumplimiento  de  la  expresada  disposición  legal,  vinieron  después 
la  ley  de  28  de  Diciembre  de  4872  y  el  reglamento  de  44  de  Enero  de 
4873  á  fijar  detalladamente  la  organización  administrativa  del  Impuesto, 
continuando  confiada  á  los  Registradores  de  la  propiedad  la  liquidación 
y  recaudación  en  las  poblaciones  cabeza  de  partido,  y  la  liquidación  sola- 
mente en  las  capitales  de  provincia,  hasta  que  por  Real  decreto  de  46  de 
JUarzo  de  4886  se  confió  la  liquidación  en  estos  últimos  á  los  Abogados 
del  Estado. 

La  organización  administrativa  del  Impuesto  se  encuentra  hoy  regu- 
lada por  el  Reglamento  de  4. o  de  Septiembre  de  1 896,  en  sus  artículos 
447^  siguientes.  Por  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  los  mismos,  la 
gestión  del  Impuesto  está  encomendada  en  la  Administración  Central  ai 
ifinisterio  de  Hacienda,  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  directas 
y  Abogados  del  Estado  adscritos  á  la  misma,  y  en  la  Administración  pro- 
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vincial  corre  á  cargo  de  los  Delegados  de  Hacienda,  de  ias  Administra- 
ciones de  Hacienda  y  de  las  Oficinas  liquidadoras,  que  ea  las  capitales  de- 
provincia  están  confiadas  á  los  Abogados  del  £stado,  y  en  las  cabezas  de- 
partido judicial  á  los  Registradores  de  la  propiedad,  salvo  en  Sevilla,  eo^ 
3ae  coniiaila  desempeñando  este  cargo  nao  de  ios  antigaos  Contadores 
e  hipotecas. 

Al  Ministerio  de  Hacienda  corresponde  en  este  Impuesto,  además  de- 
acordar  las  visitas  de  inspección,  resolver  las  consultas  que  se  formulea 
y  cuidar  del  cumplimiento  de  las  dis|)osiciones  que  rigen  el  mismo,  !a 
concesión  de  prórrogas  y  las  condonaciones  de  multas  dentro  de  los  lí- 
mites que  señalan  las  disposiciones  vigentes,  asi  como  la  resolución  en^' 
•egiinda  instancia  de  las  reclamaciones  por  el  Impuesto. 

A  la  Dirección  general  del  ramo  corresponde  como  función  especial 
y  además  de  la  tramitación  de  los  expedientes  que  ban  de  resolverse  por 
el  Ministerio,  la  resolución  de  las  consultas  que  se  dirijan  por  las  Admi- 
nistraciones ó  Delegaciones  de  Hacienda  sobre  cuestiones  que  tengan- 
ctfácter  general,  y  vigilar  la  exacta  gestión  del  Impuesto,  con  otras  atri- 
buciones que  detalladamente  se  citan  en  el  reglamento. 

£1  examen  de  los  documentos  y  la  calificación  juridica  de  los  mismos,, 
al  efecto  de  fijar  el  concepto  y  tipo  de  la  tarifa  por  qqe  deban  contribuir,., 
ó  declarar  la  exención,  en  su  caso,  es  privativa  de  los  Abogados  del  Es- 
tado y  de  los  Liquidadores,  sin  perjuicio  de  la  acción  fiscal,  que  correspon- 
de á  la  Intervención  general  de  la  Administración  del  Estado,  y  respecto 
de  los  Liquidadores  de  los  partidos,  sia  perjuicio  de  la  revisión  de  las  li- 
quidaciones que  practiquen,  que  pueden  verificar  los  Abogados  del  Estado^ 
encargados  del  Negociado  de  Derechos  reales  en  las  respectivas  Adminis- 
traciones de  Hacienda,  con  arreglo  i  lo  dispuesto  en  el  núm.  40,  art.  4S2 
de  dicho  reglamento. 

Es  de  notar  que  conforme  al  segundo  párrafo  t^el  art.  424  del  mismo, 
los  Bancos  y  Sociedades  que  en  él  se  determinan,  que  con  arréelo  ásus 
estatutos  hacen  préstanos  con  garantía  de  efectos  piiblicos  ó  valores  in- 
dustriales ó  mercantiles,  podrán  por  sí  liquidar  y  exigir  el  Impuesto,^ 
ingresando  Quincenalmente  en  el  Tesoro  las  canticfades  que  se  recauden. 

La  recaudación  del  Impuesto  liquidado  por  los  funcionarios  encarga- 
dos al. efecto  «n  las  capitales  de  provincia,  se  ingresa  directamente  en  ias> 
arcas  del  Tesoro;  las  que  se  liquidan  en  los  partidos  |>or  los  Registrado- 
res-liquidadores, se  recaudan  por  los  mismos,  con  obligación  de  verifícar- 
mensualmente  el  ingreso  en  las  cajas  del  Tesoro  de  la  capital  de  la  pro- 
vincia, si  no  la  hubiese  habilitada  al  efecto  en  el  partido,  de  los  fondos  re- 
caudados, precisamente  del  25  al  30  del  mismo  mes,  p%ra  lo  cual  cerra- 
ránulas  cuentas  que  deben  rendir  referentes  á  la  liquidación  del  Impuesto^ 
el  día  24  anterior,  excepto  en  el  mes  de  Junio,  que  por  ser  el  último 
del  año  económico,  se  cerrarán  en  30  del  mismo* 

Cuando  ocurra  la  vacante  del  Registro,  se  encargará  de  la  liquida- 
ción la  persona  ó  funcionario  que  sustituya  al  Registrador,  salvo  que  el 
Delegado  de  Hacienda  estime  conveniente  encargar  á  oa  funcio&ari<^ 
administrativo. 

La  retribución  de  los  Registradores, liquidadores  consiste  en  los  ho- 
norarios que  señala  el  reglamento  del  Impuesto,  y  en  el  mismo  se  pre- 
cisan las  responsabilidades  en  que  pueden  incurrir  por  sus  actos  como  li- 
quidadores; en  sus  dos  grados  de  disciplinaría  y  correccional  gubernativa, 
sin  perjuicio  ^e  la  ordinaria  por  los  hechos  que  revistan  carácter  de  de- 
lito. La  imposición  dp  las  correcciones  disciplinarias  corresponde  ai.  De 
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lefftdo  de  Hacienda,  y  la  de  la  correccional  gubernativa  al  Ministerio,  con 
aízaía  en  el  primer  caso  al  Ministro,  y  sin  ulterior  recurso  en  el  segun^ 
do.  Salvo  el  caso  de  imponerse  la  pena  de  reprensión,  en  todos  los  demás 
es  preciso  la  instrucción  de  expediente  con  audiencia  del  internado.  ■ 

Los  expedientes  a  que  puede  dar  lu^ar  la  gestión  y  realización  del 
Impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes,  son  de  vanas  c4a- 
ses;  pudiendo  clasificarse  desde  luego  en  dos  grupos:  h.%  los  que  se  pro- 
mueven de  oficio  por  la  misma  Administración  en  sus  diversos  grados?  y 
2.«,  los  que  refiriéndose  á  la  lesión  de  un  derecho  ó  á  la  concesión  de  una 
eracia,  se  promueven  en  virtud  de  instancia  de  los  interesaos.  Los  del 
primer  grupo  pueden  convertirse  en  los  de»  segundo  en  determinados 
casos,  desde  el  momento  en  que  se  promueve  reclamación  particular. 

Del  primer  grupo  podemos  ciUr  como  más  imporuntcs  los  de  com- 
probación de  los  valores  declarados  y  de  liquidación  del  Impuesto,  asi 
como  los  de  investigación  que  se  promueven  de  oficio  para  conseguir  que 
vengan  á  contribuir  los  contribuyentes  morosos  en  la  presenUción  de  do- 
cumentos. 

Los  expedientes  de  comprobación  de  valores  pueden  promoverse  en 
los  actos  ó  contratos  á  titulo  oneroso,  siempre  que  haya  motivos  fundadoa 
para  suponer  disminuidos  los  valores  declarados  que  han  de  servir  de  hasé 
para  la  liquidación  del  Impuesto;  pero  en  los  que  sean  á  título  lucrativo, 
la  comprobación  ha  de  practicarse  siempre  con  el  resultado  que  arroje  ia 
capitalización  al  5  por  400  liquido  imponible,  asignada  en  los  amillara- 
miemos  de  la  riqueza  rústica  y  urbana  A  las  respectivas  fincas,  y  del  canon 
de  superficie  respecto  de  la  propiedad  minera,  sin  perjuicio  de  acudnr  á  los 
precios  medios  de  venta,  al  precio  que  las  fincas  obtuviesen  en  la  última 
enajenación,  á  los  datos  de  las  cartillas  evaluatorias  de  la  riqueza,  y  en 
último  término,  á  la  tasación  pericial. 

Una  vez  practicada  la  comprobación,  y  siempre  que  resulte  aumento 
sobre  el  vaíor  declarado,  se  notificará  ese  resultado  al  contribuyente,  para 
que  dentro  de  ocho  días  manifieste  su  conformidad  ó  alegue  lo  que  tenga 
por  conveniente.  . 

Si  hiciese  alegación,  el  Liquidador  ó  la  Administración  de  Haci6°"*> 
según  ios  casos,  fijarán  en  su  vista  el  valor  que  ha  de  servir  de  base  á  la 
liquidación,  y  si  el  interesado,  á  quien  se  notificará,  no  está  conforme,^ 
podrá  entablar  su  reclamación  en  el  término  de  quince  días  ante  la  De- 
legación de  Hacienda. 

En  el  caso  de  que  se  acuerde  la  tasación,  se  pondrá  en  conocimiento 
del  Juez  de  primera  instancia  del  partido  á  que  corresponda  la  oficina  li- 
quidadora, donde  sa  presentarán  los  documentos,  para  que  designe  peri- 
to, y  en  el  de  los  interesados  para  que  designen  el  que  por  su  parte  ha 
de  verificar  la  tasación  ó  acepten  el  nombrado  por  el  Juez. 

'  Todo  expediente  de  comprobación  de  valores  ha  de  ser  incoado  en  el 
término  máximo  de  un  mes,  y  terminará  en  el  mismo  plazo  si  los  intere- 
sados facilitan  los  datos  necesarios,  y  en  otro  caso  dentro  del  plazo  de 
tres  meses  prorrogables  por  otro  más.  La  acción  administrativa  de  com- 
probación prescribe  al  año  de  la  presentación  de  los  documentos  á  li- 
quidaf ,  cuando  éstos  sean  públicos  y  solemnes  y  la  liquidación  sea  defini- 
tiva, y  la  aprobación  del  expediente  corresponde  al  Liquidador  siempre 
que  su  cuantía  no  exceda  de  25.000  pesetas,  y  á  la  Administración  de 
Hacienda  en  los  demás  casos. 

Las  liquidaciones  quo  se  practiquen  tienen  el  carácter  de  actos  admi- 
nistrativos, reclamables  ante  el  Delegado  de  Hacienda  en  el  plazo  de  quin- 
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ee  días,  tmiDÍlándose  las  reclamaGiones  que  se  protnuefan  eon  arreglo  á 
las  prescripciones  de  la  ley  de  49  de  Oetabre  de*  4889  y  del  reglamento 
de  45  de  Abril  de  4890,  y  pidiéndose  otilizar  la  vía  conteneioso-admi- 
iiistrativa  contra  las  resoluciones  que  se  dicten  en  segunda  ó  en  única 
instancia,  según  los  casos  previstos  en  el  misma  reglamento.  La  legisla- 
ción vigente  respecto  á  los  expedientes  de  investigación  promovidos  de 
oficio  ó  en  virtud  de  denuncia,  se  encuentra  contenida  en  los  artículos 
446  y  siguientes  del  reglamento  de  t5  de  Septiembre  de  1896,  y  la  que 
regula  la  tramitación  de  los  expedientes  de  devolución  por  las  cantida- 
des ingresadas  indebidamente,  ó  á  las  que  los  contribuyentes  tengan  de- 
recho, se  encuentra  contenida  en  los  artículos  437  y  siguientes  del  mis* 
mo  reglamento;  estableciéndose  como  plazo  de  prescripción  del  derecho 
de  los  contribuyentes,  el  de  cinco  años^  á  contar  desde  que  nació  el  dere- 
cho á  la  devolución,  por  cumplimiento  de  requisito  reglamentario  ó  in- 
greso duplicado,  ó  en  que  se  hubiese  dictado  la  resolución  administrativa 
de  la  cual  nazca  el  derecho. 

6.*  PerBonaÉ  ohUgadat  al  pago  del  Impueito  en  lo$  actos  ó  contratos 
qtíe  lo  devengan.^ Facultadea  del  Liquidador  para  determinar  la  natu- 
raleza  jurídica  y  contributivü  de  los  actos  y  contratos. 

Si  merece  estudio  detenido  y  presenta  ancho  campo  á  la  investiga- 
ción la  materia  del  Impuesto,  no  tiene  menor  importancia,  y  ha  de  ser, 
por  consiguiente,  muy  digna  de  atención,  la  persona  que  lo  satisface,  y 
es  conocida  con  el  nombre  de  contribuyente.  Esta  es  la  obligada  al  pago 
en  los  actos  y  contratos  sujetos  al  Impuesto. 

Suponiendo  que  de  este  modo  obtiene  la  utilidad,  razón  del  tributo, 
dispone  la  ley  que  «satisfará  en  todo  caso  el  Impuesto  el  que  adquiera  ó 
recobre  el  derecho  gravado,  y  aquel  á  cuyo  favor  se  reconozcan,  trans- 
mitan, declaren  ó  adjudiquen  los  bienes  y  derechos»;  y  que,  «en  los  arren- 
damientos,  corresponderá  dicho  deber  al  arrendatario  ó  colono,  salvo  los 
pactos  especiales  en  contrarióla. 

Acaso  de  las  palabras  de  la  ley  pudiera  parecer  desprenderse  la  exis- 
tencia de  una  obligación  contraída  por  el  Estado,  de  respetar  el  pacto  ex- 
preso de  las  partes,  y  en  su  virtud,  de  someterse  á  lo  estipulado,  limitan* 
dose  á  exigir  el  pago  de  la  cuota  á  persona  tal  vez  distinta  de  la  obliga- 
da por  la  ley  á  hacerlo;  pero  hemos  de  hacer  notar,  que  no  puede  ser  tai 
la  significación  del  precepto  legislativo,  toda  vez  que  no  hay  razón  al- 
guna que  obligue  al  Estado  á  convención  en  que  no  interviú  ne  como 
parte,  y  sobre  cuya  aplicación  pudieran  surgir  en  muchos  casos  dudas 
que  dificultaran  la  exacción  del  impuesto.  Así  lo  entendió  el  reglamento 
en  el  artículo  concordante,  pues  á  continuación  del  primer  inciso  de  los 
transcritos  anteriormente,  añade  esta  aclaración:  «cualesquiera  que  sean 
las  condiciones  ó  estipulaciones  de  las  partes  contratantes  respecto  al 
particular,  y  sin  perjuicio  de  los  casos  que  por  excepción  determina  ex- 
presamente  este  reglamento^).  Con  lo  dicho  queda  demostrado,  y  así  lo 
.  estima  comentarista  muy  respetable,  que  la  excepción  legal  .^e  limita  á 
declarar  la  validez  del  pacto  de  las  partes  para  sus  relaciones  recíprocas, 
sin  que  afecte  en  manera  alguna  á  lo  dispuesto  por  la  ley  que  fija  la  per- 
sona obligada  al  pago.  Con  esta  base  no  puede  ofrecer  duda  la  determi«- 
nación  del  contribuyente,  pues  en  los  actos  en  que  aparezca  de  manera 
clara  la  persona  adquirente,  ésta  será  la  obligada  al  pago,  y  en  algunos 
otro?  casos,  por  ejemplo,  en  los  arrendamientos  y  extinción  de  pensione; 
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ddtermmt  la  ley  que  ^tn  el  colono,  y  el  obligado  i  eaiitfieer  ia  peo- 
si6n,  los  que  pagoen  el  Impuesto  respectivamente. 

Gomo  en  la  práctica  son  freen^tes  los  casos  en  qoe  an  mismo  doea*- 
meato  comprende  en  nno  ó  varios  actos  6  contratos  diversidad  de  con* 
venciones  sujetas  al  Impaesto  separadamente  en  la  tarifa*  y  por  los  cva- 
Íes  han  de  contribuir  diferentes  personas  como  adqoirentes,  y  no  habría 
razto  alguna  qoe  jnstificase  la  detentación  de  docomentos  y  la  adopción 
de  medidas  de  carácter  ejecativo,  por  parte  del  Estado,  para  hacer  efee- 
«ivas  cootas  contra  persona  qoe  no  estuviese  obligada  á  nacerlo,  dispone 
la  ley  las  reglas  que  bande  observarse  eo  los  distintos  casos.  Comienaa 
por  decir,  que  por  el  documento  que  se  presenta  á  liquidación,  sólo  se  li- 
quidarán los  derechos  que  haya  de  satisfacer  la  persona  á  cayo  nombre 
é  mstanda  estuviese  horado,  aun  cuando  comprenda  actos  ó  contratos 
liquidables  á  nombre  de  terceras  personas,  á  no  ser  que  éstas  soliciten 
también  que  se  liquide  por  el  mismo  docnmeoto:  cnamio  no  lo  soliciten 
y  no  haya  transcurrido  el  placo  legal,  el  liquidador  tomará  las  notas  ne- 
cesarias para  realizar  el  Impuesto  correspondiente  á  los  terceros  antes  de 
•que  transcurra;  mas,  si  hubiese  ya  terminado,  verificará  desde  luego  la 
liquidación,  notificándola  al  contribuyente.  Las  liquidaciones  han  de  ex- 
tenderse á  nombre  de  cada  contribuyente,  y  por  tantos  cuantos  sean  los 
distintos  conceptos  parciales  de  la  tarifa  que  las  produzcan;  de  esta  ma- 
cera no  tendrá  dificultades  que  oponer  el  contribuyente,  y  puede  perfec- 
tamente la  ley  disponer,  como  así' lo  hace,  <]ne  «cada  uno  es  responsable 
^  la  cuota  personal  que  le  corresponda  satisfacer,  la  cual  deberl  ingre- 
^earse  integra,  sin  que  puedan  admitirse  cantidades  á  cuenta,  sino  en  lo» 
casos  que  expresamente  lo  establezca  el  reglamento». 

^guiendo  en  su  labor  de  definir  las  responsabilidades  al  pago  del  Im- 
puesto, por  razón  del  contribuyente,  establece  que  «en  las  liquidacione» 
por  transmisión  de  metálico .  y  bienes  muebles,  por  titulo  de  legado  ó 
donación  moriU  cams»,  los  herederos,  testamentarios  ó  cumplidores  de 
las  últimas  voluntades  estarán  directamente  obligados  á  su  pago,  si  los 
intereaadosi  á  cuyo  cargo  se  giraran,  no  lo  verifican,  en  cuyo  caso  des- 
contarán la  cantidad  satisfecha  de  los  bienes  en  que  el  legado  ó  donación 
consista.  Si  se  tratara  de  Sociedades,  las  liquidaciones  que  se  giren  á 
«ombre  de  una  razón  social  se  satisfarán  por  el  Director  ó  Gerente,  diri- 
giéndose en.  su  caso  la  acción  ejecutiva  contra  los  bienes  de  la  Sociedad; 
▼  si  se  produjeron  por  el  concepto  de  disolución,  se  extenderán  á  nom* 
fore  del  socio  respectivo,  siendo  de  su  cuenta  el  pago. 

Esto  es,  concretado  en  pocas  palabras,  cuanto  dispone  esencialmente 
la  legislación  actual  en  punto  á  las  personas  obligadas  al  pago  del  Im- 
puesto por  los  actos  y  contratos  que  lo  devengan. 

Versa  la  segunda  parte  de  la  pregunta  que  contestamos,  sobre  las  fa- 
cultades del  Liquidador  para  determinar  la  naturaleza  jurídica  y  contri- 
butiva de  los  actos  y  contratos. 

Son  estas  facultades,  atribuídu  á  los  Liqui  'adores,  consecuencia  na- 
tural de  las  dtsposiciones  que  están  llamados  á  aplicar.  Al  encomendár- 
aeles  la  parte  esencial  de  la  gestión  del  Impuesto,  habián  de  tropezar  en  la 
práctica  con  arduas  y  complicada  cuestiones,  que  hacían  necesario,  ai  par 
-que  generales,  sólidos  conocimientos  de  la  legislación  común  y  muy  es- 
peciales del  Impuesto.  Confirmando  lo  apuntado,  vemos  que,  á  cargo  de 
los  Contadores  de  hipotecas,  antes  de  regir  la  ley  Hipotecaria;  al  de  los 
Liquidadores  especiales,  por  ella  creados^  más  tarde;  á  ios  Registradores 
le  la  propiedad  después,  y  al  de  los  Abogados  del  Estado  en  las  capiulea 
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de  previneia  y,  bajo  sa  inspección,  en  los  partidos,  al  da  los  Registrado* 
res,  según  la  vigente  legislación,  siempre  so  ha  exigido  é  los  Liquidado^ 
res  caaíidades  nray  especiales  y  probados  conocimientos  científicos.  Con. 
tales  antecedentes,  nada  hay  de  extrsfto  en  qoe  la  ley  les  otorgne  esa  li- 
bérrima facultad,  qne,  concedida  y  transcrita  de  reglamento  en  regla- 
mento, la  tradnce  el  que  hoy  rige  en  el  precepto  que  copiamósv  y  dice 
9Ai:  cel  examen  de  los  documentos  y  la  calificación  jurídica  del  concept  > 
por  que  deben  contribuir  los  actos  ó  contratos  sujetos  al  Impuesto»  es- 
privativo  de  los  Abogados  del  Estado  y  délos  Liquidadores,  sin  perjuieia 
de  la  acción  fiioal,  que  corresponde  á  la  Intf-rvención  general  y  sus  Agen- 
tas en  provincias».  Tampoco  aquí  es  la  letra  tan  exacta  como  fuera  de- 
desear  en  la  expresión  del  concepto,  puesto  que,  aun  rechazándola,  dis^ 
cute*algón  comentansta  la  posüalidad  de  qne  la  Intervención  general  y 
sus  Agentes  alcancen  en  ei  ejercicio  de  sus  atribuciones  á  invadir  la 
exclusiva  facultad  de  los  Liquidadores  en  punto  á  calificación  del  con- 
cepto de  contribución  al  Impuesto.  ^. claro  qoe  en  manera  alguna  quiere- 
la  ley  atribuirles  esa  facultad;  pues  como  ei  mismo  diatinguido  comienti- 
rista  ya  citado  observa,  sería  absurdo  suponer  siquiera  que.  reconocida 
la  necesidad  de  especiales  conocimientos  jurídicos  para  definir  y  calificar 
}t)s  actos  y  contratos,  una  vez  hecha  esta  calificación  por  el  funcionario» 
íaoultativo  en  quien  aquéllos  coneurrem,  pudiera  otro  cualquiera  de  la  ká- 
iitinistracuin  que  carezca  de  ellos  enmendar  la  plana  al  primero.  Apoya 
eficazmente  esta  explicación  del  precepto  legal  las  mismas  palabras  «<:0t(i» 
JisctU  que  emplea  para  designar  las  funciones  que  la  Intervención  gene- 
ral ha  de  verificar  en  lo  qoe  al  Impuesto  se  refiere,  y  qoe,  aplicada  en- 
so  acepción  genuina  y  estrictamente  á  la  gestión  del  Impuesto,  no  puedo 
referirse  á  otra  cosa  que  á  las  facultades  que,  como  tenedor  de  libros  del 
Estado,  le  competan  para  revisar  las  liquidacionea  en  cnanto  toca  á  la 
exactitud  de  las  operacioof^s  aritméticas  efectuadas  por  el  Liquidador 
cuando  aplica  á  la  base  por  él  fijada  los  tipos  de  la  tarifa,  así  como  si  éstoa 
son  ios  mismos  que  en  ella  figuran  con  el  propio  número  de  orden,  co- 
rrespondiente al  concepto  jurídico  que  Invoca  el  Liquidador  para  la-exac- 
ción de  la  cuota  oportuna. 

Creemos  qne  en  la  exposición  breve  de  la  materia  queda  perfecta- 
mente determinada  la  absoluta  facultad  de  los  Liquidadores  para  calificar 
loa  actos  ó  contratos  en  el  terreno  jurídico  y  del  Impuesto,  y,  por  con- 
siguiente, contestadas  las  dos  cuestiones  que  integran  la  pregunta  del 
Programa  que  hablamos  de  abalizar. 

7.*  BieneB  muebla  ¿  inmuébkt  sujetúi  al  pago  por  razón  del  terriio- 
rio  y  de  la$  per8ona§. — Cómo  contribuyen  al  Impuesto  la»  FrovinciaB 
Va§eongada$  y  Navarra. 

Siendo  la  naturaleza  del  Impuesto  de  derechos  reales  v  transmisión 
de  bienes  la  de  gravamen  qne  pesa  por  regla  general  sobre  el  capital,  es 
claro  qoe  afecta  esencialmente  á  la  riqueza  constituida  por  las  cosas  mue- 
bles é  inmuebles,  en  cuanto  con  ellas  se  realizan  transmisiones,  ó  en 
ruaoloaobre  las  de  naturaleza  inmueble  se  constituyen  ó  extinguen  de- 
rechos de  carácter  real. 

Este  principio j  consignado  metódicamente  en  la  base  4.*  del  Apéndice 
letra  C,  de- la  ley  de  S6  de  Diciembre  de  487S,  ha  sido  repetido  en  la» 
leyes  que  se  han  dicUdo  después,  sí  bien  en  la  'de  SI5  de  Septiembre  de 
•ia9S  se  han  creado  algunos  casos  de  imposición  del  Impuesto' qne  no  en- 
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«ajan  perlécUmetate  dentro  de  U  eseneialidad  del  mismo,  como  son  lo» 
eoMignadoB  en  los  números  7.°,  8.**  y  9.°  de  sa  art  4. o,  qae  se  refieren 
A  Iss  anotaciones  de  embargo  qne  no  sean  eonseeaencia  de  persecución  de 
ht|M>teea,  á  las  de  secuestro  ó  prohibición  de  enajenar^  á  las  fianzas  ju- 
diciales ó  administrativas,  á  ios  contratos  de  ejecución  de  obras  j  á  las 
fensi<mes  de  Montepíoa  de  Notarios,  gratificaciones,  pensiones,  jobiia- 
cíoaes  y  orfandades  qne  los  Bancos,  Sociedades  y  Compadias  otorguen 
con  arreglo  á  estatutos,  reglamentos  ó  cajas  particulares  á  sus  emplea- 
dos  6  á  las  familias  de  éstos,  siempre  que  e^icedan  de  4.500  pesetas,  y 
por  el  núffl.  10  del  art.  S.®  del  Reglamento  de  4.®  de  Septiembre  de  4896. 
á  lu  pensiones  y  xentas  de  cualquiera  otra  clase. 

Por  virtud  de  estas  disposiciones,  el  impuesto  grava  hoy,  además  de- 
los  casas  citados,  las  traslaciones  de  dominio  de  bienes  muebles  y  las  (!e 
derechos  reales  sobre  ios  mismos,  la  constitución  de  éstos,  las  traslacio- 
iieade  dominio  de  bienes  muebles  que  se  verifiquen  por  causa  de  muerte,. 
ó  por  consecuencia  de  actos  judiciales  ó  administrativos,  ó  contratos 
otorgados  ante  Notario;  las  transmisiones  por  endoso  de  las  acciones  y 
obligaciones  de  minas,  y  los  préstamos  personales  y  renovaciones  de  los 
mismos  pasado  un  año,.<}ue  estén  reconocidos  por  docorriento  autorizada 
por  Notario  ó  funcionario  administrativo  ó  judicial,  ó  qué  se  realicen  con 
garanta  de  efectos  públicos,  valores  industriales  ó  mercantiles,  siempre^ 
que  Uilervenga  eñ  la  operación  Agente  de  Bolsa  ó  Corredor  de  Comercio. 
Además  de  éstos  que  cita  la  ley,  pueden  y  deben  incluirse  entre  los  con- 
eeptos  de  imposición  otros  conceptos,  que,  sin  reunir  el  carácter  de  trans- 
misiones de  bienes  ni  derechos  reales  no  se  expresan  en  el  art.  4.*'de^ 
la  ley  precitada,  pero  que  sé  contienen  en  las  tarifas  unidas  al  regla- 
mento, como  son  los  arrendamientos  de  bienes  inmuebles. 

La  primera  disposición  que  se  ofupa  de  determinar  la  naturaleza  de^ 
los  bienes  muebles,  é  inmuebles,  al  efecto  de  declararlos  ó  no  sujetos  al 
pago  del  Impuesto  de  derechos  reales,  está  contenida  en  el  art.  63  del 
reglamento  de  44  Je  Enero  de  4873,  según  el  cual,  los  bienes  inmuebles 
y  derechos  reales  en  toda  clase  de  actos  y  contratos,  y  los  bienes  mue- 
bles cuando  se  transmiten  por  un  título  hereditario,  signen  la  condición^ 
del  territorio  en  que  se  hallan-  situados  ó  constituidos,  cualesquiera  que 
sean  la  nacionalidad  ó  derecho  foral  de  las  partes  contratantes  ó  adqui- 
rentes  y  el  lugar  en  que  se  otorgue  el  documento  liquidable. 

La  transmisión  de  bienes  muebles  en  virtud  de  acto  judicial  ó  admi- 
aislrativo,  de  contrato  otorgado  ante  Notario  ó  de  otro  título  que  no  sea 
hereditario,  queda  sujeta  al  pago  del  impuesto  establecido  en  el  lugar  en 
que  86  otorgue  el  contrato  ó  se  dicte  la  providencia  ó  auto  (jue  produzca^ 
u  transmisión,  cualesquiera  que  sean  la  vecindad,  residencia,  nacionali- 
dad ó  derecho  foral  del  adquirente. 

Este  precepto»  repetido  en  la  legislación  de  4884,  se  encuentra  varia- 
do en  eJ  art.  38  del  reglamento  vigente  de  4. o  de  Septiembre  de  4896, 
disponiéndose  en  él  que  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  de  todas- 
clases,  sea  cualquiera  el  título  por  el  cual  se  transmitan,  y  el  acto  ó  con- 
trato jque  produzca  la  transmisión,  siguen  la  condición  del  territorio  en 
^ae  se  hallan  situados  ó  constituidos,  cualesquiera  que  sean  la  naciona- 
lidad ó  derecho  foral  de  las  partes  contratantes  ó  adquirentes,  y  el  lugar 
en  que  se  otorgue  el  documento  liquidable. 

Bespacto  á  los  bienes  muebles,  si  no  constase  de  un  modo  cierto  el 
^«itoeii  que  se  hallen  situados  ó  constituidos,  se  considerará  que  estáo. 
en  ü  logar  de  la  vecindad  del -adquirente. 
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Se  declara  qne  no  eslán  aójelos  á  las  pretcripdieaei  del  ref^lamento,  y 
-por  tanto,  qae  no  están  sujetos  á  devengo  en  la  Penínsala,  si  bien  áeím- 
Tan  pagar  con  arreglo  á  la  legislación  vidente  eá  el  ponto  donde  se  en- 
cuentren, los  bienes  sit<M  en  las  provincias  y  posesiones  de  Ullramaír 
disponiéndose,  además,  que  los  «títulos  de  la  Deuda  publica  y  las  aeeío* 
nes  ü  obligaciones  de  Bancos,  Sociedades  ó  Compañías  mercantiles  é  in- 
-dustríales  qiM  tengan  su  domicilio  en  España,  aunqoo  se  hallen  coosti- 
toldas  ó  depositadas  en  el  extranjero,  estafan  sujetas  al  Impuesto;  y  que 
DO  obstante  lo  dispuesto  en  los  párrafos  anteriores,  los  títulos  de  la  Deu- 
da pública  extranjera,  así  como  los  de  Sociedadea  tambiéo  extranjería 
pertenecientes  á  españoles  ó  natoralizados  en  España,  se  consideraran 
sujetos  al  Impuesto  coando  se  transmitan  por  título  hereditario». 

Por  virtud  de  la  disposición  expresada,  se  ve  qoe,  aparte  de  la  excep- 
ción que  contiene  relativa  á  los  bienes  de  todas  clases  sitos  en  Ultramar^ 
que  se  funda  en  la  base  t.^  de  la  ley  de  30  de  Agosto  de  4996,  la  exac* 
^ión  del  Impuesto  obedece  al  Estatuto  real  en  cnanto  i  los  bienes  de  todas 
clases,  ya  sean  muebles  ó  inmuebles  ó  derechos  reales;  no  estando  suje- 
tos ó  estando  exentos  los  que  se  encuentren  en  el  extranjero  ó  en  las 
Provincias  Vascongadas  y  Navarra,  que  son  las  únicas  exentas  en  la  Pe- 
nínsula; pero  siempre  que  conste  de  una  manera  cierta  el  punto  en  que 
eslán  sitos  pues  en  otro  caso,  si  son  muebles,  se  sujetan  á  la  eondieioQ 
del  territorio  en  que  se  encuentre  la  vecindad  del  adquirente.  Exoep* 
taándose  los  títulos  de  la  Deuda  pública  y  las  acciones  ú  obligaciones  de 
Bancos,  Sociedades  ó  Compañías  mercantiles  é  industriales  domiciliadaa 
en  España,  que  en  todo  caso  están  siQetas  al  impuesto,  y  de  la  misma 
manera  lo  están  los  valores  análogos  extranjeros  pertenecientes  á  espa- 
ñoles ó  naturalizados  en  España  cuando  se  transmitan  por  título  here- 
ditario. 

Resumiendo  la  doctrina  antes  expuesta^  sa  ve  que,  por  razón  del  te- 
rritorio, están  sujetos  al  p9go  los  bienes  muebles  é  inmuebles  y  dereehoa 
reales  qoe  se  encuentren  en  la  Península  é  islas  adyacontes,  excepto  los 
<que  lo  estén  en  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra,  y  que  por  OMón 
de  las  personas  están  asimismo  sujetos  los  bienes  muebles  en  que  no 
conste  de  un  modo  cierto  el  punto  en  que  se  hallan  sitqados  6  constitui- 
dos, gue  siguen  la  condición  de  los  sitos  en  el  lugar  de  la  veoindad  del 
adqmrente,  y  los  títulos  de  la  Deuda  pública  extranjera  y  los  de  Socie- 
<lades  extranjeras  pertenecientes  á  españoles  ó  naturalizados  en  España 
que  se  transmitan  por  título  hereditario;  viniendo  á  ser  la  d¡sposiá<  n 
relativa  á  los  títolosde  la  Deoda  pública  española  y  á  las  acciones  il 
-obligaciones  de  Bancos,  Sociedades  ó  Compañías  mercantiles  é  industría- 
les que  tengan  su  domicilio  en  España,  qoe  se  hallen  constituidos  en  el 
extranjero,  una  excepción  de  los  dos  principios,  que  obedece  sin  duda  á 
razones  de  alto  interés  nacional  de  carácter  proteccionista. 

Es  de  notar  como  complemento  de  la  doctrina  expoestai  que  también 
existen  bienes  que  no  devengan  impuesto  por  razón  de  las  personas,  «n 
las  adquisiciones  que  se  realizan  en  favor  de  determinadas  entidades  jo- 
Tídieas.  Tal  sucede  con  las  adquisiciones  á  favor  del  Esta^,  que  gozan  de 
-exención,  con  la  extinción  de  la  hipoteca  en  el  caso  de  adjudicarse  los 
bienes  hipotecados  al  acreedor  hipotecario,  y  en  algún  otro  que  sería 
prolijo  enumerar. 

Ya  hemos  apuntado  la  situación  excepcional  en  que,  en  lo  relativo  á 
4a  exacción  del  Impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  Inenes,  ^ 
encuentran  las  tres  Provincias  Vascongadas  y  la  de  Navarra;  exoepi<  a 
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^0  «rrtnca  en  el  terreno  ieeal,  retpeeto  de  las  primeras,  de  la  Real  orden 
de  31  de  Enero  de  4867,  en  la  qae  se  dispuso  qae  mientras  no  llegase  el 
cat^o  de  la  modifíeaeión  de  los  foeros  de  las  mismas,  procedía  la  exención^ 
del  impuesto  hipoteeario  en  las  adquisiciones  de  los  bienes  situados  en^ 
ellas,  por  más  qae  el  título  de  adquijídón  se  hubiese  obtenido  en  punta 
DO  exento. 

El  art.  4.®  del  reglamento  de  44  de  Enero  de  4873  reconoció  la  exención 
á  favor  de  las  Provinetas  eitadas  y  de  la  de  Navarra,  con  arreglo  á  las 
leyes  de  15  de  Octubre  de  4839  y  4€  de  Agosto  de  4844,  y  esto  mismo  se 
hisoen  el  reglamento  de  34  de  Diciembre  de  4884,  y  se  consigna  en  eí 
art.  4."  del  reglamento  vigente  de  4.°  de  Septiembre  de  4896. 

£n  virtud  de  laa  expresadas  disposiciones*  las  Provincias  Vasconga- 
das satisfacen  el  Impuesto  por  medio  de  encabezamientos  de  una  cantidad 
fija  anual,  concertada  por  el  Gobierno  con  las  respectivas  Diputaciones 
forales,  teniendo  algunas  de  éstas,  como  la  de  Vizcaya,  establecido  la 
exacción  de  este  tributo,  con  su  régimen  peculiar  y  propio,  con  absoluta 
independencia  del  organizado  en  las  demás- provincias  de  España,  si  biea 
sea.de  notar  que  por  Real  orden  de  47  de  Octubre  de  4894  el  Estado  haya 
venido  á  auxiliar  en  cierta  medida  la  realización  de  este  Impuesto,  esta- 
bíeeido  en  aquella  provincia  por  la  Diputación  foral. 

La  legislación  vigente,  en  cnanto  al  importe  de  los  encabezamientos 
celebrados  por  las  tres  provincias  vascongadas  de  Vizcaya,  Guipúzcoa  y 
Álava,  se  encnentra  contenida  en  el  Real  decreto  de  4. o  de  Febrero  de 
1^94,  en  e|  cual  se  señala  á  Vizcaya  un  cupo  por  este  Impuesto  de 
499.747  pesetas  anuales,  asignando  á  Guipúzcoa  el  de  340.446,  y  á  Álava 
el  de  58.494  pesetas  al  año,. que  deben  ingresaren  plazos  trimestrales. 

En  cuanto  á  la  provincia  de  Navarra,  amparada  como  seenctientra 
porta  ley  de  46  de  Agosto  de  4844,  y  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo S4  de  la  misma,  respecto  de  las  rentas  provinciales,  á  cuya  clase 
de  tributos  pertenecían  las  antiguas  alcabalas,  es  lo  cierto  que  nada  sa* 
tíff£i6e  al  Estado  por  este  concepto,  al  menos  con  el  nombre  de  ingreso* 
por  el  Impuesto  de  derecbes  reales  y  transmisión  de  bienes. 

8.A  áOuábieneg  se  caimderan  mtieblea  y  cvuílea  inmuebles  para  lo§^ 
ffectoe  del  Impuestof^iCómo. contribuye  en  e$te  sentid^  Impropiedad  mi" 
neraf. 

Es  de  observar*  la  distinta  condición  que  desde  muy  antiguo  se  ba^ 
atribuido  á  los  bienes  en  el  terreno  del  Impuesto,  según  que  aquéllos  son 
OBUtbles  ó  inmuebles;  puesto  que  los  inmuebles  ban  venido  siendo  siempre 
gravados  en  su  transmisión,  al  paso- que  los:  muebles,  exceptuaúdo  el  de* 
recho  de  alcabalas  y  el  creado  por  la  Real  cédula  de  4798,  no  contribuye-» 
ion  al  Impuesto  basta  4864,  en  que  se  gravó  su  transmisión  por  título  be- 
reditario,  f  continuando  en  tal  estado  las  cosas  hasta  la  ley  de  4873*  que^ 
gravó  por  igual  á  todos  los  bienes  adquiridos  de  tal  modo,  y  creó  el  Im- 
puesto aohre  la  transmisión  de  muebles  por  acto  judicial ,  administrativo  d 
notarial.  No  es  caprichosa:  la  diferencia  que  las  leves  ban  establecido  siem- 
pre en  lá  tributación,  según  que  los  bienes  sean  de  una  ú  otra  clase,  antea 
bien  repiesenta  un  estudio  sólido  sobre  la  naturaleza  de  unoa  y  otros;  por* 
que  ai  los  inmueble  tienen  como  eóndióón  la  relativa  imnutabilidad,  es^ 
por  el  «oDtrado,  el  ser  mudables  y  snseeptibles  deconstante  alteración  eh 
eaiMer  más  saliente  de  losiouiebles;  le  que  hace  que.  el  vabr  y  rendí* 


510  «  RKVI8TA  DE  LBOISLAGZÓH 

<ni6iit08  de  los  primeros  sean  muy  saperíores  á  los  de  ios  demás  bienei 
genéricamente  apellidados  maebles. 

La  vigente  legisiación  parte  también  de  la  misma  base  y  grava  en  dis- 
tinta forma  las  transmisiones  de  unos  y  otros,  excepción  needa  de  las 
mortis  eau9a^  siendo  e<(ta  la  razón  de  (jae  hayamos  de  fijar  el  criter;o  le- 
gal qae  preside  la  caliñcaeión  de  los  bienes  en  el  terreno  propio  del  Im- 
paesto. 

El  principio  fandamental  lo  establece  el  precepto  qae,  copiado  á  la  le^ 
tra,  dice  así:  «Los  bienes  que  por  sa  natnralei^a,  uso  6  destino,  aplicación 
^  adherencia,  se  consideran  inmuebles  ó  raíces  por  el  derecho  comAn  ó 
administrativo,  satisfarán,  en  tal  concepto,  el  impuesto  que  corresponda 
al  «cto  ó  contrato  de  que  sean  objeto.»  Es,  pues,  claro  que  al  derecho  co- 
mún y  al  administrativo  habremos  de  atenernos  paia  calificar  los  bienes 
de  una  ú  otra  manera.  En  el  derecho  comúny  el  art.  334  del  Código  civil 
determina,  aunque  de  manera  poco  científica,  por  lo  ¿asuística,  los  bienes 
^ue  tienen  la  consideración  de  inmuebles^  y  los  artículos  335  y  336  defi- 
nen como  bienes  mueble$  «los  susceptibles  de  apropiación  no  comprendi- 
dos en  el  capítulo  anterior  (art.  334),  y  en  general,  todos  los  que  se  pueden 
transportar  de  un  punto  á  otro,  sin  menoscabo  de  la  cosa  inmueble  á  que 
estuviesen  unidos».  Por  virtud  de  varias  disposiciones,  el  derecho  údmi" 
^iterativo  califica  además  como  inmuebles,  entre  otros,  los  puentes  y  bar- 
cas de  paso'retribuídos  en  establecimientos  fijos;  los  hórreos  y  paneras 
<]ae  no  forman  parte  integrante  de  otro  edificio;  las  chosas,  cuevas  y 
demás  lugAres  análogos  que,  en  despoblado,  sirven  de  albergue  á  guar- 
das y.  pastores;  los  artefactos  y  maquinaria  destinados  al  servicio  de  ana 
fábrica,  y  los  puestos  ó  cajones  situados  en .  las  plazas  públicas  y  marea- 
dos con  carácter  permanente. 

La  ley  del  Impuesto,  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  el  Código  civil, 
dice  que  «con  arreglo  á  lo  declarado  en  el  ar|.  4.®  de  la  ley  Hipoteeam, 
no  se  considerarán  bienes  inmuebles  loa  oficios  públicos  enajenados  de  la 
•Corona,  las  inscripciones  de  la  Deuda  pública,  m  las  acciones  ú  obKga* 
ciones  de  Bancos  y  Compañías  mercantiles  ó  Industriales,  aunque  sean 
nominativas»;  y  en  este  lugar  no  detiene  su  atención  en  las  rentas  ó  pen- 
siones, sean  vitalicias  ó  hereditarias,  afectas  á  una  persona  ó  familia»  que 
^1  Código  califica  de  muebles,  cuando  no  gravan  con  carga  real  una  cosa 
inmueble,  como  tampoco  lo  hace  respecto  de  los  contratos  sobre  servicios 
públicos,  ni  de  las  cédulas  y  títulos  representativos  de  préstamos  hipote- 
carios, porque  les  atribuye  conceptos  especialísiuiosde  tributación,  en  ra- 
•con  á  la  naturaleza  de  estos  actos  j  atendiendo  á  neceeidactoa  de  actuali- 
dad. Sin  embargo  de  la  expresa  disposición  al  principio  copiada,  esta* 
blece  que  «cuando  en  un  solo  contrato,  y  por  nn  solo  título,  se  transmiten 
en  conjunto  y  por  un  precio  único  bienes  muebles.,  inmuebles  y  derechos 
reales,  el  tipo  de  liquidación  ssrá  el  corresfkondiente  á  los  inmuebles!»; 
entendiéndose  esta  disposición  en  el  sentido  de  que  no  es-  bastante  para 
que  se  exija  el  Impuesto,  como  bienes  de  distinta  clase,  el  hecho  de  con- 
signar el  valor  de  cada  uno  de  ellos  separadamente,  sino  que  ha  de  aeña* 
larse  de  manera  expresa  el  precio  que  por  cada  uno  ba  de  entregarse. 

Otra  consecuencia  importantísima  entraña  1*  calificación  de  los  bie- 
nes transmitidos,  y  es  que  de  esta  calificación  depende  en  multitud  de  ea* 
sos  el  que  sea  ó  no  exigible  el  Impuesto.  En  efecto,  la  ley  vigente,  que 
grava  en  todo  caso  la  transaiisión  de  bienee  de  «la  ú  ótra«laae4Conate 
•ó  no  en  documento,  si  se  verifica  per  titula  bereditario  ó  maniis  eamm^ 
y  que.  ciando  se  jrefiepe  á  la  exapcióQ  por  actos  eatreí  vivos  tampoco 
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quiere  íssinUiMilM^  {HlbUco  para  gravar  las  de  inmuebles,  paes  basta 
uno  privado;  si  se  trata  de  maebles,  exige  la  existeociade  on  docnmenio 
notarial,  ó  expedido  por  Autoridades  jndíciales  ó  administrativas.  Debe- 
nos,  no  obstante,  hac«r  constar  que  esta  eondieión  no  es  absoloia  j 
para  todo  caso,  sinQ  consignada  eomp  base  general,  puesto  qne  hay  ae- 
40S,  como  la  ainortiaación  de  obligaciones  de  sociedades,  que  están,  gra- 
vados siempre,  aun  coando  no  consten  en  docnmento  público. 

Haciéndonos  ahora  cargo  de  la  segonda  cuestióa  qne  comprende  la 
pregunta  qne  examinamos,  tócanos  pjar  el  concepta  contributivo  de  la 
propiedad  jninera  en  las  distintas  formas  qpe  reviste  sa  transmisión:  ma.* 
teria  digna  de  estudio,  por  la  importancia,  qne  tiene  en  España,  como  nna 
de  las  principales  fuentes  de  la  producción  nacional  y  base  de  riqueza,  <nie 
el  Estado  no  podía  menos  de  explotar  en  su  provecho.  Es  uno  era  los 
conceptos  qne  en  la  legislación  del  lo^puesto  ha  sufrido  más  alternativas* 
porque  obedeciendo  unas  veces  á  miras  proteccionistas,  y  otras  á  necesi- 
dades perentorias  del  Tesoro,  fué  ancesivamente  gravada,  ei^nta,  y,  por 
ultimo,  vuelta  á  gravar.  La  vigente  legislación,  como  casi  todas  las  ante- 
riores, distingue  en  este  punto.el  caso  de  qne  se  transmita  la  mina  misma 
del  en  que  se  transfieran  las  acciones,  títulos  representativos  del  capital 
<le  una  Sociedad  minera;  y  estimando  justo  establecer  las  diferencias  qne 
lógicamente  se  derivan  de  este  doble  aspecto  de  Impropiedad  minera^  dis< 
pone  que  «contribuirá  coma  bienes  muebles  6  como  bienes  inmuebles. 
Contribuirá  en  concepto  de  muebles,  cuando  esté  representada  por  accio- 
nes nominativas  y  al  portador,  sea  cualquiera  el  título  de  ¡a  transmisión 
j  el  documento  en  que  se  haga  constar.  Contribuirá  como  inmuebles, 
cuando  no  esté  representada  por  acciones*  bien  se  trate  de  la  transmisión 
de  la  misma,  ó  de  la  constitución,  modificación  y  extinción  de  derechos 
reales  sobre  aqnólla.^.Es  tan.  terminante  el.  precepto,  que  creemos  innece 
tario  insistir  en. sok «examen,  dados  los  antecedentes  que  quedan  expnes* 
los  al  tratar  de  la  primera  parte  de  esta  pregunta. 

Lo  qne  sí  bareuMS  observar,  es  U  forma  subrepticia  en  qne  se  intro- 
dujo en  nuestros  reglamentos.  La  ley  especial  de  Minas  de  6  de  Jnlía 
de  4359  declaró  exenta  de  todos  los  impuestos  que  ella  no  mencionara, 
la  industria  minera,  y  por  consiguiente,  del  de  hipotecas  entonces  vi- 

Sente,  y  del  cual  no  hacía  mención.  Tampoco  fué  gravado  por  las  leyea 
e  4868  y  4869,  ni  por  la  de  Presupuestos  de  487Xv  q^e  enumeró  taxativa- 
mente los  actos  y  contratos  exentos,  y  .no  incluyó  los  referentes  á  minas; 
tampoco  ios  gravó,  expresamente.  Estaño  obstante,  al  publicarse  el  re- 
glamento de  U  de  Enero  de  4873  para  la  ejecacióin  de  esu  última  ley  ci-* 
tada,  apareció  con  el  ntlm.  tS  un  artíoolo  aue  establecía  que  la  propiedad 
minera  sería  considerafla  como  bienes  muebles  ó  como  inmuebles,  según  • 
estuviese  representada  por  acciones  y  transmitida  por  título  hereditario 
ó  documento  público,  ó  que,  no  estándolo,  se  tratase  de  la  transmisión  de 
ia  mina,  ó  de  la  conRtitnción>  modificación  ó  extinción  de  derechos  rea> 
les  sobre  la  misma.  Así  pasó  al  vigente  reglan^ento,  aunque  algo  modi- 
ficado, un.  precepto,  caya  existencia  no  es  debida  al  Poder  legislativo,, 
"no  al  exceso  de  celo  en  el  ejercicio  de  la  potestad  reglamentaria. 
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9>    Jñ)rma$ y m)iemmdad¿irequendai pinina 
€onüm  k)$  aeto9  y  €amír(Uo$  liquidablei. 

La  naturaleza  eseneialmeiite  jarídtea  del  Impaesto  de  derechos  reale» 
y  tranamiúón  de  bienes,  hace  que,  aiendo  so-áindamento  la  legislaeión. 
eomún  ó  civil,  sean,  por  regla  general,  las  formas  y  solemnidades  de  ésta, 
las  qoe  se  exijan  para  los  docninentos  en  donde  consten  \m  actos  y  con- 
tratos liquidables;  esto  no  obstante,  la  natnrateza  Hkclasivamente  físcal^ 
qne  reviste  respeetodel  mismo  el  interés  de  la  Administración,  ha  esta- 
blecido reglas  esneciales,  qoe  permiten  á  las  Oficinas  liquidadoras  mayor 
amputad  en  la  admisión  de  docamentos,  en  beneficio,  por  lo  general,  del 
interés  do  los  contribuyentes.  < 

Desde  luego  es  preciso  hacer  notar  como  principio  fundamental  ea 
la  materia,  el  precepto  contenido  en  el  art.  34  del  reglamento,  según  el 
cual,  el  Impuesto  se  exigirá  con  arreglo  á  la  verdadera  naturaleza  jnrí* 
dica  del  acto  ó  contrato  liquidable,  cualquiera  que  sea  la  denominación 
que  las  partes  le  hayan  dado  y  prescindiendo  de  los  defectos,  tanto  de> 
£>rma  como  intrínsecos,  que  puedan  afectar  A  sn  validez  y  eficacia;  evi- 
denciándose con  esto,  que  si  bien,  para  que  pueda  realizarse  la  liquida «^ 
ción  del  Ln puesto,  se  exige  la  presentación  del  documento  en  que  los 
mismos  consten,  en  k  forma  qne  más  adelante  expondremos,  la  Oficina 
liquidadora  es  ajena  al  examen  de  los  defectos  que  pudieran  originar  so 
invalidez,  y  que  limitándose  su  misión  á  fijar  el  importe  del  devengo  co- 
rrespondiente al  misnu)  por  razón  del  Impuesto,  señalado  en  las  tarifas  y 
en  las  disposiciones  del  reglamento,  no  necesita  tener  en  cuenta  ni  le 
compete  en  modo  alguno  estimar  los  efectos  legales  que  el  mismo  pueda 
producir. 

Sin  embargo  de  esto,  so  es  potestativo  en  los  interesados  presentar 
á  liquidación  los  actos  ó  contratos  que  celebren  en  una  forma  que  se  li- 
mite á  la  indicación  del  aéto  ó  contrato  celebrado,  pues  coexistiendo  coa 
la  legislación  del  impuesto  de  derechos  reales,  la  legislación  civil,  la  no- 
tarial y  la  del  Timbre  del  Estado,  no  puede  prescindirse  en  la  generali- 
dad de  los  casos  de  exigir  él  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  ri- 
gen en  unas  y  otras,  sin  lo  que  el  funcionario  encargado  de  la  liquida- 
ción incurriría  en  responsabilicmd  por  la  infracción  oe  las  disposicionea 
contenidas  en  las  mismas. 

De  estos  principios  se  deduce,  que,  por  re^ki  ffeneral,  los  documen«* 
los  que  se  han  de  presentar  en  las  Oficinas  liquidadoras  han  de  ser  ea 
forma  de  testimonios,  primeras  ó  ultericMres  copias  expedidas  por  el  No- 
tario autorizante  ó  por  el  que  corresponda,  con  arreglo  á  la  legislación 
notarla »  extendidos  en  el  papel  timbrado  correspondiente,  y  con  todoa 
los  requisitos  necesarios  para' que  el  funcionario  encargado  de  la  liquida- 
ción pueda  formar  juicio  acerca  de  la  calificación  que  corresponda  ai  acto 
ó  contrato  que  contenga,  salvo  el  derecho  que  al  mismo  concede  el  ar- 
tículo 400  del  reglamento  para  reclamar  de  los  interesados  todos  los  do- 
Oimentos  que  haga  precisos  la  práctica  legal  de  la  liquidación. 

Cuando  el  acto*  ó  contrato  liquidable  esté  contenido  ó  nazca  de  un 
resolución  de  carácter  judicial  ó  administrativo,  la  forma  del  documenl 
debe  ser  la  de  testimonio  ó  certificación,  expedido  por  el  actuario  ó  fun- 
cionario competente,  en  los  términos  que  para  esta  clase  de  documen- 
tos exige  la  legislación  común,  ó  la  especial  administrativa,  extendidos  e» 
el  papel  timbrado  correspondiente,  sin  peijuicio  del  reintegro  que  en  aa 
caso  corresponda,  y  que  será  exigido  por  el  Liquidador  del  Impuesto  d» 
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'liéredios  reales  eomo  Ligaidador  é  Inspector  permanente  del  impnesto 
<del  Timbre  qae  es,  con  arreglo  al  art.  75  del  reglamento  de  30  de  Sep« 
tíembre  de  4896. 

No  obstante  este  principio  general  en  cnanto  á  las  formas  j  solemni- 
dades qae  han  de  rennir  ios  documentos  qae  se  presenten  á  ia  liquida- 
ción del  impqesto,  los  arts.  55  y  signientes  del  reglamento  reconocen  la 
presentación  de  documentos  privados,  los  cuales  no  han  de  tener  otros  re- 
>qui«ito§  que  aquellos  que  exige  la  legislación  civil  para  efectividad  del 
acto  ó  contrato  realizado,  y  los  que  señale  la  legislación  del  Timbra  del 
Estado,  en  cuanto  al  papel  en  que  han  de  estar  extendidos,  salvo  el  rein- 
tegro que  habrá  de  exigirse  en  otro  caso. 

En  cnanto  á  los  documentos  públicos  y  privados  expedidos  en  el  ex- 
tranjero y  que  han  de  surtir  sus  efectos  en  España,  habrán  de  reunir  los 
requisitos  de  forma  exigidos  por  la  legislación  civil  de  los  respectivos 
paises  en  que  estuviesen  otorc^ados  y  presentarse  debidamente  legalizados, 
^on  traducción  auténtica  de  los  mismos,  autorizada  por  la  iaterpretaeión 
de  lenguas  del  Ministerio  de  Estado  ó  por  funcionario  competentemente 
autorizado,  y  sujetarse  al  reintegro  con  arreglo  á  la  ley  española  del  Tim- 
bre que  corresponda  á  ios  documentos  análogos  expedidos  en  España. 
£1  requisito  de  la  traducción  se  exige  asimismo  en  los  documentos  que 

Í ludieran  presentarse  extendidos  en  España  en  idioma  ó  dialecto  que  no 
áese  el  castellano. 

Las  informaciones  posesorias  ó  de  dominio  se  presentan  originales, 
toda  vez  que  la  liquidación  y  pago  del  Impuesto  es  requinto  previo  á  la 
inscripción  de  las  mismas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  lo  mismo  su- 
cede con  las  instancias  que  para  la  inscripción  de  fincas  y  derechos  y  can- 
celación de  gravámenes  se  presentan  al  Registro  de  la  propiedad  en  loa 
cases  en  que  así  lo  autoriza  la  legislación  hipotecaría. 

Las  dificultades  que  con  frecuencia  suelen  presentarse  para  la  forma- 
lización  de  las  testamentarías  ó  abintestatos  en  escritura  publica,  y  la  ne- 
•ce»dad  de  facilitar  á  los  interesados  el  pago,  dentro  de  los  plazos  regla- 
mentarios, del  impuesto  devengado  por  las  mismas,  ha  dado  lugar  á  las 
reglas  especiales  relativas  á  la  forma  de  presentación  de  los  documentos» 
contenidas  en  el  art.  64  del  reglamento,  según  el  cual,  si  no  se  formali- 
zasen los  documentos  públicos  dentro  del  plazo  reglamentario  de  seis  me- 
ses ó,  si  se  concediese  prórroga,  dentro  del  plazo  máximo  de  un  año,  los 
interesados  están  obligados  á  solicitar  liquidación  provisional  antes  de 
que  se  cumplan  dichos  plazos,  presentándose  en  la  respectiva  Oficina  li- 
quidadora: 

4.^  Declaración  descriptiva  y  valorada  de  los  bienes  y  derechos  de  to- 
das clases  que  constituyan  el  caudal  relicto. 

t^^  Certificación  de  defunción  del  causante^  y  primera  copia  de  las  dis- 
posiciones testamentarias,  si  las  hubiere,  y  en  su  defecto,  testimonio  de 
la  declaración  de  herederos. 

3.^  Relación  de  los  herederos  y  legatarios,  en  que  se  exprese  y  justi- 
fique el  parentesco  de  aquéllos  con  el  cansante  y  la  participación  de  cada 
uno  en  el  caudal  hereditario. 

En  el  caso  de  sucesión  intestada,  si  no  estuviese  hecha  la  declaracióu 
Judicial  de  herederos,  se  presentará  relación  de  los  que  hubiesen  solici- 
tado la  herencia,  con  determinación  del  grado  de  parentesco  que  alegaren. 
En  la  presentación  de  estos  documentos,  si  bien  respecto  de  los  que 
tienen  carácter  de  públicos,  y  de  los  certificados  de  nacimiento  y  defunción, 
fte  exigen  los  requisitos  generales  de  la  ley  civil  y  del  Timbre  del  Estado, 
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no  86  exige  más  que  el  timbre  de  una  peseta  qae  señala  la  lej  para  las  ins- 
tancias qne  se  presentan  ante  coalqniera  Aatoridad  administrativa^.y  lo- 
mismo  sucede  caando  se  solicite  la  liquidación  parcial  de  que  habla  el 
mismo  artículo,  al  efecto  de  retirar  el  metáliieo,  valores  ó  efectos  deposi- 
tados en  Bancos  y  Sociedades  ó  casas  particulares. 

Respecto  de  la  liquidación  de  los  préstamos  autorizada  por  Agente  de- 
cambio, no  se  exige  otro  requisito  que  la  presentación  de  lá  respectiva 
póliza  original,  y  lo  mismo  en  las  transmisiones  por  endoso  de  accioncs- 
d  obligaciones  de  minas,  pues  no  exigiendo  determinada  solemnidad  est» 
forma  de  transmisión,  basta  la  extensión  del  mismo,  autorizado  por  el  en- 
dosante, para  que  pueda  tenerse  por  hecha  la  transmisión  á  los  efectos  á& 
liquidación  del  Impuesto. 

Para  la  liquidación  de  las  adquisiciones  que  se  realicen  por  virtud  de 
las  pólizas  da  seguros  sobre  la  vida,  aunque  nada  especial  se  determina^ 
en  la  legislación  del  Impuesto,  habrá  de  exigirse .  la  presentación  de  la 
póliza  original  y  de  los  documentos  justificativos  del  derecho,  procediendo 
de  manera  análoga  en  los  demás  casos  que  pudieran  presentarse,  teniendo 
en  cuenta  aue  todas  las  peticiones  de  liquidación  que  se  dirijan  á  las  Ofi- 
cinas liquidadoras,  deberán  formularse  en  forma  de  instancia  ál  Liquida- 
dor y  en  el  papel  timbrado  de  clase  42>9  que  señala  el  núm.  4.**  del  ar- 
ticulo  27  de  la  ley  del  Timbre,  por  tener  aquellas  Oficinas  carácter  admi- 
nistrativo. 

lO.  Beglas  concernientes  á  la  liquidación  del  Impuesto  de  los  contra- 
tos de  suministros,  disolución  de  Sociedades,  transmisiones  en  donde  wh 
consta  precio  y  de  las  en  que  éste  se  haya  aplazado. 

Constituido  el  gravamen  del  Impuesto  sobre  la  transmisión  de  bienes 
muebles  que  tenga  lugar  por  virtud  de  actos  judiciales  ó  admioistrativos^ 
ó  contratos  ante  Notario,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  25  de  Septiem- 
bre de  4892,  hoy  vigente  en  este  punto,  es  claro  y  terminante  que,  á  pe- 
sar de  no  gravarlo  ésta  expresamente  por  apelativo  propio,  el  contrato 
de  suministróte  cuyo  concepto  es  sobrülamente  conocido .  para  que  nos^ 
detengamos  en  su  examen  y  calificación  jurídica,  cae  de  lleno  dentro 
del  concepto  general  del  Impuesto  antes  expresado.  Re,conociéndolo  asi 
el  reglamento  vigente,  lo  incluye  entre  los  conceptos  de  la  tarifa,  coma 
sujeto  al  Impuesto,  y  lo  refiere,  en  cnanto  al  tipo  de  exacción,  al  de  mué* 
bles  de  la  misma  tarifa.  Ninguna  dificultad  puede  ofrecer  la  liquidacióa 
del  Impuesto  por  este  concepto,  cuando  del  texto  expreso  del  contrato 
aparezca  determinada  con  toda  escrupulosidad  y  exactitud  la  cuantía  del 
suministro  en  razón  á  los  objetos  y  precio;  mas,  como  én  muchos  casos,, 
sobre  todo  cuando  el  contrato  se  refiere  á  adquisiciones  que  realizan  eo 
esta  forma  las  Corporaciones,  no  pueden  determinarse  con  la  esperada  y 
apetecida  exactitud  los  dos  puntos  indicados,  es  evidente  que  la  i>ase  im- 
ponible es  también  indefinida,  y  había,  por  tanto,  de  ser  objeto  especial 
de  la  previsión  del  legislador. 

Ocurriendo  á  ella,  dispone  el  reglamento  en  su  art.  46  que  «en  \i 
(contratos)  que  tengan  por  objeto  el  suministro  de  materiales,  ropai 
sustancias  alimenticias  ú  otros  efectos  muebles  destinados  á  establecí-^ 
mientes  y  obras  públicas,  provinciales  ó  municipales,  la  liquidacióa  se 
hará  desde  luego  por  el  total  importe  de  las  cantidades  cuyo  consumo  6 
necesidad  se  baya  señalado  en  el  presupuesto  con  sujeción  al  cual  se  ve- 
rifica el  contrato;  pero  una  vez  terminado  éste»  si  el  suministro  no  ha 
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biesé  aleanzjido  á  la  cifra  presupuesta,  el  interesado  tendrá  derecho  á 
ia  deTolacióD  del  exceso  de  lo  liquidado  que  resalte,  tomando  por 
base  el  valor  de  los  bienes  realmente  transmitidos,  cayo  extremo  se  hará 
constar  por  medio  de  certificación  librada  por  la  Corporación  que  contra- 
tara el  suministro».  De  lo  expuesto  se  deduce  que  la  liquidación  que  se 
practica  en  esta  clase  de  contratos,  aun  cuando  al  girarla  no  se  exprese 
así,  tiene  todo  el  carácter  y  condiciones  de  liquidación  provisional, 
puesto  que,  con  la  presentación  de  la  certificación  que  se  requiere,  hay 
méritos  bastantes  para  la  devolución  de  lo  pagado  por  impuesto  de  la  parte 
en  que  hubiere  excedido  lo  presupuesto  á  lo  suministrado. 

Como  al  comenzar  el  estudio  de  este  contrato,  como  materia  imponi- 
ble, hemos  sentado  que  el  tipo  de  exacción  era  el  mismo  que  el  corres- 
pondiente al  concepto  muebles  según  la  tarifa,  hemos  de  hacer  observar 
que  obedeciendo  la  tarifa  á  las  prescripciones  reglamentarias  y  dispo- 
niendo éstas,  de  acuerdo  con  la  ley,  el  beneficio  de  menor  tributación 
en  favor  de  los  establecimientos  de  heneficenexa  ó  instrucción  pública  en 
todas  las  adquisiciones  que  en  su  favor  se  realicen,  fijando  el  tipo  de  0,40 
por  400  sea  cual  fuere  el  título  por  el  cual  se  adquieran,  es  lógico  oue, 
cuando  de  estos  establecimientos  se  trate,  habrá  de  aplicárseles  al  liquidar 
el  Impuesto  el  concepto  de  Beneficencia  ó  el  de  Instrucción  pública^  se,- 
gún  los  casos. 

Pasando  á  la  materia  de  Sociedades^  objeto  de  la  pregunta  en  segun- 
do lugar,  comenzaremos  por  hacer  notar  el  criterio  de  protección  que  in- 
forma en  este  sentido  la  vidente  legislación,  puesto  que  tratándose  de 
verdadera  transmisión  de  bienes  muebles  ó  inmuebles  y  de  todas  clases, 
que  del  dominio  particular  de  los  socios  pasen  á  la  nueva  personalidad 
social  en  virtud  de  la  aportación  de  capital,  no  solamente  lo  exceptúa  de 
la  regla  general  en  el  momento  de  su  aportación  al  constituirse,  fijando 
el  tipo  de  0,50  por  400,  sino  que,  cuando  grava  las  transmisiones  reali- 
zadas por  virtud  de  la  disolución  social,  dispone  en  algunos  casos  que 
esa  adjudicación  devengue  solamente  el  0,25  por  400,  y  tratándose  de  so- 
ciedades anónimas  fija  el  0,40  por  400  por  emisión  y  amortización  de 
esas  obligaciones. 

Hay  gue  advertir,  en  todo  caso,  que  está  por  completo  exceptuada  de 
las  anteriores  prescripciones,  y  se  rige  por  reglas  especiales,  la  aporta- 
ción de  bienes  á  lá  sociedad  conyugal  y  contribuye  por  el  tipo  de  0,40 
por  400. 

Mas  si  es  cierto  que  la  ley  dispone  el  apuntado  beneficio  en  favor  de 
las  Sociedades  páfa  fomentar  su  útilísimo  desarrollo  y  multiplicación, 
también  lo  es  que  ha  de  tomar  precauciofies  de  todas  clases  para  que  no 
se  la  defraude,  ocultando  en  el  acto  de  la  disolución  los  bienes  que  real- 
mente constituyan  el  haber  social;  por  esta  razón  dispone  el  ^rt.  44  que, 
«en  los  documentos  relativos  á  liquidación  ó  disolución  de  Sociedades  se 
habrá  de  acompai^ar  forzosamente  copia  integra  j  autorizada  del  últi- 
mo balance,  cujro  resultado  podrá  la  Administración  comprobar  con  los 
libros  de  U  Sociedad  en  caso  de  duda»;  y  después,  que  cen  la  emisión  j 
amortización  de  obligaciones,  las  Sociedad^^s  habrán  de  presentar  certi- 
ficado del  acuerdo  en  virtud  del  cual  se  verifique  y  relación  de  los  títu- 
los con  su  valor  y  numeración*. 

Entrando  ya  á  determinar  las  disposiciones  que  rigen  para  la  exacción 

leí  Impuesto  al  disolverse  las  Sociedades  y  hecho  constar  que  los  bienes 

derechos  aportados  en  el  momento  de  su  constitución  contribuyen  en 

roporción  del  0,50  por  400  de  so  valor,  dice  el  art.  '43  del  reglamento. 
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Íiae  «igual  (^noU  satisfarán  al  tiempo  de  disolverse,  convertirse  Ó  t^ans- 
ormarse  dichas  Sociedades,  por  las  adjudicaciones  ó  transmisiones  qoe 
se  hagan  á  ios  socios  ó  á  otra  Sociedad¡de  los  bienes  que  constituyen  el 
todo  ó  parte  del  capital  social.  Si  en  estos  casos  se  adjudican  al  socio  la 
misma  clase  de  bienes  que  aportó  (tratándose  de  bienes  muebles,  porque 
los  inmuebles  deberán  ser  siempre  los  mismos  aportados  para  gozar  del 
beneficio),  sólo  pagará  el  0,25  por  400,  en  cuanto  no  exceda  lo  que  se  le 
adjudique  de  la  cantidad  aportada.  En  lo  que  la  adjudicación  ó  partici- 
pación exceda  de  lo  aportado  por  el  socio,  devengará  el  0,50  por  400». 
De  igual  manera  se  liquidará  el  Impuesto  cuando  se  modifique  la  Socie- 
dad por  la  separación  de  uno  ó  más  socios,  respecto  de  éstos^  sin  perjui- 
cio de  lo  que  en  concepto  de  prórroga  se  devengue  por  la  Sociedad  for- 
mada por  los  demás  que  continúen,  siempre  que  no  estuviese  previsto  el 
caso  en  la  escritura  fundamental  de  su  constitución. 

Cuando  las  Sociedades  emitan  obligaciones,  el  capital  efectivo  desem- 
bolsado por  los  obligacionistas  se  considerará  como  préstamo  y  satis- 
fará el  0,40  por  400,  tanto  á  la  emisión  como  á  la  amortización,  debien- 
do exigirse  el  Impuesto  por  este  último  concepto,  aunque  la  emisión  se 
hubiere  verificado  en  época  en  que  aquel  acto  no  estuviese  gravado,  sin 
perjuicio  de  que  cuando  las  obligaciones  tengan  el  carácter  de  hipoteca- 
rias, devenguen  además  el  impuesto  correspondiente  á  la  hipoteca  cons- 
tituida en  su  garantía.  En  todos  estos  casos  el  impuesto  se  liquida  y  exige 
á  la  Sociedad,  sin  perjuicio  qué  ésta  haga  efectivo  su  importe  de  los  obli- 
gacionistas cuando  proceda. 

Las  Sociedades  constituidas  para  la  explotación  minera  satisfarán  el 
impuesto  eátablecido  para  las  demás  Sociedades,  y  de  la  misma  snerta  e» 
aplicable  lo  expuesto  á  las  de  todas  clases  constituidas  éa  el  extranjero 
ó  en  territorio  español  donde  no  rija  este  reglamento,  pero  que  hagan 
operaciones  donde  el  citado  impuesto  se  exige;  debiendo  contribuir  por  el 
mismo,  y  en  la  forma  que  las  demás,  por  la  parte  de  capital  aportado  que 
destinen  según  sus  balances  á  dichas  operaciones  parciales. 

Por  una  ficción  legal  deducida  de  la  voluntad  presunta,  los  que  po- 
seen bienes  proindiviso  se  reputan  que  constituyen  sociedad  con  dichos 
bienes  como  capital,  y,  en  su  virtud,  dispone  el  reglamento  que  la  divi- 
sión material  de  las  cosas  poseídas  proindiviso  se  liquide  por  el  concepto 
de  disolución  de  sociedad,  siempre  que  el  título  de  adquisición  ho  pro- 
ceda de  herencia,  legado  ó  donación.  Claro  es,  que  razonando  en  el  misma 
sentido  que  informa  esta  disposición,  el  tipo  aplicable  será  el  correspon- 
diente al  caso  0n  que  en  la  disolución  de  sociedad  se  adjudiquen  á  un  so- 
cio los  mismos  bienes  que  aportó,  es  decir,  el  0,25  por  400. 

Mucho  habría  que  decir  en  la  materia  importantísima  de  la. disolución 
de  Sociedades,  con  solo  examinar  detenidamente  las  preinsertas  disposi- 
ciones, que,  no  obstante  su  aparente  precisión,  se  prestan  en  la  práctica  á 
distintas  interpretaciones,  dando  lugar  á  reclamaciones  contra  las  Oficinas 
liquidadoras,  no  siempre  resueltas  por  los  Centros  superiores  en  el  mismo 
sentido.  Así,  pues,  no3  abstendremos  de  entrar  en  esta  clase  de  conside- 
raciones, que  nos  llevarían  á  terreno  distinto  del  en  que  debemos  mante- 
nernos. 

Llegando  por  fin  á  la  última  parte  de  la  pregunta,  expondrenH)s  las 
disposiciones  que  rigen  la  materia  á  que  aquélla  se  refiere.  Para  evitar 
las  dilaciones  y  entorpecimientos  en  la  realización  deljmpuesto  que  for- 
zosamente tendrían  lugar  cuando  se  ignorase  el  valor  de  los  bienes  ó  de 
rechos  objeto  de  la  transmisión,  lo  mismo  que  cuando  en  los  documento' 
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en  que  se  eoostilayen  no  so  exprese  la  daradón  de  las  pensiones,  car- 
gas, etc  «impone  el  reglamento  á  loa  interesados  la  obligación  de  acom- 
pañar declaración  irmada  en  qne  lo  consignen,  por  lo  qoe  toca  al  primer 
caso;  y  disDone,  en  el  secando,  qne  las  pensiones  y  cargas  se  considera* 
rán  como  de  tiempo  ilimitado. 

En  los  .contratos  en  que  medie  precio,  annqae  éste  haya  de  entregarse 
A  plasos,  la  liquidación  é  inmediata  exacción  del  Impuesto  ha  dto  hacerse 
siempre  por  sa  total  importe.  También  es  oportuno  este  precepto,  qne 
evita  lo%  pagos  parciales  indispepsabl«s,  en  el  caso  de  qne  hubiera  de 
exigirse  el  Impuesto  por  la  adquisición  corresoondíente  á  cada  entrega 
de  precio;  y  muy  conforme  por  otra  parte  con  las  condiciones  que  la  ley 
civilexige  para  el  perfeccionamiento  de  los  contratos.  Mas  ha  de  enten- 
derse siempre  esto  con  absoluta  independencia  de  lo  procedente,  cuando  se 
trate  de  aplazamiento  de  precio  que  obedezca  al  cumplimiento  de  condi- 
ciones suspensivas  ó  resolutorias,  que  dan  lugar  eft  el  terreno  del  Im- 
puesto á  resoluciones  muy  distintas.  Para  estos  cases  dispone  el  regla- 
mento que  fcn  los  actos  6  contratos  en  que  medie  alguna  condición  sus- 
pensiva^  no  se  liquidará  el  Impuesto  basta  qne  ésta  se  cumpla»,  haciendo 
constar  el  aplazamiento  en  los  libros  de  la  Oficina  liquidadora  y  por  nota 
en  el  documenro;  mas  «si  la  condición  fuere  resolutoria,  se  exigirá  desde 
luego  el  Impuesto,  á  reserva  de  devolverlo,  con  deducción  del  50  por  400 
de  «n  importéis,  sea  cual  fuere  el  tiempo  que  hubiese  subsistido  el  acto^ 
causado  efecto  el  contrato.  Al  mismo  criterio  obedece  el  aplazamiento  de 
la  liquidación,  expresamente  fijado  en  el  reglamento  para  los  casos  de  li- 
tigio, transmisiones  mof-tii  cauta  de  la  nuda  propiedad,  'cuando  es  des* 
conocido  el  adquirente,  y  otros  semejantes. 

11.    Begku  especiales  referentes  á  la  liquidación  del  Impuesto  en  las 
sueesiontsneredUarias. 

Entre  las  reglas  especiales  contenidas  en  el  reglamento  del  Impuesto 
de  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes,  relativas  á  la  liquidación  del 
mismo  en  las  sucesiones  hereditarias,  figuran  en  primer  término  las  re- 
lativas á  la  fijación  ó  determinación  del  caudal  ó  base  liquidable,  conte- 
nidas en  los  articules  76  y  siguientes  del  regimentó,  con  arreglo  á  los 
cuales,  y  de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  art.  7.®  de  la  ley  de  31 
de  Diciembre  de  4881,  la  Administración,  por  medio  de  sus  agentes, 
puede  comprobar  en  todos  los  casos  el  valor  declarado  á  los  bienes  y  de- 
rechos reales  que  son  objeto  del  Impuesto,  con  los  datos  que  posea  y 
pueda  adquirir,  acudiendo  en  ultimo  termino  á  la  tasación  pericial,  en 
cu^ra  operación  se  dará  la  deliída  intervención  al  contribuyente.  "* 

Los  medios  ordinarios  de  comprobación  son  el  padrón  ó  amillara- 
miento  de  riqueza  territorial;  el  canon  de  superficie  respecto  á  la  pro- 
piedad minera;  los  precios  medios  de  venta  según  los  datos  existentes  en 
el  Registro  de  la  propiedad  ó  publicaciones  de  carácter  oficial;  el  precio 
en  que,  según  la  última  enajenación,  fuesen  vendidos  los  bienes  de  cuya 
transmisión  se  trate,  y  las  cartillas  evaloatorias  de  riqueza. 

La  tasación  pericial  se  considerará  como  medio  extraordinario  de 
comprobación,  debiendo  acudirse  á  ella  tan  sólo  cuando  los  ordinarios 
antes  indicados  no  produzcan  el  resultado  de  conocer  el  verdadero  valor 
de  los  bienes  y  derechos  reales,  6  cuando  los  interesados  no  acepten  el 
valor  que  la  Administración  señale,  ateniéndose  á  los  medios  citados. 

Sin  entrar  en  más  detalles  respecto  de  esta  materia  que  es  objeto  de 
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Otra  pregaoU  del  Programa^  debemos  maDifestar  qiie,  una  vez  fijado  el 
valor  de  los  bieoes  qoe  han  de  servir  de  base  á  la  liquidacíóD».  y  hecha 
la  oalificacióo  jarídica  del  acto  qae  conste  en  el  docomeoto  que  es  objeto 
de  la  liqaidación,  el  liquidador  habrá  de  ajustarse  principalflaente  á  las 
reglas  contenidas  en  los  artículos  99  y  siguientes  del  reglamento,  en  re- 
lación con  los  señalados  con  los  números  33,  34  y  siguientes,  teniendo 
en  cuenta  que,  la  adquisición  en  las  herencias  y  legados  se  entiende 
siempre  verificada  el  día  del  fallecimiento  del  cansante,  aun  oaando  se 
trate  da  sucesión  abinttstato,  y  sea  cualquiera  la  fecha  en  que  se  hsga  la; 
declaración  de  herederos. 

En  las  sucesiones  hereditarias,  cualesquiera  que  sean  las  particiones 
y  adjudicaciones  ^ue  los  interesados  bajean  por  su  conveniencia  propia  ó 
por  sus  fines  particulares,  han  de  considerarse  para  los  efectos  del  Im^ 
puesto  como  si  se  hubiesen  hecho  con  estricta  igualdad  proporcional  de  lo 
oueno,  mediano  é  inferior,  en  bienes  muebles  ó  inmuebles  y  derechos, 
ya  estén  éstos  sujetos  al  pago  ó  exentos  por  la  condición  del  territorio 
en  que  se  hallen  situados,  y,  ppr  consecuencia,  cualquier  aumeiita  que 
en  la  comprobación  de  valores  de  aquéllos  resulte,  se  prorrateará  entre 
los  tlistintos  adquireotes  ó  herederos. 

La  liquidación  que  en  cada  caso  habrá  de  girarse  á  nombre  de  cada  in- 
teresado ó  adqoirente  en  el  plazo  de  ocho  días,  á  contar  desde  que  fuese 
aprobada  la  comprobación  de  valores,  ó  en  que  el  interesado  se  conformase 
con  el  mayor  valor  resultante  de  la  misma,  se  ajustará  á  la  escala  gradual 
de  tipos  señalada  en  el  art.  24  del  reglamento,  según  el  cual  la  transmi- 
sión de  bienes  de  todas  clases  y  derechos  reales  que  se  verifique  por  aa- 
cesión  á  título  de  herencia,  legado  ó  donación  mortii  causa,  pagará  con 
arreglo  al  grado  de  parentesco  entre  el  causante  ó  donante  y  el  adquirente, 
con  sujeción  á  los  tipos  siguientes: 

Entre  ascendieates  y  descendientes  legítimos  ó. legitimados  por  snb* 
signiente  matrimonio,  4  por  100. 

Cónyuges  en  la  porción  ó  cuota  usufructuaria  que  adquieran  en  con- 
cepto de  legítima  ó  por  ministerio  de  la  ley,  4  por  40d. 

Ascendientes  y  descendientes  naturales,  los  hijos  legitimados  por  res* 
crípto  Real  y  los  adoptados,  2  por  400. 

Cónyuges  en  la  parte  que  exceda  de  la  legítima  asnfractuaria,  3 
por  400. 
.  Colaterales  de  segundo  grado,  4  por  400. 

Ídem  de  tercero  id.,  5  por  400. 

ídem  de  cuarto  id.,  €  por  400. 

ídem  de  quinto  id.,  7  por  400. 

ídem  de  sexto  id„  8  por  400.  « 

ídem  de  grado  más  distante  del  sexto  y  extraños,  9  por  400. 

Las  herencias  y  legados  en  favor  del  alma  del  testador  se  liquidarán 
á  razón  del  4  por  400,  y  si  fueran  á  favor  del  alma  de  otras  personas,  tri- 
butarán por  el  tipo  correspondiente  al  parentesco  que  exista  entre  éstas 
y  el  esusante  de  la  herencia  ó  legado. 

Si  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  838  del  Código  civil,  se  hiciera 
pago  al  cónyuge  de  su  haber  legitimario  en  forma  ó  concepta  distinto 
del  usufructo,  devengará,  no  obstante,  el  4  por  400;  pero  siempre  que  ea 
cantidad  ó  calidad  no  exceda  lo  que  se  le  adjudique  ó  reconozca  de  lo 
que  por  su  cuota  ó  legítima  le  corresponda.  En  lo  que  de  ésta  exceda  sa* 
tisfará  el  3  por  400. 

Se  ve,  por  tanto,  que  la  legislacito  vigente,  teniendo  en  cuenta  U  pro- 


LE0I8LAGIÓN  BEL  XIIFÜSSTO  BB  1>ZRBCH0B  REALES        6)9 

-ximidad  del  parentewe,  y  por  eonsig^alente,  la  espertoza  más  ó  menos 
remota  de  adqvirír  los  bienes  de  oDa  persona^  señala  distiotoa  tipos  á  cada 
^rado,  mayores  caaiito  más  se  alejan  del  causante,  principio  socialista, 
e«ya  defensa  no  tiene  otro  apoyo  qoe  el  interés  del  Fisco. 

Los  grados  de  parentesco  á  qoe  se  refiere  el  reglamento  son  todos  do . 
•eonsangainidad,  y  han  de  regularse,  as(  como  las  demás  cireDnslanciaf 
relativas  á  la  condición  j  capacidad  de  las  personas,  por  la  foy  civil. 
'    Los  parientes  por  afinidad  se  considerarán  extraños  para  los  efectos 
-del  Impuesto,  y  lo  mismo  los  parientes  natorales,  salvo  en  la  Hnea  recia. 

Loa  descendientes  en  linea  directa  de  los  hijos  legitimados  por  res* 
^plo  Beal  y  los  de  tos  adoptivos  serán  considerados  eomo  naturales*  con 
reisetóñ  «I  tegitiraante  ó  adoptante,  y  los  demás  parientes  lo  serán  con 
respecto  á  estos  üitimos.  como  extraños. 

'  Los  indicados  tipos  ae  liquidaciones qne  se  apHcan  síi^  distinción  á 
toda  clase  de  bienes  transmitidos  por  herencia^  legado  ó  donación  mor/ta 
^au$a,  no  excluyen  en  lo  que  á  pensiones  eonstitaidas  por  testamento  se 
refiere  la  aplicación  de  lo  preceptuado  en  el  art.  9.**  del  reglamento,  segikii 
el  eoal  pagarán,  si  son  yiHalioios  ó  un  tiempo  ilimitado,  el  9  por  400  iel 
•capital  de  la  pensión,  y  si  fuese  temporal,  el  0,40  por  40adel  ca|ntal  dov 
la  pensión  por  cada  dos  años  de  duración,  pero  sin  que  pueda  exceder 
•éel  t  por  40O  del  capital  do  aquélla.  El  importe  de  este  capital  se  fijará 
siempre,  en:  el  caso  de  sucesión  hereditaria,  á  ratón  del  5  por  400  sobro 
su  importe  anual.  ^ 

La  transmisión  por  herencia,  legado  ó  donación  moríis  eamsa  de  eré' 
<Kaos  ilíquidos  ó  de  cuantía  desconocida,  y  las  de  los  que  siendo  líquidos 
no  sean  exigibles  á  plazo  cierto  y  determinado,  no  contribuirán  hasta; 
qde  se  realicen,  previa  la  oportuna  garantía,  que  consistirá  en  una  obti- 
^eión  á  favor  del  Tesoro,  que  obrará  en  sus  Cajas  hasta  su  realiiaeióo. 

£1  plazo  para  presentarse  a  verificar  el  pago  del  Impuesto  correspon- 
diente á  dicha  transmisión  comenzará  á  contarse  desde  el  día  8iguie»te  ai 
«n  que  se  realice. 

Las  transmisiones  también  por  título  lucrativo  do  créditos  líquidos 
con  vencimiento  ñjo^  siquiera  no  sean  exigibles  de  presente,  contribuirán 
'desde  luego. 

Es  de  notar  eomo  regla  especial,  aplicable  á  esta  dase  de  transmisio* 
nes,  que  no  cabe  admitir  en  las  adjudicaciones  de  bienes  adqmridos  por 
herencia  la  de  bienes,  á  los  que  por  ser  de  dudoso  cobro  ó  por  otra  razón, 
-cualquiera  no  se  les  asigne  valor,  segiln  así  se  declaró  por  Real  orden  de 
1 4  de  Noviembre  de  4  89S. 

Cuando  el  testador  dispusiere  de  sus  bienes  sustituyendo  unos  here- 
deros á  otros,  se  pagará  el  Impuesto  en  cada  sustitución  con  arreglo  al 
parentesco  ^tre  el  sustituto  y  el  causante. 

Si  ios  herederos  instituidos  en  tal  concepto  no  tuviesen  derecho  en 
ningún  caso  á.  disponer  de  la  herencia,  ya  por  actos  entre  vivos  ó  por 
caujsa  de  muerte,  se  reputarán  como  meros  usufructuarios;  pero  si  no 
se  les  pone  aquella  limitación,  ó,  estableciéndola,  lo  fuese  con  condición . 
reitolutoria,  se  liquidará  por  la  plena  propiedad  sin  derecho  á  devolución 
alguna,  aun  cuando  por  cumplirse  la  condición  impuesta  haya  de  pasar 
la  herencia  al  sustituto  designado. 

Si  la  condición  impuesta  al  heredero  fuese  la  de  que  para  disponer  de 
08  bienes  libremente  haya  de<  acreditar  su  necesidad  enajenando  antes 
is  snyos  propios,  la  adquisición* se  entenderá  en  plena  propiedad  y  liquid- 
ará en  tal  concepto  cuándo  se  cumpla  la  condielóo.  Del  mismo  modo  so^ 
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liquidará  cuando  el  cumplimiento  de  la  condición,  con  tal  olqeto  impoes-^ 
ta,  dependa  de  la  exclasiva  voinniad  del  institoído  el  día  en  que  tengan 
efecto. 

Todos  los  tipos  de  liquidación  qae  se  señalan  en  el  art.  21  del  regk»' 
mentó,  se  aplican  á  las  adquisiciones  hereditarias,  tanto  en  plena  propie- 
dad como  en  usufructo;  pero  siendo  muy  distintos  los  derechos  qg«  99- 
adquieren  sobre  los  bienes  en  uno  y  otro  concepto,  el  legislador  ha  coi-' 
dado  siempre  de  establecer  una  distinción  entre  las  adquisiciones  en  plena, 
propiedad  y  en  usufructo. 

En  la  legislación  que  rigió  desde  4.^  de  Agosto  de  4845  á  31  de  Di* 
ciembre  de  4872,  esta  distinción  se  estableció  señalando  en  la  tarifa  tipoa^ 
deferentes  á  las  adquisiciones  de  una  y  otra  clase,  que  generalmente  eraa 
para  las  del  usufructo  la  cuarta  parte  de  los  señalados  á  ia  plena  propie^ 
dad;  pero  la  ^mplejidad  y  multiplicación  de  tipos  diferentes  que  esto- 
trajo  consigo,  hizo  necesario  adoptar  un  medio  que,  dando  el  mismo  i«» 
soltado,  evítase  aquellos  inconveniente^;  y  esto  se  consiguió  en  el  regla- 
mento de  44  de  Enero  de  4873,  rebajando  el  valor  que  había  de  servir  de- 
base para  la  liquidación  en  lugar  de  hacer  la  rebaja  en  el  tipo,  y  ijando^ 
por  tanto,  la  cuantía  de  aquel  derecho  en  el  25  por  400  del  valor  de  kS' 
bienes,  asignando  el  75  por  400  restante  al  valor  de  la  nuda  propiedad. 
Esta  legislación  ña  sido  la  vigente  en  esta  materia  hasta  que,  por  la  ley 
de  30  de  Agosto  de  4896,  se  ha  fijado  el  valor  del  usufroeto  en  el  ^0  por 
400  de  aquel  valor  y  el  de  la,  nuda  propiedad  en  el  50  por  100  restante. 
•  Por  virtud  de  esta  di^osición,  en  los  osufr^tos  de  carácter  generad 
constituidos  por  testamento  ó  por  ministerio  de  la  ley^  abonará  el  mu* 
fructuario  el  impuesto  que  le  corresponda  sobre  el  50  por  400  del  valor- 
total  de  los  bienes,  y  el  nudo  propietario  lo  satisfará  sobre  el  60  por  10^ 
restante,  sin  perjuicio  de  que  en  su  día^  cuando  por  extinguirse  el  ñau*, 
fruoto  se  consolide  en  él  la  plena  propiedad,  complete  el  pago  del  im- 
puesto abonando  el  que  proceda  por  el  resto  del  valor  de  los  bienes  ad- 
quiridos. 

Esto  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  52  del 
reglamento,  respecto  del  caso  en  que  el  nudo  propietario  sea  incierto^ 
con  arreglo  á  los  principios  generales  del  derecht),  pues  entonces  se  apla- 
zará el  pago  del  Impuesto  correspondiente  á  la  nuda  propiedad  hasta  qae- 
paeda  hacerse  la  determinación  de  la  persona  del  heredero  nudo  propio-* 
tarío. 

£1  fundamento  de  esta  excepción  se  encuentra  en  el  principio  generai^ 
de  suspensión  de  la  exacción  del  Impuesto  en  las  adquisiciones  afectaa  de- 
una  aondición  suspensiva,  pues  claro  es  que  reúne  este  carácter  la  que 
auspende  la  determinación  de  la  persona  del  heredero. 

Es  de  notar  también  en  esta  materia,  aunque  ligerameate,  por  ser  lo 
relativo  á  cargas  deducibles,  objeto  de  distinta  pregunta  del  Programa^ 
que  en  la  fijación  del  valor,  base  de  la  liquidación,  se  han  de  tener  ea 
cuenta  las  cargas  deducibles,  con  arreglo  á  los  articules  74  y  75  del  re- 

f  lamento;  que  las  pensienes  que  los  padres  constituyen  á  favor  de  sos> 
ijos  con  ocasión  del  matrimonio  se  liquidarán  por  el  concepto  de  anti* 
cipo  de  legítima  sobre  el  capital  de  las  mismas,  debiendo  tomarse  ea 
cuenta  al  liquidar  la  testamentaría  las  sumas  satisfechas  en  este  conoepto* 
siempre  que  su  importe  se  colacione,  y  finalmente,  que  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  403  del  reglamento,  en  las  liquidaciones  por  trans- 
misión de  metálico  y  bienes  muebles  por  título  de  legado  é  donación  mor-' 
iis  cau$ay  los  herederos,  testamentarios  ó  cumplidores  de  las  últimas  vo- 
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kttiftday,  Maráa  dif eetaiDeste  ohligadotásiipigo  si  los  interesados  4 
€«yo  csf po  se  giraran  no  lo  verífiean,  an  enyo  caso  deseootarán  la  ean* 
tídad  ttUsfscha  por  el  impoesto  de  los  bienes  en  que  el  legado  ó  dona.* 
eiAa  «OBsisla. 


'IB.  lÁquidafíión  de  la  tranmmtián  de  erédUim  á  titulo  lucrativo  de 
Íú§  eomiratot  eondicionalii,  nuloi  y  r«sctn¿f6Íet,  y  dis  la$  adquitieione$  en 
virtud  de  retracto  legah 

Al  tnuar  de  la  liqoidaei6n  del  Impneslo  por  (ransmisíóB  de  eiédttos^ 
lo  pnmero  900  oeorre  es  examinar  ol  títolo  de  (ransmisión,  qne  paede. 
ser  oneroso^  laorativo,  y  despees  la  coantía  ó  entidad  del  crédito.  Níb« 
nna  difienltad  oCreee  la  liwiidacíón  en  el  easo  de  transmisión  á  títa^ 
lo*  oneroso -de  oréditos  líquidos  de  cnantta  conocida,  pnesse  rednca  en> 
esté  «1^  á  aplicar  diraclamenle  el  tipo  de  imposición  al  precio,  qne  ee4a 
búa  imponible.  Tampoco  ofrece  dada  la  iransmiáón  por  litólo  lueraHv^ 
enciédito  de  cnantía  conocida,  poea  se  aplica  eb  la  misma  forma  por  et 
cooiM|ilo  de  ieiHiaoMet.  Mas  cuando  se  trata  de  etódttos  iUquidos  jó  de 
cnantía  desconocida,  y  de  los -qne  siendo  líquidos  no  sean  exigiUes  á 
ptaio  oierto  y  determinado^  falta  la  baso  de  imposición  en  un  caso  y  la 
verdadera  transmisión  de  dominio  en  el  otro;  dificultades  que  obvia  el 
n^anaeitto,  disponiendo  qne  cno  contribuirán  hasta  qne  se  realicen,  prot. 
vía  la  oportuna  garantía,  que  consistirá  en  una  obligación  á  favor  de) 
Tesoro, qne  obrará  en  sns  Cajas  hasta  sn.realiBacióo.  £1  plaio  para  pre- 
sentanea verificar  el  pago  del  impuesto  correspondiente  á  dicha  trans- 
misión, comenzará  á  cootarse  desde  el  día  siguiente  al  en  que  [se  realice»* 
Ia  tranamiaión  también  por  titulo  Incrativo  de  créditos  líquidos  ton  ven- 
eiaucttto  fijo,  siquiera  no  sean  exigiblea  de  presente,  contribuirá  desda 
inego. 

Eatraado  i  eitmniaar  las  transmisiones  condicionales,  estid^leeereaos» 
siguiendo  el  reglamento,  la  distinción  capital  de  condiciones  suspensi-** 
naa  f  resoAotorias,  poeslo  qne,  como  vamos  á  ver,  producen  efectos  com- 
pkstamente  distintos  al  liouidar  el  Impuesto.  «En  los  actos  ó  contratoa 
en  qut  medie  alguna  conoición  snspenslv^r  no  se  liquidará  el  impuesto 
hasta  qne  ésta  se  cumpla,  hacendóse  constar  el  aplazamiento  de  la  li«. 
qiñdación  en  los  libros  de  la  Oficina  liquidadora,  y  por  nota  en  el  docn^ 
mentó,  á  fin  de  que  conste  dicha  circunstancia  en  la  inscripción  de  loa; 
bioneaa;  precepto  ajustado  á  la  razón,  porque  seria  inicuo  exigir  el  pago 
por  ona  transmisión  qne  no  es  efectiva  haau  qne  tenga  cumipTimiento  la 
eondicién  estipulada.  Razonando  en  sentido  opuesto,  y  atendiendo  á  quo 
oícsmptimiento  de  la  condición  resolutoria  representa  algo  como  la  res** 
oisióa  de  lo  convenido,  y  no  existe,  por  tanto,  en  provecho  del  adqnirmta 
la  otilidad,  razón  del  Impuesto,  de  una  manera  perdurable,  la  ley  dispone 
oon  aaserto  que  «si  la  condición  fuere  resolutoria,  se  exigirá  desde  luego 
el  knpaesto,  á  reserva  Se  devolverlo  con  deducción  del  50  por  400  desn 
imperte  por  el  tiempo,  sea  el  que  fuere,  que  hnlnere  subsistido  el  acto  6 
cansado  efscto  el  contrato». 

'  Bn  el  mkmo  criterio  se  inspira  el  reglamento  al  estsái)lecer,  que  cenando 
no  poeda  conocerse  de  una  manera  cierta  en  h^ivknsmmoMs  mor Üicauín^ 
onién  sea  el  adfuirente  de  la  nuda  propiedad,  se  aplazará  la  liquidación 
oel  Impuesto,  y  no  tendrá  lugar  ésta  hasta,  qne  ^u^a  hacerse  dicha  de* 
terminación»;  puesto  que  tratándose  de  persona  incierta  para  la  adquisi-' 
-íón,  habrá  que  esperar  foizosamente  para  exigir  el  Impneato,  que  aode- 
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termine  en  forma  legal  la  persona  obligada  por  la  ley  i  satisliieerfo.  flc^ 
Liera  sido  may  de  alabar  qoe  la  vigente  legislación,  ateniéndose  i  r<  lO'* 
naiiles  precedentes,  consignara  el  mismo  aplazamiento  para  todos  los  ea* 
sos  en  qne  se  transmita  aisladamente  la  nnda  propiedad,  qne  si  tratándose 
de  bienes  inmuebles  poede  ser  utilizable  con  más  6  menos  facilidad  por 
el  adqairente,  es  en  cambio  may  difícil  de  enajenar,  y  siempre  en  eoadi- 
cienes  onerosísimas,  si  se  trata  del  nsnfrncto  de  bienes  maebles,  como  el 
metálico  y  valores. 

También  son  may  dignos  de  estudio,  y  por  tal  razón  el  legislador  les 
dedica  preferente  atención,  los  efectos  qoe  en  la  eontrataeíófl  producen 
la  nulidad  y  rescisión  de  los  actos  y  contratos.  Es  evidente  que  el  acta 
nalo  ó  el  contrato  rescindido  no  produce  todos  loa  efectos  de  vno  per*- 
feeto  é  irrevocable,  y  natural,  por  consiguiente,  que  la  ley  no  los  equipa* 
re;  mas  como  se  prestaría  á  innumerables  abusoa  la  devoluefón  en  ledo 
caso  del  impuesto  satisfecho- por  actos  de  tal  naturaleza,  no  puede  quedar 
sujeta  á  la  voluntad  de  los  contratantes  la  determinación  de  la  causa  orí» 
gen  de  la  devolución.  Así,  pues,  dispone  el  reglamento  la  necesldid  do 
que  la  rescisión  ó  nulidad  se  declare  judicial  ó  adminislrativamewie)  y 
concreta  el  caso  en  tos  siguientes  términos: 

«La  nulidad  y  rescisión  de  los  actos  ó  contratos,  cuando  se deelare  ju- 
dicial ó  administrativamente,  y  se  acredite  que  dichos  aetoa  ^  eonlratoo 
Bo  produjeron  ningún  efecto  lucrativo  á  la  persona  á  quien  penndiqoe 
aqnella  declaración,  darán  derecho  á  que  se  devuelva  la  cantidad  quo 
se  hubiere  abonado  por  el^  Impuesto,  siempre  qne  se  reclame  dentro  de 
los  cinco  años  siguientes  á  la  fecha  de  la  resolución  judicial  ó  adminis- 
trativa.» 

«Si  el  contrato  ó  acto  que  se  anule  ó  rescinda  produjere  algtfn  efecto 
lucrativo,  sólo  procederá  la  devolución  del  50  por  400  del  Impuesto  sa- 
tisfecho.» 

.    cSi  la  rescisión  86  verifica  voltrntariamenie  por  mutuo  acuerdo  de  las 
partes  contratantes^  no  habrá  In^ar  á  la  devolución  de  lo  pagado  » 

Tratando,  por  fin,  de  la  liqui^ción  del  Impuesto  por  adqmieioaes 
en  virtud  de  retracto  legal,  haremos  observar  qne,  en  tal  caso,  eooao  al 
retraer  se  rescinde  la  primitiva  enajenación  sin  que  cause  efecto  algmo, 
es  indudable  que  el  retrayente  adquiriere  de  nuevo  por  título  de  venta, 
quedando  subrogado  en  los  derechos  del  primer  comprador;  perú  obligado 
el  retrayente  por  la  ley  civil  á  reintegrar  al  primitivo  comprador  lodos 
los  gastos  y  pagos  legítimos  realisados  por  razón  de  ia  venta,  el  regla* 
mentó  dispone  que  «el  que  adquiere  una  finca  ó  derecho  real  enajenable 
á  virtud  de  retracto  legal,  no  está  obligado  á  salisfiícer  el  Impuesto  si  el 
comprador  ó  adqairente  de  quien  la  retrae  lo  hubiere  satisfecho  ya«  e«yb 
Impuesto  se  aplicará  al  primero,  por  estar  subrogado  en  el  segundo,  á  te- 
nor de  lo  preceptuado  en  el  art.  1518  del  Código  civil»;  por  donde  sé  ve' 
(¡ue  es  condición  precisa,  para  la  exención  de  ^go  dei  retrayeala,  la 
justificación  de  haber  tenido  lugar  por  el  primitivo  comprador.  Si  soitiere 
el  caso  de  que,  por  no  haberse  presentado  todavía  á  liquidación  el  doca* 
mentó  otorgado  con  ocasión  de  la  primera  venta,  «se  presentase  á  la  Tes 
á  la  liquidación  del  Impaesto  la  escritura  del  retrayente  y  ia  del  com- 
prador de  quien  se  retrae,  sólo  se  liquidará  la  primera,  haciéndolo  oons- 
tar  así  en  la  seganda  por  medio  de  la  nota  oportuna»;  puesto  que  sería 
inútil  practicar,  en  razón  á  la  primera  venta,  una  liquidación  qoe  en  ri* 
gor  está  obligado  á  satisfacer  el  retrayente  por  dispoúeión  legal. 

Aun  cuando  no  sea  materia  cuyo  estudio  prevenga  el  enuneiado  (* 


\ 
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«SU  pregvtiUt  M  o^rlQQo  eónsigoM  que  roebaEsdp  por  la  ley  el  eon- 
cepto  4e  condición  resolntoría  qoe  se  qniso  atribair  en  el  terreno  del  ini* 
puesto  á  Us  retroveatM  eoDvencionsks,  j  déscarladOf  por  tanlo^  el  ima-» 
gÍDsrío  derecho  A  devolución  en  caso  de  retracto,  la  legislación  vigente, 
ne.sólo  grava  las  ventas  eon  pacto  de  retro  de  la  misma  manera  que  tas 
no  condicionales,  sino  qne  impoiie  gravamen  al  aeto  de  ejercitar  el  dere^^ 
cho,  así  como  al  de  la  transmisión  &  este  derecho  por  contrato  y  por  he«^ 
reoeía,  annqne  disUogsiéndolos  «n  cnanto  á  la  base  y  tipo  de  liquidación . 

iS.  Det»rmineí6v6n  del  valor  ó  ba»e  e&ntri^mtwa  tn  las  trcmammé- 
nm  de  Mettei,  én  ia$  derechos  y  en  ío§pré$tamo$  de  cuantía  deBeonoei- 
da.'^Ciéándo  te  ontieñden  trammUidoi  oienes,  y  euétndo  derechos. 

El  Ispuesto  de  derechos  reak»>y  transmisiones  qoe  por  regla  general 
grava  Ja  rtqQeía,  ó  sea  el  capital  en  el  momento  de  verificarse  sa  trans- 
misión ó  de  realiBarse  BB  aquélla  determioadas  manifestaciones,  y  qoe  se 
determina  en  cnanto,  á  sa  cuantía  por  nn  tanto  por  ciento  consignado 
en  las  tarifas,  exige  indispensablemente  eojno  primer  término  de^la  reíla^ 
ción  qoe  esto  entraña,  la  fijación  del  valor  ó  base  eontribativa.  Lá  fija* 
cióo  <M  cata  base  obedece  al. principio  general  contenido  en  eX  párrafo 
primevo <l4^1ari.. 67  del  reglamento,  según  el  ciuti  la  base  para  la  liqni* 
dadbóo  del  Impaeeto  es  el  verdadero  valor  de  los  bienes  y  derechos  so- 
jetos  al  mismo. 

£^  principia  de  anidad  en  la  muteria.no  excluye,  sino  antes  bien 
exige,  la  conveniente  variedad  en  la  determinación  delvalor  en  cada  nna 
de  las  distlntaa jnanifestaciones  de  la  riqueza,  á  lo  cual  atiende  el  mismo 
artículo,  ordenando  que  el  valor  de  los  bienes  se  fijará,  ó  aceptando  el 
qne  resulte  del  precio  en  venta,  ó  el  declarado  por  los  interesados,  ó  el 
que  se  obtenga  por  la  comprobación  administrativa. 

.  Tratándose  de  traosmisiones  de  bienes  ó  derechos  reales,  se  tomará 
como  base  para  la  liquidación  el  precio  en  venta  cuando  se-  trate  de 
traasmisiones  á  titulo  oneroso,  ea  que  los  interesados  ó  contratantes  te 
hayiA  fijado  en  el  contrato,  y  no  existan  motivos  fundados  para  suponer 
disminuidos  los  valores  declarados;  en  todos  los  demás  casos,  la  Admí<r 
ttistración,  partiendo  de  los  valores  declarados,  fija  el  verdadero  valor 
de  los  mismos,  al  efecto  de  considerarle  como  base  contributiva,  en  vista 
del  resultado  de  k  com|»rohación  de  valores,  que  habrá  de  practicarse 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  los  artículos  76  y  siguientes  del  re* 
glamento  de  4.**  de  Septiembre  de  4896,  reglas  de  que  no  podemos  ocu- 
parnos aquí,  por  ser  objeto  especial  de  otra  pregunta  del  Programa. 

.  No  podemos  dispensarnos,  sin  embargo,  de  consignar  que  entre  las 
disposiciones  que  se  han  de  tener  presentes  para  fijar  el  líquido  capital, 
precio,  valor  ó  estimación,  qoe  constituye  la.  base  de  la  liquidación  del 
Impueeto,  figura  como  aaa  de  las  más  importantes  la  rdativa  á  determi- 
nar la  cuantía  y  clase  de  las  cargas  dedocibles. 

Por  tales  se  entienden  las  que  disminuyen  realmente  el  capital,  precio, 

valor  ó  estimación  de  la  cosa,  ó  sean  censos,  pensiones  ó  demás  grávame* 

nes  de  naturaleza  perpetua,  temporal  ó  redimible  i)ue  afecten  á  los  bienes; 

To  no  las  hipotecas  en  garantía  de  préstamos,  ni  las  fianzas  constituidas 

>bre  losJnmaebles  ó  derechos  reales,  salvo  ú  caso,  en  las  transmisiones 

^iis  eanta,  de  existir  deudas  hertditariaSy  siempre  que  se  acredite  sa 

istencia  en  la  forma  que. ex  presa  el  art.  75  del  reglamento,  por  medio 

íHocaateato  pilblioo  ó  privador  de  indudable  legitimidad  y  bastante  1 
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htoer  fe  en  jaicio,  con  arreglo  á  lo  prev.eaido  en  ei  art.  4419  de  la  ley  de 
Enjaiciamiento  civil. 

El  valor,  base  de  la  líqaidación  de  loa  dereehes  reales,  se  fijará  con- 
forme á  las  siguientes  reglas: 

4.*  El  de  cada  uno  de  los  derechos  de  osufrneto,  nuda  propiedad ^ use 
y  habitación,  se  estimarán  en  el  %ti  por  400  del  valer  de  la  inca  ó  capital 
transmitido. 

t.*  En  los  nsafrnctos  de  carácter  general  constituidos  por  testamen  U> , 
abonará  desde  luego  el  usufructuario  el  impuesto  que  le  corresponda  sobre 
el  50  por  400  del  valor  total  de  los  bienes,  y  el  nudo  propietario,  salvo  el 
caso  de  que  fuere  incierto^  lo  satisfará  sobre  el  50  por  4Q0  restante^  sin 
perjuicio  de  que  al  extingairse  el  usufructo,  y  cuando  por  esta  eaasa  se 
consolide  en  él  la  plena  propiedad,  complete  el  pago  del  Impuesto,  abo- 
nando el  que  proceda  por  el  resto  del  valor  de  los  bienes  transmitidos. 

La  transmisión  por  titulo  oneroso  de  los  derechas  de  usufructo,  aso, 
habitación  y  de  la  nuda  propiedad  ya  constituidos,  se  sujetará  á  la  regla 
general  que  señala  como  base  el  precio  del  contrato,  salvo  la  facultad  de 
la  Administración  para  comprobarlo,  cuando,  con  relación  al  valor  de 
los  bienes  sobre  que  están  constituidos,  puedan  estimarse  los  valores  por 
la  comparación  entre  el  valor  asignado  en  el  contrato  y  el  que  resulte 
de  la  valoración  fijada  por  el  reglamento  en  las  disposiciones  precitadas. 
Lo  mismo  sucede  en  las  transmisiones  por  cualquier  titulo  de  los> censos^ 
aparte  de  las  reglas  consignadas  para  la  determinación  del  valor  en  las 
constituciones  y  redenciones  de  los  mismos,  que  sen  objeto  de  otra  pre- 
gunta del  Programa. 

La  base  de  liquidación  de  los  préstamos  simples,  ó  sean  sin  hipoteca» 
es  siempre,  en  los  que  se  hacen  en  metálico,  la  cantidad  entregada  en  tal 
concepto,  ó  la  soma  que  el  prestatario  reconoee  adeudar,  y  en  otro  caso, 
el  valor  de  las  cosas  que  se  dan  en  mutuo,  con  arreglo  al  art.  4754  del 
Código  civil;  pero  como  pueden  otorgarse  contratos  de  préstamos  en  que 
no  se  determinen  desde  luego  su  eoantia,  como  sucede  en  los  créditos  con 
garantia  de  efectos  públicos  ó  en  las  cuentas  corrientes  que  se  abren  á 
favor  de  determinada  persona,  siempre  oue  esto  se  consigne  por  eontrato 
ante  Notario^  ó  por  documento  autorizado  por  funcionario  administrativo 
ó  judicial,  ó  en  los  que  intervenga  Agente  de  Bolsa  ó  Corredor  de  Comer- 
cio, en  todos  estos  casos  tendrá  lugar  la  liquidación  y  exacción  del  Im- 
pnesto,  asi  como  la  fijación  del  capital,  al  liquidarse  anualmente  el  cré- 
dito, ó  antes,  si  antes  terminase  la  operación;  determinándose  en  uno  y 
otro  caso  dicha  cuantía  por  el  importe  del  capital  que  realmente  hubiere 
utilizado  el  prestatario,  que  se  obtendrá  por  el  que  resulte  de  la  eapitali-. 
zaeión  de  los  intereses  devengados  al  tipo  á  que  se  hubiese  hecho  la  ope- 
ración. 

Por  virtud  de  esta  disposición,  el  liquidador  á  quien  se  presente  na 
documento  de  esta  clase,  tiene  el  deber  de  consignar  en  la  nota  que  ha- 
brá de  estampar  en  el  documento,  la  obligación  que  tiene  el  prestatario 
de  presentarse  anualmente  á  liquidar  el  Impuesto  que  corresponda. 

De  lo  anteriormente  expuesto  se  deduce,  como  resumen  ó  aelaraciói 
del  sentido  del  texto  legal,  que,  cuando  por  virtud  de  un  contrato  ó  d 
sucesión  testamentaria  ó  intestada  en  el  caso  del  nsufrnoto  vidual,  i 
transmiten  con  separación  los  cuatro  derechos  mencionados  de  nada  pío 
piedad,  usufructo,  uso  y  habitación^  se  fijará  el  valor  de  los  mismos,  e^ 
cada  uno  de  los  dos  primeros,  en  el  50  por  400  del  valor  de  los  bienei 
que  afectan,  y  en  los  dos  últimos,  en  el  S5  por  400  de  este  misino  val 
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En  el  re^amento  de  15  de  Septiembre  de  4892»  se  eomidertba  coa 
mayor  exaetítiid  matemática  qne  cada  uno  de  dichos  derechos  rcpreseiH 
taba  el  %$  por  400  del  valor  de  ]os  bienes,  de  donde  se  dednee  que  §t  foere 
posible  transmitir  simnltáneamente  á  diferentes  personas  ceda  uno  de  di* 
ebos  cuatro  derechos,  forzosamente  habría  de  liquidarse  con  exceso  so- 
bre el  valor  del  inmueble,  6  no  infringirse  el  precepto  reglamentario; 
pero  en  la  práctica  no  puede  haber  dincultad,  pues  no  se  concibe  fáeil»> 
mente  la  transmisión  de  los  dereebos  de  uso  y  habitación  separados  de 
los  del  usufructo,  y  la  regla  fijada  es  más  bien  una  relación  respecto  al 
valor  total  del  inmueble  que  una  verdad«m  distribución  de  este  valor 
en  partes  alícuotas. 

£1  art.  68  del  reglamento  determina  que  las  mencionadas  reglas  de 
valoración  *de  ios  derechos  citados  es  aplicable,  en  general,  cuando  se 
trate  de  la  transmisión  particular  de  alguno  ó  algunos  de  ios  mismos  de*- 
reebos,  siendo  preciso,  conforme  al  artículo  siguiente,  para  que  se  estimen 
transmitidos  derechos  y  no  bienes,  que  el  que  transmite  se  reserve,  ó  la 
nuda  propiedad,  ó  alguna  ó  algunas  de  las  servidumbres  personales  refe- 
ridas en  la  regla  4.*  del  art.  €7,  ó  sean  las  de  uso  ó  habitación. 

Si  se  reservase  algAn  derecho  real,  pensión,  censo,  servidumbre  t 
otro  análogo,  se  reputará  el  acto  eomo  transmisión  de  bienes  y  no  como 
transmisión  de  derechos. 

La  razón  de  esta  dilerenoia  se  encuentra  en  que  la  legislación  del  Im- 
miesto  no  admite  otras  fartieipuionéi  del  dominic  que  fas  de  los  cuatro 
detechos  citados,  pues  loa  demás  derechos  reales  se  consideran  única- 
mente como  liwíitaeianes  de  aquél,  y  por  consiguiente,  tratándose  del 
caso  previsto  en  este  último  párrafo,  ó  sea  cuando  el  transmiten  te  se  re* 
serve  el  derecho  de  censo,  servidumbre,  pensión,  etc.,  se  liquidará  el  Ini» 
puesto  á  favor  del  adquirente  sobre  la  totalidad  del  valor  de  los  bienes 
transmitidos,-  sin  dednedón  alguna,  y  se  liauidará  asimismo  á  favor  del 
Iransmitente  la  constitución  del  derecho  real  de  censo,  servidumbre,  pen* 
sión  n  otra  oue  corresponda;  no  conteniendo  otra  disposición  especial  la 
legislación  nscai  eneste  punto  que  la  consignada  en  el  art.  9.*^  del  regla- 
mento vigente,  acerca  de  la  liquidación  de  las  pensiones  que  ee  constitu- 
yan á  cambio- de  la  cesión  de  bienes,  en  las  que  el  Impuesto  correspon- 
diente al  valor  de  ios  bienes  cedidos,  en  cuanto  no  exceda  del  itpporte  del 
eapiul  de  la  pensión,  no  se  satisface  hasU  que  ésta  se  extingue. 

14.  Cómo  se  ¡iquiia  ta  adqumeión  del  dominio  de  hienei  hecha  por 
quien  tenia  $obre  elUm  algún  derecho  real— Cómo  la  tranemitién  de  de- 
rechoi  y  accionei. 

De  los  términos  en  que  aparece  redactada  esta  pregunta  del  Programa 
pudiera  creerse  que  se  trataba  de  la  liquidación  de  actos  ó  contratos  en 
cuya  virtud  se  transmitan  bienes  en  favor  de  persona  que  tuviese  sobre 
ellos  un  derecho  real  de  cualquiera  clase;  mas  como  en  este  caso  podría 
darse  á  la  pregunta  una  contestación  que,  por  lo  extensa,  ocuparía  más 
lugar  que  el  conosdido  á  ésta,  debemos  suponer  que  la  pregunta  se  con«^ 
creta  al  caso  en  que  el  adquirente  de  los  bienes  ó  derechos  sea  ya  dueño 
de  alguno  de  los  derechos  de  usufrueto^  uto,  habitación  ó  nudapropié* 
dad  en  los  bienes  transmitidos. 

Partiendo  de  esta  base,  y  teniendo  en  cuenta  que  la  de  liquidación  del 
mpuesto  hade  ser  fijada  por  la- Administración,  comenzaremos  por  son- 
dar queda  base  para  la  liquidación  del  impuesto  es  el  verdadero  valor 
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úe  los  bienes  y  derechos  sojetos  al  mismo»,  entendiénjAose  que;  para  de- 
terminarlo, se  atiende  en  los  bieneM  al  precio  en  venta,  al  declarado  por 
los  interesados,  ó  al  que  se  obtenga  por  la  comprobación  administrativa 
(por  las  cotizaciones  oficiales  en  los  valores  cotizables,  y  por  la  capitali- 
•laeión  al  5  por  400  del  líqaido  imponible,  por  territorial,  en  los  inmue- 
bles); y  el  de  los  derechos^  en  la  forma  que  expresa  el  art.  67  del  vigente 
regílamento. 

Refiriéndonos  á  los  cuatro  derechos  anteriormente  nombrados,  y  qne 
el  reglamento  califica  de  servidumbres  personales^  hemos  de  empezar 
por  examinar  la  consideración  qae  tienen  en  el  terreno  del  Impuesto  se- 
gún los  casos. 

Hasta  la  vigente  en  la  actualidad,  se  atribuía  por  hts  leyes  anteriores 
á  \sí  plena  propiedad  un  valor  de  400  unidades,  y,  en  su  consecuencia, 
cada  uno  de  los  enunciados  derechos,  cuando  se  transmitía  por  separa* 
do,  se  valuaba  en  el  25  por  400  del  valor  totat,  no  siendo  en  el  caso  de 
usufructo  general  constituido  por  testamento  ó  por  ministerio  de  ia  ley, 
pues  entonces  se  estimaba  el  usufructo  en  el  25  por  400  y  la  nuda  propie- 
dad en  el  75  por  400  restante.  No  hacemos,  pues,  hincapié  en  este  punto, 
por  cnanto,  modificado  este  criteiio  por  la  vigente  ley,  sólo  tienen  impor- 
tancia en  la  liquidación  de  los  actos  causados  con  anterioridad  que  se 
presenten  al  pago  por  extinción  de  los  relacionados  derechos. 

Eo  el  día  se  estima  el  valor  dé  cada  uno  de  los  derechos  de  usufmóio  y 
vwia  propiedad  en  el  50  por  400  del  valor  de  los  bienes,  y  el  de  los  de  uso 
y  hahitaeiáu  en  el  25  por  400,  cada  uno,  del  valor  de  los  miunos  bienes 
sobre  que  están  constituidos.  Esto  en  el  caso  de  transmitirse  aisladamente; 
porque  «en  los  usufructos  de  carácter  general  constituidos  por  testamento 
ó  por  ministerio  de  la  ley,  abonará  el  usufructuario  el*  impuesto  que  le 
corresponda  sobre  el  50  por  400  del  valor  total  de  los  bienes ,  y  el  nudo 
propietario  (salvo  lo  dispuesto  en  el  cmo  de  que  éste  sea  incierto)  lo  sa- 
tisfará sobre  el  50  por  400  restante;  sin  perjuicio  de  que ,  en  su  dia,  cuando 
por  extinguirse  el  usufructo  se  consolide  en  él  la  nuda  propiedad,  com- 
plete el  pago  del  impuesto  abonando  el  que  proceda  por  el  resto  del  valor 
de  los  bienes  adquiridos».  Esta  diferencia  de  efectos,  según  la  forma  de 
transmisión,  la  establece  más  concretamente  el  reglamento  en  su  art.  68, 
que  dice  que  «la  regla  4.*  de  las  expresadits  en  el  artículo  anterior  es 
aplicable  en  general  cuando  se  trate  de  la  transmisión  particular  de  ala- 
guno ó  algunos  de  los  derechos  que  en  ella  se  consignan»,  fijando  en  el 
69  que  «para  que  se  consideren  transmitidos  derechos  y  no  bienes,  á  los 
ef^^ctos  dei  articulo  anterior,  es  preciso  que  el  que  transmite  se  reserve^ 
ó  la  nuda  propiedad,  ó  alguna  ó  algunas  de  las  servidumbres  personales 
referidas»;  pues  «si  se  reservase  algún  derecho  real,  pensión,  censo,  ser- 
vidumbre ú  otro  análogo',  se  reputará  el  acto  como  transmisión  de  bie- 
nes y  no  como  transmisión  de  dtrechos».   ' 

Ahora  bien:  d  que  es  dueño  de  alguno  de  tos  derechos  de  que  trata- 
mos, constituido  sobre  bienes  cuja  propiedad,  en  el  resto  del  domi- 
nio desmembrado,  adquiere  por  virtud  de  nueva  transmbión,  ¿en  qu¿ 
forma  y  cuantía  ha  de  satisfacer  el  impuesto  correspondiente  á  esta  p 

gunda  adquisición?  Si  por  la  primera  ha  pagado  ya  en  proporción  i 
ase^  establecida  por  la  ley  como  valor  del  derecho  ó  derechos  que  co 
anterioridad  adquirió,  no  seria  justo  que  en  la  segunda  transmisión  dr 
vengara  el  impuesto  por  el  total  valor  de  loa  bienes  que  vienen  á  consl 
toirse  en  su  dominio  pleno  por  tal  acto,  sino  que  es  lógico  que  se  tenf 
«n  «uenta  lo  primeramente  satisfecho  y  su  cómputo  pan  el  segundo  paf 
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Cooforrae  U  vigente-  legislación  coa  lo  eipnesto,  previene  en  su  ar- 
ticulo 70,  que  venando  el  qne  adqaiere  la  nuda  propiedad  ó  algooo  de 
los  demás  derechos  á  qoe  ]¿ee  referencia  la  regla  4.*  del  art.  67^  venga 
por  tal  adquisición  á  ser  dneño  absolato  del  dominio  pleno  del  inmoeblet 
satis&rá  el  impoesto  correspondiente  á  la  transmisión  del  mismo  en  ple- 
na propiedad,  con  dedneeión  de  lo  qne  tuviese  ü>onado  con  anterioridad 
por  la  adquisición  de  uno,  dos  ó  tres  de  los  derechos  relacionados.»  En 
la  práctica,  y  para  mayor  facilidad  en  la  operación,  en  vez  de  deducir  de 
la  c«ota  total  lo  satisfecho  anteriormente^  se  deduce  de  la  base  total  la 
parcial^,  que  fué  objeto  de  la  primera  imposición,  y  se  aplica  el  correspon* 
diente  tipo  á  la  diferencia  que  resulta  de  tal  operación. 

En  cuanto  á  la  transmisión  de  derechos  y  acciones,  como  en  muchos 
casos  lleva  consigo  la  de  bienes  ó  derechos  reales,  no  podía  escapar  á  la 
imposición;  porque  si  puede  darse  el  caso  de  que  no  se  realice  de  mo- 
me^to  un  derecho  y  adquiera,  por  tanto,  los  bienes  á  que  aquél  se  con- 
trae, el  adqnirente  del  derecho  ó  acción  verifica  siempre  una  adquisición 
efectiva  y  real  que  debe  contribuir  al  Impuesto.  Pues  bien:  esta,  adquisi- 
eión  que,  el  día  que  se  haga  efectivo  el  derecho  é  acción,  representará 
la  de  un  inmueble,  mueble  ó  derecho  real,  ha  de  asimilarse  en  la  tribu- 
tación á  la  transmisión  de  los  bienes  de  la  misma  clase  á  que  se  refieren» 
y  así  dispone  el  reglamento  «i  el  art.  37,  que  «la  transmisión  de  dere- 
chos ó  acciones  que  lleva  consigo  la  de  bienes  de  todas  clases  ó  derechos 
reales,  devengará  el  Impuesto  por  los  mismos  conceptos  y  tipos  que  los 
que  se  efectúen  de  los  mismos  bienes  y  derechos)». 

Esto  es,  en  síntesis,  lo  esencial  que,  en  la  materia  objeto  de  esta  pre- 
gunta, dispone  la  -vigente  legislación  del  Impuesto  sobre  derechos  reales 
y  transmisión  de  bienes. 

15.  Boiespara  la  determinaeión  M  valor  tn  Iom  cantratoi  referentes 
é  9erviámmbreit  franlaeián  de  efectoe  púbHcoe  y  eompraventaa,  en  las  que 
el  preei»  aplatado- pueda  Botwfaeeree  con  dichos  efectos. 

Consistiendo  las  servidumbres,  según  el  art.  530  del  Código  civil,  en  un 
gravamen  que  pesa  sobre  una  finca  en  favor  de  otra,  perteneciente  á  dis- 
tinto dueño,  y  pudiendo  constituirse  además  en  provecho  de  una  ó  más 
personas  á  quienes.no  pertenezca  la  finca  gravada,  la  legislación  del  Irn* 
puesto  de  derechos  reales,  aceptando  en  U  transmisión  á  título  oneroso 
de  ésta,  como  en  la  de  otra  clase  de  derechos,  el  precio  estipulado  en 
cuanto  por  su  naturaleza  ipiueden  ser  susceptibles  de  esta  forma  de  trans- 
misión, y  después  de  precisar  el  valor  de  las  principales  servidumbres 
personales,  cuales  son  el  usufructo,  el  uso  y  la  habitación,  consigna  en  el 
nAflD.  3.<>  del  art  67  del  reglamento,  que  á  falta  de  valoración  dada  por 
las  partes  en  el  contrato,  habrá  de  fijarse  el  importe  ó  valor «  base  de  li- 
anidación  en  las  servidumbres  reales,  en  el  6  por  400  del  valor  del  predio 
dominante;  cuyo  valor  ha  de  declararse  á  la  constitución,  modificación, 
transmisión,  reconocimiento  ó  extinción  de  toda  servidumbre  real,  con* 
formo  prescribe  el  art.  74.  • 

La  raión  de  esta  disposición  se  encuentra  en  el  derecho  que  la  A'dmi- 

nbtraeión  tiene  para  comprobar  los  valores  declarados,  pues  es  indudable, 

áruneatco  juicio,  que  no  podrá  aceptarse  en  la  constitución  y  extinción  un 

'alor  menor  que  el  5  por  400  citado,  sin  entender  llegado  el  caso  de  Im 

4>mprobación  de  valores  que  concede  el  art.  76  del  reglamento. 

Macho  podría  discutirse  acerca  de  la  exactitud  de  la  valoración,  algún 
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Unto  arbitraría,  qae  para  esla  elaas  da  derechos  se  señala,  opiaaiiéo  la 

Í generalidad  de  los  tratadistas^  qae  la  lelaeióii  establecida  respecie^del  va- 
or  del  predio  dominante  no  da  ea  la  generalidad  de  los  casos  el  Tenta- 
dero valor  c[Qe  corresponde  al  derecho  de  aervidmiibre,  que  depende  de 
circunstancias  muy  compleju  y  relativas  á  disimtos  puntos  de  vista. 

En  las  traslaciones  de  efectos  pikblioos  por  aetos  judiciales' é  admisis- 
trativosy  6  por  contrato  notarial  ó  á  titulo  de  soeesidnvel  impuesloeesa- 
ti8fa**á  por  el  valor  efectivo  de  aquéllos,  se^An  los  precios  de  cotisacióa 
en  Bolsa  el  día  en  que  se  verifique  la  adquisición  lééal;  y  si  en  éste  no  se 
hubieran  cotizado,  se  atenderá  á  la  .cotización  del  día  inmediato  anterior. 
Guando  se  trate  de  efectos  que  no  son  cotizables  en  Bolsa,  queda  á  aalTo 
el  derecho  de  la  Administración  para  comprobar  el  valor  que  se  haya 
declarado. 

Se  ve,  por  consiguiente,  que  en  la  transmisión  de  esta  clasedebíeaes 
T  aun  en  el  caso  de  que  se  fijé  precio,  la  Admioistración  se  atiene  pan 
fijar  el  valor  transmitido  al  valor  efectivo  que  obtengan  en  el  mercado 
las  transmisiones  de  los  mismos  bienes.  Entendemos  que  esta  dtsposíeióa 
excepcional  puede  resultar  en  algunos  caaos  injusta,  pues  no  es  la  mismo 
ni  alcanza  igual  valoría  transmisión  de  valores  yefectos  públicos  cuando 
se  realiza  por  contrato,  que  cuando  se  transmite  por  medio  de  Agente  de 
Bolsa,  y  como  la  comprobación  se  ha  de  hacer  con  la  cotización  oficial, 
ésta  arrojará  en  bastantes  casos  resaltados  que  no  responderán  exacta* 
mente  á  las  condiciones  del  contrato.  /    » 

Es  de  observar,  que  haciéndose  las  eoticaciones  en  Bolsa  de  algunos 
valores  á  diferentes  tipos  en  un  mismo  día,  habrá  de  tomarse  come  más 
equitativo  el  tipo  medio 'de.  cotización,  justificado  coa  la  Qúeetadé  lía-' 
drid,  e\  Boletín  oñcial  del' Colegio  de  Ageniei  dé Bolia  6  con  certifica- 
ción  de  Corredor  extendida  en  legal  forma. 

Cuando  se  trate  de  la  transmisión  de  efectos  públicos  que  no  son  co- 
tizables en  Bolsa,  podrá  fijarse  el  valor  con  relación  al  precio  estipulado, 
j  en  su  defecto,  con  el  que,  según  certificación  expedida  en  forma  autén- 
tica por  la  representación  de  la  Sociedad,  hayan  obtenido  otras  transmi- 
siones de  dichos  valores. 

En  las  transmisiones  de.  acciones  de  minas  debe  hacerse  la  comproba- 
ción de  los  valores  declarados,  según  circular  de  la  suprimida  Dtraoción 
general  de  Contribuciones  é  Impuestos  de  42  de  Febrero  és  4a9S,  capi- 
talizando al  6  por  100  el  canon  de  superficie  satisfecha  anualmente- por  la 
misma.  ••   > 

Siendo  el  contrato  de  compraventa  conseasual  por  su  nataraleEa,  y 
perfeccionándose,  por  tanto,  desde  el  momento  ea  qi£s  las  partes  convie- 
nen en  la  cosa  y  el  precio,  y  consienten  ea.reahzar  la  mutua  entrega  de 
una  y  otr.o,  la  legislación  fiscal  prescribe  que  el  Impuesto  se  exická 
desde  luego  sobre  el  precio  estipulado,  salvo  el  caso  de  comprobaaóa, 
aunque  los  interesados  convengan  en  el  aplazamiento  de  la  entrega  del 
precio,  sin  que  puedan  comprenderse  en  éste  los  intereses  qae  en  tu  caso 
se  estipulen  por  el  comprador  á  favor  del  vendedor. 

Consecuencia  de  esle  principio  es  el  precepto  contenido  en  el  art*  7Í 
del  Reglamento,  según  el  cual,  en  las  compraventas  en  que  el  precia ef 
tipulado  deba  entregarse  á  plazos,  teniendo  el  comprador  la  facultad  d 
dar  en  cada  nno  de  ellos  metálico  ó  ^efectos  públicos,  á  so  eleoción,  ] 
liquidará  el  Impuesto  desde  luego  por  el. valor  efectivo  de  éstos  en  eldi< 
del  contrato,  cualquiera  que  sea  en  adelante  el  que  puedan  alcanzar. 

La  razón  de  esta  disposición  se  encuentra  en  qae^  no  siendo  loa  efe 
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to»  ^biieot  meUHcp,  que  ei  It  OMdi^A  comil^ii  d#  todos  los  bimes  iaj«* 
ton  á  coDiralaeióii^  sa  valor  bay  ^e  fijarlo  ¿oa  jr^lacida  ai  metáJicó,  y 
esto  resulta  ünieamanta  de  la  aplicacióa  del  tipo  de  eotízaeión;  siendo 
de  notar,  que  aaoqOe  en  el  art.  €.**  del  mismo  reglamento  se  reeonoeey 
grava  la  permuta  de  liiaoet  inmuebles  por  rnuebuM,  y  tos  efectos  pübti- 
€0f  pudieran  tener  la  eonsideracién  de  bienes  de  eala  OUima  cíate,  en 
esta  caso,  de  entregarse  como  precio  en  la  compraventa,  se  estiman  como 
metálico  y,  por  tanto,  disfrota  su  transmisión  de  la  exención  señalada  en 
eJ  último  párrafo  del  art.  4€  del  reglamento,  no  devengando  impuesto 
por  so  transmisión  á  favor  del  vendedor,  y  si  solamente  pagando  el 
comprador  el  que  corresponde  por  la  traasHúsión  de  los  inmoebbs. 

16.  Carga9  fue  son  dedmeibie$  m  toda  ttammmén  de  inmu^le$  4  de» 
reeho$  reaiei  para  ioi  tfestoB  del  pago  del  ImpmHio,-^I>emda$  deduci- 
bieo  en  ¡a»  sucUimeB  heredüariao. 

Según  el  art.  67  del  reglamento  vigente,  la  base  para  la  liquidación 
del  Impuesto  es  el  verdadero  valor  de  los  bienes  y  derechos  sujetos  al  mis- 
mo, y  una  vez  fijada  esta  base  en  la  forma  que  determina  el  citado  ar- 
ticulo, ba  de  examinarse  con  toda  detención,  á  fin  de  que  no  se  conai- 
diere  como  base  de  Impuesto  una  suma  que  sea  mayor  que  la  representa- 
tiva del  efectivo  valor  de  los  bienes;  por  esta  razón  han  de  tenerse  muy 
en  cuenta  las  cargas  y  gravámenes  de  toda  clase  que  hagan  disminn  r 
de  manera  cierta  el  valor  efectivo  de  los  bienes.  Mas  como  sería  origen 
de  graves  inconvenientes  en  la  realización  del  Impoeslo  la  arbitrariedad 
en  la  clasificación  de  la»  deducciones,  y  en  la  práctica  no  son  iguales  laa 
razones  de  deducción,  según  se  trate  de  transmisiones  á  titulo  lucrativo 
ú  oneroso,  de  dqúi  que  la  ley  ha  de  formular  en  conceptos  preciaos  la 
procedencia  y  forma  de  la  deducción  de  las  cargas.  En  efecto,  asi  como 
en  las  transmisiones  á  título  Incrativo, singularmente  en  las  moriU  causé^ 
^  alaro  qoeel  adquirente  ha  de  hacerle  cargo  de  los  bienes  con  todos  los 
gravámenes  á  que  aquéllos  están  afectos»  el  precio  en  las  transmisiones, 
con  cauu  onerosa,  debe  suponerse  ya  líquido,  puesto  que  el  adquirente, 
ron  conocimiento  de  los  gravámenes  que  afectan  á  los  bienes,  los  habrá 
tenido  en  cuenta  para  disminuir  aquél;  por  esta  razón,  de  acuerdo  con  un 
distinguido  comentarista,  entendemos  que  en  las  transmisiones  á  título 
oneroso  sólo  deben  deducirse  las  cargas  cuando  los  contratantes  estipo* 
len  la  deducción  refiriéndola  expresamente  al  pr^ecio  convenido. 

Precisando  la  ley  las  condiciones  y  forma  de  la  deducción  de  cargas, 
determina  que  «para  establecer  el  líquido  capital,  precio>  valor  ó  estima* 
ción,  que  constituye  la  base  de  la  liquidación  del  ImpoeHo,  se  aver¡|;uará 
ante  todo  el  importe  total  de  las  cargas  deducibles»;  y  entrando  á  de* 
finii;laa,  establece  que  se  entienden  deducibles  las  cargas  f  que  disminuyen 
realmente  al  capital,  precio,  valor  ó  estimación  de  la  cosa,  o  sean  censos» 
pejosiones  ó  demás  gravámenes  de  naturaleza  perpetua,  temporal  ó  redi- 
mible que  afecten  á  los  bienes;  pero  no  las  bij^tecas  en  garantía  de  préa- 
lamos,  ni  las  fianzas  constituidas  por  cualquier  otra  causa  sobre  los  in» 
aoehles 'ó  dere^a.  reales,  salvólo  que  dispone  el  artículo  signiento 
'  v>bre  transmisiones  mortU  caúsate.  ^La  baja  de  laa.«argas  dedueibles  ten- 
'á  lugar  en  toda  transmisión  de  bienes  ó  derecboa  reales,  ya  sea  por  ti* 
lo  oneroso  ó  por  lucrativo.»  Como  entre  las  cargas  que  el  regiamealo 
liina  deduciblease  con^gnan  las  p^nsioneS|  y  toda  vez  que  el  regla- 
mto  no  aclara  este  punto,  haremos  observar  que  la  Real  orden  de  11  de 
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Octubre  de  1883  resolvió  qne  las  pensiones  que;  no  afectan  á  determina- 
dos bienes  con  el  earácter  de  carga  real,  sitio  de  «W¡f««'*".  P°"«l«°'« 
personal,  no  son  dedacibles;  y  otra  de  Í9  de  Junio  de  lS89  hxm  •»  ni»rta 
Seclaración  respecto  de  los  créditos  hipotécanos,  resolviendo  que  tam- 
poco son  deducible»  del  valor  de  los  bienes  afectosá  dicha  obligacrtn.^ 
OcuDíndonos  ya  de  las  deudas  en  las  sucesiones  hereditanas,  creemos 
lógica  la  deducción  de  ellas,  siempre  que  consten  de  una  manera  cierta  é 
indudable,  pues  de  otra  suerte  no  se  presentaría  ninguna  adquisición  en 
que  los  inteVecados  no  incluyeran  en  el  capitulo  fe  !«"''»».  P?;:'»¿"^- 
tantes  para  que  absorbieran  por  completo  el  caudal  hereditano.  Por  eso, 
siguiendo  opinión  muy  respetable,  entendemos  que  no  ofrece  absoluta 
garantia  para  los  intereses  del  Estado  el  art.  5.o  de  la  ey  vigente  de   892, 
fn  su  párVafo  3.0,  al  disponer  que  será  deduciWe  del  valor  de  los  bienes 
transmilidos  por  herencia  «el  iraporle  de  las  deudas  del  cauaanteveoy» 
certeza  conste  en  escritura  pública  ó  en  olro  documetHe  de  %tft«»¿«rf 
indudable,  puesto  que  en  la  práctica  se  tropieza  con  insuperables  dificoU 
tades  al  giñr  las  oportunas  liquidaciones,  que  dan  motivo  á  frecuentes 
reclamamnes,  cuya  causa  -es  la  diferencia  de  criterios  en  la  calificación 
de  las  bajas  del  caudal.  Algo  mas  preciso  en  sus  palabras  el  reglaineiito. 
dice  en  siá  art.  7f5,  que,  «en  las  transmisiones  mortu  cauta,  las  dendáade 
cualanier  clase  y  naturaleza  serán  deducibles  siempre  qiie  se  acredite  so 
existencia  por  medio  de  documento  público  ó  privado  dé  indudable  legiti- 
midad y  bastante  á  hacer  fe  en  juicio,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  ar^ 
tículo  U29  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil»;  con  estoya  no  es  tan  dado 
i  dudas  el  caso  que  estudiamos,  y  lo  seria  menos  a  tos  mteresados  en  las 
peticiones  cumplieran,  al  liquidar  el  caudal,  e<>^«»]«í¡?;f  <»  ?^f.f±^'«' 
las  deudas  leeiiimas  haciendo  al  mismo  tiempo  la  debida  adjudicación 
expresa  de  bienes  en  pago  de  aquéllas  á  lo.^  acreedores,  «- «"J« J;»fO' 
adjudicación  también  expresa  á  tercera  persona  {lara  pago  de  las  repeti- 

*'con  el  fin  de  evitar  defraudaciones  en  estos  casos,  éstablífce  é\  regla- 
mento que«las  deudas  ho  serán  deducibles  mientras  el  documento  en 
que  consten  no  haya  sido  presentado  á  liq."Wac''»nde^»mp"e^oq«e  co- 
rresponda al  acto  que  las  motive,  y  verificado  el  pago,  ó  declarada  la 

^''^.En'eUaso  de*qu*e  proceda  la  deducción  ó  rebaja  de^deadas  del  capiul 
ó  bienes  transmitidos  y  no  haya  metálico  ?»«  »»»'*(»«'« 'f ',»™Me 

adjudicación  de  otra  clase  de  bienes  para  su  P»g°t|t*J±í^  irp?r.fa 
«I  adjudicatario,  y,  en  caso  contrario,  se  exigirá  al  ''«^•^'^,1*' *1  "**¡ 
rido  concepto  de  adjudicatario  para  pagar  deudas  con  todOs  los  derecho» 
y  deberes  atribuidos  por  este  reglamento  *  »«•«»  •dqmrentes.»  fo  opo^ 
tuno  este  precepto,  que  obliga  al  heredero  á  hacerla  adjudicamón  eipr^ 
de  bienes  en  pago  ó  para  pago  de  las  deuda»  hereditónas,  so  pena  de 
que,  considerad!  él  como  tal  adjudicatario_para  pago,  sea  el  íP>e««W'n^« 
3e  ik  cuota  liquidada  en  tal  concepto  por  la  parte  de  herenraa  y>«  »«»- 
sámente  ha  de  ser  destinada  á  pago  de  I»»  deudas  reconocida»  c«.mo  baia 

^  Antes  de  terminar  debemos  hacer  notar  qtie,^aipart«1íí*  «xprnac 
hasta  aquí,  y  aun  cuando  no  las  especifica  el  reglamento,  existen  olí 
bajit  Se  ¡a^constante  práctica  de  la  liquidación  hace  refnoo*  eo. 
Ules;  ¿os  referimos  á  lo»  gastos  de  funeral  y  entierrt,.  »»«'»"«>"»• 
ultima  enfermedad  qaev  por  su  naturalenii  y  «??'**^""'l^^t!J?í?^, 
por  la  misma  persona  que  produce  la  sucesión,  tienen  eit  aeno  mour 
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•€piidick](ii  á»  deodAft  del  oaBdal«  No  eftlÍHMmotj  en  cunbio,  como  deduei*- 

bUsy  Giros  gastos  que  suelen  eonsi^arse  con  cargó,  al  cuerpo  de  hienes« 

«Qffi9  Jas  gastos  de  partición,  k>  presupuesto  por  derechos  á  ia  Hacienda 

y  otros  análogos,  por  no  entrar  en  manera  alguna  deiátro  del  espiritiiiqQe 

informa  la  ley  dellmpnesto^   .         . 

•  •  .  •-  .... 

•  • 

17.    Cómo  eontfibut^  al  Impuest/^  ¡MeíájuáieaGiones  de  bienet  inmne-' 

^k^y  derethoá  rtak$, por  via  ét  aomiMn'ó.  encargo  para  pago.—Oám» 

la  de  bienes  muebles,  con  el  mismo  fin  y  reglas  parHe%élare$  ionixrnientn 

^  kt  üquidadón  de  estos  eontratóB.  *. 

..  Sucede  con  freeoencia,  sobre  todo  enhs  sucesiones  hereditarias,  que^ 
exifliliendo  lieadas  en  eontra  delcaasantet  y  á  veces  en  contra  de  la  tes- 
amentaría,  de  las  que,  como  es.  sabido,  responden  por  regla  general,  los 
herederos,  éstos  convienen  en  encargar  de  su  pago  á  una  persona  deter- 
Brillada t  adjndicándole  los  bienes  necesarios  al  efecto. 

En  realidad  es  evidente  que  nada  inquiere  este  adjudicatario»  pues 
qae.*^  obljgacidn  es  hacer  pago  á  los  acreedores,  bien  entregándoles  en 
pago  kis  misedos  bienes  que  le  h^n  sido  adjudicados,  ó  bien  pagando  f^us 
«fritos  6on  el  prodaelo.  de  li^  venta  de  aquéllos;  pero.como  el  adjudica* 
lario  puede  adoptar  con  este  fin  cualquier  forma  de  pago,  incluso  el  de 
-quedarse  con  los  bienes  adjudicados  y  satisfacer  las  deuaas  con  sus  bienes 
peopios,  ha  parecido  lo  m¿B  conveniente  considerar  esta  clase  de  adjudi* 
caciones  como  unayerdadera  base  de  adquisición  i  favor  del  adjudicatario, 
«rigiéndole. desde  luego  el  pago  del  Impuesto  como  en.  cualquiera  otra 
adqaiskión  á  título  oneroso,,  pero  atendiendo  al  caso  de  que  los  mismos 
bienes  pasen  á^  los  acreedores. ó  de  que  se  les  haga  pago  con  el  prodncio 
de  I4  venta,  se  establece  respeeiode  los bienesjnoiuebles  y  derechos  rea* 
tes  adjudicados  con  dicho  objeto^  pues  en  cuanto  á  los  muebles,  rige  otro 
principio  diferente,  lo  que  se  consigna  en  el  art  i.**  del  reglamento,  según 
^.cual  las, adjudicaciones  en  pago,  las  compraventas,  reventas  y  cesio» 
bes  á  título  oneroso  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales,  satisfarán  el 
3  pOflQOdel  preoio  estipulado  en  el  contrato,  salvo  el  derecho  de  la 
^dministracii^n  para  comprobar  aquél  por  los  medios. que  en  este  regla» 
mepto  se  establecen. 

■ .  £0  las  adjudicaciones  de  los  mismos  i)ieaes  por  vía  de  comisión  ó  en- 
ear^^para  pago,  se  eiiigirá  desde  luego  el  mismo  tipo  de  3  por  400,  sin 
f#rj<Hcio  del  derecho  á  ia  devolución,  que  procederá  cuando  los  inmue- 
bles ó.  derechos  reales  sean  cedidos  por  el  adjudicatario  al  acreedor  en 
•olvencia  de  ea  crédito  ó  enajenados  para  este  objeto  en  el  término  de  nn 
«¿o,  á  contar  desde  1^  fecha  de  la  adjudicación. 

£n  éstos  casos  las  transmisiones  que*  se  re^ilieen  á  favor  del  acreedor 

^  comprador  de  los  bienes  pagarán  los  derechos  correspondientes. 

.  ..Se  ve,  por  consiguiente,  que  siempre  que  se  eompian  los  requisitos 

de*  la  adjúdieacióa  ó  enajenación  de  los  bienes  en  el  término  de  un  año, 

>»  Hacienda  no  percibe  más  que  el  3  por  100  del  valor  de  ios  bienes  in* 

iebles  dedicados  al  pago  de  deudas;  precepto  justísimo,  y  que  pone  á 

oMerlo,  armonizándole,  los  intereses  del  fisco  y  los  de  los  contribuyen* 

m.  SI  los  adjudicatarios  de  bienes  inmuables  para  pagar  deudas  fallecíe* 

»n  aatet  de  eomplir  el  año  y  de  hacer  la  venta  de  los  bienes  destinados  i 

ioho  objeU).  se  saspeoderá  el  plazo  del  año  hasta  el  día  en  que  se  baga 

aeva  adjudicación  á  los  herederos  del  adjudicatario. 

En  el  etio  de  qoe  al  presentarse  el  documento  acreditativo  de  la  adjy- 
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d¡«ic¡ón  de  bienes  Inrhiieble^  6  derechos  reales  á  k  It^idaeión  del  fm- 
poesto»  se  justiíiease  qué  el  Adjudicatario  los  h«Má  ^enajenado  dentro 
del  término  reglamentsrk)  y  qoe  se  había  satbfeeho  éi  iVnpdesto  tottB9^ 
pendiente,  no  se  liquidará  ni  exigirá  éste  por  la  referida  adjudtcaci^^ 
haciéndose  constar  así  por  nota  al  pie  del  documento. 

Cuando  las  adjudicaciones  para  pago  consistan  en  bienes  maebles, 
adeudarán  sólo  el  0,50  por  400  de  sa  valor,  pero  sin  dereeho  á  la  devo- 
loción  establecida  en  las  adjudioaoiones  que  te  hegan  de  bienes  inatt»» 
bles  y  derechos  reales. 

La  razón  de  esta  diferencia  la  enconlramoseB  la  dííioultad  materüal 
que  existiría  para  justificar  la  venta  ó  entrega  al  acreedor  de  los  biene»^ 
muebles,  pues  podiendo  transniftirse  éstos  por  la  slmpie  tradición  y  eitt 
solemnidad  alguna,  no  podría  encontrarse  en  la  generalidad^  ios  caaos- 
on  medio  bastante  elicsz  á  garantir  los  derechos  del  Tesoro  ein  obligar  á^ 
ios  contribuyentes  á  gastos  excesivos  con  relación  á  la  escasa  importan- 
cia de  esta  clase  de  transmisiones;  por  esto  ha  preferido  el  legislador  a«» 
halar  un  tipo  módico  y  declarar  definitivo  su  pago. 

Tanto  en  las  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales^ 
eorop  en  la  de  bienes  muebles,  es  muy  imanante  distinguir  cardadoea* 
mente  las  que  se  realizan  por  vía  de  comisión  d 'encargo -pera  pa^ei^ 
deudas^  de  tas  qoe  se  hacen  en  paffú  de  las  mismas,  pues  además  de  que 
en  las  primeras,  si  son  de  bienes  ínoiuebies  y  derechos,  el  adjudicatario^ 
tiene  el  derecho  á  la  devolución;  si  son  de  bienes  muebles  no  paga  oís»^ 
oue  el  tipo  0,50  por  100,  mientras  que  en  las  adquisiciones  m  ^<^o,  el 
devengo  del  impuesto,  en  las  que  se  hagan  en  inmuebles  y  derechos  rea- 
les, es  definitivo,  y  en  las  que  se  realicen  en  muebles  devengará  el  %  per 
900,  como  verdaderas  enajenaciones  que  son.'  Para  precisar  el  carácter  de 
las  mismas  en  uno  y  otro  caso,  basta  tener  en  cuenta  que  las  adjudica- 
ciones para  pago  son  las  que  se  hacen  á  persona  distinta  del  acreedor  pena 
qoe  con  los  bienes  ó  con  el  producto  de  su  venta  satisfaga  á  éste  so  eré- 
dito,  y  las  adjudicaciones  en  pago  son  las  que  se  hacen  directamente  á  las- 
respectivos  acreedores. 

Como  reglas  particulares  quo  se  deben  tener  presentes  para  la  liquida- 
ción de  esta  clase  de  adquisiciones,  merece  tenerse  en  eeenta,  entre  otras^ 
que  por  Reales  órdenes  de  29  de  Diciembre  de  4886  y  de  20  de  Febrera- 
de  1888  se  resolvió  que  procede  exigir  el  Impuesto  por  el  concepto  de^ 
tfú^'fMf/cactVífi  cuando  los  bienes  herediiariós  se  adjndiquen  al  heredero- 
óonsignando  los  créditos  hipotecarios  que  grava»  aquéllos,  aunque  no  se- 
haga  expresa  adjudicación  en  fiíago  ó  para '  pago^  píñücipio  que  se  apliea 
asimismo  á  los  casos  de  disolución  desodedades,  eif'los  que  exista  pani90' 
ó  sean  deudas  de  que  deba  responder  la  sociedad,  pues  con  arreglo  á  lo 
resuelto,  por  la  Jurisprudencia  adn^inistrativa  en  estos  casos,  y  aunc^pie  no- 
se  adjudiquen  expresamente  bienes  paraélpagodettqéélias,  debesobreen- 
Tenderse  dicha  adjudicación,  en  cuanto  er  Imjiorte  de  las  deudas  se  de- 
duzca del  haber  social,  al  efecto  de  fijar  el  capital  divisible  entre  los  par- 
tícipes en  la  sociedad. 

Otra  de  las  reglas  especiales  consignadas  por  la  Jurisprudencia  adm 
nístr^^tiva,  es  la  del  Real  decreto -sentencia  de  t2  de  Agosto  de  4^85,  ^ 
declaró  no  constituye  adjudicación  en  pago  la  efectuada  de hienesdistiir 
tos  de  los  heredados  de  la  madre,  heéha  en  la  testamentaría  del  padr^  i 
debiendo  satisfacer  más  Impuesto  que  el  que  sé  hebieré  pagado  por  b^ 
rencia  materna.  •  ' 
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J8.  Be^a$  pora  te  It^irf^todrf»  ite ii».  eawymweütof  co»  «¿¿iiiiHlg  4t 
-trc|fve«aí^«  «le  /a  <ni#i«ii4f«^  dd  derecha  de  rctrovtnta  per  eentratay  ptír 
-íUtdo  kerediiiariú,y  de  ¡aepernmios  $egÚM  fanaturaUMaduloibiemeeper- 
"^mttúdoem 

Saludo  es  qae  al  retrecio  es  el  derecho  por  eaya  vlriud  poede,  el  que 
-es  dteno  de  él,  Teeobier  ium  finca  qqe  perienesca  á  qd  tercero,  mediante 
'Ol^MftpItiiiiento^de  ciertas  condiciones  rd^erentes  A  precio,  tienipo  y  otras 
estipoladas.  Poede  ser  Uffül  y  amuñdonaU  según  que  nazca  por  minis- 
Uno  de  la  ley  ó  por  convenio  expreso  de  las  partes,  y  como  al  serondo 
ee  ceiece  la  pre|;unta  del  Programa  que  hemos  de  contestar,  expondremos 
ilmevenaenta  la  vigente  legislación  en  materia  de  compraventas  con  pacto 
4^^reir9  é  clánsn»  de  retrocesión. 

La  compraventa  en  qqe  el  vendedor  se  reserva  el  derecho  dk  feadqot- 
rá  ki  finca  enajenada,  cootrihoye  al  Impuesto,  por  el  3  por  tOO,  sobre  el 
precio  de  enajenación,  sin  qne  en  nada  pueda  influir  el  pacto  de  retro  esti- 
potado,  porqoe  á  lo  somo  constituye  éste. nna  condición  resolutoria;  mas,' 
como  ha  sido  objeto  de  distintas  resoloeíones  anteriores  al  presente  regia- 
«lento  la  declaración  del  derecho  á  devoJoción  de  lo  pagado  por  el  adqoi- 
lente,  coando  por  cumplirse  U  condición  queda  rescindida  la  venta,  hemos 
^  indicar  que  boy  no  cabe  esta  duda,  paesto  qa<»las  rescisiones  volunta- 
ñas  no  dan  nunca  lugar  á  la  devolución  de  lo  pagado  por  la  convención 
luecindida.  Asi,  pues,  vemos  que  la  transmisión  con  pacto  de  retro  está 
absolutamente  equiparada  ^  la  que  no  lo  contiene. 

£1  derecho  de  t$irectú  que,  dando  facultad  i  so  dueho  para  recoperar 
«na  finca,  adquiere  el  carácter  de  derecho  sobre  inmuebles  (siendo,  por 
tanto,  justo  que  contribuva  en  sns  ti^osmisiones  como  los  demás  dáosnos 
-que  llevan  consigo  la  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales),  es  objeto  de 
distinta  consideración,  según  la  ley  del  Impuesto/en  los  casos  de  transmi- 
aióB  por  contrato  ó  acto  entre  vivos»  ó  por  título  hereditario.  «La  trans- 
misión del  derecho  de  retroventa  en  viuod  de  contrato,  queda  sujeta  al 
pago  del  3  por  400  del  precio  en  que  se  adquiere  el  derecho»  y  si  «la  trans- 
«nisióo  del  referido  derecho  se  verifica  por  título  hereditario,  satisfará  el 
impuesto  que  corresponda,  con  arralo  á  Ja  e^la  de  herencias  y  legados, 
-ciM&piitáBdose  el  valor  del  derecho  de  retroventa  por  la  diferencia  que  re- 
sulte entre  el  verdadero  valor  del  inmueble  ó  derecho  real  que  haya  de 
retraerse  y  el  precio  que  hubiera  mediado  en  el  primitivo  contrato  de 
venta  con  pacto  de  retrocesión».  Creemos  que  las  traoscrilas  palabras  de 
Ja  l^  no  necesitan  comentario  para  su  aclaración,  pues  fija  de  manera 
prama  que  en.  las  transmisiones  por  contrato  la  base  de  liquidación  es  el 
praeio  de  la  enajenación  del  derecho,  v  en  las  mf^tís  CdMa^  la  diferencia 
-entns  el  valor  comprobado  del  inmueble  ó  derecho  real,  y  el  precio  por  el 
'  oval  ss  «najenó  la  finca  en  el  contrato  de  venta  con  pacto  de  retro;  siendo 
«t  tipo  de  exacoióa,  m  f¡k  primer  caso,  el  general  de  transmisiones  de  in- 
muebles á  título  oneroso,  6  sea  el  3  por  4<^0t  y  en  el  segundo,  el  corres- 
pondiente según  el  grado  de  parentesco  entre  el  causante  y  causababiente 
«el  derecho  de  retracto  transmitido. 

Llegando  ya  el  memento  enqueee  ^'erciie  el  derecho  de  retraeto^  di^- 

lingoe  la  ley  el  caso  en  que  retrae  el  primitivo  vendedor  de  la.  finca  ó 

imebo  real,  ó  su  causahabieote  por  herencia,  del  en  que  lo  verifica  el 

adqaireote  del  dereicho  por  conMraAo^  Gomo  consecuencia  lógica  del^on- 

Mipto  jurídico  del  heredero,  v  toda  vez  que  este,  por  el  hecho  de  pagar 

sderechosiucesorios,ieiMatifica  con  el  causante  hasta  el  ponto  de 
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considerársele  como  }&  prolongación  de  la  personal  idád  de  éste,  naíodí* 
menos  de  equiparar  en  el  pago  de!  Impuesto  á  ano  y  otro,  disponiendo  el 
vigente  reglamento  qwe,  «si  por  cumplirse  el  plazo  ó  condiciónim puesto 
vuelve  la  propiedad,  sea  nuda  ó  plena,  al  vendedor,  pagará  éste  el  4  por40¿ 
del  precio»  que  sirvió  para  la  enajenación  primera;  y  que  «el  heredero  ó 
legatario  del  derecho  de  retroventa,  al  hacer  uso  de  él,  satisfará  el  4  por 
100,  á  cuyo  pago  venía  obligado  el  causante»,  segün  el  precepto  antes 
transcrito.  En  cambio,  y  en  razón  á  que  el  aiqairente  por  contrato  d«l 
derecho  de  retracto,  es,  en  el  momento  de  ejercitarlo,  «n  tercer  compran 
dorde  la  finca,  que  debe,  por  consiguiente,  satisfacer  el  impuesto  de  3 W 
400  sobre  el  precio  de  la  transmisión,  como  cualquier  otro  comprador  ▼ 
sm  privilegio  de  ningún  género,  salvo  la  computación  del  pago  realiíado 
por  la  adguisición  del  derecho,  ha  de  sujetarse  á  la  siguiente  regía' 
«cuando  el  adquirente  (del  derecho  de  retroventa,  en  virtud  de  conlraloV 
haga  nso  de  aquél  retrayendo  la  finca,  completará  el  pago  del  3  por  400 
sobre  el  valor  total  del  inmueble,  que  lo  constituye  (para  este  efecto)  el 
precio  en  que  adquirió  el  derecho  de  retraer,  más  el  precio  por  que  se 
realiza  la  retrocesión»  (que  es  el  que  figuró  como  tal  en  la  primera  venta) 
Para  todos  estos  casos,  y  conforme  apuntamos  al  comenzar,  «lo  dispuesto 
en  este  reglamento  (art.  52)  acerca  de  las  condiciones  resolutorias,  no  ten- 
drá aplicación  cuando  se  rescinda  la  venta  por  cumplirse  la  condición  del 
retro»,  y  por  tanto,  no  tendrá  derecho  el  que  fué  comprador  en  la  primi- 
Uva  enajenación  á  la  devolución  de  lo  qué  pagó  por  impuesto  como  ad- 
quirente  de  la  finca  ó  derecho  enajenado  con  pacto  d# retrocesión. 

Para  completar  esta  materia,  y  con  la  mayor  concisión,  por  ser  objeto 
de  otra  pregunta  del  Programa,  indicaremos  algo  de  lo  dispuesto  para  el 
caso  de  retracto  legial,  y  es  que  «el  que  adquiere  una  finca  ó  derecho  real 
enajenable  á  virtud  de  retracto  legal,  no  está  obligado  á  satisfacer  el  Im-' 
puesto,  81  el  comprador  ó  adquirente  de  quien  ia  retrae  lo  hubiera  satis- 
fecho  ya  cuyo  Impuesto  se  aplicará  al  primero  por  estar  subrogado  ea 
el  segundo,  á  tenor  de  lo  precepkiado  en  el  art.  4548  del  Código  civil» 
que  impone  al  retrayente  la  obligación  de  reembolsar  al  comprador  \oi 
gastos  del  contrato,  los  necesarios  y  útiles  hechos  en  lá  i50sa  vendida  t 
cualquier  otro  pago  legUimo  hecho  para  la  venta. 

Pasemos  ya  á  examinar  el  contrato  de  permuta  desde  el  punto  de  Tistá 
que  lo  hace  materia  del  Impuesto.  .  •     .  . 

Ha  sido  objeto  de  muy  diversas  disposiciones  y  gravado  con  distintos 
tipos  de  imposición,  según  los  casos,  pues  así  como  las  permutas  de  fin* 
cas  urbanas  vienen  contribuyendo  desde  mucho  tiempo  ha,  las  de  fincas- 
rusticas  fueron  objeto  de  exenciones  en  algún  tiempo,  y  aun  hoy,  enáfido 
son  de  poca  cabida,  y  con  el  fin  de  fomentar  el  desarrollo  de  la  agricni- 
tura,  están  gravadas  con  tipos  muy  bajos.  Distingue  d  reglamento  «lo* 
casos  de  permuta  de  fincas,  atendiendo  á  su  calidad  de  rusticas  ó  urbanas 
y  en  éstas  que  sean  ó  no  de  igual  valor;  precieando^  también  el  «aso  de 
permuta  de  bienes  inmuebles  por  bienes  muebles. 

En  cuanto  á  la  permuta  de  fincas  rústicas,  por  más  que  la  ley  vigente 
no  consigna  la  excepción,  puede  decirse  que  ésta  es  reglamentaria,  p^ae 
está  consignada  en  la  tarifa  que,  con  arreglo  á  la  letra  ^delartícolo  adi- 
cíonal  al  reglamento,  forma,  con  sus  notas  aclaratofiar,  parte  inteeninte^ 
de  él,  además  de  gravado  expresamente  el  caso  3.®  del  art.  33  del  mismo. 
Para  el  caso  de  permuta  de  bienes  inmuebles,  dispone  la  leirislaoiófi 
vigente  que  «pagará  cada  permutante  el  4,50  por  4l)0  del  valor  iinial  de 
ios  t>ienes  respectivos,  y  por  la  diferencia  qoe  resultase 'eiitf^  snot  j 
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Otros  pagará  el  3  por  400 ,  ei.qoe  figure  camO'  adqi^reate  de  los  de  mis 

valor». 

.  «Las  permulaa  de  bienes  inmuebles  por  bienes  muebles,  se  liquidarán 
exigiendo  el  4,50  por  400  del  valor  igual  al  adquirente  del  inmueble,  y 
6\  4  por  iOO  al  del  mueble,  y  por  la  diferencia,  se  exigirá  al  adquirente  el 
3  ó  el  3  por  400,  según  sea  inmueble  ó  mueble  el  de  más  valor.» 

Por  lo  que  toca  á  las  permutas  de  bienes  muebles,  aunque  no.  sean 
objeto  de  disposici(^n  expresa  que  las  regule,  y  teniendo  en  cuenta  el  cri'* 
terio  que  inspira  el  articulo  que  acabamos  de  transcribir,  que  es  el  de 
gravar  con  la  mitad  del  tipo  ordinario  la  transmisión  del  mueble  ei>  per* 
muta  con  inmueble,  creemos  que,  procediendo  con  lógica,  debe  exigiriie 
el  ImpueUo  en  laa  permutas  de  bienes  muebles  á  razón  del.  4  por  400 
aplicado  al  valor  común,  y  el  S  por  400  por  el  exceso  de  val<^r  al  adquir 
rente  de  este  último.  No  es  dificultad  para  el  caso  e|  que  no  figure  ye.n  la 
tarifa,  número  .  y  concepto  expreso  del  caso  que  examinamos,  pues  se  li< 
niíita  la  solución  á  aplicar  el  concepto  general  de  wu^hUs,  y  su.tipp  de  % 
por  400,  á  la  mitad  de  la  base  liquidable. 

Las  fincas  rústicas  contribuyen,  en  casó  de  permuta,  como  los  fiemas 
bienes  inmuebles,  á  no  ser  «cuando  cada  una  de  ellas  no  exceda  de  ,4res 
hectáreas  de  cabida,  y  además  alguna  de  ellas  resulte  acumulada  á  otra, 
perteneciente  con  anterioridad  á  uno  de  los  permutantes.. 

Sólo  nos  re&ta  consignar  que,  siguiendo  loa  preceptos  generales  esta- 
blecidos, dispone  el  reglamento  que  «cuando  entre  los  bienes  permutados 
baya  algún  inmueble  situado  en  territorio  dond^B  no  sea  de  aplicación  este 
reglamento.,  no  se  exigirán  los  derechos  que  en  otro  caso  corresponde- 
rían al  mismo». 

• 

t9.  Cómo  «e  Uqwdan:  &)»  contrai^g  de  eonsiitneián^  reewioeimiento, 
mod^Usacián  ó  extmción  de  derechos  reales  sebre  bienes  inmuebles^  y  es- 
pecialmente les  relativos  al  de  hipoteca. 

Auuq^e  la  generalidad  con  que  está  redactada  la  pregunta  parece  in^ 
diear  que  la  contestación  debiera  comprender  lo  relativo  á  la  liquidación 
del  Impuesto,  en  cuanto,  á  los  diversos  derechos  reales  que  reconocían 
los  antiguos  tratadistas  del  Derecho  civil,  creemos  que  siepdo  objeto  de 
otras  preguntas  del  Programa  lo  relativo  á  servidumbres  y  á  otros  dere- 
chos de  la  expresada  naturaleza,  la  pregunta , envuelve  únicamente  la 
n^ateria  contenida  en  los  artículos  l.*y  8.^  del  reglamento  de  4. o  de  Sep-» 
liembre  de  4896,  y  en  su  consecuencia,  expondreuio^, las  disposiciones 
aplicables,  por  regla  general,  á  los  censos  y  á  la  hipo^er.a. 

El  reglamento  de  4873,  fundado  en  la  ley  de  26  de  Diciembre  de  4872, 
es  la  primera  disposición  qqe  comprendió  en  el  Ifppueesto  la  constitución 
y  transmisión  de  los  derechos  reales  que  antes  estaban  exentos  de  pago, 
atendiendo  sin  duda  á  que  su  adquisición  produce  efectos  parecidos  á  los 
de  loa  bienes  raíces,  con  cuya  ckse  los  clasificó  el  art.  334  del  Código 
civil  vigente. 

.  La  Legislación  promulgadia  en  34  de  Diciembre  de  1884  conservó  los 
mismos  principios  de  la  legislación  anterior  en  este  punto,  que  sin  varia* 
úájík  se  consignan,  en  lo  relativo  4  derechos  reales  y  á  la  hipoteca,  en  los 
artículos  7.°  y  8.^  del  reglamento  de  4. o. de  Septiembre  dis  48^6. 

En.el  |)rimero  de  los  artículos  citados  se  dispone  que  la  constitución, 
reconocimiento,  modificación  ó  extinción  de  los  derechos  reales,  impues- 
to^ sobre  bienes  inmuebles,  censos,  foros  y  subforos,  ó  de  cualquier  modo 
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qt6  te-deoomineD  par  I»  ky  ó^  costumbre,  satisíiirán  el  3  por  400  def 
eapiul  cofMtitnídOv  recoBocído,  modificado  ó  extinguido,  y  qee  ettáiido 
el  centoftliftU  teredite  hsber  uiisfeeho  et  Mpnetto  por  U  adquisición 
del  censo,  y  el  reconoeh»iento  sólo  implique  ó  teng»  por  objeto  eviden-^ 
ciar  ana  rebabiKtaeión  del  efereido  del  derecho  por  parte  del  censaatista, 
dicho  reconocimiento  no  estará  SQJeto  al  Impuesto. 

Es  de  advertir  que  ht  eonstitación  del  censo  reservattro,  6  sea  aqoel 
me  se  constituye  mediante  la  cesión  de  bienes  inmuebles  por  oti  valor 
determinado  á  cambio  de  la  eonstitación  del  censo  que  se  hace  á  fevor  def 
cedente  de  los  bienes,  lio  da  logar,  con  arreglo  á  lo  dispoesto^n  la  Real 
orden  de  t9  de  Mayo  de  4S94,  más  <|Qe  á  ona  sola  Ifqvidación  por  el  con- 
cepto de  cesión  á  titnlo  oneroso,  mientras  qoe  por  Real  orden  de  40  de 
Octnbre  de  4889  se  declara  qae,  al  constitoírs»  el  censo  enfítéatfco,  se 
realÍBan  dos  actos  stnetoá  al  Impuesto:  ano  de  cesión  de  la  finca  por  ei 
valor  de  ésta,  sin  deducción  del  capital  del  censo,  y  otro  de  constitocióii 
de  este  derecho  real  á  favor  del  cedenté,  liquidable  sobre  la  base  del  ca- 
pital del  mismo. 

Se^úñ  dispone  el  mismo  art.  7.^  del  reglamento,  la  distribución  6  se^ 
ñalamento  de  capital  y  pensiones  de  los  censos  y  demás  derechos  reales 
entre  hts  fincas  afectas,  ó  la  reducción  á  una  ó  varías  €oeas  de  dere^cbos^ 

3ue  gravitaban  sobre  mayor  número  de  ellas,  se  reputará,  para  los  efeelos^ 
el  impuesto,  como  simple  modificación  de  la  hipoteca,  devengando  el 
señalado  á  este  concepto. 

Siendo  tan  diferentes  el  concepto  del  derecho  real  del  censo  y  el  de  la 
hipoteca,  no  se  comprende  fácilmente  cuál  es  lá  ratón  qoe  ha  movido  al 
legislador  para  establecer  este  precepto,  qoe  en  la  práctica  ofrece  no  poca 
disparidad  en  su  aplicación. 

Siendo  diversos,  por  regla  general,  ias  tipos  de  capitallsación  áquo 
se  constituyen  los  censos,  es  preciso  tener  en  cuenta  para  la  debida  enae- 
títud  en  la  liquidación  de  esta  clase  de  derechos,  aparte  de  las  transmi** 
siones  á  titulo  oneroso  de  los  mismos,  en  los  que  la  base  habrá  de -ser  et 
precio  estipulado,  salvo  el  derecho  de  comprobación  que  á  la  Adminiatra- 
ción  conceden  los  artículos  76  y  siguiente  del  reglamento,  ifue  e(  valor 
base  de  la  liquidación  en  los  casos  de  constitución,  reconocimiento,  modi 
ñcaeión  ó  extinción  de  los  derechos  reales  habrá  de  ser  el  capital  reeono* 
cidopor  las  parles,  cuya  libertad  en  este  punto  no  está  limitada  más  que 
en  cuanto  excedan  de  la  capitalización  al  5  por  4Ó0  del  canon  ó  renta 
anual.  En  las  transmisiones  mortü  causa  se  hará  comprobación  de  va* 
lores  con  arreglo  al  indicado  tipo,  aceptando  la  Administración  el  capital 
que  los  interesados  asignen  á  esta  clase  de  dereeho^i  siempre  que  no  tras*" 
pase  el  expresado  límite. 

La  misma  ley  de  487S  antes  citadafbé  la  ()Ue  estableció  el  tipo  de  li< 
<|[Uidación  relativo  á  la  constitución,  reconocimiento,  mo<ftficaeión  6  ex^ 
tinción  del  derecho  real  de  hipoteca,  señalando  ál  efecto  el  4  por  400  del 
caplul,  y  esto  fué  modificado  por  la  ley  de  SI  de  Julio  de  4876,  que  setkaló 
para  las  hipotecas  en  garantía  de  préstamos  el  tipo  de  0.50  por  400,  qu^ 
por  la  ley  de  34  de  Diciembre  de  40HI  se  extendió  á  fas  hipotecas  de 
todas  clases,  señalándose  el  devengo  del  0,40  por  400 'pata  .la  extrnción 
de  las  hipotecas  en  favor  de  la  Administ^át^ón  y  en  garantía  de  la  reeair- 
dación  de  valores  de  Hacienda  pública,  así  como  en  la  oonstiinción  y  «x 
tinción  de  las  que  garantizan  el  precio  aplazado  en  las  ventas.  Estos  pr« 
ceptos  de  la  legislación  de  4884  se  conservan  sin  variación  en  la  vigent 
disponiendo  ei  art.  8.^  del  reglamento,  que  la  coffiCitueién,  reconociüi^ 
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^aifrérrof^íL  y  moá^ttMn  M  4»06bú  ml4e  bipateet  füaluilel  O.S0 
por  400  M  valor  de  It  i^btigücidii  6  capiUti  guruitido  ccM  «faéUi.  L« 
éitíneióD  devengará  «i  0^40  por  IdO  del  miMio  Valor  6  capital  gamntido 
«•  tiene  aqoéita  lufar  dentro  de  los  doi  aAot  «tf^meiites  á  ta  eonattlneiófi; 
0,S5  por  too  ai  ae  venfiea  dentro  del  phao  de  4a»  é  €ÍMo  añoa,  yO^tM 
por  400  cuando  exceda  de  dieho  «laso. 

La  determifiacióii  del  valor  d  iiaae  liqaídable  en  estos  casos  obedece, 
fMHT  regia  general,  al  valor  qm  las  partea  asignan  «i  derecho  qae  se  tatm- 
titoye,  reconoce,  modüoa  é  exlingae;  pero  en  las  hipotecas  «onsit- 
mída^i  en  garaniia  de  prMtoM^s,  han  ocnrrtdo  dndas  en  diversos  tienipoe 
«eerca  de  si  debía  coMstir  en  el  importe  del  préstamo  qaé  garantii^n, 
«orno  contrato- accesorio  qne  e»det  mismo,  ó  si  debía  aomentarseá  aqnet 
*v«lor  el  importe  de  la  hipoteca  en  lo  referente  á  costas  é  interans  aea^ 
gnrados  con  la  misma;  la  Real  orden  de  47  de  Mayo  de  48S3  rssoMé  lo 
eeenndo,  y  CAle  precepto  es  el  qne  rige  actnaloiente. 

nPer  l^ial  decreto  sentencia  de  t4  de  Mano  de  4887  j  sentenciado  S» 
de  Diciembre  de  4890,  dictadas  respectivamente  por  el  Consijo  de  Betedo 
y  TribciRAl  de  lo  Conteneioso,  se  declard  qae  las  obligaciones  hipoteca- 
rias emitidas  por  las  Compañías  de  los  ferrocarriles  deben  contribuir  por 
iú  concepto  de  hipoteca,  siendo  la  base  el  capital  garantido  coa  los  míe* 
reces  de  dos  años. 

Si  la  extinción  de  Ja  hipoteca  se  veríftca  por  adqoirir  el  acreedor  hi-^ 
^tocarlo  la  propiedad  del  inmueble  hipotecado^  no  devenf^ará  derecbo 
alguno^  sin  perjoicio  del  pago'  qne  corresponda  á  la  adquisición  de  dicho 
i&moebte,  y  si  tnviere  lagar  por  resaltar  ineficaa  la  garanUa  prestada,  á 
•eonsecaencia  dé  haberse  tenido  qne  aplicar  el  valor  total  del  mismo  4 
•cancelar  anteriores  créditos  hipotecarios,  no  devengará  impneslo  por  la 
parta  qne  hubiere  resultado  ineicai.  * 

La  reducción  de  la  hipoteca  y  la  sustitución  de  unas  fincas  por  otras 
tributarán  como  modificación  del  derecho  de  hipoteca,  exigiéndose  el 
impuesto  á  aquel  á  quien  beneficia  ó  solicite  la  reducción  ó  sustitución, 
«iempre  que  estos  contratos  no  sean  consecuencia  de  una  cancelamóa 
parcial  que  esté  sujeta  al  impuesto^ 

Gravando  el  derecho  real  de  hipoteca  con  arreglo  á  su  natufaleaa 
^na  finca  ó  fincas  determinadas,  á  tas  cuales  esté  indisolublemente  unido» 
4IO  podrá  menos  de  reconocerse  la  modificaeiótt  deaqnel  derecho  cuando 
ae  altera  ó  modtfiea  la  garantía  afecta  al  mismo;  de  aqni  que  la  especial!  - 
dad  del  precepko  antes  consignado  se  refiera  más  bien  á  designar  la  per- 
sona obligada  al  pago  del  impuesto,  que  mientras  en  los  demás  oaioaes 
el  acreedor  hipoleeario  ó  persona  ¿cuyo  favor  esté  constituido  el  derecho^ 
^en  esti$  que  nos  ocupa  suele  ser,  por  regla  general,  ehdo^o  do  las  fineaa 
gravadas,  que  «s  á  quien  por  raxone»  distintas  suele  beneficiar  la  reden- 
eiéu  é  sustitución.  £n  estos  casos,  la  liquidación  segirará  al  tipo  de  0,l!# 
por  100  sobre  el  total  valor  garantido  Qon  la  hipoteca,  mientras  que^ 
cuando  existe  una  cancelación  parcial,  que  habrá  de  consistir  en  la  extiiH 
^ón  de  parte  de  aquel  derecho  me^nie  la  entrega  de  una  cantidad  ó  la 
ondonación  del  acreedor,  la  liquidación  se  girará  dnicamenle  por  el  tipa 
[ue  corresponda.  segAn  el  tiempo  transcurrido  desde  su  coastitueiétt  sobra 
t;pa94e  de  derecho  que  se  canéela. 

Conservando  los  principios  quC' antes  hemos  apuntado,  eonsigoadaa 

ula  legiriaeión  de  4884,  el  reglamento  vigente  determina  que  la  eaaee« 

cid»  ó  estineiófi  de  la  hipoteca  que  se  otorgue  paraigarantif  la  recau^ 

loiéfl  de  loa  fondos  ó  valores  de  la  lla<MeAdá^ú*oirds  servicios  ^deiaAá^ 
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iDinitf rifiidn  púbiiea,  a«n  euaado  a»  reltliean  por  CompAñús  ó  peraana» 
subrogadas  en-  toa  dere<;ho8  del  Estado,  ae. liquidarán  en  la  íorma  prea- 
crtta  en  el  arU  28  del  mismo  reglamento^  ó  sea  por  el  ti^K)  de  0,4^  por 
400,  é  igualmente  ae  liquidarán  la  constituciéu  y  la  extinción  de  los  que- 
garanticen  precio  aplazado  en  iaa  ventas^ 

Con  anterioridad  á  la  presente  legislación  y  aegün  doctrina  consignada 
en  Real  orden  de  49  de  Marzo,  se  había  dispuesto  que  la  cancelación  y  la 
extinción  de  las  hipotecas  eran  actos  independientes,  debiendo  liquidarse^ 
con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes*  en  la  ópoca  en  que  cada  uno  de 
ellos  tuviese  lugar;  doctrina  que  ba  aido  variada  por  el  reglamento  vi- 
gente, prescribiendo  que  las  hipotecas  constituidas  en  época  en  que  dicho- 
derecho  real  no  estuviese  sujei;o  al  impuesto,  no  le  devengarán  tampoco 
á  su  extinción,  á  menos  que  se  hubieren  prorrogado  lácita  ó  expresamente 
después  de  4.*^  de  Enero  de  4873.  g        ' 

La  transmisión  á  titulo  oneroso  del  derecho  de  hipoteca  pagará,.como 
la  de  cualquier  otro  derecho  real,  por  el  tipo  correspondiente  al  tíCuloen 
virtud  del  cual  se  verifique,  y  la  del  mismo  derecho  que  &e  transmite  poc 
titulo  lucrativo  de  herencia,  donaeiite  ó  legado,  pagará  con  arreglo  a| 
valor  del  crédito  que  garantice,  puesto  ^ue  este  crédito,  y  no  el  cónirato 
accesorio  de  hipoteca,  es  el  que  se  transmite.  « 

•  * 

20.  Reglas  para  la  liquidaeián  de  he  aeton  y  €onttaio§  refertntti  ó 
la  eonstitucián,  reeonocimiento,  modificácián  ó  extinción  de  pengUmeíúe 
cmalquiera  clase  y  tipos  porque  contribuyen  al  Impuesto,  según  su  natU" 
ralexa  y  duración. 

La  base  sobre  que  han  de  descansar  los  razonamientos  que  en  esta 
materia  hagamos  al  tratar  de  los  preceptos  reglamentarios  que  la  rego- 
las, es  la  ley  vigente  (no  modificada  en  este  punto  por  Ja  de  30  de  Agosto 
áltimo)  de  25  de  Septiembre  de  4892,  que  grava  la  constitución,  recono* 
cimiento,  modificación  ó  extinción  de  pensiones  con  el  %  jpar  400  del  car 
pital  de  la  pensión,  si  lesta  es  vitalicia  ó  sin  tiempo  lémilad^;  S  con-  el 
0,40  por  400,  por  cada  dos  años  de  duración,  si  es  temporal,  advirtiendo 
que  en  este  caao  nunca  podrá  ser  el  tipo  mayor  4lel  2  por  400  fijado  para 
laa  perpetuas.  En  la  misma  forma  grava  la  constitución  de  losMontepioe 
de  Notarios,  y  las  gratificaciones,  pensiones,  jubilacietoes  y  orfandadea 
que  les  Bancos,  Compañías  y  Sociedades  otorguen  con  arreglo  á  estatu- 
tos, reglamentos  ó  cajas  particulares  á  sus  empleados  ó  íainilias  de  éstoa, 
•iempre  que  excedan  de  4.500  pesetas. 

Ante  todo  debemos  fijar  la  manera.de  determinar  la  base  liquidable 
en  las  pensiones;  y» ateniéndonos  al  vigente  regiamento,'Vemoa  que  «el 
capital  de  las  pensiones  se  calcula  siempre,  ^alvo  lo  que  se  dispone  en  el 
párrafo  que  precede  (que  es  el  caso  de  eonstitucióa de  pensión  en  cambio 
de  la  cesión  de  bienes  hecha  ppr  el  que  viene  á  si^  pensionista),  por  el 
5  por  400  de  pensión». 

Una  vez  tijada  la  base  de  imposición,  y  entrando  de  Heno  en  las  dia- 
posicioaea  reglamentarias  que  determinan  loa  casos  y  tipo»  de  exaceiór 
vemoa  en  primer  término  que  «laisonstitución,  reeonpc^mtento^  modifica 
ci(^n  ó  extinción  de  pensiones,  de  cualquier  clase  ó  denominaciÓQ  51 
«ean,  bien  se  constituyan  por  contrato'  ó  por  teatamento,  pagatáA,  ai  . 
pensióii.ea.vitalicia  ó  por  tiempo  ilimitado,' el  2 rpor  400  del  capital  de  I 
pensión;  si  es  temporal,  el  0,10  por^400  del  mi^mo  eapital  por  eada-d 
^aos  de  dnración^peroain^que .pueda  exceder- del  2  por  lOO^eea^en 
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qDierá  el  tiempo  qoe  se  fije»;  determinindo  la  Urií^  ona  escala  aplieable 
fl  so  dnraeión,  qae  tennma  en  lostreinta  y  ocho  años,  es^abiet  iendo  pan 
-'éstas  y  ^as  que  excedan  de  este  tiempo,  ei  Upo  de  2  por  400,  fijado  por  la 
ley  como  tnáxiino.  A  pesar  de  lo  terminante  que  aparece  esta  disposición, 
le  aleanzae  aigoivas  excepciones  qae  vieoen  consignadas  en  el  reglamesto 
en  loa  artíeolos  qae  pasamos  á  expresar.  Es  la  primera  la  exención  de  de- 
rechos (no  determinada  por  cierto  en  la  ley)  e»  et  caso  de  extinción  de 
«las  pensiones  de  Montepíos  de  Notarios,  y  las  gratificaciones,  pensiones, 
jobílaciones  y  orfandades  que  los  Bancos,  Sociedades  y  Compañías  otor- 
'giiea  con  arreglo  ^  estatutos  ó  cajas  particulares  á  sos  empleados^  aso* 
ciados,  ó  á  las  familias  de  unos  y  otros,  cuando  excedan  de  1.50Q  peae- 
tas  anaales»,  que  según  el  reglamento  satisfarán  al  eonslituirse  «los  mis- 
mos tipos^  según  tes  distintos  oasos  señalados  en  el  párrafo  anterior». 
Otra  excepción  es  la  establecida  al  consignar  qae  otsi  la  cantidad  otorgada 
Aiera  por  ona  sola  vez,  contribairá  (et^fensionista)  con  el  0,10  por  400  do 
su  ítDporte». 

Es  también  importantísima  la  declaración  de  que  «las  pensiones  qae 
loa  padres  constituyen  á  favor  de  sds  hijos  con  ocasión  del  matrimonio, 
se  liqíiiJarán  por  el  concepto  de  anticipo  de  legítima  sobre  el  capital  de 
las  mismas,  y  otro  tanto  se  verifícará.en  las  que  tengan  lugar  con  arre- 
glo al  Código  civil  y  á  favor  de  los  cónyuges  sapervivienteí^»;  por  donde 
so  vo  que  en  este  caso  ha  de  aplicarse  al  capital  de  la  pensión  el  t^po  co- 
rraspoiidieate,  según  la  tarifa,  y  por  el  concepto  de  hei^ehcias,  según  las 
rektcioDes  de  parentesco  entre  el  pensionista  y  el  que  otorga  la  pensión;^ 
precepto  qne  nos  parece  muy  lógico  y  ajustado  á  la  ra^n. 

Eamendando  con  más  acertada  redacción  lo  dispuesto  ^n  el  anterior 
reglamento,  establece  el  vigente  las  reglas  de  liquidación  eaando  se  éons- 
ittoye  la  pensión  en  cambio  de  la  cesión  hecha  por  el  pensionista  al  qae 
iiajra  de  satislscerla.  Como  quiera  que  en  este  caso  se  realizan  dos  actos 
ite  nataralexá  y  forma  distintas,  como  son  la  transmisión  de  bienes  mue- 
bles eon  causa  onerosa  y  la  constitución  de  pensión,  es  justo  que  no  es- 
capeo á  la  tribvtación  tales  actos,  y  en  su  consecuencia,  se  dispone  que 
4fse  practicará  una  liquidación 'del  3  ó  2  por  400  de  los  bienes  cedidos, 
segán  sean  jBoebles  ó  ¡omBebles,  y  otra  por  el  capital  de  la  pensión»^, 
por  el  tipo  que  le  sea  aplicable  según  su  duración;  «el  pensionista  pa- 
liará el  importe  de  los  derechos  que  le  correspondan,  y  el  capital  base  de 
esta  liquidación  será  baja  de  la  qve  deba  girarse» al  cesionario-,  quien  ven- 
éiá  obligado  á  satisfacer  el  resto  al  extinguirse  la  pensióm».  Vemos,  pues,. 
qiie  en  primer  término  se  gira  una  liquidación  completa  por  la  constitu- 
cidfide  la  pensión,  y  considerando  que  ésta  disminuye,  en  la  parte  que  re- 
pi«s«nt*a  el  capital  de  la  pensión  ^  el  valor  de  los  bienes  eedidos,  lo  es- 
lilla baja  de  éste,  y  la  diferencia  que  resulte  será  la  i>ase  de  ta  liqoida- 
oi^  que  ha  de  girarse  al  cesionario.  Aun  cuando  no  está  previsto,  cree- 
moaqoe  en  el  caso  enf  que  esta  diferencia. sea  ñola,  y  en  el  menos-probable 
de  qoe  el  capital  de  la  pensión  exceda  del  valor  de  los  bienes  cedidos^  no^ 
liabfá  logar  de  presen  te  á  girar  liquidación  al  cesionario'rpor  so  adquisi- 
oióii,  pOMto  que  falta  la  ba»e  imponible,  y  quedará  aplazada  hasta  la  l9- 
^baoii  qoeae  extinga  la  pensión,  queso-á  la  oportuna  para  exigir  al  ee- 
ionario  ol  pago  por  su  adquisición  entonces  efectiva.  <  — 

liitpirodo  en*  «A  eriteño  de  jasticia  en  favor>  4o  los  qoe  oareceii- de 
«dpidaae  de  bienes  y  no  figuren  en  la  matrícula  de  la  contribucttán  -in- 
faslríal,  cireunataneiaa'qae  han  de  jostifibar  previamente,  dispone  el*  re* 
lamento  que  en  laa  pensioBes  c^tm^licto  con^tmáaa  á  favor  éa  talea- 
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I^TMiiM,  «M  sftUtftu^  el  lfn^Mto«  abeiiftiido  el 'peattoiitttA^  es  Ímf9'^ 
«iodos  en  que  percílM  la  pensión»,  una  parte  de  le  qaé  en  cada  mmo  ¡per- 
-«Iba,  qne  se  determina  en  la  simiente  forma:  «íi  no  llegase  so  impoi^ 
á  t.OOO  péselas,  satiilkrá  la  enaru  parle,  basta  eomplelar  el  pago  dal  Im- 
^neeto  Hqnidado,  ó  lnen,'en  igoa)  forma  y  eobre  1$  misma  base,  la  cer 
cera  parte  ó  la  mitad,  segán  la  pensión  llegoe  á  tMO  pesetas  f  no  ex«> 
^ceda  de  4.5^0«  ó  sea  soperlor  á  esta  úUlma  4;attltdad.ft 

21.  Cuándo  y  cómo  emtrilmyeH  al  Imjmetia  ím  tontmtos  4é  arren- 
MiamientoSy  y  Í08  de  iubarriendo^  wnhrogación^  úesi^  y  retroeeMn  del 
arriendo, 

Annqne  el  contrato  de  arrendamiento  no  ^eonstíta ye  Terdadefa  trans- 
misión de  bienes,  ni  es  en  lodos  los  easos  dereebo  real,  por  lo  enal  no«Si*> 
-oaja  de  nna  manera  periéela  dentro  de  las  bases  eientí^s  del  Impiiest»« 
es  lo  cierto  qne  ya  por  la  ley  de  Presnpoestos  de  S3  de  Mayo  de  I  MI 
^e  estableció  sobre  ellos  an  gravamen  de  0,S5  por  4^0  sobre  el  importe  to- 
tal del  precio  estipulado,  si^o  so  daracióo  determinada,  y  de  (^,50  por 
•100  sobre  la  renta  de  nn  año,  si  no  lo  era.  Despnés  de-  varias  modiieacio» 
ne^,  foó  SDprimido  por  Real  decreio  de  S6  de  Noviembre  de  I85t,  y  res*- 
laMecido  desde  4.ode  Enero  de  4973  por  el  recámenlo  de  44  del  rtnismo 
mes.'on  armonía  con  lo  dispoesto  en  la  ley  Hipoleearia,  por  lo^  enal  se 
exigía  el  Impneslo  en  la  eonstitación  de  arrendamiento  de  muebles  por 
seis  ó  más  años;  la  de  aquel  en  qne  se  anticipasen  tres  ó  más  anualidades^ 
y  la  del  qae  debiera  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad  por  eon^ 
venio  expreso  de  las  parles,  satisfaciendo  el  0,tO  por  400  de  la  eantídaé 
total  qne  se  finbiese  de  pagaren  todo  el  tiempo  de  la  doraeión  del  eon» 
trato,  fil  mismo  tipo  se  exigía  por  los  sobamendos^  snbrogacionea,  ee« 
«iones  y  retrocesiones  de  arriendos  de  bienes  inmnebleSqoer  se  verífiearofi 
«on  las  mismas  condiciones  del  contrato.  La  ley  de  84  de  DiclemiNre 
de  4884  modifiéd  esta  disposición  señalando  el  tipo  del  0.40  por  400  dota 
renta  de  nn  año  para  la  constitución  del  arrendamiento  inscribible,  aegin 
la  ley  Hipotecaría,  y  fijando  el  mismo  tipo  y  bue  de  liqoidaeión  para  loa 
subarriendos, subrogaciones,  cesiones  y  retrocesiones  dé  4<»JBlsnios  non* 
tratos. 

La  legislación  contenida  en  el  reglamento  de  4.**  de  SepUembr» 
de  4806  ha  variado  esenciahnente  este  precepto,  estableoiendo  qonla 
constitución  de> arrendamientos  por  contrato  otorgado  ante  Notuio,  ana 
-cnando  no  tengan  el  carácter  de  inscríbibles  en  el  Registro  de  la  propio* 
dad,  así  como  los  subarriendos,  subrogaciones,  cesiones  y  retioeeaiooea 
^  los  propios  arriendos  cuando  se  verifiquen  por  escrünra  páblkav  sa*" 
oslarán  el  0«40  por  400  de  la  cantidad  total  qae  baya  de  satisfaeerso  por 
lodo  el  período  de  duración  del  contrato;  y  que  cuando  «ndichqs  coaita-^ 
tos  no  se  exprese  el  tiempo  de  su  duración,  se  liquidará  el  Impseslo  sokré 
la  base  de  la  renta  de  tres  años* 

Se  ve  por  esto  que  se  ha  ampliado  consideralriemeRto  la  apHsa«áó» 
del  Impuesto  á  esta  dase  de  contratos,  sin  oiré  reqmito  que  osur  eOK 
signados  en  escritura  pikblica;  habrán  de  declararse^  sin  embarga  no^sv 
Jetos  al  Impuesto,  por  no  estar  eomprendidos  en  la  tarüa,  los  arrandi 
mieotoa  leonsignados  en  ^U^eumento  privado,  stendo  de  ñolar  qm^  m  bu 
ol  artículo  del  reclámenlo,  que  es  el  ieñalado<con  el  nlkm.  4^,  no  ei^ 
aani  distingue  cmire  loa  arrendamieñlos  de  bienes  iftOHHAiles,  ó  loa 
/éenricioe  personales  d  de  otra  elasot  la  larifk  ane/a  ai-4:e§laBi<filo  f  ^ 
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lonMi  parle  M  iiiImim>,  eontignó  tu  «I  eonoQpto  núm.  6  el  epigrtfe- 
ArrmiéúmiifUo  dé  bienes  mmmebleé^  por  le  tsQÜ  creemos  qoe  eoiaxente: 
Moe  ton  les  sojelos  á  iribaUeióR  por  este  Impoesto. 

También  están  sajetoe  á  trlbataetón  4oe  arrendamientos  de  minas  que». 
segdn  tss  disposiciones  generales  del  derecho,  tienen  la  consideraeidn  do- 
Menas  inmoenles. 

Para  fijar  el  Talor  6  base  de  liquidación  en  los  arrendamiento^  debe  te* 
nerse  presente,  qoe  si  la  renta  hubiere  de  satisfacerse  en  granos  tt  otras- 
es|iNeeies,  se  vahiárán  éstas  por  el  precio  medio  'oficial  del  qninqnenio  an- 
tenor  A  ^  fecha  del  contrato,  podiendo  obtenerse  este  dato  por  medio  do 
eortiícaciones  qoe  debertLn  expedir  las  oficinas  del  Gobierno  civil  en  cada 
provincia* 

No  se  ha  previsto  en  el  reglamento  eadl  ha  de  ser  la  base  de  liqui- 
dación en  el  caso  del  arrendamiento  llamado  de  aparari^^  en  el  coal  ef 
precio  del  arriendo  consiste  en  el  derecho  del  arrendador  á  percibir  una 
parte  alfcoota  de  loa  fmtns  qne  se  obtengan  de  los  bienes  que  son  objeten 
del  contrato;  y  entendemos  que  en  este  caso,  y  á  falta  de  otra  dispo^rció»- 
posterior,  es  perfectamente  aplicable  lo  dispuesto  por  orden  de  la  Direc* 
eióR  general  de  Gonlribueiones  de  4^  de  Abril  de  4B7i,  según  la  que 
debe  exigirse  á  los  interesados  «na  declaración  jurada  del  importe  calcu- 
laiio  de  los  productos  durante  todo  el  tiempo  de  duración  de  aquel,. 
sin  pefintcio  de  la  comprobación  de  este  cálculo  con  los  datos  qoe  posea, 
la  Administración,  y  en  vista  de  la  que  se  practicará  una  liquidación  pro* 
visional^  á  reserva  de  verificarais  definitiva  cuando,  terminado  el  arrien* 
do,  sean  oonocidos  los  verdaderos  productos  obtenidos  en  todo  el  tiempO' 
qne  ha  durado  el  contrato,  exigiendo  al  interesado  6  devolviéndote  la  di- 
fsrehcla  abonada  de  meaos  ó  de  más.  Idéntico  procedimiento  debe  se** 
gairseen  los  arrendamientos  de  minas,  cuando  el  fH'ecio  ó  renta  consista^ 
en  cierta  parte  de  los  productos  de  los  minerales  que  se  extraigan,  de- 
biendo hacerse  su  regulación  tomando  en  cuenta  los  productos  rnedios  do 
exiraeción  de  un  año  por  los  qoe  resultan  en  el  quinquenio  anterior,  con** 
Sofane  á  lo  resuelto  por  circular  de  la  Dirección  general  de  20  de  Octubre 
de  4«54. 

En  los  arrendamientos  corresponde  satisfacer  el  Impuesto  al  arrenda-» 
lario  6  colono,  salvo  pacto  en  contrario. 

M.    AnotaeimeB  de  embargo  en  el  Registro  de  la  propiedad  y  fianzas 
fü&ee  haUan  nietas  al  pago  del  Impueeto,  y  eémo  eontrihuyen. 

En  nóón  á  qoe  los  actos,  euyo  estudio  eti^e  la  pregunta  del  Pro- 
grama que  vamos  á-examinar,  son  de  los  más  recientemente  era  vado»  por 
et  Impuesto,  y  á  que  las  disposiciones  á  eUos  referentes  en  el  reiglamenla 
son  bastante  concretas,  nos  limitaremos  á  Ja  exposición  de  éstas  en  el  Xq* 
freno  legal. 

Segün  el  nüm.  7.^  del  art  4. o  de  la  ley  vigente  de  95  de  Septiembre 
de  4893^,  contribuyen  al  Impuesto  sobre  derechos  reales  y  transmisión  de 
Nenes,  «las  anotaciones  de  embargo  que  no  sean  consecuencia  deper^^ 
weidm  de  kipeUca^  y  las  de  secuestro  y  prohibición  de  enajenar  que  sé  or* 
enen  fNfacticar  en  el  Registro  de  la  propiedad,  á  vittod  de  providencia  ja*^ 
teial^  dictada  en  asnntos  civiles,  ó  en  los  criminales  en  que  se  proceda  i 
istanciade  partejí;  y  el  reglamento  de  4.^  de  Septiembre  úHimOv  transr 
fibiendo  casi  á  la  letra  el  precepto  legal,  estableoe  en  su  art.  41  qi|e  «la» 
aelacioaes  de  embargo  qne  no  sean  conaeeneneia  dé  éuioi  ^'eeniivos  parm 
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Mcer  lectivos  créiitoi  ff^derechos  garantida  eo%.ki^tee^^  y.  tos  de 
cttestro  y  prohibioi<^A  á^  enajenar  que  s^  ordeaen  en  virkid  de.at»/»,^  prot 
videncia  jadicial  dictada.en  aaon^civües,  ó eii las.oriffiiaalea^a que «e. 
proceda  á  ioaUncia  d^  parte,  é  seaaqíéelikf  en^.queiío  mht  elproeetU- 
mentó  de  €fficiOt  stdishrin  el  0|40  por  lOd.del  iqiporte  de*  la  obligado» 
que  con  ella»  se  garantice». 

LaB  únieaa  diferencias  qoe  entré  ambos  preoepCoase  advierten  esUn  re- 
ducidaa  ¿  nna  ligera  aclaración  para  el  caso  en  que.  el  embargo  ae  trabe 
sobre  los  bienes  expresainente  hipotecados,  ;cnaftdo  ke  persigne  la  efecti^ 
vidard  del  crédito  garantizado,  y  otra  para  el. en^qne  sea  ordenada  su  ano-; 
tación  por  acto  judicial  en  astutos  crimii^alps  en  queje  firpc^de  deofic^io; 
que  son  los  dos  únicos  casos  que  la  ley  y  el  reglamento  exceptáaa  ,deli 
pago  del  Impuesto  en  e^te  concepto*  Claro  es  qu^  sólo  loa  actos  de  la 
•«lase  que  eiLaminamos,  inscribibles  en  el  Registro.de  la  4>ropiedad^  son- 
los  gravados  con  las  indicadas  excapciones,  sin  qne  á.  nuestro  eatendef. 
f)neda  pensarse  un  mon^nto  en  los  embargos  de  bienes  muebles,  ni  en 
ios  convenios  particulares  sobre  este  extremo,  aunque  versen  sobre  in^ 
muebles  y  derechos*.  Creemos  muy  justificada  la  exención  del  ImpaealO; 
por  este  concepto  en  los  casos  de  anotación  de  embargo  trabado 'Aebre  ia 
tinca  hipotecada,  cuando  se  trata  de  hacer  efectivo  el  crédito  principal, 
toda  vez  que  implica  tal  solemnidad  y  ostenta  tal  carácter  de  adherencia,  la 
iiipoteca  inscrita^  que  el  mero. h^cho  del  embarco,  puro  trámite prorr 
^esal  y  externo,  no  garantiza  un  ápice  más  la  ef^íividadde  la  o^lígaoióa 
-que  se  quiere  realizar,  y  ni  remotamente  [luede  implicar  transmisióii .  de 
dominio;  esta  misma  razbn  es  la  que  nos  mu^ve^aun  contra  respetables 
•opiniones,  á  asegurar  que  la  exención  está  concretada  al  caso  expaesto^ 
sin  que  pueda  nunca  extenderse  ^  las  anotaciones  de  embargo  de  otros 
bienes  cuando  tenga  lugar  por  no  estioaarse  bastante  el  de  los  especial* 
úñente  hipotecados.    .  .,  / 

£s  igualmente  lógica  la  exención,!^  el  caso  de  procedimieiUo  oriml* 
nal  de  oficio;  pues  se  trata  del  intei>és  del  £stado«,que  sería  el  coatdbtir 
yente,  y  que  está  exento  en  todo  caso  del  ptago  del  Impuesta  coa  arregla 
á  la  ley.  Entendemos  que  las  anotaciones  sujetas  al  Impuesto,  qeaa  de 
embargo,  secuestro  ó  prohibición  de  enajenar,  sola  la.están  cuando  se 
trata  de  asegurar  responsabilidades  liquidas  y  determinadas;  porque  de-. 
rogadas  por  la  ley  de  30  do  Agosto  último  las  cuotas  fijas  establecidas 
por  la  legislación  anterior  para  loa  casos  de  cuantía  inestimada,  no  es  po- 
sible aplicar  el  tipo  general  de  0,40  por  400  no  existiendo  base  de  impo- 
sición. 

No  estando  expresamente  gravada  la  capcelaclóa  de  anotacioaes, 
creemos  que  en  ningún  caso  puede  CQntribuir  al  Impuesto^ 

.  También  las  fia^^^04  son  materia  á.%  imposición  en  ciectos  casos.  GI 
reglamento,,  conforme  con  el  preceptojegal  concordante,  sujeta  al  Im- 
puesto «las  fianzas  judicialee  y  administrativas^  ya  sean  pignoraticias  6 
puramente  personales,  cualquiera  que  sea  el  obieto  á  que  se  refieran  y  la 
clasd  de  documento  en  que  consten»,  y  «satisfarán  el  0,40  ^por  4<H^del 
importe  de  la  obligación  que  con  ella  se  garantice^,,. 

.  ^  pues,  condición  precisa,  que  la  fiansa  sea  judicial  ó  adnünisti'i 
tiva  para  que  sea  exigible  el  Jmpue&to.por  su  consH(%ci6n^  y  isua  en  et 
tos  casos  no  es  exigible  cuando  se  constituye  diceo^^ante  en  favor  di 
Estado,  pues  éste  sería  el  obligado  al  pago,, y  goi^a,  como  hemos  dicha 
de  absoluta  exención.  ,to  contrario  spcede  ciando  se  |rata  deJa.^iMiC0/ff 
^ién  délas  fianzas^,  gqe,  por  regla  general,  qo  c^^ri^^jen^i^orqfija  baí 
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Ur  expr^ftinaftte  gravAdas  más  qoe  las  eonstitoída»  en  furor  de  U  Ad- 
OMisiftlración.  El  «rl.  fH  d^  reaiatiiealo,  en  su  nfüm.  4t®,  grava  con  el 
tifo- de  0,4^  ^or  fOO  del  valor:deia  obligación  garantizada  «la  eancñela-* 
•eién  ó  extinoión  de  las...  fiaaea^  ooasti laidas  en  favor  de  la  Administra- 
Mn  6  de  la  pereona  «abrogada  ep  los  derechos  de  aqnélla  para  garantir 
la  reeandacíón  de  fondos  ú  otras  responsabilidades  provenientes  del  dest 
eosp^lo  de  eargos  denmplimientoideeontratos»,  y  por  consignienta,  és* 
tas  son  las  que  contribayen  al  ser  canceladas. 

-  «I^a  termiflar,  <  nos  bar enoo»  eargo  de  la  úUinia  disposición  goe  pn 
est»  ponto  inserta  el  reglamento  Se  refiere  a!  easo  en  qae  el  que  obteaga 
Isíanotaeión  düanzaesté'deciarftdo  pobre  para  litigar  é  procedan  tales 
actos  de  cansas  criminales  en  que  se  proceda  de  oficio;  y  establece  que 
«se  practicará  la  liquidación  correspondiente,  pero  no  se  exigirá  sá im- 
porte haeta  qoe^  terminado  definitivamente  el  pleito  ó  causa;  se  lleve  á 
•efecta  su  cancelación»;  precepto  ajustado  á  las  necesidades  de  la  práctica 
y  que  sería  más  de  acabar  si,  en  ves  de  eoneretar  el  aplazamiento  ai  hecbo 
^t  pago;  lo  hvbiera  referido  desde  luego  á  la  práctica  de  la  liquidaeión, 
pues  de  tal  manera  se  evitarían  entorpecimientos  en  la  marcha  de  las  Ofí* 
4»iias  liquidadoras. 

23.  Canto  contribuyen  al  tmpuento  l&s  bienes  aportados  á  la  consfitu- 
tMndetoda  clase  de  Sociedades,  incluso  la  conyiigal,  y  cómo  las  adjtidí- 
atuiones  que  se  hacen  de  ellos  á  la  disolución  de  la  Sociedad. 

Sabido  es  que  por  la  constitución  de  una  Sociedad  se  crea  una  nueva 
^erMiialidad  jurídica,  eapax  de  derechos  y  obligaciones.  De  aquí  que  las 
aportaciones  que  realizan  á  la  misma  los  socios  que  individualmente  son 
|)6rsonas  jurídicas  distintas  de  aquélla,  constituyan  verdaderas  transmi^ 
eiones  de  bienes,  que  caen  de  lleno  dentro  de  la  esfera  del  Impuesto  de  de» 
radios  reales  y  transmisión  de  bienes;  y  si  bien  por  la  especialidad  de  la 
forma  de  eonstituirse  a<]ttelk»  entidades  y  por  la  conveniencia  de  favore- 
cer y  fomentar  el  espíritu  -de  asociación,  sean  especiales  y  más  benefi- 
dosos  que  los  consignados  en  general  para  toda  clase  de  transmisionea 
tos  tipos  de  Kqnidaci<^  que  sé.  aplican  á  esta  clase  de  contratos. 

La  legislación  vigente  respecto  al  impuesto  que  devengan  las  aponta* 
«iones  que  se  realieen  á  fa^w  de  las  Sociedades  en  general,  arranean  des- 
dd^Aley  de  S6de  Diciembre  de  1872  y  reglamento  de  44  de  Cuero  de 
48134  en  el  cual  se  señaló  el  tipo  de  0,50  por  400  para  todas  las  que  ha* 
gáii  á  su  constitución,  excepto  en  la  sociedad  conyugal,  que  faefoB  de- 
clamdas  exentas  del  Impuesto,  hasta  que  por  la  ley  y  reglamento  de  3 1 
éé  Diciembre  de  42it<4  se  sajelaron  al  tipo  de  0,40  por  400. 

£1  reglamento  vigente,  en  su  art  43,  establece  que -los  bienes  y  de* 

recbos  aportados  á  toda  oíase  de  Sociedades,  excepto  la  conyugal,  paga- 

«áA'e('0;SO  por  400  de  «i  valor.  Igual  cuota  aatisfaür^n  altiempo  de  di* 

eolverse,  convertirse  ó  transformarse  dichas  Sociedades,  por  las  adjudica- 

«ioiMis  ó  transmisiones  que  se  hagan  á  los  socios  ó  á  otra  Sociedad  de  loa 

óenes  que  constituyan  el  todo  ó  parte  áel  capital  social.  Si  en  estos  oa- 

osee  adjudica  al  socio  Ix  misma  elase  de  bienes  que  aportó,  tratándose 

^e  bienes  muebles,  porque  los  inmuebles  deberán  ser  siempre  \osmifM09 

portados  para,  gozar  del  beneficio;  sólo  pagará  el  0,115  por  400^  en  euan- 

'>  BO  esceda  lo  que  se  le  adjudique  de  la  cantidad  aportada.  En  lo  que 

^  adjttdieaeión  ó  partici(iación  exceda  de  k>  aportado  por  él  sooiO)  de** 

esgantei  0,56  por  tOOb  '  ; 
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Ett  cointo  JL  la  soeiedad  cooyagal,  rige  ]o  djspneilo  en  el  oúio.  i^^ 
iel  ktX.  S8  del  mismo  reglamento,  eegiíb  el  cual  oontriboirin  eoi^  el^ 
0;IO  per  100  del  valor  de  los  bienet,  las  aportaciones  de  (odas  elaaes  do 
bienes  ó  dereebos  reales  veríiieadas  por  convoyes  al  consiilairse  la  socian 
dad  legal,  asi  como  las  adjadicacíones  qne  si  disolverse  aqaélla  se  les  ha- 
^jKñ  de  los  ffiismoa  bíenel  6  de  otros  en  (pago  de  sus  aportaciones»  m' 
oíanto  no  excedan  del  valor  de  éstas  y  lo  fne  ellos  adqaieran  en  concep*^ 
lo  dd  gananciales. 

Las  aportaciones  verificadas  por  medio  de  torceras  personas,  ya  se  ba- 
gan  á  la  sociedad  legal^  ya  i  cnalqwera  de  los  cónyuges  al  celebrarse  el 
inattinonio  6 durante  éste,  pagarán  por  el  concepto  jurídico  en  virUid 
del  coal  se  verifiquen. 

LA  variedad  que  se  observa  en  la  constitución  de  las  Sociedades  en 
general,  y  en  especialidad  en  la  forma  de  los  diversos  oaedios  qn^  em- 
plean para  atender  ¿  sus  necesidades,  ha  exigido  se  dicten  en  la  materia 
leglas  especiales  consignadas  en  el  mismo  artículo,  según  el  cual,  cnanr 
do  las  Sociedades  emitan  acciones,  la  cantidad  qde  de  éstas  se  desembolf 
se  por  los  accionistas  será  el  capital  aportado. 

Si  emitiesen  obligaciones,  el  capital  efectivo  desembolsado  por  loa 
obligacionistas  se  considerará  como  préstamo  y'satisfará  el  0,40  por  400- 
tanto  á  la  emisión  como  á  la  amor  tinción,  detaendo, exigirse  el  Impoes* 
to  por  este  último  concepto,  aunque  la  emisión  se  hubiere  verificado  en 
época  en  que  aquel  acto  no  estuviese  g;ravado*    . 

Debe  teaerse  presente,  por  ser  principio  que  está  hoy  vigente,  que  por 
Real  orden  de  5  de  Febrero  de  1883  se  resolvió  qué  las  obligaciones  emi- 
tidas ppr  Compañías  y  Sociedades  con  garantía  hipotecaria  deveoi^ráa 
el  0,$0  por  100  del  capital  hipotecado,  y  las  que  no  tuviesen  dicha  garan- 
tía, en  concepto  de  obligaciones  simples,  devengarían  el  0,40  por  400;: 
siendo  compatibles  ambos  devengos,  según  expresamente  se  consigna  ea 
el  mismo  art.  47  del  reglamento,  haciendo  teglamehUria  la  doetnnaM^ 
leda  en  disposiciones  anteriores  de  la  Jurisprudencia  administrativa. 
■  La  dificultad  material  que  existiría  en  estos  $asos  para  exigir  4  cada, 
aeeíonista  ú  obligacionista  el  impuesto  eorrespcmdiente  a  la  cancelación 
de  tas  acciones  ú  obligaciones,  na  originado  otra  disposición  del  míismO' 
articulo,  ^or  virtud  de  la  eoal  el  impuesto  eorrespondieato  á  la  emisión  j 
amortización  de  acciones  y  obligaciones  se  liquidará  y  ex^igirá  á  laSoiaé'»^ 
dad,  sin  perjuicio  de  que  ésta  haga  efectivo  su  importe  de  los  aceíoniataa 
ú  obligacionistas  cuando  procedá^con  lo  cual  se  conaigisa  grao  üacilidad  ei^ 
la  exacción  del  Impuesto,  cuyo  importe  podr^  ser  descontado  á  loa  verda- 
derameote  obligados  al  pago  del  mismo,  cuandola  Sociedad  lea  abono  el 
iioporte  de  la  amortización  6  dé  los  intereses  y  dividendos  aorrespondiantQ» 
a  aquellos  valores. 

Eñ  las  Sociedades  de  auxilios  y  socorros  mutuos  y  coopierativas^  011 
las  que  las  cuotas  periódicas  mensuales  ó  anuales  se  canjean  ó  eonviorieii 
ftt  acciones,  nacerá  el  deber  de  satisfacer  el  Impuesto  tan  luego  »»  oiiMr 
gutñ  al  accionisto  los  extractos  ó  accioúesi  ¿^ndo  su  fee£i  el  día<4a 
arranque  para  contar  el  plazo  d^  la  presentación  á  la  liquidación  dri  Ii 
puesto,  según  los  plazos  que  para  m  docnmentoíB  públicosse  señalan  i 
el  reglamento. 

Conformeá  las  cHspouciones.qoe  rigen  en  el  ¿erecbo  inersantii/  te 
Sociedad  tiem»  un  tiempo  de  duración  limitado  ó  no,  peco  consignada 
laescriiura  de  constitución  social;  por  virtud  de  esta  ciccmatao<»á'» 
personalidad  social  no  puede  exceder  en  su  dnraeión  de  esa  plazo^  j 
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4tt» te prorrogii,  ímyih^o entlgiiii otso'lft'doda éi sietto  envolvía 6 
iiolter«tciéndeiiaanu»VaperMHaüdadjiÉ(fieft^7  por|aiiio,4ia  «éevo 
devengo  del  ImpoealD corm^ndieate) el  atU  14. del reelameato  liaie^ 
suelto  estas  dadas,  ditponieodo  que  la  prórroga  de  Sociedad  tributaváieiK 
It  nrísoii  forma  qife  li  ednatitMídii;  y  ele  igvat  «Mrt»  'se  liquídala  el  Im-* 
pfiesio  eQaado  se  nddiflq*^  la-Sociedaíd  por  4a  •eperacióa  de  nao  6  más 
socles/aleaiprecfiienoesttvlese'prettsi^el-oasiien  la  eieritora  fauda^ 
meotal,  y  sin  perjaicio  del  impuesta  que  deban  aatisfacef  el  aoeío  ó  socíoi 
que  ee  sepireo. '    ' 

»  Claro  et  que  eá  estelase  la  üquidatoiAn  que  te  gire  per  la  prómm 
liabiA  de  ser  esmando  por  base  el  capiul  que  resulte  después  de  dedéeida* 
la  parte  eerrespondi^iHeal  soeio  aue  se  separó,  que  es  el  valor  capital 
que  se  aporta  á  la  nueva  personalidad  jurídica  que  se  reconoce.  | 

Ha  de  tenerse  présenle iCoii»a  regla  genera  90  la  liquidac^óQ.de  «»dos 
estos  casos,  la  prevenida  en  el  art  44  del  reg(amentp«  legúo  el.coal  en  M 
documentos  relativos  á  liquidación  ó  disolución  de  Sociedades  habrá  de 
aeoáipauarsé  fonesamente  ecqiia  íntegra  6  aoloriaada  del  último  balance, 
ettyo  MBUltado  podrá  la  Administración  comprobar  con  los  libros  de'  la 
Sociedad,  en  caso  de  duda;  y  en  la  emisión  y  ámoNizatíones  de  obliga^ 
ciones,  las  Sociedades  habríór  de  presentai*  oertifíeación  del  acuerdo  eiv 
virtud  del  cual  se  verifiquen,  y  relación  de  ios  títulos,  con  su  valor  y  nu«« 
meraeión. 

El  liquidader  fijará  en  vista  del  balance  el  taiporte.4»  las  deudas  que 
constituyen  el  pasivo  de  la  Soefedad,  tedieodoea  eoeuta  quecon  arreglti» 
á  lo  declarado  por  diversu  resoliKiones,  et  importe  de  iiqusllas  responsa-' 
billdadps,  aan^e  ño  se  haga  exprés  adj!udic%eiónr  para  su  pago,  debe  li- 
quidarse á  nombre  de  los  socios  ó  del  que  tome  á  su  cár^  el  satisfacer^ 
fas  deudas  por  el  concepto  de  adjudicación  por  vía  de  eoimisión  á  encargo 
para  p»go,  y  al  tipo  que  cqrresponde  segúni  sean  iamuebles  ó  muebles' 
los  iMenee  de  la  Sociedad  que  se  destinen  á  este-objeto.  Es  importante  en 
esta  materia  de -disolución  de  Sociedades  la  doctrina  consignada  en  Real 
deeFetor.aenteneia  di^  &  de  Octubre  de  4888,  enél-que  se  consigna,  qne> 
eualquiera  ^ae  sean  las  eslipólaciones  y  contratot'  celebrados  entre  los- 
socióa,  al  disolverse  una  Sociedad,  no  puede  preécindirse  de  la  vecdadera 
aaturálea  jurídica  del  aeto  que  eotraila,  por  lo  ouat,  si  entre  ellos  se  ve* 
ritom  eesiones  de  bienes  ó  de  derechos  que  llevea  consigo  la  de  aqué- 
llos^ habrá  de  lil]utdarsé.  además  de  las  adquisiciones  causadas  á  livor 
de  Jos!  socios*  por  virtud  de  la  disolución,  lo  que  corresponda  por  laa 
eesioBes  que  eniré  ellos  realicen. 

f^ara  sujetar  ai  Imptaeslelos  actos  y  contratos  Verificados  por  las  S^ 

eiudhdes  relativses  á  su  coastítuciótt,  modifieaeión,  prórroga  y  disolución, 

atiende  la. legislación  del  imiiíiiesto  al  logar  eaquie  fije  sti  domicilio  la  So 

ciedaá,  según  así  se  resolvió  por  Réai  orden  de  -Id'de  Mayo  de  1893.  Beto: 

no^bstaate,  las  Sociedades  constituidas  enel  eatranjero  ó  en  territorio 

español  donie  no  rige  el  reglameotó  de  derechos  reales,  pero  que  hagan 

otorscioaes  donde  el  oitaldb  Impuesto  se  erige,  debeVán  contribuir  por  e( 

nmo^  y  en  la  forma  que  las  demás;  por  la  parte  de.  capital-  ¿portado 

je  desltntti,  según  sus  balances,  á  dichas  operaeiottes parciales.  Un  con « 

plo<espe6Ía^  de  liquidación,  consignado  ya  ea  el  regiomento  de  t^  der 

(ptíembre  de  4891,  es  el  que  dispone  se  :liduidafá<tK>r  el  eonoeptade  eK< 

icióada  Sociadafi  la  división  material  de  las  cosas  poseídaaaroiadiviiory 

jmpre^qae  él  titulo  de  adquiáeióa  no  proesda  de  heceaeia,  legado  óáúf^ 

TOMO  89  -85 
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Ea  de  noUt  eii.fflrte>«Éta  U  cotttiarifceid»  <ffe;Te»tiU^eni6l  crit«l© 
del  legUUdor,  pue*  liqmddndose  la  ex4inmdn.dft,e«Ui5toede  Soeieda>*. 
dei.  qSe.fadieramo»  lUmar  íiwiMiíw,^  o<^  «e «njel»  á  pego  su  eaniti^. 

^'^^^Sn  mayor  l6j<lo«f«tt>lvtó:laR^  órieftd««  de  BÍayode  «miqM^ 
la,asociaci6n  de  1<h  here^iaroi  de^umi  perioiia  pe»  ««¡niirMiac  la  «ptoU-.- 
ción  de  un  esiablectmiealo  indoalriaU  oenatitoye  Sociedad  para  lea^ee- 
toadeMniDiieslov    i..-  .•■^''  x  •  .       •  •.    .  j  .    •' 

Remeto  de  la  disolución  de  la  Sociedad  conyugal  d^^tenww  en 
cuenta  que.  wgún  lo  resuelto  «a  R«ai  wdea  de  6  de  Juwe^^te  4886,  la 
adjudicación  en  pago  da  bienes  que  tengan  U  ^coa^ideractótt  4e  parafer-. 
nales  tribuU  por  el  miamo  lipo  que  la  de  U»,  bienea  ^inaneíales. 

84     fié^to  para  fa  KgniAttríd»  <W  impm*h  cdfri«j)im¿#fe«íc  d  íoa 
ff «maacciones  litigicsas,  O  dtwlndo  d«í>«  rcdonoíéraelcÉ  este  tóí^ácter. 

Siendo  la  irmsaeeiáú  m  contrato  en  cuya  virtud  laa  parles  que  fea» 
sostenido  sus  respectivo»  derechos  los  reconocen  ó  ceden  de  ellos  en  todo^ 
ó  en  parte  mediante  estipulaciones  de  muy  diverwe  claaw,  es  claro  que 
de  él  han  de  derivarse  transmisiones  de  bienes  y  derechbs  q«e  caen  den- 
tro del  terrena  gravado  per  el  Impuesto;  pera  en  muchos  casos  el 
que  adquiere  por  título  de  transacción  no  realiza  en  ngor  verdadeía^adn 
quisición,  pues  ricamente  Oene  el  reconocimiento  de  su  dominio  ó  ilere- 
cho;  y  por  otra  parte,  «i  esto  hecho  fuere  bastante  i  coiwi^uir  la  declara- 
ción  de  exención  par  las  transmisiones  realizada»  en  todo  caso  por  titula 
de  transacción,  sería  esta  el  medio  eficacísimo  de  elu(far  el  pago  por  las 
transmisiones  de  bienes*  ,  i^     .    i  .     ^j- 

Para  evitar  estos  inconvenientes,  determifta  el  reglamento  las  condi- 
ciones que  ha  de  tener  el  contrato  para  que  püedap  eerle  aplicables  las 
disposiciones  relativas  al  de  transacción;  y  dice  que  «jo»  eonveo»»  6 
contratos  entre  partes^  aun  cuando  tengan  fX  caricier^^de  ,iran»aceión.  y 
a&í  se  haga  constar  en'k»  documentos  públicas  ó  p^vados  correaponr 
dientes,  se  liquidarán  como  cesiones,  adjudicawonas»  doaacnonee,  etc.,  si 
la  cuestión  surgida  que  los  motiva  no  ha  adquirido  verdadero,  carácter 
litigioso  por  la  incoación  de  procedimientos  judioiales»;  en  1»  mtoligen- 
cia  de  que  «para  que  la  transacción  se  repute  tal,  á  los  eCectee.del  Impues- 
to, es  indispensable  que  se  realicen  después  deentaWadala  dBntóiida6de 
celebrado  el  acto  de  conciliación,  ó  bien  en  el  acto  del  juicu^cencihalono». 
Hay  que  distinguir  los  casos  según  que,  alegando  leparles  «u  re»- 
pectivo  derecho>  quede  éstereoonocido  en  favor  deAUUod». «líos,.  6  oue, 
por  virtud  de  la  transacción>  resulte  alterada  el  tituloi  por  que  en  doim- 
ti  va  adquieran.  En  el  primer  caso  a  satisfará  el  Impuesto  aquel  en  coya 
favor  quede  la  cosa  ó  derecho  objeto  del  litigio,  y  con  arregló  ai  tipa«a* 
rresponiiente  al  título  en  virtud  del  cual  se  Te  adjudique,  déclwre  y  reco- 
nozca», y  si  «no  se  alegare  título  determinante  de  ia  traosaeeióa  (cmo 
que  no  ocurrirá  con  frecuencia),  se  liquidará  el  impuesto  ea  oimcepto  de 
cesión».  En  el  segundo  caso,  es  decir,  «si  en4atrajwafiei6n  mediasen  coi 
diciones  tales,  como  constituición  de  pensioiie»,  teeonocimiento  de  der 
«ho» reales,  entrega  á  metálico,  cambia  ó  permula  de  bietea^ttiilM»^ 
alteren,  respecto  á  todo  6  parte  de^  los  bienes  ó  derecho»  realea.objrtox 
U  transacción,  la  naturatoa  del  acto  ó  título  que  »í  htyAjOÉt«»Udo 
entablar  la  demanda,  se  liquidará  el  Impuesto  |or  et  concepto  ivepectiv 
rescindiendo  de  dicho  acto  ó  título».  Puede  también  aueeder  que  por  rv; 
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tai*  A»  hk  iráBMecióii  te  Mtipslen  eomüeíoBM  qiie  «ll^reii  t»  «ttorateza 
-del  t«l»  6  título  sólo  «i  ptrte,  y  ^imde  raeonoeido  éste  eabnisteate  eo  lo 
demás;  t  m  0sts  etsoj  ceottido  á^onMetteaeia  de  diebas  eontdieionet  re* 
eoUé  «Iterada  la  naOiraleza  del  acto  ó  titalo,  fandamento  de  la  demanda . 
^resdeeto  á'ona  parte  da  k» .  bienes,  ^vedando  sobsit teote  en  onaoto  4 
<Hii,  to  Uqoidafá  el  fanpoesfo  por  oída'  nñade  eltai»,  en  U  forma  expre- 
sada para  el  caso  antenor. 

Como  paede  oeortir^  y  asi  seráisn  nncbos  casos^  qoe  eon  anterioridad 
a  la  transaécidtt  se  baya  saiisfeobo  por  al^^nna  de  las  panet  el  Impuesto 
-oorresj^ondiente  á  la  adqnisíeiin  de  los  bieoes  6  derecbos  en  litigio,  sí 
por  virtod  de  la  traaeacetón  ^edan  éstos  en  poder  de  qoien  ya  los  por: 
seía^  no  existe,  e«Mno  bemos  apuntado  antes,  verdadera  tran8iBisi<^B  do 
dominio,  sino  on  simple  reeonodrotento  de  él  y  no  poede  exigirse. nuevo 
paf^  a^^aipiel  qoe  ya  lo  había. realtJtado,  poiqne.  á  nnasola  transmiskte«. 
segiln  doctrina  reglamentaría,  copresponde  on  solo  pago.  En  so  virtud,, 
previene  el  ref^lamento  la  neeesidftl  de  qne  se  jnstinqoe  el  pago  por  la 
adqoimeión  prinerav  para  poder  eximirse  del  qne  en  otro  caso  se  exlf^ría 
por  la  transaoei^Bj  y  establece  ^e  tooando  por  efecto  de  la  transacción 
-qoeden  los  bienes  ó  derecbos  reales  en  poder  del  ^ne  los  poseía,  ésto  no 
»sgará  el'  Impaesto  s|  resnlta  debidamente  jnstifícMO  qne  lo  satisfico  en 
a  época  en  qne  adqníríó  el  dominio  &  la  posesión»;  esta  jostifieacién  ba 
de  liatíerse  eon  los  ooeamentos  mismos  en  qne  conste  la  nota  de  liqnid  <• 
•ción  ó  cdn  los  qne  expide  la  Administración  para  resguardo  de  los  eon* 
irirbnyentes. 


r, 


25.  Cuándo  y  cómo  eonfu'Umyen  al  ImpitéBto  tos  frattsmtstpiíes  dé 
bienes  muéblete  9€gún  tean  temporales  6  de finUivan,  y  loBT^réBta^mo» peno- 
naUÉ  é  9in  garantía  real. 

Las  transmisiones  de  bienes  de  todas  clases  han  sido  siempre  la  base 
para  la  exacción  del  Impuesto;  pero  la  naturaleza  especial  de  los  bienes 
muebles  respecto  de  la  utilidad  y  bneficio  que  prestan,  y  respecto. de  sn 
dnraelón  y  forma  de  aprovediamiento«  con  relación  á  las  de  les  inmoe<^ 
bles,  ban  originado  diferencias  importantes  en  la  exacción  del  gravamen 
correspondiente  á  las  transmisiones  de  aqoéUos. 

Forestas  razones,  y  aparte  de  las  dis|>osiciones  relativas  á  las  aleaba  • 
ksrqne  comprendían  también  las  transmisiones  de  bienes  muebiesi  es  lo 
cierto  que  li»  transmisiones  de  esta  clase  de  bienes  ünicamen te  estuvieron 
sujetas  en  las  causadas  por  razón  de  bereacia,  legado  ó  donación  mprtá 
-cansa,  á  partir  de  la  Real  cédula  de  49  de  Septiembre  d^  4798,  en  la  qne 
se  les  señalaban  tipos  distintos  que  en  las  bersaeiasde  inmuebles,  que  i*e 
equipararon  por  laileal  cédula  de  24  de  Noviembre  de  4S0O,  y  disposi* 
«iones  posteriores,  baeta  que  laley  de  Presupuestos  de  2IS  de  Junio  de  48(^1 
4ksignó  á  las  herencias  y  legados  de  bienes  muebles  tipos  menores  que  ios 
ajados  para  los  raíces. 

Osntínuaron^  sin  embargo,  no  sujetos  al  pago  en  las  transmisionen  a 
uto  offeroso  ha)>ta  la  legislación  contenida  en  la  ley  de  28  de  Diciemlire 
487t  y  el  Reglamento  de  44  de  Eneró  siguiente,  quegravó  su  iransmi* 
n  cuando  se  vertfkaratior consecuencia  de  actos*jqdieiales  ó  adroínisira^ 
os,  d>en  virtud  de  contratos  no  hipotécanos  otorgados  ante  Nolarío,  so- 
lando él  tipo  de  4  por  409  si  la  Iransmisión,  adjudicación,  declaración  ó 
moeimietito  de  etíos  léese  perpetua,  indefinida  ó  irrevocable^  y  e0B  el 
)  por  400  cuando  8e4ransmitiesen  revocable  ó  temporalmentu. 


5^  BüímEB^A  DR  tiBaiSLAdáil  ^ 

La  mhmategisladórt  duda«qQtpard  ebmpUítft^y  desde  efitotitte»4l«ÍF*^ 
niüvaalénté  los  trpot  de  tránstríision  por  bereQoia,  legado  y  doftaetd» 
mortis  c^iisaáe  los  bienes  mneides  á  (os^^scflaladoa  ptrria  de  los^^oaav»^^ 
bles,  saJvo  'a  exenefón  relaciva  A  (a  ad4oisieÍ|6B^pér'tilirio^h6rediUurto>.de' 
los  muebles  que  forman  el  ajuar  de^easa'yropta  denso  personal,  qoedea^ 
puéa  la  le^  de  34  derDkeiémbre  de  4891  y  regfiíaíieittd  de  la  miaflia  feoiiá- 
SQJetó  al  inapaesto  de  0,40  por  400.  ••  ''•  -♦   - 

La  léglsláeión  vigente,  eoi^fónne  «n  wi  todo  con  taHcenteBída  eo  el  re- 

Simento  de  95  de  Septíetebra-dé  489t,  elény loé  tipo»  citadds  ai  9{MHr  400* 
ráfór  ee  fas  transmisiones  atétalo  wiereae  de  esta  el»e  de  bioMa 
qile.se  vertíiqnen  en  vtffod  de  actos*  jndímales  y  i^mimet^ati  vosee  de  coii>* 
tratos  otorgados  ánteKfotariu,  y  disponiendo  que  loeinenes  iniwble»  que 
eñ  vjrttíd  dé  actos  ó  ciWitratds  de  la  cíese 'anleriémiénte  expretada^ae* 
transmitan  févoeebte  6  temporal  meh  te,  contnbmrán'  por  te  miiaédei  tífo- 
seiíalado  á  las  transmisiones  defínitivas.        '^ 

9e  ye,  por  consigniente,  que  las  transmisiones  de  bienes  mncfble»  están 
sQJétaa  ai  Impuesto  en  todas  fas  transmisiones  A  titoto  liiefati'^o,  y  ea  lUa^^ 
qae  sean  A  ticütd  on^roso,^s&lamente  eovndoae  transan  ten  en  la  fomMi  ex* 
presada:  no  é^tandd,  por  tanto,  sejetas  h»  transmisibiies'qae  de  loe  mh* 
mos  se  realicen  por  doenmento  privado  ó  por  aeto  qae  no  sea  ^ddieiarl  6* 
adipím^trativo;  los  tipos  aplicables  son,  eh  ias  herencias^  los  señalados  e» 
general  A  esta  clase  de  adquisiciones,  excepto  eitdumtaá  (os  moeblea  y 
efectos  qae  coTistitnyen  el  ajuar  de  casa  y  ropaé  dé  aso  personal ^debieodo 
advertirse  que  dentro  de  la  palabra  ajuar^no  fntáBti  comprencbrss,- v^|>or 
consiguiente,  tributaran  por  los  tipos  ordinarios  de  ía  tarifa,  las  alhajas 
de  cealqnier  clase  que  sean,  los  mqeblea  deslánades  A  la  indus^ia  y  eo* 
mereio,  los  efectoe  de  los  establecimientos  mercantiles^  agripólas  é  in- 
dnstriales,  ni  aquellos  bienes  que  por  su  número  y  cuantía  constituyen' 
ona  riqueza  artística  ó  literaria^  que  no  pueden  ser  de  uso  común  en  una 
casa,  oomo,  por  ejemplo,  las  bibliotecas  y  Us  coleceionés  de  iBonedas, 
cuadros,  antigüedades,  etc. 

Coñfbrme  al  art.  4.*  del  reglamento',  págárAn  ellipo  de  e^dO  fotiO(h 
de  su  valorías  adjudicaciones  de  muebles  ^üe  se  tía^n  por  vía  de  comistóa 
ó  éi^cárgo  pkra  pago  de  drudas,  eónsiderAndose  este  pagó  oomo  defisitivoj 

No  obstante  el  principio  general  para  ía  exaccit)n''detfmpae8taefl  lae^ 
trañsmlsiobes  á  titulo  oneroso  de  ésta  clase  de  Henea,  qnexs^ge  mr  con- 
trato  ante  Notario  la  legislación  del  Impuesto  sujeta  al  page,  eonel  tipo 
de  0,4(^  por  400  dé  su  valor,  lAs  transmisiones iie  lüséio^s  y  obligacloiies> 
de  minas  que  tengan  lugar  por  endoso,  con  arre!gto-á  los  esiatnto»  de  Ía« 
Sociedad  emisora,  auiMüe  én  dicba  trañsmiaidn  Htr  itftervénga»  los  Agen- 
tes de  Comercio,  A  qntenes  el  Código'  mercantil  atrlbé^eel  canAeter^ 
Notarios.  Para  ia  aplicación  de  estos  preCeptob^  pret^isó  teñerpreaeñte^ 
aparte  de  lai  disposiciones  generales  del  (kreeborieoiiiihi'y  adinifíistfa' 
livo,  que  habrAn  de  observarse  para'déterobinai*  h  natiiMteza'iBiiebiede' 
los  bienes  transmitidos,  en  que  el  art.  40  del  reglamente  previene-^-, 
ben  estimarse  muebles,  con  arregló  A'ledeclaMdo  ene!  ártri.^delá  Ir-* 
Hipotecaria;  los  ofletos  públicos  enajenados  de  la  Córala, ' tas  iinienpd 
lies  de  la  Deuda  púbHca,  y  las^acciones  ti  cd)1igaci4inesde'Binéos  y  ^€61 
pañíás  mercantiles  ó  itldtf^tríales.  auMjtte^ean  nofflfniftivas,' 

La  propiedad  minera  coñtriboirAeif  ctmceptadenráebtes'eaando^e] 
repi^^ntada  poraccíonea  nominativas  y  a^  ^ftáder^  «déavettaHqntere 
iiiú>Kí  de  ra  transmisión  y  el  docaméi»taiíi|  qneéeb^ga  eonsltr/ 

Los  bienes  muebles  signen,  en eiís^tte^^A  ladefórmiiiaeito 4d%r eélf 
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'A»  •iqtíM.a^  InpiMttpv'Pttr  rasóa  4e  h^ ütrn^Mm  en  aiié  to  encueiilren, 
Jmmj^Im  seQMTftles  MUblecidM  en  ei.aii  38  del  reglamentp;  et  dMir, 
•^iie.«Í0iKB  »  eondieida  del  .teri^torío  eiiifiae  se  heltea  situdos  é  ooMli* 
toldo»;  pero  cano  soo  difsreolee  lasAirooneltnciaft  qoe  pire  deteanÍDar 
osle  délo  eooeoVren.en  ice  hicoee  nmebles  é  iomtieblee,  previene  el  mismo 
MtiBitlo,  reepeeto  á  los  bkem»  moeMee^.  qoe  ei  no  ooostase  de  vn  modo 
cierto  el  ponió  en  qoe  se  hallen  sitosdos  ó  constitoídos,  8^  coosiéerarÉo 
qae.  eatte  •■uel  iogerdi  lo  «miided  del  odcroirente;  qoe  los  tiioloe  de  la 
Dendá  pábiteii  y  Íes  eceioiiea  ú  oUigiesooes  de  Bíneos,  Soeiedides  ó^m- 
peiíis  meveiotilee  ó  iiidaeCrinies  qne  lengen  so  domicilio  en  España,  aoit* 
qaoao:  bailen  «onslkiiidas  ó  depositidae.eo  el  extranjero,  estarán  iojéta's 
aitopnetlo;  y  qne  U>8.titnloe  de  la  Denda  piliblíGi  extranjera^  alx  cono 
los  de  Sociedadtfs  lambiéa  extranjeras  pertoneeientee  á  espam»i#s  é  nato- 
rattsadee  en  fiapana^  se  ooniideratén  snjotoe  ai  Impoeslo  ooando  sb  trans- 
mitan por  itiolovlieffeditario. 

.  V  Adeosáa  de  estas  disposieionea;.  ea  d^  generat  aplicación  eo  Ja  practica 
Imi  oonlenidneael  lUlimo  párralD  dei  art;  M  d^l  fegUmentOt.  conforme 
al  ^Dai.no;,se  oonnderaiáaftQJeti&al  imppesto  iaa  cantidades  en  metálico 
'^^poieonstéta^fan^reo^o  deiMoona  mnebloB  6  inmobles  ó  pigo  de  servi- 
cio» ¡lersonales. 

La  razón  de  esta  excepción  se  encuentra  fácilmente,  en  qae  exigiéndose 
oo  el  primer  ¥^1804^  Impoosto.  al  adqaireiit^  4e  los  túenes;  por  la  tr^s- 
«piaMa  lería  un  doble  devaoRo  exigirla. también  por  el  precio  que  fi^ciba 
el  comi^rador;  y  en  el  segundo,  porque  el  qne  pagó  lo  qoe.debe  por  razón 
de  servicios  personales  qne  se  le  han  prestado,  no  trahsinite  el  dominio 
dn^^bienes  mnebta,  por  .snr  al  metááeo  eniOSle  eieo  predo  dii  ninlilos. 
^Lo»  piésiamea  sin  bijpeléoa,  qne  desdo  i.«  de  Enero  de  4a30vá  16  de 
.liayo<dnl£aa  deveof^aban  él-^^^^  por  1^,  so  ileclararon  snieto» alto*' 
imeato  oomo  transflusinneaaemiMipalea  de  bienes  mobles  por  la  ley  dé  ti 
dei  JMeioa»bc^4e  l/STÜ  y  ni  nglamesto  ds^  U  de  jSnero  de  1 873,.  ai  con- 
«igaaRseeaJaJncife  »n  reisrencia  al  concepto  de  mnebiei  y  semovipitef; 
á  pesar  de  eso,  la  Dirección  genecaldeLGontriboeiones  declaró  con  repe* 
Ikaóiii  fne  los  ciladoa.  préstanwii  no  deti^gaitan  Impnesto;  poniéndose 
fin  á  jpla  eonlnüeeién  por  ia  :ioy  y  regiamento^  de  34  de  Didembre 
de\l#t ) «( qmi  en  el  otigen  de  la  tagislaeión  vigente» 
(  «SiegAñ-aaia^ conlenidaen.eLact.'48 delregliimentode 4.«de Septiem» 
bes  do>  4836,  lee*  présianios. perennales  «onstitntdos  ó.  Toconoeidoá  ^or 
«onM^-oi*  «gado  ante  Kotario.ó  íoncionaHo  idminietinlivo  ó  jndieial, 
j  ios  qne  sn.nniiceniaoo  garantía  daefeaten  pdblicos^  d&  valore»  Indne* 
triiéeai^'Oefnereidhas^  dnalqnienepie.seá'ia  fotmnt  y  origeá  de  fo  áoneit- 
anoión  9  Ja  denotoinaeión  ata  que  ae^  ios  conoaca,  siempre  qne  italectt* 
DÍendoJa  óperacidftt  Ageñle..deS6lea.é  Corredor  de.  Cobseido,  por<in 
periseeionamienie  llegne  á>exisáir  la  transmisión  del  dominio  qna  el  de- 
H4reébdeltigo^pQr.la eqtiega.de  mntálieo, oslan  sUjelos al  Impnesto  de  dn- 
innbnef«ileieon:inreglo  á  iQejnrticolos  t.^  yf  3^  do  la  leyde  35  deBep- 
timnbni.doi333v»aii8feeiendojei0,40for  400  si  so.  cnintía  éxeede/de 
Q§3/feeeta»«  ysná  ÚM  por  IDO  bnsta^dieba  éantidad«  y  lianfdándeaa  en 
'(miaina  Sarma^y'dentfo  de  iba  pláao».qne  los^demás  eootratos/  á'.tendr 
^In  qne  disponen  los  articnios  35,  pánralo  prunéro  y  53  de  este  raglrt- 
mlQi  aaivn  laqw^né.disponq  en  ni  ari.  434  resposlo  derla  íacsnitaé  qim 
nei^4o»>Banoos  y  tSoeiednda»  qne  ifcrifican  prtstnmos  djB  .realinir  |¡or 
ü^üqiiidnBián  f^  cobro  del  li^eata.otoe9póndiepte«4]ae  ilebeeáli  in- 
ferna despoéa  en  las4urcaa  del  XeeoBOv.:,  • 


SSO     *  mmnjk  ixriaBiw, A/cato  : : 

>  LMnoev«eioiMi  lottiet  4  partiiáes  é»  tlidn>ft'|»rAif|iiió«  qo^f^teléc^ 
iÉ#É'ilts|Hié8  de  tTanseofríilo  ei  prtBMt  mño,  á^MVtirdd.ta  oamüliieiéii^ 
s»i9DmideraráOi«omo  anevo^préstainos  pwi  los  tieetiüéel  lon^iiasio^  y 
rtmtrtlMiMii  >«a  igiul  fornft  qo*  ti  coMÜtnne  f¡or  vtt  pdineia$  poro  ^ 
sdr  Mtlittft  dUhM  fettovaekwM  deiitro  del  »&•  eilido,  é  del  wgitóeote  <^ 
«igmnle*  á  I»  reiieTecióB  qae  haMese  eonlnlkiudo^  eatonoet  el  Impuei- 
tdwewlexígiUe*  i      . 

Let  préftiaffiot  gartntídos  eonhipoteet  selufiwAQ  eóto  per  mté  ee»^ 
ee^  eon  «rreglo  áio  pveeepuiade  én  el  an.v«.«'deft  regUiDeiilOw  El  im<> 
IfMBtei  te  setMisráen  eila  eUee  de  conimof  fwr  el  que  neelbe  la  caaHi^ 
«tea  objeto  del  ¡^ésiameift  te'OBoeé  ia  obligactóa.de.dem^vec^l&q«e  eon* 
tiesa' iideiidar«  pof  eer  teta  h  pecunia^  tuyo  Uvét^  se  «eelisa  la  «imiwai*^ 
tflte'temperal  úe  bisnes  «odUes  qoe  etprMamo  éntss&s^    • 
^    Se  tía  áosdtsd^  enalióa  Meroa^de^d^debe^ó  ao^desreiffitr  ¿mpnestola^ 
i^Ktineión  del  préstamo  cuando  se  hace  constar  4a  devohieran  de  la  isasti- 
dad  prssiadainediafiliieserflBn^pi&blicav^y  amMiM/iiO'ha  dejado  4e  sos- 
teaiene  qoe  é»  este^nso  proiaede  an  tinevo  devenvo^  aoeotros  ereeaos^ 
«étí  arreglo  álortériniBos  en  que  esii.  redactada  ia:tarila«  vígeaiev'qtie 
eeti^acto  oo  «té  sooipieadído  en  ettav  s^üiüasi' se.deebré  ^eei».  cuáeler 
general  por  Real  orden  de  43  de  Hayo  de  t9&4.  ^  .       .  *<«  -. 

»6/  Beiflúé  tmra  te  HquMaeié^  ée  fer  jIMéfeeMiAM;  |^  de  te  ftíífitk^ 
tíañ^^s  de  bíeneéy  dtíreéhúé  ftakteorreijHmdkii^  Aiánéitad  tti8é9^hle- 
4e tinéuhi y  mapérazgéi/  ■      .     i  .■     *    '      - 

Dada  \á  radiealisíBia  lelema  inlrodocida:«D  lan^t^eria  áejkleiúmi^ 
90»  i  smtitociones  áásieomisarías  por  la  poUkaeióu  del  Código  eivil,  y 
respetando  éste«  según  la  di^sioión  tea&silocia  saiQMUla  del  íííísiim)^  loé 
Meieoflásos  par»  oplim'  ios  bienet  ac0|a  in^iaeeiefiee '  reservadas  del 
iMadorv  bo}'  |»rehibtdas,  siempre  ¡qve  tmwk  baeido  al  attipatode  I*  le* 
l^ieta^éa  aoterior,  es  nalnEsLqiM.^iaáe9waeida'  del  ilaipliesto  gcave  en 
«lietfnta  forma  los  fideicoiniseeisegtfQlos'casoa.     .^^  -  .  —   : 

Ea '  tor fideieonásos V  para  apltear  Jos  éáenes  s^gsúa  las  «asamedones 
fiéenradas  del  testadora/y  qiieaéañ  éfieaees  píoi^  «eafysyl'ea  or»ea  ie^ 
gal  en  el  régimen  anterior  al  vig¿iMéíGddi^ei«ilij^)eeiieéd»la;loy  w^ibiao 
^e va adoi previd  el  pgo dala  por  lOdj^ j^ra dedeeac-caál sea  la;velan- 
i^idel  testador;  si  asi  lobiciesoelidiHáarlo^ vie<9rafáa  á  losfidei^ 
comllaricA  las  oportaaaa  lif  otdaeioaes  aleadieiida  atgcadftde  parentesco 
eon  «I  testador^  dedociendo  daésias  el  lpor>IOiltnaiiites>satisleebo.  fin  9^ 
^sáeo  de  qoe  .el  üdaciano.nooreKek  lafokntad'debAeeiador^^paede  si^- 
HBene'^ndadanBeBte«qaB.ia.taayfirí  parte  dorias  Teeescovbie'elfideieodBiso^ 
anaofectiva  adqeisieióB  realizada  per Jel  fidainaiíb  á^ttlala  ide  befeada^ 
V  áslifliáadolvasLel  regla]Benl0;<;|lreiri0á0V'flIe^st4nd  'se$poblieaseo&  el 
-tésmibadequi  aña  la^voliiniad^^  teataioryaeeoa}plBiar*jporje)fidacia^ 
fio'el'fago  basta  alcanzar  la  taola  eorrsspnoiyetila  alí^tí^^  del  d'pov  ¥H^ 
iijadorealavtacili  para  laa  aacesioBeaeaiiá^aitmbos^  Si  a»  algttai>baso¿ 
¡eaat e^-etide^la  inyersióaileJ^» biebasen  feíiroréel alaia^i lesSjdor » 
tipa»  d«  liqoldacióa  eórrsÉpaa<yente:  al  gradb  de.)pareatC8eo  foeía  «en 
'del  f  por  40fty  se  considerari  cono  defiaitíYo  el  aago  resáiasda  eea^  Mt 
f|to  ataltipov  simnlesriefes  eeasecaencias  f|anie¿TeeoB».fléipaffa«l  eOM 
buyeaie^  no  proeedicBídaí  poctaAlo^ ep  la«Oír:de<ste('de«oÍBlióiiélg«i 

Paede'saceder  qae.  el  testador,  ¡al  {tsldi>lejDer  ia  BBstitaéíte  fiddcaa 
«aria,  conceda  al  fídaciario  6  persona  •acargadado'.tiaásoiitte  la  barv 
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menta;  cuando  esto  oearra  eatima  «i  reglfñil»  ^w  exiüS'^na  vacdidt» 
ra  cMttltneióii  d«  nsnírtteio^  v  en  sa  virtud^  eoniidenuido  á  aquél  como 
tñQfMotnamty  H  Imfwmrhf  ofcligwééü-  ^ífngv  ía  Uk^eMcepip^yieon 
atiMto  al  Arado  dd-pctelttfié^Ms'to  «fiS^Mi^  eaniaite.  «El  latoero^ó 


teteaterUanadoaal  iiiifff«la<diN'.fid«leomit04  aeíainncoinkteiad»»  cono 
beroderos  «aaliUiU»,  pf ganda  Unbiftn  M^ta  l»;i»lafli6D  de  párentelo 
^netengaa  6oii  k  perMaa<qap  lotinatitBf^ <  ^  vi. 

«En  toe  fiMeonteoB  en  i|ne«<de)en  en Ifferafíeáad  ios  fafienee  lieredi- 
tarke  al  heredefoftdaeiaiiOt  aan  eonndo^eea  fto»  la'.obli$adón  de  levan* 
lar  algnna  carga^  ee  fiquidaiá  ^  Impattelp  «evn^üeMneía  en  posfiedad* 
•en»  dedneeiáft  de-  k  eaiiga  ü  iném  dediiei6la4 ^per  la  «nal  walwiart  el  bu • 
paeelo  el  qne  adqniera  el  beneiaio  coMe^nlenlfc  al  4pravaoien -impiMato 
al  Jierederou tt deeiiy  qüeproee^erá^nna liqnidneíéQ  al  fidoeÍEarie  eon 
<ded«eet«n  ide  ie  earga«  eonn  eaaot  pe^  el; lolaéide  le  heieneia,  7^-•lra «I 
benefteilNPiade k  earga  por.el  cM»ci^H^<y  4m  qiM>aee  proeedeii^    .  r 

tiofflo  ^idera  qoe^  todtvía  exialeA  mMiea  eaeo»de  ndqniaíeüNMa  de 
léenet  j  deieehee  reaket  por  «Unlo'heraditam,  oerreapoMenteafáln 
nltad  réaerrable,  segÉn  kt  lef es>deavnontadoiaa,  en  loa  müfotm^tm  j 
nincuioi,  dittingoe  la  lejréoe  easoa,  iegttn:^[pie(mbo0nrrir  el  faUeeieikfite 
del  peaéedor  se*  bnlnera  heeho  é  no  k  diviáón  de  loa  Ineoea)  j  dis- 
pona.para  el  Nimefo»^  deeir^-  si  á  k  defnaekii  del  poüeedoc  eatnvkren 
pflevkmeQte^oivídidoa  kalnenei  ini»«ikdoa«  une  Uii  iflfmadklos  sneeaonea 
satiskrán  el  S  por  400  eomapondienk  á  dknn  mhád  reaervafale;  preYÍ* 
nkndo  mu  ek  aegoitdo  easo¿  ó  aen  ei  dtf  iodiríflión,  que  el  Impoea to  indi* 
ttdo,  al  tipo  tk  S  fbf  Id^iiba  de  aatinfaBirái  en  toa  piaaot  ^e  aeftala  el 
vigente  Tegkneíao  paraJafieeeDlacióa  de  daoMÉentoft'Correapondienka 
á  heraneiaa  j  legadoe  en- loeáeoiáa  oaaos.  ,.,.;. 

Piar  mea  <}ae.^kennnctado  do  k  pregoiita  noiaeitíj*' krmtnaatemenle, 
eonak  malefk  de.nMliíneioM»,  ipMel  ragkmento  ¡trata  á  eontinnaeián 
de  kasfidekoaiaeav  e»  importanUkmÉ»  oieenioa  aajrdeá  caso  exponer 
Gravemente  ka  dÍ8potkieiier><|ae  rigen  en  el  partknlai«. 

•  <  tCnanéoel  tei¿dor  diapiMiéra  dé  ana  bknea  MB^ttjrendonnan  Jiere* 
denaeáokoav^e^garteiinipnelto»  encoadaaiMilBeión^coaarregkial 
pnrenleaeoenM  et-noatttnlo  yei^eanaanto; 

•  ;«Si  ka  berederea  inalitnidoír  en  kl  tolMseple  nn  tuvieren  dereobo'en 
ningtn  enaat  diapoaer  dn-kJttimnia^  ya.poreelos  entre  .vivee^ó  pc^ 
eaoea'de  «Miertay.aa  fepnkrán  enno  inero»kitiifrtetnanea;  pefO;Háo.se 
ka  pone  aqQella'lniiteeitef^óy>ealableeitedak^ltftaneeon>aiadieiótf  i^ 
aekloria^  aa  léqnidArÉ  pofc  k  pknn  pnopiedad,  aíft'derBebo  á  devolmúD 
algnna^annnnani^'^r&ninpltnff  la  eoQdieiénr:impneata^  haya-de  pasar 
kliereneiaa^sottittttihdesígnadow     r"^  ^  •  <    .  <- 

«SI  k  coadieito  impnesk  al  berederirflnkeia'de  qne-par*^  dispener 
de  los  bienesrltlN9ttenk*bapade  nereditamn.nenaidnd  enajenando  antes 
kwAj^'pronioa,  k'«dqMinéiK>pe<íentfliides*:ni»*pleuipYO|Medad;y  li- 
qnídniá  en  fkf «eomptiaiNnHidenAe  oeoBipk  k*4it»ndkióK  Del:  nnanM»  modo 
^tltqnidará  enandoiel  onnnllqiienle»^.de  k^eimdiDiéri^.oott  bal-oÉjíeíaíni** 
ineskvdependn;  déi k  eOLMaivar  v<»laák&:deh  InatilnAlo  el  dkei^i^ne 
iettg»eieeti».*ir<       ♦  v»-  .'.^. -*.'■:  ...  ...  .v'i\'  <•];•*''♦.  í  »'>    :  .         •  *.»  ?- »  v 

'  i-Hknoa  Hnnaoiilo  ks  .feíeadenlea  ^itfnskknda,  por  ser ^de  necesaria 
plioaddajen  lea  «aaea  d^aaatitneión  firtewnmisaria»  yiepmo  eatndioiqne 
jebkrarbnber.preeedídeal'de'ettait  "'^   '■■'■'<•  v.<  .'*  '^  •;-»  t 


sai  '      í  msnM^Tmiimmmke¡6H 

todas  kü  fincas,  á-toide  óoBMiHitr  «>bi» «étiitoimis  ^tl'ftfédi td  tiftfflo*» 
iM  en  fiíintfl»,  «e  tmf«i6  0«i  el  iiicefiv«lii«»te '4é  i^a*'  flMMliOft  -ie  te» 
4)«efk»iMiteeiaii:dt  iMoé  «10  «ervdttftran  topropiedadi  ^  «ato  wndtó  ^a 
ey  Hipotecaria  de  8  de  FeMé(«4e  1861,  f^mikieifdQ,'^!!  ei  art  M7  f 
figtienieevftieeA  ádbetp.dfl  Uisto  de ^raftedad^eeserÉidltate  1«  pose- 
sfftn  i  favor  de  M  pertónai  «lyo'iKiiiiiiraM  había» ééíatei^rJaaiiieai 
«Éi^el  fil09|^iBir»ftJile  eliloBffd»  piimera  Inatáneiadsl  lagar  eoiioe^ndleai* 
rafi  loa  tieiié9«  y  por  4eetoaeidse¥dé  teeltgoa  eon-  loa  it^iáilto»'  y^-  fer^v 
fliaüfladeft  míerttoa  al  efeeUr.'^oslerrontteaM,  para  refiNNner  loa iobiOÉma» 
lot  que  fmdie^aii  opónerM  á'  iAiMserípeidiii'^  n|BÍlitflrla,  %t  4iap4too  fór 
Retl'^áecretode  t5  de  Ocitbníde  lfl<7i  emn^prandido^efi  el  tM  isO^>ée^4li 
ley  Hipotecaria  Tffoffflada^'qiié'podi»  verifieme  ^de  4á  poeei4éii'pi^ 
aáiiitaiido>en«  eertffienaiénm'Alcidde^del  piieblo;eai  eoyi^'^Éfiníito  mii- 
aldlpal  radieasen  Iva  bieneay  toiki-  coa^  'se  aei^edtlác»  qt»  áatotf  s»  titíri#^ 
ron  eikeoeBfa  ai  fijar  ^tUimaenota  de  ei>ntiálNiei6ii  y  4**?'^^  if><M<e^ 
•adtfla^véofa  pagando  óMNotfifctfe'de.  loa  mieaioir  "^  .  >  r^-  ^  v  rr 
Al  ptanlearse  la  referoalt  blpofteosria  yídnánleikii'eñoe  en  ifO^^etnv^ 
vigente  la  prórroga  tanaedidapara  it»enbrf  bianea  y^  éereebos  ndqníri^ 
doa antes  del  afio  18^3^  nese exigió fag» algnao^^éeltaa «^«ea  da  i&m^ 
neates,  porqne^estabaninalnidos  eñerbenencúrqne^eaoondodid  el^ar< 
tieaio  390  de  la  ley  Hipotaearia:  Desde  m  iooeUiyd  la  filíala  frárrnga. 
en  ^  de  iaoio de  1874 dq'ó  ée existir  el  mnéámMaá^  te  éxenef da,  y  n6 
cabe  dnda  de  qoe  han  éraalíalaeer  el  lnip«eal(»i^{iiv.desmn9Mln^gttn^ias 
épocas  en  qoe  se  habiéran  verificado.  Ddiemos,  ahí  aariaargOí  menalonarv 
ccAn»  maestra  de  lai.díaparidad  de'efilerio''i  ene  seipraslaHÉiiiBaasrla,  qne 
laReal  orden  de  t^deOáeieicd^  de  IS67  daetart -^¿slafeinBe^ípaiqnea  po> 
aeaerías  pedían  erUaderae  en-ios  Jt^i^ttoB  df  la  propiedad^  aki  qim  loa 
doenmentos  qne  la^bioüfvaran  habiéran  de  contenarnra  algoaayetetfva 
at1ailpaí<>ato;  dándoM  eoirao'^ndamaaítade«i^aiHsposiini60aíj^pBaipdr  di- 
ohai  4octtntento»  (qae>adlo  ^meden  s«rlos'napedíeBtia4d*ipoieaÍito)  «»ae 
constitoye,  transmite,  reconoce^i  medilica;,  ni  .aatiiigiie^dei^eeb*  a^no^; 
ateadn  en  tknitn afe|'eto  attedüar el'heebode  Umomnéhj  SiU^  éato  lo 
qnf  gatera,  ea  lo  «iertoiqnp»<4ictado  el  éeoreld  de  40^de  Enara^da-t^SS; 
que  ha  dacriafado  ianerifotnialafasasidn  aanqa^aa  bajrnadqníRdo^iespBés 
m  i.^  de  Eneró  de  48^3^  eatkAtad^rnüüeiaaeé  <pá  ae^kutbean»!  iratat  de 
«aeríbir  la  poséslónieatán  iejeiaa  a^  loipdcato  deada  qne-aflápeaó  á.  fégir 
'reglamento  deU  df -Enero  de '4^734  deaengandaa^^tipneerreapondiaiite^ 
concepto  de  adquisición  qne  se  jnstifiínitevaegdn  ik  tatífa  vidente',  en  U- 
•ecÉiidé.  la:  realización  de  dicha  seto;  y  ¿i  na  sa  alagars  aéta  adqcmitíiro 
¿^.alegado,  no  aajoanifiaaaa,  bañada  eonlr&air  por  el  3poc>l4IO;    .   • 

'  loa doaoiedioalpie antas^axÍ9táairparai«B«iite4a.pda^ 
dé  poderinacritírsa  eaél'1legf^i%é«;  la^prapÉndad/fomo  etiA'la  4sadtttv» 
«ñiéü^taiiral  y:  el' anadiante  p6s«Hmo^  haanqaedadbandaéidéartiBflL 
aole^  por  haber  denogadotfat  ley  da  47  de  daiiñ  da  iMniifiMa^^m^m 
y  401  de  la  Hipotecaria.  Según  aquélla,  la  posesión  sólo  pnade^tefA^M' 
«Hta  previa  preseDlaeié«<de»?«i;pdiie«tovlnal0gd»;conaap^^  a)laH:i3dl 
defdieba  ley  Hipotecatlt^^uíoinfMáaadoda^  itn^aa^ieaéai^ei'  A  Imdia  da 
pneblo  donde  radiquen  las  fincas,  antoótado  aiemtis^iportal  Jld^arfiffl 
dieo  y  Secretario  del  Aynnumiento,  en  la  qna  ae  acredite  qae  al  intarr 


LEGisLAGióir  nb.«MOMm  im  «MBCHoe  bsalbs     68t 


la  etniidad  con  qoe  «omiiMye  cida  fiafyji'CB— ürt,  ^ffi94odM<6lli» 
M  tQ»ieiioB.«B  ciMOta  ai  fijar  h  última  eveta  de  «ooiribaeióa  repartida. 
Si(áo^€aa^mk»Xñ¡fnmim  -«•  poada  aa  4a  attaaltdad  kiaerítir  la  poaotióii 
á,l|va#  da  faaiiÉQlaaMK;'y  por  abarata  de.tl^  eje  Maf  o  46  1878  ta^p^ 
4.iof  üegiairadoretMfia  aéoHiaftAiaMriH^^ias^ariüeaeiaaaa  *  ^m 
aa iMftawn ka«riíe«Aoa408 y  i04 daMfaéDi^ analfiiaiagae aaa la Mm 
«n  eme apacaciaraii  aBlea^idaa.^  -.««   «  -i  >m 

•1a  Ia¿^laei6a  vi§enla  aa  la  aalnalMad  aa  aaeaantsa  kasadp  an  laa 
luriaeipiof  aataa exMaHoa,  jmtm eaimoiaBoia« dkfona' ai  aH.  19^  dal 
ia§iattflM»(de  A .®de SaptíaaalMa Éliimo 4|«a lasiiolotmaciODaf  peMonaa 
par .adMíácÍMMaéa  anUfaiar^alaM,  antariaaea  *  la  ley  Hipetacaria,  aa<- 
Urén  liWea  deA  UapaaMa»  Laa  jai0f«miaaá  ad^puMaianes  poiiaiior«a  á^é$^ 
aba#ealMiv9Ag«rto-^  4tpar  40i)  m.^  Utatode  traaaaMtiáajqiia.  se  alega 
«a  el  da  Iieianeiaé;4e0ado  aotra  aieeBdieAtea  y  daMondiealef  y  'aól^gia 
f  áaaoMnoa,  y  el  8  por  48#  aa  loa^keiBáa  eaaM.  w 

.i  9egto.el<arti.ll.dal  aii^awi  .'^eglaaiamaij  aaaado<eaila<ia(farflMaite 

IKMaioría,  exceptoaado  las  aalerioreiTá  la  ley  Uipoteeaha,  no  «««alagfBa 

etftatovi6,tále^ándolof^«v>aa  pnaisa  la  fiefaa  de  4a.adqoÍMeidR^  átí  aama 

fÉindo  laa.  bieiiet  lrapiiaiifdafcaft|iaÉia<aB  eatfida  aottllaiadaa  A  aaaiifeaa 

^al>aaflaaala  delaiSlMaiito,  8aJM|aidaiéal.3  par  4aOr 

.  'Sava,  por  coatigoiaati,  i}«e  ea-la  tíq¡uidaciÓB  deísta  elaie  de  áaaw 
'BiaBH<  rainUaft  baaeficiaiiaa.  (at.ad<}aisfBÍoaea-4  fav^ur  de  eónyoget  y 
hatroaaai^ .am- qw podaiaa  acartir  caifti  aará al fnndaniente  daesta  di* 
fereneia, en  reJaléánoaa  toa .'priacipiai.ganaraiaa attablacidoa» iieodaasl 
<pmi eiioteiéatdel  P^ecaiy al  daia^ebidalaraalidad a» iatiiQa á  ü^ala* 
•aiéi|  i«ra6ara^aaaiMa)aM  aaAi  ¿ieiiAtt  asayar  rigor  jaipaoAo  á  eataalata 
de  doenmentoi.  >•  .'•.     i 

>  AnasB^eo  las  iaiocnaeraoat  pateaonaa  ee  alega  par  eagla  {j^eoeral  el 
lilsio  aaqaúttiya  da-  faspsacia,  y  en  este  ooooepto  creeoMa- están  sajeioa 
áilft,  eoosprobsaióo  de  .valores  qae  para  ias  adfaisicioBes  á  iítolo  laoea* 
tivaraflÉalaa  loa  artúmloi  76  f  aigaiealaa  dalv  regianeotis  es  lo  fiarlo 
-qam^  ana  arregiQ.4loi|de  preoepUla  el>  arft.  i&8»  losplams  paica  sa  pra* 
sentaeión  á  liquidar  no  son  los  relativos,  ákf  adqoisiakiaaa  porbera»^ 
aia,  sinp^  et  día  iraima  éitiH  l^eanlar.  daidai.s«t^aitoriaafiióB%<6  sea  desde 
^lia  ai  finm  al|aiito:aprabáBdoisa;  ^tolNéndosa-presanlar  poriigoal  raída, 
•Oí «a  laOfisÍRa  liquidadora  á  ifaei  corresponda  el^  lagar  an  qna  sa  aaos^ 
laaaaeaióa^  aioa  aoJa  carrsipand^BAa.  aliagas  pn  qae  8ea!rtariee«  ipaaa 
el  OMSiDO  en  qne  se  luu  tramitado  el  expediente.  .     »  . 

. .,  ^B,    JPreilínpcumfB  del  fi^lafiUn^  ¿ti  fmf^ieffto  ¿¿ra  regulqr  ¡H  e^a»- 
jf9Í^iicia4^lüsQfia»aMliq^  •:  ,„ 

.v^ika-kyési  liftpiíasaa aaMade  A las-^lifaida^aiBs pordereebos  de.exa» 

■iSA'dadooiitaéntos,  aotas^  peMiea  da 'laali(}aidaeÍBiieay  ciertos  decpebaa» 

1 44aaar.*Aa»aprartoa^  f  peasisten-wiatttpaknanlaaa  oaa  cantidad,  igáal 

4,8§fo#wi08 «le te eaoli  tt^yaidada^afa  aioTesaroi;ieBtomaadada  Ja  41. 

uidM^it  aa  las  eapitalaa  da  prin iBetar4k  laa  A.bogadoa  del  Satada,  tea  >. 

SMariae  faiHInédoa  aaafa«aMotaiA>y:ala«noáBiaefft»s  d»  otra  alasa,.Joe 

jMaeiiM  nm^atim  li»Bdad»es>da¥CBgaB<  iagiasaa  íntegr^aan  fasna^ 

aia^de-4alftaiHBBd»p«kbcaí  Ea^pat  taato^Mtiftal  al  empei^o^de  atribak 

las  Qtteinaa  liqtaidadoras4aiaa  eapinassi  dá  plrgajaQia  la>a«iapal8neie«»a 


854  .  '    '-  avvsBM 

•I  m^ym  oAmecó  dé  eatot  iwiibto^  i^M^m  Bsidkbtt  eapMti  e»»  fMr  n^ 
^lir ^«raltdoadt time maFiftiD*jiHreoalaita«6o.  .       > 

Dbpone  el  refc^omsto  vlgeata,  qoe  «lodo  doconeslo  qi^  «MteUgn 
•d»  á  ooBlrato,  MMto  ó  no  ilfMigO'del  inqmefle,  ii«  de  pmwtigse  fon 
smemenle  eo  le  Oneiiui  ü^oidadore  á  qae  earif  •iNMult.dMMra  de  los  pl»* 


soe «Qo te iefialaoi;.  y  bajo Iamocíóa fMiál etüMopidoM:» Ita eonio no 
pmm  eiigín^  á  Joa  iolenBadaa^ipe  lepÁB  eo  Codo^easo  cuál  aeala  Oftaüio. 
Hqoidadora  competente,  j  con  el  fin  de  evitar feijnieioa>inaeceiarioi%  ea^ 
lableoe  qn»  «ai  na  doonmeoto  foese  praaeotado  en  te,  Ofietnnqseiio  filero 
oompotente  par»  liquidar,  eonlornio  áiaa.wglaa  eetnbieeidaa;..^  etliqn>* 
dador  io  devolverá  al  intereaacto,  haciendo;  eoliiitftf  4ieba  eireonaloiieía 
por  medio  de  nota  poeata  á  continnaeíóii  del  docnmenio,  en  el  enal  indi* 
eará  lo  Oficina  ú  Oictnaa  ante  laa  onalea  deba,  pnaenlnné». 

Sentadat  ealas  baaea  ^eneralea,  entra  ol  <  racamento  U  jd^rminar  la 
fogniietencia do laaOficinaa,  atendiendo  á  diveraaa cOnaideraóiDnea,  y  en 
an  virtnd  diapone  en  ao  art:55,  qne  «In  preaentaei6n  de  doenmentoa  á 
la  liqoidación  del  Impaeale  dodeeachoi^roaioa  ae4iar|[ooff  ai^eaión  á:  laa 
aignionlea reglas:  ...         ■    .^    •■..     .        .'m:-//).  .<      .-)  .l   > 

.  «1^*.  Loo  doenmentoa  público»  é  yianrf^r». oamprrinaivoa  ée  netos  6 
«onaraloa  «nj^r^  ota^a,  ae  protenlarán  preeiBaanmaian  1»  Oieina  lignida» 
dora  de)  partido  domáé  ie^»torieém¿  y  :loa* r^ennlea^aBtol  por  asMsa^dlr 
mmetfierhien  en  áiekA  Qfieimt^  bien^eala  del  krgnr  dend»  hnbiero  ^a^n- 
rriáotlfallecimitmta;  ton  la  obligad6tt«  porparta.dol  liqnidadiHrf  dnado 
aorofaotnaae  la  prosentaeíéo^do  d«r  eotteeimianloiidentnr  de  treiala  ikna- 
al  do  la  Oficina  donde  podo  igual meniB  bnbeiw  Torifisadoi 
'  ^tJ^ '  Loa d0cnmentot|»rtoadar  reiéfentsaá  iranaiaisionea  joior.^oM» 
dt  immerU,  te  presentarán  ^/Wieanmeiil»  eá  la*  OfieÓMklíqnfdadora  del  pár^ 
tído  donde  hubiese  ocurrido  el  falUcimienio  del  cansante.»    ¡' 

Oado  lo  terminante  de  eato  pnceptOf  qne  .atrünye-^eompeiaiioia/iex.-^ 
olnaÍTO  en  lo»«oaoa  dotranamUioneSi  harodtlariaa.qme  ooñaten  on  doan« 
awnlo  privada  á  la  Oüoina  del  logar  del  lilleemnénio,  debeaaoa  creer  qno 
lo  aognnda  parlo  da  la  regla  priOhMa  ha  de  oonMemaoveloairaoiento  al 
eaao  m  qoo  didM  IránamisioDeaeonalen'Oa  docomoBlaptlblkOf  aíao 
qnieren  armonizar  ambos  paaceploe»  ■«-      .  :;  •('    *'/'->- 

aSU*  •  Cnaodoae^tratededoBniBenlsarelaliyDa  á  taanoaaiaione^por  cao» 
so  do  mnene;  todaa  loa  tosümonioade  inínebí  habfán^  de  ftoeaentarso  á  lo 
Itqvidaeite.an  la  miama  Oficinn;  dabtettdo^aqneiláiOnqaoípiiineraaBanlo 
ao  linbien  verifioado  la.  preaentaciéa  do  «kt  do  aUoo,  exigir 'la  do^oa 
demáa.  v  i.  ;;/•.?-  .  't...    .  ■  ^-.-v  -     •>   ■-    -     r*..:,    - 

»4.*    Los  documentos  tefereotes  á  acioi  tnité  oioar  é  comiratoM  cele- 
brados en  el  extranjero  ó  territorio. españpl  dpfidov.no  tenga  apliea^ión 
e»le  reglamento^  por  ^os  qoe  se  Íráiisifrflih.liiené8'd  ao  racbnotéan  Üére- 
chos  gravados  por  ei  mismo,  ae -presentarán  y  liqnldaMn  dtsn^  da^loa 
plazos  legales  en  cualquiera  de  las  Ofíeinu  li^nidadoraa  donde  radiquen, 
luí  las  mismas  Ofieims  80«piáaMNÍaEá¿  y  liqoidaráft'loa^dotoaBiaBloaiálor- 
.  godoeieoel  evtnuijero  á  enol  lenüionftnnlaoesqpmndo^.iolalMooátisamír 
máeíoilea  tuntiUotú»  do  bíenea.  aoiotoa.  aUmpoealot enyxeanaanlo  h 
btier.o  iillaoido  inoro* de  Espain  4  cÁdiobo  ieafitoria^enoaptB^a9,4l 
bMA  do^  4aolo  en  iaato!oaaa  coala  en- otanleriiB'v  <lar .  «nenia,  olt  iiqíBJ^ 
%i  la  fiÉnocaidn  general  do  Goaiiiboaíonea  idíioalaa;'  peto¿ai*ioftdoewna 
üs  00 otorgaren  .en; IngMr^  da«éarrealo«B(gbHheB#o  aiia,ooaáoooipolaB 
Mra  liquidar  la  Ofioma  del  partido  doadftdstnsiÉM)dottMitnldo  ol  No^ 
rio4Jóiiiitieaaote¿Ofieino<i6iT«iboanlonlo«iEfÉlojí'v:^^^^^^  >  ,  í  hu-  '  .-.  -t 
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«  '  ^.^  9i  im  miwitf  aei0  ó  «diftituí  áim»  inflar  <  ^»  líqDidMioii^  so- 
téiivas,  la  segmiéa  4tob«rá  efBciaarte^ii  la  Ofieina  ddaá»  m  hobiele  |M»e- 
4léade  (a  primani.»     ' 

*  Mmu  tt4tiB»a'diapoaíeiói»4  unida  t  la  qoe  eonsigna'  la  regla  teNara»^ 
«damas  de  temitaiixar  la  mareba  da^  loa  inéajóa  an  laa  Oficiaaa  HqMa* 
doras,  eviu  wt 'gmvts  HuoinraaNDias  á  q«a  podría  dar  lo^ar  el  dife* 
reftta  erMario,  q«e  ¡ma  la  iaterpretaelóii  da  «i  pwnio  dvdoso  da  délretíio^ 
twnmtm  los  hqQidadorea  da  las  distintas  OfteinM  eñ  que  se  presentasen 
docntoaaitoa  rsferenles  á  nn  mtoaio  aeto;  eonsigviendo  tamMan  qoe  no  la 
dopüqoeír  kis  p9tf^  ^r  dMeenoeímisnto  de  los  qneí  jodierán  reallfars» 
en  varías  Oieinaa  qoa  aonoeiesan  del  aiaa»  aeto  al  ttfsmo  tiempo. 

29.    Magoi  edabiéciáúi  para  ta  pre&é9tia6tán  ie  décwmehtot,  eottfbr^ 

wke'á  ia  naturaleíM  de  fes  «cfot  y  eontrfñot  etmtefMoi  en  eU€9. 

.•.♦.••  .'  •     ■ 

6iando.el  laspoeato  obligaaión  legal  de  saaiifaaar  á  la  Hacienda  yú* 
Lllea  on  gravamenidetenniBado  impneatoaobfetJa  ríqoeaa,  y  q«e  ae  axi« 
ge  en  vistar  de  los  doenmenios  an  qne  se  hacen  eonstaf  determinadas  ma- 
BÍfintaeíoneado'ln.m¡sma«'  loadeieebos  Aséales  oEigen  necesaríamente^ 
qoe  aadie  pneda  ssMiiane  «1  enmpHnrimrto  ^1  detier  de  presentar  á  li« 

•  oidar  lea  doenmenloa  sojotos  ni  misnio,  y  de  aqnl  al  sefialamientade  loa- 
plaMsott  qoe  esto  ha  de  tener  Ingat ,  fasío  4as  penas  qoe  1a«  disposiciones 
rsgtamantmaa  eatablecen; 

Para  determinar  los  plaios  en  cada  caso,  se  eatahieee  en  el  reglamen* 
to-nna  dietinnión éntrelos doenmentos relativos á contratos,  actos  jndi- 
cíales  ó  administrativos,  informaciones  posesorias  ó  de  dominio^  y  los 
letotivos  á  herencias  y  legaéoa.  Con  arreglo  al  ar(.  08  del  reglamento, 
loa  doaomentoa  rafNvnlsa  á.toda  oíase  "de  contratos,  así  como'  las  infor* 
Boaolnnes  posesorias  4  de  dominio^  ae  niesemardn  á  laf  liqnidaeién  del- 
knpnesto  dentro  de  los  treinta  iitaa  bálnles  signtenlesal  oe  so  otorga- 
míenlo  é  antorisacidn.  Para  la  presentación  de  los  doeomentos  á  qne  hace 
reiéffeneia  el  parráis  tesearodeí  art  a?,  se  tendrá  en  enenta  lo  qoe  en  e^ 
ttiaraO'Se  diapone  en  enanto  á  la  lecha  en  qoe  debe  hacérsela  Itqoidációa 
y  llevasse  á  cabo  la  exacción  del  Inpussttt.     • 

Loa  docnmentós  4  qne  hace  referencis  «1  párrafo  tercero  del  artfcola 
citado,  aon  los  préstamos  ^en  los  qoe  no  poedn  desde  loego  fijatée  sa 
mantía, censosocede enioseróditos son  garantktde  efectoa  públicos^  y 
qoe  tendrán  obügaeión  do<)K«seotarse4  üqoidar  el  impoesto  «oando^so 
liqnida  anoalm«tte  el  crédito  ^  entes  siterminase  la  operación.  ^ 
-   Loa  tastimonios  ó  cerüfieados  de  cjecotorína^y^etos  jbdicia^s^adr  ^ 
minislrativos  se  presentarán  en  el  misma  plaao  expresado  ames,  á  contar 
ilBfedo  la  fecha  en  qmr  los  fallón . indicíales  'd  las  resoloeíenes  y  aetos^ad- 
aánistr»livos*fiacrin<  ejeootoriea,  ann'ooando  por  coDlecoenefa  de  didios 
lallos^'foiehMioneiv  y  en  eyecoeldn*  de  Jos  mismos,  baya  de'ot^rg*jirse 
eserítora  ú  otro  docomento^pábllco  á  fiívnr  del  adqon^enie. 
M  •>ElptaoiBm|Heaaá'eoaiaiie  doide  la^fecha  del  otorgamiento 'en  los 
leeoMSHion|Nkblieos«  en  k>s  qoe  isl  Notan» tiene  «bügacióo  deadNsrtir 
r  loaintn«CMlarelideber  de^praientar  el  dobomemo  A  ja  Oficina  Ifomida» 
tomdentradei^aaaiiaroéiíado;  l»^cha  de  4a  «nftlriiacidov>  se  reOMe  4 
inicios' actos deaprobaeidn denlas  tftfei!niacione8''peMorfas  ó  dedbmi'^ 
Bio^iyde ks sobaataa jodiciales^  tesoloaisnés  adminisiratiTue qoepro-* 

'locen  actos  sujetos  ai  impoesto. 

Loráe^oa  y  contratos  qne  se^prttentebMInpiidafíiiédiaaíiei^^ 


4HfiS  MMntnA  im  wuBAJMíss 


de  U»U\io$  jttdíeíales  6 r0MMi6i'«teMiir«líM^  in^ofew  el^nvevo 
davaiigo  4i«llfnfiieftlo,  owod»  por  0á»tó  d#l  •ioi!gftmie»le4é  eamlMt 
^06  iM  necesaria  en  eada  cato  se  presentan  de  na«vo4  Jiqíiiáar  )(mi>qiís« 
IMM*aet0i  ó  «o*lrit0t,  baeiénAosi^ia^iiiftet^  átte*«nMiK»s  del  dav^qg»  ya 
aaMMio  por  medio  de  notfc«osef9tl|'p#r'«ll^i|idftdó^.  U  presentaeiOif 
4e  k>sdpciifDenioase  haee  copaitir  en  omagisU»  Mpeeiai  ^«a  se  li«vft 
-ei»  ead»  Oficijia  ttqukUdeniy  Aci^4>  efeele  se  n«i]MMf»a  corwMvaoieBl* 
ios  dci^oienios  de  todas  clases  qoe  aé^prasenleA  i  liqQtdaí  .CotfoffUMt 
los  príneipíos  generales  «pie  rigen  eii.derBelió>f«fl|ie«iii<  á¿  ios  p4iMe^  en 
los  ^aese  eoemai)  pv  días,  ae  emkiidi»  stempre  por4úif  MlNlest  ^oii 
los  señalados  por  meaes^  «^mfMitAndaBe  ésWs  por  treintit  áiu* 

Las  disposiciones  eitádM  m  aplican  á  los  docnmeoios  qae  se  otorguen 

6 expidan  ca España f  UbU iMÍjff«90Ua; jaro «onarsagto li  ar(.  5ft  del 

reglamento,  los  documentos  ¿.que  se  refiere  el  articoTo  anietiarr.qtiA.i^ 

-otorguen  en  otra  nación  de  Europa,  se  presentarán  en  el  plazo  de  ocho 

^meses;  détlos  a&os  lee  qte  senDlorf^nea  e»  Alric»^.á«feérioa,  jr-de«res 

«itee  si  habieron  sido  otoñados  en  ÁMaikotfOs  paisés«.'   ' 

:    El  plaso  para  la  presentación  :de  doewBesloa  ffelillvos  i  bereiieB4s  j^ 

legadoe  será  de  seis  nesesvi^ntar  desde  el  faileeiiBieÉlodel  .maamati 

fistefilato  ttrá  pr9rropM0  éimHmemtk la>  mi0nimioi.^mUiftítkefpe* 

otAn/de  Hacienda  por  otros  aeis  nie8«s«.si0i»<}&é^  aea  praeieo  josélfíear  la 

^aiiea  ^e  motive  la  poelensidn4  siempre  qfle^sesolieU^  defDtfOj^Itpriiiiero 

de  dichos  plasos  y  se  acompañe  el  certiñcado  do>éefttBBÍéii4et  lii|mMBa 

•de «oy4 sncesito'se irato»  <      r.^    :  ,t.. 

Guando  la  sucesión  dependa  del  naGimieiil0téeiift^f6atiMMvM^c^l>^ 
el  primer  pIsKO  de  seis  meses  4es«íol%  fecha  da  su  naeimlSBl».  . 

fia  >de  advertir  que,  «óo  arreglo  á  lo  diaphwata  t a.  k  teaeA.f  áe  ia^ley 
de  se  de  Agosto  de  4896,  las  prórrogas  que  coiiQéd4fei4oa>Dele9idasde 
Mbcieida  desde  4.^  de  Septieashre  anuiente,  qut^  «ntte  no^  deiengaMn 
iol^cflBes  de  demora  alguno,  llevan  neeesanaaMDtO'^ofistgo  laohligaeiéu 
do  sMMaeer  el  imetés  de  &por  400  de  la>o«iBttdud  quopoflvpueslo  do* 
vei^ne  el  acI0;ó  ¿oulrato  á  que  se  refiere  Ih  gnoii^d#MÍe«l  día  si^uieme 
A  la  Ischaen  .^ue  lermiae  el  plaao  pitNrrogado  haala  üea  que  •eu^preaenr 
Udo  el  documento  á  la  liqoidaeiéii^'eBjo  ialarés  ao  será  etMNkMHihle. 

.  Además  de  esta  prórroga  que  píiede»  ooMfMlarlAs  iMugudou  ée  illa- 
«oieadav  el  art.  6 A  dAl  reglamento  auioríiu «I  MiiiiaieriD  del  ilaino  pura 
•eoueeden  otv»  prórroga  por  un  p laao  nouiairiiir^iae  el'Wgtoieuiuri»  va 
leaoaeuf rido;  pera  uoiíeeder  está  prórrogafurf  rsbisurquu  uáieiua  eireon^* 
lancias  muy  alenéihlus.debidá^euta  juttücadae,  y'^uuas  lioMeite  uu^ 
^eeepirar.el.plazoi'llevftudo  euBsigo  la  óbüyadóo^ie'ailiiínear  el  inte 
«ós del  6  por  lOa auual^n  laforma-aatee  oottsigttudu; 

Denüode  los  plazosexpresádos  hábcán  dd'pruseRtameneeeeám* 
BMMe  loa  doeunenioa  á^  liquidaeióa.*  ó  auüoilsrrse  líqukÜQióu  pwrielo^ 
4Mkl en  la  forma  i|ue .señala  el ^fug^anmUoide laque ne:4ioa«espuoio»iN|utf 
por  ser  objeto  de  distiola  prtoguitti  del.PrAgraiua  '        ;>     »   «^ 

:  Los^ilaiosdeaMdlo.aio  y  oil  ah09¡fijam  paira«la^NnieiiliPSidi|  di  do* 
^uuMaies referenies 4 henaaeias  y.  liados»; eeámpliaráa éimmmmMmB  y 
atey  medio«  respeciiyanefttevai^llilMfl|Miitu9ueirtiiese,esi«lrauattói 
de  Europa;  á  uuo^y  dot'aaos  ái  bobieea  t«oÍáetkiia«u&^AÉBa4iAftiMui 
y  é'Sftoy  medko«tfes/aiie«jM'b«dMese}O!0uiHdo:dn'  iúsAtl  otioapMieá 
^U  ampliaeión  del  plaaoi^wdiuario  dabeaá^MiiQÉdarau  iM&a^  MáaiMríad 
«Hacienda.  .-i  •::•■.;•;•'-  -'h--4.%>i'. >;>  ,.  •  ;j 

6i  aá  ¥eaoer  bi  piaiO«afítttlado  pata  vei^QMr  la^iájuidactóUipftsuwsoni 


LEGISLACIÓN  DSL  ']»Bmi»'I>B  X»MCH08  BBALES        ttX 

!  IjqtttdAcióa  provisional,  excepto  U  reltoién  de.beredtct^s;  girásdiMii  ea^ 

iMoes  tt  ü^idioidii  pt09ltio«aU  ea^a4#  \^f9pfit9mtwiém  ée^  tmMati» 
5  a|.tipo  eoifftpoftdienl^á  i^mamúmmiim  «rtriDos,  tía  perioleieée  la^ 

!  davirtiieíón  <|i#  ptooHlft  ds  lo  •tléifeeliaidei.aid»,  afta  vt%  lieebaia  dccÉi* 

HMto  jodioiat'dd'lieradoffoa  y  fraotiiridft  la  üqáMaoidn  dofioiUya^'  á  «i^ 
Ma  w  inüifieara*  el  ^larenleiea  dé^qa^Mof « £t  t»lai^>.  piea  solioftaft  laide»^ 
vttIWMÓft  seta  ei  él  eiOBO  al^  ár  cení»  «desdei  I»  liqiiidasi<to  ásfiiNliKa¿- 

'30.  ^CtediMi^  V  úámó  pmdeH  éoKMIÉi^  ({fHúfiíeí^  pH>ifÍ9Ímeíi  y  li- 
qmdaeión  parcial  en  ki$  $Hee9Í¡imiS^%éftdiiaHá$i  y  prieedimitñH  pttrtt 


>••  ,        ) » «<■ 


•  EstaMeaidoa  por  el  seghuMalo  loa  plaéoe-  ea  <)«e  luiod^  ter  pnean*^ 
t«los  á  la  Itqttidaeiéii  4el  IohmmsIo  los  doettméntoa' «oo^if aaai vae  da- 
iranaqásionea  deidomiBio  por  líialo deintencia ó  legado,  oeane  mnobaa 
Teess  ^e,  aifi  necesidad  de  qoe  roiáalafr  earicter  Itligioso,  no-es  dalikié 
loaáttteraéados  íormaliaar  4as  openoioiieSi.Beeesariaa  psra-au  eompkte. 
lermiBaeióa  dentro  de.  los  plazos  BaiBmlea,'ni  aan  de  laa  préraogae  ^o 
99  poadea  conceder,  según  loa  aases^'  GomprendündolOfasi,  aotoriaa^l% 
legislación  vigente  la  práctica  de  liqQidaeioaea.pffovisioaale&>  y  dn^c» 
eialeaen  etroa  casos,  que;  están  regUunenladaa,  aotrs  eiras,  por  kuiais* 
posimones ^^vnmos á exponen  r  <  !    m.> 

«Si  dentro  de^  loa  Tefenidosipiaaoa  (mtafileft  y  sus  pr6rrogaa>>iia!eQ 
lonnalisaren  las  testamentariae  ó  abinteatatos  en  eser^itura  publica,  loa 
Mteresadea  vienen  obligsdoa  á-  9»tiaUar  HfuidaeiéH  prtmiáumcd  anM  de 
^neae  enoiplaodésbos  plaxoa«  debieado  fuesentar  ai  le&cto  en  .bir*oliflinak 
eorrespeiMtoilé  loa  aignieaflea  docnaientosr  . ,     ,-  t 

i»a.^  '  Deelaraeián  descriptiva  y  vaioradade  loe  bsenes  y  der^edMndOr 
todaa  eUsea^qne  eeustitoya»  ai  eandal  nlicto.  • 

■t;''  <]eriifíeaeióia  de  delaneióvdel  «aosanie  y  prioMra  eo|»a.de  .«laa 
diep08ÍoÍM»a  testameouríasv  ai  .las>  hnbiare^iy  en  «^  defeeto,  teatioionia 
de  la  declaración  de  herederos. 

»^^    Aelaeión  de  loa  iMeederol  y  ^egataiioe,  en  qneae  exprese  y  jnsti* 

fiqne  el  parentesco  deaqn^loea^on  d  oaosanle  y  la  paetioipftción  4&«ad» 

tutOiiMi  «1  eandftl  liereditana.i&ii  el  ono^de^sncesiéo  intestada^.sioio-eat^ 

heiiéia  la  declaracián  jndieial  de  herederpe^ise  (irosentará  relantóo^da^io^ 

q»0  hribiefett  solioiíaído  lalieceneüafcondetefminaoióft.del  g^rado.deipa*^ 

venteRO'OQe  alegaMal^  •••  »  '  .- » .    *.•"•;'':••  •    •'■-■■  r.    >  ..  :■  •.•.^.' ...' 

^  MifiBivbtasde  di|3liosdoaQaiasios«  y  prawa^omprobación  de  valores,  so 

xprneünaai:  la  liqoidaelón  pcoyisional4»aatifilsciflndo  loa.derecboa  ooMea; 

pondíentea  eon  arségk»  á  ella;  y-  cooaa  pnga^á^jionenia'do  ía  defíníliva^ 

-^(ne  se  verílicará  dentro  del  lano  aignienlcv^l^coolac  desde  la  provisionaU' 

pttdiMido-dietM»  plaso:prorfogai9e'  por  i^a  año,  pevo  coa  abono  ;dal  6 . 

lor  k^  en  oancniéo  daántenseadndsnwia,  deade  el  día  enqnesseipcae** 

licó  la  pravisiooal,  por  4a  diferanenril^  ca0tiáadea4)tte  resallo  enM^ 

iquéllas  y  la  definitiva.» 

Aon  cuando,  como  se  ve  por  lo  expuesto,  la  práctica  de  la  liqíúda- 
eióR  fea  de  referirse  á  la  totalidad  de  los  bienes  relictos,  como  puede 
acontecer  que,  aun  tratándose  de  herencias  cuantiosas,  no  exista  eo  ellan 
inetáiieo  baaiante  para  teoer  frenle  á  los  gastos,  siempre  ereci(tot'quo 


4»  plftio  puti  el  pft||9,*^:^a^Mlé  cu»  foad*  éoaeeéereMÜMtmét 
tiaeiattdft,  «egika  lo  dimesto  en  «1  regltmento,  «litoriu  óite  la  práetimt 
de  li^daeione»  ptn»tee. 

Aegoltnito  la  Íwnka^b  cptM  lum  4é«.«eri£ear«  delacinkia  qoe  «lo« 
iot«eMdo9  podsáa'eoUcitur/toMdieite  fmráal  eo  mial§«íer  tiem|io, 
pem  siemftfe  dentro  éú  lAft  de  la  éetoieiéiiy  al  sóto^  eleo^  Ja  reiiisr  eh 
üietélieo^  yaiofée^ó  efteiM  da^oAlniot  en  Baneoay  ^Benedadea  ó  easaa 
fartíenlam^y  eeU:líq«idai»óii  eepapial  ni  loaretevasá^  de  eaiiqitar  ea 
tiempo  ofortono  ia  prónrtoga  Ardinana^  ti  (aquélla)  ae  Inibteae  veríieaáa 
dentro  de  los  primeros  seis  meses,  ni  les  servirá  para  compotar  desde  ella 
^1  plsEO  de  ia  defínitíTa»  defiieado^  ei^  todo^ca^o  psaclicaiae  la  provieio- 
•naU|  de  qoe  tiernos  tratado  anterionDjBnte» 

«Si  al  vencer  el  plazo  señalado...  para  verificar  la  liquidación  provi* 
sioaal,  no  fueren  conocidos  los  herederos,  los  administradores  ó  poseedo- 
res por  caalcfaler-t&olo  de  loa  liieaes  hereititadfisi  deberán  prtsMtar  an- 
4es  del  vencimiento  del  piaio  los  doeomantos  mencionados  (anteriora 
«lente),  excepto  la  relación  de  Irarederost  giráadmeeatoncee  la  liqí^da*- 
-don  provisi<M)al  á  cargo  dé  Uráprmmfyfeiáñ  del  cansante  y  al  tipo  eo  > 
•rrespondiente  á  la  sucesión  entre  tíetrñmn;  sin  perjuicio  de  la  d^vmoción 
^ne  proceda  délo  satisfscho  de  máSf  nna  ves  neeba  la  dodaración  jndt» 
«ial  de  herederos  y  pradticada  la  liqni^bción  definilira«.si  en  éstaaa  j«s^ 
4ificara  el  parentesco  de  aqaélloe.i» 

jGon  el  fin  de  evitar  denmidacioiies  en  elImpoestOv  y-  toda  vea  qne  fe 
autoriza  la  práctica  de  liquidaciones  provisionales  y  ptcctalesvae  ái^ 
pone  que  dos  particulares  ó  entidades  jurídicas  «que  á  titulo  hereditario 
soliciten  devoluciones  de  metáüeo  ó  valoras  depon tados  en  las  C^jaa  de 
los  Bancos  y  Sociedades  dviles  ó  mercantiles  ó  de  comerciantes,  no  ten^ 
drá&  derecho  á  exighr  su  entrega  sin  jostíficat  previamente*  haber  satis* 
fecho  el  Impuesto  de  derechos  .reales  cdritepoadinnte*.  Igual  reqoisilo 
deberán  exigir  las  mencionadas  Sodedadea  y  comerciantes  para  antorísar 
la  transferencia  de  acciones  por  «I  titulo  mdieadó.  Cuando  por  oo  eatar 
terminada  la  testamentaria  ó  abintestalono' pudiera  presentarse -el  tüulo 
de  adjudicación,  se  practicará  la  liquidación  pardai^f  en  la  forma  ya  ex** 
puesta  antes. 

Por  la  misma  rasón,  «cuando  ae  trate  de  realiaar  oréditoa  ámetMico 
liqítídados  contra  el  Tesoro  públioo^  cualquiera  ^pn»  sea  el  título,  porque 
pertenezcan  al  finado  ó  causante,  entonces  ¿será  tambiód  requisito  incBs- 
pensáble  para  su  obtendón,  que  previamente  se  |irac4ique  la  lianidadón 
oportuna» •  No  obstante  esta  prevención^  oompletada  t  con  la  onligÉcióA 
impuesta  al  Liquidador  de  dar  cuenta  á  la  Ordenacién  de  pagos  corsés* 
pendiente  de  la  liqnidaaión  praetioada«  para  que  al  expedirse  d  manda- 
míenlo  procedente  se  deduzca  de  su  total  importe  la  euota  del  hnpuesttH 
ospeeificándese  que  en  aquivalea^ia  se  entriufa  la  earta  de  pago  que  oo* 
rresponde,  la  práctica,  para  armoaiiar  esta  ifispbsidónr  con  las  diotadas 
para  el  régimen  de  las  OrdeDaeionee  de*  pagos^^aeepla  el  pagó  previo  de 
los  interesados,  que  de  este  modo^itoaliaasi  el  libramiento  sin  deduedú 
alguna  y  no  se  compllcaa  Kaa  opersidnnes  de  distintos  Centros. 
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To4a'eiiMtióft.j«diottl  fie  «esQierto  estra  las  ptrtec  m han  t^kn 
iwaáo  iiD  eontfwlo.otolo al^pigo^sl  lüpaoto,  ▼  j^úpununit  «v.  Im 
-Meattoaas  heftditanM  aobi»,i»paatámvlMAd  deiwi  4aaUaia0to«:  aoiaé 
los  Ibieiwa  ^«ehaii  dafloaprMáBiiift«»U  lieMae«i^  •te^v  y  «m  9a»tn^»  Uh" 
•daaaqnaHaa  i^M'aoiiMtaQ  á  U.re«otoeiánáft4iaTfiteBAl  u  dtiamÜMclóft 
-de Ift  peiftoiíA  qi» aaté^^bligada^ aI  Wí^^"^ dr; Im himaa que iMUi>4e a»«- 
j0UffiB  al  misiiio*  «aMütsjanrfn  vftrdtilato.olMttáatlo  legal  pan  que  ios' 
íntere8aclo»«irkt  aaiann  piiidnpMaaiilará4iqaidaoióBÉa*doaaaft6DtM 
uMeaarios  ^Muraf  poMStioar'  ia  qvanorreapoftda.  ¥út  esta  caoaa  sa  lia  jtta* 
tiladáo,  á  partir.dei  daereto^la  10'iteii»ttc^ifta.4at9^;mui.eiffiapeiÉSai  áfa« 
^r  de;  M  oimirílMaspeiilet:  q«e  aa  efieteolosQ  «n-  «al»  «asOy  «moadie«d»  la 
«oapeBsié^  de:  los  plaaés  «aUbleeidoa  par».la.fffeseotaci6B  dftk>síoes>' 
meatos  eaaode  ia  traiiaaúsióa  dm^iaiipaó  floraehea^  ímbo  por  «onlFRlft 
entn  vivos*  ó  jm  por  oaoaa  da  sanena^  adquere  oárácteff  litígioao;  pre- 
eeptoqneae  Ita  copiado  ea  las  diaposieioMS  posaerioras«  jqs»  aa  eotí^ 
«igaa  ea  «i  irt.  65  del  regla  saaiiloi  Tígeote.  Ea  este  caao«  los  pfaaoe.ciUi«* 
•do»  empeaaráo  á  aoolarsa  desáa  ia  fed^  da  ia  aeoteaeia  firoia  qoero* 
«aígat  perros  k»  iotemsados  haktáA  .de  jaatiflnr  oportoaameala  a  oxir- 
teoeki  del  ittigio  eoo  iaalioiQDio  bastaote  da  refaMoeÍA  á  loa  a»tos.^ 

La  letra  del  artfealoasFoUra,  y  en  sa  eooeisióB' astáa  oomprsBdÁkM 
todo»  ioseitraiBoavBecasanoa;  sio  «odaorgo,  cEeeoaD»>qBe  paadea.s«igir 
coestioaes  de  algnna  difieoltad  eo  eiertos  casos. 

Coa  arreglQ^  á  la  legislaeiá»  vigpale  oe  ^>lNeeié4loda  la-oeoesidad  de 
joatifiear  en  todo  litigio  qooae  piiiiotpíd  antea  doaaorioir  los  phonoáo* 
gales  de  preaentaeióD;»  porque  si  áaaoa^  se  bidnao  teriDiaado»,eideiMr  do 
^go  otfaba  prododdo,  j  la  raoóa  de  la  ley  no  había  llegado  á  existir^  Ea 
lameasos«  oo  sólo  se  exigbá  la  preaaalaeióo  de  ios  dococaeatos  por  los 
medifia  eporeittvo»  daqoe  la  Admioiatrietda  dispooe,  sino  qoe  se  iiqoida-* 
4^-ooB  isipostisiéa  de  moita  y  de  losántereaes  de  demora. 

S^B  aeaerdo  de  ia  Direociénde  S3  de.Diciembre  de  4875,  oo  poede 
•estimarse  la  saspeasión  eaaodo  el  litigia  oo  afecte  á  ia  traasmisióa  do 
io»  bienes,  sino  sólo  4  sa  divisióo,  «eado  la  rsxóo  qoe  ea  este  caao  pne- 
•dea  lo»  interessdes  practicar  á  eoeata  liqoidaaión  provisiooal. 

£a  ios  abiatestatos  y  teslameotarias,  aean  necesarias  ó  Tobuitaría»,» 
no  paede^decirse qoe  baya  verdadero  litigiemieatras.no  se  promoevan 
'Coestiones  qoe  divídanla  aeoión.de  loa  imeresados;  y  por  ooosigoiealOv 
aaaeoaodo  aqaéllas- se  incoen  ideatco  del  término  .legal  del  pago,  no  po- 
ndría eoosiderarse  ea  suspenso  los  plazos  se&alados  para  firaseatarsoá  ü* 
qaidar,  mientras  el  pleito  verdadero,  estoes,  ia  coestión  eatre  partea^bo 
baya  sorgido  aotes  de  espirar  dicho  plazo.  Esto  es  lo  qae  consideramos 
«e^ottativo,  mocho  más  coando  el  regUmento  jsatableco  qoe  dentro  del  me- 
^io  año  inmediato  á  lamaerte  del  cansante  debe  verificarse  piempre  1»  pro*^ 
aeotación  de  sa  hereneia  ai  pa^o,  bien  sea  qae  la  verifíqaen  provisional  ó 

laüivamente,  biea  eondüvisióa  beefa»  é  hacedera,  bien  por  loe  doe- 

i  verda^roa ó  por  k>a  poaaedoreaí6adiniaistradore» dolos- bienes; rdO' 
jIo  qae  oo  hay,  bajo  amgáa  concepto,  eieasa  jdgooa  para  el  pa^o,  á. 

ser  qoe  antes  de  oampiirse  el  plazo  se  promueva  eoatienda,  pleiio  y 

jrio  formal  sobra  loobiaiies  bereditasioa. 

Respecto  del  jaicio  arbitral,  paede  ofrecerse  mlgaaa  difiooitad,  na 

coanto  al  momoplo  aa  qoa  eiápiesa^á  prododr  la  aoapaaiióay  pdésto 
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<|aa  M  «videnlo  qae  la  caestiún  jadieiil  4ebe  siempre  principiar  aMc» 
u«  coocluir  el  pliso  d«  presuklfLclAn.  «ino  en  coanio  A  U  (hnracidn  det 
juicio.  Ia  ley  de  Enjuiciauííenio  civil,  en  lus  «nículos  "SS  y  S18,  aolo- 
(fu  t  la*  partea  para  que  eslípQJsn  el  plaio  dentro  del  cual  hayan  de  dic- 
tar M  Uddo  los  irliilfüs  y  los  irbiirsdtirM;  por  comiguleiiie,  eiUn  te- 
lo* en  Ku  dereclio  «iltblecimido  el  liempo  qne  qnieran  para  la  raarehí  r 
dMÍÑúrt  del  asnnU).  Cnemoa  que  siendo  esie  precepto  da  derecho  civil, 
la  Adminisiraciú»  no  puede  restringirlo,  sino  qae  debe  respetarlo  haila 

Sw.  dioUilo  el  lando,  los  plaxos  renazcan  eo  la  lurnia  asubtecida.  3i  la 
roía  O  (ondú  det  lando  diera  lagar  i  unevas  coe«Uoneí,  ea  indudable 
ijHs  el  pUio  continnaTít  «n  sQspenso  ha<U  »D  definitiva  reiotoción. 

Por  sentencia  del  TribtKial  de  lo  Contnneioso  da  3  de  Hayo  de  4890, 
se  ha  deciarado  que  la  soipensión  de  los  plauís  tieae  \ugnT  mn  caando 
el  Miiio  no  vm-je  sobre  el  der«ol>o  i  La  bwMiiia  6  sobre  loi  bt«iies  de 
esla:  tal  suceder!,  por  ejemplo,  csando  se  litigue  sobre  si  un^  de  los  fae- 
raderoa  lia  de  repntarse  como  hijo  nstnral  A  como  legiUaio. 

No  pnede  »ec  obstáculo  para  practicar  la  liquidacíau  correspondiente, 
en  el  caso  de  que  el  litigio  npareica  ptomovido  despnés  de  (ransoiirrido 
et  plazo  de  presentación,  la  circonstaActa  qne  paede  ocurrir  de  ser  detco- 
iraeído  el  heredero  ó  herederos,  como  sucede  eo  los  casos  de  ausencin,  eta-, 
pOM  entendemos  que  en  este  caso  será  aplicable  por  analogía  lo  dispuesto 
en  el  arl.  Gá  del  reglamento,  girándose  la  liqíiidaci^^n  i  cargo  d*  la  re- 
jwvMttíacid»  del  cansante  y  al  lipa  correspondiente  i  la  herencia  «ntre 
extraños,  sin  perjuicio  i  la  devotnciún  i  que,  una  vez  terminado  et  liti- 
gio, hubiere  lugar. 

Conforme  el  reglamento  con  los  principios  preeilados,  'ieclara  do  %& 
e«nHderatan  como  cueEtiones  biigiosas,  al  efecto  de  la  saspenaiún  da  pla- 
zos, laa  diligencias  judiciales  para  obtener  la  apertura  de  te»tamenloi;  «a 
elevación  á  escritura  pttbliea;  la  íormacián  de  inventario  para  admitir  1% 
herencia  con  dicho  beneficio;  el  nombramiento  de  tnior  y  consejo  de  la- 
niilia,  y  la  declaración  de  herederos  cnando  no  se  formule  oposiciAn. 
Tampoco  producirán  la  suspensión  las  reclamaclonei  para  hacer  efectivas 
deudas  contra  la  leslameniaria  ó  abinlesiato,  mientras  no  se  prevenga  >t 
instancia  del  acreedor  el  cnrrespondiente  juicio  universal , 

Si  la  Administración  tuviere  fundados  molívoa  para  suponer  qua  et 
l'iigio  promovido  era  un  pretexto  para  demorar  el  pago  del  Impoesto, 
(•odrá  imponer  la  ninlta  correspondiente;  exigir  el  6  por  <U0  de  dTemors. 
i'uoio  ai  no  hubiera  existido  aquél;  apreoiaciún  que  corresponde  a  la  OH- 
■  nía  liquidadora  y  que  debe  entenderse  sin  perjuicio  del  derecho  qne  los 
interesados  tienen,para  reclamar  contra  las  responsabilidades  Inipoeslai 
T>or  consecuencia  de  la  misma,  conforme  i  las  disposiciones  qne  ngen  en 
la  materia. 


Atendiendo  á consideraciones  de  diversa  mdole  que  demuestran  la  di- 
íiculiad,  y  la  imposibilidad  en  mochos  casos,  en  que  te  encaenlran  los 
interesados  para,  presentar  á  liquidación  (os  documenloa  y,  hecho  oslo, 
para  realizar  el  pago  de  la  t  "'    '    ' 

han  de  obtener  los  necesarios 
ráeier  de  fatales  establece. 


Iráeier  de  fatales  establece.  i 

Refiriéndonos  CKclusivamenle  á  los  pisaos  para  la  preseniacíóo  de  d»  i 
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cmiieiitot,  oléelo  46  mU  preganU,  comentareoiM  f¡or  consignar  qne  la 
coacasión  de  prórroga  de  plasos;  qne  no  tea  la  de  teis  meeet  que,  según 
la  vigenid  legtelaeido,  compete  al  Delegado  de  Haeieada  de  U  provincia, 
éft  de  ia  exclusiva  competencia  del  Ministro  de  Hacienda. 

Para  obtener  la  prórroga  de  seis  metes  qne,  áimtancia  de  lo$  inUre- 
$ado4t  pnede  concederse  por  la  Delegación  de  Hacienda  á  cnya  provincia 
eori^sponda  la  Oficina  liquidadora  competente,  mundo  no  sean  snfícien^ 
tes  los  seis  primeros  meses  qne  la  ley  nja  como  plazo  ordinario  para  la 
presentación  de  documentos  relativos  á  hereneias  y  legados,  es  menester: 

4.®    Qtto  se  solicite  dentro  del  plazo  ordinario;  y 
8.^    Que  seacompa&e  el  certificado  de  defunción  de  la  personada 
cnya  sucesión  se  trate.  .    . 

Con  estos  requisitos  y  sin  necesidad  de  qoe  el  interesado  justifique  ni 
alegue  la  cansa  que  motive  la  presentación^  se  concederá  la  prórroga  so* 
Ududa,  previo  el  oportuno  informe  del  Negoetadode  Derechos  realfv, 
que  tía  de  intervenir  en  la  Administración  provincial  en  todo  lo  referente 
i\  Impuesto. 

Cuando  la  defunción  del  causante  tiene  lugar  en  territorio  extranje- 
ro, los  plazos  ordinarios  de  nueve  meses,  un  año  y  año  y  medio,  estable* 
cidos  según  los  casos,  son  prorrogabies  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
no  pudiendo  exceder  en  ningún  caso  de  un  término  igual  al  del  plazo  re- 
glamentario. Para  conceder  la  prórroga  es  absolutamente  preciso  que- 
existan  circunstancias  muy  atendibles  debidamente  justifíeadaji. 

Las  prórrogas  empiezan  á  cootarse  desde  el  día  siguiente  al  en  que 
termina  el  plazo  reglamentario,  sin  que  pueda  influir  en  manera  algena 
la  fecha  en  que  se  conceda  y  comunique  la  concesión. 

Teniendo  en  cuenta  que  en  muchas  ocasiones  es  imputable  á  los  intere- 
sados  el  retraso  en  la  concesión  de  las  prórrogas,  pbr  falta  de  alguno  de 
los  reqoisiios  necesarios  según  los  casos,  y  que  otras  veces  son  causas 
ajenas  á  ellos  los  que  entorpecen  el  procedimiento,  dispone  la  ley  qne 
«si  transcurriese  el  doble  plazo  por  que  puede  otorgarse  la  prórroga  sin 
que  la  Oficina  correspondiente  reciba  la  resolución  dictada  en  el  expe- 
diente, procederá  desde  luego  (ésta)  á  exigir  la  presentación  de  los  docu- 
mentos al  interesado  v  á  practicar  la  liquidación,  haciéndola  eTecliva  con 
la  multa  é  intereses  de  demora  correspondientes,  sin  perjuicio  del  dere- 
cho del  interesado  á  solicitar  la  devolución  de  aquélla  si  justificare  ha- 
berle sido  otorgada  la  prórroga». 

Modificando  lo  hasta  ahora  establecido  en  materia  de  prórrogas  ordi- 
narias, qoe  se  concedían  antes  sin  sujeción  al  pago  de  intereses  de  de<- 
mora,  la  ley  de  30  de  Agosto  último  lo  dispuso  así,  y  el  vigente  regla- 
mento consigna  que  «la  concesión  de  toda  prérroga,..  que  se  solicité 
desde  la  publicación  de  este  reglamento  (I  *  de  Septiembre  del  96)  lleva 
necesariamente  consigo  la  obligación  de  satis&cer  el  interés  de  6  por  400 
anual  de  la  cantidad  que  por  Impuesto  devengue  el  acto  ó  contrato  á  que 
se  refiera  la  gracia,  áe9á%  el  día  siguiente  á  la  fecha  en  que  termine  el 
plazo  prorrogado,  hasta  el  en  qoe  sea  presentado  el  documento  á  la  li- 
quidación; cuyo  interés  no  será  condonable». 
.  Como  pudiera  ser  frecuento  el  abuso,  es  precepto  general  que  U  soli- 
citad de  prórroga^  lo  mismo  qoe  la  de  relevación  de  pago  en  las  reclama- 
eiones,  no  interrumpe* k>s  plazos  reglamentarios  y,  en  so  virtud,  previene 
el  reglamento  que  la  denegación  de  la  prórroga  lleva  consigo  la  imposi- 
ción de  las  responsabilidades  por  él  establecidas  para  el  caso  de  que  bu-* 
hieren  traoseurrido  los  términos  fijados  en  el  mismo. 
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83.  (Mando  procede  hacer  oomprobaeián  de  valoree:  mediee  ordfntk- 
rice  y  eoetraordáiarioe  para  praeUcaria:  preecripeiáH  de  ¡a  aecián  admi- 
nittrativa  que  la  OMioriea,  y  procedimietUo  que  debe  ieywree  katia  eu 
término  y  aprobtteión. 

De  eonformidad  con  lo  dispuesto  en  el  art.  7.^  de  la  ley  de  34  de  Di- 
dembre  de  4884,  que  cita  el  art.  76  del  reglamento  vigente»  la  Adoiinié- 
tración,  por  medio  de  sus  Agentes,  poede  comprobar  en  todos  los  easos 
el  valor  deelarado  á  los  bienes  y  derechos  reales  que  son  objeto  del  Im  • 
paesto,  con  los  datos  que  posea  y  poeda  ad<|9irir,  aeodiendoen  último 
térmir  o  á  la  tasación  pericial,  en  coya  operación  se  dará  la  debida  inter- 
vención al  contribuyente. 

Los  medios  ordinarios  de  comprobación  son  el  padrón  ó  amillara- 
miento  de  riqueza  territorial;  los  precios  medios  de  venta  según  los  da- 
tos existentes  en  el  Registro  de  la  propiedad  ó  poUicaciones  de  carácter 
oficial;  el  precio  en  qoe  según  la  última  enajenación  fuesen  vendidos 
los  bienes  de  cuya  transmisión  se  trate,  y  las  cartillas  evalaatorías  den- 
qoeza. 

La  tasación  pericial  se  considerará  como  medio  extraordinario  de 
comprobación,  debiendo  acodírse  á  ella  tan  sólo  cnando  los  ordinarios 
antes  indicados  no  prodozean  el  resultado  de  conocer  el  verdadero  valor 
de  los  bienes  y  derechos  reales,  ó  cuando  los  interesados  no  acepten  el 
valor  que  la  Administración  señale,  ateniéndose  á  los  medios  citados. 

En  los  actos  ó  contratos  á  título  oneroso,  tendrá  lugar  la  eotnproba- 
ción  únicamente  cuando  haya  motivos  fundados  para  suponer  disminui- 
dos los  valores  declarados;  pero  en  las  sucesiones  por  cansa  de  nnierte  y 
demás  transmisiones  á  título  lucrativo,  se  verificará  en  todos  los  casos, 
ya  se  trate  de  liquidación  provisional  ó  definitiva,  con  los  amiUaramien- 
tos  de  la  riqueza  territorial.  Donde  no  hubiese  amillaramientos  ó  no  pue- 
da por  ellos  venirse  en  conocimiento  del  verdadero  valor  de  los  bienes  ó 
derechos  transmitidos,  se  practicará  la  comprobación  por  cualquiera  de 
los  medios  antes  citados. 

Respecto  de  los  censos,  que  son  bienes  que  no  figuran  individualmente 
en  el  amillaramiento,  la  comprobación  del  valor  declarado,  se  hará  capi- 
talizando al  5  por* 4 06  el  canon  ó  pensión  anual,  y  el  capital  qne  resulto 
será  el  valor  oficial  del  derecho  real  de  qne  se  trato. 

F.n  las  transmisiones  por  título  lucrativo  de  la  riqueza  minera,  servi- 
rá para  la  comprobación  la  capitalización  al  6  por  400  del  canon  de  su-, 
perfície  satisfecho  en  el  año  en  que  haya  tonido  fugar  la  adquisición. 

Dicho  se  está  que  esto  principio^  ó  sea  el  de  que  el  valor  que  se  ha  de 
tomar  para  la  comprobación  sea  el  oficial  en  la  fecha  de  la  adquisición 
legal,  es  el  que  se  aplica  á  toda  cla^  de  comprobaciones  como  consecuen- 
cia del  que  estima  adquiridos  ios  bienes  transmitidos  el  día  en  que  se 
causó  la  sucesión. 

La^acción  administrativa  de  comprobación  prescribe  al  año,  de  la  pre- 
sentación de  los  documentos  á  liquidar,  cuando  éstos  sean  pi!Ü[)licos  y  so- 
lemnes, y  la  liquidación  que  en  vista  de  los  mismos  haya  de  practicarse 
sea  definitiva;  pues  si  fuese  provisional,  dicho  plazo  no  empezará  á  coo- 
tarse hasta  que  se  presenten  los  documentos  necesarios  para  la  definitiva. 
El  Liquidador  habrá  de  dar  necesariamento  principio  al  expediente  de 
comprobación  de  valores,  tanto  en  ek  caso  de  liquidación  protísional 
como  definitiva;  en  el  improrrogable  término  de  tres  meses;  y  si  dejara 
transcurrir  dicho  plazo  sin  verificarlo,  incurrirá  en  una  multa  de  S5  ft  5a 
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í  '«feteUs,  ao6  será  impoeaU  por  el  Delegado  de  Hacienda,  dando  de  ello 

I  cuenta  á  la  Direeeión  general  del  ramo,  para  qne,  si  lo  estima  oportnno^ 

I  disponga  qae  conste  aquella  eorreceióii  en  el  expediente  personal  del  in- 

teresado. 

La  comprobación  puede  suspenderse  por  el  plazo  de  un  año,  como 
mámmum^  cuando  se  trate  de  transmisiones  á  título  lucrativo.  Esta 
suspensión  se  concederá  por  el  Delegado  de  Hacienda  de  la  provin* 
cia,  en  vista  de  instancia  del  interesado,  el  cual  vendrá  obligado  en  tal 
I  -caso  á  abonar:  primero,  el  6  por  400  de  interés  anual  de  demora  por  la 

-diferencia  entre  el  impuesto  que  se  exija  sin  la  comprobación  y  el  que 
después  de  hecba  ésta  se  liquide;  y  segundo^  el  exceso  de  premio  de  li- 
quidación por  dicha  diferencia. 

£1  tiempo  de  prescripción  de  la  acción  administrativa  no  empezará  á 
I  -«ontarse  en  eete  caso  sino  desde  que  se  presenten  de  nuevo  los  documen- 

tos, una  vez  transcurrido  el  plazo  de  suspensión. 

La  comprobación  se  llevará  á  efecto  por  la  Oficina  liquidadora  en  que 
se  presenten  los  documentos,  siendo  ésta  competente  aunque  se  trate  de 
i  bienee  que  radiquen  en  otras.  Las  Ofícinais  liquidadoras  practicarán  y 

aprobarán  las  comprobaciones  de  valores  de  los  inmuebles  y  derechos 
reates  cuando  no  exceda  su  cuantía  en  junto  de  25.000  pesetas,  siempre 
que  el  resultado  obtenido  por  aquélla  sea  menor  que  el  valor  declarado 
^r  los  contribuyentes^  ó,  siendo  mavor^  sea  aceptado  por  los  interesa- 
dos; pero  dando  cuenta  en  todo  caso,  después  de  practicada  la  liquidación, 
A  la  Delegación  de  Hacienda  respectiva,,  la  cual  podrá  reclamar  del  Liqui- 
fiador  el  expediente  dentro  del  plazo  de  un  año,  y  confirmar  ó  reyocar  el 
acuerdo  de  aquél  en  el  término  de  dos  meses. 

Si  procediera  la  revocación,  y  por  consecuencia  hubiere  de  alterarse 
la  base  que  sirvió  para  practicar  la  liquidación,  se  pondrá  de  manifiesto 
el  expediente  á  los  interesados  por  término  de  quince  días  para  que  hagan 
ka  alegaciones  y  propongan  las  pruebas  que  estimen  oportunas,  resoU 
Tiendo  el  Delegado  en  el  plazo  de  un  mes. 

Las  demás  comprobaciones  de  valores,  cuva  cuantía  exceda  de  25.000 
pesetas,  se  practicarán  también  por  el  Liquidador,  pero  serán  aprobadas 
f»recisamente  por  la  Administración  de.  Hacienda  de  la  provincia,  á  cuyo 
efecto  se  le  remitirá  el  expediente  con  los  documentos,  no  pudiendo  de- 
morar su  acuerdo  por  más  de  un  mes.  La  aprobación  de  las  comprobacio- 
nes de  valores  se  considerará  como  acto  administrativo,  reclamable  ante 
ios  Dele^os  de  Hacienda  en  el  plazo  de  quince  días,  á  contar  desde  la 
notificación  del  acuerdo. 

£1  Liquidador  habrá  de  practicar  la  comprobación  en  el  plazo  de  un 
mes,  siempre  que  por  los  interesados  se  le  faciliten,  á  la  vez  que  hagan 
la  presentación  de  ios  documentos  liquidables,  los  recibos  de  la  contriou  • 
«ion  territorial  correspondientes  al  primer  trimestre  del  año  económico 
donde  figure  el  líquido  imponible  amillarado,  ó  certificaciones  expedidas 
por  los  Ayuntamientos  correspondientes,  en  las  que  con  la  necesaria  cla- 
ridad conste  dicho  dato.  Guando  los  interesados  no  faciliten  tales  antece- 
dentes en  la  forma  antes  indicada  ó  hayan  de  ser  reclamados  de  oficio « 
entonces  el  plazo  paca  terminar  la  comprobación  será  de  tres  meses,  pro- 
rrogables  por  otro  mes,  si  mediaran  causas  atendibles,  por  la  Delegación 
de  Hacienda  en  la  provincia. 

Transcurridos  los  expresados  plazos  sin  haber  terminado  la  comproba- 
ción, incurrirá  el  Liqniaador  en  la  multa  de  25  á  50  pesetas,  que  señala 
«I  art.  79  del  reglamento,  salvo  cuando  se  justifique  la  morosidad  del 
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foncionario  á  qaien  se  reclamaron  los  datos,  poes  entonces  á  éste  alcanza. 
la  responsabilidad  indicada,  si  se  acredita  haberle  sido  reiteradamente- 
pedidos.  Si  transcurriese  el  plazo  de  un  año  señalado  en  el  artículo  citado, 
no  tolo  serán  exigibles  las  multas  en  el  mismo  señaladas,  sino  que  ademáa 
los  funcionarioA  serán  directamente  responsables  de  las  diferencias  de 
cuota  entre  el  valor  declarado  por  los  interesados  y  el  que  se  fije  por  con- 
secuencia de  la  comprobación. 

Cuando  haya  de  procederse  á  la  comprobación,  la06cina  liquidadors^. 
del  partido  en  que  se  ha  hecho  la  presentación  de  documentos  fijará  el 
valor  de  los  bienes  ó  derechos  reales,  en  vista  de  los  datos  que  posea,  de^ 
los  ^ue  facilite  el  interesado,  ó  reclame  de  la  Administración  de  la  pro- 
vincia ó  de  las  oficinas  y  Autoridades  correspondientes. 

En  el  caso  de  que  alguna  de  las  fincas  ó  derechos  reales  radique  en- 
distinta  provincia,  acudirá  la  Oficina  liquidadora  á  la  Administración  para 
que  ésta  reclame  los  antecedentes  necesarios  si  no  ¿e  facilitasen  los  bas- 
tantes por  los  interesados. 

Si  por  no  haber  suministrado  los  datos  reclamados  alguna  autoridad, 
oficina  ó  funcionario,  no  pudiera  terminarse  la  comprobación  dentro  de 
los  plazos  de  tres  v  cuatro  meses,  el  Liquidador  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Delegado  de  Hacienda,  para  que  éste  imponga  ó  proponga» 
8eg[ún  los  casos,  la  multa  que  proceda,  y  practicará  una  liquidación  pro- 
visional, sin  perjuicio  de  la  definitiva  á  que  hubiere  lugar,  si  dentro  defr 
año  se  obtuviesen  los  datos  reclamados. 

La  comprobación  del  valor  declarado  con  el  que  arrojen  los  amillara- 
miento»,  se  hará  capitalizando  el  líquido  imponible  que  en  éstos  figura  al^ 
5  por  400,  verificándose  por  cada  finca  individualmente. 

En  el  caso  de  que  figuren  las  fincas  englobadas,  podrá  admitirse  el 
resultado  de  la  comprobación  bajo  la  base  de  capitalizar  el  total  líqoid<> 
imponible,  si  aquél  fuera  igual  ó  mayor  que  el  declarado  por  el  contribu- 
yente. También  podrá  admitirse  el  resultado  de  las  cédulas  de  declaracióii^' 
en  defecto  del  amillaramiento,  siempre  que  el  valor  que  figure  en  ellas 
sea  igual  ó  mayor  que  el  declarado  en  el  documento  liquidable. 

Fuera  de  estos  casos,  los  defectos  de  los  amillaramientos  que  imposi- 
biliten la  comprobación  producirán  las  mismas  consecuencias  que  si  loa 
bienes  no  estuviesen  amillarados. 

Si  el  valor  declarado  por  los  contribuyentes  á  los  bienes  es  mayor  ó-^ 
igual  al  que  resulte  de  la  comprobación  con  los  amillaramientos,  previft^ 
la  aprobación  de  aquélla  por  quien  corresponda,  según  los  casos,  se  gi- 
rará desde  luego  la  liouidación  por  aquél,  sin  perjuicio  de  que  dentro  det 
año  de  prescripción  de  la  acción  comprobadora  pueda  ampliarse  dicha  * 
liquidación. 

Si  el  valor  declarado  resultase  inferior  al  de  los  amillaramientos,  el 
Liquidador  participará  al  contribuyente  el  valor  que  se  fija  á  cada  uno  de 
los  bienes  ó  á  todos  ellos,  en  el  caso  de  que  la  capitalización  se  haya  hecho 
por  el  total  imponible.  Dentro  de  ocho  días  manifestará  el  contribuyente- 
su  conformidad  con  el  mayor  valor  fijado,  ó  alegará  lo  que  crea  conve- 
niente, acompañando  en  este  último  caso  la  justificación  de  que  dis- 
ponga. 

En  vista  de  lo  alegado  por  el  contribuyente,  la  Oficina  liquidadora  6 
la  Administración  de  Hacienda  á  quien  corresponda  en  cada  caso  aprobar- 
la comprobación,  fijará  el  valor  que  haya  de  servir  de  base  para  la  liqui- 
dación, notificándolo  al  interesado,  y  si  éste  lo  aceptase  ó  no  expusiese- 
nada  en  contrario  en  el  plazo  de  tercero  día,  se  liquidará  desde  luego. 
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En  el  ctso  de  no  conformarse  el  contríbayente  con  el  mayor  valor 

lijado  por  el  Liquidador  ó  por  la  Adminislracíón,  de  no  optar  deade  ioego 

fK>r  la  tasación  pericial.,  podrá  entablar  su  reclamación  en  el  término  de 

-qoince  díAs  ante  el  Delegado  de  Hacienda  de  la  provincia,  quien  deberá 

resolverla  dentro  de  un  período  de  tiempo  igual. 

Acordada  la  tasación,  en  el  tórmino  de  ocho  días  la  Administración 
de  Hacienda  de  la  provincia,  ó  el  Liquidador  en  su  caso,  lo  pondrá  en  eo- 
nocimiento  del  Jo^z  de  primera  instancia  del  partido  á  que  corresponda 
la  Oficina  liquidadora  donde  se  hubiesen  presentado  los  documentos,  á 
ün  de  que  designe  el  perito  que  en  nombre  y  representación  de  fa  Ha> 
cíenda  ha  de  practicar  la  operación;  en  la  orden  acordando  la  tasación  se 
expresará  quién  ha  de  satisfticer  los  honorarios  que  dicho  perito  deven- 
gase y  las  disposiciones  porque  han  de  regularse  éstos.  £n  el  mismo 
4)lazo  de  ocho  días  se  notincará  á  toa  interesados  la  orden  de  tasación^ 
para  que  en  término  igual  hagan  saber  af  Juez  competente  el  perito  qoe  por 
-su  parte  designei.;  si  dejasen  transcurrir  dicho  plazo  sin  hacerlo,  ó  renon* 
ciasen  á  nombrarlo,  se  entenderá  qoe  desisten  de  la  tasación  y  que  acep- 
tan el  valor  señalado  por  la  Administración,  en  el  caso  de  que  dicha  ope- 
ración se  practicara  á  instancia  de  los  contribuy<'ntes;  pero  si  la  tasación 
se  hubiere  acordado  porque  no  pueda  conocerse  el  verdadero  valor  de  los 
bienes  y  derechos  reales  por  los  medios  ordinarios,  la  renuncia  á  desig^ 
nar  perito,  ya  sea  tácita  ó  expresa,  se  considerará  como  aceptación  del 
designado  en  nombre  de  la  Hacienda,  y  éste  sólo  verificará  la  tasación, 
•quedando  los  interesados  obligados  á  pasar  por  el  resultado  de  aquélla. 

Si  los  peritos  designados  renunciaren,  se  designarán  otros  en  la  misma 
forma  y  plazos  señalados;  si  el  designado  por  el  contribuyente  renunciase 
por  segunda  vez,  practicará  solo  la  tasación  el  nombrado  por  el  Juez. 

Se  entenderá  que  renuncian  los  peritos,  sien  el  término  de  quince 
-días,  desde  que  tengan  noticia  de  su  nombramiento,  no  dan  principio  á 
la  operación.  A  este  efecto,  coando  los  peritos  se  presenten  en  el  lugar 
^onde  radiquen  las  fincas  que  han  de  ser  tasadas,  lo  pondrán  en  conoci- 
miento del  Alcalde  de  la  localidad,  quien  en  el  mismo  día  lo  participará 
á  la  Administración  de  «la  provincia  ó  al  Liqcidador,  en  su  caso,  según 
^uien  sea  el  que  practique  la  comprobación. 

Los  peritos  podrán  verificar  las  operaciones  juntos  ó  separadamente « 
y  de  su  resultado  expedirán  certificaciones,  comprensivas,  no  sólo  del  va- 
Aot  de  los  bienes  tasados,  sino  de  las  circunstancias  que  hayan  tenido  en 
-cuenta  para  el  avalúo. 

Las  certificaciones  se  expedirán  por  separado  y  las  remitirán  a  la  Ad» 
ministracíón  ó  al  Liquidador  respectivo. 

Para  el  cumplimiento  de  su  cometido  se  facilitará  á  los  peritos  rela- 
-ción  de  las  fincas,  ó  se  les  pondrá  de  manifiesto  ios  documentos,  para  que 
tomen  fas  notas  y  antecedentes  necesarios. 

,  Si  los  dos  peritos  no  estuviesen  conformes  en  la  tasación,  se  invitará 
por  la  Administración  al  contribuyente  para  que  acepte  el  mayor  valor 
de  los  señalados  por  aquéllos,  y  si  no  lo  acejjltara,  se  pondrá  en  conoci- 
miento del  Juez  para  que  nombre  un  tercer  perito,  qne  resolverá  en  de- 
"énitiva  la  discordia. 

-  Para  la  tasación  se  designarán  siempre  peritos  con  título  profesional 
correspondiente  á  la  clase  de  bienes  qoe  han  de  justipreciarse,  y  que  sa- 
tisfagan la  contribución  industrial  correspondiente.  No  habiéndolos  con 
-esta  circunstancia  en  la  localidad  donde  resida  el  Juzgado  de  primera  ina- 
tancia  que  haya  de  designarlos,  podrán  nombrarse  peritos  prácticos,  ha» 
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ciendo  constar  el  motivo  de  sa  nombramiento,  y  prefiriendo  siempre  ^ 
}o8  qae  cuenten  mayor  tiempo  de  ejercicio. 

Terminada  la  tasación,  y  en  vista  del  resaltado  y  de  los  datos  qve- 
oroa  opurtano  consaltar,  la  Admimstración  acordará  so  aprobación  ó  que- 
so amplíe,  según  los  casos. 

Antes  de  proceder  los  peritos  á  la  tasación,  paede  suspenderse  ésta  4- 
instancia  del  contribayente,  ▼  siempre  qae  acepte  el  valor  fijado  ea  la 
comprobación  por  la  Hacienda. 

También  podrá  saspenJerse,  previo  el  abono  de  todos  los  derechos  do 
tasación  devengados,  aun  caando  ésta  se  esté  ya  verificando. 

Una  ver  terminado  el  expediente  y  aprobado  por  quien  corresponda 
conforme  á  los  preceptos  expresados,  en  cuyo  acuerdo  de  aprobación  se 
consignará  necesariamente  el  valor  aue  ha  de  servir  de  base  á  la  liquida- 
ción, sólo  resta  ^írar  ésta  con  arreglo  á  las  disposiciones  especiales  áet^ 
reglamento,  teniendo  presente  qué  los  documentos  y  expedientes  de  com- 
probación se  archivarán  numerados,  consignando  en  et  libro- registro  de 
iiqaidaciones  la  oportuna  nota. 

34.  Flazog  en  que  debe  practicarse  la  liquidacián  de  documentot'íu^ 
jetos  al  ImpuestOy  conforme  á  la  naturalexa  del  acto  á  que  se  refiere. — 
XHtutdactdn  referenie  á  terceras  personas  designadas  en  el  documento. 

También  los  liquidadores  tietfen  forzosamente  qae  cumplir  su  come-* 
tiJo  dentro  de  plazos  fijos  y  determinados  expresamente  en  el  regla* 
mentó. 

Presentado  un  documento  en  la  Oficina  liquidadora,  y  cumplidos  los> 
requisitos  de  registro,  procede  el  Liquidador  á  su  examen,  y  ha  de  prac« 
ticar  la  liquidación  dentro  del  plazo  de  ocho  dios,  contados  desde  el  si- 
guiente inclusive  al  de  la  presentación,  siempre  que  la  transmisión  no  sea . 
de  las  que  llevan  consigo  necesaria  comprobación  de  valores  ó  qae  se 
trate  de  un  documento  claro  y  manifie<(tamente  no  sujeto  al  Impaesto,  6- 

3aegoce  de  exención  por  existir  texto  expreso  que  aplicar  ó  instrumento 
e  fuerza  legal  en  que  apoyarla,  como  si  la  persona  en  cuyo  &vor  está, 
expedido  no  es  la  obligada  al  pago,  ó,  por  último,  que  la  liquidación 
hajFa  de  aplazarse  hasta  el  cumplimiento  de  alguna  condición  suspensiva 
ó  que  se  trate  de  un  heredero  nudo  propietario  desconocido. 

Si  se  practicara  comprobación  de  valores,  conforme  ^está  prevenido- 
que  se  haga  en  todas  las  transmisiones  á  título  lucrativo,  y  en  las  á  titulo 
oneroso  cuando  paeda  suponerse  que  hay  voluntaría  ocultación,  el  plazo 
antes  indicado  de  ocho  días  hábiles  empezará  á  contarse  desde  la  fecha 
en  que  fuese  definitivamente  aprobada  la  comprobación  ó  d€»de  qae  loa- 
interesados  manifestasen  su  conformidad  con  los  valores  ^'ados  por  \^ 
Administración. 

Cuando  por  tratarse  de  un  contrato  innominado,  ó  por  no  aparecer 
claro'si  goza  de  exención  el  docnmento,  se  ofrecieren  dudas  al  Liquida- 
dor, podrá  éste  consultar  inlhediatamente  á  la  Administración,  exnonien- 
do  los  fundamentos  que  para  ello  tenga,  y  remitiendo  á  dicha  Oncina  e^ 
documento  original  ó  copia  certificada  en  papel  común.  En  loe  demáa- 
casos,  ha  de  abstenerse  de  consultar  y  resolverá  lo  que  proceda  segúii^ 
su  criterio, 

Coando  se  presente  un  documento  cualquiera  sujeto  al  Impuesto,  el 
Liquidador  reclamará  á  los  interesados  todos  los  documentos  aue  consi- 
dere necesarios  para  la  práctica  legal  de  la  liquidación,  haciendo  constar 
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neeafammenle  de  on  modo  ofícitl  en  las  donacioiiet»  herencias  y  legados 
el  grado  de  parentesco  entre  el  eontribayente  y  sn  donante  ó  cansaha- 
biente,  aon  cnando  se  aleguen  dichos  títulos  en  informaciones  de  pose- 
sión ó  dominio;  practicará  luego  la  liquidación  y  exigirá  el  pago  íntegro 
correspondiente  a  todos  los  bienes  y  derechos  que  comprenda  al  docu* 
mentó. 

Practicada  que  sea  la  liqnidaeión,  se  notificará  sn  resultado  á  los  in- 
teresados, para  que  dentro  del  término  establecido  procedan  al  pago  de 
su  importe,  haciéndoles  saber  la  multa  en  que  incurren  en  caso  contra- 
rio, y  ios  recursos  que  procedan  contra  la  misma.  E»ta  notificación  no  es 
necesario  que  se  haga  al  mismo  contribuyente,  siendo  bastante  qce  io 
sea  al  présentadoadel  documento,  pues  asi  está  declarado  por  Real  orden 
de  30  de  Noviembre  de  4887. 

Si  el  documento  no  devenga  impuesto,  se  pondrá  por  el  Liquidador, 
bajo  su  exclusiva  responsabilidad,  una  nota  en  el  documento  presentado 
que  exprese  las  razones  de  tal  determinación  y  las  necesarias  prevencio- 
nes en  sn  caso.  Si  procede  la  exacción  del  Impuesto,  extenderá  las  liqui- 
daciones á  nombre  de  cada  contribuyente,  y  por  tantos  cuantos  sean  los 
distintos  conceptos  parciales  de  la  tarifa  que  los  produzcan,  numerán- 
dose por  orden  correlativo  con  independencia  del  que  corresponda  al 
documento  en  el  registro  de  presentación,  y  expresando  el  número  de 
orden,  concepto  general,  el  especial  correspondiente  al  número  de  la  ta- 
rifa aplicable  y  la  fecha  en  que  se  practique,  poniendo  la  ñola  corres- 
pondiente de  pago  en  los  documentos  una  vez  comprobado  éste  con  la 
presentación  de  Tas  oportunas  cartas  de  pago  que  acrediten  el  ingreso. 

Para  la  práctica  de  todo  lo  expresado,  ha  de  tener  presente  el  Liqui- 
dador, qoe  por  el  documento  que  se  presente  á  liquidación  asólo  se  li- 
quidarán los  derechos  que  haya  de  satisfacer  la  persona  á  cuyo  nombre 
é  instancia  estuviese  librado». 

Si  el  documento  presentado,  y  con  esto  entramos  en  la  segunda  parte 
del  tema,  comprendiese  actos  ó  contratos  liquidables  á  nombre  de  terce* 
ras  personas^  hay  que  distinguir,  según  que  éstas  soliciten  ó  no  la  co- 
rrespondiente liquidación. 

En  el  primer  caso  se  procederá  á  hacerlo  así  por  el  Liquidador  y  con 
arreglo  á  la  doctrina  expuesta. 

Cuando  no  lo  soliciten,  el  Liquidador  tomará  del  documento  las  no- 
tas necesarias  para  exigir  á  los  terceros  interesados  que  sé  presenten  á 
liquidar  antes  de  que  transcurra  el  plazo  legal;  pero  si  éste  hubiese  trans 
cnrrido,  y  los  antecedentes  tomados  fuesen  suficientes  para  practicar  la 
liquidación,  se  girará  ésta  desde  luego,  notificándola  al  contribuyente. 
Cuando  los  datos  no  fuesen  bastantes,  acudirá  el  Liquidador  para  obte- 
nerlos á  los  medios  que  el  reglamento  le  otorga,  bien  por  el  procedi- 
miento voluntario  ó  por  la  vía  de  apremio. 

36.  Libro$  oficiales  ^ue  deben  Ueüar  las  Ofieinas  liquidadoras.  Forma 
de  extender  en  d  libro  diario  de  liquidaciones  las  correspondientes  á  cada 
persona  y  acto  que  contribuye, 

# 

El  párrafo  primero  del  art  425  del  reglamento  de  4. o  de  Septiembre 
de  4896  consigna  entre  las  obligaciones  de,los  Liquidadores,  la  de  llevar 
los  libros  que  se  les  prevengan  en  los  términos  y  forma  señalados;  sin 
«mbargo  de  lo  cual  nada  dice  el  reglamento  acerca  de  cuáles  han  de  ser 
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los  libros  qQ6  se  liev^i,  ni  cómo  b»n  de  hacerte  en  ellos  los  asientos  ne*- 
cesarlos. 

Dejando  aparte  lu  disposioiones  qae  antiguamente  regían  acerea  del 
Registro  de  los  aotos  y  contratos  sojetos  á  impuesto  y  de  las  dictadas 
medernamente  en  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  4830  y  en  el  Real  de^ 
ereto  de  23  de  Mayo  de  4845,  siendo  en  este  ültfmo  en  el  que  se  impone- 
la  obligación  de  llevar  los  libros  de  registro,  y  se  consignan  detallada- 
mente los  datos  que  ba  de  contener  y  las  formalidades  que  ban  de  reunir,. 
09  lo  eierto  que  la  legislación  Yij^enteen  la  materia  se  encuentra  conte- 
nida en  la  circojar  de  la  Dirección  general  de  Contribuciones  de  4.®  de 
Julio  de  1885,  que  si  bien  fué  modificada  por  la  de  26  de  Marzo  de  4886 
en  la  parte  relativa  á  loa  deberes  de  los  Liquidadores  de  las  capitales  de 
provincia,  por  consecuencia  de  haberse  enpargado  de  la  liquidación  del 
impuesto  de  derechos  reales  en  éstas  á  los  Abogados  del  Estado,  que  ya 
tenían  á  su  cargo  el  Negociado  de  Derechos  reales,  está  vigente  en  su 
plenitud,  en  cuanto  á  los  deberes  de  los  Registradores  Liquidadores  de 
loa  partidos. 

Con  arreglo  á  la  mencionada  circular,  en  todas  las  Oficinas  de  liqui- 
dación del  Impuesto  se  llevará  por  años  económicos  un  libro  registro  ge- 
neral de  entrada  ó  de  presentación  de  documentos,  Conforme  ai  modelo 
nüm.  4  de  aquélla,  en  el  cual  se  contienen  cuatro  casillas  en  la  forma  si- 
guiente: una  para  consignar  el  número  de  entrada  del  documento;  otra 
para  la  fecha  de  su  presentación;  otra  para  el  extracto  de  aquél,  y  otra 
para  la  tramitación  que  el  mismo  vaya  siguiendo.  En  el  ei presado  re- 
gistro se  anotará  en  él  mismo  día  de  su  recibo,  y  bajo  un  solo  número, 
ya  se  presenten  á  la  mano  por  el  interesado,  ya  se  reciban  por  conducto 
oGcial,  todos  los  documentos  que  formen  expediente,  ó  que,  sin  formarlo, 
se  refieran  al  mismo  asunto;  con  aquel  número  figurarán  durante  todo  el 
aíio  económico,  siempre  que  sea  preciso  citarlos  con  motivo  de  la  trami- 
tación de  cada  asunto,  ó  á  la  formación  de  estados,  relaciones,  etc. 
Guando  los  expedientes  ó  los  asuntos  en  general  no  queden  terminados 
en  el  año  económico  en  que  hayan  tenido  origen,  se  hará  inmediatamente 
su  asiento  en  el  libro- registro  del  año  siguiente,  con  la  oportuna  referen- 
cia al  antfguo,  y  dándoles  en  el  nuevo  el  número  de  orden  que  les  co- 
rresponda. 

Registrados  que  sean  los  documentos,  se  unirán  inmediatamente  á 
sus  antecedentes,  si  los  tienen,  ó  se  abrirá  el  correspondiente  expediente, 
siguiéndose  la  tramitación  que  corresponda  segiJua  la  naturaleza  del  do- 
cumento, bien  sea  incoando  el  expediente  de  comprobación  de  valores  en 
los  que  estén  sujetos  á  esta  formalidad,  y  girándose  la  liquidación  que 
corresponda  en  los  demás. 

La  anotación  en  el  libro- registro  de  entrada  se  hará  de  una  manera 
sucinta,  pero  con  los  pormenores  necesarios  para  determinar  claramente 
el  asunto  á  que  cada  uno  se  refiere.  En  la  casilla  de  tramitación  se  irán 
consignando  los  trámites  que  el  asunto  tenga,  expresando  la  fecha  de 
cada  uno.  £1  Liquidador  dará  recibo  de  los  documentos  que  se  le  entre^ 
guen,  conforme  al  modelo  núm.  2  de  aquella  circular. 

Cada  día,  al  terminar  las  horas  de  oncina,  se  cerrarán  los  asientos  de 
presentación  por  medio  de  la  diligencia  en  que  se  exprese  en  tetra  el  nú- 
mero de  asuntos  verificados,  que  será  autorizada  por  el  Liquidador. 

Nada  decimos  de  lo  relativo  á  expedientes  de  camprobaeión  de  valo«> 
res,  por  no  haberse  publicado  modelo  oficial  alguno  para  au  tramitacióa 
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7  ter  objeto  los  detalles  de  esto  de  distinta  preganta  del  présenle  Pro» 
^rama. 

Las  iiqaidaciones  que  se  giren,  se  formularán  en  nna  hoja,  eon  arr»» 
glo  al  modelo  nain.  3  de  la  expresada  eircolar,  en  laque  seeonsígnará  el 
núotero  qoe  correlativamente  les  corresponda,  el  eoncepto  y  tipo  apliea- 
ble  de  la  tarifa,  el  nombre  del  contdbayenle,  las  cantidades  liqaidadas 
por  coolas,  multas,  é  intereses  de  demora  en  sa  caso,  la  clase  de  bienes 
que  se  adqoierea  6  derecho  qoe  se  eonsiitu je,  reconoce,  etc.,  y  el  titolo  de 
adquisición,  con  el  nombre  del  Iransferente  ó  causante  y  la  fecha  de 
aquélla,  expresando  al  pie  los  honorarios  de  liquidación. que  devengue  ei 
funcionario  que  la  gire* 

Estas  liquidaciones.se  consignarán  inmediatamente  en  el  libro-regia- 
tro  núm.  i  de  la  misma  circular;  en  el  Oiismo  se  anotarán  ios  documen- 
los  que  correspondan  á  actos  exentos  ó  no  sujetos  al  Impuesto. 

£1  expresado  libro  registro  de  liquidaciones  es  de  forma  apaisada  y 
contiene  veintiséis  casillas,  consignándose  en  la  primera  el  nAmero  que 
-eorre»ponde  á  la  liquidación  que  es  objeto  de  cada  asunto;  en  la  segunda 
la  fecha  de  la  escritura,  auto,  providencia,  etc.,  que  se  haya  presentado, 
según  dice  el  modelo,  que  según  nosotros,  creemos  debe  ser  más  bien  la 
del  documento,  testimonio,  certificación,  etc.,  en  qoe  conste  el  acto  tras- 
lativo de  dominio  ó  el  del  derecho  sujeto  6  no  al  Impuesto.  En  la  tercera 
T  coarta  casilla  se  consignarán  los  nombres,  apellidos  y  residencia  de 
loa  Notarios  ó  funcionarios  que  autoricen  los  documentos,  y  ea  estos  úl- 
timos su  designación  oficial. 

En  las  casillas  quinta  y  sexta  deben  ex  presarse  los  nombres,  apellidos, 
profesión  y  residencia  de  las  personas  á  cuyo  nombre  se  practica  la  liquida» 
ción,  y  en  las  dos  casillas  siguientes  la  de  los  transferentes  ó  causantes; 
las  tres  casillas  inmediatas  sirven  para  consignar  la  fecha  de  la  adquisi- 
eión  legal,  y  la  ciase  y  situación  de  los  bienes  transmitidos,  y  de  ba  de* 
rechos  constituidos,  reconocidos,  etc.;  en  las  tres  casillas  siguientes  se 
expresará  con  separación  el  capital  que  figure  en  el  acto  ó  contrato,  el 
importe  de  las  cargas  deducibles  y  el  valor  líquido  que  resulte,  destinán- 
dose la  inmediata  siguiente  al  concepto  y  nUmero  ele  la  tarifa  que  co- 
rresponda á  la  liquidación,  y  la  que  viene  después  al  tipo  que  se  señala 
en  aquélla;  las  tres  casillas  inmediatas  se  destinan  X  consignar  las  canti- 
dades que  debe  satisfacer  el  contribuyente  con  separación  de  cuota,  mul- 
tas é  intereses  de  demora,  v  en  las  demás  se  expresará  sucesivamente  la 
fecha  de  presentación  del  documento,  la  en  que  se  ha  practicado  la  li- 
quidación, ó  en  que  declara  exento  ó  no  sujeto,  citando  la  disposición  en 
que  se  fonda  esta  declaración,  y  la  fecha  y  número  de  la  carta  de  pago 
acreditativa  del  ingreso,  quedando  la  casilla  de  observaciones  para  ano- 
lar  las  anulaciones  de  liquidación  que  se  produzccan  por  las  resoluciones 
administrativas  y  las  rectificaciones  de  errores  materiales  qoe  se  obser- 
ven en  los  asientos;  debiendo  tener  presente  que  no  deben  hacerse  en 
ios  libros  enmiendas  ni  raspaduras,  sino  que  los  errores  se  salvarán  por 
medio  de  nota  en  que  con  claridad  se  evidencie  el  que  se  haya  come- 
tido, y  la  forma  en  que  debe  entenderse  rectificado.  Es  aplicable  al  libro- 
registro  de  liquidaciones  lo  que  hemos  dicho  acerca  de  la  diligencia  tie  cie- 
rre que  debe  consignarse  diariamente. 

Aunque  nada  se  expresa  en  la  mencionada  circular  respecto  de  si 
continúan  ó  no  vigentes  las  disposiciones  especiales  anteriores  que  impo- 
nían la  obligación  de  llevar  otra  oíase  de  libros,  creemos  muy  conve- 
niente que  se  cumpla  por  los  liquidadores  lo  prevenido  en  circular  de  31 
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de  Septiembre  de  4978,  llevando  oa  libro«regÍ8lro  en  qae  por  ordeo  de 
fecbee  ae  anoten  las  testamentarías  y  abintestato  oae  se  presenten  á  li- 
quidar, consignando  el  importe  de  los  valores  deelarados  y  el  resoltado 
de  la  comprobación  practicada  en  cada  caso. 

Los  dos  libros  de  presentaeióa  de  docnmentos  y  de  reg4rtro  de  li^ni- 
daciones,  ban  de  ser  r^uisitados  anualmente  en  la  Delegación  de  Hacien- 
da de  la  provincia,  debiendo  estar  autorizada  lá  diligencia  de  apertor» 
por  el  Delegado  ó  Administrador  de  Hacienda  y  el  Abogado  del  Estado, 
i|iie  robricarán  y  sellarAn  todos  los  folios,  baciéndose  eslo  mismo  por  el 
Liquidador  eoando  la  Administración  provincial  devuelva  ios  ejemplare» 
que  se  le  bayan  remitido  encaadernados  y  foliados. 

De  lo  expuesto  se  desprende  cqÜ  es  la  forma  de  extender  los  asiento» 
tm  el  libro  diario  de  liquidaciones,  debiendo  entenderse  qne  es  conve- 
aieate  consignar,  annane  en  el  modelo  no  bay  casilla  apropósito,  el  ml- 
mero  de  presentación  del  documento;  que  Ja  numeración  de  las  liquida-^ 
cioBes  ha  de  ser  correlativa,  sin  dejar  huecos  entro  los  asientos;  que  para^ 
cada  liquidación  se  destina,  por  regla  general,  una  linea  ó  renglón,  «d- 
perjtticio  de  utiUsar  las  que  se  necesiten,  y  que  todos  los  datos  <nie  exi- 
gen los  encabezamientos  de  las  casillas  del  libro  registro  se  han  de  con<- 
sigoar  en  forma  que  fácilmente  pueda  formarse  concepto  claro  de  todos- 
Ios  detalles  referentes  á  la  liquidación,  para  cuando  sea  necesario  consul« 
tar  antecedentes  ó  expedir  certificaciones  de  los  mismos. 

Las  hojas  de  liquidación,  una  vez  pagado  su  importe,  habrán  de  con- 
servarse enlegajadas  y  clasificadas  por  los  días  en  que  tuvieran  lugar  los^ 
pagos,  como  forma  más  apropósito  para  poderlos  consultar  con  fiíci- 
iidad. 

3ft.    Fiagot  dentro  de  I09  ewiles  deben  $atitfaeer$e  ku  enofot  liquida- 
düMyypree^^  etíableeidc$  en  cium^a  á  la  eoneeMn  de  prárrogM, 

•Practicada  que  sea  la  liaoidación,  se  notificará  su  resultado  á  los  in- 
teresados, para  que  dentro  ael  término  eslablecido  procedan  al  pago  de 
so  importe,  haciéndoles  saber  la  multa  en  que  incorrea  en  caso  contra- 
rio, y  los  recursos  que  procedan  contra  la  misma.»  6n  la  Oficina  liqui- 
dadora de  Madrid  y  en  algunas  otras  capitales  de  provincia  qué  por  so  im- 
portancia y  población  dan  gran  contingente  de  documentos  liquidables^ 
no  es  posible  hacer  individualmente  la  notificación  que  previene  el  ar- 
licnlo  transcrito,  y  ateniéndose  los  Liquidadores  á  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rralo  3.o  del  art.  57,  ó  sea  que  en  los  recibos  que  acreditan  la  presentación 
del  documento  se  consignen  cía  fecha  en  que  venia  el  plazo  dentro  del 
coal  han  de  abonar  el  Impuesto  los  interesados,  fíiera  del  caso  en  que  se 
verifique  comprobación  de  valores»,  y  á  la  Real  orden  de  30  de  Noviem- 
bre de  4897,  que  declara  eficaz  y  con  electos  legales  la  notificación  hecha 
ni  presentador  de  un  docnmento,  prescinden  didios  Uquidadores  de  aquel 
requisito  siempre  que  se  trata  de  documentos  cuyo  despacho  es  corríenle. 
y  qne  no  da  lugar  á  reclamación  de  antecedentes  ni  á  comprobadón  de 
valores,  haciendo  notificación  verbal  del  resoltado  de  la  liquidación  á  \o% 
presentiidores. 

«El  pago  del  Impuesto  se  hará  preeiaanente  en  metálico  en  las  Cajas 
del  Tesoro,  donde  las  haya,  ó  á  los  Liquidadores  del  mÍ9mo  en  los  parti- 
dos«  mientras  otra  cosa  no  se  determine.»  Encargado  el  Banco  de  España^ 
en  las  capitales  de  provincia  y  algunas  poblaciones  de  importancia,  del» 
aervicio  de  Cija  del  Estado,  y  dispueau  por  Real  orden  de  S9  de  Dieieni- 
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iire  de  1886  U  Admitión  de  los  billelet  del  Baoeo  de  España  en  los  in* 
gresos  por  derechos  reales  eoal  si  foeren  eféctWo  metálico,  no  es  preciso* 
que  el  pago  sea  precisamente  en  metálico,  y  ha  de  efectuarse  en  las  indi- 
ciadas poblaciones  en  las  Cajas  del  Banco  de  España,  previo  el  manda- 
miento de  Ingreso  expedido  por  la  respectiva  Intervención  de  Haciendi^ 
qne  á  su  ves  intervendrá  la  carta  de  pago  formalisada  por  la  Tesorería 
qne  jnsMfiM  «1  ingreso  realisado. 

«El  pago  del  Impuesto  se  veriicará  dentro  del  plazo  de  dieeüéis  düts., 
contados  desde  el  siguiente  inclusive  al  en  que  se  presentó  el  documento 
á  la  liqaidación,  cuando  no  haya  eomprabaeióo  de  valores;  y  ^  la  hu- 
biere, se  pagará  en  el  plaio  de  oeho  días,  contadoi  desde  la  fecha  en  que 
se  notifique  la  liquidación »  Estos  plaxoe  son  los  mismos  para  todos- 
Ios  casos  y  sólo  tienen  una  excepción:  tiene  ésta  lugar  «en  los  préstamos 
cuy»  forma  de'realisarae,  como  acontece  en  los  créditos  con  garantía  de* 
efectos  públicos,  no  permita  fijar  desde  luego  su  cuantía;  que  tendrá  lu- 
gar la exacción  del  Imouesto al  liquidarse  anualmente  el  crédito^ 

ó  antes  si  antes  terminase  la  operación » 

.  Por  lo  demás,  dispone  terminantemente  el  reglamento  que  «por  nin- 
gún motivo  podrán  los  interesados  diferir  el  pago  del  Impuesto  liquida* 
do«  ni  aun  á  pretexto  de  reclamación  contra  la  liqnidactóu  practicada,  y 
en  so  consecuencia,  la  Administración  procederá  á  hacer  efectivo  el  im- 
porte por  la  vía  de  apremio,  una  vea  transcurrido  el  plaio  señalado 

para  verificar  el  pago».  Este  precepto  no  es  obstáculo  para  el  eiercicio^ 
del  derecho  á  la  devolución  de  lo  indebidamente  üquiclado,  si  hubiere 
lagar,  ni  «para  que  puedan  admitirse  y  tramitarse  las  redamaeiones  en 
primera  instancia,  aun  cuando  no  esté  satisfecho  el  Impuesto». 

Reserva  la  legislación  vigente  al  Ministro  de  Hacienda  la  facultad 
de  «prorrogar  hasta  ««««o,  como  máximum,  el  plazo  señalado  pa»  ve* 
rificar  el  pago  del  Impuesto,  siempre  que  no  existan  inventariados  metá<^ 
lico  ó  valores  de  fácil  realización  suficientes  para  verificar  el  pago»,, 
tratándose  de  transmisiones  por  título  hereditario;  y  para  conceder  el  apla.- 
zamiento,  por  dos  años  como  máximum,  del  pago  de  las  üauidaciones  gi- 
radas á  los  nudo  propietarios,  sin  peijuicio  de  lo  establecido  respecto  del» 
aplazamiento  de  la  liquidación  hasta  que  pueda  hacerse  la  determinación 
de  la  persona  adquirente,  cuando  el  nodo  propietario  no  sea  conocido  do 
manera  cierta 

Es  condición  precisa  para  conceder  dicha  prórroga,  «que  se  solicite 
antes  de  espirar  el  plazo  señalado  para  el  pago».  «El  que  la  obtenga  vie*- 
qe  obligado  á  satisfacer  el  6  por  400  anual  de  demora,  que  no  será  condo* 
nable»  siendo  exigible  también  cuando  \e\  aplazan  i  iento  fuera  denegado. 

Hecho  el  pago  del  Impuesto  en  el  plazo  marcado,  y  recibida  la  cartí^ 
de  pagó  que  lo  acredita,  el  Liquidador  extiende  en  el  documento  liquida- 
do la  oportuna  nota,  ^ue  sirve  de  carta  de  pago  al  interesado,  á  nn  de 
qne  la  original,  expedida  por  la  Tesorería,  ó  por  el  Liquidador  recaudador 
en  su  caso,  pueda  ouedar  archivada  en  el  Registro  de  la  propiedad,  para 
•  cnioplir  lo  preveniao  en  el  art.  248  de  la  ley  Hipotecaria. 

Si  por  la  naturaleza  del  documento  ha  de  presentarse  éste  á  inscrip* 
ción  en  distintos  Registros,  los  interesados  presentarán  en  cada  uno  la 
carta  de  pago  original  y  una  copia,  que  cotejada  por  el  Registrador  y 
puesta  nota  de  referencia  en  la  original,  quedará  en  poder  de  aquél,  hasta 
llegar  al  Registro  en  que  haya  de  hacerse  la  última  inscripción  del  do- 
cumento, que  será  el  encargado  de  archivar  la  repetida  carta  de  pago- 
original. 
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37.    Begloi  eoncemienteg  á  la  inveatigaoián  de  documenten  m^eiot  at 
Jmpue$to,  y  á  la  reeepdán  y  tramüaeión  de  denuneias. 

El  art.  8.®  de  U  ley  de  25  de  Septiembre  de  4891  eonsigna  el  prínci* 
pió  fandamenul  de  la  investigación  de  los  doeomenloB  sujetos  al  lm> 
poesto,  concediendo  á  la  Administración  la  faealtad  de^' obligar  por  me* 
«lio  de  apremio  á  la  presentación  de  documentos  ó  declaraciones  de  valo- 
rea, cuando  haya  terminado  el  plazo  legal  para  efectuarlo.  Conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  mismo  artículo,  por  las  Oficinas  liquidadoras  ae  incoarán 
y  tramitarán  en  todo  caso  las  diligencias  oportunas  contra  cualquiera 
persona,  Sociedad  ó  Corporación  que  resulte  deudora  á  la  Hacienda  per 
falta  de  presentación  de  los  documentos  dentro  de  Igb  plazos  estableci- 
dos, utilizando  al  efecto  los  medios  que  se  señalan  en  el  reglamento, 
pero  cuidando  de  dar  cuenta  ú  la  Delegación  de  la  provincia  de  las  dili- 
gencias que  instruyeren,  las  cuales  rrocurarán  simplificar  y  per£ee¡onar 
•en  cuanto  sea  dable  en  beneficio  de  los  intereses  del  Tesoro.  A  esta  elase 
4e  expedientes  es  aplicable  lo  dispuesto  acerca  de  que,  para  hacer  laa  no<- 
tificaciones  y  demás  requerimientos  que  exija  la  gestión  del  Impuesto, 
tendrán  derecho  los  Liquidadores  á  utilizar  la  cooperación  de  loa  Alcaldes 
y  agentes  ejecutivos  ó  de  los  funcionarios  á  quienes  competa  Instruir  loa 
«expedientes  de  apremio  por  débitos  de  contribuciones;  debiendo  remitir 
inensuaimente  á  estos  últimos  certificación  de  los  individuos  que  se  ha- 
llaren en  descubierto^  ya  por  el  concepto  de  cuotas  ó  de  intereses  y  mul- 
tas liquidadas,  á  fin  de  que  inmediatamente,  y' con  arreglo  á  las  disposi- 
•«iones  que  regulan  el  procedimiento  por  débitos  á  la  Hacienda,  se  incoen 
las  diligencias  de  ejecución  contra  los  interesados. 

Se  ve,  por  consiguiente,  que  existen  dos  clases  de  investigación,  que 
se  refieren  á  dos  momentos  diferentes  en  la  tramitación  que  signen  loa 
documentos  para  la  exacción  del  Impuesto.  Una,  relativa  á  conseguir  la 
presentación  á  liquidar  de  los  que  han  omitido  el  cumplimiento  de  este 
deber  dentro  de  los  plazos  legales  establecidos,  y  otra,  relativa  á  la  perae- 
coción  de  los  deudores  por  el  impuesto  para  conseguir  realicen  el  ingreso 
de  las  cantidades  liquidadas,  con  más  el  de  las  responsabilidades  en  que 
hayan  incurrido,  conforme  á  las  disposiciones  del  mismo  reglamento, 
consistentes  en  multa  y  abono  de  intereses  de  demora  del  6  por  400,  máa 
el  pago  de  las  costas  que  se  causen,  con  el  apremio  que  hubiese  nécesi* 
dad  de  expedir. 

Respecto  de  la  primera  clase  ó  concepto  de  investigación,  cuando  la 
Administración  tenga  conocimiento  de  que  un  documento  otorgado, 
ya  sea  relativo  á  herencias  ó  contratos,  ya  sean/  informaciones  poseso» 
das  ó  actos  judicialeaó  administrativos  sujetos  al  pago  del  Impuesto, 
no  se  han  presentado  á  la  liquidación  en  la  respectiva  Oficina  dentro  de 
los  plazos  que  para  los  mismos  señalan  los  artículos  58  y  5d  del  regla- - 
mentó,  podrá  reclamarlo  previamente  al  interesado,  señalándole  el  tér- 
mino de  ocho  días,  con  apercibimiento,  en  el  caso  de  no  presentarlo, 
de  exigir  á  su  costa  una  copia'  expedida  por  el  Notario  ó  funcionario 
que  autorice  el  documento.  ' 

Con  esta  copia  á  la  vista  se  practicará  la  liquidación,  que  debe  ser 
notificada  á  los  interesados;  y  si  en  el  término  de  ocho  días  no  verifica- 
ren el  pago  del  impuesto, multas, intereses  y  demás  gastos, seprocederít 
por  la  vía  de  apremio. 

En  los  documentos  otorgados  ante  Notario  será  indispensable  para 
-esto  que  aquél  conste  en  el  protocolo  del  mismo,  y  en  las  informaciones 
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fXMesorl&s  que  hayan  sido  aprobadas;  pero  en  los  actos  judiciales  y  ad-> 
tnÍDÍstrativos  bastará  qoe  consten  de  ona  manera  auténtica  y  definitiva 
ó  resolatoria,  con  arreglo  á  las  disposiciones  especiales  de  cada  ramo, 
para  que  sea  exigible  el  camplimiento  del  deber  de  sn  presentación  ó  la 
copia  aaténtica,  testimonio,  ó  certificación  en  su  caso. 

Pero  no  siempre  es  esto  aplicable  á  los  documentos  relativos  á  heren  • 
eias  y  legados,  poes  no  deja  de  ser  frecneote  aue  los  interesados  deje» 
tra&scarrir  los  placos  reglamentarios  sin  cnmptir  el  requisito  de  solem- 
nizar la  transmisión,  ó  ésta  se  verifica  sin  necesidad  de  documento  nota- 
rial, y  entonces,  si  no  se  hubiesen  formalizado  las  operaciones  divisorias^ 
la  Administración  podrá  compeler  á  los  herederos  testamentarios,  admi- 
nistradores ó  poseedores  por  cualquier  título  de  los  bienes  relictos,  á  que- 
p>resenien  los  documentos  necesanos  para  verificar  la  liquidación  provi- 
sional, conforme  al  art.  64  del  reglamento,  por  medio  de  Agentes  ejecu- 
tivos, con  las  dietas  de  3  á  40  pesetas.  Este  servicio  se  encomendará  por 
conducto  de  la  Administración  de  Hacienfla  de  la  provincia  á  los  Agen- 
tes ejecutivos  ó  Recaudadores  de  Contribuciones,  y  las  dietas  que  se  seña- 
len catarán  en  relación  con  la  importancia  del  caudal  hereditario,  pudienda 
hacerse  efectivas  directamente  psr  el  mismo  Agente  ó  Comisionado. 

Debe  tenerse  presente  para  la  debida  realización  de  este  servicio,  qoo 
debiendo  remitirse  mensualmente  por  los  Escribanos  actuarios  ó  Secreta- 
rios judiciales,  por  las  Autoridades  administrativas  que  aprueben  snbast» 
de  bienes  muebles,  por  los  Notarios  y  por  los  Agentes  de  Bolsa  y  Corre- 
dores de  Comercio  qoe  intervengan  en  operaciones  de  préstamo  con  ga- 
rantía de  efectos  públicos,  los  estados,  notas  é  índices  á  que  se  refíeren^ 
los  artículos  444,  442,  443,  144,  447  y  448  del  reglamento,  comprensi- 
vos de  los  juicios  de  abintestato  y  testamentarías  que  se  hayan  aproba- 
do, de  los  fallos  ejecutoriados  por  los  cuales  se  transmitan  bienes  ó  se 
hagan  adjudicaciones  de  los  mismos  en  subasta  ó  fuera  de  ella<  de  los  ac- 
tos y  contratos  que  los  Notarios  autoricen  y  de  las  operaciones  de  prés-^ 
tamo  que  se  lleven  á  cabo,  los  Liquidadores  deben  examinar  cuidadosa- 
mente todos  estos  documentos,  comparándolos  con  los  antecedentes  que 
posean,  para  en  su  vista  proceder  á  lo  c(ue  haya  logar,  en  cumplimiento^ 
de  las  disposiciones  reglamentarías,  sin  olvidar  que  conforme  á  la  re- 
gla S.^  del  art.  495  del  reglamento,  tienen  el  deber  de  auxiliar  eficaz- 
mente á  la  investigación  iniciando  expedientes,  procurando  dates  y  eva- 
cuando los  informes  que  se  les  pidan. 

De  lo  expuesto  se  desprende  que,  para  que  tengan  aplicación  los  pre- 
ceptos citados,  es  indispensable  que  se  conozca  la  persona  responsable 
del  pago  del  Impuesto,  puesto  que  contra  ella  se  ha  de  dirigir  el  proce- 
dimiento, ó  que  pueda  venirse  en  conocimiento  de  quién  sea,  cuando  sea^ 
conocido  en  todos  sus  detalles  el  acto  sujeto  á  liquidación.  A  este  efecto,, 
establece  el  art.  443  del  reglamento,  que  cuando  no  sea  conocida  la 
persona  responsable  del  Impuesto,  no  se  haya  otorgado  documento  al- 
guno ó  éste  fuese  privado,  la  Administración  practicará  las  oportuna» 
diligencias  investigadoras,  debiendo  dirigir  su  acción  contra  los  posee- 
dores dé  los  bienes  transmitidos.  En  vista  del  resultado  de  aquéllas,  pro- 
cederá con  arreglo  á  lo  prevenido  en  las  disposiciones  precedentes. 

Este  precepto  es  consecuencia  del  principio  contenido  ep  el  art.  5^ 
del  mismo  reglamento,  conform'e  al  cual  los  bienes  ó  derechos  sobre  cuya 
transmisión  se  devenga  el  Impuesto,  llevan  afecta  siempre,  y  sea  el  qne- 
íuere  su  poseedor,  la  obligación  de  pagar  las  cuotas  devengadas  con  mo- 
tivo de  las  distintas  transmisiones  de  que  hayan  sido  objeto,  podiendo 
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dirigirte  contra  aquéllos  la  acción  ejecutiva  para  hacer  efectivo  el  Im» 
¿puesto.  « 

Respecto  de  la  investigación  relativa  á  conseguir  el  pago  de  las  eno* 
tas  liquidadas  por  el  Impaesto,  ya  hemos  expresado  antes  el  deher  qoe 
tienen  los  Liquidadores  de  remitir  mensaalmente,  por  conducto  de  )a 
Tesorería  de  Uecienda  respectiva,  á  los  agentes  ejecutivos  de  su  partido 
certificación  de  los  contribuyentes  que  no  hayan  satisfecho  el  importe 
dentro  del  plazo  legal,  á  fin  de  que  procedan  por  la  vía  de  apremia  á 
liacer  efectivos  los  descubiertos.  Dichas  certificaciones  expresarán  eí 
número  de  la  liquidación,  nombre  y  vecindad  del  contribuyente,  y  can^ 
tidad  A  que  asciende  e\  débito  por  cuotas  y  multas,  totaliíado  al  final,  y 
de  las  cuales  se  remitirá  copia  á  la  Administración. 

Además  de  ios  medios  indicados  que  la  Administración  exige  á  fin 
de  tenw  conocimiento  de  las  ocultaciones  que  puedan  cometerse  en  la 
materia,  el  art.  444  del  reglamento  dispone  que  el  particular  qoe,  nasa* 
do  el  plazo  de  la  presentación  de  los  documentos  sm  que  ésta  se  naya 
•efectuado,  denuncie  el  hecho  á  la  Administración  provincial  ó  al  Liqni* 
dador  respectivo,  percibirá  el  importe  de  la  multa  correspoudienle  al 
/raude  denunciado,  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  este  reglamento. 

Para  que  las  denuncias  sean  admisibles,  es  preciso  que  se  formulen  en 
el  timbre  correspondiente,  y  que  la  persona  que  las  autorice  exprese  sos 
circunstancias  con  relación  á  la  cédula  personal.  Deberán  manifestar 
asimismo  el  mayor  número  de  datos  v  antecedentes  para  determinar  del 
4Qodo  más  exacto  posible  los  hechos  denunciados. 

Si  el  denunciador  se  limitara  á  dar  noticia  del  fallecimiento,  no  ten* 
drá  derecho  á  la  retribución  ó  premio  de  que  trata  el  artículo  anterior* 
inente  citado. 

Presentada  la  denuncia  en  dichos  términos,  la  Administración  del 
amo,  ó  el  Liquidador  en  su  caso,  dará  de  ella  el  oportuno  recibo,  y  si 
•se  presentare  en  la  Oficina  liquidadora,  deberá  elevarse  á  la  Administra- 
ción con  informe  del  Liquidador  acerca  de  si  es  ó  no  procedente;  si  se 
presentase  en  la  Administración  de  la  provincia,  ésta  pedirá  inmediata- 
mente informe  acerca  de  su  contenido  al  Liquidador  á  quien  corresponda. 

Este  funcionario  manifestará,  en  vista  de  los  antecedentes  que  existan 
«n  su  Oficina  ó  de  los  demás  que  pueda  procurarse,  si  es  ó  no  procedente 
ia  denuncia. 

La  Administración,  oyendo  al  Abogado  del  Estado,  y  previas  las  de* 
más  diligencias  oportunas,  resolverá  lo  que  mejor  estime,  danda  conoci- 
miento de  su  acuerdo  al  denunciador,  ó  á  éste  y  al  denunciado,  según 
proceda,  para  los  efectos  consiguientes. 

Deberá  desestimarse  toda  denuncia  que  se  refiera  á  actos  ó  contratos 
conocidos  previamente  por  la  Administración. 

Una  vez  resuelto  el  expediente  en  primera  instancia,  ó  antes  sí  el  de- 
iiuneiado  presentara  los  documentos  necesarios,  se  procederá  á  practicar 
ia  liquidación  de  las  cuotas  ó  responsabilidades  en  que  hubiese  incurrido, 
aun  cuando  acerca  del  derecho  del  denunciador  surgiese  algún  incidente 
^  se  interpusiera  recurso  de  alzada. 

En  la  tramitación  de  esta  clase  de  expedientes  se  observarán,  eñ  cuanto 
eean  compatibles  con  las  reglas  especiales  citadas,  las  disposiciones  f^e** 
aérales  sobre  procedimientos  de  las  redamaciones  económico-adminis» 
Irativas. 
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38.  ObUgaewne$,  deret^éi  y  retpoHBabüUUnd  de  km  Uquídoáang  del 
Jmpueeto  de  UmpmUoe  que  no  mm  eapitalee  deprovinoia. 

La  gestión  del  Im|iiietto  está  eneomendsda  eo  la  Admwistraoión  pm^ 
Tincial  al  Delegado  j  ¡a  Administración  de  Hacienda  y  á  las  Oficinas  It* 
qaidadoras.  Prescindiendo  de  lo  referente  á  los  Liquidadores  de  las  capí-  \ 
Ules  de  provincia,  qoe  son  ios  Abogados  del  Estado,  á  cuyo  cargo  está 
privativamente  lo  concerniente  al  Impuesto  de  derechos  reales,  y  que 
ban  de  sujetarse  en  siu  fnneiones  á  lo  dispuesto  en  el  reglamento  orgá- 
nico de  so  Caerpo,  al  reglamento  del  Impuesto  y  al  orgánico  de  la  Ad- 
ministración provincial,  expondremos  brevemente  lo  que  atafte  á  los  li» 
qoidadores  de  partido. 

Tienen  óstos,  que  según  la  legislación  vi|^ente  son  los  respectivos  Re 
gistradores  de  la  propiedad,  la  facultad  privativa  de  hacer  el  examen  y 
•calificación  jurídica  de  los  documentos  y  de  los  conceptos  por  que  deban 
-contribuir  ó  eximirse  del  pago  los  actos  ó  contratos  que  comprendan. 
Además  de  esta  principal  atribución,  y  entre  otras  muchas  determinadas 
en  el  reglamento,  las  atribuciones,  deberes  y  responsabilidades  de  los  Li- 
quidadores de  los  partidos,  son  principalmente  los  simientes: 

4.*  ÁiribucUmei  jf  dereekos.-^PncúctLr  la  liquidación,  por  la  qne 
percibirán  los  honorarios  de  examen,  busca  de  antecedentes,  expedición 
¿e  certificaciones,  y,  principalmente,  el  premio  de  liquidación,  que  im- 
porta un  4, SO  por  400  de  la  cuota  liquidada  para  el  Tesoro  é  indepen- 
diente de  ésta.  Guando  se  practiquen  dos  liquidaciones,  una  provisional 
-ó  parcial  y  otra  definitiva,  el  premio  de  li<}«idaeión  se  exigirá  por  la  pri- 
mera, y  al  girarse  la  segunda  sólo  se  exigirá  por  el  exceso  correspondien- 
te, si  le  hubiere;  estos  honorarios  los  percibirán  directamente  del  intere- 
•sado  cuando  recoda  la  liquidación  para  hacer  el  pago  del  Impuesto. 

Estas  disposiciones  son  ig[ualmente  aplicables  á  los  sustitutos  que,  por 
Tacante,  suspensión  del  propietario  ú  otra  causa,  desempeñan  las  funcio- 
nes de  liquidación. 

2.*  Deberes. —CnmpWr  las  disposiciones  que  las  Delegaciones  de  Ha- 
cienda les  comuniquen;  llevar  los  libros;  formar  los  estados  que  se  les 
prevenga;  auxiliar  la  investigación  con  toda  eficacia,  instruyendo  loa 
oportunos  expedientes;  dar  cuenta  á  las  Delegaciones  de ,  Hacienda  de  laa 
transgresiones  del  reglamento  cometidas  por  las  Autoridades,  funcio- 
narios ó  contribuyentes,  etc. 

Remitir  dentro  del  mismo  mes,  á  la  Administración  de  Hacienda,  laa 
-cuentas  que  deben  rendir,  referentes  á  la  liquidación;  ingresar  en  la  Teso- 
rería, del  25  al  30  de  cada  mes,  los  fondos  recaudados,  bajo  la  pena  de  sa* 
üsfacer  el  6  por  400  correspondiente  de  demora. 

Expresar  en  letra,  así  en  la  nota  como  en  la  carta  de  pago,  cuando 
•deban  expedirla,  la  fecha  de  entrada  del  documento  en  Ja  oficina,  el  nd 
mero  de  orden,  el  concepto  de  pago  y  la  cuota  para  el  Tesoro;  estampar 
en  todo  informe,  documento,  nota,  recibo,  ete  ,  que  deban  redactar  ó  ex- 
pedir, el  sello  de  la  Oficina  liquidadora;  remitir  por  conducto  de  la  Teso- 
cería  á  los  Agentes  ejecutivos,  en  fin  de  cada  mes,  la  relación  de  deudo- 
res, feí^viando  copia  de  ella  á  la  Administración  de  la  provincia,  y  recla- 
mar de  quien  corresponda  los  datos,  antecedentes  y  documentos  qne 
precisen  para  las  comprobaciones  de  valores  y  liquidación. 

3.*  Reiponsabilidad.'-?üeáeü  incurrir  los  Liquidadores  Registrado- 
res en  responsabilidad  de  tres  clases:  disciplinaria,  correccional  guberna* 
(iva,  y  oniinaria. 
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Se  ¡Deorre  en  respoosabiiidad  disciplinarift  por  négligeneía,  falta  d» 
celo,  sobordinactón  ú  oiraa  análogas;  está  sancionada  con  la  reprensióD- 
por  escrito,  apercibimieoto  de  mayor  rigor  y  molla  de  t5  á  400  pesetas. 
Será  competeate  para  impoBerla  el  Delegado  de  Hadénda  de  la  proViñ* 
€ia,  padiendo  alzarse  de  so  acuerdo  los  interesados  al  Ministerio  áe\^ 
ramo. 

Se  incarre  en  responsabilidad  correccional  gobernativa  por  reinciden- 
cia en  las  faltas  antes  expresadas  ó  comisión  de  otras  más  graves,  aoik 
cnando  éstas  poedan  revestir  caracteres  de  delito  y  estar  sojetas  á  la  ac- 
ción criminal,  é  independientemente  de  la  pena  qoe  los  Tribonales  pue- 
dan imponer.  Consiste  en  suspensión  del  cargo  de  ano  á  tres  meses,  y  se^ 
paración  definitiva  del  mismo,  y  se  impondrá  por  el  Ministerio,  á  pro- 
puesta del  Delegado  de  Hacienda,  sin  olteríor  recorso  más  qoe  en  el 
caso  de  separación  definitiva. 

La  responsabilidad  ordinaria  tiene  logar  por  actos  ü  omisiones  que 
revistan  caracteres  de  delito  ó  falta.  So  declaraeióné  imposición  corres* 
ponde  á  los  Tribonales  ordinarios,  con  arreglo  á  las  leyes  comunes. 

La  reprensión  puede  imponarse  sin  previa  formación  de  expediente, 
siempre  que  conste  de  un  modo  indudable  la  filia  qoe  la  motive.  La» 
«Jemas  responsabilidades  ó  penas  sólo  se  podrán  imponer  en  virtud  de  ex- 
pediente, en  el  cual  será  oído  el  interesado  por  término  de  diez  días  des- 
poés  de  formularle  el  correspondiente  pliego  de  cargos.  El  presonto  res- 
ponsable podrá  presentar  tonas  las  proebas  qoe  estime  conducentes  á  so 
justificación. 

Para  terminar,  haremos  presente  que  en  todas  las  Oficinas  liquidado* 
ras,  lo  mismo  qoe  en  el  Negociado  de  Derechos  reales  de  las  Administra- 
ciones de  Hacienda,  estará  expuesta  al  público  la  tarifa,  y  se  facilitará  al 
contribuyente  que  lo  solicite,  para  su  consulta,  el  reglamento  del  Im* 
puesto. 

39.     TramUación  de  lo8  expedientes  relativos  á  la  deoolución  de  cwh 
tus  satisfechas  por  el  Impuesto, 

Aunque  la  pregunta  enunciada  parece  limitarse  á  la  tramitación  de 
los  expedientes  de  devo  lución  de  las  cantidades  satisfechas  por  el  Im- 
puesto, como  las  reglas  relativas  á  esta  clase  de  expedientes  son  diferen- 
tes según  el  origen  del  derecho  de  la  devolución,  consideramos  necesa- 
rio ocuparnos,  siquiera  someramente,  de  los  casos  en  que  las  devolucio- 
nes se  conceden  como  base  necesaria  para  la  tramitación  de  los  expedien- 
tes relativos  á  las  mismas. 

Procede  la  devolución  de  los  derechos  cobrados,  cuando  se  han  exi- 
gido indebidamente  ó  con  exceso;  cuando  se  haya  declarado  por  los  Tri- 
bunales la  rescisión  ó  nulidad  de  los  aetos  ó  contratos  porque  se  contri- 
buyó; cuando  se  han  vendido  dentro  del  año  los  bienes  inmuebles  adju- 
dicados para  pago  de  deudas;  en  los  casos  de  retracto  legal;  en  los  con- 
tratos de  suministro,  cu  ando  resulte  excesiva  la  liquiaación  girada  á 
cuenta  con  relación  al  verdadero  importe  de  aquél,  y  cnando  liquidada 
la  sucesión  á  nombre  de  la  representación  del  causante  al  tipo  del  ^ 
por  400  que  señala  el  art.  63  del  reglamento,  se  acredite  definitivamente 
le  corresponde  un  tipa  menor  por  razón  del  parentesco  entre  el  declarado 
heredero  y  la  persona  que  causó  la  suoesión. 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  487  det reglamento,  los  contribu- 
yentes que  se  creyesen  con  derecho  á  que  se  les  devuelva  alguna  cantí- 
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dad,  bien  por  estimar  mal  girada  una  liqnidadón,  bien  porqae  se  hava.  . 
campüdo  alguno  de  loa  requisitos  de  este  reglamento  qne  dan  logar  á  de 
volnción,  bien  por  error  de  hecho  ó  dnplieidad  de  pagos,  se  dirigirin  al 
Delegado  de  Hacienda  dentro  del  plazo  de  eineo  años,  á  contar  desde  la 
fdcha  en  qne  se  cumpliera  la  condición  reglamentaria  qae  origine  la  devo- 
Ineión,  ó  qae  acredite  el  ingreso  duplicado,  ó,  por  último,  que  se  hu* 
Itiere  dictado  la  providencia  judicial  ó  administrativa  de  la  cual  nazca  el 
derecho  á  la  devolución,  acompañando  los  documentos  que  se  mencionan 
en  el  mismo  artículo;  pero  antes  de  exponer  el  detalle  de  los  mismos  es 
preciso  tener  en  cuenta  que,  conforme  á  la  disposición  precitada,  existe 
alguna  diferencia  entre  los  requisitos  que  se  exigen  para  la  devolución 
de  lo  ingresado  indebidamente  cuando  esta  devolución  pa^de  fundarse 
en  error  material  ó  de  hecho,  que  la  Administración  puede  desde  luego 
reconocer;  en  el  cumplimiento  de  alguna  de  las  disposiciones  reglamen- 
tarías, ó  por  consecuencia  de  haberse  girado  indebidamente  una  liquida- 
ción qne  ha  sido  reclamada. 

£n  los  dos  primeros  casos,  el  expediente  de  devolución  se  plan- 
lea  desde  luego  ante  el  Delegado  de  Hacienda,  y  es  admisible  siempre 
qne  no  haya  transcurrido  el  plazo  de  cinco  años  citado;  pero  en  el  úl- 
timo caso,  la  reclamación  administrativa  contra  la  liquidación  que  ha- 
brá de  interponerse  en  el  plazo  de  quince  días  y  su  resolución  de  una  ma- 
nera deGnitiva^  es  necesariamente  previa  á  la  solicitud  de  la  devolución, 
V  el  pUzo  decmco  años  paca  la  prescripción  del  derecho  á  la  devolución 
se  contará  desde  la  fecha  de  la  resolución  recaída  en  el  expediente  en 
que  se  acceda  en  todo  ó  en  parte  á  lo  pretendido  por  el  reclamante. 

Así,  por  ejemplo,  si  la  reclamación  se  funda  en  que  una  compraventa 
se  ha  liquidado  al  4  por  400,  ó  en  que  el  capital  que  ha  servido  de  base  á. 
la  liquidación  es  mayor  por  error  aritmético  que  el  precio  convenido  en 
el  contrato,  si  se  solicita  la  devolución  de  lo  satisfecho  en  concepto  de  ad- 
judicación para  pago  de  deudas,  por  haber  vendido  los  bienes  inmuebles 
:)Jjudicados  dentro  del  año,  ó  haberse  rescindido,  ó  ser  declarado  nulo 
por  sentencia  de  los  Tribunales  el  acto  ó  contrato  Que  motivó  el  ingre- 
so, etc  ;  en  todos  estos  casos,  el  plazo  para  solicitar  la  devolución  será  ei 
de  cinco  años,  contados  respectivamente  desde  que  se  notificó  la  liqui- 
ilacióií  en  que  hubo  el  error,  desde  la  fecha  en  que  se  vendieron  los  bie- 
nes muebles  para  pago  de  deudas,  ó  desde  la  en  ^ue  se  hizo  firme  la 
sentencia'  de  los  Tribunales  ó  la  resolución  administrativa  que  declaró 
nulo  ó  rescindido  el  contrato.  .P^ro  si  la  solicitud  de  devolución  se  fun- 
da, por  ejemplo,  en  haber  calificado  de  usufructo  lo  que  es  un  arrenda- 
miento, ó  en  haber  considerado  como  transmisión  en  plena  propiedad  la 
que  lo  es  tan  sólo  de  la  propiedad  nqda,  etc.,  el  plazo  empezará  á  con- 
tarse desde  quei  declarado  el  derecho  del  interesado,  se  manda  rectifica- 
ción ó  anulación  de  la  liquidación  girada  y  pagada. 

La  diferencia  en  los  efectos  qoe  sé  produzcan  en  uno  y  otro  caso,  ^a 
importantísima  para  los  interesados  y  para  la  exacta  aplicación  de  los 
preceptos  reglamentario^;  pues  es  un  principio  reconocido  hace  mucho 
tiempo  en  el  Impuesto  y  consignado  en  el  art.  139  d^^l  reglamento,  la  ne- 
cesidad, en  este  último  caso,  de  providencia  administrativa,  hasta  ta) 
punto,  de  que  no  procede  la  devolución  de  lo  pagado  por  error  de  con- 
cepto ó  de  derecho  en  la  liquidaci<^n  cuando  ésta  ha  sido  consentida  ó  no 
reclamada  en  el  plazo  reglamentario. 

Son  muy  numerosas  las  r'^sólncíones  dictadas  en  casos  particulares 
deehrando  cuándo  debe  entenderse  quo  existe  error  de  becbo,  y  cuándo 
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de  derecho,  á  los  efectos  de  la  de  votación;  pero  no  siendo  posible  ocnpar* 
nos  de  ellas  por  la  brevedad  del  tiempo,  nos  limitaremos  á  exponer  Jas 
disposiciones  del  reglamento. 

Conforme  al  oiencionado  art.  439,  de  la  necesidad  de  providencia  ad- 
ministrativa ^ae  resuelva  la  reclamación  de  la  liquidación  se  exceptúan 
los  casos  siguientes:' 

4. o  En  los  de  adjudicación  para  pago  de  deudas,  contándose  los  cinco 
años  desde  la  fecha  de  la  escritura  de  venta  ó  cesión  de  los  bienes  inmae- 
bles  ó  derechos  reales  adjudicados  con  dicho  objeto. 

2.®  En  las  devoluciones  por  cum|>Iimiento  de  condiciones  resolutorias, 
ó  en  virtud  de  sentencias  declaratorias  de  la  rescisión  de  contratos,  en 
cayo  caso  el  plazo  correrá  desde  que  se  campla  la  condición  ó  sea  firmo 
la  sentencia. 

Y  8.^  En  las  de  lo  pagado  de  más  por  ün  error  puramente  material  6 
de  hecho,  como  equivocación  aritmética  al  verificar  la  liquidación,  seña- 
lamiento de  tipo  que  no  es  aplicable  al  concepto  liquidado  ó  doble  pago 
de  la  misma  cantidad  en  una  ó  distintas  Oficinas  liquidadoras:  en  e&tos 
casos,  el  plazo  de  cinco  años  se  contará  desde  la  fecha  en  que  se  hizo  el 
pago  indebido. 

Una  vez  obtenida  la  tantas  veces  repetida  resolución  administrativa  ó 
nacido  el  derecho  á  la  devolución,  con  arreglo  á  las  excepciones  citadas» 
el  expediente  de  devolución  habrá  de  contener  los  documentos  si- 
guientes: 

4.0  Solicitud  del  interesado  ó  interesados  á  cuyo  nombre  se  giraron 
las  liquidaciones  satisfechas. 

t.^  Los  documentos  que  hayan  motivado  la  liquidación,  bien  origi- 
nales, bien  testimoniados  ó  en  copia  cotejada  por  el  Abogado  del  Estado, 
de  tos  extremos  ó  particulares  de  aquellos  que,  á  joicio  de  la  Administra- 
ción, sean  indispensables  á  formar  concepto  de  la  cuestión. 

S."*  La  certificación  de  ingreso  expedida  de  oficio  por  la  Inter- 
vención. 

Cuando  se  trate  dé  ingresos  verificados  en  las  Oficinas  liquidadoras 
de  partido,  la  certificación  de  aquéllos  la  librará  el  Liquid^or  re8|>ec- 
tivo  con  referencia  al  libro  registro  de  liquidaciones,  expresando  el  nú- 
mero, la  fecha  y  concepto  en  que  se  verificó  y  la  copia  de  dicho  libro  re- 
mitida á  la  Administración  en  que  se  figuró  su  recaudación,  extremos 
que  cuidará  especialmente  de  comprobar  el  Abogado  d^  Estado  con  di* 
cho  documento. 

En  este  caso,  la  Intervención  de  Hacienda  certificará  también  haberse 
verificado,  y  en  qué  fecha,  por  el  Liquidador  el  ingreso  total  del  mes  ea 
que  aparezca  irecaudado  el  importe  de  la  liquidacióQ. 

La  devolución  se  acordará  en  primera  instancia  por  los  Delegados,  con 
apelación  á  la  Dirección  general  del  Ramo,  ó  al  Ministerio  de  Hacienda, 
se^úii  la  cuantía  del  asunto,  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  procedi- 
miento económico-administrativo. 

Si  el  fallo  de  primera  instancia  fuese  concediendo  la. devolución  soli- 
citada, se  notificará  necesariamente  al  Interventor,  con  entrega  del  ex- 
f tejiente,  para  que  exponga  en  el  mismo  si  consiente  ó  S9  opone  á  que  se 
leve  á  efecto.  Si  se  opusiere,  formulando  en  tiempo  hábil  el  oportuno  re- 
cnrsó,  se  tramitará  el  expediente  en  los  términos  prescritos  por  el  Regla- 
ujénto  de  procedimiento  económico  administrativo. 

La  Dirección  de  Contribuciones  directas  puede  en  todo  tiempo  recla- 
mar los  expedientes  de  devolución  para  revisarlps,  y  si  el  fallo  faent  ím* 
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«proedéente,  pem  se  hubiera  heehd  ftrme  j  bo  cupiera  eontra  el  misme 
'récarso  algiino,  acordará  por  sí  ó  propondrá  al  Ministerio  las  responsabi- 
lidades ep  que  hayan  incnrHdo  fos  foncionaríos. 

Siendo  nrme  el  aeaerdo  concediendo  la  devoinción/  se  llevará  á  efecto, 

previos  los  trámites  indispensables,  y  jastiiesndo  el  mandamiento  de 
^ftgo  con  certificación  det  falto  dictado,  del  inereso  de  en  ya  devolnción 

se  trata,  y  docnmentoc  relativos  á  la  personalidad  del  reclamante;  pero 

el  expediente  qne  la  motive  se  conservará  original  en  el  Negociado  de 

Derechos  reates  para  que  pueda  verificarse  la  revisión  de  qoe  se  deja 

hecho  mérito. 

Es  importante  para  la  debida  tramitaeión  de  esta  clase  de  expedientes, 

conocer  lo  dispuesto  en  la  circolar  de  19  de  Marzo  de  1890,  en  (}oe  se  die- 
ntan reglas  detalladas  acerca  de  la  manera  de  jnstificar  la  personalidad  de 

los  reclamantes,  plazos  para  interponer  las  reclamaciones  y  requisito 

Í^ara  el  cumplimiento  del  falto  concediendo  la  devolnción;  de  las  cuales, 
as  más  esenciales  se  han  comprendido  en  las  disposiciones  citadas  ante- 
riormente. 


40*  JP!r€»eripeiane$  pmal€9  etta^blecidús  por  e2  reglamento  del  ImjmeS'^ 
to  contra  ¡o$  wntribuyeníei  morÍHO$r  ohligacioneB  impueetae  á  oi$rtn^ 
Autofidades  y  funcionartoe,  y  penalidad  para  el  cago  de  8u^  ttiateer-. 
■vaneia. 

El  cumplimiento  de  lae  obligaciones  impuestas  j^or  el  vigente  reg)a«- 
«aenio  á  contribuyentes  y  demás  personas  que  el  mismo  expresa,  tienes 
su  correspondiente  sanción  penal,  tínico  medio  de  hacerlo  efectivo. 

Los  coniribuymtei  que  incurriesen  en  multa  por  falta  de  presentación 
de  documentos,  ó  de  pago  del  Impuesto  dentro  de  los  plazos  señalados,  sa- 
tisfarán el  40  por  400  de  la  cuota  liquidadora  para  el  Tesoro,  y  aun  cuando 
sean  relevados  de  dicha  pena,  pagarán  precisamente  en  todos  los  casos  el 
interés  de  demora  á  razón  de  6  por  100  anual,  que  comenzará  á  devengarse 
^esde  el  día  siguiente  inclusive  á  la  fecha  en  que  hayan  incurrido  en  ta 
multa.  El  procedimiento  para  su  exacción  es  puramente  administrativo^ 
y  se  sigue  por  la  vía  de  apremio,  sin  que  qu3pa  reclamación  mientras 
-no  se  realice  el  pago ;  se  considerarán  impuestas  de  derecho  por  et 
mero  transcuno  de  los  plazos  legales,  y  se  exigii^n  desde  luego  por  ios 
Liquidadores,  sin  perjuicio  de  la  reclamación  ante  el  Delegado  de  Ha- 
cienda. En  caso  de  falleeimivnto  del  contribuyente,  ineurso  en  multa,  no 
eerá  é^ta  exigible  á  los  herederos,  y  sólo  responderán  del  pago  de  la  cuota 
y  de  los  intereses  de  deudora.  La  tercera  parte  de  las  multas  impuestaa 
corresponden  á  los  Liquidadores,  no  siendo  Abogados  del  Estado,  pues 
las  correspó^idieutes  á  éslos  ingresan  en  el  Tesoro,  y  en  el  caso  de  que 
haya  denunciante^  corresponde  á  éste  otra  tercera  parte.  No  reconoce  el 
reglamento  la  Cottcesión  de  perdones  generales  de  multas,  no  siendo  en 
virttfd  dé  una  ley t  el -perdón  individual  corresponde  exclusivamente  al 
íinfstró  de  Bacieüda,  que  p€ídrá  concederlo  en  circunstancias- muy  ex- 
raoi^inariais  y  debidainente  justificadas.  No  se  impondrán  otras  multas 
ue  lasseñaladas  en  él  re^lameáto,  cualquiera  que  sea  el  concepto  penado 
la  fecha  en  que  se  hubiera  incurrido  en  falta;  no  se  dará  curso  á  ins- 
incia  -alguna  en  solicitud  de  perdón,  ain  que  conste  satisfecho  el  im- 
aesto  y  los  intereses  de  demora,  si  hubiese  lugar  á  ellos,  y  la  aprobación 
e  la  multa  por  el  Delegado.  En  caso  de  perdón  individual»  no  alcanzará 


S80  BSYsrEA  í>m  MfluigiAq^ 

la  gracia  á  la  paria  correspondieate  al  ¡Jqn\dt4ot  y  ftt  deannaiaiitei  ao  aor 
reapectívos  easos. 

El  importe  de  la  malta  te  fija  ea  el  10  aor  400  da  la  cuota  liquidada 

Sara  al  Teíoco,  excepto  en  algaaoa  aaaoa  aa  reincidencia  expmameote 
eterminadoft,  áae  puede  llegar  haata  al  S5  por  400. 
Lo6  Jaeces  de  primera  instaacia  é  iaatraeoión^  Aiaaldes,  Registrado- 
ras de  la  propiedad,  Jaeces  maDÍcipales  y  eneargados  del  Registro  eivil^ 
Notarios  públicos.  Secretarios  jadiciales  y  Escribanos  de  actaaciones, 
eaUn  obligados  á  facilitar  á  la .  Administración  los  datos  y  noticias  qae 
ésta  les  reclame,  en  el  tiempo  y  forma  qae  determina  este  reglamento,  y 
bijo  laa  penas  qae  en  el  mismo  se  prescriben. 

Para  complimienlo  de  lo  expuesto,  esUln  obligados  á  rendir  mensaal*r 
mente  á  los  Liauidadoras  de  su  respectiva  jarísdieci6n,  estados  expresivos 
de  los  juicios  de  abintestato  y  testamentaría  aprobados;  de  los  fallos  eje- 
eatoriados,  nn  virtad  de  los  cuales  se  transmitan  cantidades  en  metálico 
que  no  constituyan  nrecio  de  bienes  muebles  ó  inmueble»,  ó  de  servicioa 
p.jrsonales;  de  las  adjndicaciones  de  efectos  públicos  y  comerciales,  etc.;. 
de  las  subastas  de  bienes  muebles;  relaciones  de  fallecidos,  de  los  instru- 
mentos otorgados,  etc.  Los  Registradores  de  la  propiedad  no  admitirán- 
documento  alguno  á  inscripción  ó  registra,  sin  que  conste  en  aquél  la 
oportuna  nota  del  Liquidador.  Los  Notarios  advertirán  en  el  documento^ 
la  obligación  de  presentarlo  á  liquidar,  expresando  las  responsabilidadea 
en  que  incurrirán  no  haciéndolo;  y  están  obligados  á  facilitar  los  datoa 
que  la  Administración  les  reclame  y  á  expedir  en  papel  de  oficio  las  co- 
pias de  los  documentos  que  se  les  pidan  para  la  exaccióa  del  Impuesto^ 
Estas  obligaciones  impuestas  á  los  Notarios  son  extensivas  á  los  Escríba- 
nos actuarios  ó  Secrétanos  judiciales. 

No  se  admitirán  por  los  Juzgados,  Tribunales  ordinarios  y  especiales, 
ni  por  las  oficinas  ni  Corporaááones  del  Municipio,  de  la  Provincia  ó  dei" 
Estado,  documentos  en  que  no  conste  la  nota  de  la  Oficina  liquidadora,  si 
por  ellos  se  transmiten  bienes;  si  no  tuvieren  este  requisito,  los  devolve- 
rán á  los  interesados  para  su  cumplimiento,  incurriendo  si  no  lo  bicieren 
así  en  una  multa  del  40  por  400  de  los  derechos  defraudados,  que  en  caso 
de  reincidencia  se  elevará  al  S5  por  400. 

Los  Registradores  que  adnatan  á  inscripción  documentos  en  que  oo^ 
conste  la  expresada  nota,  responderán  del  pago  de  la  cuota  con  eu  fianxa 
y  demás  bienes,  sin  perjaicii)  de  la  multa  de  5  á  25  pesetas,  y  el  doble- 
eo  CASO  de  reincidencia,  si  no  cumpliesen  lo  prevenido. 

En  la  misma  multa  de  5  A  25  pesetas  incurrirán  los  Escribanos  y  Se— 
cfetarios  de  Juagados  y  Tribunales,  y  demás. Autoridades  y  fancionarica 
que  admitan  un  documento  sin  la  expresada  nota. 

Por  no  dar  cuenta  en  el  mismo  día  al  Liiiuidador  respectivo  de  laa^ 
alteraciones  causadas  en  los  amillaraaiientos,:  incurrirán  solidariamente  el 
Alcalde  y  Secretario  del  Ayuntamiento  en  la  multa  de  40  á  50  pesetas. 

Los  Notarios  que  no  hagan  las  advertencias  antes  expresadas,  que  i  o 
remitan  el  índice  mensual  de  documentos  otorgados, que  alteren  de  cual- 
quier modo  en  los  documentos  al  verdadero  valor  sujeto  al  derecho,  6* 
que  autoricen  documentos  sin  que  se  tes  haga  constar  por  ^los  intereeadoa 
que  el  título  ó  instrumento,  base  del  que  vana  otorgar,  pag!&  el  impuesta 
ó  se  baile  exento  de  ét,  incurren  en  la  multa  jde  4.á  5  pesetas¡,  de  50,  d*^ 
4a$á  250,  según  loa  caaos  y  siu  perjuicio  de  la  oesponsabilidaid .crimina* 
que  pudiera  caber.  -  < 

Finalmente,  íoa  Liquidadores  responden  de  la  multa  de  40  por  400  por 
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jfalta  de  pago  del  Iropoesto,  así  como  del  6  por  400  de  los  intereses  de 
demora  que  se  imponen  á  los  contríbayentes,  si  por  apatía,  falta  de  celo  6 

i  por  consideraciones  indebidas  hacia  los  deudores  del  Impoesto,  no  ingre- 
san dentro  del  plflzo  marcado  las  cantidades  qne  deban  satisfacer;  y  seo 

-también  responsables  del  6  por  400  de  demora  los  Liquidadores  ae  los 
partidos  qae  no  entreguen  en  los  plazos  reglamentarios  los  fondos  qve 

.•«'ecauden,  correspondientes  al  territorio  de  su  jurisdicción. 

Fmahcibco  dxl  Río  y  Balctiba,  Joaqoín  Souto» 

Abogado  del  Estado.  Abogado  del  Estado. 
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Historia  del  Dereeho  privado  de  la  Repúbliea  Ateniense,  por  L,  Beau- 
ehet,  Catedrático  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Nancy  j  antígao' 
miembro  (fuera  del  cáadro)  de  la  Eicaela  franceaa  de  Atenas. — 
Cuatro  grandes  volúmenes  en  8.<>.— Chevalier  Marescq  y  Compañía^ 
editores.  París. 


Tarea  delicada  es  la  de  presentar  al  público  la  olira  magistral  del  señor- 
Beanchet,  qae  acaba  de'  publicarse:  no  porque  yacüemos  entre  el  elogio  y  la 
erfiioa,  ni  porque  haya  que  hacer  alguna  reserva.  Tememíos,  por  el  contra- 
río, qnedar  muy  por  debajo  de  nuestra  misión,  sin  Uegar  á  demostrar  el? 
alto  valor  cientifico  de  los  cuatro  tomos  dedicados  &  la  Bittoria  del  Ikrtdu> 
privado  de  la  República  Atenietue.  Esperamos,  sin  embargo,  que  ni  el  autor  ni 
el  público  serán  exigentes,  y  que  el  mérito  propio  de  la  obra  hará  olvidar  la- 
escasez  de  nuestras  apreciaciones. 

Empieza  la  obra  con  un  magistral  {urefaeio,  en  el  que  Sr.  Beauchet  re- 
visa los  trabajos  que  en  Francia  y  en  Alemania  se  han  consagrado  al  anti- 
guo derecho  griego;  en  él  cuenta  también  por  qué  este  derecho  es  tan  poco- 
conocido;  la  gran   dificultad  de  reunir  fuentes  y  la  raresa  de  documentos- 
han  impedido  mayores  progresos.  jDesde  este  punto  de  vista,  como  desde^ 
tantos  otros,  no  es  posible  comparar  el  derecho  griego  con  el  romano.  Eiv 
el  primero,  apenas  tenemos  k  nuestra  disposición  algunos  textos  generales,, 
siendo  necesario  buscar  en  los  literatos  vagas  y  dispersas  nociones,  interpre- 
tarlas después  y   coordinarlas  para  encontrar  un  principie.  Trabajo  largo, 
delicado,  y  no  siempre  de  resultados  positivos.  Por  el  contrario,  en  el  dere- 
cho romano  poseemos  textos  numerosos  y  completos  que  inioiau  en  todoa- 
los  detalles  de  la  legislación  y  la  práctica. 

Bsta  diferencia  en  el  estado  de  ambas  eiencias  impide  componer  un  Tra 


*  De  todas  las  obras  jurídicas  que  se  nos  remitan  dos  ejemplares,  haré* 
mos  un  juicio  crítico  en  esta  Sección  de  la  Bbtista.  Be  las  que  versen  sobr»* 
«tras  materias,  pondremos  un  anuncio  en  la  eubieita  de  las  entregas. 
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tado  de  d«r«cho  giiego  como  se  escriben  loe  de  derecho  romano.  Por  esto 
dice  el  antor,  que  cuna  obra  de  este  género  no  pnede  tener  el  rigor,  método 
y  proporoién  que  se  pnede  exigir  en  nn  trabajo  de  derecho  romano.  La  ra- 
aón  estriba  en  el  estado  de  las  fuentes  qne,  siendo  4  veces  abundantes  en 
eiertos  puntos,  oemo  sneede,  por  ejemplo,  en  las  sucesiones,  en  otros  apenas 
ofrecen  datos,  como  en  las  servidumbres».  Al  proponerse  escribir  un  Tratado 
del  Derecho  privado  de  Atenas,  el  Sr.  Beauohet  no  podía  hacer  otra  cosa 
que  reunir,  mediante  nn  vinculo  lógico,  las  noticias  esparcidas  en  los  escri- 
tos de  los  literatos  y  filósofo»,  oeiistituyendo,  por  esta  condición,  una  teoria 
«ompleta.  Esta  diñcil  empresa  se  ha  cumplido  de  tal  modo  por  el  Sr.  Beau- 
«fliet,  que  al  examinar  lo6  varios  oapituloiT  de  su  libro,  su  notable  encadena- 
miento, el  rigor  de  las  deducciones  y  la  precisión  de  los  detalles,  se  pregunta 
•1  lector  si  es  cierto  que  no  existen  fuentes  generales  del  derecho  que  de  tal 
■Banez»  expone,  y  si  en  el  vii^'e  que  acaba  de  hacer  el  autor  á  Grecia  habrá 
descubierto  algún  arsenal  de  dooumentos,  de  increíble  riqueza,  que  explota 
en  BU  Ubre. 

Sn  cuanto  4  la  extensión  de  la  obra,  su  autor  adhorte  que  no  se  propone 
estudiar  todo  el  derecho  griego,  sino  sÓIo  el  de  Atenas  y  el  de  las  varías  re- 
p4blieas  helenas  que,  pudiendo  enlazarse  con  el  de  aquélla,  difieren  todavia 
«Ek  puntos  esenciales:  el  derecho  ático,  en  una  palabra,  es  el  objeto  de  la 
obra.  Pero  no  queriendo  el  autor  limitlkrse  á  la  mera  exposición,  le  compara 
eon  mucha  ftecuenoia  con  el  de  &oma  y  la  India,  procurando,  siempre  que 
M  posible,  reoonstituir  el  parentesco  entre  las  varias  legislaciones  antiguas. 
Sste  es  el  lado  fllosófleo  de  la  obra. 

La  HtBioria  del  Derecho  privado  de  la  R^p&iUca  Ateniente  se  compone  de 
enatro  grandes  tomos.  Los  dos  primeros  comprenden  el  derecho  de  familhi. 
Bl  primero,  después  te  una  rápida  exposición  de  la  organización  de  la  fami- 
lia de  Atenas,  familia  en  que  entraban  los  parientes  y  los  clientes,  trata  ex- 
tensamente del  matrimonio  y  sus  efectos  en  cuanto  á  las  personas  y  los 
bienes;  después»  de  las  formas  del  matrimonio,  condiciones  para  su  valides, 
eféetos  penoottles  y  peenniaríos;  la  doté,  con  notables  detalles  sobre  su  eons 
titactón  por  la  ui|}m^  misma,  el  padi«  y  los  hermanos:  su  restitución,  etc. 
La  álttma  parte  de  eate  tomn  trata  de  la  disolución  del  matrimonio,  la  ins- 
tituoión  d«l  epioUnrato^  tomada  de  las  leyes  de  Haná^  y  la  oondíoiófi  de  los  H- 
jos  naturales. 

El  segundo  tomo  comiensa  eon  el  estudio  de  la  adopción,  sus  formas  y 
electos;  después,  la  autoridad  familiar,  que  se  manifiesta  en  las  tres  potesta- 
des: marital,  paternal  y  tutelar.  La  tutela  merece  un  amplio  desarrollo,  y  el 
autor  da,  respecto  de  ella,  detalleB  int«resantes  y  curiosos,  sobre  todo  de  la 
tutela  de  las  mujeres.  Por  último,  el  Sr.  Beauohet  une  al  estudio  de  la  fami- 
lia el  de  la  esolayitud,  tan  practicada  en  Atenas  oomo  en  Boma,  como  lo 
deiauestran  buena  porción  de  nociones  análogas. 
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La  materia  d«  los  biuies^  qa«  consta  de  dos  partckt,  el  dereobo  de  propie- 
dad j  el  de  lae  obligaoioiies,  oomiepva  e»  el  tomo  tefeeio.  £1  dereebe  de 
propiedad  y  sxui  desmembraoioQei  oonpan  tedo  un  TolnmeBí  que  trata,  pri- 
meramente, de  lae  nociones  generales  j  modo  d«  adquirida;  luego  de  las 
desmembraciones  de  este  derecho;  de  las  seryidumbi;ee,  dende  los  docnmen- 
tos  son  tan  raros;  la  hipoteca,  cuyos  llanos  orígenes  se  descubran  coa  una 
exactitud  y  precisión  notables;  por  último,  de  las  acciones  que  garantizan  el 
derecho  de  propiedad.  Bl  último  titulo  del  Yolumen  tercero  se  ocupa  de  la 
transmisión  del  patrimonio,  de  las  sucesiones  y  de  la  eniúiorM. 

Llegamos,  por  último,  al  tomo  cierto,  dedicado  4  lae  obligaciones;  en 
ellas  es  donde  principalmente  se  manifiesta  el  grado  de  cultura'  jurídica  de 
un  pueblo,  y  su  estado  intelectual.  Siguiendo  el  pian  acostumbrado  de  los 
comentaristas  del  derecho  romano,  y  aun  de  los  modernos  del  Código  civil, 
el  Sr.  Beauchet  sienta  de  antemano  los  principios  fieupidamentalee  que  rigen 
todos  los  contratos;  después  los  contratos  en  sí  jnismos^  coadioiones  lieeesA- 
rías  para  su  valides  y  sus  formas.  Bn  seguida  los  estudia  uno  4  uno,  por  «I 
orden  con  que  los  trata  el  código  Napoleón:  la  venta,  el  inquilinaito,  ^jprés- 
tamo  (y  los  contratos  marítimos,  especialmente  el., préstamo  4  la  gruesa), 
depósito,  soojledad,  mandato  y  obligacionee  nacidas  .de  delito.  liOe  efectos' de 
las  obligaciones,  su  transmisión  y  extinción,  son  olgeto  de  los  últimos  ca- 
pítulos. 

Aquí  se  detiene  esta  fría  enumeración  4e  capítulos,  4  cuyo  an41ists  debe- 
mos renunciar,  aun  perdiendo  con  tal  rennneia  el  placer  de  seguir  al  autor 
•en  sus  desarrollos  y  deducciones,  y  mostrar  el  ujrte  con  que  ha  reunido  los 
•documentos  y  el  provecho  que  ha  sacado  de  ellos.  Bsta  eatisfaoeióii^o  puede 
d4cfela  el  que  escribe  una  nota  bibUogr4fieay  debiéndose  limitar  4  indiear^ 
los  leétores  las  condiciones  capitales  de  la  obra  y  la  ntfturaleaa  de  los  obje* 
tos  que  contiene. 

Pero  hay  otras  dos  cosas  que  no  le  estén  prohíbidM:  el  elegió  euando  e» 
merecido  y  la  critioa  si  es  justa^  Kn  cuanto  4  la  ecíticav  no  es  Beeesatia  «a 
eemfljantes  obras;  muy  sabio  ó  temerario  seria  el  q^e  intentara  la  del  Ubro 
drt  jurisconsulto,  filólogo,  filosofó^  dei  sabio,  en  una  palabta,  que  se  Ilaaaa 
L.  Beauchet.  El  que  no  sea  ni  sabio  ni  temerario»  sólo  puede  deeir  esto:  afir- 
mar, con  la  más  honda  convicción,  que  se  trata  de  «na  obra  de  ^ran  valiotr 
que  en  pocos  meses  se  sobrepondr4  4  los  Tratados  que  se  han  hecho  del  &úe>' 
nao.  apunto  desde  hace  dos  siglos. 

^  *  íiA  Bkdaccióh. 


Ensaye  4e  «na  Introdneeióii  al  estadio  del  Dereelie  mereantO  (Pr^ljmi 
nares  ó  historia),  por  I/n'enzo  Éenito,  Catedrático  de  Derecho  mex- 
cantil  en  la  Universidad  de  Valencia. — ^Un  volomen  de  191  p4gi- 
j>as;  10  pesetas. 

S«t#  Ubro«  mtgéúOL  jm  lo  kidiMí  8«  portada,  eompread»  do*  partosi  vnos 
prolimifianw,  «tilos  coaloo  el  autor  fKpono  muy  eompeadiotainoiite  la  doc- 
trina rolatiya  al  oonoepto  dol  DaroehosmeaBtU,  «os  cartiettrm  f  úondiewm»,  la 
imporlatvia  «k  —  «tau^M,  tua  rdacimut  m»  Icm  dmkát  rmma»  del  Dermko,  sos  fmtn- 
U»ym».  tU9§aníiMud;.wuí  hictoxia  del  JÁandk^  mtteamUt  ^  ■ooBiWUiar  por  las  eda 
4eM  prthittáríeím,  ligiiiMido  por  la  oúM  «m^^ica.^oUoa  do  Asia  y  AlHoa,  Oro 
«i»a«  Boxoa  y  Bí9sA%)^  por  la  media  (ol  Xm^aiio  roiaaao  y  los  pueblos  inmuio 
T^^Jas  ciudadM  italianas,  las  oindadss  do  Jhraaeia,  las  eiudatos  doL  N<h^  y 
i^ísutrq  do  Bnropa»,  Bspafta  duranto  esta  odad;  instítosionos  mofoaaAilos  do  la 
IBdfKi  Xodi^  por  la  Morfema  (el  Boreoho  moroantil  en  las  -varias  aaoionos  do 
l^^ij^uropa  y  Aanéríoa  durante  osla  odad),  jr  Uogaado  hasta  la  edad  ooniempitrúnM» 
(desdo  la  BovqIooíóq  teaíMoa  para  aoi>^  Xn  ol  Ubre  que  ooiisaflrra  el  Sr.  Bo- 
nito 4  esta  última  edad,  xuis  ofroeo  un  ouadro  dol  estado  presento  del  pero- 
xiho  mercantil,  asi  legislado  como  doetrinal  ó  eiontifioo»  en  los  diD»ventes 
¡paisfts  del  yifjo  y  del  nuoro  mundo. 

La  obra  .de  que  se  trate  os  un  resumen  muy  completo,  sobro  todo  on  la 

::parte  histórica— ik  la  que  el  autor  ha  dado  bastante  mayor  desarrollo  quo  h 

tos  preUminares, — de  los  resultados  adquiridos  en  la  diseipUna  del  Doreeho 

:  mereantil  por  los  esf^raos  de  sus  m&s  autoiiaados  é  ilustres  representantes 

■  actujJes.  ^1  Sr.  Benito  oondonsa  estps  resultados,  &  la  yos  que  oon  la  oom- 

potencia  que  tiene  bien  aereditada  en  semejantes  materias,  oon  muoho  orden 

.  j.oon  grfa  sobnodad  y:eonoisión.  Por  oso  su  Ubro  es,  sin  duda,  do  los  que 

mejores  «ondicionos  reúnen  para  el  olijeto  k  que  pareoo  dodioailo  principal- 

fuente  su  autor,  ó  sea  para  la  onseftansa  universitaria,  sobre  todo  soflrún  so 

'^Hole  entender  y  praetíoar  hoy  ésta. 

P.  Dorado, 
Profasor  en  la  Universidad  do  ftálamanoa- 


n  r. 


^Priyileglos  f  franquicias  de  Mallorca,  eédalas,  capitales,  estatates,  ér- 

,  deaesjr  pragiaátiea»  otorgadas  \at  les  Beyes  de  Mallorca,  de  Aragáyt 

j  de  Espafia  desde  eJ  siclo  XIII  hasta  fin  del  XYU,  compilados  i>or 

Í>.  José  Maria  ^uadram;  cuaderno  1. o  de  160  págs.  en  folio.  Palm^ 

de  Mallorca,  Escaela  tipográfica  provincial,  1895. 

Bl  grave  riesgo  que  eorrió  el  Archivo  general  histórico  de  HaUoroaen  la 
-«sa^roea  noche  del  98  de  Febrero  de  ISSA,  ha  sido  causa  de  la  notahlo  publi  > 
^aoi¿n  que  motiva  estas  lincas,  por  acuerdo  j  k  expensas  de  la  Diputaoite 
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pro  tíneiftl  de  las  Balearen,  bajo  la  entendida  direooión  del  Arobivero  !>'.  Xosé^ 
Maria  Qnadrado. 

Empresa  de  reconocida  importancia  es  la  toe  Ueva  á  cabo  la  Dipxrtaei6n 
p  rovincial  citada,  que  qnisiéramoe  no  se  redigese  á  mero  trabajo  históriop, 
sino  á  pnbMcaeión  de  resultados  m&Ji  directos  para  aquellas  islas^  hoy  que  el 
«r^.  18  del  Código  civil  ordena  se  apliqne  el  mismo  á  las  islas  Baleares  al 
mismo  tiempo  que  en  las  provincias  no  aforadas,  en  cuantú  no  «e  oponga  é 
«qmeUm  dúponcione§  foraU»  ó  eontuHmdktaria^  q%te  aetuaUmmUe  Mtán  vigefOe^. 

Si  el  derecho  mallorqnin  ha  de  resistir  el  avance  avasallador  del  Gód^po» 
precisa  que  esté  codificado,  rennido  en  peqnefio  Tohimen,  como  el  Apóndioa 
formulado  por  la  Academia  de  Dere<dio  de  Barcelona,  de  qneacarbambü  de  ocm- 
pantos,  y  ai  el  trab^  que  se  Ueva  á  cabo  es  preparatorio  del  infoxme  de  la  Di- 
pataeián4e  las  Baleares  y.del  Colegio  de  Abogados  de  la  capital  de  las  mismaa, 
par»  formar  el  proyecto  de  Jey  en  qne  han  de  contenerse  las  Institnoiones. 
«ivUes  de  dicho  territorio  qne  convenga  conservar,  k  tenor  de  lo  dispuesto  etti 
el  art.  7.*  de  U  ley  de  Bases  del  Gddigo  civil  de  11  de  Mayo  de  1888,  la  oportx^• 
nidad  de  la  publicación  es  hadisoutible;  pues  sostavo  Mariohalaf  en  el  Seniár 
do  en  el  aiVo  1861  la  conveniencia,  para  hacer  un  buen  Código  civil  en  BSb- 
pafia»  de  que  se  principiase  por  recopilar  todos  los  fueros,  á  fin  de'  facilitar  su* 
«stndio  y  aplicación;  estudio  y  preparaoién  que  son  convenientisimos,  y  cuya . 
vecapüactón  de  fueros  prevenia  la  Beal  orden  de  IS  de  Junio  de  18&7,  repro* 
ducida  virtnalmeute  por  decreto  de  97  de  Noviembre  de  Í868,  en  cuyo  decreto 
se  reconoce  la  necesidad  de  annonisar  la  legislación  con  las  costumbres,  k  fin 
de  que  las  oonipilacienes  alcancen  el  prestigio  y  autoridad  indiápensableii 
para  ser  obedecidae^ 

frosiga,  pues,  la  Diputaoión  de  las  Baleares  la  noble  iarea  emprendidas 
y  ayudada  del  Colegio  de  Abogados  y  demás  corporsciones  científicas  de 
aquella  «apital,  trabaíe  en  el  mismo  sentido  en  que  lo  ha  hecho  la  Aoadenda 
de  Derecho  de  Barcelona,  no  esperando  k  que  el  Oobierao  sclieite  el  informe- 
indicado  en  el  art.  7.*^  de  1»  citada  ley  de  Bases,  sino  formulando  el  proyecto 
de  Apóodiee  para  su  territorio,  y  pveeentltndolo  k  los  altos  Federes  del  Bs- 
tado  solicitando  su  aprobación,  para  lo  cual  es  auxñiar  poderoso  la  publica- 
ción de  que  nos  ocupamos. 

Contiene,  el  primer  cuaderno  una  extensa  npticia  sobre  |os  códices  delr 
Archivo,  unaf  observaciones  sobre  el  códice  IMüitegü  dd$  Meyt  de  Maüoróa  y 
los  sumarios  per  regiatros  de  varios  códices  d^  diado  Ar^ivo,  en  latíi^ 
unos  y  mállorquin,  ó  sea  catalán,  otros,  son  extensas  noticias,  por  notas,  de-- 
bi  das  á  la  erudita  pluma  del  compilador.  No  hay  que  dudar  que  á  la  termi- 
n  ación  del  trabsjo  quedarán  expuestos  á  la  consideración  de  los  lectores,  in* 
t  eresantisimoB  datos  «sobre  diversos  aspectos  sociales  y  diversos  ramos  qne^- 
«  omponen  la  historia  general  de  los  pueblosi,  según  palabras  del  Sr.  Qua^ 
drado  en  sñ  advertencia  preliminar.  Unificados  '  en  Espafia  el  derecho  admi- 
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nistrfttiTO,  político,  procesal,  penal  y  de  proce^inúentos,  aparte  de  sa  inesti- 
BUible  valor  histórico,  como  resiütado  positivo  de  inmediatas  y  ventajosas  oon- 
secuencias  para  aqnel  país,  seria  el  de  la  conservación  de  sus  instituciones < 
eivtlee  espe oíales,  lo  que  desearíamos,  y  por  ello  felieitariamos  á  laCorpora-, 
món  provincial  ludida  y  al  Sr,  Quadrado,  sin  escasearles  nuestros  plácaoMs 
en  otros  sentidos,  sea  cualquiera  el  resultado  directo  que  «e  obtenga  de  tai^ 
notable  publieaoíón' 

YlCTOSIHO  SAHTAICASÍA. 


iPor  %ué  no  hay  pleitos?— Beformai  Decesanás  en  la  Adminiotracióa 
de  Jaaticia,  por  D.  Lorenzo  Barrio  y  Jlforayto.— Madrid,  1896. 

Bl  Sr.  Barrio,  preocupado  por  el  retraimiento  que  observa  en  los  litigan- 
tes, se  propone  estudiar  las  causas  que  los  mueven  á  apartarse  de  los  Tribi»- 
nales  de  Justicia.  Si  fuera  por  haberse  extinguido  las  diferencias  humanas» 
nada  tendría  que  decir  y  hacer  sino  buscar  con  todos  los  que  k  sus  tareas  se 
dedican  «nuevos  rumbos  de  vida»;  pero  antes  bien  encuentra  qué  subsisto^ 
todo  lo  que  puede  originar  un  pleito.  Con  este  propósifo,  y  con  el  consi- 
guiente de  remediar  en  lo  posible  el  mal  que  desde  luego  salta  á  la  vista  en 
esta  situación  extrafta,  escribió  la  serie  de  artículos  que  ahora  presenta  co^ 
leocionados.  Con  toda  franquesa  expone  el  autor  los  males  m&s  señalado» 
áe  la  Adniinistracíón  de  Justicia,  tal  como  funciona  en  la  actualidad.  La  im- 
posibilidad en  que  se  encuentran  los  Jueces  para  conocer  como  debieran  la 
masa  enorme  de  papeles  que  pone  á  su  firma  el  Escribano;  las  delegaciones 
sucesivas  desde  el  uno  al  otro,  del  Escribiino  al  Oficial»  del  Oficial  al  escri' 
Í>iente  en  muchas  cosas;  la  asimüaf^ión  á  la  carrera  judicial  de  que  gosan.  al- 
«moe  fmeionarios;  las  fáciles  y  frecuentes  insolvMicÍMS;  la  interminable^ 
tramitación  á  que  se  sujetan  la  mayor  parte  de  los  negocios,  etc.,  ete.  Con 
el  fin  de  acabar  oon  ellos,  indica  el  Sr.  Barrio  el  aumento  del  personal;  la. 
exacción  de  la  responsabilidad  judicial,  m&s  segura  y  enérgica  que  ahora;  la 
supresión  de  muchos  trámites  inútiles;  la  sujeción  de  toda  clase  de  honora- 
rios á  un  arancel,  etc.,  etc. 

El  folleto  del  Sr.  Barrio  contiene  observaciones  muy  exactas,  y  avece» 
van  ilustradas  con  casos  vtvot,  que  contribuyen  á  poner  de  relieve  los  males- 
de  que  se  queja;  por  otra  parte,  sus  ideas  de  reforma  son  muy  atendibles  y 
«xcelentes  sus  propósitos. 
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Reforma  de  U  ertografia  castellana,  por  2>.  J.  Jimeno  Agiu$. 

4.a  edición.— Madrid,  1896. 

Bl  Ihiftr»  Meritor  8r.  Jimeno  Agina,  ampoftado  deade  ba  tia»po  am  la 
•omporaaa,  ao  paquafta  eiartamante,  de  reformar  la  ortograüa  oaaMlami, 
«oaba  de  publicar  aaie  folleto,  Terdadero  teaoro  de  eonooimieatoa  gvamáfti- 
«oB.  Naeatra  Bbyibta  no  entiende  de  ellos  muy  direot¿knente;  pero  pnealo 
que  literatura  ea,  la  intereaai  eomo  todo  lo  qne  al  lenguaje  toca.  Pesde  nuea- 
^ro  punto  de  yiata  noa  pareoe  que  au  teoría,  muy  lógioa,  dentifloa  y  medi- 
tada, peca...  de  inocnnpeienna  dé  jurudiecián.  La  Lengua,  oral  ó  eaorita,  ea 
realmente  el  aaunto  en  que  todos  deben  d^ar  hacer  y  pasar.  Con  sus  leyea 
naturales  que  la  llevan,  salta  por  olma  de  las  leyes  y  gobiernos,  de  los  Eua- 
■do§  que  se  la  quieren  imponer.  Ciertamente  el  principio  fcmétieo  es  una  de 
las  de  la  eacritura;  pero,  pretender  desenredarla  ahora,  por  obva  de  uñ  in- 
-diyiduo  ó  de  un  escaso  grupo,  de  los  varios  elementos  etimológicos,  oonane- 
tudinarios,  etc.,  sedimentados  en  su  cauce  por  el  curso  de  los  tiem|»o8,  aoa 
pecho  que  ea  imposible.  Esto  se  producirá  por  si  solo  y  sabe  Píos  cuándo* 
-porque  de  continuo  so  enturbian  las  aguas  aolarada¡8.  La  obra  del)3r.  Jimeno 
tiene  el  valor  de  laa  aelecciones  artiftcialea  que  aceleran  la  marcha  de  la  aa 
lección  natural;  en  eate  aentido  debe  tomarse  y  eatimarse  por  los  mismos  que 
no  se  decidan  á  alistarse  en  la  O.  i7 ,  la  cual,  por  su  parte,  nos  hará  el  a^ 
«equio  de  no  señalar  nuestras  falta»  de  ortografía.  Nadie  hablará  de  ellaf,  y 
•de  esta  suerte,  terminando  el  símil  de  arriba,  cá  río  revuelto...  ganancia  de 

l^escadores». 

« 
«  • 

Mannal  del  Proeurador.— Oontestacionea  á  laa  pregantaa  del  Programa 
para  loa  exámenea  de  Aapirantea  á  Proctiradorea  en  la  Audiencia 
da  Albacete,  por  D.  Jumn  Qareia  Más,  Abogado.— Albaeelé,  1M«. 

Es  este  libro  una  recopilación  completa  de  cuantas  diapoaicionea  orgáni- 
caa,  fúndonalep  y  procesales  conciemen  al  carge  de  Procurador,  eaparddaa 
•en  los  varios  códigos  y  leyes  que  componen  nuestra  legislación.  Pistribuidas 
^n  168  lecciones  están  todas  las  preguntaús  que  á  un  Aspirante  se  pueden  di- 
^gir  para  investirle  de  tal  cargo;  preguntas  que,  dada  la  integridad  del  li- 
bro, no  son  distintas  en  la  Audiencia  de  Albacete  que  en  otra  cualquiera  de 
las  de  España.  De  esta  suerte  la  obra  es  una  pequeña  guia  profeaional,  da 
^uya  utilidad  baste  decir  que  en  breve  tiempo  se  llevan  tiradas  dos  edieioi 

OomxAHcio  Bbrkaldo  di  Qumóe» 
Abogado. 
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